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LEGISLACIÓN COLOMBIANA Y VENEZOLANA 

YI3-BHTS. 

QUE CONTIENE EN FORMA DE DICCIONARIO 

TOPAS LAS LEYES, DECRETOS Y RESOLUCIONES DE LOS CONGRESOS DE COLOMBIA Y DE VENEZUELA, VIGENTES, CON NUMEROSAS 
ILUSTRACIONES, E IMPORTANTES ANÁLISIS COMPARATIVOS, LOS DEORETOS Y RESOLUCIONES DEL PODER EJECUTIVO DE. 
GOLOMBIA, DEL LIBERTADOR Y DEL PODER EJECUTIVO DE VENEZUELA, LOS ACUERDOS DE LA CORTE SUPREMA, LOS TRATADOS 

# PÚBLICOS Y OTRAS VARIAS DISPOSICIONES DE SUMO INTERÉS. 




DI 8. B. LA CORTE SUPERIOR DBL SEGUNDO DISTRITO DEL CENTRO, EX-RECTOR DEL COLEGIO NACIO- 
NAL DK BARCELONA, CATEDRÁTICO QUE FUÉ EN EL MISMO, DE FILOSOFÍA, Y DE GRAMÁTICA CAS- 
TELLANA Y ELEMENTOS DE RETÓRICA Y VERSIFICACIÓN, MIEMBRO CORRESPONSAL DEL EX- 
TINGUIDO LICEO VENEZOLANO, AUTOR, CON OTROS, DBL PRONTUARIO DB LEGISLACIÓN 
VENEZOLANA, Y DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ILUSTRADO, Y, POR 8Í, DB ALGU- 
NOS DRAMAS Y OTRAS COMPOSICIONES LITERARIAS. 
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OBISPADOS. Decreto de 7 de Mayo de 
1847 erigiendo dos nuevas sillas, una en Bar- 
quisimeto y otra en Calabozo* 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso, 

Considerando : 
1<> Que corresponde al Congreso decretar las 
erecciones de nuevos obispados, circunscribir sus 
límites, designar el número de prebendas que ha- 
yan de tener las catedrales que se erijan, y arre- 
glar los límites de las diócesis ya existentes en 
Venezuela conforme al artículo 49 de la ley de 
28 de Julio de 1624 que declara h la República 
en posesión del derecho de patronato. 

2? Que reducida la arquidiócesis de CaTá- 
cas al número de trescientas seis mil seiscientas 
nueve almas, y la de Mérida al de doscientas 
treinta y seis mil cuatrocientas, queda, de sus res- 
pectivas desmembraciones, un número suficiente 
para erigir en el Occidente de la República un 
obispado con trescientas cuarenta y cinco mil 
cincuenta almas, y otro en los Llanos con cien- 
to noventa y nueve mil quinientas diez y nueve 
almas, según el último censo aprobado. 

3? Que es muy difícil que los Prelados de 
Caracas ¡y Mérida visiten unas diócesis tan nu- 
merosas y extensas, con la frecuencia que orde- 
na el Santo Concilio de Trento, y que apenas po- 
drán verificarlo por una vez en el curso de su 
vida. 
49 Que la distancia que media entre Caracas 
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y Mérida, y muchos pneblos de los que compo- 
nen dichas diócesis, es un obstáculo para el pron- 
to despacho de las solicitudes de los fieles, y es- 
pecial me rite en materias de matrimonios, graván- 
dose con grandes costos que la mayor parte de 
ellos no pueden sufrir. 

50 Que siendo la población de la República, 
según el último censo, de un millón doscientos se- 
tenta y tres mil noventa y cinco habitantes, de 
donde resulta que hay en ella un solo eclesiásti» 
co por cada dos mil ochocientas noventa y tres 
almas, pues que el número de presbíteros es solo 
de cuatrocientos cuarenta, muy inferior al que 
exige el buen servicio espiritual de los cuatro- 
cientos ochenta y un curatos que comprenden las 
tres diócesis existentes, y que entre los recursos 
que pueden emplearse para la consecución del 
clero necesario, el mas poderoso é influente es la 
creación de nuevos obispados. 

69 Que el Poder Ejecutivo ha reconocido la 
creación de dos nuevos obispados con la des- 
membración de las diócesis de Caracas y Méri- 
da, como una medida moral y social del país. 

79 Que el muy Reverendo Arzobispo de Ca- 
racas Doctor Ignacio Fernández Pefía, y el Re- 
verendo Obispo de Mérida Doctor Juan Hila- 
rio Boset, en sus respectivos informes, dirigidos 
al Supremo Poder Ejecutivo, el primero desde 
San Luis de Cura á 26 de Agosto de 1846 ; y 
el segundo» desde la Ciudad de Trujillo & 24 del 
mismo mes y año, reconocen la urgente necesi- 
dad y conveniencia pública de estas nuevas erec- 
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ciones con la desmembración de sus respectivas 
diócesis. é 

Decretan : 

Art. 19 Se erige en el Occidente de Vene- 
zuela un obispado que comprende tbda la pro- 
vincia de Barquisimeto, toda la de Coro, los can- 
tones de San Carlos y el Tinaco en la provincia 
de Carabobo, y los de Araure, Ospino y Guana- 
re en la de Barínas* 

Art 2.° Se erige en los Llanos otro obispado 
que comprende los can Unes Calabozo, Chagua- 
ramas, Orituco, San Sebastian, y las parroquias 
de San Francisco y San José de Tiznados del 
de Cura de la provincia de Caracas ; los canto* 
nes Achaguas, San Fernando y Mantecal de la de 
Apure; los cantones Nutrias y Guanarito déla 
de Barínas, y el cantón Pao de la de Carabobo. 

Art. 39 Se fija la silla episcopal del obispado 
de Occidente en la ciudad de Barquisimeto, y se 
erige en catedral su iglesia parroquial. 

Art. 4? Se fija la silla episcopal del obispado 
del Llano en la ciudad de Calabozo, y se erige 
en catedral su igleslsíjfeh'oquial. 

Art. 59 Los límites de los dos nuevos obis- 

Í>ados, respecto de los de Caracas y Mérida son 
os que tienen en lo civil las provincias, canto- 
nes y parroquias comprendidas en las ereccio- 
nes que fijan los artículos 1? y 2? de este decreto. 

Art. 69 La asignación de cada uno* de los dos 
nuevos obispados será igual & la qftp gozan 6 go- 
zaren los de Mérida y Guayana. 

Art 79 Se erige en cada una de las iglesias 
catedrales de Barquisimeto y de Calabozo un 
capítulo catedral compuesto de lia dignidad de 
Dean y de las canongías Magistral, Doctoral, 
Penitenciaria, Lectora! y de Merced, con los 
ministros subalternos .necesarios, cuyos beneficios 
no se proveerán hasta que el Congreso les asigne 
la congrua suficiente que debe satisfacer el tesoro, 
cuando sus rentas puedan soportar estas eroga- 
ciones. 

§ 19 Entretanto sacrifica la disposición an- 
terior, se crean para cajía.,uno de los dos nuevos 
Obispados, dos canongías cfeÁforced con la asig- 
nación de ochocientos pesos ¿míales para cada 
una, que satisfará el tesoro nacional. 

§ 29 Son deberes comunes 6 dichos canónigos 
de Merced, asistir *1 Obispo en todas lffsTim ció- 
nos pontificales. Ademas, uno de ellos llenará las 
funciones de Lectora!,. y di otro las de Magistral, 
según lo det£rnitfi£n los respectivos prelados. 

Art» 89 La e^hidióoesis de Caracas queda 
circunscrita á los cantones Caracas, Petare, Gua- 
ren as, Caucagua, Rio-Ohico, Santa y f;ucía,Oc lima- 
re (tó Tuy^GaiaiM, Victoria, Turhréro, Maracay, 
y,il*Síf>arroqwi» CwafMMgdaíetió ySan Juan 



de los Morros, del de Cura de la provincia de 
Caracas, y á los cantones Valencia, Puerto Ca- 
bello, Ocumare de la Costa, Nirgua y Montalvan 
de la de Carabobo ; y sus límites respecto de los 
obispados de Barquisimeto y de Calabozo, son los 
que tienen en lo civil las provincias, cantones y 
parroquias de que se componen los dichos dos 
obispados. 

Art. 99 La diócesis de Mérida queda circuns- 
crita á la provincia de este nombre, á la t*e Tru- 
jillo, -el Ja de Maracalbo, á los cantones Barínas, 
Obispos y Pedraza de la provincia de Barínas, y 
al cantón Guasdualito de la de Apure ; y sus lí- 
mites respecto de los obispados de Barquisimeto 
y Calabozo, son los que tienen en lo civil las pro- 
vincias, cantones y parroquias de que se compo- 
nen los dos últimos. 

Art. 10. La elección de los obispos y el 
nombramiento de los dos canónigos de Merced 
de que habla el parágrafo 19 del artículo 7<> no 
tendrán efecto hasta tanto no sea aprobada la erec- 
ción de los obispados. 

Dado en Caracas 5 4 de Mayo de 1847, 18 y 
37.— El Presidente del Senado, Mariano Obispo 
de Guayana.— El Presidente de J^ Cánw* de 
Representantes, Miguel Palacios.— El Secreta- 
rio del Senado, José Ángel Freiré.— El Secreta- 
rio de la Cámara de Representantes, Juan Anto- 
nio Pérez. 

Caracas, 7 de Mayo del#47, 18 y 37.— Ejecú- 
tese. — José Tadeo Mon4ga$w-*Yox S. E, el Pre- 
sidente de la República,— El Secretario jfe-E. en 
los DD. de lo Interior y Justicia, Rafad ¿exu- 
do. 

OBISPADO de Merhu. Agregación de al- 
gunas de sus parroquias al de Bogóte. Véase 
Bulas, D. de 14 de. Mayo de 1896. 

OBISPOS. Requisitos con que debe darse el pa- 
se á las bulas de institución; y juramento qu* 
deben prestar antes de la Consagración. Véa- 
se Bulas, D. de Id d§. Mayo de 1841, y D. E. 
de 16 de Noviembre de 1836. 

OBISPOS. Vóasp Prelados icletifotico*, y Se- 
pulturas. .,,, 

OBISPD3 ;(canton) Parroquias de que se com- 
pou.e. ^ase División tevritarialy L¿ de 28 de 
Abril, de 1856, $3? del .art. 30. (Apéndice al 
2? tomo) ■ * 

OBLATAS. Véase Asignaciones eclesiásticas . 

OBLATAS de la Diócesis de Guayana, 
Véase Síiidtivs y Oblatos de lar Diócesis <U 
Guayana. • -. 

OBRAS pías, Qomo ihe d* hacerse tof ¿unda- 
(ion. Véase C<?*fw, {áfhposveioii y réconpeí- 
miento de) 

OBRAS. j?í,w?, D#?*aio dh 28 dé 'iráfci ni 



COLOatfiUAA 7 VBH£55ütAK± VMENÍB. 

aaBsaauasaaHEsasBBBssiaBKs 



OBR 



1824 nombrando patrono á la fundada en 
' Mérida por el Doctor Marcelina Rangel. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Colombia reunidos en Congreso. 

Considerando: 1® Quetas patronos nombra- 
dos para la obra pía que fundó el Doctor Marce- 
lino Rangel con el objeto de dqtar. niñas pobres 
en la ciudad de Mérida, no pueden desempeñar 
cumplidamente sus lunciones así por la distancia 
que separa de djcha ciudad á uno dé los patro- 
nos, «como porque faltan los otros que pudieran 
ejercer el patronato. — 29 Que corresponde al 
Cuerpo legislativo dictar las resoluciones conve- 
nientes para la conservación de los es tabl «oí- 
rme n tos de beneficencia, ó de los capitales que 
les pertenezcan para, la legítima inversión de sus 
réditos y para que en todo caso pueda exigirse 
la debida responsabilidad de los que dejen de 
cumplir sus obligaciones en esta materia.— r3P Que 
si los patronos fuesen el reverendo obispo y la 
municipalidad de Mérida, habría entonces ma- 
yor interés en la justa elección de las niñas o/ie 
deberían dotarse, como también, en la conserva- 
ción del capital : decretan. 

Art. I© Será patrono.de la obra pía fundada 
por el Dr, Marcelino Rangel, para dote de niñas 
pobres en la ciudad de Mérida el reverendo ob.ie- 
po de aquella diócesis, y en su defecto la muni- 
cipalidad de dicha ciudad de Mérida. 

Art. 29 La municipalidad propondrá al pa- 
trono un número doble de niñas que deban do- 
tarse, cada vez que hayan de verificarle dichos 
dotes, y de cuyo número el patrono elegirá, y 
confirmará el preciso. 

"Art 39 Cuando la municipalidad haga las 
funciones de patrono, ella por sí sola elegirá, sin 
que sea necesaria la propuesta de que habla el 
articulo anterior. 

Art 49 La cantidad con que deberán dotarse 
las ñiflas, no pasará' de mil pesos ni bajará de 
quinientos. 

Dado en Bogotá á 26 de Junio de 1824, 14.— 
£1 vicepresidente del Señado, Francisco Soto.~ 
£1 vicepresidente de la Cámara de Representan- 
tes, José Rafael Mosquera*— E\ secretario q>l 
Senado, Antonio José Cato,— IR diputado se- 
cretario de la Cámara de Representantes, José 
Joaquín Stares. 

Palacio del Gobierno en Bogotá á 28 de Junio 
de 1824, 14.— Ejecútese. — Francisco de Paula 
Santander. — Po> S. E. el Vicepresidente de la 
República encargado del Poder Ejecutivo. — El 
secretario de Estado del despacho del interior, Jo- 
sé Manuel Restrepo. 

OBRAS PÍA8. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 16 PE 

' febrero de 1847 sobre lo mismo que el decre- 
to anterior. 



OBR 



Secretaría del Inter4or.-^8eccion 1* 

Caracas. Febrero 16 de 1847. 

resuelto*— Dígase al Reverendo Sr. Obispe 
de Mérida. 

De la nota de US. R. fecha 26 der Diciembre 
último y documentos que se sirvió acompañar 
resulta : que US. R. cuino patrono déla obra pía 
fundada por él Pro. Dr. Marcelino R a ni el para el 
dote de niñas pobreB de la ciudad de Mérida, en- 
cargó á su provisor gobernador del obispado el 
cobfo y percepción de los réditos que debía el Sr. 
Juan de Dios Ruiz como reconocedor del capital 
de ifccha obra pía y que á su nombre eligiera por 
esta vez entre las niñas que presentará el contejo 
municipal las que htibierati de ser favorecidas en 
las dotes conieapondientes : que su encargado 
procedió sn»efeoto al cobro de dichos réditos, y 
cuando ya se preparaba á entregarlos, el Sr. Ruia 
recibió /esta oeden del jefe político 4 para que lo* 
retuviera, debiendo el concejo municipal proce- 
der en su próxima sesión á la formación de las 
listas, de jóvenes ñiflas parala elección de las 
que debían aer dotadas: que en efeoto procedió 
dicho cuerpo á la formación de las lisia* y. eligió 
cuatro que debían ser presentadas á US. R. ; y 
lo participó al referido señor previsor gobernad*? 
del, obispado ; que esta contestó al concejo, 
que estando autorizado por US. R. para hacer U 
elección, debía omitirse el aviso que exigía se ,le 
diera á US. R. cpn tal fin, y que si antes no se 
había procedido en el partícula?, era por nohatttf 
entregado los réditos el Sfr. Ruiz: que el conejo, 
municipal acordó nombrarse una comisión es* 
pecial para que formara un reglamento que sir* 
viera de regla en lo sucesivo para el manejo y 
administración délos réditos y cantidades que.se 
rediman pertenecientes al capital que reconoce -el 
Sr. Juan de Dios Ruizfuncado por el Sr. Dr. 
Marcelino Rangel a favor de las niñas patees de 
Mérida; y que con respecto á loa réditos .venci- 
dos y que no se han entregado, se ordenara al Sr. 
Ruiz que les retuviera en su poder hasta tanto se 
encontraban ^conocedores con las garaníae ne- 
cesarias, y para lo cual se fijarán carteles per ei 
término de quince dias : que el señor provisor 

fpbernador del obispado á quien Be instruyó de 
ic{io^ acuerdo, protestó contra él exponiendo .ni 
concejo que no era llegado el caso de enU¡a? di> 
cho cuerpo en el ejercicio del patronato» y que •£ 
US. R. como patrono correspondía el arreglo de 
la obra pia y cobro y depósito de sus réditos coni- 
forme á la real provisión de la Audiencia de San-» 
ta Fé de Bogotá, dictada al efecto, y por lo tanto á 
nada podia conducir el reglamento que dictara el 
concejo con dicho fin, estando ya reglamentada 
la materia, y en caso de que no lo esUiviers, to 
cando al patronato dicho reglamento : y por ftUi 
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roo que el concejo manifestó al aeflor provisor 
gobernador del obispado ; que estando dispuesto 
por el decreto legislativo de 28 de Junio de mil 
ochocientos veinte y cuatro, que en defecto del 
Reverendo ObiBpo de aquella diócesis sea dicho 
cuerpo el patrono <le ]a obra pia fundada por el 
Dr. Rangel, no tendría .por legítima otra elección 
de las niñas que debían dotarse que la que hiciera 
el mismo Reverendo Sr. Obispo, y en su defecto 
el concejo municipal, entendiendo que no habia 
medio en la disyuntiva ( * 6 el R. Obispo de la 
diócesis ó el concejo municipal de Merída " lo 
cual debería ventilarse oportunamente si hubiera 
oposición para evitar cualquiera nulidad. 
Instruido de todo el Poder Ejecutivo, y teniendo 
á la vista las disposiciones contenidas tanto en la 
escritura de 10 de Octubre de 1769 en que el Dr, 
Don José Marcelino Rangel fundó la obra pía de 
que se trata, como en la real provisión expedida 
en 4 de Setiembre de 1805 por la audiencia de 
Santa Fé de Bogotá y en el decreto legislativo de 
Colombia de 528 de Junio de 1824 sobre el mis- 
mo negocio, S. E. se ha servido resolver. 

19 Corresponde al ReverendoObispo de Merí- 
da como patrono de la obra pía fundada por el 
Dr. José Marcelino Rangel dictar las disposicio- 
nes convenientes para el aumento, cobro, depó- 
sito y distribución de los réditos de dicha obra 
pía con el ñn de llenar las miras del fundador, y 
pueda en su ausencia por causa legal, comisionar 
por el cumplimiento de sus disposiciones á perso- 
na de su confianza y responsabilidad ; pero no 
delegar la facultad de elegir las ñiflas que deban 
ser dotadas, porque el derecho que se le concede 
para tal elección es puramente personal y puede 
y debe ejercerlo aun cuando esté ausente de la 
ciudad de Mérida, con tal que conserve la "ad- 
ministración de la diócesis, sin que sirva de fun- 
damento para la delegación el que se haya ve- 
rificado antes sin oponerse el concejo municipal, 
porque semejante hecho no puede destruir la na* 
turaleza del derecho. 

29 La ausencia del Obispo por causa legal no 
produce el defecto de que trata el artículo 19 del 
decreto de Colombia citado para entrar el conce- 
jo municipal en el ejercicio del patronato de la 
obra pía, y por consiguiente no ha debido este 
Cuerpo dictar las providencias que ha dictado en 
el particular, que quedarán sin efecto, pues te- 
niendo dicho ejercicio el Obispo, solo le corres- 
ponde presentar el número doble de niñas del 
que debe dotarse cada a fío. 

89 El Reverendo Obispo de Mérida informará 
inmediatamente al Poder Ejecutivo por medio de 
la Secretaría del Interior el capital que hoy tiene 
la obra pía, lo que reditúa actualmente, las fincas 
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en qué está reconocido y por quienes, las seguri- 
dades del reconocimiento, las ñiflas que se han 
dotado hasta el presente, y la cantidad que se 
haya sefialado para cada dote. También infoi ma- 
rá cada afio cuando se verifique el dote de niñas. 

4? El Gobernador de la provincia de Mérida 
vigilará en que el patrono de la obra pía cumpla 
con los deberes impuestos por el fundador, é im- 
pedirá que el concejo municipal le turbe en el 
uso de los derechos que le corresponden como 
tal patrono. — Soy &. 

Trascríbase al Gobernador de Mérida para 
que lo comunique al expresado concejo, y tenga 
su cumplimiento. 

Por S. E. — Acevedo. 
OBRAS publicas. Véase Provincias, art. 77 

números 29 y 39 
OBRAS, publicas. Resolución Ejecutiva dg 

3 de Julio de 1838 sobre forma del pago de 

las que contrate el Gobierno. 

Secretaría de Guerra y Marina. — Sección ter- 
cera* 

Caracas Julio 3 de 1838. 

Circular á los Gobernadores y Comandantes de armas y 
á la Tesorería general. 

Con esta fecha digo al seflor administrador de 
aduana de Maracaibo, lo siguiente : 

Di cuenta al Gobierno de la consulta de U. de 
9 de Mayo último, en que manifestando algunos 
defectos cometidos antes de ahora, pide reglas 
para asegurar los intereses del Estado en los ca- 
sos en que hayan de construirse, 6 repararse edi- 
ficios, buques y cualesquiera obras del Estado, 
por no encontrarlos en la circular de 22 de Ju- 
nio de 1835 ; y el Gobierno en vista de todo, me 
ha mandado contestar á U : que debiendo supo- 
nerse que todas las obras de que trata la consul- 
ta de U. se hagan por contrata, conforme á la 
ley de 8 de Mayo de 1837,, de la misma contrata 
han de nacer las obligaciones á que mutuamente 
se comprometan el Gobierno y los contratistas : 
que en tal caso, las juntas económicas deben es- 
tablecer todas las condiciones bajo las cuajes han 
de efectuarle las obras, y á ellas han de arre- 
glarse las administraciones de hacienda para ha- 
cer los pagos: que si, por ejemplo, la. estipula- 
ción es recibir el valor de la contrata» concluida 
que sea la obra, la administración no lo abonará 
mientras no se le haga constar, con el visto bue- 
no del oficial de ingenieros, si lo hubiere, 6 del 
jefe del ramo á que pertenezca la obra, que esta 
ha sido concluida y entregada, en un todo con- 
forme á lo estipulado en la contrata, de confor- 
midad con lo que se dispone en la citada circu- 
lar de 22 de Junio de 35 : que si el pago ha de 
hacerse por partes anticipadas, porque así se ha- 
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ya acordado por la junta .y aprobad*) por el Go- 
bierno, nunca se haga el segundo pago, sin es* 
tar comprobado del modo dicho que la cantidad 
avaasada ha sido invertida en la obra, y que el 
estado de adelanto de esta corresponde al monto 
de la cantidad anticipada ; y que si esta no »e 
comprobare, ademas de no adelantarse otra su- 
ma, &e proceda ejecutivamente contra los asen- 
tista^ hasta hacerles poner la obra en el estado 
que deba tener, con arreglo al suplemento he- 
cho, ó bien á exigir la devolución déla cantidad 
recibida, si fundadamente se creyere que no pue- 
de cumplir el contrato, haciendo indemnizar al 
tesoro de los perjuicios que pueda haber recibi- 
do, por la demora, ó falta de cumplimiento, con 
arreglo á lo que se hubiere estipulado por la jun- 
ta económica. Del mismo modo se procederá en 
los casos de los adelantos sucesivos. 

Que en el caso de no haber licitadores, y que 
por lo mismo hayan de hacerse los trabajos por 
administración, se pioceda con arreglo á lo dis- 
puesto en la circular de 22 de Setiembre de 
1832, la cual dispone : : * que la administración 
de rentas lleve la cuenta y razón de los materia- 
les que se compren para la obra, de la inversión 
de estos y de los salarios que se paguen, vigi- 
lando por'su parte en que dichos materiales sean 
de la calidad pedida por el encargado de los tra- 
bajos." El modo de comprobar estos consumes 
será con la relación del maestro encargado de la 
odra, visada y aprobada por el jefe del ramo á 
que corresponda, la cual se presentará por se- 
manas* ó romo se convenga, y ella será bastan- 
te para comprobar la data de la administración. 
Y que la .intervención que debe tener el jefe 
del ramo á que corresponda la obra y la obliga- 
ción que en tal caso se le impone de cuidar de 
que se haga como corresponde, y que no se in- 
vierta mas tiempo que el necesario, para que no 
se paguen jornales indebidos, no impiden que los 
a< ministradores de rentas visiten por sí los tra- 
bajos, donde puenan hacerlo, y examinen si el 
erario no sufre perjuicio, y si todo se hace como 
corresponde. 71 

Lo que transcribo a US. para su inteligencia 
y demás fines que son consiguientes. 

Dio* guarde á US.— Rafael Urdaneta. 
OBRAS publicas de la Guaira. Véase Guai- 
ra, D. <te 1? de Mayo de 183a 
OBRAS db utilidad publica. Autorización al 
Poder Ejecutivo para contratarlas. Véase Na- 
vegacion de ríos, lagos 6 lagunas, apertura de 
ferrocarriles ócatoinos de ruedas, y otras 
obras de utilidad- públie*** 
OBRAS litbrajllas. Véase Producciones lite* 
- rafias.. . • •- : - 
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OBSERVANCIA db las leyes. Véase Leyes, 
L única título 12 del Código de procedimien- 
to judicial. 
OBSERVANCIA db las resoluciones del 
Podbb Ejecutivo. Resolución Ejecutiva 
db 19 db Octubre db 1839 declarando, con 
dictamen del Consejo de Gobierno, que cuan- 
do ellas son aclaratorias de una ley, aunque 
se reforme esta, quedan vigentes* si la nue* 
va ley no decide explícitamente el caso con- 
tenido en ellas. % r 
República de Venezuela.— Secretaría de Estado 
en el Despacho de Hacienda.— Caracas 1? de 
Octubre de 1839, IOO y 29? 
Sefior Administrador de la aduana de Guayan». 

Señor. — En el expediente de la materia en 
que obran loa doa oficios de U. de 19 de Julio y 
6 de Agosto últimos números 36 y 42 sobre pun- 
tos relativos al cabotaje, determinó el Gobierno 
oir ásu Consejo, cuyo dictamen es el Biguiente. 
" Se procedió á considerar el informe presen- 
tado por el sefior Bracho sobre la consulta he- 
cha por el administrador de Angostura de si es- 
tá vigente la declaratoria del Poder Ejecutivo de 
28 de Aposto do 1838, después de reformada la 
ley de cabotaje que entonces regia, por la de 10 
de Mayo ultimo. El Consejo, después de discu- 
tido el punto, declaró: que en su concepto está 
vigente dicha resolución, atendidas las siguientes 
razones que constan del citado informe." 

•* Después de varios casos ocurridos en el puer- 
to de Angostura y de varias consultas dirigidas 
al Gobierno, resolvió este en 28 de Agosto del 
año anterior :. que el comercio de cabotaje de que 
trataba la ley de 12 de Mayo de 1834, debía en- 
tenderse tanto de un puerto á otro de la costa del 
mar como de las de los rios y lagos según el ar- 
tículo 29 de la misma ley ; que en consecuencia 
los que traficasen en el Orinoco desde Angostu- 
ra hacia abajo hasta las bocas, ó hacia arriba por 
el propio rio, ó por el Apure, trasportando efec- 
tos y mercancías extranjeras, estuvieran sujetos á 
la 'puntual observancia de la ley de cabotaje y de 
las demás disposiciones legislativas y gobernati- 
vas que rigen en la materia.* 1 

«Después de publicada la ley de 10 de Mayo 
último, que sustituyó á la de 12 del mismo mes 
de 1634, han ocurrido en Angostura caso» seme- 
jantes á los que motivaron la resolución de 28 de 
Agosto, y el administrador principal de la adua- 
na de dicho puerto consulta al Gobierno si la re* 
solución se halla rigente todavía, á pesar de ha- 
berse sancionado una nueva lev." 

u Si la ley reciente hubiera decidido explícita- 
mente el caso resuelto por el Poder Ejecutivo, 
claro es que la resolución no estaría ya vigente y 



8 



TEATÉO PE lá tfeGIfiLACtOÍT 



asase 



o#i 



que ni aun tendría objeto 1 ; pero no existiendo la 
decisión explícita, ocurriendo casos semejantes 
presentándose boy en el artículo 1 9 de la ley la 
misma duda que presentaba el mismo artículo en 
la ley anterior, y conteniendo el artículo? 29 de 
aquella la propia razón que encontró el Poder 
Ejecutivo en el 29 de esta, es indudable que se 
halla vigente la resolución de 28 de Agosto, me- 
jor dicho, es indudable que la ley actual en el 
punto de la consulta debe tener la misma inte- 
ligencia o*e tuvo la ley anterior, porqué conte- 
niendo disposiciones iguales, no hay razón para 
variar el sentido en que estuvo en ejecución des- 
de que se suscitó duda sobre él, y en virtud de 
una providencia del Gobierno.*' 

"Aunque en general corresponde también al 
comercio terrestre el que se hace en pequeñas 
embarcaciones por los ríos, lagos y canales, se 
halla fuera de duda que desde que los ríos y la- 
gos tienen un puerto habilitado para el comercio 
exterior, este puerto está sujeto á todas las re- 
glas comunes á los de la costa de] mar. De aquí 
se sigue que tanto el comercio que se haga del 
puerto del rio ó lago con otro puerto de la costa 
ó de otro rio 6 lago, como el que se haga con 
otro9 puntos de la costa del mar, ó del propio rio 
ó lago, está comprendido en el comercio de cabo- 
taje. Por regla general debo tenerse: que todas* 
las relaciones que con un puerto del rio 6 lago 
se tengan como con un püeito habiíitado t son co- 
mo si se tuviesen con un puerto de la costa» del 
mar siempre que las leyes no hayan establecida 
una excepción." 

•'Aunque el comercio de cabotaje se defina el 
que hacen por mar los subditos de un> Estado 
dentro del* territorio, de este, £ ma» estrictamen- 
te, el que se hace por las inmediaciones y-A vis- 
ta de la costa del mar, no excluye ifautie$h4¿ion 
que sea también comercio interior marítimo 6 de 
cabotaje el que rio se haga ¿on puertos habilita- 
dos de un rio 6 legp ; y la razón es obvia : las 
disposiciones ae contraen de. ordinario á los ca- 
sos generales sin exduir por eso los particulares, 
y resulta que definido el comercio costanero por 
el modo con que generalmente se hace, se halla 
contfftidei especialmente al mar y á sus ooqtas, pe- 
ro ain-exelujrielqtfe ae ¿aga con puntos identifi- 
cados con lasí costos para el comercio exterior/) 
Y 4iafetéfldos^ttf normado el Poder Ejecutiva 
cot» : la/dorisulta preinserta, la comunicó áU. pa- 
ra &B irrteíi^enbia' y demás fines convenientes." 
• Soy de* U..atento servidor.—.©: Bmiih. 
OCURRENCIA í>b acreedores. Véase Con- 
curso ¿^acreedores 6 necesario. 
OFICIOS. Véase Empleos. 

OFICIALES SUBALTERNOS Dfe LAS OFICINAS SU- 
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va de 27 de junio DE 1836 declarando cm- 

tas cualidades que deben tener. . 

República de Venezuela,— Secretaria de 
Estado en el Despacho de Hacienda, 
Caracas, Junio 27 de 1830, 7? de la ley y 
20O de la independencia. 

Señor.— Siendo de absoluta necesidad que los 
oficiales subalternos de todas las oficinas de ha- 
cienda poséanlos debidos conocimientos en la 
partida doble, cuyo método es el prescrito por la 
ley para llevar los libros de cuentas, con el prin- 
cipal objeto de que no solo sean capaces de de - 
sempefiar bien sus respectivos empleos, sino tam. 
bien de suplir según las ocasiones, las faftas de 
algún jefe y de sus compañeros, de obtener los 
correspondientes ascensos de escala, y aun de ser 
promovidos á plazas de superior categoría en 
otras oficinas, ha tenido por conveniente el Go- 
bierno resolver : 

I? Que desde ahora en adelante, los jefes dé 
las oficinas no hagan propuestas para las plazas 
de oficiales, sino en personas que, ademas de las 
otras cualidades, tengan la de saber regularmente 
la partida doble, á cuyo efecto los proponentes 
tomarán los informes necesarios, y el partido que 
juzguen mas acertado para cerciorarse de la ver- 
dad. En cada propuesta expresarán terminan- 
temente si los propuestos saben ó no dicha parti- 
da. 

2? Que los mismos jefes señalen & los oficíales 
que actualmente sirven en las oficinas, y que á 
su juicio no entiendan el método de la partida 
doble, un término perentorio dentro del cual debe- 
rán aprenderlo, y dar pruebas de que lo saben, á 
satisfacción de los mencinados jefes. Si pasado este 
plazo, dichos individuos no hubieren adquirido los 
debidos conocimientos en dicho método, los jefes 
ocurrirán al Gobierno con el proceso verbal que 
justifique el hecho para dictar la providencia que 
está en sus facultades contra los empleados in- 
capaces 6 negligentes. 

8? Qne se observen puntualmente las anterio- 
res disposiciones, bien entendido que á los jefes 
contraventores de ellas se íes hará efectiva la res- 
ponsabilidad, y el Gobierno procederá contra 
ellos conforme áloe artículos ¿7 y 58 de la ley 
0Jte4nica.de Maciandaj' ' • ¡" « ■ - . 

Lo comunicoá l?Jp**a «r ifcteligebela, gobier- 
i^o y cumplimiento; dándome oportuno aviad de 
las jesuítas, ■;;•.•■• \ 

Soy ele ti. atento servidor.- 
. , x José E< Gallegos. 

OFICIALES db los raistiiUMa. Vene Al- 
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El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso. 

DECRETAN : 

Art 19 El secretario de hacienda con sujeción 
á las órdenes que le comunique el Poder Ejecu ti- 
ro, tiene los deberes siguientes : 

19 Cuidar de que se haga oportunamente la 
liquidación ó recaudación de las contribuciones, 
impuestos y rentas nacionales por los respectivos 
empleados encargados de ejecutarlas. 

29 Autorizar la traslación de caudales de una 
oficina de recaudación á otra según lo exija la 
necesidad ; librando al efecto la orden correspon- 
diente á la tesorería general. 

39 Practicarmensualmente el tanteó del dine- 
ro, pagarés y demás existencias que haya en la 
tesorería general; é inspeccionar en cualquier 
tiempo las existencias de todo género, y los do- 
cumentos que h^ya en estas oficinas. 

49 Pedir á las oficinas de hacienda todos los 
informes que crea necesarios para la mejor di- 
rección de las rentas. 

59 Nombrar inspectores cuando lo tenga por 
conveniente para visitar y pasar tanteo á las ad- 
ministraciones de aduana, con el fin de saber si 
dichas oficinas marchan con el día en todus sus 
negociados y trabajos ; y si existen en arcas los 
caudales de la Nación. 

69 Hacer publicar en la Gaceta de Gobierno, 
las observaciones que reciba da los jefes de las 
oficinas sobre los defectos que noten en la prác- 
tica de las leyes de hacienda ; y mejoras que á 
juicio de los mismos deban hacerse. 
Del Tribunal* de Cuentas. 

Art 29 £1 tribunal de cuentas se compondrá 
de tres contadores, quienes nombrarán entre sí el 
presidente por el término de un año. 

Art 39 Son atribuciones y deberes del tribunal 
lie cuentas. 

19 Recibir todas las cuentas del tesoro nacio- 
nal, examinarlas, glosarlas, oir los descargos y sen- 
tenciarlas dentro de un año corrido desde prime- 
ro de Octubre, en que deberá iniciarse el examen, 
'haciendo que los enteros de los alcances se veri- 
fiquen dentro de tercero dia, y pasando a) tribu- 
nal competente copia del expediente cuando juz- 
fiie qne deban imponerse penas de otro genero. 

29 Participar á la secretaría de hacienda quie- 
nes sean los empleados que no hayan presentado 
sus cuentas en el tiempo fijado en esta ley, y pe- 
dir su separación. > 

89 Pasar anualmente á la secretaría de hacien- 
da una noticia de las cuentas que hayan sido fe- 
necidas y (Je las que no ; expresando la razón 
^que lo haya impedido. 

49 Tomar razón de los presupuestos de gastos 

*0*0 1«. 



OFI 



que apruebe el Congreso anualmente, y de todas 
las órdenes que dispongan alguna erogación ex- 
traordinaria ; como también de ios títulos y des* 
pachos de todos los empleados civiles, militares, 
de hacienda y eclesiásticos que disfruten sueldo ó 
comisión de ¡as rentas nacionales : sin cuyo re- 
quisito no se admitirá en data ninguna eantidad 
ni partida. 

59 Asistir á la operación de sellar el papel, 
tomando razón en un libro del número de sellos 
que se tiren, sus valores y sus clases ; cuyo asien- 
to diario se firmará por todos. 

69 Distribuir el papel sellado á todas las ofici- 
nas de hacienda para su expendio, dando aviso á 
la tesorería general para que les forme el cargo 
correspondiente. 

79 Exigir y archivar las fianzas de todos los 
empleados de hacienda que deban prestarlas ; y 
hacerlas refrendar cuando la insolvencia ó falle- 
cimiento de los fiadores lo haga necesario. 

89 Dar informe, circunstanciado á la secreta- 
ría de hacienda en el mes de Noviembre de cada 
*»ño, de los inconvenientes que se hayan presenta- 
do en la ejecución de las leyes de hacienda, di- 
rigiendo á la vez sus observaciones sobre los de- 
fectos que en estas haya notado, y mejoras que 
crea deba hacérseles. 

99 Pasar también á la secretaría de hacienda 
oportunamente, todas las demás noticias é infor- 
mes que le pida. . 

Art. 49 Toca al Presidente del tribunal da 
cuentas* 

19 El examen de las cuentas de la tesorería 
general. , 

29 Firmar la correspondencia del tribunal. 

39 Distribuir las demás cuentas para su exa- 
men, y señalar el trabajo que deben practicarlos 
otros dos contadores, y todos los dependientes de 
la oficina. 

Art 5? Las sentencias que pronuncie el tribunal 
de cuentas serán por mayoría de Votos, salvando 
el suyo el que discordare, elevándolo ala secreta- 
ría de hacienda. 

Art. 69 Cumplida la. sentencia de un juicio de v 
cuentas, el tribunal dará finiquito á los interesa- 
dos, y la responsabilidad recaerá desde entonces 
sobre los contadores. 

Art. 79 Cuando ocurra que la tesorería genr- 
ral por si ó por medio de las administraciones 
de aduana, haga un pago sin las formalidades 
que se previenen en el inciso 29 del artículo 10 
de esta ley, los contadores harán efectiva la res- 
ponsabilidad, y darán aviso documentado á la 
Camarade Representantes* 

Art 89 El tribunal de cuentas tendrá tm se- 
cretario que correrá con «1 archivo, nombrada 
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por el Poder Ejecutivo de ejitre los dependien- 
tes del mismo tribunal, y & propuesta de los con- 
tadores. 

Dé la tesorería general. 

Art. 99 La tesorería general se compondrá de 
un tesorero y un contador con igual responsabili- 
dad. 

Art. 10. La tesorería general ejercerá las fun- 
ciones siguientes : 

Primera. Recaudar por sí y por medio de las 
administraciones, las rentas, Impuestos y con- 
tribuciones nacionales. 

Segunda. Hacer la distribución de caudales 
con arreglo á las órdenes del secretario de hacien- 
da, expedidas conforme al presupuesto de gastos 
aprobados por el Congreso, en cumplimiento 
de decretos legislativos en tiempos ordinarios, ó 
en virtud de facultades acordadas por el Congre- 
so ó el Consejo de Gobierno en sus casos con arre- 
glo al artículo 118 de la Constitución. 

Tercera. Llevar la cuenta general de ingresos 
y egresos refundiendo mensunlmente en sus li- 
bros las relaciones de recaudación y gastos de las 
demis oñcinas, inclusa la administración general 
de correos, á cuyo efecto les pasará los modelos 
que tenga por conveniente. 

Cuarta. Formar estados generales por meses 
y áftos, de los ingresos y gastos de la República, 
y pasarlos á la secretaría de hacienda. 

• Quinta. Ordenar la traslación de caudales de 
una oficina de recaudación á otra, siempre que 
sea necesario ; obteniendo previamente Orden del 
secretario de hacienda. 

Sexta. Liquidar y ajustar todos los créditos 
que haya contra el Estado ; pudienffo valerse de 
los administradores de aduana para los que pro- 
vengan de sueldos de la fuerza armada en servi- 
cio activo, inválidos y militares con goce de ter- 
cera parte. 

Séptima. Ejercer por sí las funciones de co- 
misario de guerra en la capital de la República, 
y por medio de las administraciones y de los co- 
misarios especiales, cuando sean nombrados por 
el Poder Ejecutivo, fuera de ella. 

Octava. Representar- el fisco ante los tribuna- 
les de la capital de la República, siempre que no 
tenga á bien el Poder Ejeeutivo nombrar fiscal es- 
pecial. 

Novena. Formar un acta del resultado del 
tanteo mensual que verifique el secretario de ha- 
cienda, cuya acta firmada por este y por los. dos 
jefes de la tesorería, se pasará á la secretaría de 
hacienda después de haberla estampado en uri 
libro destinado al efecto. 

Décima. Presentar al tribunal de cuentas en 
todo «I roes de Octubre las cuentas de su manejo 
y loa documentos que las comprueben. 
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Undécima. Incorporar en sus cuentas los valo- 
res de todas las propiedades nacionales y existen- 
cias que haya en los almacenes de marina, par- 
ques de artillería, y cualesquiera otros pertene- 
cientes á la República. 

Duodécima. Cuidar de la conservación y re- 
paración de las propiedades nacionales, dando al 
Poder Ejecutivo las noticias conducentes al efecto 
y á su mejora, ó informando sobre la convenien- 
cia ó utilidad de su enajenación. 

Décimatercia. Dar á la sesretaría de hacienda 
oportunamente todas las demás noticias é infor- 
mes que le pida. 

Décimacuarta. Tomar razón de todos los títu- 
los ó despachos que asignen stie.ldo ó comisión 
pagaderos por el tesoro público. 

Décimaquinta. Nombrar receptores de papel 
sellado en la provincia de Caracas, y en aquellas 
en donde no haya administraciones de aduana. 

Art. 11. El tesorero y contador firmarán todas 
las partidas de entrada y salida de caudales, y 
todos los libramientos y cartas de pago que expi- 
dieren, sin cuyo requisito tales actos y documen- 
tos serán nulos y de ningún valor. 

Art. 12. El tesorero y contador antes de entrar 
en el ejercicio desús empleos, darán fianza por 
el valor de seis mil pesos cada uno, á satisfacción 
del Poder Ejecutivo para responder de su fideli- 
dad en el desempeño de sus oficios ; pudiendo 
hipotecar al efecto bienes propios saneados por el 
duplo de la fianza. 

Art. 13. El tesorera y contador no obedecerán 
orden alguna de gasto dej secretario de hacienda, 
que no esté conforme & lo prevenido en el inciso 
20 del artículo 10, y alas disposiciones particu- 
lares que arreglen el ramo á que corresponda la 
erogación. 

Art. 14. La contravención á lo dispuesto en 
el artículo anterior sujeta al tesorero y contador 
á restituir á las cajas nacionales- el duplo de la 
cantidad erogada : y serán ademas depuestos de 
sus destinos, sin perjuicio déla responsabilidad de 
los demás funcionarios públicos que hayan in- 
tervenido en «1 gasto. 

§ único. En ios lasos dudosos, el tesorero y 
contador quedarán libres de la expresada res- 
ponsabilidad^ y con la obligación de obedecer, 
después que se nieguen por una vez al cumplimien- 
to de la orden, manifestando las razones y leyes 
que se opongan al obedecimiento de la disposi- 
ción objetada ; y pasando copias de todos los do- 
cumentos á la Cámara de Representantes en su 
primera reunión. 

De la responsabilidad de los jefes de las ofici- 
nas superiores de hacienda. 

Art 15. £1 tesorero y contador de la tesorería 
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general son responsables de cualesquiera can* 
tidades pertenecientes ai erario que dejen de re- 
caudar. En consecuencia, se les hará cargo cuan- 
do rindan sus cuentas. ' 

$ único; Para que puedan eximirse de la in- 
dicada responsabilidad, debterán justificar" plena- 
mente haber empleado todos los medios legales 
para el cobro. 

Art. 16. El pago anticipado de uno 6 mas suel- 
dos que no hayan sido devengados, sujetará á los 
jefes de la tesorería á la multa M duplo de la 
cantidad ó cantidades pagadas. 

§ único. Se exceptúan los casos siguientes : 

19 Cuando el Poder Ejecutivo por convenien- 
cia del servicio disponga Jo contrario. 

29 Las anticipaciones que se hacen á losvha- 
bilitados de la fuerza permanente y dé la milicia, 
cuando esté de servicio ; y á los de los presidios 
y hospitales militares. 

Art 17. El empleado ó empleados, á quienes 
se contrae esta ley, que continúen en el ejercicio 
de sus destinos cuando la capital sea ocupada por 
fuerzas enemigas del Gobierno constitucional, 
bien sea por efecto de una invasión exterior, ó de 
una conmoción interior, en que de cualquier modo 
y bajo fualquier-pretexto se niegue la obediencia 
6 se ataque al Gobierno legítimo, perderán por 
este soto hecho la opción á todo destino de honor 
y de confianza en la República. 

Art. 18. El empleado que continuare en el 
ejercicio de su destino, en los casosseñalados en el 
artículo anterior, teniendo'á su cargo existencias 
pertenecientes á la República, si estas fueren gas- 
tadas por los enemigos del Gobierno, adema* de 
incurrir en la pena designada en dicho artículo, 
" responderá de su valor con su fianza y bienes, sin 
perjuicio de sujetarse igualmente á las demás pe- 
nas á que se haya hecho acreedor por las leyes 
comunes, 

Art. 19. Las faltas á los deberes establecidos 
en la presente ley, y que no tengan en ella pena 
determinada, serán castigadas, si fueren por sim- 
ple erogación indebida de alguna suma, con su res- 
titución ; poro cuando la falta envuelva dolo, los 
tribunales competentes le aplicarán ademas la 
pena señalada por las leyes. 

Disposiciones generales. 

Art 20. Estas oficinas tendrán para el desem- 
peño de los diversos negociados y trabajos que les 
corresponden, los dependientes que nombre el 
Poder EJfeéutiro á propuestas de los respectivos 
jefes. 

§ (ywco. Estos dependientes podrán" ser remo- 
vidos por el Poder Ejecutivo, oyendo el infprmé 
de «us respectivos 'jefes. ; 

Art; 21. El tesorero y contador de la tesorería 
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general pasarán al secretario de hacienda anual- 
mente y por el mes de Noviembre, el informe 
circunstanciado y observaciones deque trata el 
artículo 39 d e e8ta l e y en su caso ®9 

Art. 22! Cuando el tribunal de cuentas, én 
cumplimiento déla atribución primera del artícu- 
lo 39 se reúna para sentenciar, deberá siempre 
pronunciar su ¿silo en una sola sesión : y de él 
podrá apelar e! agraviado para ante la Corte su- 
prema de justicia. 

§ único. Cuando ocurra el caso de que habla 
el artículo anterior, los contadores del tribunal 
de cuentas, por sí, ó por medio de los jueces del 
lugar en que residan los empleados interesados, 
notificarán á estos la sentencia, para que oportuna- 
mente manifiesten si apelan ótib; y para que si 
se deciden á lo primero puedan hacerlo dentro 
del tiempo que en esta ley se les señala. 

Art. 23. Las apelaciones de las sentencias que 
dicten los contadores del tribunal de cuentas, se 
interpondrán en el término de cinco dias, conta- 
dos desde que se hagu Ja notificación ; y solo se- 
rán oidas en el efecto devolutivo. 

$ 19 Lo que la parte exhiba en virtud de la 
sentencia, pendiente la apelación, se mantendrá en 
depósito hasta que se pronuncie sentencia en la 
segunda instancia, sin que pueda disponerse de 
ello por ninguna autoridad.' 

$ 29 En el caso en que la parte condenada 
presente fianza á satisfacción del tribunal de 
cuentas, podrá eximírsele del exhibo proveniente 
de la sentencia de primera instancia. 

$ 39 En los juicios de cuentas no habrá mas 
que dos instancias. 

Art. 24. Los destinos de jefes de las oficinas 
superiores de hacienda son comisiones, y los in- 
dividuos que los desempeñen durarán en ellos el 
tiempo que lo estime conveniente el Poder Eje- 
cutivo. 

Art. 25 En las faltas accidentales de los jefes 
de las oficinas, serán sustituidos por la persona 
que nombre el Poder Ejecutivo, teniendo el em- 
ploudo respectivo, si estuviere hábil para ello, la 
obligación de proponer bajo su responsabilidad el 
que haya de desenseñar interinamente el destino. 

Art. .26. Las cuentas de las oficinas se llevarán 
por el método de partida doble á estilo mercantil, 
y por el sistema decimal. 

Art 27. Laiüjuentas de la tesorería se corta- 
rán en 30 de Junio deseada año ; y se presentarán 
al tribunal de cuentas precisamente en todo el 
mes 4e Octubre siguiente á mas tardar. 

Art. 2^. Las horas del despacho de las oficinas 
superiores de hacienda, serán desde iaffdiez de la 
mañana basta las cuatro de la tarde, y solo se 
exceptúan los dias festivos de ambos preceptos. 
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Art. 29. Se prohibe á los jefes de estas oficinas 
y a sus dependientes, ser endosatarios de créditos 
contra el Estado, y agenciar el pago de cilíditos 
ajenos de la misma clase 

Art. 30. Cuando ocurra un gasto de los" que 
deban hacerse por contrata, según la ley orgáni- 
ca de juntas económicas, si este no pisare de 
doscientos pesos, Jo ordenará el Poder Ejecutivo 
sin necesidad de contrata. 
' Dada en Caracas, á 29 de Abril de 1837, 89 
déla ley 27 de Ja independencia. — El Presidente 
del Senado, Juan ¡Manuel Cagigal.-~E\ Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Francisco 
Aranda. — El Secretario del Senado, J. Á* Freiré. 
£1 Secretario de la Cámara de Representantes, 
J. A. Pérez* 

Caracas, Mayo 2$ deM837* 99 y 27.— EjecUte- 
se, Carlos Soubletfc — Por e! Vicepresidente de 
la República encargado del Poder Ejecutivo. — 
El secretario de hacienda, Santos Michelena. 

OFICINAS SUPERIORES DE HACIENDA. RkSOLü- 

cion Ejecutiva de 15 de Junio di 1849 man- 
dando á pus jefes formar un reglamento pa- 
ra el servicio económico de ellas. 
Secretaría de Hacienda. — SÍccion primera 

Junio 15 de 1849. 
Resuelto. r - Dígase en circular al Tribunal -de 
Cuentas, Tesorería general, Administraciones de 
aduana y principales de Renta? internas. 

" Cumple á la mejor administración de los in- 
tereses nacionales que los empleados- de hacien- 
da, jefes y subalternos inclusive los del resguar- 
do, donde ro ha^a, tengan sañaladcs con preci- 
sión los deberes especiales á que estén sujetos, 
ademas de lo* que se les impone por las leyes ge- 
nerales del ramo. Con tal objeto, S. E. el Pre- 
sidente ha resuelto : oue los jefes expresados for- 
men y remitan inmediatamente á este despache 
un reglamento interior para el servicio económi- 
co de su respectiva oficina, con expresión del 
numero de dependientes, si los hubiere, negocia- 
das señalados á cada ono, remuneración 6 suel- 
do de que disfrutan, y tas demás reglas y preven- 
ciones cond urentes á metodiza/ y regularizar el 
servicio, y á que los trabajos encada oficina va- 
yan con el dia, como lo manda la ley/* 
Imprimíase y publrqnese. 

Por S. E.—Gutierrez. 

OFICINAS SUPERIORES DE HACIERA. RESOLU- 
CIÓN Ejecutiva de 16 ps Setiembre de 
1849 mandando llevar la cuenta en un tolo 
juego de libros^ y que al cesar los adminis- 
tradores, v!o los retengan en su poder ', ni tam- 
poco los comprobantes. 

Secretaría de Hacienda. 

Caracas, Setiembre .15 <Je 1840. 



N Resuelto**— " Un hecho irregular qué puede 
ser causa de graves perjuicios ha llamado seria- 
mente la atención del Poder Ejecutivo ; tai es el 
de que algunos administradores de rentas públi- 
cas al cesar en sus destinos han dejado *n su po- 
der los libros de las cuentas y los documentos re- 
lativos á ellas. Y deseando S E. el Presidente 
de la. República impedir los malea y desórdenes 
que provendrían de un abuso tan escandaloso del 
derecho que tienen los administradores cesantes 
de poner á cutgf rto su responsabilidad por e) 
manejo que hagan de intereses nacionales, ha re- 
suelto que la cuenta anual <r$ las administracio- 
nes s* lleve en un solo juego áe-Jibros, cualquie- 
ra^que sea el número de administradores que ten- 
gan que sufrir las consecuencias del juicio; y que. 
por ningún motivo retengan los que terminen en 
sus funciones los libros y comprobantes, como al- 
gunos han creído tener derecho para hacerlo. Pa- 
ra que esta resolución pueda llevarse á cumpli- 
do efecto de una manera eficaz, y que por ningún 
evento . llegue á ser ilusoria, dispone S. E. } que 
cuando haya cambio de administradores de fon- 
dos públicos, la autoridad civil que autorice la 
entrega de la administración, tenga especial cui- 
dado de que los salientes no reseeven en §u po- 
der documento alguno que deje incompleta ó sin 
Ib comprobación debida la cuenta anua] ; y que 
el tribunal de ellas no admita ninguna fianza que 
no contenga la cláusula expresa de que al ce- 
sar el empleado dejará en la administración to- 
dos los documentos que formen la cuenta ó sean 
concernientes á ella, y de que él y su fiador se- 
rán responsables de los daños y perjuicios que 
sobrevengan al Estado p.»r falta fie I' s mencio- 
nados (locumentos. Comuniqúese esta resolu- 
ción á quienes corresponda y publíquese. 

Por ¿J. E. — Lee una. 
|, OFICINAS superiores de Haxjirnd'a. Re«ot 
I LucioN Ejkcütjva de 28 de Junio de 1850 
,j disponitwlo que las de contabilidad informen 
, I semanahncnte del estado de la- cuenta* y del 
i movimiento de la caja* ^ 

i Secretaría de Hacienda. — Sección 1& 
I Caracas, Junio 28 de 1850 —Circular. 

El Poder Ejecutivo ha tenido á bien librar con 
esta fecha la siguiente resolución. 

El Tribunal de Cuentas pasará al Ministerio 
de Hacienda el dia sábado de cada semana una 
relación circunstanciada del estado de los traba- 
jos de que se ocupa, y de las cuentas y*»exanrir 
nadas y sentenciadas, expresando las oficinas y 
affos á que correspondan y log nombras denlos 
empleados responsables. 

La Tesorería' genera] pasará igual mente al 
Despacho de IJaciencfo ej dia sábado O* cn4* 
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■emana, una noticia de Ja fecha de la última par- 
tida puesta en cada uno de rus libros de las cuen- 
tas de la Tesorería general, del crédito público y 
de la provincia de Cafcácas, y una relación del 
ingreso y egreso que en dicho^tiempo haya teni- 
do esta ultima, con expresión A&lo que nubiere 
recibido de cada administración principal de adua- 
na y de rentas internasf 6 de cualquteía otra ofi- 
cina y por cualquier respecto que sea, y de las 
personas á quienes se haya pagado, bien sea por 
razón de sueldo, pensión, tercera parte, asigna- 
ción eclesiástica &c, ó por cualojuiera o(ra ero- 
gación, todo con arreglo á los libro? y compro- 
bantes de la cuenta y bajo la nomenclatura d* 
los ramos del presupuesto de gastos públicos. 

LoWadmini>traciones principales de aduana re- 
mitirá »ambien al Ministerio de Hacienda en ca- 
da semana y por el,,primer correo inmediato, una 
noticia rieí estado que tenga la cuenta el dia sá- 
bado y de los trabajos practicados en el curso de 
aquella, y adenvis una relación de los ingresos y 
egresas que haya habido en el mismo tiempo, ma- 
nifestando con separación el producto deslos dere- 
chos que cause cada buque, con expresión del 
nombre de este y su procedencia ó su destino, y 
expresando nominalmente las personas á' quienes 
se haya pagado, bien* por razón de sueldo, pen- 
sión, tercera parte, asignación eclesiástica &■<•., 
como por cualquier otro respecto que sea la ero- 
gación,, distinguiendo los pagos Jinchos por vir 
lud de libramientos de la Tesorería general, to- 
do con arreglo á los libros y comprobantes de la 
cuenta y bajo la nomenclatura de los ramos del 
presupuesto de castos públicos. 

La a Irninistracion principal de rentas internas 
de Caracas, pa c ará á la Secretaría de Hacienda 
el sábado de cada semana, y las de las otras pro- 
vincias Je remitirán por el inmediato correo una 
relación de los ingresos y egresos que hayan te- 
nido durante dicho tiempo, especificando los ra- 
mos de la recaudación y lo que hayan recibido 
de la Tesorería general, de )as administraciones 
principales de aduana y de las de rentas muni- 
cipales, 6 de cualquiera otra oficina, expresando 
clasificadamente las personas á quienes se hubie 
re pagado su sueldo, pensión, tercera parte, asig- 
nación eclesiástica &c, todo como se ha dicho, 
con* arreglo á los libros y comprobantes de la 
cuenta, y bajo la nomenclatura de los, .ramos del 
presupuesto de gastos públicos. 

La administración general de correos pasará 
al Ministerio de Hacienda semanal mente una re- 
lación $e\ ingreso y egreso que hubiere, tenido 
has!» el dia sábado de cada semana, especificando 
*n el ingreso» lo que haya recaudado gpr portes 
40 «mar y tierra, y. ]p (jue \py% recibid? de i* Te- 
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sorería genera], y en eJ egreso los gastos de con- 
ductores, b? lijas, sueldos de empleados nominal* 
menté &,c, demostrando el resultado -final. 

Las administraciones principales de correos 
remitirán de la misma manera semanalmente al 
Despacho de Hacienda por el correo inmediato, 
una relacitin de los ingresos y egresos que ha- 
yan tenido hasta el dia sábado de -cada semana, 
especificando en el ingreso los productos de la 
renta, y k» que han recibido de la administración 
general, de las administraciones de aduana y de 
las rentas internas, y en el egreso los gastos de 
conductores &c, y los sueldos de los^empleados 
nominalmente, demostrando al fin el resultado. 

La remisión de las noticias y relaciones de in- 
greso. y egreso á que se contrae «sta resolución, 
dará principio en k primera semana de Julio 
próximo entrante, sin que obste que las cuentas 
del pretexte año económico queden abiertas para 
la incorporación délas de^otras oficinas confor- 
me á las leyes y resoluciones del Gobierno, pues 
desdo primero del indicado Julio precisamente se 
pondrán en la nueva cuenta de 50 á 51 las par- 
tidas que diariamente ocurran, sin perjuicki de 
asentar en ella oportunamente la partfda de los 
saldos de la cuenta del a Fio pconómtco que cursa 
y quo termina el dia 30 del presente Junio, para 
quede este modo vengan dichas relaciones con- 
formes can los asientos diarios y sus compro- 
bantes. 

Las autoridades civiles encargadas por la ley 
de hacer los tanteos de caja en- las oficinas de 
Hacienda, al acto de verificar esta diligencia, 
cuidarán de examinar si ha sido cumplida ó nó 
esta resolución extrictamente, y lo anotarán así 
al acto de poner {1 visto bueno, informando al 
Ministerio He Htf«*erida separadamente lo que juz- 
guen conveniente* sobre las observaciones que 
hubieren hecho. 

Por S. E. — V. Lñcuna. 
Es copia. — Le cuna. 

OFICINAS SUPERIORES DB HACIENDA RESOLU- 
CIÓN EJECUTIVA DE- 17 DK FEBRERO DE* 1853 

creando ¡a plaza de un oficial^aUxiliar que se 

encargue del negociado de ia estadística fiscal. 
Señor Ministro. 

£1 que suscribe, oficial mayor de Ja Secretarla 
de Hacienda, expone á US. lo que sigue : 

La ley de 24 de Marzo de 1861 ha creado pa- 
ra el desempeño de los diversos é importantes 
negocios que cursan por este Ministerio, seis jefes 
de sección y ocho oficiales de número. Hánse 
distribuido en efecto todos loa asuntos? gue versan 
6 se tocan con la Hacienda pública, entre dichos 
seis jefes, de sección, quienes se ven comprometi- 
dos algunas veces con las ocupaciones difícil^* 
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que les procura su cometido. Él que suscribe' 
cree que con bastante regularidad cumplen aque- 
llos su encargo, informando con acierto los expe- 
dientes y preparando con una sustanciacion ilus- 
trada la resolución legal que el Ministro debe dar» 

Sin embargo, el oficial mayor Jia .notadlo desde 
su entrada en la oficjna, que no existe servicio al- 
guno en el importantísimo ramo de la estadística 
financiera. Ha-visto llegar semanalmente^ los es- 
tados demostrativos del rendimiento de Ias^^On- 
tribuciont's aduaneras, las noticias de las patentes 
de navegación expeiUdas,. el ^producto de las ren- 
tas internas, &, <¿, y ha obsen a k) también, que 
todo se^paea-al archivo general, las mas veces sin 
analizarlo ni verlojsjquiera el Ministro, cuyas ocu- 
pasione^ »-n el despaeho.de otros importantes ne- fc 
gociados le disipan completamente el tiempo. £1 
objeto de la ley, lo llenan los empleados subalter- 
nos con la remisión oportuna de sus estados; pe- 
ro no puede asimismo llenarlo el Ministerio, por- 
que la diseminación de las noticias se opone á la 
justa crítica que debe hacer. El empeño que se 
tuviera de querer conseguir los resultados estadís- 
ticos en un cuto tiempos ya para favorecer á las 
Cámaras con -datos exactos, ya para regular el 
Ministerio e\ presupuesto de las provincias y juz- 
gar del progreso de las Aduanas y de la conduc- 
ta moral de sus empleados, es ajuicio del expp- 
nente, un grave error. La multitud de luces y de 
cálculos comparativos j las/ .observaciones que 
deben acompañar á las indagaciones catastrales, 
están en oposición con la brevedad. ¿Y qué es lo 
que regularmente sucedería, por el empeño de 
acelerar una obra que en el detenimiento lleva la 
señal Je su perfección ? Que atormentados los je- 
fes de sección con la t^wa premjesa que se les 
impusiera, recogerían apresuradamente los datos ; 
extenderían quizás y sin quizás con inexactitud 
los resultados, trasladándolos con todos sus de- 
fectos al iMinisterio, .quien en vez de noticias pre- 
ciosas paíé» sus combinaciones económicas, reco- 
gería err sus apuntes datos falsos, incompletos y 
algunas veces absurdos. 

La ai la importancia de una sección de estadís- 
tica de Hacienda, la conoce muy bien el Ministe- 
rio ; porqueciu ote auxilio, estarán siempre ex- 
puestos á graves inconvenientes todos los proyec- 
tos que se imagjnen relativos á las rentas públi- 
cas. 

Una noticia positiva y mensual por lo menos, 
de las contribuciones, rentas, derechos y gastos 
de la Nación ¿ una noticin exacta de la entrada y 
salida de buques nacionales y extranjeros con ex- 
presión de las toneladas que miden y con la de lá 
naturaleza y cantidad de los artículos que entran 
y salen en la República i un estado sucesivo de,; 
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los capitales que se importan por las aduanas, v 
de las producciones y manufacturas nuestras que 
se exportan ; un cuadro exauto del comercio cos- 
tanero, entrando corno elemento de él la.avef ig-ua- 
cion de la clase, cautidad y valor de las mercan- 
cías que se permutan por medio ijel cabotaje • un 
dato regular y legal del coacto del servicio púdico 
que se impende en cada provincia, y cuantas no- 
ticias mas sean necesarias para tener Siempre ba- 
jo de un solo golpe do vista el estado fiscal de la 
Nación en todo» Ais ramos ; hé nqní lo que en 
concepto del exponento debe constituir el encar- 
go de la sección de estadística que debe crearse. 
Con su auxilio se rectificarán los proyectos-eco- 
nómicos, que el Gobierno tenga, y recibirán*, un 
, carácter de solidez imposible ríe adquirir^» en 
I medio de la abstracción y de Ja incertidumbre ; v 
á vista de las comparaciones qrje resulten de loV 
estados, (comparaciones que podrán hacerse en el 
momento que se quiera, organizando los trabajos 
y llevándolos con el dia) se formará juicio acerta- 
do de la situación de los negocios del fisco, y es- 
te juicio entrará como base, en cualquiera combi- 
nación que el Gobierno haga. 

La prolija minuciosidad que el examen estadís- 
tico requiere y la contracción especial' que de- 
manda, hacen desear que se nombre un individuo 
exclusivamente para este objeto. Según el regla- 
mento que el que suscribe tuvo el honor de pre- 
sentar al Ministerio, y que fué aprobado en 2 de 
Enero del corriente año, pertenece 6 los seis 
jefes de secciun el despacho •de los negocios si- 
guientes : al oficial mayor, recibir y abrir la cor- 
respondencia y distribuirla entre las seis seccio- 
nes, según la naturaleza de Jos asuntos que á ca- 
da una se designa, para que el respectivo jefe 
ponga su informe. 

Extender siempre y sin excepción alguna, su 
informe central en seguida de los de las otras sec- 
ciones. ' 

Redactar la memoria que sobre el estado del 
despacho debe presentarse al Congreso dentro de 
los ocho primeros dias de su reunión. 

Formar el presupuesto general de gastos na- 
cionales. 

Revisar y poner el visto bueno á la relación de 
gastos de escritorio que le presente el oficial ha- 
bilitado que nombre el Secretario, de cuyo car- 
go, sera dar su aprobación á la de sueldos. 

Llevar la correspondencia con el Congreso du- 
rante sus sesiones por notas numeradas y con re- 
súmenes margínale». 

Resolver las dudas que ocurran á la Tesorería 
y Administraciones sobre las leyes y decretos de •* 
infpuertos y^gastos. ■ * ■ - 

Despachar los reclamos de empleados ' sobre ~ 
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ajustamientos, retenciones, aumentos, auxilio y 
pagos de sueldos, y reformas de liquidaciones. 

Formar el presupuesto anual del ramo de Ha- 
cienda para entregarlo al oficial mayor, y el cua- 
dro de las cuentas presentadas aprobadas y repa- 
radas por el Tribunal de ellas. 

Despachar todo lo relativo á pretensiones, nom- 
bramientos, destituciones, reposiciones, permutas, 
sustituciones, y ñanzasde empleados en los nego- 
ciados'que son de su inspección, las entradas de 
buques y la ejecución de las leyes que versen so- 
bre los negocios de su asignación. 

Pertenece al jefe de la sección primera : despa- 
char todo lo que ocurra con relación á los ingre- 
sos y gastos del erario público, papel sellado," 
fuerza permanente, sueldos de empleados, recla- 
mos contra el Estado, pensiones, empréstitos, ban- 
cos, cajas de amortización y otros establecimien- 
tos semejantes. 

Pertenece al jefe de la sección segunda: des- 
pachar todo lo relativo á los negocios siguientes : 

Lo que ocurra sobre salinas, correos, propiamen- 
te dicho, correos marítimos; resguardo terrestre 
id. marítimo, haberes militares, patente de buques 
mercantes y de corso, y «prácticos ; llevar los es- 
pedientes de índice de la correspondencia y cuan- 
to se refiera á pretensiones, nombramientos, des- 
tituciones, reposiciones, sustUucioneH y fianzas de 
empleados en los negociaos que son de su ins- 
pección y la ejecución de las leyes que corres- 
ponden á su sección. 

Pertenece al jefe de la* sección tercera: despa- 
char todo lo que ocurra relativo al crédito público, 
llevando una noticia estadística del precio de la 
deuda interior; despachar Jo relativo al estableci- 
miento de Rentas internas,, minas, canteras, mo- 
neda, ensaye y cuanto se refiera á los nombra- 
mientos, destituciones, fianzas, &c. de los em- 
pleados en los negocios que sean de su asignatu- 
ra, y á la ejecución de las leyes que corresponden 
k su sección- 
Pertenece al jefe de la sección cuarta : despa- 
char lo que ocurra con relación á los bafdíos, al 
contrabando y comisos, al comercio costanero ó 
de cabotaje, debiendo presentar una razón circuns- 
tanciada del número de leguas de tierras que se 
hayan adjudicado 'con las demás noticias necesa- 
rias para dar informes oportunos á las Cámaras. 

Pertenece al jefe de la sección quinta: despa- 
char todo lo/ que ocurra con relación á la pesca de 
perlas y ballenas, extracción de caudales subma- 
rinos, al cobro de la contribución extraordinaria, 
al de los derechos de puerto, de importación y los 
demás que no tengan designación especial en este 
reglamento. 

Se ré, pues, que e$ imposible encargar á nihgu- 
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na sección el trabajo ímprobo de la estadística fis- 
cal : y conviniendo el Ministerio. con su indispen- 
sable necesidad, cree el que suscribe y lo pide así, 
que se dé cuenta de este escrito á S. E. el Presi- 
dente de la República para que decrete el estable- 
cimiento de una mesa de estadística desempeñada, 
por ahora, por un oficial agregado al de la sección 
central y dependiente inmediatamente de esta, á 
cuyo cargo corran los negocios que arriba quedan 
apuntados y los mas que S. E. juzgue convenien- 
te adicionar, pagándose el sueldo del nuevo em- 
pleado del fondo de gastos imprevistos mientras 
se da cuenta al Congreso para su aprobación. 
Caracas, Febrero 17 de 1852. 

Felipe Larrazábal. 
Dése cuenta. — Hay una rúbrica. — Secretaría de 
Hacienda. — Caracas Febrero 17 de 1852. — Re- 
suelto. — En virtud de las razones expuestas en el 
anterior escrito, que el Poder Ejecutivo estima fun- 
dadas y de incuestionable conveniencia, y atendien- 
do á la vez al mejor servicio público en el privile- 
giado ramo de la estadística fiscal ; se crea por 
ahora, y mientras el Congreso reforma la ley so- 
bre oficinas Superiores, la plaza de un oficial auxi- 
liar agregado á la Sección central de Hacienda y 
bajo la inmediata dirección del jefe de aquella, cu- 
yo cargo será el negociado de la estadística fiscal 
en todos sus ramos y conexiones. El oficia] auxi- 
liar gozara del sueldo de 50 peses mensuales que 
se sacarán del fondo de imprevisto*, mientras la 
ley señala la remuneración que debe tenerj y se 
nombra para el efecto interinamente al señor Her- 
mógenes Osti. 

Comuniqúese esta resolución & quienes corres- 
ponda y publíquese. 

Por S. E.—Gellineau. 
OFICINAS de correos. Véase Correos. 
OFICINAS de registro. Véase Registro, 
OLIVARES (general josé manuel) decreto 
de 17 de abril de 1848, declarándole el go- 
ce de sueldo íntegro. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Cougreso. 

Vista la solicitud documentada que ha dirigido 
al Congreso el Benemérito General de Brigada 
José "Manuel Olivares ; y 

considerando: 

19 Que el General Olivares ha prestado im- 
portantes servicios á la causa de la independen- 
cia y libertad de Venezuela desde sn tras forma- 
ción política en 1810. 

29 Que aun en la mas cruda y calamitosa épo* 
ca para la República, cuando casi todo el territorio 
lo ocupaban las armas españolas, el GeneralOliva- 
res fué uno de aquellos distinguidos venezolanos 
que no abandonaron el suelo natal y que errantes 
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por selvas y bosques, sufriendo hambre, desnu- 
dez, y todo linaje de privaciones, jamas desespe- 
raron de la salud de la patria. 

39 Que á causa de las heridas y enfermedades 
que el General Olivares adquirió durante la guer- 
ra, y por su edad septuagenaria, hoy se halla in- 
valido y sin mas medios de fortuna que la módica 
pensión de que disfruta para atendí r á ft la subsisten- 
cia de su crecida familia ; siendo muy digno de 
recomendarse que parte de esa numerosa descen- 
dencia la componen desvalidos huérfanos del in- 
trépido Coronel Manuel Villapol, que en la me- 
morable y gloriosa jornada de San Mateo murió 
combatiendo con denuedo por la sagrada causa 
de su patria adoptiva ; y 

49 Que Venezuela por su propio decoro y 
guiada por sentimientos de justicia y dig- 
nidad nacional, debe emplear su munificencia 
en favor de sus antiguos y fieles libertadores que, 
próximos ya al sepulcro, no tienen otro patrimo- 
nio que legar á sus hijos, sino la constancia, ge- 
neroso desprendimiento y lealtad con que han ser- 
vido á su patria. 

En uso de la atribución 18& del artículo 87 de 
la Constitución. 

decretan: 

Art.' único. El General de Brigada José Manuel 
Olivares disfrutará durante su vida, del sueldo 
íntegro de su grado, en lugar de la pei:sion de in- 
válido de que hoy goza. 

Dado en Caracas á 15 de Abril de 1848, año 
19 de la ley y 38 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Eduardo A. Hurtado, — El 
Presidente de la Cañara de Representantes, Fer- 
nando Olavarría.— El Secretario del Senado, 
José A. Freyre. — El Secretario de la Cámara de 
Representantes, Juan Antonio Pérez. 

Caracas, Abril 17 de 1848, año 19 de. la ley y 
38 de la independencia. — Ejecútese. — Diego 
Bautista Urbaneja.— Por S. E — El Secretorio 
de Guerra y Marina, Francisco Mejía. 

ONOTO (cantón) Parroquias que lo compo- 
nen. Véase División territorial, L. de 28 de 
. Abril de 1856, § 39 del art. 59 (Apéndice al 
29 tomo) 

ONZA (partís de la iibiU). Véase Pesos y 
medidas, art. 5. 

OPCIÓN á patronatos, ó capellanías, ani- 

VBK9ARÍA8 Y OTRAS COSAS SEMEJANTES, LEY 
VIII TÍTULO Vil DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIEN- 
TO JUDICIAL, DE 7 DE frl'NIO DE 1844— /tte f6- 

forma la de 17 dé Mayo de 1836, p. 358 del 
cuerpo omprensivo de las de es'e año, y 254, 
nwnero258, del publicado en 1851. 
•El Senado y Cámara de R presentantes de la Re- 
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pública de Venezuela reunidos en Congreso-, 
decretan. 

LEY VIII, TITULO VII DEL CÓDIOO DA PROCEDI- 
MIENTO JUDICIAL. 

De la opción á patronatos 6 capellanías, aniver- 
sarias y otras cosas semejantes. 
Art. 19 Pretendiendo alguno tener derecho & 
un patronato ó capellanía, aniversaria ú otra co- 
sa semejante, te presentara por escrito ante el 
juez de primera instancia ó tribunal eclesiástico, 
cuando sea del conocimiento de este, acompa- 
ñando los documentos que legitimen su persona 
y derecho, la escritura de fundación é informa- 
ción que acredite la vafeante, y expresará quien 
fué el óltimo poseedor. 

Art.- 29 En la misma audiencia decretará el 
juez, que se emplace por edictos álos que se con- 
sideren con derecho, para que en el término de 
tres meses contados desde ese mismo día, se pre- 
senten ante su tribunal apercibidos de que si no 
comparecieren, se hará la declaratoria atendien- 
do solo al que gozare de preferencia entre loa 
que se hubieren presentado en dicho término, y 
no podrán optar los demás de mejor derecho has- 
la otra vacante. 

Art. 39 Al siguiente dia da aquel en que se 
venza el término, examinará el juez en audien- 
cia pública el expediente, y librará la declarato- 
ria si no se hubiere presentado ningún contradic- 
tor, ó si no hay entre las pretensiones ninguna 
que merezca discusión. Antes de librar Ja de- 
claratoria, oirá los informes de los interesados que 
concurrieren al acto. 

Art. 49 Habiendo contradicción, ó siendo por 
cualquier motivo necesaria la discusión entre ios 
pretendientes, los invitará el juez por el orden 
que se hayan presentadora examinar los docu- 
mentos de cada uno, y á exponer Bn seguida por 
el mismo orden, las razones con que cada cual 
aspire á la preferencia ó exclusión de los otros. 
Dentro de tercero dia se librará la declaratoria 
correspondiente, si alguno de los Opositores no 
exigiere término para hacer pruebas; pues en es- 
te caso se admitirán Jas que promovieren en los 
treinta días inmediatos, y seguirá la causa como 
en los juicios ordinarios. 

Art. 59 Se deroga la ley del mismo número y 
título de 19 de Mayo de 1836. 

Dada en Caracas á 20 de Mayo de 1844, I5<> 
y 349— El P. del S. José Várgas.-E\ P. de 1¿ 
Ca de R. José Macario Yepé*.—EA s9 del S. 
José Ángel Freiré. — El s9 de la C& de*R. Juan 
Antonio Pérez. 

Caracas Jun. 7 de 1844, 159 y 349— Ejecúte- 
se. — Sanies Miehelena;— Por &. E. el Vicep. d* 
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la Ra encargado del P. E.— El a? de E° en los 
DD. de lo I. y J* Francisco Cobos Fuertes. 
ORCHILA (isla de) Resolución Ejecutiva 

de 4 de Setib»bee de 1834 sobre corte en 

ella de la yerba del mismo nombre» 
República de Venezuela. — Secretaria de Estado 

del despacho de Hacienda. — Sección primera. 

—Caracas Setiembre 4 de 1834.— Afto 59 de 

la ley y 24 de la independencia. 
' Al señor Administrador de aduana de la Guaira. 

Señor. 

Habiendo considerado el Presidente que el de- 
creto de 31 de Julio de 1829 protegiendo la pro- 
piedad de la nación sobre las producciones de los 
bosques de la República, no ha sido derogado 
por ningún acto legislativo, excepto en cuanto á 
las maderas de construcción que se han declara- 
do libres de todo impuesto por el artículo se- 
gundo de la ley de 25 de Marzo del año próxi- 
mo pasado : se ha servido disponer su circula- 
ción á los gobernadores de las provincias, para 
que promuevan todos los medios posibles de me- 
jorar y aprovechar las riquezas de que abundan 
dichos bosques tanto en maderas preciosas como 
en quinas y otras sustancias útiles para la medi- 
cina y las artes, haciéndolo extensivo á las islas 
adyacentes, mientras el congreso da una ley so- 
bre la materia. 

Como la yerba Ofchila, producción expontá- 
nea de dichas islas, de que hasta ahora se han es- 
tado aprovechando clandestinamente algunos ex- 
tranjeros, puede llegar á ser uno de los ramos 
mas pingües de la hacienda nacional, el Gobier- 
no ha creído necesario, á ñn de asegurar sus pro- 
ductos, y mientras la experiencia vaya indicando 
otras medidas, dictar las reglas siguientes. 

Primera: que por la licencia para cortar la 
yerba Orchila en la isla de este nombre y en los 
Roques, paguen los especuladores que la solici- 
ten diez pesos. por cada quintal. 

Segunda : se autoriza al administrador de la 
Guaira para dar la referida licencia, previo el afian- 
zamiento de la suma á que alcance el total de 
quintales que se pretenda cortar. • , J 

Tercera : se establecen dos celadores para 
evitar el corte fraudulento, con la comisión de 
diez por ciento, que pagará dicho administrador 
cada tres meses de lo que produzca la recauda- 
ción de este ramo.- 

Cuarta: miéntráíse proveen las referidas pla- 
zas sd hará este servicio por un dependiente del 
resguardo de la Guaira, quien permanecerá en la 
isla en donde se haya de verificar el corte, man- 
tenido á costa del especulador y gar.ando la mi- 
tad de la comisión. 

Quinta: Los celadores no permitirán cortar 
la yerba, sino á los que hayan obtenido licen- 
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cía ; y concluido que sea el corte del número de 
quintales que en ella se exprese, ó por partes si 
así conviniere al especulador, les dará las guias 
necesarias con expresión del número de quinta- 
les cortados que se conducirán precisamente a 
la Guaira. 

Sexta : El Administrador de la Guaira cobra- 
rá entonces el derecho de licencia y se cancelará 
la fianza, sujetándose en todo lo demás & los re- 
quisitos prevenidos por la ley de exportación, si 
esta se hiciere de dicho puerto, y á la de cabota- 
je si se hubiere de conducir la carga & otro puer- 
to de la República. 

Séptima : Luego que se obtengan de los go- 
bernadores las noticias que se tienen pedidas, se 
dispondrá lo conveniente acerca de las demás is- 
las, encargándose entre tanto á los buques del 
resguardo marítimo, que las visiten para que na- 
die entre en ellas á cortar la yerba. . 

De orden de S. E. lo transcribo á U. para su 
cumplimiento, debiendo manifestarle que el Eje- 
cutivo quiere que U., según los datos que vaya 
adquiriendo sobre este negocio, le proponga las 
mejoras de que sea susceptible este ramo de ri- 
queza nacional. 

Soy de U. muy atento servidor. — P. P. Diaz. 

ORDEN publico. Véase Provincias, art. 5 y 6- 

ORDEN PUBLICO. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 

11 de mayo de 1853 previniendo á los Go- 
bernadores tomen ciertas medidas para con- 
servarlo. 
Secretaría del Interior. — Sección Segunda. 

Caracas, Mayo- 11 de 1853. 
Resuelto. f — Dígase á los Gobernadores de pro- 
vincia. 

Cuando gozando felizmente la República de la 
libertad, de la paz y del imperio de las leyes, con- 
secuencia necesaria de la victoria de los princi- 
pios y de los esfuerzos consagrados por el Gobier- 
no Nacional, debia esperarse el contento general, 
el amor al orden, el respeto a las autoridades cons- 
tituidas por la voluntad popular, y el acatamiento 
debido á los fueros de la justicia, de la moral y 
de la misma sociedad, por todos y cada uno de 
los Venezolanos, como el fruto precioso que debe 
recogerle siempre de la civilización, de las bue- 
nas ideas y del progreso, ha sido y es altamente 
sensible para el Poder Ejecutivo como "lo debe 
ser para todo miembro de la gran familia venezo- • 
lana, que obedezca á las nobles y suaves inspira- 
ciones del patriotismo y para la Nación entera, 
que la fatal discordia haya asomado su cabeza en 
algunos puntos, que los intereses locales mal en- 
tendidos, que no son otra cosa que el efecto del 
individualismo, hayan querido sobreponerse, á 
los intereses nacionales, que la elevada misión de 
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la prensa haya descendido hasta colocarse en el 
humillante resinto de la difamación, de la inmo- 
ralidad y del tremendo consejo dé ia rebelión, 
que á la fraternidad que debe existir entre los 
miembros del gran partido nacional se haya sus- 
tituido el odio recíproco y entrañable en alguna 
parte de él, y que á las virtudes republicanas. lla- 
madas á consolidar la paz, la política y la dicha 
de los pueblos libres, se haya sostituido también 
en muchos casos la mezquindad de las ideas y las 
fatales tendencias de trastorno y aniquilamiento 
del orden, origen fecundo de males y consecuen- 
cias deplorables. 

Al examinar las verdaderas causas de semejan- 
te situación encuentra el Gobierno como principa- 
les, las pasiones políticas de una parte del parti- 
do autocrático, que irreconciliable con la Patria, 
pugna con la actualidad y libra en la discordia y 
en las revueltas su reorganización para volver al 
poder público, que perdió en la discusión, en las 
elecciones y en los campos de batalla : la ambi- 
ción desenfrenada de algunos individuos que per- 
tenecieron al gran partido nacional, y que en sus 
ensueños pensaron dominar la tierra conforme á 
sus ideas, y recoger ellos solos el fruto de los sa- 
crificios y triunfos nacionales, abjurando al fin 
de sus principios, y coligándose como famosos 
renegados con los implacables enemigos interio- 
res y exteriores de la libertad, de las instituciones 
patrias y del reposo y dicha de Venezuela, para 
llevar & cabo sus delirios y planes liberticidas : 
las esperanzas burladas de una pequeña fracción 
del gran partido nacional, que en las últimas 
elecciones quiso imponer su voluntad en la ca- 
pital de la República, sin patriotismo sin inteli- 
gencia y sin pensamiento político y social, hacien- 
do, en el frenesí de su ambición y de sus pasiones, 
de la magistratura un comercio clandestino y 
punible, de la prensa el eco de la difamación, de 
la inmoralidad y de la anarquía ; y de la libertad, 
el instrumento' de su iniquidad y maledicencia 
faltando á todos los fueros y respetos de la civi- 
lización, como si se quisiera áoca varen sus cimien- 
tos la sociedad, reducir á escombros la República 
y difundir la desconfianza, la confusión y el es- 
panto por do quiera, haciendo causa común con 
los encarnizados enemigos de la libertad como el 
complemento de la mas premeditada traición y 
refinada maldad ; la falta de patriotismo, de fé y 
de fraternidad en algunos miembros de] gran par- 
tido nacional por querer unos atender & mezqui- 
nas pasiones ó intereses, y por aspirar otros & en- 
contrar perfección en todo, cuando aun sentimos 
los efectos de las revoluciones pasadas, y nos 
ocupamos de la reorganización del paia, faltándo- 
se en consecuencia al grao principio de la unidad 
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que da faena* al pensamiento y á la acción y 
produce las hermosas inspiraciones, que conser- 
van y aumentan el entusiasmo popular, la es- 
tabilidad de la paz y el incremento y dieha común: 
la inobservancia de la policía en muchos de sus 
ramos importantes como fomento del trabajo y 
elemento de orden : el retardo de la administra- 
ción da justicia en cuya prontitud y regularidad, 
está basada la marcha progresiva del país : la 
falta de completa atención a todo lo que conduce 
á la seguridad y orden publico: lo inadecuado de 
algunas corporaciones y funcionarios públicos, 
por su incapacidad, 6 negligencia, 6 por su desa- 
fección a las instituciones patrias y al Gobierno ; 
y finalmente, la imperfección de nuestra legisla- 
ción patria en muchos de los ramos importantes 
déla Administración pública. 

Mas, felizmente el pensamiento nacional que es 
de paz, amor ala libertad, á las instituciones, al 
Gobierno y al progreso, es bastante para contras- 
tar las malas ideas de los enemigos comunes del 
país y de los descontentos que se les han agre- 
gado, que formando una minoría vergonzosa, 
tendrán mas adelante que inclinar su frente ante 
la gran mayoría nacional, que basada en la liber- 
tad, en la justicia y en las doctrinas, ha servido y 
servirá de formidable apoyo al Poder Ejecutivo, 
que gobernando con la Constitución y las leyes, 
está resuelto á hacerlas respetar, á conservarla paz 
y el orden, fuentes inagotables del bien público, y 
á hacer entrar en su deber á todo partido, á toda 
fracción y á todo individuo que esté ó se coloque 
fuera de la órbita legal, porque, teniendo como tie- 
ne la conciencia de sus altos deberes, conoce que 
está en la misión de los Gobiernos salvar á las so- 
ciedades del naufragio que las amenace, resistien- 
do ala invasión de las malas pasiones, con el po- - 
der laudable y enérgico de la justicia; y S. £. el 
Presidente de la República animado como siena- ' 
pre de los mejores sentimientos é Ideas en favor 
de la libertad, prosperidad y dicha del pais, del 
honor de la causa nacional, de la oonserv ación 
de loe triunfos que tantos sacrificios han costado 
á los pueblos; y contando como ha debido con- 
tar con el patriotismo de los venezolanos, con ia 
unión que ha sabido proclamar á iafaz del mun- 
do, con las alagüeñas esperanzas que ofrece la 
juventud que se levanta, y con la eficaz coopera- 
ción de los magistrados que se ha dado la Repú- 
blica ejerciendo el imperio de su soberanía» me ha 
ordenado llamar particularmente la atención de 
US. como su natura] é inmediato agente en esa 
provincia, para que obrando perfectamente eoa 
el pensamiento de la Administración, y hacienda 
uso de todas las facultades que le permitan la» 
leyes, y especialmente la orgánica de provincia*, 
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proceda sin pérdida de tiempoy de la manera mas 
eficaz á ocuparse de las siguientes medidas. 

Primera. — Remover de sus destinos a todos los 
empleados que sean desafectos al Gobierno y de- 
pendan inmediatamente de US* 

Segunda. — Excitar & las corporaciones y auto- 
ridades locales para que hagan lo mismo con los 
funcionarios que estén en igual caso y dependan 
de ellas. 

Tercera. — Informar al Poder Ejecutivo lo que 
sea conveniente sobre los empleados desafectos 
al Gobierno, cuya remoción dependa de él ó de 
alguna corporación ó autoridad. 

Cuarta. — Propender á la mas perfecta unión 
de los ciudadanos por cuantos medios aconsejen 
las leyes y el patriotismo, procurando poner tér- 
mino ¿ las cuestiones locales que afecten tan no- 
ble fin. 

Quinta. — Hacer cuanto esté en el círculo de 
sos atribuciones para que la justicia se administre 
pronta y cumplidamente, excitando para ello á 
las autoridades judiciales de la manera mas eñcaz. 

Sexta. — Dictar cuantas medidas legales sean 
necesarias para que la policía se cumpla en todos 
sus ramos, á ñn de que el orden, la seguridad 
pública, la salubridad y el ornato de las poblaeio 
nes sea una cosa real y efectiva, y no escrita sola- 
mente. 
Séptima. — Adoptar cuantos medios permitan las 
leyes y sugiera eJ patriotismo el celo y eficacia 
para evitar la propagación de las malas ideas y 
de todo lo que sea sedicioso, subversivo y contra- 
rio al órdeñ, de cualquiera manera que aparezca, 
escrito ó no escrito, ordenando ala autoridad polí- 
tica el estricto cumplimiento de $»us deberes, y exci- 
tando á la autoridad judicial para que llene los 
suyos y coopere á tan importante objeto. 

Octava.— Prohibir la circulación de los pasqui- 
nes, aunque sean impreso*?, que aconsejen la re- 
belión, ú ofendan la moral, haciendo q.ue sufran 
•US autores y cómplices el rigor de las leyes. 

Novena.— A plicaT la ley vigente sobre atenta- 
dos á todas las reuniones tumultuosas que afecten 
•1 orden, el sosiego y las garantías sociales. 

Décima. — Hacer que se cumpla debidamente y 
ean la mayor vigilancia -la ley sobre vagos y mal 
entretenidos, como fomento del trabajo y de la 
moral pública, haciendo efectiva la responsabili- 
dad de las autoridades omisas- 

Undécima. — Tornar conocimiento de las socie- 
dades que se hayan establecido ó establecieren 
con expresión del nombre y número de sus miem- 
bros y del objeto de su institución : y 

Duodécima. — Hacer uso de todo el poder que 
ém laa leyes para conservar la paz, el orden y 
tttaqMilidad pública, y dar confianza y garantías 
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a todos y ácada uno de los habitantes de ese ter- 
ritorio. 

Quiere S. R para llevar á cabo cuanto queda 
expresado, que US. separadamente forme expe- 
diente sobre cada materia, y que le instruya por 
todos los correos de las medidas que adopte sobre 
cada particular, y de los inconvenientes que en- 
cuentre en la ejecución ; pues desea que lo dicho 
no quede escrito solamente, sino que se convier- 
ta en realidad por medio de la práctica, para 
cuyo importante objeto ha contado y cuenta coa 
el conocido patriotismo de US., con su amor á la 
libertad y al progreso, y con su consagración al 
servicio publico, como también con los medios que 
le ofrecen la Constitución y las leyes para hacer 
responsables á los funcionarios públicos cuando 
dejan de cumplir sus deberes por incapacidad, 
negligencia ú otro motivo que perjudique los sa- 
grados inteieses que les están encomendados. 

Por S. E— Pianos. 
ORDEN publico. Resolución Ejecutiva di 
30 de Mayo de 1853 disponiendo que en loe 
caaos en que sea perturbado, los Gobernadores 
informen por cada correo el estado de paz del 
territorio de su mando ; y autorizándolos pa- 
ra dictar las medíaos convenientes para el 
establecimiento del sistema postal» 
üecretaríu del interior. — Sección segunda. 

Caracas, 30 de Mayo de lh53. 
Resuelto. — Dígase en circular á los Goberna- 
dores de provincia. 

. Siendo conveniente y necesario en las actua- 
les circunstancias que el Gobierno esté suficiente* 
mente instruido del estado político de las provin- 
cias, bien se mantengan en paz, bien se altere en 
ellas el orden público, me ha ordenado con este 
objeto S. E. dirigirme á US. y prevenirle : que 
por todos los correos y por todos los conductos 
que se le presenten, dé cuenta á este Ministerio 
del estado de paz. del territorio de su mando, de- 
biendo si llega á alterarse el orden público en al* 
gun punto de él, comunicar la noticia del modo 
mas detallado que sea posible por medio de pos- 
tas que se reemplacen & distancias proporciona- 
les y que concillen la prontitud con el buen ser- 
vicio» 

Para el objeto indicado, US. dictará la» medi- 
das necesarias á fin de que en los puntos conve- 
nientes de cada provincia se establezca el siste- 
ma postal, debiéndose indicar en la cubierta del 
o6cio en que se den dichas noticias 6 en un pf- 
pel que se le adhiera, el dia y hora en qae se 
despacha el posta- 
Tengo el honor de comunicarlo á US. para su 
inteligencia y cumplimiento. 
Soy, &e. Por S. E.— P/ó*«. 
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ORDEN publico. Resolución Ejecutiva de 
7 de Agosto de 1855 haciendo á los Gober- 
nadores ciertas prevenciones. 

Secretaría del Interior. — Sección segunda. 
Caracas, Agosto 7 de 1855. 
Resuelto, — Dígase á los Gobernadores de pro- 
vincia. 

Las ideas que algunos hacen circular por la 
imprenta persuadiendo la necesidad de un cam- 
bio político, al mismo tiempo que por otros con* 
ductos han llegado á conocimiento del Gobierno 
fundados motivos para creer que se proyectan 
otros medios de agitar la República que tanto ne- 
cesita de paz para mejorar su situación, y que el 
orden legal tenga, 'por su regularidad, la fuerza 
protectora que en él debe encontrar siempre la 
sociedad, han hecho comprender al Poder Eje- 
cutivo encargado de la seguridad pública y del 
cumplimiento de la Constitución y de las leyes, 
que es necesario redoblar la vigilancia y em- 
plear todas las medidas que conduzcan á mante- 
ner la paz de que felizmente goza la República, 
previniendo, reprimiendo y castigando, si des- 
graciadamente llegare el caso, toda tentativa de 
trastorno. 

Con este objeto ha dispuesto S. E. el Presi- 
dente de la República se instruya á US. que en 
esta situación es indispensable : 19 Fijar la aten- 
ción en los individuos, que desconociendo la ver- 
dadera conveniencia del país, propagan ideas de 
reformas políticas aconsejando las vías de hecho 
para su realizncion, á ñn de que US. pueda se- 
guir sus paso» y conocer oportunamente sus pla- 
nes y procedimientos: 2? no permitir la reu- 
nionjde sociedades políticas secretas, ni de otro 
género en que no pueda ejercer la policía su vi- 
gilancia, ó no sean bien conocidos de US. su ob- 
jeto y conducta: 3^ disponer que siempre que 
haya reuniones políticas públicas asista un em- 
pleado de policía que merezca la confianza de 
US. ó del Jefe político en los cantonea, para que 
evite cualquier exceso é informe de lo que se tra- 
te y acuerde : 4^ informar & este Ministerio cual 
sea la opinión de los funcionarios públicos de esa 
provincia en tocios loa ramos de la administra- 
ción civil, militar y eclesiástica : 59 separar de 
an destino 6 cualquier empleado de los que de- 
pendiendo de US. se reputen en comisión, des- 
de que US. esté persuadido que favorece cual- 
quier plan de revolución contra la Constitución 
que ha jurado sostener, y 1os principios políticos 
que debe profesar como depositario de la con- 
fianza pública y agente del Gobierno que deriva 
de Ja misma Constitución su poder, y vé en ella 
escritos sus deberes. Respecto de los empleados 
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que no pued an removerse libremente, se/ les for- 
mará causa por la autoridad competente, y ha* 
biendo mérito suficiente, se les suspenderá por 
quien corresponda. De todo procedimiento dará 
US. cuenta al Poder Ejecutivo. 

La imprenta es libre, la discusión es libre por 
la misma Constitución Pero esto no impide que 
lo que se escribe 6 se manifiesta de palabra no 
tienda á un crimen, si ello está así calificado por 
la ley : y por lo mismo que hay tanta libertad 
para escribir y hablar, debe haber una vigilancia 
mas activa é inmediata respecto de los escritores 
y propagadores de ideas subversivas del orden, 
para que los hechos que la justicia debe conde- 
nar como criminales, conforme á las mismas le- 
yes, no pasen desapercibidos, ni queden sin el de- 
bido castigo. 

El Poder Ejecutivo -encarga á US. de nuevo 
informes semanales ilustrados, no de mera rutina; 
pues conviene que S. E. conozca el estado de to- 
dos los pueblos, las ideas y tendencias desús hom- 
bres influentes, y á estos por susjiombres, y sus 
circunstancias. 

Es de importancia que en todo lo relativo al 
cumplimiento de las órdenes que trasmito & US. 
en esta nota, ponga US. de su parte la mayor ac- 
tividad junto con la mayor discreción, y un es- 
tudio constante para que no llegue á turbarse el 
orden en la provincia de su mando ; debiendo 
con este objeto hacer 6 repetir la visita de la 
provincia que la ley le recomienda tanto, y que 
ahora seria muy útil para ayudar en todos los 
pueblos los esfuerzos de los buenos ciudadanos, á 
quienes US. animará á esperar los mejores re- 
sultados de su cooperación en el empeño común 
de conservar la paz, elemento necesario de todo 
bienestar y progreso. 

Tengo el Ijonor de comunicarlo á.US. para su 
inteligencia y cumplimiento. 

Soy, &c Por S. E. — Arando* 

ORDEN DE PREFERENCIA EN LOS CUERPOS DEL 

ejército. Véase Fuerza armada y perma- 
nente, R. E. de 9 de Junio de 1847. 

ORDENADOS xn sacris, y demás anexos al 
8ervicio de las IGLESIAS. Están exentos del 
servicio. Véase Milicia nacional, art 39 de 
la ley, y numero 19 art¡ 9 del D. E. R. 

ORDENADOS in sacris. Resolución Ejecu- 
tiva de 20 de Julio de 1843 sobre que no 
sea ordenado ningún individuo á título de 
curato que no haya obtenido con arreglo á lo 
dispuesto en la ley de patronato. 

Secretaría de lo interior. — Sección, primera. 
Caracas Julio 20 de 1843. 
Resuelto. — Dígase á los Prelados de las Di& 
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cesis.— Por el art. 20 de la ley de patronato se 
dispone que ninguno podrá ser ordenado de ór- 
denes mayores incluso el presbiterado á título de 
carato ó sacristía que no haya obtenido con ar- 
reglo á los dos artículos anteriores, que requie- 
ren la oposición en el concurso, examen, aproba- 
ción, presentación y nombramiento. 

Sin embargo tiene el Gobierno motivos para 
creer que muchos han sido, ordenados de órde- 
nes mayores á título de curato que no han ob- 
tenido según se exige por el citado art. 29, y se- 
mejante proceder no solo deja sin cumplimiento 
la ley, sino que causa un perjuicio á los mismos 
ordenados, porque siéndolo sin haber obtenido 
antes' un curato, se les destina á servir cualquie- 
ra interinamente, y sucede que después de estar 
de interinos algunos años, se oponen por primera 
vez, y como por esta razón están obligados á ir á 
servir el curato á que se les destina en propie- 
dad, pierden el derecho de oponerse á ser desti- 
nados á un curato determinado, como no sucede 
ria si ordenados á título de curato que hubieran 
obtenido, sirvieran este en lugar de cualquiera in- 
terino los dos años que requiere el precitado art. 
20. 

Para que la ley de patronato sea cumplida y 
se evite semejante perjuicio, me encarga el Go- 
bierno decir á US. Rma. que espera que en lo 
sucesivo no ordenará á ningún individuo á títu- 
lo de curato que no haya obtenido con arreglo á 
lo dispuesto en la precitada ley. 

Soy, &c. Por S. E.— Manrique* 

ORDENANZAS PROVINCIALES. Véase Di- 
putaciones provinciales, art. constitucional 162 

ORDENANZAS PROVINCIALES, resolu- 
ción EJECUTIVA DE 27 DB ENERO DE 1842, de- 

clarando el tiempo en que debe hacerse la pre- 
sentación al Gobernador para su exequátur, 
ú objeción. 

República de Venezuela. — Gobierno Superior político de 
la provincia. — Núm. 145- — Coro, 28 de Diciembre de 
1841, 12 de la ley y 31 de la independencia. 
Sr. Sec retalio de Estado en los DD. del Interior y Justicia. 
La Secretaría de la Diputación provincia] ha 
pasado á este Gobierno varias resoluciones en nú* 
mero de seis de aquel cuerpo, catorce días des- 
pués del último de la próroga, y que vienen fir- 
madas con fecha 9. El Gobernador duda que es- 
to pueda hacerse, ya porque después de autoriza- 
das las resoluciones, no queda mas que hacer sino 
remitirlas á este despacho, y ya porque un lapso 
tan considerable puede ser motivó de abusos, y 
posterga considerablemente el despacho de dichas 
resoluciones, en razón de que puede ser objetada 
alguna de ellas y no considerarse la objeción has- 
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ta la reunión venidera, dejando el público por eso 
de reportar el beneñcio que tenga por objeto. — 
Sírvase US. ponerlo en conocimiento del Supre- 
mo Poder Ejecutivo, a fin de que se digne resol* 
ver lo que deba practicarse en lo sucesivo, pues 
que este Gobierno provincial ha dado ya curso á 
dichas disposiciones por ser la primera vez que 
ha sucedido. — Soy dé US. muy atento servidor. 

José Ignacio de Zavala. 
Secretaría de lo Interior. 

Caracas, Enero 27 de 1842. 

Resuelto. — Dígase en contestación. — Por el ar- 
tículo 162 de la Constitución se previene que las 
ordenanzas de las Diputaciones provinciales se 
pasen para su ejecución al Gobernador, quien 
tendrá el derecho de objetarlas en el término de 
cinco dias; deben pues presentarse las ordenan- 
zas mientras esté reunida Ja Diputación, y no co- 
mo se ha hecho en Coro catorce dias después de 
haber cerrado sus sesiones aquella corporación. 
No es regular este proceder y abre la puerta á 
funestos abusos. Para impedirlos en lo adelante, 
el señor Gobernador de Coro excitará a la Dipu- 
tación en su próxima reunión á que, expida una 
ordenanza que lije las reglas que hayan de -ob- 
servarse en la presentación de las resoluciones, 
como lo han hecho ya las Diputaciones de Cara- 
ca? en 1834 y la de Carabobo en el año último. 

Publíquese. Quintero, 

ORDENANZAS PROVINCIALES iiesolu- 

CION EJECUTIVA DE 24 DE FEBRERO de 1851 

declarando que toca exclusivamente á las Di» 
putaciones provinciales, y no al Poder Ejecu- 
tivo resolver sobre la inteligencia que den á y 
sus ordenanzas los Gobernadores cuando no 
se rozan con las leyes, ó decretos ejecutivos. 
Secretaría del Interior. — Sección tercera» 

Caracas, 24 de Febrero de 1851. 
Resuello. — Los Gobernadores de provincia 
dependientes del Gobierno como sus agentes in- 
mediatos, son también jefes superiores en su ca- 
lidad de ejecutivos de sus respectivas provincias, 
y por tanto corresponde á ellos exclusivamente 
dictar todas aquellas órdenes, medidas, resolucio- 
nes 6 decretos que tengan por objeto el cumpli- 
miento de las ordenanzas expedidas por las Di- 
putaciones provinciales. Por tanto, no toca al 
Poder Ejecutivo juzgar ni reformar sus actos de 
este género, si ellos no se roza n con las disposi- 
ciones contenidas en las leyes generales ó con 
sus propios decretos. Fundado en este principio 
sobre el cual está basada en parte la independen- 
cia que nuestro sistema ha querido dar ál régi- 
men municipal, el Poder Ejecutivo declara que 
no le toca á él, sino á la Diputación provincia! 
de Caracas, resolver si obró bien 6 mal el Go- 
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tomador de esta provincia al expedir su decreto 
de 21 de Diciembre último por el cual reglamen- 
tó la ordenanza de 10 del mismo sobre el número 
de miembros de que debe componerse cada Con- 
cejo Municipal 

instruyase á Jos interesados y publíquese. 
Por S. E.— Pulida. 
ORDENANZAS provinciales, resolución 
ejecutiva de 1850 de dar anda que no cor- 
responde á él sino á las cámaras legislativas 
juzgar de la validez de *na que permite el 
uso de algunas armas. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. 
Resuelto. — Dígase al Gobernador de la provincia 
de Cu maná. 

En el expediente respectivo ha recaido con 
ésta fecha la resolución siguiente : 

No correspondiendo en el caso á que US. se 
refiere al Poder Ejecutivo, sino á las Cámaras le- 
gislativas, juzgar de la validez de una ordenanza, 
es á estas á quienes ha debido recurrir US. con 
las observaciones que consigna en su nota fecha 
20 de' Enero último número 7 sobre la que úl- 
timamente sancionó la Diputación de esa pro 
rinda relativa al derecho de llevar armas. Cual- 
quiera que sea la fuerza de dichas observaciones, 
J no obstante que la ordenanza mencionada no 
puede ser un obstáculo á que la Gobernación, 
en todo evento, cumpla con el deber que le impo- 
ne el artículo 5^ de la ley orgánica de provincias 
relativo á la tranquilidad y orden públicos, ella 
es sin embargo una disposición que debe tener 
cumplido efecto seyun lo ordena el artículo 1G3 
\^ de la Constitución," 

Soy <fc.— Por S. E.— Pulido. 

ORDENANZAS provinciales. resolución de 
12 mato de ÍSM disponiendo que las Dipu- 
taciones provinciales las remitan por dupli- 
cado al Congreso. 

Secretaria de la Camarade Representantes.— 
N? 31.— Valencia M:.yt. J7 de 1&31, 2? y 2lO— 
Señor Secretario dH íntrrior. — Las Oám aro shan 
considerado la nota de TS. de 27 del pasado, en 
que. bajo el número 509 do la sección primera., 
pide copia délas resoluciones de las diputaciones 
provinciales que hayan sido aprobadas por el 
Congreso; y han resucito, la de representantes 
en 29 del pasado, y la del senado en 12 del cor- 
riente : — "Que de las secretarías de ambas cáma- 
ras se pasen por ahora las copias que solicita el 
Sr. secretario del interior ; y que para lo sucesi- 
vo se prevenga á las diputaciones provinciales, 
remitan dos copias de cada resolución." — Y en 
contestación á su citada, y para los fines consi- 
guientes respecto de las diputaciones, lo digo á 
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US. — Dios guarde & US.-— El secretario, Rafatl 

Acevedo. 

ORDENANZAS provinciales, resoluciov 
ejecutiva de 10 de julio de 1847 declarando 
que en los casos de duda no corresponde al 
P. JE. dar opinión sobre su cumplimiento; y 
que los Gobernadores deben resolver con arre- 
glo á los casos que ocurran^ dando cuenta á la 
Diputación, 
Secretaría délo Interior. — Sección tercera. 

Caracas 10 de Julio de 1847. 
Resuelto. — Dígase al Gobernador de la pro- 
vincia de Coro. — Presenté al Despacho de S. E. 
el Presidente de la República, las notas de esa 
Gobernación de 27 de Mayo y 19 de Junio últi- 
mos consultando varias dudas que le presenta! 
las ordenanzas 2» y 3& de Rentas Municipales 
de 2 de Diciembre del año próximo pasado por 
consecuencia de la nulidad de las elecciones de 
esa provincia, é impuesto de ellas, se ha servido 
resolver, que el P. E considera que no le toca 
dar opinión 6 los Gobernadores sobre las dudas 
que les ocurran en el cumplimiento de ordenan- 
zas provinciales. Los Gobernadores deben deci- 
dir por sí lo que juzguen que convenga hacer e» 
los respectivos casos y dar cuenta á Tas Diputa- 
ciones provinciales. 

Lo que digo á US. en contestación á las notas 
precitadas. 

Soy, &. Por S. E. — Acevedo. 

ORDENANZAS provinciales. Deber délos 
Gobernadores de remitirá la Secretaría del In- 
terior un ejemplar de ellas tan pronto come 
cierre sus sesiones la respectiva diputación. 
Véase Diputaciones provinciales, R. E. de 6 
de Abril de 1854. 

ORDENANZAS de marina. Véase Marina de 

guerra, D. E. de 15 de Diciembre de 1825. 
ORDENES manifiestamente contrarias i ia 

constitución ó las leyes. Véase Disposicio. 

nes gcneral.es constitucionales, art. ISCi y 187, 
ORDENES del poder ejecutivo. Deber de loe 

Gobernadores de comunicarlas y circularlas. 

Véase Provincias, art 10. 

ORDENES religiosas. Véase Extranjeros por* 

tenecientes á órdenes religiosas. 
ORGANIZACIÓN militar, let db 18 »■ 

abil de 1826 estableciéndola* (•) 



(*) Esta ley no so encuentra en el Apéndice del «nm» 
de leyes de 1851 hecho por el Sr. Valentín Espinal (ra- 
ción oficial) y sin dada que es efecto de un descuido, pOBft 
do solo no ha sido derogada, ni está en oposición con júa- 
guna otra de la república, sino qne es la que ngt fotap 
la materia. 
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JBt Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Colombia reunidos en congreso : 
Considerando : Que es una de las atribuciones 
4*1 cuerpo legislativo decretar la conscripción y 
•rganizacion de los ejércitos, determinar su fuer- 
xa en paz y en guerra, y ñjar la duración del servi- 
cio militar. — Que para hacer en el ramo -militar 
las reformas análogas á nuestras actuales circuns- 
tancias, es preciso establecer las bases constituti- 
vas de la fuerza armada, designar los objetos á 
qua la ley la destina, fijar los términos en que todos 
los colombiano* deben contribuir á formarla y 
reemplazarla, y determinar loa. casos en que toda 
la nación ó una parte de ella debe armarse para 
ia defensa de la libertad é independencia de la 
patria ; . 

DECRETAN : 

TITULO I. 
De la fuerza armada en general. 

Art. 19 La fuerza armada nacional se compon- 
drá de todos los colombianos que por la ley sean 
llamados al servicio de las armas. 

Art. 29 La fuerza armada se divide en terres- 
tre y marítima. Esta última será el objeto de una 
ley especial. 

Art. 39 La fuerza armada terrestre se divide 
en ejército permanente y en milicia nacional. 

Art. 49 El objeto déla fuerza armada es de- 
fender la independencia y libertad de la Repúbli- 
ca, mantener el orden público y sostener el cum- 
plimiento de las leyes. 

Art. 59 En caso de urgente peligro que ame- 
nace la seguridad de la República, todo colombia- 
no está obligado á tomar las armas, 

Art. 69 Si el peligro fuere particular á un 
oanton ó provincia, todos sus habitantes se hallan 
en el caso del artículo anteiior. 

Art. 79 La fuerza armada comete delito de al- 
ta traición cuando se emplea en alguno de los 
casos siguientes : 19 Para destruiré trastornar 
las bases del gobierno establecido por la ley fun- 
damental y constitución de la República : 29 Para 
impedir el libre ejercicio y sufragio de las asam- 
bleas parroquiales ó electorales prevenidas por la 
constitución: 39 Para impedir la reunión ordina- 
ria 6 extraordinaria del Congreso, ó para disol- 
verlo durante las sesiones constitucionales ordina- 
rias 6 extraordinarias : 49 Para coartar 6 violen- 
tar la libertad de los senadores ó representantes 
en sus deliberaciones legislativas y demás funcio- 
nes que atribuye á las cámaras 1k constitución. 

Art. 69 El militar que obedeciere á su supe- 
rior para usar de la fuerza armada en cualquiera 
de los casos expresados en el artículo anterior, 
quedará responsable personalmente, / será cas- 
Ufado con las penas que señalan Jas leyes. 
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Art. 99 Ningún cuerpo armado podrá ser de- 
liberante* la fuerza armada es esencialmente 
obediente. 

CAPITULO II. 

De lá formación y división del ejéreüo perma- 
nente. 

Art. 10. £1 Ejército permanente se formará, 
reemplazará y aumentará de los colombianos que 
tengan de diez y oeho á treinta años de edad, 
procediéndose por riguroso sorteo. 

Art. 11. El ejército permanente se compondrá 
de infantería, caballería, artillería é ingenieros. 

$ único. La infantería y caballería se dividirán 
en ligera y de línea por batallones y escuadrones. 
La artillería formará un cuerpo facultativo, y se 
dividirá en personal y material Los ingenieros 
formarán un cuerpo facultativo. 

Art. 12. La ordenanza general del ejército 
detallará el servicio en paz y guerra ; la forma- 
ción, composición y administración de los ejérci- 
tos y divisiones de operaciones ; los deberes des- 
de soldado hasta general ; la escala de ascensos 
y propuestas ; designará la autoridad y facultad 
de los generales, comandantes de plazas, coman- 
dantes de cuerpo y demás jefes que son responsa- 
bles de las operaciones militares en tiempo de 
guerra, y del buen régimen y disciplina de las 
tropas en tiempo de paz ; haberes, premios y re- 
tires militares. 

§ único. Pe r un reglamento particnlár se de" 
terminará la organización, fuerza, servicio y ad- 
ministración de cada arma. 

Art. 13. Las clases de mando en el ejército 
serjín general de división, general de brigada, 
coronel, primer comandante, segundo comandan- 
te, capitán, primer teniente, segundo teniente, 
primer subteniente, segundo subteniente, ó prime* 
ro y segundo alférez de caballería, sargento pri- 
mero, sargento segundo, cabo primero, cabo se- 
gundo. 

§ único. Cada clase de estas formará un orden 
de superior á inferior en el modo con que van 
enumeradas en este artículo. 

Art. 14. Para la inspección de todas las armas 
se establecerá un estado mayor ' general cerca del 
Oobierno* 

Art 15. Dependientes de este estado mayor 
general habrá estados mayores divisionarios. 

$ único. Un reglamento particular detallará la 
organización y funciones del estado mayor gene- 
ral y de los estados mayores div.sionarios ; y 
entre tanto continuarán rigiendo los reglamentos 
expedidos por el Poder Ejecutivo, en lo que no 
fueren contrarios & la presente ley. 
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CAPITULO IIL 

De la fuerza del ejército permanente, del sorteo 
y de la duración del servicio. 

Art. 16. Cada año decretará el Congreso la 
fuerza del ejército permanente, según lo preveni- 
do en la atribución decimatercera del artículo 55 
de la constitución. 

Art. 17. £1 Poder Ejecutivo atendiendo á la 
población de cada departamento, fijará el número 
de hombres que deba dar, y. los pedirá al inten- 
dente. 

Art. 18. El intendente distribuye este contingen- 
te entre las provincias que componen el departa- 
mento, en razón de la población de cada una, 
y pide al gobernador de la provincia el número 
de hombres que le corresponde. 

Art. 19. El gobernador de la provincia hará 
la misma distribución á los cantones, y pedirá 6 
los jefes políticos municipales el numero que cor- 
responda al cantón. 

Art. 20. Los jefes políticos municipales harán 
igual distribución entre las parroquias del cantón; 
verificada la cual, se procederá por los mismos 
jefes municipales en las cabeceras del cantón, y 
por los alcaldes parroquiales eu las parroquias á 
verificar el sorteo prevenido en el artículo 10 de 
la presente ley, previa la convocatoria de los que 
deben entrar en él, que se publicará en la cabece- 
de) cantón el dia mismo en que se reciba la orden 
del gobernador, y en las parroquias dentro del 
preciso término que pida la distancia.^ 

Art. 21. El sorteo se hará por el orden siguien- 
te: primero: entre ios solteros que no sean hijos 
únicos de viudas, ó hijos únicos de padres ancianos. 
Segundo: entre ¿os casados sin hijos, é hijos úni- 
cos de viudas, ó de padres ancianos, y jóvenes que 
se hallen en la carrera de las letras, y estas cía- 
sea entrarán indistintamente en el sorteo, si los de 
la primera no llenasen el cupo que corresponde á 
cada parroquia. 

& 19 Se entiende por hijo único de viuda ó de 
padres ancianos, el varón que lo fuere de alguna 
viuda ó de padres ancianos, aunque tenga herma- 
nas 6 hermanos que no alcancen á la edad desig- 
nada para el sorteo. 

§ 2& Los hijos únicos de viuda, é hijos únicos 
de padres ancianos, de quienes se había en esie 
artículo, entrarán en sorteo igualmente que los 
solteros, siempre que las viudas ó padres ancia- 
nos tengan bienes de que subsistir, y no necesi- 
ten de su inmediata asistencia. 

Art. 22. En las parroquias so hará el sorteo 
en presencia de la junta parroquial y en las ca- 
beceras de cantón en la de la municipalidad. 

Art. 23. Si en las cabeceras de cantón hubiere 
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dos 6 mas parroquias, los alcaldes parroquiales 
reunirán los vecinos de su parroquia que deben 
entrar en sorteo, y los presentarán á la municipa- 
lidad, para que este se verifique por parroquias. 

Art. 24. Un número igual de bolas negras al 
de los individuos que se han de cortear se pondrá 
dentroTJe una urna, y por el presidente de la jun- 
ta parroquia] ó por el municipal que presida ,el 
acto, se contará públicamente ; se extraerán des- 
pues tantas bolas negras cuantos sean los hombres 
con que deba contribuir la parroquia, f se reem- 
plazarán por bolas blancas, bien iguales á las 
negras en su peso y tamaño. En seguida el se* 
cretario llamará por su nombre á cada uno para 
que saque una bola, y si la que saca es blanca, se 
inscribirá su nombre en el acta, y se 1« intimara 
que por la suerte le ha tocado servir en el 
ejército permanente. 

§ único. El acto del sorteo será público, y una 
copia del acta se fijará en los lugares públicos. 

Art. 25. Los jefes políticos municipales remi- 
tirán copia déla misma acta al gobernador para 
que se archive en la secretaría de gobierno, y 
dirigirán los sorteados al destino que se les hu- 
biere prevenido. 

Art, 26. £1 intendente, luego que reciba la 
orden del Poder Ejecutivo, según se previene en 
el artículo 17, dará avisó al comandante general 
del número de sorteados que corresponde al de- 
partamento, para que disponga de ellos. 
. Art. 27. El comandante general hará la dis- 
tribución de ios hombres que se pongan á su dis- 
posición, y. avisará al intendente los diferentes 
destinos, para que sean remitidos por el camino 
mas corto. 

Art. 28. Desde el dia en que marchen los sor- 
teados dé un cantón ó parroquia para incorporar- 
se en el ejército, recibirán del tesoro público sus 
correspondientes raciones, y gozarán del prest que 
designe la ley desde el dia en que se den de alta 
en el cuerpo en que entran á servir. 

Art. 29: Después de publicada la convocatoria 
para el sorteo, ningún individuo de los compren- 
didos en las edades que se fijan en el artículo 10, 
podrá ausentarse de su vecindario sin un motivo 
urgente, previo el permiso del alcalde y dejando 
un sustituto para que asista al sorteo, saque su 
suerte y marche en caso que le toque hasta que 
él le releve. 

Art. 30. El individuo ó individuos que infrin- 
jan la disposición del artículo anterior serán des- 
tinados al ejército sin sorteo, y se retirarán otros 
tantos, empezando desde el último á quien hubie- 
re cabido la suerte en su vecindario. 

Art. 3U El colombiano á quien tocare por 
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tuerte servir en el ejército permanente* puede 
- A poner otro en so lugar. 

Art. 32. Los comprendidos en et artículo 21 

de esta ley que estén ausentes de su parroquia por 
cualquier motivo que sea, entrar4n en sorteo se* 
gunsus respectivos caeos en la parroquia de su 
vecindad, y sacará Ja suerte nn pariente ; mas si 
no lo tuviere, cuando el ausente sea llamado por 
la. Ji ata» el presidente dej acto nombrará un niño 
■ menor de doce afros, para que saque la suerte* 

$ único. Quedan exceptuades de entrar en sor- 
teo, los que al tiempo de verificarse el acto se 
hallen ausentes por un término mayor de cuatro 
meses, fuera de) territorio de la República. 

Art* 33. Los individuos á quienes toque servir 
e» el ejército permanente Be presentarán por sí ó 
por sustituto en el término que se les designe, 
«ule la autoridad competente, y en caso de omi- 
f sion ó fuga, serán presos y puestos á disposición 
del jefe militar respectivo, y castigados con un 
año mas de servicio. 

Art 34. El juez que presida el sorteo intima- 
rá á la persona que hubiere sido sorteada, su com- 
parecencia en el término que asigne, según las 
órdenes que hubiere recibido, y con atención á 
la distancia. 

& único. Cuando el sorteado estuviere ausente 
y fuere menor de edad, la intimación de que ha* 
bla este artículo deberá haeerse á su padre ó cu- 
rador, quienes deben presentar su persona ó el 
sustituto dentro del término asignado* 

Ait. 35. La duración del servicio en el ejército 
permanente será de cinco afi<«. 

Art. 36. Pero los individuos militares que es- 
tuvieren sirviendo en plaza de armas, fortaleza ó 
buque de guerra, 6 en cualquiera guarnición, no 
deberán depararse del servicio hasta que haya 
llegado su reemplazo ; sino que por el contrario 
habrán de continuar en dicho servicio entre. tanto 
"que llegado aquel, se les dé la licencia por el jefe 
correspondiente. 

Árt. 37. Se admiten en el ejército permanente 
todas los que quieran servir por su voluntad, con 
tal que no sean procesados criminalmente. 

Art. 34. Pftdrán ser admitidos igualmente á 
este servicio los extranjeros, siempre que su nú- 
mero no exceda de la décima parte del ejército. 

Art: 39* El intendente ó gobernador que omi- 
* tieren et cumplimiento de lo que se les previene 
por esta ley, 6 hicieren una distribución desigual: 
los jefes políticos municipales que hicieren una 
distribución desigual en su cantón, 6 que de cual- 
quiera modo y por cualquier motivo llegaren á 
omitir loque esta ley les previene, ó á excluir á 
irnos del sorteo, recargándolo á otros; los alcal- 
des parroquiales que omitiereo lo que esta ley les 
• previene, ó excluyeren á. unos del sorteo recar- 
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gándolo á otros, son responsables y serán castk ' 
gados con arreglo al capítulo 99 de la ley, sobre 
régimen político de los departamentos que trata 
de la responsabilidad de los empleados públicos. 

CAPITULO IV» 

Del reemplazo del ejército permanente' • 
Art 40. El reemplazo del ejército será anual 
y se dará principio en él afio de 1628. 

Art. 41. El actual ejército de la República será 
reemplazado por quintas partes en los cinco aftoi* 
siguientes al del primer reemplazo, y para verifi- 
carlo, el Poder Ejecutivo en vista dejos presupues- 
tos de la fuerza existente, decretará en cada año 
la parte que deba reemplazarse, repartiendo este 
número entre las diferentes provincias de Ceiom- 
bia, con prevención de que para dar cada una el 
cupo que le corresponda, se procederá al sotfeo 
de que habla el capítulo 39 de esta ley* 

Art. 4fí. En los casos de urgencia en que sift 
peligro de las armas de la República no. pueda 
verificarse el reemplazo en el departamento cor- 
respondiente, el Poder Ejecutivo podrá hacerlo 
en otros como lo juzgue conveniente, teniendo en 
consideración este servicio para eximir al depar- 
tamento que lo hizo en el próximo ««emplazo. 

CAPITULO V. 

Disposiciones generales. 

Art. 43. El número efectivo de generales será 
de veinte, y el de Coroneles de cincuenta. Los 
demás generales y coroneles que existen ahora y 
excedan del número que se fija, gozarán del suel- 
do de cuartel y de los honores que le correspon- 
den, y podrán ser empleados en otros destinos. 

Art. 44. Las vacantes que ocurran en-el número 
efectivo de generales y coroneles se llenarán ú% 
este modo : una reemplazándola de entre los ge» 
nerales y coroneles que estuvieren de cuartel pot 
haber excedido el número que se señala en esta 
leyr y otra de entre los coroneles y primeros co- 
mandantes que estén en servicio activo. 

$ único. Cuando no hubiere generales^ coro- 
neles de cuartel para llenar las vacantes de que 
habla el artículo anterior, se procederá del modo 
prevenido en la Constitución y conforme á la es- CZ 
cala de ascensos, y propuestas que establezca la 
ordenanza general del ejército. 

Art 45. La ley determinará los casos en que 
sin embargo de estar cubierto el número de gene- 
rales ó coroneles designado en el artículo cuaren» 
ta y tres, puede concederse el ascenso de general 
ó coronel al militar que se distinga en acción de 
guerra, ó en otro servicio eminente* 

Art. 4G. El número de generales y coroneles 
que se fija en el artículo 43 se podrá aumentar 
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por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Congre- 
go, siempre que el bien y seguridad de la Repú- 
blica lo exijan : y del mismo modo. podrá dismi- 
nuirse cuando un estado prolongado de paz acon- 
seje la diminución del ejército. 

Art. 47. Todos los oficiales desde primer co- 
mandante hasta segundo subteniente ó segundo 
alférez inclusive, que el dia de la fecha de la pre- 
sente ley se encuentren sin colocación en cuer- 
pos ó estados mayores, pero que estén en actual 
4ervicio y pasando revista, se destinarán por el 
Poder Ejecutivo como agregados á los cuerpos, 
y se colocarán en las vacantes que ocurran pro- 
gresivamente. * 

Art. 48. Estos oficiales agregados mientras ob- 
tienen colocación efectiva, harán el servicio que 
les corresponda en guarnición y en campaña. Es- 
tando en campaña disfrutarán dei mismo sueldo 
que los efectivos, y en guarnición sufrirán el des- 
evento de una quinta parte hasta que se coloquen. 

Art. 49. Todos los oficiales desde primer co- 
mandante hasta segundo subteniente ó segundo 
alférez que el dia de la publicación de la presen- 
te ley estuvieren usando de licencias indetermi- 
nadas, se considerarán retirados temporalmente, 
no recibiránjpaga del tesoro publico, no estarán 
sujetos* á los juzgados y leyes militare*, ni sufri- 
rán castigos dispuestos por ellas, 

Art. 50. El Poder Ejecutivo puede llenar va- 
cantes en el ejército permanente, y en el estado 
mayor con oficiales que se encuentren en el caso 
del artículo anterior, y también puede llamarlos 
al servicio siempre que sea necesario. 

Art. 51. En el primer caso que comprende el 
artículo anterior, los oficiales que obtuvieren co- 
locaciones efectivas, conservarán la antigüedad 
que tengan por sus despachos: en el segundo 
caso, go2aráo del sueldo efectivo de su grado 
mientras estén en servicio, y remediada la nece- 
sidad que obligó á llamarlos, volverán al uso de 
su retiro. 

Art. 52, Lo que se dispone en los tres artícu- 
los precedentes no impide que los oficiales que 
estuvieren comprendidos en la ley de retiros y 
premios, soliciten y obtengan lo que les corres- 
ponda. 

Art 53. Quedan suprimidos los sargentos ma- 
yores, y en su lugar se sostituyen los segundos 
comandantes con las mismas divisas y funciones. 

Ar.t. 54. Los primeros comandantes equivalen 
á los tenientes coroneles vivos con las mismas di- 
visas, y en lo sucesivo serán los jefes- de los bata-, 
llones ^escuadronea. 

Art. 65. Cada escuadrón de caballería I i lera ó 
4e línea tendrá un capitán, mayor encargado del 
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Art. 56. 8e conservan los grados en el ejérci- 
to sin que les corresponda mando ni sueldo: solo * 
servirán para la antigüedad, divisas y honores. 

Art. 57. Los generales en jefe que existan 
hasta el dia de la sanción de la presente ley, con- 
servarán esta denominación, continuarán gozan* 
do del sueldo que actualmente disfrutan, si estu- 
vieren en servicio activo, y recibirán el mismo tra- 
tamiento y honores que los generales de división. 
Cuando estuvieren de cuartel gozarán la parte de 
sueldo que les corresponde según su caso. 

Art. 68. Los generales y coroneles comprendi- 
dos en el número que fija el art. 43, que no estu- 
vieren en actual Bervicio se mantendrán de cuar- 
tel en sus domicilios 6 donde ellos elijan, y go- 
zarán de los dos tercios de su sueldo. 

Art. 59. Los generales y coroneles queporfca- 
ber ercedido del número señalado 'queden de 
cuartel, gozarán de la mitad del sueldo de vivos. * 

Art. 60. Loa generales, coroneles y demás ofi- . 
cíales que hasta la fecha de la presente ley Hu- 
bieren obtenido retiro del Poder Ejecutivo, conti- 
nuarán disfrutando de las asignaciones que les ha- 
yan sido declaradas hasta que la ley de premios 
y retiros fije los goces. 

Art 61. Todo jefe u oficial en efectivo servi- 
cio, agregado, 6 de cuartel que- rehuse marchar a> 
donde fuere destinado por el Poder Ejecutivo, 
sin causas muy justificadas ajuicio del mismo. 
Poder Ejecutivo, quedará borrado de la lista mi- 
litar, sin que por esto se considere exento de la ~ 
responsabilidad en que resulte comprendido por 
la naturaleza de su" omisión. 

Art. 62. Todos los mandos de armas son co* 
misiones por el tiempo que el Poder Ejecutivo lo 
juzgue conveniente: se exceptúan loa mandos 
efectivos en los cuerpos. 

Art. 63. Ningún individuo militar sufrirá pena. . 
alguna, excepto las correccionales, sino en virtud 
de sentencia judicial. 

Art. 64. Exceptúanse los delitos de sedición 
en formación, en cuartel, 6 en cualquiera servicio 
militar, y loe de cobardía en acción de guerra, 
que podrán ser castigados en el aejo por los res* 
pectivos superiores. 

Art. 65. Ningún cuerpo ckfl ejército tendrá 
fuero privilegiado. En .formación tomará la dere- 
cha el, mas antiguo. 

Art. 66. El Poder Ejecutivo nombrará comi- 
siones que redacten los reglamentos de cada arma, 
y la ordenanza general del ejercito, y los pagará* - 
sucesivamente al Congreso por conducto del Se- 
cretario de Guerra. 

Dada en Bogotá á 15 de Abril de 1826.-160—, 
El Presidente del Senado, Luis A. Baralt, * 
-*-í l Presidente de la Qámara de, Represéntente!*, . 
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ttayeto.no Arvefa — E\ Secretarlo del Sonado, 
Lui$ Vargas Tejad**— El Diputado, Secretario 
interino, Santos Michelena.-~ Palacio del Gobier- 
no en Bogotá á 18 de Abril de 1826.-169— Eje- 
cútese. — Francisco de Paula Santander. — Por 
8. E. el Vicepresidente de la República encarga- 
do del Poder Ejecutivo.— El Secretario de Esta- 
do del Despacho deia Guerra, Carlos Soublette* 

ORGANIZACIÓN militar. Véase Comandan* 
cías de armas. Fuerza armada y perma- 
nente, y Estados mayores (En el cuerpo de la 
obra y en el Apéndice á este tomo 39) 

ORGANIZACIÓN Da los tribunales. Véase 
Tribuna les- y juzgados. 

ORGANIZACIÓN política de las provin- 
cias. Véase Provincias. 

ORGANIZACIÓN de la marina nacional. 
Véa&e Marina de guerra^ L. de 16 de Abril 
de 1844, y Müioia marinera. 

ORINOCO. Véase Navegación de los ríos GrU 
ñoco y Apure. 

ORNATO público. Váase Provincias, art. 67. 

OTALORA (José) Pago á sus herederos del 
valor de una escribanía. Véase Escribanías, 
D. de 29 de Febrero de 1844. 



PABELLÓN nacional. Véase Armas y Pa- 
bellón de Venezuela. 
PABELLONES extranjeros. Casos en que 
pueden enarbolarse por los extranjeros resi- 
dientes en el pais. Véase Extranjeros, R. E» 
de 8 de Abril de 1848. 
PACTOS de Federación Colombiana. Vea* 
se Constitución del Estado. Título XIII, art 
S27. 
PACTOS de Federación Colombiana. De- 
creto de 17 de Ahosto de 1830 á que se re- 
fiere el expresado artículo 227 de la Constitu- 
ción. 

El Congreso constituyente de Venezuela, des- 
pués de considerar detenidamente la ley de 11 
de Mayo del corriente aÍto> y la Constitución da- 
das por el último Congreso constituyeme de Co- 
lombia, reunido en Bogotá, y que envió al Go- 
bierno de este Estado el de aquel, por el Si». 
Joan de Dios Aranzazu, comisionado especial- 
mente para este objety), y sometidas á la delibe- 
ración de esta Asamblea por el Presidente del 
Estado, en sa oemuaicacion de 9 de Julio, te- 
niendo ademas presentes las muy poderosas ra- 
mones, y muy importantes ventajas, que deman- 
da* la ^paz perpetua, concordia y unión por un 
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pacta federal d* todas las secciones de Co}om> 
bia> y que obraron en el Animo de este Cuerpo 
para acordar estas relaciones en su sesión de 24 
de Mayo y en el juramento inserto en el regla- 
mento para su régimen interior, decreta. 

19 Que Venezuela ocupada de su propia 
Constitución, conforme á la voluntad unánime 
de los pueblos, no admite la Constitución que se 
le ofrece, ni como existe, ni coft reformas cua- 
lesquiera que sean ; pero que está dispuesta á 
entrar en pactos recíprocos de federación que 
unan, arreglen y representen las altas relaciones 
nacionales de Colombia, luego que ambos Esta- 
dos estén perfectamente constituidos, y que el 
general Bolívar baya evacuado el territorio dé 
Colombia. 

29 Que los futuros congresos constitucionales 
están autorizados para dictar las providencias con- 
ducentes á que se verifiquen de la manera mas 
conveniente á los pueblos de Venezuela, los pac- 
tos de federación que unan, arreglen y represen- 
ten las altas relaciones nacionales de Colombia, 
tan luego como se hayan cumplido las condición 
nes que exige la determinación del artículo an- 
terior. 

39 Que se consulte la opinión pública dirigien- 
do á los pueblos una alocución comprensiva de 
las resoluciones de este Congreso, para que la 
opinión general vaya fijando la extensión que de- 
ba darse al pacto federal á que está dispuesta Ve- 
nezuela, y sirva de guia á los congresos consta 
tucionales. 

49 Que se comunique al Poder Ejecutiva ps> 
ya que lo trasmita al Gobierno de Bogotá, y pa- 
ra los demás fines convenientes. 

Dado en Valencia á 16 de Agosto de 1830.—- 
£1 Presidente, Miguel Peña.— EX Secretario, 

Rafael Acevedo. 

Valencia 17 de Agosto de 1830.— Ejecútese. 
•^José A. Páez.—fror S. EL el Presidente del 
Estado. — El Secretario de Relaciones Exterio- 
res, Santos Michelena* 

PACTOS ni Federación Colombiawa. Vea* 
se Nueva Gt añada y Ecuador. 

PACTOS de Federación Colombiana, de- 
crkto de 27 de Febrero bb 1856 sobre su ce- 
lebración. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso* 

En observancia del artículo 227 de la Consti- 
tución que dice : los futuros Congresos constitu- 
cionales están autorizados para dictar las provi- 
dencias conducentes á que se verifiquen de lá 
manera mas conveniente á los pueblos de Vene- 
zuela, los pactos de C oalederacion que una», ar* 
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reglen y representen las altas relaciones de Co- 
lombia. 

Decretan : 

Art. I? El Poder Ejecutivo invitará á los 
Gobiernos de Nueva Granada y Ecuador con 
el fin de establecer bases para una Confedera- 
ción Colombiana. 

Art 29 Si los Gobiernos que representan las 
Repúblicas de Nueva Granada y Ecuador qui- 
sieren cooperar á la Confederación Colombiana, 
el Poder Ejecutivo queda autorizado para nom- 
brar los Representantes de Venezuela que con- 
curran á confeccionar el proyecto que conduzca 
á realizar la idea. 

Art. 39 Venezuela establece por condiciones, 
la igualdad en la representación de los tres esta- 
dos en que se dividió Colombia, y la unidad é 
integridad del territorio venezolano. 

Art 49 En las facultades concedidas al Po- 
der Ejecutivo queda comprendida la de conve- 
nir en el lugar de las deliberaciones. 

Art 59 Los acuerdos que efectúen los Repre- 
sentantes de las tres secciones de la que antes 
fué Colombia, se someterán á la aprobación del 
Congreso de Venezuela. 

Dado en Caracas á 25 de Febrero de 1856, 
aflo 27 de la ley y 46 de la independencia. 

El Presidente del Senado, Emeterio Gómez. 
— El Presidente de la Cámara de Representan- 
tes, José Víctor Ariza.-~El Secretario del Se- 
nado, J. A. Pérez. — El Secretario de la Cáma- 
ra de Representantes, J. Padilla. 

Caracas, Febrero 27 de 1°56, año 27 de la 
ley y 46 de la independencia. 

Ejecútese.— José T. Monagos. 
Por S. E. — El Secretaria de Estado en los Des- 
pachos del Interior y Justicia. 

Francisco Oriach. 
El Secretario de Estado en los Despachos de 
Hacienda y Relaciones Exteriores. 

Jacinto Gutiérrez* 
El Secretario de Estado en los Despachos de 
Guerra y Marina* 

José L. Silva. 
PAfiZ (José Antonio.) Decreto d* 25 di 
Marzo be 1860 derogando el de 14 de Mayo 
dt 1836. qtu le concedía honores, y declaran- 
do perdidos sus grados, títulos y condecora- 
ciones. 

El Señado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso. 
Vistas las* manifestaciones del Secretario de 
Estado en los Despachos del Interior y Justicia y 
los documentos relativos eo que hadado cuenta i 
del modo con que el Poder Ejecutivo dispuso de 1 
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la persona de José Antonio Páez y demás cóm- 
plices en las revoluciones de 1848 y 1849 ; y 
Considerando. 

1? Que José Antonio Páez y los demás que 
le acompañaron en sus planes y actos libertici- 
das no ¿olo se hicieron traidores & Venezuela, si- 
no también á la causa de la .libertad americana. 

29 Gtue el mismo Páez que con sus cómpli- 
ces ensangrentó su patria en 1848, se refugió con 
tina gran parte de ellos en )a isla extranjera de 
Curazao, desde donde procuraron incendiarla de 
nuevo hasta que volvieron á ella en 1849, hacién- 
dole una guerra de exterminio, y quedaron ven-. 
cidos implorando entonces la clemencia del Go- 
bierno. 

Y 3? Que aunque el Poder Ejecutivo ha to- 
mado por su parte las medidas que ha creido con- 
venientes y que demandaban las circunstancias, 
la Representación Nacional debe tomar por la 
suya todas las que contribuyan también á asegu- 
rar la paz interior, orden y tranquilidad del pue- 
blo venezolano, cuya salud es su suprema ley. 
Decretan. 

Art. 19 José Antonio Páez será expulsado 
perpetuamente del territorio de la República. 

Art. 29 Todos los demae individuos que de 
cualquier modo hayan tenido parte en las rebe- 
liones de Páez y que estén fuera del país con in- 
dulto ó sin él, ya sean civiles, militares ó eclesiás- 
ticos, no podran volver á Venezuela sino con per* 
miso del Congreso. 

Art 39 Los individuos de que tratan los dos 
artículos anteriores, que quebrantaren la expul- 
sión y prohibición impuestas en ellos, sufrirán 
las penas establecidas para semejante caso en la 
ley sobre traición á la patria y atentados públi- 
cos. 

.Art. 49 José Antonio Páez y todos los que 
tomaron parte en las revoluciones de 1848 y 
1849, pierden sus grados, títulos, empleos y con- 
decoraciones, debiendo borrarse los militares, 
bien estén dentro ó fuera de la República, de la 
lista militar. 

$ único. Se exceptúan de \% disposición de es- 
te articulo los que fueron indultados por el Pc^ 
dei Ejecutivo en au decreto de 5 de Marzo de 
1848 siempre que no se hayan complicado en la 
revolución de 1849. 

Art. 59 Se declaran subsistentes las confina- 
ciones acordadas por el Poder Ejecutivo en vir 
tud de los decretos de indulto que ha expedido, 
quedando autorizado para disminuir el tierno*: 
que les haya señalado, alzarlas y variar el luga; 
en que se encuentren los confinados, no debien- 
do pasar de dos afios las que se estén sufriendo, 
contados desde la fecha de este decreto. 
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Art. 69 8* deroga el decreto de 14 de Mayo 
de 1836, que concedió honores y recompensas á 
Jotié Antonio Páez 

Dado en Caracas á 20 de Marzo de 1850, 
año 21 de la ley y 40 de la independencia. — El 
Presidente del Senado, P. Ceba ¡los. — £1 Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Lucio 
Pulida* — El Secretario suplente del Senado, Je- 
v sus María Blanco.* — £1 Secretario de la Cáma- 
ra de Representantes,./. Padilla. 

Caracas 25 de Marzo de 1850, año 21 de la 
ley y 40 de la independencia. — Ejecútese — José 
T. Monagos.— Yox S. E.— El Secretario de Es- 
piado en los Despachos del Interior y Justicia, JP. 
* Parejo. 

. f AGAKBS dk comercio. Resolución Eje- 
cutiva de 3 ds Jiww de 1854 declarando, 
que deben extenderse en el sello que les cor- 
responde, aunque hayan de registrarse. 
Secretaría del Interioi. —Sección primera. 

Caracas, Junio 3 de 1854. ^ 
Resuelto. — Contéstese al Gobernador de Ba- 
rínas. ' 

Elevada al conocimiento del Poder Ejecutivo 
■ la consulta que US. le hace por s» nota de 11 de 
Marzo próximo pasado, numero 49, sobre si los 
pagarés, vales, obligaciones, recibos y contratos 
que -han de extenderse en papel de los sello* 59 y 
69, conlóeme á los. artículos 89 y 99 de la ley de 
19-de Marzo de 1850, sobre la materia, deben re- 
gistrarse en los dichos sellos, ó en el 4?, por ser 
este el designado para la primera foja de toda es* 
/•entura q-ue se lleve a protocolizar, según el artí- 
culo 79 de la misma, S. E. ha resuelto se diga á 
US.: que sier do esta una disposición general, 
debe entenderse limitada por los artículos 89 y 
a 99 anteriormente referidos, los cuales contienen 
preceptos especiales, y por consiguiente declarán- 
dose per ellos de un modo determinado el papel 
< sellado establecido para otorgar los predichos do- 
cumentos, en el mismo habrán de registrarse, co- 
mo relativamente al sello 59 lo determinó el Go- 
bierno desde el 3 de Febrero de 1840, vigente 
entonces la ley de 18 de Abril de 1838 que en 
cuanto al punto de su consulta disponía lo mis- 
t mó que la arriba expresada* 

Tengo el honor de comunicarlo á US. en con- 
testación á su anunciado oficio. 

Soy &c. Por S. E — Planas. 

PAGO de sueldos. Véase ¿Títulos de emplea- 
dos. 

'PAGO DE SUELDOS T PENSIONES. RESOLUCIÓN 

Ejecutiva ds 6 dh Diciembre di 1849 de- 
clarando que la Tesorería general y demos 
administraciones de fago están autorizadas 
para ptgar, la primera, sin necesidad de ór- 
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den del ministerio de hacienda, y las según* 
das, sin previa orden de la Tesorería, los ra- 
dicados en sus cuentas, debiéndose ocurrir al 
Gobierno solo en el caso de que los interesa- 
dos pretendan que se les haga el pago por 
una oficina distinta de la en que esté hecha la 
radicación. 
8eñor Tesorero general 

Caracas, Diciembre 6 de 1849. 
Sección 1* 
Para regularizar la distribución do los cauda- 
les del tesoro público que conforme á la segun- 
da función del artículo 10 de la ley de 23 de Ma- 
yo de 1837, que reforma las. oficinas superiores 
de Hacienda, debe hacerse ppr la Tesorería ge- 
neral, y evitar las continuas reclamaciones que 
directamente se dirigen al Gobierno para que por 
este despacho de Hacienda se libren órdenes de 
pago á fivor de aquellos individuos que gozan 
de sueldos ó pensiones con arreglo & la ley de 
presupuesto general de gastos públjcos, se de- 
clara: que dicha Tesorería general está autori- 
zada para pagar sin necesidad de nueva orden de 
este Ministerio á todos los individuos cuyos suel- 
dos ó pensiones estén radicadas en su cuenta pa- 
ra su pago, y que las administraciones principa- 
les de aduana y de lientas Internas también to es- 
tán para pagar igualmente á los que tengan ra- 
dicados en sus respectivas cuentas sus sueldos ó 
pensiones por disposición de la propia Tesorería, 
sin necesidad de nueva orden de ella, y que solo 
en el caso de que los interesados pretendan reci- 
bir lo jque les corresponda por dichos respectos 
eo una oficina distinta de aquella en que tienen 
hecha la radicación de su haber para su pago, 
deberán dirigirse al Gobierno para la determina- 
ción que sea mas conveniente. Esa Tesorería 
procederá en consecuencia comunicando las ór- 
denes necesarias para el cumplimiento detesta 
disposición á las oficinas de su dependencia. 

Boy de US. atento servidor. — Vicente Lecuna. 
PALTOS. Derecho ad valorem que deben pa- 
gar á su importación. Véase Arancel de im- 
portación, R. E. de 7 de Agosto de 1855, (Apén- 
dice al 2? tomo) 

PAMPANGRANOE y Monay. Véase Monay 
y Pampangrande. 

PAPEL sellado. Ley de 19 de Marzo ds 
1650 — que reforma la de 30 de Abril de 1847, 
pág. 27 del cuaderno de leyes 'de ese año, y 
690, número 643 del cuerpo de 1851— q ue re- 
forma la de 4 de Junio de 1846, pág. 108 del 
cuaderno de ese año, y 671, número 023 del 
cuerpo de 1851 — que reforma la de 18 de 
Abril de 1838 p. 32 del cuaderno de ese año (la 
que derogó la de Colombia de 16 de Abril de 
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1826) y deroga la de 4 de Maye de 1888 so- 
bre impuesto para gastos de justicia, pág. 155 
del cuaderno de ese año, y 364, número 277 
del cuerpo de 1851 — que habia reformado la 
de 20 de Mayo de 1836, pág. 282 del cuerpo 
comprensivo de las de ese año, y 266, núme» 
ro 277 del cuerpo de 1851. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso. 

Decretan : 
CAPITULO L 
Del sello, clases, valor y uso del papel sellado. 
Art. 19 El sello será de fprma circular y de 
doce líneas de diámetro : en el centro estarán 
las armas de la República y en la orla esta ins- 
cripción : ét República de Venezuela : sfllo (pri- 
mero, segundo ó el que fuere) : vale (tanto) : 
año (el económico que fuere) :" á continuación 
del sello se expresará el número de este, su valor 
y el año económico para el cual ha de servir el 
papel 

Art. 29 Las clases del papel sellado serán 
. siete, que pertenecerán á otros tantos sellos de- 
nominados 19, 29. 3°, 49, 59, 69 y 79 

Art. 39 El vaior de los sellos será el siguiente: 

El primero, veinticinco pesos. 

El segundo, doce pesos. 

El tercero, seis pesos. 

El cuarto, diez reales* 

El quinto, dos reales. 

El sexto, un real. 

El séptimo, metfio real. 
Art 49 El sello primero servirá para los títu- 
los, nombramientos ó despachos de toda clase de 
empleados, así civiles como militares, de hacien- 
da y eclesiásticos, cuya dotación, renta 6 comi- 
sión sea, ó exceda de tres mil pesos inclusos los 
de presentación de arzobispos, obispos y digni- 
dades de catedrales ; para los de privilegios ex- 
clusivos ; para la primera foja de los libros jor- 
nales de los comerciantes por mayor, cambistas y 
corredores y para extender patentes de corso. 

Art. 59 El sello segundo servirá para los tí- 
lulos ó despachos de las mismas clases de em- 
pleados de que habla el articulo anterior, cuya 
dotación, renta ó comisión exceda de mil quinien- 
tos pesos y no alcance á tres mil : para las pre- 
sentaciones de canónigos racioneros y medios 
racioneros y curas : para los títulos de doctores, 
de abogado*, médicos, cirujanos y boticarios: 
para los títulos de minas de cualquiera clase ; y 
para las patentes de navegación mercantil» 

Art. 69 El sello tercero servirá para los títu- 
los 6 despachos de Jas mismas clases de emplea- 
dos/ cuya dotación, renta 6 comisión exceda de 



quinientos pesos y no pase de mil quinientos : y 
para los de los registradores principales y agri- 
mensores. 

Art. 79 El sello cuarto servirá para los títu- 
los, nombramientos 6 despachos de la misma cla- 
se de empleados mencionados en el artículo 49) 
cuya renta, dotación 6 comisión exceda de tres* 
cientos pesos y no pase de quinientos, y para to- 
dos los de renta eventual : para la primera foja de 
toda escritura que se lleve á registrar ; para la 
primera de toda especie de testamentos ; y tam- 
bién para la primera de aquellos testimonios en 
pleitos civiles, a otros instrumentos públicos qué 
no tengan seftalado por la presente ley el papel* 
en que deban extenderse. 

Art. 89 El sello quinto servirá para los tí- 
tulos, nombramientos 6 despachos de* la misma 
clase de empleados ya mencionados, cuja, renta, 
dotación ó comisión sea desde ciento hasta tres- 
cientos pesos inclusive : para la primera foja de 
^toda especie de poderes y de sus testimonios : 
para los protocolos y registros de instrumento 
público : para todos ios negocios civiles y para 
los criminales : para las representaciones ó me- 
moriales que se presenten á los tribunales ó fun- 
cionarios públicos, bien sean en asuntos de gracto 
ó de justicia: para toda certificación do que de- 
ba hacerse uso judicialmente, comprendidas ks 
partidas de bautismo, casamientos, entierros y 
anotación de hipotecas : para cualesquiera obli- 
gaciones, recibos y cartas de pago, cuyo valor - 
pase de cien pesos ; y para los manifiestos que 
deben presentarse por el comercio en las adoa- ": 
ñas para importar ó exportar. 

Art. 99 El sello 69 servirá para los poderes y 
demás documentos cuyo valor determinado sea 
de cincuenta y no exceda de cien pesos; y pa- 
ra todo contrato, obligación y recibo cuyo valor 
sea de cincuenta y no exceda de cien pesds. 

Art 10. El sello 7? servirá para los protoco- 
los ó registros donde se asientan los juicios ver- 
bales : para los libros de actas de los concejos 
municipales y cabildos eclesiásticos : para Ja pri- 
mera foja de ios poderes y demás documentos de 
los pobres de solemnidad declarados tales ; y pa- 
ra sus representaciones, memoriales .y demás di- * 
ligencias que hubiesen de practicarse en sus ne- 
gocios, así civiles como criminales. 

Art 11. Los despachos de los jefes y oficiales . 
de la milicia nacional se expedirán en papel 
común. 

Art 12. Los registradores principales y su* 
bailemos no autorizarán documento alguno que 
se les lleve á registrar, si no estuviere extendido 
en papel del sello correspondiente, bajo la multa 
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dtdiez pfsos qae les impondrá el primer juez 
ante quien se produzca el documento. 

$ IV Cuando por algún accidente falte el pa- 
pel sellado correspondiente en el lugar en que 
haya de registrarse el documento, acreditada que 
sea esta circunstancia bajo Ja firma del expende- 
dor en la cabeza de un pliego de papel común, 
podrá extenderse en este el documento y ser au- 
torizado por el registiador; pero el interesado 
queda en la obligación de agregar á aquel el se- 
llo 6 sellos correspondientes con la nota de * l inu- 
tilizado," puesta en el mismo año por cualquier 
expendedor de papel sellado; y sin este requi- 
sito se tendrá el documento como privado'. 

$ 29 Si el documento extendido en papel co- 
mún hubiere sido otorgado en el último trimes- 
tre del aflo económico, podrá hacerse la agrega- 
ción en el aflo siguiente en papel del mismo año. 

■Art. 13. Las 'copias de sentencias, autos ó 
providencias que deben quedar en las secreta- 
rías de los tribunales, se extenderán en papel 
del sello quinto. 

Art 1 1. En las actuaciones 6 juicios de los ¡ 
tribunales eclesiásticos no se usará otro papel 
qut el del sello quinto. 

Art. 15. Los militares en campaña podrán ha- 
cer uso para todos sus documentos y juicios del 
1 común. 



CAPITULO II; 

Disposiciones generales. 

Art. 16. Los tribunales no admitirán escritos 
ni representaciones en papel común 6 sello in- 
competente bajo la multa de diez pesos por ca- 
da falta, que les impondrá de oficio el superior 
que las ñute. 

Í único. Cuando por algún accidente falte el 
papel sellado correspondiente en el lugar donde 
reside el tribunal, acreditada que sea esta cir- 
cunstancia bajo la firma del expendedor en la ca- 
beza de un pliego de papel común, y por defec- 
to de dicho empleado, del juez respectivo, se ad- 
mitirán los escritos extendidos en este» y conti- 
nuará la actuación en el mismo ; pero la parte 
qpedará obligada á presentar dentro del térmi- 
no que le señale el juez, bajo uña multa dupla 
del valor de los sellos que hayan, debido em- 
plearse, uno 6 varios pliegos de papel sellado, 
cuyos valores equivalgan al del numero de sellos 
que se hubieren empleado en el escrito y actua- 
ciones. Los pliegos sellados que se presenten 
en este caso se inutilizarán» poniendo en cada 
uno de ellos la nota de «• inutilizado," con leda 
muy notable, que suscribirá el juez y agregará 
al expediente. £1 juez que no cumpliere hacien- 
do esia agregación, incurrirá rnjn misnaj pena 
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que establece e*t» artículo, la cual se hará, efecti- 
va por el superior que note la ¿afea. 

Art 17. En las causas criminales que se sigan 
de ofieio, se usará del papel común ; pero la par- 
te que resulte condenada será obligada á presen- 
tar, dentro del término que señale el juez ejecu- 
tor de la sentencia, uno ó varios pliegos de papel 
sellado, cuyo valor equivalga á tantos sellos quin- 
tos cuantos sean los folios de papel común inver- 
tido en las actuaciones del proceso. 

$ único. Quedan exentas de esta obligación las- 
personas cujra insolvencia sea notoria. 

Art. 16. Los pobres de solemnidad admitidos 
como tales ea los tribunales, no están obligados 
á usar de papel sellado. 

§19 Para acreditar la pobreza solemne, es ne- 
cesario una justificación judicial instruida con ci- 
tación del expendedor del papel sellado del lugar 
y de la parte contraria, cuando sea para hacer uso 
en negocios contenciosos, debiendo aquel y pu- ■ 
diendo esta acusar bienes, si supieren que los tie- 
ne el que instruye la justificación de pobre solem- 
ne ; hacer comparecer y aun repreguntar á lo* 
que certifiquen en abono de él, para que maní- . 
¿estén y afirmen pública y judicialmente la ver- 
dad de sus aserciones. 

§ *2? Si de la oposición hecha por el expende- 
dor del papel sellado y por la otra parte conten- 
diente, resultare que el que pretende ser admitido, 
como pobre solemne tiene con aué hacer el gasto 
del papel correspondiente, no solo se le obligará á 
usaT de él, sino que se le impondrá tina multa de 
diez á veinte y cinco pesos en favor del expende- 
dor. 

$ 39 Cuando en un juicio una de las dos par* 
tes haya justificado pobreza solemne, la otra po- 
drá usar del sello séptimo, á reserva de pagar en 
caso de no favorecerla la justicia,, lo que en el cur- 
so del proceso haya dejado de abonar en virtud de 
la sustitución del sello de que habla este artículo. 
Cuando la parte insolvente fuere condenada como 
temerario litigante en las costas, su deuda pasará 
á los de los deudores insolventes al fisco, y como 
tal, él quedará suspenso de los derechos de ciuda- 
dano, y en todo tiempo sujeto al pago. 

Art 19. Los contadores del. Tribunal de cuen- 
tas son los encargados de sellar el papel : asisti- 
rán, personalmente á este acto; y lo distribuirán 
para su expendio dando aviso á la Tesorería ge- 
neral para que haga los. cargos correspondientes á 
los expendedores. El Secretario de Hacienda po- 
drá también presenciar este acto. 

Art 20* Los sellos con. que ha de sellarse. el 
papel se guardarán en una caja de tres llaves que 
existirá ea el Tribunal de cuentas, y de aquellas 
tendrá una el Secretario de Hacienda, otra el. trac 
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sidente del Tribunal y la otra el Tesorero gene- 
ral. * 

Art. 21* El papel que se selle Será florete de la 
mejor calidad, y siempre de una misma fábrica. 

ArU 22. Los contadores cuidarán de que no 
faite pape] sellado en ningún cantón ni parroquia, 
. y al efecto proveerán á los expendedores princi- 
pales de la cantidad necesaria, y exigirán que 
comprueben tener agentes en las parroquias, y que 
les avisen oportunamente cuando deban hacer las 
remisiones de papel. 

Art. 23. £1 expendio del papel séllate correrá á 
cargo de loe empleados que designe la ley. 

Art 24. Los expendedores de papel sellado es- 
tán en la obligación de hacer su venta en cualquie- 
ra hora del día y de la noche. 

Art. 25. Se prohibe la habilitación de sellos. 
£1 funcionario público que lo hiciere ó que admi- 
tiere oficialmente papel habilitado, sufrirá una 
multa de cincuenta á cien pesos que le impondrá 
el inmediato superior. 

Art. 26. Los expendedores de papel sellado rr> 
pondrán el que se dañare con otro limpio de sello 
igual al que se les lleve ; pero para que tenga lu- 
gar la reposición, deberá entregárseles el pliego ó 
medio pliego entero con la expresión u erróse " fir- 
mada por la parte interesada 6 autor del escrito 
«lanado, y consignárseles medio real por el cam- 
bio de cada sello; mas en ningún caso se repon- 
drá aquel papel que se lleve á cambiar en escri- 
turas, representaciones, pagarés ú otra cualquiera I 
especie de documentos, aunque lleven la nota' de 
"crrcwe" y la firma del interesado, después de 
haberse hecho de él un uso claro y manifiesto. 

Los sellos primero, segundo, tercero y cuarto, 
se pondrán á la cabeza de cada pliego de papel, 
y los restantes 6 la cabeza de cada medio pliego. 

§ único. Para las libranzas y letras de cambio 
se sellará papel fino á propósito al efecto, po- 
niendo el sello en cada sexta parte de un pliego, y 
ademas esta expresión : " para libranzas/ 

Art. 28. El papel sellado que en cada año re- 
sultare sobrante, podrá aplicarse á los usos que 
lo destine, el Poder Ejecutivo, ^borrándose ó 
anulándose previamente los Sellos. 

Art. 29i Se deroga la ley de 30 de Abril de 
1847 subre papel sellado. 

Dada en Caracas, á 1 1 de Marzo de 1850, alio 
21 de la lev y 40 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado,! 3 . Cebáilos.— El Presidente 
de la Ctimara de Representantes, Lucio Pulido. 
— El Secretario del Senado, Jasé Ángel Freiré. 
— El Secretario de la Cámara de Representantes, 
J. Padilla. 

Caracas, Marzo W de 1650, alio 511 de la 
ley y 40 de la independencia.— Ejecútese. — José 



T. Monágas. ¿-Por 6. E. el Presidente de 1a 
República. — El Secretario de Estado en el Des» 
pacho de Hacienda, Fernando Olavarría. 
PAPEL SELLADO, decreto ejecutivo &* " 
30 de mayo db 1847 reglamentando la ley de 
30 de Abril del mismo año, y que juzgamos 
como reglamentario de Id vigente de 1850, 
por no habenm dado ningún otro posterior so- 
bre la materia, y estar en armonía con ella. 

J0SK TADE0 M0NAGAS, 
Presidente de la República de Venezuela, &. &. &. 
Para la mas expedita ejecución de la ley de 30 
de Abril ultimo sobre papel sellado, 
Decreto ; 
Art, 10 El papel sellado se expenderá en las 
capitales de provincia por Jos Administradores 
principales de Jrtentas internas- en las cabeceras 
de cantón por los Administradores subalternes 
de dichas rentas ; y en Jas parroquias por los res* 
pectivos Colectores. 

Art. 29 Las cuentas del ramo de papel sellado 
se llevarán y rendirán por las Administraciones 
principales y subalternas de lientas internas de 
la misma manera que lá ley- que establece estas 
oficinas dispone se lleven las su/as. 

Art. 39 El Tribunal de cuentas tomará cuan* 
tos informes crea convenientes para saber con la 
mayor exactitud posible la cantidad de papel 
que deba sellarse cada alio, y pedirá al Gobierno 
por conducto déla Secretaría de Hacienda el que 
considere necesario, expresando cuantos pliegos 
deban contratarse del florete, cuantos del fino pa- 
ra libranzas, y la época en que deba hallarse el 
papel en el Tribunal, teniendo en cuenta el tiem- 
po que deba emplearse en su impresión y remesa 
á los diferentes lugares del expendio. 

Art. 49 El Secretario de Hacienda dispondrá 
que por la Junta económica del ramo se invite al 
público para contratar el papel que el Tribunal 
de cuentas haya solicitado ; y las personas que 
quieran emprender este negocio dirigirán á aquel 
cuerpo sus proposiciones, comprometiéndose, ba- 
jo la multa que se fije, á poner por su cuenta y 
riesgo en el Tribunal de cuentas el papel que 
ofrezcan para el a día que se haya señalado. * 

Art. 59 El mismo Secretario de Hacienda dis- 
pondrá que por la referida Junta se contrate tam- 
bién la impresión de los sellos que el Tribunal 
de cuentas le participe deban tirarse de cada cla- 
se, debiendo comprometerse el contratista á pre- 
sentar diariamente impreso con todo aseo y per- 
fección el número de sellos que dicho tribunal 
determine, y á practicar la operación en el lugar 
y á las horas que se le designen, y á la presen* 
cía de los contadores y del Secretario de Hacien* 
da si concurriere. 
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Art 69 El papel para el sello deberá ser flore- 
te sin desorillar y todo de una misma fábrica, ex- 
cepto el que deba servir para libranzas y letras 
de cambio que podrá ser de otra calidad) desori- 
llado y de distinta fabrica ; pero todo entre sí 
igual. 

Art. 7? El sello *se estampará en el ángulo su- 
perior déla derecha del papel, y á continuación, 
hacia el izquierdo, se pondrá la inscripción de la 
clase y valor del sello, y del afio económico á que 
corresponda. 

§ único. Para las libranzas y letras de cambio 
se estampará el sello en cada sexta parte del 
pliego sin la inscripción expresada arriba, en cu- 
yo lugar se pondrá esta : «• Para libranza»." 

Art. 89 Contratado que haya sido el papel y 
la operación del sello, la Secretaría de Hacienda 
k> participará al Tribunal de cuentas para su re- 
cibo ó reclamo, si hubiere demora en la entrega, 
y para que proceda á su impresión, quedando di- 
cho Tribunal en el deber de pasar á la referida 
Secretaría una noticia del número y valor de los 
sel 1 os que se impriman para el expendio en la 
República. 

Art, 99 El tribunal de cuentas como encarga- 
do por la ley de cuidar que no falte el papel se- 
llado en ningún cantón ni parroquia, remitirá di- 
rectamente á las administraciones principales de 
rentas internas el papel suficiente pam e! abasto 
de sus respectivas provincias, dando á la Tesore- 
ría los aviaos legales, y empleará para las reme- 
sas la via del correo ó de persona de conocida 
honradez y responsabilidad. Dichas oficinas pro- 
cederán, al acto del recibo del papel, á'sri distri- 
bución entre las administraciones subalternas y 
colecturías del cantón principa], reservando el 
que deban expender por sí mismas y un pequeño 
lote mas de cada sello para las faltas accidenta- 
les que ocurran en las oficinas de expendio de la 
provincia: las administraciones subalternas pro- 
cederán al expendio del que les corresponda, re- 
mitiendo con el mismo objeto á cada colector el 
que consideren que pueda necesitar. . 

Art. 10. £1 Tribunal de cuentas arreglará las 
remesas de papel sellado que haga á las adminis- 
traciones principales de rentas internas á los pe- 
didos que de ellas reciba, y estas remitirán á las 
subalternas el que con anticipación les hayan ma- 
nifestado que puede consumirse en las parroquias 
de su dependencia. 

Art 11. Oteando la remesa á las administra- 
dones de Rentas internas se haga por la via del 
correo, no se pagará por ella porte alguno, certi- 
ficándose ademas el paquete que contenga el pa- 
pel, para lo cual deberá cerrarse y sellarse por 
quien corresponda, á fin que los administradores 



PAP 



de las estafetas respectivas puedan observar los 
trámites establecidos para la certificación de la 
correspondencia en general* 

Art 12. Los gastos que causen las remesas de 
papel á las administraciones de rentas internas 
por cualquiera otra via que la del correo serán 
pagados de la suma asignada en el presupuesto 
general de gastos públicos para los del papel se- 
llado y su conducción. Los gastos que cause la 
distribución del papel á las colecturías saldrán 
del honorario de venta asignado al administrador 
que lo distribuye. 

Art. 13. Los administradores de rentas inter- 
nas gozarán por la venta del papel sellado la 
misnta comisión que devenguen por las demás 
rentas nacionales que recauden. La comisión de 
los colectores será convencional con el adminis- 
trador que los nombre,' y saldrá de la comisión 
que este mismo disfrute. 

Art 14. £1 papel sellado que resulte sobrante 
ó errado en cada afío será devuelto al tribunal de 
cuentas por las respectivas administraciones de 
rentas internas como comprobantes de sus cuen- 
tas. 

Art. 15. £1 Tribunal de cuentas hará anular 
los sellos del papel sobrante 6 errado que se le 
devuelva á medida que llegue á su oficina, dando 
cuenta en su oportunidad á la Secretaría de Ha- 
cienda del total que resulte en depósito tanto del 
sobrante como del errado, para que se destine á 
los usos que convenga, y para que comparándose 
su número y valor con el de los impresos, aparez- 
can con Claridad los sellos vendidos, y pueda ser- 
vir esto de comprobante á la cuenta general del 
ramo. 

Art. 16. Las administraciones de rentas inter- 
nas se liarán cargo en sus cuentas por su legíti- 
mo valor de los sellos que se les remitan para el 
expendio por si y por sus dependencias, datando* 
se también por su valor intrínseco del que devuel- 
van sobrante, y del errado con deducción de me- 
dio real en cada sello* 

Art. 17. Los expendedores del papel sellado 
darán siempre aviso á la primera autoridad civil 
del lugar en que residan del papel que reciban 
para el expendio. 

Art. 18. £1 papel sellado se despachará por 
los encargados de su expendio á cualquiera hora 
del día y de la noche, y será considerada como 
una falta grave la menor negligencia 6 denega- 
ción en este punto. 

Art. 19. ¿a falta de papel sellado en el lugar 
de su expendio será acreditada por el Administra- 
dor de Rentas internas respectivo, expresándose 
en letras la fecha en que se expida la certificación. 

Art 20. Los tribunales y demás funcionarios 
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públicos que reciban escritos ó documentos exten- 
didos en papel común por falta del sellado en el 
lugar en que hayan sido hechos, lo avisarán in- 
mediatamente! de oficio á la primera autoxidad ci- 
vil del dicho lugar, para que desde luego proceda 
a investigar la causa de la falta, dando cuenta á 
la Secretaría de Hacienda del resultado de la in- 
vestigación, y lo mismo practicarán dichas auto- 
ridades cuando de cualquier modo sepan que fal- 
ta el papel sellado en algún cantón ó parroquia. 

Art. 21. Los administradores de reatas internas 
respectivos serán siempre citados por los tribuna- 
les para deponer sobre Ja condición de las perso- 
nas que pretendan ser admitidas en juicio como 
pobres da solemnidad. 

Art. 22. Los tribunales de justicia participarán 
siempre al Administrador de Rentas internas mas 
inmediato, el resultado de aquellos juicios en que 
hayan sido parte uno ó mas pobres de solemni- 
dad, con expresión del número y clase de sellos que 
habría debido emplear la parte que no lo sea, ca- 
so de no favorecerla la justicia, y este empleado 
procederá al cobro del valor de dichos sellos con 
deducción del importe de los do la clase octava 
que haya usado la parte en virtud de lo dispuesto 
en el $ 39 del art. 29 de la ley. Los mismos tribu- 
nales enviarán á los respectivos administradores 
de Rentas internas una nota de los sellos debidos 
emplear por los pobres de solemnidad que hayan 
sido condenados, expresando el total valor de 
ellos para que dicha nota sirva de comprobante 
á la partida que di» be asentarse en los libros de la 
administración, y acredite en todo tiempo la in- 
solvencia con el fiaco de la persona condenada. 

Art. 23. El Tribunal de Cuentas dará á la 
Secretaría de Hacienda un informe anual sobre 
todo lo relativo al transporte, expendio, Contabi- 
lidad, & del papel selJado, con inclusión de la 
cuenta documentada de los gastos hechos en la 
compra, sello y conducción del articulo. Remiti- 
rá ademas un cuadro que contenga el número de 
sellos que de cada clase se haya vendido en toda 
la República, dividido on .provincia^, cantones y 
parroquias, é indicará los inconvenientes de la ley 
que se reglamenta por el presente decreto, y Jas 
mejoras de que sea susceptible, $egun lo vaya 
demostrando la práctica. 

Art. 24. Los Administradores de ReLtas inter- 
na* cuidarán solícitamente del mas fiel cumpli- 
miento de todas las disposiciones que arreglan la 
administración del papel sellado, y .promoverán 
cuanto crean conveniente en beneficio de la ren- 
ta, exigiendo con especialidad que sean satisfe- 
chas las multas en que hayan incurrido ios con- 
traventores, y .que se agreguen á los expedientes 
}os sellos que correspondan & los pliegos de pa- 
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peí oomun que se hayan etapleafa en las actua- 
ción es >pot falla del ¿sellado en el lugar en que se 
hayan seguido. 

Art. 25. £1 Secretario de Hacienda queda en- 
cabado de la ejecución de este decreto. 

Dado en Caracas, á 20 de Mayo de 184?, 18 
de la ley 37 de la independencia.— /ose T. Mona* 
gas. — Por S. E. el Presidente de la República, 
el Secretario de Estado interino del Despacho 
de Hacienda. — Pedro de Las Casas. 

PAPEL SELLADO. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 8 

de hato de 1835 disponiendo que los encar- 
gados de- su venta pidan con anticipación na 
solo el que calculen suficiente, sino el sobrante, 
que pueda necesitarse para cualquier evento. 
República de Venezuela.— Departamento de Ha* 
cienda.— Caracas, Mayo 8 de 1835, $9 de U 
ley y 259 <* c * a independencia. — Circular. 

Señor : 
Con esta fecha ha expedido el Ejecutivo la re- 
solución del tenor siguiente: 

4< Aumentándose cada ve» rnas los clamores do 
los pueblos por la falta que experimentan de papel 
sellado para los usos establecidos en la ley ; y 
existiendo informes fidedignos de que ella provie- 
ne de la culpable omisión y negligencia de algu- 
nos Administradores y expendedores que no piden 
en tiempo oportuno el surtimiento necesario al 
Tribunal de cuentas, bien sea por las referidas 
causas, ó bien de propósito deliberado, y con la 
mira de perjudicar los intereses del Erario, el Pie* 
sidente ha resuelto : que todos los Administra- 
dores de papel sellado, soliciten con la debida 
anticipación del Tribunal do cuentas, y los ex- 
pendedores de los jefes de quienes dependan, no 
solo el número de sellos que calculen suficientes, 
sino un sobrante ó exceso regular para cualquier 
evento» de suerte que en ningún caso llegue á fnb 
tar, en el concepto de que no les servirá de excu- 
sa ningún otro 8 legato para librarse de la responsa- 
bilidad que el Gobierno hará efectiva contra loa 
omisos ó negligentes, con la severidad que requie* 
re el cumplimiento exacto de la ley." 

Lo traslado & U, para su inteligencia y demaa. 
fines convenientes. 

Soy de U. atento servidor. 

(Firmado)— -Santos Michelena. 
Es copia. — Michelena. 

PAPEL SELLADO, RESOLUCIÓN EJECWIVA DE" fñ 

de agosto de 1839 sobre en el A que deben- re 
presentar los administradores de rentas mu- 
nicipales. 

REPÚBLICA DB VENEZUELA^ 

Secretaría, He E*enel Despacho de JUaai* 
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Caracas 16 de Agosto de 1839, 10? de 
ley y 29? fe fe independencia. 

Al Sr. Gobernador de esta provincia. 

Señor. — -No siendo las rentas municipales de 
las comprendidas en el número de las que per- 
tenecea al tesoro nacional» no puede su adminis- 
trador representar en papel común en las deman- 
das y actuaciones qua debe seguir ante los tribu- 
nales contra los deudores á dichas rentas. Tal es 
la resolución que con dictamen del Consejo ha 
acordado en el expediente de la materia el Go- 
bierno» y que comunico & US. en respuesta de su 
nota de 31 de Julio último. — Soy de US. muy 
atento servidor. — G. Smith. 

PAPEL SELLADO. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 25 

98 setiembre de 1840 sobreel que fie invitr~ 

Ut en los títulos de los empleados por lo que 

hace al cobro de la comisión. 

República de Venero el».— Secretaría de Esta- 
do en el Despacho de Hacienda. 

Caracas, 25 de Setiembre de 1840, 11° de la 
ley y 30 de la independencia. 

Con vista délos antecedentes sobre expedición 
de títulos á loe empleados y de las patentes* de 
navegación en el papel del sello designado por 
la ley de 18 de Abril de 1838 teniéndose presen- 
te que el tribunal de cuentas, conforme al artículo 
40 tolo está encargado «le sellar y distribuir aque- 
lla especie» y que á la tesorería general corres- 
pande su expendio por sí, y por medio' de los ad- 
ministradores de aduana y de los receptores y 
expendedores con arreglo al artículo 39 y con el 
fia de evitar el cobro duplicado que por mala in- 
teligencia se hace de la comisión sobre el valor 
-del papel sellado en que se expiden aquellos do- 
ewnentos, y que no se compliquen las operacio- 
nes de unas y otras oficinas, se resuelve. 

Que el importe del papel sellado que con aquel 
objeto se pida por las Secretarías éel Despacho 
del Poder Ejecutivo & la Tesorería general con 
quien deben entenderse, se cargue por esta en su 
oportunidad á las respectivas aduanas, ó recepto' 
rías adonde se remitan tales títulos ó patentes, 
para que se verifique en ellas su cobro al acto de 
entregarlos á los interesados, no considerándolo 
corno un expendio que se hace allí de la especie, 
para exigir la comisión seftalada por la ley, ¿i^o 
como una traslación que se hace por la misma 
Tesorería general, pues dicha comisión corres* 
ponde al empleado de cuya oficina ha salido el 
papel como responsable á su valor por el . cargo 
que se le hizo, con sola la deducción de Ja que 
MTteMCC* á las patentes que se devuelvan al fin 
06 cada «fio económico por no haber sido necesa- 
ria su expedición.— Y para que tenga efecto esta 
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resolución, comuniqúese, circúlese á quienes cor- 
responda, y publíquese. 

Por. S. E.— Smith. 

PAPEL SELLADO. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DÉ 8 

db octubre de 1840 declarando que por nin* 

gun motivo se repondrá el de que se haya hecho 

uso, aun cuando tenga la palabra u err(Jse v 

(concordante con el arL 26 de la ley vigente.) 

República de Venezuela.— Secretaría de Estado 

en el Despacho de Hacienda.— Caracas, Octubre 

8 de 1840, 1 1 de la ley y 30 de la independencia. 

Sr. Tesorero general 

En el expediente de la materia, y atendiendo á 

lo representado por el tribunal mayor de cuentas 

en 21 de Setiembre, ha acordado el Gobierno en 

esta féchala siguiente resolución. 

"Por el artículo H de la ley de 18 de Abril 
de 1838 se manda entregar á ios expendedores 
de papel sellado el pliego 6 medio pliego entero 
que se hubiere dañado con la expresión de erróse, 
firmada por el que lo devuelva, y consignando 
medio real á fin de reponérsele con otro limpio 
de un sello igual. Pero observando el Gobierno 
los enormes abusos que de esta libertad se han 
cometido en las provincias de Barcelona y Guaya- 
ría, pues unas veces se han devuelto escrituras 
de que se ha tomado razónenlas oficinas prin- 
cipales de registro ; otras, poderes con las notas 
de haberse satisfecho los gastos de justicia; ya re- 
presentaciones hechas ante los juzgados de prime- 
ra instancia y alcaidías con providencias, notifi- 
caciones y declaraciones, que pueden reputarse 
como verdaderos expedientes por tener sus de* 
cretos y varias diligencias judiciales ; y ya en 
fin pagarés de comercio de que se ha hecho com* 
pleto uso : y siendo necesario refrenar esta con- 
ducta fraudulenta que irroga graves perjuicios á 
los intereses nacionales, y que puede reproducir- 
se en otras provincias, S. E. el Poder Ejecutivo 
ha tenido á bien resolver : que ningún adminis- 
trador de rentas, receptor 6 expendedor de papel 
sellado admita ni reponga el papel que se le lleve 
en escrituras, representaciones, pagarés ú otra 
cualquiera especie de documentos aunque lleven 
la nota de erróse y firma del interesado, después 
de haberse hecho de él un uso, claro y manifiesto; . 
pues el cambio permitido por la ley solo se en- 
tiende cuando se yerra 6 se darla el papel en sn 
primera é inmediata aplicación, mas no cuando 
se ha empleado en servicios enteramente acaba» 
dos y perfectos, "So encarga el mayor zelo y 
vigilancia ¿obre este trarticufar a todos y á cada 
uno de los administradores, receptores y expen- 
dedores, advirtiendó en cuanto á los pagarés que 
pretendan devolvérseles con el erróse y firma, 
que si al examinarlos' vieren que el plazo 6 pía* 
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zos están ya cumplidos, do los admitan nLrepon- 
gan ; y como puede suceder que para^ asegurar 
el cambio se presenten borrados de una manera 
ininteligibles é ilegibles, los pasages porlos cuales 
se llegue á conocer si se ha hecho ó no un uso 
completo del papel, en tales casos tampoco ios 
admitirán ni repondrán. Así mismo, habiéndose 
observado que algunos receptores suelen admitir 
el papel sin la nota de erróse firmada como lo 
previene la ley, se les advierte que si en lo sucesi- 
vo se les probare omisión en el cumplimiento de 
sus deberes, se hará efectiva la pena que les im- 
pone el artículo 26. Comuníquese v á la tesorería 
general para su inteligencia y que trasmita esta 
resolución á las administraciones y receptorías 
encargándoles su exacto cumplimiento." 

Lo trascribo á US. con el objeto prevenido. — 
Soy de US. atento servidor. — Guillermo Smith. 

PAPEL SELLADO. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DB JO 

de noviembre de 1841 disponiendo que las 
Secretarías de Estado se entiendan directa- 
mente con el tribunal de cuentas para la su- 
ministración del que necesite cada u?ut, para 
la expedición de títulos de empleados y pa- 
tentes de sanidad. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
del Despacho de Hacienda. — Caracas, Noviembre 
10 de 1841, 12? y 319 

En el expediente de* la materia y con vista de 
lo representado por el Tribunal de cuentas con 
fecha 19 de Octubre último sobre lo conveniente 
que sería que las secretarías del despacho del 
Poder Ejecutivo se entendiesen directamente con 
el mismo tribunal para la suministración del pa- 
pel sellado necesario para la expedición de títulos 
á los empleados y de las patentes de navegación, 
hacendóse cargo también de la remisión de unos 
y otros documentos á las oficinas respectivas para 
facilitar sus operaciones, economizándose por 
este medio la comisión que cobrad receptor prin- 
cipal de papel sellado de esta capital, en el con* 
cepto de que la especie suministrada se reputa 
comu un expendio que se ha hecho de della cuan- 
do en realidad no lo es, el Gobierno resuelve. 

Que las Secretarías de estado en los despachos 
de lo interior y justicia, guerra y marina, hacien- 
da y relaciones exteriores so entiendan directa- 
mente con el Tribunal de cuentas para la suminis- 
cion del papel sellado que necesiten para expedir 
los títulos á los empleados y las patentes de na- 
vegación : que el mismo tribunal se encargue 
de la dirección de unos y otros documentos á las 
oficinas de hacienda respectivas, á curo fin se le 
enviarán por la«ecrUría que fe expidan, dando 
aviso á la tesorería general oportunamente de los 
que baya dirigido para el cargo que corresponda 
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hacer, y que el tanto por ciento de «comisión del 
expendio del papel de los títulos de los empleado* 
se cobre por aquel en cuya oficina se haga la re- 
caudación del importe con arreglo al artículo 59 
de la ley de 18 de Abril de 1838 sobre papel 
sellado. (1) 

Queda derogada la resolución de 25 de Setiembre 
de 1840. — Comuniqúese, circúlese & quienes cor- 
responda y publíquese. — Por S. E. — Toro, 

PAPEL SELLADO. Resolución Ejecutiva 
de 10 de Diciembre de 1847 declarando in- 
subsistente un acuerdo de la Corte Suprema 
sobre uso de papel común cuando no suminis- 
tran las partes el sellado correspondiente. 
Secretaría de Hacienda. 

Caracas Diciembre 10 de 1847, 
Resuelto. — Impuesto S. E. el Presidente de la 
República de que en algunos tribunales se ha in- 
troducido la práctica de actuar en papel común 
en causas para cuyo curso no han suministrado 
las partes interesadas el sellado correspondiente, 
y sin haberse acreditado en la forma que* lo pros- 
cribe el § único del artículo 25 de la ley de 30 de 
Abril último sobre la materia, que no hay en el 
lugar donde reside el tribunal el papel que se ne- 
cesita, apoyándose para tal práctica en un acuer- 
do de S. E. la Corte Suprema de Justicia de 21 
de Octubre de 1842, publicado en la Gaceta nú- 
mero 687, ha dispuesto se diga ea circulará k» 
tribunales superiores lo siguiente. 

Aunque las disposiciones de la ley sobre papel 
sellado que regia en 1842, acerca del modo de 
suplirlo, son en el fondo idénticas á las de la ley 
que actualmente rige, juzga el Poder Ejecutivo 
que no puede darse hoy ningún valor al citado 
acuerdo de la Corte Suprema, ya por ser ante- 
rior á la ley vigente, ya porque los términos mas 
claros de esta no admiten en manera alguna la 
inteligencia que á la antigua dio aquel Supremo 
tribunal ; dispone por tanto se dé puntual cum- 
plimiento á lo que ordena el § único del artículo 
25 citado. 

Por S. E. — Acevedo. 
PAPEL sellado. Véase la nota. (2) 

(*) f,a ley vigente sobre papel sellado no conoede ex- 
j presamente comUion, sino deja la venta de él á óargo de 
los uiupleudos que designe la ley. Por consiguiente ha ca- 
ducado la referencia á este artículo 18. 

(*) El Secretario d-\ Interioren Su Memoria de 1853 
expone : 

11 El Gobernador de la provincia de Barquisimeto 
consultó al Poder Ejecutivo en el m a de Abril último 
sobro los dos pantos siguientes : 19 si un Gobernador en 
visita podía considerarse como superior & los Jueces de . 
parroquia r de paz, para la aplicación de la mulla an» 
establece el articulo 16 de la lev Vicente de papel sella- 
do, on el caso de haber admitido dichos jueoej escrito* 
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PAPEL SELLADO, acuerdo de la oortb su- 
prema dis 21 de julio de 1837, declarando 
que debe pagarse por la parte condenada en 
costas, el invertido en favor de la Hacienda 
pública. 

En la ciudad de Caracas á veinte y uno de Ju- 
lio de mil ochocientos treinta y siete, octavo y vi- 
gésimo séptimo, reunidos los señores presidente 
y ministros de la Suprema Corte de justicia, ha- 
biendo considerado la consulta dirigida por el juez 
de primera instancia del primer circuito de Barce- 
lona relativa á si debe pagarse por la parte conde- 
nada en las costas el papel invertido en el proceso 
en favor de la hacienda pública, con el informe 
de la Corte Superior del segundo distrito á esta 
suprema, y lo representado por el señor fiscal, 
dijeron : que sin embargo que por el artículo 23 
de la ley sobre establecimiento de las oficinas de 
registro se destina la cuarta parte de los derechos 
que se recauden en aquellas oficinas al fondo para 
gastos de justicia, como la ley sobre el uso del pa- 

y representaciones en pape] común ; y 2. ° si el Juez, 
que, por falta de papel sellado, acreditada con la firma 
del expendedor, admitiese el común y dejase de agre- 
gar al expediente los sellos equivalentes con la nota de 
" inutilizados," incurre en la pena de diez pesos que se- 
ñala el artículo citado por cada falta ; ó solamente en la 
multa dupla del valor de los sellos, que el parágrafo úni- 
co del mismo artículo impone á la parte que no 'presenta 
oportunamente dichos sellos, para inutilizarlos. 

La duda del Gobernador mencionado respecto al pri- 
mer punto, nació de la ambigüedad aparente de algunos 
conceptos del artículo 16 de la citada ley estableciendo 
ente : " que los tribunales no deben admitir escritos ni 
representaciones en papel común ó sello incompetente, 

. bajo la multa de diez poyos por cada falta que debe im- 
jwnerle el superior que las note" Esta última frase pre- 

' sentaba en concepto de aquel funcionario la oosibilidad 
de que un magistrado de su categoría fuese competente 

• para imponer la multa, de que se ha hecho mención ; 
pero el Poder Ejecutivo considerand > que, consultadas 
Ja naturaleza é independencia de los poderes políticos, 
los superiores naturales y legítimos de los Jueces de 
paz y de parroquia son los funcionarios judiciales de ma- 
yor categoría, resolvió: que semejante atribución solo 
era propia de estos empleados y no de los Gobernadores 
de provincia, porque la naturaleza de su poder y de sus 
funciones les hacían incompetentes é inadecuados para 
ejercerla. 

Respecto al 2.° punto consultado, resolvió el Poder 
Ejecutivo igualmente : " que la multa á que se contraía 
el Gobernador en él, era la de diez pesos de que habla el 
artículo susodicho en su'primer parágrafo por no refe- 
iirse, en su concepto, la multa dupla del valor de los se- 
llos sino & las partes que- dejen de presentar el papel se* 
Hado correspondiente para inutilizarlo, fundándose al re- 
solver de este modo la duda propuesta, en que es mas 
lógico y natural creer : que la inulta con que se pena la 

- omisión- del Juez, por dejar de agregar el papel inutiliza- 

. do, sea análoga á la que se le impone por admitir los es- 
critos en papel común que presentasen las partes, y no a 
Si que se impone á estas del duplo del valor de los se- 
os, por aquella informalidad." 
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peí sellado, lejos de estar derogada por ninguna 
otra, se mantiene en todo su vigor, resuelve se es- 
té á lo que ella dispone sin ninguna alteración, 
de cuya manera queda satisfecha la duda propues- 
ta, y avísese á la citada Corte superier y á la del 
tercer distrito. — Ldo. Mercader, — Martínez. — 
Duarte. 

PAPEL salado. No es obligatorio su uso en 
los negocios en que tienen interés los colegios 
nacionales. Véase Colegios nacionales. (Apén- 
dice al primer tomo) R. £. de 15 de Marzo de 
1854. 
PAPEL SELLADO, acuerdo de lacortesd- 
prema de 10 de marzo de 184? declarando 
que cuando no haya quien lo suministre en has 
causas de cesión de bienes, se haga uso del pa- 
pel común hasta que por la sentencia definiti- 
va se determine quien debe satisfacerlo, y se 
presenten entonces los sellos correspondientes ¡ 
para que se agreguen al expediente con la no- 
ta de inutilizado como previene la ley. 
Vi:*ta la consulta qi:e hace el juez de primera 
instancia del primer circuito de la provincia de 
Mérida contraída á s>aber si en el procedimiento 
que se sigue de oficio á consecuencia de la qesion 
de bienes, pueda actuarse en papel común ; con 
el informe de la Corte Superior del quinto distrito 
y lo representado por el señor fiscal, se observa 
que la ley 6 a , tít. 2^ del código de procedimiento 
previene que luego que el juez se imponga de la 
cesión de bienes que hace el deudor de palabra ó 
por escrito, decrete de oficio el secuestro y depó- 
sito de los bienes, mande citar á todas las personas 
comprendidas en la lista de acreedores y acuerde 
otras providencias relativas al juicio, al pasg^que 
otras leyes vigentes establecen el papel sellado en 
que debe actuarse en las causas civiles. Fácilmen- 
te se percibe que desprendido un deudor de todo lo 
que posee para satisfacer á sus acreedores, queda 
constituido en la clase de insolvente y sin recur- 
sos para costear el papel sellado : que el juez tam- 
poco puede destinar alguna parte de los bienes 
cedidos para hacer este gasto por no haber llegado 
la oportunidad de celebrar la venta con las ritua- 
lidades que prescribe la ley, y por último, que los 
acreedores no pueden ser citados sino en virtud 
de actas extendidas en papel sellado; y que aun 
verificada la citación, pueden no comparecer ó no 
prestarse á suplir el costo de papel sellado, por 
temor de aumentar sus créditos, sin esperanzas 
de reembolso. En cualquiera de estas circunstan- 
cias, quedaría interrumpido el juicio que la ley 
manda abrir de oficio ; y seria inútil haber libra- 
do algunas providencias de sustanciacion, si no 
pudiese administrarse justicia á los acreedores, 
conduciendo el negocio á su término, para reu> 
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tegrarlos de las cantidades que fie les adeuden, ó 
de las partes que les quepa en justa graduación ; 
y pues que para obviar tales inconvenientes es 
indispensable acordar medidas que estén en ar- 
monía y consonancia con las leyes, y establezcan 
una práctica uniforme ; se declara que cuando no 
haya quien suministre el papel sellado en las 
causas de cesión de bienes, se haira^uso de papel 
común, hasta que por la sentencia definitiva se 
determine quien debe satisfacerlo, y se presenten 
entonces los sellos correspondientes para que se 
agreguen al expediente con la nota de inutilizado 
N ' como previene la ley de cuatro de Junio de 1846 
sobre papel sellado. Comuniqúese á las Cortes 
Superiores, y dése cuenta al Congreso por con- 
ducto del Poder Ejecutivo para que se sirva 
acordar lo que estime conveniente. — Hartarte.— 
Martínez*— -Cast illo* 

PAPEL SELLADO. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 

22 de mato de 1847 declarando que los re- 
presentantes del fisco, y los procuradores mu- 
nicipales, en ciertos casos, pueden, no obstante 
el silencio de la ley, usar de papel común. ( # ) 
Secretaría de Hacienda. — Sección 2 a 
♦ Caracas, Mayo 22 de 1847. 

Resuelto. — Vistas las. consultas hechas al Po- 
der Ejecutivo poi algunos empleados públicos, 
■obre si después de reformada Ja ley de papel 
sellado de 1838, se halla todavía vigente la reso- 
lución del Gobierno de 31 de Marzo de 1840, 
disponiendo que los procuradores municipales 
puedan usar del papel común en los asuntos de 
Ínteres general en que funcionan como de oficio, 
y atendiendo á que la citada declaratoria se hizo 
en -concordancia con el artículo 13 de la expresa* 
da ley, por el cual se prevenía que en las causas 
de oficio se representase en papel común, cuya 
disposición no existe en la presente ftty de papel 
sellado de 30 de Abril última, por la cual, al de- 



(*) EsU Resolución está en contradicción eon el acuer- 
do de la Corte Suprema de 2 de Noviembre de 1848 que 
sigue á continuación, en el cual este tribunal declara que 
debe hacerse uso del papel sellado por los representantes 
del taco, mediante ese mismo silencio de la ley. Este 
conflicto entre el Supremo poder judicial y el Ejecutivo 
se aumenta por otra Resol ación feobal5 de Marzo de 
1854 declarando en ratificación de otra de 6 de Agosto 
de 1842, que los negocios en que tienen Ínteres los colegios 
natíonales debett considerarte como de oficio, y que por 
«mto !debea coiwdemtseoenrprdodiltos 'en Ja oxpraBHdfc 
resolución de 5 ele Agosto, y eventos por •consiguiente del 
uso del papel sollado. En la practica mn embargo hemos 
visto imperar Cl 'acuerdo del tribunal Supremo, pues noso 
U«o#mlamos, como fiscales de la Corte Superior del según 
do distrito del Centro, exigimos del administrador do 
reutas interpas el papel sellado nece**rio para informar 
en las causas en que estaba interesada la hacienda pú- 
blica. ^ 
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signarse en el capítulo 39 cual es el papel tfe que 
deba usarse en los tribunales de la República, 
solo se permite el empleo del papel común en las- 
causas criminales que se siguen de oficio, el Po- 
der Ejecutivo declara derogada aquella resolu- 
ción. Considerando, no obstante que el silencio 
de la ley en cuanto al papel que deba emplearse 
para representar en los asuntos de interés 
nacional no puede suponerse voluntario y 
con la intención de que se use del papel sellado 
correspondiente en tales casos, pues ningún obje- 
to tendría el gasto que hiciese el Tesoro público 
en sellar el papel para estos usos, S. E«, de acuer- 
do con el dictamen del Consejo de Gobierno, 
declara también que los fiscales de la hacienda 
pública pueden usar de papel común cuando re- 

Í>resentan en favor de loa intereses nacionales, y 
os procuradores municipales, cuando en curo- • 
plimiento de sus funciones legales, representan 
á nombre del Estado, y promueven diligencias 
favorables á los esclavos en las causas de libertad 
y sevicia. Comuniqúese á quien corresponda y 
publíquese. 

Por 8. E.— Casas. 

PAPEL SELLADO. ACUERDO DE LA CORTE SU- 
PREMA de 2 de noviembre de 1848 declaran* 
do que los agentes del fisco deben representar 
en papel señado, y pagar derechos á los curia* 
les en los juicios en que intervienen como 
partes. (•) 

En Ja ciudad de Curnaná á los diez y nueve 
días del mes de Junio de mil ochocientos cuaren- 
ta y ocho, reunidos en acuerdo los (Bres. ministros 
Relator y Canciller de la Corte Superior del pri- 
mer distrito, sin la concurrencia del Presidente 
por hallarse ausente, tomaron en consideración 
la observancia de k ley de 30 de Abril del año 
próximo pasado sobre papel sellado, y la de 8 de 
' Junio de 1846 sobre arancel judicial, con relación 
á las causas que interesan la hacienda nacional) 
y dqeron : que la generalidad con que están con* 
cebidas ambas leyes sujetando á todo el que in- 
tervenga en negocios judiciales 6 extrajudiciales á 
contribuir con el papel sellado y derechos que 
ellas designan bajo la multa de diez pesos por 
cada falta «1 Juez que admita escritos Ó documen- 
tos en papel común 6 sello incompetente, ( ártica* 
lo 35 de fe 1$ sin eximir de este precepto a 
ottasv pferstrttt» qae á Iris 1 pobres de selemnidad 
ftdttffeto'ot «dtno tater en tos tribunal** dé justicia, 
ni otras cansas queUa crimínales $ue se sigan de 
oficio, hace ver, que en aquella» ea que tej*g» m- 

AtL 1 *** 1 ** *P tte «tO en contrario fe ley vígeate 
ae '1860, 
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teres la hacienda pübKca debe actuarse en papel 
conforme al tribunal del conocimiento, y abonar- 
se por ella Jos correspondientes derechos á los 
curiales del mismo modo y en los mismos casos 
que los particulares. Ademas de esta raaon de 
inferencia necesaria, lo hace creer así la obser- 
yacion de que las leyes sobre papel sellado de 
dieg y ocho de Abril de 1838 en su artículo 13 y 
la de 4 de Mayo del mismo alio sobre impuestos 
de justicia y costas, en su artículo i 9 eximían al 
fisco de estos gravámenes, en cuyo concepto las 
leyes posteriores que Jas derogan, y que nada 
ordenan en este punto, manifiestan expUcifamen* 
te, la voluntad del legislador de no exceptuar al 
fisco de tales contribuciones. Y aun corrobora 
estn eencepto la resolución que en diez de Di- 
ciembre último ha expedido S. E. el Poder Eje- 
cutivo, prohibiendo á los tribunales actuar en 
papel común en causas para cuyo curso no han 
suministrado las partes interesadas el papel sella- 
do correspondiente, contra el acuerdo de 8. E. la 
Corte Suprema de justicia de veinte y cinco de 
Octubre de 1842. Pero si se atiende por una par- 
te á que el papel sellado tiene por objeto aumen- 
tar poc este medio los fondos del fisco, en cuyo 
concepto la ley que lo establece exime por su 
naturaleza de tal contribución a] beneficiado, y 
por otra á que repugna al interés de la sociedad 

Ír aun opone un fuerte embarazo á la marcha de 
os asuntos fiscales, obligar 6 I03 Administradores 
y demás empleados de la hacienda á enterar de- 
rechos procesales, cuando la ley no les ha designa- 
do fondoB para tales gastos, se vendrá en cono- 
cimiento de que los de-la cuestión ofrecen una fuer- 
te duda en cuanto su ejecución respecto de tales 
causas ; y por tanto resolvieron, que sin perjuicio 
de adoptar por ahora en la práctica, lo que pare- 
ce mas conforme á la razón natural, á saber, que 
no se compela al fisco á actuar en papel sellado, 
ni a satisfacer costos procesales, se eleve esta 
consulta á 8. E. la Corté Suprema para los efec- 
tos de ley. Con lo que se concluyó y firman.r— 
Antonio José Betancourt. — Sulpicio Fria*.—~Es 
copia» — rCumaná Junio diez y nueve de 1§48, 

19<* y 38? — El Canciller Svlpicio Frías, . 

Éxcmo. Señor : Elnministro fiscal se ha, im- 
puesto de la consulta dirigida á esta Suprema 
Corte por la Superior del primer Distrito, sobre 
si el fisco en sus causas debe emplear papel sella- 
do, -y satisfacer los derechos de arancel, según 
las leyes vigentes, y dice : que, si esta consulto 
contuviese verdaderas dudas, no tocaría ni 6 esta 
Corte ni á S. E, el P. E. hacer su declaratoria ; 
pues Interpretarlas leyes es una atribución e¡x- 
ckrstfa del Congreso. Pero no existe duda al- 
guna en cuanto'al primer punto ; y así ' se ha de- 
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claradlo por esta Corte en 13 de Enero de este 
año, con motivo de la reclamación del Colegio 
de la Independencia ; disponiendo que el fiscal 
representase en ella en papel del sello correspon- 
diente. Esta decisión es de una trascendencia 
absoluta, porque sus fundamentos son aplicables 
á todos los tribunales y & todos los casos, con 
excepción de los que comprenden el $ único del ar- 
tículo 25 y el artículo 26 de la ley de 30 de Abril 
de 1847. — Verdad es que el empleo de tal papel en 
causas fiscales y de oficio, al paso que no tiene 
ningún objeto financiero, trae algunos embara- 
zos, porque hay necesidad de pedirlo oficialmen- 
te á la Secretaría de Hacienda, después ala Con- 
taduría mayor de cuentas, después rendir una 
cuenta de su inversión, parar por su falta algu- 
nas veces el despacho. <fc ; pero todo solo pudie- 
ra inducir & su abolición por un artículo adicio- 
nal á la ley. — Tampoco hay duda fundada acer- 
ca del 29 punto. La ley de 8 de Junio de 1846, 
sobre arancel de derechos, es para todos los tri- 
bunales de la República y para todos los litigantes 
Ella solo exime por su artículo 29, del pago de 
derechos á los pobres de solemnidad administra-, 
dos como tales, mientras permanezcan en tal esta- 
do; y no hay razón alguna para que la nación 
que posee los capitales de todos sus individuos, 
deba ser considerada como pobre cuando litiga. 
Ademas, las causas de la hacienda pública de 
cualquiera cuantía, son sustanciadas y decididas 
por tribunales pagados por rentas de la nación. 
Se agrega á esto, que por el artículo 23 de la ley 
de 17 de Mayo de 1841 el cobro de las libranzas 
y pagarés pertenecientes & la Aduana debe hacer- 
se por el Banco Nacional, sin comisión alguna. Si 
á veces el tesorero general y administradores, 
porque la ley de su institución no requieren que 
sean legistas, por tener que asistir á su oficina, 
precisamente en horas incompatibles con la ocur- 
rencia al fbro,se valen de abogados y procurado- 
res, de esbirros y copistas para realizar sus cobros 
fiscales, muy justo es que esos instrumentos in- 
dispensables para alcanzar su fin, sean remunera- 
dos por aquel ep cuyo interés ha empleado su 
servicio; pues no hay ley alguna que irhponga & 
estos industriales el deber de trabajar de balde 
en causas del fisco; así como se les ha impuesto 
en otras. — El no haber designado la ley fondo 
para unos gastos eventuales, no es fundamento 
para dudar Ja Corte del primer Distrito acerca 
del deber de satisfacerlos. Ese silencio puede ser 
involuntario olvido, o* puede significar que loe 
legisladoresno pensaron que el fisco pudrere tener 
pleitos sobre derechos tan incontestables y eje- 
cutivos. Pero si no hay ¿fondos especiales, hay sin 
embargo una cantidad preáupujesta todoiloftaño* 
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para gastos imprevistos ; y á ella se puede ocur- 
rir. En otro tiempo hubo un fiscal de la Corte 
Superior de Justicia, un fiscal de la Audiencia y 
un agente fiscal, dotados por la nación, para re- 
presentar en las causas criminales y del fisco ; y 
es un hecho que la tesorería general paga hoy 
del tesoro los gastos que ocasionan las causas per- 
tenecientes á la hacienda pública. — Así pues el 
fiscal pide que esta Corte resuelva : que las dudas 
propuestas por la Superior del primer Distrito no 
son fundadas, y que por tanto no debe consultar- 
se sobre ellas al Congreso ; pero que sí debe in- 
formarse á este sobre la conveniencia de estable- 
cer el uso del papel común en las causas fiscales 
y de oficio, con calidad de reintegro en su caso. — 
Carágas, Agosto 25 de 184*.— Rufino González. 
Caracas, Noviembre dos de 1648. 19? y 38?. — 
Visto el acuerdo que en diez y nueve de Junio 
último celebró la Corte Superior del primer Dis- 
trito, y remitió ^en la misma fecha al Supremo 
tribunal de justicia contraído á la duda que le 
ocurre acerca de la inteligencia de las leyes ri- 
gentes sobre papel sellado y arancel- judicial,, en 
cuanto ellas obligan al fisco á representar ante los 
tribunales en papel sellado y á satisfacer derechos 
á los curiales en los juicios en que intervienen 
como parte en representación del Tesoro público; 
con lo expuesto por el ministerio fiscal. — Las ra- 
zones que sirvieron de fundamento á dicho acuer- 
do persuaden de un modo claro que las citadas 
leyes solo han querido libertar de aquel grava- 
men á los pobres de solemnidad y á los encausa- 
dos por delito, y el mismo tribunal consultante 
no pudo menos de asentar, que dichas leyes ma- 
nifiestan explícitamente la voluntad del legislador 
de no exceptuar al fisco de tal contribución. Así 
pues, no se descubre el motivo que dicho tribu- 
nal haya tenido para dudar de la inteligencia de | 
las leyes referidas, no siendo causa bastante para 
ello las razones que interesa en el acuerdo, pues 
ademas de que es de suponerse que el legisladoi 
las tendria presentes ai derogar las leyes que con- 
cedían al fisco el privilegio que la vigente le ha 
quitado, no puede ningún tribunal encontrar duda 
en una ley, cuando ella se expresa en términos 
tan claros y precisos como la ele 8 de Junio de 
1846 y 30 de Abril de 1847 sobre el papel sella- 
do y arancel judicial. No hay, pues, motivo para 
dudar de la inteligencia de estas leyes ; y contés- 
tese así á la Corte Superior del primer Distrito 
con la inserción correspondiente. — Narvarte. — 
Alfonzo. — Rojas. — Bolón. 

PAPEL sellado. Véase Acusación de delitos, 

A. C. S. de 1 1 de Junio de 1840. 
PAPEL sellado. Resolución Ejecutiva de 

6 db Mato de 1839 declarando en cuál Je- 
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ben extenderse loe poderes que hayan de re* 
gistrarse. 

República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el Despacho de Hacienda. — Caracas 6 de 
Mayo de 1839, 10? de la ley y 29? de la in- 
dependencia. 
Circular á los Gobernadores. 

Señor. — Con esta fecha digo al Sr. Goberna- 
dor de esta provincia loque sigue. — Vista la con* 
sulta del administrador principa] de registro de 
esta provincia sobre papel sellado, con motivo del 
altercado ocurrido entre el subalterno de la Guai- 
ra y el alcalde parroquia] de dicho puerto, la 
cual se pasó á este despacho por la secretaría 
del interior con fecha 15 de Abril último, el Go- 
bierno con acuerdo de) Consejo ha resuelto lo 
siguiente. — El artículo 13 de la ley de registro 
ordena á los registradores que no tomen razón 
de actos públicos ó privados si no se le presen- 
tan escritos en papel del sel 'o correspondiente. 
— De esto resulta que han de registrar los que se 
les presenten extendidos en el papel que desig- 
ne la ley sobre papel sellado. — Verdad es que 
el artículo 19 de esta al exigir que la primera fo- 
ja de toda escritura que se lleve ú registrar se es- 
criba en el sello 4?, parece que comprende to- 
do acto de que haya de tomar razón el registra- 
dor; pero reñ riéndose al artículo siguiente ex- 
presa, y determinadamente á la primera foja de 
toda especie de poderes, está fuera de duda que 
el artículo 20 exceptúa los poderes de la disposi- 
ción del artículo 19, así como el artículo 21 con- 
tiene una excepción del articulo 20, y el 22 de 
los artículos 20 y 2! respecto de los mismos po- 
deres, á pesar de que la disposición del artículo 
20 es tan universal para toda especie de poderes 
como la del artículo 19 para toda escritura que se 
lleve á registrar. — Se deduce, pues, que los po- 
dtres é instrumentos escritos en los sellos 5?, 0? 
y 7? con arreglo á los artículos 20, 21 y 22 de la 
ley sobre papel sellado deben registrarse sin que 
obste no tener la primera foja en papel del sello 
4? según el artículo 19. — Lo comunico á US. 
para su inteligencia y demás efectos que requie- 
ra su cumplimiento.— Lo trascribo á US. con el 
propio objeto en los casos que ocurran. 
Soy de US. muy obediente servidor. 

G. Smith. 

P^PEL sellado. En cuál deben registrarse los 
pagarés, vales y recibos. Véase Regtstro,RR. 
EE. de 3 de Febrero de 1840 y 3 de Junio de 
1854. 

PAPEL sellado. Resolución Ejecutiva de 
17 df JrLio de 1854 declarando que en el 
mes de Julio de cada año, puede cambiarse pa» 
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peí limpio del sello pasado por igual número 
del año que empieza^ sin exhibo alguno. 
Secretaría de Hacienda. — Sección segunda. 
Caracas» Julio 17 de 1854. 
Resuelto. — Vistas las consultas elevadas al 
Poder Ejecutivo por el órgano de este Ministe- 
rio de varios Administradores principales de 
Rentas Internas, sobre si puede ó no accederse 
al cambio de) papel sellado del afio económico 
anterior'por otro igual del presente, sin costo al- 
guno ; y considerando, primero ; que el artícu- 
lo 20 de la ley de 19 de Marzo de 1850, no com- 
prende sino el caso de hacerse el cambio de se- 
llos de papel errado por otros idénticos con el 
exhibo de medio real por cada uno, á tiempo que 
el de que se trata es de papel sellado limpio por 
el del nuevo año, y que esta solicitud de parte de 
los interesados se justifica no solamente con el 
hecho de haberles sobrado el papel que tomaron 
para sus negocios, que no les sirve ya en el afio 
corriente, sino con la moralidad de permitir que 
vuelva á las oficinas de Hacienda el papel pasa- 
do, evitándose de este modo en lo posible el frau- 
de en los documentos; y segundo: que tampoco 
es gravosa al Estado la permisión ; S. E. resuel- 
ve : que en el mes de Julio de cada año pue- 
den las Administraciones de Rentas Internas re- 
cibir en cambio sellos de papel limpio pasado 
por .igual número del corriente sin exhibo algu- 
no, el cual se les admitirá en sus cuentas por el 
valor que representen.; quedando sin efecto la 
resolución Ejecutiva de 2 de Julio de 1851, in- 
serta en la Gaceta de Gobierno numero 1 025. 

Publiquese y circúlese A las referidas Adminis- 
traciones de Rentas Internas para su cumpli- 
miento. 

Por S. K.—Ceballos. 
PAPEL sellado. Resolución Ejecutiva de 
10 de Junio de 1854 declarando el en que de- 
ben otorgarse loe poderes de loe pobres de so- 
lemnidad ; y que estos deben pagar los dere- 
chos de su registro. 

Secretaría del Interior.— Sección primera. 
Caracas, 10 de Junio de 1854. 

Resuelto. — Contéstese al Gobernador de Bar- 
celona. 

Instruido el Poder Ejecutivo de la nota de US. 
de 21 de Marzo próximo pasado, número 49, por 
la que consulta cual sea la clase de papel sella* 
do de que haya de usar un pobre de solemnidad 
para el registro de un poder que va A obrar en 
distinto cantón, y si aquel está exento ere pagar 
el derecho que establece la ley de la materia j 
S. E. ha resuelto se conteste & US. lo siguiente. 

Estando bien clara y terminante la disposición 
contenida en el artículo 10 de la ley de papel se- 
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Hado, referente al sello de que deben usar los 
pobres de solemnidad para otorgar sus poderes, 
v siendo, como es, especial dicha disposición, de* 
be prevalecer á la generalidad que comprende la 
exención del artículo 18. El derecho de regis- 
tro que se cobra de conformidad con el artículo 
26 de la ley sobre la materia, no está compren- 
dido en la exención que establece el 29 de la lev 
de 30 de Marzo de 1850, sobre arancel judicial, 
pues él no ha podido referirse sino á los dere- 
chos que por dicha ley se cobren. Por tales ra- 
zones se declara , que los pobres de solemnidad 
deben otorgar mis poderes en el sello 79 que de- 
termina el artículo 10 de la ley citada sobre pa- 
pel sellado, y que deben pagar el derecho de re- 
gistro conforme al artículo 26 de la ley de la ma- 
teria." 

Tengo el honor de comunicarlo & US. en res- 
puesta á su expresada nota. 

Soy &c-— Por S. É.— Planas. 
PAPEL sellado. Sobre prohibición del cambio 
que de él hacen indebidamente los administra- 
dores de rentas internas por créditos contra el 
tesoro. Véase Tesorería general, K E. de 26 
de Marzo de 1855. 
PAPELES particulares. Casos en que pue- 
den ser examinados. Véase Correspondencia 
epistolar ó particular. 
PAQUETES. Están sujetos á las visitas de sa- 
nidad. Vénse Visitas de sanidad. RR. EE. de 
25 de Enero de 1847 y 14 de Noviembre de 
1851. 
PAQUETES. Privilegios que gozan en cuanto 

á visita. Véase Visitas de buques. 
PAQUETES de vapor. Véase Correos marí- 
timos. ( 
PARAIMA. decreto de 20 de mato de 1854, 
autorizando al Poder Ejecutivo para aplicar 
á la fundación de un pueblo en ¿l sitio de este 
nombre^ una parte de la posesión* que allí tie- 
ne el señar Antonio Blanco. 

El Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Teniendo en consideración lo dispuesto por el 
artículo 208 de la Constitución. 
Decretan : 

Art. 19 El Congreso presta su consentimiento 
para que el Poder Ejecutivo pueda aplicar á la 
fundación de un pueblo en el sitio de Paraima una 
parte de la posesión que allí tiene el ciudadano 
Antonio Blanco. 

Art. 29 Al efecto dispondrá que se midan por 
un Agrimensor público cuatro leguas colombia- 
nas de tierra en dicha posesión, procurando que 
quede comprendido en ellas el caserío llamado 
Paraima, con todas sos dependencias en la ribera 
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derecha del rio Pao, levantándote un plano topo- 
gráfico bien especificado y con linderos bien cla- 
ros, que se demarcarán en el terreno. Los fastos 
de mensura se abonarán de la suma decretada pa- 
ra gastos imprevistos. 

Art. 39 Hecha la mensura y demarcación de 
linderos, el Poder Ejecutivo hará que el propie- 
tario manifieste lo que valen los terrenos, cuya 
cantidad, si la creyere justa, se le pagará al con- 
tado de la suma decretada para gastos imprevis- 
tos j y en caso de negativa por parte del duefio 
será este compeüdo á la venta por los trámites 
de la ley de la materia. 

Art. 49 Las cuatro leguas de tierra se desti- 
nan para fundar un pueblo que llevará por nom- 
bre « Monágas." Este se fundaráen el lugar mas 
á propósito al efecto, destinándose para la pobla- 
ción por lo m$nos un millón de varas cuadradas. 

Art. 59 Se considerarán fundadores del pue- 
blo todos los vecinos de los caseríos Paraima. 
Cocuisas y Guaimita y los demás venezolanos 
que quieran concurrir & su fundación en el térmi- 
no de dos años desde la fecha de la publicación 
de este Decreto. 

Art. 69 Una de las cuatro leguas de tierra se- 
rá propiedad de la Iglesia parroquial que ha de 
fundarse, otra, propiedad de las escuelas de am- 
bos sexos del mismo pueblo, y el resto serán eji- 
dos. J 

Art. 79 El Poder Ejecutivo dictará todas las 
demás disposiciones necesarias para el cumpli- 
miento de lo que en este Decreto se ordena. 

Dado en Curacas á 10 de Mayo de 1854, año 
25 de la ley y 44 de la independencia.— El Presi- 
dente del Senado, Pedro Portero,— El Presidente 
de la Cámara de Representantes, L. Ruedas.— El 
Secretario del Senado, J. A. Pérez.— ElSocreta- 
no de la Cámara de Representantes^ J. Padilla. 

Caracas, 20 d<i Muyo de 1864, afio 25 do la ley 
y 44 de la independencia.— Ejecútese.— J. G. Mo- 
n %? S «T Por S * K el PwsKteate ( j e la República. 
--El Secretario de E. en los DD. del Interior, 
Justicia y Relaciones.Exjeriores, Simón Planas. 

PARQUES DE ARTILLERÍA. DECRETO KJRCUII- 

vo de 29 de setiembre de 1832 sobre cuenta 
y razón de ellos. 

JOSÉ ANTONIO PÁEZ, PRESIDENTE DE LA REPVBLI* 
CA DE VENEZUELA, &, dfc, &. 

Considerando : 

1? Que es del mayor, interés regularizar la 
cuenta y razón délos parques, la de la artillería 
montada en las plazas y fuertes, y la del arma- 
mentó y pertrechos distribuidos ep los cuerpos 
del ejército permanente. 

2° Que es sumamente conveniente que, la ter. 
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sorería general incorpore en su cuenta estas pro- 
piedades nacionales, con £iis respectivos valores. 
Decreto : 

Art. I?Los guardaparques ordinarios y extraor- 
dinarios formarán un inventario del parque de su 
cargo, dentro del término de 30 dias contados 
d¿sde Ja fecha en que reciban este decreto 

Art. 2? El inventario se formará con presen- 
cia del ultimo estado, y con la inspección del 
comandante de artillería, del comandante de la 
plaza, 6 del de armas, y del administrador de 
rentes que al efecto nombre la tesorería general • 
en donde no hubiere comandante de artillería 6 
de la plaza, asistirá á la inspección el comandan- 
te de la guarnición si la hubiere, y si no, el ¡efe 
político y el administrador. J ' 

Art* 39 Hecho el inventario, se nombrarán por 
los comandantes y administrador dos peritos para 
que avalúen los efectos contenidos en el inventa- 
rio, y concluida esta operación, se formará un li- 
bro de asiento en que se apunten todos los efectos 
con sus valores, y se totalizará el valor de todo lo 
inventariado. 

Ar. 40 El libro de asiento será firmado por 

odos incluyendo a loa peritos, y se remitirá ala 

tesorería general por el administrador, dejando 

una copia autorizada por los inspectores, para que 

wlidí * ParqUe C0ntinúe ,08 a8ient °s de entrada 

Art. 50 No- se dará entrada á los efectos de 
parque sin expresar su valor conforme á la érden 
de la tesorería, y en virtud del precio de las con- 
tratas. Cuando se trasladen efectos de un parque 
á otro, se pasará la nota del asiento, y con ella se 
dará la entrada. 

Art. 69 Los guardaparques tendrán un libro 
de cargo á los cuerpos de la milicia exiliar y á 
los demás parques. J 

Art. 7? Los efectos de parque no podrán em- 
plearse en otroausos que los del servicio publico, 
y siempre se expresará el. destino en la Orden de 
entrega para que sirva de descargo alguardapar- 
que. r 

Art. 8? Los libramientos para entregar efecto* 
de los parques, se expedirán con arreglo á lo dis- 
puesto en el tratado 6? Jítulo 10 de las ordenan- 
zas generales, y solo en las provincias y puntos 
donde no hubiere comandantes de artül¿ía bas- 
tara la orden, del comandante de armas de la pro- 
vincia ó del punto, para que el guarda parque ha- 
ga la entrega, y cubra su responsabilidad. 

Art. 9? Los^depósitos existentes en San Fe* 
nando de Apure y Calabozo serán . dependientes 
de] parque de esta capital; los de Guana re y Ba- 
nnas dependerán ¿el 4 de Valencia: los deMérida 
y.lrDjillQjdrl^de Maracmbo; y«?n¡mxeque 1% 



COtO*ttA»A Y TOtfftQ&áftA «MlKtB. 



4á 



PAR 



autoridad civil necesitare en dichos pantos tacar 
municiones ú otros pertrechos de guerra de los 
existentes en ellos, lo dirá de oficio al oficial que 
mande el destacamento que los custodia, ó á id 
persona encargada de su conservación para que 
á continuación tome el correspondiente recibo. 

Art. 10. Del armamento y pertrechos que ten- 
gan en mano los cuerpos del ejército permanente, 
se formará inventario, con presencia del ultimo 
estado, y se procederá 6 su avalúo con las mismas 
formalidades prescríptas en los artículos 29 y 3?, 
con solo la diferencia de que ú 19 y $9 coman- 
dante de) cuerpo asistirán al inventario y avalúo, 
y al nombramiento de peritos, y pondrán su fir- 
ma en las diligencias que se ejecuten. Donde no 
estuvieren presentes los jefes de los cuerpos, con- 
currirá el oficial que mande la fueria del sayo 
respectivo. Estos inventarios se remitirán á la 
Secretaría da guerra. 

Art 11. En el parque de Puerto-cabello se 
abrirá un libro de asiento para todos los cuerpos 
del ejército permanente, y al efecto la Secretaría 
de guerra le pasará las diligencias de inventarios 
y avalúos que se mandan practicar por el artículo 
anterior, para que por ellos y con distinción de 
cuerpos se hagan los cargos á cada uno, y en lo 
sucesivo los guardaparques remitirán al de Puer- 
to-cabello relaciones certificadas del armamento 
y pertrechos que entregaren á dichos cuerpos en 
los términos que previene el artículo 5?, y lo mis- 
rao de los que ellos devuelvan, para que el guar- 
daparque de Puerto-cabello continúe sus asientos. 

Art. 12. Para regularizar el Consumo ordina- 
rio de municiones en el servicio de" guarnición, 
Be establece por punto principal que solo se abo- 
nará como consumo legítimo un cartucho de pól- 
vora por individuo porcada seis guardias, siendo 
de obligación del cuerpo devolver las balas. 

Ait. 13. Todos los meses darán parte los guar- 
daparques á la tesorería general de las novedades, 
Ír remitirán las notas de los cargos según las sa- 
ldas y entradas del parque ; también pasarán 
todos los meses un estado de existencia según el 
modelo que dé la Secretaría de guerra á los co- 
mandantes de artillería ó de armas, para que es- 
tos los remitan á la Secretaría, y en donde no 
haya comandantes, lo harán los guardaparques 
directamente. 

Art. 14. Por fin de Junio cortarán sus cuen- 
tas los guardaparques, y las remitirán en todo el 
mes de Setiembre ai tribunal mayor de cuentas 
para qué sean' examinadas y fenecidas. 

Art 15. El Secretario de E. en el despacho de 

Suerra y marina queda encargado de la ejecución 
e este decreto. 
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Dado en Caracas» á 29 de Setiembre de 1832, 
39 y 22. 

José A. Páez. 

El Secretario de guerra y marina, Carlos Sou* 
blette. 

PARQUES de artillería. Resolución Eje- 
cutiva de 7 de Noviembre de 183?, adicio- 
nal al D. E. anterior» 

Secretaría de Guerra. — Sección 3^ — Caracas No- 
viembre 7 de 1837, 89 y 279 

Considerando el Poder Ejecutivo que des- 
pués de expedido el decreto de 29 de Setiembre 
de 1832, que regulariza la cuenta y razón de los 
parques, se han formado algunos depósitos de 
efectos de guerra, sin haberse fijado terminante- 
mente el parque de que deberían depender; y 
conviniendo dictar una regla, que al paso que fa- 
cilite la reparación y entretenimiento de los efec- 
tos existentes en dichos depósitos, evite consul- 
tas que perjudican al servicio, ha tenido á bien 
S. E. resolver por punto general. 

19 Los depósitos de San Fernando, Calabozo, 
Maracay y Victoria, dependerán del de Cara- 
cas : el de Maturin y los de la cordillera de bar- 
lovento de Cumaná, dependerán del parque de 
la capital de la provincia : los de Guanare, Ba- 
rínas y Barquisfmeto, del de Valencia ; y los de 
Mérida y Trujillo, del de Maracaibo. 

29 Los guarda-parques ordinarios de que de- 
penden estos depósitos, no solo centralizarán los 
datos relativos á la cuenta y razón de los efec- 
tos de que se componen dichos depósitos, dando 
la entrada correspondiente en el inventario gene- 
ral que llevan, conforme al decreto de 29 de Se- 
tiembre de 32, sino que proveerán de todo lo 
que sea necesario para la limpieza y conserva- 
ción de dichos efectos, incluyendo en sus cuen- 
tas lo que se gastare por este respecto, con la 
correspondiente comprobación, ó haciendo al 
Gobierno por el conducto de la respectiva co- 
mandancia de armas, los pedidos necesarios, si 
fuere preciso obrar de esta manera ; y 

39 Los guarda- parques procurarán llevar con 
separación los datos correspondientes á los de- 
pósitos de su dependencia, en cuanto lo permi- 
tan las circunstancias. 

Comuniqúese á los Comandantes de armas res- 
pectivos y á la Tesorería general, y publíquese 
en la Gaceta. 

Por S. E.—ürdaneta. 

PARQUES de artillería. Resolución Eje- 
cutiva de 19 oe Junio de 1840 adicional 
también al mismo Decreto anterior, Jijando la 
fianza que deben prestar los guardaparques^ 
y las formalidades de su otorgamiento. 
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Secretaría de Guerra. — Caracas Junio 1° de 
1840, II? y 30? 

£] tribunal mayor de cuentas, por práctica de 
muchos años, apoyada en disposiciones expedi- 
das y observadas en el régimen español, ha exi- 
gido á los guarda-parques de artillería la fianza 
de 3.000 pesos para responder de su integridad 
en el manejo de ios intereses nacionales ; pero 
habiéndose hecho algunos reclamos contra dicha 
práctica, el Gobierno ha tenido que entrar á 
considerar si es ó no conveniente su observancia. 

£1 art. 15 de la ley de 1 1 del mes próximo pa- 
sado, sobre aduanas, previene que los adminis- 
tradores^ interventores y comandantes de res- 
guardos presten una fianza por cantidad dupla 
de la de los sueldos de que disfruten anualmente ; 
y el artículo 16 de la misma ley establece las re- 
glas para el otorgamiento de dichas fianzas, pero 
ninguno de los dos artículos comprende expresa- 
mente á los guarda-parques de artillería. Sin em- 
bargo, el Gobierno que cree fundadas algunas de 
las razones alegadas contra el proceder del tribu- 
nal de cuentas, y que á falta de expresa ley so- 
bre este punto, debe dictarse una medida que 
guarde analogía con las leyes patrias; mas bien 
que con las del régimen español, ha resuelto con 
esta fecha y en adición al decreto del Poder Eje- 
cutivo de 29 de Setiembre de 1832 sobre par- 
ques de artillería, lo siguiente : 

" La cantidad de la fianza que deben prestar 
los guarda-parques ordinal ios y extraordinarios, 
así como las formalidades con que ella debe ser 
otorgada» serán las mismas que se exigen para 
tos empleados de que habla el artículo 15 de la 
citada ley de aduanas.'* 

Comuniqúese á quienes corresponda, pubiíque- 
se en ra Gaceta oficial y oportunamente dése cuen- 
ta al Cuerpo Legislativo. — Por S. JE. — Francisco 
Henai%. 

PARQUES de artillería, resoltcmn Eje- 
cutiva de 7 de Febrero de 183? disponien- 
do se remita al Gobierno al fin de cada tri- 
mestre una relación de su estado. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en los despachos de guerra y marina. — Ramo 
de guerra. — Sección tercera-. 

Caracas Febrero. 7 de 1837, 8? y 27. 
Circular. 
Señor Comandante de Armas de. «-* 
Hasta ahora la secretaría de mi cargo ha ca- 
recido de las noticias mas necesarias, acarea de 
las existencias, entradas y salidas, de los par- 

3ues militares, bien porque no se envían perió- 
icamente, como está mandado, bien porque vio» 
nen tan informales* que ningún dato exacto pue- 
de deducirse (te ellas. En esta virtud) y no de* 
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biendo el Gobierno permanecer -por mas tiempo 
ignorante de cuales son ¿os artículos de guerra 
con que realmente cuenta la República, cuál es 
su estado y el destinó que se les da, me ha preve- 
nido diga á US. : que espera precisamente den- 
tro del término de la distancia, y doce días mas, 
una relación circunstanciada, y con la correspon- 
diente separación, de todos los efectos y enseres 
de guerra que existen actualmente en el parque 
de ó en los parques de. .., expresando el es- 
tado en que se encuentran ; en el eoncepto de- 
que S. E. empleará con los guarda parques ne- 
gligente» toda la energía que le dan las leyes pa- 
ra hacer cumplir sus disposiciones» 

Como el documento que aquí se solicita no 
puede proporcionar todo* los conocimientos ne- 
cesarios para llevar la cuenta y razón de los par- 
ques, ha determinado S. E. : que en lo sucesivo 
se remitan á esta secretaría al fin de cada trimes- 
tre, en lugar de los estados por semestres y rela- 
ciones mensuales, de que habla la circular de 15 
de Abril de 1834: 

19 Una relación muy explicada de todos los 
efectos de guerra que existan en cada parque, ex- 
presando el estado en que se encuentran. 

2.° Una relación de las entradas en todo el tri- 
mestre, especificando de donde proceden y por 
orden de quien han tenido lugar ; y 

39 Una relación de las salidas en el trimestre-, 
con expresión del destino que se les dio y por 
orden de quien tuvieron lugar* 

Las primeras relaciones trimensales deben ha- 
cerse y remitirse en fin de Marzo próximo, sin 
perjuicio de enviar la principal que se pide abo* 
ra. La base de donde debe partirse para referir & 
ella las entradas, salidas y existencias en almace- 
nes en fin de Marzo» será el inventarío por el 
cual han recibido lo* guarda-parques los artícu- 
los de guerra al acto de hacerse cargo de su des- 
tino ; 3? para las relacionas de Abril en adelante 
servirá de base la existencia que había en la fe- 
cha en que se dieron las últimas relaciones. El 
',' Gobierno comisiona á esa comandancia de armas 
pura la inspección y confrontación de todas las 
relaciones que se enviaren, así como para que 
exija del guarda parque (ó de los guarda-par- 
ques) las correspondientes á cada trimestre, á fin 
de que vengan á este despacho coa la exactitud y 
en la oportunidad debidas* 

Dígoloá US. para su pronto cumplimiento. 

Dios guarde á US.— Jos ó Félix Blanco. 
PARQUES. RI80LVGIOM Ejecutiva di 26 ve 

Marzo be 1840 sobre su aseo y conservación. 
Circular. 
Secretaría de Guerra.-— Sección 3*— -Caracas 2Q 

de Marzo de 184Q** 
Señor Comandante de ano** de**... 
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Aunque algunos guarda-parque» cumplen con 
el deber de cuidar y asear los artículos de guerra 
y marina de que están encargados, otros hay que 
descuidan sus obligaciones, según se deduce de 
los estados ti inténsales y otros datos que se reci- 
ben en este ministerio. En esta virtud me ha or- 
denado S. £. el Presidente de la República diga á 
US. : que prevenga al guarda-parque de esa pla- 
za y á los encargados de los demás depósitos de 
esa provincia, contraigan cuidadosamente su aten- 
ción al aseo y conservación de los artículos de 
guerra que están á su cargo y del local en que se- 
hailan depositados. Y para saber si esta disposi- 
ción tiene su debido cumplimiento, se servirá 
US. pasar mensualmente revista al parque y de- 
mas depósitos de esa provincia, informando á es- 
te despacho de lo que de ella resultare ; en la 
inteligencia de que el Gobierno quiere que 
todos los artículos de guerra que se hallan en al- 
macenes, se encuentren siempre en el mejor es- 
tado deservicio, sobre lo cual hace á US. por mi 
conducto una especial recomendación. 

Soy de US. atento servidor.— Francisco Her- 
naiz. 

PARQUES. § de la Memoria de guerra de 

1834 8 obre la materia. 

"Consultó la Tesorería general qué ramo de 
los del presupuesto debía sufrir el cargo de los 
efectos de guerra que para distintos objetos del 
servicio, se sacan de lo* almacenes de artillería; 
y considerando el Gobierno que es legal el con- 
sumo que se hace de los efectos depositados en 
los parques de artillería, porque' las tropas en 
servicio deben estar municionadas, deben ejerci- 
tarse, y las plazas debvn hacer salvas por orde- 
nanza ; que la misma ordenanza ha establecido 
las reglas que deben observarse para extraer mu- 
niciones de los parques, y que aunque todas las 
existencias son especies que valen dinero, y que 
aparecen con sus valores en el libro de caja, no 
ha sido costumbre presuponer este gasto, ni po- 
sible formar el presupuesto ; determinó en 23 de 
Agosto ultimo que los efectos de guerra que por 
distintas causas se saquen de los almacenes de 
artillería, no se carguen á ramo alguno de los del 
presupuesto de guerra, porque ninguno hay que 
legítimamente pueda sufrir este cargo, y para el 
arreglo de la cuenta en la tesorería general, se 
abra un ramo adicional de consumos de efectos de 
los parques de artillería que reciba el débito de lo 
que se extraiga. Y en precaución de la legítima 
inversión de los efectos que se extrajesen, decla- 
ró que no serian legítimamente consumidos si no 
se obtenía la aprobación del Gobierno, á cuyo 
efecto se previno á los comandantes da armas, que 
mensualmente pasen & esta Secretarla relación 
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certificad a de los libramientos que hubieren dado 
contra los almacenes de artillería,* en que se ex- 
prese el ñn para que se destina lo que se extrae, 
su número ó peso y calidad según la especie, co- 
mo á quien ha de entregarse, con todas las for- 
malidades que previene el artículo 2® del tratado 
69 titulo 10 de las ordenanzas; y por orden de 
26 de Noviembre último arregló el Gobierno las 
salvas y saludos que deben hacer Jas plazas de 
guerra y fortalezas que en ella se designan, mien- 
tras el Congreso determina en la materia." 

PARQUES. Reglas que deben observarse cuan- 
do se entreguen para el servicio municipal al- 
gunos de los artículos de guerra depositados 
en ellos. Véase Artículos de guerra, RR. EE. 
de 8 y de Febrero de 183S. 

PARROQUIAS. En cada una habrá jueces de, 
paz. Véase jueces de paz, art c«;nst. 178, y 
Provincias, art. 55. 

PARROQUIAS civiles. Erección y traslación 
de ellas. Véase Diputaciones provinciales, art. 
21, atrib. 21 y D de 16 de Marzo de 1840 ex- 
plicándolo. 

PARROQUIAS civiLE8. resolución ejecu- . 

TIVA DE 23 DS SETIEMBRE DE 1847 SOOTC SU 

creación, alteración <fe. 

Secretaría del Interior. — Sección 1 & 

Caracas, Setiembre 23 de 1847. 
Resuelto.— Dígase á los Gobernadores de Caracas 
y Guayans. 

En circular de 19 de Junio de 1846, número 
210, se dijo á USS.° lo siguiente : 

" Por resolución circulada en 27 de Abril de 
1840 con e! número 96, se previno á los Gober- 
nadores que cuando las Diputaciones provincia- 
les en virtud déla aclaratoria hecha por el Con- 
greso en el decreto de 16 de Mayo de dicho año, 
sobre la función 21 del artículo 161 déla Cons- 
titución, acordaran y se llevara á efecto la crea- 
ción ó traslación de alguna parroquia, lo par- 
tic : paran á este Ministerio, expresándola fecha 
del acuerdo, la de la creación ó traslación, los lí- 
mites fijados y lo demás que fuera referente á la 
materia y debiera obrar en el expediente de divi- 
sión territorial." 

"No ha sido cumplida exactamente la anterior 
resolución, al paso que es de absoluta necesidad 
que el Gobierno conozca las alteraciones que su- 
fra la división territorial de la República, por el 
uso que hagan las Diputaciones provinciales de la 
atribución 21 del artículo 161 de la Constitución." 

« En consecuencia el P. E. ha dispuesto, 

ío Que US. remita á este ministerio á la bre- 
vedad posible, copias separadas de las ordenanzas 
de la Diputación de esa provincia desde 1840 á 
1845 inclusive» en que se haya dispuesto la crea- 
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cion, supresión, traslación restablecimiento 6 al- 
teración de límites de alguna parroquia civil, ex- 
presando á continuación de cada copia la fecha y 
términos en que se haya cumplido la ordenanza, 
ó los motivos que hayan impedido su cumplimien* 
to. 

29 Que cuando la Diputación de esa provincia, 
acuerde alguna ordenanza, disponiendo la crea- 
ción, supresión, traslación, restablecimiento ó al- 
teración de límites de alguna parroquia civil, re- 
mita US. copia de ella, y avise oportunamente el 
cumplimiento que se le haya dado, y 

39 Que quede derogada por la presente, la re- 
solución de 27 de Abril de 1840 que se ha citado. 1 ' 

•'Comunicólo á US. para su inteligencia y 
cumplimiento." 

En 11 de Setiembre del mismo año y 11 de 
Enero del presente se rectamó á USS. el cumplí- 
• miento de dicha resolución, y hasta la fecha ni 
contestación ha recibido este Ministerio á las tres 
notas referidas, siendo USS. los únicos Goberna- 
dores que las hayan desatendido. 

£1 Gobierno deja á USS. que califiquen este 
proceder, y me encarga exigirles el pronto cum- 
plimiento de la citada resolución, esperando no 
den lugar á nuevo reclamo. 

Soy, &r. — Por S. E.— Sanavria. 
PARROQUIAS. Véase División territorial 

PARROQUIAS civiles, resolución ejecutiva 
de 13 (*) de marzo de 1851 declarando que es 
á las Diputaciones provinciales y no al P. E. á 
quien toca remediar los inconvenientes que haya 
para la existencia de algunas, y qué debe ha* 
cerse entre tanto respecto de los jueces de paz. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. 
Caracas, Marzo 13 de 1851. 
Resuelto. — Dígase al Gobernador de la provin- 
cia de Mórida, 

He dado cuenta al Poder Ejecutivo de su nota 
fecha 15 de Enero último número 7 en la cual 
consulta US., qué deberá hacer en el caso de no 
existir en una parroquia ninguna persona con las 
cualidades legales para ser nombrada juez de paz, 
indicando que aunque convendría agregarla á la 
villa mas inmediata, tocaba con el inconveniente 
de no tener facultad paia liacer la agregación, ni 
ampliar la jurisdicción de los jueces de paz 
residentes en esta ; y S E. me ha ordenado con- 
testar que por el decreto legislativo de 16 de 
Marzo de 1840, corresponde á las Diputaciones 

{provinciales exclusivamente Ja creación y tras- 
acion de parroquias, y por lo mismo, es á esta 
corporación á la que debe US. hacer conocer las 



C*) En la Gaceta 1*009 está publicada con esta fecha, y 
en la Memoria del Interior de 62 con la de 12.— En una ú 
•otraJiay equivocación. 
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dificultades que haya encontrado el Gobierno pro- 
vincial para que en adelante continúe figurando 
en esta categoría una población que, según se in- 
dica, no basta á su propia administración local, 
debiendo entretanto tener US. presente para po- 
ner remedio al mal que participa, que por el ar- 
tículo 1 1 ley 1 1* del código orgánico de tribuna- 
les se manda ; que los magistrados y jueces que 
hayan cumplido el término de su duración, con- 
tinuarán actuando hasta que lleguen los que han 
de subrogarles; que por el $ 2? artículo 60 de U 
org&nica de provincias se establece: que los jue- 
ces de paz puedan ser reelegidos, y se les obligará 
á servir si la población no permitiere su sustitu- 
ción con otra persona, y finalmente ; que, siendo 
de todo punto imposible proveer de juez de paz 
á la parroquia, solo corresponde á US hacer su- 
plir su falta en lo que concierne á la policía, y al 
poder judicial establecer, con arreglo á las leyes 
6 á lo que la prudencia dicte á falta de ellas, el 
modo de proceder provisionalmente en los casos 
en que se necesite de dicha autoridad, para cono- 
cer de causas civil es, formar el sumario en las cri* 
mínales, ó evacuar las diligencias de otros juzga- 
dos.^ Soy, &.— Por S. E.— Pulido. 

PARROQUIA ECLESIÁSTICA DE BEJÜMA. RE- 
SOLUCIÓN EJECUTIVA DE 19 DE OCTUBRE DE 

1849 aprobando su erección. 
Secretaría del Interior y Justicia.— Sección i a 
Caracas, Octubre 1? de 1849. 

Resuelto.— El Poder Ejecutivo en uso de la 
atribución 1 4* que le concede el artículo 69 de la 
ley de patronato, aprueba la erección de la* parro- 
quia eclesiástica de Bejuma del cantón Monta Iban 
én la provincia de Cara bobo, acordada por aquel 
señor Gobernador en decreto de veinticuatro de 
Agosto último, con los límites que en dicho de* 
creto se señalan. 

Comuniqúese al expresado f>efior Gobernador, 
y publíquese en la Gaceta de Venezuela, 
Por S. E. — Agostini. 

PARTES EN JUICIO. LEY I TÍTULO I DEL CÓDI* 
<30 DE PROCEDIMIENTO JUDICIAL. 

Art. 19 En el juicio civil, tanto el demandan- 
te como el demandado, deben ser personas legí- 
timas ; y podrán presentarse por medio de apo- 
derados que 1 os representen. 

Art 29 El apoderado judicial podrá constituir- 
se por una carta poder dada por ante uno de los 
jueces parroquiales, 6 por ante el Secretarlo del 
tribunal eu que se intentó la demanda en la for- 
ma siguiente: í( N. de N. vecino de mayen- 
de veintiún años confiere su poder á N. de N. para 
que le represente y sostenga sus derechos ante el 
tribunal 6 tribunales competentes en todas sus 
causas ó negocios judiciales, 6 en tal negocio se* 
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ñalado, sin limitación alguna, (ó reservándose la 
facultad de transigir) (ó sujetándole á las instruc- 
ciones que le comunique privadamente en lo que 
na sea opuesto á las leyes.) El juez- ó secretario 
que suscribe certifica que conoce ai poderdante y 
que este acto ha pasado en su presencia." £1 lu- 
gar y la fecha en letras. N. de N* juez ó secreta- 
rio. N. de N. poderdante. 

,Art 3? Si el que otorga el poder lo hace como 
representante de otro, deberá* presentar al juez ó 
secretario el documento que legitime su repre- 
sentación^ se copiará y certificará á continua- 
ción por el mismo juez ó secretario. 

Art. 49 Si el poder ha sido otorgado en pais 
extranjero, debe tener las formalidades que se 
exijan en dicho pais, y venir ademas legalizado 
por un magistrado del lugar donde se haya otor- 
gado, y traducirse al castellano por un intérprete 
jurado. 

Art. 59 Cuando el apoderado tenga qus ha* 
cer uso del poder fuera del cantón 'en que fué 
otorgado, deberá hacerlo registrar en la ofic¿ria 
del registrador respcct: 70, y este pondrá en él la 
nota correspondiente con su firma y sello. 

$ único. Mientras se establecen las oficinas 
de anotación y registro, este se hará por los- se- 
cretarios délos tribunales en un libro destinado al 
efecto que se conservará en su archivo. 

Art, 69 No son personas legitimas, para estar 
en juicio las mujeres casadas), los menores de 
veintiún años, los mentecatos ó dementes, los 
pródigos declarados tales por el tribunal y los 
siervos. 

Art. 79 £1 menor de veintiún años, el demente 
y el pródigo. declarado serán representados en jui- 
cio por sus guardad orefró en negocios determinados 
por los apoderados que estos constituyan. £1 sier- 
vo lo será por su señor ó el apoderado de este, 
excepto en las causas de libertad 6 de sevicia en 
que podrá presentarse por sí asistido del funcio- 
nario público que la ley. designe ; y la. mujer 
casada por su marido ó la persona que lo repre- 
sente. 

ArU 89 La mujer casada puede presentarse en 
juicio con el consentimiento de su marido, 6 con 
la autorización del juez, cuando el marido esté im- 
posibilitada ó rehuse sin justicia dicha autoriza- 
ción* 

Art. 99 No puede el hijo parecer enjuicio civil 
contra sus ascendientes, 6 su padre adoptivo, sino 
en los casos siguientes: 19 Para pedir alimentos : 
29 Para pedir sus bienes adventicios con arreglo 
A las leyes: 39 En lo perteneciente al peculio 
cástrenselo casi castren*^: 49 Por sevicia del 
padre» 

A*t, 10. Ninguno puede ser compelido á com- 
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parecer en juicio como demandante, sino en los 
casos de jactancia ó retardo perjudicial, conforme 
á lo que se dispone en este código. 

Art: 11. Podrán presentarse en juicio sin. poder 
el padre, ó la madre en defecto de este, por su 
hijo legítimo, adoptivo, ó natural reconocido, y 
viceversa, el hijo por sus padres si tuviere vein- 
tiún años cumplidos : un socio por su consocio 
en los negocios de la compañía: unheiederopor 
sus coherederos- en las causas originidas por la 
herencia ; y el albacea de una testamentaría por 
la misma ; pero deben acreditar su personalidad 
si la parte contraria lo exige. 

Art. 12. Así mismo podrá cualquiera compare- 
cer sin poder defendiendo al demandado si diere 
caución de que el demandado estará á las resul- 
tas del pleito. 

Art. 13» El Estado, las iglesias y demás comu- 
nidades y corporaciones estarán en juicio por los 
administradores, procuradores, vicarios ú otros 
que los representen. 

PARTICIONES, ley v, título vn del códi- 
go DE PROCEDIMIENTO JUDICIAL. 

Art 19 Solicitando uno ó, muchos herederos 
la liquidación y partición de los bienes de una 
testamentaría ó sucesión ab intestato, y habiendo 
oposición de otros coherederos, se citará a todos 
para la contestación y conciliación; y en esta 
reunión, si la conciliación quedase sin efecto, y 
no. fuere dudoso el carácter de los demandados, 
podrá decretarse el embargo y depósito de los 
bienes de la testamentaría ó sucesión, en persona 
extraña y abonada, que se nombrará por mayoría 
respeoiiva.de votos, decidiendo el juez en caso 
de empate, si los interesados no estuviesen de 
acuerdo en que queden en poder de uno ó mas de 
ellos mismos. La oposición se sustanciará por 
los trámites ordinarios, y seguirá del mismo mo- 
do en todas las ulteriores instancias. 

Art. 29 Las diligencias que deban practicarse 
para el embargo y depósito de los bienes forma- 
rán un cuaderno separado. 

Art». 39 Concluido el pleito que embarázala 
partición, ó siempre que esta deba practicarse sin 
oposición, los interesados se reunirán el dia que 
el juez de primeas instancia señalare para el nom- 
bramiento de partidor. Los que falten se entiende 
que renuncian su derecho, y uno solo que con- 
curra hará el nombramiento. Esta reunión no se 
hará nunca antes de ocho dias de estar eu poder 
del juez el expediente concluido de la oposición, 
en caso de haberla habido, ó.de la ocurrencia de 
los interesados cuando no la hay, á menos que 
en uno ü otro caso todos estén de acuerdo en an- 
ticiparla. 

Art. 49 Silos interesados no pudieren avenir *. 
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se para elegir partidor por mayoría absqjut* de 
votos, el juez elegirá uno de los que ellos hayan 
propuesto. 

Art. 5? En la reunión para elegir partidor se 
presentará el testamento, cuando lo haya, el in- 
ventario y avalúo de los bienes, y el expediente 
de embargo y depósito, si ha tenido lugar, lo 
mismo que la cuenta del que haya administrado 
los bienes y las del depositario, con los demás do- 
cumentos que sean necesarios para la parti- 
ción, y todo se pasará al partidor nombrado, 
asignando el juez el término en que este deba 
desempeñar su encargo, ol cual no podrá pro- 
rogarse sino por una sola vez. 

Art. 69 Si los interesados tuvieren que objetar 
las cuentas del administrador ó del depositario, 
se procederá al juicio de cuentas conforme á lo 
prevenido en el artículo siguiente, suspendiéndose 
entre tanto la partición, 6 se procederá á esta al 
mismo tiempo, si así lo resolviere la mayoría de 
los herederos, en cuyo caso el partidor dejaiá es- 
tablecida la regla que haya.de seguirse para la 
partición del resultado de las cuentas objetadas, 
bien sea favorable ó contrario á los herederos. 

Art. ?o Las dudas que ocurran al partidor se 
harán presentes por este al tribunal por escrito, 
para que reunidos los herederos, las consideren 
y resuelvan, y al efecto se señalará dia para la 
reunión, en la cual se determinará por los que 
concurrieren, lo que pareciere mejor á la mayo- 
ría, pudiendo también tomar un plazo para deli- 
berar. No habiendo mayoría para la resolución, 
esta la acordará el juez, atendidas las razones que 
se hayan manifestado. Las dudas que se refieran 
& puntos que deba decidir el juez, las decidirá es- 
te en aquel acto, después de haber oido á los in- 
teresados, pudiendo igualmente diferir la resolu- 
ción por veinte y cuatro horas si lo creyere ne- 
cesario para el acierto. Cuando la resolución de 
la mayoría ó el plazo quo acuerde para deliberar 
se reclame por alguno de los herederos como 
perjudicial á sus intereses, el juez decidirá lo que 
creyere justo, y su resolución se llevará á efecto. 
Contra las decisiones d« j 1 juez en los casos de es- 
te artículo, se admitirá el recurso de apelación en 
el efecto devolutivo solamente. 

Art. 89 Resueltas las dudas, el partidor conti- 
nuará su* encargo, y el término que estará en 
suspenso desde que fas propuso, correrá por los 
dias que faltaren para completarlo. 

Art. 99 El partidor podrá ser apremiado al 
cumplimiento de su deber en los mismos térmi- 
nos que pueden serlo los peritos en el juicio de 
cuentas, conforme á las disposiciones contenidas 
en la ley siguiente. 

Art. 10. Hecha la partición, *e procederá á su 
revisión por los interesados, y determinación por 
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el juez sobre cualquiera reparo que se deduzca, 
del modo establecido en el artículo 79 de esta 
ley. 

Art. 11. En el juicio de partición de bienes es 
juez competente el del circuito en que se encuen- 
tren la mayor parte de los herederos, 6 la mayor 
parte de los bienes de la herencia, a elección del 
que lo promoviere. 

Art 12, La n probación de la partición y la 
sentencia sobre los reparos deducidos contra ella 
deben acordarse dentro de los ocho dias siguien- 
tes & la última contestación de los interesados 6 
al informe del liquidador partidor, si fuere poste- 
rior, debiendo señalarse tres dias antes por lo mé- 
nop, el que se designare para ello. 

Art. 13. Puesto en estado de sentencia ó apro- 
bación el expediente, seguirá los trámites del jui- 
cio ordinario, y se observará lo prevenido para 
ellos respecto de los recursos y ulteriores instan- 
cias. * 

PARTICIONES. División que podrá hacerse 
de los diversos puntos qije contengan las de- 
mandas sobre ellas. Véase Disposiciones co- 
munes á todos los juicios , art. 18. 

PARTICIONES. Derechos de los partidores. 
Véase Arancel judicial^ art. 22. 

PASAJEROS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 17 DE 

mayo de 1842 mandando que la primera auto- 
ridad civil lleve un registro de ellos ; y que 
los capitanes de puerto los conduzcan ante la 
primera autoridad. 

Secretaría de lo Interior. — Sección de inmigración 6 indí- 
genas —Caracas, Mayo 17 de 1842—13 y 32. 

Aunque en cumplimiento del artículo 4 Ü de Ia 
ley de 12 de Mayo de 1840 sobre inmigración de 
extranjeros se remiten a la Secretaría de lo inte- 
rior relaciones de los inmigrados ^ue llegan á 
nuestros puertos, no son bastantes estas noticias 
para conocer exactamente el incremento de la 
población por medio de los extranjeros que en- 
tran al pais ; pues en las expresadas relaciones 
solo están comprendidas las personas que hacen 
parte de las expediciones de inmigrados condü> 
cidos por empresarios de inmigración, y no los 
pasajeros sueltos que llegan ya como nuevos 
transeúntes, ya con intención de establecer en él 
su domicilio. Y deseando el Poder Ejecutivo te- 
ner reunidos todos los datos que conduzcan á ad- 
quirir aquel conocimiento, resuelve: 

19 La primera autoridad civil en todos los 
puertos principales habilitados de la República, 
llevará un registro en que tome razón nominal 
de los pasajeros que se embarquen para pais ex- 
tranjero, y desembarquen eon procedencia de 
pais extranjero, expresando su edad, naturales* 
y oñcio 6 profesión. 

29 De este registro se extractará el 19 de ca- 
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da rnes un cuadro de las entradas y salidas de pa- 
sajeros en todo el mes anterior conforme al mode- 
lo siguiente, y se remitirá al Gobernador de la 
provincia. 




89 El Gobernador trasmitirá originales estas 
noticias á la Secretaría de lo interior dentro de 
los quince piiraeros días de cada mes, cuando mas 
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tarde, acompañándolas de un cuadro comparativo 
formado con arreglo al siguiente modela 

CUADRO comparativo de las entradas y salidas de pasaje- 
ros en todo el mes de (el inmediato pasado) ultimo por los 
puertos principales y habilitados de la provincia. 



PuQlt08. 


Entradas. 


Salidas. 


Mas 
entradas. 


Has 
salidas. 











































Totales. 



tooo 

¿000 



Diferencia á favor de 



Ílas entradas 
ó salidas. 



000 



{Nombre del Jugar y fecha,) 

N. N. (Firma del Gobernador.) 

4? Esta resolución no se entenderá respecto 
de los individuos que hacen parte de las expedi- 
ciones de inmigrados europeos ó canarios condu- 
cidos por empresarios de inmigración ; sino solo 
de aquellos pasajeros que no están comprendidos 
en las noticias de inmigrados que se acostumbra 
pasar al ministerio de lo interior conforme á la 
ley. 

*50 Por la Secretaría de Guerra y Marina se 
expedirán las órdenes convenientes para que los 
capitanes de puerto cumplan puntualmente con 
el deber de presentar los pasajeros que entren, á 
la autoridad civil, á fin de que los datos que se 
solicitan tengan la mayor exactitud posible. 

60 Comuniqúese en circular á la Secretaría 
de Guerra y marina, y á los Gobernadores de las 
provincias litorales ; y pubííquese. 

Por S. &— Quintero. 
PASAJEROS. Resolución Ejecutiva de 2 
de Julio de 1842 declaratoria de la anterior. 
República de Venezuela,— Secretaría de Estado 
en los despachos de Guerra y Marina. — Sec- 
ción de Marina. — Caracas 2 de Julio de 1842, 
año 139 de la ley y 32? de la independencia. 
Sefior Secretario del Interior. " 

Habiendo representado al Gobierno el capitán 
del puerto de la Guaira sobre algunos particula- 
res de la resolución del Poder Ejecutivo de 17 de 
Mayo último sobre pasajeros, expedida por ese 
Ministerio é inserta en la Gaceta de Venezuela 
número 595, y vuelto á considerar este negocio, 
ha recaido por S. £ la siguiente resolución, — "La 
circular del Gobierno librada por el Ministerio de 
lo Interior de 17 de Mayo último, sobre los indi- 
viduos que entran al pais por los puertos de la 
República, al hablar de los capitanes de puerto, 
no hace mas que recordar á estos empleados el 
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deber que les impone la ordenanza vigente de la 
armada ; y este es el de advertir á los pasajeros 
en los buques que entran en sus respectivos 
puertos, que deben presentarse á la autoridad ci- 
vil (art. 59 del tratado 59 tít 7? de las ordenan- 
zas de la armada). En otros lugares del mismo, 
título (artículos 67, 68 y 69), se previene a los* 
capitanes de puerto empleen sus ordenanzas y 
alguaciles para conducir á los expresados pasa- 
jeros ; es así, coojo ha debido entenderse la ex- 
presada circular : y lo digo á U. en contesta- 
ción á su nota oficial de Junio 16 núm. 36. Co- 
muoíquese á la Secretaría de lo Interior y publí- 
quese." Trascribiéndolo á US. para su conoci- 
miento, y para que esté en cuenta de la aclara- 
toria que el Poder Ejecutivo ha dado á la expre- 
sada circular de 17 de Mayo último, librada por 
el Ministerio del cargo de US. sobre presenta- 
ción de pasajeros á la autoridad civil del puerto 
respectivo. 

Soy de US. atento serviJor. — Carlos Soublette. 
PASAJEROS. Resolución Ejecutiva de 15 
de Setiembre de 1816 aclaratoria de la mis- 
ma* 
Secretaría del Interior. — Sección cuarta. 
Setiembre 15 de 1846. 
Resuelto.— Declara el Poder Ejecutivo que la 
resolución de 17 de Mayo de 1842 expedida por 
este Ministerio no es un obstáculo para que los 
Gobernadores pidan á los capitanes do puerto, 
con la frecuencia que estimen conveniente, otras 
noticias que lus indicadas en dicha resolución, so- 
bre las entradas y salidas de pasajeros, debiendo 
estos funcionarios darlas con la brevedad posi- 
ble, como se les prevendrá por la Secretaría de 
Guerra y Marina. No es por tanto necesario al- 
terar aquella resolución general. 

Publíquese y circúlese. — Por S. E.— Cobos 
Fuer íes. 

PASAJEROS por el Orinoco. Resolución 
Ejecutiva de 28 de Agosto de 1838 deter- 
minando los casos en que pueden dése ni bar* 
car se antes de llegar á Ciudad Bolívar. 
República de Venezuefa. — Secretaría d^ Estado 
en el Despacho de Hacienda. — Caracú* Agos- 
to 28 de 1838, 9? de la ley y 289 de la ^de- 
pendencia. 
Seflor ; 

En el expediente de la materia, instruido con 
motivo de varias comunicaciones de los seOores 
Gobernador, Administrador y Juez de primera 
instancia de Guayana, ha dictado el Gobierno la 
resolución siguiente : 

" El comercio de cabotaje, de que trata la ley 
de 12 de Mayo de 1834, permitido á solos los bu- 
ques nacionales conforme el artículo i? debe en- 
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tenderse tanto de un punto á otro de las costas del 
mar, como de las de los ríos y lagos, según et ar- 
tículo 2° de la misma ley. En esta virtud los 
que trafiquen en el Orinoco desde Angostura 
hacia abajo hasta las bocas, ó hacia arriba por 
el propio rio, ó por el Apure, trasportando efec- 
tos y mercaderías extranjeras se declaran sujetos 
á la puntual observancia de dicha ley de cabota^ 
je, y de las demás disposiciones así legislativas 
como gubernativas que rijan acerca de la mate- 
1 ria. En cuanto á la práctica de hacer escala ó 
' tocar en Barranca ó en otro punto los buques 
' que cargados 6 en lastre vienen del extranjero, y 
! que embarcan frutos, producciones del país ó co- 
! mestibles, destinados al trafico en el puerto habi- 
litado de Angostura ó en cualquiera otro puerto 
ó punto del rio, se declara contraria á las leyes 
de importación, y debe prohibirse. 

29 Los individuos procedentes del extranjero 
podrán desembarcarse ellos solos en algún punto 
: ó puerto situado antes de la capital, únicamente en 
I estos casos : 1.° cuando les sea necesario aguar* 
¡ dar sus embarcaciones : 29 hacer víveres, bien 
sea para su propio y personal mantenimiento» 
bien para la tripulación : y 39 cuando de regre- 
so de viaje determinen quedarse en dicho punto ó 
puerto por ser el lugar de su residencia, bien en- 
tendido que en ninguno de estos tres casos po- 
drán desembarcar sus equipaje?, pues estos de- j 
ben seguir al puerto de Angostura, y que el de- 
sembarco do las personas no ha de verificarse 
cuando esté en oposición con la policía sanitaria. 
Cuya resolución transcribo á U. para su inte- 
ligencia, gobierno y cumplimiento en la parte 
que le toca. 

Soy de U. muy atento servidor. — G. Smith. ' 
Al se ilo r Administrador de aduana de Guayana. 
Angostara. . 
Nota. — También se comunicó á ios s* Sores 
Gobernador y Juez de primera instancia de 
Guayana. 

Es copi.i. — SmiiL 
PASANTÍA para 8RR abogado. Véase Abo- 
gados* art. 49, núm. 29 
PASANTÍA para ser abogado. Acuerdo db 
la Corte Suprema de 21 de Octubre de 
1842, (Punto 29) en que se declara que puede 
hacerse can un letrada juez inferior. 
Con respecto á la segunda parte de la consul- 
ta en cuyos fundamentos están absolutamente con- 
formes la Corte Superior y el Ministerio, fiscal, 
concibe esta Corte que U verdadera inteligencia 
de la ley, es la misma que se ha anunciado, y que 
el caso de seguirte la pasantía coa u/i letrado 
juez inferior, esta comprendido naturalmente ó 
por analogía en los que na expresado la ley de la 
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materia. Mas siendo muy conveniente que el 
Gungreso tenga á la vista este expediente para 
los fines indicados por el mismo señor Fiscal, se 
resuelve que se eleve una copia de todo su con- 
tenido por el órgano del Poder Ejecutivo, comu- 
nicándose á la Corte consultante y demás de la 
República, con lo cual se concluyó este acuerdo. 
Ur bañe ja. — Ldo. Mercader. — Martínez. 
— Duarte. 
Caracas Mayo 9 de 1844, 150 y 34?— El Can- 
ciller, José Duarte, 

PASAPORTES de jefes y oficiales en comi- 
sión. Véase Fuerza permanente, R. E.de 14 
de Diciembre de 1850. 
PASAPORTES de los que vengan del ex- 
tranjero, ó salgan para él. Véase Pro- 
vincias art. 24. 
PASAPORTES. A quienes pueden concederlos 
los Ministros públicos residentes en países ex- 
tranjeros; y cuáles deben visar. Véase Minis- 
tros públicos, D. de 28 de Junio de 1824, art. 5. 
PASAPORTES de extranjeros. Véase Ex- 
tranjeros, R. R. E. E. de 10 y 22 de Junio de 
1842. 
PASAPORTES. Cuáles pueden expedirse por 
los Consoles. Véase Consulados Venezolanos, 
L. de 80 de Abril de 1847, -art. 35 y 36. 
PASAPORTES, resolución ejecutiva de 6 
de jüiio de 1854 disponiendo que nadie pue- 
da transitar sin él, de una población á otra, 
ni tampoco armado, sin permiso escrito. 
Secietaría del Interior. — Sección 5& 
Caracas, Julio 6 de 1854.' 
resuelto. — Dígase & los señores Gobernado- 
res de provincia. 

Lo? fundados indicios que se tienen de que los 
enemigos del Gobierno maquinan nuevamente 
contra la tranquilidad del Estado, hacen absoluta- 
mente indispensable la adopción de ciertas medi- 
das precautelativas, siendo la primera y mas im- 
portante la de que ningún ciudadano pueda tran- 
sitar de un lugar á otro, sin el requisito de un 
pasaporte expedido por la autoridad componte; 
* y en tal concepto, S. E. el Poder Ejecutivo dis- 
pone, que á todos los individuos que hayan de 
viajar, bien sea de una provincia á otra, ó bien 
de un cantón á otro de la misma provincia, se les 
expida pasaporte, en el primer .caso por la Gober- 
nación, y en el segundo por la Jefetura política 
ó autoridad 6 quien corresponda, y que estos 
mismos funcionarios cuiden de exigir álos tran- 
seúntes los referidos pasaportes procediendo con 
los que no lo presenten, de la manera que indi- 
quen las ordenanzas municipales de esa provin- 
cia que traten de la materia. 
Igualmente impedirá US. y las demás autori- 
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dades y funcionarios del orden político, que nadie 
ande ni transite armado de fusil, carabina, tra- 
buco 6 lanza, sin permiso por escrito de US. del 
Jefe político ó juez de paz respectivo, obrando 
con los contraventores en la forma que estatuyan 
las mencionadas ordenanzas provinciales. 

US. instruirá oportunamente & este Despacho 
de las medidas que dicte á este fin y de sus re- 
sultados. 

Soy, &. 

Por S. E.— :Plánas. 
PASEOS y parajes públicos. Véase Pro- 
vincias, art. 76 número 5° 
PATENTES de industria. El no tenerla no 
exime á los abogados de las cargas de su ofi- 
cio. Véase Abogados A. C. S. de 16 de Ju- 
nio de 1834. 

PATENTES DE INVENCIÓN, MEJORA É INTRO- 
DUCCIÓN DE NUEVOS RAMOS DE INDU8TRIA. 

Ley de 19 de Mayo de 1854 — que reforma 
la de 21 de Abril de 1842, p. 246 del cuader- 
no de ese año, y 610 número 470 del cuerpo 
impreso en 1850. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

Decretan. 

§ 1P De las condiciones exigidas para la obtenqon 
de una patente. 

Art. 19 Todo individuo autor de un descu- 
brimiento 6 invención en materia de industria 6 
de una mejora que antes no se haya usado ni co- 
nocido, 6 introductor de un ramo cualquiera de 
fabricación, 6- de una mejora industrial conocida 
en el extranjero y no usada en Venezuela, ob- 
tendrá una patente ó privilegio industrial. 

Se entiende por descubrimiento la reproduc- 
ción de un procedimiento industrial, anteriormen- 
te practicado, pero completamente perdido y no 
conocido en el país, y por invención una crea- 
ción verdadera. 

ArU 29 No constituye descubrimiento, inven- 
ción 6 mejora, para los efectos de esta ley, Ja 
simple variación de las formas ó de las proporcio- 
nes indiferentes á lo sustancial del objeto, ni la 
adición de adornos de cualquier género que sean. 

Art. 39 £1 que quiera una patente dirigirá su 
solicitud directamente á la Secretaría del Inte- 
rior indicando de una manera clara y precisa los 
puntea principales 6 esenciales del descubrimien- 
to, invención ó de la mejora, y acompañando una 
descripción tan completa, clara y exacta, que cual- 
quiera del arte pueda obtener el resultado, ó fabri- 
car el objeto, al emplear los medios y la mane- 
ra de proceder que en ella se indiquen. 

Si se trata de una patente para la introducción 
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de un ramo de fabricación 6 de la mejora de un 
procedimiento, la solicitud expresará con espe- 
cialidad el carácter que constituye el objeto de 
fabricaron que se quiere introducir, 6 que dis- 
tingue la mejora, sea de la invención primitiva ó 
sea del mecanismo del procedimiento y de los 
efectos conocidos ya, á fin de hacer sensible la 
novedad de la mejora, y de facilitar su compara- 
ción con el método 6 procedimiento conocido pre- 
cedentemente. 

Art 4? Tan luego como se presente la solici- 
tud se anotará al margen el día y la hora en que 
se haga. Esta nota asegura al solicitante la prio- 
ridad de su descubrimiento, invención, introduc- 
ción y mejora. 

No Be tomarán en consideración las declara- 
ciones provisionales que no vengan acom palia- 
das de la descripción, ni aun cuando se hagan 
con la reserva de producirlas después. 

Art. 50 Si al solicitarse la patente se disputa- 
re entre dos el derecho de obtenerla, se dará al 
que la hubiere solicitado primeramente, y si la 
solicitud se hubiere hecho en un mismerdia y ho- 
ra, se decidirá Ja cuestión por arbitradores nom- 
brados uno por cada parte, y el tercero en discor- 
dia por el Secretario del Interior. Si alguna de 
las partes rehusare nombrar su arbitrador, la pa- 
tente se expedirá á favor de la otra ; y si siendo 
mas de dos las partes contendientes, no se con- 
vinieren en el nombramiento de tres arbitrado- 
res, se hará dicho nombramiento por el Secreta- 
rio del Interior. 

Art. 69 Cuando muera algún inventor, intro- 
ductor 6 perfeccionador, sin haber obtenido la 
patente, sus legítimos sucesores podrán obtenerla 
con arreglo á e*ta ley. 

Art. 79 Ei peticionario deberá prestar jura- 
mento ante el funcionario que designe ei Poder 
Ejecutivo de que realmente se reputa á sí mis- 
mo (ó reputa su legítimo causante) por verdade- 
ro inventor (perfeccionador 6 introductor,) del 
arte, máquina, manufactura, composición de ma- 
teria 6 fábrica, respecto de la cual solicita la pa- 
tente. Y esta se expediráen la forma siguiente: 
"N. Presidente de la República (6 Vicepresi- 
dente en su caso,) hago saber que (aquí el nombre 
del peticionario,) se ha presentado declarando ser 
inventor (perfeccionador 6 introductor 6 legítimo 
sucesor de ellos)» de (aquí se insertará con suje- 
ción al artículo 3? le descripción del arte, má- 
quina, man«tffitit«ra, composición de materia ó 
fábrica con loe planos y dibujos, y si se hubie- 
ren acompasado modelos 6 muestras se hará 
mención de ellos.) Y habiendo el rteftrido- F. 
(el peticionario^) prestado el juramento legal, 
accediendo á su solicitad por la presente, que le 
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servirá de título en forma, le pongo en posesión 
del derecho exclusivo de ejercer (ó fabricar y 
vender) por el término de (tantos) años en la 
República, contados desde esta fecha, la inven* 
cion, (descubrimiento, mejora 6 introducción,) ar- 
riba especificada, con arreglo á lo dispuesto por 
la ley de (aquí la fecha de la presente ley) ; sin 
que se entienda sin embargo, que el Gobierno se 
constituye garante de lu prioridad ni del mérito 
de la invención (descubrimiento^ mejora 6 intro- 
ducción.) Dada en (aquí seguirán las fechas, las 
firmas y el sello correspondiente.) 

$ 2. 6 De los derechos y prerogatívas inherentes & 
las patentes. 

Art. 89 La patente de algún descubrimiento, 
invención ó mejora, asegura al agraciado ex- 
clusivamente su ejercicio, fábrica y venta, tales 
como se hallan expuestos en la descripción ane- 
xa á su solicitud por todo el tiempo que se ex- 
prese en aquella ; y la de introducción ó mejora 
asegura el exclusivo ejercicio del ramo de in- 
dustria introducido en todas las provincias de la 
República, con excepción solamente de aquella ó 
aquellas, en que se pruebe que al tiempo de ex- 
pedirse la patente se conocía y practicaba la in- 
dustria patentada. 

Art 99 £1 agraciado tiene el derecho de for- 
mar los establecimientos y talleres necesarios á 
la fábrica y producción de todo Jo que sea ob- 
jeto de la puteóte, y de darle toda la extensión 
que juzgue conveuieute con la obligación de ob- 
servar los reglamentos de policía: puede reci- 
bir toda especie de obreros, asociar las personas 
que guste, y establecer en todas partes depósitos 
para el expendio de sus producciones ; puede li- 
bremente disponer de su secreto y de su patente 
y cederlos a otros en la forma legal. 

Hin embargo, ei nuevo adquiriente debe, so pe- 
na de perder ti piivilegio, informar á la Secre- 
taria del Interior del cambio acaecido en la per. 
sona del propietario. 

Art. 10 La patente expedida por la mejora de 
una invenci n ya privilegiada 6 patentada se li- 
mita á su objeto especial, según los caracteres 
distintivos indicados en la descripción, y no con- 
fiere ai solicitante ningún derecho á las partes 
de la invención que haya sido ya objeto de pa- 
tente anterior, ó de un procedimiento conocido 
con antelación ; pero el agraciado principal y 
anterior no puede tampoco aprovecharse- de la 
mejora que sirve de objeto á la nueva patente, á 
no ser que haya convenio entre ellos. 

Art. U. No podrá gravarse la industria privi* 
legiada con ninguna contribución 6 grovtfmen 
nacional 6 mqnicipaj, que exceda del nw por 
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ciento anual de] costo primitivo del estableci- 
miento con toda su maquinaria. 

Tan luego como funcione el establecimiento, 
presentará el interesado á la Secretaría del Inte* 
rier los documentos que comprueben dicho cos- 
to ; y se avisará en la Gaceta de Venezuela el 
monto definitivo. 

Art 12. Las materias primas que necesite una 
industria privilegiada estarán exentas de todo de- 
recho de importación por todo el tiempo por el 
cual se haya concedido el privilegio 6 la patente. 

Para evitar cualquier abuso, el agraciado lue- 
go que haya obtenido la patente y puesto en ejer- 
cicio el ramo de industria, ocurrirá al Poder Eje- 
cutivo manifestando las materias primas que pien- 
sa introducir del extranjero para fomentar su es- 
tablecimiento, y dicho Poder Ejecutivo expedirá 
las órdenes correspondientes para que no se co- 
bre derecho por la importación. 

Si se llegare legal mente á probar que el agra- 
ciado, abusando de tal exención, ha introducido 
dichas materias con el objeto de expenderlas sin 
hacer aplicación á la industria que goza del pri- 
vilegio, perderá para lo sucesivo la referida exen- 
ción, sin perjuicio de que pague los derechos de 
importación de lo que hubiere expendido, come- 
tiendo el fraude. 

Art. 13. Toda violación y venta de un objeto 
« del privilegio de invención, descubrimiento ó de 
su mejora sin consentimiento del dueño de la pa- 
tente, están prohibidas como un ataque á su pre- 
rogatíva, y le dan el derecho de adquirir la in- 
tervención de la policía contra el fabricante no 
autorizado, á efecto de hacer cesar inmediata- 
mente toda violación ulterior y de embargar pro- 
visoriamente los objetos falsificados, yajse hallen 
en poder del fabricante mismo, ya en el de un ter- 
cero expendedor, ó ya se les haya importado del 
extranjero; y todo bajo las penas establecidas 
por esta ley. 

§ 2 ? Be la duración y extensión del privilegio. 

Art 14. La mayor duración de los efectos ex- 
clusivos del privilegio será de quince años y la 
menor de seis, que comenzarán á correr desde la 
fecha efe la patente; pero sus efectos en cuanto á 
]a prohibición de vender los objetos del genero 
de industria privilegiada, no corren sino desde el 
día en que se ponga en ejercicio la industria pri- 
vilegiada. 

Art* 15. Para facilitar & los solicitantes ensa- 
yos del uso de sus descubrimientos, invenciones ó 
mejoras, la patente 4 podrá expedirse por un tiem- 
po menor del máximo fijado en el artículo ante- 
rior ; y el solicitante podrá antes de expirar el 
plazo fijado por la primera concesión^ obtener 
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una próroga hasta los quince arios ; pero cuando 
la próroga no hubiese sido reclamada antes de 
expirar el primer plazo, la patente se extingue 
con este. Se concederá esta próroga también á 
los que hubieren alcanzado patentes de industria 
por la ley anterior, si así lo pidieren ; siempre que 
acrediten haber puesto en ejecución su invento ó 
mejora dentro del término fijado en el número 5° 
del artículo 10 de la ley que se reforma por la 
presente. 

Art. 16. Expirado el término de la patente, 
cualquiera podrá usar con libeitad de la invención, 
des -ubrimiento, mejora ó introducción. La misma 
libertad habrá siempre que el inventor, descubri- 
dor, perfeccionad or, introductor ó cualquier po- 
seedor ulterior, deje de ser considerado como pro- 
pietario por hallarse en alguno de los casos si- 
guientes : 

ío Por habérsele comprobado que, quitando ó 
añadiendo á su descripción, ocultó sus verdade- 
ros medios de ejecución. 

Ademas en este caso ha lugar también á las 
penas del delito de falsedad. 

20 Por habérsele comprobado que emplea me- 
dios secretos no comprendidos en su descripción, 
sín haberlos hecho agregar á esta por una decla- 
ración subsiguiente. 

39 Por habérsele comprobado que solicitó y 
obtuvo el privilegio por mas de lo que en realidad 
hay de descubrimiento, invento, mejora ó intro- 
ducción, 

49 Por haberse comprobado respecto del in- 
ventor, descubridor ó perfeccionado r, que el des- 
cubrimiento, invención ó mejora se practicaba 
antes en otra parte, ó se hallan descritos en al- 
guna obra publicada anteriormente, siempre que 
dicha descripción sea suficientemente clara y pre- 
cisa para ser puesta en ejecución por una perso- 
na del oficio ; y respecto del introductor, que el 
objeto de la introducción era privilegiada anterior* 
monte en Venezuela. 

59 Por haberse comprobado al descubridor, 
inventor ó perfeccionador que ha dejado pasar 
dos afios sin poner en ejecución su invento ó me- 
jora, y al introductor, qqe ha dejado pasar un año 
sin poner en ejecución su introducción. 

69 Por haberse comprobado respecto del des- 
cubridor, inventor ó perfeccionador, que antes 
de obtener la patente dejó pasar seis meses en que 
se osó libremente de su invento, descubrimiento 
ó mejora. 

79 Por haberse obtenido la patente con usur- 
pación del descubrimiento, invención ó mejora 
que pertenezca á otra persona. 

89 En caso de cesión, si el adquiriente no hace 
la notificación requerida en el artículo 9,0 
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Art. 17. La anulación de la patente y eos con- 
secuencias resultarán siempre que se compruebe 
en juicio, que el propietario se encuentra en al- 
guno de los casos comprendidos en el artículo 
Srecedente ; bien sea que dicha nulidad se le 
aya opuesto por via <Je excepción, ó que á exci- 
tación del Gobierno se haya procedido de oficio 
por el tribunal. 

§ 4 ,° Del registro de las patentes y de la publica- 
ción de las invenciones. 

Ar. 18. En la Secretaría del Interior se lleva- 
rá un registro, en que se inscribirán todas las 
patentes concedidas, los nombres de los titulares 
6 agraciados, su domicilio y la hora y dia de la 
presentación de las descripciones ; y se hará 
también mención de los cambios de posesión, así 
como igualmente de los casos de extinción del 
privilegio antes de haber expirado el tiempo por 
que se concedió. 

Art. 19. Al expedirse una patenté, se publica- 
rá en la Gaceta de Venezuela. 

Art. 20. Anulada la patente en cualquiera de 
los casos del artículo 16, ó habiendo expirado su 
término, se publicará inmediatamente la descrip- 
ción circunstanciada del descubrimiento, invento, 
mejora ó introducción. 

$ 6 f De la violación del privilegio. 

Art 21. £] que contrahaciendo ó expendiendo 
las obras ú objetos para cuya producción y ex- 
pendio se ha concedido privilegio exclusivo, ó 
haciendo cualquiera otra cosa contra el tenor de 
un privilegio exclusivo, turbe al que goce de él 
en su pacínca posesión y goce exclusivo, á mas 
de la pérdida de los objetos ó efectos en que con- 
sista el delito, sufrirá la pena de tres meses ádos 
allos de prisión, y una multa de 60 á 600 pesos. 

Art. 22. Si las obras de que trata el artículo 
precedente hubieren sido contrahechas fuera de 
la República, los que á sabiendas las introdujeren 
ó las expendieren, sufrirán la pena expresada en 
el artículo anterior. 

<> 6 ? Disposiciones fiscales. 

Art 23. Las patentes expedidas en conformi- 
dad con la ley anterior y que estén actualmente 
en ejercicio, conservarán su efecto por todo el 
tiempo que hubieren 'sido concedidas. 

Art. 24. Los procedimientos comenzados antes 
de la promulgación de la presente ley, se segui- 
rán hasta su fin por la anterior. 

Art. 25. Toda acción de violación, nulidad 6 
extinción del' privilegio, no intentada todavía, se 
seguirá conforme á la presente ley, aun cuando 
se trate de patentes anteriores. 
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Art 26. Be deroga la ley de 21 de Abril de 
1842 sobre la materia. 

Dada en Caracas, á 28 de Abril de 1854, alio 
25 de la ley y 44 de la independencia?. — El Pre- 
sidente del Senado Francisco Balbucna. — El Pre- 
sidente de la Cámara de Representantes, L. Rue- 
das. — El Secretario del Senado, J. A. Pérez*— 
El Secretario de la Cámara de Representantes, 
J. Padilla. 

Caracas, 19 de Mayo de 1854, a fio 25 de la ley 
y 44 de la independencia. — Ejecútese.—/. G. 
Monagos. — Por S. E. el Presidente de la Ke pú- 
blica. — El Secretario de E. en los DD. del Inte- 
rior, Justicia y Relaciones Exteriores, Simón 
Planas. 

PATENTES de navegación. Véase Naciona- 
lización y arqueo de buques, arts. 5, 8, 1 1 y 
su 6, 12. 13, 14, 15, 16, 17 y su §, 18, 19 y 22, 
y el modelo á continuación de la misma ley. 
PATENTES de navegación. No se deben 
registrar. Véase Registro, R E. de 6 de Di- 
ciembre de 1854, art 13. 

PATENTES DE NAVEGACIÓN. RESOLUCIÓN 

ejecutiva de 27 de agosto de 1839 man- 
da ndo que se devuelvan inutilizas á los ca» 
pitanes las de los buques extranjeros que se 
nacionalicen en Venezuela* 
República de Venezuela.— Secretaría de E. en el D. de 
Hacienda.— Caracas, 27 de Agosto de 1889, 10 y 29. 

Al Sr. Administrador do aduana de..— El ad- 
ministrador de aduana de Cumaná ha consultado 
al Gobierno siá un buque extranjero que quiera 
nacionalizarse debe dejársele la patente de su na- 
ción, ó qué medidas deben tomarse para evitar 
el fraude, que podria hacerse en el derecho dife- 
rencial si continuase el buque navegando con dos 
patentes. En esta virtud y considerando el Go- 
bierno que los capitanes de buques están en el 
deber de devolver la patente á la autoridad que 
se las expidió, ha resuelto : que en lo sucesivo 
cuando haya de nacionalizarse algún buque, loa 
administradores de aduana exijan la patente con 
que* navegaban y le pongan al través unanota en 
que se exprese que aquella patente queda inútil 
por haberse nacionalizado el buque y expedid o- 
sele otra, devolviéndola al interesado.— Lo que 
tengo el honor de decir á U. para su cumplimien- 
to.— Soy de U. muy obediente servidor.— G. 
Smith. 
PATENTES de sanidad. Véase Consulados 

Venezolan os, L, de 30 de Abril de 1847, art. 

28. 
PATENTES de sanidad. Véase Derechos de 

puerto, art 1? n? 4?, art 6? n? 2? y art 8? 

y n9>&°del art. 9 (Apéndice al Tomo* segando.) 
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PATENTES DE SANIDAD. RR*0LT7CION RJRCU- 

tiva de 13 db agosto db 1839 declarando que 
no debe cobrarse por ellas sino el papel sellado, 
y el trabajo del escribiente. ( # ) 
Secretaría de Estado en el Despacho del Interior y Jus- 
ticia.— Sección tercer* — Caracas, 18 de Agosto de 1P89, 
afto 10 de la ley y 29 de la independencia.— Num. 400. 

Sr. Gobernador de 

No expresando la ley sobre derechos de puerto 
del presente alio, como lo expresaba la anterior, 
la autoridad que debe expedir las patentes de sa- 
nidad y el derecho que deba pagarse por ellas, se 
ha consultado al Gobierno sobre el particular, y 
considerando el Poder Ejecutivo que no puede 
negarse semejante documento al capitán de bu- 
que que lo pida, se ha servido resolver : que toca 
á la primera autoridad civil de los puertos habili- 
tados, expedir la patente de sanidad que solici- 
ten los capitanes de buques : que esto puede ha- 
cerse, bien expresando el estado de sanidad del 
puerto en la misma licenciado navegación, bien 
dando un documento por separado si los intere- 
sados lo exigieren así : que haciendo lo primero, 
nada se pngará á mas del derecho de la licencia, 
y verificándose lo segundo, se satisfará el valor 
del papel sellado y el trabajo material del es- 
cribiente.— Soy de" US. ateneo servidor. 
D. B. Urbanvja. 
PATENTES db sanidad. Véase Visitas de sa- 
- v idd-d 

PATENTES DE CORSO. 0*1 enanza del po- 
der r.JECOTIVO DE COLOMBIA DE 30 DE MARZO 

de 1822 reglamentándolas. 

FRANCISCO DE PAULA SANTANDER, 
De los libertadores de Venezuela y Cundinamarca, conde- 
corado con la Cruz de Boyacá, General de División y 
Vicepresidente de la República Encargado del Poder 
Ejecutivo, &, &, &. 

Autorizado por la ley de 4 de Octubre de 
1821 para formar y expedir las ordenanzas y re- 
glamentos que regularicen el armamento y servi- 
cio de- corso, conforme al derecho común de gen- 
tes, y á lo que observa la Nación española nues- 
tra actual enemiga, he veuulo en decretar, y de- 
creto la siguiente : 

ORDENANZA PROVISIONAL DE CORSO. 

Quienes pueden armar corsarios. 

Art. I? Todo colombiano tiene derecho de ar- 
mar en corso los buques que le pertenezcan para 
defender sus propiedades, y loa derechos de la 
República, y para ofender á los enemigos de ella, 

(*) Aunque por el D. K. de 11 de Agosto de 1887, que 
se halla en visitas de sanidad, se derogan todas las dis- 
posiciones ¿óbrela materia, como nada se establece sebre 
esto, hemos creído deber reproducir esta resolución. 
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especialmente en la actual guerra de la indepen- 
da. El Gobierno concederá las patentes de corso 
que se soliciten con tan precisos fines 

Pueden armarlos extranjeros con las condiciones que 
se expresan. 

Art 29 A los extranjeros que quieran, y solici- 
ten armar corsarios en servicio de la República, 
se conceden los mfomos derechos que á los na- 
cionales, con las precisas condiciones de que el 
fiador ó fiadores que presenten sean vecinos ó 
tengan domicilio en Colombia, y de que el buque 
6 buques que se pretendan armar se nacionali- 
cen antes, conforme á la ley de 27 de Setiembre 
de 1821. 

Formalidades que se requieren para solicitar la licen- 
cia de armar. 

Art 39 El que intentare armar un corsario 
deberá solicitar el coraaspon diente permiso del 
comandante general del departamento de marina 
donde se halle, y lo verificará por medio de un 
memoiiai en que exprese su nombre y apellido, 
lugar de su nacimiento y vecindad, el nombre y 
apellido del Capitán que ha de mandarlo, la cla- 
se y nombre del buque que desea armar, sus di- 
mensiones, las armas, pertrechos y gente de do- 
tación que tiene, y las que necesitare. 

Fianza que debo presentar el armador y su monto. 

Art. 49 Recibida esta solicitud, el comandante 
general de marina prevendrá q**e deposite el in- 
teresado en el tesoro público la fianza que se dirá 
según el porte del buque, 6 que presente fiadores 
abonados que respondan de ella; la fianza se exi- 
girá en las siguientes proporciones: 

Por un buque de cuarenta hasta cien toneladas, 
tres mil pesos fuertes. 

Por uno de cien hasta ciento cincuenta, cuatro 
mil pesos. 

Por uno de nento cincuenta hasta doscientos, 
seis mil pesos. 

Y por el que sea mayor de doscientos, ocho 
mil pesos. 

Obligaciones en que debe constiturse el corsaria 

Art. 59 Verificadas las fianzas y las dimensio- 
nes del buque, entregará el comandante general 
de marina al armador una copia de esta or- 
denanza, otra de las leyes generales y lainstruc- 
cion que se le haya comunicado por la Secretaría 
de Estado correspondiente, acerca del modo con 
que deban ser tratados los buques neutrales óaroi- 

Ífo8 9 en algunos casos particulares, con arreglo á 
os tratados que se celebraren con las diversas 
naciones. El armador se comprometerá expresa- 
mente por sí y á nombre del capitán de su corsa- 
rio, á sujetarse á todo esto como regla primera de 
su conducta. 
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Como deben solicitarse, y franquerse los auxilos que 
necesite y pida el corsario. 

Art. 69 Si el armador necesitare hombres, ar- 
mas y municiones para la habilitación de su bu- 
que, el comandante general de marina le permiti- 
rá que enganche de los marineros y gentes del 
departamento los que no pertenezcan á la escua- 
dra, ni estén destinados para el servicio de la Re- 
pública, y le facilitará de los almacenes los demás 
objetos, teniendo siempre presente que no hagan 
falta para el servicio. El comandante general de 
marina en estoH caeos dará conocimiento al inten- 
dente del departamento, para que por su parte 
coopere con lo que sea de su autoridad. El ar- 
mador otorgará fianza de que pagará estos su- 
plementos á coste y costos, si concluido su corso 
no los devuelve : pero no estará obligado á abo- 
nar el demérito que hayajj tenido en el servicio, 
ni cuando se hayan perdido por naufragio ó 
apresamiento del corsario, después de haberse 
batido y sostenido con valor el honor del pabellón 
colombiano. 

Los armadores deben convenirse con sus oficiales y 
equipaje sobre el modo d<) distribuir las presas. 

Art 79 Los armadores podrán celebrar con 
los oficiales y equipaje de sus buques las contra- 
tas que juzguen convenientes sobre la duración del 
servicio, y la partición délas presas, con tal que no 
se opongan ala» leyes y decretos vigentes en la 
República, y q -e sean autorizadas por el escriba- 
no de marina. El comandante general de marina 
exigirá, y conservará una copia de estas contra- 
tas para hacer que se cumplan en sus casos. 

Los oficiales y marineros de los corsarios gozan de 

los mismos privilegios que los de la escuadra de 

la República. 

Art. 89 Tanto los oficiales como los marine- 
ros y demás equipajes de los corsarios gozarán 
de los mismos privilegios y derechos que los de 
sus clases en la escuadra de la República, mien- 
tras duraren sus servicios: como tales serán re- 
cibidos y asistidos en los hospitales en que lo 
sean los demás individuos de la marina militar, y 
gozarán pensiones de inválidos ios que sean 
inutilizados por heridas ó contusiones recibidas 
en combate contra los enemigos. 

Premios ofrecidos á los corsarios por los cañones 
que tomen, según los casos que se ofrezcan. 

Art. 99 Ei Gobierno miratá <'on la mayor dis- 
tinción las acciones de guerra ó combate que sos- 
tenga un corsario contra otro de igual clase, ó 
contra buques de guerra enemigos, y las recom- 
pensará liberalmente. Los oficiales y tripulación 
de corsarios que apresen esta especie de buques, 
ó los echen á pique, tendrán derecho para ser 
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colocados ó ascendidos en la escuadra de la Re* 
pública, y recibirán ademas los siguientes premios. 

Por cada cañón del calibre de á doce, ó mayor, 
tomado en buque de guerra, cincuenta pesos fuer- 
tea 

Por cada uno de calibre menor de doce, tam- 
bién en buque de guerra, cuarenta pesos. 

Si las embarcaciones en que se tomaren los 
cañones fueren corsarios, se rebajará la [cuarta 
parte.de estos premios, y si fueren armados en 
corso y mercancía, el rebajo será hasta la mitad 
de los señalados para buques de guerra. 

Visitas que deben hacer los corsarios en el mar a otros 
buques, y documentos que se requieren en ella 

Art. 10. Los corsarios tendrán el mismo dere- 
cho que los buques de guerra para visitar y re- 
conocer en el mar á los buques mercantes, "tanto 
nacionales como extranjeros, exigiendo á sus capi- 
tanes y sobrecargos la presentación de las paten- 
tes y pasaportes con que navegan, los documen- 
tos de propiedad y fletamiento del buqire, las pó- 
lizas, los couocirnientos de la carga, los diarios 
de navegación, y las listas de equipaje y pasaje- 
ros. Los buques de guerra nacionales y extranje- 
ros están fuera del derecho de esta visita. 

Conducta y buen porte del corsario en dichas visitas. 
Art. 11. Los capitanes de corsarios verificarán 
los roconocimientos de que habla el artículo an- 
terior, sin ejercer acto alguno de violencia ni de- 
sacato contra los equipajes ó pasajeros de los bu- 
ques que visiten sin exigirles contribución ni paga 
( alguna. Cualquiera falta en esta parte será gra- 
ve, y se castigará ejemplar y severamente, hasta 
eon pena de muerte según la gravedad del caso. 

Modo de verificar la visita. 

Art. 12. El reconocimiento y visita se hará 
enviando el corsario su bote á bordo del buque 
después que lo tenga á tiro de cañón ó de fusil, 
y practicando en el mismo buque las diligencias 
del reconocimiento, ó trayendo para el bordo del 
corsario al capitán ó sobrecargo del buque recono* 
cido, con los documentos que debe presentar ; 
pero jpor ningún motivo se exigirá á buque na- 
cional, amigo ó neutral, que eche bote jal agua, á 
menos que sospechas muy vehementes y compro- 
badas, 6 la seguridad del corsario, lo. exijan. 

Libertad de un buque visitado que ae encuentre con 
documentos legítimos. 

Art. 13. Si el buque reconocido tuviere los do- 
cumentos que se han expresado, y constare por 
ellos ser nacional, amigo 6 neutral, y que no lle- 
va á su bordo propiedades pertenecientes á enemi- 
gos, ni efectos de los que esta ordenanza declara 
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de contrabando, se le dejará navegar libremente, 
y se tomará del capitán una certificación de la 
buena conducta del corsario. 

Se declaran los casos- en los cnales puede detenerse 
un buque. 

ArUl4. Un corsario no podrá detener á bu- 
que alguno, sino en los casos siguientes: 

i& Cuando el buque es de fábrica enemiga, y 
no» conste haber pasado á propiedad' de neutral ó 
amiga por venta, 6 otro derecho legítimo, lo cual 
debe aparecer en los documentos que presente. 

29 Cuando el Capitán, ó el dueño, 6 el maes- 
tre, ó el sobrecargo, 6 el administrador, ó la ter- 
cera parte del equipaje del buque son de Nación 
enemiga, en cuyo caso necesitan probar legal- 
mente que están al servicio de nación amiga 6 
reulral, y que han dejado de ser enemigos de la 
República, 

39 Cuando á bordo del -buque se hallen oficia- 
les de guerra de tierra 6 mar, ó tropa enemiga, 
en cuyo caso debe reputarse el buque como ene- 
migo. 

49 Cuando se encuentren á bordo propiedades 
1 pertenecientes á enemigos según loa conocimien- 
tos de la carga, pólisas y contratas de flete. En 
este caso, se hará esta diferencia : si el .capitán ó 
sobrecargo denuncia y presenta estas propiedades, 
se le extraerán contra un- recibo en que conste 
las que sean, y se le pagarán los fletes que haya 
devengado hasta allí, conforme á la contrata, 
bien entendido que si por no poder hacerse el 
trasbordo, ó extracción en el mar, se le enviare á 
puerto de la República, deberá pagársele tam- 
bién las estadías que cause esta operación; pero 
si ni el capitán niel sobrecargo hacen el denuncio 
y presentación de estas propiedades, deberá* dete- 
nerse el buque, y remitirse á un puerto de la Re- 
pública para que sea juzgado, en cuyo caso no 
deberá abonarse al buque detenido flete, estadías, 
di derecho alguno. 

59 Cuando el buque visitado sea de los que en 
esta ordenar 2a se declaran por buena presa. 

Lo que den© hacer ufl corsario después dé que juzgue- 
arreglada su detención conforme á estar ordenanza* 

Art. 15; Luego que un corsario visite un bu- 
que que con arreglo al artículo anterior deba de- 
tenerse, recibirá declaraciones por separado al. 
capitán, al sobrecargo, y á algún otro individuo' 
sobre estos puntos : 1 9 sus nombres y nación,: 

29 cuales son los papeles con que navegan, y se 
expresarán y numerarán en las declaraciones: 

30 de. qué puerto proceden, y pjara donjfte baeen 
viaje :• 40 qué carga llevan, y á'quieqes pertene- 
ce : 59 de qué fábrica es el huque^ y quien es su 
defio. *J£sfe3..declaTao¡oneSf firmadas por el ofi- 
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cial del corsario comisionado para recibirlas y 
por los declarantes, serán autorizadas por el es- 
cribano, y en su defecto por el contador, con 
asistencia del intérprete (si ha intervenido) y en 
presencia de los mismos se cerrarán* y sellarán en 
un pliego con todos los papeles justificativos que 
se hayan presentado. Los documentos que no es- 
tén comprendidos en esta relación, 6 que no es- 
tén firmados por autoridad legítima, no harán fé 
en el juicio, y esta circunstancia deberá advertir- 
se á los declarantes para que no oculten alguno. 

Lo que deba hacer un corsario con un buque apre- 
sado 6 detenido. 

Art. 16. Puede detenerse un buque de dos mo- 
dos : 19 guardándole en su conserva el corsario: 
29 remitiéndolo á uno de los puertos cabeza del 
departamento marítimo en la República, para que 
sea juzgado. En ambos casos el capitán del cor- 
sario debe comisionar por escrito, á un oficia] que 
con el nombre de cabo de presa la mande, y al- 
gunos otros hombres de su equipaje para que la 
tripulen. 

Cómo debe entregarse un baque al cabo de presa y 
otros requisitos para el juicio. 

Art. 17. Al encargarse de la presa el oficial 
nombrado para mandarla, se le entregará el plie- 
go cerrado de que habla el aitículo 15 con todos 
los demás papeles que se le hayan encontrado á 
bordo ; también se le entregará el buque con las 
escotillas cerradas, y selladas, ó bajo un inventa* 
rio exacto de cuanto contenga, si las circunstan- 
cias permitieren formarlo, y ademas irán en el 
buqpe apresado su capitán, 6 el sobrecargo, uno 6 
dos de sus marineros ó pasajeros para que pue- 
dan presenciar la conducta del cabo, y sostener 
los derechos del buque en el juicio que se le debe 
hacer* 

Lo que deba hacer un corsario con la tripulación y 

pasajeros do un buque apresado, coa los roles, 

y lista» correspondientes» 

Art. 18. El resto de la tripulación y emplea- 
dos del buque apresado, así como los oficiales y 
tropa enemiga que se encuentren en él, se tras- 
bordarán a| corsario donde serán conservados 
oon seguridad, sin maltratarlos, ni mortificarlos 
con prisiones, fuera del caso en que intenten al- 
guna sedición, 6 otro acto para escaparse, 6 bur- 
lar la bondad y buena fé del spresador. Loa ro- 
les y listas de todos estos, se enviarán también 
con loe demás papeles justificativos encontrados 
en la presa, y en el primer puerto de la Repúbli- 
ca adonde arribe el corsario entregará dichos pri- 
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sionems al comandante respectivo contra un reci- 
bo al pié de una lista nominal de todos ellos. 

Abono que hará el tesoro público por loa prisione- 
ros, y modo de verificarse. 

Art. 19. El tesoro piiblico pagará al corsario 
las raciones que haya suministrado á cada uno 
de los prisioneros en el orden siguiente : 

Por un jefe hasta sargento mayor, un peso 
diario. 

Por un oficial de capitán abajo, cuatro rea- 
les diarios. ' 

Por una plaza, dos reales. 
Estos abonos los maridará hacer el Intendente 
del departamento, previos los avisos ó informes 
de la uutoridud que hubiere recibido los prisio- 
neros y del comandante general de marina, que 
debe comparar estas listas con los roles que ha- 
ya presentado el corsario en el juicio de la presa. 

Se prohibe poner en libertad á los prisioneros eneini- 
gvs, y btí permite hacerlo con los paisanos. 

.4rt. 20. Por ningún motivo podrá un corsa- 
rio poner en libertad á prisionero enemigo que 
tenga carácter militar, sea cual fuere su clase y 
arma ; pero podrá dar libertad á los paisanos 
pasajeros, ó empleados que no sean marineros, 
bien ton rescate ó pin él. En este caso, el corsa- 
rio les erigirá un documento que acredite haber- 
los puesto en libertad. 

Lo que deba hacerse con los pasajeros y tripulacio- 
nes de butjiicb Amigos ó neutrales. 

Art. 21. Lns tripulaciones ó pasajeros de bu- 
ques amigos ó neutrales que sean detenidos ó apre- 
sados, serán puestos en libertad, siempre que lo 
crea conveniente para mayor seguridad del bu- 
que, con la ropa de su uso, y serán tratados con 
to<la consideración mientras estén detenidos ; si 
obtuvieren libertad, se les exigirá un documento 
igual al de que habla el articulo anterior. 

Cómo debe conducirse un corsario en el caso que no 
pueda conservar nn buque enemigo. 

Art. 22 Guando fuere apresado un buque ene- 
migo que no convenga conservar por su poco va- 
lor, ó por peligro en que se ha Ib» el corsario, ni 
que pueda remitirse á puerto de 1a República, se 
recogerán las declaraciones y documentos de que 
habla ti artículo 15, se trasbordarán al corsario, ó 
a otro buque los hombrea y efectos que quieran, 
y puedan Salvarse, y. se- echará á pique, ó se que- 
mará la presa: Por ningún caso se concederá li- 
bertad á ningún buque enemigo, aun cuando 
ofrezca rescate : el corsario que la concoda ser* 
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tratado y juzgado como pirata, puesto que dejan- 
do al enemigo medios para ofender y continuar la 
guerra, no llena los deberes á que se ha com- 
prometido cuando recibió la patente. 

Qaé deba hacer con un buque amigo 6 neutral que 
tampoco pueda conservar. * 

Art 23* Si el buque apresado fuere neutral, y 
no pudiere ni conservarse ni remitirse á puerto 
de la República, se le pondrá en libertad, toman* 
dolé solamente los efectos que pertenezcan á ene- 
migos, recogiendo los documentos justificativos 
para que obren en el juicio, como se ha preve- 
nido en la sección cuarta del artículo 14 de es- 
ta ordenanza. Los corsarias que procedan con- 
tra el tenor de este artículo serán castigados con 
severidad. 

Se prohibe tomar cosa alguna de la presa antes del 
juicio, y se exceptas el caso de absoluta necesidad. 

Art 24. Ningún individuo de un corsario po- 
drá disponer de cosa de las que contenga una 
presa, mientras que no sea juzgada, y condena- 
da : el que contraviniere, perderá no solo el de- 
recho que puede tener á ella por cualquiera títu- 
lo, sino el triple de lo que tomó, aplicable á fa- 
vor de los que lo denuncien ó aprehendan. Pe- 
ro si para el equipo, ó subsistencia del corsario 
le fuere preciso tomar algunos efectos del bu- 
que apresado, lo verificará contra un recibo del 
capitán, ó sobrecargo de la presa, y con calidad 
de estar á las resultas del juicio en cuanto á in- 
demnización. 

Conducta que debe observar el cabo de presa en H 
dirección y presentación del buque apresado. 

Art. 25. El cabo comandante de una presa 
deberá dirigirse con ella á un puerto de la Re- 
pública que sea cabeza de departamento maríti- 
mo, para que sea juzgada por el comandante ge- 
neral de marina á quien la ley concede este de- 
recho. Al llegar al puerto, le dará parte de con- 
ducir una presa y le pedirá que señale el día pa- 
ra el juicio: si la presa y los efectos que contie- 
ne necesitaren ponerse en seguridad, se lo re- 
presentará también, para que se disponga lo con- 
veniente con su, acuerdo, y el del capitán ó so- 
brecargo apresado. 

' Casos en que puede descargarse un buque apresado, 
y modo con que debe verificarse. 

Art 26. Si el buque apresado corriere algún 
riesgo en el puerto, ó conviniere descargarlo pa- 
ra conservar los efectos que contenga, se proce- 
derá & registrarlo, é inventariarlo, y estarán pre 
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sentes & esta operación el comandante general 
de marina, ó el auditor por en comisión, el es- 
cribano de marina, 6 quien haga sus veces, el ca- 
bo de la presa y el capitán ó sobrecargo apresa- 
do* Verificado el registro ó inventario, se firma- 
rá por todos los presentes, y se facilitará en el 
puerto un almacén de dos llaves para depositar 
las mercancías con seguridad, conservando una 
llave el rabo de presa, y otra el capitán ó sobre- 
cargo apresado» 

Continuación del artículo anterior. 

Art. 27. La prohibición que se hace en el ar- 
tículo 24, sobre no tomar cosa alguna de la pre- 
sa antes de ser juzgada, no tendrá lugar en el 
caso que el casco del buque, su carga, ó una par- 
te de ella corran riesgo de perderse, ó deterio- 
rarse, pues entonces permitirá el comandante ge- 
neral de marina, á petición de cualquiera de los 
interesados, que se venda en pública almoneda, á 
la cual procederá el comisario de marina, 6 
quien haga sus veces, ante el escribano de ma- 
rina y en presencia de los mismos interesados. 
La cantidad que resulte se depositará en el te- 
soro público para entregarla á quien se declare 
pertenecer, deducidos los gastos de almoneda. 

Se prefija el término para formarse el juicio de presa. 

Art. 28. £1 juicio de presa debe verificarse 
dentro del tercer día de haber llegado al puerto, 
á menos que sea necesario registrar 6 descar- 
gar el buque, en cuyo caso solo podrá diferirse 
el juicio por el tiempo muy necesario para el re- 
gistro y descarga. 

Se señalan los tórminos y formalidades con que debe 
procedorse en el juicio. 

Art. 29. El juicio de presa será breve, suma- 
rio y verbal, compareciendo ante el comandante 
general, asociado con su auditor y el escribano 
de marina, el cabo de presa como parte por el 
corsario, ó su mismo capitán, y el capitán 6 so- 
brecargo de la presa como parte por ella. El ca- 
bo llorará consigo, y presentará en el juicio, el 
pliego cerrado de que se hizo mención en los ar- 
tículos 15 y I?. El comandante general lo abri- 
rá en presencia de las personas antes enunciadas, 
hará leer las declaraciones que se exigen por el 
artículo 15 y los documentos justificativos que se 
refieran en ellas. Se examinarán, y leerán tam- 
bién la patente del corsario y todos los demás pa- 
peles hallados á bordo, que tengan alguna reía* 
don con los otros, ó que puedan aclarar el jui- 
cio. Concluido estése verán los cargos y descar- 
gos que bagan las partes, las razones que expon* 
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gan, y se interrogarán para renovar cualquiera 
duda y aclarar la verdad de los hechos. De to- 
do esto se redactará una acta que concluya con la 
sentencia que debe pronunciar el comandante 
general, oído el auditor. 

¿os casos en que pueda diferirse el juicio, y el modo 
do extender la sentencia. 

Art. 80. Si por el volumen de los documen- 
tos presentados, por las razones alegadas, ó por 
cualquiera duda que ocurra, no se pudiere termi- 
nar el juicio en el día, se hará en el siguiente ó al 
tercero, con asistencia y presencia de las mismas 
personas que concurrieron al primero. La sen- 
tencia se pronunciará citando el artículo 6 artí- 
culos de esta ordenanza que condenan, ó absuel- 
ven al buque, el todo ó parte de la carga, fundán- 
dose en las declaraciones y documentos del plie- 
go cerrado, como únicos que se admitirán, y mo- 
tivando cuanto ser pueda el juicio. Solo en el 
caso que el capitán apresado, ó su sobrecargo 
aleguen haber perdido sus documentos por al- 
gún accidente probable, se admitirá otra espe- 
cie de prueba en el término perentorio que se- 
ñalará el comandante general. 

A quienes se debe dar copia de la sentencia. 

Art. 31. De la sentencia y acta se sacarán 
cuatro copias, una para el cabo de presa, otra 
para el capitán ó sobre-cargo del buque apresa- 
do, la tercera para el administrador de la adua- 
na, á fin de que no exija derecho alguno al bu- 
que ó carga declarados libres, si saliere del puer- 
to, ó cobre los derechos, según ley, en v caso de 
que hayan sido condenados, y la cuarta para la 
secretaría de Estado y del Despacho de marina, 
con copia de los documentos que obren en el 
juicio. 

• 
Sobreel procedimiento de nn buque absuelto. 

Art. 32. Si la sentencia absuelve de todo al 
buque con la carga, se le dejará salir ú obrar li- 
bremente, franqueándole toda la protección que 
su desgraciada suerte demanda, 6 se le permitirá 
el libre uso de aquella parte que se haya decla- 
rado absuelta. En este caso no debe exigírsele el 
derecho de anclaje. 

Sobre el procedimiento de un buque condenado. 

Art. "33. Si por el contrario la sentencia fue- 
re condenatoria, se entregará al cabo de presa lo 
que se haya condenado para que cumpla las ins- 
trucciones del capitán del corsario, exigiéndole 
solamente las costas y gastos úA juicio, los de 
almacenaje, si lo hubo, los derechos que la ley 
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señala fkfr importación retlficada en buques na- 
cionales, -según arancel, y ademas el 5 por cien- 
to que la tmstna ley destina para los hospitales 
militares. £1 comandante general pasará el avi- 
so correspondiente á la aduana, para qtie haga 
el cobro como se ha dicho en el articulo 3). 

Quien es responsable á los perjuicios de un buque 
detenido contra el t *nor de esta ordenanza. 

Art. 34. Si el buque fué detenido sin causa le- 
gítima, por no estar comprendido en los casos 
que esta ordenanza señala para la detención, se 
condenará «I corsario en las costas, estadías y 
guatos causados al apresado. Cuando la deten- 
ción hubiere sido justa, pagará las costas el bu- 
que presa. 

De la ejecución de la sentencia, ó del modo de proce- 
dense en coso de apelaciou. 

Art. 35. La sentencia del comandante gene- 
rul debe ejecutarse, como queda dicho en los ar- 
tículos 32 y 33, siempre c;ue dentro de las 24 
horas dcjfhaber sido pronunciada no ae haya inter- 
puesto apelation para ante la Alta Corte de justU 
cía de la República. Las apelaciones no se ad- 
mitirán sino dentro de este termino y previa una 
lianza de daños y perjuicios, que deberá otorgar 
•el que la intente pura responder de los que cau- 
da el contrarío la demora, si resultare injusta la 
apelación, y sobre ia cantidad de lu fianza juz- 
gará el comandante general con dictamen de su 
auditor, según las circunstancias de los cnsoB que 
pueden ocurrir. Con estos requisitos se admiti- 
rá el recurso, y el comandante general de marina 
dará cuenta inmediatamente á Iu Alta Corte con 
ti proceso original, dejando copia. 

Ait. 30. La parte que se da en el juicio al ca- 
lo de presa, se entiende dada al capitán del cor» 
sario cuando él mismo presenta la presa. 

Lo que deba hacerse cuando se preseuta una presa 

eu puerto donde no existe comandante general 

de marina. 

Art. 37. Cuando una presa llegare á puerto 
tjuu ie no ha/a uibuiial de marina, y por u;guu 
accidente ó peligro no pudiere continuar al logar 
cabeza del uepartamento marítimo donde resida 
el comandante general, podrá instruirse el pro- 
ceso verbal de que habla e) articulo 29 ante el 
comándame particular de marina que resida en 
dicho puerto, y en su delecto ante el Comandan- 
te de armas ; pero cualquiera de los dos que sea, 
se asociará con el auditor, ó asesor de guerra que 
tenga nombramiento del Onbierrio, y á falta de 
este con un letrado, y con asistencia del escri- 
bano militar, ú otro si no hay de tal carácter. 



Las diligencias practicadas, y que han de redac- 
tarse en mía sola acta, como está prevenido en el 
artículo 2ÍI, se pasarán originales con todos los 
documentos presentados al comandante general 
de marina del departamento á que pertenezca, 
para que conozca j decida con dictamen de su 
auditor. 

Se deelarau todos los ¿ases en que debe ser Conde- 
nado un buque como buena presa. 

Art 38. £1 comandante general condenará 
como buena presa los buques detenido* que se 
comprendan en las siguientes declaraciones: 

ia Todo buque que pertenezca á erfeihigos ó 
navegue cou pabellón enemigo, bien sea buque 
de guerra,.corsario ó mercante, con cuanto con- 
tenga, exceptuando solamente las propiedades 
que por loa documentos requeridos en esta orde- 
nanza resulten pertenecer á neutrales ó amigos. 

2 a Los que conduzcan para el servicio enemi- 
go, tropas ó efectos de contrabando, á saber: ca- 
ñones, morteros, obuces, pedreros, trabucos, mos- 
quetes», fusiles, rifles, pistolas, picas, espadas, sa- 
bles, tanzas, alabardas, granadas, bombas, espole- 
tas, bulas, y demás efectos relativo 9 al uso de 
esUs armas, ó cualquiera otra; pólvora, sali- 
tre, mechas, plomo eu pasta, escudos, casquetes, 
corazas, y otras defei.sas piopias para armar sol- 
dadas ; banderolas, caballos, y sus ámese?, y gu* 
nontimente t.)da especie de vestuario construido, 
equipo, y armamento de tropa, ó aj>nrejo para ha* 
cerla guirra eu mar ó tierra. 

3 a Lo4 buques de piratas ó levantados con 
cuanto se les aprehenda ; pero reservando su de- 
recho á los que sin haber tenido parte directa ó 
indirectamente en la piratería ó levantamiento, 
tengan á bordo algunas propiedades, ó les perte- 
nezca el casco, á los cuales se les devolverán, 
deducida la tercera parte de sus valores á favor 
de los apretadores. 

4 a Los buques mercantes neutrales 6 amigos 
que hagan resistencia deliberada y continua á bu- 
ques de la armada de Colombia 6 corsarios, para 
evitar la visita. Si la resistencia no fuere delibe- 
ra. !a, p. >drán ser detenidos los buques neutrales ó 
amigos para que sean juzgados como sospecho- 
sos, y probada su inocencia, quedarán libres con 
Cargo de abonar daños y perjuicios al apresador, 
contra quien no habrá lugar á reclamación, 

5 a Los buques que combatan con diferente 
bandera de aquella de la nación á que pertenecen, 

(5 a Los buques qtfe no tengan patentes legíti- 
mas para navegar, ó que la tengan doble, siendo 
una do ella? la enemiga. 

7 a Los buques que no presenten loa doctrinen- 
tos requeridos en el artículo JO, bien euteadido 
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que se ciarán por nulos y üe ningún valor los qué 
no estén firmados y aatoriza los legítimamente, á 
menos que justifiquen haberlos perdí lo por algún 
accidente inevitable, y ofrezcan presentar el du- 
plicado de ellos en debida forma dentro del tér- 
mino que señale el comandante general. 

8a Todos los tuques que se encuentren nave- 
gan lo para puerto enemigo declarado en estado 
de bloqueb, después de haber espirado el término 
Señalado en el decreto de la declaración. A Tos 
bu q ti es que se encontraren antes üe espirar a^uel 
término, se 1es hará regresar, intimándoselo, y 
anotándolo en el pasaporte que tengan, y &i por 
segunda Vez se les aprehende, serán condenados. 

9 a Los buques que salgan de puerto bloqueado, 
concluido que fuere el término señalado en el 
decreto de bloqueo, á meros que justifiquen evi- 
dentemente no haberles sido posible salir del 
puerto dentro del término prescrito. 

10 a Los buques que se aprehendieren haciendo 
el comercio ilegal de negros de la costa de África, 
dentro de las aguas de la jurisdicción de la Repú- 
blica. En este caso los negros se pondrán en li- 
bertad, y si no pudiere hacerse, se conducirán á 
un puerto de la República, y se entregarán contra 
Un recibo al comandante militar que huya en él, 
adviniéndole que debe remitirlos al comai.dante 
general de armas del departamento de quien de- 
penda, ó esté mas inmediato, para que los destine 
según las órdenes del Gobierno. El tesoro públi- 
co pagará al corsario, por via de indemnización, 
el misino precio que se ha señalado por raciones 
á los toldados apresados. 

11 a Las propiedades de enemigos que se hallen 
á bordo del buque neutral ó amigo, »egun y como 
se ha prevenido en la sección 4 a del artículo 24 
de esta ordenanza. 

12 a Los buques que hayan sido detenidas 
conforme á las secciones I a y 2 a dtl mismo ar- 
tículo 14. 

i 3 a Los buques comprendidos en la sección 3 a 
del citado artículo 14, si no probaren haber reci- 
bido á su bordo á los oficiales y tropa enemiga 
por pura humanidad para salvarlos de algún in- 
cendio, naufragio ú otra suerte inevitable. 

8* explica cuando la carca del buque se comprende 
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Art. 39. Cuando se absuelva ó condene como 
buena presa un buque, se comprende tambieu su 
éarjjá, o tío Ser que se exceptúe expresamente 
Orra jpíarte dé ella en observancia délas regla* y 
ctisoS*étoatod¿8 en esta ordenanza. 

ftesedllbIMo én los casos de encontrarse en el mar 
buques abaodefcad'o*. 

Art» 40. '-£08 buques que se encuentren aban 



donados en ti mar sin su tripulación, serán con- 
ducidos como presa á puerto de la Üepública, y 
comprobado el abandono ai, te el cotnaadaeie ge- 
neral de marina, se registrará, y te formarán in- 
ventarios de sus existencias, las cuales se deposi- 
tarán en almacenes «dn las VmVrhtos formalidades 
prevenidas en el artículo 26 El cbmisatre de 
marta* asistirá á esta* operadores en vw del 
eirpfartí ó sobrecargo afirmado, y guafdar& 'la 
llave destinada tf este. Comprobado el ubandOtao 
del buque, *se publicará por el cbrrrandahte genie- 
fal Convocando a los q«e posdata pretender derecho 
al baque y carga, y *si despms de transcurrido 
un año desde el dia de la convocatoria no se pre- 
sentare quien opte tal derecho, ó no lo justifica- 
ren los que se presenten, ó resultaren ser enemi- 
gos los propietarios, se oondenará como buena 
presa, dividiendo su valor en dos partes iguales, 
la una aplicable al Estado y la otra al corsario 
que la encontró. Si parecieren los propietarios, y 
fueren nacionales, amigos o neutrales, se les en- 
tregará la parte que se ha adjudicado al Estado, 
dé modo que el corsario reciba la otra parte. 

Sobre represamicnto de boques, y su distribución 

Art. 41. Los buques amigos 6 neutrales que 
habiendo sido apresados por un enemigo -sean 
represados por corsarios de la República, antes 
de permanecer 24 horas en poder del apresador, 
se doVolveiiin á sus dueños, reservándose la 
mitad de su valor para el buque que hizo la repre- 
sa; pero si los buques represados fueren naciona- 
les, se observarán las siguientes reglas : 

I a Para que la represa se adjudique al re- 
presador, es necesario que las buques apresados 
hayan sido conducidos 6 puerto de la nación dtl 
que los apresó* 

2 a Si la represa se hizo antes de haber sido 
conducidos á pueuo enemigo, eJ corsario represa- 
dor tendrá la tercera parte üe su total valor. 

3 a Si la represa se hubiere hecho por buque do 
la aunada, solo tendrá derecho el represadur á 
una cuarta parte, devolviéndose á los propietarios - 
el resto, tanto en «ale caso cerno en el de la re* 
gla anterior. 

Sobre la distribución de una presa hecha por buques 
en convoy, 6 fuera du él. 

Art 42. Cuando navegaren en convoy buques 
de la armada y corsarios de la República, ó ¿¿tos 
solos, y se hicieren una ó mas presas por los bu • 
ques que destinare el comanda ule* U distribución 
de las prosas se verificará con igualdad . á todt* 
W del convoy; peí o si navegaren fuera de con* 
voy, 2a presa se distribuirá eqtre los corsarios 
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que hayan concurrido á tomarla, por iguales par- 
tes, 6 según el convenio que hubieren hecho. 

Distribución de presas en el caso en que concurran 
diversos corsarios al combate. 

Art. 43. Si dos ó mas corsarios concurren de 
cualquier modo á apresar uno ó mas buques, y 
uno solo es el que combate y aborda al buque 
apresado, á este solo se le adjudicará la presa en 
razón de su mayor servicio y de los peligros que 
ha corrido en el combate ; pero tendrán derecho 
á la distribución por partes iguales, cuantos cor- 
garios hayan combatido contra la presa, aunque 
uno sólo sea el que haga el abordaje. 

Distribución de presas hechas por los buques de la 
armada de la República. 

ArL 44. Cuando el buque apresador fuere de 
los de guerra de la República, tendrán sus oficia- 
les y tripulación la mitad del valor de la presa 
que correspondería al corsario si fuera particular, 
conforme áresta ordenanza, debiendo la otra mitad 
adjudicarse al Estado, y entrar en la Tesorería 
nacional. La parte que se declara al apresador 
por este artículo, se dividirá en cuatro porciones 
iguales, de las cuales una se adjudicará al co- 
mandante, otra se distribuirá entre los oficiales, 
y las dos restantes en la tripulación y tropa á 
pro rata. 

So prohibe hacer presa en mar territorial de amigos 
ó neutrales. 

Art. 45. Ningún buque deberá ser apresado 
ni perseguido bajo el tiro de cañón de las costas 
de cualquiera nación amiga ó neutral, aunque se 
le haya empezado á dar caza en alta mar. Los 
que fueren detenidos contra el tenor de este artícu- 
lo, serán absueltos, sean 6 no enemigos. 

Derecho concedido al Gobierno para comprar los efec- 
tos de guerra apresados. 

Art. 46. En recompensa de la protección que 
dispensa el Gobierno á los corsarios, se reserva el 
derecho de tomar para el servicio del ejército y 
escuadra las armas y municiones de guerra, ves- 
tuarios construidos y demás objetos de aparejo y 
equipo de buque ó tropa que apresen los corsa- 
rios, ó los que necesitare la República, en cuyo 
caso se pagarán por el tesoro público & precio 
corriente en el mercado, ó según convenios con 
el Intendente, ó con el comandante genera] del 
departamento. 

Procedimiento de los corsarios para exigir los abo- 
dos ordenados en los artículos 9, 19 y 88. 

Art. 47. Para que se veriquen los abonos que 
deban hacerse á los corsarios por el tesoro pú- 



blico conforme á los artículos 9 y 10 y sección 
10* de! artículo 38, deberá el capitán 6 armador 
ocurrir ante el comandante general del departa- 
mento de marina donde fué armado, y presentar 
loe documentos que justifiquen su reclamo, á 
saber: los mismos prisioneros que haya tomado, 
ó los recibos que le hayan dado los comandantes 
de armas de los puertos donde haya arribado, 
y los diarios originales de la navegación para de- 
ducir por ellos las raciones que les ha suministra- 
do. El comandante general comparará estos do- 
cumentos con los roles y listas que se hayan pre- 
sentado en los juicios, y dará aviso circunstan- 
ciado ai Intendente respectivo, con copia de todo, 
para que este mande verificar el pago ; donde 
exista la comisaría de marina, el comandante ge- 
neral del departamento de marina directamente 
expedirá contra ella la orden del pago al pié de 
los referidos documentos. 

Lo que se ha de hacer cuando un comandante ge- 
neral de marina juzga una persona que corres- 
pondía á otro departamento. 

Art. 48. Cuando una presa hecha por corsario 
armado en un departamento fuere juzgada por el 
comandante general de otro departamento de 
marina, pasará este á aquel una copia íntegra 
del juicio, paraque pueda tener los documentos ne- 
cesarios sobre los cuales pueda disponerse el pago 
de los premios que se deban al corsario. 

Procedimiento para desarmarse un corsario. 

Art. 49. Si espirado el término por el cua 
debe valer la patente, no se refrendare 6 renovare 
esta, ó si antes de espirar aquel, se ajustare la paz 
6 una tregua, deberán los corsarios venir á desar- 
marse en el departamento mismo en que se arma- 
ron, bajo la pena de ser considerados y tratados 
como piratas Iob que no lo hicieren dentro del 
mes próximo, ó dentro del lérmino señalado en 
el tratado de paz, 6 cualesquiera otra negociación 
para que cesen las hostilidades en los mares en 
que hayan estado cruzando. A) desarmarse un 
corsario deberá devolver ó pagarlos objetos que 
se le hayan franqueado conforme al tenor del ar- 
tículo 6, y deberá responder ademas ¿ los cargos 
que puedan hacérsele por su conducta durante su 
corso. 

Continuación del artículo anterior. 

Art. 50. El comandante general de marina al 
hacer aquellos cargos, los fundará en los recla- 
mos 6 quejas que puedan haberse dirigido al Go- 
bierno, y en los documentos justificativos que 
debe presentar el corsario, á saber : los diarios 
de su navegación y operaciones, en los cuales debe 
constar cuanto haya hecho desde qtg» aja armó 
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en los cruceros que haya estado, los puertos en 
que haya tocado, los buques que hubiese visitado, 
y las certificaciones de su conducta ; cuántos 
buques ha detenido ó apresado, y los documentos 
justificativos del destino que haya dado á los pri- 
sioneros, para lo cual se compararán los roles, 
listas y pasaportes con los recibos que se le hayan 
dado de entrega, 6 de haber sido puestos en liber- 
tad, si eran paisanos. Si ocurriese duda 6 sosne- 
cha, se formará una sumaria información con las 
tripulaciones, hasta aclarar los hechos y descu- 
brir la verdad. 

Continuación de los anteriores. 

Art. 51. Concluido esto, el comandante gene- 
ral pasará revista al equipaje del corsario, para 
saber de cada hombre si se le ha cumplido su 
contrata entregándole la parte de presa corres- 
pondiente. En caso de duda sobre las cantidades 
que correspondan á cada uno. examinará también 
el registro que haya de las presas y sus valores, 
y el libro de distribución que lleve el capitán del 
corsario ó su contador, y con presencia de estos 
documentos decidirá con dictamen del auditor. 

Lo mismo. 

Art. 52. Si el corsario no debe al Estado por 
los objetos que se le anticiparon, si no resultan 
cargos fundados contra él, ó si respondiere satis- 
factoriamente á los que se le hagan, se le devol- 
verá la cantidad que haya depositado en cajas, ó 
se le absolverá de la fianza que haya prestado. 
En los casos contrarios la fianza responde con 
preferencia al estado, y después á ios demás 
acreedores: bien entendido que el corsario es 
responsable á pagar toda deuda que exceda á la 
suma de la fianza. 

Que el corsario desarmado pase lista de los individuos 
que merezcan recompensa. 

Art. 53. Para que se haga efectiva la asis- 
tencia y recompesas ofrecidas en esta ordenanza 
á los oficiales y tripulaciones de los corsarios, 
pasará el capitán al comandante general de mari- 
na una lista de todos los que hayan muerto ó in- 
validad ose en algún combate contra enemigos de 
la República, con las expresiones necesarias para 
conocer su mérito y servicios, y otra de los que 
se hayan distinguido por su buena conducta, por 
su valor, aplicación, habilidad ó inteligencia, 
añadiendo los que deseen pasar al servicio de la 
armada de la República : el comandante general 
pasará estos documentos á la Secretaría do £***' 
do y del Despacho de Marina. 
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Se declaran subsistentes las penas de la ordenanza 
general de la armada espafiola. 

Art. 54. Estando declarado el fuero de guerra 
á los oficiales y tripulaciones de los corsarios 
mientras duren sus servicios, quedan también su* 
jetos á la fórmula de juicios, y á las pena» se- 
ñaladas en esta ordenanza y en la general de la 
armada desde el título 32 hasta el 36 inclusive. 

Se señala la época desde la cual debe empezar & ob- 
servarse esta ordenanza. 

Art 55. Desde el día de la publicación de esta 
ordenanza en cada una de las cabezas de depar- 
tamento marítimo, se empezará á cumplir y ob- 
servar fiel y exactamente. 

Dada : firmada de mi mano: sellada con el sello 
de la República, y refrendada por el infraescrito 
Secretario de Estado y del Despacho de Marina 
y Guerra en el Palacio de Bogotá á 30 de Marzo 
de 1822 el duodécimo de la independencia. 
Francisco de P. Santander. 

Por 8. E% el Vice-presidente de la República. 

Pedro Briceño Méndez, Secretario de Guen ' 

y Marina. 
PATROCINANTES. Véase 'Abogados, cap. 2o 

aru 15, 16, 17 y 18. 

PATRONATO ECLESIÁSTICO, ley de 28 
de julio de 1824 declarando que toca á la Re- 
pública el ejercicio de este derecho. 

£1 Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Colombia reunidos en Congreso, 

considerando: 

19 Que el Gobierno de Colombia no solo debe 
sostener los derechos que tiene como protector de 
la Iglesia, sino también los que le competen en la 
provisión de beneficios en razón de la disciplina, 
bajo la cual se establecieron las iglesias de este 
territorio, que hasta ahora no ha sufrido alte- 
ración. 

29 Que esta disciplina ha sido la del patronato, 
de que estuvo en posesión y ejercicio, sin ningu- 
na restricción ni limitación el gobierno español, 
por, el espacio de siglos que duró su dominación 
en estos países. 

39 Que debe adaptarse el ejercicio de estos 
derechos al sistema de gobierno de la República, * 
y conformarse en las materias que comprende á • 
las atribuciones que la constitución confiere á los 
diversos poderes del gobierno y á sus autorida- 
des: 

decretan: 

Art 19 La República de Colombia debe con- 
tinuar en el ejercicio del derecho de patronato 
que los reyes de Espafia tuvieron en las iglesias 
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motropalítanast catedral** y parroquiales, dé esta 
parte de la América. 

Art, 20 Es un, deber de la República de Co- 
lombia y ele su gobierno Sostener este derecho, y 
reclamar de h Silla Apostólica que en nada se 
varié ni innove; y el Poder Ejecutiva bajo este 
principio celebrará con Su Santidad un concór- 
dalo que asegure para siempre é irrevocablemen- 
te csu prerogntiva de la República, y evite en 
adelante quejas y reclamaciones. 

Art 39 El derecho de patronato, el de tuición 
y protección, se ejercerán: 19 por el Congreso: 
29 por el Poder Ejecutivo con el Senado : 3? por 
rí Poder Ejecutivo solo : 4 * por los intendentes : 
59 por los Gobernadores La a!«a Corte de la 
República y las cortes superiores, conocerán de 
los asuntos contenciosos que se suscitaren en esta 
materia, y que se detallarán por esta ley. 

Art. 49 Corresponde al Congreso: 1 9 decre* 
tar las erecciones de nuevos arz obispados y obis- 
pados, circunscribir sus límites, designar el nú- 
mero de prebendas que hayan de tener las cate- 
drales que se erijan, y destinar los fondos que de- 
ban emplearse en la construcción de la* iglesias 
metropolitanas y episcopales: 29 arreglar los lí- 
mites de las diócesis ya existentes en Colombia, 
y determinar de qué fondos se harán los gastos 
de la reedificación de sus iglesias catedrales, cuan- 
do llegasen á arruinarse: 39 resolver las dudas 
que se ofrezcan en cuento á las erecciones délas 
iglesias metropolitanas y catedrales que hay en 
Colombia, ó que en adelante se erigieren : 49 
permitir, y aun indicar, la celebración de conci- 
lios nacionales y provinciales, cuando lo exija el 
bien de la iglesia y de la República, y aprobar las 
sinodales que se hicieren: 59 permitir 6 no, la 
fundación de nuevos monasterios y hospitales, 
suprimir los existentes, si lo considerase útil, con- 
veniente y oportuno, y dar destino á sus rentas, 
Íf bien formar los estatutos que han de regir en 
os hospitales ó aprobar los que se le presenten, 
si la fundación es otra de un particular, de una 
compañía ó cuerpo, y el erario nacional no tu- 
viese que hacer gastos en ella : 69 formar los 
aranceles de los derechos parroquiales, y los que 
deban cobrarse en las curias eclesiásticas : 79 
arreglar la administración é inversión de los diez- 
mos ó de cualquiera otra renta destinada ya, 
oque en adela 1. te se destinare por el mismo 
Congreso para los gastos del culto y subsistencia 
de sus ministros: b® dar á las bulas y breves 
que traten de disciplina universa), ó de reforma y 
variación de las constituciones de regulares, el 
pase correspondiente perú que sus disposiciones 
sean observadas en la República, 6 bien disponer 
y dictar las reglas convenientes para que no se 



PAT 



cumplan ni tengan efecto alguno» siendo contra- 
rias á ley soberanía y p re rogativas de la Necion* 
designando las penas en que incurran los que las 
observen y cumplan : 99 dictar todas aquellas le- 
yes que estimare convenientes para mantener en 
su vigor la disciplina exterior de las iglesias de 
la República, y para ¿a conservación y ejercicio 
del patronato eclesiástico: 109 elegir y nombrar 
los que han de presentarse á Su Santidad para los 
arzobispados y obispados : 1 1 9 diciar leyes sobre 
el establecimiento, arreglo y subsistencia para las 
mUioncs de los indígenas y congrua sustentación 
de los misionero*. 

Art. 69 Corresponde al Poder Ejecutivo con, 
el Senado, nombrar las personas que de han ocu- 
par las dignidades y canongías que no fuesen de 
oficio, en los términos que el artículo 121 de la 
constitución dispone se nombren otros empleados 
de influencia y categoría en la República. 

Art. 69 Corresponde al Poder Ejecutivo solo : 
19 presentar á Su Santidad los decretos del Con- 
greso sobre nuevas erecciones de aizobispados y 
obispados y sobre arreglo de límites de los que 
existen, para que ratificándose por la Silla apostó-» 
lica, se lleven á efecto: 2? presentar á Su San- 
tidad los nombrados por el Congreso para arzo- 
bispos y obispos : 39 nombrar la persona 6 per- 
sonas que por parte del Gobierno deban asistir á 
los concilios nacionales, provinciales y diocesanos, 
y darles las instrucciones convenientes sobre los 
puntos que han de piomover, y sobre que deban 
excitar la decisión : 49 presentar 6 ios prelados 
y cabildos eclesiásticos, los que con previo acuer- 
do y etnsentimiento del Senado hubiere nombra- 
do para las dignidades y canongías: 59 nombrar 
para los canonicatos de oficio, raciones y medias 
raciones, y presentar los nombrados á los prela» 
dos v cabildos eclesiásticos : 69 nombrar los cu- 
ras de la diócesis en que actualmente resida, ó en 
adelante residiere, y presentarlos al respectivo 
prelado : 79 dar, ó no, su asenso en los nombra- 
mientos que hicieren los prelados y cabildos ecle- 
siásticos para provisores y vicarios capitulares : 
HO dar, 6 no, su asenso para los nombramientos 
que hagan, en la capital de la República, las co« 
munidades regulares para sus provinciales y pre- 
lados superiores de las religiones admitidas en 
Colombia : 99 hacer que los prelados eclesiásti- 
cos cumplan ron visitar su diócesis, prestándoles 
los auxilios necesarios al efecto ; hacer que dea* 
pues de visitadas, den cuenta de las providencias 
que hubieren tomado, auxiliar estas y hacerlas 
llevar é efecto, si estuvieren dentro de los- límites 
de la jurisdicción eclesiástica* y'dfc no, refonrtat* 
las y anularlas en cuanto hubieren excedido di- 
cha jurisdicción eclesiástica: 10, dirimir la* com- 
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peteneias que en materia de elecciones se suscita- 
ren entre los intendentes y prelados eclesiásticos, 
y aun nombrar por sí para los curatos y sacristías, 
cuando los intendentes fueren omisos en hacerlo, 
ó por voluntariedad, é injustamente no quieran 
nombrar á los propuestos por los prelados: 11, 
dictar Jas providencias oportunas para que los 
expolies de los arzobispos y obispos se aseguren, 
se administren y se inviertan en sus debidos usos, 
y que los encargados de su recaudación y manejo 
den cuentas: 12, cuidar de que las rentas de fá- 
brica de las iglesias catedrales no se mal viertan, 
ni se distraigan de su debida y legítima inver- 
sión, y hacer que los prelados y cabildos eclesiás- 
ticos den cuenta de los objetos á que los destina- 
ren anualmente; 13, hacer recoger las bulas y 
breves que no hubieren sido pasados por el Con- 
greso, y los que de cualquier modo se opongan á 
¡a soberanía y pre rogativas de la^ Nación, y pa- 
sarlos al Congreso, prohibiendo entre tanto que 
se aleguen en juicio ni fuera de él, ni se apliquen 
por ningún juez ni tribunal: 14, aprobar defini- 
tivamente las erecciones de curatos que de acuer- 
do con los prelados eclesiásticos é intendentes, 
se hicieren en cualquiera de las diócesis de Co- 
lombia: 15, llevar á efecto las leyes del Congre- 
so en que se arreglen las misiones existentes, ó 
se establecieren nuevas, y disponer lo conducen- 
te á este objeto : 16, velar en que de parte de los 
prelados y cabildos eclesiásticos no se introduzca 
novedad alguna en la disciplina exterior dé las 
iglesias de Colombia, ni se haga usurpación del 
patronato, soberanía y pr erogan vas de la Repú- 
blica ; y hacer que por el tribunal correspondien- 
te se siga la causa, y se impongan las penas lega- 
les á los que ipfrodujeren esas novedades, 6 hi- 
cieren la usurpación expresada: 1?, dar pase á 
Jos breves que se expidieren por la Silla apostóli- 
ca en materias de gracia, y se hubieren alcanza- 
do por conducto riel mismo Poder Ejecutivo, y 
hacer recoger y que queden sin efecto los de ofi- 
cios y de justicia, que no son permitidos en Co- 
lombia por opuestos á su constitución: 18, dic- 
tar providencias administrativas con arreglo á las 
leyes del Congreso para proteger la religión, su 
culto publico y á sus ministros. 

Art. ?9 Corresponde á los intendentes: 19 
nombrar y presentar á los respectivos prelados 
eclesiásticos los curas de las diócesis comprendi- 
das en sus distritos departamentales, con exclu- 
sión únicamente de los de aquella en que el Poder 
Ejecutivo residiere. — 29 Nombrar sin la limitación 
anterior, y presentar á los prelados eclesiásticos 
los sacristanes mayores de Jas iglesias catedrales 
y de las parroquiales, 6 cuya provisión deba pre 
ceder examen en concurso.— 39 Dar, <> no, e« 
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asenso en los nombramientos que hagan los pre- 
lados eclesiásticos para Vicarios foráneos ; y sin 
este requisito ninguno podrá ejercer tales funcio- 
nes — 49 Erigir, oído el informe de la respectiva 
autoridad eclesiástica, las nuevas parroquias, y 
fijar sus límites, y también los mas convenientes 
á las ya erigidas, cuidando de que los términos de 
la administración civil correspondan á los de la 
eclesiástica, y sean unos mismos ; pero estas erec- 
ciones y demarcaciones no se llevarán á efecto 
hasta que el Poder Ejecutivo las apruebe. — 59 
Cuidar de que los prelados y cabildos eclesiásticos 
no introduzcan novedades en la disciplina exte- 
rior de las iglesias, ni se usurpen el patronato y 
las prerogativas nacionales : reconvenirles cuan- 
do lo hicieren, y no desistiendo, dar cuenta al 
Poder Ejecutivo. — 69 Cuidar de que ni los prela- 
dos eclesiásticos, ni ios visitadores que se nom- 
braren por los cabildos en sede vacante, dispon- 
gan ni den providencias en materias que no sean 
de su resorte, ni exijan de los pueblos y de los 
curas y particulares ninguna clase de derechos, 
á no ser que estén establecidos por arancel legí- 
timamente aprobado, y remediar los abusos que 
se introduzcan por medio de providencias guber- 
nativas, sin perjuicio de que los tribunales com- 
petentes administren justicia á las quejas sobre 
agravios y exacciones que los particulares les di- 
rijan en estos asuntos, y sin perjuicio también de 
que se apliquen las penas por dichos tribunales á 
los que en estas visitas hubieren violado las leyes 
y atribuídose facultades que solo correspondan al 
Gobierno de la República. — 79 Celar en que los 
eclesiásticos no usurpen la jurisdicción civil, ni 
eludan ó contraríen las leyes, órdenes y disposi- 
ciones del Gobierno, requerir á los jueces compe- 
tentes para que contengan y castiguen á los que 
cometieren excesos de esta naturaleza, y no te- 
niendo efecto estos requerimientos, dar cuenta al 
Poder Ejecutivo para que provea lo que conven- 
ga. — 89 Recoger cualesquiera bulas, breves, ó 
rescriptos pontificios de cualquier naturaleza y 
clase que sean (á excepción délas que fueren ex- 
pedidas por la penitenciaria,) que sin el pase del 
Congreso ó del Poder Ejecutivo se introdujeren 
y circularen en los departamentos, y pasarlos al 
Poder Ejecutivo para los fines iegales.-—99 In- 
formar al Poder Ejecutivo oportunamente^ qué 
eclesiásticos hay en sus departamentos, que por 
su ciencia, conducta y costumbres, sean acreedo- 
res á que se les nombre para las dignidades y pre- 
bendas* Los intendentes en razón de gobernado- 
res de las provincias en que residan, tendrán las 
facultades que se conceden á los gobernadores 
en el artículo siguiente: 

Art. 89 Correspondo á los Gobernadores: 1? 
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Dar 6 no su asenso provisionalmente á los nom- 
bramientos que hagan los prelados y cabildo» 
eclesiásticos para provisores y vicarios capitula- 
res, dando cuenta á los intendentes con los infor. 
mes convenientes, para que estos lo hagan al Po- 
der Ejecutivo. Pero esta atribución solamente la 
tendrán los gobernadores que residan en las pro- 
vincias donde se hallen las capitales de las dióce- 
sis. — 29 Dar, ó no, su asenso á las elecciones 
de prelados regulares, superiores y locales que 
se hagan en la provincia en que residan, y cuan- 
do en ellas se suscitaren tumultos y alborotos, to- 
mar las providencias necesarias para apaciguarlos, 
dando cuenta de todo á la mayor brevedad á los 
intendentes, para que estos lo hagan al Poder 
Ejecutivo. — 3? Nombrar los mayordomos de fá- 
bricas de las iglesias catedrales y parroquiales de 
sus provincias, y hacer que don cuenta de su ma- 
nejo con arreglo á la ley. — 49 Nombrar, á pro- 
puesta de las municipalidades respectivas, los sín- 
dicos, mayordomos y administradores de los hos- 
pitales de sus provincias, poner en posesión & los 
nombrados, y hacerles dar cuenta de su manejo. 
— 59 Admitir los recursos de fuerza contra los 
prelados eclesiásticos, si no hubiere Corte de jus- 
ticia en la provincia, con el único objeto de dispo- 
ner gubernativamente que el prelado suspenda 
sus procedimientos, y levante las censuras que 
hubiere impuesto, pa*ando el expediente á la 
mayor brevedad á la Cone de justicia respectiva, 
para que provea lo que corresponda. — 69 Permi- 
tir 6 r.o t la fundación de capillas é iglesias que no 
sean catedrales, ni parroquiales, ni de monaste- 
rios, que intenten hacer alguna ó algunas perdo- 
nas particulares. — 79 Tener el cuidado y celo que 
en las materias de que tratan los parágrafos ¿9i 
69 y 79 ""^ artículo anterior se encarga á los in- 
tendentes; y usar de la atribución que á estos se 
concede en el parágrafo 89, dáiHoles inmediata- 
mente cuenta documentada de cualquiera contra- 
vención ó exceso que en aquellos casos cometie- 
ren las perdonas comprendidas en ellos, para que 
se dicten las providencias que convengan, — -89 
Visitar por sí, ó por personas de confianza los 
hospitales, remediar los abusos que se hubieren 
introducido en ellos, y que los hagan menos úti- 
les al objeto á que están destinados en la socie- 
dad : hacer que se cumplan. las leyes que los ar- 
reglen, y proponer al Poder Ejecutivo por medio 
de los intendentes, las reformas que deban hacer- 
se en los establecimientos para mejorarlos. — 99 
Permitir las juntas de cofradías, donde estuvieren 
establecidas, indagar cuantas hay en cada parro- 
quia, como se administran sus rentas* y si con 
ellas se ocurre al fin de su instituto, haciendo en 
■ua casos que se cumplan las leyes que hayan 
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permitido estos establecimientos.— 10. Informar 
á los intendentes documentadamente de los si- 
tios en que por sus circunstancias particulares 
deban erigirse nuevas parroquias, de las que sea 
necesario unir para que puedan conservarse me- 
jor, y de las que deban suprimirse, para que loa 
intendentes, oído el informe de los prelados ecle- 
siásticos, dispongan lo que convenga. — II Ad- 
mitir los recursos de fuerza, en los términos y 
con el objeto que deben hacerlo los intendentes ; 
pero esto solo se verificará, cuando los goberna- 
dores residan en la capital de la diócesis cuyo 
prelado diese motivo al recurso. — 12. Informar á 
los intendentes de los eclesiástico* benemérito* 
que hubiese en las provincias y que puedan ser 
colocados en las dignidades y prebendas. 

Art. 99 La alta Corte de justicia conocerá de 
los asuntos siguientes : 19 De las causas sobre 
infidelidad á la República de los arzobispos y 
obispos, de las en que se tratase de usurpación 
por estos prelados, de las prerogativas de la Na- 
ción, de su soberanía y del derecho de patronato, 
y generalmente de todas aquellas por las que los 
mismos prelado 9 deben ser extrañados y ocupadas 
sus temporalidades.— 29 De los pleitos que resul- 
taren entre dos ó mas diócesis sobre límites de 
ellas. — 39 De las controversias que resultaren en 
los concordatos que el Poder Ejecutivo hiciere 
con la Silla Apostólica. 

Art. 10. Las cortes superiores conocerán de 
los negocios que siguen: 19 De las causas de 
provisores, vicarios capitulares, dignidades y pre- 
bendados, vicarios foráneo*, curas y demás ecle- 
siásticos sobre delitos de infidelidad á la Repú- 
blica, de usurpación de su soberanía, preroga- 
tivas y derecho de patronato, de usurpación de 
la autoridad y jurisdicción civil, y sobre cualquier 
otro exceso por el cual el que lo cometa deba ser 
extrañado, y ocupadas sus temporalidades. — 29 
De los recursos de fuerza en conocer y proce- 
der, en el modo de conocer y proceder, j en 
no otorgar, que se intentaren contra arzobis- 
pos y obispos y cualesquiera otros prelados* y jue- 
ces eclesiásticos, haciéndoles que levanten las cen- 
suras que hubieren impuesto.— 39Del recurso de 
protección de regúlales. — 49 De las competen- 
cias entre jueces eclesiásticos y civiles, del terri- 
torio á que so extienda la jurisdicción do la Cor- 
te superior. — 59 De las quejas sobre agravios 
quo hicieren en sus visitas los prelados eclesiásti- 
cos, ó los visitadores nombrados por ellos en sede 
plena, ó en sede vacante. Si los arzobispos y obis- 
pos, después de requeridos por tres veces por las 
cortes superiores, no levantaren sus censuras, es- 
tos tribunales darán cuenta á la alta Corte para 
que se proceda á lo que hubiere lugar. Loa asan- 
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tos de riguroso patronato en materia de nomb»- 
mientos y elecciones nunca podrán reducirse á 
competencia, ni hacerse contenciosos. El Poder 
Ejecutivo ó los intendentes, y los gobernadores 
en sus respectivos casos los determinarán guber- 
nativamente. Si ante la alta Corte, cortes supe- 
riores, 6 cualesquiera otros tribunales de justicia 
se pidiere el cumplimiento de una bula, breve, ó 
rescripto apostólico sobre cualquier materia que 
fuere, que no tuviere el pase del Congreso ó del 
Poder Ejecutivo, lo recogerán inmediatamente. 

Art. i i. Cuando vacare una iglesia metropo- 
litana ó catedral, el cabildo eclesiástico dará cuen- 
ta inmediatamente de la vacante al Poder Ejecu- 
tivo, y este luego que reciba el aviso, hará se in- 
serte en la Gaceta del Gobierno, para que se se- 
pa en toda la República la vacante que trata de 
proveerse» 

Art. 12. Los arzobispos y obispos, y en sede 
vacante ios cabildos eclesiásticos, avisarán al Po- 
der Ejecutivo las vacantes de dignidades, canon- 
jías, raciones y medias raciones, para los mismos 
efectos que enuncia el artículo anterior. 

Art. 13 En las vacantes expresadas de arzo- 
bispados y obispados, podrá el Poder Ejecutivo 
recomendar al Congreso para la dignidad que va 
á proveerse, los eclesiásticos de toda la Repúbli- 
ca que considere mas dignos. 

Art. 14. El Congreso en su primera reunión 
después déla vacante, reunido en la Cámara del 
Senado procederá a la elección del arzobispo ú 
obispo. La persona que obtuviere las dos terce- 
res parte* de los votos de los que han concurrido 
ñ la elección, será la nombrada, para que el Po- 
der Ejecutivo la presente. 

Art. 15. Siempre que falte la mayoría indica- 
da, se procederá conforme ajos artículos 73, 74, 
75 y 70 de la Constitución. 

Art. 16. Los nombrados por el Congreso para 
los arzobispados y obispados, antes de que se pre- 
senten á Su Santidad por el Poder Ejecutivo, de- 
berán prestar ante este, ó ante la persona que de- 
leíate al efecto, el juramento de sostener y defen- 
der la Constitución de la República, de no usur- 
par su soberanía, derechos y prerogativas, y de 
obedecer y cumplir las leyes, órdenes y disposi- 
ciones de) Gobierno. De este juramento se ex- 
tenderán dos ejemplares firmados ambos por el 
nombrado, y se pasará uno al Senado y otro á la 
Cámara de Representantes, para que se guarden 
en sus respectivos archivos. 

Art 17. Luego que los nombrados hayan pres- 
tado el juramento que antecede, podrán entrar 
en el ejercicio de su jurisdicción, excitando para 
alio el Poder Ejecutivo á los cabildos eclesiásti- 
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eos, pero no percibirán las rentas que les corres- 
pondan hasta el fíat de Su Santidad. 

Art. 18» Antes de congregarse los arzobispos 
y obispos, cuya ceremonia no podrán diferir por 
mas de cuatro meses, contados desde el dia en que 
reciban las bulas de Su Santidad, deberán prac- 
ticar con asistencia del fiscal, si lo hubiere en la 
capital de la "diócesis, y si no del síndico procura- 
dor general de la municipalidad, del ministro de 
la tesorería departamental, ó de la provincia,y de 
dos prebendados nombrados por el cabildo ecle- 
siástico, un inventario exacto y circunstanciado 
de todos sus bienes y rentas, y de su acreencias 
activas y pasivas : de este inventario se formarán 
ti es ejemplares firmados por las personas que asis- 
tieron á él, y por el arzobispo ú obispo, y el uno 
se remitirá al Poder Ejecutivo, y los otros dos se 
archivarán en la tesorería respectiva, y en la se- 
cretaria del cabüdo eclesiástico. 

Art. 19. Cuando el nombrado para un arzobis- 
pado ú obispado lo renunciare antes de que se 
haya hecho por el Poder Ejecutivo la presenta- 
ción á Su Santidad, el Congreso conocerá y de- 
terminará sobre la renuncia ; pero si esta te hace 
después de la presentación á la Silla Apostólica, 
áeila deberá dirigirse por medio del Poder Eje- 
cutivo, y no se podrá preceder á nueva elección 
hasta la resolución de Su Santidad. 

Art. 20 La elección y nombramiento de ar- 
zobispos y obispos puede recaer en otros arzobis- 
pos y obispos; mas en este caso el nombrado no 
adquirirá derecho alguno á la administración de 
la diócesis á que lo ha sido, y permanecerá en la 
que estaba en posesión ha.-ta que Su Santidad le 
haya despachado las bulas. 

Art 21. Cuando se tratare de la provisión de 
una dignidad ó canongía que no sea de las de ofi- 
cio, el Poder Ejecutivo con acuerdo de su consejo 
de gobierno designará al que se considere con 
mas mérito y virtudes, y lo propondrá al Senado 
para que este preste ó do su consentimiento y 
aprobación. 

Art. 22. En el nombramiento para raciones y 
medias raciones, procederá el Poder Ejecutivo 
con su consejo de gobierno en los términos desig- 
nados por el artículo anterior, y los que por sí nom- 
brare serán presentados á los prelados eclesiásti- 
cos y sus cabildos en sede vacante, para que les 
den la posesión y canónica institución. Lo mismo 
hará con los nombrados para dignidades y canon- 
gías, luego que haya obtenido el acuerdo y con- 
sentimiento del Senado. 

Art. 23. Para la provisión de las canonjías de 
oficio deberá preceder el concurso y oposiciones 
que han sido acostumbradas. Los edictos se pon- 
drán á nombre del prelado y cabildos respectivos, 
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su término sera el de seis meses, y se extenderán 
á toda la República ; pero no podran fijarse sin 
haber obtenido el beneplácito de Jos intendentes, 
ó de) Poder Ejecutivo en su caso, el que se im- 
petrará por el prelado ó cabildo en sede vacante 
ai tiempo de darle cuenta de la del canonicato 
que trata de proveerse. 

Art. 24. Para los actos de oposición el Poder 
Ejecutivo nombrará una peí su na que asista á 
ellos, y después pueda informarle déla aptitud y 
talentos que han manifestado los opositores. £1 
prelado y cabildo unidos formarán terna de los 
opositores y la remitirán al Poder Ejecutivo ex- 
presándole les méritos, servicios y cualidades de 
los que propone, según que los hayan acreditado 
al tiempo de presentarse para la oposición : de 
ios propuestos el Poder Ejecutivo nombrará' al 
que le parezca mas digno, sin estar ligado preci- 
samente á los del primer lugar, y lo presentará al 
prelado ó cabildo en sede vacante, para que lo 
pongan en posesión, dándole la institución canó- 
nica. 

Ait. 25. Si para una ranongía de las de oficio 
que estuviese vacante, no se presentare mas que 
un pretendiente, siendo capaz y teniendo las cua- 
lidades que por derecho se requieren en los que 
han de obtener estos oficios, el prelado y cabildo 
eclesiásticos lo propondrán al Poder Ejecutivo, 
y este lo presentará, pero si careciere de la apti- 
tud y suficiencia y de las cualidades necesarias, 
se suspenderá la provisión y se fijarán nuevos 
edictos, dando cuenta al Poder Ejecutivo del re- 
sultado del primer concurso. 

Art. 26. En la provisión de curatos y lo mis- 
mo en la de sacristías se guardarán las formalida- 
des que prescribe el capítulo 18 ses. 24 del con- 
cilio de Tren lo, y para ello se abrirá concurso á 
los beneficios vacantes cada seis meses á lo mas. 
Los edictos se fijarán por los prelados eclesiásti- 
cos, con anuencia de los intendentes, ó del Poder 
Ejecutivo en su caso, y cuando los prelados no 
convoquen oportunamente el concurso, los exci- 
tarán á que lo verifiquen, y de no prestarse á 
ello, avisarán al metropolitano, y si este fuese el 
omiso, al sufragáneo mas inmediato* para que 
conforme á los cánones suplan la negligencia. 

Art. 27. De los opositores al concurso que des- 
pués de haber sido examinados y aprobados, 
hubieren justificado sus méritos, los prelados ecle- 
siásticos propondrán tres para cada beneficio al 
Poder Ejecutivo ó á los intendentes, expresando los 
méritos y servicios que cada uno hubiere compro* 
bedo haber hecho á la iglesia y á la RerjúbJU 
ea. Los intendentes y el Poder Ejecutivo en 
as caso, si no tuvieren obstáculo, presentarán, 
4 WQ. 4* ios jwopuettps que lee pareas» mas 
/ 
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digno ; pero si supieren que estos no son acre- 
edores al beneficio, ya sea por sus cualidades 
personales, 6 ya porque se posterga el méri- 
to mayor de otros eclesiásticos, podrán devol- 
ver la terna para que se rehaga, manifestán- 
dole al prelado los motivos que tienen para 
no presentar á ninguno de los propuestos. 

Art. 28. Si para la provisión de un curato ó 
sacristía no hubiere mas que un opositor, siendo 
de aptitud y suficiencia, el prelado eclesiástico lo 
propondrá, y el Poder Ejecutivo ó el intendente 
lo presentarán siempre que les conste no haberse 
opuesto otros. 

Art, 29. Ninguno podrá ser ordenado de ór- 
denes mayores, incluso el presbiterado, á título 
de curato ó sacristía que no haya obtenido con 
arreglo á los dos artículos anteriores, ni preten- 
der un < urato ó sacristía determinados, sin que 
haya servido otro por espacio de dos años conti- 
nuos, dentro de cuyo término ni aun se le admi- 
tirá ai concurso. Los que por la primera vez se 
oponen, deberán servir el curato ó sacristía á que 
he lts nombrare. 

Art. 30. Cuando el curato perteneciese á regu- 
lan s, el pielado superior de ellos nombrará tres, 
y los propondrá al prelado eclesiástico para que 
«tan examinados, y si resultaren suficientes y 
aprobados se propondrán á los intendentes ó al 
Poder Ejecutivo en su caso, por el prelado ecle- 
siástico para que presenten uno de los tres. Si to- 
dos ó alguno de los designados por e) prelado re- 
gular no fueren aptis, el prelado ordinario hará 
se propongan otros que tengan la suficiencia ne- 
cesaria. Para la provisión de estos beneficios, no 
precederán edictos 

Art. 31. Los religiosos que se destinasen por los 
prelados regulares para el ministerio de misione- 
ros, debelan ser examinados por el prelado ecle- 
siástico respectivo, en los términos que prescribe 
el capítulo ya citado del concilio de iVeuto, y si 
fuesen aptos y suficientes, el prelado ordinario 
les concederá las licencias necesarias y lo avisará 
á los intendentes, 6 al Poder Ejecutivo en su caso, 
para que se le de el pasa á la patente del prela- 
do regular, y se le manden abonar sus cusios de 
viaje y sus extipendios* 

Art. 32. Comprendiéndose el territorio de una 
diócesis en doB ó mas departamentos, el pesiado 
eclesiástico avisará á los intendentes que trata de 
fijar edictos á los beneficios vacantes, y cada uno 
de los intendentes tiene el derecho de requerir al 
prelado eclesiástico para la celebración del con- 
curso, y de practicar en su caso las diligencias 
prevenidas en el artículo 26. 

Art 33. Los vecindarios de nuevas erecciones, 
de pajrroc i uias > que á su costa hubiere* coosiiuir 
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do Jas iglesias, y las personas particulares que 
hicieren Jo mismo, por la primera vez, tendrán 
el derecho de designar el eclesiástico quo deba 
servir de cura, y este será nombrado por el in- 
tendente respectivo, ó por el Foder Ejecutivo en 
su caso, é instituido por el prelado eclesiástico, 
siempre quesea apto y suficiente para el ruin is- 
tmio 

Art. 31. La provisión de los curatos y Faéna- 
los interinamente corresponde á los prelados 
eclesiásticos en pleno derecho : podrán rncerla 
en eclesiásticos seculares ó regulares ; pero no 
en curas propietarios, y el Poder Ejecutivo y los 
intendentes i ir pedirán que se hagan tales trasla- 
ciones opuestas á la disciplina universal de Ja 
iglesia. 

Art. 35. Loscurasque habiéndose opuesto á 
otros beneficios no hubieren sido aprobados en el 
concurso, no podrán ser nombrados ai curato que 
pretendían, ni volver al suyo, hasta que por algún 
tiempo Imyan estudiado en los seminarias diocesa- 
nos 6 colegios de ordenandos, y después de este 
estudióse les hubiere examinado nuevamente y 
halládolos apto?. Entretanto, se les nombrarán 
ecónomos con arreglo á lo dispuesto en ei conci- 
lio de T rento, reservándoseles por el prelado una 
parte de los frutos del beneficio para su subsisten- 
te, i. Los intendentes y el Poder Ejecutivo en su 
ca*o, cuinarán de que así se verifique, y al efecto 
pedirán á los prelados eclesiásticos, y eMos debe- 
rán remitirles al fin del concuibO, lista de ios curas 
que no fueren aprobados en el exáme»i. 

Art. 36. Ni el Poder Ejecutivo ni los inten- 
dentes, intervendrán vn las deposiciones que lo<« 
prelados eclesiásticos hagan con ai reglo al con- 
cilio de Tren lo, de los curas cuyos delitos y exce- 
sos les atrajeren esta pena: luego que la senten- 
cia de deposición se liHya ejecutoriado por ruber 
consentí .o en vil* Ja parte, por haberse confirma- 
do co apelación, ó por cualquier otro motivo 
legal y canónico, se pasará por el prelado tes- 
timonio de elia al Poder Ejecutivo, 6 al intenden- 
te respectivo, para que se instruyan de la vacan- 
te y del motivo que la causó. 

Art 37. Los que fueron nombrados para las 
dignidades, prebendas, curatos y saciUtta*, á 
excepción délos comprendidos en el articulo 29, 
podrán renunciar ei destino á que se les había 
nombrado : si fuere antes de tomar institución 
canónica, ante el Poder Ejecutivo ó el intenden- 
te que ios presentó : pero si ya hubieren sido ins- 
tituidos, la renuncia se hará ante el prelado 
eclesiástico respectivo, y este para su admisión ó 
inadmisión procederá de acuerdo con el Poder 
Ejecutivo, si á el corresponde la presentación* ó 
ceael intendente respectivo en su caso, pasándoles 
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al efecto el expediente con manifestación de su 
concepto y de las razones en que lo funda. 

Art. 33. Ningún eclesiástico puede obtener á 
un tiempo una dignidad ó prebenda y un benefi- 
cio curado, ni tampoco dos curatos distintos. 

Art. 39. Todo beneficio eclesiástico arzobispa- 
do, obispado; dignidad, prebendo, curato, sacristía 
y cualesquiera otros de cualquier naturaleza ó dase 
que sean, deberán proveerse precisamente en na- 
turales de Colombia, ó en nacionalizados en la 
República conforme á las leyes ; pero la calidad 
de naturales será necesaria é indispensable en 
los arzobispos y obispos. 

Art 40. Los prelados eclesiásticos luego que 
se hagan cargo de la administración de sus igle- 
sias, y los cabildos eclesiásticos dentro de los ocho 
días primeros de la vacante, deberán nombrar sus 
provisores y vicarios generales, y antes de poner 
en posesión al nombrado, deberán avisarlo al Po- 
der Ejecutivo para que preste su asenso al nom- 
bramiento. Si el Poder Ejecutivo no tuviere su 
residencia en la diócesis, los intendentes y go- 
bernadores provisionalmente harán sus veces \ 
pero el así nombrado no podrá continuar si el 
Poder Ejecutivo por motivos graves no conviniese 
en su nombramiento. El nombramiento de los 
provisores y vicarics capitulares, no podrá recaer 
sino en naturales de Colombia. 

Art. 41. Para el nombramiento de los mayor- 
domos de fábrica de las iglesias catedrales, los 
cabildos eclesiásticos propondrán tres sugetos, y 
siendo suficientes y de responsabilidad, el gober- 
nador nombrará uno de los propuestos ; para el 
de los de las iglesias parroquiales, los vecindarios 
propondrán también tres suget03, y siendo su- 
ficientes y de responsabilidad,^! gobernador nom- 
brará uno de ellos. Los vecindarios para formar 
estas ternas se reunirán en las iglesias parroquia- 
les presididos por sus alcaldes, y con asistencia 
del cura. 

Art. 42. Be revocan y anulan cualesquiera 
leyes, cédulas y reales órdenes que hasta ahora 
han regido, en lodos y cada uno de los puntos de 
que trata esta ley ; si en ella se hallare algún 
vacío, ú ocurriere cosa que no haya previsto, se 
consaltará si Congreso para su resolución. 

Dada en Bogotá á 22 de Julio de 1824, 14.— 
£1 Presidente del Senado, José María del Real. 
El Presidente de la Cámara de Representantes» 
José Rafael Mosquera. — El Secretario del Sena- 
do, Antonio José Caro<— El diputado Secretario- 
de la Cámara de Representantes, Joeé Joaquín 
JSuares. 

Palacio de Gobierno en Bogotá, á 28 de Julia 
de 18)4, 14. — Ejecútese.— Francisco de Raula 
Santander. — Por 8. £. el Vicepresidente de la 
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República encargado del Poder Ejecutivo. — El 
Secretario de E del Despacho del Interior, José 
Manuel Restrepo. 
PATRONATO eclesiástico. RErcLucio\ de 

14 de octubre de 1830 declarando* l vt gente 

la ley anterior* 

El Congreso constituyente de Venezuela, te- 
niendo a la vista el informe de la comisión de 
negocios eclesiásticos, relativo á la exposición di- 
rigida con varios documentos por el muy reve- 
rendo Arzobispo de Caracas, en que solicita se 
suspenda el cumplimiento de la ley de 2b de Ju- 
lio de 1824, y considerando : 19 Que ocupado 
el Congreso de la formación de la Constitución y 
leyes orgánicas, y decretos que den vida y mo- 
vimiento al Estado, no le ha sido posible delibe- 
rar sobre una materia tan grave, y que por su im- 
portancia y arduidad requiere para su arreglo 
definitivo serias y detenidas meditaciones. 2^ 
Que están aun pendientes las relaciones y pac- 
tos con las otras secciones de Colombia, que se 
recomiendan por el artículo 227 de la Constitu- 
ción á la Legislatura inmediata, a ñu de esta 
blecer el Gobierno de la unión, á quien por su 
naturaleza deberá corresponder la materia de 
patronato eclesiástico, y demás relaciones con la 
Silla Apostólica, ha venido en decretar y decreta. 

Art. I ^ La próxima Legislatura tomara en 
consideración este negociado, para que con vista 
de lo expuesto por el muy reverendo Arzobispo 
de Caracas, y del astado de dichas relaciones, de- 
libere lo que mas convenga al bien del Estado y 
da la iglesia de Venezuela. 

Art. 29 Entretanto los beneficios mayores y 
menores se proveerán en la forma proscripta por 
la ley de 28 de Julio del año 14? que queda en 
observancia. 

Art. 3? Comuniqúese al Poder Ejecutivo pa- 
ra que Jo publique y circule á quienes corres- 
ponda. 

Dada en el salón de las sesiones del Congreso 
en Valencia á 14 de Octubre de 1830, 19 y 20? 
— El Presidente, Callos Suubhtte. — El Secreta- 
rio, Rafael Acevedo. 

Valencia Octubre 14 de 1830, 1? y 20?— Cúm- 
plase. ~-El Presidente del Estado, José A. Páez. 
— Por S. E. — El Secretario interino del Despa- 
cho del Interior, Antonio L. Guzman* 
PATRONATO eclesiástico, decreto de 21 

de makzo de 1833 volviendo á declarar vi* 

genio la misma ley anterior. 
El Senudo y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela reunidos en Con- 
greso* 

Vista la exposición del muy reverendo Arzo- 
bispo de Caracas y de los reverendos obispos de 



Trícala y Jericó en que solicitan se suspenda ó 
reforme la ley de 28 de Julio del a fio 14?, y con- 
siderando : 

1? Que al Ejecutivo le han ocurrido dudas pa- 
ra cumplir en toda su extensión la ley de pairo- 
nato á consecuencia de la resolución dada por el 
Congreso constituyente en la materia. 2? Que 
lejos de encontrarse en dicha ley disposición al* 
gurí a que sea digna de reforma, es por el contra- 
rio su observancia muy útil y conveniente al roe* 
jor servicio de la Iglesia y del Estado. 3? En 
fin, que para citar los inconvenientes que pue- 
dan presentarse á la autoridad civil en el ejerci- 
cio de sus facultades, y que el Gobierno como 
patrono y pro lector de la Iglesia de Venezuela 
pueda vigilar sobre la observancia de los cáno- 
nes, es indispensable que la jurisdicción eclesiás- 
tica se ejerza con arreglo y sujeción á estos, de- 
cretan. 

Att. ú-iico. La ley de 28 de Julio del a fio 14? 
sobre patronato está vigente y en toda su obser- 
vancia en Venezuela, y conforme á ella se pro- 
veerán los beneficios mayores y menores. 

Dado en Carácts á 15 de Marzo de 1833,4? y 
23 # >— El Vicepresidente del Senado, Andrés Tor- 
relias. — VA Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, Antonio Febrcs Cordero — El Secre- 
tario del Senado, Rafael Acevedo — El Secre- 
tario fie la Cámara de Representantes, José Ma- 
ría Pelgron. 

Sala del despacho, Caracas 21 de Marzo de 
1833, 4? y 23?-— Cúmplase.— El Presidente de 
la República, José A. Páez. — Refrendado. — EJ 
Ministro de E&tad.i en el Despacho del Interior y 
Justicia, Diego Bautista Vibaneja. 

PATRONATO eclesiástico, resolución eje- 
cutiva pt: 4 de junio de 1833 declarando que 
el patronato y vice-patronato residen en la au- 
toridad civil independientemente de la fé 6 
culto que profesa el que lo ejerza, con tal que 
respete el culto exterior de la religión cató- 
lica. 
República de Venezuela. — Secretaría de E. en el D. del 
Interior y Justicia. — Sección central. — Ramo del In- 
terior. — Mesa segunda. — Caracas. 4 de Junio de 1888. — 
A fío 4 ° de la ley y 28 ° de la independencia. — Núme- 
ro 26. " 

Al Sr. Gobernador de Cumavá. 
Presentado al despacho e) expediente remitido 
por US. relativo á las comunicaciones habidas 
entre US. y el Gobernador de la diócesis, con 
ocasión de no haber querido este investirle con 
la llave del sagrario en el dia Jueves Santo de esta 
afio, S. E. dispuso que se oyese el voto del con- 
sejo, el cual evacuó la consulta en los términos 
siguientes: 

" El Secretario del interior hizo piesente qm* 
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el Ejecutivo deseaba saber el parecer del conse- 
je en orden auna comunicación del señor Gober- 
nador de la provincia de Cumaná coronel Eduar- 
do Stofford fecha 9 de abril, quejándose de que 
el gobernador de la diócesis de Guayana, que en 
aquella ciudad hizo como preste los oficios del 
día jueves santo, le negó la investidura de la llave 
del sagrario que le correspondía en calidad de vice- 
patrono según costumbre, y en virtud de la sino- 
dal de 1687, puesta desde entonces en observan- 
cia, mediante la sanción rettl. De las contestacio- 
nes ocurridas entre ambas autoridades, aparece 
que la negativa del gobernador eclesiástico se fun- 
dó solo en un oficio del reverendo obispo de 
Trícala, vicario apostólico de Guayana, dirigido 
desde la isla de Margarita y recibido el lunes 
santo, insertándole su decreto de 23 de Marzo 
último, en que bajo pena de suspensión de todas 
las funciones del ministerio sacerdotal prohibe 
absolutamente entregar dicha llave á algún seglar 
de cualquiera grado y autoridad por mas elevada 
que sea, si no profesa notoriamente la religión 
católica, apostólica romana, en obediencia al Sumo 
Pontífice, cuya resolución creyó el preste debía 
ejecutar respecto á la persona del gobernador 
señor Sto fiord, á quien el mismo reverendo obispo 
atribuye disparidad de culto como cristiano pro- 
testante. Bien considerada la cuestión, juzga el 
consejo que el citado decreto ofrece al Gobierno 
poderosos reparos, no solo por la aplicación que 
de él se ha hecho, sino esencialmente por l;>s 
razones en que se pretende fuudario, y poi el 
sentido general y absoluto en que está concebido. 
Al establecer dicha prohibición, el vicario apos- 
tólico de Guayana aduce corno fundamento de 
ella el concepto de ser solo por una costumbre 
originada de la piedad y devoción, y consentida 
por los prelados, que se ha dado lu llavo de l sa- 
grario el dia Jueves Santo a los prirfteros magis- 
trados de las ciudades y villas. Mas ¡3. 8. 
R. no ha podido olvidar que tal prerogMiva 
, está fundada no solo en la costumbre, sino 
también en el parágrafo 146 título 6 ( > libro 
3? de la citada sinodal, aprobada por los re- 
yes de España, en que se dispone u que las 
llaves de los sagrarios las deben tener los 
prestes que hacen los oficios de este dia, si no es 
en parte donde asisten los v ice- patronos de 8. 
M. á quienes seles dan por razón de la represen- 
tación del patronato real. Tal error, pues, por 
parte del reverendo vicario apostólico, no le jus- 
tifica de haber autorizado la violación del precep- 
to sinodal y el desaire hecho en público á la per- 
sona y representación del magistrado civil. 
Ademas, según los términos en que está concebi- 
do el decreto mencionado, puede comprender á 



PAT 



todos los funcionarios de la República incluso el 
primer jefe del Estado, y si fuese fundada la dis- 
posición que contiene, podría también hacerse 
extensiva por los mismos principios á las demás 
prerogativas y derechos del patronato, y consti- 
tuirse árbrita la autoridad -.clesiástica d« impeler 
al cumplimiento de la ley ue la materia, las res- 
tricciones ó condiciones que ella no establece. 
Tal seria ia de exigir al Gobierno mismo una 
pública protestación ó profesión notoria de su fé 
y culto religioso. Los referidos derechos y pre- 
rogativas del patronato uinguna relación r ienen 
con los principios de la conciencia : es un atribu- 
to de la autoridad civil, derivado naturalmente de 
su supremasía en todo Jo que comprende el orden 
general de la sociedad. Tal es el carácter esen- 
cial con que generalmente está reconocido este 
derecho, y su ejercicio, como dice lu ley de 28 de 
Julio de 183-1, debe adaptarse en la República 6 
su sistema de gobierno y conformarse en las ma- 
terias que comprende á las atribuciones conferidas 
j á sus autoridades. Por tamo, en Venezuela cual- 
j qiiier magistrado es hábil para ejercerlo en sus 
I respectivos casos sin necesidad de otros requisi- 
j tos que los que ia constitución y la ley prescriben; 
lo único que obtienen derecho de exigir los mi- 
nistros y prelados eclesiásticos es que se respete 
el culto exterior de nuestra divina religión. Con- 
sultado el Ejecutivo en otra ocasión por el mismo 
señor gobernador de la diócesis sobre si la dispa- 
ridad de c.ilto cristiano que se atribuye al go- 
bernador señor Stofford, seiia obstáculo para ad- 
mitirlo á las funciones de vice-patronato, se sir- 
vió declarar conforme al acuerdo del consejo de 1 1 
de Julio último que ni sabia cual fuese la creencia 
religiosa de aquel funcionario, ni tenia motivo para 
investigarla ; que solo consideraba en él su carác- 
ter como gobernador de la provincia de Cumaná, 
y que como tal debía ejercer las funciones que le 
atribuye la citada ley. Contrayendo ahora las 
precedentes observaciones al nuevo caso en cues- 
tión, pudiera aun prescindírse de la declaración 
que el godernador Stofford hizo al del obispado 
en su contestación de 9 de Abril de ser cristiano 
ingles, y su religión la católica apostólica: basta 
que en los actos á que ha asistido como vice-pa- 
trono haya tributado el respeto y veneración de- 
bida al culto establecido. Masen este punto le 
recomiendan sobre todo encarecimiento los infor- 
mes no solo del jefe político, sino también del go 
bernador de la diócesis y del Pro. Juan Espinal. 
Este en su sermón del primer dia de pascua de 
resurrección hizo una honrosa mención del señor 
Stofford, presentándolo como un modelo digno de 
imitarse en sus asisteucias á las pláticas doctrina- 
les déla cuaresma, y á las procesiones y actos de 
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la semana santa ; y aquel prelado también ha cer- 
tificado que su conducta es cumplidamente moral, 
que no sol.» igual», sino que aventaja á los demás 
por su religiosidad exterior, y que es editicativo 
en la veneración del santuario, é irreprensible en 
sus conversaciones y modales. Le será por último 
permitido al consejo observar que después de la cita- 
da ded ración del gobierno expedida á consulta ce 
la misma autoridad eclesiástica, parece que había 
fundada razón para esperar que no tendría lugar 
contra su tenor un procedimiento com'i el que ha 
motivado la queja del vieepatrono de Cu maná, 
lo que es tanto mas respetable cuanto que el re- 
verendo obispo de Trícala en sus comunicacio- 
nes al gobernador interino de la diócesis le excita 
visiblemente á la desobediencia, y como á pro* 
vocar la persecusion. Opina, pues, en conclusión 
el consejo, que reproduciéndose el citado acuer- 
do de 11 de Julio último, se requiera al reverendo 
vicario apostólico de Gunyana para que alce des- 
de Juego su decreto de 23 de Marzo último, y 
libre orden al vicario foráneo de dimana, ó al 
gobernador de la diócesis p-.ra que no embarace 
en el ejercicio de sus funciones ó en el goce de 
sus prcrogalivas al actual gobernador de aquella 
provincia, bien sean las designadas por la ley de 
28 de Julio de 824, ó bien las que le correspondan 
por las sinodales, ó en virtud del uso y costum- 
bre." 

Y el Gobierno, de conformidad con la opinión 
del consejo, ha resuelto : que se diga al reverendo 
obispo de Trícala que álcelos efectos de su de- 
creto citado, puesto que ellos contrarían los pre- 
cer tos de la ley de 28 de Julio mencionada, y 
las sinodales que han obtenido una sanción legí- 
tima : que se ti acriba al vicario foráneo de Cu- 
maná, comisionado para el gobierno eclesiástico 
de esta prov : ncia y de Ja3 de Guay^na y Barcelo- 
na, para que esté entendido que no debió dar 
cumplimiento á órdenes que contrarían leyes 
vigentes de la República, y para que en lo sucesi- 
vo no se reproduzcan allí iguales actos: que se 
publique en Ja Gaceta, y se diga todo á US. en 
contestación á su oficio de 9 de Abril último. 

En consecuencia lo comunico á US. para su 
conocimiento y fines consiguientes. 

Soy de US, muy obediente servidor. 

Diego B. Urbanía. 
Es copia. — Urbaneja. 

PATRONATO eclesiástico, resolución eje- 
cutiva dr II pe junio pc 1S33 declarando 
cómo deben ejercrr Ins Gobernadores las fun- 
ciones de los Inteitd'-ntes ; y otras cosas rela- 
tivas á ios títulos de curas. 

República de "Venezuela. — Secretaría de Estado 
en los Despachos dfl Interior y Justicia. — 
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Sección 1?— Caracas 1 1 de Junio de 1839, afta 

109 de la ley y 29? de la i nde pendencia «~-Nd- 

mero 101. 
Sefior Presidente del Tribunal Mayor de Cuentas. 

En 81 de Agosto de 1836 'se dijo al Goberna- 
dor de Maracaibo y se transcribió en la pnpia 
fecha á los de las demás provincias con el nú- 
mero 155, lo que sigue : 

" Ha tenido el Gobierno á la vista un título de 
cura propio de la parroquia de Chíquinquirá y 
San Juan de Dios de csi ciudad expedido al pres- 
bítero Maestro José de Jesús Romero por el se- 
fior Provisor Vicario Capitular Gobernador de 
ese obispado en sede vararte, en el cual se en- 
cuentra un cúmplase del Gobernador de esa pro- 
vincia que fué el sefior Ramírez; y observando 
que tanto en la expedición de dicho título como en 
ponerle el expresado cúmplase, no se ha procedi- 
do debidamente, me ha mandado decir á US* 

Primero: — Que la presentación que corres* 
pondia hacer á lo? intendentes y ahora á los go- 
bernadores de provincia de uno de los propues* 
tos por los prelados eclesiásticos para los benefi- 
cios curados, según lo dispuesto por el artículo 
27 de la ley de patronato, debe hncerse por di- 
chos gobernadores como lo hace el Ejecutivo en 
su caso, en el papel sellado correspondiente, sien- 
do tal presentación el título en forma que sirve á 
los presentados, y en cuya virtud el prelado 
eclesiástico da colocación é instrucción canónica 
y manda tomar posesión sin necesidad de expe- 
dir por sí otro título. 

Segundo: — Que cuando el Ejecutivo en su 
caso expide dichos títulos, se previene al Gober- 
nador de la provincia en que está el curato que 
le mande cumplir, y es solo en tales títulos que 
debe poner su cúmplase ; y * 

Tercero: — Que a los títulos ó nombramientos 
de curas y Sacristanes interinos que expidieren los 
prelados eclesiásticos en uso de la facultad que les 
concede el artículo 34 de la citada ley de patro- 
nato, Jos gobernadores de provincia no deben po- 
ner su cúmplase sino mandar á tomar razón de 
ellos, conforme se ha prevenido en circular de 
17 de Octubre de 1838, número 170.'* 

Y como tal resolución resuelve la consulta que 
US. se sirve hacer por su oficio fecha 29 de Ma- 
yo próximo pasado, número 2, con que incluyó 
el título que devuelvo original expedido por el 
reverendo obispo de MérMa á favor del presbí- 
tero Simón Pedro R imírez nombrándole cura 
propio de la parroquia de! Jobo, la transcribo á 
US. de orden del Gobierno, anadiándole que no 
se tome razón de !<»- títulos de los curis y sa- 
cristanes en propiedad que expidan loe prela- 
dos, ni se les satisfaga á ios nombrados en ellos 
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asignación alguna por ser fcecho el ftojtitoamen- 

Xo por autoridad incompetente. 
Soy de US. atento servidor. 

(Firmado.) D. B. Urbatej*. 

PATRONATO eclesiástico. Otras faAcíenes 
de los Gobernadores. Véase Provintuts, aft. 
14. 

PATRONATO eclesiástico. Véase Mayor- 
domíes de fábrica, R. E. de 27 de Mario de 
1852, y Opción apatronóte* ó capellanías lai- 
cales áfC. 

PATRONATOS ó capellanías laicales. Véa- 
se Opción á patronatos, 6 capellanías laica" 
les <¿c. 

PATRONOS DE LA OBRA FIA FUNDADA EN HE- 
RIDA POR EL DOCTOR MARCELINO EA1SGEL. 

Véase Obras pías, D. de 38 de Junio de 1824. 
PELGRON (José María) Pensión á su viuda. 
Véase Pensiones, D. de 16 de Mayo de 1850. 
PELO de conejo. Debe considerarse como 
lana. Véase Arancel de importación, (Apén- 
dice al primer tomo) R. E. de 16 de Agosto de 
1853. 
PENA corporal* Cuáles lo son para Ja inteli- 
gencia del artículo 199 de la Constitución, y el 
14 de la ley única título 13 del código de pro- 
cedimiento. Véase Procedimiento criminal, 
artículo 15. 
PENA de presidio. Véase Tiempo de presi- 
dio» 
PENA capital. Resolución Ejecutiva de 8 
pe enero de 1836 disponiendo que loe Cor* 
tes den cuenta de su imposición al Poder Eje- 
cutivo antes de ser ejecutadas. 
El sagrado deber del Ejecutivo, y el juramen- 
to que ha prestado de sostener y defender la Cons- 
titución, le ha obligado á solicitar, que pe cum- 
pla con el mandato del párrafo 21 del artículo 
11?, cuyo tenor es el siguiente: 

"En favor de la humanidad puede conmutar 
Ja* penas capitales, con previo acuerdo y consen- 
timiento del Consejo de Gobierno, á propuesta del 
tribunal que conoaca de la causa en última ins- 
tancia, 6 á excitación del mismo Ejecutivo, siem- 
pre que ocurran graves y poderosos motivos, ex- 
cluyéndose de esta atribución los qne hayan sido 
sentenciados por el Senado*" 

Con este objeto ocurrió al Consejo y obtuvo la 
consulta siguiente, la cual se ha comunicado co- 
mo so resolución en la materia. 

Sesión número 691 del Consejo de Gobierno 
Constitucional. 
Viétnes 8 de Enero de 1836, 7.° y 26? 
1<>: Reunidos el Excelentísimo selior Vice- 
presidente de la República, los señores Conseje- 
ros Carrefio, Avefldaflo, Tañes, Duarte y k)s Se* 
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creíanos dé G o erara», Hacienda é Interior, se abrió 
la sesión. 

£1 Secretario del Interior manifestó, qtie te- 
niendo el Poder Ejecutivo la iaooftad de cqnsne- 
twr las pena* capitatas con acuerdo del Coapejo, 
cuando lo exija algún grave motivo de conve- 
niencia pública, sin que sea necesaria que la prtt* 
puesta nazca del tribunal que condenó en última 
instancia, se encuentra, que esta benéfica atribu- 
ción puede ser muchas veces frustránea, si na se 
obvian los obstáculos que necesariamente nacen 
de las instancias, cuando el tribunal no reside en 
la capital de la República. Desde que un Tribu- 
nal Superior pronuncia sentencia, y el inferior 
recibe la provisión, debe este ejecutarla sin. que le 
quede ningún arbitrio para suspender su cumpli- 
miento. En las sentencias de pena capital, en que 
el Superior propone la conmutación, no hay em- 
barazo, porque en la misma sentencia se previe- 
ne la suspensión hasta qne resuelve el Ejecutivo. 
Mas, no es así, cuando la propuesta no jha teni- 
do lugar en dicho Tribunal Superior* 

El reo, ó so defensor, pueden representar al 
Gobierno pidiendo la conmutación, y tasta que 
este quiera ocuparse en la consideración del ne- 
gocio, para, que la. sentencia se suspenda, pues- de 
lo contrario,. en vano sería que aquellos usasen 
del derecho de petición, y que el Gobierno deÜ» 
berase. Cree, pues, el Gobierno, que puede en 
este solo caso mandar suspender la ejecución de 
la sentencia, lo que antes ha hecho en la conmu- 
tación de Pablo García, valiéndose del Goberna- 
dor de la provincia como su agenta inmediato, le 
cual dio lugar á una competencia entre dicho 
empleado y el tribunal qne habrá condenado. 
Mas, sea con dicho tribunal, Ó con el Goberna- 
dor, con quien el Ejecutivo deba entenderse, siem- 
pre ha de suceder, que los reos no alcancen la 
orden de suspensión, porque mientras esta se 
despacha, mientras llega al Gobernador* Ó á la 
Corte de Justicia, y mientras estos expiden las su- 
yas, los reos habrán sido ejecutados, y las miras 
de política y de conveniencia pública que el Go- 
bierno pudiera tener presentes para la conmuta- 
ción, quedfen sin efecto. 

Y deseando 8. E. el Presidente adoptar irna 
medida, que estando en consonancia con las fon- 
dones de los tribunales, haga efectiva sü atribu- 
ción de conmutar, desea que el Consejo le ilus- 
tre sobre ei particular. 

Penetrado el Consejo, de (a necesidad da ac^r> 
dar la resolución que consulta el Goiie^Q^aco^ 
dó : oue la única que puede dejar e^ped^a, ¿a fa- 
cultad que le concede el número 21 del artículo 
117 de la, Constitución, es el que Ja, porte mstejle 
suspender la ejecución de láa, penas capi^áj^ no 
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solo en los casos en que ella proponga la conmu- 
tación, como hasta ahora lo ha practicado, sino 
generalmente en todos aquellos en que se impon- 
ga la pena de último suplicio, solicitando al efec- 
to, que pase en testimonio las sentencias que li- 
brare, y aguarde el resultado que produzca la in- 
teligencia que de ellos tenga el Ejecutivo. £1 
señor Secretario de Hacienda salvó su voto, por 
lo que respecta t una parte del acuerdo, en los 
términos que se expresa por separado. 
(Firmado) Andrés Narvarte. 
(Firmado) Francisco Javier Yánes. 
(Firmado) José Duarte. 
(Firmado) J. María Carreño. 
(Firmado) J, Avendaño. 
(Firmado) J. E. Gallegos, 
(Firmado) E Hernaiz. 

(Firmado) J. S. Rodríguez. 
Es copia : Rodríguez. 
PENA cAriTAL. Sobre lo mismo que la resolu- 
ción anterior. Véase Indultos, D. de 3 de Ma- 
yo de 1839. 
PENAS. Véase Consultas de sentencias. Cuan- 
do se considerará como tal el arresto. Véase 
- Prisión, A. C. S. de 10 de Octubre de 1843. 

PENAS CORRECCIONALES. LEY VI TÍTULO VIH 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO DE 13 DE FE- 
BRERO de 1852 — reforma la de 19 de Mayo 
de 1836, p. 270 del cuerpo comprensivo de las 
de ese año, y 260, número 270 del cuerpo de 
186-1. 
£1 Sedado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso, 
Decretan: 
L:y XI Ululo 8 ° del jirocedimiento judicial. Do la im- 
posición de ponas correccionales por los jaeces, á los 
quQ los áoBobedezcaii ó falten al debido respeto. 

Ari 1 9 En las penas correccionales que se- 
gún el Código orgánico de los tribunales, pueden 
imponer W Préstenles de Cortes y demás jue- 
ces inforiores, poi desobediencia, ó falta de respe- 
to, ó de decoro al respectivo tribunal, se observa- 
rán Jas reglas siguientes 

1^ El autor ile la falta será advertido de ella, 
apercibiéndosele claramente para que se absten- 
ga de repetirla. 

2& Si la repitiere, podrá el juez en el acto mis- 
mo proceder a la imposición de una multa hasta la 
cantidad que permite el citado Código, haciendo 
autorizar por el Secretario la consta ncii del aper- 
cibimiento y. la repetición de la falta, con expre- 
sión de la naturaleza del hecho 6 palabras que en 
los casos del artículo 1 9 hayan ameritado la mul- 
ta, y de que será instruido precisamente el mul- 
tado. 

Art 29 Cuando la falta fuere grave de modo 
que merezca mas seria corrección, el juez puede 
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hacer retirar del local á la persona que le falte, y 
levantando una diligencia sumaria, pasar esta á 
otro juez del lugar. 

Art. 39 En Ta diligencia sumaria de que ha- 
bla el artículo anterior ha de estar acreditada la 
falta con las declaraciones de dos testigos pre- 
senciales, por lo menos, sin contar al Secretario 
que debe autorizarlas. 

Art. 49 El juez del lugar que reciba la dili- 
gencia sumaria dictará un auto emplazando al 
que aparezca autor de la falta, y le prestará au- 
diencia por ocho días para que pueda producir 
sus pruebas, y se defienda verbalmente ó por 
escrito. 

Art. 59 El día noveno será el señalado para 
la vista del expediente, y concluida, deberá pro- 
nunciarse la sentencia, siempre que á juicio del 
juez no se necesite diferirla, por el término de 
dos dias, conforme á la ley de este Código so- 
bre disposiciones comunes. 

Art. 69 Dicha sentencio, en el caso de ser 
condenatoria, no podrá extender la corrección 
que aplique, sino hasta una multa de cincuenta 
pesos ó arresto hasta por tres dias. 

Art. 79 Si la falta ó desacato fuese de tal gra- 
vedad que, según las leyes comunes, exija un pro- 
cedimiento criminal, el juez receptor de la dili- 
gencia sumaria, si es el competente para cono- 
cer ; ó el que lo sea, según la ley sobre juicios 
criminales, seguirá entonces la causa por todos 
sus trámites ordinarios. 

Art. 89 Se deroga la ley 6» título 89 del Có- 
digo de procedimiento 

Dada en Caracas á 12 de Febrero de 1852, 
alio 23 de la ley y 42 de la independencia. 

El Presidente del Senado, Simón Planas. 

El Presidente de la Cámara de Representantes, 
F Parejo. — El Secretario del Senado, José Án- 
gel Freyre.—E\ Secretario de la Cámara de Re- 
presentantes, J. Padilla. 

Caracas, Febrero 13 de 1852, año 23 de la ley 
y 42 de la independencia. 

Ejecútese. — /. G. Monagos. 

Por S. E. el Presidente de la República.— El 
Secretario de Estado en los Despachos del Inte- 
rior, Justicia y Relaciones Exteriores, Joaquín 
Herrera. 

PENAS CORRECCIONALES. ACUERDO DE LA COR- 
TE suprema de 22 db AGOSTO de 1840 decla- 
rando que en las impuestas por los Goberna- 
dores y Jefes políticos, no están obligados es- 
tos funcionarios, por ía naturaleza misma de 
sus funciones, á observar los requisitos de in- 
formación sumaria, y demás reglas á que «í- 
tán sujetos los jueces ordinarios, 

Caracas 22 de Agosto de 1846, 17? y 36? 
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" Vista la consalta del jues de primera ¡natalicia 
del Oeste de la provincia de Maracaibo que diri- 
gió la Corte Superior del q«int9 distrito con su 
informe, y ha devuelto el ministerio fiscal con su 
dictamen. Cree aquel juea que cuando la ley or- 
gánica de provincia autoriza en sos artículos 28 
y 29 á loe Gobernadores y Jefes políticos para 
imponer penas pecuniarias, precediendo una dili- 
gencia breve y sumaria en que conste el hecho 
que pos motive, deberia ¿educirse esta cons- 
tancia, no del solo relato del magistrado, sino de 
una comprobación bien testimonial, bien docu- 
mental que hubiese tenido á la vista, á fin de que 
el penado quedase convencido de haber incurri- 
do en aquella pena, así como se previene á los 
jueces en ia ley 6 a título 9.° del código de pro- 
cedimiento que para imponer penas correcciona- 
les de arresto que pase de tres dias, 6 de multa 
que exceda de diez peso9, deba acreditarse el he- 
dió con las declaraciones de dos testigos presen- 
ciales, de n»odo que según el concepto del juez 
consultante deberían quedar sujetos los magis- 
trados de policía á las mismas reglas que los jue- 
ces ordinarios. Pero las leyes han establecido 
con razón la diferencia que se nota entre unos y 
otros funcionarios, aun cuando tengan que aplicar 
la misma pena, por ser también bastante percep- 
tible el diverso modo con que obra cada uno en 
el ejercicio de sus funciones. Los jueces con- 
traidos á administrar justicia entre partes que 
la reclaman, y á castigar los delitos después de 
eotneii.ios, no se ven obligados á proceder con tal 
festinación que loa haga omitir algunos trámi- 
tes que pueden asegurar la rectitud en el proce- 
dimiento. Sus determinaciones por tanto, aun 
cuando sufran alguna/retardación, no dejan de pro 
dncir el efecto debido ; mientras que las autorida- 
des á cuya vigilancia se han confiado el orden 
publico, Ja tranquilidad y seguridad del Estado, 
se ven frecuentemente urgidas á obrar con la ce- 
leridad y reserva que llene el objeto de su minis- 
terio. Sus providencias precantelativas son por 
lo cojium de tan pronta y vigoroso ejecución que, 
perdido el momento preciso en que debieran te- 
nerla, no aolo vienen á quedar infructuosas, si- 
no que dejan un blanco por donde puedan hacer- 
te funestas irrupcioues contra el orden y tranqui- 
lidad pública- f)e nada serviría haber tenido la 
previsión necesaria para acordarlas, si por la de- 
sobediencia de un subalterno no corregida opor- 
tunamente por falta de dos testigos que la hu- 
biesen presenciado, quedasen sin efecto las^medi- 
%* acertadas que hubieran podido salvar el Es- 
tado de] trastorno que sufriera. De aaul ía dife- 
rencia que sabiamente han establecido las leyesen 
et modo de hacer cumplir sus providencias los en- 
cargados de 7a policía y los de la administración 
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dé justicia; y puea que las disposiciones que 
fijan las regias de so proceder a cada uno de ee- 
toa funcionarios son claras y terminantes, la Cor- 
te Suprema no considera que hay duda fundada 
acerca de su inteligencia, ni motivo para dirigir 
consulta á las cámaras legislativas. Óomuníque- 
se esta determinación á las Cortes Superiores^ — 
Narrarte.— -Martines.— Castillo. — Duarte. 

PENAS crueles. Su abolición. Véase Dispo- 
siciones generala constitucionales* art. 200 y 
Tormento. 

PENAS k LOS CATEDRÁTICOS DE LAS UNIVERSI- 
DADES. Yease Instrucción pública* L. 6& art. 
7 al 9. 

PENITENCIARIAS, decreto de 15 de mato 
de 1841 mandando establecer tres. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Considerando ; 

Que el establecimiento de casas de corrección 
contribuye á la economía en la custodia de los 
que han sido condenados, á la eficacia de la pena- 
y á la mejora de la condición moral de loa de- 
lincuentes; siendo ademas una basa indispensa- 
ble para la perfección del código penal : 

Decretan : 

Art. 1° Se establecerán ala mayor brevedad 
en el territorio de Venezuela tres casas de correc- 
ción ó penitenciarias, una en ia ciudad de Cara-" 
cas en el edificio nombrado cuartel de San Cario», 
y las otras dos en las ciudades áe Cumaná y 
Maracaibo. 

Art. 29 Para la que se ha de construir en el 
cuartel de San Garlos se destinan por ahora vein- 
ticuatro mil pesos, debiendo el Poder Ejecutivo • 
disponer lo conveniente á fin de que desde luego 
se dé principió á la obra; y páralos planos, pre- 
supuestos y primeros gastos de las otips dos, se 
destinan doce mil pesos. 

Art 39 El Poder Ejecutivo dará anualmente 
cuenta al Congreso del estado de dichas fábricas 
para que en los presupuestos se incluyan las can- 
tidades necesarias hasta su conclusión. 

Art. 49 El Poder Ejecutivo dispondrá que en 
el castillo de San Carlos, en la barra de Maracai- 
bo se preparen y arreglen dos salas para estable- 
cer un taller de herrería y otro de carpintería 
para el trabajo de los presidiarios que no sean ue- 

geesarios para las obras del castillo. Con este fin 
'podrá emplear el Poder Ejecutivo la suma de dos 
Imjl ciento sesenta pesos, que se incluirán en el 
presupuesto. 
§ 19 La suma expresada en este artículo será 
reintegrada con el producto del trabajo de ka 
presidiarios, después de satisfechos los sueldos de 
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lo* maestros y demás gastos iodispensabks del 
establecimiento. 

$ ' 2P El Poderfijacmivoeipedíf &t el.regbkUKi*- 
ts> quB organice el establecimiento^ dando^ouenta 
tu Congreso. 

Dado en Caráota, & 10 de Mayo de 184L, año 
1&9 <!*')* > ley y 3*9 de la independencia;— El 
Presidentedel Senado,. José Vargas *-*EL Pre- 
sidente de la Cámara de Representa ates, Fernan- 
do QlaMrría.-r-E,l Secretario del Senado^ José 
Ángel Freiré. — £1 Secretario de la Cámara de 
Representantes, Rafael Acevedo. 

Sala del despacho. — Caracas, Mayo 15 de 1911 
áfio 129 de la ley y 319 de la independencia. — 
Ejecútese — José A. Paez.—For S. E.— Él Se- 
cretario de £. en los DD. de lo Interior y Justicia 
Ángel Quintero* 

PENITENCIARIAS, resolución ejecutiva 
dé 26 de octubre dé 1841 estableciendo das 
talleres en el presidio de Maracaibo* 
£n el expediente de la materia ha recaído la 
siguiente resolución. 

£1 articulo 4? de La ley de 15 de Mayo del 
ptesente año sobre el establecimiento de tres ca- 
sas- de corrección ó penitenciarias dice así. 

" El Poder Ejecutivo dispondrá que en el cas- 
tillo de San Carlos, en la barra de Maracaibo, se 
preparen y arreglen dos salas para establecer un 
táller de herrería y otro de carpintería, p8ra el 
trabajo de tos presidiarios que no sean necesa* 
ríos para las obras del castillo. Con este fin po* 
drá emplear el Poder Eje cu tiro la suma de dos 
mi) ciento sesefttá pesos, que se incluirán en ti 
presupuesto/* 

'• § 1? Lá suma* expresada en este artículo se- 
fk reih tetrada con el producto del trabajo de los 
presidíanos, después de satisfechos los sueldos de 
tos maestros y demás gastos indispensables del 
establecimiento. 

u $ í? El Poder Ejecutivo expedirá el regla- 
mento que organice el establecimiento, dando 
ctrénfo al Congreso. * 

Ert su cumplimiento y con presencia del m- 
rbfrtie que ha dudo el comandante de armas de 
Maracaibo, el Puder Ejecutivo ha acordado, el si- 
guiente reglamento. 

.Art. 19 Se establecen en el castillo de Sao 
Carlos de Maracaibo dos talleres, uno de armería 
v herrería, y otro de carpintería de ribera y de 
blanco. 

Arí. ty En el taller de herrería habrá dos 
fraguas completamente provistas de las herra- 
mientas necesarias ; y en el de carpintería dos 
bancos con un torno, una prensa, sierras s y toda 
& Jfefcrámiéhtá y útiles correspondientes. 

Alt á^' Para el, taller de herrería. któr¿.ua.j 
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matate* c*A^suddfrdéseseioftft peso» mensua- 
les; y paira el de carpintería otro maestro cotí el 
mismo, amoldó, y además uo ayudante con trein- 
ta pasas, mensuales para el trabajo de blanca 
El cocneadeale de anoas de k provincia hará lo» 
nombramientos de estos empleados, dando cuen- 
ta de ellos ai Gobierno para su aprobación.; y 
tendrá la facultad de remontarlo*, cuando no con- 
vinieren al mejor servicio del establecimiento. 
^ Art 49 Los talleres estarán abiertos todos loe 
dias de trabajo desde ks seis de la mañana has- 
ta las nueve, de ks diez á las doce y de las dos 
de la tarde hasta las seis, en cuyas horas se ocu^ 
paran los presidiarios en las obras que les fue- 
ren designadas por los maestros y ayudante, 
quienes deberán concurrir coa puntualidad á los 
talleres en las horas prefijadas. 

§* único. No obstante lo dispuesto en el artícu- 
lo anterior, el comandante de armas podrá alte- 
rar el número de horas de trabajo y designar las 
que deban ser, según juzgare mas acertado. 

Art. SP Los maestros y ayudante enseñarán 
sus respectivos oficios á los presidiarios con la 
mayos contra ocio» y esmero» y están en el deber 
de dirigir las obras que se construyeren en ios 
talleres» y de contribuir a ellas mismas con su 
ayuda material. 

Art 6P Los presidiarios destinados á los ta- 
lleres concurrirán con puntualidad á las horas 
designadas en el artículo 49 y estarán obligados 
a obedecer y cumplir exactamente las órdenes y 
disposiciones de los maestros y ayudante, los coa- 
las tendrán facultad de obligarlos á ello, bien 
por si 6 por medio de un cabo* de la guarnición: 
del castillo que asistirá á Id» talleres durante las 
horas de trabajo. 

Art 79 Los presidiarios destinados a los ta- 
lleres se instruirán, y ocuparán en la construc- 
ción de cureñas de todas clases, en la composi- 
ción, de armamento, en la fabricación de artícu- 
los de guerra, tanto del ramo, de carpintería co- 
mo del de herrería, y ademas recibirán la ense-^ 
nansa propia del oficio del calafate, del velero y 
de la construcción naval. 

Art. 8P Cuando los presidiarios no estén ocu- 
pados en Jas obras del Estado, se contraerán; á 
lá cansütuccion de obras de particulares, y A ,1a 
de todos aquellos artículos qué tengan demanda 
y queco* utilidad pueda a ser rendidos ñor cuen- 
ta del taller, en la, inteligencia de que los ^parti- 
culares que mandaren hacer obras,, deberán pis- 
senta* los correspondientes materiales,, y deque 
sólo para los de ús que se hicieren jpor encola de 
los talleres, como sombreros de. j^pya^^ Banjea, 
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coa calidad de reintegro, la cantidad que se ne- 
cesitare. 

Art 9? El comandante del castillo será el ad- 
ministrador y director de estos talleres, y como 
tal cuidará del cumplimiento de los deberes de 
«us subalternos y del buen orden y policía del 
establecimiento* 

Art 10. Se tomarán délos almacenes del cas- 
tillo cou la debida cuenta y razón todos los ar- 
tículos y enseres que se necesitaren, tanto para 
el establecimiento de los talleres, como para la 
construcción de las obras que se hicieren para 
servicio del Estado. Y para la provisión de los 
que no hubiere en almacenes, el comandante del 
castillo, por conducto del de armas de la pro- 
vincia, hará el correspondiente pedido á la junta 
de hacienda de Maracaibo, la cual podrá con- 
tratarlos dentro 6 fuera del pais según lo creye- 
re mas conveniente. 

Art. 11. Los presidiarios del castillo recibirán 
al a fio dos vestuarios de cotonía compuestos de 
camisa y pantalón, una frazada, dos mandiles de 
coleta y dos sombreros de empleta. 

Art. 12. A cada presidiario se asistirá con un 
real de socorro por día, para que coma en ran- 
cho, que se arreglará como el de tropa, y se le 
darán al mes tres reales en jabón y tabaco. 

Art. 13. Estas suministraciones. se harán del 
rea) y medio que abona el tesoro público para ca- 
da presidiario, y el sobrante que resulte al fin del 
fifi» económico ae destinará á los objetos que 
prescribe el artículo 18. 

Art. M* Oada dos afios serta- examinados los 
presidiarios por una jnnta compuesta del comarv 
danta del- castillo, que. la presidiré, de loe dos 
maestros de que habla el artículo 29 y de tollos 
los demás que fueren llamados por el comandan- 
te del castillo de aouerdo con el de armas de la 
provincia^ Loe que resoltaren con los conoci- 
mientos y cualidades» de maestro» obtendrán del 
aotritirid&nte de afrnab'de kl provincia el tíluló de 
tais*, f tendHta : opción á reemplazar al propie- 
tario e*h las vac*nttíe absolutas ¿ temporales cotí 
la mitad del etiekky por orden de antigüedad. 

Art í& El presidiario que al cumplir su con- 
dena hubiese aprendido con perfección cualquie- 
ra- de\ íós dos oficios á q*e se lé destine, y que hu- 
biese rnánifestado buena conducta y laboriosidad, 
sar& gratificado al aero dé si* Salida Con una tu- 
rna, que no exceda de* cien pesos, pata que puti- 
da abrir, tienda de su o'fioio, y con una 6Uma $ue 
no exceda de cincuenta el' nue' habiendo aprendi- 
do medianamente su ¿fkio, haya dado pruebas de 
Wéria conducta f aplicación. Éstas gratificacio- 
nes se/ád t&gftatfós 1 fbí el ¿óm&rtdtói* de armas 
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á propuesta de los maestros, informada per el 
comandante del castillo» 

Art 16. Para recompensar el buen éxito de 
los esfuerzos de los maestros se les gratificara: con 
ciento cincuenta pesos por cada presidiario que 
resultare en el examen con los conocimientos y 
cualidades de maestro* 

Art. 17. Al fin de cada mes el comandante del 
castillo pasará al de armas de la provincia una 
relación documentada de las obras que haya he- 
cho cada presidiario, bien para el Estado, bien 
para los particulares : del precio en que se ha- 
yan vendido estas últimas ; y un informe acerca 
del estado del establecimiento, fotos documen- 
tos serán enviados á la secretaría de guerra, con 
las observaciones que crea conveliente hacer di- 
cho comandante de armas. 

Art. 18. Con la diferencia que resulte entre 
el real y medio diario decretado en el presupues- 
to para raciones del presidio, y lo que ahora de- 
be gastarse en mantención y vestuario de los pre- 
sidiarios, según lo dispuesto en los artículos 1 1 y 
12 de este reglamento, y con el producto del tra- 
bajo de los presidiarios, que no sea para servi- 
cio del Estado, se fot mará en la administración 
de aduana de Maracaibo un fondo con el cual se 
atenderá al reintegro de los dos mil ciento se- 
senta pesos que suple ahora el tesoro público, al 
pago de los sueldos de los maestros y ayudante, 
á la compra de materiales para las obras que se 
hagan por cuenta y á beneficio del estableci- 
miento) á las gratificaciones de que hablan los 
artículos 15 y 16 y á todos los demás gastos que 
ocurran en lo sucesiva 

Art. 19. El comandante de armas de Maracai* 
bo de acierdo con el del castillo procederá in- 
(Bediatamente á hacer preparar y arreglar las 
dos salas que se necesiten á fin de q«e st es po<- 
eifeJe-y empiece á trabajar el presidio en todo el 
mea de Noviembre próximo. 

Art. 30. Comuniqúese esta reglamento á 
quienetf eerreseponda, pubiíquese en la Gaceta de 
Gobierno y dése cuenta ai cuerpo legistetáva ea 
su pr taima/ reunión. 

GartNtfs' W6 de Octubre de f 8*1. 

Por & £. — Hernaiz* 

JftÁrftttONES. racimo rx 11 »x abml' b* 
* W33 oonctditnsda una de por vid* á /traja 

G+rrtfto. 
£t Serrado y Gámttráde Representantes deMa'Hfe. 
p%Micade Venezuela reunidos en Congrdft* 
Viata la solicitud de Juan Carreño pidiendo sé 
le conceda una pensión equivalente á la ración df 
un iiiv&lido, por haberse inutilizado defendiendo 
el arden co&tca los facciosos qde la aoche%del ií 
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de Mayo de 1831 atacaron la cárcel pública de 
esta capital, y considerando : 

lo Que está bien comprobada la invalidez de 
Jnan Carreilo á consecuencia de heridas recibi- 
das por defender con denuedo la seguridad pú- 
blica, la noche citada. 

29 Que las anteriores legislaturas han premia- 
do este servicio en otros individuos, y consolado 
Ihs familias de los alcaides de la cárcel, muertos 
por la misma causa, asignándoles pensiones sobre 
los fondos municipales de esta provincia. 

DECRETAN. 

Art. único. Se asigna á Juan Carreflo de pur j 
rlda la pensión de seis pesos mensuales, que se le 
abonarán de los fondos municipales de la provin- 
cia de Caracas, 

Dado en Caracas á 8 de Abril de 1333, 4? de 
la ley y 23 de la independencia. — El presidente 
del Senado, Manuel Quintero. — El Presidente de 
la Cámara de Representantes, Juan Manuel Man- 
rique. — El Secretario del Senado, Rafael Aceve- 
do* — El Secretario de la Cámara de Represen- 
tantes, José María Pelgron. 

Bala del despacho. Caracas á II de Abril de 
1833, 49 y 23.— Cúmplase.— El Presidente de la 
República, José Antonio Pácz. — Refrendado. — 
EJ Secretario de Estado en el Despacho del In- 
terior y justicia, Diego Bautista Urbaneja. 

PENSIONES. DECRETO DE 13 DE MAYO DE 1841 

concediéndolas á los religiosos que no las ob- 
tuvieron por virtud del artículo 4 o del D. de 
83 de Febrero de 1837, 
K Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Venezuela reunidos en Congreso. 

DECRETAN. 

Art. único. A cada religioso' de los que por no 
hallarse con efectiva residencia en los claustros 
de su convento al tiempo de la supresión, 6 por 
estar hecha esta antes de la publicación de la ley 
de 23 de Febrero de 1837, no han sido compren- 
didos en la gracia concedida en el articulo 49 de 
dicha ley ; y que por su edad 6 enfermedades es- 
té inhábil a juicio del Poder Ejecutivo, para ejer- 
cer por sí solo el ministerio y mantenerse, se le 
concederá la pensión de trescientos pesos anuales 
robre las rentas de so respectivo convento; y 
tanto astas, como los demás religiosos que disfru- 
ten defensión deberán, en cuanto lo permita so 
situación, cumplir con las cargas, que de acuer- 
do el Poder Ejecutivo con el ordinario ecleeiá&tir 
co> se les asigne, conformándole con la rn.ejue.de 
los fundadores en cuanto. á la aplicación. 
" Dado en Caracas a ]Ü'de Mayo de 184 í, Í29 
(tela ley y 819 de la independencia. — El Presi- 
dente del Senado, José Vargas. — Et Presidente 
de la Cámara de Representantes. Fernando Ota- 
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varría. — El secretario de la Cámara de Represen- 
tantes, Rafael Acevedo. 

Sala del despacho. — Caracas Mayo 13 de 1841, 
aflo 120 de la ley y 319 de la independencia.— 
Ejecútese. — José A. Páez. — Por S. E.- -El secre- 
tario de Estado en el Despacho de lo interior y 
justicia, Ángel Quintero. 

PENSIONES. DECRETO DE DE ABRIL DE 1839 

concediendo una al Comandante Eduardo 

Brand. 
El Senado y Cámara do Representantes do la República 
de Venezuela reunidos ea Congreso. 

Vista la solicitud del comandante Eduardo 
Brand para que se le refrende la pensión de inva- 
lidez que obtuvo del Gobierno de Colombia ; y 
Considerando 

Loh gratules servicios que prestó este jefe en la 
guerra de la independencia y el estado de ÍDvnli : 
dez en que se encuentra por la total pérdida de 
un sentido. 

Decretan: 

Art. único. Se concede al comandaute Edii-ir- 
do Brand la pensión de cien pesos mensuales. 

Dado en Caracas a 5 de Abril de 1839, año 
10 de la ley y 29 de la independencia. — El Presi- 
dente del Senado, José M. Tellería. — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Joaquín 
Botón. — El secretario del Senado, Jasé Ángel 
Freiré, — El Secretario de la Cámara de Repre- 
sentantes, Rafael Acevedo. 

Caracas, Abril 6 de 1839, 10 de la ley y 29 
de la independencia. — Ejecútese— José A* P&tz. 
Por S. E.—E1 secretario de guerra y marina, Ra- 
fael Urdaneta. 

PENSIONES, DECRETO DE 2 DE HAYO DB 1842 

concediendo una á la familia del Teniente 

coronel Richards* 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la ReDt&btftea 
de Veneznela reunidos en Congreso. 
Considerando: 

19 Que el difunto teniente coronel Tomas Ri- 
chards por amor a la independencia y libertad de 
Venezuela, salvó del presidio de Céu^ta á varios 
de loa denodados patriotas del 19 de Abril de 
1810, que existían confinados allí por el Gobierno 
español. . ' 

29 Que este acto de patriotismo y benefofn- 
cia costó al teniente coronel Richards la pérdiila 
de su fortuna, giro y domicilio en Cádi j como in- 
dividuo de aquel comercio, y 

30 Q U e su viuda y trece hijos venezolanos han 
quejado reducidos a un estado deplorable. 

Decretan ; 
Art. único. Se concede en indemnización á b 
viuda é hijos del teniente coronel Tomas Ri<- hjtrdt 
p:>r el espacio de veinte arlos el goce de la terrera 



COLOMBÍAÍA Y YÉ&&OÍ.ANA. VIGENTE. 



79 



PEN 



parte del sueldo de primer comandante que dis- 
frutaba aquel. 

Dado en Caracas á 90 de Abril de 1842, afio 
13 de la lev y 32 de la independencia.— El Pre- 
sidente del Senado, J. Manuel de los Rios. — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, Fran- 
cisco Diaz. — El Secretario del Senado, José R. 
Burguillos — El Secretario de la Cámara de Re- 
presentantes, Rafael Acevedo. 

Caracas Mayo 2 de 1842, año 13 de la ley y 

32 de la independencia. — Ejecútese. — José A. 
Páez. — Por S. E. — El Secretario de Estado en 
los despachos de guerra y marina, Carlos Sou- 
blette. 

PENSIONES. DECRETO DE 21 DE ABRIL DB 1843 

concediendo una á la señora María del Car- 
men Marrero, viuda del alcaide Marcos Ca- 
lanchez. 
El Senado y Cámara do Representantes de la República 
de Venezuela reunidos en Congreso 

Considerando : 

Que son fundadas los solicitudes de María del 
Carmen Marrero, viuda pobre de Marcos Calan- 
chez, quien hizo á la patria el sacrificio fie su vi- 
da el 1 1 de Mayo de 1831, y que de las rentas 
municipales de esta provincia estuvo recibiendo 
la misma viuda la pensión que se le habia conce- 
dido por decreto legislativo de 15 de Junio del 
ano citado hasta que se cumplieron los diez de 
su término, sin que después se le haya prestado 
ningún otro auxilio público. 
Decretan : 

Art. único. Se concede á María del Carmen 
Marrero, vine! i dei alcaide Marcos Calanchez, la 
pensión mer. • al de quince pesos durante su vida: 
la contribuí ion se le hará del tesoro público des- 
de la fecho rn que este decreto quede sancionado: 
y mientras empieza á regir el presupuesto del afto 
económico entrante en que se incluya su impor- 
te, so toma rú al efecto lo correspondiente de la 
suma écbünnda en el actual para gastos impre- 
vistos. 

Dado en Cnrácas á 20 de Abril de 1843, arto 
1 ' de la ley y 33 de la independencia — Ll Pre- 
> ••!!«•.• te del Cenado, José Vargas. — El Presiden- 
ta le i i Cárrura de Representantes, Manuel Fe- 
iije de Tuoar. — El Secretario del Senado, José 
Ángel Fieire. — El secretario de la Cámara de 
Representantes, J. A. Pérez. 

Caracas Abril 21 de 1843, año 14 de la ley y 

33 do la independencia. — Ejecétese. — Carlos 
Soublette. — Por & E. el Presidente de la Repú- 
blica. — El Secretó rio de Estado en los Despachos 
de lo Interior y Justicia, Juan Manuel Manrique. 

PENSIONES. DECRETO DE 2 DE MAYO DE 1843 

concediendo una al General UEtercux. 
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El Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Venezuela reunidos en Congreso. 
En uso de la atribución 18& del artículo 87 de 
la constitución. — Y teniendo en consideración 
los particulares y grandes servicios prestados por 
el general de división Juan de Evereux á la cau- 
sa de la independencia de Venezuela, formando 
por sí mismo en Irlanda y conduciendo á nues- 
tro territorio una legión en auxilio de nuestros 
ejércitos, a la cabeza de la cual contribuyó eficaz- 
mente á los triunfos que sellaron nuestra existen- 
cia política, cuyos servicios ban merecido una es- 
pecial recomendación del Poder Ejecutivo, á tiem- 
po que el General expresado se baila absoluta- 
mente inválido, por la total pérdida de la vista : 

Decretan : 

Art. único. Se concede al general Juan D'Eve- 
reux, como una muestra de gratitud nacional, la 
pensión vitalicia de mil doscientos penos anuales, 
que gozará aunque fije su residencia fuera del 
territorio de la República, debiendo acreditar la 
supervivencia para este goce, en los términos que 
acuerde el Poder Ejecutivo. 

Dado en Caraos á 19 de Mayo de 1843, año 
14 de la ley y 33 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Se nudo, José Vargas. — El Presidente 
de la Cámara de Representantes, Manuel Felipe 
de Tonar. — El secretario del Senado, José Án- 
gel Freiré. — El secretario de la Cámara de Re- 
presentantes, J. A. Pérez. 

Caracas Mayo 2 de 1843, año 14 de la ley y 
33 de la independencia. — Ejecútese. — Carlos Sou- 
blete.— Por S. E el Presidente de la República. — 
El Secretario de Estado en los Despachos de lo 
interior y justicia, Juan Manuel Manrique. 

PENSIONES. DECRETO DE 24 DK MARZO DE 1845 
concediendo una ala señora Mariana Marino. 

El Senado y Cámara de Representantes do la República 
de Venezuela reunidos en Congreso. 

Vista la solicitud de Mariana Maraño pidiendo 
una pensión mensual en recompensa de servicios 
importantes que prestó á Venezuela en Ja guerra 
de independencia, y 

Considerando: 

Que es un deber del Congreso acordar recom- 
pensas á los que hagan servicios importantes, 

. Decretan : 

Art. único. Se asignan á Mariana Marifto cua- 
tro pesos mensuales que se le abonarán por el - 
tesoro público durante los (lias de su vida. 

Dado en Caracas & 18 de Marzo de 1845, año 
10 de la ley y 35 de la independencia. — El Presi- 
dente del Senado, José Vargas. — El Presidente 
de la Cámara de Representantes, M. Palaéios. 
— El secretario del Senado, José Ángel Freiré. 



80 



TEATRO DE LA LEGISLACIÓN 



PEN 



—El secretario de la Cámara de Representantes, 
J. A. Pérez, 

Caracas Marzo 24 de 1845, año 16 de la ley 
y 35 de la independencia. — Ejecútese. — Cárlo$ 
Soubletie.—Por S. E. el Presidente de la Repú- 
blica—El Secretario de Estado en el Despacho 
de lo Interior y Justicia, Francisco Cobos Fuer* 
tes. 

PENSIONES. DECRETO DE 19 *>E ABRIL BE 

1846 condonando una cantidad al General 

Rafael Urdaneta, y señalando una pensión á 

su viuda. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso. 
Considerando : 

1? Que la Nación ha debido avanzar al Ge- 
neral Rafael Urdaneta, como Ministro Plenipoten- 
ciario cerca de 8. M. Católica, el sueldo de un 
a fío según es práctica. 

29 Que el General Urdaneta murió en esta 
comisión sin haber devengado aun la suma que 
había percibido, y 

39 Que los importantes servicios prestados por 
el mismo General a la causa de la independencia 
hacen acreedora á su viuda á la gratitud nacio- 
nal • 

Decretan : 

Art. 19 Se condonan al General Rafael Urda- 
neta 10.312 pesos 52 centavos que aun no había 
devengado en su comisión de Plenipotenciario, 
cuando acaeció su muerte. 

Ar. 29 La viuda del mismo General gozará 
del tesoro público la pensión mensual de cien pesos 
durante su viudedad, incluyéndose en dicha suma 
la cantidad que deba recibir por la de montepío. 

Dado en Caracas, á 31 de Marzo de 1846, año 
179 de la ley y 369 de la independencia. — El 
Presidente del Senado, Domingo Guzma-n — 
El Presidente de la Cámara de Representantes, 
Fernando Olaearría. — El Secretario del Senado, 
José Ángel Freyre. — El Secretario de la Cáma- 
ra de Representantes, J. A. Pérez 

Caracas, 19 de Abril de 1846, a fio 17? de la 
ley y 369 de la independencia. «~Ejecútese.i— 
Carlos Sovblette.—Por S. E. El Presidente de 
la República.— El Secretario de Estado y del Des- 
pacho de Hacienda, Juan Manuel Manrique. 

PENSIONES. DECEBTODK 16 DE MAYO DE 1850 

señalándolas á la» viudas de José Luis Ra* 

«i?*, José Moría Pelgron y á la huérfana de 

José M. Mtréies. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 
Considerando : 

Que los ciudadanos José Luis Ramos, Josa 
María, Pejgron y José Manuel Morales prestaron 
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servicios Importantes á la patria desde el aQo de 
1810 que proclamó su independencia. 
Decretan : 

Art. único. Las viudas de los ciudadanos José 
Luis Ramos y José María Pelgron, gozarán del 
Tesoro público, durante su viudez* la suma de 
treinta pesos mensuales cada una, y la hiia única 
del ciudadano José Manuel Morales la de vein- 
ticinco pesos mensuales, mientras permanezca en 
su estado de soltería. 

Dado en Caracas á 14 de Mayo de 1850, año 
21 de la ley y 40 de la independencia.— El Pre- 
sidente del Senado, José T. Pereira. — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Juan 
José Pereira hozada. — El Secretario del Sena- 
do, Jone Ángel frey*e* — El Secretario de la 
Cámara de Representantes, J. Padilla. 

Caracas, Mayo 16 de 1850,21 y 40. — Ejecúte- 
se.— Jóse T. Monágas — Por S. E— El Secreta- 
rio de Estado en el Despacho de Hacienda, Fer- 
nando Olavarría. 

PENSIONES. DECRETO DE 7 DE MARZO DE 1850 

concediéndolas á varias viudas que las goza- 
ban anteriormente, y á otras nuevas. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Considerando : 

Que los importantes servicios prestados á la 
Nación por el general, jefes, oficiales y demás 
ciudadanos que se van á expresar, hacen acreedo- 
ras á sus viudas á la gratitud nacional. 

Decretan : 

Art. 19 Las viudas á que se refiere este decre- 
to, disfrutarán mensualmente dol Tesoro público, 
durante su viudez, las siguientes pensiones. 

La viuda del general Francisco Carabafio, se- 
tenta pesos. 

La del coronel Juan José Conde, cuarenta y 
cinco pesos. 

La del coronel Juan de Dios Infante, cuarenta 
y cinco pesos. 

La del comandante Juan Albornoz, treinta y 
cinco pesos. 

La del comandante Guillermo Córser, treinta 
y cinco pesos. f 

La del teniente Pablo Rodríguez^ quince pesos. 

La dei subteniente Juan Andueza, doce pesos. 

La del sargento primero Liborio Renjtfo, dore 
pesos. 

La de les ciudadanos Joan Maldonado y Mi- 
guel Riverol, Veinticinco pesos eada una. 

La del voluntario Concepción Silva, diez pesos. 

Art 2P En las pensiones señaladas á las víu» 
das del general, jefes y oficiales, queda iocloida 
la que disfrutan por montepío militar. 
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Art. 3 o Se deroga el decreto de 14 de Mayo 
de 1836. 

Dado en Caraca?, á 6 de Marzo de 1350, año 

21 de la ley y 40 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, P. Cebállox.— El Presidente 
de la Cámara de Representantes, Lucio Pulido. 
— El Secretario del Senado, José Ángel Freyre. 
— El Secretario de la Cámara de Representa o tes, 
J. Padilla. 

Caracas, Marzo 7 de 1850, año 21 de la lev y 

40 de la independencia. — Ejecútese.— José T. mo- 
nagos. — Por S. E. — El Secretario de Estado en 
el Despacho de Guerra y Marina, Francisco 
Mejia. 

PENSIONES. DECRETO DE 3 DE ABRIL DE 1851 

concediendo una á Hermógenes Illas. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 
Considerando: 

Que Hermógenes Illas ha perdido totalmente 
la vista en la campaña del año de 1648 : que esta 
desgraciada circunstancia le ha reducido á la im- 
posibilidad de procurarle los medios de subsis- 
tencia, y que en semejantes casos no puede la 
Nación hacerse indiferente á los sufrimientos do- 
lorosos de aquellos ciudadanos que se han sacrifi- 
cado en su servicio. 

Decretan : 

Art. único. El ciudadano Hermógenes Illas 
gozará durante su vida la pensión de cuarenta 
pepos mensuales. 

Dado en Caracas, á 19de Abril de 1851 año 

22 déla ley y 41 déla independencia. — El Pre- 
sidente del Senado. José X. Per eirá. 

El Presidente de la Cámara de Representantes, 
Miguel Anzola. 

El Secretario del Senado. José A. Freyre. 

El Secretario de la Cámara de Representantes, 
J. Padilla. 

Caracas, Abril 3 de 1851, año 22 de la ley y I 

41 de la independencia. I 

Ejecútese. — J. G Monagos. I 
Por S. E.—El Secretario de * stado en el Des- ' 
pacho de Hacienda, Pedro Carlos Guiñean. 

PENSIONES. DECRETO DE 16 DB ABRIL DB 1831 

concediendo una á la señora Bárbara Garri- 
do. » 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 
Considerando : 
Que la. señora Bárbara Garrido llevada del mas 
noble entusiasmo por Ja libertad é independencia 
de Venezuela sacrificó todos los bienes que poseía 
en equipar y mantener el ejército Libertador pn 
el Apure y Barínas en loe años de 1816 $1899. 
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Decretan : 

Art único. Se concede á la señora Bárbara 
Garrido durante su vida, una pensión mensual de 
cuarenta y ocho pesos, que le serán abonados ' 
por el tesoro publico. 

Dado en Caracas, á 14 de Abril de 1851, año 

22 de la ley y 41 de la independencia. 

£1 Presidente del Senado, José T. Pereira. 

£1 Presidente de la Cámara de Representan- 
tes, Miguel Anzola. 

El Secretario del Senado, José Ángel Freyre, 

£1 Secretario de la Cámara de Representantes, 
/. Padilla* 

Caracas, Abril 16 de 1851, año 22 de la ley y 
41 de la independencia. 

Ejecútese. — J. G. Monagos» 

Por. S. £■— El Secretario de £. en los DD. de 
Hacienda y Relaciones Exteriores, Pedro C. 
Gelineau. 

PENSIONES. DECRETO DB 25 DE FEBRERO DE 

1852 concediendo una á la viuda del General 

Cornelia Muzoz, 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 
Considerando : 

19 Que á los distinguidos servicios consagra- 
das á la Patria por el General José Cornelio Mu- 
ñoz, como antiguo soldado ea la heroica guerra 
de la independencia, ha agregado el de la gloriosa 
jornada del 10 de Marzo de 1848, como defensor 
de la Libertad 6 instituciones de la República» 

29 Que la viuda 6 hijos de este benemérito 
ciudadano son acreedores & la consideración na- 
cional, en la situación en que se encuentran des- 
pués de la muerte de aquel, que solo les dejó en 
herencia el virtuoso ejemplo de su acendrado ci- 
vismo y de su heroico valor. 
Decretan : 

Art. único. Se concede del Tesoro nacional á 
la viuda del finado General José Cornelio Muñoz 
durante su viudez, la pensión mensual de 80 pesos. 

Dado en Caracas a 24 de Febrero de 1852. año 

23 de la ley y 42 de la independencia — El Pre- 
sidente del Senado, Jesús María Olaechea.—Ei 
Presidente de la Cámara de Representantes, José 
Ramón Agüero.—E\ Secretario del Senado, José 
Ángel Freiré.— -El Secretario de la Cámara de 
Representantes, J. Padilla. 

Carácqs, Febrero 25 de 1852* año 23 de la ley 
y 42 de la indeDendencia, 

Ejecútese. — J. G. Monagos. 

Por S. E— El Secretario de £. en Tos DD. de 
Guerra y Marina, Juan Muñoz Tobar. 

PENSIONES. DB&RlfO DE & DE MAREO DB 1352 

concediendo una ala Sra. Francisca M&nde*. 
Jgl 33*a<ta y Cároan* de Rjs(kreaentanie8 déla 
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República de Venezuela, reunidos en Congreso. 
Considerando: 

Que el acendrado patriotismo del Ledo. Lino 
Hurtado, su amor £ las instituciones y su adhesión 
al Gobierno legítimo en cuya defensa murió, hacen 
acreedora á su viuda ala gratitud nacional. 
Decretan : 

árt. único. Francisca Méndez viuda del Ledo. 
Lino Hurtado, disfrutará mensualmente del teso- 
ro público la pensión de 25 pesos durante su 
viudez. 

Dado en Caracas, á 2 de Marzo de 1852, año 
23 de la ley y 42 de la independencia. 

£1 Presidente del Senado, Jesús María Olae- 
chea. — El Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, José Ramo?i Agüero. — El Secretario 
del Senado, José Ángel Freiré* — El Secretario 
de la Cámara de Representantes, J. Padilla. 

Caracas, Marzo 5 de 1852, 23 y 42.— Ejecútese, 
J. G. Monágas. 

Por S. E. — El Secretario de Estado en el Des- 
pacho de Hacienda, Pedro C. Gclineau, 

PENSIONES. DtCRETO DE 5 DE MARZO DE 

1852 concediendo una á la señora Josefa 

Hernández. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela reunidos en Congreso. 
Considerando : 

1? Que las peticiones que ha dirigido Josefa 
Hernández, viuda de Pablo Ponce, alcaide que 
fue de la carecí pública de esta ciudad, son fun- 
dadas y justas por haber fallecido el indicado 
Ponce en consecuencia de los maltratos que re- 
cibió en la noche del 1 1 de Mayo del año pasado 
de treinta y uno resistiendo á los facciosos que 
asaltaron la indicada cárcel, haciendo por tanto 
un servicio á la patria. 

29 Que por el decreto de 14 de Abril 'del aflo 
pasado de 32 se señaló sobre las rentas munici- 
pales de esta provincia á la dicha Hernándea la 
pensión mensual de quince pesos por el térmi- 
no de* ocho años, cuyo término concluyó el 
aflo pasado de 40 ; y 

39 Que es equitativo tener alguna considera- 
ción á la familia de Ponce de la misma manera 
que se hizo con Marcos Calánchez, el otro al- 
caide de la misma cárcel. 

Decretan : 

Art. único. So concede á Josefa Hernández, 
viuda de Pablo Ponce, la pensión de quince pe* 
eoe mensuales durante su vida, cuya cantidad se 
aseará del Tesoro público, y se colocará en el 
presupuesto anual de gastos de la República. 

Dado en Caracas á 19 de Marzo de 1852, aflo 
¿3 de la ley y 42 de la independencia. 

£1 Presidente del Senado, Jesu* M. Qlaeckea, 
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— El Presidente de la Cámara de Representan- 
tes, José Ramón Agüero. — £1 Secretario del Se- 
nado, José Ángel Freyre* — El Secretario de la 
Cámara de Representantes, J. Padilla. 
Caracas Marzo 5 de 1852, 23 y 42. 

Ejecútese. — J. G. Monágas. 
Por S. E. — El Secreti rio de Hacienda, Pedro 
C. Gcllineau. 

PENSIONES. DECRETO DA 10 DE MARZO DE 

1852 concediendo uno á la señora Ana Josefa 

Anzola. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela, reunidos en Con- 
greso. 

Vistas las solicitudes de Ana Josefa Anzola, 
viuda del General Ramón Ayala, en las cuales 
pidió entre otras cosas la protección nacional, por 
el estado aflictivo en que se encuentra con su nu- 
merosa familia ; y 

Considerando : 

19 Que el nombre del General Ramón Ayala 
es uno de los nombres históricos de Venezuela, 
por sus virtudes, sus servicios y su desinterés* 

29 Que teniendo derecho á los haberes mili- 
tares que decretó el Congreso de Colombia en fa- 
vor de los servidores de la patria, tuvo el des- 
prendimiento de no hacer ninguna reclamación ; y 

39 Que entra en la gratitud y munificencia na- 
cional, prestar protección y amparo á las viudas 
y descendientes de los libertadores, que por su 
angustiada situación imploran un acto digno de 
los delegados del pueblo. 

Decretan : 

Art. único. Se concede á Ana Josefa Anzola, 
viuda del General Ramón Ayala, una pensión 
vitalicia de setenta y cinco pesos mensuales que 
se pagará del tesoro público. 

Dado en Caracas á 8 de Marzo de 1852, año 
23 de la ley y 42 de la independencia. 

El Presidente del Senado, Jesús María Olae- 
chea. — Er Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, José Ramón Agüero. — El Secretario 
del Senado, José Ángel Freyre. — El Secretario 
de la Cámara de Representantes, J. Padilla. 

Caracas, Marzo 10 de 1852, año 23 de la ley y 
42 de la independencia. 

Ejecútese. — J.#?. Monagos. 

Por S. E. — El Secretario de Estado en el Des- 
pacho de Hacienda, Pedro C. Gellineau. 

PENSIONES. DECRETO DE 22 DE MARZO DE 

- 1852 concediendo una á los señores Coronel 
graduado, R. Escobar, Capitán Manuel Sán- 
chez Salvador, y Subteniente T. Muñoz y 
Ayala. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso. 
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Considerando : 

19 Que el Coronel graduado Ramón Esco- 
bar, el Capitán Manuel Sánchez Salvador y el 
Subteniente Tomas Mu fioz y Ayala han hecho á 
la patria importantes servicios en la guerra de la 
independencia, sacrificándose por ella hasta el 
taso de quedar inutilizados para proporcionarse 
la subsistencia. 

go Que es un deber del Congreso usar en ca- 
stra como el presente de la atribución 18& artí- 
culo 67 do la Constitución. 

Decretan ; 

Art. único. Se asignan al Coronel graduado 
Ramón Escobar ciento cuarenta pesos, al Capitán 
Manuel Sánchez Salrador cien pesos y al Sub- 
teniente Tomas Mufioz y Ayala setenta pesos, 
cuyas sumas se les pagarán mensualmente del Te- 
soro público, durante su vida, en lugar de las que 
tenia n señaladas por el Gobierno. 

Dado en Caracas a 19 de Marzo de 1652, año 
23 de la ley y 42 de la independencia. 

El Presidente del Senado, Jesús M. Olaechea. 
—•El Presidente de la Cámara de Representan- 
tes, José Ramón Afuero — El Secretario del 
Senado, .José Ángel Freyre. — El Secretario de 
la Cámara de Representante?, J. Padilla. 

Caracas Marzo 22 de 1852, año 23 de la ley y 
42 de la independencia. 

Ejecútese. — J. G. Mona ff as. 

Por S. E. — El Secretario de Estado en el Des- 
pacho de Hacienda, Pedro C. Gellineau. 

PENSIONES. DECRETO PK 30 DE MARZO DE 

1852 concediendo un a ala señora María de 

Jesús Rivero. 
£) Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela reunidos en Congreso. 

Vista la solicitud documentada de María de 
Jesús Rivero, y * 

Considerando : 

Que su legitimo hijo Josa María Montero mu- 
rió en Maracaibo en uno de los asaltos que el 
ejército constitucional dio á las casas fuertes de 
los insurrectos á tiempo que dicho Montero ejer- 
cía las funciones de abanderado. 
Decretan : 

Art. único* Se concede á María de Jesús Ri- 
vero, durante su vida, una pensión de quince pe- 
se* mensuales, que se pagarán del tesoro pública 

Dailo en Caracas á 27 de Marzo de 1852, alio 
28 de la ley y 42 de la independencia. 

El Presidente del Senado, Silvestre Guevara* 
-•El Presidente de la Cámara de Representantes, 
ñi. Ponce de León. — El Secretario del Senado, 
Jfrt Ángel Freyre. — El Secretario de la Cama* 
té de Representantes, J Padilla. 
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Caracas, Marzo 30 de 1852, alio 23 de la ley y 
42 de la independencia. 

Ejecútese. — J. G. Monágas. 

Por S. E. — El Secretario de Estado en el Des* 
pacho de Hacienda, Pedro C. Gellineau. 

PENSIONES. DECRETO DE 10 DE MARZO DB 

1854 concediendo una á las hijas del almiran- 
te Luis Brion. 
El Senado y Cámara de Representantes de la República 
do Venezuela reunidos en Congreso. 

Vista la solicitud de Lorieta y Piantina Brion 
por la cual acreditan de una manera fehaciente 
que son hijas naturales reconocidas del Almirante 
Luis Brion, y que habiendo muerto este Benemé- 
rito Jefe sin sucesión, tienen derecho al recuerdo 
de la patria ; y considerando que la gratitud nev 
cional debe marcarse con hechos y demostrado* 
nes que estimulando el patriotismo, conserve viva 
al mismo tiempo ia memoria de los ilustres y es- 
forzados varones que fundaron la República con 
sacrificios de todo linaje. 

Decretan ; 

Art. único. Se concede á Lorieta y Piantina 
Brion, hijas naturales reconocidas del tinado Al- 
mirante Luis Brion, lá pensión mensual de cin- 
cuenta pesos que percibirán del Tesoro público y 
disfrutarán mientras permanezcan solteras. 

Dado en Caracas á 7 de Marzo de 1854, aHo 
25 de la ley y 44 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Víctor J. Diez. — El Presiden- 
te de la Cámara de Representantes, Francisco 
Oriach. — El secretario del Senado, J. A. Pére9* 
— El Secretario de la Cámara de Representante*, 
J. Padilla. 

Caracas Marzo 10 (!de 1854 a fio 25 de la ley 
y 44 de la independencia. 

Ejecútese. — J. G. Monagos. 

Por S. E. el Presidente de la República.— £1 
Secretario de Estado en los Despachos de Guer* 
ra y Marina, Juan Muñoz Tébar. 

PENSIONES. DECRETO DE 26 DE MAYODB 1854 

acordando una á laé señoras Francisca f 
Rosa Montano. 
El Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Venezuela, reunidos en Congreso. 

DECRETAN. 

Art 10 Se acuerda una pensión de veinte pe- 
sos mensuales por el resto de su vida á las Sefio- 
ras Francisca y Rosa Montano. 

Art. 29 Desde la publicación de este decreto 
se pagará á las mencionadas señoras, la suiüo 
que expresa el enteihr artículo por el Tesoro op- 
cional. 

Dado en Caracas á 15 de Mayo de 1854, afio 
05 de la lev y 44 de la independencia. — El Prest- 
denle del Senado, Pedro Portero. — El Presiden- 
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te de la Cámara de Representantes, L. Ruedas. 
— El Secretario del Senado. J. A. Pérez.— Él 
Secretario de la Cámara de Representantes, J. 
Padilla. 

Caraca/ Mayo «6 de 1854, aiio 25 de la ley y 
44 de la independencia.— Ejecútese. — J. ó 
Monagos.— Por S. E.— El Secretario de E en 
el D. de Hacienda, Pío Ceballos. 

PENSIONES. DECRETO DE 26 DE MAYO DE 1854 

concediendo una á Maris. Eusebia Acevedo. 
El Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Venezuela, reunidos en Congreso. 

CONSIDERANDO. 

Que María Eusebia Acevedo ha comprobado 
losservicos prestados á la República por su hijo 
único el segundo Teniente habilitado de la armada 
nacional Francisco Acevedo. 

DECRETAN. 

Art 19 Se acuerda á María Eusebia Acevedo 
la pensión de diez pesos mensuales, que percibi- 
rá del Tesoro público durante su vida. 

Art 29. Para que tenga efecto esta diposicion, 
desde la publicación del presente decreto, se in- 
cluirá en el presupuesto para el próximo año eco- 
nómico la suma que corresponda á la agraciada 
desde la fecha de la publicación hasta el 30 de 
Junio del corriente ario. 

Dado en Caracas á 10 de Mayo de 1854, año 
25 de la ley y 44 déla independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Pedro Portero. — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, £• Ruedas. 
El Secretario del Senado, J. A. Pérez. — El Se- 
cretario de la Cámara de Representantes, J. 
Padilla. 

Caracas, Mayo 26 de 1854, alo 25 de la ley 
y 44 de la independencia. — Ejecútese. — J. G. 
Monagos. — Por S. E El Secretario de Estado 
en el Despacho de Hacienda, P. Ceballos. 

PENSIONES. DECRETO DE 24 DE MAYO DE 

1855 acordando una á la Señorito* Enriqueta 

Loinas. 
El Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Venezuela reunidos en Congreso. 

Vista la solicitud de Henriqueta Loinas, pidien- 
do se le acuerde una pensión, con los documen- 
tos que comprueban los servicios prestados á la 
patria por su difunto padre José Agustin Loinas; y 

CONSIDERANDO. 

Que es atribución del Congreso premiar los 
servicios prestados á la República. 

DECRETAN. 

Art* único. Henriqueta Loinas, hija legítima 
del difunto José Agustin Loinas, disfrutará de 
una pensión mensual de treinta pesos, mientras 
permenezca en estado de soltería. 

Dado en Caracas á 18 de Mayo de 1855, afio 
90 de la ley y 45 de la independencia.— £1 Pre- 



sidente del Senado, Juan Hilario Obispo de Me- 
tida — El Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, J. L. Arismendi. — El Secretario del Se- 
nado, J. A. Pérez.— -El Secretario de la Cáma- 
ra de Re prese atan tes, J. Padilla. 

Caracas 24 de Mayo de 1855, año 26 de la ley 
y 45 de la independencia. — Ejecútese. — José T~ 
Monagos. — Por S. E. el Presidente de la Repú- 
blica—El Secretario de E. en los DD del Inte- 
rior, Justicia y Relaciones Exteriores. — Francis- 
co Arando. 

PENSIONES. DECRETO DE 6 DE HAYO DE 1856 

concediendo una al capitán Juan Francisco 
del Castillo, durante su vida y xgxuxl al suel- 
do de su grado. 
El Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Venezuela, reunidos en Congresj. 
CONSIDERANDO. 

19 Que es una atribución del Congreso por el 
artículo 87de la Constitución, conceder piemi >* 
! y recompensas á los que hayan prestado servi- 
i cios á la Patria. 

29 Que el Capitán de! Ejército Libertador, 
I Juan Francisco del Castillo ha prestado diferen- 
I tes é importantes servicios desde el año de 11 
hasta el 27 que el Libertador Simón Bolívar le 
I concedió letras de retiro, habiendo también ser- 
vido en la escuadra nacional contra Maracaibo 
! losarlos de 1.848 y 1.849 desempeñando la comi- 
saría de guerra. 

39 Que ha probado plenamente no haber go- 
zado pensión, sueldo ni remuneración alguna 



por dichos servicios ; y 
avanzada. 



se halla en edad muy 



DECRETAN. 

Art. 19 El Capitán retirado Juan Francisco 
del Castillo gozará por el resto de su vida de 
una pensión mensual igual al sueldo íntegro de 
su grado, que se le pagará del Tesoro público 
desde la fecha del presente decreto. 

Art 29 La cantidad á que ascienda esta pen- 
sión hasta 30 de Junio del coriente ano, se ten- 
drá como aumento en el presupuesto del presen- 
te afio económico. 

Dado en Caracas á 19 de Mayo de 1.856, año 
27 de la ley v 46 de la 'independencia.— El Pre- 
sidente del Senado, Juan Vicente Gonzáles Del- 
gado. — El Presidente de la Cámara ae Represen- 
tantes,/. G. Ockoa*—E\ Secretario del Seaedo, 
J. A. Pérez.— El Diputado Secretario déla €*• 
mará de Representantes, X A. Torrealba. 

Caracas, Mayo 6 de 1856 afio 27 de la ley y 
46 de la independencia. 

Ejecútese, José T. Monagos. 
PorS. E. el Secretorio de Guerra 7 Ma- 
rina, Felipe E&téoe*. 
Es copia, Esteces. 
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PENSIONES, dborbto db 3 de MATO Dft 1856 
concediendo el sueldo de su grado, durante su 
vida, á los Señores, General Pedro Vicente 
Aguado, Coronel Pedro, Céliz y Comandan- 
les José Antonio Franco, Orocxo Contasti,y\ 
Juan de la Cruz Sequera» 

El Senado y Cámara do Representantes de la República 
de Venezuela, reunidos en Congreso. 

CONSIDERANDO. 

19 Que el General de Brigada Pedro Vicente ¡ 
Aguado, desde su juventud se ha consagrado al 
servicio de la Patria en la gloriosa guerra de ia I 
independencia, y á la consolidación de las insli- 
tituciones democráticas de Venezuela* 

29 Que el primer Comandante José Antonio 
Franco, desde 181 1 se incorporó á las filas del 
Ejército Libertador, continuando en servicio ac- 
tivo basta el de 1.821 cooperó de una manera 
eficaz con el sacrificio de su juventud, de su san- 
gre y de sus bienes al triunfo de la libertad ame- 
ricana, y que desde 1.817 está en aquel grado sin 
haber recibido ascensos ni recompensas por sus 
servicios posteriores. 

39 Que estos beneméritos jefes en la tarde de 
mi vida, pobres y con numerosa familia, son dig- 
nos de ía consideración nacional. 

40 Y que el Coronel Pedro Célis y Coman- 
dantes Juan de la Cruz Sequera y O tocio Con- 
tasti, ha prestado servicios importantes A la cau- 
sa de la independencia y de la libertad, por loque 
se han hecho acreedores á la gratitud nacio- 
nal. 

DEGUSTAN. 

Art. 19 El General de Brigada Pedro Vicente 
Aguado,' gozará durante su vida el sueldo 
íntegro de su grado. 

Art. 29 Se acuerda al Coronel Pedro Célis y 
Comandantes José Antonio Franco, Orocio Con- 
taste y Juan de la Cruz Sequera, el sueldo inte*» 
gro de sos grados durante sus vidas» 

Dado en Caracas á25 de Abril de 1.856 a fio 
27 de- la iey y 46 de la independencia.— El Pre- 
sidente del Senado, Juan Vicente Gomales Del- 
gado*— El Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes* J. G. Ochoa.-*JL\ Secretario del Sena- 
do, J. A* Pérez.— El Diputado Secretario de la 
Cámara de Representantes, J. A. Torrealba. 

Caráeas, Mayo 3 de 4.866> afio 27 de la ley y 
46 de la independencia.-— Ejecútese José T. ibfo* 
nflgw.— Por S. E.~£l Secretario de Estado interi- 
no en lo» DD. de Guerra y Marina, Felipe Es- 
ter**, fes copia Estétés. 
PENSIONES. Véase Pago de sueldos y pensio- 
nes. 
* PENSIONES pe militares. Puede* embargar* 
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se hasta la tercera parte para el pago de deu- 
das. Véase Embargo de bienes, R. E. de 25 de 
Junio de 1839. 

PENSIONES de inválidos. No obsta para su 
goce la percepción de un sueldo por él desem- 
peño de algún destino civil, cuyo sueldo no pa- 
se de 125 pesos al mes. Véase Letras de cuartel^ 
art. 8. 

PERITOS. Véase Juicio de expertos y Exa- 
men de pruebas y sentencia^ art 39 

PERITOS contadores ó PARTIDORES. Véase 
Juicio de cuentas, art. 3 á 8. 

PERITOS contadores ó partidores. Sus de- 
rechos. Véase Arancel judicial, art. 22. 

PERITOS valuadores. Sus derechos. Véase 
Arancel judicial, art. 23 

PERITOS. Véase Hurtos, art. 3, 5 y 29. 

PERJUICIOS por razón de facoiones. Véase 
Indemnización de perjuicios por acontecimien- 
tos políticos. 

PERJUICIOS i extranjeros por aconteci- 
mientos políticos Ú OTRA CAUSA. Véa86 Ex* 
tranjeros. D. de 6 de Marzo de 1554. 

PERLAS. Véase Quinto (derecho de.) 

PERSONA LEGÍTIMA PARA PARECER EN JUICIO. 

Véase Partes enjuicio. 

PERTURBACIÓN de posesión. Véase ínter- 
dictos posesorios, art. 8 al 14, y Disposiciones 
comunes á todos los juicios, art 36. 

PERÚ, (república del.) Arreglo de su deuda 
con Venezuela por su parte en la de Colombia, 
por los auxilios que esta le prestó para su in- 
dependencia. Véase Deuda pública del Perú. 

PESAS Y PESOS. Véase Provincias, art. 76\ 
n9 29 

PESCADO SALADO. DECRETO DE 25 DE ABRIL DÉ 

1844 favoreciendo su exportación. 

El Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Venezuela reunidos en Congreso, 

Considerando : 

19 Ctu3 es un deber de la Legislatura favorecer 
por los medios que estén á su alcance aquellas 
industrias cuya decadencia traería la ruina de una 
considerable población ; y 

29 Que la pesca que ha constituido en otros 
tiempos uno de los elementos de riqueza nacional 
del país, se halla en el dia en el mayor abati- 
miento : 

Decretan : 

Art. 19 Por cada quinta] de pescado salado se- 
er que se* exporte por las aduanas de la Repúbli- 
ca para el extranjero se abonarán al portador cua- 
renta centavos, equivalentes al derecho de la sal in- 
vertida en el oeneficio de dicha especie. 

Art 29 El Poder Ejecutivo dictará las reglas 
] necesarias para llevar A cumplido efecto esta dis- 
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posición, evitando cualesquiera abusos que puedan 
periudicar á las rentas nacionales. 

Dado en Caracas á 20 de Abril de 1844, afío 
15 de la ley y 34 de la independencia.— -El Pre- 
sidente del Senado, José María de Héres. — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, Ja- 
cinto Gutiérrez. — El secretario del Senado, José 
Ángel Freiré — El secretario de la Camarade 
Representantes, Juan Antonio TLrcz. 

Caracas Abril 25 de 1844, año 15 de la ley y 
34 de la independencia.— Ejecútese — Carlos Sou- 
blette —Por S. E. — El secretario de Estado en los 
Despachos del Interior y Justicia, encargado inte- 
rinamente de los de Hacienda y Relaciones Exte- 
riores, Juan Manuel Manrique. 
PESOS Y MEDIDAS, lev de 11 de octubre 

CS 1821 fijándolas. 

1.1 Congreso general de Colombia, consideran 
do : 1? Que la diversidad de pesos y medidas que 
se han introducido arbitrariamente en muchas 
provincias, cede notoriamente en perjuicio del 
ouen orden y de la fé pública, con que deben ce- 
lebrarse los contratos de compra y venta y otros, 
en que se aseguran y traspasan las propiedades 
de unas manos á otras. — 29 Que es de absoluta 
necesidad uniformar dichos pesos y medidas, cuan- 
to lo permitan las circunstancias del momento, 
y sea compatible con los usos y reglas autorizadas 
por las leyes existentes, á fin de evitar los incon- 
venientes referidos y dar mayor impulso y facili- 
dad al comercio interior y exterior ; ha venido en 
decretar y decreta lo siguiente. 

Art. 19 El cahiz continuará tfendo la medida 
mayor para los granos y frutos seros; y se divi- 
dirá en doce fanegas de cuarenta y cuatro mil y 
tfes pulgada* cúbicas y cinco líneas cada una. 

Art. :¿9 La fanega se Gubdividirá en dos me- 
dias fanegas ; en doce almudes ; en veinte y cua- 
tro medios almudes ; y cuarenta y ocho cuartillos. 

Art 39 El moyo continuará siendo la medida 
mayor para los líquidos; y se dividirá en dieí y 
sais cántaras de una arroba de peso cada una. 

Art. 49 Lft libra para el comercio y contratos 
públicos y particulares, tendrá el peso ordinario de 
dleJ y seis onzas. 

Art. 59 Para los usos de menor cuantía, la on- 
za se subdividira como antes, en medias onzas; 
ecr cuatro cuartos ; en ocho ochavas 6 dracmas; y 
en diez y seis adarmes : el adarme en tres tomi- 
nes ; y este en doce granos. 

Art. 69 El marco de Colombia se conserrará 
on el mismo peso de media libra ; la arroba en el de 
veinte y cinco libras ; y el quintal en el de cuatro 
arrobas. 

Art. 79 Los artículos 49, 59 y 09 no alteran 
cu manera alguna las leyes existentes, reía ti Tas 



á pesos y medidas de las monedas y metales pre- 
ciosos, aceites, drogas y efectos de botica que as 
mantendrán por ahora inviolablemente en su 
fuerza y vigor. 

Art. 89 El pié, comunmente llamado de Bur- 
gos, conservará su anterior longitud de doce pul- 
gadas ; y la pulgada la de doce líneas. 

Art. 99 La vara de medir para el trato, comer- 
cio y demás usos comunes, continuará de tres 
pies de longitud; subdividida en cuatro cuartas; 
seis sesmas y ocho ochavas, equivalentes á treinta 
y seis pulgadas. 

Art. 10. Se remitirán por el Poder Ejecutivo 
á los intendentes de los departamentos patrones 
de todos los pesos y medidas que crea convenien- 
te para el mejor régimen de la República, confor- 
me á lo que arriba se establece. 

Art. 11. Los intendentes de los departamentos 
harán sacar patrones iguales á los que le sean 
remitidos : y los pasarán á los gobernadores de 
las provincias de su mando, para que estos lo ha- 
gan en la misma forma á los jueces políticos; y 
estos pos medio de los cabildos del cantón, á los 
jueces de las parroquias de su jurisdicción. 

Art. 12. Ningún individuo podrá tener moda* 
los de pesos y medidas, sin que lleven uniforme- 
mente la marca ó señal que designare el Gobier- 
no, para la mayor seguridad y garantía en los 
contratos públicos y privados. 

Art. 13. Las municipalidades respectivas man 
darán poner estas marcas ó seriales, en los pesos 
y medidas que quieran tener los particulares para 
aus u<os personales ; por cuya operación exigirán 
dos reales de derechos, que deberán aplicarse á 
los fondos de propios y arbitrios. 

Art. 14. No se cobrarán por razón de pesos y 
medidas, otros derechos que los establecidos en 
el artículo anterior, quedando por consiguiente 
abolidos los llamados de almotacén. 

Art. 15. Los que en controvencion del artícu- 
lo 13 usaren de pesos y medidas, que no tengan 
la dimensión y capacidad correspondiente, incurri- 
rán en la multa de cinco pesos por la primera vea, 
de diez por la segunda, y de veinte por la tercera, 
para propios y arbitrios. 

Art. 16. Los que usaren de pesos y medidas 
con marcas contrahechas y sin la dimensión y ca- 
pacidad legales, sufrirán por la primera ves la 
pérdida de todos sus bienes muebles ; por la segun- 
da, de todas sus propiedades indistintamente ;. y 
por la tercera, ademas de la confiscación, incurri- 
rán en la pena de tres años de presidio, aplicán- 
dose las penas pecuniarias para los fondos públi- 
cos, o 

- » ■ ■ ■ . ■ ■ i. ■ m <j 

(*) Abolidas las confiscaciones han caducado las Trae 
establece este articulo. 
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Art. 17. El estadal para medir las tierras cons- 
tara desda ahora en adelante de cinco varas de 
largo. 

Art. 18. La fanega de tierra será un cuadro de 
veinte estadales 6 cien varas de largo, y tendrá 
por consiguiente cuatrocientos estadales cuadrados 
de superficie. 

Art 19. La fanegada se subdividirá en cuatro 
estancias ; la estancia en cuatro celemines ; y el 
celemin en cuatro cuartillos. 

Art 20. La legua colombiana constará de seis 
mil varas de largo ; y se subdividirá en tres mi- 
llas de dos mil varas de largo cada una. (••) 

Art. 21. Los caminos públicos que se abran en 
Colombia en lo sucesivo, tendrán de ancho veinti- 
cinco varas por lo menos, siempre que lo permita el 
terreno, y serán tan rectos como sea posible j y á 
loe que ya existen se les dará el mismo ancho, 
siempre que no resulte un perjuicio notable á los 
propietarios. 

Art. 22. Los gobernadores harán medir los ca- 
minos públicos de sus provincias ; y mandarán 
fijar en el término de cada legua un poste 6 se- 
ñal que indique las distancias de un lugar á otro. 

Art. 23. En los caminos cruzados mandarán 
fijar igualmente una tablilla que manifieste á los 
transeúntes sus diferentes direcciones. 
» Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su ob- 
servancia. 

Dada en el palacio del Congreso general de 
Colombia en el Rosario de Cücuta á 1 1 de Octu- 
bre de 1821, 11 de la independencia. — El presi- 
dente del Congreso, José Ignacio de Marques. — 
El diputado secretario, Miguel Santamaría. — 
El diputado secretario, Francisco Sote. 

Pafacio del Gobierno en el Rosario de Cúcuta 
á 19 de Octubre de 1821. — Ejecútese.— F. P. 
Santander. — Por S. E. el Vicepresidente de la 
República.— El ministro, Pedro Guai. 
PETICIONES. Véase Representaciones y so- 
licitudes. 
PIE. Véase Pesos y medidas % art. 8? 
PIPAB de hierro. Véase Acueductos. 
PIRATERÍAS. Véase Presas y represas ma- 

ftíimas. 
PLANCHA (derecho de) en puerto cabello. 

ttlOBBTo de 20 de mato db*1854 estable* 

viéndolo. 
Mí Sonado y Cámara de Representantes de la República 
de Venezuela, Reunidos en Congreso. 

VUta la solicitud del Sr. Lermit Laroche en 



(<*) ftote sitíenlo fué reformado por Decreto del Liber- 
tado* fe* le séllalo 6.000 1 varas. 7 ba sido declarado vi- 
fSBl» f*f Aesolueion Ejecutiva do ft de Febrero de 1842. 

Gaceta uta. 679. 
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que ofrece aumentar el muelle de Puerto Cabello 
prolongándolo en línea recta cien varas mas ha- 
cia el Mangle ; reparar completamente el exis- 
tente y cuidar por diez años de su limpieza y aseo 
conservándolo en buen estado. 

DECRETAN. 

Art. 19 Se establece en Puerto-Cabello con 
el nombre de " derecho de plancha " por diez y 
seis años, el impuesto de dos centavos diaros so- 
bre cada tonelada que midan los buques que 
atraquen al muelle, bien para cargar, descargar, 6 
en lastre, .entendiéndose adeudado el derecho, 
aunque la permanencia del buque no se verifique 
por todo un día. 

Art. 29 Se exceptuam del pago de derecho 
establecido en el artículo anterior los paquetes 
nacionales que atraquen ain cargar ó descargar 
efectos ó mercancías. 

Art 39 La recaudación del derecho de plan- 
cha se hará por el Administrador de la Aduuna 
de Puerto- Cabello, y su producto lo tendrá se- 
man al me rite á disposición del Sr. Lermit La- 
roche para ser indemnizado del gasto que ocasio- 
na la obra comprendida en los artículos siguien- 
tes. 

Ar. 49 Es deber de Lermit Laroche como em- 
presario, construir cien varas mas de muelle del 
existente en Puerto-Cabello, con la misma clase 
de materiales y prolongación de la parte última- 
mente hecha, reparar en toda su extensión el mue- 
lle actual, limpiarlo y conservarlo en. buen esta- 
do por el término de diez y seis aflos. 

Art 59 El Concejo Municipal del cantón 
Puerto-Cabello hará por medio de inteligentes la 
demarcación de las dimensiones de la nueva 
obra, 6 inspeccionará esta para hacer las observa- 
ciones y alteraciones que crea convenientes á su 
mayor solidez y perfección, sin que pueda obli- 
garse al empresario oí aumento de ninguna otra 
clase de material que los empleados en el muelle 
existente. 

Art. 69 Es deber de Lermit Laroche entregar 
concluida de un todo la parte del muelle contra- 
tado, como la refacción que debe hacer en general 
á codo él, en el termino de dos años. 

Art 79 Los diez y seis años de que habla el 
artículo 19 y las demás épocas fijadas en los sub- 
secuentes, se contarán desde que principie á ha- 
cerse efectiva la recaudación del impuesto. 

Art. 89 Lermit Laroche dará fianza por la su- 
ma de euatro mil pesos para el caso de falta de 
cumplimiento á las condiciones establecidas en 
los artículos precedentes a satisfacción del Con- 
cejo Municipal del cantón Puerto-Cabello. 

Art» 99 Bajo ningún respecto y por ningún 
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motivo podrá el Administrador de la Aduana de 
Puerto-Cabello disponer de la menor porción del 
producto del impuesto, quedando en caso- de in- 
fracción de esta disposición separado del destino 
de Administrador y obligado á reintegrar inme- 
diatamente en caja la cantidad de que hubiere dis- 
puesto. 

Art. 10. Las cuestiones que se susciten por 
falta de cumplimiento por parte de Laroche 6 del 
Gobierno, se resolverán por la Corte Suprema de 
Justicia, sin que en ningún caso sea motivo de 
reclamación internacional. 

Dado en Caracas á 11 de Mayo de 1854. arlo 
25 de la ley y 44 de la independencia. — El Presi- 
den te del Senado, Pedro Portero. — El Presi- 
dente de la Camarade Representantes, L* Rue- 
das. — El Secretario del Senado, J. A. Pérez. — 
El Secretario de la Cámara de Representantes, 
J Padilla 

Caracas, Mayo 20 de 18&4, año 25 de la ley y 
44 de la independencia. — Ejecutóse. — J» G. Mo- 
nagas. — Por S. E. el Presidente de la Repúbli- 
ca. — El Secretario de E. en los DD. del Interior, 
Justicia y Relaciones Exteriores, Simón Pla- 
nas. 
PLANTAS, medicinales. Véase Extracción de 

maderas preciosas. 
PLAZAS. Véase Provincias, art. 76, n° 19 
PLAZAS y castillos. Véase Capitulación de 

plazas y castillos. 
PLAZO no cumplido. Véase Excepciones dila- 
torias. 
PLENIPOTENCIARIOS. Véase Ministros 

públicos. 
POBRES de solemnidad. Exención de^asojáe pa- 
pel sellado y del pago de derechos en los tribu- 
nales. Véase Papel sellado, art. 18 y sus §§, y 
Arancel judicial, art. 29 
POBRES de solemnidad. Sello en que deben 
otorgar sus poderes. Véase Papel sellado art. 
10, y R. E. de 10 de Junio de 1854. 

PODER supremo. En qué se divide para su ad- 
ministración. Véase Gobierno de Venezuela, 
art. constitucional, 8. 

PODER legislativo. Véase Congreso, Cámara 
del Senado, Cámara de Rpresentantes, Cáma- 
ras legislativas, Disposiciones comunes á am- 
bas Cámaras legislativas y Actos del Congre- 
so que pueden expedirse en una sola discusión. 
PODER ejecutivo, título xvi he la oons- 
titucion, jijando sus cualidades y atribuúúmcs. 
Art. 103. El Poder Ejecutivo está á cargo de 
un magistrado con la denominación de presiden- 
te deja República. 
Art. 101 Para ser presidente se necesita ser 



venezolano por nacimiento» y tener todas fia» 
otras cualidades que se exigen para senador. 

Art. 105, Para que la elección de Presidente 
se tenga por constitucional, es necesario que se 
hayan nunido en favor de un' individuo las do» 
terceras partes de los votos de los electores que 
hayan sufragado en los colegios electorales.. Si de 
ellos resultare el mayor número de voto» en dos 
ó mas individuos, comentará el Congreso su vo- 
tación concretándola á dichos individuos, para 
fijar los tres entre quienes deba ser electo el pre- 
sidente. 

Art. 106. Si de los colegios electorales no re- 
sultare empate en las elecciones, ni tampoco reu- 
niere ningún individuo la mayoría de las dos 
terceras partes de sufragios, como se ha dicho en 
el artículo anterior, escogerá el Congreso los tres 
que hayan tenido mas votos, y procederá á elegir 
uno de entre ellos por escrutinio, declarando 
constitucionalmente electo al que hubiere obtenido 
las dos terceras partes de los votos de los miem- 
bros presentes. Si ninguno hubiere reunido la 
indicada mayoría, se repetirá el acto contrayén- 
dose la votación & los dos que mas se hubiesen 
acercado á ella : en cuyo caso, si después de dos 
escrutinios mas ninguno obtuviere las dos terce- 
ras partes, será bastante la mayoría absoluta: en 
caso de igualdad continuará la votación hasta 
obtener la mayoría. * 

Art. 107. La elección de presidente se hará ea 
sesión permanente, de la cual no podrá retirarse,, 
sin permiso del Congreso, ninguno de los miem- 
bros que hubieren dado sus votos en el primer 
escrutinio, ni entrar á ella el que no haya con- 
currido al mismo escrutinio. 

Art. 108. El presidente durará en sus funcione» 
cuatro años, y no podrá ser reelegido inmediata- 
mente^ sino después de un período constitucional 
por lo menos. 
^ Art. 109. Las cualidades que se necesitan para 
vicepresidente, la forma de su elección y la dura, 
cion de su destino, serán las mismas que se han 
designado para el presidente. 

Art. 110» £1 presidente y vicepresidente del 
Estado serán elegidos con diferencia de do» ajio» 
el uno del otro, á cuyo efecto el primer vicepre- 
sidente solo durará dos años. 

Art. 111. Concluido el período conatitncimial» 
v llegado el día señalado por e*4a €on«tsttttt«D< 
para la instalación del Congreso, si está no tipie- 
re lugar, el. presidente cesará en el ejercicio dé- 
las funcione» e jec uti v as en el míeme dia, *jf~4« 
encargará de ellas el vicepresidente, hjrt* QQe 
instalado el Congreso, dé poaesron al nwafanfaU.. 

Art» Ufe, Elri<*pre«kk>ote no podrá m 
do nreskle» te pera el Período inmediato, cuac 
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haya ejercido el Poder Ejecutivo por la mkad 
del periodo constitucional. 

Art. 113. El presidente no podrá ejercer la 
administración fuera de la capital, y tanto en los 
casos de ausencia, como de enfermedad ó sus- 
pensión temporal, el vicepresidente se encargará 
de sus funciones ; y si faltare el presidente por 
muerte, dimisión, destitución 6 privación de su 
plaza, el vicepresidente se encargará del ejerci- 
cio del Poder Ejecutivo hasta concluir el período 
constitucional. 

Art 1 14. Las faltas temporales del presidente 
y vicepresidente de la República serán suplidas 
por el que haya sido nombrado vicepresidente del 
consejo de gobierno, por sus mismos miembros ; 
y en caso dé muerte, dimisión, privación ó in- 
capacidad del vicepresidente encargado del Poder 
Ejecutivo, le subrogará en sus funciones el mis- 
mo vicepresidente del consejo de gobierno hasta 
nueva elección de presidente y vicepresidente de 
la República^ con cuy o objeto se expedirán in- 
mediatamente las órdenes necesarias para que 
se reúnan los colegios electorales. 

Art. 115. El presidente y vicepresidente elegi- 
dos en este caso solo durarán por el tiempo que 
falte para completar el período constitucional. 

Art 116. El presidente y vicepresidente re- 
cibirán por sus servicios la indemnización anual 
que la ley les señale, y no será aumentada ni dis- ¡ 
minuida en el tiempo que desempeñen sus desti- 
nos. 

Art 117. El presidente es el jefe de la adminis- 
tración general de la República, y como tal tiene 
las atribuciones siguientes: 

I& Conservar el orden y tranquilidad interior, 
y asegurar el Estado contra todo ataque exterior: 

2& Mandar ejecutar y cuidar de que se pro- 
mulguen y ejecuten las leyes, decretos y actos 
del Congreso : | 

3& Convocar el Congreso en los períodos or- 
dinarios ; y también extraordinariamente con 1 
previo consentimiento, ó á petición del consejo de 
gobierno, cuando lo exija la gravedad de alguna 
ocurrencia: 

4& Tiene el mando supremo de las fuerzas de 
mar' y tierra para la defensa (te la República : 

5* Llamar Jas milicias aj servicio, cuando lo 
hoja decretado el Congreso-. 

6* Declarar la guerra á nombre de la Repú- 
blica, previo el decreto del Congreso: 

1* Dirigir las negociaciones diplomáticas, cele- 
brar tratados de tregua, paz, amistad, alianza 
ofensiva y defensiva, neutralidad y comercio, de* 
biendo preceder la aprobación del Congreso para 
pre«tar 6 denegar su ratificación á ellos : 
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8* Nombrar y remover los secretarios del des- 
pacho. 

9* Nombrar, con acuerdo del consejo de go- 
bierno, los ministros plenipotenciarios, enviados 
Í cualesquiera otros agentes diplomáticos, cónsu- 
, vicecónsules y agentes comerciales : 

10. Nombrar, con previo acuerdo y consentí» 
miento del senado, para todos los empleos milita- 
res desde coronel y capitán de navio inclusive ar- 
riba ¡ y á propuesta de los jefes respectivos, para 
todos los inferiores, con calidad de que estos últi- 
mos nombramientos tengan siempre anexo el 
mando efectivo ; pues quedan abolidos de ahora 
en adelante todos los grados militares sin mando: 

11. Conceder retiros y licencias á los militares, 
y á otros empleados según lo determine la ley: 

12. Expedir patentes de navegación, y también 
de corso y represalias, cuando el Congreso lo 
determine ; ó en su receso, con el consentimiento 
del consejo de gobierno : 

13. Conceder cartas de naturaleza conforme á 
la ley: 

14. Nombrar á propuesta en terna de la corte 
suprema de justicia los ministros de las cortes 
superiores : 

15. Nombrar los gobernadores de las provin- 
cias, á propuesta en terna de la respectiva di- 
putación provincial : 

16. Nombrar para todos los empleos civiles, 
militares y de hacienda, cuyo nombramiento no 
se reserve á alpuna otra autoridad, en los térmi- 
nos que psescribe la ley : 

17. Suspender de sus destinos & los empleados 
en los ramos dependientes del Poder Ejecutivo, 
cuando infrinjan las leyes, ó sus decretos ú órde- 
nes, con calidad de ponerlos á disposición de la 
autoridad competente, dentro de tres dias, con el 
sumario ó documentos que hayan dado lugar ala 
suspensión, para que los juzgue: 

18. Separar á los mismos empleados cuando 
por incapacidad ó negligencia desempeñen mal 
sus funciones, precediendo para ello el acuerdo 
del consejo de gobierno : 

19. Cuidar de la recaudación é inversión de 
las contribuciones y rentas públicas con arreglo á 
las leyes. 

20. Cuidar de que la justicia se administr 
pronta y cumplidamente por los tribunales y juz- 
gados, y que sus sentencias se cumplan y ejecu- 
ten : 

21. En favor de la humanidad puede conmutar 
las penas capitales, oon previo acuerdo y consen- 
timiento del consejo de gobierno, á propuesta del 
tribunal que conozca de la causa en última ins- 
tancia, ó á excitación del mismo Ejecutivo, siem- 
pre que ocurran graves y poderosos motivos, ex 
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clyyéndosede esta atribución los que hayan «ido 
sentenciados por el senado. 

Art. 118. En acasos de conmoción interior 
á mano armada que amenace la seguridad de la 
República, ó de invasión exterior repentina, el 
presidente del Estado ocurrirá al Congreso si 
está reunido para que le autorice; ó en su receso, 
al consejo de gobierno, para que considerando la 
exigencia, según el informe del Ejecutivo, le 
acuerde las facultades siguientes : 

1? Para llamar ai servicio aquella parte déla 
milicia nacional que el Congreso ó el consejo de 
gobierno considere necesaria : 

2a Para exigir anticipadamente las contribu- 
ciones que uno 6 * tro cuerpo juzgue adecuadas : 
ó para negociar por via de empréstito las sumas 
suficientes, siempre que no puedan cubrírselos 
gastos con las rentas ordinarias : , 

3^ Para que siendo informado de que se trama 
contra la tranquilidau interior ó exterior del Esta- 
do, pueda expedir órdenes por escrito de com- 
parecencia ó arresto contra los indiciados de este 
crimen, interrogarlos ó hacerlos interrogar, de- 
biendo poner los arrestados, dentro de tres dia?, 
á disposición del juez competente, á quien pasa- 
va el sumario informativo que dio lugar al arres- 
to, siendo esta última autorización temporal : 

4& Para conceder amnistías 6 indulu s gene- 
lares ó particulares. 

Art, 119. Siempre que el consejo de gobierno, 
po; estar en receso el Congreso, acuerde que el 
Poder Ejecutivo pueda usar de una ó otas de es- 
tas medidas, publicará necesariamente el acta de 
su acuerdo, y las circulará á las demás autorida- 
des. 

Art. 120. El encargado del Poder Ejecutivo 
dará cuenta ni Congreso eii su próxima reuuion, 
de todos los actos que haya ejecutado en uso de 
csias autorizaciones. 

Art. 121. No puede el presidente de la Ke- 
j> ubi ira : 

19 Salir de su territorio mientras ejerza el Po- 
der Ejecutivo, y un año después: 

29 Mandaren persona la fuerza de mar y tier- 
ra, sin previo acuerdo y consentimiento del Con- 
greso : 

39 Emplear la fuerza armada permanente en 
caso de conmoción interior, sin previo acuerdo 
y consentimiento del consejo de gobierno : 

49 Admitir extranjeros al servicio de las ar- 
mas en clase de oficiales y jefes, sin previo con- 
sentimiento del Congreso : 

59 Expulsar fuera del territorio, ni privar de 
su libertad á ningún venezolano, excepto en el 
caso del artículo 118, ni imponer pena alguna : 

(>9 Petener el curso de jo* jMot.e4*nuentos 



judiciales, ni impedir que las causas se sigan por 
ios trámites establecidos por las leyes : 

79 Impedir que se hagan las elecciones pre- 
venidas en la Constitución, ni que ¿os elegidos de- 
sempeñen sus encargos : 

89 Disolver las Cámaras, ni suspender sus 
sesiones» 

Art. 122. El presidente ó vicepresidente en- 
cargado del Poder Ejecutivo, es responsable en 
los casos siguientes ; • 

19 De traición contra la República, bien sea 
para someterla á una potencia extranjera, 6 bien 
para variar la forma de Gobierno reconocida y 
jurada : 

29 De infracción de esta Constitución: 
39 De alguno de aquellos crímenes que por 
las leyes se castigan con pena capital ó infamante. 
PODER ejecutivo. Obediencia que debe pres- 
tarse, salvo en ciertos casos, á sus Decretos, 
órdenes y reglamentos. Véase Secretarios del 
Despacho, art. constitucional 136, y Provia» 
cias, art. 103. 

PODER ejecutivo. Otras atribuciones que 
ejerce ademas de las constitucionales, á saber: 
sobre fiestas nacionales. Véase Fiestas nacio- 
nales, art. 49 — Sobre á cual de las Secreta- 
rías de Estado corresponde un negocio en ca- 
so de duda. Véase Secretarías de estado, aru 
89— Sobre nombramiento de médicos de sani- 
dad. Véate Médicos de sanidad, D. E. de 25 
de Agosto de 1 834 — Sobre traslación de la ca- 
pital de la provincia de Apure. Véase Apure, 
R. de 3 de Mayo de 1830— Sobre quejas ó 
I acusaciones con ira empleados. Véase Provin- 
| cías, ort. 109 — Sobre el medio por ciento que 
I se cobra en la aduana de la Guaira por dere- 
cho de entrada. Véase Guaira, art, 40 g . 

bre limpia de la bahia de Pue rio-Cabello*. Véa- 
I se Bahía de Puerto-cabello — Sobre comercio 
con la Goagira. Véase Goagira, D. de 25 de 
Febrero de 1836, art. 4.°— Sobre redacción y 
1 corrección de las impresiones oficiales. Véa- 
! se Secretarías de Ediado, art. 49 — Sobre Dia- 
1 nos de debates de las Cámaras legislativas. 
Véase Diario de debates — Sobre regreso al 
pais de ios expulsos en 1836. Véase Expul- 
sos — Sobre alumbrado de faros. Véase Faros*, 
art. 2— Sobre extranjeros, para los efectos del 
art. 218 de la Constitución. Véase Extranje- 
ros, D. de 15 de Marzo de 1845 — Sobre in- 
dultos. Véase Indultos, D. de 3 de Mayo de 
1839 — Sobre negocios eclesiásticos. Véase Pa- 
tronato eclesiástico, art. 5, 6, 1 1, 12, 13,21, 22, 
24 y 40— Ternas, D. de 8 de Marzo de 1826, 
Dics festivos, D. de 15 de Majo de 1836, Bie- 
nes del convento menor que fui de francisca- 
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nos, f hospicio de capuchinos de Maracaibo, 
Conventos, D. de 23 de Febrero de 1837, art 
2, 4 y 6, y Pensione* D. de 13 de Mayo de 

1841 Sobre pa*e de bulas de institución. 

Véase Bulas, D. de 13 de Mayo de 1*41— So- 
hre Mayordomías de fábrica. Véase Mayor- 
demias de fábrica. L. de 7 de Mayo de 1842, 
art 6 y 7— Sobre instrucción pública. Véase 
Instrucción pública, LL. L art. 2 y 3, II art 
60. IV. 6 único art 1?, V. § 2.° art. 3?, art. 
4¿ f 60, 7?, 8?, 0? y 14, VI, art 12, 14, $ 1? 
art 15, y 2<> aru 18, VIII, art 2, IX, art. 4 y 
5, XI, art 'l?, XII, art 1?, XIV, art único, 
Dirección general de instrucción pública, Co- 
legios nacionales, D. auxiliándolos con 13.000 
pesos, Colegio nacional de niñas de Caracas, 
D. de 10 de Abril de 1840, y D. E. de 16 de 
Julio de 1851, art 17, 19, 21, 33, 35 y 48, y 
Escuela de agricultura, art 4?— Sobre ofi- 
cinas de registro. Véase Registro, art 2— So- 
bre rentas internas. Véase Administraciones 
de rentas internas, art 1, 2. 1 1, 18 y 21 de la 
] e y Sobre Gobernadores de provincia. Véa- 
se Diputaciones provinciales, art cónst. 161, 
atrib. 4 a , y Provincias, art 3 y 106 Sobre 
risitas de las provincias. Véase Provincias, art 
106— Sobre negocios judiciales. Véase 7Vt- 
bunales y juzgados, L. XI, art. 19 — Sobre 
tierras baldías. Véase Tierras baldías, art 2 
al 6 y 12, 15, 16 y 20, y D. de 18 de Abril de 
1840 art 1?— Sobre intérpretes. Véase Intér- 
pretes, art 4 y 8.— Sobre establecimiento de 
penitenciarías. Véase Penitenciarías — Sobre 
Caminos. Véase Caminos, art 2, 3, 6, 6, 8, 
§ único, 9, 10, 14, 16, y 17, y Mériday Trujillo. 
Sobre reducción de indígenas. Véase Indíge- 
nas, L de 19 de Mayo de 1841, y D. E. de 
22 de Octubre de 1842 sobre los de Maracai- 
bo, art. 4, 12, 35 $ 19, 41, 57, 60 y 62— Sobre 
inmigración. Véase Inmigración, L. de 6 de 
Mayo de 1854— Sobre naturalización de ex- 
tranjeros. Véaie Extranjeros, L. de 27 de Ma- 
yo de 1844, art 4 y su §, y 7— Sobre deuda 
pública. Véase Deuda publica exterior, DD. 
de 25 de Abril de 1838, y 18 de Mayo de 
1843, Deuda pública consolidable, D. de 11 
de Abril de 1840, y L. de 27 de Abril de 1843, 
art 1, 6 y 11, Deuda pública consolidada, 1», 
art 0, numero 29 y art 1 1, y Empréstito.— So- 
bre Moneda. Véase Moneda, art 59 y D de 
2»de Mayo de 1840— Sobre derechos de puer- 
to. Véase Derechos de puerto (Apéndice al 
segando Tomo) art 9 número 19— Sobre «1 
di fecho de entrada que se cobra en la Guana 
Véase Guaira, D. de 1.° de Mayo de 1848, .. 
art. 4— Sobre baques que embarquen ganado (j 
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en el Orinoco. Véase Exportación de gana, 
do por el Orinoco, D, de 5 de Mayo de 1837 
art 2 — Sobre organización de las aduanas y 
sus resguardos. Véase Aduana, art. 2, 3, .6 
número 9.°, 7 número 19, 19, 20, y 26 y Adua- 
na del Táchira art 1,2 y 7 — Sobre régimen 
de las aduanas. Véase Importación, art. 17, 
26, 38, § único y 40, — Sobre comercio de trán- 
to. Véase Comercio de tránsito (Apéndice ai 
segundo Tomo) D. de 4 de Mayo de 1855— 
Sobre construcción de un edificio para la adua- 
na y resguardo de Barcelona. Véase Aduana 
de Barcelona — Sobre resguardo marítimo. 
Véase Resguardo marítimo, L. de 1 1 de Ma- 
yo de 1854, art. 4, 11, 12 y 13— Sobre paten- 
tes de navegación. Véase Nacionalización y 
Arqueó de buques, art 16 — Sobre patentes de 
industria. Véase Patentes de invención, art. 
7 — Sobre salinas. Véase Salinas, $ único del 
art 1.°, art. 2, § único del 5, 6, 7, 13, § único 
del 15, 23 y 24— Sobre exportación de pesca- 
do salado. Véase Pescado salado, art 2 — So- 
bre oficinas de hacienda. Véase Oficinas su- 
periores de hacienda, art. 8, 20 y 25 — Sobre 
fastos públicos. Véase Juntas económicas de 
acienda, D. de 28 de Abril de 1840, § 5.°, art. 
2, 7, $ único del 9 y 10 — Sobre correos. Véa- 
se Correos, L O. art 2, 3, 4, 5 número 49 y 
9?, 7 número 5°, 9 número 7°, 10 número 4<>, 
11, 19, 23, 25, # 27, 31, y 33, L. R. art 5 y 12 
y L. S. § único art 1.° — Sobre venta de pro- 
piedades del estado. Véase Guaira, D. de 24 
de Mayo de 1834, y Propiedades del Estado, 
D. de* 17 de Mayo de 1836— Sobre reden- 
ción de un censo á que está afecta la isla de 
burros. Véase Elefanciacos, D. de 9 de Mayo 
de 1840, art. 2 — Sobre academia de matemá- 
ticas. Vé ise Academia de matemáticas, art. 6 
y 7 — Sobre fortificaciones. Véase Fortificacio- 
nes, art 59 — Sobre inválidos y sus cédulas. 
Véase Inválidos, art. 10, II, 13 y 14— Sobre 
comandancias de armes. Véase Comandan- 
cias de armas, $ único del art 19» art. 2 y 4— 
Sobre escuelas náuticas. Véase Escuelas náu* 
ticas, art. 2, 3 y 4— «Sobre letras de cuartel, 
habilitación de listas de revista, licencia inue- . 
finida. Véase Letras de cuartel, licencia in- 
definida y retiro — Sobre marina de guerra. 
Véase Marina de guerra, L. de 16 de Abril 
de 1844, art 3, 5, § único del 8, 14, y § 2.° del 
15— Sobre construcción naval. Véase Cons- 
trucción naval, art 49— Sobre títulos de pre- 
mios de constancia de los militares. Véase 
Sueldos militares y premios de constancia, 
„ r t. 9 — Sobre milicia. Véase Milicia nació* 
nal— Sobre comandancias de armas. Véase 
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Comandancias de armas, § único del art. 1?, 
art. 2 y 4 — Sobre sueldos de Jos empleados, 
diplomáticos y agentes confidenciales. Véase 
Sueldos de los Ministros públicos, art. 1 y 2, 
y Sueldos de los agentes confidenciales — So- 
bre designación de sus uniformes. Véase id. D. 
de 28 de Junio de 1824— Sobre bienes de los 
conventos suprimidos destinados al sosteni- 
miento de colegios ó casas de educación. Véa- 
se Conventos, L. de 28 de Julio de 1821, art. 
2, 3 y 6— Sobre establecimiento de escuelas de 
niñas en Jos Conventos de religiosas. Véase id, 
L. de' 28 de Julio de 1821, art. 2, 3, y 5— So- 
bre rehabilitación en los derechos de ciudada- 
no. Véase Rehabilitación en los derechos de 
ciudadano, art. 8 y 10— Sobre militares que 
cubran puestos fronterizos. Véase Sueldos de 
los militares, art. 4— Sobre Montepío mili- 
tar. Véase Montepío militar —Sobre Censo 
de población. Véase Censo de población, art. 
1, 2, 3, 4, 7 y 8— Sobre pesos y medidas. 
Véase Pesos y medidas, art. 10— Sobre cón- 
sules. Véase Consulados venezolanos, art. 1 á 
6, 22, 23, 33, 39 y 42-Sobre comercio de trán- 
sito. Véase Comercio de tránsito, L. de 19 de 
Febrero de 1848, art. 8— Sobre tribunales mi- 
litares. Véase Tribunales militares, art. 20 y 
23— Sobre conspiradores. Véase Conspirado- 
res, art. 8, 9 y 17 — Sobre controversias entre 
particulares y Ja nación. Véase Tribunales y 
juzgados, L. I, art. 2?, atrib. 5a— Sobre con- 
sultas, acerca de la inteligencia de las leyes á 
Ja Corte Suprema. Véase id., L. id. art. 2, 
atrib. 14. Sobre traslación de cortes. Véase 
L. II, art. 39— Sobre creación de juzgados de ! 
cantón. Véase td L. Vil, art. 10 _ Sobre ! 
minas. Véase Minas— Sobre contratos para la ; 
navegación de rios, lagos ó lagunas, apertura ! 
«le m ferro-carriles ó caminos de ruedas, y otras ; 
obras de utilidad publica. Véase Navegación de \ 
nos, lagos alagunas $— Sobre patentes de in- ■' 
dustna, invención &c. Véase Patentes de in* I; 
dustria (k— Sobre los catedráticos de las cía- ; : 
ses científicas de los colegios nacionales. Vea- !' 
se colegios nacionales (Apéndice al primer to- ¡! 
mo) D. E. R. de 27 de Marzo de 1854, art. 7 ! 
—Sobre acuñación de moneda. Véase Moneda, !•' 
L. de 1? de Abril de 1854, art 7, 8 & 2<>, o 15 j! 
y 17— Sobre concesión de la medalla creada en ' 
honor del libertador. Véase Medalla de dis. ' 
tinción en honor del Libertador—Sobre ava- ! 
luo de efectos extranjeros menospreciados á su ! 
introducción. Véase Importación, art 17— So- 
bre establecimiento de ferrocarriles. Véase Fer- 
ro-carriles. 

PODER ejecutivo. Como deberá ocurrirse á 
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él. Véase Súlicüudesi instancias y recursos 
ante el Poder Ejecutivo. 
PODER BjraouTivo. Autorización para que so- 
licite y active el pago de lo que se debe al Go- 
bienio y á los particulares por las otras sec- 
ciones de la antigua república de Colombia. 
Véase Deuda pública interior de Colombia, D 
de 19 de lebrero de 1855 (Apéndice al 20 to- 
mo) • 

PODER ejbcutivo. Reglas para la cuenta anual 
que debe presentar al Congreso. Véase Cto»- 
ta anual del Poder Ejecutivo (Apéndice al 2© 
tomo) • 

PODER ejecutivo. Carece de facultad para re- 
solver sobre la inteligencia que den los Gober- 
nadores á las ordenanzas provinciales, cuando 
estas no se rocen con sus decretos, Ó las leyes. 
Véase Ordenanzas provinciales, R. E. de 1<> 
de Junio de 1847. • 

PODER e jEcomro. Le corresponde el reparar los 
agravios que hagan los Gobernadores declaran- 
do indebidamente nula alguna elección de i a 
asamblea municipal. Véase Nulidad de las 
de 1864** OTa »w«^c*, R. E. de 9 de Marzo 

I PODER JUDICIAL. TITULO XIX DE LA COMSTI- 

I TCCION. 

¡ Art. 141. La administración de justicia está á 
j cargo de una corte suprema, de cortes superiores, 
de juzgados de primera instancia, y de los demás 
; tribunales creados por la ley. 

¡ Art. 142. En las causas criminales, la justicia 
ga "ÍTey ^ JUrad ° S ' COnform « l» d¿p£* 

rl.^rí'.íf- 3 ' L0 " Con 8 re ? M constitucionales acor- 
daran el tiempo y modo de ir introduciendo el jui- 
cio por jurados en las otras causas 
PODER judicial. Su organización. Véase 

Corte superior, Corte suprema y Tribunales 

y Jum gados. 
PODER legislativo, titulo x de la coksti- 



l TUCION. 

Art 48. El Poder Legislativo se ejerce por el 
Congreso compuesto de dos Cámaras, una de 
representantes y otra de senadores. 

Art. 49. El Congresose reunirá cada aHo en 
la capital de la República el dia veinte de Enero 
•m esperar la convocación, y sus sesiones oraV 
nana» durarán por noventa días. Si por alrun 
accidente no pudiere reunirse el dia señalado, lo 
haré en el mas inmediato posible, y podrá troro- 
gar sussesiones por algunos dks mas hasta trein- 
ta cuando lo exija k necesidad 

PODER legislativo. \ét»e Cámara de Re- 
presentantes, Cámara del Senado, Cámaras 
legislativas, art. constit. 78al 86, y Congreso 
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PODERES para pleitos. Cómo se otorgarán ; 
y demás requisitos que deben tener. Véase Par- 
tes enjuicio, nrt. 2 á 5, Apoderado judicial y 
Papel sellado, art 8,9 y 10, y Registro , art. 
11 y R. E. de 6 de Mayo de 1839. 

PODERES OTORGADOS EN PAÍSES EXTRANJEROS. 

Acuerdo de la corte suprema de 31 de 
octubre de 1837 declarando que deben admi- 
tirse los que estén en la forma y con arreglo 
á las leyes de dicho pais. 

En la ciudad de Caracas á 31 de Octubre de 
1837, 8? y 279, reunidos los señores Presidente y 
Ministros de la Suprema Corle de justicia habien- 
do tomado en consideración la consulta que se le 
ha dirigido por la Corte superior de justicia del 
tercer distrito acerca de la duda que le ocurre si 
la legalización de un poder otorgado en pais ex- 
tranjero,, hecha por uno ó mas escribanos, sea bas- 
tante, atendida fia disposición del artículo 49 ley 
1* título 19 del código de procedimiento judicial, 
dijeron que el sentido literal de aquel artículo y 
las reflexiones en que está fundada la misma du- 
da, hacen indispensabléla necesidad de consultar- 
la al Poder Legislativo. Mas como entre tanto 
pueden ocurrir poderes que vengan solo legaliza- 
dos ó comprobados por dos ó tres escribanos cotí 
• arreglo á las leyes del pais, en que se otorguen, 
y com«> c>tc trucria en la práctica gravísimos é 
insOperuMíS inconvenientes, entorpeciéndose ó su- 
focándose las justas reclamaciones de muchos in- 
teresados, al mismo tiempo que las leyes han que- 
rido facilitar, y hacer mas pronta y expedita Ja 
administración de justicia, y que si por los tribu- 
nales de la República no se recibiesen semejantes 
poderes, los Gobiernos en que se hubiesen forma- 
lizado rehusarían también los otorgados en estos 
lugares, porque careciesen de las formalidades es- 
tablecidas en ellos, teniendo también presente 
que por el artículo 22 ley única, título 11 del 
mismo código, las consultas que hagan los tribu- 
' nales sobre la inteligencia de alguna ley en nin- 
gún caso deben suspender el curso, y determina- 
ción de los asuntos, debiendo en tal caso decidir- 
. se por fundamentos tomados del derecho natural 
ó de la razón, esta Corte Suprema, siguiendo te- 
tos mismos principios, acuerda que por ahora, y 
hasta la declaración del Congreso se admitan los 
poderes comprobados en la forma, y con arreglo 
á las leyes establecidas en el pais en donde se 
otorgan ; y que para el efecto se dirija el expe- 
diente en consulta al mismo Congreso por el ór- 
gano del Poder Ejecutivo con Tas formalidades 
acostumbradas; avísese á la Corte Superior del 
tercer distrito, y también á la del segundo para 
su inteligencia. — Ldo, Mercader. — López de 17- 
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merez.— Martínez.— Uñarte.— Es copia.'— Cara- 
cas Octubre 22 de 1844. 

£1 Canciller, José Duarte. 

PODERES. Quiénes pueden representar 6 otros 
sin poder. Véase Partes en juicio, art 1 1 y 
12. 

POLICÍA. Véase Diputaciones provinciales, art. 
constitucional 161, atrib. 16», y Provincias, 
art. 75 y sus 6 números, y aru 77, número 19 

POLICÍA de las cárceles. Véase Provincias, 
art. 73. 

POLICÍA, Sus funciones sobre violación y ven-' 
ta de objetos de industrias, inventos y descu- 
brimientos privilegiados. Véase Patentes de 
industria &, art. 13. 

POLICÍA (código de) ley de 20 de mayo de 
1854 estableciéndolo. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunios en Con* 
greso. 

Decretan : 

Ley primera.— De la policía, de sus empleados y del mo- 
do de proceder. 

Sección primera.— Disposiciones generales. 

Art. 19 La policía es instituida principalmen- 
te para conservar el orden público, la libertad, la 
propiedad y la seguridad individual. 

Art. 2.° La policía se divide en administrati- 
va, judicial y municipal, y esta puede ser ur- 
bana y rural. 

Art. 3? La policía administrativa tiene por ob- 
jeto la conservación del orden y seguridad públi- 
cos en cada lugar y en cada parte de la adminis- 
tración genera], de la salubridad general y de 
las buenas costumbres. 

Art. 4? La policía judicial tiene por objeto la 
averiguación de los crímenes, delitos y contra- 
venciones, poniendo los autores á disposición* de 
los tribunales encargados de castigarlos. 

Art. 59 La policía 'municipal comprende los 
ramos siguientes. De la policía urbana, los de la 
salubridad local ; mendicidad ; orden y discipli- 
na de los hospitales y demás establecimientos de 
beneficencia; abastos, ferias y mercados; fuen- 
tes públicas y particulares ; caminos, calzadas y 
puentes; navegación interior; alumbrado; ser- 
vicio de domésticos ; comodidad; aseo; ornato; 
fiestas, espectáculos y diversiones públicas. De 
I la policía rural, los siguientes ; de las acequias 
; de riego y de movimiento de máquinas ; de los 
desechos de los ríos y desagües de lagunas y cié- 
negas; de las quemas de rosas y sabanas; de Jos 
bosques y cortes de madera y leñas ; de las can- 
teras y minas de carbón de piedra ; de las bes- 
tias de labor y de silla ; de la y» del ganado 
vacuno y otros animales ; de la cacería y de la 
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pesca; de los compradores y vendedores fraudu- 
lentos de Animales y frutos de la industria agrí- 
cola ; y de los mayordomos, caporales y jorna- 
lero?. 

Art. 09 Las diputaciones provinciales expedi- 
rán las ordenanzas que consideren necesarias pa- 
ra el establecimiento y arreglo de los ramos ex- 
presados en el articulo anterior. 

Art, 79 También pueden las Diputaciones 
acordar ordenanzas para la mejor ejecución de 
ks disposiciones de las leyes en los ramos de ía 
policía administrativa y judicial, detallando y de- 
senvolviendo en ellas con mayor extensión los 
principios y bases sobre que están fundadas, sin 
contrariarlas nunca. 

Art. 89 Podrán las Diputación^ decretar las 
penas necesarias para obligar al cumplimiento de 
las ordenanzas de policía, proporcionándolas á la 
gravedad de las faltas. 

Art. 99 En ¿odas sus ordenanzas sobre poli- 
cía no pudran las Diputaciones contrariar las dis- 
posiciones de las leyes vigentes, ni señalar pena 
alguna á la acción -culpable que ya la terga por 
otra ley cualquiera. 

Art. 10. Los Concejos municipales pueden 
también expedir reglamentos sobre los mismos 
ramos de policía municij al sobre que se versan 
los de las Diputaciones, bien para la mas cum- 
plida ejecución de esto.-*, detallando y desenvol- 
viendo con mas extensión sus bases y disposicio- 
nes sin contrariarlos ; bien para arreglar algu- 
nos puntos que no hayan sido comprendidos en 
aquellos por ser de mera localidad y privativos 
del cantón. 

Art. il. Pueden dichos Concejos decretarlas 
penas necesarias para obligar al cumplimiento de 
sus reglamentos sobre policía, \ roporcionándolas 
á la gravedad de las faltas. 

Art. 12. En los reglamentos que expidan lng 
Concejos municipales sobre policía, no pueden 
suspender, derogar ni contrariar las disposiciones 
de las leyes vigentes y de las ordenanza* de las 
Diputaciones s< bre el mismo objeto; ni señalar 
pena alguna á la aceinn culpable que ya la ten- 
ga por otra ley cualquiera, ó por las mismas or- 
denanzas. 

Sección segnnda — De los empleados de policía. 

Art. 13. La policía so ejerce por las autori- 
dades del orden administrativo, según la exten- 
sión del poder de cada una. El Presidente de la 
República la dirige é invigila en todo el territo- 
rio ; los gobernadores en m sus respectivas pro- 
vincias ; los jefes político» en los cantones, y los 
jueces de paz en las parroquias y caseríos en que ! 
se hayan establecida. ! 
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Art. 14. Son jefes de policía : el Gobernador 
en la provincia ; el Jefe político en el cantón, y 
el Juez de paz en la parroquia ó caserío respec- 
tivo. Los jefes de policía la ejercen por sí, ó por 
medio de sus agentes inmediatos : el Jefe políti- 
co es agente inmediato del Gobernador; y el 
Juez de paz lo es del Jefe político. 

Art. 15. En cada provincia habrá un cuerpo 
de policía compuesto de comisarios mayores ba- 
jo las inmediatas órdenes de los inspectores, y to- 
dos de los jefes de policía. 

Art 16. En cada cabecera de cantón habrá un 
inspector y dos comisarios mayores, los que es* 
taran á disposición del Gobernador y Jefe polí- 
tico en él cantón capital, y en los demás canto- 
res *á disposición del Jefe político respectivo* 

Art. 17. Habrá un comisario mayor á los ór- 
denes de cada Juez de paz de las parroquias del 
cantón, y dos para cada Juez de los caseríos ó 
sitios. 

Art. 18. Los comisarios de que hablan los ar- 
tículos anteriores son distintos ce los creados por 
la ley orgánica de provincias. 

Art. 19. Las Diputaciones podrán establecer 
los rondas de policía que juzguen necesarios co- 
mo auxiliares de los empleados que se estable- 
cen por es*a ley^ 

Art. 20. Los comisarios serán montados ó de 
á pié, según lo exija el servicio de la policía en 
la provincia. v 

Art 21. El cuerpo de policía no gozará fu* 
ro 9 no tendrá uniforme militar, ni estará sujeto 6 
funciones militares ni acuartelamiento. Todos 
los que lo compongan serán voluntarios, robus- 
tos y de una moralidad bien conocida. 

Art. 22. Serán deberes del cuerpo do policía : 

19 Estar pronto á recibir y ejecutar las órde- 
nes de los jefes de policía, en cumplimiento de 
sus respectivas funciones. 

29 Perseguir y aprehender á las personas ha- 
lladas en fragante delito, contra quienes resulte 
presunción bastante de ser delincuentes, á les 
prófugos de las cárceles, contrabandistas y de» 
fraudadores de las rentas públicas, conduciendo 
sin demora á las personas así aprehendidas, á la 
autoridad mas inmediata. 

39 Hacer esto mismo con respecto á los hijos 
de familia y menores de edad, criados fugitivos, 
á solicitud de parte interesada. 

49 Reconocer á este efecto dorante la noche 
las plazas, calles y salidas públicas de las po- 
blaciones ; y tanto de día como de soche, los ca- 
minos, campos y despoblados. • 

59 Aprehender los instrumentos con qae se* 
haya cometido ó intentado cometer algún delito* 
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y lodos ios objetos que sirvan para comprobar su 
perpetración. 

6? Impedir y perseguir los robos, incendios, 
asesinatos, riñas y peleas, juegos prohibidos, bu- 
llicios v cualesquiera violencias y desórdenes 
prohibidos por las leyes ; y no cediendo á sus 
insinuaciones los delincuentes, conducirlos ante 
el inmediat%jefe de policía. 

79 Circular con rapidez los datos y noticias 
que á este efecto se les comuniquen sobre algún 
delito que se haya cometido, séllales de los delin- 
cuentes, de objetos perdidos, extraídos ó robados, 
para facilitar el conocimiento de los delincuentes 
y su aprehensión, y el de los efectos y su recupe- 
ración. 

89 Dar noticia á las respectivas autoridades 
de los vagos y ociosos que se reputen por tales 
en las parroquias 6 lugares. 

99 Prestar mano fuerte á las autoridades, eje- 
cutando, y auxiliando la ejecución de las provi- 
dencias y ordenes que dicten en conformidad de 
las leyes y en ejercicio de sus funciones. 

Art. 23. Los empleados y agentes de policía 
ejercerán sus funciones, tanto respecto de la po- 
licía administrativa ó judicial como de la munici- 
pal. 

Art. 24. £1 Poder Ejecutivo por un decreto al 
efecto, designará el bueldo de que deban gozar los 
inspectores y comisarios, las armas que deben 
llevar, los casos en que deben ser destituidos y 
el distintivo por el que deben ser reconocidos, y 
cuanto concierna á que este cuerpo llene los de- 
beres que se le confían* 

Art. 25. Las armas y municiones las provee el 
Estado y el sueldo saldrá del tesoro nacional. 

Soccíod tercera. — De las faltas contra la policía y su 
castigo. 

Art. 26. Las faltas contra lá policía solo se 
castigífran con arresto, multas y la perdida de los 
instrumentos y utensilios con que $e cometen y 
de los efectos en que consistan. Ellas se distin- 
guirán en culpas y contravenciones. 

Art. 27. Es culpa contra la policía. Ja viola- 
ción de la ley, decreto ú ordenanza de pulida por 
la que se impone la pena de arrt'&to, cu>o mini- 
na un exceda de diez aias, ó mukh cu>o minimun 
exceda de veinte pesos y perdiuiieuto de cosas 
cuyo valor exceda de veinte pesos. 

Art 28. Es contravención la violación de la 
ley, decreto u ordenanza ó bando de policía, por 
el cual se impone una pena en que el maxirnun 
del arresto no exceda de diez diae, el maxirnun 
de la multa no exceda de veinte pesos, ni el va- 
lor de tas cosas que se pierdan exceda de veinte 
pesos. 
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Art. 29. Los Jefes políticos y los jueces de paz 
en su calidad de.jefes de policía, los primeros en 
ios cantones y los segundos en las parroquias y 
caseríos, son autoridades competentes para cono- 
cer y decidir A prevención de las contravenciones 
y culpas contra la policía, que se cometan dentro 
de los límites de su respectivo territorio, é imponer 
á los contraventores las penas que les estén se- 
ñaladas por las leyes, decretos ú ordenanzas 6 
bandos de policía. 

Art. 30. Los procedimientos que son de la. 
competencia de los jefes de policía, y que se d4P. * 
nominarán "resoluciones de policía correccional," 
serán verbales, breve% y sumarios. 

Ari. 31. Los jefes de policía do cantón y los • 
de parroquia 6 caserío llevarán un libro encua- 
dernado á pliegos metidos, foliado y con una no- 
ta á su cabeza, que exprese el numero de hojas 
de que consta, y año á que pertenece. 

En este libro se extenderán todos los juicios 
que pasaren ante los mismos, durante su en- 
cargo. 

Art. 32. Luego que un jefe de policía tome co- 
nocimiento de una infracción de policía, reunirá 
los datos convenientes y verbalmente oirá á los 
testigos que depusieren previo juramento. En 
seguida señalará el dia y hora en que ha de cele- 
brar el juicio, citando ai inculpado y á loa testi- 
gos de cargo. Al inculpado le pre/endrá que se 
presente con los testigos de descargo ú otras 
pruebas si las tuviere, y de persona que le acon- 
seje si la necesitare. 

Art. 33. Las personas citadas comparecerán ai 
juicio, Ano tener legítima escusa que expondrán, 
y para ello usará el jefe de policía de un poder 
discrecional, pudiendo imponer hasta veinte rea- 
les de multa. Reunidas las personas citadas, di- 
cho jefe examinará & vista de todos á los testigos 
de cargo y después á los de descargo, por laj| pre- 
guntas que le indique el inculpado. En seguida 
intimará á este que dé razón de su proceder, in- 
terrogándole por los méritos que aparezcan, srn 
recibirle juramento. El procesado se exculpará si 
le asisten razones, y. el jefe de policía determina- 
rá produciendo su fallo. 

Art. 34. De todo cuanto ocurra en el juicio se 
hará mención en el acta que se extenderá en el 
libro que firmarán el Juez, el acusador y»el acu- 
sado 6 persona que este designe, si no supiere. 

Aru 35. De estas resoluciones no habrá ni se 
admitirá apelación ni recurso alguno, excepto el 
de queja. Ellas se ejecutarán sin demora, y sin 
oir reclamación alguna. 

Art. '36. Del acta y resolución se dará copia si 
la pidiere el interesado, á su costa, en papel co- 
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mun y sin exigir mas derechos que los que se 
.paguen por el trabajo de escribirla. 

LEY SEGdfDA. 

De los diferentes ramos de la policía admi- 
nistrativa* 

Secciou primera.— De la tranquilidad y orden públicos. 

ArL 19 Los empleados de policía tienen el 
■ • deber de esforzarse en descubrir las tramas, ma- 
quinaciones y conciertos que se formen contra la 

• seguridad exterior de la República, y de impedir 
y perseguir las que se formen dentro de ella, bien 

^ sea por medio de armamentos, traiciones, seduc- 
ción, espionaje ó inteligencia con los enemigos 
de la República, ó bien de cualquiera otra ma- 
. ñera. 

Art. 2? Tienen igualmente el deber de esfor- 
*zars>e en descubrir, impedir y perseguir las reu- 
niones ó armamentos de tropis que se verifiquen 

• sin orden de autoridad competente dentro de la 
• ^ República para atacar ó turbar el orden estable- 
cido en las naciones con quienes ella esté en paz, 

« y todos los demás actos que, conforme el derecho 
internacional, deban reputarse como violación de 
& la neutralidad. 

Art. 39 Uno de los principales y mas estrictos 
debetts de los empleados de policía es vigilar in- 
cesantemente para descubrir é'impedir las cons- 
piraciones ó tentativas pnrn destruir ó alterar por 
vias de hecho la constitución de la República 6 
el Gobierno establecido por ella, y promover que 
sean juzgados los que aparezcan culpables, y ve- 
rificar esto mismo respecto de los que formen, 
promuevan, aieriten ó conspiren á formar ó á 
promover rebelión*?, sediciones, motines ó tu- 
# mullos, asonadas ú otras conmociones populares; 

y respecto de lo* que impidan, aten ten ó conspi- 
ren i'^jm pedir que se hagan las elecciones cons- 
titucionales y legales en Jos períodos y con la li- 
bertad señalados por las leyep, que se reúnan las 
cámaras legislativas en las épocas debidas, y que 
las corporaciones, autoridades, funcionarios y em- 
pleado» públicos ejecuten sus funciones. 

Art. 49 Deben los empleados de la policía con- 
servar y mantener la tranquilida-t y el orden pú- 
^ bucos, é impedir y disipar, aun par la fuerza, 
~y cualesquiera reuniones tumultuarias, riñas ó al- 

borotos, bien sean por los camp.10, ó por las calles 
y plazas de las ciudades, villas y caseríos. Con 
tales objetos deben ocurrir con solicitud doride 
quiera que se. presente algún desorden de cual- 
quiera especie para poner á él pronto y eficaz 
remedio. 

Art. 59 Deben los empleados de policía im- 
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pedir que en discursos ó reuniones públicas se 
excite á la perturbación del orden, la desobedien- 
cia á las leyes y á las autoridades legítimamente 
constituidas, se amenace á estas, 6 se sugiera ó 
sa concite á la perpetración de algún delito, y 
que en los mismos discursos ó reuniones se ultra- 
je á ningún individuo, ó se atente contra su se- 
guridad y reputación. 

Art. 69 líos jefes de policía deben impedir que 
existan sociedades secretas cuyo objeto sea ocu- 
parse en asuntos políticos Cuando descubran 
que con tal carácter existe alguna, impedirán sa 
reunión y harán que sojuzgue á los culpables. 
Si de las indagaciones que deben hacerse resulta- 
re que se trataba en secreto cosa prohibida por la 
ley, comprobado el hecho, se pasara el sumario 
por los jefes de policía á las autoridades corres- 
pondientes. 

Art. 79 Es también una de la obligaciones de 
los empleados de la policía impedir, cuando fue- 
ren requeridos, que se turbe el orden y reverencia 
que deben' guardarse en los templos y en las ce- 
remonias y practicas de la religión y del culto 
que se celebran en público, haciendo que en todo 
se observe el mayor orden y compostura, é im- 
pidiendo que se cometan escándalos ó acciones 
impropias ó inconsideradas dentro de ellos, ó en 
la parte inmediata ásu recinto. 

Art. 89 Cuando los ministros del culto, en el 
ejercicio de sus funciones, exciten rebeliones, 
sediciones ú otras turbaciones en el £«tado, al- 
teren el orden y el reposo públicos, induzcan al 
pueblo por medio de pláticas y predicaciones alar- 
mantes é indiscretas á que cometa algún delito; 
ofendan la moral y buenas costumbres ; atenten 
contra la segundad, reputación y buen nombre 
de algún individuo, en cualquiera de estos casos, 
con la correspondiente información sumaria que 
compruebe el hecho, dará cuenta á la autoridad 
competente. 

Art. 09 Deberán recogerlos impresos, manus- 
critos, caricaturas, dibujos ó pinturas, en que se 
excite á la perturbación del orden 6 desobedien- 
cia áTOs leyes, 6 á las autoridades legítimamente 
constituidas, en que se aconseje ó sugiera la per- 
petración de algún delito ; ó que contengan ex- 
presiones ó conceptos injuriosos, ofensivos ó ame* 
nazas prohibidas, contra los funcionarios públi- 
cos, ó que sean contrarios á la decencia y á las 
buenas costumbres. 

Art. 10. Cuando un extranjero entre en el 
territorio de la República, y el jefe de la policía 
tuviere fundados motivos para sospechar que trae 
algún fin siniestro contra la nación, ó para la 
tranquilidad, seguridad y sosiego de la repáblica, 
lo hará presentarse y declarar cuál es su^profe- 
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lion ú oficio, y cuál el objeto de su entrada en el 
territorio de la nación, y hará invigilar su conduc- 
ta por los agentes de la policía, para proceder 
contra él tan luego como haya dado motivo para 
ello. 

Art. 11. Nadie necesitará de pasaporte para 
viajar dentro de Venezuela. Pero en los casos de 
una guerra extranjera ó de una conmoción in- 
terior, el Poder Ejecutivo, si así lo creyere ne- 
cesario al orden y seguridad de la República, 
podrá determinar: 

10 Que en el todo ó parte del territorio nadie 
pueda viajar sin pasaporte, ni andar armado de 
fusil, carabina, trabuco ó lanza, sin licencia por 
escrito de los jefes de policía. 

29 Que nadie pueda comerciar en elementos 
de guerra. 

39 Que tales armas y elementos de guerra se 
recojan y depositen en un lugar seguro, para de- 
volverlos á los dueños tan luego como desaparez- 
can los motivos que hayan obligado á tomar esta 
medida. Los Gobernadores de las provincias tie- 
nen en el caso, respecto de las de su mando, la 
misma facultad que el Poder Ejecutivo, á quien 
darán cuenta inmediatamente del uso que hagan 
de ella. 

Sección segunda. — Do la seguridad pública. 

Art. 12. Los empleados de policía tienen el 
deber de defender contra las vias de hecho á 
todas las personas, su libertad, su honor y repu- 
tación y sus bienes y propiedades. A este fin su 
acción protectora debe aparecer siempre que se la 
invoque, 6 aun cuando no lo sea, en todos los ca- 
sos en que ellos lleguen & descubrir que por vias 
de hecho se trama ó atenta contra las personas y 
sus derechos. 

Art. 13. Los empleados de policía perseguirán 
y aprehenderán con especial actividad, y efica- 
cia, y pondrán á disposición del juez competente 
para su juzgamiento según las leyes, los asesinos, 
homicidas, envenenadores, incendiarios, las cua- 
drillas de malhechores, los ladrones y todos los 
que cometan cualesquiera otros delitos contra las 
personas ó las propiedades, que- merezcan pena 
corporal. 

Art 14. Tienen los empleados de policía el 
deber de impedir las riñas 6 peleas, y cuales- 
quiera agresiones y alevosías de los individuos 
unos contra otros. A este fin sus jeíes están au- 
torizados para exigir una fianza de guardar la 
paz, á los. que intenten reñir y á los que amena- 
cen á otro con cualquier ultraje ó acto de violen- 
cia» La fianza durará por el tiempo que según 
las circunstancias se crea necesario por los jefes 
de la policía. La cantidad con que se haya ga- 
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rantizado la fianza, se exigirá como pena á los 
que quebranten la promesa» 

Cuando haya fundados motivos para creer que 
se insiste en pelear, ó en hacer ultraje ó violen- 
cia á otro, el que no diere la fianza exigida pue- 
de ser arrestado hasta- que la presente, 6 hasta 
que hayan desaparecido los motivos para creer 
que se persisto en los malos intentos. 

Art. 15. £1 jefe de policía hará desfijar ó bor- 
rar los pasquines y todo papel manuscrito 6 im- 
preso, letrero, caricatura, pintura 6 dibujo que se 
haya hecho 6 fijado en paraje público, y en que 
se hagan. amenazas prohibidas, se deshonre, afren- 
te, envilezca, desacredite, ó se haga odiosa, des- 
preciable ó sospechosa, 6 se mofe ó ridiculice al- 
guna persona ó corporación* 

Art 16. Deben los empleados de policía im- 
pedir que anden por las plazas, calles y caminos 
públicos, locos ó personas furiosas, haciendo que 
los que se presenten sean retenidos y asegurados 
en sus casas por sus deudos, ó en los hospitales 
ú otros establecimientos de caridad. También 
impedirán que nadie tenga en los mismos luga- 
res animales feroces, venenosos ó dañinos, ni 
que se conduzcan por ellos ó se tengan dentro de 
las casas ó solares, sin las precauciones necesa- 
rias. 

Art 17. Impedirán ellos igualmente que so 
ande por las calles y plazas corriendo á caballo 
ó en carruaje, ó haciendo de cualesquiera otros 
modos peligrosa é insegura la libre circulación 
por ellas de los transeúntes y pasajeros de todas 
clases. 

Art 18. No permitirán los empleados de poli- 
cía que se tengan en almacenes, tiendas ú otros 
edificios y lugares dentro de las poblaciones, pól- 
vora en cantidad de mas de cuatro libras, ú otros 
combustibles detonantes cuya explosión pueda 
destruir 6 amenazar la vida de los oiudadanos y 
causar incendios ú otros daños de gravedad. Esta 
disposición no comprende los parques y cuarteles 
del Estado ; ni aquellos poblados que por su ve- 
cindad á las tribus salvajes teman sus incursio- 
nes, en los que podrá tenerse la cantidad de pól- 
vora que á juicio de los jefes de policía se estime 
necesaria. 

Art. 19. No podrán darse espectáculos de fue- 
gos de artificios dentro de las poblaciones sin el 
previo permiso de los jefes de policía : *y estos 
no lo darán cuando la inmediación de algunos 
edificios cubiertos de paja, ó alguna otra circuns- 
tancia, hagan temer que pueda por ello sobreve- 
nir algún incendio. 

Art. 20. Cuando haya dentro de las poblacio- 
nes algún edificio que amenace ruina, y que por 
su causa pueda peligrar la seguridad de las per* 
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sonas, lo* jefes de policía deben requerir & en 
dueño para que lo descargue ó derribe j 7, no 
haciéndolo dentro del tetcero din, Jo mandarán á 
hacer á costa del dueño* Lo mismo se observará 
respecto, á los edificios públicos, después de re* 
querir á k autoridad á cuyo. cargo estén. 

Art.. %1. Deben, impedir los empleados de po- 
licía que sin necesidad, y sin su previo permiso, se 
hagan excavaciones y se amontonen materiales ó 
cosas con que puedan herirse ó maltratarse los 
pasajeros, en las plazas, calles y demás vía» pú- 
blicas dentro de las poblaciones. Siempre que le- 
les cosas sean necesarias y deban permanecer 
por mas de un dia, será obligación de los que las 
han hecho ó puesto, colocar por las noches una 
luz á su inmediación, y otros medios para evitar 
cualquier da ño á los transeúntes. 

Art. 22* Velará, la policía con incesante cui- 
dado para impedir y evitar los incendios, prescri- 
biendo para conseguirlo todas las reglas y precau- 
ciones que estime convenientes. También dictará 
todaalaa providencias, necesarias y conducentes 
para apagar ros que sobrevengan. 

Art, 23. Igual celo debe tener para evitar las 
inundaciones que amenacen las poblaciones. A 
este fin hará construir los diques, represas, cana- 
les y demás obras que se juzguen necesarias, 
oyendo antes el dictamen de personas inteligen- 
tes. Si á pesar de esto sucediere alguna inunda- 
ción, dictará providencias eficaces para dar curso 
á las aguas estancadas ó que hayan salido fuera 
de su, cauce, para que no se arruinen los edificios 
ni sufran detrimento los poblados. 

Art. 24. Debe también la policía evitar y pre- 
caver los derrumbamientos que se hagan en el 
terreno de las poblaciones, ya sean originados 
por el curso lento, del tiempo, ya por las aguas 
de los ríos y arroyos, ya en fin por otros acciden- 
tes. Si hubiere ó se hicieren algunos, procurará 
contenerlos inmediatamente por los medios que 
juzgue mas propios y adecuados. 

Sección tercera.— De la salubridad general. 

Art. 25. Cuando exista alguna enfermedad te- 
mible y contagiosa en alguna, nación que tenga 
puertos marítimos, el Poder Ejecutivo librará in- 
mediatamente las órdenes necesarias para que en 
los puertos de la República se haga sufrir una ri- 
gurosa cuarentena á los buques que entren de los 
países infestados, ó para que se les niegue del 
todo la entrada, si el peligro fuere muy inmi- 
nente. 

Art. 26. En el caso de que se presente en un 
puerto de la República un buque procedente de 
un lugar en donde exista alguna enfermedad con- 
tagiosa» y de que el Poder Ejecutivo no haya po- 
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dido tener noticia, el Gobernador de aquella pro- 
vincia deberá ordenar ra cuarentena, conforme á 
la ley orgáaica de provincias. 

ArL 2?. Los Gobernadores de provincia don- 
de haya puertos, oyendo previamente los infor- 
mes de las juntas de sanidad de las capitales, y 
de los lugares donde estén situados aquellos, y el 
parecer de los facultativos que sobre el particular 
tengan á bien consultar, expedirán aquellos re- ' 
glamentos que estimen necesarios sobre las pre- 
cauciones y cautelas que deben observarse en las 
cuarentenas para evitar la introducción y propa- 
gación del contagio. 

Art. 28. SMa enfermedad contagiosa se hubie- 
re declarado en una nación limítrofe, el Poder 
Ejecutivo, después de oir el informe de h Facul- 
tad médica, podrá prohibir toda comunicación con 
ella, estableciendo al efecto cordones sanitarios 
por medio de la fuerza pública. Si el contagio se 
hubiere ya extendido á territorio venezolano, y se 
creyere que sea eficaz, para detener su progreso, 
hacer cesar las comunicaciones con los lugares 
contagiados, podrá también decretarlo así el Po- 
der Ejecutivos siempre que crea posible llevar á 
efecto tan rigurosa medida. 

Art. 29. En los dos casos del aitículo anterior 
si la invasión ó amenaza del contagio fuere tan 
repentina que no haya tiempo de aguardar las ór- 
denes del Poder Ejecutivo, podrán los Goberna- 
dores dictar las mismas providencias, oyendo pre- 
viamente el dictamen de la junta de sanidad de la 
capitaj de la provincia, á reserva de hacerlas ce- 
sar, si no fueren aprobadas por el Poder Ejecu- 
tivo, luego que se le haya dado cuenta. 

Art. 30. Se faculta al Poder Ejecutivo para 
que pueda formar circuitos de vacunación, en los 
lugares y en los términos que crea necesarios, 
para la pronta y eficaz propagación del pus vacu- 
no y su conservación, haciendo sobre este parti- 
cular todoa loa arreglos que juzgue convenientes. 

Art. 31. El Poder Ejecutivo determinará el 
número de empleados que deberá haber en cada 
circuito de vacunación,, fijándoles el sueldo, que 
no será mayor de seiscientos. pesos, anuales. 

Art. 32. Corresponde al Poder Ejecutivo nom- 
brar por sí ó por medio de los Gobernadores au* 
torizado8 por ¿1, los empleados quedaba, haber en 
cada circuito de vacunación. 9 

Art 33. Los sueldos y gastos de vacunación 
se erogarán del tesoro nacional. 

Art. 34. Los jefes de policía de los cantones y 
de las parroquias tendrán especial cuidado en ha- 
cer que el vacunador llene cumplidamente los 
deberes de su oficio, y que los padres de familia, 
presenten á sus hijos y demás personas de su de-i 
pendencia para que sean vacunados,, si no lo.estu- 
\ 
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vieren, 'obligando á hacerlo á lo» que lo rehusen 
ó sean negligentes en *el cumplimiento de este de- 
ber que les impone la sociedad. 

Art. 35. Los comisionados para difundir el pus 
vacuno acreditarán con un certifícato del respec- 
tivo juez de paz de cada parroquia haber cumpli- 
do su encargo. Por este certifícato, que se exten- 
derá en papel común, no se exigirá derecho al* 
£uno. * 

Art. 36. Los empleados encargados por el ar- 
tículo 34 para cuidar que los vacunadores lletien 
cumplidamente los deberes de su oficio, sufrirán 
en caso de negligencia una multa desde uno has- 
ta diez pesos, que señalará y hará efectiva el Go- 
bernador respecto de los jefes de policía de cada 
cantón, y estos últimos respecto de los de las par- 
roquias» cuyas multas se aplicarán & las rentas 
provinciales. 

Ait 3?. Los Gobernadores de las provincias 
y los jefes de poiirta de los cantones y de las par- 
roquias, vigilarán incesantemente por sí y por 
medio de sus agentes, para que sean descubiertas 
y reconocidas las personas que estén atacadas de 
elefancía, haciendo que todas sean inmediatamen- 
te conducidas á los lazaretos; y á falta de estos, 
ó de los fondos necesarios en ellos, separándolos 
de las poblaciones en cuanto sea posible, y vigi- 
lando para que no vuelvan á ellas, sin permitir 
que en un negocio tan delicado se tenga conside- 
ración ni- miramiento alguno á la clase ó fortuna 
de los contagiados. Todas estas operaciones se 
ejecutarán según las disposiciones vigentes que 
arreglan este ramo de la salubridad general. 

Art 38. Los elefanciacos que se resistan á sa- 
lir y permanecer constantemente retirados de las 
poblaciones, serán los que deben conducirse con 
preferencia á un lazareto, á cuyo efecto, luego 
que ocurra el caso, se dará cuenta al Gobernador 
dé la provincia para que disponga la conducción. 

Art 39. Deben cuidar é impedir los emplea- 
dos de la policía que nadie ejerza profesional - 
mente la medicina, la cirugía, la farmacia, ni eje- 
cute operaciones científicas del arte obstetricia 
' sin el correspondiente permiso legal : esta dispo- 
sición no comprende aquellos poblados 6 cam- 
pos en donde no haya médicos de profesión, y en 
los que alguno 6 algunos individuos con instruc- 
ción 6 conocimientos prácticos puedan aliviar la 
humanidad, los que podrían prestar sus servi- 
cios á quienes lo soliciten. 

Cuidarán de que ios boticarios no vendan ve- 
neno, droga ó preparación nociva á la salud, sin 
receta de médico ó cirujano aprobado: ni que 
expendan medicamentos corrompido?, adultera- 
dos 6 desvirtuados* Siempre que en rjenieio ríe 
estas profesiones se cometan estos ú otros deli- 
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tos, debe la policía proceder á su averiguación, 
promoviendo que loa culpables sean juzgados 
conforme á las leyes. 

Art. 40. Cuando suceda que alguna persona 
muera repentinamente, y que por este motivo 6 

Í' >or cualesquiera señales haya apariencia de vio- 
encia, ó sospechas de que la muerte ha sido por 
envenenamiento, la policía debe proceder sin di- 
lación al reconocimiento del cadáver, haciéndolo 
registrar y examinar por profesores de medicina, 
y en su defecto por otras personas inteligentes, 
i*egun sea el caso. Cuando las sospechas se con- 
firmen, ó no se hayan desvanecido las que se te- 
nían, se harán por la policía cuantas pesquisas é 
indagaciones sean conducentes al descubrimiento 
del autora autores de ta muerte. 

Art. 41. Será un deber de los empleados de 
policía cuidar que no se vendan al público carne, 
granos y otros comestibles corrompidos, ni lico- 
res ó bebidas preparadas de un modo nocivo á 
la salud, haciendo destruir las que resulten ta- 
les por el reconocimiento jurado de tres peritos, 
de los que uno será médico, si lo hubiere en el 
lugar» 

Art. 42. Será igualmente un deber suyo ve- 
lar en. que las aguas de los acueductos públicos, 
de las fuentes, rios ú otros manantiales de donde 
se provean de ellos las poblaciones, no sean en- 
turbiadas por nadie, ni mezcladas con sustan- 
cias inmundas, asquerosas é insalubres. 

Art. 43. No se permitirá dentro de los pobla» 
dos, tenerías, mataderos de ganado ú otras fábri- 
cas, oficinas ó talleres semejantes que puedan in- 
ficionar el aire con gases ó vapores corrompidos, 
ó con humo ó emanaciones venenosas ó perjudi- 
ciales á la salud de los habitantes. 

La policía está autorizada para impedir que 
tales establecimientos se planten 6 existan don- 
de puedan ocasionar los daños expresados. 

Art. 44. Dictará la misma todas las órdenes y 
¡ medidas que crea conducentes para evitar que se 
1 propaguen las enfermedades contagiosas que se 
declaren en los animales domésticos, y hará per- 
, seguir y que se mate á los que estuvieren ata- 
, cados di; hidrofobia, 

1 Art. 45. "En ningún Caso permitirán los em- 
pleados Je policía la inhumación de cadáveres 
, dentro de las poblaciones, excepto los de las mon- 
: jas. Donde no haya cimenterio fuera de las po- 
¡ blaciones, la policía promoverá su Construcción á 
i la mayor brevedad. 

i Sección cuarta.— De la decencia pública, buenaa coatum- 
j bres y de la vagancia. 

Art. 46» La policía debe ejercer la mas con 8- 
tante supervigilancia para que no haya casas de 
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prostitución ni lugares destinados á las reproba- 
das prácticas del desenfreno y del libertinaje. 
Cuando descubra la existencia de alguna de es- 
tas casas, deberá hacerla suprimir inmediata- 
mente, promoviendo al mismo tiempo, .conforme 
á las leyes, el castigo de las personas que las 
guarden y dirijan. 

Art. 47. Cuando se estén profiriendo en pú- 
blico palabras obscenas, cantándose canciones 
torpes, ejecutándose acciones deshonestas, ó que 
anden personas desnudas delante de otras de dis- 
tintos sexos, los empleados de policía impedirán 
que se sigan ejecutando estas acciones, y promo- 
verán el castigo de los culpables. 

Art. 48. Cuando aparezca algún libro, folleto 
ó cualesquiera otros papeles impresos que con- 
tengan obscenidades ó cosas contrarias á las bue- 
nas costumbres, el jefe de policía del lugar donde 
se hizo la impresión deberá inmediatamente re- 
cogerlo y oficiar a] juez competente, para que 
persiga á su autor ó autores conforme á las le- 
yes. 

Art. 49. Los empleados de policía deben im- 
pedir que se expongan al público, que se fabri- 
quen, vendan ó distiibuyan libros, impresos, ma- 
nuscritos, figuras, estampas, pinturas ó scuales- 
quiera otras manufacturas deshonestas. 

Art. 50. La policía no debe permitir que an- 
den, ni se presenten en paraje público perso- 
nas en estado de embriaguez, ni que estas ul- 
trajen ó insulten á los individuos, ni destruyan las 
propiedades. También impedirá ella que las que 
en tan deplorable estado hayan perdido el uso de 
la razón y de sus fuerzas, sean robadas ni mal- 
tratadas por otras personas. 

Art. 51. No podrán abrirse ni establecerse 
trucos, villares ni otras casas donde se jueguen 
públicamente juegos permitidos, sin el previo 
permiso de la policía. Ella impedirá que tanto 
en dichas casas como en otros lugares cuales- 
quiera, se jueguen juegos prohibidos por las le- 
yes. Los sitios, parajes y casas públicas donde 
se jueguen juegos permitidos serán invigilados 
por la policía con especial cuidado para evitar 
todo desorden, é impedir que se admitan en ellos 
hijos de familia, ó sirvientes domésticos. 

Art.. 52. .Tienen los empleados de policía .el 
deber de impedir que los vagos y gentes sin ofi- 
cio infesten las poblaciones, descubriendo los que 
la ley repute por tales, y solicitando su juzga- 
miento y castigo por la autoridad com- 
petente. A este efecto debe la policía hacer visi- 
tar con frecuencia por sus agentes ios garitos, 
casas de juego y demás lugares y parajes donde 
los ociosos y holgazanes acostumbren pasar el 
tiempo*. 



Art» 53. Las autoridades de* policía tienen kk 
facultad de examinar á los individuos cuyo ofi- 
cio, profesión ó medios de subsistir ño sean pú- 
blicamente reconocidos, para que manifiesten y 
comprueben cuáles son estos medios ; y cuando 
dichos individuos no lo verifiquen así, darán las 
mismas autoridades^ cuenta al juez competente pa- 
ra que sean juzgados y castigados como vagos. 

Art 54. También es obligación de los em- 
pleados de policía vigilar en que no se pida li- 
mosna públicamente, sino por aquellas personas á 
quienes las leyes, decretos ú ordenanzas sobre es- 
te ramo autorizan para ello, y con las condicio- 
nes y formalidades que en ellas se determinan. 

Ley tercera.— Do la policía judicial. 

Art. 19 Los jefes de policía por sí y por me- 
dio de sus agentes, harán cuantas indagaciones y 
pesquisas sean conducentes, á fin de descubrir to- 
dos los delitos cuya acción no esté reservada á 
los particulares, y las culpas y contravenciones de 
cualquiera especie que se cometan ó intenten co- 
meter dentro de los límites de su jurisdicción, y 
quiénes son sus autores. Usarán para ello de día- 
crecion y sagacidad, v se valdrán de todos los 
medios que no les prohiban las leyes, la moral j 
la decencia. Cuando obtengan p?r resultado de 
sus averiguaciones que se ha cometido algún de- 
lito que merezca pena corporal, fuera de su ju- 
risdicción, tienen el deber de dar inmediatamen- 
te aviso al jefe de policía del lugar, para que pro- 
ceda á la indagación del hecho y prisión del. de- 
lincuente. 

Art. 2? Cuando un jefe de policía haya des- 
cubierto por testimonio digno de crédito, 6 por 
otro indicio grave, quién es el autor de un deli- 
to, procederá por sí á formar la sumaria informa- 
ción del hecho y aprehender al delincuente, si 
aquel tuviere, señalada pena corporal, y en todo 
caso dará inmediatamente cuenta á la. autoridad 
judicial competente para que se proceda confor- 
me á las leyes. 

Art 39 Si el reo a quien debe prender un je- 
fe de policía se hallare fuera del territorio cíe su 
mando, será de su deber requerir al jefe de po- 
licía del lugar donde se halle, para que aquel 
proceda á su prisión y remisión al lugar donde 
deba ser juzgado. Pero si en el acto de ir persi- 
guiendo los empleados de policía á uní delincuen- 
te, entrase este endistinto territorio, podrán siem- 
pre seguirlo en él, y ejercer al efecto los actos 
de autoridad que sean necesarios para su apre- 
hensión y para evitar que se escape, dando de 
ello aviso al jefe de policía del lugar donde han 
obrado, 

Art 49 Las prisiones 6 arrestos decretados 
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por las autoridades del orden judicial, deben ser 
ejecutados 6 mandados ejecutar por los jefes de 
policía siempre que hayan sido requeridos para 
ello. También deben los mismos jefes prestar 
mano fuerte á dichas autoridades para cuales- 
quier actos de justicia en qqe deba usarse de la 
fuerza, bien par precaución 6 bien porque ha- 
yan experimentado resistencia á sus mandatos. 

Art 5? El gobierno, seguridad, orden y régi- 
men de las cárceles corresponde á los jefes de 
policía. Los jueces solo tendrán facultad para de- 
terminar cuando los presos hayan de estar 6 no 
privados de comunicación, y para requerir á los 
jefes de policía & fin de que tengan con mayor 
seguridad á los reos encausados por delitos de 
mayor gravedad, ó que por otras circunstancias 
requieran tal precaución ; pero dichos jefes no 
deberán tener a los presos con menos seguridad 
de la que les haya sido indicada por los jueces. 

Art 69 Las autoridades de policía velarán en 
que se cumpla exactamente la disposición del ar- 
tículo 200 de la Constitución. 

Si descubrieren que sufre alguna persona pri- 
sión 6 arresto sin que se haya expedido por el 
juez la orden firmada dentro del término consti- 
tucional, que el carcelero no ha reclamado en 
tiempo dicha orden, ó que se usa con el preso ó 
arrestado de mas apremios 6 prisiones que las 
necesarias para su seguridad, darán inmediata- 
mente aviso de ello á la competente autoridad ju- 
dicial para que se proceda al juicio de responsa- 
bilidad contra el juez ó empleado culpable. 

Art. 7? Laa autoridades de policía correspon- 
dientes deben hacer conducir los reos de un lu- 
gar á otro cuando sea necesario, bien para com- 
parecer ante sus jueces, bien para celebrarse el 
juicio cuando hayan de ser juzgados en otra par- 
te, 6 bien para sufrir sus condenas. Estas conduc- 
ciones se harán con todas las seguridades y pre- 
cauciones que dicte la prudencia, y que sean com- 
patibles con las leyes y con la humanidad. 

Art 89 La .ejecución de las penas impuestas 
por las sentencias de los tribunales y juzgados 
debe ser dispuesta por la policía, según las ór- 
denes é instrucciones que para ello reciba de la 
autoridad judicial á quien según las leyes corres- 
ponda hacer que se ejecute lo juzgado. 

Las penas en que los reos están en libertad, como 
la de expulsión del territorio, la de confinación y 
otras semejantes, corresponde á la policía vigilar 
en que no sean eludidas por los reos, sometiendo 
á .las que las violaren al juicio de lá- autoridad 
competente para la reagravación de la pena, si 
hubiere lugar á ella. 

^ Art 09 Los establecimientos de castigo serán 
visitados é invigilados con especial cuidado por 
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los jefes de policía, para que á los reos se les 
hagan cumplir debidamente las penas á que han ' 
sido condenados, para impedir que se les trate 
con mas rigor que el prescripto por las leyes, 
para que se les hagan los suministros debidos, y 
para que se observen las leyes, decretos y regla- 
mentos que determinan la organización y régimen 
de tales establecimientos. 

LEY CUARTA. 

De las penas. 

Art. 10 La persona que en los casos urgentes 
ó momentáneos sea llamada en auxilio de la auto- 
ridad pública, y sin causa física que se lo impida, 
dejare de concurrir á prestar sus servicios, sufri- 
rá la pena de arresto de cinco á diez días, ó pa- 
gará una multa de dos á cuatro pesos. 

Art 29 El que. asista á alguna sociedad secre- 
ta en que, hechas las indagaciones á que se re- 
fiere el artículo 69 ley 2&, sección primera, apa- 
rezca que se hace' alguna cosa prohibida por la 
ley, y el habitante de la casa 6 local donde ella 
tenga sus sesiones, sufrirán por el solo hecho, el 
primero la pena de arresto de uno á dos meses ó 
una multa de veinticinco á cincuenta pesos, y el 
segundo la pena de arresto por dos á cuatro me- 
ses ó una multa de cincuenta ácien pesos : todo 
sin perjuicio de la mayor pena que uno y otro 
puedan merecer por los procedimientos y actos 
culpables de la sociedad. 

Art. 39 Todo el que pusiere 6 fijare ó manda- 
re poner ó fijaren paraje público impresos, ma« 
nuscritos, letreros, caricaturas, dibujos 6 pinturas* 
en que se excite á la perturbación del orden, al 
desobedecimiento de las leyes y de las autoridades 
legítimamente constituidas, en que se hagan á 
estas, amenazas prohibidas, ó se expresen concep- 
tos que les sean injuriosos; en que se aconseje, 
sugiera ó se excite á que se cometa algún delito; 
en que se deshonre, afrente, envilezca, desacredite, 
ó se haga odiosa, despreciable ó sospechosa, 6 se 
mofe, ridiculice ó amenace á alguna persona 6 
corporación, ó que contenga en fin expresiones 
ó conceptos obscenos, deshonestos, contrarios á 
la moral y á las buenas costumbres, sufrirá por 
el solo hecho de poner 6 fijar tales cesas, la pena 
de arresto de doce á quince dias, 6 una multa de 
doce á veinte pesos, todo independiente de las 
penas que merezca por la producción, publicación 
6 divulgación de semejantes cosas, cuando por 
las leyes las tengan señaladas. 

Art 49 La persona aue tenga en las calles, 
plazas 6 camino» animales feroces, venenosos 6 
dañinos, y el que por ellos los conduzca, sufrirá 
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la pena de quince á veinte dias de arresto, 6 paga- 
Tá una multa de quince á veinte pesos y perderá 
el animal ó animales. 

Estos pueden ser también aprehendidos en la 
via pública por los particulares, quienes por el 
aojo de quitarlos los hacen suyos. 

Art. 59 £1 que por las plazas y calles de las 
poblaciones corra 6 caballo ó en carruaje, 6 haga 
de otro modo peligrosa la circulación por ellas de 
los transeúntes y pasajeros, sufrirá la pena de 
dos á cuatro dias de arresto, ó pagará una multa 
de dos á cuatro pesos. 

Art. 69 El que tuviere en almacenes, tiendas 
ú otro paraje dentro de las poblaciones, pólvora 
en cantidad de mas de cuatro libras ú otros com- 
bustibles detonantes en cantidad considerable y 
capaces de causar incendios ú otros daños de gra- 
vedad, sufrirá la pena de arrestó de uno á seis 
meses, ó 'pagará una multa de veinticinco á 
cincuenta pesos, y perderá la pólvora ó com- 
bustibles en que consista la contravención. 

Art. 79 El que diere ó mandare dar espectácu- 
los de fuegos de artificio dentro de una población 
sin el permiso escrito del jefe de policía del lugar, 
sufrirá la pena de arresto, de uno á dos meses, ó 
pagará una multa de veinticinco a cincuenta 
pesos. 

Art. 89 El que hiciere ó mandare hacer ex- 
cavaciones, ó amontonare ó maridare amontonar 
materiales ó cosas con que puedan herirse ó mal- 
tratarse los pasajeros en las plazas, calles y demás 
vias públicas dentro de las poblaciones, sin el 
permiso del jefe de policía, y el que haciendo 
tales cosas no ponga por las noches una luz para 
evitar cualquier daño á los transeúntes, sufrirá la 
pena de seis á ocho dias de arresto, ó pagará una 
multa de seis a ocho pesos, y perderá los materia- 
les en que consista la falta. 

Art. 99 Ei que ofreciere ó pusiere en venta 
pública, carne, granos ú otros comestibles corrom- 
pidos, ó licores y bebidas preparadas de una 
manera nociva á la salud, sufrirá la pena de 
quince á veinte dias de arresto, ó pagará una mul- 
ta de quince á veinte pesos. 

Art 10. El que enturbiare ó mezclare con 
sustancias inmundas, asquerosas ó insalubres las 
aguas de los acueductos públicos, y las de las 
fuentes, rios ú otros manantiajes de donde se pro- 
vean de ellas las poblaciones, sufrirá Ja pena de 
quince á veirfte dias de arresto, ó pagará una 
multa de quince á veinte pesos. 

Art. 11. El que establezca ó mantenga dentro 
de las poblaciones matadeíos de ganado, tenerías 
u otras fábricas y talleres que puedan inficionar 
el aire con gas . y vapores corrompidos, ó con 
humo y emanaciones venenosas ó perjudiciales á 




la salud de los habitantes, sufrirá la pena de quin- 
ce dias á cuatro meses de arresto, ó de diez á cien 
pesos de multa. 

Art. 12. El director ó directores de un teatro 
ú otro lugar donde se representen piezas dra- 
máticas, que hagan representar alguna sin haber 
cumplido con lo que dispone la Jey orgánica de 
provincias, sufrirá la pena de uno á dos meses 
de arresto, ó pagará una multa de cincuenta á den 
pesos. 

Art. 13. £1 que establezca truco, billar, galle» 
ra, ú otra casa donde se jueguen juegos permiti- 
dos, sin previo permiso escrito del jefe de policía 
del lugar, sufrirá la pena de dos á cuatro meses 
de prisión, ó pagará una multa de cien á doscien- 
tos pesos. 

Art. 14. El duefio ó director de una casa ó 
establecimiento donde se jueguen juegos permiti- 
dos, que consienta que asistan á ellos hijos de fa* 
milia, sirvientes ó domésticos sufrirá la pena de 
arresto de cuatro á ocho dias, ó pagará una multa 
de diez á veinte pesos. 

Art. 15. La imposición de las penas que por 
esta ley se establecen, no tendrá lugar cuando de 
la acción culpable haya resultado un delito que 
tenga señalada pena por las leyes, excepto en los 
casos en que por esta ley está determinado se im- 
pongan una y otra. 

Art. 16. Las multas de que habla esta ley que 
no tengan por ella destino especial, entrará en las 
vareas nacionales, recaudándose por los respecti- 
vos administradores de rentas internas. 

Dado en Caracas, á 15 de Mayo de 1854, afio 
25 de lft ley y 44 déla independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Pedro Portero, — El Presi- 
dente déla Camarade Representantes, L. Rue- 
das—El Secretario del Senado, /. A* Pérez, — 
El Secretario de la Cámara de Representantes, 
J. PaSilla. 

Caracas, 20 de Mayo de 1854, afio 25 de la ley 
y 44 de la independencia. — Ejecútese, J. G. 
Mo nagas. — Por S. E. el Presidente de la Repú- 
blica. — El Secretario de Estado en los Dü. del 
interior, Justicia y Relaciones Exteriores, Simón 
Planas. 

PÓLVORA, RESOLUCIÓN EJECUTIVA DB 19 DE 

marzo de 1846 reiterando las disposiciones 
del Gobierno en el año de 1832 sobre deposito 
de esta especie, y mandando que se cumplan. 
Secretaria del Interior. — Sección tercera. 

Caracas 19 de Marzo de 1846. 
Resuelto.— Dígase en circular á los Gobernado- 
res de provincia. ' 

Con el fin de impedir los estragos que- puedan 
causar a las poblaciones en caso de incendio» los 
depósitos de pólvora en casas particulares, dispu- 
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so el Gobierno desde el aSo de 1832; qae luego 
que sea presentada alguna partida de pólvora en 
los puertos habilitados para el comercio y sea pa- 
sad* la revista de la aduana á dicho artículo, se 
conduzea á los almacenes ó depósitos del Gobier- 
no para custodiarse en ellos hasta que los duefios 
quieran darle salida 6 internarlo á otros puntos 
de la República en los cuales será también pues- 
to del mismo modo en depósito : que los duefios 
al hacer la venta ó uso del artículo expresado, lo 
vayau sacando en pequeñas partidas, sin que se 
permita en ningún caso su depósito en conside- 
rable cantidad en las casas particulares, y que en 
los lugares donde no existan parques ó. almacenes 
de la Nación aptos para el depósito, fos Goberna- 
dores elijan otros puntos en que se conserve aquel 
combustible sin riesgo de la población. 

Desea saber el Gobierno si estas disposiciones 
se cumplen en esa provincia ó han caido en 
inobservancia, y dispone que si ha sucedido lo 
último, US. le informe de los motivos, y procure 
por su parte la remoción de los inconvenientes 
con que hayan tropezada disposiciones que tanto 
contribuyen á asegurar la vida y tranquilidad de 
los ciudadanos, y á preservar sus fortunas de ac- 
cidentes desgraciados como el que ha podido tener 
lugar muy recientemente en esta ciudad en la no* 
che del 14 de los corrientes si se hubiera recibido 
en el establecimiento de bodega que se incendió 
esa noche, una partida de barriles de pólvora 
comprada por los dueños del establecimiento y 
que llegó á él al siguiente dia. El Gobierno es- 
pera que US. preste la mayor atención á es- 
te objeto por ser, como US. conocerá, de la ma- 
yor importancia. 

Por S. E.— Cobos Fuertes. 

PÓLVORA PARA TRABAJOS M CONSTRUCCIÓN 

y refacción D3 caiiinos <fc. Exención de'de- 
rechos á s a introducción por cierto tiempo. Véa- 
se Arancel de importación, D. de 22 de Febre- 
ro del 95-1. 

PORTE de cartas. Véase Correo, L. de 5 de 
Abril de 1856 sobre tarifa. 

PORTEROS alguaciles. Véase Alguaciles de 
Iom Tribunales. 

PORTUGUESA. Véase Provincia de la portu- 
guesa. 

POSADAS T VENTAS EN los caminos, decre- 
to de COLOMBIA DE 22 DE ABRIL DE 1825 

acordando varias exenciones á los que las es» 
tallezcan en caminos que atraviesen pára- 
mos 6 desiertos. 

El Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Colombia reunidos en Congreso. 

Considerando: 1? Que la escasez que hay de 
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posadas, mesones ó ventas en los caminos públi- 
cos perjudica á los viajeros y embaraza el tranco 
interior, al propio tiempo que si hubiera tales es- 
tablecimientos en ia proporción correspondiente 
las tropas en marcha recibirían de ellos un impor- 
tante servicio. — 29 Que por estos motivos es ne- 
cesario fomentar dichos establecimientos, ya para 
que los viajeros, ó ya las tropas en marcha ten- 
gan el auxilio que en ellos pueden recibir ; de* 
cretan. 

Art. 19 Quedan exceptuados del sorteo para 
servir en el ejército permanente, los posaderos, 
mesoneros 6 venteros, que establezcan posadas, 
mesones ó ventas para el abrigo y comodidad de 
los transeúntes en los caminos públicos 6 nacio- 
nales y márgenes de los ríos navegables. 

Art 29 Esta exención comprende á los criados 
ó sirvientes que sean indispensablemente necesa- 
rios para el servicio de dichas posadas, mesones 6 
ventas. 

Art 39 Los posaderos, mesoneros 6 venteros 
que establezcan sus posadas, mesones 6 ventas 
en tierras nacionales» que hasta ahora se han co- 
nocido con el nombre de baldías, quedan exen- 
tos de pagar arrendamiento por el terreno que 
ocupa la posada, venta q mesón entre tanto que 
dure el establecimiento. 

Art 49 Los posaderos, mesoneros 6 venteros, 
que formen sus establecimientos en caminos na- 
cionales ó públicos que atraviesen páramos ó de- 
ciertos, quedan eximidos : \® De toda contribu- 
ción para los fondos municipales en razón de la 
posada, venta 6 mesón que establezcan. — 29 De 
cualquiera otra contribución, en razón de la* po-* 
sada, venta 6 mesón que establezcan. 

Art* 59 Para gozar en sus casos de las gracias 
concedidas en los cuatro artículos anteriores son 
requisitos indispensables: 19 Que h» posada, 
venta 6 mesón que se establezca, diste á lo me- 
nos dos leguas de las que están ya establecidas 6 
se establecieren. — 29 Que para establecerlas se 
preséntenlos empresarios ante los jefes munici- 
pales manifestando el lugar, la capacidad del edi- 
ficio, y el número de sirvientes que necesiten. — 
39 Que el jefe municipal eoncedá la licencia ex- 
presando en ella la capacidad que ha de tener ei 
edificio destinado para posada, venta ó mesón, el 
número de criados ó sirvientes que le son afee* 
tos y la obligación que tiene el empresario de 
proporcionar á las caballerías de los transeúntes 
pasto 6 potrero seguro por su justo precio. 

§ 19 Pertenece á los jefes municipales, oido 
el informe de la municipalidad respectiva, y aten- 
didas las circunstancias de lo mas 6 menos fre- 
cuentado que sea. el camino, y todas las que deban 
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tenerse presentes graduar la capacidad del edifi- 
cio y el número de los criados ó sirvientes que 
sean afectos & la posada, venta 6 mesón. 

§ 29 De la determinación del jefe político mu- 
nicipal* en los casos de este decreto, podrá recla- 
marse al gobernador de la provincia, quien oido 
el informe del mismo jefe político, sin mas pro- 
greso, y sin que en ningún caso el negocio pue- 
da ser contencioso lo decidirá gubernativamen- 
te. 

Art. 6? Los mesoneros, posaderos 6 vente- 
ros que no cumplan alguna de las obligaciones 
expresadas en el artículo anterior, si no lo hicie- 
ren dentro del término que les asigne el jefe mu- 
nicipal, quedan sin derecho a los privilegios con- 
cedidos por los cuatro primeros artículos. 

Dado en Bogotá, á 20 de Abril de 1825, 15 — 
El presidente del Senado, Luis A. Baralt. — El 
presidente de la Cámara de Representantes, 
Manuel María Quijano. — El secretario del Se- 
nado, Antonio José Caro. — El diputado secreta- 
rio de la Cámara de Representantes. Vicente del 
Castillo, 

Palacio del Gobierno en Bogotá, 6 22 de Abfil 
de 1825, 15.— Ejecútese. — Francisco de Paula 
Santander.— Por S.E. el Vicepresidente de la 
República encargado del Poder Ejecutivo.— El 
Secretario de Estado del Despacho del Interior, 
José Manuel Restrepo. 

POSEEDORES de tierras baldías. Deber de 
sacar sus títulos ; y penas por ho hacerlo. 
Véase Tierras baldías, art. 16 y 17. 
^POSEEDORES de tierras baldías. Los que 
lo sean sin habérseles adjudicado, deben com- 
prenderse entre los de que trata la ciscular de 
de 10 de Abril de 1851. Véase Tierras bal- 
días, R. E. de 19 de Mayo de 1851. 
POSESIÓN. Véase Interdictos posesor ios y Jui- 
cios posesorios, 
POSICIONES. Véase Pruebas y su término, 

art. 7 al 12 y Segunda instancia, art. 59 
POSICIONES, acuerdo de la corte supre- 
ma de 22 db agosto de 1846 declarando que 
las posiciones que permite la ley se hagan 
hasta el día de la sentencia, antes que esfa se 
. pronuncie, pueden pedirse aún en el caso que 
hayan trascurrido uno ó mas dias\despues de 
aquel en que debió legahneñte verse la causa, 
pues solo debe atenderse á la circunstancia 
de que se exijan antes de pronunciarse la sen* 
tencia, que es la única limitación que estable' 
ce la ley* 

Caracas Agosto veintidós de 1846, 179 y 369— 
Vista la consulta hecha por el juez de primera 
instancia del primer circuito déla provincia, de 
Mérida, y dirigida por la Corte Superioj del 59 



distrito con su informe sobre la admisión de po- 
siciones en autos civiles después de pasado uno 6 
mas dias de aquel en que debe verse, con lo re- 

Í presentado por el señor Fiscal. El artículo 99 de 
a ley 4> titulo 1? del código de procedimiento 
permite que las posiciones se hagan en cualquier 
tiempo desde el dia de la contestación antes 6 des- 
pués de ella, hasta el dia de la sentencia antes 
que esta se pronuncie. La única limitación que se 
establece es el acto de pronunciar sentencia, de 
modo que en cualquier dia anterior á 61 pueden 
recibirse las posiciones aunque la vista de la causa 
se haya diferido tk\ que se habia asignado para 
ella. En consecuencia la Corte Suprema no con- 
sidera que existe obscuridad ni duda acerca de la 
inteligencia de la ley citada, ni que hay motivo 
para elevar consulta al Congreso. Dígase esto 
en contestación a la Corte consultante, y pásese á 
laá otras copia de esta providenciay.de la duda 
propuesta — Narrarte. — Martínez, -r- Castillo. — 
Duarte. 

POSICIONES. ACUERDO DE 15 DE DICIEMBRE 

de 1843 declarando que deben ser b ero ales, 
no pudiéndose admitir en los tribunales la 
consignación de escrito*, ni tampoco reservar* 
. se por ningún tiempo; sino que deben publi- 
carse en la audiencia en que se hacen. 
En la ciudad de jCarácas á 15 de Diciembre 
de 1843, 149 y 339, reunidos el Presidente y 
Ministros de la Corte Suprema de Justicia. Se 
dio cuenta de una determinación de la Corte Su- 
perior del segundo distrito judicial consultando: 
" Si en el caso de no comparecer al tribunal á 
absolver posiciones una parte citada al efecto 
puedan admitirse escritas las preguntas, que en 
sus apuntes lleve el que las hace, y reservarse 
hasta que haya ejecutóriádose la providencia en 
que'se declare por confesó el contumaz. '* Con- 
sideróse luego la exposición del Ministro fiscal 
contrariando la opinión del Tribunal Superior 
que determinó afirmativamente la cuestión, y 
aduciendo varias razones para persuadir que la 
consulta debe resolverse por la negativa. Se acor- 
dó: Clara y terminantemente prescribe la ley 
que en las posiciones han de ser verbales las pre- 
guntas y las respuestas, y que públicamente de- 
ben hacerse las unas y contestarse las otras. Esta 
disposición aunque no- impide que se lleven apun- 
tes al tribunal para' recordar los hechos qp£ van 
6 preguntarse, sí prohibe expresamente que se 
admitan preguntas consignadas por escrito de 
cualquier modo que sea ó cualquiera que sea el 
objeto con que se presente, y prohibe también que 
se mantengan en reserva por cualquier espacio 
de tiempo» Citada legalmente la parte para eva- 
cuar posiciones, y llegados el dia y la hora tefiaj** 
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dos al efecto, sin preceder excusa legítima por 
la no comparecencia, debe el jaez extender el 
acta respectiva de las posiciones, haciendo decir 
verba I mente las preguntas, admitiendo las per- 
tinentes, desechando las que no lo sean, y exten- 
diendo las admisibles en el acta con la constan- 
cia de que no fueron contestadas por no haber 
estado presente la parte citada para absolverlas 
del mismo modo que si habiendo concurrido se 
hubiese negado á contestar. Cree la Corte Supe- 
rior que no reservándose las preguntas hasta que 
«e ejecutoríe el auto que declare confeso al con- 
tumaz, podrá éste ocurrir después alegando causa 
legítima para su no comparecencia, é instruirse 
de las preguntas antes del aeto de responder, 
pero tal inconveniente por grave que se le supon- 
ga, no puede ser lo bastante para contrariar un 
precepto déla ley tan explícito que 110 necesita 
interpretación. Otros inconvenientes resultarían 
si estuviesen reservadas las preguntas hasta que 
se ejecutoriase la declaratoria de confesión ficta 
«orno se halla demostrado en la exposición fiscal. 
Ademas, habiendo solo de tomarse posiciones á 
las partes que se hallen presentes, porque res- 
pecto de las ausentes se libran requisitorias, sería 
muy raro el caso de que la persona citada é im- 
pedida no pudiese manifestar su excusa al tribu- 
nal antes de la hora designada para las posicio- 
nes." No es por tanto, fundada la duda propues- 
ta por la Corte Superior, y así se le dirá en con- 
testación con copia de este acuerdo y de la vista 
fiscal, pasándose á las demás Cortes copia de 
todo el expediente para su inteligencia- 

Urbaneja¿--Martínez*~-Bracho. — Duarte. 
Caracas Febrero 5 de 1944, 15? y 34?— El 
Canciller, J. Duarte. 

POSICIONES. No podrá ser obligado á contes- 
tarlas el juez recusado. Véase Recusación de 
¿ueces y otros funcionarios^ art. 14- 
SICIONES. No pueden hacerse en causas 
criminales y de injurias sobre los hechos cri- 
minales é injuriosos. Véase Injurias, A. C* S. 
de 10 de Octubre de 1843, punto 2? 

POSTAS. Véase Correspondencia oficial, tí. E. 
de 30 de Marzo de 1854 (Apéndice al primer 
tomo,) y R- E. de 17 de Noviembre del mismo 
(Apéndice al segundo.) 

POSTLIMINK). (derecho de.) degusto de 29 
di julio db 1824 declarándolo á los militares. 

M Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Colombia, reunidos en Congreso, 

Considerando que los individuos militares de 
la República que han caldo prisioneros en poder 
del enemigo, 6 que en fuerza de los reteses que 
fca sufrido la causa de la independencia, se han 
vltto precisados en las últimas extremidades de 
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la pérdida de una plaza marítima, 6 de la casi tfc- 
tal ocupación de la tierra por el enemigo, á emi- 
grar á países extranjeros, deben gozar de loe de- 
rechos de postliminio reconocidos en las naciones 
cultas, pero que estos derechos deben concillarse 
con los que, durante el tiempo de ausencia de 
aquellos, hayan adquirido otros militares por su 
servicio en los ejércitos; decretan. 

Art 19 Los individuos del ejército de la Re- 
pública que han sido 6 fueren hechos prisioneras, 
conservarán el grado y antigüedad que tendea 
antes de su prisión, con tal que hayan conservan- 
do el carácter de prisioneros continuamente, y 
desde el momento que fueron tomados por ej ene- 
migo, hasta que se hayan restituido ó restituye- 
ren á las banderas de la República. 

Art. 29 De este mismo derecho gomarán los 
que sin faltar 6 sus deberes militares, al tiempo 
de la ocupación de una plaza 6 territorio, se ha- 
yan salvado fuera del pais y permanecido ea ter- 
ritorio extranjero, siempre que esta permanencia, 
y el no haberse vuelto á incorporar á las tropas 
de la República, haya sido efecto de una grav* 
enfermedad, 6 de alguna otra causa física que les 
haya imposibilitado la vuelta, y probaren este 
impedimento de un modo concluyeme y peren- 
torio. 

Art. 3° Los que sin tener tales impedimentos 
no se restituyeron á sus banderas inmediatamente 
que pudieron, conservarán el grado que tenían*, 
pero no se les considerará antigüedad alguna, si- 
no desde el dia que se hayan incorporado» ó se 
incorporaren nuevamente en los ejércitos. 

Art. 49 A los individuos de que habla el artfr 
culo 19> cuando se haya verificado 6 se verifica- 
re so vuelta y reincorporación á sus banderas, m 
les abonará por el tiempo de su prisión la mitad 
del sueldo que I40 corresponda por su grado, y de 
la otra mitad se pagarán los costos que el enemi- 
go haya hecho en su subsistencia, mientras loe 
haya tenido prisioneros. A los comprendidos en 
los artículos 29 y 39, nada se les abonará en re- 
zón de sueldo ó haber. 

Dado en Bogotá á 28 de Julio de 1834, 14.— 
£1 vicepresidente del Senado, 'Francisco 8óto.<— 
El Presidente de la Cámara de Representantes, 
José Rafael Mosquera.—- -El Secretario del Sena- 
do, Antonio José Caro. — £1 diputado secretario 
de la Cámara de Representantes, José Joagtlin 
Suares. 

Palacio del Gobierno en Bogotá *á 89 de MI» 
de 1824, 14.— Ejecútese.— Francisco de Paula 
Santander. — Por S. E. el Vicepresidente deja 
República encargado del Poder Ejecutivo.— El 
secretario de marina y guerra, Pedro Brictfto 
Méndez. « 
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F03TLIMINIO (derecho de.) resolución eje- 
cutiva DE COLOMBIA DE 13 DB DICIEMBRE DE 

J824 declarando que ninguno puede gozarlo, 

miejUras no obtenga decreto del Gobierno que 

Be lo declare expresamente» 
República de Colombia.— Secretaría de Marina y Guerra. 

— Guerra. — Sección central.— Palacio de Gobierno en 
' Bogotá a 18 de Diciembre de 1824, 14.— -Al .... coman- 

dandante general del departamento de .... 

Con esta fecha digo al comiaario de guerra del 
departamento de Cundinamarca lo que sigue : 
"Oí cuenta en el despacho del Poder Ejecutivo 
de la comunicación de U. de 25 del próximo pa- 
gado en la cual r con motivo de haber presentado 
á U. el teniente coronel Ramón Guerra certifica- 
dos de algunos jefes acreditando que fué hecho 
prisionero de guerra por el enemigo en 1816 y 
pretendido que en virtud de ellos se le tuviese 
por có mprendido en el artículo I ? de la ley de 
28 de Julio de eate año que declara él derecho de 
postliminio á los individuos del ejército de la Re- 
publica que caen prisioneros de guerra, ajustán- 
dole por el tiempo que permaneció en poder del 
enemigo, consulta U. si deberá atender, ó no, a 
la pretensión expresada ; y el gobierne me man- 
da contestar á U. sebre este particular : que nin- 
gún individuo del ejército puede creerse ni tener- 
se ñor comprendido en alguno de los artículos 
de la ley citad* de 28 de Julio, mientras no haya 
obtenido la declaratoria correspondiente del go- 
^ bterno conforme ¿ la misma ley, y que por tanto, 
si el teniente coronel Guerra se cree con dere- 
cho á pretender su beneficio, debe acreditar ante 
el mismo gobierno que fué hecho prisionero, y 
'que conservó constantemente el carácter de tal 
mientras estuvo en poder del enemigo, sin tomar 
su servicio ni ejercer los derechos de vasallo espa- 
ñol. Esta resolución que U. hará saber a! tenien- 
te coronel Guerra, le servirá de eegla general pa- 
ra lo sucesivo en los casos de igual naturaleza. 
Dios, &." 

Y habiendo dado al Gobierno esta gcurrencia, 
un motivo para temer que otros individuos «le! 
ejército pretendan entrar en los goces del dere- 
cho de postliminio sin haber obtenido la necesa- 
ria y competente declaratoria suya, me ha orde- 
nado hacer circular esta resolución previniendo 
que ningún empleado en la administración, ó 
majirio militar, conceda tales goces á individuo 
afgano mientras no le presente decreto del gobier- 
no que se los declare expresamente. — Con estos 
Jines lo digo á U para que lo haga comuni- 
car á quienes corresponda, y publicar en U or- 
den general para conocimiento de todos. — D.o# 

.%uarde á U —Pedro Briceño Méndez. 

PRÁCTICOS. Véase Pruebas y tu término, 

art.^7. 
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PRÁCTICOS en los puestos. Véase Dora- 
dlos de puerto, art. 1? núm. 6?; art 6? nú- 
mero 3?, y aru 79 

PRÁCTICOS. DECRETO EJECUTIVO DB 2 DE JU- 

ífio de 1841 reglamentando los del Orinoco. 
Secretaría de Marina. — Sección única. 

Caracas 2 de Junio de 1841, 12? y 310 

En el expediente de prácticos ha recaído too 
esta fecha la siguiente resolución : u £1 Poder 
Ejecutivo ha aprobado el siguiente reglamento 
de prácticos de Ja barra del Orinoco.' 1 

Art. 19 El capitán del puerto de Angostara 
con arreglo á la ordenanza mi val, será ei jefe del 
cuerpo de prácticos del rio Orinoco. 

Art. 29 £1 cuerpo de prácticos del rk) Orino- 
co constará de un comandante y diez y seis 
prácticos de número por ahora. 

Art. 3? El comandante será nombrado por el 
Poder Ejecutivo á propuesta en terflí, que pro» 
sentará el capitán del puerto de Angostura. 

Art. 49 Los prácticos de número que actual- 
mente e tisten en el Orinoco, continuarán siéndo- 
lo, y para completar el número que séllala este 
reglamento, el capitán del puerto hará las pro- 
puestas al Poder Ejecutivo de los que examina- 
dos conforme á ordenanza, por una junta de toce 
capitanes de buques que nombrará y presidirá el 
mismo capitán del puerto, fueren declarados 
aptos. 

Art. 59 Corresponde al capitán del puerto 
de Angostura proveer de prácticos á los buques 
que los necesitaren á su salida de dicho puerto. 
Si ocurriese el caso de estar ausentes de Angos- 
tura todo? los prácticas de número cuando algu- 
no ó algunos buques nacionales 6 extranjeros pi- 
dan prácticos para salir del rio, el capitán del 
puerto con acuerdo del administrador de adua- 
na destinará prácticos supernumerarios que con- 
duzcan los buques hasta donde encuentren al so- 
mandante de los prácticos capitán del pailebot, 
quien colocará estos supernumerarios en el tur- 
no que les toque para conducir baques hasta 
Angostura. 

$ único. Los prácticos supernumerarios se pa- 
garán del tesoro público, con acuerdo de la ¿un- 
ta de hacienda, como gasto extraordinario ar- 
gente. 

Art. 69 A bordo del pailebot, residirán cons- 
tantemente el comandante y los prácticos, y este 
buque estará siempre navegando en la boca gwde 
del rio Orinoco ; y será de su obligación ir al en- 
cuentro de los buques que entren 6 busquen la 
entrada para embarcarles el práctico sin causar- 
les demora. 

Art. 7? Este servicio se hará por turno eju* 
se arreglará por la fecha de la llegada de cada 
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práctico á bordo del pailebot, 6 al punto que se 
séllala mas adelante. 

Art. 8? Los prácticos conducirán los buques 
que salgan del Orinoco hasta dejarlos fuera de 
la barra» y allí el pailebot que debejsiempre acom- 
pasarlos, recibirá á su bordo el práctico que ba- 
ja sacado al buque. 

Art. 99 Por ahora, y hasta que esté en servi- 
cio el pailebot, el comandante y los prácticos de 
número residirán en Cangrejito, y dicho co- 
mandante no permitirá que los prácticos desem- 
barcados en Cangrejito se separen de aquel pun- 
to hasta que se presente el turno en que Jes cor- 
responda conducir un buque á Angostura. 

Art. 10. Mientras residan los prácticos en 
Cangrejito, el comandante tendrá el deber, lue- 
go que aviste un buque que entra, de salir á su 
encuentro á fin de que reciba el práctico sin di- 
lación, y los prácticos estarán obligados á sacar 
los buques hasta Barima solamente debiendo lle- 
Tar á bordo del buque que baje una curiara para 
regresar el práctico desde Barima, sin causar re- 
tardos al buque, ni mucho menos precisarle á 
fondear : á este efecto se destinan dos curiaras 
faJqueadas, con velas, canaletes y tres bogas, ca- 
da una, las que se retirarán del servicio luego 
que el pailebot llegue á las bocas del Orinoco. 

Art. 11. £1 pailebot será dotado con cuatro 
marineros, los . cuales se comprometerán á ser- 
vir por tres meses, lo menos, entendidos de que 
no podrán separarse del destino sin ser reem- 
plazados. 

§ único. Al capitán del puerto de Angostura 
loca proveer con la debida anticipación el reem- 
plazo de los marineros que fueren cumpliendo 
su término, de manertt que no haya demora ni 
*tea perjudicado el erario público. 

Art 12. Desde el momento en que un prác- 
tico se embarque en cualquier buque, nacional 6 
extranjero, á la entrada 6 salida del río, no podra 
Ir á tierra, ni dormir fuera del buque, baje la 
multa de diez pesos que le impondrá al capitán 
del puerto de Angostura sin perjuicio de res- 
• ponder de los daños que ¿a use por su separa- 
ción del buque. 

Art 18. Los prácticos no demorarán la na- 
vegación de los buques que conduzcan sino por 
causas muy legítimas. 

§ único. Comprobada la demora de algún bu- 
que por causa del práctico, el Capitán del puer- 
to de Angostura le impondrá ia pena que merez- 
ca la falta, conforme á ordenanza. 

Art 14. El comandante de los prácticos ca- 
pitán del pailebot, no permitirá que por demora 
del práctico que debe conducir un buque, se vea 
1 en la necesidad de fondearse, para esperarlo. 
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§ único. Por infracción de este artículo el ca- 
pitán del puerto de Angostura impondrá al co- 
mandante de los prácticos capitán del pailebot 
la pena que merezca la falta conforme á orde- 
nanza. 

Art, 15. En tiempo de rio bajo deberán loe 
prácticos fondearse á la entrada de las pasa* y 
Hondear con el bote el canal para tomar demar- 
caciones. Los capitanes de buques no se opon- 
drán á esta operación, y si lo hicieren serán res- 
ponsables de los perjuicios que sufra el buque y 
el cargamento por su temeridad. 

§ único. La infracción de este deber de los 
prácticos será castigada por el capitán del puer- 
to de Angostura según la gravedad de los per- 
juicios que se originen, y con arreglo á la orde- 
nanza naval. 

Art. 16. Caso que los prácticos embarcadas á 
bordo de un buque cometan alguna falta, los ca- 
pitanes de los respectivos buques lo informa- 
rán por escrito al capitán del puerto de Angos- 
tura dentro de las veinticuatro horas después de 
su llegada a aquel puerto, para que tome las pro- 
videncias que sean compatibles con la falta co- 
metida, y esto mismo se verificará por loe capi- 
tanes de buques á su salida del puerto, dando en- 
tonces el parte al comandante de los prácticos, 
quien lo elevará al capitán del puerto de Angos- 
tura. 

Art. 17. El comandante de los prácticos ca- 
pitán del pailebot llevará un diario de todas sm 
operaciones, y constará en él la entrada y salida 
de todos los buques, y la conducta que obser- 
ven los prácticos en el cumplimiento de sus de- 
beres. 

Art. 18. El capitán del puerto de Angostura 
dará cuenta mensualmente ai Poder Ejecutivo 
por la secretaría de marina de todo lo que ocur- 
ra en este ramo, indicando las reformas que crea 
conveniente hacer á este reglamento para per- 
feccionar el servicio de los prácticos. 

Art 19. Los empleados que crea este regla- 
mento serán pagados del tesoro público como si- 
gue: 

Al comandante de los prácticos capitán del pai- 
lebot, cincuenta pesos mensuales, 

A los prácticos de número, treinta pesos men- 
suales á cada uno/ 

A los supernumerarios, treinta pesos por cada 
vez que se ocupen por ida y vuelta. 

A los marineros del pailebot, diez y seis petos 
por mes á cada uno. 

A los bogas á seis pesos por mes á cada uno. 

Art. 20. Las infracciones de este reglamente 
serán castigadas con arreglo á la ordenanza. 

Ait. 21. El presente reglamento empezará á 
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observarte el 1 9 de Julio próximo, quedando de» 
rogado ni de 14 de Majo de 1896, y las órdenes 
y disposiciones que se hubiesen dado con arre* 
glo á él. 

Comuniqúese a los señores secretario de ha- 
cienda, gobernador y comandante del apostadero 
de Gaayana, y publíqueae.— Por S. £.— So«- 
blette. 

PRÁCTICOS db los prsnTos. Resolución 
ejecutiva de 19 db febrero de 1887 decla- 
rando que todo buque que salga ó entre por el 
Orinoco debe recibir á bardo uno. 

[República de Venezuela.— Secretaría de Catado en los 
efespachos do guerra y marina.— Ramo de Marina,— 
Sección única. 

Caracas 1? de Febrero de 1637, 8? y 279 

Seftor Comandante del apostadero de Guayaría. 

Puesto al despacho el oficio de U. fecha 1 1 del 
pasado número 4? en que consulta si los boques 
que entran por Macareo y vienen stn "'prácticos, 
por no haberlos en aquel paraje, ee les deben 
dar estos á la salida por boca grande ; ha resuel- 
to el Gobierno lo siguiente: 

"El artículo 13 de la ley de de Mayo de 
1833 no deja al arbitrio de los capitanes de buques 
admitir ó no prácticos 6 su bordo en las barras 
en que tales empleados existen para el bien del 
comercio; prevee, es verdad, el caso de que no 
los reciban ; pero este caso es solamente por ra- 
zón de no haberlo. Y tanto mas se debe juzgar 
así, cuanto que de otro modo la avaricia, ignoran* 
cía ó presunción de un capitán de buque, rehu- 
sando admitir prácticos que le conduzcan con se- 
guridad, expondría los intereses del comercio y 
ia vida de los individuos que condujera, reducien- 
do así a la nulidad un establecimiento tan útil y 
benéfico. Declara por tanto el Gobierno, que to- 
do buque, que entre ó salga por la barra del Ori- 
noco, reciba práctico 6 su bordo de los del nú- 
mero, y caso de necesitarse alguno ó algunos su- 
pernumerarios por hallarse empleados todos lus 
det establecimiento, sea pagado por el buque que 
lo necesite, según su calacion, de conformidad 
con U ley de la materia." 

Dlgolo á U. para su conocimiento y cumpli- 
miento. 

Dios guarde á U. — José Félix Blanco. 
PRÁCTICOS de los puertos. Resolución 
ejecutiva de 8 db mayo de 1843 reglamen- 
tando los de la barra de Maracaibo* 
Secretaría- de Guerra y Marina, 

Mayo 8 de 1843. 
Resuelto. — El Poder Ejecutivo ha aprobado 
con esta fecha el siguiente reglamento de prácti- 
ooji de la Barra de Maracaibc. 
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6ECCION PRIMERA. 

De lo» prácticos. 

Art 19 El establecimiento de prácticos desti- 
nado al servicio de la Barra de Maracaiba se 
compondrá de un practico mayor, un segundo y 
tercer prácticos de Barra, siete prácticos del Ta- 
blazo, dos patrones y seis marineros. 

Art. 29 Todos ios individuos empleados en 
este establecimiento están sujetos, en lo que tiene 
relación- con su instkutoy á la capitanía de puerto, 
con inmediata dependencia del práctico msyoY, a 
quien se hace especialmente responsable del exac- 
to cumplimiento de las disposiciones de este re- 
glamento. 

Art. 39 Los prácticos y potrones que actual- 
mente existen en la Barra continuarán en el ejer- 
cicio de sus funciones, y para completar el núme- 
ro que séllala este reglamento, lo mismo que pa- 
ra llenar las vacantes que ocurran, el capitán del 
puerto hará las propuestas al Poder Ejecutivo di 
los que fueren declarados aptos después de haber 
sido examinados conforme á ordenanza, por una 
junta de tres capitanes de buques y uno 6 mas 
prácticos de la Barra, que nombrará y presidirá 
el mismo capitán de puerto. £1 práctico mayor 
deberá precisamente saber leer y escribir. 

§ único. Los lancheros serán nombrados por 
el capitán del puerto á propuesta del prájKioo. 
mayor. 

Art. 49 La duración de los prácticos y patro- 
nes será la de su buen desempeflo á juicio det 
Poder Ejecutivo, y la de los lancheros en el^ni*- 
mo caso á juicio del capitán del puerto. 

§ único. Cuando alguno de estos empleados 
dé lugar á su remoción, la^propondrá ala autori- 
dad que deba decretarla, el que lo propuso para 4 
el destino, debiendo precisamente acompañar los 
docu meatos que justifiquen la necesidad de tal 
medida. 

Art 59 Todos los individuos de este estable- 
cimiento están sujetos á la ordenanza naval que 
arregla la policía de los puertos en todo lo míe 
no *e opangtrá la Constitución y leyes de la Re- 
pública. * 

Art. 69 Los prácticos de la Barra están obli- 
gados á sondearla precisamente cada tres días y 
examinar sus canales Y marcaciones, debiendo 
asistir á esta operación los prácticos del Tablazo 
y lancheros que se hallen, expeditos para que se 
vayan instruyendo. 

Art. 79 Del mismo modo, los prácticos del 
Tablazo recorrerán cada quince dias» ó antes si 
fuere necesario, las balizas establecidas en fl, ba- 
jo las denominaciones de vista de San Carlos, 
cabeza de la Hgereta, la vuelta, mono amarrado % 
cascajal, atravesado y cabeza de punta de pe* 
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dros, para qie 80 repongan las q«e estén inútiles, 
y se enmienden las que el fondo lo exija. 

$ (jateo. El practico mayor dirigirá personal- 
mente á los del Tablazo en la operación de que 
habla este articulo ; y en loa casos de impedimen- 
to legal, comisionara para ello á uno de Jos prác- 
ticos de la Barra. 

Art 69 Los prácticos de la Barra deberán 
precisamente salir todos ios dias al amanecer cua- 
tro millas fuera de ella para observar si rerala al- 
guna embarcación á fin de proporcionarle su en- 
trada ; y á cualquiera hora del dia en que se 
presente buque al frente de la Barra saldrán los 
prácticos á su encuentro, aunque no haya marea 
para la entrada, hasta la distancia de cinco millas 
si fuere necesario. 

Art. 99 Cuando los prácticos se aproximen á 
la embarcación que deban pilotear, lo harán por 
el barlovento de ella, y á la voz se informarán 
de su capitán, si vienen enfermos á bordo, qué 
clase de enfermedad, y si trae ó no carta de sani- 
dad ; y en cualquiera de estos casos pilotearán 
la embarcación desde su buque siempre que el 
viento y marea lo permita haeer sin riesgo, pues 
en caso contrario debe trasbordarse un práctico 
á ella con las precauciones que crea necesarias. 

Art 10. Los buq.ues que contengan á su bor- 
do individuos con enfermedad contagiosa, ó que 
procedan de lugares contagiados, ó que no trai- 
gan carta de sanidad, los fondearán los prácti- 
cos en ei tugar de observación que está determi- 
nado frente de este puerto, á manos que haya ór» 
denes contrarias de la junta superior de sanidad. 

Art. 11. El práctico que haya de pilotear una 
embarcación en su entrada por la Barra, se infor- 
mará de.su capitán, sdbre su gobierno, agua que 
-cala, si falta á las viradas y si las anclas están 
entalingadas y listas para hacer uso de ellas en 
caso necesario, deduciendo de los informes que se 
le tingan, las maniobras precautelativas que debe 
anticipar para evitar toda desgracia. 

Art 12. Igual informe tomarán los prácticos 
del Tablazo que deben pilotear los buques que 
> entran desde San Carlos y los que salen hasta 
San Carlos. 

Art Vó. Los prácticos de la Barra y Tablazo 
alternarán en el servicio de entrar y sacar buques, 
el eual será arreglado por el práctico mayor, y 
tendrán siempre presente, que la aptitud y cono- 
cimientos del ramo y buena conducta, es fa única 
regla que debe observarse para los ascensos. 

Art 14. Debe instruírsele á los prácticos de 
todas sus obligaciones antes de entrar en pose- 
sión, así como de lo que previene el artículo 123 
del tratado 59, título 79 de Jas ordenanzas. 

Art* 15. Los prácticos deberán obedecer al 
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comandante del castillo de la Barra en todo aque- 
llo que corresponda al ejercicio de las funciones 
del comandante de una fortaleza avanzida, y de 
cumplir con ks señales que él determine para 
dar aviso al castillo, si el buque á la vista es sos- 
pechoso, enemigo, &a. 

SECCIÓN 8EGUNDA. 
De las embarcaciones de los prácticos, 

Art. 16. Continuarán empleadas en el servicio 
de los prácticos las dos embarcaciones conocidas 
con los nombres de Guaira y Bote auxiliar, una 
de las cuales deberá estar siempre expedita para 
él : los dos patrones de que se habla en el arti- 
culo (O lo serán de estas embarcaciones, y el 
práctico mayor las tripulará con los seis marine- 
ros del establecimiento, haciendo la distribución 
que crea conveniente. 

Art. 17. El práctico mayor es responsable (le- 
la conservación de estas embarcaciones, cojo 
aseo inspeccionará diariamente, disponiendo que 
á lo menos una vez al mes se limpien sus fondos 
y se reconozcan sus pendientes y velamen : del 
resultado de este reconocimiento, después de 
practicado, dará cuenta dicho práctico al capitán 
de) puerto. 

Art 18. Las expresadas embarcaciones deben 
prestar up pronlo auxilio á todo buque que lo 
necesite, bien sea fuera ó dentro de Barra, Bajo 
seco ó Tablazo con las precauciones marinera* 
que sean necesarias. 

Art. 19. Se prohibe absolutamente el que es- 
tás embarcaciones se empleen en otro servicio que 
el de su instituto, exceptuándose solamente al- 
gún caso de suma urgencia en quo el servicio 
público exija lo contrario. 

Art. 20. Los artículos materiales de las em- 
barcaciones que se inutilicen, se remitirán por el 
práctico mayor al almacén de marina, con su 
correspondiente guia y torna-guia de exclusión, 
al mismo tiempo que el pedido duplicado del 
reemplazo, sin cuyo requisito no se podrán faci- 
litar. 

Art 21. Los prácticos deberán habitar en Za- 
para, que es el punto de apostadero del estable- 
cimiento; pero esta disposición no tendrá efecto, 
hasta que lo disponga el Gobierno de la pro- 
vincia. 

SECCIÓN TERCERA. 

De los sueldos de los prácticos y demás empleados 
del establecimiento. 

Art 22. Los empleados del ramo de práctic os 
ganarán anualmente los sueldos siguientes: 

El práctico mayor.... 9 600 

Los de Barra, cada uno.--. . .450 
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Los del Tablazo, cada ano.. .... 

El pairoif del Guairo-.- 836 

£1 ídem del Bote auxiliar 204 

Los marinero*, cada uno ..160 

' i único. El práctico mayor recibirá mensual- 
mente de la Administración de la aduana el haber 
del ramo, y hará la distribución correspondiente 
á los diversos empleados. 

SECCIÓN CUARTA. 

Penas. 

Art. 23. Toda desobediencia de los prácticos y 
demás empleados del ramo al capitán del puerto 
en asuntos del servicio, lo mismo que toda falta 
de respeto, será penada por el expresado capitán 
con una multa conforme la atribución que le da 
la ordenanza de la armada vigente. 

Art. 24. Cualquiera empleado de este esta- 
blecimiento que desatienda alguno de los deberes 
que se le señalan en este reglamento, incurrirá en 
la pena que se le imponga por el capitán del puer- 
to, con arreglo á la ordenanza. 

Art. 25. En la misma pena incurrirá el emplea- 
do de este establecimiento que desobedezca en 
asuntos del servicio al práctico mayor, la cual 
hará efectiva el capitán del puerto con el parte de 
aquel empleado y según el resultado de los in- 
formes que tenga á bien tomar. 

Art. 26. Desde el momento en que un prácti- 
co se embarque en cualquier buque nacional ó ex- 
tranjero con el objeto de ejercer sus funciones, 
nn podrá ir á tierra, ni dormir fuera del buque, 
bajo la multa que se imponga confórmela ordenan- 
za naval, ya citada, que le impondrá el capitán 
del puerto, sin perjucio de responder de los darlos 
que cause por su separación. 

Art. 27. Cuando los prácticos embarcados á 
bordo de un buque cometan alguna falta, los ca- 
pitanes informarán por escrito de elloal capitán del 
puerto, quien con los informes que crea conveniente 
tomar, corregirá la falta que se haya cometido. 

Art. 28.. Para imponer las penas que se esta- 
blezcan precederá una diligencia breve y suma- 
ría, en que conste el hecho que las motive, no- 
tificándose al penado antes de ejecutarse. 

§ único. Para la recaudación de las multas el 
capitán del puerto pasará aviso al administrador 
de aduana, quien descontará del haber del multa- 
do la cantidad á que alcance la multa impuesta, 
si no la pagare oportunamente. 

Art. 29. El empleado de este establecimiento 
que por ignorancia ó negligencia sea culpable de 
la pérdida de un buque ó de las mercancías que 
este traiga, ó t\el deterioro de estas, es responsa- 
ble ron su persona y bienes de los perjuicios que 
ocasione. 
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Art. 30. El práctico mayor llevará an diario 
en que conste la entrada y salida de todos los bo- 
ques con expresión de la hora en que tengan lu- 
gar, el resultado de la sondada de la Barra y con- 
ducta que observen loe prácticos en el cumpli- 
miento de su deber. 

Art. 31. Los empleados en el ramo de prác- 
ticos, no podrán separarse de sus destinos aun 
cuando se les admitan sus renuncias, hasta no 
ser reemplazados. 

Art. 32. Todo empleado en el ramo de prác- 
ticos puede obtener licencia de su inmediato 
jefe por treinta dias para curarse de malea que 
justificadamente compruebe, en euyo tiempo per- 
cibirá todo su sueldo : el que le sustituya interi- 
namente percibirá tan solamente el sueldo de la 
plaza que en propiedad desempeña : no restable- 
cida la salud á Jos treinta dias, continuará la licen- 
cia, disfrutando solamente de su sueldo disminui- 
do con la diferencia que haya entre su goce y el 
del que le sustituya, cuya diferencia percibirá de 
aumento el nombrado á sustituirle interinamen- 
te : llegado este caso está obligado el capitán del 
puerto á examinar si la enfermedad de] empleado 
es de aquellas crónicas ó de larga duración para 
informarlo así al Gobierno, y que este tome las 
medidas convenientes al mejor servicio. 

Art. 33. El capitán del puerto dará cuenta al 
Poder Ejecutivo de todo lo que ocurra en este 
ramo, indicando las reformas que crea conveniente 
hacer á este reglamento para perfeccionar el ser- 
vició de ios prácticos. 

Art. 34. £1 presente reglamento empezará á 
observarse el 19 de Julio próximo, quedando de- 
rogadas todas las disposiciones del Gobierno re- 
lativas á prácticos de la Barra de Maracaibo. 

Comuniqúese á quienes corresponda, y publí- 
quese en la Gaceta oficial. — PorS. E.— Urdan*- 
ta. 

PRÁCTICOS DE LOS PUERTOS. RESOLUCIÓN EJE- 
CUTIVA de 8 de julio de 1 840 declarando que 
debe cobrarse el derecho de prácticos ó los bu* 
ques que entren por los caños de Pedernales 
y M acareo. (*) 

República de Venezuela.— Secretaría de E. en el D. de 
Hacienda.— Caracas, Julio 8 de 1840. 

Al Sr, Administrador de la Aduana de An- 
gostura. 

En resolución de las dudas que han ocurrido á 
U. acerca del acuerdo del Consejo de 13 de Agus- 



(*) Por equivocación punimos en "Derechos de puerto" 
una Resolución de 2 de Setiembre de 1889 que aeclam» 
ba lo contrario con arreglo á la ley vigente entónosa. 
Téngase pues por no puesta, como ya insubaistenta» 
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to de 1839 que se le comunicó en 2 de Setiem- 
bre de dicho año, v se le reiteró en 10 de Febrero 
ultimo relativo á la ley de derechos de puerto de 
10 de Mayo del mismo afio que entóuces regia, 
ha acordado el Gobierno, con dictamen del refe- 
rido cuerpo, lo siguiente: 

" Aunque por los términos en que está conce- 
bida dicha ley pudo parecer que el pago de dere- 
cho de prácticos á que dicho acuerdo se refiere, 
euponia su establecimiento en los cafios de Ma- 
eareo y Pedernales ; sin embargo, según la clara 
manera de expresarse la nueva ley de 11 de Mayo 
último, queda fuesa de cuestión que los buques 
que entren en Angostura por cualquier parte que 
lo hagan, adeudan el derecho de prácticos estable- 
cido por el § 6? del artículo 1? si vienen direc- 
tamente del exterior, sea nacional ó extranjero ; 
que así mismo por cualquier parte que haga en- 
trada al Orinoco, si el buque es extranjero, aun 
•uando haya tocado én otro puei to de la Repúbli- 
ca y venga ya haciendo el comercio de escala que 
le está permitido, paga siempre el derecho de 
practico establecido por el citado $ 69 del artículo 
19» porque se le considera como si viniera del 
exterior; & diferencia del buque nacional qne en 
igual caso solo paga el establecido por el § 3? 
dei artículo 59 cuando toma el práctico por con- 
siderársele como que viene de cabotaje, cuyo co- 
mercio está permitido únicamente á ios de su es- 
pecie. 

u Por tanto, no se suspenderá el cobro de de- 
recho de prácticos establecido por el número 6 
del artículo 19 á los buques nacionales ó extran- 
jeros que procediendo directamente del exterior, 
entren en Angostura navegando por Macareo 6 
Pedernales; tampoco' dejará de cobrarse ni al 
buque extranjero que navegando por los mismos 
cafios ó cualquiera otro, entre al Orinoco aunque 
venga de escala, á menos* que entre en lastre' y 
cargue únicamente de fañado, quedando así re- 
suelto también que no devuelva lo que antes se 
hubiere cobrado por taj derecho. 

• En cuanto al tercer punto consultado, el bu- 
que sea extranjero ó nacional que entre en lastre 
al Orinoco y obtenga permiso para cargar de 
ganado vacuno entre Yaya y Angostura, dis- 
pensándosele de subir hasta este último punto, 
debe reputarse como entrado en el puerto mismo 
de Angostura pera todos los efecto de la ley de 
derechos de puerto." 

Soy de U. atento servidor. — G. Smiik. 

PBATICOS Dtf LOS PUERTOS. RESOLUCIÓN EJE- 
CUTIVA de 2 de diciembre DE 1851 declaran" 
do que todo buqué procedente del extrayero 
que •ntre en el urinoco 6 en el lago de Mara- 
ca ibo debe pagar el derecho de tal. 
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Sesión número 1 16 del Consejo de Gobierno 

. ' Sábado 29 de Noviembre de 1851. 
§ 11. — Se consideré luego el informe del Sr. 
Bruzual en la consulta sobre derechos de prác- 
ticos, y el Consejo le prestó su aprobación como 
sigue : 

Consulta 8. E. el Presidente déla República si 
los buques que no entran por la boca grande de 
Orinoco, dirigiéndose al puerto de Soledad, deben 
ó no pagar derecho de práctico. £1 artículo 69 
de la ley de 19 de Junio de 1840 ordena que sé 
cobre este derecho á buques que entran en An- 
gostura ó Maracaibo, y si se atiende á la letra de 
dicho artículo debiera resolverse, que no deben 
pagar este derecho los buques que entrando al 
Orinoco y ai lago de Maracaibo se dirigiesen á 
otro punto del rio ó del lago ; pero si se. atiende 
al espíritu de aquel mandato legal, debe resol- 
verse que todo buque procedente del extranjero 
que entre en el Orinoco ó en el lago de Maracai- 
bo debe pagar los derechos de prácticos ; y por 
esta razón opina el Consejo que así lo resuelva 
S. E , revocando cualquiera otra resolución que 
haya dispuesto lo contiario, y que se dé cuenta 
al Congreso para que reforme la ley si lo tiene á 
bien. — Es copia.— El Consejero Secretario interi- 
no, Carlos Arvelo. 

Secretaría de Hacienda. — Sección quinta. 
Caracas, Diciembre 2 de 1851, 22 y 41. 
Resuelto. — De conformidad con el voto consul- 
tivo dei Consejo de Gobierno. Comuniqúese á 
quienes corresponda. 

Por S. R—Gellineau. 
PREBENDAS. Cualidades del beneficiad*-. Vói- 

se Patronato eclesiástico, art. 39. 
PREBENDAS, decreto de Colombia de 20 
de marzo de 1825 permitiendo á los nombra- 
dos para ellas que estén ausente* de la Repú- 
blica, tomar la canónica institución por medio 
de apoderados. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Colombia, reunidos en Congreso. 

Vista la comunicación del Poder Ejecutivo de 
17 de Febrero de este afio, y considerando: I o 
Que & los ausentes ó impedidos por cansa de k 
República no debe correrles tiempo ni seguírse- 
les perjuicio por la ausencia 6 impedimento.—*? 
Que respecto do ellos cesan las razones en que 
se fundaba la ley espafiola para exigir que los pro- 
vistos para prebendas se presentasen á tomar 
personalmente la canónica institución dentro de 
un preciso término*-— ¿o £n fin, que aun en los 
beneficios curados puede tomarse esta institución 
por procurador, decretan : 
Todos los eclesiásticos que por hallarse tusen- 
j tes Ó impedidos por cansa de la República ao 
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puedan presentarse á tomar personalmente ca- 
nónica institución de las prebendas á que fueren 
nombrados, podrán verificarlo por medio de pro- 
curador. 

Dado en Bogotá á 26 de Marzo de 1825, 15.— 
El Presidente del Senado, Luis A. Baralt — El 
Presidente de la Cámara de Representa ntes 
Manuel M. Quijano. — El Secretario del Senado 
Antonio J. Caro. — El Secretario de la Cámara de 
Representantes, Vicente del Castillo. 

Palacio de Gobierno en Bogotá á 29 de Mar- 
zo de 1825, 15. — Ejecútese. — Francisco de P. 
Santander. — Por S. E. el Vicepresidente de la 
República encargado del Poder Ejecutivo.— El 
Secretario de Estado del Despacho del inteiior, 
J. Manuel Restrepo. 

PREBENDAS vacantes. Deben contribuir como 
las provistas á los gastos de misas, y otros lla- 
mados de tabla. Véase la nota. ( # ) 

PRECEDENCIAS y ceremonias en las uni- 
versidades. Véase Instrucción pública, Cap. 
16 D. E. de 28 de Noviembre de 1844. 

PRECEDENCIAS en l # as funciones publi- 
cas. DECRETO EJECUTIVO DE 20 DE JULIO DE 

1854 dictando reglas sobre ellas. 
Secretaría del Interior.— Sección tercera. 
Caracas, Julio 20 de 1854. 
Resuelto. — S. E. el Poder Ejecutivo se ha 
servido dictar las siguientes reglas sobre prece- 
dencias en las funciones públicas, con el fin de' 
evitar las consultas que se ie dirigen acerca del 
puesto que algunos empleados hayan de ocupar 

(*) £1 Secretario del «Interior en su Memoria de 88 
expuso. 

"Presentado de nuevo al Despacho el reclamo que 
han Mecho al Gobierno el cabildo de este Arzobispado y 
el Dean del Obispado de Mérida sobro que las prebendas 
vacantes cuyas asignaciones entran al Tesoro Público, 
contribuyan como lo hacen las provistas con la parte que 
les corresponde, y que deben contribuir á los extipendios 
de las misas y vestuarios de erección, rúbricas y manua- 
les llamados de tabla : considerando el Gobierno que 
nada es mas justo que el que las prebendas vacantes con- 
tribuyan como lo hacen las provistas á los gastos que 
pesan sobre todas como comunds, según se manifestó al 
Congreso en la Memoria de 1836, pues ano ser asi, 
pesarían. dichos gastos solamente sobra estas: que aun- 
que por el articulo 4 ? de la ley de 21 de Abril de 1835, 
se dispone qne entren en las Cajas nacionales las asigna- 
ciones' de las vacantes mayores y menores, no qniero de- 
cir esto, qne dichas vacantes dejen de contribuir con lo 
que contribuirían las prebendas si estuvieran provistas 
para los gastos que son comunes á todas, ha resuelto : 
que la Tesorería general satisfaga al expresado cabildo y 
al de Mérida la parte qne corresponda á las prebendas 
Tacantes eií los extipendios de misas y vestuarios de 
erección* rúbricas y manuales llamadas de tabla, coyas 
asignaciones entran eu las cajas nacionales y deben con- 
tribuir como lo hacen tos provistas. 



en ellas, á causa de no estar determinado por la 
Constitución ni las leyes. 

NUMERO 19 

En la capital de la República. 

SERIE I a 

El Presidente de la República, 

£1 Vicepresidente. 

Los Ministros de Estado* 

Los demás miembros del Contejo de Gobierno. 

Loa Ministros y Secretario Relator de la Corte 
Suprema de Justicia. • 

Los Ministros y Secretario Relator de m Corte 
Superior del primer distrito del Centro. 

El Arzobispo y Obispos. 

Los Jueces del Tribunal de Cuentas, 

El Tesorero v Contador de-la Tesorería General* 

El Cabildo eclesiástico. 

Los Curas párrocos de la capital, rectores de sus 
demás iglesias y sus tenientes. 

El Rector y Vice-rector de la Universidad Cen- 
tral y los Catedráticos de este mismo instituto. 

El Rector del Seminario de SantH Rosa. 

Los Secretarios de las Cámaras legislutivas. 

El Administrador y el Interventor de la Adminis- 
tración general de correos. 

El Administrador principal de Rentas Internas. 

La Facultad Médica. 

serie 2 a 

El Gobernador de la provincia. 

El Comandante de Armas de id. 

Los Jueces de provincia. 

Los Generales y Coroneles de la independencia. 

Los Diputados provinciales. 

El Jefe político del cantón. 

El Cuerpo municipal. 

Les- Jueces de parroquias, principales y suplentes. 

£1 Cuerpo militar en servicio. 

El Sub-inspector de milicias. 

Los veteranos de la independencia de primer 
Comandante abajo. 

El Administrador principal de Rentas Municipa- 
les. 

El Registrador principal y el subalterno de Cara- 
cas. 

Los Jueces de paz* 

Los miembros de la Asamblea municipal residen- 
tes en esta ciudad. 

Los Preceptores de los establecimientos de ense- 
ñanza pública y los Profesores de la Academia 
de Matemáticas. 

serie 3 a 

Los Oficiales mayores y Jefes de sección de las 

Secretarías de Estado. 
Los Oficiales mayores de las Cortes, 
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Losidem. id. de las Cámaras legislativas, 

E) Secretario del Tribunal de Cuentas. 

El Secretario y notarios de la Curia eclesiástica* 

El oficial del Consejo de Gobierno. 

El Secretario de la Gobernación y el Jefe de la 
sección de policía de la misma. 

El Inspector de policía nacional. 

Los Secretarios de los juzgados de provincia. 

El Secretario del Concejo Municipal 

Los Secretarios de los juzgados cantonales. 

Las distintas Junta* y empleados encargados de 
comisiones nacionales y municipales. 

Los Profesores encargados de los hospitales. 

El Médico de ciudad. 

Los oficiales subalternos de las Secretarías de 
Estado. 

Los oficiales subalternos de la Corte Suprema. 

Los id. id. de la Superior. 

Los id. del Tribunal de Cuentas. 

Los id. de la Administración principal de Ren- 
tas Internas. 

Los id, de la Administración general de cerreos. 

Los id. de la Gobernación de la provincia. 

El Presidente y maestro de Sala del Seminario 
de Santa Rosa. 

Los oficiales de la Administración principal de 
.Rentas Municipales. 

Los ídem, de las oficinas de Registro. 

NUMERO 20 

En las capitales de provincia en que hay Cortes Supe- 
riores y Comandancias de Armas. 

serie 1 a 

El Gobernador de la provincia. 

El Comandante de Armas de la misma» 

Los Generales y Coroneles de la independencia. 

Los Diputados provinciales. 

El Jefe político del cantón capital. 

El cuerpo Municipal. 

Los Jueces de parroquia principales y suplentes. 

El cuerpo militar en servicio. 

El Sub-inspectorde milicias. 

Los veteranos de la independencia de primer 
Comandante abajo. 

Los Jefes y oficiales de la milicia. 

El Administrador principal de Rentas Internas. 

El Administrador principal: de Rentas Municipa- 
les 

El Registrador principal y el subalterno del can* 
ton capital. 

El Secretario de la Gobernación. 

Los Jueces de paz. 

El Vicario y Curas párrocos y sus tenientes. 

El Rector y Vice-rector del Colegio nacional. 

Los miembros de la Asamblea Municipal residen- 
tes en la capital. 
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El Secretario del Consejo Municipal. 

Los preceptores de enseflania pública. 

El Inspector de poücia nacional 

Las distintas Juntas, y empleados encargados da 

comisiones nacionales y mwicipales. 
El Médico de ciudad» 

Los profesores encargados de los hospitales. 
Los oficiales subalternos de la Gobernación. 
Los id. id. de la Administración principal de. Reo- 

tas Internas. 
Los id. id. de la de Rentas Municipales. 
Los id. id. del Registro. 

serte 2» 

Los Ministros y Secretario Relator da la Corte» 

Los Jueces de provincia* 

Los id» ue parroquia principales y suplentes. 

El Oficial mayor de la Corte. 

Los Secretarios de Jos Juzgados de provincia. 

Los id, de los id. de parroquia 

Los oficiales subalternos fle la Corte. 

Los id. id.de los Juzgados de provincia. 

Los id. id. de los de parroquia. 

NUMERO 3? 

En las capitales de provincia en que haya Comandancia 
de Armas. 

SERIE I a 

El Gobernador de la provincia. 

Los Diputados provinciales. 

El Jefe político del cantón capital. 

El Cuerpo Municipal. 

El Administrador principal de Rentas Internas. 

El Administrador principal de Rentas Municipa- 
les. 

El Registrador principal y subalterno. 

El Secretario de la Gobernación. 

Los Jueces de paz. 

El Vicario y Curas párrocos y sus tenientes. 

El Rector y Vice-rector del Colegio nacional. 

Los miembros de la Asamblea municipal residen- 
tes en la Capital. 

El Secretario del Concejo Municipal. 

Los Preceptores de enseñanza pública, 

El Inspector de policía nacional. 

Las distintas Juntas y empicados encargados de 
comisiones nacionales y municipales. 

El Médico de ciudad. 

Los profesores encargados de los hospitales. 

Los oficiales subalternos de la Secretaría de la 
Gobernación. 

Los id. id. de la Administración principal da 
Rentas Internas. 

Los id» id. de la de Rentas Municipales. 

Los id. id. del Registro. 
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SKRIE 2 a 

El Comandante de Armas de la provincia. 

Los Generales y Coroneles de la Independencia. 

£1 Cuerpo mili tai en servicio. 

El Sub-inspector de milicias. 

Los veteranos de la independencia de primer 

Comandante abajo. 
Los Jefes y oficiales de la milicia. 

NUMERO 4? 

Ea las capitales de provincia en que no baya Cortes Su- 
periores ni Comandancias de Anuas. 

SERIE ÚNICA. 

Se observará la I a del número 29 con excep- 
ción del puesto del Comandante de Armas. 

Disposiciones finales. 

En la capital de la República se colocarán en 
las funciones religiosas los que constan de la'série 
1 a número 1 9 en primer lugar en la fila izquier- 
da de la nave mayor deí Templo : los de la 2 a 
en la fila derecha de la misma, y los de la tercera 
en los asientos de las laterales. 

En las capitales de provincia á que se refieren 
lo3 números 2? y 3° se colocarán á la izquierda 
los de la serie I a del número respectivo, y á la de- 
recha los de la 2 a del mismo. 

Y en las capitales de provincia que se mencio- 
nan en el número 49, los que se hallan compren- 
didos en la serie única de él serán todos coloca- 
dos en la izquierda. 

En los demás actos públicos la colocación se 
hará en cuanto sea compatible con las localida- 
des, de conformidad con las precedentes reglas. 

Las funciones ó actos públicos así civiles como 
religiosos serán presididos en las capitales de 
provincia y en la de la República, cuando no con- 
curran los miembros del Poder Ejecutivo, por la 
primera autoridad ejecutiva ó de policía del lugar, 
6 aquella que haga sus veces, aun cuando asistan 
otras autoridades de diverso orden y de faculta- 
des mas ó rnénjs extensas. — Publíquese y circú- 
lese. 

Por S. E.— Planas. 

PRECEDENCIAS en las funciones publi- 
cas. Véase Precedencias en las solemnidades, 
funciones y fiestas públicas. 

PRECEPTORES de pbimeras letras. Pro- 
hibición de ejercer la profesión de abogado. 
Véase Abogados, art. 21 y su $. — Exención 
del servicio. Véase Milicia nacional, art. 4° 
déla ley, y 10 del D. E. R. 

PREFERENCIA en la adjudicación dk tier- 
ras baldías. A quién debe darse. Véase Tier- 
ras baldías, R. E. de 1? de Octubre de 1832, 




conforme con el artículo 11 de la Ley de 10 de 
Abril de 1848, y art 21 del D. E. R. 

PREFERENCIA en la adjudicación de tier- 
HAfl baldías» A quién toca declarar cuál de las 
solicitudes es la primera para loa efectos de la 
subasta. Véase Tierras baldías, R. E. de 17 
de Mayo de 1851. 

PRELADOS eclesiásticos, Véase Patronato 
eclesiástico, art 12, 14, 16, 17, 18, 19,20, 34, 
36 y 40, Bulas, D. de 13 de Mayo de 1841, y 
D. E. de 16 de Noviembre de 1896, Provincias, 
art* 09 Recursos de fuerza y Curatos, R. E. 
de 27 de Junio de 1843. 

PREMIOS en las universidades. Véase Exá- 
menes anuales y premios en las Universidades. 

PREMIOS de constancia. Véase Sueldos su- 
litares y premios de constancia, art 5 al 12 
y RR. de 17 de Mayo de 1845, y 27 de No 
viembre de 1846. 

PRESAS MARÍTIMAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA 

de 24 db abril de 1854 disponiendo la ma- 
nera con que debe procederse al repartimiento 
de las hechas vor la escuadra nacional* 
Secretaría de Marina. — Caracas, Abril 24 de 

1854. 
Resuelto. — A virtud de la consulta elevada al 
Gobierno por la comisión de repartimiento de 
presas hechas por la Escuadra nacional en el año 
de 1848, oída la opinión del Consejo de Gobier- 
no, y teniendo á la vista las disposiciones vigen- 
tes en la materia, se ha servido S. E. el Poder 
Ejecutivo resolver: que el repartimiento ex- 
presado se efectúe en proporción á los sueldos, 
sobre-sueldos ó gratificaciones que disfrutaban 
los aprehensores cuando tuvo lugar el apresa- 
miento de los buques enemigos. 

Comuniqúese esta resolución á quienes cor- 
responda, y publíquese en la Gaceta de Vene- 
zuela. 

Por S. E. — Juan Muñoz Tebar. 
PRESAS y represas marítimas. Véase Ma- 
rina de guerra, L. de 23 de Julio de 1830 y 
Tratados públicos. 

PRESIDENCIA EN LAS SOLEMNIDADES, FUN- 
CIONES Y FíKSTAá PÚBLICAS ASÍ CIVILES, CüMU 
RELIGIOSAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 5 DE 

marzo de 1851 declarando á quien toca. 

Secretaría del Interior y Justicia. — Sección pri- 
mera. 
Caracas, Marzo 6 de 1851. 
Resuelto, — Dígase al Gobernador de Cambobo. 
Su Excelencia el Poder Ejecutivo se ha im- 
puesto del acuerdo celebrado por el Concojo mu- 
nicipal de ese cantón quo US. comunica á esta 
Secretaría por oficio de 9 del mes próximo pasa- 
do, número 233, y en el cual dicha corporación 
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consulta cual deberá ser la autoridad que pre- 
sida las funciones religiosas ú otras de celebri- 
dad naciom 1 ; y me na dado orden para con- 
testar á US., satisfaciendo la expresada consul- 
ta, que no puede de ningún modo revocarse á 
duda el deber en que está la primera autoridad 
ejecutiva ó de policía de cualquier lugar, ó aque- 
lla que haga sus veces, de presidir la concurren- 
cia en todo género de solemnidad, función 6 fies- 
ta pública, así civil como religiosa, aun cuando 
asistan otras autoridades de diverso orden y de 
facultades mas 6 menos extensas ; porque en 
tales casos, y especialmente en nuestro sistema de 
gobierno cuyo espíritu repugna las distinciones, 
no es un privilegio de honor lo que significa el 
puesto de la presidencia, sino la obligación en 
que está el que lo ocupa de dirigir y hacer guar- 
dar el orden y respetos debidos así al acto que se 
celebra como á la reunión que toma parte en él. 

Soy &c— Por S. E.— Pulido. 
PRESIDENTE de la república. Sos cuali- 
dades, nombramiento y atribuciones. Véase 
Poder Ejecutivo, Título 16 de la Constitu- 
ción. 

PRESIDENTE de la república. No puede 
ser senador ni representante. Véase Disposi- 
ciones comunes á ambas Cámaras ; art. cons- 
lü. 81 y Elecciones, L. 8*, art. VZ. 

PRESIDENTE de la república. Ante quién 
prestará el juramento. Véase Juramento de 
empleados, art. const.221. 

PRESIDENTE d* la república. No puede 
casarse con extranjera sin licencia del Con- 
grego. Véase Matrimonio, art. 4. 

PRESIDENTE de la república. Véase Po- 
der Ejecutivo. 

PRESIDENTES de las cámaras. Trata- 
miento que les corresponde. Véase Cámaras 
legislativas, D. de 9 de Julio de 1823. 

PRESIDENTES de las cortes. Atribucio- 
nes del de la Suprema, y de los de las Supe- 
riores. Véase Tribunales y juzgados, L. 3*, 
Segunda instancia, y Tercera instancia» 

PRESIDIARIOS. Pueden contraer matrimonio. 
Véase Matrimonio, A. C. S. de 14 de Diciem- 
bre de 1838. 

PRESIDIARIOS. Por quién eeran destinados 
en ausencia de los Gobernadores en visita. 
Véase el punto quinto de la R. É. de 9 de 
Mayo de 1844 qué Be cita en la nota aJ art, 8? 
de la ley de 24 de Abril dé 1838» palabra 
Provincias. 
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PRESIDIOS, decreto ejecutivo de Colom- 
bia de 14 de marzo DE 1828 estableciendo- 
¡os. (•) 
República de Colombia. — Secretaria de Estado 
del Despacho del Interior — Sección primera. 
Bogotá á 14 de Marzo de 1828, 18? 
Al señor Intendente del departamento de Ve- 
nezuela. 

El Libertador Presidente ha expedido en esta 
fecha el decreto que sigue : 

" Siendo de la mayor importancia para el exac- 
to cumplimiento de mi decreto de 22 de Di- 
ciembre último, sobre facultades de los jefes do 
policía, que en las capitales de provincia de Co- 
lombia donde se han establecido estos magistra- 
dos, haya presidios correccionales de uno y otro 
sexo, decreto : 

Art. 19 tn cada una de las capitales de pro- 
vincia habrá presidio correccional para el casti- 
go de todos los varones que infrinjan las reglas 
de policía ó que cometan otros delitos que me- 
rezcan la pena de trabajos públicos. 

Art* 29 Donde quiera que sea posible según 
las circunstancias locales se establecerán tam- 
bién casas de corrección para mujeres, á las que 
se hará trabajar en manufacturas y otras obras 
análogas á la debilidad del sexo, que produzcan 
alguna utilidad al establecimiento. 

Art. 39 Los varones que se destinaren á di- 
chos presidios se ocuparán á ración y sin sueldo 
en los trabajos que sean mas convenientes para la 
seguridad, aseo, limpieza y salubridad de la po- 
blación, como también en los que puedan ser pro- 
ductivos, como algunas manufacturas, que al me- 
nos indemnicen parte de los gastos, todo á jui- 
cio del jefe de policía con aprobación del gober- 
nador respectivo. 

Art. 4? Las rentas municipales de los canto- 
nes de las capitales de provincia, contribuirán 
con las raciones precisas para los alimentos de 
los reos de uno y otro sexo ; mas á juicio del go- 
bernador auxiliarán al presidio y á las casas de 
corrección las rentas municipales de los otros 
cantones de la provincia, siempre que á dichos 
presidios y casas de corrección se destinen reos 
de su distrito. 

Art 59 El establecimiento de presidios no se 
llevará inmediatamente á efecto donde no haya 
rentas de propios para sostenerlos ; pero se en- 
carga á los gobernadores se escogiten medios 
para que se realicen tan pronto como sea posible. 
Art 69 Los presidios y casas de corrección 



(*) En la Memoria del Interior de 89 p. 41 y 42 ta 
declara rigente este D. en cuanto no se oponga a las le- 
yes posteriores, y mientras no sea derogado por el Cuet- 
[jpo legislativo. 
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estarán bajo la autoridad inmediata de los jefes 
de policía, y los supervigllafán los gobernado- 
red : estos formarán el reglamento para su com- 
pleta organización con arreglo á las cir cutis tan- 
das dé rada provincia, el que será aprobado por 
los intendentes respectivos. 

£1 secretario de estado del despacho del inte- 
rior queda encargado de la ejecución de este de- 
creto." 

Lo trascribo á US. para que disponga se cir- 
cule, publique y cumpla en ese departamento. 
Dios guarde á US.—/ Manuel Restrepo. 
PRESIDIO. Véase Tiempo de presidio, Man- 
tenimiento de presos, presidiarios, confina- 
dos, y Penitenciarías, 
PRESIDIO. Pena al jefe de alguno que relaje 
su disciplina á favor de un presidiario. Véase 
Hurto, art. 32. 

PRESIDIO. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 17 DE 

julio be 1846 sobre custodia de los presos, y 

avisos que deben darse en caso de fuga. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. — Caracas 
Julio 17 de 1816. 

Resuelto : 

Dígase en circular á los gobernadores de tas 
provincias. 

Con mucha frecuencia llegan al Poder Ejecu- 
tibo noticias de haberse fugado de los presidios los 
reos destinados á ellos ó que están sufriendo sus 
condenas. Este mal es de mucha trascendencia 
para el orden público, por el escándalo que se 
deriva de la falta de cumplimiento de las senten- 
cias de los tribunales, y por la situación hostil á 
la sociedad en que quedan colocados los individuos 
que se han sustraído de las prisiones, y que vi- 
ven ocultamente acechando la ocasión favorable 
que se les presente para atacar el sistema estable- 
cido, rebe'.'ui í>m: cu. i ira la autoridad legítima. 

Cree el Poder Ejecutivo que las repelidas rugas 
tienen por causa principal la falta de puntualidad 
en los procedimientos judiciales, que deben seguir* 
se contra los encargados de Ja custodia de los pre- 
sos y de una severa imposición de las penas á que 
sujetan las leyes á estos empleados cuando son cul- 
pables por omisión ó irregularidad en la práctica 
de sus deberes; pudiendo contribuir también ía fal- 
ta de reglas terminantes á que los funcionarios del 
orden político deben ajustarse para la persecución 
y captura de los prófugos. Por tanto» S. £. el Pre- 
sidente de la Repúblicu ha dispuesto: 

1.° Que se recomiende á las autoridades cu re- 
petentes del orden judicial el mayor zelo y acti- 
vidad en el enjuiciamiento y castigo de las peno- 
ñas encargadas de la custodia de los reos que ha- 
yan hecho fuga, siempre que resulten como pre- 
suponen serlo las leyes* mientras no acreditan lo 
contrario* 
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20 Q«*« los encargados de los presidios en que 
se verifique la fuga, den parte inmediatamente á 
la autoridad política de que dependan, y al juez 
del lugar á fin de que este proceda á instruir lue- 
go el competente sumario, y libre las requisitorias 
n< cesarías y aquella cumpla con lo dispuesto en 
el artículo 10 del decreto Ejecutivo de 24 de A- 
bril ultimo. 

3¡? Los jefes de presidios militares-, ademas del 
aviso que deben dar á la autoridad militar de quien 
dependen, los darán también á la primera autoridad 
política del lugar, y al juez respectivo como en 
parte se previene por el decreto Ejecutivo» citado. 

49 En estos aviaos se expresarán el tribunal 6 
tribunales que hicieron la condena, el delito que 
fué causa de ella, el nombre y apellido, patria» 
profesión y edad del reo prófugo, y los signos fi- 
sonómicos por los cuales pueda ser conocido. 

5.° Si la ruga se efectuare en el tránsito, la pri- 
mera autoridad civil de la parroquia ó cabecera de 
canion en que se encontrase el reoal acto de la fu- 
ga, dará los avisos de que se habla en esta resolu- 
ción, 

6? Todos los gobernadores y funcionarios del 
orden político tomarán el mayor interés en la apre- 
hensión de las personas que se denuncian en la 
Gaceta oficial como desertores de los presidios, 6 
que les conste serlo en virtud de cualquiera otro 
documento fehaciente bajo la mas estrecha respon- 
sabilidad en el caso de omisión. 

Por S. E.— Cobos Fuerte*. 
PRESIDIO. Véase Presidiarios. 

PRESIDIO. DBCRBtO DEL LIBERTADOR DE 8 D-E 

junio de 1828 derogando la cedida de % de 
Agosto de 1798 que autorizaba á los capitanes 
generales para rebujar el término de él» 
República de Colombia.— Secretaría de estado en 
el departamento de la guerra.— Sección centraL 
— Bogotá Junio 8 de 1828. — Al seííor coman- 
dante general del departamento de 

S. E. el Libertador Presidente de la República, á 
consecuencia de una consulta hecha por la coman- 
dancia general del departamento del Magdalena, 
ha tenido á bien declarar derogada la cédula espa- 
ñola de 8 de Agosto de 1798, por la cual se autori- 
zaba á los capitanes generales para rebajar el tér- 
, mino de su condena á algunos criminales sentén- 
i | ciados á presidio. 

En virtud de esta declaratoria, los comandantes 
generales de los departamentos no pueden dispen- 
sar tal gracia. 

lá> digo á US. para su inteligencia f demás 
efectos. 

Dios guarde á US. .. . 

Ráfad tfrdánet** 
PRESIDIO db vuiACAifto. ¿ovsltót" ñáY ix 
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CORTB StTPltEftA DE 31 DE BNBtti^DB 1845 di*» 

poniendo que en las sentencias en que se des- 
tinen reos á él, se exprese si las condenacio- 
nes son al presidio, © si por virtud de mino» 
ración dé pena, deben oúuparse los delincuen- 
tes solo éh los talleres de San Carlos ; y ca- 
so de faltar esM, el establecimiento que debe 
sustituirlos. 

Acüefdo del día 31 de Enero dé 1845, 16? y 
350 — Concurrieron iodos los Ministros del tri- 
bunal,-— Diosa cuenta de un ofició de la Secre- 
taría de Estado en los Despachos del Interior y 
Justicia fecha 20 del corriente, trascribiendo el 
ijue con fecha 24 de Diciembre último le dirigió 
el Gobernador de la provincia de Maracaibo re- 
la ti rameóte á la condenación de criminales á los 
talleres existentes en la fortaleza de San Carlos 
en aquélla provincia. Be acordé. — Encuentra, 
en efecto, la Suprema Corte que ha habido al- 
gunas sentencias, aunque raras, en que para mi- 
norarse la rigorosa pena de presidie», en los ca- 
sos permitidos, han sido condonados los delin- 
cuentes á los trabajos de los tallcies en el presi- 
dio mencionado. Aunque no es desconocida la 
jurisdicción de los tribunales para subrogar el lu- 
gar de la condena en el caso en que llegasen á 
faltar los establecimientos enunciados, así como 
en el de que por cualquier motivo dejase de exis- 
tir una fortaleza ó presidio designado para la pe- 
na, sin que pueda decirse que In imposición ha 
caducado ; y aunque del oficK» de la Goberna- 
ción de Maracaibo no aparece que haya otro mo- 
tivo para temer que falten los talleces, sino la 
mera posibilidad de que así suceda ; es sin em- 
barco conveniente qué, para evitar todo entorpe- 
cimiento ó retardo en tal ocurrencia, se exprese 
con toda claridad, si las condenaciones son al 
presidio, ó sí por via de minoración de pena, se 
destinan los delincuentes á solo el trabajo de ios 
talleres; y que en éste último caso se exprese 
también el establecimiento que, en el evento de 
faltar tilos, deba sustituirlos para el trabajo de 
los penados- Con tal fin pásese á las Cortes Su- 
periores-copia del oficio de la Gobernación y de 
este acuerdo, el cual se trascribirá á la Secreta- 
ría del Interior como resultado de su comunica- 
ción.- Vrbá neja. — Martínez — Bracho<-Duarie. 
—Rodríguez. 

. Es copia.— El Canciller, José Duarte. 
PRESIDIOS urbanos. Facultad de los Gober- 
nadores en cuanto á sus reglamentos. Véase la 

tfo&cy: 
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(*) BÍ Secretario del Interior en su Memoria de 89 
páe. 41 expuso*: 
47 El Gobernador de Carinas manifestó desde 1884 que 



PRESOS. Véase Mantenimiento de presos por 
deuda ó corrección, Mantenimiento de reos 
capturados en una provincia por requisitoria 
de las autoridades de otra, Manéenimienlo de 
presos, presidiarios y confinados, y conducción 
de presos y presidiarios. 

PRESOS por deudas. Cosas de que ño deben 
ser privados. Véase la Nota (*). 

PREST y paga. Véase Sueldos militares, y Mi- 
licia nocional, art. 101 y 102. 

PRESUPUESTO de gastos públicos.— Fíjase 
anualmente ( ## ). 

PREVARICACIÓN dr los empleados provin- 
ciales. Su pena. Véase Provincias, art. 99. 

PKÍIViA (beneficio de). Véase Construcción 
de buques. 

PRIMERA autoridad civil. Véase Autoridad 
primera civil, 

PRIMERA instancia en los juicios. Sus trá- 
mites. Véase Partes en juicio. Demanda y 
emplazamiento, Contestación y conciliación, 
Pruebas y su término, Excepciones dilatorias. 
Recusación de los jueces y otros funcionarios, 
Competencias, Stcuestro judicial y arraigo, 
Tercería y Examen de .0 ■ pruebas y sentencia. 

PRIMERA instancia. El juez de ella deberá 



el presidio urbano de aquella capital establecido por con- 
secuencia del decreto del Ejecutivo de Colombia de 14 
de Marzo de 1828, carecía de la organización necesaria 
pidiendo se declarase á cargo de qué autoridad había de 
estar la inmediata inspección de los presidios urbanos 
puesto que el mencionado decreto los ponía bajo la de los 
jefes do policía que ya no existían. Eu consecuencia el 
Gobierno declaró: que siéndoles Gobernadoras los je- 
fes superiores de sus respectivas provincias en todos los 
romos Je la administración, lo son por consiguiente en el 
do policía, y que bajo este concepto podia el de Barínas 
acordar provisionalmente el reglamento del presidio ur- 
bano de aquella capital, sujetándose en cuanto á gastos 
á las resoluciones de la Diputación, y esperando eíarre- 
¡ glo que sobre la materia estaba pedido á la legislatura 



(*) £1 Secretario del Interior en su Memoria de 45 ex- 
puso : 

" Con_ .consulta del Consejo dispuso (el Gobierno) que 
los G'oocrnad'ores previniesen á los .Tefes políticos y de- 
j nías funcionarios éucargados del órdeu y policía de las 
cárceles, no prohibiesen á ningún preso por deudas el oso 
de aquellas cosas necesarias para su comodidad, como vi- 
no, navajas de afeitar, cubiertos &c., con tal que no se 
abusase de ellas, y en el concepto de que debían tomarse 
las precauciones convenientes para impedir qoe se com- 
prometiese el órdeu y seguridad de las mismas cárceles. 
La Corte Suprema en vista de la excitación del Gobio*. 
no, juagó que siendo el apremio del deudor en Vfttflfftt 
del acreedor, dema este suministra! la radon diaria para 
su sostenimiento." 

(**) La variación continua que sufre esta materia, non 
ha necho juagar inútil la inserción de las leyes del caso» 
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ejecutar la sentencia definitiva, Véase Segun- 
da instancia, art. 19 

PRISIÓN. Sus forma'lidades. Véase Arresto. 

PRISIÓN. Tiempo, dentro del cual debe tomar- 
se declaración al preso. Véase Disposiciones 
generales constitucionales, art. 202. 

PRISIÓN. Cuándo queda libre de ella el deu- 
dor. Véase Acción ejecutiva, art. 6. 

PRISIÓN ACUERDO DE LA CORTE SUPREMA DE 4 

de agosto de 1837 declarando en su fuerza 
la Ley 10 título 39, Lib. 6? de la Novísima 
Recopilación, parla cual no pueden ser rcdu» 
cidas á prisión las mujeres, por deudas que no 
procedan de delito. 

En la ciudad de Caracas, &4deAgostodeI837 
89 y 2?9» reunidos los señores Presidente y Mi- 
nistros de la Corte Suprema de Justicia, habiendo 
examinado la consulta hecha por el Juez de 1& 
instancia del 89 circuito de Calabozo sobre Ja in- 
teligencia del artículo 49 de Ja ley 1& mulo 79 
del código de procedimiento, en que tratando de 
los trámites del juicio ejecutivo, concede á Jos al* 
caldes la facultad de reducir á prisión á los deu- 
dores, la cual ha sido dirigida fiesta Corte Supre- 
ma por la Superior de Justicia del 29 distrito, de 
conformidad ton lo representado por el señor 
Fiscal, dijeron : que ademas de que ía ley par- 
ticular que exime á las mujeres- de ser presas por 
deudas, no ha sido derogada por las generales 
que se han dictado posteriormente, la moral pú- 
blica no permite de ninguna manera que aquellas, 
por causas meramente civiles como son las de 
cobros ejecutivos, sean confundidas en la cárcel 
pública, hollándose de este modo el pudor y la 
honesüuad del sexo, lo cual no es un privilegio, 
sino un acto de justicia concerniente 6 la causa 
pública. En consecuencia de esto, y prescindien- 
do de Jo que expone el juez que hace la consulta 
con respecto al arlículu 48 de la ley 4 a título 19 
del mismo procedimiento, porquo no gira aquella 
sobre este punto, ni á él se ha contraído la Corte 
en su informe, resuelve : se esté á lo dispuesto 
por aquel tribunal por ser justo y arreglado ; co- 
municándosele este acuerdo á la Corto Superior 
del 29 distrito y también á la del 39 — Ledo. 

Marcadei\ López de (Jmérez. — Martínez." — 

Duarte. 

PRISIÓN. ACUERDO DE LA CORTE SUPREMA DE 

16 de FiíMtMBRB tje 1841 declarando hasta 
cuando debe permanecer en ella el apremiado 
á presentar bienes 6 jiaslar de saneamiento; y 
cómo se librará de ella siendo insolvente, y no 
encontrando fiador. 

En la ciudad de Caracas á 16 de Setiembre de 
184!, i 29 y ttiy, Túmidos cu acuerdo Jos minis- 
tro» Pniu'itítníe," iielatorv Canciller de la Corte 



Suprema de justicia, sin el señor Vicepresidente 
por enfermedad, en vista de la consulta del juez 
de primera instancia de la provincia de Maracai- 
bo, sobre la duración de la prisión de un deudor 
en el caso del artículo 19 ley 1* título 79 del 
código de procedimientos cuando no presente 
bienes bastantes, 6 presentándolos, deje de dar 
fiador de saneamiento, dirigida por la Corte Su- 
perior del 69 distrito, y de lo informado por esta, 
y representado por el señor Fiscal, dijeron : que 
siendo la prisión que en el caso expresado se decre- 
ta contra los deudores, un apremio para que cum- 
plan lo que se les manda, su naturaleza es qut 
dure hasta tanto que lo hagan, ó que en el caso 
de serles imposible cumplirlo, se valgan de los 
medios legales, con que pueden redimirse de Ir 
prisión, conforme lo expresa la Corte Superior 
en su informe; y por lo tanto acordaron: que no 
existe una duda fundada que deba consultarse al 
Congreso, y queso comunique á la Corte Supe- 
rior que elevó la consulta para los. fines consiguien- 
tes. — Urbaneja. — Martínez.' — Duarte. — Es co- 
pia.— Caracas Julio 10 de J844, 159 y 3^9 —El 
■ Canciller, José Duarte. 

PRISIÓN. PUNTO TERCERO DEL ACUERDO DE LA 
CORTE SUPREMA DE 10 DE OCTUBRE DE 1843 

declarando que el arresto y la prisión no se 

consideran como pena, sino cuando se sufre en 

virtud de sentencia. ( # ) 

En la ciudad de Caracas á 10 de Octubre de 
1843, 149 y 339 reunidos el Presidente y Minis- 
tros de la* Corte Suprema tomaron en considera- 
clon. 

§ 39 Un acuerdo de la Corte Superior del se- 
gundo'distrito judicial en que consulta : ai pue- 
den devolverse á los tribunales inferiores todas 
las causas del anterior légimen judicial que se 
hallan pendientes en consulta de oficio, y en que 
se dá por com purgada la falta con ia prisión su- 
frida, ó solo se impone esta por tiempo ya tras- 
currido. Meditadas las razones del tribunal y dt 
la exposición fiscal, se acordó : 

" Disponiendo la ley sobre procedimiento cri- 
minal, que solóse consulten de oficio las senten- 
cias en que se imponga pena corporal, y estando 
determinado que no lo es ia prisión, sino cuando 
ella se sufre en virtud de sentencia, lo cual no 
comprende el arresto, durante la instrucción, ne 

(*) Este acuerdo ha caducado en cuanto al calificativ* 
de corporal queaflade apena, en virtud del artículo 1* 
de la ley del procedimiento criminal, vigente, que .«oto 
reconoce por tal pena corporal la de muerte, la de presi- 
dio y la de extrañamiento; pero conserva s« ftitrsa ea 
u&nto i la esencia de la pena. 
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queda duda de que las causas en qué se declara 
por compurgado el exceso de los procesados con 
la prisión sufrida, y que se hallen pendientes en 
consultas de oficio y no por apelación, deben de- 
volverse dios tribunales inferiores, como absolu- 
torias de pena corporal; respecto de las otras cau- 
sas no puedo la Suprema Corte remediar los in- 
convenientes que manifiesta la Superior, porque 
ordenada por la ley la consulta, no es posible con- 
siderarlas como concluidas. Queda sin embargo 
el arbitrio de pedir informes á los jueces inferio- 
res sobre los reos que hayan fallecido 6 estén 
ausentes para archivar las causas de aquellos, y 
dejar en suspenso las de estos, quedando así dis- 
minuido el número de las concurrentes para el 
despacho." Comuniqúese este acuerdo á la Cor- 
te Superior que hace la consulta. 

Vrbaneja. — Martínez. — Bracho. — Duartc. 

Caracas, Febrero 13 de 1844, 15? 31?— El 
Canciller, J. Duarte. 

PRISIÓN. Cuál se impondrá: al que propu- 
siere una acusación criminosa, y uo tuviere 
con (juó pagar la multa. Véase Recusación de 
los jueces y otros funcionarios, art. 30.— Al 
demandudo sobre rendición de cuentas que no 
las presente, ó que rehuse recibir los trasla- 
dos ó contestar Jos reparos, y al perito que no 
llene su encargo, á falta, ó por ineficacia de 
la multa. Véase Juicio de cuentas % art 2, 8, 
9 y JO — Al injuriante que no tuviere con qué 
pagar la muí tu. Véase Procedimiento crimi- 
nal, art. 17 — Al contraventor de algiuia de 
las disposiciones de Ja ley de comiso que de- 
jare de pagar la multa. Véase Comito, art. 
30. — Al que incurriere en faltas en el ramo de 
correos, t»i no paga la multa. Véase Curreo, 
L. O., art. 37 — Ai que allanare una cusa sin 
las formalidades legales. Vca*e Allanamien- 
to de casas, art. 14— Al que pre*te bu nom- 
bre para la nacionalización de un buque per 
teneciente á axtranjero, á falta de la multa. 
Véase Arqueo y nacionalización de buques* 
ait. 7 — Al capitán de un buque cargado de sal 
que se encuentre sin legítimo despacho, y re- 
sultando insolvente. Véase Salinas, art. 20 — 
Al enjuiciado por vago que se fugare del ar- 
resto. Véase Vagos, art. 13 — Al venezolano 
que rehusare su auxilio á la autoridad para di- 
solver una asonada con armas. Véase Asona- 
das, § único del art. fc — A la autoridad renuen- 
te á cumplir con las disposiciones sobre aso- 
nadas. Véase id, arL 9 — A los multados por 
razón de. elecciones, & falta de la multa. Véa- 
se [Elecciones, L. 0a ait. 13— Al médico 6 ci- 
rujano que haya dado una certificación falsa 



PRO 



por virtud de la cual se haya logrado inmere- 
cidamente una pensión de inválido ; y al que 
se hubiere valido de ella. Véase Incalidos, art. 
9 — A los autores $ editores, y á los impreso- 
res y distribuidores por los escritos que sean 
condenados. Véase Libertad de imprenta, L. 
2, y art. 2 v 4 de la ley 3 a — -Contra el que 
viole el privilegio de una industria, invención 
&c. Véase Patentes de industria, invención 
#, art. 2! y 22. 

PRISIÓN DE LOS EMPLEADOS DB HACIENDA 

acusados por delitos comüne?. Véase Em- 
pleados de hacienda^ R. E. de 2 de Febrero 
de 1840. 

PRISIÓN de los registradores. Formalida- 
des para ello. Véase Registro* R. E. de 6 de 
Diciembre de 1854, art. 66 y 67. 

PRISIÓN. Véase Tiempo de presidio. 

PRIVILEGIOS. Véase Producciones literarias, 
Patentes de invención, Beelen y Stophord. 

PROCEDIMIENTO en segunda instancia. 
Véase Segunda instancia, 

PROCEDIMIENTO en tercera instancia. 
Véase Tercera instancia. 

PROCEDIMIENTO civil. Véase Código de 



procedimiento judicial. 
PROCEDIMIENTO civil 



PRUUKUIMIEJNTO civil ante el tribunal 
eclesiástico. A qué disposiciones debe ar- 
reglarse. Véase Tribunal eclesiástico. 

PROCEDIMIENTO criminal. Ley única tí- 
tulo 13 DEL CÓDIGO DE PROCLDIMIENTO. 

£1 Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Veuezuela reunidos en Congreso. 

Decretan. 

Art. 19 Los jueces de provincia, los jueces de 
parroquia y los jueces de paz estarán en la obli- 
gación de abrir una inquisición sumaria cuando 
de algún modo supieren que se ha cometido un 
delito en su jurisdicción. 

$ único. Cuando ocurriese duda sobre el juez 
á quien corresponda conocer de un delito, cono- 
cerá el del lugar donde este se cometió. 

Art. ^^ 3i del sumario resultare que se ha co- 
metido un hecho que merezca pena corporal, y 
fundados indicios de haberlo comeado una per- 
sona, se librará auto de prisión con arreglo al 
art. 200 de la Constitución, y se le recibirá su de- 
claración con cargo y sin juramento acto conti- 
nuo, si fuere posible, ó en el término de tres dias 
cuando mas. Al concluirse la declaración, el juez 
prevendrá al acusado, aunque no haya cumplido 
veintiún años, que nombre un defensor, y recibi- 
rá en el acto mismo la causa á prueba, obser- 
vándose en la sustaheiacion del proceso las for- 
malidades y preceptos establecidos ya en los jui- 
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ciof civiles qae son comunes á los criminales. 
En estos inicios los menores no tendrán curado* 
res, sino defensores. 

} único. Él auto de recepción á proebs se no- 
tificará al acusado 6 á su defensor y á un fiscal 
que precisamente nombrará el juez en las can- 
sas sobre hechos que merezcan pena corporal. 

Art. 39 Ningún ciudadano podrá excusarse 
de admitir los oficios de fiscal ó defensor, sin rom* 
probar un impedimento físico ú otro justificado, 
y en caso de resistencia se le compelerá con muí* 
tas de diez hasta cincuenta pesos. Antes de en- 
trar á desempefiar sus encargos el fiscal y el de- 
fensor prestarán rl juramento de desempefiar 
fielmente sus deberes. 

$ 1? Quedan exceptuados de U disposición de 
este artículo los ordenados in s a cris y los em- 
pleados que lo están por la ley de servir cargas 
concejiles. 

$ 2? Si el acusado estuviere renuente á la de- 
signación del defensor en la primera vez, 6 en 
otras posteriores, cuando precedan excusas legí- 
timas, el juez lo elegirá de oficio. 

Art. ¿° Vencido el término de las pruebas en 
el cual se evacuarán precisamente las citas con* 
ducentes del sumario y se ratificarán los testi- 
gos, si lo pidieren el acusado ó su defensor, 6 -el 
fiscal 6 acusador, se hará el correspondiente ale- 
gato escrito acerca del mérito de los au- 
tos: primero, por el promotor fiscal, si lo hu- 
biere, y después por el defensor del encausado, 
concediéndose á cada uno el término de seis días; 
y luego se designará el de la vista de la causa. 

$ único. No tendrá lugar la vista y sentencia 
de la causa, mientras no se hayan recibido las 
resultas de las pruebas pedidas en tiempo hábil á 
menos que se hayan renunciado. 

Art. 59 Si no ¿e interpusiese apelación, se 
ejecutará la sentencia de primera instancia, £ 
menos que se imponga en ella pena corporal, en 
cuyo coso debe consultarse siempre por el pri- 
mer correo ron la Corte Superior respectiva, que 
despachará con preferencia las causas crimina- 
les. También consultarán la sentencia aun cuan- 
do absuelva 6 no imponga pena corporal, siem- 
pre que lo pida alguno dentro del término de la 
apelncion. En causas promovidas por delitos de 
traición ó atentado se consultará siempre con el 
tribunal superior la sentencia, auto ó providen- 
cia que termine la causa, con el expediente ori- 
ginal. 

Art. 69 Las sentencias que impongan pena 
corporal deberán precisamente antes de ejecutar- 
se, consultarse por su orden gradual con la Cor- 
te Suprema de justicia ; y en la determinación de 
estas consultas, no se podrá aumentar la pena, 



pero sí disminuirla, si el tribunal lo considerare 
de justicia 6 equidad. 

Art, 79 En las causas criminales, la Corte 
¡ suprema no pronunciará sentencia sin la con- 
' correncia de sus cuatro ministros jueces ; y en 
¡ las mismas causas cuando las cortes superiores 
conozcan por apelación 6 consulta, llamarán pa- 
ra pronunciar sentencia de muerte ó de presidio 
1 de ocho a diez afios 6 de extrañamiento, al Se* 
; cretario relator, quien votará como juez : de sner- 
: te qne en estos casos no pueda haber condena- 
ción sino por tres votos conformes de toda con* 
¡ formidad ; y si pronunciada la ultima sentencia 
aplicando las referidas penas, ocurriere alguna 
i prueba capaz de alterar la sentencia pronunciada, 
bien se haya ejecutado 6 esté por ejecutarse, el 
sentenciado será oido nuevamente, y se pronun» 
ciará nueva sentencia con arreglo al mérito que 
j resulte. 

! Art. 89 Los jueces de paz remitirán el suma- 
j rio al juez de parroquia de quien dependan, y re- 
mitirán también el reo inmediatamente que le 
aprehendan, á fin de que dicho juez de parroquia 
le reciba su confesión. 

Art. 09 Los j teces de parroquia remitirán al 
juez de provincia el sumario y reos, luego que 
haya recibido á estos su confesión, tanto en las 
causas que ellos hayan abierto, como en las que 
inicien los jueces de paz. 

Art 10. Los jueces de parroquia y jueces de 
paz cumplirán las órdenes que les comuniquen 
los jueces de provincia de sus respectivos cir- 
cuitos para la formación del sumario, aprehensión 
y remisión de los culpables, y pondrán á su dis- 
posición el sumario y los reos, en cualquier caso 
en que ellos lo pidan para continuar lu averigua- 
ción. 

Art. 11. En cualquier estat.o •*•*» la causa, en 
que aparezca inocente el arrestado c o^so, se le 
pondrá inmediatamente en libertad sin costas al- 
gunas, y se sobreseerá desde luego respecto á 
él, declarando que el procedimiento no le trae 
ningun perjuicio en su reputación, y si termi- 
nado el sumarie) viere el juez de provincia que 
no hay mérito para pasar mas adelante, 6 que el 
procesado no es acreedor sino á pena leve que 
no pase de un apercibimiento, multa que no pase 
se <*e cien pesos, ó arresto que no exceda de quin- 
ce di88, cortará la causa en providencia aplican- 
. do dicha pena.. En ambos casos se dará cuenta 
, al tribunal superior con remisión del espediente, 
siempre que alguno lo pida dentro de cinco días; 
I mas si no se hiciere tal petición, so dará cuenta á 
la Corte con solo la remisión de la copia legal 
I del auto ó providencia. 
I Art. 12. Kcspccto de las sentencias que no 
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deban consultarse, así como respecto. del sobre- 
seimiento 6 corte de una causa en providencia, 
la Corte Suprema y Superiores respectivamente, 
dentro del término de cuatro meses,, podrán abrir 
el juicio correspondiente para imponer la res- 
ponsabilidad á los ministros y jueces que hayan 
obrado contra las leyes ; pero no podrán man- 
dar continuar las mismas causas á que se refiere 
este artículo. 

Art. 13. Cuando el juicio criminal principie 
por acusación se observarán los mismos trámites 
ya establecidos. 

Art 14. Si el acusado fuere reducido á pri- 
sión, no se le permitirá al acusador separarse de 
la instancia, á menos que convenga en ello el 
mismo acusado, y en este caso el juez continua- 
rá de oficio en el procedimiento si el delito acu- 
sado mereciere pena corporal. 

Art. 15. Es pena corporal, para inteligencia 
del anterior a f tirulo y del 199 de la Constitución, 
la de muerte, la de presidio y la de extrañamiento. 

Art. 16. Terminado el sumario si hubiere mé- 
rito para la prisión y no fuere aprehendido el 
delincuente, se libraran requisitorias circulares á 
todos los jueces donde se presuma que exista 
aquel para su captura y remisión, sin practicar- 
se ninguna diligencia y lo mismo se hará cuan- 
do se fugare de la cárcel, suspendiéndose el pro- 
cedimiento en el estado en que se encuentre has- 
ta la efectiva aprehensión del delincuente, á me- 
nos que se hayan instruido pruebas, y se estén 
evacuando al tiempo de la fuga, en cuyo evento 
se evacuarán estas sin proseguir la causa des- 
pués, sino respecto de los presentes. Si termi- 
nada la causa respecto de los presentes fueren 
aprehendidos los ausentes, continuará para con 
estos, y si se les capturare antes de fenecer 
aquella, se sacará testimonio de lo conducente 
para que obre en nuevo proceso. 

Art 1?. Las demandas por injurias de palabra, 
escritas ó de hecho en que no haya efusión de san- 
gre cauoada con arma ó contusión grave, se oirán 
y decidirán en juicio verbal, conforme á la ley 
única título 99 del procedí míen te judicial, por 
los jueces de provincia y juzgado cantonal del 
domicilio del demandado á prevención, y el que 
resulte injuriante será condenado en las costas, 
en la indemnización dp Ip* darlos sufridos, y en 
una multa de cincuenta á doscientos pesos, y si 
no la pagare en el término perentorio que el juez 
designe, á sufrir de quince á treinta días de pri- 
sión. Si las partes se avinieren antes de pronun- 
ciarse la sentencio de primera instancia que de- 
clare injuriante aí demandadp,; cesará, el proce- 
dimiento. Cuando conozca el ju*ga¿lo oaefop*), 
los asociados se reunirán no solo .para dar fo sen- 
tencia, sino también para h conciliación y l cón- 
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testación. En cualquier estado en que termine el 
negocio» el tribunal resolverá «obre Ja reparación 
del dallo inferido, 

Art. 18. Bien sea la injuria de palabra 6 es- 
crita* el injuriante debe dar al injuriado una sa- 
tisfacción en el tribunal bajo la pena de ocho días 
de arresto por cada vez que se negare á ello. De 
las determinaciones libradas en estos juicios se 
podrá apelar para ante la Corte Superior, y se 
remitirá original el proceso verbal que deba for- 
marse, dejándose archivada una copia legal de la 
sentencia. 

DISPOSICIONES COMUNES. 

Art 19. En la sustanciacion de los juicios cri- 
minales y demandas por injurias, se observará el 
código de procedimiento judicial : y no podrá 
ser testigo en estos juicios el que no tenga la edad 
de diez y ocho arlos cumplidos, sin que esto im- 
pida el que se reciba su declaración para facilitar 
la averiguación del hecho. 

Art 20. Ninguno podrá ser juez en las causas 
criminales 6 por injurias, que se sigan contra 
sus ascendientes, descendientes, parientes hasta el 
cuarto grado civil de consanguinidad, segundo de 
afinidad y cónyujes, no obstante el allanamiento 
qne haga la parte contra quien obra el impedimen- 
to ; según se permite en las causas civiles. 

Art* 21. En la 8 cansas criminales no habrá 
embargo de bienes, sino cuando el delito lleve 
en sf indemnización pecuniaria y pn la cantidad 
á que prudentemente alcance esta indemnización, 
6 para asegurar el Atontamiento de las costas. 

Art. 22. En las causas criminales la sentencia 
será clara y precisa condenando ó absolviendo al 
encausado,* sin que en ningún caso pueda absol- 
verse solo de la instancia. 

Art 23. Las causas que á la publicación de la 
presente ley estén suspensas por efecto de la ab- 
solución de la instancia, quedarán concluidas de 
todo punto sin nuevo perjuicio ni gravamen para 
los encausados, y por tanto se pasarán á las ofi- 
.cinas de registro correspondientes. 

Art. 24. Se deroga la ley del mismo número y 
títirlo de 9 de Mayo de 1 842. 

Dada en Caracas, á 2? de Mayo de 1850, 
afio 2 1 de la ley y 40 de la independencia. — El 
Presidente del Senado, José T. Pereira. — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Juan José Pereira hozada. — El Secretario del 
Senado, José Ángel Freiré. — El Secretario de 
la Cámara de Representantes, J. Padilla. 

Caraca*, Junio 1? de 18&0, *afto 21 de la ley y 




lica-r-ül Secretario de Justado. en Jos Despacho* 
del interior y Justicia, Francisco Parejo. 
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PROCEDIMIENTO criminal, acverd» di 

LA CORTE SUPREMA DE 3 DB MARZO DB 1837 de 

que se deduce qve no puede hacerse efectiva 
ninguna vena en un demente 6 foco. 
En La ciudad de Caraca* á 3 de Marzo de 
1837, 8? y 27 reunidos loe señores Presi tente y 
Ministros de la Corte Suprema de justicia te- 
niendo á la vista el testimonio de la determina- 
ción librada por la Corte Superior de justicia del 
tercer distrito en el expediente instruido con mo- 
tivo de la suspensión de Ja pena de muerte im- 
puesta á Pascual Matamoros, por asegurar su pro- 
curador que se hallaba demente, y en virtud de 
la apelación que interpuso este del auto 'del juez 
de primera instancia, en que declaró sin lugar su 
solicitud ; y haciendo igualmente a ten ció a á U 
duda propuesta por aquella Corte, y á lo repre- 
sentado por el señor Fiscal de este Supremo Tri- 
bunal dijeron : que habiéndose propuesto las le» 
yes en el establecimiento de las penas la enmien- 
da del delincuente, la satisfacción de la vindicta pú- 
blica, y también el escarmiento, es indubitable que 
ninguno de estos ñues se lograría en la aplica- 
ción del castigo á un loco ó demente: que las 
doctrinas y autoridades traídas por lo Corte Su- 
perior en su providencia citada confirman esta 
verdad ; á pesar de que en la ley escrita no. se 
encuentra expresada el caso ocurrido: y que sin 
embargo de que la práctica fondada en la razón, 
y la justicia natural tiene fuerza de ley, con todo, 
observando esta Corte Suprema que se halla pen- 
diente la formación del código pena), juaga muy 
conveniente y oportuno que se eleve ía presente 
«onsulta al conocimiento del Congreso ; á fin Ce 
que si lo tiene a bien la considere al tiempo de 
sancionar las leyes penales, y se evite en lo su- 
cesivo toda duda en los tribunales de justicia, por 
no haber una disposición legal en aquel punto, y 
que en conserm neta se dirija testimonio de todo 
por el órgano del Poder Ejecutivo en la forma 
acostumbrada, y contéstese á ía Corte Superior 
del tercer distrito. — Ledo. Mercader.— Urbaneja. 
— Martínez — Duartc. 
PROCEDIMIENTO criminal, acuerdo de 

LA CORTE SUPREMA DE 2 DE OCTUBRE DK 

1837 declarando (Punió 1^) que en las can 
sas criminales en que el procesado ha obte- 
nido declaratoria de su inocencia, debe ser 
puesto en libertad^ sin esperar el resultado de 
la consulta ó la apelación ; pero bajo fianza 
come/tfariense cuando la naturaleza de la cau- 
sa lo exija. 

En la ciudad de Caracas á 2 de Octubre de 

-1837, octavo y vigésimo séptimo, reunidos Jos 

señores Presídeme y Ministros dé tu Corte $u> 

preina ife justicia, habiendo traído á la vista la 



PRO 



providencia librada por la Corte Superior de 
justicia del tercer distrito en el expediente segui- 
do por Andrés Pérez contra el juez de primera 
instancia del* primer circuito de la provincia de 
Cara bobo sobre delito de calumnia, en que de- 
clarando aquella Corte que no eran bastantes los 
fundamentos de la queja de Pérez, para some- 
ter á juicio al juez acusado, respecto á que no 
habia infringido ley expresa, dispuso al mismo 
tiempo que se elevase consulta á este Supremo 
tribunal sobre los puntos ocurridos en la propia 
sentencia, y visto también lo informado por el se- 
ñor Fiscal, dijeron : que estando dispuesto por 
los artículos 199 y 204 de la Constitución de la 
República, que el preso 6 arrestado sea puesto 
en libertad bajo fianza en cualquier estado de la 
causa, en que se vea que no puede imponerse pe- 
na corporal, y que son culpables de detención ar- 
bitraria los que mandan arrestar p continuar en 
arresto á cualquiera persona fuera de los casos 
determinados por la ley, juz^a esta Corte que en 
las causas criminales, en que el acusado ha ob- 
tenido declaratoria de su inocencia, no puede 
ser justo que se martenga en prisión, y que para 
obtener su libertad, haya de esperarse el resulta- 
do del tribunal superior, adonde se dirija el pro- 
ceso en consulta ó por apelación, especialmente 
cuando para los casos de alguna duda y en que 
no deba imponerse pena corporal, hay el reme- 
dio (lela fianza comenturiense. Mus en las cau- 
sas civiles ha creído siempre esto tribunal que 
después que el inferior ha pronunciado su de-» 
terminación, y ha hecho las explicaciones ó de- 
claratorias que le permite el artículo 18 de la ley 
única título 1 1 del código de procedimiento ci- 
vil, no le es daJo hacer ninguna innovacion/en 
lo que sea materia del litigio, por haber conclui- 
do su oficio, y quedado sus manos ligaúas hasta 
que por ministerio de la ley, ó por las demás 
circunstancias establecidas por ella haya sido eje- 
cutoriada la sentencia. Sin embargo, como las 
palabras en que está concebido el artículo 6? de 
la ley única título 3. a del misino código han ofre- 
cido la duda que propone aquella Corte Supe- 
rior, y prescindiendo de qut esta no pueda ha- 
beil» en cuanto á la revocación, que debe hacer- 
se ames <!«' todo de los atentados cometidos por 
eijutz inferior, estando pendiente la apelación, 
se resuelve que para que recaiga la declaración 
coi respondiente acerca de la verdadera inteligen- 
cia del expresado artículo 6. ° se dirija ai Con- 
gieso por el órgano del Poder Ejecutivo con el 
testimonio correspondiente. Comuniqúese á la 
Corte que ha hecho la consulta, y también á la 
del segundo distrito. — Ldo. Mercader. — López 

de Umerez^]}far,tincz.--Duarte.--,E* cop ! a.— 
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Caracas Octubre £1 de 1844.— El Canciller, 

José Duarte. 
PROCEDIMIENTO criminal, acuerdóos la 

CORTE SUPREMA DE 29 DE AGOSTO DE lb39(PuB • 

. lo 29 sobre que no es necesaria la ratificación 
de los testigos del sumario, si no lo piden el 

. acusado 6 su defensor. 

En Ja ciudad de Caracas á 29 de Agosto de 
1839 10? y 299 reunidos el Presidente y Minis- 
tros de la Suprema Corte de Justicia, tornaron en 
consideración la consulta del juez de primera 
instancia que fué del 9? circuito, trasmitida con 
su informe por la Superior del tercer distrito, y 
rila contiene diversos puntos En or- 
den á lo 2.° que ha6la de la ratificación de los 
testigos (en las causas criminales) y vista de la 
causa, siendo claras y exactas las razones traí- 
das por la Superior de justicia que hizo el infor- 
me, las cuales resuelven legalmente la pregunta, 
debe estarse ai juicio que ha manifestado aquel 
tribunal Comuniqúese.-- Licdq. Mer- 
cader.* — López de Unieres. — Martínez, — Duar- 
te. — Informe de la Corte Superior del tercer dis- 
trito al 2? punto.— El artículo 4?, tít. 12 del có- 
digo 4e procedimiento judicial manda se ratifi- 
quen los testigos si lo pidieren el acusado ó su 
defensor: por consiguiente, no pidiéndola, es in- 
necesaria la ratificación, y la falta de ella no ha- 
ce ineficaces las declaraciones, como antes suce- 
día. — Estoquera.—Rios. — Rojas. 
PROCEDIMIENTO criminal, acuerdo de l\ 

CORTE SUPREMA DE íl DE JUNIO DE 1840 <¿¿- 

clarando que en las causas criminales en que 
haya acusador, no se impedirá al acurado el 
uso del papel común; pero sí al acusador, no 
siendo pobre de solemnidad* 
En la ciudad de Caracas, á 1 1 de Junio de 1840, 
119 de la ley y 309 de ' a independencia, el Pre*- 
sidente y Ministros de esta Corte Suprema, ha- 
biendo tomado en consideración el acuerdo cele- 
brado por la Superior de justicia del segundo dis- 
trito, relativo á que en algunos tribunales no se 
admite papel común para la actuación respecto 
de algunos procesados que tienen acusador, y lo 
representado por el Sr. Fiscal, dijeron: que no 
dejando de ser de oficio las causas en que intervie- 
ne acusador, y disponiendo el artículo 13 (*) de 
la novísima ley de papel sellado que en estas se 
use de papel común, se deduce claramente que 
debe admitirse aquel, haya ó no acusador, res- 
pectó a que ningún perjuicio puede sufrir la ren- 
ta de aquel ramo, á la vez que cuando haya con- 
denación de costas, y la parte ó partes condena- 
das no sean insolventes, están obligadas á su 
reintegro en la forma que allí se establece. Mas 
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no debe suceder lo mismo con el acatador, pues 
es indubitable que este debe servirse del papel 
correspondiente, á menos que sea pobre de 
solemnidad, pues para estos deberá obrar el ar- 
tículo 22 (**) de la propia ley. En consecuencia 
de esto, y no ofreciendo ninguna duda la inteli- 
gencia de semejantes disposiciones, la Corte acuer- 
da que se conteste en estos términos á la Superior', 
del segundo distrito, comunicándose también á la 
del tercero. — Ledo» Mercader. — López de Ume* , 
rez. — Martínez. — Duarte. — Es copia. — Caracas, 
Setiembre de 1844. 

El Canciller, José Duarte. 
PROCEDIMIENTO criminal, acuerdo de 

LA CORTE Sl'RREMA DE 28 DE ABRIL DE 1842 

declarando insubsistente la ley 27 título 16, 
Partida 3^ sobre examen de testigos por el 
mismo juez de la causa en ciertos juicios. 
En lu ciudad de Caracas, á28 de Abril de 1842, 
139 y 32?, se reunieron en acuerdo los Ministros 
de la Corte Suprema de Justicia, sin la asistencia 
del señor Vicepresidente por hallarse enfermo ; 
y habiendo tomado en consideración el expedien- 
te en que la Corte Superior del tercer distrito 
consulta, si la ley 27 título 16, partida tercera 
que dispone, que en los pleitos en que pueda na- 
cer muerte ó perdimiento de miembro ó echa- 
miento de la tierra, el juez que ha de juzgarlos 
reciba por sí mismo los testigos, deba reputarse 
derogada por el artículo 36 de la ley cuarta título 
19 del código de procedimiento, cuya disposición 
según el artículo 16 de la única título 13 debe 
observarse en los juicios criminales, con lo re- 
presentado en el particular por el señor Fiscal; 
I dijeron : que la ley 6nica título 12 del proce- 
dimiento judicial que establece el orden en la ob- 
servancia de las leyes así en materias civiles como 
criminales, coloca en primer lugar las decretadas 
ó que en lo sucesivo decretare el Poder legislati- 
vo nacional, y siendo manifiestamente contraria 
á estas la citada ley de partida, puesto que pro- 
hibe en ciertos casos lo que las de la República 
j [permiten sin ninguna restricción ; es consiguien- 
te que aquella ha quedado derogada por estas; 
por tanto acordaron, que el caso propuesto no 
presenta una duda fundada, y que con la copia 
correspondiente se comunique á la Corte que 
elevó la consulta. 

Urbaneja — Martínez. — Duarte. 
Caracas Febrero 21 de 1844, 159 y 349— El 
Canciller, /. Duarte. 

PROCEDIMIENTO criminal, acuerdo de la 

CORTE SUPREMA DE 27. DE MARZO I>K 1844 

declarando sin ningvn valor la sentencia pro* 
nunciada en 2* 6 3» instancia, estando prófu- 
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go el reo, amnque no haya Unido noticia de eifo 
el tribunal que sentenció; y que después de 
la aprehensión del reo. debe por consiguiente 
correr nuevamente el proceso loa trámites que 
tuvieron lugar en su ausencia. 

En la ciudad de Caracas, á 27 de Marzo de 
1844, 15° y 34?, reunidos el Presidente y Minis- 
tros de la Corte Suprema de Justicia. 

$ único. Se dio lectura á un acuerdo de la 
Corte Superior del tercer distrito, consultando, 
" si queda subsistente y firme la sentencia libra- 
da en segunda 6 tercera instancia contra un reo 
prófugo de la cárcel al tiempo del pronunciamien- 
to, sin hallarse el tribunal sabedor de la fuga," ó 
4i si en tal caso debe reverse la causa y sentenciar- 
se otra vez cuando se realice la captura del cri- 
minalmente enjuiciado." Dióse igualmente lec- 
tura á la exposición en que el Ministerio fiscal, 
conviniendo con la opinión de la Corte consul- 
tante, manifiesta que no tiene valor la sentencia 
dadu en el caso de la consulta. Se acordó. '' Se- 
gún la expresión terminante del artículo 13 del 
código de procedimiento no debe practicarse di- 
ligencia alguna cuando no es aprehendida la per- 
sona contra quien se decreta arresto en causas 
criminales, ó cnando reducida á prisión, se fuga 
de ella, á menos que estén evacuándose pruebas 
al tiempo de la fuga en cuyo evento se evacuarán 
estas á pesar déla ausencia: en cualquier otro 
raso ó estado debe suspenderse él procedimiento 
hasta la efectiva aprehensión del encausado. De 
aquí se deduce, que todo otro progreso en el jui- 
cio, durante la fuga, es rontra el tenor de la ley 
y no puede producir efecto alguno aun cuando 
sea voluntaria y culpable la ausencia del proce- 
sado. La falta desconocimiento déla fuga en el 
tribunal, hará inculpable la continuación del pro- 
cedimiento ; pero no adquirirán por eso valor 
las diligencias practicadas en contradicción con 
lu ley. A esta razón deducida de la letra del 
artículo citado, puede añadirse otra tomada del 
objeto del legislador. Ha querido este que el reo 
se halle presente al juicio, y siempre en capacidad 
de hacer su defensa ; y aunque en segunda y 
tercera instancia no se admiten pruebas testimo- 
niales, son admisibles, hasta el acto de verse la 
causa, las documentales, de las cuales se privaría 
el enjuiciado* si hubiese de librarse el pronuncia- 
miento ettando prófugo. No hay pues motivo 
fundado pura dudar que es de ningún valor la 
sentencia pronunciada en segunda ó tercera ins- 
tancia durante la fuga del procesado, aunque de 
el te no haya tenido noticia el tribunal que pro- 
nuncia» y que en tal *»aso, al hacerse efectiva la 
aprehensión, debe recorrer" el proeew> los trámi- 
tes que tuvieron lugar durante, la auseucia. Fá- 
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sese al Cuerno» Lefhrláí ve por el órgano del Po- 
der £jecttivb testimonio de este acuerdo y del 
expediente respectivo, «porel juzgase conveniente 
una disposición expresa para el caso ocurrido al 
reverse la ley que arregla el procedimiento crimi- 
nal. Comuniqúese ft las Cortes Superiores y pu- 
bl íq uese. — Urban eja* — Martínez.' — Bracho. - — 
Duarte. 

Caracas, Mayo 9 de 1844, 15 y 34— El Can- 
ciller, José Duarte* 

PROCEDIMIENTO criminal, acuerdo de 

LA CORTE SUPREMA DE 29 DE AGOSTO DE 1844 

declarando que solo puede cortar en provi- 
dencia el que puede sentenciar* 
En la ciudad de Caracas á 29 de Agosto de 
1844, 159 y 34?, reunidos el Presidente y Mi- 
nistros de la Corte Suprema de Justicia. Oióse 
cuenta de una consulta promovida por el juzga- 
do parroquial de Pueblo Nuevo, cantón Paragua- 
ná, dirigida á la Corte Superior del 5? distrito, 
por uno de los jueces de primera instancia de 
Coro, y elevada al Supremo Tribunal con el cor- 
respondiente informe de la Corte Superior. Con 
arreglo á los principios contenidos en el men- 
cionado informe y apoyados en la representación 
del ministerio fiscal, se acordó. Los puntos con- 
sultados son todos relativos á la designación del 
Tribunal competente para ejercer la facultad á 
que se refiere el artículo 9? ley de procedimien- 
to criminal, acerca del sobreseimiento y corte en 
providencia de las causas iniciadas, dudando el 
juzgado parroquial ¡si los alcaldes pueden ejer- 
cerla respecto de las causas en que solamente son 
jueces de instrucción, y si para usarla en las de 
hurto que no exceden de 15 pesos, deben aso- 
ciarse con los vecinos que exige el artículo 22 de 
la ley sobre hurtos. Los términos del artículo 
9?, la especie de declaratoria que es preciso li- 
brar aun en el caso de sobreseimiento, y la cuen- 
ta que se manda dar con el expediente al tribu- 
na] superior, que es la Corte de justicia respec- 
tiva, según el artículo 10, todo convence que el 
auto de sobreseimiento ó de corte en providen- 
cia, tiene la fuerza de sentencia definitiva, y que 
debe librarse precisamente por el juez & quien 
atribuya la ley el conocimiento de la causa en 
primera instancia hasta su conclusión. De esto 
resulta que los alcaldes no pueden usar de lá fa- 
cultad del citado artículo 9?, sino en las causas 
cuyo conocimiento hasta pronunciar definitiva, se 
les haya atribuido por la ley, como son las de 
hurto simple de menor cuantía que no exceda de 
15 pesos. Así lo corrobora la ley orgánica judi- 
cial que limita la intervención de los alcaldes, en 
las causas criminales del conocimiento de los jue-, 
ees de primera instancia, & la farmaciou. del su- 



Colombia** t maMsóiúirA nata TE. 



125 



Pno 



marro y á la prisión y confesión del reo, impo- 
niéndoles el deber de remitir las diligencias al 
juez' competente. La propia ley, que autoriza á 
los alcaldes para proveer á prevención en las ac- 
tuaciones que se promoviesen sin oposición de 
parte, les manda abstenerse de dar aprobación ni 
resolución, cualquiera que sea su naturaleza ú ob- 
jeto, pues ella queda reservada á los jueces de pri- 
mera instancia. Como á la prisión del reo. debe pre- 
ceder la información sumaria y seguir inmediata- 
mente la confesión y remisión al juez de prime* 
ra instancia, será raro el caso en que el alcalde 
deba poner en libertad á un individuo preso en 
virtud del procedimiento ; pero llegada tai ocur- 
rencia, es obvio lo que debe practicar el alcalde. 
Desvanecidos los fundamentos que exigieron la 
prisión, debe poner en libertad al arrestedo, B para 
no constituirse en detentar arbitrario, pero ha de 
abstenerse de dar la resolución determinativa del 
procedimiento con la declaratoria favorable que 
expresa el precitado artículo 9. ° . Esto queda re- 
servado al juez de primera instancia, á quien con 
tal fin se pasará el sumario por el alcalde, aun 
en el caso de no resultar mas indiciados que el 
puesto otra vez en libertad ; de manera que des- 
pués de abierta una inquisición sumaria en las 
causas de que se trata, toca solo al juez de pri- 
mera instancia declarar por concluido el proce- 
dimiento. De su resolución se dará cuenta á la Cor- 
te Superior, si alguno lo pidiere, como prescribe 
la ley. En el sobreseimiento y corte en provi- 
dencia que hagan los alcaldes, en las causas de 
hurto simple y que no exceda de 15 pesos, no 
hay necesidad de la asociación de los dos veci- 
nos, siendo así que ella se requiere por la ley, 
cuando la sustanciacion ha progresado hasta el 
estado de librarse el fallo definitivo. No hay por 
tanto fundamento para exigir una aclaratoria del 
Cuerpo Legislativo sobre los puntos consulta- 
dos. Comuniqúese este acuerdo á las Cortes 
Superiores*-— Urbaneja.~—Martincz.~-Bracho.— 
Duarte. 
PROCEDIMIENTO criminal, acuerdo pe 

LA CORTE SUPREMA DE 23 M DICIEMBRE DB 

1844 declarando que al preso mandado poner 
en libertad bajo fianza, debe. admitírsele, pr* 
• ra los efectos de esta, caución j uratoria, caso 
de serle imposible prestar el fiador. 
En la ciudad de Caracas á 23 de Diciembre 
de 1844, 159 y 34? reunidos los Ministros de la 
Corte Suprema dé* Justicia, en cumplimiento de 
un, auto del tribunal, dtóse cuenta de un escrito 
del Dr. (Wenceslao Urrutia en que, como defen- 
sor de José Antonio Rebolledo} encausado crimi- 



nalmente por conspiración, propone queja 
ira los ministros de la; Corte Superior del 
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gundo distrito, ya por haber determinado que 
en el procedimiento se observasen trámites ordi- 
narios prescritos por la ley que existia cuando 
fué sancionada la de conspiradores ; ya por ha- 
ber decidido que estando decretada la excarcela- 
ción del enjuiciado bajo de fianza, no era sufi- 
ciente la caución juratoria, en defecto de persona 
que sirviese de garantía al preso para su liber- 
tad* Fué objeto de la cuenta no el resolver so- 
bre el fondo de la responsabilidad, sino conside- 
rar los puntos enunciados para conocer si el su- 
premo tribunal se halla en el caso de dictar de 
oficio alguna providencia, puesto que no se ha 
suscitado duda, ni elevádose por consiguiente una 
consulta debidamente sustanciada. Destituido de 
toda documentación el primer punto de la que- 
rella, no se presenta la necesaria claridad en los 
términos á que la Corte Superior contrajo su de- 
cisión, y no puede percibirse si hubo en ella acier- 
to 6 irregularidad, & tiempo que esta falta de 
certeza hace importuna toda averiguación es- 
pontánea, é imposible cualquiera providencia so- 
bre un supuesto no comprobado ni conocido. — En 
cuanto al 2? punto, observa la S. C, que si 
por una parte es terminante la letra del artículo 
constitucional que exige la fianza para la escar- 
cela ció n coando aparece del proceso que no ha 
de imponerse pena corporal, y que si este requisi- 
to no se llena estrictamente sino por la interven- 
ción de un tercero que se constituya garante por 
el enjuiciado, por otra abundan razones para 
creer que cuando este se encuentra en la incapa- 
cidad de presentar un fiador, queda suplido el 
requisito con la caución juratoria de presentarse 
en juicio al requerimiento. — Asegúrase la perso- 
na de un procesado y prívasele de su libertad, 
porque de otro modo podria eludirse la imposi- 
ción de la pena aflictiva del cuerpo, pero desde 
que el mérito de la actuación convence que solo 
ha de ser pecuniaria la responsabilidad resultan- 
te, carece de objeto la secuestración persona], y 
solo puede exigirse aquella garantía pecuniaria 
que no sea un imposible para el encausado. Si 
es un pobre, á iuien los fondos públicos pro- 
veen por necesidad de su subsistencia: si la si¿ 
tuacion de escasez y aislamiento le niega . el re- - 
curso de un fiador ; no es sin duda el querer do 
la ley que se le continúe exigiendo lo que no pue- 
d u - cumplir ; así como llegado el caso del de- 
sembolso no podria obligársele á él. Debiendo < 
ella comprender solamente la generalidad de los 
casos, requiere la fianza como la seguridad oidi- * 
naria para una seguridad de intereses ; pero en 
la aplicación á un '4aso diversificado por cir- 
cunstancias particulares) no debe entenderse exi- 
gido un» requisito que no es yá éxigible por su 
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imposibilidad. La doctrina de Jos jurisconsultos 
prácticos y los respetables precedentes de los 
tribunales, han estado de acuerdo en que, en la 
ocurrencia que se ha mencionado, Quedaba cum- 
plida, con Ja caución juratoria, la ley española 
que exigía Cambien fianza para la excarcelación. 
El haberse renovado la propia disposición en el 
código fundamental de Venezuela, no es cierta- 
mente un motivo suficiente para desatender la 
inteligencia de los tribunales para un caso ex- 
ceptuado de la regla común por su especiali- 
dad, y sí ha de fijarse la atención en el artículo 
constitucional, para considerar el espíritu domi- 
nante de la anterior legislación española, y de la 
presente de Venezuela, y hacer la diferencia res- 
pectiva. Son estas razones las que impelen al 
tribunal supremo á elevar el presente acuerdo al 
Cuerpo Legislativo por si tuviere á bien hacer 
una explicación terminante que disipe todo géne- 
ro de duda. Entre tanto conviene la Suprema Cor- 
te con la práctica de admitirse la caución jurato- 
ria en el caso mencionado. Comuniqúese á las 
Cortes Superiores para los efectos consiguientes. 
— Urbaneja. — Martínez. — Brocho. — Duarte. 

PROCEDIMIENTO criminal. Véase Presidí- 
. dio de Maracaibo A, C. S. de 31 de Enero de 

1845. 
PROCEDIMIENTO criminal, resolución eje- 
cutiva de 28 de enero de 1834 disponiendo 
. que los Gobernadores dejen en sus secretarias 
copias autorizadas de las listas que remitan al 
Ministerio del interior sobre el estado de las 
causas criminales que se sigan en sus provin- 
cias. 
República de Venezuela.— Secretaría de E. en el D. del 
interior y Justicia. —Sección Central. Ramo de Justicia. 
—Caracas 28 de Enero de 1834. Afío 6 ° m de la ley y 24 
de la independencia.— Número 80. 

Sefior. Gobernador de 

De las listas que US. remite á este Ministerio 
cada trimestre, sobre el estado en que se encuen- 
tran las causas criminales que se siguen en esa 
provincia, dispone S. E. que se dejen en la secre- 
taría de ese gobierno copias autorizadas, con el 
objeto de que US. promueva por su parte la mas 
pronta y cumplida administración de justicia, ha- 
ciendo reclamos por las dilaciones que note en la 
oportuna comparación de aquellas, ó promovien- 
do non tales datos las reformas de quesea suscep- 
tible lá administración. De estasueite, los gobei 
nsdores y el Ejecutivo trabajando en este punto, 
con un propio fin, no podrán menos que encon- 
trar el resultado que se desea :. perfeccionar las 
costumbres y mejorar el réjiroen judicial. d 
Soy &. — Firmado. D. B. Urbaneja* 
Es copia.*- Urbaneja. 
PROCEDIMIENTO criminal, resolución 
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ejecutiva de 17 de julio DE 1839 declaran * 
do que los jueces de paz encausados por deli- 
tos comunes quedan de hecho suspensos y de* 
ben ser sostituidos interinamente. 
Secretaría de Estad» en los despachos del Interior y Jos* 
ticía.— Sección 2 ? —Caracas Julio 17 de 1839, año 
10° de la ley y 29* de la independencia.— Número 
348.' 
Señor Gobernador de la provincia de Barquisimeto. 

Se ha impuesto el Gobierno del oficio de U&* 
fecha 8 de Junio último número 34, consultando 
la autoridad á quien toca suspender á los jueces 
de paz por delitos comunes, y si debe nombrarse 
suplente, en consecuencia el Gobierno de acuer- 
do con la opinión de su Consejo, ha dispuesto se 
conteste á US. : que los jueces de paz encausados 
por delitos comunes quedan de hecho suspensos 
al acordarse el auto de prisión, sin que sea necesa- 
rio que se acuerde la suspensión por ninguna au- 
toridad, pues la facultad que concede á los gober- 
nadores el artículo 33 de la ley orgánica de pro- 
vincias de 24 de Abril de 1838, es so Jo para cuan- 
do infrinjan la constitución y las leyes al desem- 
peñar los deberes que estas les imponen, y qoe 
tanto en el caso de que se proceda contra los jue- 
ces c(e paz por delitos comunes como en el de que 
sean suspensos por el Gobernador, deben los con- 
cejos municipales nombrar interinos conforme al 
artículo 66 de la citada ley. — Soy de US. atento 
servidor. — P. B. Urbaneja. 

PROCRDIMiENTO criminal, resolución eje- 
cutiva de 2 de diciembre de 1840 estable* 
cien do reglas para la prisión de los emplea' 
dos de hacienda cuando sean encausados por 
delitos comunes. 

Secretaría de Hacienda.— Caracas 2 de Diciembre de 1840, 
llyJO. 
Habiendo consultado el administrador princi- 
pal de Angostura con motivo de la prisión decre- 
tada por el alcaide parroquial de Barrancas de Ja 
persona del administrador subalterno de Yaya» sr 
debe llevarse á efecto Ja orden de un tribunal 
cuando por un delito común decreta la prisión de 
un empleado de hacienda sin entenderse directa- 
mente con su jefe, á quien toca ponerlo á dispo- 
sición del que lo juzga, y si excitado por el juez 
para proceder contra el empleado, dicho jefe 
tiene autoridad para investigar la Justicia ó injus- 
ticia del procedimiento, 6 si dócilmente debe ce- 
der al exhorto, oficio 6 despachó del tribunal ; el 
Gobierno, después de haber meditado detenida- 
mente y pesado las razones que obran en pro y en 
contra de un asunto de tanta gravedad y trascen- 
dencia, y con el fin de dar una regla para lo suca* 
sivo, y mientras «1 Congreso dicta una ley sobre 
la materia que determine las formalidades que de- 
ban preceder al arresto 6 prisión de un empkad» 
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que maneja caudales públicos, ha resuelto : que 
aunque por las atribuciones 17 y 18 del artículo 
117 de la Constitución, toca al Poder Ejecutivo, 
como jefe de la administración general de la Re- 
pública susperder de sus destinos a los empleados 
en los ramos de su dependencia, cuando infrinjen 
las leyex* ó sus decretos u órdenes, con calidad de 
ponerlos á disposición de la autoridad competen- 
te, y separarlos ruando por incapacidad ó negli- 
gencia desempeñen mal sus funciones, esto sin em- 
bargo no se opone á que los tribunales de Justi- 
cia en el ejercicio de las que les son naturales, oi- 
gan las acusaciones contra dichos empleados, de- 
creten 9U arresto ó prisión, les abran causa y los 
juzguen euando cometan faltas por que deban ser 
castigados ; y por tanto pueden ser arrestados ó 
presospor la autoridad que d^ba conocer de sus 
causas, sin previa orden del Gobierno cuando se 
trate de delitos cu ni un es, cuyo conocimiento cor- 
responde á los jueces ordinarios : pero en estos ta- 
les casos deberán dar cuenta inmediatamente de su 
determinación al Poder Ejecutivo, tomando anti- 
cipadamente k¿ precauciones necesarias para que 
los caudales que administren los empleados no 
queden en abandono, a cuyo efecto acurrirárt al 
Gobernador déla provincia para que nombre el 
interino, á quien ei encausado deberá entregar por 
inventario todas las existencias pertenecientes al 
tesoro, pues sin este paso previo, separado un em- 

Írieado repentinamente de su destino, se expondría 
a República á pérdida» de alguna consideración, 
y de cuyos perjuicios pretendería el procesado ha- 
' cerse irresponsable» 

Consúltese ai Congreso, publíquese y comuni- 
qúese á quienes corresponda. —Por S. E<—-Smii. 

PROCEDIMIENTO cRianxAt. acuerdo de la 
corte suprema de 23 de Julio de 1855 Ji- 
jando la inteligencia del articulo 79, ley úni- 
ca ¡título 13 sobre suspensión de la ejecución 
de ciertas penas por nuevas pruebas. 

En la ciudad de Caracas, a los veinte y tres 
días del mes de Julio de mil ochocientos cincuen- 
ta y cinco, los señores Presidente, Vocales y Fis- 
cal de la Corte Suprema de Justicia, con vista 
del artículo 7? ley única título 13 del Código de 
procedimiento judicial que dispone, entre otras 
cosas que. "si pronunciada la última sentencia 
aplicando las referidas penas ( de muerte, de pre- 
sidio de ocho á diez años y de extrañamiento) 
ocurriere alguna prueba capaz de alterar la sen* 
tencia pronunciada, bien se haya ejecutado 6 es- 
té por ejecutarle, el sentenciado será oido nue- 
vamente, y se pronunciará nueva sentencia con 
arreglo al mérito que resulte"; y considerando: 
l?i que sin embargo de ser terminantey clara es- 
ta disposición, no se ha entendido de un mismo 
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modo por algunos jueces ejecutores, en loe ca- 
sos que se han presentado hasta ahora : 2? que la 
falta de unidad ó confennidad en la inteligencia 
de una ley produce graves * inconvenientes en su 
aplicación, por el abuso a que da lugar la mis- 
ma falta de unidad en el modo de entenderse; y 
39 que el diferente é irregular procedimiento adop- 
tado, retarda por lo menos la ejecución de senten- 
cias ejecutoriadas, después de agotados todos los 
recursos que conceden las leyes, contra^uno de los 
objetos de la justicia, que es el pronto castigo de 
los crirnina-les \ acordaron: — Que llegada el ca- 
¡I so que expresa el citado artículo 7? ; es decir, 
'I que luego que ocurra y se presente la prueba ca- 
li paz por su entidad de alterar la sentencia pro- 
i¡ nunciada, se suspenderá la ejecución, é inmedia. 
! í ta mente se remitirán los autos originales con Ja 
!i referida prueba al tribunal que conoció en última 
jl instancia á fin de que con vista de lo obrado resuel- 
! va lo conveniente. Trascríbase á las cortes superio- 
I res para que lo hagan á los juzgados inferiores 
¡I de sus respectivos distritos y ten^a su debido 
i cumplimiento y al señor Secretario de Estado en 
I los Despachos del interior y Justicia para qué se 
¡I sirva disponer su publicación en la Gaceta de Ve- 
nezuela. — Gonzáles, Blanco, Alfonzo, Viana, Ro- 
jas, Jesús María Sistiaga, Secretario Relator. 
El Secretario Relator, Jesús María Sistiaga. 

PROCEDIMIENTO criminal, resolución e- 
jecutiva de 18 de febrero de lb52 de que se 
deduce por punió general, que dividida una 
provincia é instalada con sus íespectivos fun- * 
cionario^ toca á estos el conocimiento de las 
causas que se sigan'Sontra individuos de la 
nueva provincia^ de que antes conocían las de 
laotra. í ■ .1 # 

decretaría del Interior. — Sección segunda. . 

Caraca?, Febrero 18 de 1852. 
Resuelto. — Dígase al Gobernador de la pro¿ 
vincia de Baiínas. 

Di cuenta al Poder Ejecutivo de la nota de 
US., fecha 10 del mes próximo pasador en la que 
inserta una comunicación que ei juez de provin- 
cia pasó á esa Gobernación consultando, si los 
reos que tienen su domicilio en los cuatro can- 
tones que hoy forman la nueva provincia de la 
"Portuguesa 11 deben remitirse á esta para ser 
juzgados, ó si deben continuar las causas que 46 
les siguen en la de Barínas, en cuyos tribunales 
se iniciaron t y S. E. me ha ordenado contestar á 
US. ; que instalada ya la . nueva provincia y 
nombrados los funcionarios de todo orden* ■ qué 
deben regida,, ha cesado por estos hechos la ju* 
risdiccion de los antiguos funcionario* judicial 
les, pues estos no pueden conocer ni sentenciar 
sino tos causas civiles y criminales que se sU 
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guen á loa ciudadanos habitantes de los cantones 
que componen hoy la provincia de Barínas, y 
de ninguna manera Jas que se sigan á los do- 
miciliados en la u Portuguesa,' 1 por tener res- 
pecto de los últimos la incompetencia llamada 
en derecho ratione persones, y que, por tanto, 
debe US. ordenar la traslación de los reos en- 
causados en la antigua provincia, antes de su des- 
membración, á fin de que sean puestos á dispo- 
sición de sus jueces naturales. 

Tengo el honor de comunicarlo á US. para su 
inteligencia y á los fines preinsertos. 

Soy &l. — Por S. E. — Herrera. 
PROCEDIMIENTO crimen al. resolución eje- 
cutiva de 27 de agosto de 1852 determinan- 
do lo que debe observarse en las causas que se 
sigan contra los indígenas por delitos graves. 
Secretaria de] Interior.— Sección cuarta. 
Caracas, 27 de Agosto de 1852. 
Resuelto. — Dígase al Sr. Gobernador de la 
provincia de Guayana. 

£1 Consejo de Gobierno, á quien S. E. el Po- 
der Ejecutivo consultó la duda ocurrida al juez 
de esa provincia, sobre las leyes por las cuales 
deban ser juzgados varios indígenas de Rio Negro 
sumariados por el delito de homicidio, y de que 
habla US. en su comunicación de 3 de Abril úl- 
timo, ha evacuado su informe de la manera si- 
guiente : 

'* Los indígenas son venezolanos, y todos los 
venezolanos son iguales ante la ley ¡ no hay duda, 
pues, que todos están sujetos á las leyes que se 
hallan en observancia en la República, y que los 
indígenas de Rio Negro, como cualesquiera otros, 
deben ser juzgados por ehas : $in . embargo, seria 
una crueldad aplicar las penales, sín tener con- 
sideración á muchas circunstancias que existen, 
respecto de los indígenas, para su atenuación : 
muchos hay enteramente salvajes, que no están 
reducidos á sociedad; y otros, auque lo están, 
carecen de la instrucción necesaria, y sobre todo 
de hábitos de civilidad. Toca á los jueces, según 
las leyes comunes, y respecto á los indígenas 
especialmente, las leyes ae indias, apreciar to- 
das estas circunstancias para la aplicación de las 
penas. 

" Por esto fué que la ley de lOde Mayo.de 1841 
tobre -reducción y civilización de indígenas, auto- 
rizó aJ Poder Ejecutivo para que prowibváese, 
por cuantos medio* <ea ton A «su alcance, la reduc- 
ción y civilización de indígenas en todo el territo- 
rio de la República ; estableciendo en el artículo 
£? que estas poblaciones quedan exentas del ré- 
gimen que establezcan las le ves > generales de la 
República, sujetándolas al especial que les dé él 
Gobierno ; y en el $ único se lee* que el Cofigre» 
so determina!* cuando contenga ía sujewon de 
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dichas poblaciones al régimen del resto de la Re- 
pública. 

"En el artículo 41, título 69 del reglamento or- 
gánico del distrito de Rio Negro, formado por el 
Ejecutivo en 20 de Agosto del mismo afio, se dice lo 
siguiente: "En los casos de delitos graves, de los que 
no puedan ser castigados con las penas fijadas en 
el artículo 30, los funcionarios de reducción ins- 
truirán el correspondiente sumario, arrestarán al 
delincuente y lo remitirán al juez ordinario mas 
inmediato." Esta es la regla que debe seguirse 
en el modo de proceder; lo demás corresponde 
al juez ordinario que ha de juzgar según las leyes 
de la República; opinando la comisión que así se 
consulte al Poder Ejecutivo." 

Y S. E de entera conformidad con el dictamen 
del Consejo de Gobierno inserto, ha resuelto se 
comunique á US., como lo ha^o para su inteli- 
gencia y demás fines consiguientes. 
Soy 6l. 

Por S. E. — Herrera. 
PROCEDIMIENTO criminal. Prohibición de 
nombrar á los empleados, de fiscales, ó defen- 
sores en causas criminales. Véase Empleados, 
R. E. de 13 de Setiembre de 1630. ( # ) 
PROCEDIMIENTO criminal. Hasta cuándo 
no debe empezar á correr el término de prue- 
, , bas. Véase Hurto, A. C. S. de 12 de Abril 

de 1842. 
PROCEDIMIENTO criminal. Cómo se dará 
al reo vista del expediente. Véase Hurto. A. 
C. S. de 12 de Abril de 1842. 
PROCEDIMIENTO criminal, Formalidades 
que deberán preceder á la prisión de los regis- 
tradores. Véase Registro, R. E. de 6 de Di- 
ciembre de 1854, art. 66 y 67. 
PROCEDIMIENTO criminal. Véase Prisión, 
Responsabilidad, A. C. S. de 5 de Enero de 
1844, punto 29, Pena corporal, Pena de prt* 
sidio % Pena capital, y óorreo f dirección de 
causas criminales para los lugares donde no 
haya correo. 
PROCURADORES municipales. Su elección, 
Véase Provincias, art 60. — Por quién se- 
rán suplidas sus faltas accidentales. Véase 
id* art. 66. — Sus cualidades. Véase id. art. 
67. — Su duración. Véase id. art. 69. — Hasta 
' duendo deberán permanecer en ejercicio. Véa- 
se .id. art. 70. — Carácter concejil de su destino, 
y re'rjdMto de posesión previa para su renun- 
cia. Véase id. arí. 71. — Qómo' sé les compelerá 
á posesionarse. Véase id. art f 2.— Son 'miem- 
bros dé la Junta de sanidad. Véase id. art. $0 
y 01. — Ante' quién prestarán el juramento. 



"' (*) Esta resolución esté concordante con el $ 1 ? ,' art. 
WVtófcfey unicátít 1 8 del procedimiento cilminal. ' 
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Véase id. art 1 15.— Sus funciones sobre régi- 
men político de las provincias. Véase id. art. 
86 v sus & númeroe.- t -Id en cansas de conspi- 
ración. Véase Conspiradores, art 13. — Id. en 
las de vagos, Véase Vagos, art, 4? $ 39 — Id. 
en las de asonadas. Véase Asonadas, art. II. 
— Id. sobre milicia. Véase Milicia nacional, 
D. E. R. $ 19 del art 29— Sobre menores que 
sin los requisitos legales contraigan matrimo- 
nio. Véase Matrimonio, art ll.-»-Sobre cuen- 
tas de fábrica. Véase Mayordomias dt fábricas, 
art. 29 
PROCURADORES municipales. Cuando po- 
drán representar en papel común. Véase Pa- 
pel sellado, R. £. de 22 de Mayo de 1874. 

PROCURADORES municipales. Resolución 
ejecutiva de 19 be Julio DE 1836 declaran- 
do que son miembros natos de los concejos con 
voto en sus deliberaciones. 

■ REPÚBLICA DE VENEZUELA. — Secretaría de Es- 
tado en el despacho del Interior y Justicia.— -Sección 
Municipal.— Número 327. 

Caracas 1 ? do Julio de 1836, 7P de la ley y 26 do la 
independencia. 

Sr. Alcalde i 9 municipal del cantón Araure. 

Ha considerado el Gobierno la consulta contení* 
da en el oficio dirigido por U. á este despacho en 27 
de Febreroúltimo bajo el n. 20, y he recibido or- 
den de contestar : que componiéndose los concejos 
municipales según el artículo 56 de la Jey orgáni- 
ca de provincias, de alcaldes, de los municipales 
que designen las asambleas municipales y de un 
pfocurador municipal, no hay motivo para dudar 
que este último funcionario sea un miembro. nato 
del Concejo con voto en sus deliberaciones, con 
tanta mas razón para esto último, cuanto que para 
que no tengan voto los jefes políticos, presidentes 
de dichos cuerpos, sino en los casos do empaté, ha 
tenido el Legislador que prohibirlo expresamente 
en el artículo 36 de la ley. 

Con esta misma fecha comunico esta resolución 
al Sr. Gobernador de'esa provincia para su inte- 
ligencia, trascribiendo el oficio que la motiva, pa- 
ra que evite en cuanto esté de su parte el que los 
concejos municipales experimenten en lo sucesivo 
la falta de los miembros necesarios para celebrar 
bus sesiones, y desempeñar las delicadas ftmcio- ' 
lies que la ley ha cometido á estos cuerpos. j 

Soy de US. muy atento servidor ! 

J. S. Rodríguez. ¡ 

PROCURADORES mujugipalrs. Resolución I 

BJROUTIVA de 22 de jdnio de, 1840 decía- 

rondólos incursos en la pena que establece el 

art Vi de la ley orgánica de provincias. 

Itaptfblica de Venezuela.— Secretaría de &. eji el Des- 

- ¿Mobodel Interior y Justicia.— Sección 3.— Caracas. 
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22 áe Junio de 1840, 11 de la ley y 30 de la indepen- 
dencia.— Núm 460. 
Sr. Gobernador de Barínas. 

Instruido el Gobierno de la consulta que 
US. hizo en oficio de 18 de A->ril último nú- 
mero 33, ha resuelto con fecha 20 del corriente lo 
que sigue. 

" Los empleados á que se refiere el artículo 72 
de la ley orgánica de provincias que continúan au- 
sentes después de haber expirado el término del 
permiso que se les concedió para separarse de sus 
destinos, están en el mismo caso que los que se au- 
sentan con el permiso correspondiente y sujetos 
por lo tanto á la pena impuesta por el citado artí- 
culo. No están en el mismo caso los alcaldes, por- 
que no se hallan comprendidos en el referido artí- 
culo ; mas cuando estos se ausentan sin permiso 6 
continúan después de haberse concluido el térmi- 
no del que se les concedió, cometen una falta que 
como se vé, ha castigado la ley en otros empleados, 
y no es de creerse que en ellos la haya tolera- 
do, no obtante no haber expresado el castigo que 
merecen. Por esta razón considera el Gobierno que 
deben ser sometidos ú juicio, y dispone que así se 
verifique mientras el Congreso, á quien se manifes- 
tará el vacío de la ley orgánica judicial en esta 
parte, acuerde lo conveniente." 

Soy de US. muí atento servidor. — Ramón Ye- 

pes. 

Procuradores judiciales. Véase patro- 

sinantes. 
PRÓDIGOS declarados tales. Por quién se- 
rán representados en juicio. Véase Pariesen 
juicio art 6 y 7. 
PRODUCCIONES literarias, ley de 8 de 
A b r il d e 1 853 asegurando su propiedad.—- 
Deroga la de 19 del propio mes de 1839/?. 
208 del cuaderno de ese año, y 385, número 3(W 
del cuerpo de 1851. 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la República 
de Venezuela reunidos en Gongroso 
considerando: 
19 Que todo autor tiene derecho á la propiedad 
de su obra. 

29 Que este derecho debe ser eficazmente ase» 
gtírado por la ley; y 

3 Que semejante garantía contribuye al pro- 
greso y perfección social. 

decretan : 
Art. 19 £| venezolano 6 venezolanos y el ex- 
tranjero ó extranjeros, con tal que estos residan 
dentro del territorio del Estado, que sean autor ó 
autores, o traductor ó traductores de una obra ó 
composición literaria, bien sea libro, cuaderno ó 
escrito de cualquien otra clase, ó de un mapa, 
plano 6 pintura> diseño 6 dibujo 6 composición de 
música, tendrán derecho exclusivo de imprimirla, 
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grabarla, litografiarla y reproducida de cualquier 
otra manera semejante á las expresadas que se ha- 
lla usado 6 se usaren en adelante para multiplicar 
los ejemplares, pt1«|fendo ellos Solos publicar, ven- 
der y distribuir dichas obras por ta primera reí res- 
pecto de cada edición 6 publicación que haga ti por 
el tiempo de su vida, y catorce nnos después de su 
muerte en el cafo de dejar viuda ó hijos, en favor 
de aquellas y estos según las leyes que arreglan 
las herencias. 

Art. 2? Del mismo privilegio gozarán aquellos 
que por justo título huyan adquirido del autor ó 
autores ó traductor ó traductores los derechos que 
les concede esta ley, durante la vida del privilegia- 
do y catorce años después de su muerte. 

Art. 39 Para gozar del privilegio indicado de- 
berá el autor ó traductor de la obra, 6 el legítimo 
poseedor de los derechos de estos, antes de impri- 
mirla, grabarla, litografiarla ó multiplicarla como 
se ha dicho según sea el caso, dirigirse al Gober- 
nador de la provincia presentándole el título de Ja 
obra ó composición* y solicitando que se registre 
este, y se expida la patente para gozar del benefi- 
cio de la ley. £1 Gobernador hará jurar ante sí al 
peticionario que la dicha obra no ha sido antes Im- 
presa, grabada, litografiada, 6 multiplicada como se 
ha dicho, ni en el territorio del Estado, ni en país 
extranjero, y api verificado, hará registrar dicho 
título en un libro que llevará al efecto. Se exten- 
derá y entregará después una patente sellada 
con el sello de la Gobernación, y escrita en los tér- 
minos siguientes : " N. Gobernador de (aquí el 
nombre de la provincia,) hago saber que (aquí 
el nombre del peticionario, ) se ha presenta- 
do ante raí reclamando el derecho exclusivo pa- 
ra publicar y vender una obra do su propiedad cu- 
yo título ha depositado y es como sigue : (aquí el 
titulo de la obra,) y que habiendo prestado el 
juramento requerido, lo pongo por la presente en 
posesión del privilegio yue concede esta ley. 
(el cual se expresará según el artículo primero) 
Dada en (aquí el lugar y la fecha y en seguida), 
la firma del Gobernador y deau Secretario." 

§ único. La disposición de los tres artículos 
«antecedentes protegerá también las obras 6 compo* 
siciones literarias y artísticas á que se refiere el ar- 
tículo primero, aunque hayan sido en todo ó en 
parte ya publicadas ; siempre que sus autores ó 
lo? herederos de esta ó sus legítimos poseedoies 
reclamen, dentro de seis meses después de la pro- 
mulgación de esta ley, el goce del privilegio que 
ella concede, y I lene n los requisitos prevenidos en 
el. artículo anterior. 

Art. 47 botará obligado el que haya obtenido 
una patente á imprimirla á la vuelta de la hoja que 
contenga el títirlo de la obra impresa» J r hacerla 
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publicar por lo menos cuatro veces en algunos de 
los periódicos que se publican en el estado, dentro 
de los dos primeros meses después de la concesión 
de la patente; mas si la obra fuere grabada, lito- 
grafiada y otra cuyo principal carácter sea repre- 
sentar algún objeto por delineamientos gráficos* 
entonces podrá ponerse solamente en lugar de 
la patente lo que sigue : Registrada conforme 
á la ley. " También está obligado á presentar al 
Gobernador que expidió dicha patente un ejem- 
plar de la obra ya impresa, grabada, litografiada 
ó como sea, dentro de los dos primeros meses des- 
pués de la publicación de la obra. La omisión ó 
falta de cualquiera de los dos requisitos exigi- 
dos en este artículo, anulará el privilegio, excepto 
en los casos que adelante se expresarán. 

§ único. De toda obra privilegiada que se publi- 
que, se pondrán dos ejemplares á disposición del 
8r. Secretario del Interior con destino á la Biblio- 
teca Nacional. 

Art. 59 Los Gobernadores de las provincias ' 
conservarán en los archivos de las Gobernacio- 
nes los ejemplares de las obras que se les presen- 
ten en conformidad del atículo anterior ; ellos ser* 
viran para compararlos con los que puedan contra- 
hacerse en los casos dé litigio que se susciten por 
causa de los privilegios. 

Art. 69 Si se hiciere nueva edición de una obra 
privilegiada conteniendo adiciones 6 variaciones! 
se presentará al Gobernador el ejemplar de que 
habla el artículo 49 y se pondrá á disposición del 
Ministro del Interior los dos ejemplares que pof 
el & único del mismo se destinan para la bibliote- 
ca nacional. 

Art 79 Si el privilegio que se solicita fuese pa- 
ra imprimir la traducción de una obra escrita en 
una lengua extranjera, no se expresará en el ju- 
ramento de que habla el artículo 3? que la obra no 
ha sido traducida, 6 que no existen impresas otras 
traducciones de ellas, sino que la misma traducción 
para la cual se solicita el privilegio, no ha sido tm* 
presa en Venezuela ni en país extranjero. Mas 
por esta concesión no se entenderá que se priva á 
los demás de que hagan una traducción diferente 
de la misma obra. 

Art. 60 Loe que con infracción del privilegio 
imprimieren, grabaren ó litografiaren 6 de otra 
manera semejante reprodugeren los ejemplares 
de ana obra 6 composición cuya propiedad haya 
sido reclamada ú obtenida conforme á los térmi- 
nos de esta ley; los que las introdugeren de país 
extranjero reproducidas de cualquiera de los mo- 
dos Indicados; los que las reunieren, expendieren 
ó distribuyeren habidas ilegalmente, á mas^de la 
pérdida 4 de los ejemplares en que consiste el deli- 
to, incurrirán en una inulta del duplo de stf valor 
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á beneficio del privilegiado ; y en caso de insolaren 
da. sufrirán una prisión de uno á seis mese?, 

$ único. Si el fraude consistiere en haberse im- | 
preso el manuscrito de una obra contra la volun- 
tad de su dueño, se incurrirá en la multa del cua- 
druplo de su valor; y en caso de insolvencia, se 
castigará con una prisión de dos meses á un año. 

ArL 99 No se reputará ni se reconocerá como 
violación del privilegio concedido por esta ley, 
siempre que se bagan compendios 6 estrac- 
tos de la obra, ó se inserten trozos en otras com- 
posiciones ó escritos que se publiquen, con 
tal que estos trozos 6 fragmentos así inserta- 
dos no excedan de la mitad de la obra privile- 
giada. Se reputará violación del privilegio la 
impresión del todo ó mas de la mitad de la obra, 
aún cuando se haga añadiéndole notas, comenta- 
rios, explicaciones ó amplificaciones. Si la obra fue- 
re un mapa, plano, pintura, diseño ó dibujo, se re- 
putará como violación del privilegio la reproduc- 
ción del todo ó mas de la tercera parte de la obra 
con los mismos delineamientos, signos y propor- 
ciones, aunque sea en una escala menor ó mayor 
que la de la obra original 

Art 10. En caso de que por algún interesado 
ó por el fiscal 6 personero público, se pruebe al 
propietario de una obra privilegiada que solicitó 
y obtuvo el privilegio después que dicha obra 
había sido impresa, grabada, litografiada ó como 
sea el caso, dentro del territorio del Estado ó pais 
extranjero, ó que dejó de cumplir con alguno de 
los requisitos exigidos por esta ley para gozar de 
los derechos que ella concede, después de oído y 
convencido en juicio, se le declarará privado del 
privilegio, y se le condenará á una multa de cin- 
cuenta á doscientos pesos que se aplicarán á bene- 
ficio de las escuelas primarias del cantón en don- 
de residiere el expresado autor ó editor, sin per- 
juiciode la pena de perjuro. La pena que se le im- 
ponga, se publicará por tres veces en uno de los 
periódicos de la República. 

Art II. Se deroga la ley de 19 de Abril de 
18?9. 

Oada en Caracas á 6 de Abril de. 1853, año 24 
de la ley y 43 de la independencia.— -El Presiden- 
te del Senado, Raimundo Andueza, — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Francisco 
Oriach. — El Secretario accidental del Senado, 
Cruz María Liárnosos. — El Secretario de la Cá- 
mara «Je Representantes, J. Padilla. 
Caracas, Abril 8 de 1653, año 24 de la ley y 43 
, de la independencia. — Ejecútese. — J, G. Moná- 
gas. — Por S. E. el Presidente de Ja República. — 
El Secretario de Estado en loa despachos del In- 
terior, Justicia y {¡elaciones Exteriores. Simón 
Planas, 
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PRODUCCIONES granadinas, decreto de 3 
de mayo de 1812 libertándolas de todo dere- 
cho» 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Considerando: 
Que la Nueva Granada admite en su territorio 
las producciones y manufacturas de Venezuela 
introducidas por tierra, ríos ó lagos situados en la 
línea extensa divisoria de las dos Repúblicas, como 
si fuesen producciones y manufacturas de la mis- 
ma Nueva Granada por virtud de las íntimas re- 
laciones de pueblos que antes han constituido 
una misma nación ; y que es justo declarar en fa- 
vor de las producciones y manufacturas de aque- 
lla nación igual y recíproca libertad de introduc- 
ción por las mismas vias en el territorio Venezola- 
no. 

Decretan: 
Art. único. Las producciones y manufacturas 
naturales de la Nueva Granada, no pagarán de- 
recho alguno á su introducción en la aduana del 
Táchira y otras internas; mas todas las produc- 
ciones y manufacturas de origen extranjero á la 
Nueva Granada que se introduzcan por cualquier 

Í>unto de la frontera están sujetas á pagar todos 
os. derechos de importación. Por consiguiente 
las administraciones de San Antonio, Angostura 
y demás de provincias limítrofes con la Nueva 
Granada cumplirán estrictamente las leyes de la 
República sobre comercio exterior, especialmen- 
te las de importación y comisos, y vigilarán á 
efecto de impedir todo fraude. 

Dado en Caracas á 2 de Mayo de 1842, año 13 
de la ley y 32 de la independencia. — El Presi- 
dente del Senado, José Manuel de los Rios, — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
Francisco Díaz. — El Secretario del Senado, 
José R. Burguillos. — El Secretario de la Cáma- 
ra de Representantes, Rafael Acevedo. 

Caracas, 3 de Mayo de 1842, año 13 de la ley 
y 32 de la independencia. — Ejecútese. — José A. 
Páez. — Por S. E.— El Secretario de Hacienda, 
Francisco Aranda, 

PRODUCCIONES, granadinas. Reglas á que 
están sujetas para su exportación. Véase Con- 
tribución extraordinaria^ R. E. de 3 de Agos- 
to de 1849, punto 2» 
PROFESIONES religiosas. Véase Conven- 
tos* L. de 4 de Marzo de 1826. 
PROMOCIONES en la marina. Véase Marina 

L. de 16 de Abril dé 1844, art 3. 
PROMULGACIÓN de las leyes. Véase Leyes, 
art. constitucional 101 y R. £. de 18 de Junto 
de 1836, y Provincias, art 10. $ único. 
PROPIEDAD particular. Garantías de que 
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goza. Véase Disposiciones generales constitu- ¡ 
dónales, art. 188 y 208. ' 

PROPIEDAD PARTICULAR. RESOLUCIÓN EJE-; 

cjtiva de 28 de enero DE 1842 declarando 
vigente la ley de Colombia de 31 de Julio de 
1823 sobre indemnización de la que se tome 
para uso público* ' 

Secretaría de lo Interior. — Sección tercera. [ 

Caracas 28 de Enero de 1842. 
Señor Gobernador de esta provincia. ' 

Di cuenta á S. E. el Presidente de la Repú- 
blica de la comunicación dirigida por US. á este 
ministerio con fecha 7 del actual, consultando á 
nombre de la Junta superior de caminos de que 
es presidente, si está en observancia en Vene- : 
zuela la ley de 31 de Julio de 1S23 que estable- 
ce las reglas que deben guardarse cuando haya 
necesidad de disponer de la propiedad particu- i 
lar para usos públicos ; y con dictamen del Con- 
sejo de Gobierno se ha servido S. E. dictar la si- ¡ 
guíente resolución. ! 

14 Las leyes y decretas expedidos por el Cuer- 
po Legislativo de Colombia hasta 1827 tienen 
fuerza y están en observancia en Venezuela si no ¡ 
se oponen directa ni indirectamente á la Consti- ' 
tucion y leyes de la República. La de 31 de Ju- i 
lio de 1823 sobre indemnización de las propie- 
cfades particulares que se tomen para usos públi- 
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eos, no ha sido expresamente derogada, ni está 
en contradicción con ningún artículo constitucio- ' 
nal ni con ninguna ley de Venezuela, antes bien' 1 
el artículo 177 de la Constitución de Colombia 
en virtud del cual se expidió la ley arriba citada, : 
es sustancialmcnte el mismo que con el número • 
208 se halla en la de Venezuela. Declara por 
tanto el Gobierno que está vigente la ley de 31 
de Julio de 18&1" 

Tengo el honor de transcribirlo á US. en con- ' 
testación á su citado oficio. — Soy de US. aten- 
to servidor. — Ángel Quintero. ) 

PROPIEDAD PARTICULAR. CAPÍTULO III DE 

la ley dk 31 DE julio DE 1823 á que se re- [ 

fiere la Resolución anterior. ( # ) 

Art. 32. Para la construcción de cualquiera 
obra pública de conocida utilidad, bien se haga 
por empresarios competentemente autorizados, ó 
& expensas del tesoro nacional, se ocupará ó atra- 
vesará la propiedad particular, en la extensión, 
dirección y forma que sea necesario, indemnizan- 
do antes á sus dueños, á bien vista de hombres 
buenos. 



(*) Este capítulo no está incluido en el cuerpo de le- j 
ye* impreso en 1851 ; pero ni existe disposición alguna 
en contrario, ni 1» ley puede considerarse derogada vir- 
tualmente sino en sus demás capí tu W por existir leyes 
especiales sobre las materias á que eiios *>c coi: traen. * 



Art. 33. Cuando la propiedad que se haya de 
ocupar sea parte de un edificio y el propietario 
no se conforme con la reguterreaeron que se ha- 
ya hecho de aquella parte, pe comprará todo el 
edificio por cuenta de la empresa. 

Art. 34. Si algunos terrenos, molinos, ace- 
quias de regadío, fábricas ú otros establecimien- 
tos de cualquiera especie, se desmejorasen ó 
inutilizasen por causa de una obra pública, auu- 
que esta no ocupe parte de ellos, se indemnizará 
á los propietarios de todos los dallos que expe- 
rimenten. 

Art. 35. Cuando sea preciso abrir canteras 
para emplear sus materiales en obras públicas» 
se ocupará el espacio que sea necesario abonan- 
do solamente el valor del terreno, sin con- 
sideración ninguna al que tengan los materiales. 

Art. 36. Los pueblos y particulares que posean 
lagunas, marismas 6 terrenos encharcados y 
pantanosos, sin aplicación á la agricultura ni á la 
industria, no podrán oponerse bajo ningún pre- 
texto á que el gobierno ó particulares competen- 
temente autorizados, emprendan su desecamien- 
to, bajo condiciones que aseguren á los propie- 
tarios el valor de sus terrenos en el estado de 
inundación ; pero si los propietarios de la ma- 
yor parte del terreno encharcado quieren encar- 
garse de hacer la obra, en igualdad de circuns- 
tancias, serán preferidos con arreglo al articulo 9° 

Art. 37. La tasación de los terrenos y edifi- 
cios ocupados, suprimidos, 6 desmejorados de 
cualquiera manera, por causa de una obra públi- 
ca, se hará siempre con arreglo al valor que te- 
nían al tiempo de empezarse Ta ohra, 

Art. 38. Jamas se podrá impedir ni suspender 
la ejecución de una obra pública á pretexto de 
darlos efectivos ó presumidos, ocasionados á 
particulares, pues si fueren efectivos serán indem- 
nizados; y si fueren presumidos y el peligro 
fuese cierto á juicio de peritos, bastará que se 
afiance ó deposite la cantidad necesaria para sa- 
tisfacción del dafto presumido. 

Art 39, Los que coutra lo prevenido en el 
artículo que precede, entorpecieren la ejecución 
ó progresos de una obra pública, quedan obliga- 
dos á satisfacer todos los darlos y perjuicios que 
resultaren al público y á los empresarios. 

Art. 40. Para indemnizar á los propietarios de 
terrenos ó edificios ocupados ó desmejorados por 
una obra pública, se nombrarán tres p aritos: el 
primero por el propietaria ó quien lo representa- 
re : el segundo por el empresario ó quien lo re- 
presente ; y el tercero por el propietario y em- 
presario, y en caso de discordia en la elección de 
este último, la decidirá el gobernador de la pro- 
vincia respectiva. 
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Art. 41. Cuando para la ejecución de un pro- 
yecto se hayan de ocupar ó perjudicar terrenos 
de un gran número de propietarios, todos ellos 
elegirán el perito que les toca : la elección se ha- 
9 rá por la mayoría respectiva de votos, y en ca- 
so de igualdad la suerte decide. 

Art. 42. El propietario que por sí, ó por su 
apoderado no asista á la junta de elección, se en- 
tiende que se conforma con el que hubiere sido 
nombrado. 

Art 43. Los tres peritos, acompañados délos 
interesados ó de quien los represente, cuando no 
quieran asistir, reconocerán la propiedad ó pro- 
piedades que sean objeto de la indemnización ; 
sí los dos primeros peritos convienen en la tasa- 
ción, queda con esto determinada ; mas si no con- 
vinieren, decidirá el tercer perito. 

Art. 44. Las quejas á que diere lugar el jui- 
cio de peritos, y todas las reclamaciones que se 
originen sobre cumplimiento de convenios, con- 
tratos, decretos de concesión y demás relativo á la 
ejecución y conservación de las obras públicas, 
se juzgarán por los tribunales de las provincias 
respectivas, conforme al orden que han señalado 
las leyes. 

Art. 45. Los gastos que ocasione el nombra- 
miento y operaciones de los peritos, serán siem- 
pre de cuenta de la empresa. 

PROPIEDAD DE PRODUCCIONES LITERARIAS. 

Véase Producciones literarias. 

PROPIEDADES del estado, dbcrbto de 17 de 

mavo de 1836 ordenando la venia de las que 

no están destinadas á usos nacionales* y de las 

inutilizadas, 'ó que se inutilicen en lo adelante. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Decretan : 

Art. 19 Se autoriza al Poder Ejecutivo para 
que haga vender en pública subasta todas las fin- 
cas urbanas, los útiles y enseres de las extingui- 
das rentas de tabaco y diezmos, y todos los demás 
bienes, muebles é inmuebes pertenecientes é, la 
Nación, que no estén destinados d que se destinen 
á usos nacionales, v los que estén inutilizados, ó 
se inutilicen en adelante con excepción de las 
tierras baldías que serán objeto de una ley espe- 
cial. 

Art. 29 Las ventas se verificarán por ante la 
junta consultiva de la capital déla República» 6 de 
la provincia donde estén ubicados ó existentes los 
bienes, según lo juzgue mas conveniente el Poder 
Ejecutivo. 

Art. 39 La buena pro en tales ventas, se dará 
al que ofrfzca» mayor suma, pero si esta fuere in- 
ferior al valor estimado de la cosa, se suspenderá 
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el remate hasta la resolución del Poder Ejecutivo 
Art. 49 En pago de los bienes rematados se 
admitirá dinero ó deuda reconocida y calificada, 
por Venezuela á jucio del Poder Ejecutivo. 

Art. 59 Los expedientes de remates y ios va- 
les de deuda nacional que se den en pago, se re- 
mitirán al Ministro de Hacienda. 

Art. 69 El Ministro de Hacienda dará cuenta 
anualmente al Congreso de las ventas que se 
hayan verificado. 

Dado en Caracas, á 15 de Mayo de 1836, 79 
de la ley y 26 de la independencia. — El Presiden- 
te del Senado, Ignacio Fernández Peña. — El 
Ptesidente de la Cámara de Represantes, Pedro 
Quintero.— E\ secretario del Senado, Rafael Ace- 
vedo. — El diputado secretario de la Cámara de 
Representantes, J. A. Pérez, 

Caracas, Mayo 17 de 1836, 79 y 26.— Ejecúte- 
se. — El Vicepresidente encargado del Poder Eje- 
cutivo, Andrés Narvarte.—Pov S. E. — El secre- 
tario de Hacienda, José E. Gallegos. 
PROPIEDAD ev los que fueron esclavos. 
Cómo ha debido comprobarse para los elec- 
tos de la ley de abolición. Véase Libertad de 
esclavos, R. E. de 17 de Junio de 1^54, pun- 
to 2? 
PROPIEDAD EN los que fueron esclavos. 
Qué debió observarse en* el caso de pérdida 
del título por incendio, terremoto ú otro ra- 
so fortuito. Véase Libertad de esclavos R. E. 
de 7 de Julio de 1854, punto 20 
PROPIETARIOS de tierras 'baldía*. De- 
rechos y deberes que tienen. Véase Tierras 
baldías, art. 18 y 10. 

PROVISIÓN DE OBJBTOS PARA EL SERVICIO 

publico. Véase Juntas económicas de hacien- 
da, art. 8. 

PROTECCIÓN. Véase Recursos de fuerza, 
amparo y protección. 

PROTESTAS DE los capitanes, maestre?, 
marineros, &. Véase Consulados venezola- 
nos, L. de 30 de Abril de 1S47, art. 34. 

PROTOCOLOS. Véase Registro, art. 10 de la 
ley. 

PROVINCIAS, ley de 24 de abril de 1833 
sobre su organización y régimen político. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

Considerando. 

Que la ley de 14 de Octubre de 1830 sobre el 
régimen político y económico de las provincia*, 
ha presentado en su ejecución inconvenientes que 
no pueden continuar sin grave perjuicio de la, 
buena administración del Estado. 
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Decretan. 
CAPITULO I. 

De los Gobernadores. 

Art 19 Loe gobernadores son agentes cons- 
titucionales naturales é inmediatos del Poder 
Ejecutivo, y como tales, son jefes superiores en 
sus respectivas provincias, y en ellas les están su- 
bordinados los funcionarios y autoridades» así ci- 
viles como militares y eclesiásticas, sin excep- 
ción ninguna, en todo lo que mira al buen orden 
Ír tranquilidad de la provincia y su gobierno po- 
ítico y económico. 

Art. 29 Deben residir en la capital de la pro- 
vincia, y solo podrán salir fuera de ella para cum- 
plir con el artículo 89 de esta ley : ó por orden 
expresa del Poder Ejecutivo ; ó cuando por al- 
gún evento se vean precisados á evacuarlas, de- 
biendo en tal caso obtener la aprobación subsi- 
guiente del mismo Poder Ejecutivo. 

Art 39 En las faltas del gobernador será es- 
te sustituido por el jefe político del cantón capi- 
tal ó por la persona que desempeñe las funciones 
de este; mas el Poder Ejecutivo podrá nombrar 
á su arbitrio otro sustituto, el cual en los casos 
de vacante dea empeñará el destino, hasta que 
reunida la respectiva Diputación provincial, pre- 
sente al Poder Ejecutivo nueva terna. 

Art. 49 Tendrán un secretario nombrado por 
ellos mismos, y que podrán remover á su arbi- 
trio. Al secretario corresponde el arreglo y buen 
orden del archivo, que ha de recibirse y entre- 
garse por riguroso inventario. 

{ único. Los secretarios de Jos gobernadores 
no exigirán derecho alguno por los actos que au- 
toricen como tales empleados. 

Art. 59 Cuidarán de la tranquilidad general, 
del buen orden, de la seguridad de las personas 
y bienes de los habitantes, de la ejecución de las 
leyes y órdenes del Poder Ejecutivo, y de cuan- 
to pertenece á la policía y prosperidad da las 
provincias. 

Art. 6° Cuidarán así mismo de que se prac- 
tiquen las elecciones de las asambleas parroquia- 
les el dia 19 de Agosto cada dos aftas, haciendo 
que se nombren los electores raiu%¡cinaJes en \o* 
cantones £ que correspondan ipénps ¿Je siete elec- 
tores para ftf colijo electora] : deque se. rqiyia 
este el 19 4* Octubre ; y de que se- efectué la 
reunión de la Diputación provincial el 19 de No- 
viembre, y se celebren las elecciones Je los cocee* 
jos municipales y jueces de paz conforme á la 

Art 79 Harán que los concejos municipales 
desempeñen las funcionas que les atribuye esto 
ley, 6 que se les encarguen en lo sucesivo. 

ArU 8.° Visitarán su provincia por lo menos 
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una vez en ios dos primeros años del período de 
su gobierno, con el objeto de informarse por sí 
mismos del cumplimiento que se haya dado á las 
leyes, órdenes y decretos, de la conducta y roa- 
nejo de todos ios empleados públicos, oyendo las 
quejas que se dirijan contra estos : del estado de 
la policía en todos sus ramos, y de los demás asun- 
tos cuya inspección les corresponde. En estas vi- 
sitas y con los conocimientos prácticos que ad- 
quieran, tomarán las providencias que estuvie- 
ren dentro de la esfera de sus atribuciones. Los 
gobernadores harán estos visitas á su costa, sin 
gravar en nada á los pueblos, y darán cuenta del 
resultado al Poder Ejecutivo, y á la Diputación. 

Art. 99 Convocarán extraordinariamente las 
diputaciones provinciales para dar cumplimiento 
á alguna resolución del Congreso ó del Gobierno 
en ejercicio de las atribuciones del artículo 1 18 
de la constitución. 

Art. 10. Comunicarán y circularán todas las 
leyes y decretos, y las órdenes del Poder Ejecu- 
tivo, siendo responsables de su cumplimiento, y 
para ello exigirán recibo de todo lo que comuni- 
quen. 

§ único. La solemnidad debida de que habla 
el artículo 101 de la constitución, consistirá en la 
publicación por bando en los parajes públicos y 
acostumbrados de las respectivas ciudades, villas 
y parroquias. Esta publicación se hará por el 
secretario municipal en las cabeceras de cantón, 
y por medio de los jueces de paz' ó sus secreta- 
rios en las parroquias, siendo obligación de los je- 
fes políticos, hacer registrar la publicación de 
las leyes en la respectiva oficina de registro su- 
balterna, con arreglo á la ley que establece las 
oficinas de registro. Mientras se establecen es- 
tas oficinas, llevarán dicho registro, los jefes po- 
líticos en las cabeceras de cantón, debiendo pa- 
sarlo al registrador luego que lo haya ; pero en 
las parroquias lo llevarán siempre los jueces de 
paz. 

Art. H. Nombrarán sobre las ternas que les 
presenten las Diputaciones provinciales; los je* 
fes políticos y los empleados en las rentas pro- 
vinciales. 

$ único. Si la Diputación provincial no se 
reuniere, é si por algún. aconiecioHento impre- 
visto se disolviera después de reunida, y por es- 
ta razón no se presentaren al gobernador las ter- 
nas en su oportunidad; podrá este elegir á su ai- 
¿itrio la persona que reuniendo las calidades re- 
queridas, se encargue del destino provisional- 
mente, dando cuento á la Diputación luego que 
se reúna, 

Art 18. Remitirán en el mes de Febrero de 
cada ano al Poder Ejecutivo un estado de los na- 
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cidos, casados y muertos en toda la provincia y 
Un cuadro estadístico de felfa comprensivo de to- 
das las noticias Jr datos correspondientes á Ja 
misma. Para ello el Poder Ejecutivo dirigirá 
los formularios que contengan todos los puntos 
de que debe darse noticia al Gobierno. 

Art. 13. Tomarán, oído el informe de la jun- 
ta de sanidad* las medidas convenientes para ata- 
jar cualesquiera epidemias ó enfermedades con- 
tagiosas, y proporcionar los auxilios necesarios. 
Con el mismo objeto harán que se establezcan 
cimenterios en todas las parroquias, villas y ciu- 
dades, aplicando para esta obra los fondo* que 
designe la ley, y promoverán la propagación y 
conservación dé la vacuna en todos los pueblos 
de la provincia. 

Art 14. Desempeñarán en los negocios de 
patronato eclesiástico, las (unciones que á ellos y 
á los intendentes atribuye la ley de la materia. • 

Art 15. Los gobernadores no podrán ejer- 
cer funciones judiciales, conocer de los nego- 
cios contenciosos, ni llamar los autos pendientes 
en los juzgados ; pero sí pueden pedir á las cor- 
tes de justicia de su respectivo distrito, á los jue- 
ces de primera instancia, alcaldes y jueces de 
paz de sus provincias, cuantas noticias estimen 
convenientes sobria las causas pendientes en sus 
tribunales para dar cuenta de las dilaciones á loa 
jueces superiores y aun al Poder Ejecutivo. 

Art. 16. Aunque ios gobernadores no deben 
tomar conocimiento de lo contencioso de la ha- 
cienda nacional, y defectos que adviertan 6 de 
que reciban quejas fundadas, ni ejercer autori- 
dad económica gubernativa en ella ; tendrán co- 
mo presidentes de la junta consultiva del gobier- 
no económico de hacienda las atribuciones, v ejer- 
cerán la vigilancia que se les encarga por la ley- 
orgánica de aduanaa 

Art. 17. Reunirán uh dia en cada mes el Con- 
cejo municipal de la capital de su provincia y el 
administrador de las rentas municipales, oara in- 
formarse del estado y progreso de ellas, los atra- 
sos que sufran los pagos, y acordar las provi- 
dencias que convenga dar sobre este y otros par- 
ticulares de la policía municipal, que dictarán 
desde luego, si lo estimaren conveniente. En un 
libro destinado al efebto, ique llevará el secreta- 
rio del Concejo municipal, se extenderán los 
acuerdos de esta junta para que conste el zelo del 
administrador y las medidas adoptadas por el Go- 
bernador y Concejo. Esta junta la presidirá el 
gobernador, 6 el que desetnpefie sus funciones. 

'Art. 18. Tendrán la superior insoeccion pa- 
ta el repartimiento de bagajes, alojamiento y sub- 
sistencia, que deban darse á las tropas en marcha 
para el servicio, arreglándose á la ley de la ma- 
teria. 
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Art. Í9. En los casos en que la tranquilidad 
de la provincia lo requiera, llamarán al servicio 
la milicia nacional con arreglo á la ley de la 
materia : y bien sea la de sus mismas provin- 
cias ó bien la de las vecinas, están facultados pa- 
ra mandar pagar del tesoro publico los sueldos de 
los oficiales y tropa, previa ha formalidad de re- 
vista de comisario, todo según lo dispuesto en la 
citada ley y en la orgánica de aduanas. 

Art. 20. Dictarán las órdenes y providencias 
que crean convenientes para que los cuerpos mi- 
litares que marchen por el territorio de sus pro- 
vincias tengan los auxilios necesarios; y para ha* 
cér los gastos que exijan estos auxilios procede- 
rán conforme á las órdenes del Poder Ejecutivo. 

Art. 21. Harán los tanteos mensuales en las 
administraciones de hacienda en las respectivas 
provincias, excepto en la de la capital de la Re- 
pública. 

Art. 22. Pondrán el cúmplase á los títulos y 
despachos dé los empleados déla lista civil, ecle- 
siástica y de hacienda para que se les dé pose» 
sion de sus destinos y se les satisfaga su renta. 

Art 23. Aprobarán las causataTque los em«- 
pleados de su provincia en todos los rateos de la 
administración, presenten para separarse de sus 
destinos por quince ó veinte días ; y en su vir- 
tud les concederán las licencias necesarias dando 
cuenta al Poder Ejecutivo. 

§ único. Se exceptúan de esta regla todos 
aquellos empleados que por leyes especiales de* 
ban obtener esta clase de licencia <ie otros fun* 
dónanos. 

Art. 24. Visarán y expedirán los pasaportes 
de las personas que salgan ó vengan de país ex- 
tranjero conforme á las ordenanzas de policía, 
pudiendo delegar esta facultad á los jefes polí- 
ticos de los puertos habilitados, si lo juzgaren 
conveniente. 

Art. 25. Oirán las quejas de los particulares 
sobre agravio en el repartimiento de las contri- 
buciones directas, reemplazo dei^ qército y dis- 
tribución o bagajes, y las decidirán de un ' mo- 
do gubernativo, sin dilación, ni forma judicial, 
ejecutaran su resolución sin que tenga : lugar 
otro rt ■ : 

Art. 2u Oirán las solicitudes y denuncios de 



minas; 



^eticadas las diligencias necesarias 



canfor» i as leyes, si no hallaren reparo fun* 
dadoj » án el correspondiente título, y sa- 
tisfecho erechos del registro, darán cuenta 
al Podr ) :. utivo por medio de la secretaría dé 
I hacienda, 

¡ Art. 2V i» el caso de que íaaéguridad del 

: B*ud<> exi. ;mí , que alguna persona i sea* arresta- 
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da 6 interrogada, deberán expedir ordene* al 
efecto, del propio modo que para hacer arrestar á 
los que se. hallen delinquiendo infragante; pero 
en ambos casos entregarán los reos á disposi- 
ción del juez competente dentro del preciso tér- 
mino de tres dias con las diligencias que hayan 
motivado el procedimiento. 

Art. 28. Podrán ejecutar gubernativamente 
las penas impuestas por las leyes y ordenanzas 
de policía, y tendrán facultad para imponer y 
exigir coactivamente multas á los que desobedez- 
can sus órdenes 6 les falten ai debido respeto, 
pudiendo ser estas desde diez hasta cien pesos, 
conforme á la gravedad de la falta, y arrestos 
que no pasen de tres dias. Para imponer estas 
penas precederá una diligencia breve y sumaria 
en que conste el hecho que las motive, cuya di- 
ligencia se notificará al penado antes de ejecu- 
tarla. 

Art. 29. Decidirán por via instructiva y gu- 
bernativa las dudas que ocurran sobre elecciones 
de los miembros de los Concejos municipales, al- 
caldes, síndicos y jueces de paz» £1 que diga 
de nulidad de cualquiera elección deberá pre- 
sentarse ante el jefe político donde" no resida 
el gobernador, en el preciso término de ocho 
dias siguientes á su publicación, y pasado este, 
no se admitirá queja ni recurso alguno. Este 
término principiará á correr desde el día en que 
el electo reciba de la autoridad pública compe- 
tente la comunicación de su nombramiento. £1 
jefe político pasará el reclamo al gobernador pa- 
ra la decisión correspondiente. 

§ 19 El oficio de nombramiento será entre- 
gado por medio de la autoridad local, debiendo 
esta exigir recibo, 

§ 29 Cuando los gobernadores sepan que se 
ha hecho una elección conocidamente nula, po- 
drán declararla tal, sjn previa petición de un ter- 
cero, y aun después de los ocho dias de que ha- 
bla este artículo, á reserva del derecho de la 
parte que se considerare agraviada. 

$ 39 Los recursos de queja por nulidad en 
las elecciones, los decidirán los gobernadores 
dentro de quince dias, á lo mas, después de in- 
troducidos en su despacho. 

Art. 30. Oirán y resolverán en la misma 
forma las quejas que promovieren los vecinos 
contra las providencias económicas y de policía 
dadas por los Concejos municipales. 

Art, 31. Cuando los oficiales 6 tropa m mar- 
cha 6 en guarnición cometieren exc< sos 0111ra 
la seguridad y propiedad de los ciudadanos, re- 
querirán á las autoridades militares para su cas- 
tigo, sobre lo que se les impone la mas estre- 
cha responsabilidad. 

Art. 32. Los gobernadores ejercerán en la 



administración de las rentas municipales, en la 
policía y en los demás ramos sujetos á la deli- 
beración de las diputaciones provinciales, aque- 
llas atribuciones que les señalen las respectivas 
ordenanzas y resoluciones. 

Art. 23. Los gobernadores tienen facultad pa- 
ra suspender los jefes políticos y jueces de paz 
cuando infrinjan la constitución ó las leyes, con 
calidad de ponerlos á disposición de la autoridad 
del jpez competente dentro de tres dias con el su- 
mario ó documentos que hayan dado lugar ala 
suspensión para que se les juzgue. 

$ único. Cuando los jefes políticos ó jueces de 
paz desobedezcan los decretos y órdenes de los 
gobernadores, podrán estos funcionarios ejercer 
sobre aquellos la atribución del artículo 28 : pe- 
ro si la desobediencia fuere tal que merezca un 
enjuiciamiento, los someterá á la autoridad com- 
petente. 

Art. 34. Cuando por muerte, enfermedad, sus- 
pensión judicial ú otro caso imprevisto, vacare rn 
las respectivas provincias algún destino depen- 
diente del Poder Ejecutivo, y no estuviere deter- 
minado por las leyes el modo de hacerse la sus- 
titución, estarán autorizados los gobernadores pa- 
ra nombrar provisionalmente quien los reem- 
place dando cuenta inmediatamente al Poder üje- 
cutivo para que disponga lo conveniente. 

Art. 35. Los gobernadores en las capitales de 
provincia y los jefes políticos en los demás can- 
tones, estarán obligados á auxiliar y proteger á 
los tribunales en la administración de justicia, 
cuando estos pidan el auxilio de la fuerza públi- 
ca para la ejecución de sus sentencias. 
CAPITULO II. 
De los Jefes políticos. 

Art. 36. Los Jefes políticos son los primeros 
magistrados civiles en los cantones que adminis- 
tren, tienen la autoridad económica y gubernati- 
va, y dependen inmediatamente de los Goberna- 
dores. 

Art 37. Los Jefes políticos serán nombrados, 
á propuesta en terna de la respectiva Diputación 
provincial por el Gobernador de la provincia. 

Art. 38. Para ser jefe político se requieren 
las mismas calidades que para ser elector, buen 
concepto público y acreditada adhesión al siste- 
ma reconocido por Venezuela. La duración de 
estos empleados será la de un aflo, contado des- 
líe el dia en que por la ley ha debido posesionar- 
se c] propietario. 

Art. 30. Los Jefes políticos ejercerán en sus 
respectivos cantones la atribución que tienen los 
Gobernadores por los artículos 28 y 81 de esta 
ley, salvo que no podrán arrestar álos Jaeces de 
paz que estuvieren ejerciendo funciones judiciales. 
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Aii» 40, Los Jefes políticos ¿ log que hagan 
sus veces presidirán los Concejos municipales y 
tendrán voto en sus deliberaciones. Cuidarán de 
que loa Concejos cumplan con cuanto se les en- 
cargue por las leyes y por las ordenanzas de la 
Diputación provincial respectiva. 

A FU 41. Los Jefes políticos visitarán en loe 
períodos que designe la Diputación provincial 
respectiva, el arca, los libros y archivos de las 
oficinas de rentas municipales de su cantón. 

Art 42 Cuidarán de que las oficina s de regis- 
tro estén con el arreglo debido, y los protocolos 
y procesos con el aseo y seguridad convenientes 
bajo inventarío que examinarán cada a So ; y si 
advirtieren alguna falta grave de que algún Re- 
gistrador aparezca culpable, anotarán los hechos 
punibles en el libro correspondiente de la visita, 
y para ios efectos convenientes darán cuenta in- 
mediatamente al Gobernador y ai Registrador 
principal. 

Art. 43. Cumplirán las órderes del Goberna- 
dor de su provincia acusándole el recibo de ellas, 
y de las leyes y decretos que les comunique, y 
avisándole su pronta publicación por bando en 
la forma prescrita en el artículo 10 de esta ley, 
con certificación del Secretario ó funcionario que 
la haya hecho. < 

Art. 44. Trasmitirán á los alcaldes y jueces 
de paz las leyes y decretos del Congreso, exigien- 
do el recibo y comprobante de su publicación en 
cada parroquia para hacerla anotar en la oficina 
de registro y dar cuenta de dicha publicación & 
la Diputación provincial respectiva. 
4 Art. 45. Cuidarán de que las Juntas de manu- 
misión se reúnan meosualmente, y desempeñen 
con exactitud las funciones que les atribuye la 

Art 46. Presidirán la Junta de vacuna, arre- 
glándose á lo dispuesto en la instrucción de la 
materia, 6 á lo que en adelante se dispusiere, ba- 
jo la mas estrecha responsabilidad en caso dt> 
emisión. 

Art. 4?. Cuidarán de la enseñanza en las es- 
cuelas públicas y averiguarán los capitales que 
haya destinados para obras de beneficencia, dotes 
de huérfanos y educación pública, á fin de que se 
aseguren, y quo verificándose el cobro de réditos 
tengan su debida aplicación. 

Art. 48. Cuidarán de que no se corrompan las 
buenas costumbres, ni se ofenda la decencia pú- 
blica con estampas lúbricas que perviertan la ino- 
cencia y* destruyan por 8U9 cimientos la morali- 
dad que debe promoverse de todos modos entre 
los venezolanos, para cuyo fin recogerán y harán 
quemar las expresadas estampas* que sehallen'en 
venta pública, previo ei reconocimiento que prac 
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timará el mismo magistrado asociado de dos miem- 
bros del Concejo municipal, nombrados por este 
al principio de cada año ; sin desviarse de la ob- 
servancia del artículo 191 de la Constitución. 

Art. 4& Los Jefes políticos no pueden mez- 
clarse en asuntos contenciosos entre partes. 

Art 50. No permitirán : 

§ 19 Que haya cuestores de limosna en sus 
cantones sin expresa licencia de la primera auto- 
ridad local. 

$ 29 Que haya vagos y mal entretenidos, y al 
efecto precediendo la justificación conveniente, 
los destinarán al servicio de la policía del lugar 
con ración y sin sueldo, por un tiempo determina* 
do que no podrá pasar de tres meses. 

Cuando los Jefes políticos procedan contra los 
vagos darán á los acusados de tales una ligera 
audiencia, y sus fallos, antes de ejecutarlos los 
consultarán con los Gobernadores, quienes po- 
drán reprobarlos si los hallaren injustos. 

§ 39 Que ningún mendigo pida limosna públi- 
camente sin licencia por escrito de la primera au- 
toridad local, quien deberá concederlas solamente 
á las personas que no puedan ganar el sustento 
con su trabajo. 

$ 49 Que las diversiones públicas y permiti- 
das, jamas sean contrarias á la moral, ó que se 
vicien con juegos de suerte y azar, perjudiciales 
siempre al honor y bien de los ciudadanos ; pu* 
diendo por consecuencia examinar las pieza? dra- 
máticas, á fin de prohibir la representación de 
las que estimasen perjudiciales á las buenas eos» 
tumores. Este examen ó censura se practicará 
dentro de ocho dias por el Jefe político y dos q 
cuatro individuos de los mas instruidos del lugar 
que nombrará el Concejo municipal, quienes 
procederán por mayoría absoluta de votos en la 
calificación ; y si pasare dicho término sin haber- 
se evacuado el examen, podrá representarse libre- 
mente la pieza. 

Art 51. Los Jefes políticos harán los tanteos 
mensuales en las administraciones de Hacienda 
' nacional en sus respectivos cantones con las for- 
malidades prevenidas en el articulo 11 de la ley 
sobre régimen de aduanas de 28 de Mayo de 
1837. 

Art. 52. Tienen en el cantón que administran 
la misma atribución que confiere á los Goberna- 
dores el artículo 23 de esta ley, siempre que las 
licencias á que este se refiere sean por menos de 
quince dias, dando la cuenta respectiva al Go- 
bernador déla provincia. 

Art. 53. En las faltas del Jefe político le sos» 
títuirán los Concejales por el orden de su nom- 
bramiento, dando cuenta el Gobernador para que 
nombre otro interino, si lo estima conveniente. 
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Art. 54. Ejercerá en sus raspecuVos cantonas, 
respecto de los jueces dt paz, la atribución, que 
tienen los Gobernadores por el artículo 33-de es- 
ta ley. • 
CAPITULO III. 
De los Jueces de paz, 
Art 55. Habrá Jueces de paz en cada una de 
las parroquias y en los caserías y, lugares del dis- 
trito donde convenga los haya, á juicio de la 
asamblea municipal, y todos serán elegidos 
anualmente como en la presente ley se dispone. 

Art. 66. Los jueces de paz deberán promover 
eMrden y tranquilidad, la decencia y moralidad 
pública, cuidando de la observancia de la* Consti- 
tución, de las leyes y de las órdenes superiores 
que les comunique el Jefe político á quien están 
inmediatamente subordinados en estas materias. 

Art. 57. Cuidarán de todo lo que mira á la 
salubridad, comodidad y ornato, 6 á la policía 
de sus respectivos distritos ; y ademas tendrán la 
inmediata ejecución de los bandos 6 reglamento* 
de policía, para cuyo fin se comunicará á cada 
uno de ellos un ejemplar. 
> Art. 58. Podrán imponer multas hasta por do- 
ce pesos, 6 arrestos basta por cuarenta y ocho ho- 
ras á los que desobedezcan su* órdenes ó les fal- 
ten al debido respeto. 

CAPITULO IVv 
De ios asambleas municipales. 
Art. 59. La asamblea municipal se compondrá 
de Jos electores .nombrados para el colegio electo- 
ral. Si un. cantón nombrase para dicho colegio 
siete ó mas electores, estos mismos compondrán 
la asamblea municipal ; mas si el cantón nombra- 
re menos de siete electores, entonces las asam- 
bleas parroquiales elegirán en registro separado, 
Ion que faltan pura completar el 'fi amero 'de los 
siete que han d« componer la asamblea roqqicV 
pal. E«»ta podrá ineíakirse y practicar las eleccio- 
nes con Jas dos terceras partes de sus miembros, 
con tal que no, bajen de siete. 

Art. 60. Estas asa/nbleas sejreunirftn en ]& sala 
del concejo municipal el día 25 de Diciembre de 
cada afio y elegirán en . público y en alta voz : 
191 i mitad de los concejales y el procurador mu- 
nicipal: 29 los alcaldes, y 3<> los jueces de, paz 
y síndicos parroquiales de* toáo el cajfitQQ, 

y 19 Si por algún accidente imprevisto no se 
pudiere reunjr la asamblea municipal. el diz se- 
ñalado enceste artículo, se tendrá lareupion el J»aa 
inmediato posible, 

y 29 Los individuos de. los concejos munipípa- 
!es, jueces de paz y síndicos, parroquiales, podrán 
ser reelegidos, pero no serán obligados á aceptar 
&ÍP el intervalo de un afio por lo menos, donde lo 
permita la población á jujcio de la asamblea mo- 
nicipal ó del concejo en su caso. 
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Art, GIj Las asambleas municipales elegirán 
loe alcaldea¿on arreglo-á lo que se dispone en» 
la ley-orgánica de tribunales. 

Art 62. Los registros parroquiales de lácele^ 
ciones de electores municipales se remitirán al 
concejo municipal, se hará en sesión pública el es* 
erutinio ó regulación de los que reúnan la mayo- 
ría de votes, y estos serán declarados electorea 
municipales, avisándoseles su .nombramiento por 
el presidente del mismo concejo.. 

y único. Los electores municipales que resul- . 
ten con . impedimento físico ú otro grave y. 
fundado á juicio deLcoQcejo municipal, serán, 
reemplazados per -este con,, los que tengan mas 
votos en los registros. 

Art. 63. Concluidas las elecciones denlas asara-, 
bleas municipales, su presidente dará aviso á loa> 
nombrados, por oñcio autorizado del secretario 
que servirá de título bastante para que el concejo 
municipal ponga en posesión de sus destinos á los 
electos, el día primero de Enero, dando aviso de 
todo al Gobernador. El Presidente y Secretario se», 
rán nombrados por la asamblea, municipal de den* 
tro de su seno por mayorí* absoluta. 

y único. El mismo Presidente pasará el acta- 
de elecciones ai concejo municipal para que se* 
custodie en su archivo. 

Art 64. Los individuos. que se elijan para jue- 
ces de paz, síndicos parroquiales y miembros de* 
las juntas de policía de las parroquias, deberá», 
reunir las^cualidades de sufragantes parroquiales* 
y ademas tener veinticinco a Ros de edad . cumplU 
dos, y saber leer y escribir. 

Art 65. Todo acto en estas asambleas que no 

sea el de las elecciones, será no solamente nulo». 

sino. atentatorio contra la seguridad pública, y 

ninguno podrá presentarse armado en el local ea 

! que se halle reunida la asamblea. 

Art 6ÚV Cuando por algún accidente los indivi«j 
dúos de un /concejo municipal quedaren reducidos 
á menos de tres, el Gobernador convocará ex- 
traordinariamente la asamblea municipal respec* 
tiva ; y esta nombrará los que han de reemplazar 
I á los que ha van faltado. Las demás vacantes en> 
' cualquiera, de los destinos, que se ejercen por. 
nombrarniento.de Ja asamblea municipal se llena- 
rán por loa concejos municipales á pluralidad ab* 
soluta de votos, y se pondrá al . elegido en pose? 
slon. En,, las. faltas,, accidentales^ del. procurador f 
! muni^ipaJA concejales, el mjsmp, concejo podrán, 
engarra? las funciones del ausente á cualesquiera^ 
otrft do, sus miembros. 

" &PITJJLO.V, 
D¡e lo$ Conejos, Municipales. 
Ar¿ 67., En todas, las cabeceras de cantón, 
habrá jcopqejos municipales compuestos de los, 
epnff jales que designen fas Diputaciones provin- , 
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^cíales, y de un procurador municipal. Sus indi- 
viduos deberán tener las mismas cualidades que 
.se requieren por la Constitución para ¿er elector. 
Nombrará el concejo un Secretario de dentro ó 
fuera del cuerpo, cuya duración, será la de su 
l?uen desempeño ajuicio del mismo cuerpo, y de- 
terminará con aprobación del Gobernador los días 
y horas de sus sesiones ordinarias. 

§ 19 £1 secretario municipal será sustituido en 
las faltas temporales 6 absolutas, por la persona 
que nombrare el mismo concejo. 

$ 2? El secretario municipal tendrá el sueldo 
que le señale la Diputación respectiva, sin mas 
emolumentos. 

Art. 68. Mientras las Diputaciones provincia- 
les cumplen con lo prevenido en el artículo an- 
terior, y las asambleas municipales practican el 
nombramiento de los concejales, continuarán los 
alcaldes municipales, y serán los que sustituyan 
á los Jefes políticos. 

Art. 69. Los procuradores municipales, per- 
manecerán en sus destinos' por"un año, y los con- 
cejales por dos, debiendo estos renovarse por 
Imitad anualmente* 

*$ único. Cuando por algún accidente se elija 
á la vez el total, se sortearán los que deban cesar 
al fin del primer año. 

Art 70. Los procuradores municipales, Jue- 
ces de paz. Síndicos parroquiales, lo mismo que 
los concejales, aunque hayan cumplido el término 
de.su duración, continuarán en el ejercicio de sus 
atribuciones, hasta quesean reemplazados por los 
que deban subrogarlos. 

4&rt 71. Los destinos de Jefes políticos, con- 
cejales, Procuradores municipales, Jueces de paz, 
-Síndicos parroquiales y comisarios de policía son 
carga concejil de qffemuKo puede excusarse sino 
por una causa física, que le imposibilite para su 
desempeño, 7 que sea legal mente justificada y 
"aprobada por el Gobernador, oido previamente el 
informe del concejo municipal respectivo. No «e 
admitirá renuncia á los electores ato tes de pose- 
sionarse Úe sus empleos. Solo están exentos de 
-cargas concejiles ios Senadores, Representan- 
tes y Diputados provinciales principales, los 
Secretarios del despacho y sus oficiales, los de 
los 'Gobiernos de .las, provincias, los jefes de 
las oficinas de hacienda y los dependientes de 
«stas, los empleados en los resguardos, los 
administradores de rentas municipales, los irt- 
tlividuos de la fuerza armada en actual servicio, 
1oe de las planas mayores veteranas de la milicia, 
loe magistrados, los jueces de primera instancia, 
los Registradores, los Secretarios -y oficiales de 
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los tribunales y juzgados, y los boticarios en ejer- 
cicio* siendo únicos en el lugar. 

Art. 72. Los jefes<políticos serán compelidosá 
posesionarse de sus destinos con una multa des- 
de cien pesos hasta -quinientos ; y los concejales, 
los procuradores municipales, los jueces de paz y 
síndicos parroquiales,' con la de cincuenta á tres- 
cientos pesos; sin que por la exhibición de dichas 
multas, queden exentos de tomar la posesión ex- 
presada y continuar en el ejercicio del destino 
respectivo so pena de nueva multa. En igual pena 
incurrirá el que después de posesionado rehusare 
servir sin causa justa y legal mente aprobada, é 
se ausentare sin permiso. . . 

Art. 73. Cada concejo municipal elegirá entre 
sus individuos, los que deban encargarse de las 
visitas de las escuelas de primeras letras, de la 
vigilancia y policía de las cárceles y délas demás 
funcibnes económicas, que les atribuye esta ley 6 
les atribuyan otras en adelante. 

Art. 74. Nombrarán también los concejos mu- 
nicipales comisarios de policía en las poblaciones 
y lugares que á su juicio las necesiten, y estos 
ejercerán sus funciones bajo la autoridad del jefe 
político y jueces de paz. 

Art *75. Los concejos municipales están en* 
cargados de todo lo relativo á la policía desalubrit- 
dad, y en consecuencia han de cuidar: 

1 9 Del aseo y limpieza de las calles, mercados, 
plañís publica*, y la de los hospitales, cárceles y 
casas de beneficencia. 

29 Del establecimiento de mercados públicos, 
que efttos estén, debidamente abastecidos ; y de la 
calidad de los alimentos de toda clase. 

30 Del pronto establecimiento de cimenterios 
en cada parroquia del cantón convenientemente 
situados. 

4? De hacer cesar 6 dar curso á las aguas es- 
tancadas 6 insalubres. 

50 J3 e remover todo lo que en los términos del 
cantón pueda alterar la salud pública y la de loe 
ganados. 

Art. 76. Toca á los concejos municipales pró> 
curar la comodidad de los pueblos, y para ello . 
cuidarán: 

19 De la libertad del tráfico de los mercados, 

29 ftoe se arreglen las -pesas, pesos y medidas» 
sin permitir que se haga uso de pesos falsos» ¿ 
medidas cisadas 6 rebajadas. 

39 ftue estén bieC conservadas las fuente! 
públicas y cdn buenas aguas, de modo que abua* 
den para el servido de los habitantes y para si 
uso de los animales» cuidando que no se talen loa 
bosques que están -en las 'cabeceras de -dichas 
aguas. 



140 



ÍEATfcO DE LA tEGISLACIO» 



PRO 



49 Que estén enlosndas las aceras, empedradas 
y alumbradas las calles de las ciudades y pobla- 
ciones en que pudiere verificarse. 

59 Que estén hermoseados los paseos y para- 
jes públicos, cuando lo permitan las circunstan- 
cias de cada pueblo. 

Art 77. Para procurar la misma comodidad & 
todo el camón cuidarán los concejos municipales: 

19 De la policía rural, acordando la composi- 
ción* de los caminos del territorio bajo la inspec- 
ción y responsabilidad de los jueces de paz, con 
arreglo á lo que «disponga la ley ó Irs ordenanzas 
municipales sobre el establecimiento y adminis- 
tración de tentas municipales. 

29 Cuidarán de todas las obras públicas de 
utilidad, beneficencia y ornato que pertenezcan 
al término de su jurisdicción. 

39 Darán los informes necesarios y propon- 
drán á las Diputaciones provinciales los arbitrios 
que estimen oportunos para que se emprendan los 
caminos y calzadas, acueductos, a otra cualesquie- 
ra obras públicas pertenecientes A la provincia en 
general. 

49 Informarán á la Diputación provincial acer- 
ca de la conveniencia de erigir en parroquia un 
territorio, cuando contenga quinientas almas por 
lo menos ; y sobre la localidad en que deba es- 
tablecerse la parroquia. 

Art 78. Los concejos municipales cuidarán 
de todas las esenelas de primeras letras y demás 
establecimientos de educación, que se pagan del 
común, celando el buen desempeño de los maes- 
tros, conforme á la ley sobre establecimientos de 
estas escuelas, ó á las ordenanzas que sobre 
«1 particular acuerde la Diputación respectiva. 

Art. 79. Cuidarán así misino tfe los hospitales 
y demás establecimientos de beneficencia y utili- 
dad publica que haya ene! cantón y sean paga- 
dos del común ; y solicitarán de las Diputaciones 
provinciales queso restablezcan loa que antes exis- 
tían. 

Art. 80. Fomentarán también la agricultura, 
la industria y el comercies procurando que se re- 
muevan todos los obstáculos y. trabas que se 
opongan á su mejora y progreso. Con esta mira 
pVetfcmtarán al Gobernador y ál v «i Diputación *pro- 
riwcfolv iodos loa planes y proyectos que parezcan 
toa* oportunos. 

Art. 81. Remitirán cada alio por el 'mes de 
Suero á loé Gobernadores una rekteion circuns- 
tanciada de cuanto hayan ejecutado on y1 «So an- 
Urior y quedo pendiente en beneiici» de au res- 
pectiro cantón, ó desempeño xle )*s funciones de 
•a ericargo: igual relación, remitirán á la Dipa* 
tacion provincial. 

Art. 82. Cuidarán de que los bagajes, aloja- 
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miento» y demás suministros para la tropa, se re- 
partan con igualdad equitativa entre los vecinos 
conforme á los reglamentos de la materia, y que 
se observe la mas exacta cuenta y rázon para los 
correspondientes abonos. Harán así mismo entre 
las parroquias del respectivo cantón la distribu- 
ción de los empréstitos, y contribuciones extraor- 
dinarias, cuyas cuotas haya repartido la Diputa- 
ción provincial entie los cantones. 

Art 83. Sobretodos estos particulares obser- 
varán los concejos municipales las instrucciones 
y órdenes superiores que les comuniquen Jos Go- 
bernadores, y las ordenanzas de policía que acuer- 
den las respectivas Diputaciones provinciales. 

Art. 84. Las leyes, decretos y providencias 
que los jefes políticos comuniquen á los mismos 
concejos municipales para su cumplimiento, debe* 
ran tenerlo sin tardanza, avisándole su recibo coa 
certificación del Secretario. 

Art. 85. Admitirán los proyectos, peticiones é 
informes que quieran hacerles los ciudadanos en 
los asuntos que por ésta ley están cometidos á 
estos cuerpos. Todos los actos y sesiones de los 
concejos municipales serán públicos, procurando 
observar el método parlamentario en lo que sea 
adoptable. 

CAPITULO VI. 

De los procuradores municipales. 

Art. 86. Son funciones dei Procurador musí» 
cipai. 

1& Promover ante las auttíridtdes competentes 
lo que crean necesario 6 útil A su cantón. 

2 a Representar por los concejos m€mieipfctet 
respectivos en los negocios judiciales en qu&aque- 
llos sean parte. 

3a Desempeñar dentro de su cantón las fun- 
ciones que les atribuyen las leyes. 

4 a Promover el nombramiento de tutor o cura- 
dor de los menores, representando por ellos basta 
que se les nombren; y también representarán por 
los siervos dentro de 6us cantones, en las oau&as 
sobre libertad y de sevicia ó máltratro. 

5 a Reclamar ante las autoridades competentes 
el cumplimiento de las leyes y de las ordeaatHBM 
municipales. 

CAPITULO VIÍ. 

De las juntas cófnü+tafc** 

Art. 8?. En toda parroquia que 00 sea de Jas 
en que se divide* las ciudades y v.ilUi |4 fcaí|r4 *fc* 
junta comunal compuesta á lo menos del jft**s<é 
jaeces de p*z* sindico y <La Jos oora%«ar*)« t . qut 
permitiere 4a población. Todos W . mie a b í es 
deben taftf las cú&lidinUk* de suA-afcante. , ;< . 

Art. 88. La junta comunal observará en cuan- 



COLOMBIANA Y VESfcZOLAiÍA VÍSENTE. 



14L 



PRO 



to á la policía de la parroquia, todo lo que se pre- 
viene con respecto á los concejos municipales. 

CAPITULO VIII 

De las juntas de sanidad. 

Art 89. En todas las ciudades, villas y parro* 
quias de la República, se establecerán juntas de 
sanidad. 

Art. 90. Las juntas de las capitales de provin- 
cia serán las superiores de todas las, demás de la 
misma, y se compondrán : del Gobernador que 
las presidirá, del Obispo 6 su virario general, ó 
del cura párroco en donde no los haya, del pro- 
curador municipal, de dos concejales elegidos 
anualmente por el concejo, y de dos ó mas facul- 
tativos, donde los haya, á juicio de la junta. 

Art 91. Las de las cabeceras de cantón se 
compondrán del jefe político que las presidirá, 
del vicario 6 del cur<¿ párroco, del procurador mu- 
nicipal, de uno ó dos concejales elegidos anual» 
mente por el concejo y de un facultativo, silo 
hubiere. 

Art. 92. Las juntas de las parroquias, •que no 
sean de las en que se dividen las ciudades y villas, 
se compondrán del primer juez de paz, si hubie- 
re dos, que las presidirá, ó en su defecto del se- 
gundo, del cura párroco, del síndico parroquial, 
de un vecino nombrado por dicho juez, y de un 
facultativo si lo hubiere. < 

Art 93. Los secretarios de estas tuntas serán : 
en la capital de la protincin, el de Oebtertvo : en 
lis decflftB cabeceras de cautou el secretario mu- 
itfcipál ; y en las parruqui s. el que elija la jun- 
ta de entre sus miembros. 

Art. 94. Las juntas de sanidad, en casos de 
epidemia ó enfermedad contagiosa, informarán al 
Gobernador de fa provincia, sobre los medios 
con venientes que deben adoptarse para atajar el 
Contagio, y conservar ó restablecer la salud públi- 
ca. 

Art 95. Las juntas de sanidad emplearán todo 
su celo para que inmediatamente se establezcan 
cimenterios en el lugar y forran mas conveniente. 
Cuidarán que se propague y conserve la vacuna, 
y observaran los reglamentos sanitarios vigen- 
tes que formaren las juntas superiores <te sanidad. 

•Art. 96. Las juntas de sanidad de parroquia 
se comunicarán ¿rtcuentemente con las de cen- 
tón, y estas con las de provincia, debiendo depen- 
der unas ip otras por su orden» 

CAPITULO IX. 
..Pela responsabilidad de los empleados en el ¿o- 

Herno "político de la provincia, 

. Arl. ¿7. La* órdenes y decretó* . que espidan 

constitucionalmente los gobernadores en enéjete i- 

ciodelas funciones que lea atribuye esta ley, 
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serán cumplidas y ejecutadas por los empleados 
subalternos y ciudadanos á quienes toquen, sin 
otro recurso que el de queja ante la Corte Supe- 
rior respectiva, ante el Poder Ejecutivo para los 
efectos de la atribución 17 del artículo 117 déla 
Constitución, ó ante la Cámara de Representan- 
tes para ios prevenidos en la 4* del artículo 57 
de la misma Constitución. 

Art 98. Los empleados en el gobierno políti- 
co de las provincias que á sabiendas, por interés 
personal, ó por desafecto & alguna persona ó cor- 
poración, ó en perjuicio do la causa pública, 6 de 
tercero interesado, abusen de su oficio en el ejer- 
cicio de'sus funciones, son prevaricadores y per- 
derán sus empleos, y aun podrán ser inhabilita- 
dos temporalmente ^para obtener cargo alguno pú- 
blico, según la gravedad de la falta. 

Art. 99. Si los empleados públicos cometieren 
prevaricación por soborno ó cohecho dado ó pro- 
metido á ellos ó con su noticia á su familia direc- 
tamente ó por interpuesta personn, sufrirán ade- 
mas de las penas expresadas, la del cuadruplo del 
valor que hubieren recibido, ó se les hubiere 
ofrecido. 

Art. 100. El empleado público que por inep- 
titud, abandono ó negligencia use mal de su ofi- 
cio, sufrirá una suspensión temporal de su empleo 
y renta, y aun la privación absoluta, según la gra- 
vedad del caso, restituyendo siempre los perjui- 
cios que nava causado, ademas de las penas que 
prescriban las leyes, ordenanzas y reglamentos 
•del ramo. 

Art 101. Si loa subalternos de cualquiera ofi- 
cina incurrieren en faltas del servicio por omi- 
sión ó tolerancia de los jefes, estos serán respon- 
sables, y también si dejtren de poner inmediata- 
mente remedio, sin perjuicio de la responsabili- 
dad en que igualmente incurrirán los empleados 
subalternos. 

Art. 102. La falta de cumplimiento de cual- 
quiera ley ó decreto d?l Congreso, sea por lenti- 
tud, negligencia ú omisión culpable, sea por pura 
malicia, será castigada en el funcionario público 
que la cometa, en el primer caso, con la etispen- 
eion tempera! del empleo y renta, óofttt una mal- 
ta de ctflcuenta* quinientos pesos y aun coala 
pnvecion.de su empleo ó cargo y resarcimiento 
de perjuicios; y en el segundo, ademas de «vías 
penas, oon la de inhabilitación perpetua para ob- 
tener oero oargo público, á no ser que incurra en 
caaos que por las leyes vfgentes tengan señalada 
pena mayor. 

Art JÜ3. El funcionario que difiriese ejecutar 
ó hacer ejecutar cualquier reglamento 4 talen 
tlel Poder Ejecutivo íbera de les case* -de los ar- 
4foulea.i36t YSQjjASl de 4a eeatfütuefo», süffrtá 
la pena de suspensión del empleo y renta desde 
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uno hasta cinco aflos, ademas del resarcimiento 
de perjuicios. Pero quedará libre de estas penas 
en Jos dos casos siguientes: 1? si la resolución 
del Poder Ejecutivo Fuere obtenida evidentemen- 
te con engaño* 6 evidentemente dada contra la 
ley: 29 cuando de la ejecución déla orden resul- 
ten ó se teman probablemente graves males que 
el Poder Ejecutivo no haya podido prever. En 
estos casos podrá el ejecutor suspender bajo su 
responsabilidad la ejecución para representar al 
Gobierno, pero sufrirá las penas respectivas que 
van expresadas si no hiciere ver en la misma re- 
presentación la certeza de los motivos que alega. 
Art. 104. Todo Diputado provincial que & sa- 
biendas infringiere los artículos 167 y 168, 6 in- 
curriere en los excesos á que se contrac el 169 
de la constitución, sufrirá una multa de cincuenta 
á quinientos pesos, ademas de la deposición de 
su destino, y aun de la inhabilitación para obte- 
ner otros, y del resarcimiento de los perjuicios, 
debiendo aquellas pei.as ser impuestas por las 
Cámaras con arreglo á los artículos 57 y 69 de 
la Constitución. 

Art. 105. En las mismas penas incurrirá el Go- 
bernador que no objetare una resolución de la 
1Dip litación provincial, librada con infracción de 
los artículos 167 y 168 déla Constitución) debien- 
do seguirse el juicio para su imposición en los 
términos prevenidos en el artículo anterior. 

Art. 106. El Gobernador que sin causa legíti- 
ma y justificada á juicio del Poder Ejecutivo no 
haga la visita de la provincia que le prescribe el 
artículo 8.° de esta ley, dejará de percibir la mi- 
tad del sueldo de un año, quedando esta suma á 
favor de las rentas municipales. El Poder Ejecu- 
tivo dictará las órdenes mas eficaces para que es- 
ta disposición tenga todo su cumplimiento. 

Art. 107. Los gobernadores y demás emplea- 
dos á quienes toque el inmediato cumplimiento 
de la ley m orden, incurrirán en la misma pena 
que los desobedientes, si no la aplicaren á estos, 
según lo^prcscribe la Ley. 

Art. 108. Los gobernadores, jefes políticos y 
«lemas funcionarios de policía que decreten arbi- 
trariamente multaste arrestos correccionales^ que- 
dan sujetos á la devolución del impoite de la 
multa y al resarcimiento de'loe perjuicios que cau- 
se el arresto, fuera de la-pena que en este -último 
caso deban sufrir por la ¡&y como responsables 
de detención arbitraria. El «tribunal correspon- 
diente oirá y decidirá las quejas de -ios agra- 
viados. 

Art 109. Cuando el Poder Ejecutivo reciba 
acusaciones ó quejas contra los empleados públi- 
cos en el orden político de la provincia, tomará 
por sí todas las providencias que catán en susfa- 
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cu hades para evitar y corregir los abusos, y para 
que no permanezcan en sus puestos los que no 
merezcan ocuparlos. 

Art. 110. Todo venezolano que tenga que pro- 
mover queja en Ja Cámara de Representantes, an- 
te el Poder Ejecutivo ó ante un tribunal compe- 
tente contra el gobernador ú otro cualquier em- 
pleado en el orden político de la provincia, podrá 
acudir ante cualquier juez ordinario para que se 
le admita información sumaria de los hechos en 
que funda su agravio; y el juez deberá admitiría 
inmediatamente bajo la multa de veinticinco has- 
ta doscientos pesos, y suspensión de oficio é inha- 
bilitación para obtenerlo desde uno hasta cuatro 
años,; cuya responsabilidad hará efectiva el tribu- 
nal competente r por la morosidad, contemplación 
ú otro defecto que experimente en este. punto el 
querelloso. 

Art. 111. Los tribunales darán cuenta al Po- 
der Ejecutivo ó al Gobernador respectivo en su 
caso, de las causas que se formen contra los em- 
pleados públicos para Jos efectos consiguientes. 

Art. 112. El funcionario púbiieo de los com- 
prendidos en esta ley, que continué en el ejerci- 
cio de sus funciones, cuando el lugar de su des- 
tino esté ocupado por fuerzas enemigas del Go- 
bierno constitucional 6 sometido á ellas, bien sea 
por efecto de una invasión exterior ó de una con- 
moción interior en que, de cualquier modo y bajo 
cualquier pretexto, se niegue la obediencia, ó se 
ataque al Gobierno legítimo, perderá por este solo 
hecho su destino y quedara inhábil para optar á 
otro empleo de honor y de confianza en la Repú- 
blica j y ademas de dicha pena, si el tal funciona- 
rio tuviere á su caTgo existencias » pertenecientes á 
las rentas nacionales ó municipales é .provinciales, 
y dichas existencias fueren -gastadas por los'ehe- 
migos del Gobierno, responderá de su valor con 
su fianza y bienes, sin perjuicio de sujetarse igual- 
mente á las demás penas á que se haya hecho 
acreedor por las leyes comunes. 

CAPITULO X. 

Sobre las reuniones de las Diputaciones provih- 
ciales, y sobre el juramento de los empleados 

en el régimen político* 
Art 1 1 3. Las diputaciones provinciales se arre- 
glarán en sus sesiones á lo dispuesto para las Cá- 
maras legislativas en los artículos 72 y 73 de la 
constitución. 

Art. 114. Los «presidentes de las Diputaciones 
provinciales prestarán juramento en presencia de 
la misma corporación al acto de instalarse, y los 
dernfts miembros en manos del presidente, de sos- 
tener la constitución del Estado, observar las leyes, 
y cumplir fiel y exactamente los beberes de s« 
enpteOí 
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Art. 115. Igual juramento prestarán los jefes 
políticos y administradores de rentas municipales 
ante el Gobernador 6 ante la persona 6 autoridad 
á quien él cometa esta función. Los individuos 
de los Concejos municipales, jueces de pai, síndi- 
cos parroquiales y comisarios de policía, lo pres- 
tarán ante aquella corporación 6; ante la persona 
á quien ella cometa esta función en las parroquias 
diatantes de la cabecería. 

Art 116. Se deroga la ley de 14 de Octubre de 
1830 sobre el régimen político y económico de 
las provincias y la resolución de 15 de Marzo de 
1832, declarando que los jefes políticos son los 
primeros magistrados civiles de los cantones. 

Dada en Caracas á 14 de Abril de 1838, año 
99 de la ley y 28 de la independencia. — El Pre- 
sidente del 'Senado, Ángel Quintero. — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, M. Huizi. 
—El Secretario del Senado, J A: Freiré. — El di- 
putado secretario de la Cámara de Representan- 
tes, J García. 

gala del ilespncho.— Caracas Abril 24 de 1838, 
año 9? de la ley y 28 de la independencia. — Eje- 
cútese. Carlos Soublette.— PoT S. E. — El Secre- 
tario de Estado en los despachos del Interior y 
Justicia, D. B. Urbaneja. 

PROVINCIAS. Inteligencia del artículo 1? de 
la ley anterior, con referencia al de igual nu- 
mero de la de Comandancias de armas. Véa- 
se Comandancias de armas, R. EL de 16 de 
Agosto de 1848. 

PROVINCIAS. Los secretarios municipales no 
están obligados á intervenir en las actuaciones 
de policía, bastando .por. consiguiente en ellas 
la autorización del funcionario respectivo. Véa- 
se la Nota (*). 

BROVINCIAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA de 10 

pe setiembre de 1839 declarando que toca 
á los jefes políticos compeler á los empleados 
de que trata el articulo 72 de la ley o\ pose- 
sionarse de sus destinos. 



C*) El Secretario del Interior en so Memoria de 89, 
pag.Mdice: 

"Fundado el Gobernador de BarquWmeto, en lo une 
estaba dispuesto por el articulo 88 de la |ey antadoi; ses- 
gan ef cual los secretarlos de los concejos mamcinales 
eran obligados á autóriiar las providencias de" Jos ijjfes 
políticos, hnbo.de resolver, ojie, dubas secretarios eran 
también loa, que debían antoruar las providencias de los 
empleados en el ramo municipal. Pero habiéndose re- 
clamado contra ésta determinación ante el Poder Eje- 
cutivo, cuando yá la ley estaba derogada, sio imi>oner la 
Vicente tal deber á aquellos funcionario*, so d\ claró : qoe 
ellos no están obligados á intervenir en las actuaciones I 
concernientes al ramo de policía, siendo consecuencia, | 
que la ley ha querido que la autorización del fuociooa- 
no respectivo sea bastante en dichas actuaciones." 
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República de Venezuela.— Secretaría de Estado - 
en el Despacho del Interior y Justicia. — Sec- 
ción tercera. — Caracas 19 de Setiembre de 
1839, aRo 10 de la ley y 28 deja • independen- 
cia.— Núra. 444/. 

SeAor Gobernador -de 

Hoy digo al sefior Gobernador de Barquicime- 
to lo siguiente : : 

" Impuesto Si ET. el Poder Ejecutivo de la 
consulta que US. hizo en oficio de 7 de Agosto 
próximo pasado flamero 46, sobre si los jefes po- 
líticos ejercen respecto de los empleados de sus 
cantunee la facultad de compelerlos á tomar po- 
sesión de sus destinos y de penarlos cuando se 
ausenten sin permiso, con la multa que estable- 
ce el artículo 72-'de la ley orgánica de provin- 
cias, de acuerdo con la opinión del Consejo de 
Gobierno, ha resuelto lo siguiente:" 

'» Los jefes políticos que por el artículo 36 de 
la ley orgánica de provincias ; son los primeros 
magistrados civiles en los cantones que a <l minis- 
tran, también ejercen en ellos, según el artículo 
39. la atribución que tienen los gobernadores por 
el artículo 28 contraído á ejecutar gubernativa- 
mente las penas impuestas por las leyes y. orde- 
nanzas de policía. Estando, pues, prevenido por 
el artículo 72 de la misma ley que los conceja- 
les, loa procuradores municipales, los jueces de 
paz y síndicos parroquiales, sean compeJidos á 
posesionarse de. sus destinos con una multa de 
50 á 800 pesos, en cuya pena incurrirán tam- 
bién los que después de posesionados, rehusa- 
ren servir sin causa justa y legalmente compro- 
bada, ó se ausenten sin permiso, correa | onde á 
ios jefes políticos compeler con multas a tomar 
posesión de sus destinos á los empleados de que 
aj ha hecho mención, é imponerlas á os ^¡ue, des- 
pués de posesionados, rehusaren servir sin justa 
causa 6 se ausentaren sin permiso."* 

Lo comunico & US. para su inteligencia y fi- 
nes consiguientes. — Soy de US. atento.eervidor. 

Z>. B. Urbaneja. 

PROVINCIAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 1? 

de hayo de 1840 disponiendo que los Gober\ 
najores pasen anualmente al Ptdcr* Ejecuti- 
vo en todo el meA de Enero un cuadto del ser* 
vicio municipal* . 
República de Venezuela. — Secretaría de . Estado 
en el Despacho.del Interior y. Justicia. — Sec- 
ción 8*— Caráens 1? de Mayo.de 1840, 1 I o de 
la ley y 30 de la independencia.— Número ¿22. 
Sefior Gobernador de^...... 

Dispuso el Gobierno por circular de este mi- 
nisterio expedida en 21 de Noviembre de 1836, 
bajo el numero 583 que en todo el mea de Ene- 
ro de cada a^ennasen loa gobernadores el cua- 
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dro personal del servicio municipal de cada una 
de las provincias, cuya disposición hasta ahora, 
«con muy pocas excepciones, no ha tenido cum- 
plimiento, sin embargo de haberse re cordado en 
31 de Julio de 1633. En este alio ha llegado el 
cuadro de algunas provincias reducido á loa 
miembros de los concejos municipales ; y sien- 
do indispensable que «xista completo en el des- 
pacho de mi cargo, ha resuelto S. E. el Poder 
Ejecutivo que inmediatamente se remita á esta 
secretaría, comprendiéndose en él todos los em- 
plead oe en el orden político de cada uno de los 
. cantones, y ademas los alcaldes, jueces de paz, 
administradores é interventores de rentas muni- 
cipales ; y que en el mes de Enero de los afros 
siguientes se envíe el mismo cuadro, cuidando 
US. de avisar oportunamente cualesquiera alte- 
raciones que ocurran por vacantes y reempla» 
zoa de los empleados á fin de conservar este da- 
to siempre exacto y arreglado. 

Soy de US atento servi.ior.— Ángel Quintero. 

PROVINCIAS. RESOLUCIÓN KJKCUTIVA DE 26 

de agosto de 1840 sobre, cargan concejiles^ 
concordante con el artículo 71 de la ley. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en los Despachos del Interior y Justicia- — Sec- 
ción 3? — Caracas 26 de Agosto de 1840, 1 1? 
de la ley y 309 de la Independencia.— Nú- 
mero 617. 
Señor Gobernador de Mérida. 

Enterado el Gobierno de la consulla que US. 
hizo en oficio de 3 de Junio último, número 5Q, 
ha resuelto con esta fecha lo siguiente: 

41 Por el artículo 7 i de la ley orgánica de pro- 
vincias los gobernadores dehfn oir previamente 
el informe de los concejos municipales respecti- 
vos para aprobar ó no la excusa presentada por 
uno de los empleados á que se contrae dicha dis- 
posición ; pero no están obligados dichqs ma- 
gistrados á adherirse al i ufarme de aquellas cor- 
poraciones : pueden disentir y su resolución de- 
be ejecutarse." 
Soy de US. atento «e.rvidor*-—-Aii£ , pZ Qvvnfcro. 

PROVINCIAS. RESOLUCIÓN KÍEOtrriVADB 10 

pe noviembre De 1840 declarando ti sentido 

de los articul&s 89 y 96 di la ley. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estarlo 

en tas Despachos uVl -interior y Jttttioim—ft^ 

'cton- 3*— *3*>ráea» 10 dd Noviembre de 1840, 

•alio : It? tie la ley y 3? de la independencia. 

— N4M*re 768. 
Señor Gobernador de Barcelona. 

A consulta del «efior Gobernador de Harinas, 
resohrió el Gobierno en 25 de Agosto último lo 
que sigue . m 

" Por el articulo 89 de la ley oigánica de pro- 
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viudas debe haber juntas de sanidad en todas las 
ciudades, villas y parroquias de la República, y 
por el artículo 90 se dispone que las de las ca- 
pitales de provincia, sean las superiores de to- 
das las demás de la misma. Se vé, pues, que la 
ley no ha ordenado el establecimiento de una do- 
ble junta en las capitales de provincia ; y así se 
resuelve la consulta.' 7 

Lo comunico á US. en contestación á su ofi- 
cio de 2 de Octubre próximo pasado número 
145, en que hace observaciones sobre lo acorda- 
do en este punto por la junta superior de sani- 
dad de esta provincia. 

Soy de US. muy atento servidor— 

Ángel Quintero. 

PROVINCIAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 9 

de mayo de 1842 sobre declaratoria de nuli- 
dad de las elecciones municipales, concordan* 
te con el $ 3? art 29 de la ley. 

Secretaría del Interior. — Sección 3»— Caracas 
Mayo 9 de 1842. 

Resuelto.~-"Vista la exposición documentada 
que ha dirigido al Poder Ejecutivo el sefíor Juan 
Félix Nuñez, quejándose de la providencia libra- 
da por el Gobernador de la provincia de Cuma- 
ná en que declara nulo el nombramiento hecho en 
su persona para Jefe político del cantón Cariaco* 
Siete vecinos de aquel cantón representaron en 
' 13 de Diciembre al Gobernador contra la elección 
de Nufiez, asegurando que no era vecino, y Nu- 
fiez en el informe que evacuó acompañado de va- 
rios documentos justificó qne lo em por lo menos 
desde 1840, que allí está casado, que tiene una hija 
y que se ocupa en la agricultura y el comercio. 
Todo esto resulta comprobado plenamente, lo re- 
conoce el Gobernador en su providencia de 23 de 
Febrero ultimo, concede á Nuñez honradez y otras 
dotes estimables ; y sin embargo, declara que eo 
es vecino de Cariaco porque no ha manifestado 
ante aquel Concejo municipal su voluntad de ser- 
lo. Por ninguna Jey de la República se exige se- 
mejante formalidad, y es extraño que se haya 
echado mano de un fundamento tan débil para 
privar £ un ciudadano del goce de Ion derechos 
políticos. 

** Es también muy reparable que tal resolución 
se hubiese librado después de haberse pücfco al 
Gobernado* *m .respuesta .£ una, consulte que ea 
abstracta dirigió ai Poder Ejecutivo con fecha 
16 ée Diciembre, "que debía obrar ton la ma- 
yor circunspección, pues los ciudadanos desig- 
nados para Jefes políticos, habían obtenido m 
sufragios de la Diputación provincial y el nom- 
bramiento del mismo funcionario ante el cual se 
alegaba de nulidad." De extrañarse es igual- 
mente que el Gobernador .haya declarado nula 
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la elección de que se traía á los treinta y nueve 
üias de haber recibido la solicitad hecha con es- 
te objeto, estando prevenido por el parágrafo 
3? del artículo 29 de la ley orgánica de provin- 
cias, que taied decisiones se pronuncien dentro de 
quince diaS á lo mas* después de introducidas en 
el despacho del Gobernador respectivo. Conoci- 
da la providencia fué recia muda por ciento trein- 
ta Vecinos de Cariaco en una esforzada y respe- 
tuosa representación ; pero el Gobernador de- 
claró que no podia rever el negocio. Cn con- 
sideración & lo expuesto, previo dictamen del 
Consejo de Gobierno que, ha sido* consultado so* 
bre este asunto, usando el Poder Ejecutivo de 
sus facultades constitucionales, y en desempeño 
del especial encargo que se le hace por el artí- 
culo 109 de la ley orgánica de provincias,, re- 
suelve : 

19 Que el Gobernador de la provincia de Cu- 
maná ha obrado contra las leyes declarando nu- 
la la elección hecha en el señor Jdan Félix Nú- 
fie j para jefe político del cantón Cariaco ; y 

2" Que el Gobernador debe restituir inme- 
' cautamente al expresado Núñez al destino de que 
quedó separado por virtud de su providencia." 

Comuniqúese al referido Gobernador previ- 
niéndole que en lo sucesivo se arregle estricta- 
mente para sus determinaciones á la Constitu- 
ción y leyes de la República, á fin de no dar 
motivo á quejas tan fundadas como la del se- 
ñor Juan Félix Núñez. — Por S. E. — Quintero. 

PROVINCIAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 1? 

dz mayo de 1854 sobre lo mismo que la ante- 
rior. 

Secretaría del Interior.— Sección tercera. 
Caracas, 1? de Mayo de 1654. 
Resuelto. — Dígase a los Gobernadores de pro* 
vincia. 

No estando determinados por la ley los funcio- 
. narios que deben suplir á los Gobernadores en 
caso dé perentoria urgencia en la capital de la 
respectiva provincia, durante la visita de esta que 
toor el artículo 8? de la de 24 de Abril de 1«38 se 
fea ordeno practicar en el primer bienio de eu ser- 
vido, el Poder Ejecutivo como jefe de la Adminis- 
tración ha teñido que acordar las providencias 
necesarias para suplir «ldefecto, 6 impedir que 
te entorpezca el curso* de los asuntos gubernati- 
vos. Fué esta ra razón que le obligó á expedir, 
a consulta del Gobernador de esta provincia, la 
*e*c4uckm de de Mayo de 1844 que corre in- 
•Mrta en la Memoria de este Ministerio dte Í846, 
«a consonancia 1 con otras libradas \ anteriormente, 
a Tirtod también de varias consultas del mismo 
ftnero, fea cuales han estado observándose ein 
iontradiccion alguna hasta ahora ; pero habiendo 

TOMO ni. 
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ocurrido nuevas dudas sobre el particular, S. E g 
se ha servido, al resolverlas, dictar en general la 
siguientes reglas, aplicables al caso en que lo 
Gobernadores emprendan dicha visita. 

la El Gobernador conserva su carácter de tal 
en cualquiera de los puntos de la provincia en 
que se encuentre en visita, y despachará por con- 
siguiente los asuntos de la Gobernación que ocur- 
ran, excepto ios que se indicarán en el lugar con- 
veniente. 

2& El Gobernador debe ir acompañado dé un 
Secretario que autorice sus actos, y de los densas 
empleados de la oficina que crea necesarios, lle- 
vando también consigo los papeles que juzgue* 
indispensables al mejor desempeño de sus funcio- 
nes. 

3& Mientras permanezca ausente el Goberna* 
dor, el jefe político del cantón capital presidirá 
las diversas juntas que á aquel corresponda pre- - 
sidir en la misma capital, sin excepción alguna» 
y hará también las veces del Gobernador en aque- 
llos asuntos puramente económicos de la Gober- 
nación y que no pueden sufrir demora, tales como 
ordenar, en las provincias donde competan al 
Gobernador estas funciones, la admisión de los 
enfermos pobres en los hospitales y la inhumación 
de los cadáveres de los que fallezcan en estos es- 
tablecimientoá, expedir los pasaportes para 
ultramar, y cualquiera otro que ocurra de esta 
especie. 

4* Los redé <} ue 8 ¿ remitan para los presidios, 
si son de cantones inmediatos adonde se encuen- 
tre el Gobernador, serán destinados por este, y si 
llegan á la capital los destinará el jefe político re- 
feíido. 

5& El Gobernador dejará el archivo de la Go- 
bernación cerrado bajo segura custodia, mientras 
permanece ausente, poniendo solamente á dis- 
posición del mencionado jefe político los libros 
de actas y demás documentos que este haya de 
necesitar pura el ejercicio de fas funciones que 
en h usencia de aquel le quedan señaladas. 

Y tingo el honor de comunicarlo á US. para 
su inteligencia y fines consiguientes. 
Soy &. 

Por S. BL— Planas. 
PROVINCIAS, uesolucíon ejecutiva de 12 
de mayo de 1854 previniendo á los Goberna- 
dores que cuando vayan á hacer la visita de la 
provincia^ remitan al Poder Ejecutivo el itine- 
rario que deben seguir en ella, y que cumplan 
estrictamente con lo dispuesto en el articula 
8° de la ley del caso. 

Secretaría del Interior.— Sección tercera. 
Caracas, 12 de Mayo de 1854. 
Resuelto.— Digtee á los señores Gobernadores 
de provincia. 

10 
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Con el fin, de que el Gobierno pueda siempre 
saber el lugar en que se encuentren los Goberna- 
dores durante la visita de la provincia respectiva, 
y ademas con el que de que dichos Gobernadores 
cumplan estrictamente todas las disposiciones 
contenidas en el artículo 8^ de la ley de 24 de 
Abril de 1838, sobre régimen político, el Poder 
Ejecutivo se ha servido resolver: 

19 Cuando los Gobernadores vayan á empren- 
der la visita de su provincia, lo participarán an- 
ticipadamente al Gobierno, y luego darán aviso 
del dia en que salgan de la capital, remitiendo el 
itinerario que deban seguir en dicha visita. 

29 Los Gobernadores se ocuparán precisameu- 
p te en la visita referida, aparte de loa demás asun- 
tos de la Gobernación, de practi -ar todo cuanto 
se les encarga por el citado artículo 89, sin excep- 
ción alguna, y darán al Poder Ejecutivo y á la 
Diputación provincial respectiva, cuenta circuns- 
tanciada del resultado de aquella, en la inteligen- 
cia de que no se tendrá por practicada si no se 
llenan puntualmente estos requisitos. 

Tengo el honor de comunicarlo á US. para su 
inteligencia y fines consiguientes 

Soy&. PorS. E — Planas. 

PROVINCIAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 21 

de noviembre de 1853 Jijando la inteligen- 
cia del artículo 39 de la ley. 
Secretaría del Interior. — Sección tercera. 
Caracas, Noviembre 21 d* 1853¡, 
• Resuelto.*— Dígase & los Gobernadores de 
provincia. 

Ha llegado el caso de que algunos Gobernado- 
res han dado mayor extensión al artículo 3.° de 
Ja ley orgánica de provincias que dice que " en 
Jas faltas del Gobernador será, este Sustituido por 
el Jefe político del cantón capital ó por la perso- 
na que desempeñe las funciones de este ; " pero 
el Poder Ejecutivo juzga que dichas faltas solo 
pueden tener lugar, por muerte, enfermedad sú- 
bita y de gravedad que constituya imposibilidad 
para la permanencia en el puesto mientras se so- 
licita y obtiene el permiso competente para se- 
pararse de él y la desigoacion.de sustituto, por 
haber terminado el período constitucional de 
cuatro años sin que Ja Diputación provincial res- 
pectiva haya presentado la terna correspondien- 
te, 6 que, habiéndola presentado» el Gobierno no 
haya elegido por cualquier accidente el que de- 
ba reemplazarlo, y por suspensión, renuncia ad- 
mitida 6 licencia^ concedida sin que el Poder 
Ejecutivo haya nombrado sustituto. 
' Tengo el honor de deci *!o á US. para su co- 
nocimiento y fines, consiguientes en los casos 
que ocurran. 

Soy <fc,c— Por S. R— Planas. 
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PROVINCIAS AUTO DE LA CORTE SUPREMA DQ 

13* de diciembre de 1,83? declarando, en con- 
formidad con el artículo 15 de la ley, que los, 
tribunales de justicia están obligadvs á pasar 
á los Gobernadores copias de las sentencias y 
aun extractos de cualquier proceso* si dicho, 
funcionario los creyere convenientes. 
En la ciudad de Caracas á 13.de Diciembre d* 
1631), 10 y 2P, reunidos el Presideiie y Minis- 
tros de la Corte Suprema de Justicia, tomaron en 
consideración la consulta sobre la inteli|re" cl * del - 
artículo 15 de la ley de 24 de Abril del año pró- 
ximo pasado, que trata del régimen y organiza- 
ción de provincias, la cual fué dirigida por el 
juez de primera instancia de Guayana á la Cor- 
te Superior de justicia del segundo distrito, y 
elevada á, esta Suprema con. el informe corres- 
pondiente y varios documentos conducentes & 
aquel objeto, y visto lo representado por el se- 
ñor Fiscal, dijeron ; que según el sentido del ar- 
tículo mencionado, es indubitable que los tribu- 
nales de justicia están obligados á comunicar á. 
los Gobernadores cuantas noticias estimen con-, 
venientes sobre las causas pendientes en ellos 
para los fines que se propone er legislador; y 
esta Corte Suprema por uña consecuencia exac- 
ta juzga que están comprendidas en aquellas, las. 
copias de las sentencias á que se contrae la con- 
sulta, y aun fos extractes de cualquier proceso, 
sí el Gobernador lo creyere necesario, en Jugar 
de testimonios íntegros como indica la Corte Su- 
perior, pues las compulsas de estos, ademas de 
ler gravosas, detendrían la marcha de los negou- 
cios. en perjuicio de la, pronta administración de 
justicia que es el fínico y verdadero objeto de la 
lev. Por tanto, resolvieron que «e conteste en 
esta forma á la Citada Corte Superior, devol- 
viéndosele las copias, que. acompañó^ comunicán- 
dose igualmente á la del tercer distrito para lo» 
fines coa venientes.— Ledo. Mercader, — López 
de U/nerez. — Martínez. —D liarte. 

Es copia. — Caracas Setiembre $3. de 1844.— r 
El Canciller, José Duarte. 

PROVINCIAS. ACUERDO. DE LA, CORTE SUPREr 

HADE 1Adbnovieilbre.de 1840 declaran*- 
do • l?f que los jefes políticos están, obliga- 
dos á consultar fríos Gobernadores sut deter- 
minaciones, conforme al $ 2? art. 50 de la 
ley* en, sus procedimientos contra nagas, bien 
tea que condenen á.ab*uektan * 20 que si des- 
pués de haberse dado audiencia' al acusada, 
recayere. una. providencia, debe consultarte es- 
te; pero, fue ti mies de dicha audiencia re- 
vocare el jefe político la providencia en que- 
se. otorga, no debe consultarse su determina* 
don. Tjumbien se declara en que consiste la4fl^ 
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¡presaia audiencia ; y cámo debe procederse en 
las recusaciones de los jefes políticos* 
Informe. — Acuerdo extraordinario número 23 
de la Corte superior del quinto distrito judicial.— 
Viernes 2 de Octubre de 1840. § 2? Se dié cuen- 
ta de un oficio del Gobernador de la provincia de 
Mérida, fecha 21 de Julio último* consultando lo 
siguiente: 1° Si Ja consulta de que trata dicho 
parágrafo (eí segundo, artículo 50 de la ley or- 
gánica de -provincias) deberá tener Jugar solo en 
ios casos de Condenación, ó .si los Jefes políticos 
en caso de absolver, estarán obligados á la consul- 
ta antes de poner al procesado en libertad : 29 
Si habiéndose procedido contra uno sindicado de 
vagO) en cuya causa se acordó con mérito ó sin él 
dar Te la ligera audiencia, podrá el Jefe político 
abstenerse de la secuela de la causa, y si en este 
caso estará obligado á la consulta prevenida. Se 
acordó dirigir á S. C. la Corte Suprema de Justi- 
cia, copia íntegra de dicha comunicación con el 
informe que sigue. En cuanto a) primer punto, 
el parágrafo &" artículo 50 de la ley orgánica de 
provincias, ordena: que cuando fcs Jefes políti- 
cos procedan contra vagos, consultarán sus fallos, 
antes de ejecutarlos, con los Gobernadores, pu- 
dletido estos reprobarlos si los hallaren injustos. 
Puede ser tan injusto el fallo que abnuelve, como 
»] que condena, y es un deber del Jefe político 
consultarlos todos antes de su ejecución, para que 
el Gobernador pueda ejercer su atribución de re- 
probar ó no dichos fallos. En cuanto al segundo 
punto, después de la audiencia del encausado, la 
providencia que se libre condenando ó absolvien- 
do, es un fallo definitivo que debe consultarse. 
Pero si antes de oir al indiciado de vago, revocare 
el Jefe político Id providencia en que le otorga la 
breve audiencia que exige la ley, no debe consul- 
tarse su determinación, porque es la declaratoria 
de no haber lugar al procedimiento, y ésto equi- 
vale á no proceder desde el principio. En el his- 
torial de la consulta ha observado la Corte entre 
Otras irregularidades, la de que se hace consistir 
la audiencia que debe prestarse al indiciado en 
solo su contestación, sin asignarse un breve tér- 
mino para que se excepcione y pruebe, pues por 
sumario que sea el procedimiento, no debe pri- 
varse á nadie de la defensa, ni dejarse de oír por 
Consiguiente las excepciones legítimas y proban- 
zas necesarias, que es lo que constituye la au- 
diencia en juicio. También ha notado la irregula- 
ridad en el modo con que el concejal primero en- 
tró á subrogar al Jefe político en este negocio, 
cuando parece que á falta de ley que reglamente 
las recusaciones en el procedimiento de policía 
Correccional, deben seguirse en lo posible las re- 
glas sobre los impedimentos en los juicios comu- 
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nes. La Corte se lia contraído á éstos dos puntos 
aunque no están contenidos en los dos de la con- 
sulta, por no estar expresamente decididos en la 
ley, y por si el Tribunal Superior tuviere á bien 
considerarlos. Contéstese al Gobernador de Mé- 
rida, que su consulta se ha dirigido á S. E. la 
Corte Suprema con el informe de este tribunal. 
Se suspendió el acuerdo. — Bracho. — Vrdaneta. 
Es copia. — Maracaibo Octubre 3 de 1840. — 
El Canciller, C. Vrdaneta. 

En la ciudad de Caracas á 19 de Noviembre 
de 1840, II y 30, el Vicepresidente y Minis- 
tros <le la Corte Suprema, estando reunidos en 
acuerdo, se impusieron del expediente instruido 
con motivo de la consulta que dirigió á la Supe- 
rior ciel quinto distrito el Gobernador de Méri- 
da relativa á dos puntos: 19 Si los jefes políti- 
cos á virtud de lo que dispone el parágrafo £? 
del artículo 50 de la ley orgánica de provincias, 
están obligados á consaltar con los Gobernado* 
res los fallos que pronuncien en el juicio infor- 
' mativo contra vagos bien sea que condenen bien 
I que absuelvan ; y 2 o Si habiéndose procedido 
I contra alguno sindicado de vago, en cuya causa 
se acordó con mérito ó sin él, prestarle la lige- 
ra audiencia que previene la misma ley, podrá el 
jefe político abstenerse de continuarla, y si en 
este caso está también obligado á consultar la de- 
terminación que librare. En los dos puntos con- 
sultados no encuentra esta Corte una duda muy 
urge nte que exija elevarla al Congreso para su 
resolución. Ella aparece resuelta tanto en el in- 
forme de la misma Corte Superior, como en ló 
representado por el señor Fiscal bajo de princi- 
pios y fundamentos sólidos y legales. En su con- 
secuencia acordaron aprobar como aprueban el <■ 
dictárnen que contiene el indicado informe ; sir- 
viendo de regla en los casos que ocurran de 
igual naturaleza; y que por lo demás á que se 
contrae la referida Corte, puede hacer las pre- 
venciones que convengan para remediar las irre- 
gularidades que ha notado en el hiátoríal de que 
dimana la consulta. Comuniqúese en contesta- 
ción. — López de Umérez, — Martínez. — Duartei 
Es copia.— -Caracas Agosto 21 de 1844. 
El Canciller, José Duarte. 

PROVINCIAS. Qué deberá hacerse cuando en 
un cantón falte la asamblea municipal. Véase 
Asambleas tnunicipales, R. R. E. E. de 10 de 
Noviembre de 1840, y 1 de Julio de 1863. 

PROVINCIAS. Cómo debe entenderse la auto- 
rización que él artículo 28 de la ley da á loe 
Gobernadores para imponer y exigir coactiva* 
mente multas desde 10 hasta 100 pesos, y arrea 2 
tos que no pasen de tres días á los que les de- 
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sobedeecan ó falten al debido respeto. Véase; 
la nota. (*) I 

• PROVINCIAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 9 DE , 

marzo de 1 654 desaprobando la, declaratoria | 
de nulidad de ciertas eleciones municipales, \ 
hechas por el Gobernador del Guárico mala- 
menfe fundado en el $ 2? artículo 29 de laley j 
orgánica de provincias; y dec lavando á quién 
corresponde reparar el agravio* 

Secretaría del Interior.— Sección tercera. 

Caracas. Marzo 9 de 1854. 
Resuelto.— *Dígf\sQ al Gobernador de la provin- 
cia dei Guárico. 

Vista por el Poder Ejecutivo la representación 
documentada que produjeron los señores Juan 



(*) El Ministro del Interior en su Memoria de 1840 ex- 
pone. 

El artículo 28 autoriza á los gobernadores para ejecu- 
tar gobernativamente las penas impuestas por las leyes y 
ordenanzas de policía, y para* imponer y exigir coactiva- 
mente multas desde, 10 basta 100 pesos, y arrestos que no 
pasen de tres días, segun la gravedad de la falta, á los que 
les desobedezcan ó falten al debido respeto, debiendo 
precederá la imposición de estas penas una diligencia 
breve y sumaria en que consto el hecho que las motive, y 
-lotificándose al penado dicha diligencia antes de ejecu- 
tarla. Ocurrió duda al Gobernador de Barquisimeto sobre 
la inteligencia de esta disposición, consultando si ha de 
haber siempre examen de testigos en la diligencia pre- 
cedente á la aplicación de algunas de las penas que 
este artículo establece, ó si basta la automación del fun- 
cionario respectivo y la de su secretario para acreditar 
aquellos hechos ; observando que si bien la intervención 
de testigos es una garantía de los derechos, de los vene- 
zolanos y del procedimiento dei magistrado, ella por otra 
parto si hubiese siempre de tener lugar, tcaeria la impuni- 
dad del desobediente 6. irrespetuoso cuyas faltos rara ve/, 
se cometen en público. Sometió el Poder Ejecutivo esta 
consulta al Consejo de Gobierno; y considerando este 
Ctterro que los. gobernadores á enya obediencia y respeto 
se faltase no necesitan de previa comprobación ó justifi- 
cación testimonial al imponer las penas correccionales 
que detalla el artículo citado, sino únicamente de la dili- 
gencia que él requiere y en que conste, ó lo que es lo 
mismo, en que se haga manifestación del hecho ó motivo 
que hayaimeritado la imposición de la pena; que esto, uni- 
do á la previa notificación que ha de hacerse al penado, 
llena el objeto de la ley, que no parece ser otro, que el de 
dar alguna solemnidad al procedimiento, y que el acto y 
sus motivos pueden considerarse en el juicio de queja, 
que tal ve» lo; parte se creyere con derecho á interponer ; 
y opinando por último que la ley con razón parece confiar 
en la rectitud del magistrado cuando solo.se trata de una 
simple corrección por actos irrespetuosos, á su persona, 
que runchas veces preferiría dejar impunes! le. fuese, in- 
atspensa.ble anticipar la comprobación de trigos, reqnisi- 
tótan embarazoso como dilatorio, juzgó innecesario en 
tal cas* el ex&faei» previo, de aquellos, debiendo los gober- 
nador^ jjfiftp poUtfco* consultar los reglamentos^ leyes 
respectivas y la naturaleza del caso en lo demás en que 
hayan de imponerse penas correccionales por infraccio- 
nes de policía» Conforme el Poder Bjeeotivo eco este áic- 
tfcam, resolta con arregla,*! la consulta d*l Goberna- 
do* de Barquisimeto. - 
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Francisco Agapito Carpió y Rosalio Herrera so- 
licitando se manden reponer inmediatamente los 
funcionarios elegidos el 25 de Diciembre último 
por la Á'sumblea nMinieipV de eso carrtoni capitel 
tanto para él mismo com<vp«fa el del StomWero, 
cuyos nombramientos declaró nujoa-esa Goberna- 
ción, en uso, de la facultad qne-le concede el § 29 
artículo 29 de la ley orgánica de provincias; pero 
sin expresar ninguna causal para ello-; y habién- 
dose sometido el asunto á la consideración del 
Consejo de Gobierno, • 8. E. ha tenido á bien re- 
solver la solicitud referida de entera conformidad 
con el dictamen de aquel cuerpo, cuyo tenor literal 
es el siguiente* 

Sesión número 15 del Consejo de Gobierno. 

Martes 7 de Marzo de 1854. 
" § 39 Se puso en discusión el informe sobre la 
solicitud de los señores Juan Fiancisco Agapito 
Carpió- y Rosalio Herrera, pidiendo la reposición 
I de los funcionarios elegidos el 25 de Diciembre 
último por la asamblea municipal del cantón. Ca- 
labozo, y cuyos nombramientos anuló el Gober- 
nador del Guaneo; y el Consejo, suficientemente 
discutida la materia, aprobó el siguiente acuer- 
do: 

"Habiendo ocurrido al Poder Ejecutivo los 
señores Juan Francisco Agapito Ctirpioy Rosa- 
lio Herrera pidiendo la reposición, de los funcio* 
narios elegidos por la asamblea municipal de Ca- 
labozo el dia 25. de Diciembre último, que el Go- 
bernador de aquella provincia anujó por sus de- 
cretos de 30 del mismo Diciembre y de 19de 
Enero del corriente año; S. E. para resolver ha pe- 
dido el dictamen del Conswjo de Gobierno. 

'* Consta de las pruebas auténticas producidas, 
por los ocurrentes, que habiendo la referida asam- 
blea municipal hecho los nombramientos ordina; 
rios de ley el dia 25 de Diciembre, se comunicaron 
el mismo dia al Gobernador de la provincia del 
Guárico, quien instruido del acta de dichos nom- 
bramientos, proveyó á continuación el siguiente, 
decreto: "Calabozo Diciembre 30 de 1853. — En 
uso de la atribución que me concede el $ 29 del 
artículo 29 de la ley^orgánica de provincias* decla- 
ro nulas y de ningún valor las elecciones, practica,-, 
das por la asamblea municipal de es VQ. can ton. eI25 4 
del presente mes, exceptuándose de. esta d«clafa\ 
toria los nombramientos qu& siguen*, ^Cpn^pUA, 
y acaba, expresando los nombramíejitos < .qu^..quftn 
daban válidos. También consta, que igual ( de/r 
creta expidió el dia 1.9 de Enero último anulan*» 
do la.eleccion de. Concejal hecha en el señor. Juan 
Francisco Agapito. Carpió, que. había quedada 
aprobada, en el anterior 
"Como el, Gpbernador no expresé niagjqnp d* 
J los fundamentas legales, que hubiese tenido {** 
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ra declarar nulas dicha* elecciones, los agravia* 
dos han hecho pruebas exhuberantes de hallarse 
en posesión de lo* derechos de ciudadano, de las 
cualidades para ser elector y de su decisión por 
el Gobierno en cuya defensa tomaron las armas 
en la última cospirtcion; y con ellas piden la re- 
posición en sus destinos municipales, estimando 
arbitraria la resolución del Gobernador que anu- 
ló sus nombramientos. 

"El § 2? del artículo 29 de la ley orgánica de 
provincias en que se apoya el Gobernador para 
nacer la declaratoria de nulidad que motiva el 
presente recurro, dice: "Cuando los Gobernadores 
sepan que se ha hecho una elección conocidamen • 
te nula, podrán declararla tal sin previa petición de 
un tercero, y aun después de los ocho dias de 
que habla este artículo, á reserva del derecho de 
las partes* que se consideren agraviadas. " 

"^A petición de parte, y precisamente dentro de 
los ocho dias de Id elección, concede á los Gober- 
nadores el citado artículo 29 la atribución de de- 
cidir por la vía instructiva y gubernativa las du- 
das que ocurran sobre elecciones de los miem- 
bros de los consejos municipales. 

"En el caso que motiva lu consulta del Poder 
Ejecutivo, el Gobernador del Guárico, no ha 
hecho uso de ninguna de las atribuciones, que le 
conceden el supra dicho artículo 29 y su § 29 
No la primera, porque no ha habido acusa- 
ción de nulidad dentro de los ocho dias, propues- 
ta por un tercero. Tampoco la segunda, por- 
que está limitada esta atribución al único caso 
de una elección conocida ;nc ule nula, como se- 
rian todas, aquellas, que teniendo su prueba de- 
mostrativa en lo público y notorio, por necesidad 
debe hacerse de todos conocidamente; y como 
los decretos del Gobernador de 3.0 de Diciembre 
y de 19 de Enero, que vienen referidos, care- 
cen de todo fundamento, ni dan razpn. alguna, 
que convenciese qu^e laa elecciones del 25 de Di- 
ciembre* hechas por, la asamblea, municipal de 
Calabozo^ (ueseo, corridamente aulas, en las 
partes que las declaró asj r está de manifiesto que 
aque\ gobernador p^rd, cuando minos, con er- 
ror, creyendo qcp diécrecionalmente estaba en 
sos. facultades emular cualquiera elección muni- 
cipal de, su provincia que privadamente le pare- 
ciera maj hecha. 

MEste error, justificable ó no, ha causado un 
agravio en la vía gubernativa, cual es la destitu- 
ción absolutamente informal de los empleos mu- 
nicipales» que obtuvieron los ocurrentes de la 
aJwbltA.rnuntripa] de Calabozo, y cuya repara- 
ron , solicitan, en U misma vía gubernativa, en 
usa oXUimfírm qu* expresamente. las concede 
eJ)fi^4e4,misino f 2.° mencionado. 
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" El agravio como se ha dicho, está de mani- 
fiesto; porque según las leyes de la República* 
ningún funcionario de ella puede resolver por 
pruebas mentales ó de pura conciencia privada, 
Sola falta averiguar á quien toca deshacerlo. 

" No está decidido por la ley cual sea la auto- 
ridad, que deba enderezar el desvio y salvar del 
daño que causa la nulidad de una elección ma- 
lamente declarada por los Gobernadores, porque 
el capítulo 99 de la ley orgánica de provincias y 
la ley 9* def código eleccionario se contTaen es- 
pecialmente al conocimiento y juicio délas cau- 
sas de responsabilidad, ya de los empleados mu- 
nicipales y ya de los funcionarios eleccionarios, 
para las penas que merece la mala conducta ob- 
servada. 

•• La ley orgánica de provincias expresamente 
reserva el uso de su derecho á la parte que se 
considere agraviada del fallo sumario y guber- 
nativo de un Gobernador, que le anula su nom- 
bramiento sin ningún género de audiencia. Es- 
te derecho^ como el mas natural, no puede ser 
otro que él de la apelación para que el inmedia- 
to superior, del modo mas breve, sencillo y me- 
nos expendioso, como es el propio de aquel re- 
curso, revea el fallo, lo considere y deshaga el 
agravio causado por el funcionario inferior. Es 
verdad que no está formulada su sustanoiacion, 
pero está concedido por la \ey ; y ninguna inter- 
pretación odiosa y abominable puede hacerse, 
para restringir este precioso derecho, cuando los 
principios generales de la Jurisprudencia ense- 
ñan : que la apelación, se entiende siempre, con- 
cedida por ser de derecho natural, á monos que 
especialmente la niegue la ley. 

" De lo expuesto se infiere que el ocurso para 
el desagravio debe hacerse al inmediato supe- 
rior que lo es naturalmente el Poder Ejecutivo 
en el ramo de la Administración general, guber- 
nativa y económica del Estado ; y no la Corte 
Superior de Justicia, poder heterogéneo, cargado 
de fórmulas, que solo es llamado á juzgar y sen- 
tenciar por la via ordinaria, las causas de. res- 
ponsabilidad eleccionaria, si se quiere, tanto en 
las primatias y secundarias, como en laa muni* 
cipales que por la ley no estén atribuidas á les. 
lujados de provincia, ú otros funcionarios pu* 
oiicha. 

" Eií^fuerza, pues, de los fundamentos que 
vienen expresados, piensa el Consejo de Gobier- 
no poder aconsejar á S» E. el Presidente de la 
República ; que en desagravio dejos ciudadanos, 
que hacen el presente reclamo, desapruebe y re- 
voque las resoluciones del Gobernador del Guár 
rico de 90 de Diciembre y 19 de Enero que anu- 
laron las elecciones á que ¿Moa se refieren; y 
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que en consecuencia 86 ponga en posesión de sus 
destinos á los nombrados por la asamblea títoní- 
cipal 4e Calabazo el día 25 de Diciembre del 
alio pasado* 

Y tengo el honor de trascribirlo á US* para su 
inteligencia y a fin de que inmediatamente sean 
repuestos en sus destinos los funcionarios indi- 
cados. 

Soy, &*.— Por S. E — Planas. 
PROVINCIAS. Visita de los Gobernadores 
fuera del lapso fijado por el artículo 106, con 
permiso del Poder Ejecutivo. Véase Gober- 
nadores, R. E. de 14 de Setiembre de 1853. 
PROVISIÓN de cítbdra*. Véase Instruc- 
* cion pública* L. 5* art. 1° al 5 o 
PROVISIONES eclesiásticas/ Véase Ter- 
nas para las canongías de oficio, y Ternas 
para la provisión de curatos. 
PROVISORES. Su nacionalidad. Véase Pa- 
tronato eclesiástico, art. 49— Derechos que les 
corresponden. Véase Arancel judicial, art. 12. 

PRUEBAS Y 8Ü TERMINO. LEY 4« TITULO 19 

del código de PROCEDIMIENTO sobre las que se 
promueven en juicio, 

LEY IV. 

De las pruebas y su término. 
Art. 19 El mismo dia y por el mismo hecho de 
haberse contestado Ja demanda y quedado sin 
efecto la conciliación se abre el término proba 
torio sin necesidad de decreto ni providencia %1- 
guna del juez. Este término para todas las prue- 
bas que hayan de instruirse en el lugar del juicio 
es de treinta dias ; y para las que hayan de eva- 
cuarse fuera, el de Ja distancia de ida y vuelta, 
ademas de dichos treinta dias. 

Art. 29 No se concederá término para hacer 
pruebas fuera del territorio de Ja República si no 
se solicitare en el mismo acto de la contestación 
de la demanda, y concurrieren ademas las circuns- 
tancias siguientes: la Q, ue los hechos esenciales 
para la calificación del derecho de las partes, ó 
alguno de ellos, hayan ocurrido en el lugar don* 
de se intente hacer la prueba. 3» Que las perso- 
nas que se pretenda examinar etí pais extranjero 
como testigos del hecho 6 para el reconocimiento 
de cartas 6 documentos, conste por las mismas 
cartas ó documentos, ó pov otro género de prueba, 
que residen fuera del territorio de !a República: 
y 39 Q"e pretendiéndose hacer uso de documen- 
tos que existan en archivo, oficinas, 6 en po* 
der de alguna persona particular, se manifieste 
cuales sean los archivos ú oficinas a que quiera 
ocurrir el interesado, ó el nombre y apellido de 
la persona en el último caso. 

Art. 19 Si Ja parte contraria se opusiese ala con- 
cesicui del término para hacer pruebas en pais ex- 
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tranjero, el juesoirá los informes verbales de las 
dos partes dentro de veinte y cuatro horas, y enel 
mismo acto dará su resolución : de esta decisión 
no se oirá recurso para el superior sino en un so» 
lo efecto. Si no se reclamare contra Ja concesión del 
término dentro de veinticuatro horas de acorda- 
da, no tendrá lugar después, bajo ningún pretex- 
, to esta reclamación. 

¡ Art. 49 Si el litigante que hubiere solicitado el 
I término para hacer pruebas en pais extranjero, 
I no practicare las diligencias p¿ ra que le fué con* 
> cedido, ó de lo actuado resu Itare que íi.é mali- 
| c-Iosa su solicitud, con objeto de alargar el juicio 
se le impondrá una multa equivalente á ia terce- 
ra parte del valor de lo que se litigue, que se aplica, 
í rá a la parte contraria por indemnización de los 
perjuicios que hubiere sufrido con esta dilación, 
y cuando no sea conocido este valor, la de una 
cantidad que no baje de cien pesos ni exceda de 
mil, con el mismo destino. 

Art. 59 En los quince dias primeros del térmi- 
no probatorio cada una de l.is partes presentará 
su interrogatorio para las declaraciones de los tes- 
tigos: una libta de lns testigos de que piensa v* * 
lerse ; y otra de los documentos de que quiera 
hacer uso. Todo esto se pondrá de manifiesto en 
la secretaría a todos los interesados en el pleito, y 
se les darán las copias que pidieren ;y no se ad- 
mitirá otro interrogatorio ni se examinaran otros 
testigos, ni se recibirán «tros documentos después 
de dichos quince dias. Se exceptúan los docu- 
mentos auténticos, los cuales pueden producirse 
en todo tiempo, antes de la sentencia en primera 
instancia. 

Art. 69 Los medios de prueba que se admiten 
en los juicios civiles, son 19 La confesión judi- 
cial ó posiciones, y Ja confesión extrajudicial com- 
probada en juicio : 29 Lns documentos públicos 
y privados : 39 El juicio de expertos : 49 El re- 
conocimiento judicial ó vista ocular : 59 Las infor-» 
maciones de testigos : 6? El juramento. 

De las posiciones ó confesión judicial y de la 
confesión extra judicial. 
Art. 79 Todo el que fuere parte en el pleito 
está obligado á contestar bajo juramento Jas po- 
siciones que la otra parte le haga en el tribunal. 
Tanto la pregunta corno la contestación debe ser 
verbal, y la confesión que esí hiciere ia parte pu- 
blicamente contra sí misma, hará- plena prueba 
sin necesidad de otra. 

Art. 89 No se admitirán en las posiciones pre* 
guntas que no sean pertinentes á la cuestión, ni 
respuestas ambiguas nt evasivas. Ebtás deben sef 
directas y categóricas, confesando ó negando la 
parte cada pregunta. Se tendrá por confesa aque» 
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Ha que no responda de una manera terminante, ó 
que citada al efecto no concurriere al tribunal. 

Art. 9? Las posiciones ee harán en cualquier 
tiempo desde el día de la contestación, antes ó des- 
pués de ella, hasta ei dia de la sentencia, antes 
que esta se pronuncie, y tanto Jo qu*>. se pregunte 
romo lo que se conteste, ?e insertará con exactitud 
y con Jas mismas palabras de que se hubieren 
servido las partes en la acta respectiva, agregán- 
dose al ex }>edien te ios apuntes que han de formar t 
de propia mano el juez y secretario, conforme lo < 
previ nido en el artículo 38 de la presente ley pa- ; 
ra la declaración de los testigos. - ' 

Art. 10 En caso de impedimento legítimo ó ' 
ausencia de la parte, el tribunal comisionará á 
otro juez ó tribunal para tomar la confesión ó 
' evacuar las posipiones, 

Art. 1 1 E*ta confesión ó posiciones serán pú- ' 
blicas, y se extenderán a continuación d*» la requi- ' 
sitoria ó despacho que hubiese librado el juez i 
de la causa. Concluido el acto se tirulata por las ! 
partes presentes, después del juez y el secretan •, \ 
y se mandará inmediatamente y con tuda seguri- ; 
dad, al tribunal del origen.; pero las posiciones 
nunca detendrán, el curso de la causa. i 

Art. 12 Lo que declare ó confíese extrajudicial- ¡ 
mente la parte con palabras precisas, sobre <1 as'in- 
to en litigio, y que se pruebe en juicio n.. u.^n » 
mentó* suficientes, 6 por dos testigos . > i..Mr* 
intachables, hará fe y plena prueba en juicio sin 
necesidad cía otra. 

De los documentos. 

Art. 13 Los documentos son públicos y privados: 
los públicos son las escrituras otorgadas ante un es- 
cribano ú otro empleado púbHco competente : los 
actos de los tribunalns debidamente autorizados ; 
y todos los actos de ios funcionarios públicos y los 
traslados, copias 6 testimonios de las mismas es- 
crituras y actos legalizados en la forma presrripta 
por el derecho. Los' privados son cualquiera 
especie de dVumentos hechos, por las partes 6 
personas particulares, como vares N obligacion<$. li- 
bro* de cuentas, cirrespondenria epistolar y o- 
tros. 

Art. I ♦ Los documentos públicos hacen plena 
prueba. Y los privados la hacen también, cuando 
hayan sido suscritos en presencia de dos testigos 
por la persona que aparezca en ellos obligada, 
aiempro que dichos testigos la declarea así bajo 
juramento ; 6 cuando estén reconocidos judicial- 
mente por la persona obligada. Lo mismo se en- 
tiende cuando el documento privado no ha podi- 
do suscribirse por la persona obligada, por no sa- 
ber firmar, con tal que un tercer testigo lo hava 
ftrouulo a su nombre delante de ios otros dos, de- 
clarándolo estos asi. ante el jaez bajo juramenito. 



Pero si el testigo que aparezcu firmado por la 
pers.ma obligada negase el hecho, es necesario ej 
testimonio «le tre* en lugar de los dos que bastan 
: cuando aquel no contradice ó niega el hecho. 
',. Art. 15 Los libros de cuentas pueden* servir de 
i prueba enjuicio, pero nunca harán fé sino contra 
| la parte á quien pertenecen, si las. partidas no es- 
i tuvieren corroboradas por otros documentos 6 dos 
¡ testigos idóneos. 

i Art. 16 No se admitirán exposiciones extraju- 
diciales de los testigos, ni certificaciones ó justiñV 
i caciones anticipadas, á menos que loa que hayan 
, firmado 6 certificado, comparezcan y confirmen 
pública y judicialmente la verdad de su contenido ; 
pudieado en tal caso las partes repreguntar á los 
que hayan firmado. Se exceptúan aquellas decla- 
raciones ó justificaciones evacuadas con citación 
; «le parle contraria por causa de ausencia próxima 
, de los testigos, ó personas que deban darla, ó por 
demora maliciosa del actor en promover su de- 
| tnand», comprobada en la manera que dispone es- 
: te có ligo. 
! Del juicio de expertos. 

Art. 17. Ei juicio de expertos no puede tener 
I lugar sino sobre pun.tos de hecho, y cuando lo de- 
; termine el tribunal de oficio ó á pedimento de las 
I partes. 

Art 18. Cuando.se pida el juicio de expertos, 
cada una de las partes nombrará dentro de tres días 
su periio ante el secretario del tribunil. Para los 
casos de discordia estos nombrarán un tercero ; y 
si no se acordaren en este nombramiento, lo hará 
el juez. Las partes sin embargo pueden convenir 
en que un solo perito proceda en el asunto. 

Art. 19. Si dentro d& los tres días no nombra- 
ren las partes ó alguna de ellas sus peritos, el tri- 
bunal los nombrará de oficio. 

Art. 20. Dentro de las veinticuatro horas de la 
notificación de sus nombramientos, los expertos 
prestarán juramento ante el juez de la causa ó ante 
el que este designe, de desempeñar fielmente su en- 
oargo. 

Art. 21. No se podrá recusar al experto nom- 
brado de oficio: ros nombrados por las partea po» 
drán ser recusados 6 revocados por ellas áutes 
que empiecen las gestiones del negocio que Tan á 
desenxpefiar: en este caso se nombrarán nuevos 
peritos dentro de las veinticuatro horas siguien- 
tes, por ras partes, 6 por el tribunal en su defecto. 

Art. 4Sk Prestado el juramento por los exper- 
tos, estos DTOcederáp á desempeñar su encargo, 
dentro de los seis dias siguientes, con vista de, 
los documentos y piezas que deban tener presen*. 
tes, por petición de las partes, y se señalará el dia; 
en que deban reunirse para determinar el, negty 
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ció : este término nunca pasará de quince días y 
el término de la distancia» 

ArU 23i Los etpertos emitirán su juicio por 
escrito, y lo suscribirán ante el juez de la causa 
6 su comisionado al efecto. Si discordaren, cada 
uno expondrá las razones de su opinión y lo mis- 
mo hará el tercero á quien se consulte en este 
caso. 

Art. 24. La exposición de los expertos será 
remitida á la secretarla del tribunal por el juez 
comisionado, dentro de veinticuatro horas y el 
término de la distancia. 

Art. 25. Los jueces estarán obligados á seguir 
el dictamen de los peritos si estuvieren acordes 
sobre los puntos de hecho sujetos á su decisión, 
ó del tercero que, en caso de discordia, convenga 
con uno de ellos. 

Reconocimiento judicial 6 vista otülath 

Art. 26. El juez á pedimento de cualquiera de 
las partes, ó cuando lo juzgue oportuno, acordará 
eí reconocimiento ocular, y se trasladará al lugar 
en que haya ocurrido el hecho de que se trate, ó 
en que se encuentre la cosa litigiosa, para impo- 
nerse de aquellas circunstancias que no podrían 
acreditarse de otra manera. 

Art. 27. Solo concurrirá el juez ó su comisio 
nado, el secretario 6 actuario que le subrogue, 
uno ó dos prácticos cuando sea necesario, y las 
partes ó sus apoderados. 

Art. 28. El juez ó su comisionado extenderá 
una relación de lo practicado en el reconocimien- 
to, y la firmará con su secretario y las partes si 
concurrieren. 

Délos testigos. 

Art. 29. No podrán ser testigos en juicio los 
furiosos, dementes ó mentecatos, tos menores de 
quince años, los jugadores de profesión, los ebrios, 
los vagos, los deudores fraudulentos, y mientras 
no obtengan rehabilitación, los que hayan sufri- 
do una pena infamante. 

Art. 30. No puede tampoco testificar el magis- 
trado en la causa en que está conociendo, el abo- 
gado ó apoderado por la parte á quien representa, 
«1 Vendedor en causas de eviccion sobre la cosa 
vi. nr] íí!;i: los «ocios en asuntos .que pertenezcan á 
la compañía VA heredero presunto, el donatario, 
el amigo íntimo no pueden testificar en favor de 
aquello* con quienes les comprenden estas relacio- 
nes. £1 enemigo no pude testificar contra su ene- 
migo * 

Art 31. Ninguno puede ser testigo contra, ni 
en favor de sus ascendientes 6 descendientes, 6 
su cónyuge : ni eí esclavo purde testificar contra 
tu amo ó en su favor: el sirviente doméstico po- 
drá ser testigo contra aquel que lo tiene en su ser- 
vicio, pero nunca en su favor* 
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Art. 32. Tampoco pueden ser testigos en favor 
de las partes que los presentan los parientes con- 
sanguíneos ó afines* los primeros hasta el cuarto 
grado civil, y los segundos hasta el segundo gra- 
do, ambos inclusive. Se exceptúan aquellos casos 
en que se trate de probar parentesco, ó edad, en 
los cuales pueden ser testigos los parientes, aun 
cuando sean ascendientes ó descendientes. 

Art. 33. La persona del testigo solo podrá ser 
rechazada dentro de los veinte primeros dias del 
término probatorio; poro su dicho podrá serlo 
después de los expresados veinte dias. Aunque la 
persona del testigo sea tachaba antes de la decla- 
rador, no dejará de tomarse por escrito su testi- 
monio si la parte insiste en ello ; pero el no ser 
rechazado un testigo, no impide que el juez dese- 
che su testimonio en la sentencia definitiva, en la 
cual expresará el fundamento legal que tuvo para 
ello. 

Art. 34. Si alguno de ¡os testigos no entendie- 
re el idioma castellano, se nombrará un intérpre- 
te quejuramentadü previamente, tome sus decla- 
raciones y explique en español lo que diga ó con- 
teste el testigo á las preguntas que se le hagan. 

Art. 35. Cada testigo antes de hacer su depo- 
sición, declarará su nombre y apellido, edad* pro- 
fesión, si es pariente ó amigo íntimo de alguna 
de las partes, si es siervo ó doméstico de alguna 
de ellas, y jurará decir verdad. 

Art. 36. Los testigos se examinarán en publi- 
co uno auno, por el juez de la causa, 6 eí que 
este comisionare, según el interrogatorio del que 
los presenta, y después por la parte contiaria, que 
les repreguntará sobre les hechos contenidos en 
dicho interrogatorio, ú otros que tiendan ¿invali- 
dar sus deposiciones. 

ArU 37. Las preguntas y repreguntes serán 
pertinentes á los puntos que se quieran probar y 
que se hayan controvertido: no se admitirán pre- 
guntas que no tiendan directa 6 indirectamen- 
te á calificar la acción del demandante ó la excep- 
ción del demandado. 

Art. 38. £1 secretario escribirá de mano pro- 
pia y el juez, por sí, ó por otra persona,* las pre- 
guntas de las parles y las respuestas de Jos tes- 
tigos, para que eniaaade duda se puedan cote* 
jar, si fuere necesario. . 

Art. 39. El juez i dttvaftte el lecfcérnefi ^de un 
testigo, podrá í toa-corle aquellas /preguntas que 
crea Conveniente! pura ilustrar su juicio» 

Art. 40. Nadie ^odrá interrumpir tosneétlgos 
en el acto de declarar, 6 excepción del juez pava 
corregir algún exceso, y sé les protegerá* eodtva 
todo insulto, guardándoles toda fe libertad «s^s 
deben tener para ttecir la verdad. 

Art. 41. Si faltare uno ó mas testigos, la parto 
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<& quien corresponda podrá pedir verbalmente que 
se vuelvan á citar para otro dia que el tribunal 
señalará con arreglo á la distancia ; y se proce- 
derá ¿examinar los testigos presentes 

Art. 42. Si faltaren todos los testigos ó los 
principales, ó si no se pudieren examinar todos 
en el mismo dia, el juez en el acto señalará otro 
dia para oírlos, y para continuar el examen : no 
tiabrá necesidad de nueva citación para las par- 
tes y testigos presentes. 

Art 43» Los individuos cuyo testimonio se 
necesitare en juicio, deberán comparecer precisa- 
"rnente sin necesidad de previa licencia de sus res- 
pectivos superiores, á prestar sus declaraciones 
ante el tribunal ó juez que los haya citado, "sin 
que puedan excusarse por razón de fuero, pri- 
vilegio ni otra alguna : los contumaces pagarán 
una multa que no pase de diez pesos, y serán 
citados nuevamente á su costa: por segunda vez 
se doblará la multa, y podrán ser arrestados has- 
ta por quince dias. Esta sentencia se llevará á 
efecto siu oírse ningún recurso, excepto el de 
queja. 

Art 44. Si el testigo justifica que no pudo 
presentarse el dia señalado, el tribuna] lo eximi- 
rá de la pena y costas de nueva citación, después 
que haya dado su declaración en la causa. 

JlxU 45. £1 testigo que exigiere que se le re- 
sarzan los perjuicios y costos que le ocasionaren 
la ida al tribunal y la vuelta á su casa, pedirá 
antes de declarar la cantidad que sea adecuada : 
el tribunal podrá reducirla á lo que crea justo, 
estando el testigo siempre obligado á comparecer 
y dar su declaración. 

' Art. 4& £1 testigo no podrá leer ningún papel 
6 escrito para contestar : deberá hacerlo verbal- 
mente por sí solo á todas las preguntas que sé le 
hagan. Sin embargo podrá el tribuna!, oídas las 
partes, permitirle que consulte sus notas cuando 
se trate de cantidades, ó en otros casos difíciles 
ó complicados en que la prudencia del tribunal 
lo estime necesario. 

Art. 47. No podrá tachar la parte ál testigo 
presentado por ella aun cuando la parte contra- 
ria se valga también de su testimonio, á menos 
que haya sido sobornada, en cuyo caso será con- 
siderado como testigo hábil solo en lo que le fue- 
re favorable. 

Del juramento. 

Art 48. En defeeto de prueba, 6 resultando 
de ellas algún hecho dudoso, podrá la parte á 
quien interese probarlo, deferir en el juramento 
de la contraria, y no será permitido practicar 
después ninguna otra diligencia probatoria» á 
menos que; dicha parte contraria rehuse prestar 
el juramento* prestado este, la decisión. (tal juez 
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ha de arreglarse á él, y se expedirá en el mismo 

acto.. 

PRUEBAS y su término. Cuál se podrá única- 
mente admitir en la segunda instancia. Véase 
Segunda instancia, art. 5. . 

PRUEBAS y su térmiino. Véase Examen de 
pruebas y sentencia, Término probatorio, y 
Procedimiento criminal, § único art. 1°, $ uni- 
ro art. 4? y A. C. S. de 28 de Abril de 1842. 

PRUEBAS y su término. En juicio criminal 
no empiezan á correr hasta que el defensor no 
sea notificado del auto de recepción. Véase 
Harto, A. C. 9, de 12 de Abril de 1842. 

PRUEBAS SUPLETORIAS EN LAS RECLAMACIONES 
CONTRA EL TESORO. RE80LUCION EJECUTIVA tíE 

15 dz abril de 1851 disponiendo que se ha- 
gan con citación de la persona que represente 
al fisco. 
Secretaría de Hacienda. — Sección 1&— ^tírrcúlar. 
Caracas, Abril 15 d'e 1851. 

Señor Gobernador de la provincia de 

Sabe el Gobierno que en esa provincia se es- 
tán promoviendo justificaciones para comprobar 
falsas reclamaciones contra el tesoro púbfico por 
supuestos perjuicios que dicen los interesados ha- 
ber suíiido en sus intereses, causados por las tro- 
pas constitucionales en los arlos de 1848 y 1849, 
y por suplementos simulados que aseguran haber 
hecho para socorro de las mismas tropas, valién- 
dose al ir. lento de testigos perjuros, á quienes es 
necesario hacer sentir todo el rigor de las leyes, 
como también á las personas que se hayan valido 
de ellos ó los hayan inducido al perjurio. Por 
tanto, S. E. el Presidente de la República me ha 
ordenado prevenir á US., como lo hago, que por 
medio de serias y cuidadosas pesquisas, procure 
US. averiguar la verdad de tales hechos, excitan- 
do el celo y vigilancia de los respectivos jueces 
territoriales para encausar aquellos individuos 
que resulten culpables ; haciéndoles presente al 
mismo tiempo que cuando se intenten dichas jus- 
tificaciones, romo cualquiera otra prueba que 
afecte de alguna manen ;il erario nacional, debe 
ser con citación de la persona que represente al 
fisco. — Soy de US. atento servidor. 

Pedro C. Gellineau, 
PRUEBAS supletorias. Decreto ejecutivo 
de 15 de abril de 1852 mandando suspender 
los redamos contra el Estado que se funden en 
ellas, 

José Gregorio Mona gas, 

Presidente de la República &a. &a. ota. 

Considerando : 
19 due existen varios reclamos dirigidos con- 
tra el Estado, por ocasión de los elementos de 
buca y guerra qiie el Gobierno se vio obligado á 
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tomar en medio de los conflictos de las conmocio- 
nes papadas de 48 y 49. 

29 Que dichos reclamos se han hecho constar 
los mas de ellos, por pruebas de testigos descono- 
cidos, y aun,, en ájgunos casos, por desafectos ai 
Gobierno. 

3? Glue por avisos oficiales sabe el Poder Eje- 
cutivo que se ha abusado y que se está abusando 
aun de la facilidad de la prueba testimonial, ha 
ciendo aparecer suplementos que en realidad no 
han existido, ó que si han sido ciertos y efectivos 
lo han sido en cantidad y proporción ma9 redu- 
cida, especulando los autores de tales pruebas 
con 1a honradez del Gobierno y con la inmorali- 
dad de los testigos a quienes corrompen para ha- 
cerse acreedores de crecidas sumas ; y 

49 En fin, que en tales circunstancias es pru- 
dente dejar á la sabiduría del Congreso q-ie dicte 
sobre este particular las medidas que fueren de 
justicia, tanto mas hoy, cuanto que estando reu- 
nidos ios cuerpos colegisladores, pueden ocuparse 
con toda preferencia en. la materia, 
Decreto : 

Art. I.9 Desde esta fecha quedan en suspenso 
todos los reclamos dirigidos contra el Estado por 
suplementos y empréstitos hechos por ocasión de 
las guerras de 1848 y 49, cuyos reclamos estén 
basados en pruebas supletorias otras que no 
sean del género de aquellas que en el derecho se 
reputan por auténticas,. 

Art. 29 La Secretaría de Guerra, el Tribunal 
de cuentas y la Tesorería general pasaran en el 
dia una noticia al Ministerio de Hacienda de los 
expedientes de este género que cursen en sus res- 
pectivas oficinas. 

Art.. 39 El Secretario de Estado en el Despa- 
cho de Hacienda queda encargado de dar cuenca 
á la legislatura del presente decreto. 

Dado : firmado de mi mano,, sellado con, el se- 
llo del Gobierno, y refrendado por el Ministro 
Secretario del ramo de Hacienda. 

Caracas Abril 5 de 1852.— José Gregario Mo- 
nágas.^- Por S. E. — El Secretario de Estado en 
el Despacho de Hacienda, Pedro C. Gellineau. 

PRUEBAS militares Véase Inválidos, R. E 
de 10 de Diciembre de 1851. 

PUBLICACIÓN pe las Leves, Véase Provin- 
cia$. $ único del art 10, y art. 43, y Leyes, art 
constitucional 101, v RR EE. de 18 de Junio 
de 1836, y 3 de Marzo de 1835.. 

PUEBLO (el). Atribuciones de soberanía que 
úricamente podrá ejercer por sí mismo. Véase 
Gobierno de Venezuela, art 7 de la Constitu- 
ción. 

PUERTOS. Véase Derecha de p ver lo. 

PUERTOS HABILITADOS. L.BY DE 15 OK ABRÍ*, 
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db 1854 — que reforma la de 5 de Mayo de 1848, 
pág. 50 del cuaderno de ese ario, y. 750 7!° 719 
del cuerpo impreso en 1851 — que reforma, la 
de 3 de Junio, de 1846, pág*. 107 del cuaderno 
de ese año, y 670, n<? 622 del cuerpo de lí»51. — 
que reforma la de 8 de Mayo de 1837, pág. 15 
del cuaderno de ese año, y 2S3, n^ 297 del 
cuerpo de 1851 — que reforma la de 18 de Abril 
de 1835, pág. 106 del cuerpo comprensivo de 
ellas, y 168, «9 190 del de 1851— que reforma 
la de 1.2 de Mayo de 1834, pág. 1.0 del cuerpp 
comprensivo de ellas*, y 134 n9 172 del de 1851 
— que reforma finalmente por lo tocante í ella 
la di 1 4 de Octubre de 1830, pág. 86 del cuer- 
po comprensivo de las de ese año, y 63, n° 49 
del de 1851. 
El Senado y Cámara de Representantes déla Re- 
pública de Venezuela,reunidosen Congreso.. 

Considerando : 

Que la experiencia ha acreditado la necesidad 
de reformar la ley de 5 de Mayo de 1849, sobre 
habilitación de puertos, porque ha ocasionado 
gastos innecesarios al Tesoro nacional, y presen- 
lado facilidad á los. que se ocupan de la clandes- 
tinidad en el comercio. 

Decretan : 

Art. 19 Se declaran puertos habilitados para 
la importación y exportación, sin ninguna restric- 
ción, Ciudad Bolívar en la provincia deGuayana. 
la Guaira en la de Caracas, Puerto Cabello en la 
de Carabubo : la Vela en. la de Coro ; y. Maracai- 
bo y Barcelona en la de estos nombres. 

Art. 29 Se declaran puertos habilitados para 
la importación de solo su. consumo, y para la ex- 
portación, Cumáná, Carúpano, Cariaquito, Callo 
Coi ora do. y Barrancas en la provincia de Cumaná. 
Pampa tar y Juan Griego en la de Margarita: 
Soledad en la de Barcelona y Cumarebo en la de 
Coro. 

§ P Mientras se establecen las aduanas de 
Caria riuito y Caño-olora do, continuarán existen- 
tes las de Guiria y Maturin, 

$ 29 Dependientes de la de Barrancas se es- 
tablecerá un resguardo, marítimo en Pederqales, 
para celar las costas. 

Art. 39 Las aduanas.de los puertos habilitados 
para la importación de solo su consump, no pue- 
den guiar efectos extranjeros para otros puertos, 
sean. ó no habilitados; 

$ único. Se exceptúm las aduanas de Cumaná, 
Carúpano y Ca'i.i quito. La primera y segunda 
pueden hactrlu p<tra los puertos de fcartaco y 
Rio caribe, y la tercera, para Jqs de Irapa y Ya- 
guaraparo, 

Art. 49 Se permite el embarque de ganados y 
bestias eñ las márgenes del* rio Orinoco,, desde.. 
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'Ciudad Bolívar, hasta Guayana la vieja, con 
permiso escrito de la Aduana de Bolívar. 

Art. 69 Se deroga la ley de 5 de Mayo de 
1849, sobre habilitación de puertos. 

Dada en Caracas, á II de Abril de 1854, arlo 
25 de la ley y 44 de la independencia.— El Pre- 
sidente del 8enado, francisco Balbuena. — El 
Presidente de la Cámara de Representan te», 
Lisandro Ruedas.— El Secretario del Senado, 
R. Irazabal — El Secretarlo de la Cámara de Re- 
presentantes, J. Padilla. 

CaTécas, Abril 15 de 1854, afio 26 de la ley y 
44 de la independencia. — Ejecútese.— J. V*. Mo- 
riegas.— Fot S. E — El Secietari» de Estado en 
el Despacho de Hacienda,Pio Ceballos. 

PUERTOS HABILITADOS. DECRETO DE 6 DE JÜ- 

mo de 1831 habilitándolos del Orinoco entre 
Angostura( hoy ciudad Bolívar) y Yaya. (*) 
El Senado y cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso, 
considerando ; 

ÍO Que una gran parte de las crias de las pro- 
vincias de Guayana y Barcelona se hallan sobre las 
riberas del Orinoco, mas abajo de la ciudad de 
Angostura. 29 Que la Conducción por tien-a, des- 
de largas distancias á este puerto, es doblemente 
perjudicial á los criadores y negociantes de este 
ramo, ya por la pérdida y atraso que se experimen- 
ta en Jos animales, como por los mayores costos 
que se causen en ella; y 39 Q»ue es justo y com- 
ve ni en te consiliar los intereses del fcstado con el 
de los particulares, decretan. 

Art 19 Se permite el embarque de los anima- 
les, cuva extracción no sea prohibida por la ley ,en 
Cualquier puerto del Orinoco, entre Angostura y 
Yaya 

^ Art. 29 Para llevar á efecto esta disposición 
lin perjuicio del erario, se establece en el aposta- 
• dero de Vaya una administración subalterna de la 
de Angostura, que será servida por un adminis- 
trador con el sueldo de ochocientos pesos anuales, 
y á cuyas órdenes estarán un cabo primero de 
ronda con trescientos pesos de sueldo/y cuatro ce- 
ladores á ciento ochenta pesos anuales cada uno, 
y un buen esquife» 

Art 39 Será del deber del administrador de Ta- 
ya, visitar todos loa buques que salgan por dicho 
puerto : contar los animales que lleven á su bor- 
do;/ decomisar los que excedan de los que cons- 
ten en la póliza de embarque, expedida por la ad- 
ministración principaren la forma y de la manera 
quo prescribe la ley de 22 de Setiembre del afio 
(fe 1830 sobre exportación. Llevar un registro ex- 
■* " »■■■ — '■■■-■■'■ 

(*) Esta administración es U que hoy se halla eatabla- 
tldatQ<tor*«* 1» vieja. 
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preaivo de los nombres de los buques, sus capita- 
nes, exportadores, lugares en que se hacen los em- 
barques, y del número y especie de animales. En- 
viar á la administración principal copia del regid 
tro de cada buque, luego que esté despachado» Pa- 
par también visita a todos loa buques que entren 
por dicho puerto, certificar el sobordo y tomar co- 
pia de él ; la cual enviará á la administración do 
Angostura con un celador que pondrá á bordo del 
mismo buque. Dejar en su poder copia de to- 
dos los sobordos de entradas y salidas. Impedir el 
contrabando en todo el rio, y cumplir las órdenes 
que )e comunique el administrador principal rela- 
tiva? al servicio de su destino. 

Art. 49 Son deberes de la administración prin- 
cipal de Angostura, con rtspecto á la subalterna 
de Yaya : expedir póliza á todos los buques que 
ceban cargar animales mas abajo de Angostura, 
expresando los nombres del buque, su capitán, car- 
gadores, lugares de los embarques y el número y 
especie de animales. Remitir dicha póliza al ad- 
ministrador de Yaya con un celador que hará 
embarcar en el mismo buque para que presencie 
los embarques, é impida que se hagan otros que 
ios permitidos en la póliza. Percibir el montante 
de los derechoe> con arreglo á las pólizas que ex- 
pida, cuya operación rectificará para el cobro defi- 
nitivo délos derechos, luego que sepa el verda- 
dero número exportado por la copia del registro, 
que enviará el administrador de Yaya, con cuyos 
documentos se cerrarán los expedientes. 

Art. 59 Con el mismocelador que vaya de An- 
gostura & Yava, á bordo de cada buque que con- 
duzca animales, remitirá el administrador de es- 
ta al de aquella el registro prevenido en el artícu- 
lo 39 

Dado en Valencia á 30 de Mayo de 1831 20 y 
219— El P. del S. Manuel Quintero.— E\ Pde 
laC&deR. Dr. José Manuel de los Rios.-^E\nO 
del S. Vicente Michelena.-°-E\ s9 de la Ca de R. 
Rafael Acevedo. 

Valencia á 3 de Junio de 1831. QP y 21 9— 
Ejecútese. — Diego Bautista Urbaneja*— Por S 
E. el Vicep. encargado iltl P. E.— El s<>de£ # en 
el D9de R* San tos Mickelenu, . 

PUERTO-CABELLO decreto de 18 de abril 
de 1838 exceptuando de derechos de importa- 
ción las pipas de hierro necesarias ' para un 
acueducto público. 
El senado y cámara de representantes de la repú- 
blica de Venezuela, reunidos en congreso, 

Vista la representación de la junta benefactora 
de Puertocabello, pidiendo la libertad de derecho 
de las pipas de hierro y los materiales necesaria* 
para unir ¡asque tiene que hacer venir de Iagla- 
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torra, para cono* upir por ollas* enagua á, la ciudad* 
Considerando, 
Que la gracia que se solicita es en ; favor de 
«na obra pública que puede llamarse nacional, 
pues que a la vez que servirá á aquella población, 
surtirá de agua cómodamente á, los buques qué 
concurran 6 dicho puerto. 

Decretan : 
ArL único. Se exceptúan del pago de loa.dere- 
chos nacionales» las pipas de hierroy materiales 
precisos para unirlas, que se introduzcan del ex- 
tranjero en PuertorabeJlo para la obra de la, con- 
ducción del agua que está á cargo de la junta 
benefactora de aquella ciudad. 

Dado en Caracas á 14 de abril de 1338 Arlo 

90 de la ley y 28? de la independencia. 

El presidente del senado. Ángel Quintero.— 
El presidente de. la cámara de representantes, 3f, 
Hvizi. 

El secretario, del, senado. J. A. Frey*e % — El di- 
putado secretario de la cámara de representantes, 
/. García ^ 

Caracas Abril 18 de 1838. — 9í» de la ley y 
289 de la independencia. — [ L. S. ]— Ejecútese. 
— [L. S.]-r Carlos Soublette. — Por S E , G. 
Smilh. — Ea copia— r Smith. 
I?V ERTO-CABELLO. Véase Bahía de Puerto- 
cabello, y Ferrocarril de Puertocabello á San 
Felipe. 
PUERTO-CABELLO (ciudad de).decreto de 
20 de mayo de 18$4 cédiendoJe'Jos derechos que 
tenga la nación á la parte de área que cons- 
tituye la plaza de las Leyes patrias. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 
t)Qcretan. 
Art. único. La Nación cede á la ciudad de Puer- 
to-Cabello los derechos que tenga $,la parte del 
área que constituye la plaza llamada de " La^ Le- 
yes Patrias» " que es. considerada como de pro- 
piedad nacional. 

Dada en Caracas á 15 de Mayo, de 1854. año 
25 de la ley y 44 de la independencia. — El presi- 
dente del Senado, Pedro Portero. — El Presiden- 
te de la cámara de Representantes, L. Ruedas. 
— El Secretario del Senado, J. A. Pérez. — El 
Secretario de la Cámara de Representantes, J. 
Padilla, 

Caracas, 20 de Mayo de 1854, año 25.de la ley 
y 44 de la independencia. — Ejecútese. — J.G. Mo- 
nagas. — Por S.E. — El Presidente de la Repúbli- 
ca. — El Secretario de E. en los DD v del Interior, 
Justicia y Relaciones Exteriores Simón Planas. 

PULGADAS Véase Pesos y Medidas arto 8? 
JUNTOS fortificados Véase Fortificaciones* 
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QJJEIA (recurso db) por aboso de autori- 
dad &/lET; XIII TITILO Vil DJBt- CÓDIGp Pfc- 
PROCEDIMIENTO DE 19 DE HATO DE 1836. 

Art 19 El libelo en que se pida la responsabi- 
lidad de un juez, deberá ser presentado ante su, 
inmediato superior, y contendrá, el, nombre, ape- 
llido y domicilio del, actor, el nombre, apellido, 
y residencia del juez QQUtra quien.se dirige, la 
explicación sencilla de la falta ó exceso que se atri- 
buye á este, é indicación de los documentos que se. 
acompañan para justificarla solicitud, 

ArL 20 Dentro, de. tres dias á lo mas declarará, 
el tribunal sin. sor. 6 na suficientes los fundamen- 
tos de la petición para someter á juicio el juez-, 
acusado. En. el primer caso, si la falta 6 exceso 
que se le atribuye mereciere pena corporal, decre- 
tará, también su* suspensión y prisión; pero si la ( 
pena fuere pecuniaria 6 de suspensión, dispondrá 
solamente que se le instruya para que informe. 

Art 39 En eljcaso de suspensión y prisión del, 
juez acusado, se procederá, de la manera estable- 
cida en la ley del procedimiento criminal. Cuando 
la falta ó exceso que se atribuye a] juez acusado 
deba castigarse con penas pecuniarias, ó suspen- 
sión temporal, el tribunal exigirá el informe del, 
juez, acubado, remitiéndole al efecto y por conduc- 
to de otro.ju^z el mas inmediato á. su residencia, 
copia de la petición y documentos presentados por 
el querellante, con término para la contestación, 
que se señalará según la distancia. 

Art. 40 Si el juez acusada.no informase dentro, 
del témino señalado, y se hubiese tenido el aviso 
de habérsele entregado la copia de que se habla en. 
el artículo anterior, e<l tribunal sentenciará sobre, 
la queja dentro tercero dia, y declarará-la respon- 
sabilidad de aquel, si del expediente resultare 
mérito suficiente, condenándole ademas á pagar 
veinte pesos para el ramo.de gaaloa.de justicia. Si. 
la declaración fuere favorable al acusado, el quere- 
llante satisfará esta cantidad. 

Art. 5? El juez acusado extenjlera.su informe, 
á continuación de la copia que se le remite, y. 
acompasará, los documentos ¿que se refiera. 

Art 69 Luego que llegue la contestación 6 in- 
forme del acusadp, el tribunal que conoce de la 
queja señalará dfa para ver, el expediente* Este se-, 
ñalamiento nunca será: para, antea de tres dias, ni 
para después de orho contados desde la fecha en 
que ae recibe él :nf<yme, y se fijará á las puertas 
de la secretaría g otro lugar destinado para estos 
arisos en los tribunales. Durante este término el 
querellante podrá instruirse en la secretaría del. 
informe y de los documentos que haya producido. 
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el juez acusado, y tomará si le conviniere, apun- 
tes 6 extractos para su gobierno. 

Art 7? El aja de la vista podrá informar á la 
vqz el querellante y tachar los documentos remi- 
tidos por el acusado. Las tachas se reducirán so- 
Igmente A la falsedad de los documentos, ó insufi- 
ciencia por falta de otros q^ue los explican ó arru- 
ten. 

Art 89 Solo cuando se tachen los documentos, 
y sean ellos necesarios para la resolución, se dife- 
rirá para otra audiencia, y se señalará término pa- 
ra que el querellante pruebe las tachas. Este tér- 
mino será cuando mas de seis dias, y el de la 
distancia, siempre Que las pruebas hayan de hacer- 
se en otro lugar. El tribunal auxiliará al quere- 
llante c»>ri las órdenes necesarias para que se ie 
facilite por los deinas tribunales y funcionarios 
públicos lo que necesite para su prueba. 

Art. 99 Vencido el término concedido para la 
prqeba de tachas* se sentenciará la queja en la 
primera audiencia con solo el examen del expe- 
diente. 

Art 10 De la sentencia podrá apelaFse dentro 
de tres dias para el inmediato superior en el efec- 
to devolutivo, cuando se haya impuesto pena pe- 
cuniaria, ó en ambos efectos cuando esta sea de 
suspensión, ó se haya absueltoal acusado ; y mien- 
tras no esté cumplida la sentencia no se pisará 
el expediente al superior. De las sentencias dadas 
por la Corte Suprema no habrá recurso alguno : 
pero si podrán ser acusados lo ministros por mal 
desempeño en el ejercicio de sus funciones, coni- 
forme el articulo 149 de la constitución. En nin- 
gún caso habrá tampoco tercera instancia. 

Art. 11. El que perdiere en la apelación pagará 
para el ramo de gastos de justicia, ademas de ía 
cantidad que debe satisfacer en la primera instancia,, 
diez pesos maa por. la segunda, si la sentencia fue- 
re revocatoria de la»primc?a, y treinta pesos si fue- 
re confirmatoria. 

Art. 12 En la senjtencia en que se condene al 
juez acusado se le aplicará la pena impuesta á 
su falta en la ley de responsabilidad, y no otra ; 
mandándose proceder al juicio criminal compe- 
tente, si de lo actuado resultare mérito para ello. 

Art 13 Mientras que no se haya publicado la 
ley de responsabilidad á que se contrae el artícu- 
lo anterior, los tribunales que conozcan del recur- 
so de queja podrán imponer penas pecuniarias, de 
susp9J|8ÍQa ó prisión, según la gravedad de la 
falta, aplicando las multas ala indemnización del 
agravio del querellante, ó para gastos de justi* 
ci*, 

Art 14 T*i queja de cuyo procedimiento trata 
esta ley no podrá fundarse sino en la falta 6 ex ce 
SQ del juez contra el orden del procedimiento, ó 
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en la infracción, de ley expresa sin dolo en cau- 
sas civiles. En las quejas por causas mas graves 
se seguirán los.trámites que se detallan en la ley 
del procedimiento criminal. 

Art. 15 El término en que puede intentarse 
la queja para la responsabilidad de los jueces, es. 
el de cuatro meses contados desde el dia en que, 
se cometió la falta ó exceso, y corre aun para los 
individuos y cuerpos privilegiados. 

Art 16 En el recurso de queja no se podrá 
conocor ni determinar en lo principal de la causa 
en que se infirió el agravio. 
QUEJA (recurso de) pob abuso de autoridad. 
Casos en qu0 se concede. Véase Pruebas y sil 
término, aitt; 43, Excepciones dilatorias, 
• art. 5, Recusaciones, art. 16 y 20, Compe- 
tencias, art. 9, Secuestro judicial y arraigo, 
art. 8. 
QUEJA (recurso de) por abuso de autoridad, 
Término en que debe intentarle, y documentos 
que se deben acompañar. Véase Disposicio- 
nes común es, á todos los juicios, art. 35, Según» 
da instancia art 10, Procedimiento criminal, 
art. 59, Provincias, art. 9?. 
QUEJA, (recurso de) por abuso de autori- 
dad. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DI? 24 DE JULIO 

de 1839 declarando \o, q Ue no hay tiempo se- 
ñalado fuera del cual no pueda intentarse 
contra los empleados en el orden político (*) y. 
2?, que puede proponerse ante el P. JE. olas 
gobernadores en sus casos, mientras el funcio- 
nario contra, quien se dirija dure en su destino, 
pero que luego que cese en é7, se deberá ocurrir 
directamente al tribunal de justicia respectivo. 
República de Venezuela. 
Secretaria de E. en los Despachos del Interior y 
Justicia.— Secf ion 3*. — Caracas 24 dejüiode 
1839, año 10? de la ley y 29° de la independen- 
cia.— Núm. 378. 

Señor Gobernador de la provincia de Bar quisi me- 
to. 

Impuesto el Poder Ejecutivo del oficio de US. 
fecha 16 de Junio último, número 37, en el que 
consulta si no expresando la ley el término den* 
tro del cual pueda intentarse queja contra ios em- 
pleados políticos para hacer efectiva su respon- 
sabilidad, deba servir de regla el oue señala el 
art. 15 de la ley 13 título 7? del código de proce- 
dimiento judicial; S. E, de acuerdo con la opinión 
del Consejo de Gobierno, me ha ordenado decir 
a US. en contestación lo siguiente. 

(*) Respecto de este ponto, la Corte Suprema declaró 
lo contrario en uo expediente seguido contra el Gober- 
nador de Barinaa Sefior Napoleón Sebastian Arteaga; es- 
to es, que deben .interponerse dsntro de cuatro meses, co-. 
mo respecto dejos funcionarios en el orden jodie UJ. 



153 



TEATRO DE t»A LEOÍSLACIÜK 



Q,UE 



" Ni la Constitución ni las leyes han fijado 
término Fuera del cual no pueda proponerse que* 
j* contra los empicados en el régimen político pa- 
ra hacer efectiva su responsabilidad ; pero como 
la queja por responsabilidad propuesta ante el 
Poder Ejecutivo 6 ante los gobernadores en sus 
casos, no tiene otro efecto que la suspensión del 
empleado para someterle al juicio del tribunal 
competente, es indudable que puede intentarse la 
queja mientras dure en su destino el funcionario 
contra quien se dirija, y que después de éste tér- 
mino, careciendo ya de objeto la queja ante la au- 
toridad gubernativa por no poderse suspender al 
empleado que ha dejado de serlo, debe ocurrirse 
directamente al tribunal de justicia *que pueda co- 
nocer de lá responsabilidad— Soy de US. atento 
servidor. — D. B. Urbaneja. 

QUEJA (RECURSO DE) CONTRA LOS MISMOS EM- 
PLEADOS políticos Véase Provincias, art. 
109 y 110. 
QUEJA (recurso de) por razón de penas 

IMPUESrAS EN ASUNTOS MATRIMONIALES. Véa- 

se Matrimonios, § único del art 13. 
QUEJA (recurso de) por agravios en el 

REPARTIMIENTO DE CONTRIBUCIONES DIREC- 
TAS Y otras causas. Véase Provincias, art. 
25. 
QUEJA (recurso de) por providencias de 
los concejos municipales. Véase Provin- 
cias, art 3 
QUEJA (recurso de) por nulidad en las 
elecciones. Tiempo en que deberá resolver- 
se por los Gobernadores. Véase P/ovi?icias, § 
39 del art. 29 
QUEJA (recurso de) por causas de vagancia 
t mal entretenimiento. Véase Provincias, 
art- 60. 
QUEJA (recurso de)acuerdo de la corte su- 
prema de 8 de noviembre de 1837 declaran' 
Í\o que en los juicios de esta especie no es bas- 
ante la publicación de la sentencia para qui- 
se entienda notificada esta ; y que en conse- 
cuencia no corre desde ella el término para 
la apelación. 

Acuerdo. — En la ciudad de Caracas á 8 de No- 
viembre de 1837, 8?y2?o, reunidos los Sres. 
Presidente y Ministros déla Corte Suprema de 
justicia trajeron á la vista la consulta que hace la 
Superior del tercer distrito relativamente á la ley 
13 título 79 del código de procedimiento en cuan- 
to a la queja para hacer efectiva la renponsabili- 
dad de los jueces por abuso de autoridad, omisión 
ó denegación de justicia, en la cual no se deter- 
mina la notificación al juez acusado de la senten- 
cia que se libre por el inmediato superior á quien 
compete el conocimiento de semejantes causis, di* 
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jeron: que siendo distinto el juicio común entré 
partes del que se intenta sobre las quejas de res- 
ponsabilidad en que solo se imponen penas pecunia* 
rías ó de suspensión temporal, como lo manifiesta 
el sentido literal del artículo 3? de la indicada ley 
título 79» la inteligencia *|ue le ha dado la Corte 
Superior en la piovidencia consultada, guarda 
entera conformidad con lo dispuesto en aquella 
ley. Mas echándose de menos una disposición ter- 
minante sobre este punto Como lo observa la mis- 
ma Corte Superior, diríjase ai Poder Legislati- 
vo en consulta el expediente en la forma acostum- 
brada, y por el órgano del Poder Ejecutivo, f 
avísese á ambas Cortes, — Ldo. Mercader. Lope 2 
de Urnerez. — Martínez. — Duarte. — Es copia. — 
Caracas Octubre 21 de 1844. —El Canciller Jo» 
sé Duarlt, 

QUEJA (recurso de) acuerdo de La cor?* 
suprema de 2 de marzo de 1841 declarando 
que el término concedido para su interposi- 
ción en juicios de responsabilidad debe ser 
continuo, sin exclusión de dia feriado. 
En la ciudad de Caracas á 2 de Marzo de 1841 
12 y 31 reunidos el Presidente y ministros de la 
Corte Suprema de justicia tornaron en considera- 
ción la consulta que hace la Corte Superior del se- 
gundo distrito sobre la duda que le ha ocurrido 
acerca del modo de contar el término de los cua- 
tro meses que la ley asigna para introducir el re- 
curso de queja, con lo representado por el Sr. Fie» 
cal, dijeron-: que los principios establecidos por 
la Corte en su informe precedente no dejan duda 
de la exacta inteligencia que se ha dado á la ley 
que habla de la queja sobre responsabilidad de loe 
! jueces, y del término de cuatro meses que señala 
para intentarla, pues siendo aquella una acción 6 
querella absolutamente independiente ó separada 
del juicio principal, es claro que no debe confun- 
dirse con los lapsos ó dilaciones que corren en loe 
trámites y conclusión de las causas, y que por lo 
tanto, la queja debe seguir con respecto al 
tiempo y prescripción el mismo orden que las ac- 
ciones que nacen de algún contrato ó hecho que 
da motivo á ellas. En consecuencia de esto, no 
habiendo fundamento para la duda que se indica, 
esta Suprema declara : que el término concedido 
para la citada queja debe ser continuo, sin exclu- 
sión de dias feriados. Comuniqúese en contesta- 
ción á la Corte consultante y á las demás. — Ur- 
baneja. — hiedo. Mercader.*— Martínez. — Duar- 
te — E* copia. — Caracas Julio 10 de 1844, 15° y 
349 — El Canciller, 

José Duarte. 
QUEJA (recurso de) acuerdo de la corte sv» 

FREMA DE 28 DE SETIEMBRE DE 1843 dc$la* 

r ando que cuando s$ dirija contra lo* juna 
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inferiores en asuntos en que conocen ¿preven- 
ción deben intentarse ante la Corte superior. 
En la ciudad de Caracas á 23 de Setiembre de 
1843, 14? y 3$? reunidos el Presidente y Ministros 
de la Corte Suprema de Justicia tomaron en con- 
sideración una consulta dirigida por la Corte Su- 
perior del tercer distrito judicial sobre cual sea 
el tribunal competente para conocer de las quejas 
contra Jos alcalde* cuando obran á prevención 
con los jueces de primera instancia, en las causas 
sobre despojo ó perturbación, manifestando al tri- 
bunal que en un caso ocurrido resolvió correspón- 
dete! conocimiento déla queja al juez de prime- 
ra instancia y no á la Coi te Superior. Tuvieron 
tambipn presente U exposición, del ministerio fis- 
cal", opinando que es fundada la duda ocurrida á 
1 1 Cuite Superior, y que debe consultarse al cuer- 
po legislativo. El Tribunal Supremo acordó. Las 
mi f»ma s rizones emitidas por el tribunal consul- 
tante persuaden claramente que el conocimiento 
die la queja compete á las cortes de justicia en las 
causas á que se contrae la consulta, pues nada es 
tan natural, como que conozca de la responsabili- 
dad el mismo tribunal áque corresponde por ape- 
lación el conocimiento del negocio acerca del cual 
se versea la queja, para hacer efectiva la responsa- 
bilidad. No encuentra el tribunal supremo que los 
principios admitidespor el Superior del tercer dis- 
trito, se hallen en. contradicción con el art. 19 ley 
13, título 79 tn el código de procedimiento judi- 
cial, pues conociendo los alcaldes á prevención con 
los jueces de primera instancia, son entonces ente- 
ramente iguales en jurisdicción; y el inmediato 
superior de unos y otros son las Cortes de Justicia. 
De acuerdo con esto ha reconocido antes de ahora, 
la Suprema Corte marcial que el tribunal compe- 
tente para conocer de las quejas contra los co- 
mandantes de armas en la sustanciacion de causas 
criminales contra los individuos del ejército, es la 
Corte Superior marcial, cuando la causa que se 
sustancia es de su competencia en consulta ó se- 
gunda instancia, y que lo es la Suprema, cuando 
ella es el tribunal para la consulta ó segunda instan- 
ciu de tas eausas sustanciadas. En este caso, á pe- 
sar de ser una misma la autoridad contra quien 
86 dirige la qu¿ja, son diversos los tribunales que 
conocen de ella, siguiendo la naturaleza del ne- 
gocio sobre que versa la queja, y aten/liendo á cual 
es el tribuna] de la alzada en la causa en que tiene 
lugar la queja : por estas razones no considera es- 
te Supremo tribunal fundada la duda consultada, 
y acuerda que : á la Corte superior del tercer dis- 
trito se comunique el resultado de la consulta, y 
que de ella y de esta acta se pase testimonio á las 
demás Cortes de la República. 

VrbAnejjL—Uartin€z.—lfrack0,-*I)v*rU. 
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Caracas 6 de Febrero de 1844. — El canciller, 

José Duarte. 

QUEJA (recurso de) Véase Cesión de bienes 
art. 1*6, Comiso, art. 19, y 21, Tribunales mi- 
litares, art. 14, Abogados, art. 14, § 19, Tribu- 
?iales y juzgados, LL. 2^ art. 4. atribución. 9» 
y 3? art. 2. atribución 5& 

QUINA Véase Extracción de maderas preciosas. 

QUINTAL. Véase Pesos y medidas, art, 6? 

QUINTO (derecho de) El que se pagaba detti- 
dos los metales por las L. L.del tit. 10 Lib. 89 
de la Recopilación de indias, y por el D. E. de 
Colombia de 6 de Febrero de 1822 mandando- 
las observar, ha sido sostituido con el 5. por 
ciento del oro, v el2¿de la plata. Véase Minas 
L. 3a art. 12/ 

QUITA, de intereses. Véase Espera y quita- 

QUORUM, constitucional. El de las Cámaras 
legislativas para la apertura de sus sesiones, y 
para su continuación. Véase Cámaras legisla- 
tivas, art. constitucional, 72, y 73 — El del Con. 
sejo de gobierno. Véase id art. 128 — El de lo s 
Colegios electorales. Véase Elecciones, art. 49 
— El de las Diputaciones provinciales. Véase 
Provincias, i.rt. 113. 



RACIÓN DE CAMPAÑA. Véase Sueldos mili- 
tares, L. de 17 de Mayo de 1845 art 4. 

RACIÓN DE l.A TROPA CUANDO VA DE TRASPORTE 
EN Bl'QK* DE GUERRA. DECRETO DEL LIBERTA- 
DOR de 21 de julio de 1828 fijándola. 
República de Colomb : a, — Ministerio de estado 
en el despacho de marlm — Bogotá julio 21 de 
1828Seceion3^Numero.36. — Aisefior Comandan- ' 
te ge ñeca 1 del primer departamento de marina, y á 
los comandantes de los apostaderos de Cartajena 
y Guayaquil* 

Con esta fecha digo al señor comandante gene- 
ral del Magdalena lo que copio. 

•De la secretaría de guerra se ha pasado á esta de 
marina de mi cargo, la nota de VS. de 9 de Mayo 
próximo pasado bajo el núm. 3 en la. que pide VS- 
una. resolución clara y terminante, sobre los goces 
que tiene el ejército, desde el momento que cualquie- 
ra de sus individuos ponga el pie á bordo para. asun- 
tos del servicio-, por las dudas. que presenta el artí- 
culo 59 del decreto del Ejecutivo de 7 de setiem- 
bre de 20, la que fué presentada á S. E. el Liber- 
tador presidente, y en su vista se ha servido decía- 
rar por. punto general, f ara evitar nuevas consul- 
taren lo sucesivo, que la verdadera inteligencia 
ü del ajotado 59 del decreto citado» es, qué cuando 
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las tropas del ejercitóse embarquen de trasporte 
(n buques de guerra, sea para expediciones milita- 
res, 6 simplemente para variar la guarnición, dis- 
fruten la ración de armada, igual en todo á la que 
goza la infantería que guarnece el buque; del mis- 
mo modo que los oficiales deberán gozar de la 
gratificación de mesa, que respectivamente señala 
a cada clase del ejército el artículo 29 del mismo 
decreto; pero que no se concederá goce alguno de 
gratificación, ni ración de armada, á los oficiales 
y tropa del ejército que se embarquen de pasaje 
en Jos buques de guerra; esto ea, -que se trasladen 
de un puerto á otro, cuando no haya precedido 
comisión del servicio público, que deba ejecutarse 
por mar. 

Lo que comunico á V. S. de 'orden de S. E. 
para su conocimiento, ñnes consiguientes, y en 
respuesta & su comunicación citada." 

Comunico á V. S. esta resolución del gobierno 
para su inteligencia y cumplimiento, cuando lle- 
gue el raso de que se trasporten tropas del ejérci- 
to, en los buques de guerra destinados en ese. 
apostadero, á cuyo efecto debe V. S. publicarla 
en la orden general de él. 

Dios guarde á V. S. 

Rafael Urdaneta. 
RAjCION de los buques de guerra. Véase 

Dotaciones y Raciones. 

RACIÓN DK LOS JEFES Y OFICIALES ENFERMOS. 
RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 12 DE MARZO DE 

1849 suspendiendo las acordadas por R. E. 

de 6 de Noviembre de 1848, y mandando que 

dichos oficiales pasen al hospital militar. 
Secretaría de Guerra — Caracas, Marzo 12 de 
1849, 

Resuelto. — S. E. el Poder Ejecutivo ha tenido 
á bien disponer en esta fecha. 

19 Que a los sefiores jefes y oficiales que por 
enfermedades provenientes de la camparla, han 
continuado percibiendo una ración diaria del te* 
soro público, á pesar de haber sido retirados del 
servicio los cuerpos, compañías ó bajeles en que 
sirvieron, se Jes suspenda el exhibo de la expre* 
sada ración desde el dia de mañana, y pasen al 
hospital militar para qué en él sean debidamente 
asistidos. 

2? Que por la comandancia de armas de esta 
provincia se tomen las medidas mas eticares pa- 
ra que los jefes y oficiales que pasen al hospital 
militar sean esmeradamente atendidos ; á fin de 
que ?u eetanria en este establecimiento sea dig- 
na de los buenns servidores de la patria que han 
perdido su tullid defendiendo decidida y vale- 
vosamente en los campos de batalla. 

39 Comuní :uíse á quienes corresponde y pu- 
blíqueae en la Or.ceta de Venezuela, y 
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47 Se deroga la resolución de 8 de Noviem- 
bre de 1848 sobre la materia 

Por 8. R—Mejiá. 
RAMOS (josé luis) Pensión á su viuda. Véa- 
se Pensiones, D. de 16 de Mayo de 1850. 
RATIFICACIÓN de los testigos del sir*A- 
rio. Innecesidad de ella, si no la piden el 
acusado ó su defensor. Véase Procedimiento 
criminal A. C. S. de 29 de Agosto de 1839. 
RECAUDADORES de reñías publicas. 
Véase Demandas en que tienen interés las 
rentas nacionales y municipales, A. C. S. dé 
21 d« Setiembre de 1842. 
RECLAMOS noNTRA el estado. Véase Prue- 
bas supletorias en las reclamaciones contra el 
Estado, Demandas en que tienen interés las 
reñías nacionales y municipales, y Deman- 
das en que tienen interés las rentas nacionales 
solamente. 
RECOMPENSAS, decreto de 25 de abril 
de 1853 asignando la suma de dos mil pesos 
al alferes Felipe Aponte y Padilla. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- * 
greso, 

Considerando : 
Que el Gobierno no puede asignar el tiempo 
de antigüedad del servicio prestado por el alfe- 
res Felipe Aponte y Padilla, según las leyes vi- 
gentes que tratan de esta materia, aunque cons- 
tan bien probados los que prestó en todos tiem- 
pos como individuo del ejército Libertador; y 
que no es justo en este caso privarle de la re- 
compensa á que se ha hecho acreedor. 
Decretan : 
Art. único. Se asigna al alférez Felipe Aponte 
y Padilla la suma de dos mil pesos por una so- 
la vez que se satisfará por cuartas partes del te- 
soro público, para cuyo efecto se' fijará en el pre- 
supuesto anual la cantidad de quinientos pesos. 
Dado en Caracas á 18 de Abril de 1853, año 
24 de la ley y 43 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senada, Raimundo Andueza. — El 
Presidentede la Camarade Representantes, Fran- 
cisco Oriach, — El Secretario suplente del Sena- 
do, R, Irazábal. — El Secretario de la Cámara 
de Representantes, J. Padilla. 

Caracas Abril 25 de 1853, 24 y 43.— Ejecú- 
tese. — J. G. Monágas. — El Secretario de Guer- 
ra y Marina, Juan Muñoz Tébar. 
KECOMPFNSAS. Véase Pensiones 
UEiü.Mi'EASAS. En tierras baldías á fas he- 
rédelos de ios sargentos, cabos y soldados. 
Véase Tierras baldías D. de 23 de Marzo de 
1853, y su .Reglamentario de 10 de Abril del 
mismo año. 
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RECONOCIMIENTO judicial Ó ?isfÁ ocu- 
lar. Véase Pruebas y su término, art 26 al 

28. 

RECONOCIMIENTO de censos y otras obras 
pías. Véase Censos (imposición y reconoci- 
miento dé) 

RECONOCIMIENTO de inválidos. Véase 
inválidos, RR. EE. de 20 de Setiembre y 26 
de Noviembre de 1850» 

RECONOCIMIENTOS medicales, acuerdo 

DE LA FACULTAD MAdICA DE 26 DE JULIO DE 

1828 sobre que ningún, facultativo certifique 

sino en el ramo en que lo sea, y en virtud de 

mandato judicial, ó de autoridad competente. 

Tribunal de la Facultad Médica. — Caracas Julio 

26 de 1829. 
Señor Intendente departamental. 

La Facultad Médica en sesión de 5 del actual, 
acordó se pase á ÜS. el acuerdo de aquella pa- 
ra que lo haga circular y observar á las perso- 
nas que corresponda, cuyo acuerdo incluyo pa- 
ra su inteligencia, y para que al mismo tiempo 
lo haga puner en la Gaceta del Gobierno. 
Dios guarde á US.— José Luis Cabrera* 
En la ciudad de Caracas á 6 de Julio de 
1828 altos, se reunieron en la sala de las sesio- 
nes de la Facultad Médica los señores que com- 
ponen su tribunal, á saber: Licenciado José L. 
Cabrera director, Doctor José Ángel de Álamo, 
vícedirector, Dres. J. Vargas y José Joaquín Her- 
nández, conciliarios, y Dr» Carlos Arvelo censor; y 
notando los abusos que se cometen todos los días 
en la importante parte de medicina legal relativa 
,6 reconocimientos, tomando ademas en conside- 
ración la grave trascendencia de estos abusos, 
acordaran, primero : que ningún facultativo cer- 
tifique sino en el ramo íespectivo en que lo sea : 
segundo: que ninguno lo haga, sino en viitud 
de un mandamiento judicial, ó autoridad compe- 
tente : tercero : que para evitar que este man- 
damiento se cometa á personas que no estén de- 
bidamente calificadas, se encargue el tener pre- 
sente la noticia de los facultativos de medicina y 
cirujía puesta en uno de los números de la Ga- 
ceta del Gobierno : cuarto en fin, que este mis- 
mo acuerdo se pase á 8. E. la Corte superior de 
justicia, ademas á las autoridades eclesiástica, 
militar y civiles, para que lo hagan circular é 
todos los tribunales que estén bajo su inmedia- 
ta dependencia. Con lo que se concluyó y fir- 
maron. — José L. Cabrera, — Doctor José A. de 
Álamo, — Doctor José Vargas. — Doctor José Joa- 
quín Hernández. — Doctor Carlos Arvelo. — Doc- 
tor Antonio J. Rodríguez, secretario. 

RECOHVENCION Ó mutua petición. Véase 
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Contrademandas, y Coniradenandas contra 
ei Tesoro. 

RECTORES de los colegios nacionales. 
Pueden serlo los eclesiásticos. Véase Colé* 
gios nacionales, R. E. de 9 de Setiembre de 
1841. 

RECTORES de los colegios racionales. 
Véase Instrucción pública, LL. II,|III f art. 1<* 
y 8?, y XI art. 3, y D. B. R. de 27 de Manto 
de 1854, art 2, 7, 8, 0, 14 y 15 (Apéndice al 
primer tomo) 

RECTORES de los colegios nacionales* 
Qué les servirá de titulo. Véase Títulos de em- 
pleados, R. E. de 2 de Marzo de 1835. 

RECTORES de los colegios nacionales. 
Los que sean abogados, pueden ejercer su pro- 
fesión. Véase Colegios nacionales, R. E. de 
90 de Agosto de 1841. 

RECTORES de las universidades t cole- 
gios. Exención que gozan del servicio en la 
milicia. Véase Milicia nacional, art. 4 o dé la 
L. y 10 del D. E. R. 

RECTORES de las universidades. Véase 
Instrucción pública, L. 4. a art. 49 y 16, y D. 
E. R. de 28 de Noviembre de 1844 cap. 19 

RECURSOS de fuerza, amparo t protec- 
ción. LEY XII TÍTULO VII DEL CÓDIGO DE PRO- 
CEDIMIENTO JUDICIAL, DE 3 DE MATO DE 1838) 

que reforma la de 19 de Mayo de 1836 pag. 
262 del cuerpo comprensivo de las de ese año, 
y 257, número 262 del de 1851. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congre- 
so, decretan. 

•EY XII TIT. VII DEL PROCEDIMIENTO JUDICIAL. 

De los recursos de fuerza. 

ArU 19 Para introducirse en las cortes supe- 
riores un recurso de fuerza deberá manifestarse 
antes al tribunal eclesiástico, por una sola vez, 
que si no reforma su providencia, se usará del 
recurso de fuerza, y el recurrente presentará es- 
crito en que exprese su nombre, apellido y do- 
micilio, la causa ó negocio en que se haya libra- 
do la providencia ó disposición de que se queje, 
cuál sea esta, en qué fecha se dio, el juez ó pre- 
lado eclesiástico que la haya autorizado, y el fun- 
damento de la queja, en términos breves y claros. 

Art. 29 La corte superior en la misma au- 
diencia en que se presente el escrito de que ha- 
bla el artículo anterior, decretará que . se pidan 
los autos ó expediente de la materia al juez ó pre- 
lado eclesiástico que conoce de la causa, siem- 
pre que de la relación íiecha por el recurrente 
aparezca alguno de los casos en que tiene lugar 
el recurso de fuerza, y señalará el término en 
que deben remitirse. 
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Art. *¿0 Una comunicación del ministro can- 
ciller será bastante para que el juez ó prelado 
eclesiástico remita en el término señalado los au- 
tos ó expedientes de la materia, bajo la malta de 
cincuenta pesos aplicada á gastos de justicia, y 
apercibimiento de nulidad de todo lo que se hi- 
ciere después. Esta comunicación podrá condu- 
cirla el mismo interesado, quien en todo caso de- 
berá acreditar haberse entregado, antes de pedir 
que se reitere por no haber sido cumplida. 

Art 49 No podrá el juez ó prelado eclesiás- 
tico dejar de remitir los autos ó expedientes, ba- 
jo ningún pretexto, y si diere lugar á nuevas or- 
denes al efecto, se duplicará la cantidad de la 
multa en cada resistencia. 

Art. 59 Con vista de los autos, la corte su- 
perior determinará el recurso, sin comunicar vis- 
ta á la parte, dentro de tres días contados des- 
de la fecha en que los reciba, declarando si el 
eclesiástico hace ó no fuerza en la providencia ó 
disposición á que se contrajo el recurrente, sin 
extenderse á mas, aunque noie otros defectos ó 
faltas.. 

Art. 69. Dentro de cuarenta y ocho horas de 
determinado el recurso, se devolverán por el cor- 
reo los autos ó expediente al eclesiástico con co- 
pia de la determinación certificada por el minis- 
tro canciller. 

Art 7.° Cuando se declara que el eclesiásti- 
co no hace fuerza, el recurrente pagará la can- 
tidad de veinte pesos para e! ramo de gastos de 
justicia. 

Art. 89 Contra las determinaciones de las 
coi tes superiores en los recursos de fuerza no se 
podrá apelar, ni intentar nulidad. < 

Art 99 Se deroga la ley del mismo número y 
título de 19 do Mayo de 1836. 

Dada en Caracas á 27 de Abril de 1838, 99 y 
289 — El Presidente del Senado, Juan Bautista 
Gaicano.— El Presidente de la Cámara de Re- 
presentantes, Francisco Díaz.— »EI Secretario 
del Senado, José Ángel Freiré*— El diputado 
secretario de la Cámara de Representantes, Ju 
lian García. 

Sala del despacho» Caracas Mayo 3 de 183S, 

90 y 280_ -Ejecútese.— Carlos Soubletie Por 

S. E. — El Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Liierior y Justicia, Diego Bautista Ur- 
baneja* 

RECURSOS DE FUERZA, AMPARO \ PROTEC- 
CIÓN. Véase Tribunales y juzgados, L, 2*. 
, art 30, atrib. 10a J * ' 

RECURSOS de queja. Véase Queja. 
RECURSOS re hecho. Véase Disposiciones 

comunes á todos las juicios, art 30. 
RECURSOS de nulidad. Véase Tribunales y 
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juzgados, lu 1& art. 29 &túb. 3 a y su 6, y L. 
2» art. 3<> atrib. 8» * 

RECUSAÓION. Véase Excepciones dilatorias. 

RECUSACIÓN de jueces y otros funciona- 
rios. LEY 2& TÍTULO 2? DEL CÓDIGO DE PROCE- 
DIMIENTO JUDICIAL DE 8 DE MAYO DE 1850.— 

que reforma la de 3 de Mayo de 1838 pag. 125 
del cuaderno de ese aña y 350 n<* 340 del 
cuerpo de l8bl.—quereforma la de 19 de Ma- 
yo de 1836 pag. ¿30 del cuerpo comprensivo 
de las de ese año y 241 n.o 241 del de 1851 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congrega 

Decretan 
Art. 19 Toib juez, conjuez, secretario, fiscal a 
otro funcionario de los tribunales de la Re- 
pública, sean ordinarios ó especiales, pue- 
den ser recusados por las causas y en la forma 
que determinan los artículos siguientes. 

$19 Por parentetcode consanguinidad con las 
partes litigantes dentro del cuarto ^rado civil, ó 
afinidad dentro del segundo, ambos inclusive. 

§ 20 Por el parentesco de afinidad de la mu- 
jer del recusado ron cualquiera de las partes liti- 
gantes dentro del segando grado civil mientras 
exista la mujer, 6 habiendo muerto existan hijos 
de ella en su matrimonio can el recusado. La 
mujer divorciada se considerará en este caso como 
muerta. 

§ 39 Por tener el recusado sociedad de intere- 
ses, ó amistad íntima con alguno de los litigan- 
tes, 6 haber recibido de alguno de ellos beneficios 
de importancia que empeñen su gratitud, ó por 
haberlos recibido alguno de sus parientes dentro del 
cuarto grado civil de consanguinidad ó segundo 
de afinidad, ambos inclusive, ó porque tenga inte* 
res directo en las resultas del pleito. 

§ 49 Por enemistad capital entre ti recusado y 
alguno délos litigantes acreditada con hechos 
que manifiesten la intención del uno ó del otro de 
atacar la vida, el honor ó la fortuna de su enemi- 
go: ó por enemistad capital entre el recusante y al- 
guno de los parientes del recusado, dentro de los 
dichos grados de consanguinidad y afinidad. 

§ 59 Por haber habido entre el Juez y alguno 
de los litigantes, agresión, injurias ó\ amenazas en 
losdoce meses precedentes al pleito, ó por lujurias 
ó amenazas inferidas por el Juez á alguna délas 
partes despu.-s de comenzado el pleito. 

§ 6 Por estarse siguiendo pleito civil entre el re- 
cusado y el recusante, 6 entre este y alguno de los 
parientes del recusado dentro del ¿uarto grado ci- 
vil de consanguinidad ó segundo de afinidad, am- 
bos inclusive, siempre que se haya comenzado 
antea de la instancia en que ocurre la recreación, 
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6 por no haber trascorrido doce meses después 
de concluí Jo el pleit) entre los mismita. 

§ 7 Por haber recibido dádivas el recusado de 
alguno de los litigantes después de comenzado el 
pleito. 

§ 8 Por haber dado el recusado recomendacio- 
nes en favor de alguno de los litigantes con rela- 
ción al pleito en que se le recusa, antes ó después 
de principiado. 

$ 09 Por tener el recusado un pleito diferente 
sobre una cuestión semejante á la que ajita el re - 
cúsante. 

§ 10. Por ser el recusado dependiente 6 comen- 
sal, tutor 6 curador, heredero presunto 6 donata- 
rio de alguno de los litigantes, 6 porque alguno 
de estos sea siervo suyo ó de su mujer, 6 de algu- 
no de sus parientes dentro de los grados dichos 
de consanguinidad ó afinidad. 

{II. Por ser el recusado administrador de 
cualquier establecimiento público ó particular que 
tenga interés directo en la causa. 

§ 12. Por haber manifestado el recusado su opi- 
nión sobre lo principal del pleito, antes de la sen- 
tencia, siempre que el recusado sea Juez en la 
causa. 

§ 13, Por haber sido el recusado testigo en el 
pleito en que se propone la recusación, siempre 
que sea Juez en dicho pleito. 

§14 Por haberse intentado queja contra el juez 
y haberse declarado con lugar aunque se haya 
absuelto el acusado, siempre que no hayan pasado 
doce meses del dia en que se libre la determina- 
clon final. 

Art. 2 o No habrá Jugar á recusación por que 
el juez ó funcionario sea pariente del tutor ó cura- 
dor de alguna de las partes ó délos miembros» jefes 
6 administradores del establecimiento, sociedad 
6 cuerpo que sea parte en la causa, á menos que 
los dichos tutores, miembros, jefes, 6 administrado- 
res tengan en ella interés personal y directo. 

Art 39 No es impedimento para conocer 6 pa- 
ra actuar ron cualquier carácter en una instancia 
el haber sido juez ó haber actuado con cualquier 
Carácter en otra insta nciu de la misma causa, siem- 
pre que de ningún modo se haya emitido opinión 
sobre el pleito. 

Art. 49 Todo juez, conjuez 6 funcionario que 
sepa que en su persona concurre alguna causa de 
recusación, está obligado á declararla, sin aguar- 
dar á que se le recuse, para que las parles dentro 
de veinte y cuatro horas manifiesten stt allanamien- 
to 6 contradicción á que siga actuando el impedi- 
do. • 

Art. B.° El juez ó funcionario impedido podrá 
sra embargo continuar en sus funciones si ambas 
partes convienen en ello; y si la causa de recusa- 
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cion obrare en contra de una sola de las partes, el 
allanamiento de esta ser A bastante para producir 
aquel efecto. Los apoderados de las partes no ne* 
cesitan autorización especial para prestar su con* 
sentimiento en estos casos ; pero quedan responsa- 
bles & sus comitentes si procedieren contra 6 mas 
allá de sus instrucciones. 

Art 6 o El allanamiento ó contradicción de la 
parte se extenderá en el expediente por el Secreta- 
rio, y se firmará por él y la parte> 6 quien la repre* 
senté ; pero si dentro de dos dias no hubiere esta 
ocurrido á imponerse y expresar su voluntad, se 
procederá como si hubiese manifestado contradic» 
cion. 

Art 79 La exposición del juez, conjuez ó funcio- 
nario que manifiesta su impedimento, ó la recusa- 
cion intentada verbalmente por cualquiera de laa 
partes, suspende el curso de la causa hasta la deci* 
sion de esta incidencia. 

Art 69 Cuando el impedimento le manifiesta 
el mismo impedido, la incidencia concluye luego 
que las partes, " ó en su caso la parte contra 
quien obra la causa del impedimento, " presta 6 
rehusa su conformidad á que continúe aquel ac- 
tuando en el pleito. Si el impedido fuere el juez 
y no hubiere la conformidad indicada, se proce- 
derá á la elección del juez que ha de subrogarle 
cuando no haya otro juez expedito en el lugar, á 
quien competa el conocimiento de la causa. Al 
uno ó al otro se pasará sin demora el expediente 
original, notificándose á las partes en el tribunal 
ó por medio de boletas que se las entregarán, 6 de- 
jarán en sus casas si no estuvieren presentes; y di- 
chas partes están obligadas á ocurrir por sí 6 su 
poder en el término de la distancia, y cuatro dias 
mas, ante el tribunal del juez á quien se remita 
la causa. 

§ único. El juez subrogado puede devolver la 
causa al juez que se haya creido impedido cuando . 
no encuentre fundada su inhibición ; y en este ca- 
so se procederá de la manera que se dispone en Ja 
ley que trata de las competencias. 

Art. 99 Desde el dia en que se vence el plazo de 
que habia el artículo anterior, la causa continua 
su curso^ y corren los términos legales aunque las 
partes no se hayan presentado ante el juez subro- 
gado ; y en las competencias de no conocer, desde 
que el juez reciba el expediente devuelto por el 
superior, 6 desde que el que pretendia inhibirse de- 
sista de la competencia? teniendo el expediente en 
su poder. 

Art 10. El apoderado de parte ausente á quien 
no pueda aquel avisar oportunamente ,debe ocur- 
rir ante el juez subrogado en el desempeño de su 
encargo, y puede sustituir su poder en persona 
de su confianza bajo su responsabilidad, aunque 
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no esté especialmente autorizado para ello, avisan- 
ttp irjniéájaWn*ehte á su constituyente. 
>: Art 11: Sí él impedido fuere el secretario ú 
otro funcionario del tribunal, el juez de la causa 
nftfnbrará uto sustituto, y luego que haya presta- 
do f éT juramento dé desempeñar fielmente su ofi- 
éfe,' lo cuál se exfenclerá por diligencia que firma- 
rá con el juez y las partes, si estuvieren présen- 
les,' la causa continuara su curso, y seguirán cor- 
riendo Tos términos legales. 
•'■ Art 12. ¡Cuándo sé propone recusación se ex- 
tenderá Ta diligencia bajo la firma del juez, secre- 
tario y parte' recusante, expresándose en ella to- 
das : las causas que se aleguen para ía recusación, 

5 el recusado comparecerá dentro de veinticuatro 
oras á informarse de ellas é informar al tribu- 
naide lo que tenga por conveniente para la a ve- 
rsación de la verdad. Este informe del recusa- 
do se pondrá en una diligencia que firmarán con 
él el juez y secretario y el recusante si estuviere 
presente, é inmediatamente sé procederá á ins- 
truir ks - pruebas por eltérmino de ocho dias para 
sentenciar lá articulación al noveno. Pero si las 
jfeftés renunciasen esté término, y el juez no cre- 
yere 1 necesario maridar' evacuar de oficio alguna 
prueba, sentenciará dentro de veinticuatro horas 
después del informe del recusado. 

Art. 13. Sí el recusado fuere el juez mismo, 
extenderá bu informé á continuación de la dili- 
gencia dé recusación, y dentro de ?einticuatro 
frotas dehaberse esta firmado, remitirá el expe- 
diente original á la autoridad encargada del sor- 
teé del" juez <Jüé ha de conocer sobre la recusación, 
ó^fel juzgado á quien competa el conocimiento de 
ella, si hubiere otro expedito en el lugar. En el 
ptííner oáso se extenderá en e| mismo expediente 
ládlligenciá de sorteó; antes de pasarle al juez 
designado por la suerte. 

Art 1Í El juez á quien se pase el expediente 
adrríitirá las pruebas que el recusante, el recusa- 
do, 6 Ja parte contraria de aquel, quieran presen- 
tar dentro délos ocho dias, que correrán desde 
aquel en que reciba el expediente y sentenciará 
el noveno. Pero si renunciaren aquel término y el 
jaez no juzgare conveniente mandar evacuar de 
oficio alguna prueba dentro de él, se pronunciará 
sentencia dentro de veinticuatro horas después 
tftffeafeeJfse recibido el expediente. Él juez recusa- 
da ««rpwjáser obligado á contestar posiciones; 
I* f0 ^pddíán eaiglfrsele informes, que extenderá 
p*r «scrifd tan necesidad de concurrir ante el juez 
que conoce de la recusación. »•' 

f í Art? *5y 'Cuando éV tribunal declare con lugar 
la retasación, ló participará al juez 'recusado por 
c^ci^enqüé inseitai* íntegra la sentencia, y re- 
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dad á quien corresponda hacer el sorteo para 
suplir al recusado. Cuando él mismo fuere el 
juez ordinario competente para conocer en lo prin- 
cipal, retendrá el expediente y la causa continua- 
r& su curso. Cuando se declare sin lugar la re- 
cusación, se devolverá el expediente al juez recu- 
sado dentro de veinticuatro horas. 

Art. 16. Contra la sentencia que decide sobre 
la recusación no se admite ningún recurso, excep- 
to el de queja para hacer efectiva la responsabili- 
dad del juez. 

Art. 17. Desde que recibe el expediente el 
juez que ha de seguir conociendo, la causa con- 
tinúa su curso, y corren los términos legales, sin 
providencia 6 decreto del juez. 

Art 18. La recusación del juez, conjuez ft otro 
funcionario puede hacerse en cualquier estado de 
la causa, antes del día en que deba verse esta, y 
oirse el ultimo informe para su determinación: 
Llegado este dia, no se admitirá la recusación j>or 
ningún motivo, quedando á las partes el derecho 
de acusa/ al magistrado ó funcionario que hubie- 
re intervenido en la causa con impedimento legal 
á sabiendas, sin haberlo manifestado como es su 
deber. 

Art 19. Ninguna parte podrá hacer mas de 
tres recusaciones en una misma instancia, com- 
prendidas todas sus incidencias, ni incluir en una 
recusación jueces que no estén conociendo actual- 
mente de la causa ó inridencia; pero tendrá siem- 
pre expedito el recurso de queja para que se baga 
efectiva la responsabilidad del juez que teniendo 
impedimento para conocer, no le haya manifesta- 
do con arreglo á esta ley. 

Art. 20. En la recusación de un ministro, jue* 
6 conjuez conocerá el presidente del tribunal, y 
este mismo conocerá en la de los demás funciona* 
nos del propio tribunal. 

Art. 21. De la recusación del presidente de un 
tribunal, conocen los demás ministros ó conjueces 
de él por el orden desús nombramientos; y si ade- 
mas del presidente fueren también recusados otros 
ministros 6 conjueces, los ministros ó conjuéces 
expeditos conocen por su orden de todas las re* 
cusaciones. ' 

Art. 22. Para conocer de la recusación de los 
ministros de las Cortes, cuando todos loa demás 
ministros, fiscales ó conjueces estuvieren recusa* 
dos 6 impedidos, se sacará por la suerte á,' pre- 
sencia del tribunal y de' las partes que quieran 
concurrir^ de; una urna que por lo njénos con t 
tenga un número triple, el de la persona que lia. 
ya de decidir de la recusación 6 rsBusaciontj 
pendientes. Sj sobreviniere ajjgun impedjrnej|to 
insuperable para que la persona de ) sjgnaa>¿ dé es- 
te modo pueda, corio¿er ¿ e kmvilWWii* Üffrt 
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tira la misma operación hasta que haya la per- 
sona hábil para conocer. 

Ait. 23. A este fin las Cortes en los primeros 
quince días del mes de Enero do cada año desig- 
narán por un acuerdo doce abogados de los que 
se hallen expeditos en el lugar, entre los cuales 
deberá tirarse la suerte. Si por algún accidente 
resultaren impedidos para conocer de la causa 
algunos de los designados, de modo que no que- 
de expedito el número triple de que habla el ar- 
tículo 22 para tirar la suerte, se completara este 
número por nuera elección entre los ministros 
naturales del tribunal. 

Art. 24. Por falta de abogados expeditos en 
el lugar se hará el nombramiento en individuos 
que tengan las cualidades de Representante en 
las cortes superiores, y de Senador en la Corte 
Suprema. 

Art. 25. Declarada con lugar la recusación en 
los casos de los tres artículos anteriores, se repe- 
tirá la operación prevenida en ellos para desig- 
nar á los que han de subrogar á cada ministro ó 
conjuez recusado. La designación de los que han 
de subrogar á los ministros impedidos cuando no 
quede alguno expedito, se hará con arreglo á lo 
prevenido en dichos tres artículos. 

Art 26. Para conocer de la recusación del 

{'uez de provincia se sacará por la suerte uno de 
a lista que haya formado la Diputación pro- 
vincial para la elección de aqueJ, cuy»* np»r.cion 
se practicará ante uno de los jueces de parro- 
quia de la capital. Cuando de dicha lista no que- 
daren tres hábiles para ser insaculado?, se com- 
pletará este número por el Gobernador de la 
provincia a excitación del juez de parroquia en- 
cargado del sorteo. En la capital de Ja Repú- 
blica solo tendrá esto lugar si los dos jueces que- 
daren recusados ó impedidos, pues cuando lo 
sea uno solamente conocerá el otro. 

Art. 27. Al juez que conozca de estas causas 
por haberse declarado con lugar la recusación, se 
le abonarán los derech< 8 i t ue detenga por el 
trai.cel judicial ; los cuales se pagarán del ra- 
l o de multas y condenaciones que se aplican al 
tesoro público por las leyes de procedimiento, 
siempre que el recusante sea pobre de solemni- 
dad. 

Art. 28. De la recusación de un juez do paz 
cuando los dos de la parroquia estén impedidos, 
conocerá el juez de paz 6 de parroquia mas in- 
mediato de la misma provincia. 

Art 29. Cada una de las partes tendrá dere- 
cho de recusados abogados ; cuando estos sean 
nombradlos para consultar, ''sin expresar cau- 
sa alguna," con tal de que use de este derecho 
det tro de veinticuatro horas de hecho el nom- [ 
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bra miento. Cuando la recusación se haga con 
causa, en cuyo caso podrán lecusarse todos los 
que se prt sentaren, se observarán los trámites 
que la ley designa para la recusación de los jue- 
ces, conociendo de la recusación el juez de la 
causa. 

Art. 30. Declarada sin lugar la recusación, el 
recusante pagará, {t si la causa de la recusación 
no fuere criminosa/' la cantidad de veinticinco 
pesos; y si fuere criminosa cien pesos. Si no tu- 
viere con qué pagar, sufrirá en el último caso 
una prisión por diez «lias, y quedará siempre res- 
ponsable de la suma de veinticinco pesos para el 
tesoro público. Cuando la causa de la recusa- 
ción fuere criminosa, el juez tiene el derecho de 
exigir la competente satisfacción enjuicio sepa- 
rado^ pero si usare de este derecho se absten- 
drá de conocer en la causa en que fué recusado. 

Art. 31. El orden de proceder que se ha esta- 
blecido para las recusaciones se observará en to- 
dos los tribunales que no tengan un procedimien- 
to especial sin excepción alguna. 

Art. 32. Se deroga la ley 2» título 2? del Có- 
digo de procedimiento judicial* de 3 de Mayo de 
1838. 

Dada en Caracas á 2 de Mayo de 1850, año 21 
de la ley y 40 de la independencia. — El Presiden- 
te del Senado, José T. Pereira.— El Presiden- 
te de la Cámara de Representantes, Juan José 
Per eirá Lozada.—E\ Secretario del Senado, Jo* 
sé Ángel Freiré.— E\ Secretario de la Cámara de 
Representantes, J. Padilla, 

Caracas 8 de Mayo de 1850, aflo 21 de la ley 
y 40 de la independencia. — Ejecútese. — José T. 
Mo nagas. — Por S. E. — El Secretario de Estado 
en los Despachos del Interior y Justicia, Ramón 
Yepes. 

RECUSACIÓN DE JUECB8 y otros funciona- 
rios, resolución EJECUTIVA DE 14 DE DICIEM- 
BRE de \&lTf declarando que deben ser admiti- 
das las hechas por los mayordomos de fábrica, 
de los miembros que componen la junta exami- 
nadora ; y quiénes deben conocer de ellas &. 
Secretaría del Interior. — Sección primera. 

Caracas, Diciembre 14 de 1847. 
Resuelto. — Dígase al Sr. Gobernador de Tru- 
jillb. 

Presenté al Despacho del Poder Ejecutivo la 
nota de US. de 19 del próximo pasado Noviembre 
en que a consecuencia de haber recusado el Sr. 
Pro. José Felipe Contreras á los miembros que 
componían la junta examinadora de las cuentas 
que presentó como mayordomo de la fábrica de 
la iglesia parroquial de Carache, consulta, para 
que sirva de regla en lo sucesivo : primero, si son 
admisibles tales recusaciones : segundo, quienes 



m 



TEATRO t)E LA LEÉHSLAÓlOÑ 



REO 



deban conocer de ellas; y tercero, declarada que 
sea con lugar la recusación, quienes deban su- 
brogar al recusado ó recusados. Y S. E. me ha 
ordenado decir á US. en contestación. 

Al i? Que es incuestionable el derecho que 
tienen los Yenezoiano9 de recusar á bus jueces; 
V así eslá consignado en el artículo I? de la ley 
2a título 3? del procedimiento judicial, en que se 
dispone : ** que todo juez, ronjuez, secretario, 
fiscal, ú oíros funcionarios de los tribunales de la 
República, sean ordinarios ó especiales, pueden 
ser recusados." 

Al 29 Que el jefe político conozca de la re- 
cusad, n del procurador, y concejal 6 vecino, y 
estos de la del jefe político; y si todos fueren á 
la vez recusados, conocerán de la recusación, el 
concejal mas antiguo y otros dos concejales, ti 'un 
concejal y un vecino designados por el Concejo 
municipal. 

Y ai 39 Que los mismos que conocieron de la 
recusación entrarán, á sustituir por su orden al 
recusado ó recusados que resultaren impedidos 
para componer la junta examinadora. 

Tengo el honor.de decirlo á US. en contesta- 
ción á su mencionada nota. 
Soy, &. 

Por 8. E. — Sanavria. 
RECUSACIÓN DE jueces y otros funciona- 
rios. Quién conocerá de las de los de cantón. 
Véase Tribunales y juzgados, L. Vil, art. 4 o . 

RECUSACIÓN DE JUECES Y otros funciona- 
rios. Acuerdo de la corte suprema de 22 
de octubre de 1842 declarando que el art. 
30 i e y 2a tít 29 del Código, al establecer que 
no habrá lugar á recusación por que se haya 
intentado queja contra el juez, á menos que 
por virtud de ella se ha\a impuesto al juez 
alguna pena, solo se contrae á la causa en 
que actualmente conozca el juez recusado, y 
en que por virtud de alguna queja contra pro- 
videncias que hubiese librado en la sustancia- 
ción é incidencia de ella, se le imponga algu- 
na pena. 

En la ciudad de Caracas á 22 de Octubre de 
1842, 13 y 32, el Presidente y Ministros de la 
Corte Suprema con asistencia del señor Fiscal, 
habiendo traído á la vista la semencia pronuncia- 
da en 29 de Julio último en el expediente de que- 
ja intentada por el Dr. José Nicolás Diaz contra 
el Ministro Relator de la Corte superior del 29 
distrito, Ldo. Vicente del Tastillo, sobre respon- 
sabilidad, expusieron : que sin embargo de que 
la Corte para establecer ios fundamentos de la 
mencionada sentencia no tuvo necesidad de consi- 
derar la genuina inteligencia <ieJ artículo 39 de 
la ley 2* título 2° del procedimiento juuicial, 
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con todo, como en la discusión previa ocurrió al* 
guna duda sobre esa misma inteligencia* y su re- 
solución es conveniente para los ¿asos que pue- 
dan presentarse, se hace indispensable consultar 
acerca de ella al Poder legislativo. Con semejan- 
te objeto debe manifestarse que este Supremo 
tribunal cree que la disposición de aquel articulo 
solo puede contraerse á la causa en que actual- 
mente conozca el juez recusado, y en que por 
virtud de alguna queja contra providencias que 
hubiese librado en la sustanciacion 6 incidencia 
de ella se le imponga algun* pena ; y se funda 
en que dicho impedimento no estaba comprendido 
en la ley del año de 2u derogada por la posterior 
, que actualmente rige, y en que á la sanción de 
esta dio lugar la frecuencia con que muchos liti- 
gantes inhabilitaban á Jos jueces usando del arbi- 
trio de proponer queja contra estos en las propias 
causas de que estaban conociendo, lo cual al pa- 
so que fomentaba la malicia de las recusaciones, 
acarreaba en el sistema judicial una larga retar- 
dación en la administración de justicia. Ademas 
se ha observado que siendo murho mas grave la 
causa de agresión, injurias ó amenazas entre el 
juez y alguno de los litigantes de que habla el ar- 
tículo 19 en su parágrafo 59 de la misma ley, si 
se compara con la de una pena impuesta por que* 
ja de responsabilidad, aquella disposición se limi- 
ta al término de seis meses precedentes al pleito 
de la agresión, injurias y amenazas referidas, 
mientras que su artículo 39 no señala el tiempo 
que haya de durar el impedimento nacido de pe- 
na impuesta por responsabilidad. Esto induciría 
á creer que aun cuando se contrajese á cualquier 
otra causa, su duración no podría ser otra que la 
de los seis meses á que están limitadas causales 
de mayor gravedad, como la de agresión, injurias 
&a. Mas como de cualquiera manera que sea, 
semejantes puntos exigen una declaración del Po- 
der legislativo, dispone esta Corte que para el 
' efecto se eleve á su conocimiento con testimonio 
de este expediente, dirigiéndoselo por el órgano 
del Poder Ejecutivo. 

Urbaneja. — Ldo. Mercader. — Martínez.— 
Duarte*+-Rodríguezk 

Caracas Febrero 28 de 1844, 15 y 34* 

El Canciller, J. Duarte. 
RECUSACIÓN de los ministros del tribu* 

nal de cuentas. Véase Tribunal de atentos* 

Dictamen del Consejo de Gobierno de 22 de 

Enero de 1850. 

RECUSACIÓN de los peritos #to juicio de 
cu en » <\*. Véii«e Juicio de cuentas, art. 5. 

[■■ REDUCCIÓN dk tENaos. Véase Censos (reduc- 
•j clon y extinción de) 
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REDUCCIÓN y civilización db indígenas. 
Véase Indígenas. 

REELECCIÓN de senadores, representan- 
tes Y DIPUTADOS PROVINCIALES. DECRETO DE i 

4 de marzo de 1837 declarándolas válidas* \ 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- ¡ 

pública de Veujrzuela, reunidos en Congreso. j 
Considerando: 

10 La duda ocurrida al colegio electoral de ! 
la provincia de Coro sobre sisea ó no válida Ja 
reelección que practicó, nombrando diputado pro* | 
víncial principal á un individuo que por las an- 
tenores elecciones lo era suplente de la misma 
corporación, y 

2? Que la Constitución solo prohibe la reelec- 
ción para un mismo destino en los dos únicos casos 
de sus artículos IOS y 1 12. . 

Decretan : 

Art único. Son válidas y subsistentes las re- 
elecciones de senadores, re pn sentantes, diputa- 
dos provinciales y de sus respectivos suplentes, ¡ 
teniendo el reelecto las cualidades que exige la 
constitución. ¡ 

Dado en Caracas, á 4 de Marzo de 183?, año 
8 o de la ley y 27 de la independencia — El Pre- j 
silente del Senado, / Joaquín Freites. — El Pre- | 
sidente de la Cámara de Representantes, Juan 
Nepomuceno Chaves. — El Secretario del Senado, 
J. A* Freiré. — El Diputado Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, J. A. Pérez. 

Sala del Despacho. — Caracas, 4 de Marzo de 

1837,8? y 27.— Cúmplase El Vicepresidente 

del Consejo encargado del Poder Ejecutivo, José 
María Varreño.— Por S. E.— El Secretario de 
Estado en el Despacho del Interior y Justicia, 
Felipe Fermín de Paul. 

REELECCIÓN db miembros de los concejos 

MUNICIPALES, JUECES DE PAZ Y SÍNDICOS PAR- 
ROQUIALES. Requisito sin el cual no será obli- 
gatoria su aceptación. Véase Provincias^ art. 
60, v 2? 
REEMPLAZO de desertores. Véase Coman. 
dancias de armas, R. E. de 29 de Enero de 1852 
REEMPLAZO de los ministros del tribunal 
de cuentas, recusados. Véase Tribunal de 
cuentas, Dictamen del Consejo de Gobierno de 
22 de Enero de 1850. 
REEYES (joan). decreto de 15 de marzo de 
1863 aprobando el arreglo hecho por el Poder 
Ejecutivo para el pago de una acreencia 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, remido* en Congreso. 
Visto el convenio celebrado en 30 de Abril últi- 
mo por el Pode i Ejecutivo con Juan Reeves ciu- 
dadano de los Estados Unidos del Norte Améica- 
sobre el pego de veintiocho y medio por ciento 
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de'once mil cuatrocientos veinticuatro pesos se- 
senta y cuatro centavos que reconoce la Nación 
de la acreencia de aquel contra la República de 
Colombia por suplementos en víveres y numera- 
rios para el equipo de la armada Nacional duran- 
te la guerra de la independencia. 
Decretan : 
Art único. Apruébase en todas sus partes el 
arreglo que en 30 de Abril próximo pasado hizo 
el Poder Ejecutivo con Juan Reeves, sobre el 
modo de satisfacer á este ciudadano de los Es- 
tados Unidos la cantidad de tres mil doscientos 
cincuenta y seis pesos, dos centavo?, que corres- 
ponden á Venezuela del crédito que reclama, por 
suplementos en víveres y numerario para el equi- 
po de la armada de Colombia durante la guerra 
de la Independencia. 

Dado en Caracas á 12 de Marzo de 1853, arlo 
24 de la ley y 43 de la independencia — El Vice- 
presidente del Senado, Jesús M. Olaechea. — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, José 
Silverio González. — El Secretario suplente del 
Senado» G. Pompa. — El Secretario de la Cáma- 
ra de Representantes,./, Padilla. 

Caracas; Marzo 15 de 1853, año 24 de la ley y 
43 de la independencia. — Ejecútese. — José G. Mo- 
nagas. — Por S. E — El Secretario de Estado en 
el Despacho de Hacienda, P. C. Gellineau. 
REEXPORTACIÓN de efectos extranje- 
ros. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 14 DE FE- 
BRERO de 1838 disponiendo que cuando un 
buque vaya en comercio de cabotaje conducien- 
do efectos extranjeros, no se permita que lle- 
ve al mismo tiempo objetos de reexportación. 
República de Venezuela. — Secretaría de Esta- 
do y del Despacho de Hacienda. — Caracas 14 
de Febrero de 1838, 9? y 28? 

Señor : 
Del puerto de la Guaira salió para el de Ma- 
racaibo el bergantín goleta nacional Fénix lle- 
vando de cabotaje alguríos efectos extranjeros 
de los que ya habían satisfecho sus derechos. 
Solicitó luego un cargador, del administrador del 
primer puerto, que se le permitiese mandar en el 
mismo buque también para Maracaibo unas pi- 
pas de vino de Tenerife de las que existían de- 
positadas en la aduana de la Guaira» & condi- 
ción de pagar en la de su destino los derechos 
de importación ; pero habiéndole negado esta 
solicitud, pidió permiso para reexportarlas á 
Curazao, y el administrador le manifestó que se- 
gun la ley tendría que satisfacer otra vez el de- 
recho de importación sobre los artículos que lle- 
vaba para Maracaibo ; y con pleno conocimiento 
de esta disposición emprendió su viaje. Al arri- 
bar el buque á Maracaibo, justificó el capitán que 
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el mal tiempo no le habia permitido entrar en 
Curazao donde iba á desembarcar las pipas de 
vino, y el administrador de dicha aduana pro- 
cedió luego á liquidar, recaudar y asegurar los 
derechos de importación del vino, consultando ro- 
bre el caso al Gobierno, sin exigir los correspon- 
dientes á los demás efectos que llevaba, por no 
haber tocado en Curazao, y no haber faltado á 
la ley. 

En vista de todo, aprobando h conducta del ad- 
ministrador de Maracaibo, y desaprobando la del 
de la Guaira, ha resuelto el Gobierno' como re- 
gla general para lo sucesivo, que en casos seme- 
jantes al préseme, cuando un boque vaya en co- 
mercio de cabotaje conduciendo efectos extran- 
jeros, ningún administrador permitirá que Heve 
aj mismo tiempo otros de reexportación para 
país extranjero por ser contrario á la ley de ca- 
botaje. 

Comunico á U. esta resolución para su inte 
ligencia, gobierno y cr molimiento. 

Soy de U. atento servidor,— (Fumado). 

G. Smith. 
Al señor Administrador de la aduana de 

KEEXrOHTACION te trien» extfakje» 

Rl.S. RESOLUCIÓN FJKCI'TlVA DE 3 DB SKTlfcM- 

bre de lb5. r ) permitiendo la de unas cajas de 

queso. 
República i!e Venezuela. — Secretaría de Ha* 
rienda.— Stccicn segunda. 

Caraca», Setiembre 3 de 1855* 

Resuelto — Hipase ni si flor Administrador de 
la ftduana'rie la Guaira : 

üjI artículo 3? de Ih ley pobre régimen de adua- 
nas pr imite sin limitación la reexportación de 
algunas mercancías 6 eftetus de los contenidos 
en el manifiesto 7, / < sentado, indicando como úni- 
ca causal juira la] deiciminncion, el no convenir 
su ivlroducc'u'ii al dueño introductor 6 consig- 
natario, con tal que pugne el impuesto estable- 
cido en el piediclü» ai tirulo. Maní/estado» pues, 
por lo's seriores Ntckc lni¡:m Luce y Compaflía 
«u deseo de re«xpoitar las cien cajas de queso pa- 
tarras y cincuenta «le Flnndcs cjne condujo al 
puerto de la Ouuirn la Betty En ma y que ve- 
nían manifestadas corno para l 3 i orto-Cabello, no 
hay inconveniente alguno en permitírseles la 
reexportación de dichas cajas de que*o; sobre 
todo cuando por una circunstancia desgraciada el 
queso, apj« 1 te su corruptibilidad, lia venido á ser 
en ese puerto un artículo de prohibido consumo, 
á causa del cólera asiático que lo aqueja. 

Por tanto, la Aduana de la Guaira permitirá," 
previo el desembarque y reconocimiento de las 
cinto y cincuenta cajas de queso, pora los efee- 
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tos del artículo citado, la reexportación de estos'/ 
como lo han solicitado los interesados. 
Soy de U. f &,. — J. Gutiérrez* 

Es copia. — Gutiérrez* 

REGALOS DE RETES Ó ESTADOS EXTRANJERO*. 

A quienes les está prohibido aceptarlos sin per* 
miso de) Congreso. Véase Disposiciones gene* 
rales constitucionales, art. 214. 
RÉGIMEN de las provincias. Véase Provin- 
cias. 
RÉGIMEN de aduanas. Véase Importación y 

Exportación. 
REGISTRADORES. Véase Registro (Oficinas 

fie) 
REGISTRO (derecho db.) Resolución de 26 
de abril pe 1832 declarando abolido el de 
venta de fincas y bienes raices. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re" 
pnblica de Venezuela reunidos en Congreso. 

Considerando: 
|0 Que el derecho de registro sobre las ventas 
de fincas y bienes raices que impuso la ley de 22 
de Mayo de 1826 no ha sido restablecido por nin- 
guna ley posterior á la suspensión qire hizo de é) 
en decreto de 8 de Mayo de 1827, el General 
Bolívar, incluyéndole en el derecho de alcabala ; 
y segando, que por la equivocada inteligencia que 
ha dado el Poder Ejecutivo á la ley de 13 de Ju- 
nio de 1831, se está exigiendo un derecho á la 
vez ruinoso é improductivo. 

Resuelven : 
Que la ley de 13 de Junio al abolir el impuesto 
de alcabala que únicamente existia, y ordenar que 
en adelante no se cobrase ningún derecho sobre 
la venta de fincas y bienes raices y demás que 
en ella se ejepresa, comprendió también el impues- 
to de dos por ciento, conocido con el nombre de 
registro. 

Caracas Abril 18 de 1832, 3? y 22— El Pre- 
sidente del Senado, Francisco Mejía. — El Pre- 
sidente de la Cámara de Representantes, Dr. Jo- 
sé Manuel de los Ríos— El Secretario del Sena- 
do, Pedro J. Estoquera. — El Secretario de la 
Cámara de Representantes, Rafael Acetedo. 

Caracas Abril 26 de 1832, 3? y 22.— Ejecúte- 
se. — Diego Bautista Urbaneja.— FoT S. E- el 
Vicepresidente de la República encargado del 
Poder Ejecutivo — El Secretario de Estado'en el 
despacho de Hacienda, Santos Mickelena. 
REGISTRO (oficinas de) ley de 17 de marzo 
de 1H38 organizándola*. — que reforma la de 
24 de Mayo de 1636, p. 229 del cuerpo com- 
prensivo de las de ese año, v 275, n<> 281 del de 
1851. 

El Senado y Cámara de Representantes de Ja 
República de Venezuela reunidos en Congreso. 
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Art 19 'En cada capital de provincia habrá 
una oficina principal de registro, y en cada cantón 
ana oñcina •subalterna dependiente de aquella. 

Aft. 29 La oficina principal de registro estará 
á cargo de la persona que nombre el Poder 
Ejecutivo con informe del gobernador, y las su- 
balternas á cargo de las personas que nombro el 
registrador. 

Art. 3? Rara ser registrador principal 6 subal- 
terno, se requiere ser venezolano en ejercicio de 
loa -derechos de ciudadano, ser de conocida probi- 
dad, tener veinticinco aftas cumplidos, y haber si- 
do examinado sobre sus deberes, y aprobado por 
el juez de primera instancia del circuito donde se 
halle la oficina de qae halla de encargarse. Cuando 
haya mas de un iuez de primera instancia en el 
mismo circuito, el examen lo hará el que designe 
el gobernador. 

Art. 4? El registrador de la provincia de Cara- 
cas dará fianza por la cantidad de cinco mil pesos : 
los de las provincias de Carabobo, Barquisimeto 
y Barinas, la darán por dos mil y quinientos pe- 
sos, y por la de mil quinientos los de las demás 
provincias del Estado. La fianza deberá ser a sa- 
tisfacción del gobernador de la provincia respec- 
tiva, y podrá constituirse sobre bienes raices de 
un vaíor duplo cuando menos, propios del regis- 
trador, ó de otra persona que preste para ello su 
consentimiento, 

Ark5? los gobernadores deberán exigir nuevas 
fianzas a los registradores siempre que por ha- 
ber variado las circunstancias de tos fiadores ó 
de losbiene* hipotecados, consideren que no exis- 
te la garantía que exige esta ley. Con este objeto 
examinarán todos los afíos el estado de la fianza, 
tomando todos los informes necesarios, y pondrán 
en «n expediente, que se conservará en su secre- 
taría, un decreto en que se declare subsistente la 
fianza, ó se mande dar otra. En el primer caso 
serán los gobernadores responsables de cualquier 
perjuicio que resulte por deficiencia en el lodo ó 
en parte de la fianza legal. 

Art, 69 Los registradores subalternos no están 
obligados á dar fianza á menos que la exija el re- 
gistrador principal. En todo caso este es respon- 
sable de la conducta* de aquellos. 

Art 7? La oficina principal de registro estará 
siempre en la capital de la provincia, y será el de- 
pósito de todos los protocolos déla misma pro- 
vincia, de los expedientes de las causas y negocios 
judiciales- concluidos y mandados archivar por 
loa tribunales del cantón en que resida, y de to- 
dos lo* documentos oficiales que no pertenezcan 
á otros archivos, y -cuy a conservación interese á 
]a comunidad. 
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Art* 89 Cada oficina subalterna estará siempre 
en la 'parroquia cabecera del cantón & que perte- 
nezca, y será el depósito de los protocolos que 
se lleven en ella, y de los expedientes de causas 
6 negocios judiciales concluidos y mandados ar- 
chivar por los tribunales del cantón. 

Art. 99 Los tribunales y jueces no podrán re- 
tener los expedientes concluidos, sino que inme- 
diatamente los pasarán á la respectiva oficina de 
registro* Tampoco los extraerán de ellas sino con 
calidad de devolución, en cuyo caso no podrán 
dar usfenionins, certificaciones, ni copias de nin- 
guna especie de dichos expedientes, ni de los do- 
cumentos que comprendan, debiendo los interesa- 
dos ocurrir para ello á los registradores. 

Art, 10. Las oficinas de registro subalternas líe- 
varán con entera separación los protocolos si- 
guientes : 19 de nacimientos : 29 de muertos : 39 
de matrimonios: 49 <'e testamentos nuncupativos: 
59 de testamentos cerrados : 69 de sentencias eje. 
cutoriadas en negocios civiles y remates judiciales : 
7^ de censos é hipotecas: 8? de ventas y per- 
mutas: 9 ° m de fianzas: 10° de transacciones f 
cancelaciones : 1 19 de todos los (lema* contratos : 
12© de poderes: 13° de la publicación de las 
leyes: 14 3 de protestas y otros actos extraju- 
diciak?. Y la oficina principal los siguientes : 1 c 
de títulos ó despachos dé empleados : 2° de pa- 
tentes de navegación : y 3® de privilegios ex- 
clusivos. 

Art. 11. Los registros que se lleven en las ofi- 
cinas snbalternas correspondientes á los tres pri- 
meros números del artículo anterior, se extende- 
rán en la forma que determine el código civil. Los 
registros correspondientes á los números 4 ° y 
59 contendrán la copia íntegra de cada testamen- 
to nuneupiitivo, dej poder cuando se otorgue por 
comisario, y de cada declaración de testamento 
cerrado, bajo las firmas de los mismos que auto- 
ricen aquellos documentos, lo? cuales se devolve- 
rán á los testadores ó quedarán en la oficina á 
voluntad de dichos testadores ; pero en el último 
caso, después del fallecimiento de c*tos, se en- 
tregarán á quien el juez determine. Los regis- 
tros correspondientes al numero 69 contendrán 
íntegramente las sentencias y remates judiciales 
cuya protocolización soliciten cualesquiera de los 
interesados en estos actos ante el juez de la cau- 
sa, el cual hará citar en cada caso á los demás in- 
teresados paTa que presencien y firmen el regis- 
tro si les conviniere. Para el registro de los re- 
mates judiciales bastará citar al deudor á quien 
perteneció la cosa vendida, y al acreedor á quien 
perjudique ó pueda perjudicar alguna de las con- 
diciones de la venta. Los registros correspondien- 
tes á los uúmeros 79, 89, 99, 109, 119, ,2 9 y 14? 
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contendrán íntegramente la escritura firmada an- 
te el registrador y los documentos á que se refie* 
ra, si lo exigieren los interesados, y firmarán los 
otorgantes y dos testigos. Para el registro del 
poder con que un apoderado quiera representar á 
su poderdante en otro cantón, después de haber 
hecho uso de él en juicio, bastará que lo firme 
el mismo apoderado, y que el juez 6 su secretario 
acredite que tal documento ha obrado en su tri- 
bunal. Los registros correspondientes al número 
13, contendrán solo el objeto de la ley que se 
registra, su fecha, y la de su publicación en la 
cabecera de] cantón. Los registros que se lleven 
en la oficina principal, correspondientes á los nú- 
meros 1? y 29 contendrán un extracto del docu- 
mento con expresión de su fecha, de la persona 
á quien pertenezca, de las autoridades por quie- 
nes haya sido expedido y refrendado, y de las 
notas que tuviere tle haberse registrado en otras 
oficinas: los del número 3? contendrán íntegra- 
mente los documentos á qué se refieran. 

Art. 12. Llevarán también los registradores 
subalternos por duplicado un libro índice dividido 
en tres alfabetos: en el primero asentarán los 
apellidos y nombres de los otorgantes ó interesa- 
do* en el registro : en el segundo el nombre de 
las fincas á que se refieran las escrituras 6 actos 
registrados ; y en el 3? el nombre de las parro- 
quias en donde estén situadas J»8 propiedades 
fincas, expresándose en cada uno de estos asien- 
tos el folio del protocolo en que se encuentra el 
registro, y el número de dicho protocolo* Los re- 
gistradores subalternos remitirán uno de estos ín- 
dices á la oficina principal con los protocolos á 
que correspondan. 

Art. 13. Ningún registrador tomará razón de 
actos públicos ó privados que no se le presenten 
escritos en papel del sello correspondiente. Los 
contratos, fianzas, testamentos, poderes, protestas, 
declaraciones ó cualesquiera otros actos extraju- 
diciales ó privados se extenderán 6 leerán por los 
otorgantes y personas á quienes interesen, ante 
el registrador, y se firmarán en su presencia y de 
dos testigo*, ó lo* mas que exige la ley en casos 
determinados, cuyas circunstancias se expresarán 
en la noti del registro que ha de ponerse al pié 
de estos documentos. 

§ único. Cu lus testamentos, así como en los 
contratos, cuando ei otorgante no sepa ó no pueda 
firmar, lo hará un testigo por él, y se expresará 
así tanto en la escritura original como en los 
registros. 

Art. 14. Puesta la nota al pié del documento 
registrado en que ademas se expresará la fecha 
del registro y número del protocolo en que se en- 
cuentra, y el nombre de los testigos de este acto, 
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se entregará dicho documento ¿ quien correspon» 
da, y se tendrá por escritura pública original y 
de igual fuerza á la que coa los requisitos expre- 
sados queda en el respectivo protocolo. 

Art 15. Loa documentos que loa otorgantes 
exhibieren como comprobantes de la escritura 
protocolizada para que se conserven en la oficina 
del registrador 9 se indicarán en el registro res* 
pectivo, y se archivarán bajo el número que cor* 
responda en el orden de loa comprobantes del 
protocolo en que se encuentre dicho registro. 

Art. 16. Los registradores subalternos llevarán 
por duplicado los protocolos para que los unos 
se remitan á la oficina principal y los otros que* 
den en la subalterna. La remisión se hará el dia 
19 de cada mes por el correo, exigiéndose recibo 
al administrador de este ramo, quien deberá cer* 
tincar el pliego que contenga los protocolos. 

Art. 17. Cuando los registradores subalternos 
anoten el registro de una escritura, porque se ha* 
ya cancelado en el todo ó en parte, 6 por algún 
otro motivo como reducción de un censo, traspaso 
de una deuda, finca, &c, y cuyo protocolo du- 
plicado se haya remitido á la oficina principal, 
lo avisará & esta en la misma fecha con inserción 
de la nota, para- que se estampe en el duplicado 
con referencia á dicho aviso. El registra Jor su- 
balterno cobrará cuatro reales por la nota y aviso, 
y el principal dos reales cuando estampe la nota 
en el duplicado, lo cual no podrá diferir luego 
que sea requerido por el interesado 6 su agente, 
bajo la multa de dos pesos. 

Art. 18, Los testimonios ó traslados que se p¡» 
dan á los registradores por los otorgantes 6 otro 
interesado que aparezca en la misma escritura re* 
gistrada, se darán por los registradores en cual* 
quier tiempo que lo soliciten sin necesidad del 
mandato del juez. Cuando sean otros los que pi- 
den los testimonios 6 traslados, deberán presen» 
tar la orden del juez y acreditar que se ha citado 
á los otorgantes. Lo mismo se practicará para 
dar testimonio 6 traslado de algún documento ar- 
chivado en la oficina de registro. Podrá darse li- 
bremente á cualquiera persona testimonio de au- 
tos 6 expedientes archivados, pero no de parte 
de ellos 6 de un documento que obre en el pro- 
ceso, sino por orden del juez y coa citación de 
las partes. 

Art. 19. No podrán los iegistradores diferir 
los registros y demás diligencias que están á su 
cargo, cuando sean requeridos por las autorida- 
des 6 por los particulares sino por causa gravo 
que les impida el desempeño de sus deberes, bajo 
la multa de cuatro á veinte pesos ajuicio del juez, 
y serán, depuestos cuando por estas faltas hayan 
sido multados tres veces. 
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Art 20. Loa registradores tendrán abiertas sus 
oficinas durante ocho horas por lo menos todos 
los dias, y permanecerán en ellas, á menos que 
tengan que practicar alguna diligencia de su ofi- 
cio en otro fugar, en cuyo caso habrá siempre en 
la oficina una persona encargada de informar á 
los que les soliciten, del lu¿ar en que se hallen, 
6 de la hora en que pueda hablárseles, todo bajo 
las mismas penas del artículo anterior. 

Art. 21. A cualquiera hora del dia ó de la no- 
che que sea llamado un registrador subalterno, 
para presenciar el testamento de un enfermo gra- 
ve, dentro de la población en que resida, deberá 
pasar a! lugar en que este se encuentre, á desem- 
peñar los deberes de su oficio, bajo la multa de 
cien pesos y pena de destitución en caso de rein- 
cidencia. 

Art. 22. El registiador principal cuidará de 
que los subalternos tengan el papel sellado sufi- 
ciente para los protocolos ; y si faltare por culpa 
suya 6 del subalterno, pagará veinte pesos de 
multa y será responsable del perjuicio que oca- 
sionare. Cada parte reintegrará al registrador el 
papel que se invierta en su beneficio, tanto en 
las piezas principales como en las duplicadas. 

Art. 23. El reg : strador principal no podrá se- 
pararse de su oficina por mas de quince dias con 
«permiso del Gobernador y dejando un sustituto 
aprobado por este y bajo la responsabilidad de 
aquel. Los subalternos no podran separarse de 
sus oficinas sin pérmico del registrador principa] ; 
y sin dejar un sustituto de la confianza de este y 
que tenga las tres primeras cualidades del artícu- 
lo 3®. En los casos de enfermedad, así del prin- 
cipa', como de los subalternos, deberá siempre 
suplir la falta por sustituto en los mismos térmi- 
nos durante el impedimento. Si la enfermedad 
del principal excediere de seis meses,, se proveerá 
el destino en otra persona como en el caso de va- 
cante. Si la enfermedad no diere tiempo para que 
el empleado nombre el sustituto, el gobernador 
nombrará entretanto el del registrador principal, 
y la primera autoridad civil del lugar en que re- 
sida el subalterno impedido, el que deba suplir á 
este, dando cuenta al principal para su aproba- 
cino 6 nombramiento de otro. 

Art 24. En aquellos cantones en que por su 
población y riqueza crea el registrador no ser 
bastante una sola oficina subalterna de registro, 
establecerá las que considere suficientes. 

Art 25. Los registradores no tendrán sueldo 
alguno, pero los subalternos serán pagados por el 
principal según convengan, y á este corresponde- 
rán todos los derechos que se resauden en las ofi- 
cinas de registro, con deducción de la cuarta par- 
te destinada al fondo para gastos de justicia, la 
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cual se entregará meneualmente al administrador 

frincipal de rentas municipales en cada provincia, 
«os registradores darán recibo de todas las can- 
tidades que perciban, y el que cobrare mas dere- 
chos de los que señala esta ley, satisfará una mul- 
ta igual al duplo de lo que hubiere exigido de mas, 
sin perjuicio de devolver el exceso á la parte, y 
en caso de reincidencia será destituido de su des- 
tino. Para la devolución del exceso é imposición 
de la multa de que habla este artículo, los jueces 
del lugar, á prevención procederán verbal y su- 
mariamente oyendo al registrador, quien deberá 
precisamente concurrir á la cita, pues la omisión 
6 negativa le parará en su perjuicio, pudiendo 
enviar á otro en caso de urgente ocupación públi- 
ca ; y el juez decidirá inmediatamente con los 
documentos y la tarifa de esta ley á la vista, y 
de su fallo no habrá recurso alguno. Para la des- 
titución conocerá el juez de primera instancia. 

§ único. Bajo las mismas penas se prohibe que 
los registradores exijan otros derechos de busca, 
custodia 6 de cualquiera otra denominación que 
no estén prevenidos en esta ley. 

Art 26. Por el derecho de registro se cobra- 
rán doce reales de todo documento que presenten 
los otorgantes ó interesados que no pase de cua- 
renta renglones de siete pulgadas, y si excediere 
de cuarenta renglones, se cobrará un real por ca- 
da seis renglones siguientes de igual longitud. 
Nunca se calculará para este cobro por la exten- 
sión del registro, sino por la de la escritura que 
queda en poder de los otorgantes ó interesados. 

Art 27. Por los testimonios 6 certificaciones 
de los instrumentos registrados se cobrará lo mis- 
mo que por el registro, y con este objeto se ano- 
tará siempre en letra al margen de) registro, y 
antes de firmar los interesados, la suma de rea- 
les á que haya ascendido el derecho. 

Art. 28. Por los testimonios ó copias certifica- 
das de expedientes de cualquiera especie, se co- 
brarán cuatro reales por cada una de las dos pri- 
meras fojas, y por cada una de las restantes dos 
reales* Cada llana de dichas fojas deberá conte- 
ner veinticuatro renglones, y cada renglón ocho 
palabras por lo menos. 

Art 29. Cuando el registrador fuere llamado 
para registrar testamento ft otro acto fuera de su 
oficina, cobrará ademas, ai fuere de dia, ocho 
reales, y de noche diez y seis reales. Pero lo que 
devengare por esta razón se anotará en el regis- 
tro, expresando la causa, para que no sirva de 
regla cuando haya de satisfacerse el derecho es- 
tablecido para Jos testimonios ó certificaciones en 
el artículo anterior. 

Art. 30. Por el registro de los nacidos y muer- 
tos se cobrará medio real, y por el de matrimo* 
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iiins cuarenta certavos. Por el registro de paten- 
tes de navegación, cuatro pesos. Por el registro 
iie títulos 6 despachos de empleados, un real por 
cada cien pesos de la renta anual que corresponda 
al interesado. Por el registro de privilegios ex- 
clusivos, diez peaos. 

Art. 31. Ademas de los derechos expresados 
en los artículos anteriores, se cobrarán dos reales 
por cada' cien pesos en los registros de aquellos 
contrato* en que se da ó recibe, ó se ofrece pa- 
gar alguna cantidad de dinero ú otra cosa equiva- 
lente, como vales ó letras de cambio, ganados, 
frutos, mercancías, &r. En las pern.utas se pa- 
gara este derecho sobre el valor de las cosas per- 
mutadas. 

Art. 32. Los actos que por disp'osicion de la 
ley deban registrarse, lo serán precisamente en 
el término señalado por esta, bajo la pena de pa- 
g»r el duplo de los derechos. 

Art. 33. Por buscar cualquier instrumento 
expediente que exista en la ofuina y manifes- 
tarlo á la paite, el registrador no llevará deie- 
cho alguno, si dichos papeles fueren de su tiem- 
po : si fueren del de sus antecesores, y el inte- 
resado llevare la razón del año, cobrará cuatro 
reales ; | ero si no se llevare dicha razón, cobra- 
rá cuatro reales por la busca del instrumento ó 
expediente, y un real por cada año contado des- 
de la fecha en que se otorgó el documento, lias- 
la aquel en que s« practica la busca. 

Art. 34. Los registradores merecerán fe pú- 
blica en todos los actos de su oficio. A ellos ctir- 
lespoude la comprobación de las firmas de cual- 
quier empleado ó funcionario público en unión 
de uno de los jueces del lugar en que se haga la 
comprobación. Cuando haya de comprobarse la 
firma del m.smn registrador, suscribirá el acto el 
jele poü'ico del cantón y uno de los jueces del 
lugar. Por este acto cobrarán un peso; debien- 
do extender Li comprobación y obtener la fir- 
ma del juez y la del jefe político en sus casos. 

Art. 35. Los. protocolos que han llevado los 
escribanos y algunos jueces por falta de escriba- 
nos, pasaran á las respectivas oficinas subalter- 
na-» de registro en donde se conservarán. Los es- 
cribanos y jueces dichos entregarán los protoco- 
los por iu ventano con sus índices respectivos, y 
con iiucrunnfon ¿tela primera autoridad civil 
dd lugar, dentro de los ocho primeros dias de es- 
tablee ala la oficina del cahton de su residencia. 
Para la entrega de los archivos, que se hará 
también por it. ventano, tendrán un mes de tér- 
mino desde el dia de la publicación de esta ley. 

Art. 30. Los registradores no se mezclarán en 
los contratos y actos de los otorgantes, ni en los 
términos en que estos quieran redactar SU9 e«- 
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crfturas, quedando a las autoridades competen- 
tes el decidir sobre su valor y eficacia en los oa- 
' sos de duda que ocurran. 

Art. 37. El depósito de los archivos de las 
oficinas principales de registro, se hará en uno de 
i los edificios del Estado, donde los hubiere de la 
! capacidad y seguridad necesaria para contener- 
los. 

§ único. En la» capitales de provincia donde 
no haya edificios del Estado, se depositará el ar- 
chivo de la oficina principal de registro en una 
de las piezas de la casa municipal, si el local lo 
permitiere. 

Art. 38. A los escríbanos y demás personas á 
| quienes correspondían las escribanías extingui- 
¡ das, por título de compra, renuncia ú otro, con- 
I forme á las leyes antiguas, y que lo hayan acre- 
l ditado ante el gobernador de la provincia dentro 
del primer afio que les fijó el artículo 34 de la 
1 ley que se deroga, se les pagará la cantidad que 
¡ hubieren exhibido ellos ó sus causantes, con la 
cuarta parte de Jos derechos de registro que cor- 
responde al fondo para gastos degusticia, distri- 
, huyéndose entre los interesados á prorata cada 
afio. * 

j Art. 39. Se deroga la ley de 24 de Mayo de 
¡ 1836 y todas las demás leyes y disposiciones 
, contrarías á la presente. 

Dada en Caracas á 10 de Marzo de 1838, 99 
y 280 — El Presidente del Senado, Ángel Quin- 
• te: o. — El Presidente de la Cámara.de Represen- 
I tan tes, Juan Nepomuceno Chaves — El Secreta- 
rio del Sonado, José Ángel Freiré. — El Dipu- 
< lado Secretario de la Cámara de Representan- 
tes, Julián Garda. 

Sala del despacho en Caracas á 17 de Marzo 
de 1838, 9? y 28— Ejecútese. —Carlos Soublette. 
— Por S. É. — El Oficial Mayor encargado de los 
Despachos del Interior y Justicia, Ramón Yepes. 

REGISTRO. Véase Papel sellado, aru 19 con- 
cordante con el 13 de la ley de resistió, y Cor' 
reo, R. E. de 17 de Agosto de 1836. 
REGISTRO. Resolución ejecutiva de 6 pe 
diciembre de 1854 refundiendo todas las dic- 
tadas anteriormente, reglamentando las ofici- 
nas del ramo. 

Secretaría del Interior. — Sección primera, 
Caracas, ^ de Diciembre de 1854. 
/¿esweifo.^Deeea so el Poder £jec«tÑro de fa- 
cilitar #1 cuca pJ ¡miento' de la 1^ de 17 de Marzo 
de 1838 sobre registro, ha tenido á bien refundir 
las diferentes resoluciones que ha expedido sobre 
la materia en las siguientes reglas. 

§ 19 Referente al artículo 19 de la ley. 
U J& Trasladada accidentalmente la capital de 
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♦una* provincia, ¡debe pértnairécer la ófitííria'uVTe- 
•gistro en el higar designado porfa'léy para-capi- 
tal, 1 y rio en aquel ¿que se hubiese pasado acciden- 
talmente. 

\ 29 Referente al artículo 2<} de la ley. 
2a Los Registradores principales pueden re- 
;mofvVr a Jos subalternos a on en el caso de no en- 
.contrar persona apta para reemplazar á ios remo- 
vidos, y los jueces entrarán á servir las oficinas de 
registro conforme al artículo 38 de la Onica, títu- 
lo 11 del Código de procedimiento judicial. 

3a No hay inconveniente para que un Regis- 
trador principal pueda nombrar ásu hijo Regis- 
trador " subalterno. 

$ 3? Referente al artículo 3? de la ley. 
4a No debe prescindirán del examen que pre- 
viene la ley,*un cuando la persona que va á de- 
sempeñar el registro haya sufrido el que antigua- 
mente se repueria para ser escribano. 

5& El examen de los Registradores debe ser 
•ante* el jaez de provincia. 
é 6& Los Registradores no pueden aceptar otro 
«destino publico. 

* 7& Los destinos de Registrador principal y su- 
'baltérno no pueden desempeñarse por una misma 
persona, aun cuando se alegue que rio hay quien 
qaiera Servir uno de ellos. 

§ 49 Referente al artículo 8? de la ley. 
8^ En los cantones en donde no reside la ofici- 
na principal, las subalternas son el depósito 
de todos los documentos expresados en los 
-artículos 8 y 35 de la ley ; pero, cuando aquella 
existe, el!a es el depósito de dichos documentos, 
-v udeiijas del de lo* protocolos duplicados que 
llevan y les remiten los subalternos. 

9? El Registrador principal no puede exigir á 
los 'Subalternos los protocolos que deben quedar 
en su archivo, ni pueden permutarse con los du- 
plicados que debe haber en la principal, aun cuan- 
do así lo determine un tribunal para inspeccionar 
por sí mismo dichos particulares, 

$ 39 Referente al artículo 9° de la ley. 

10. Los tribunales y jueces no pueden solicitar 
la extracción de lo* documentos concluidos que se 
han mandado archivar, sino en uso legítimo de la 
faculta vi que les concede el artículo 9 de la ley, y 
precisamente para los casos ocurrentes en los ne- 
gocios que ante ellos se ventilen. 

11. El uso de ese derecho no podrá extenderse 
á la extracción de los documentos archivados 
para acumularlos á alguna actuación. 

12. Verificada que sea la extracción de un ex- 
pediente archivado, no deberá permitirse su per- 
manencia en los tribunales por mas de ocho dias, 
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pasado* 1ds ! cüaJes-deberán ocurrir los Registra- 
dores en su solicitad. 

$ 69 Referente al artículo 10 de laley\ 

13. No hay obligación de registrar las patentes 
de navegación, ni los privilegios exclusivos, aun 
cuando el artículo 10 de la ley refiera un proto- 
colo para su registro. 

14. Se pondrá en letras y guarismos la nume- 
ración de los foyos en todos los protocolos, y 
cualquiera enmienda que ocurriere en la folia- 
ción de estos, se salvará precisamente en la mis- 
ma hoja, ademas de hacerse la salva en la nota 
con que se cierra el protocolo. 

$ 79 Referente al artículo 12 de la ley. 

16. Los índices divididos en alfabetos de que 
haWa el artículo 12 da la ley, deben extenderse 
en papel común; y el Registrador principal de- 
be proporcionar á los subalternos el papel» 

§ 89 Referente al artículo 13 de la ley, 
10. Los Administradores de Rentas Internas 
deben entregar á los Registradores los sellos que 
necesiten para sus oficinas, siendo de su cuenta 
abonar su importe cada seis meses en proporción 
A lo que se haya consumido, ó recibiendo aque- 
llos Administradores el sobrante que hubiere en 
caso de resultar alguno. 

17. El papel suplido por la Administración res- 
pectiva, que quede sobrante, se debe devolver á 
ella aunque esté foliado y rubricado, procurán- 
dose no foliar ni rubricar mas del muy preciso 
para que no se inutilice, 

18. Las leyes deben registrarse en papel común. 

19. Si se hubiese otorgado un documento en el 
papel sellado correspondíante con la fecha del 
otorgamiento, y después de algún tiempo se lle r 
vare á registrar cuando haya terminado el año 
económico á que toca el papel, los Registradores 
no podrán obligar á las paites á cambiar el papel 
del documento por el del año corriente, so pre- 
texto de exonerarse de la multa que establece el 
artículo 16 de la ley de papel sellado. 

20. No se debe elevar á instrumento público 
aquel que ño hayan extendido ó leído todos los 
que él afecta de cualquier modo. 

21. Las funciones del Registrador al ser llama- 
do á presenciar el testamento .de un enfermo 
grave, son las propias de su oficio, conforme al 
artículo 13 de la ley ; y al aeto del registro deben 
concurrir los testigos que sean necesarios para 
su validación, los cuales deben firmar también los 
pro todo los. 

22. La disposición del artículo 26 de la ley, no 
exime á los Registradores del deber en que están 
de dar fé de la identidad de las personas que re- 
gistran algún contrato, estando vigente la ley 2? 
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título 23, libro 10 de la Novísima recopilación, 
concordante con la 54, título 18, Partida 3? 

23. La misma obligación que el Registrador, 
tienen lo3 testigos que con él dan testimonio de 
haber presenciado la lectura y firma de los docu- 
mentos registrados. 

§ 9? Referente al artículo 16 de la ley. 

24. En los lugares donde no haya correo que 
conduzca el duplicado de los protocolos, toca al 
Registrador proporcionarse personas que lo hagan 
hasta la primera estafeta. 

25. No deben cobrarse dobles derechos por el 
duplicado de los protocolos. 

§ 10. Referente al artículo 17 de la ley. 

26 Para la cancelación de una escritura, obliga- 
ción ó hipoteca, ademas de la nota marginal en 
la escritura cancelada, se debe registrar el docu- 
mento de cancelación ; pero si se trata de la de 
escrituras otorgadas A favor de las Rentas nacio- 
nales ó municipales, bien por una deuda ó por 
cualquiera otra responsabilidad presente 6 futura, 
se pondrá la nota marginal con referencia á los 
actos de los funcionarios que hayan declarado ex- 
tinguida la obligación, guardándose en las ofici- 
nas y agregándose al cuaderno de comprobantes 
correspondiente, la certificación en que conste la 
liberación del deudor ó cesación de la fianza, 6 el 
oficio en que el Tribunal de cuentas, 6 cualquie- 
ra otra autoridad, manifieste estar solvente el deu- 
dor, ó haber caducado la fianza por cualquier 
motivo legítimo. 

§ 11. Referente al artículo 23 de la ley. 

27 Los Registradores deben abstenerse de regis- 
trar escrituras en negocios propios, y el impedi- 
mento que resulta por este respecto debe allanar- 
se en los términos prefijados por el caso de enfer- 
medad. 

28. Para los Registradores sustitutos que se 
nombren para llenar las faltas de los Registrado- 
res principales, bastan las circunstancias de hallar- 
se dichos sustitutos en ejercicio de los derechos 
de ciudadano, de tener la edad de 25 años y de 
prestar el juramento constitucional á semejanza 
de los sustitutos de los subalternos. 

29. En el caso de muerte de un subalterno de- 
be procederse del mismo modo que en el de en- 
fermedad previsto por la ley f es decir, la primera 
autoridad civil del lugar en aue residiael Registra- 
dor subalterno difunto, nombrará la persona que 
deba suplirle, dando cuenta al Registrador prin- 
cipa], para su aprobación ó nombramiento de otra; 
y en caso de renuncia ó de ser separado por el 
Registrador principal, es este quien debe buscar 
persona que desempeñe el destino, pudiendo en 
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caso de no encontrarse quien quiera aceptarlo, 

entenderse con k primera autoridad civil del lo- 
gar, para la seguridad del archivo, del cual es 
responsable el principal, como también de loa 
costos que causen las diligencias. 

30. Sí el Registrador principal se enfermare 
gravemente y no le fbere posible hacer el nom- 
bramiento del sustituto bajo su responsabilidad, el 
que nombre el Gobernador deberá prestar la fian* 
za y reunir las tres primeras cualidades que fija el 
artículo 39 de la ley, como sucede con los sustitu- 
tos de los subalternos. 

§ 12 Referente al artículo 24 de la ley. 

31. En aquellos cantones en que por su pobla- 
ción y riqueza crea el Registrador no ser bastan- 
te una sola oficina subalterna, establecerá las que 
juzgue suficientes, situándolas en cualquiera par- 
roquia, sea 6 no cabecera del cantón. 

§ 13 Referente al artículo 26 de la ley, 
32 Por el registro de los títulos 6 despachos 
de abogados, intérpretes, médicos ó cirujanos, 
agrimensores &, no debe exigirse otro derecho 
que el que previene el artículo 26 de la ley ; y 
respecto de los empleados que están á comisión, 
debe pedirse & las respectivas oficinas de ha- 
cienda noticia de la cantidad que aproximadamen- 
te disfruten de renta al a fio, para exigir el dere- 
cho de registro de sus títulos, de conformidad 
con el artículo 30 de la ley. 

33. Cuando las partes presenten una escritura 
que abrace dos 6 mas materias de las que debe* 
registrarse en protocolos separados, el Registra- 
dor se limitará á registrar la escritura en el pro- 
tocolo que designen las partes ; y si la hiciere» 
registrar en diversos protocolos, cuantos sean es- 
tos, otras tantas veces deberá cobrarse el derecho 
que establecen los artículos 26 y 31. 

34 Están exentos del derecho de registro los 
negocio* en que tienen interés los Colegios Ra- 
cionales. 

§ 14. Referente al artículo 2? de la ley. 

35. No debe pagarse derecho por el Tesoro en 
los contratos entre el Gobierno y los particuladas, 
si se estipula que estos no se graven con tal 
derecho. 

36. Los Registradores están obligado* á re- 
gistrar gratis las leyes, sin gravamen para el Te- 
soro por ese respecto» 

37. Cuando los jueces hacen veces de Regis- 
tradores deben percibir por su trabajo todos los 
derechos que produzcan los documentos registra- 
dos, con la sola excepción de la 4* parte corres* 
pondiente al Tesoro público. 

38. El registro de las leyes, solo puede hacer- 
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re en hu cabeceras de cantón por los Registrado- 
res ti jueces que hagan sus veces. 

\ 15. Referente al articulo 28 de la ley» 
89. Por los testimonios que dieren los Regis- 
tradores de los documentos comprendidos en los 
{trotocolos que llevaron los escribanos^ y de los 
íbros de las oficinas de hipotecas, cobrarán los 
derechos que fija el articulo 28 de la ley. 

40. Bien sean particulares 6 funcionarios los 
que pidan los testimonios 6 traslados de parte de 
un expediente, no siendo partes, deben hacerlo 
con mandato del juez. 

( 16. Referente al artículo 31 de la ley* 

41. El derecho del cuarto por ciento no debe 
cobrarse por el registro de los contratos de arren- 
damiento, aunque en él se estipule dejar algo á 
Tavor de la finca arrendada ; pues solo debe co- 
brarse en aquellos en que se da 6 recibe ú ofrece 
pagar alguna cantidad en dinero 6 otro equivalen- 
te. 

42. Como el derecho impuesto por el artículo 
31 solo se cobra por aquellos contratos en que se 
da ó recibe ose ofrece pagar alguna cantidad en 
dinero &, y no por los testimonios 6 certificad j- 
nes de dichos instrumentos registrados, por estos 
se cobrará únicamente el señalado por el articulo 
27 de la ley. 

43. £1 derecho establecido por el artículo 31 
por el registro de los documentos de permutas, 
debe cobrarse atendiendo al valor que expresen 
las partes que tienen las cosas que se permutan. 

44. Si comprada una finca en que se paga par- 
te de su valor y obligándose ¿ reconocer la otra 
parte á censo, se ha satisfecho el derecho de re- 
gistro que impone el artículo 31 de la ley, al re- 
gistrarse Ja escritura de venta por todo el valor 
de la finca, no debe satisfacerse al registrarse la 
escritora de reconocimiento del censo, cuya can- 
tidad forma parte de la que vale la finca y por la 
que ya se ha pajado. 

45. Por el registro de la escritura de toda pri- 
mera imposición de censo debe pagarse el dere- 
cho del citado artículo 31, pues la suma de dinero, 
6 los bienes que se dan para el reconocimiento, 
pasan por virtud de dicha escritura al señorío del 
reconocedor ; igual derecho debe pagarse al re- 
gistrarse ls escritura de traspaso de una finca 
censida, pues el nuevo censatario recibe la finca 
por un contrato que le transfiere la propiedad ; 
y sucederá lo mismo, cuando se registre una es- 
critura por la cual se hace el traspaso de un cen- 
so de unos bienes en otros, mediante una suma 
que da el que reconocía al que va á reconocer. 

46. Transfiriendo Jas donaciones voluntarias el 
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dominio de las cosas donadas en el donatario) 
debe cobrarse el derecho de que habla el artículo 
31 de la ley ; pero no debe pagarse dicho impues- 
to por el registro de aquellas escrituras en que al- 
guno se compromete á separar, y separa de sus 
bienes, cierta cantidad para formar el patrimonio 
ó congrua sustentación de un eclesiástico. 

4Í. No se cobrará el cuarto por ciento en las 
escrituras de arrendamiento por las pensiones no 
devengadas* ni tampoco sobre los intereses del 
capital que se ofrece pagar, sino solo sobre este. 

48. En las escrituras de fianza no debe cobrar- 
se sino el derecho ordinario de protocolización, 
y no el fijado por el artículo 31. 

49. El derecho que establece el artículo 31 de 
la ley, no comprende los contratos hipotecarios ; 
y mucho menos los Registradores pueden inquirir 
de los otorgantes 6 por otros medios el valor de 
las hipotecas, estando prohibido que se mezclen 
en los contratos. 

50» En lo general, por las escrituras de cancela- 
ción no se adeuda un nuevo derecho ; mas si en 
ellas, ademas de disolverse una obligación se 
contuviere otra de dar 6 pagar, distinta de la pri- 
mera, deberá satisfacerse el derecho que establece 
el artículo 31 de la ley. 

51. Cuando se registren los documentos que 
comprende el artículo 31, ademas del derecho que 
él expresa, se cobrara el que fija el artículo 26. 

$17. Referente al articulo 32 de la ley. 
52 El término á que se contrae el artículo 32 
de la ley no está determinado, porque la de 22 
de Mayo de 1826, en cuyo artículo 6? se séllala» 
ban 20 dias, está derogada ; y por lo tanto el 
Registrador está en el deber de registrarlas cuan- 
do las partes se la presenten. 

i 18. Referente al artículo 33 de la ley. 

53. En la busca de documentos solo se cobrará 
un real por cada año, contado desde la fecha en 
que se otorgó el documento hasta aquel en que se 
practica la busca, prescindía nd ose de que haya 
sido necesario vagar en la busca en años anterio- 
res, ó protocolos llevados por diferentes escriba- 
nos. 

I 19. Referente al artículo 34 de la ley. 

54. No estando señalado por ley el derecho 
que deba cobrarse por la comprobación de las fir- 
mas, debe considerarse como una carga anexa al 
destino» 

$ 20. Referente al artículo 36 déla ley. 

55. Estando los otorgantes en libertad de re- 
dactar las escrituras como lo tengan á bien, los Re- 
gistradores «o pueden exigirles que expresea la 
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cantidad porque transfieren el dominio de las. 
cosas, ó su precio, aun cuando d$ ese, [ roce de r re- 
su I te nulidad en los contratos. 

56. Los Registradores, corno iitdjvidpps par- 
ticulares, no están impedidos de redactar los do- 
cumentos que después, hayan de registrarle en las 
oficinas que desempeñan, cuaqdo el, interesado 
ocurra & ellos privadamente con tal fin,, dándoles 
las instrucciones convenientes» 

§21. Disposiciones generales* 

67. Como los bienes de los facciosos están afec- 
tos al pago de los daños y perjuicios que hubie- 
ren ocasionado al Estado, por cuya circunstancia, 
no pueden enajenarse libremente, los Goberna- 
dores quedan autorizados para dirigirse á los Re- 
gistradores de la provincia respectiva con el obje- 
to de que no registren ningún documento de ven- 
ta, traspaso ó cualquiera otro traslativo de domi- 
nio, de Jos bienes de los individuos complicados en 
alguna revolución, á cuyo fin, al verificarse esta, 
pasarán á dichas oficinas una lista nominal de 
¡os que aparezcan comprometidos por documen- 
tos públicos, por haberse cogido con las armas en 
la mano ó por estar procesados y reducidos á pri- 
sión por la autoridad judicial ; y cuando se hubie- 
re expedido un indulto, pasarán igualmente la, lis- 
ta de los a cogidos, por quedar dichos bienes afec- 
tos á tal responsabilidad, conforme al decreto le- 
gislativo sobre la materia. 

58.. La correspondencia oficial de las oficinas 
principales de registro y sus subalternas, bien sea 
entre ellas ó con cualquiera otra oficina, debe girar 
par el correo libre de porte. 

59. Mientras el Congreso determina el sello, el 
Registrador anotará en el lugar en que debiera ir 
aquel, que su falta consiste en no estar todavía 
designado por la )ey. 

60. Los Registradores que no tengan sus ofici- 
nas en sus casas de habí tac i un, no podrán, cuando 
salgan de la oficina, llevarse loa protocolos para 
tenerlos á la mano en caso de que sea necesario 
registrar de noche algún testamento. 

61. Cuando en virtud del artículo 38, ley única 
título 1 1 del Código de procedimiento judicial, 
los jueces de los respectivos lugares tuvieren .que 
desempeñar las funciones de Registradores, se 
arreglarán en un todo á la ley de Registro,, lle- 
vando Jos mismos protocolos y autorizando sup 
actos como lo haría el Registrador. 

62. Dichos jueces, cuando desempeñen las fun- 
ciones de Registradores, deben, cobrar, •soJqmfn te 
los derechos que fija la ley de registro, , y cuando 
ejerzan sus actos propios, de autoridad judicial» 
cobrarán Jos que les da la de aranpel. 

36 Las deudas por derecho de registro á vir- 
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tu<i u> condpsoeídenjcis, , de.lo* registradores no. 
tienen el carácter de, rentas nacionales, y por 
tanto los funcionarios condescendientes, son res- 
ponsables al Estado de la cuarta parte. 

64; Loa Jefes político» harán las visitas .deJas 
oficinas de registno del cantón respectivo en lo* 
quince primeros dias del mes de Octubre de cada, 
afto, ó inmediatamente después de concluidaf re* 
mitirán su resultado á la Gpbernaeionde la pro- 
cinc/a, expresando ademas • el número de oficinas 
que htya ea el cantón y las personas que las sir- 
van. 

65. Los . Gobernadores reuniendo eso» . dat*sy 
redactarán un informe general, y lo remitirán a 
este Despacho en la primera quincena del mes de 
Noviembre de cada año. 

66. Sometido á juicio un Registrador principal 
por alguno de los casos que ameriten un arresto 
ó prisión, el juez que conoce de la causa deberá 
oficiar al Gobernador respectivo dándole parte de 
haberse instaurado el procedimiento judicial, para 
que este nombre interinamente quien deba subro- 
gar al encausado, de cuyo nombramiento impon- 
drá al Poder Ejecutivo. 

67. Cuando el encausado sea un subalterno, la 
participación de que habla la regla anterior, de- 
berá hacerse al principal para que llénela vacan* 
te. 

68. El nombrado para reemplazar al Registra- 
dor sometido á juicio, deberá recibir por inventa- 
rio los archivos y demás enseres de la Adminis- 
tración de Registro. 

69. Los Registradores cumplirán exactamente 
con lo prevenido en los artt ulos 54 y 56 del De- 
creto ejecutivo de 30 de Marzo último, reglamen- 
rio de la ley de abolición de la esclavitud. 

70. Quedan refundidas en esta todas las resolu- 
ciones expedidas por este Ministerio sobre el par* 
ti cu lar. 

Por S. E.— Planas. 
REGISTRO. Qué debe hacerse pretendiendo al- 
guno que se le registre un documento, Rabien- 
do ya mueito el otorgante. Véase. la Nota (•}. 

(*) El Secretario del Interior en su Memoria de 39, p. 
18 expuso. 

" El Gobemarlor.de Barcelona transcribió nna oonsnltai 
que leMaoel registrador principal reducid*, á saber si 
debían registrarse los doman-utos que uno pretendía que \fi 
registrasen habiendo muerto el que se los había otorgado, 
y resolvió el Gobierno. 

Que los documentos otorgados conforme á las leyes *i<-i 
gentes antes de la¡d&registros, no necesitaban ser reos? 
trados para que tuviesen el valor que aquellos leyes Jes-, 
daban ; pero que si lo* interesados insistiesen en «que flíe- 
sen registrados, obrara el registrador conforme afartfcu- 
lo 13 de la ley de registros j quedando & aquejo» expedta 
tos el dajjH&Q de «aurora los tribunafcs de jusysja.j^nv 
que librasen la resolución conveniente. 
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REGISTRO Permiso que el Poder Ejecutivo ha 
prestado en algunos casos para el ejercicio por 
«na misma persona del destino de registrador, 
y de otros, cuya incompatibilidad no es absolu- 
. ta Véase la Nota (•). 
REGISTRO, resolución ejecutiva de 29 o e 
octubre de 1851 declarando (Punto 19) ?u¿ 
no corresponde al Gobernador de una pro- 
■ vincia que ha sido dividida, hacer las pro- 
puestas para el nombramiento de registrador 
de las nuevas provincias. 
decretaría del Interior. — Sección segunda. 

Curacas, Octubre 29 de 1851. 
Resuelto — Dígase al señor Gobernador de la 
provincia de Carinas 

Considerada por el Podir Ejecutiro la nota de 
US. fecha 21 de Agosto último, en la que á vir- 
tud de la proximidad de Ja instalación de la nue- 
va provincia de la Portuguesa consulta US. 19 
si puede esa Gobernación hacer las propuestas 
para el nombramiento ríe Registrador principal 
de aquella provincia á fin de que, nombrado des- 
de ahora, puedan llenarse los requisitos pre- 
venidos por los artículos 39 y 49 de la ley 
the Ja materia, y poder nsí, empezar á funcionar 
dicho empleado desde el dia mismo de la insta- 
lación de la provincia mencionada, y S. 

E. me ho ordenada contestar á US. en cuanto al 
primer punto consultado : que perteneciendo la 
iniciativa de la elección de Registrador al jefe de 
la provincia en que debe funcionar, no puede 
US. hacer las propuestas para aquel destino sin 
«Drogarse las atribuciones que sobre la materia 
debe ejercer el individuo que fuere nombrado Go- 
bernador de la nueva provincia creada; y que 
•por lo tanto dtbe US. recordar á aquel funcio- 
nario, cuando sea impuesto de su nombramien- 
to, el deber en que está, por la carencia de em- 



(*) El propio Secretario del Interior en su dicha Memo- 
ria, p. 18. dijo. 

Habiendo representado el Gobernador de Barquisime- 
to, sobre >a incompatibilidad en el Fenicio de los dea ti 
nos de regalador subalterno y administrador de Rentas 
Municipales, *o le contestó : que por resolución de 15 de 
Marzo de 1842. se Labia declarado que un registrador no 
podia aceptar otro destino público, y que si en 14 de Ma- 
yo del nnsni:» afío se dispuso que, a pesai de aquella re- 
solución. ci4itii:uascn en dicha provincia las cosas en el 
eeUuto tn que estaban hasta la determinación ó^s] Congre- 
so, fué en consideración á los incon T euiontes que se ma- 
nifestó entonces iba ¿ producir la resolución ejecutiva. 
En efecto, la suma escasez de ciudadanos aptos, y la del 
producto de los registros, lia obligado al Poder bjecutlvo 
á permitir la reunión en unas solas manos de destinos cu- 
ya incompatibilidad no es absoluta, pero que convendría 
estuviesen servidor por distintas personas, si hubiera co- 
pia de hombres en todas las provincias y lugares donde 
se hallan establecidos. 
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pleados ¡en la Portuguesa, de presentar las pro- 
puestas para el nombramiento de registrador en 
esta provincia, y manifestarle que, mientras se 
verifique este nombramiento, dicte las órdenes 
convenientes para que en la oficina subalterna de. 
Guanare, que según el decreto de erección de- 
be ser la capital, se depositen los protocolos que 
'deben enviarse a la principal hasta que teme po- 
sesión el individuo nombrado para el desempeño 

de esta Administración - (*). — Por S. 

E — Herrera. 

REGISTRO, resolución ejecutiva de 18 de 
setiembre de 18£2 declarando que no hay 
inconveniente para el de los títulos de propie- 
dad de tierras baldías. 
República de Venezuela. —Secretaría de Estado en el 
1). de Hacienda — 8eccion cuarta. 

Caracas Setiembre 18 de 1852; 23 y 42. 
Sr. Tesorero General. 

Habiendo dado menta al Poder Ejecutivo de 
la comunicación de US. de ayer, nüm. 151, sobre 
los inconvenientes que ha tocaifo US. pa-ra pres- 
tara á firmar el registro del título expedido á 
favor del Sr. Manuel Abreu, ha resuelto S. E. 
con esta fecha lo siguiente: 

"Aunque el título de propiedad expedido por 
el Gobierno á favor de los adjudicatarios de ter- 
renos baldíos tiene por sí toda la fuerza de un 
documento público, y es, por lo mismo, innecesario 
su registro en la oficina dtl ramo, no puede el 
Poder Ejecutivo impedir que el interesado quiera 
hacer registrar dicho título en uso de un derecho 
que le concédela lei." 

Por tanto, no debe tener US ningún inconvenien- 
te en firmar el registio del título iiel ¿Sr. Abreu. 
Soy de U. atento servido»-. 

Pedro C. Gvllineou: 
REGISTRO, punto 3.> del acuerdo dl la. 

CORTE SUPREMA DE 12 DE AURIL DE 1842 

declarando que cuando los alcalde* (hoy ios 
jueces de cantón) ejercen las funciones de 
registradores^ están s?xjetos á todas las dis- 
posiciones de la ley de regís tro. 
En la ciudad de Caracas á 12 de Abril de 184$ 
13 y 32, los ministros de la Corte Suprema de 
Justicia, reunidos en acuerdo, tomaron en consi- 
deración :. . .. _-.__._ 

39 Otra consulta que dirige la propia Corte 
Superior del 50 distrito promovida por el juzga- 
do de primera instancia del 29 circuito de JVlénda, 
sobre el artículo 40 ley única título 11 del código 
de procedimiento judicial, á su ber, si un alcalde 
en el caso de ejercer las funciones de registra- 



(*) El punto 2. ° está incluido en la refundición que 
hace la R, £. de 6 de Diciembre de 1854. 
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dor, debo ser también depositario de los expe- 
dientes de causas y negocios judiciales inunda- 
dos archivar por los tribunales del cantón, y si 
este archivo provisorio deba ser visitado confor- 
me á la atribución 10& artículo 20 de la ley or- 
gánica judicial. Observándose como lo hacen la 
Corte Superior y el señor Fiscal eri sus respec- 
tivos informes, que Id disposición del expresado 
artículo 40 es general para el caso on que los al- 
caldes ejerzan las funciones de registradores ; su 
inteligencia no presenta una duda fundada, pues 
expresamente se previene en él, que los alcaldes 
se arreglen á la ley de registros, disponiendo en 
consecuencia el tribunal que este acuerdo se co- 
munique á la Corte Superior que elevó la con- 
sulta para los finos consiguientes. 

Urbancja. — L'h. Mercader. —Martínez* — 
Dvartc— Caracas Muyo 24 de 1844, 15 y 31.— 

El Canciller, José Duarte. 
REGISTRO, acuekdo db la cor?e suprkma 
de 4 de mayo de 1814 declarando que el re- 
gistrador y ¡os' testigos que dan testimonio de 
haber prese?iciadu la lectura y firma de los do- 
cunienlos registrados, deben da r fé de la iden- 
tidad de las personas que los otorgan ; y tes- 
ponsabilidad en que incurren los que no lo 
hagan. 

En la ciudad de Caracas á 4 de Mayo de 
1844, 15 y 34, reunidos el Presidente. Vicepre- 
sidente, Relator y Canciller de lu Corte Supre- 
ma de Justicia. Dióse cuenta de un oficio de la 
Corte Superior del segundo distrito en que á in- 
dicación de uno de los jueces de primera instan- 
cia de Caracas excita á la Suprema á prevenir á 
los registradores de la República que la disposi- 
ción del artículo '¿Q de la ley que arregla las ofi- 
cinas de registro no los exime del deber en -que 
están de dar ie de la identidad de las personas 
que registran sus contratos, y que está vigente la 
ley 2a, título 23, libro 10 de la Novísima Reco- 
pilación, concordante ron la 54, título 18, parti- 
da 3 a . Considerada la exposición y lo repre- 
sentado por el ministerio fiscal, se acordó lo si- 
guiente. Tan evidente es para la Suprema Cor- 
te la obligación en que están los registradores 
de atestar la identidad de las personas de los 
contratantes, que juzga ponerla en duda hacién- 
doles prevención de estar vigentes las le} es men- 
cionadas, pues que la de registro les impone ex- 
plícita y terminantemente la obligación de que 
se trata. Dos actos se ejecutan en todo documen- 
to 6 escritura registrada : el primero es exclusi- 
vo de los otorgantes, y en este tienen los regis- 
tradores por el artículo 36 la prohibición de mez- 
clarse en los términos de las estipulaciones : el 
segundo es exclusivo de los registradores para 
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testificar que el documento 6 escritura ha sido 
leída y firmada por Jos otorgantes ó interesados 
en su presencia y la de los testigos. Este segun- 
do acto está expresamente exigido por el artí- 

¡ culo 13 de la ley, prescribiéndose que al pié de 
cada escritura se ponga la nota ó constancia de 
haberse ejecutado ; y no es concebible cómo 

i puede un registrador atestar bajo su fé pública 
que un documento ha sido leído y firmado en su 
presencia por los otorgantes, ó lo que es igual, 
por las personas contratantes u obligadas, sin que 
por el mibmo hecho ateste su conocimiento, Lien 
personal, bi*»n adquirido por informes de otros 
en los términos que determinan las leyes cita* 
das. La misma obligación que el registrador tie- 
nen los testigos que con él dan testimonio de ha- 
ber presenciado la lectura y firma de los docu- 
mentos registrados ; obligación absolutamente 
indispensable para evitar los fraudes que de otro 
modo se seguirían. Esto se halla corroborado con 
la disposición de] artículo 18 que autoriza á los 
registradores para franquear testimonios ó tras- 
lados á los otorgantes ó interesados en las es- 
crituras, sin mandamiento de juez; y que exige 
precisamente este y Ja citación efectiva de los in- 
teresados cuando sean otros los que los soliciten. 
Por esto es visto que los registradores deben co- 
nocer & las personas á quienes franquean Jos tes- 
timonios. Si hay registradores que desconozcan 
esté deber, ó que no quieran llenarle, el remedio 
legal es someterlos 6 juicio de responsabilidad 
siempre que haya datos de su proceder. La Su> 
prema Corte se limita, por tanto, á recomendar á 
las Corles Superiores, que hagan á los jueces de 
primera instancia prevenciones enérgicas á fin de 
que cuaudo llegue el caso de que un registrador 
quebrante su fé pública asegurando que un con- 
trato ha sido otorgado por una persona que no 
le ha otorgado efectivamente, le sometan á jui- 
cio y le impongan la pena señalada por la ley.— 
Publíquese este acuerdo y trascríbase á las Cor- 
tes Superiores. 

Vrbaneja. — Martínez. — Brecho. — Duarte» 
Caracas Mayo 24 de 1844, 15 y 34— El Can- 
ciller, José Duarte» 

REGISTRO. ACUERDO DE la corte suprema 
de 4 de setiembre de 1844 declarando que 
cuando falte esta oficina en la cabecera del 
cantón, están facultados para hacer sus veces 
no solo el alcalde (hoy juez de cantón) del dt 
la cabecera donde falte % sino también todos 
los alcaldes y jueces de paz en su respectivo 
territorio. 

En la ciudad de Caracas á 4 de Setiembre de 
1844, 15 y 34. Reunidos los Ministros déla Cor- 
te Suprema de Justicia acordaron* El juez de 1* 
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instancia del 2? circuito de Apure, ha promovido 
consulta sobre la inteligencia del artículo 40 ley 
única tít. 1 1 del código de procedimiento judicial, 
por el cual se dispone " que cuando por algún ac- 
cidente no hnya registrador en algún cantón, los 
alcaldes ó jueces de paz de los respectivos lugares 
desempeñarán las funciones de t.J, arreglándose 
á lo dispuesto en la ley de registro," La duda 
suscitada consiste en saber si la subrogación ó. su- 
plencia á que se refiere el indicado artículo esté 
limitada á los alcaldes ó jueces de paz de la ca- 
beza del cantón en que falta el registrador para 
suplir sus veces respecto de todas las parroquias, 
y si cada alcalde ó juez dtf paz tenga la misma 
atribución en su respectivo territorio. La Corte 
Superior del distrito en su informe dirigiendo la 
consulta, y el ministerio fiscal, son de parecer que 
en el caso enunciado, se hallan igualmente auto- 
rizados todos los alcaldes y jueces de paz del 
cantón pura servir de registradores. La Suprema 
Co te estima natural y genuina tal inteligencia, 
porque prescindiendo de los inconvenientes que 
e!la evita, es conforme á la letra de la ley, que 
autoriza indistintamente á ios alcaldes ó jueces 
de paz de los respectivos lugares, y que al dar la 
misma autorización á los jueces de pRz y á los al- 
caldes, suministra un argumento de que «u dispo- 
sición no está limitada á la cabecera del cantón, 
puesto que allí hay siempre alcaldes, y no habría 
necesidad de mencionar los jueces de paz. Por 
otra parte, carecería de objeto obligar á los otor- 

Írantes á ocurrir á la cabecera del cantón en so- 
icitud de un funcionario de jurisdicción igual al 
que dejan en su parroquia. No hay por tanto 
fundamento para exigir del Congreso una acla- 
ración sobre ti sentido de la ley. Comuniqúese 
este acuerdo á las Cortes superiores.-— Urbaneja. 
—Martínez. —Bracho. — Duarte. 

REGISTRO. Los regi?tradoies no pueden ejer- 
cer las funciones de abogado?, ni de patroci- 
nantes. Véase Abogados art. 21 y su $. 

REGISTRO. Quiénes harán el de los poderes en 
loa lugares donde no haya registrador. Véase 
Partes enjuicie, $ único del art. 5? 

REGISTRO. Quiénes harán las veces de loa 
mismos registradores en los propios lugares pa- 
ra los demás actos. Véase Disposiciones comu* 
nes & toaos los juicios, art. 38 t y véase también 
el A. C. S. de 4 de Setiembre de 1844 que es- 
tá atrás, 

REGISTRO. Depósito de los expedientes sobre 
deslinde de tierras, cuando no haya oposición, 

Lde la última diligencia que se practique con- 
rme á la sentencia ejecutoriada, si hubiere 
oposición. Véase Deslinde de tierras, art. 11 
j 13. 
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REGISTRO. Depósito de los testamentos cerra- 
dos, luego que sean abieitos. Véase Apertura 
de téstame tito, art. 7. 
REGISTRO. Depósito de copias auténticas de 
toda imposición de censo, fundación de obras 
pías, &• Véate Censos (imposición y recono- 
cimiento ile) art. 4?. 
REGISTRO. Otros deberes de los registradores 
sobre reconocimiento de censos. Véase id. art. 
8y9 
REGISTRO. No hay inconveniente para que 
se otorguen ante lo* regisiradotes lo* poderes 
para pleitos Véase Apoderado judicial, R. E. 
de 15 de Noviembre de 1843. 
REGISTRÓ. Sus derechos por el de los poderes 
de loa pobres de solemnidad deben ser pagados 
por estos, Véase Papel sellado, R. E. de 10 
de Junio de 1854. 
REGISTRO. Resolución ejecutiva de 10 de 
junio de 1854 declarando que no debe pagar* 
se por el de las facturas de los cargamentos 
de los buques. 
Secretaría del Interior. — Sección primera. 

Caracas Junio 10 de 1854. 
Resuelto. — Dígase al .señor Registrador principal 
de la provincia de Coro. 
Trasmitida á esto ministerio para la resolución 
conveniente la consulta que hizo U. al seflor Se- 
cretario de Hacienda, por su nota de 7 de Mayo 
de 1853, sobre si deben pagarse derechos de re- 
gistro por el de las facturas de los cargamentos 
de los buques que se lleven con tal objeto á esa 
oficina, 8. E. ha determinado se conteste á U. 
que no puede cobrarse cantidad alguna por este 
respecto, pues no están comprendidas dichas fac- 
turas en la disposición iLl artículo 31 de la ley 
de 17 de Marzo de 1839 sobre la materia. 
Soy, &c. Por S. E. — Planas. 

REGISTRO. Deberes de los registradores en 
cuanto á la cuarta parte de derechos destinados 
al fondo de abolición de la escl«ivitu<l. Véase 
Libertad de esclavos, (Apéndice al 2 D Tomo) 
D. E. R. art. 49 y 60 

REGISTRO. Véase Comprobación de firmas de 
los funcionarios públicos, R. E. de 10 de Ene- 
ro de 1852, y Testimonios. 

REGISTRO. Visita de sus oficinas. Véase Tri- 
bunales y juzgadas, L 2? art. 3? atrib. 16, 

REGISTROS parroquiales. Véase Elecciones, 
LL. 4» y 5». 

REGISTRO de resoluciones* ejecutivas. De- 
ber de los Gobernadores de llevar uno de todas 
las que se le comuniquen. Véase Resoluciones 
ejecutivas, R. E. de 8 de Noviembre de 1542. 

REGLAMENTOS, resolución ejecutiva de 
28 de febrero de 1810 declarando que los 
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jueces de primera instancia (hoy los de circui- 
to y de provincia) no pueden formarlos; y que 
por tanto los Gobernadores no deben prestarse 
á cumplirlos, ni á hacerlos cumplir. 

República de Venezuela. — Secretaría do E. 
en el D. del Interior y Justicia.— Sección 2 f 
Caracas, 28 de Febrero de 1840. aflo 11 de 
la ley y 30 de .la independencia.— Núm. 112. 
Sr. Gobernador de Apure. 
Presentado al despacho del Poder Ejecutivo el 
oficio de US. fecha 22 de Octubre último número 
69, en el que manifiesta no haber juzgado oportu- 
no poner en ejecución las prevenciones ó sea re- 
glamento adicional que le ha pasado el juez de 
primera instancia sóbrela ley de hurto del cual 
acompañó US. copia; S. E., de acuerdo con la 
opinión del Consejo, me ha ordenado contestar 
á US. : que el Poder Judicial no tiene otra fa- 
cultad que la de aplicaí la ley á los casos que 
ocurran, y cuando tenga alguna duda, decidir y 
consultar después por el orden que previene la 
Constitución y leyes : que ningún juez puede for- 
mar reglamentos sobre ley alguna, y que de es- 
tar prohibido por las leyes que se forme inquisi- 
ción general, resulta que el juez de primera ins- 
tancia ha formado un reglamento sin facultad, y 
mandado frmar inquisición contra el expreso 
tenor de ellas: que la ley ordena como se ha de 
pi ©ceder contra los vago?, y designa quienes son 
los que estima tales ; y que por consiguiente no 
puede US, acceder á la solicitud del juez de pri- 
mera instancia en que le manifiesta excite á los 
alcaldes y jueces de paz para que cumplan su 
reglamento, debiendo solo prevenirles que se ci- 
ñan á lo dispuesto en la ley de la materia, en 
cuya virtud ha dispuesto el Gobierno se pase 
copia del decreto del juez de primera instancia á 
la Corte Superior de este distrito para que le tome 
en consideración y acuerde \n que estime justo. 
Soy de US. atento servidor. 

Ángel Quintero. 
REGULARES. RESOLUCIÓN ejecutiva d& 26 
de febrero de 1846 estableciendo el modo de 
acreditar ante el Poder Ejecutivo las cualida- 
des de sacerdote regular. 
Secretaría del Interior* — Sección primera» 
Caracas, Febrero 26 de 1846. 
Resuelto* — Can téstese aljrleverendo S>r Obispo» 
de Guayana. 

Impuesto el Poder Ejecutivo de la nota de US. 
Reverendo, fechada el 26 del mes próximo pasa- 
do, en que consulta como deban acreditar ante 61 
la circunstancia de ser regulares, y' por esto no 
haber podido ser nombrados curas en propiedad 
los sacerdotes á que se refiere la resolución de 31 
de Diciembre del año anterior, comunicada á US. 
Reverendo el mismo dia con el número 49?, me 
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ha prevenido diga á US. que aunque en este Mi- 
nisterio hay constancia del carácter de algunos 
sacerdotes que vienen al pais porque han ski» 
traídos á Venezuela por contratos con su comi- 
sión* do, hay otros de quienes ningún conocinMeato 
se tiene, y los cuales para ejercer su mtnietefie se 
entienden exclusivamente con los prelado» de las 
Diócesis en que residen. Esto» son los que exami- 
nan y juzgan sobre h autenticidad de sus títulos 
ó despachos, y los que los destinan al servicio in- 
terino de los curatos, sin hacer ninguna partici- 
pación al Gobierno Supremo» Así es que este na • 
sabe á qué clase pertenece el clérigo nombrado 
para un curato, y aunque podría exigir que los go- 
bernadores le diesen noticia cada vez que pusie- 
sen el cúmplase á un nombramiento, esto podría 
á veces embarazar las solicitudes de los curas re» 
guiares interinos que con el mismo oficio de nom- 
bramiento, una certificación de su Obispo ó cual- 
quiera otro género de prueba, que esté mas á su 
alcance, según las circunstancias, pueden ocurrir 
directamente al Poder Ejecutivo, acreditando su 
cualidad de regular. — Soy &. 

Por S. E.— Cobos Fuertes. 
REGULARES. Véase Conventos y Religiosos. 
REHABILITACIÓN de los derechos de ciu- 
dadano, Véase Derechos de ciudadano, L. de 
26 de Febrero de 1846, y D. E. de 24 de Abril 
de 1846. 
REHABILITACIÓN db militares en sus 

GEADOS, GOCES Y CONDECORACIONES. DECRETO 

de 21 db febrero de 1845 concediéndola á 
todos los militares del ejército y marina que . 
los perdieron por virtud de los trastornas po- 
líticos de 183QálS3G\ 

El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 

pública de Ve ríemela, reunidos en Congreso. 
Considerando : 

Que ha Uegado el tiempo en que la munificen- 
cia nacional sea expíen*! i 'lamen te complementa- 
da por un acto que restablecía á sus grado*, go- 
ces y condecoraciones n los individuos del ejército 
y marina quo rlpegrarúida mente tomaron parte en 
los deplorables suceso* ocurridos en Venezuela 
desde 1830 hasta IS36. 

Uerrftao. 

ArK único. Quci<>n tt habilitados en sas. fia- 
dos y títulos, pensiones, goces y condecoraciones, 
todos los individuos del ejército y marina ge la 
República que los perdieron por consecuencia de 
trastornos políticos ocurridos en Venezuela desde' 
1830 hasta 1836. 

Dado en Caracas, á 20 de Febrero de 1845, 
año 16 de la ley y 35 ' de la independencia.— El 
Presidente del Senado, José Vargas. — El .Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Fernando 
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Olavarría.—E] Secretario del Senado, José Án- 
gel Freiré* — £1 Secretario de la Cámara de Re- 
presentantes, J. A. Pérez. 

Caracas» Febrero 21 de 1845, 16 de la ley y 35 
de la independencia. — Ejecute se.— Car /os Sou- 
bleUe.—PoT S. E.— El Secretario de Guerra 
y Marina, Francisco Hernaiz. 

REHABILITACIÓN de militares en sus 

ORADOS, GOCES ó CONDECORACIONES. RESOLU- 
CIÓN EJECUTIVA H B 22 DB FKBRERO DE 1845 

reglamentando el decreto anterior. 
Secretaría de Guerra y Marina. 

Caracas 22 de Febrero de 1845 
En ejecución del decreto legislativo de ayer 
sobre rehabilitaren sus grados y títulos, pensio- 
nes, goces y condecoraciones á todos los indivi- 
duos del ejército y mrina de la República, que los 
Íjerdieron por consecuencia de los trastornos po- 
íticos ocurridos desde 1830 hasta 1836, se resuel- 
ve. 

19 Dense de alta é inscríbanse de nuevo en los 
cuadros de esta Secretaría á los generales, jefes y 
oficiales del ejército y marina comprendidos en 
dicho decreto, publicándose lista de ellos en la Ga- 
ceta oficial. 

20 Los generales Jefes y oficiales rehabilitados, 
á quienes se hubiere declarado tercera parte de 
sueldo 6 pensión militar, entrarán & gozarla des- 
de esta fecha, si están domiciliados, ó desde que 
se domicilien en Venezuela. 

39 Pásese á la tesorería general nómina de los 
Sres. generales, jefes y oficiales comprendidos en 
el articulo anterior. 

49 Los generales jefes y oficiales que no obtu- 
vieron antes declaratoria de tercera parte, ó de otra 
pensión, optarán á ella, si reúnen las circunstan- 
cias que exigen las leyes. 

Publíquese todo en la Gaceta oficial, y comu- 
niqúese á quienes corresponda. — Por S. E. — 
Hernaiz.— Ea copia. — Hernaiz. 

REHABILITACIÓN de militares en sus ora- 
dos, GOCES Y CONDECORACIONES. RESOLUCIÓN 

ejecutiva db 9 db abril de 1845 declaran» 
do desde cuando tienen derecho al goce de la 
tercera parte de sueldo los militares rehabilita» 
dos á quienes se les hubiere declarado. 
decretaría de Guerra. 

Caracas, Abril 9 de 1845. 
Resuelto.— En adición á lo resuelto en 22 de 
íebrerp último dando' cumplimiento al decreto 
legislativo de 21 del mismo Febrero sobre reha- 
bilitación de grados militares, ha resuelto hoy el 
Gobierno lo siguiente. 

11 Loe generales, jefes y oficiales reincorpora- 
dos & la lista militar, por virtud del decreto legisla* 
tlvojde 21 de Febrero próximo pasado á quienes 
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se les ha declarado y declarare la tercera parte 
de su sueldo por llenar los requisitos que exigen 
las leyes de 25 de Setiembre de 1830 y 3 de Abril 
de 1834, tienen derecho á percibir la expresarla 
tercera parte desde el 21 de Febrero último en 
que la ley les rehabilitó en sus grados y dere- 
chos." — Publíquese en la Gaceta de Gobierno. 
Por S. E'— Hernaiz. 
Es copia. — Hernaiz* 
REHABILITACIÓN de los deudores por el 
extinguido impuesto de justicia. Véase De- 
rechos de ciudadano, D, de 25 de Febrero de 
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iINCHO. Qué debe deducirse por él respec- 
to de los artículos que puedan tenerlo. Véa- 
se- Importación* art. 27. 

RELACIONES exteriores. £éase Secretarías 
del despacho. 

RELATORES de las cortes. Véase Secreta- 
rios Relatores. 

RELIGIOSAS. Edad para su profesión. Véase 
Novicios y novicias. 

RELIGIOSOS. Examen que deberán sufrir los 
que se destinen para misioneros. Vea&e Pa- 
tronato, art 31 

RELIGIOSOS. Pensiones que gozan los de los - / 
conventos suprimidos, que por su edad ó en- 
fermedades no pueden ser destinados á la cu- 
ra de almas. Véase Conventos, art. 4. 

RELIGIOSOS. Véase Pensiones, D. de 13 de 
Marzo de 1841 . 

REMaTES. Véase Acción ejecutiva, art. 12 al 
18, y Libertad de contratos, art. 1, 4, 5, 6 y $• 

REMATES, resolución ejecutiva de 19 de 
octubre de 1847 declarando que en los que 
se hagan ante las juntas de Gobierno y de 
rentas de las Universidades y Colegios* no 
pueden ser licitadores los miembros de ellas. 

Secretaría del Interior. — Sección 2? 

Caracas, Octubre 19 dé 1847. 
Resuelto. — Dígase al Sr. Presidente de la Dirección gene- 
ral de Instrucción pública y comuniqúese á quienes 
corresponda. 
He dado cuenta á S. E. el Presidente de la 
República de la nota de US. de 31 de Mayo últi- 
mo, en que manifiesta que ese respetable cuerpo, 
de acuerdo con el informe emitido por la Junta 
de Rentas del colegio nacional de Trujillo, al 
consultar sí sus miembros pueden presentarse co- 
mo licitadores en los diferentes casos que ocurran 
ante la misma Junta ; opina que no deben admi- 
tirse como licitadores en los casos de remate para 
hacer alguna obra del colegio, ó para el arren- 
damiento de alguna de ana posesiones, é igualmen- 
te que no pueden tomar á interés cantidades de 
los fondos del colegio: concediéndose sí, que pue- 
dan hacerse ea algunos de ellos con consentimien- 
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to del señorío, traspasos de los capitales del mis- 
mo colegio, ó de las fincas censidas en favor de 
este ; y en que añade que esa Dirección cree 
conveniente que recaiga sobre la materia, por es- 
timarla de trascendencia, una resolución del Go- 
bierno que sirva de regla en los casos que pue- 
dan presentarse, y que se haga extensiva á las 
juntas de inspección y Gobierno de las Univer- 
sidades. 

Considerando S. E. que las mismas razones 
que existen para establecer la prohibcion ei* los 
]> rime ros casos expresados, son aplicables á los 
últimos, porque teniendo que intervenir en cuota- 
quiera de ellos los miembros de las Juntas de los 
colegios, como representantes interesados en la 
conservación y aseguramiento de las rentas de 
los respectivos es£blecimiencos, aparecerían con 
un doble carácter por el interés personal que á 
la vez les dominase; y que los miembros de las 
Juntas de Inspección y Gobierno de las Universi- 
dades se hallarían en el mismo estado si no.se ex- 
tendiese á ellos la prohibición, Ha resuelto de 
conformidad con el parecer del Consejo de Go- 
bierno á quien se ha oído en el particular : que 
en ninguno de los casos expresados es permitido 
á los miembros de las Juntas de rentas de los co- 
legios nacionales y de las de Inspección y Go- 
bierno de las Universidades, ser Incitadores ni 
contratantes. Soy, &c. 

Por & E. — Sanavria. 

REMATES Y ADJUDICACIÓN DE TIERRAS BAL- 
DÍAS. Desde cuando es que debe empezar & 
correr el término de GO dias que fija el artícu- 
lo 22 del D. E. R. de la materia. Véase Tier- 
ras baldías, R. E. de 19 de Mayo de 1851. 

REMISIÓN DE EXPEDIENTES PoR LOS TRIBUNA- 
LES. Véase Disposiciones comunes á todos los 
juicios, art 32 y 33, 

REJíGIFO (sargento liborio.) Pen.-iou á su 
viuda. Véase Pensio'nes, O. de 7 de Marzo de 
1850. 

RENTAS nacionales. Véase Hacienda nacio- 
nal. Demandas vn que tienen interés las rea- \ 
tas nacionales y municipales, y Demandas en 
que tienen interés las rentas nacionales sola- 
mente. 

RENTAS nacionales internas. Véase Admi- 
nistración de rentas internas, y Comisión de 
lus Administradores de rentas internas* 

RENTAS nacionales. Los administradores 908- 
titutos no deben prestar fianza para servir las 
administraciones que desempeñen bajo 1* res- 
ponsabilidad de los propietarios. Véase Fian- 
zas, R. E. de 31 de Enero de 1854. 

RENTAS nacionales. Máximum con aue po- 
drá» gravarse 6 favor de ellas las industrias 
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privilegiadas* Véase Patentes de "industria, 
art II. 

RENTAS municipales. Ley ob 5 de marzo de 
1846— que rrforma la de 27 de Abril de 1839, 
pág. 224 del cuaderno de ese año, y 393, núm. 
376 del cuerpo de 1851 — que reforma la de & 
de Mayo de 1&38, pág. 164 del cuaderno de 
ese año, y 369 núm. 354 del cuerpo de JS51 — » 
que reforma la de 14 de Octubre de 1830, pág. 
1 12 del cuerpo comprensivo de las de ese año, 
y 76 núm. 56 del cuerpo dh 1851. 
El Senado y Cámara de Representantes- de la 

República de Venezuela reunidos en Congreso 

decretan 

Art. 19 Son rentas municipales los derechos 
que se impongan : 

lo Sobre los ganados que se maten para ex- 
penderlos al público, y demás víveres que se des- 
tinen al mismo objeto en cada pueblo. 

29 Sobre todos los almacenes, tiendas, bode- 
gas, pulperías, bodegones y ventorrillos en que se 
vendun efectos de comercio, comestibles y bebi- 
das. 

39 Sobre los establecimientos públicos en que 
se venda tabuco en rama ó manufacturado. 

49 Sobre la venta por menor de aguardiente y 
li cojea espirituosos, exceptuándose de este im* 
puesto álos hacendados de caña, respecto sola- 
mente de la venta que se haga en la propia ha- 
cienda en donde esté la oñcina de destilación. 

59 Sobre las fondas, posadas, billares, trucos, 
cafés y botellerías. 

69 Sobre las boticas, panaderías, galleras, lote- 
rías, juegos de pelotí y demás permitidos por la 
ley. 

79 Sobre el aferi miento de todos, los pesos y 
medidas. 

8 Subre las patentes de abogados, médicos, ci- 
rujanos, dentistas, notarios, procuradores, a gen tea 
judiciales*, agentes comerciales, corredores y agri* 
ir.etisores. 

99 Sobre las aguas que se tomen de los acue- 
ductos públicos para la» casas, de los habitantes 
del pueblo. 

10 Sobre los licencies que se concedan para 
funciones dramáticas, volatines, fuegos artificiares, 
juegos de caballos en. circo, y otros permitidos por 
Ja ley, exhibiciones de anknales ú otra* cosas par- 
ticulares, cuando» por; eaio paguen ios expectadon 
res. 

11. Sobre las patentes de alarife ó maestros 
mayores en arles, y por la de maestros en cual- 
quiera de ellas. 

1% Sobre alquileres de casas, 

13 Sobre los puestos que se distribuyan ea loa 
mercados públicos. 



COLOMBIANA t VENEZOLANA trOENTE. 



IW 



REN 



14 Sobre las licencias para levantar túmulos 
en cimenterios. 

15. Sobre el peaje de carretas cargadas, ma- 
deras, rastras,' caballerías, reses y cerdos ; y sobre 
los puentes ó el pasaje de los ríos donde'hubtere 
barqueta ó cabulla. 

16. Sobre los pasaportes para fuera del territo- 
rio de la república* 

1?. Sobre las rifas y vendutas particulares. 

18. Sobre la venta del moó y chimó en los esta- 
blecimientos públicos, y sobre la manteca de tor- 
tuga, 

1'9. Sobre la pesca por mayor con chinchorro. 

20. Sobre la pesca de perlas. 

Art. 29 Son también rentas municipales : 

]0 Los productos de los ejidos. 

29 El producto délos capitales á censo y de 
los arrendamientos de los solares que legítimamen- 
te pertenezcan á las ciudades* villas, y parroquias, 
6 que se hallan dentro de poblado, sin parecer su? 
dueflos. 

3 o . Los productos de carcelaje y los alquileres 
de casas, tiendas, portales y demás propiedades 
que pertenezcan á las municipalidades. 

49 Las multas que se impongan por los Gober- 
nadores, jefes político?, alcaldes y jueces de paz, 
por faltas ó trasgresiones de las ordenanzas mu* 
nicipales, y cualesquiera otras siempre que 
ninguna de ellas tenga aplicación especial por ley. 

59 Los impuestos que por leyes ó decretos se 
destinen para objetos que están bajo la adminis- 
tración municipal. 

69 Los impuestos que se establezcan sobre las 
licencias de navegación. 

Art. 39 Las dotaciones benéficas hechas por 
particulares para la educación primaria, se admi- 
nistrarán conforme á las reglas y disposiciones de 
los donadores. 

Art. 49 Las especificaciones hechas en los artí- 
culos anteriores, no impiden que las Diputacio- 
nes en uso de las facultadas quejes concede la 
atribución 11 a del artículo 161 de la Constitución 
establezcan en sus provincias las demás rentas mu- 
nicipales que estimen convenientes según las nece- 
sidades y circustancias locales de cada pueblo, et- 
cepto las siguientes : 

10 Sobre la importación 6 exportación de ani- 
males, mercancías y efectos extranjeros estén 6 
no sujetos á impuestos nacionales; ni «obre *u 
tránejio por lo interior del territorio de Veneaue- 
•la, no comprendiéndose en esta prohibición el de 
peaje. 

¿9 Sobre la exportación de productos del peía, 
estén 6 no sujetos al pago de derechos naciona- 
les, bien sea que ella se haga para puertos extran- 
jeros 6 para alguno de la' República, ni tampoco 
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sobre su tránsito por el territorio de esta, no com- 
prendiéndose en esta prohibición el derecho de 
peaje. 

29 Sobre cualquiera objeto que no siendo de 
los comprendidos en la enumeración del artículo 
19 esté sujeto por la ley á contribución nacional. 

49 Sobre las propiedades territoriales» sobre las 
crias de ganado, ni sobre las queseras, 

59 Sobre aquellas fábricas de artículos de uso 
ó consumo que por primera vez se establezcan en 
Venezuela, bien sea por nacionales 6 por extran- 
jeros, sino después de cuatro arlos de establecidas 
dichas fábricas. 

69 Los derechos de 'pontazgo 6 pasajes de ríos, 
nunca se impondrán sobre la calidad ó valor de las 
cargas sino sobre su peso 6 volumen; y el de peaje 
sobre la clase de animal soláronte. 

Art. 59 Cuando transiten muías ú otros ani- 
males que vayan ó vengan de otro Estado ú otra 
provincia, con el objeto de venderse, no podrá 
imponérseles un derecho de peaje mayor que el 
que se imponga á las bestias ó animales cargados 
de la misma provincia. 

Art 69 En el establecimiento de impuestos mu* 
nictpales sobre industrias ú objetos no prohibidos 
por la presente ley, las Diputaciones deberán ob- 
servar precisamente bajo la mas estrecha respon- 
sabilidad las reglas siguientes: 

la No establecerán otros ni mayores impuestos 
por el consumo de producciones extranjeras 6 de 0- 
tras provincias de la República, que los que se es- 
tablezcan por el consumo de las mismas prodúc- 
elo nes de la provincia. 

3a Tampoco exigirán otros ni mayores impues- 
tos, cualquiera que sea su denominación, á los ex- 
tranjeros ni á los venezolanos no vecinos de la 
provincia, que los que se exijan á los naturales 
ó vecinos de la misma provincia, ni se hará nin- 
guna diferencia en la imposición de los derechos 
por razón de la naturaleza del contribuyente, sino 
por la clase de industria que ejerza. 

Art, 79 Todas las rentas provinciales, á excep- 
ción de las mencionadas en los artículos 11 y 12 
qaedan sujetas á contribuir al tesoro público con 
un 10 por ciento deducido sobre la totalidad de 
sus ingresos. 

Art. 89 Las rentas municipales se destinan al 
pago del' 10 por ciento del artículo anterior, á los 
preciaos gastos del despacho municipal, de la re* 
eaudaaien efe las rentas, de papel sellado para los 
Concejos, de alquileres de casas, de mantención 
de presos y presidiarios, pago de los administrado* 
ree y secretarios que gocen sueldo, viático y die- 
tas de los Diputados provinciales: & los gastos de 
la educación primaria, á la construcción y reparo 
de las cárceles» casas y demás edificios propios 
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de los pueblos: á todo lo que mire á la salubridad* 
comodidad y ornato de loa mismos; á la construc- 
ción y reparo de los caminos públicos, de la nave- 
gación de loe rios, y cuanto mire á la policía Urbana 
y rural, al establecimiento, conservación y mejora 
de los hospitales y lazaretos, entreunto el Congre- 
so da. una ley sobre arreglo de estos últimos esta- 
blecimientos : á las fiestas nacionales y de los pa- 
tronos : y al pago de las deudas que gravitan so- 
bre el tesoro municipal. Las Diputaciones provin- 
ciales con previo informe de los Concejos munici- 
pales, clasificarán anualmente la preferencia con 
que deban hacerse los gastos de este artículo. 

Art. 99 Las reñías de propiedades que respectiva- 
mente pertenezcan á los cantones, ciudades, villas 
ó parroquias deberán emplearse en beneficio de las 
respectiva» secciones propietarias. 

Art. 10. En la inversión de las rentas creadas 
por las diputaciones provinciales, satisfechos que 
sean los gastos comunes, se procurará que cada 
uno de los cantones sea beneficiado á proporción de 
lo que haya contribuido. 

Art. 11. Los proventos de I06 fondos destina- 
dos á objetos particulares, encomendados a las 
Diputaciones provinciales, que han sido incorpo- 
rados ó que se incorporen á las rentas municipa- 
les, serán precisamente empicados en su objeto 
por dichas corporaciones. 

Art. 12 LftH rentus establecidas por leyes ó 
decretos particulares pura objetos determinados, 
serán precisa y exclusivamente empleados según 
se exprese en las respectivas leyes ó decretos. 

ArU 13. Los gobernadores pasarán anualmen- 
te al Poder Fjecuiivo por conducto 'del Ministe- 
rio del Interior, un estado circunstanciado de las 
rentas y gastos de sus provincias, incluyendo ade- 
mas los correspondiente:* presupuestos, con cuyo 
objeto el Secn tario del interior Jes pasará los 
modelos necesarios, y este dará cuenta al Con- 
greso todos Íof años en la Memoria de su Depar- 
lamento, de ];:$ rentas y gastos de todas y cada 
una de ias provine is, siguiendo el año económi- 
co que actualmente rige en las rentas nacionales. 

Art. 14 Las diputaciones provinciales en su 
próxima reunión ordinaria, expedirán las orde- 
nanzas de iccaiidecion é inversión de las rentas 
municipales con arreglo á esta ley. 

Art. 15. Se deroga Ja ley de 27 de Abril de 
1830 sobre rentas municipales. 

Dada en Caracas á 3 de Marzo de 1846, año 
17 de la ley y 06 de la independencia. — El Pre- 
sidente, del Serado, Domingo Gvzman. — El Pre- 
sidente de l:i Cámara de Representantes, Fernán» 
do Olavarrítu — El secretario del Senado, José 
Ángel Fieirr.. — El secretario de la Cámara de 
Representantes, J. A. Pérez. 
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Caracas á 5 de Marzo de 1846» afio 17 de la 
ley y 36 de la independencia. — Ejecútese. — Car* 
los Soublette. — Por S. E. el Presidente de la Re- 
pública.— El Secretario de Estado en los Despa» 
chos del Interior y Justicia, Francisto Cobos 
Fuertes. 

RENTAS municipales. Derecho de puerto que 
forma parte de ellas. Véase Derechos de puer* 
to, núm. 59 del art. 8? 
RENTAS municipales. Véase Demandas en 
que tienen interés las rentas nacionales y mu- 
nicipales, Blanquilla y Cubagua¡ Mérida % D. 
de 17 deAbiilde 1839 y Suplemento á ren- 
tas municipales* 
RENTAS municipales. Ante quien prestarán 
el juramento sus administradores. Véase Pro* 
vincias, art. 116. 

RENTAS MUNICIPALES RESOLUCIÓN EJECUTI- 
VA pe 5 de diciembre de 1838 sebre el 10 
por ciento con que contribuyen al Tesoro. 

República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el Despacho de H aciend a *— Caracas Diciem- 
bre 5 de 1838, 9? de la ley y 26° de la inde- 
pendencia. 

Señor : el gobierno á consecuencia del oficio 
de US. de 5 de Noviembre ultimo número 59 re- 
lativo á que no se exija por ahorn a las rentas 
municipales de esa provincia la décima parte que 
conforme á la ley contribuyen al tesoro pu- 
blico, y que continúe observándose la resolución 
de 9 de Octubre de 1833 por la cual se ordenó la 
suspensión temporal de aquella cobranza, ha dis» 
puesto en esta fecha lo siguiente. No siendo fa- 
cultativo al gobierno contravenir á la ley de 5 
de Mayo último que en el $ l? del artículo 14 
previene que por las rentas municipales se sa« 
lisía ga á la tesorería la referida décima parte, 
desde 1? de Enero de 1839, deberá principiarse 
el efectivo y puntual entero de ella en la tesore- 
ría por las administraciones municipales de to- 
das las provincias, inclusas también aquellas & 
que se había hecho extensiva la concesión de 9 
de Octubre de 1633, respecto qte para el 19 del 
afio entrante han de estar en observancia' las 
nuevas tarifas provinciales con arreglo al artícu- 
lo 19 de Ja ley. La tesorería continuará suplien- 
do los gastos de que tratan los § 39 y 49 de la 
ley á aquellas provincias que por resoluciones 
vigentes Jos reciben de ella, en tanto que obteni- 
dos los datos á que se refiere el artículo *l7, ge 
acuerda lo conveniente" "La mencionada dáV « 
cima parte correspondiente al tesoro público de- 
berá deducirse antes de formarse los cálculos 
para la distribución del repto de la recaudación 
de las rentas municipales, cuya deducción han da 
tener presente y ordenarla las diputaciones y los 
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Sobiemos de provincia en el arreglo de los gastos 
dallados en los $§2, 3 y 4 del artículo 14 de la 
)ey. M Y lo traslado á US. para su inteligencia, 
cumplimiento y en contestación á su citado ofi- 
cio. 

Soy de US. muy obediente servidor.— 

G. Smilh. 
AJ señor Gobernador de la provincia de Mara- 
ca ib o. 

Es copia : Smith. 

RENTAS MDXICIPAI.ES. RESOLUCIÓN EJECUTI- 
VA de 24 de abril de 1845 estableciendo re- 
glas respecto al mismo 10 por ciento que cor- 
responde al tesoro. 

Secretaría de Hacienda.. 

Caracas Abril 24 de 1845, 16 y 35., 
Resuelto. — Apareciendo que la recaudación 
del 10 por 100 que las rentas, provinciales de- 
ben contribuir al tesoro- público, según la ley de 
27 de Abril de 1839, no se hace con la regula- 
ridad debida, bien porque los. administradores 
principales de rentas municipales no entregan 
oportunamente en Ihs oñcinas de Hacienda na- 
cional lo correspondiente al expresado 10 por 
100, ó bien porque no atendiendo á la terminan- 
te disposición del artículo 9? de aquella ley, que 
destina las rentas municipales al pago, en pri- 
mer lugar del 10. por 100 correspondiente al te- 
soro público, se ha intentado en alguna provin- 
cia dar preferencia á ciertos, gas tos locales con 
perjuicio del enteru dej mencionado 10 por 100 ; j 
y considerando que es un deber del Poder Eje 
cutivo hacer cumplir en toda la República la le 
de que se trata, y. asegurar al mismo tiempo e 
ingreso de las sumas que por esto respecto, per- 
tenecen á la Hacienda nacional, á cuyo .efecto se 
hace necesario, uniformar la practicaje las ofi- 
cinas por medio de reglas generales», se resuelve : 
los administradores principales de reñías muni- 
cipales, al formar en cida trimestre el .estado de 
rentas y gastos de su provincia que deben remi- 
tir á la Secretaría de lo Interior conforme al ar- 
ticulo 14 de la ley de 27de Abril de 1839 so- 
bre rentas municipales, harán la deducción del 
|Q por 100 sobre eJ producto de los ramos que 
están sujetos á esta contribución, y la suma que 
resulte por este respecto la aplicarán al tesoro 
nacional, pasando inmediatamente los fondos re- 
caudados á la Tesorería general, administración 
de aduana ó receptoría principal de papel, sella- 
do respectiva, junto con, una relación de los ra- 
mos contribuyentes,, del producto de cada uno 
dorante el trimestre. y de. la cantidad á que al* 
cansa el* lOpor lOOdela Nación; cuya rela- 
ción, autorizada en la forma de costumbre, ser- 
virá á las mencionadas oficinas para comprobar 
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la entrada del dinero en sus cajas. La autoridad 
civil encargada de pasar tanteo á las adminis- 
traciones principales de rentas municipales, ano- 
tará en el acia del primero que haga después del 
vencimiento de cada trimestre, en los- meses de 
Octubre, Enero, Abril y Junio, si se ha cumpli- 
do 6 no con la entrega de las cantidades corres- 
pondientes al 10 por 100 de la manera que aquí 
se previene, dando cuenta á la Secretaría de Ha- 
cienda de la falta, cuando la hubiere. Circúlese y 
publíquese.— Por S. E. — Manrique. 

Es copia. — Manrique. 
RENTAS municipales. Auxilio á las de cada 
provincia. Véase Suplemento. á las rentas muni- 
cipales. 

RENTAS MUNICIPALES. DECRETO DE 15 DE MA- 
YO de 1852 mandando admitir en compensa» 
cion de las cantidades que les debe el Tesoro el 
10 por ciento con que contribuyen a él. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Considerando ; 
Que el Tesoro nacional es deudor á algunas 
provincias por. suplementos en la pasada re- 
volución. 

Decretan-: 
Art. único. Sin^erjuicio de colocar en. el. pre- 
supuesto de gastos públicos la suma necesaria 
para el pago de la cantidad total debida á diferen- 
tes provincias, por suplementos al Tesoro públi- 
co, según lo permitan las circunstancias, se ad- 
mitirá en compensación en las provincias respec- 
tivas el diez por ciento que sus cajas han de abo- 
nar 6 la nación conforme á la ley, hasta la total 
solución de los respectivos créditos. 

Dado en Caracas. & 12 de Mayo de 1852, año 
23 de la ley y 42 de la independencia. 

El Presidente del Senado, Simón Planas. — 
El Presidente de la Cámara de Representante?, 
José Silverio González. — El Secretario del Sena- 
do, José Ángel Freiré. — E| Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, X Padilla. 

Caracas, Mayo 1-6 de 1852, año 23 de la ley y 
42 de la independencia. 

Ejecútese. — J. G. Monágas. 
Por S. E.— El Secretario de Estado en el Des-, 
pacho de Hacienda, 

Pedro O. GeUineau. 

RENTAS MUNICIPALES. RBSOLUOION BJBOVHr 
VA DI 9 DI 8BT1EKBRB DB 1862' dUponUñd* 

el modo de cumplir la ley anterior* 

República de Venezuela.— Secretaria de Estado en el D 
de Hacienda,— Sécakm quinta.— Circular. 

Caracas, Setiembre 9 de 1852, 23 y 42. 

Sr. Gobernador de la provincia de.... 
Dispone S. E. el Poder Ejecutivo : que para el 
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pago de las cantidades que el Tesoro nacional 
deba á las provincias por los suplementos que hi- 
cieron al Gobierno en los arlos de 48 y 49 para 
atender á los gastos de la guerra, y cuyas su- 
mas se mandan indemnizar á aquellas, admitien- 
do en compensación el diez por 100 que las cajas 
municipales han de abonar á las nacionales, se- 
gún el decreto de 16 de Mayo último, se observe 
lo siguiente : 

La provincia que sea acreedora, ocurrirá por 
conducto de su Gobernador ala Tesorería gene- 
ral con una certificación del Aministrador princi- 
pa] de rentas municipales en que se exprese con 
copia del asiento de las partidas de los libros res- 
pectivos la cantidad adeudada, para que en su 
vista forme aquella oficina la liquidación corres- 
pondiente. 

Hecha la liquidación por la Tesoiería, se 
acompañará con una petición del Gobernador ai 
Ministerio de Hacienda para que este libre las 
órdenes correspondientes, á fin de que tenga efec- 
to la compensación que se previene por el decreto 
de 15 de Mayo citado. 

Lo comunico á US para su inteligencia y cum- 
plimiento. 

Soy de US. atento servidor. — Pedro C. 
Gellineau. 

Es copia. — Gellineau. 
RENTAS municipales. Funciones de los Go- 
bernadores sobre ellas. Véase Provincias 
art. 17. 
RENTAS municipales. Exención de su pago 
á favor de los establecimientos mercantiles 
industriales que *e sitúen en el trayecto que 
separa Jas poblaciones de Acarigua y Araure. 
Véase División territorial, D. de 27 de Mar- 
zo de 1851, art. 3? 

RENTAS MUNICIPALES. RESOLUCIÓN EJECUTIVA 

de 14 de febrero de 1853 declarando la exen- 
ción á que se ton trae el artículo anterior. 

Secretaría del Interior,— Sección tercera. 
Caracas, Febrero 14 de 1853. 

Resuelto. — Dígase al Gobernador de la Por- 
tuguesa. 

Los especuladores de carne, así como cualquie- 
ra otro industrial que se sitúen encasas que estén 
construidas, c que se construyan en el trayecto 
que cenara las poblaciones de Acarigua y jferau» 
r* r «atan exentos & pagar el derecho municipal 
por el término do seja afios, según se dispone por 
el decreto legislativo de 27 de Mayo de 1861. 

Así ha resuelto el Poder Ejecutivo te consulta 

qne US. ha hecho á excitación de la Diputación 

de esa provincia, y á que se refiere su nota de 29 

de Noviembre del ario próximo pasado, número 159. 

Soy &.— -Por S. E Yépes, 
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RENTAS MUNICIPALES. DECRETO DE 1 1 DE 

abril de 1854 proro gando por seis años des- 
de esta fecha, la exención á que te refieren ¡os 
dos artículos anteriores. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso» 

Considerando : 
Que es conveniente promover el desarrollo de in- 
dustria y aumento de población en el trayecto que 
separa las dos poblaciones de las parroquias de 
Acarigua y Villa de Araure, que hoy juntas 
forman la ciudad de este último nombre, según el 
decreto legislativo de 27 de Mayo de 1851, y que 
el término de seis arlos por el cual se declararon 
exentos de derecnos municipales los establecimien- 
tos industriales 6 mercantiles que se situasen en 
el referido trayecto, fué corto para el objeto que 
se propuso el Congreso. 

Decretan : 
Art. único. Los establecimientos industriales 6 
mercantiles que se hallan situados ó que se situa- 
ren en el trayecto que separa las dos poblaciones 
de Acarigua y Araure, estarán exentos de todo 
derecho municipal por siete afios mas contados 
desde la fecha de este decreto. 

Dado en Caracas, á 4 de Abril de 1854, afio 25 
de la ley y 44 de la independencia. — El Presiden- 
te del Senado, Rafael Henriquez.— El Presidenta 
de la Cámara de Representantes, José A. Fernán- 
dez.— El Secretario del Senado, J. A. Pérez— 
El Secretario de la Cámara de Representantes, 
Padilla. 

Caracas, 11 de Abril de 1854, año 85 de la ley 
y 44 de la independencia.— Ejecútese.— J. O.Mo- 
nágas.— Por S. E. el Presidente de la Repúbli- 
ca.— El Secretario de Estado en los Despachos del 
1 Interior, Justicia y Relaciones Exteriores, 
Simón Planas. 

RENTAS MUMC1PAL1S. decreto de 15 de abril 
de 1854 eximiendo del pago de todo derecho de 
esta especie por ocho años la empresa de va- 
pores del lago de Maracaibo. 
£1 Senado y Cámara de Represen Un tes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 
Vista la representación de Franklin C. Gillet 
empresario de la navegación por vapores del la- 
go de Maracaibo y sus rios tributarios, solicitando 
se le exima de toda contribución municipal, y 
'Considerando ; 

19 &uese harta muy adelantada la empresa 
de navegación por vapores rfetTago <fe XfafacaioQ 
y sus ríos tributarios, para lo cual se concedió 
privilegio á Franklío C Gillet por decreto de I? 
de Mario de 1853, y 

20 Que Achicado el Congreso procurar por 
todos los inedkwi que estén á su alcance favorecer 
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y fomentar la industria nacional, y siendo la em- 

Sresa de vapores enunciada uno de loa mas po- 
eroaoa estimula al efecto, es conveniente remo- 
ver en cuanto sea posible todos los obstáculos 
que interrumpan su desarrollo y perfección. 
Decretan : 
Art 1? La empresa de vapores del lago de 
Maracalbo y sus ríos tributarios, desempeñada 
por Franklin C. Gillet según privilegio que goza 
por decreto de 19 de Marzo de 1853, queda exen- 
ta desde la publicación del presente de todo im- 
puesto y contribución municipal por el término 
de ocho afios. 

Art 29 Se proroga al empresario por dos me- 
ses mas el término que se le concedió por el artí- 
culo 29 del decreto de privilegio para el estable- 
cimiento del segundo de los vapores de la empre- 
sa. 

Dado en Caracas, á 10 de Abril de 1854, 'alio 
25 de la ley y 44 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, francisco Balbuena. — El 
Presidente de la Cámara de Represe n tan tes. Lt san* 
dro Ruedas* — El Secretario del Senado, R. Ira- 
zábal. — El Secretario de de la Cámara de Repre- 
sentantes, J. Padilla* 

Caracas, Abril 15 de 1654, afio 25 de la ley y 
44 de la independencia. — Ejecútese. — J. 6?, Mo- 
nagos. — Por S. E. — El Secretario de E. en el D. 
de Hacienda, Pió Cebállos. 

RENTAS municipales. Deber de entregar al 
Tesorero de la junta superior de abolición de 
la provincia de Caracas el diez por ciento con 
que contribuyen al Tesoro, no obstante el § 
19 del art. 14* de la ordenanza de 4 de Diciem- 
bre de 1862. Véase Libertad de esclavos, R. 
E. de 6 de Junio de 1864. 

RENTAS municipales. Máximum con que po- 
drán gravarse á favor de ellas las industrias 
privilegiadas. Véase Patentes de industria* 
&, art* 11. 

RENTAS municipales. Exención de todo de- 
recho de esta especie á favor de las empre- 
sas de ferrocarriles. Véase Ferrocarriles. D. 
de 16 de Abril de 1864, art- 28 y 30. 

REATAS MTBUOIFALE8. DECRETO DE 14 D£ 

mabzo de 1866 favoreciendo con la exención 
de ciertos derechos la fabricación de casas a\ 
teja en la ciudad de Barínas. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Con- 
greso, 

Considerando : 
1? Que el estado de ruina á que se halla re- 
ducida la capital dé la heroica provincia de Ba- 
rínas es debido á los desastres que sufrió dicha 
pobladon durante la guerra de la independencia. 
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2° Que los frecuentes incendios han contri- 
buido no poco á la destrucción de la capital in- 
dicada que por unos y otros motivos bien mere- 
ce la protección nacional ; y 

3? Que esta puede llevarse á cabo por medio 
de una medida poco gravosa al Tesoro y que 
puede producir prontos y favorables resultados. 
Decretan : 

Art. 19 Todo el que fabrique edificio de teja 
en la ciudad de Barínas, en los cuatro afios que 
principian á correr desde la publicación del pre- 
sente decreto, al dedicarlos á usos mercantiles 6 
industriales, quedará exento por diez afios del 
pago de derechos municipales correspondientes 
al establecimiento. 

Art. 29 La Diputación provincial, dictará los 
reglamentos, y sefi alará las formalidades nece- 
sarias para el goce de la exención. 

Dado en Caracas, á 8 de Marzo de 1855 afio 
26 de la ley y 45 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Manuel Amador.— El Pre- 
sidente de la Cámara de Representantes, Eu- 
genio A. Rivera, — El Secretario del Senado, J. 
A. Pérez. — El Secretario de la Cámara de Re- 
presentantes, J- Padilla. 

Caracas, 14 de Marzo de 1855, afio 26 de la 
ley y 45 de Ja independencia.— Ejecútese.— (Fir- 
mado,) — José T* Monagos.. 

Por S. E. el Presidente de la República. — El 
Secretario de Estado en los Despachos del In- 
terior, Justicia y Relaciones Exteriores. (Fir- 
mado.) — Francisco Aranda. 

Es copia. — Aranda. 
RENTAS de las universidades. Véase Ins- 
trucción pública, h. 13. 

RENTAS DK LAS FABRICA8 DE LAS IGLESIAS. 

Véase Mayordomeas de fábrica. 

RENUNCIAS y excusas de senadores, re- 
presentantes Y DIPUTADOS provinciales. 
Véase Elecciones, L. 6<*, art 49 al 6? y su §• 

RENUNCIA de empleados municipales. Véa- 
se Provincias, art 71 y Gobernadores. R. E» 
de 8 de Mayo de 1854. 

RENUNCIAS y excusas de empleados muni- 
cipales. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 26 DE 

agosto de 1840 declarando que los Goberna» 
dores deben oir precisamente, para su admi- 
sión^ el informe del respectivo Concejo mu* 
. nicipal, aunque sin estar obligados á seguirlo* 

República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en los Despachos del Interior y Justicia. — Sec- 
ción 3a— Caracas 26 de Agosto de 1840. 11? 
de la ley y 30 a de la independencia. — Núme- 
ro 617. 

SeYor Gobernador de Herida. 
Enterado el Gobierno de la consulta que U& 
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hizo en oficio 3 de Junio último, número 58, ha 
resuelto con esta fecha lo siguiente : 

" Por el artículo 71 de la ley orgánica de pro- 
vincias los gobernadores deben oír previamente 
el informe de los concejos municipales respecti- 
vos para aprobar 6 no la excusa presentada por 
uno de los empleados á que se contrae dicha 
disposición ; pero no están obligados diches 
magistrados á adherirse al informe de aquellas \ 
corporaciones : pueden disentir y su resolución ; 
debe ejecutarse." 

Soy de US. atento servidor.— Ángel Quintero, j 
RENUNCIAS y excusas de jueces de parro- 
quia. Su decisión corresponde á los Goberna- ¡ 
dores. Véase Gobernadores, R. £, de 8 de Ma- 
yo de 1854. (*) 
RENUNCIAS y excusas de jueces antes de 
parroquia t hoy db cantón. Véase Jueces 
de parroquia, qué debe observarse por asimila- 
ción á los extinguidos alcaldes. 
RENUNCIAS y excusas de tos empleados de 
hacienda. Decreto ejecutivo de 5 de octu- 
bre de 1831 estableciendo reglas para ellas, 
y prohibiéndoles su separación mientras no 
sean sostituidos. 
Diego Bautista Urbaneja, Vicepresidente de la 
República, encargado del Poder Ejecutivo, 

&c. &c. &c. 
Siendo una de las atribuciones constitucionales 
del Ejecutivo nombrar para todos los empleos ci- 
viles, militares y de hacienda : correspondiéndole 
por consiguiente la admisión de las renuncias ; y 
notándose que algunos empleados pretenden de- 
samparar sus plazas, sin aguardar aquellas resul- 
tas, de donde se originan al Estado perjuicios de 
bastante consideración, decreto. 

1^ Los empleados de hacienda que renuncien 
sus destinos lo harán en forma ante el Gobierno, 
bien directamente, si son jefes, ó bien por el con- 
ducto de estos si son subalternos. 

2® El renunciante está obligado á continuar 
sirviendo su plaza hasta que Te sea admitida la 
renuncia, se le nombre el sucesor y tome este po- 
sesión bajo las ritualidades proscriptas. 

39 Los que en contravención del presente de- 
creto desamparen sus plazas, serán responsables 
de los darlos y perjuicios que por su conducta 
irroguen al Estado, 

49 El Secietario de Estado en el Despacho de 
Hacienda queda encargado de la ejecución de es- 
te decreto. 
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(*) Reproducimos en este lugar lo que dejamos ex- 
puesto en la nota á "Jueces de parroquia," con referencia 
a la insubsistencia de lo que en ti Tomo 1P, pág. 330, col. 
2. lín. 16 á 25 sentamos respecto de ser los concejos mu- 
nicipales los qae debían decidirlas, pasados los primeros 
ooho dias después del nombramiento. Véase. 



Caracas á 5 de Octubre de 1831, 2.° y 21. Fir- 
mado, Diego Bautista Urbaneja. — Por 8. E— 
£1 Secretario de Estado en el Despacho de Ha- 
cienda, Santos Mickelena. 

Es copia. Mickelena. 
RENUNCIAS t excusas de los empleados de 

HACIENDA Y DEMÁS RAM08. RESOLUCIÓN EJE- 
CUTIVA DE 22 DE NOVIEMBRE DE 1835 SObrc lo 

mismo que la anterior, pero extensiva á todos 

lo* empleados ; y aun al caso de haber termt* 

nado el período constitucional 

República de Venezuela. 
Secretaría del Interior. — Sección central. — Ñuife 

584. — Circular. 

Caracas NoVleiribre 22 de 1835, 6.° y 36. 
Al sefior Gobernador de.-..- 

Notando el Gobierno, que sucede frecuente- 
mente, con grave .perjuicio de la administración 
de los negocios públicos, que un empleado, al re- 
nunciar el destino, 6 al cumplirse el término por 
el cual ettá obligado á servirlo, se separa de su 
ejercicio sin esperar la admisión de la renuncia, 
nombramiento de sucesor y posesión de este, f 
creyendo, que debe impedir que continué y se es- 
ta bleza, como práctica, tan perjudicial abuso, ha 
tenido á bien resolver : que por este Despacho se 
circule la presente disposición á todos los emplea- 
dos de la República, cuyos títulos se refrendan 
por él, para que en adelante, ninguno se separe 
del ejercicio de las funciones de que se haya he* 
cho carpo, al aceptar el destino, hasta que, nom- 
brado el sucesor, tome posesión, con el juramen- 
to legal y entrega correspondiente del archivo y 
demás que corresponda ; en el concepto de que* 
aquellos empleados que tengan período designan- 
do por la ley y sucesor inmediato, llamado por 
ella i la interinaría, aunque no tenga noticia del 
nombramiento de sucesor, no deben separarse si- 
no dando posesión al interino llamado por la ley. 

Lo comunico á US. para su inteligencia y fi- 
nes consiguientes. 

Soy de US. atento servidor. 

(Firmado) J. 8. Rodríguez. 

RENUNCIAS Y EXCUSAS DE LOS *UNCÍO&ARIOS 
DEPENDIENTES DEL PODER EJECUTIVO. RESOLU- 
CIÓN EJECUTIVA DE 17 DE ABRIL DE 1862 CS- 

• tableciendo cierta formalidad para su dirección 

al Gobierno. 

Secretaría del Interior. — Sección tercera. 
Caracas, Abril 1? de 1852. 

Rtsvello* — Habiéndose presentado ya el caso 
de que un funcionario público dependiente deJ.Po* 
der Ejecutivo ha hecho renuncia de su destino, y 
que, admitida esta, haya manifestado serle sorpren- 
dente tal admisión, pues que no ha dado aquel 
paso, al propio tiempo que el Gobierno ha encon* 
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ttado compÍeta~Bemejan*a énfte la'firma que auto- 
riza la renuncia y átate comunicaciones oficiales y 
particulares que del mismo érapleaflo existen en 
este Ministerio, l y <jue tientfotros fundamentos que 
le dan la conciencia de ter cierta aquella ; y cón- 
sideretído S. E. que pueden "repetirse hechos de 
esta naturaleza, bien porque én medio de los in- 
tereses encontrados de partido se forje á nombre 
de cualquier empleado una renuncia del destino 
<|ue desempeña, procurando por éste medio sus 
antagonistas alejarlo de un punto cb que rió con- 
viene a sus miras, 6 bien porque al contrario pue- 
de dirigirse en efecto una renuncia, y arrepentido 
después el Funcionario, ó hecho arrépentir por sus 
partidarios, ocurra luego manifestando que la tai 
renuncia no es Verdadera, poniendo en ambos 
caaos al Gobierno Sur remo en gran conflicto para 
poder resolver, S. *E. dispone: que para evitar 
semejantes hechos punibles, y prevenir en tiempo 
las funestas y trascendentales consecuencias que de 
esto pueden origíname, se observe como regla 
general lo siguiente. 

'< Todo funcionario público de nombramiento 
del Poder Ejecutivo, cuya residencia sea fuera de 
la capital de la República, que quiera hacer re- 
nuncia de su destino, se dirigirá con el pliego 
que la contenga al Administrador de correos del 
lugar para que se lo certifique, en el concepto de 
que las que vengan sin este requisito no se ocupa, 
ra el Gobierno de considerarlas y resolverlas. 

Comuniqúese á quienes corresponda y publt- 
quese. 

Por S. E.— Herrera. 
RENUNCIAS y escusas. Por qné causal, y an- 
te quién deberá hacerse la del destino de miem- 
bro de las junta* de abolición de la esclavitud. 
Véase Libertad de esclavos, R. E. de 20 de 
Junio de 1664. 
REOS prófugos. Véase Extradición de reos. 
REPRESAS marítimas. Véase Presas maríti- 
mas* 
REPRESENTACIONES. Libertad para hacer- 
las al Congreso y demás autoridades. Véase Dis- 
posiciones generales constitución ales, *tU 103 
REPRESENTACIONES. Seilo en ove se ex- 
tenderán las que se dirijan áfos tribunales, y 
otros funcionarios ; y devolución de las que no 
estén en él. Véase Papel sellado, art. 8, 10 y 16. 
REPRESENTACIONES. Véase Solicitudes, 
REPRESENTANTES. Véase Camarade Re- 
presentantes. Senadores y Representantes, y 
Abogados* art 21 y su §. 
RESGUARDO terrestre. Véase Aduana, art. 
3, 5, 16 y 16, 19 al 23, 30, 31 y 36, é lmpor- 
tocio», arUl, 11, 12 y 1?. 
RESGUARDO terrestre. Número de eela- 
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dores, yogas fe, que deberá tener el de Cu- 
maná. Véase Aduana de Cumaná, R. E. de 
30 de Julio de 1856. 
"RESGUARDO *crrbstri£ Aumento de un ca- 
*bo y cuatro celadores, en el de la aduana de 
Máracaibo. Véase Aduana de Maracaibo, R. 



E. de 2 de Noviembre de 1855. 
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ftESGÍtfARDO tfERRE&RE. Resolución ejecu- 
tiva de 19 de BiÍERO de 1856 disponiendo 
que sus empleados alternen en sUs funciones. 
Secretaría de Hacienda^Seccion segunda. 
Caracas, 19 de Enero de 1866. 

Séhor Administrador de la aduana de 

Resuelto. — Dígase en circular á los señores 
Administradores de aduana. 

TJotíverfdido el Gobierno de la mayor utilidad 
que reportarían las rentas nacionales haciendo 
que los empleados en los resguardos de las adua- 
nas turnen en el servicio que deben prestar con- 
forme A la ley, se ha servido disponer que los ca- 
bos, celadores y demás empleados del Resguar- 
do, se remuden cada dia si fuere posible, ó én pe- 
ríodos de seis dias ajuicio del respectivo Ad- 
ministrador. 

Soy de U. atento servidor.-— J. Gutiérrez. 
RESGUARDO marítimo, ley de 11 de ma- 
to dé 1854 creándolo — que reforma la de 10 
de Mayo de 1843, p. 40 del cuaderno de ese 
ano y 5&Í número 508 del cuerpo impreso en 
1851— que reforma la de 18 de Mayo de 163? 
p. 39 ael 'cuaderno dé ése año, y 2d2, número 
304 del cuerpo de 1851 — que reforma la de 
24 de Abril de 1833, p. 192 del cuerpo com- 
prensivo de ella, y 119, número 149 del de 
1851. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Con- 
greso. 

Decretan: 
Art. 19 Se establece un resguardo marítimo 
para celar y perseguiré! contrabando en todas 
las costas de la República. 

Ait. 29 Constará este resguardo de embarca- 
ciones propias para el servicio que deben pres- 
tar. 

Art. 39 Cada uno de estos guarda-costas ten- 
drá un capitán patrón y el número correspondiente 
de marineros. 

Art. 49 El Poder Ejecutivo destinará estas 
embarcaciones £ prestar sus servicios sobre las 
costas, bajo la dirección y responsabilidad de las 
respectivas aduanas, sfetido los jefes de estas, los 
inmediatamente obligados á vigilar sus operacio- 
nes y movimientos, de tal manera que sean pun- 
tualmente cumplidos esta ley y los reglamentos 
que se expidieren para su ejecución^ 
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Art. 5? Los guarda-costas registrarán constan- 
femenil todos los puertos no habilitados y de- 
más puntos de la costa donde pueda introducir- 
se contrabando- 

Art. 00 Deberán los capitanas de los guarda- 
costas conducir al puerto habilitado mas inme- 
diato. 

19 Los buques extranjeros que encuentren en 
puertos no habilitados para el comercio, y que 
tengan á bordo mercancías, frutos q produccio- 
nes. 

t¿9 Los buques nacionales que encuentren en 
puertos no habilitados para el comercio, desem- 
barcando mercancías cuyos derechos no se acre- 
dite haber sido satisfechos con el certificado de 
la Aduana del puerto de donde las exportaron. 

39 Los buques nacionales que encuentren em- 
barcando mercancías extranjeras en puertos no 
habilitados para el comercio, 

49 Los buques nacionales ó extranjeros que 
naveguen de un puerto habilitado á otro, ó de 
un puerto habilitado á un punto de la costa, 
con cargamento sin llevar certificación de la 
Aduana que ha debido despacharlo?, y los que 
naveguen de nuestras costas á cualquier puerto 
extranjero, con cargamento ó sin él, no llevando 
los documentos que acrediten haber sido despa- 
chados por alguna Aduana. 

Art. 79 Siempre que haya de conducirse un 
buque á un puerto por alguna de las causas ex- 
presadas en el artículo 69, el capitán del guar- 
da-costa con tres marineros formará una rela- 
ción del procedimiento, expresando los motivos, 
cuya relación se remitirá por el Administrador 
de Aduana al tribunal competente de la provin- 
cia para que siga la causa con arreglo á las le- 
yes. £1 Ai) ministrador dará cuenta a la Secre- 
taría de Hacienda por el próximo correo, con 
copia de dicha relación. 

Art. 89 Los capitanes de guarda-costas serán 
obligados á indemnizar los perjuicios que oca- 
sionaren por el abuso de sus funciones. Si tole- 
raren que alguno ó algunos de su tripulación ha- 
gan el contrabando, ó lo hicieren ellos mismos, 
perderán el empleo, y serán condenados á la pe- 
na de cuatro á seis años de presidio. Los indi- 
viduos de la tripulación que incurrieren en el 
propio delito, sufrirán la pena de dos á cuatro 
afios de presidio. 

Art. 99 Los sueldos de estos empleados se- 
rán los siguientes : 

Cada capitán patrón, cuarenta posos mensua- 
les. Cada marinero, de 15 á 20 peses. 

$ único. Recibirá ademas ruda cu pitan patrón 
dos raciones diarias, y cada marinero una, como 
los individuos de la armada. 
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Art. 10. Todos los empleados en el resguar- 
do marítimo tienen derecho al goce de inváli- 
dos, en los mismos casos* y con las mismas fbr» 
malidades establecidas por la ley para la marina 
de guerra. 

Art II. Se autoriza al Poder Ejecutivo para 
destinar al servicio del resguardo marítimo, los 
buques de guerra armados que no estén ocupa* 
dos en el servicio militar, debiendo recibir en- 
tonces los comandantes las órdenes necesarias 
de la Secretaría de Hacienda para el celo y per* 
secucion del contrabando* 

Art 12. Para los gastos del resguardo marí- 
timo creado por esta ley, inclusive 7a compra de 
embarcaciones, podrá disponer el Poder Ejecu- 
tivo de la suma que con tal objeto decrete anual* 
mente el Congreso. 

Art. 13. El Poder Ejecutivo impondrá á Jos 
guarda-costas todas las obligaciones necesarias 
para la regularizacion de sus procedimientos, per- 
secución y aprehensión de los contrabandos : y 
dictara ademas todos los reglamentos é instruc- 
ciones que exija la cumplida ejecución de esta 
ley, dando cuenta á la próxima legislatura. 

Art. 14. Se deroga la ley de 19 de Mayo de 
1843. 

Dada en Caracas, á 6 de Mayo de 1854, año 
25 de la ley y 44 de la independencia, — El Pre- 
sidente del Senado, Francisco Balbuena.*>—J£\ 
Presidente de la Cámara de Representantes, L. 
Ruedas.— El Secretario del Senado, J. 4* Pé- 
rez. — El Secretario de la Cámara de Represen- 
tantes, J. Padilla. 

Caracas, Mayo 11 de 1854, afio 25 de la lev y 
44 de la independencia. — Ejecútese.—/. G. Sto» 
nagas. — Por S. E. — El Secretario de Estado en 
el Despacho de Hacienda, P* Cebállos. 

RESGUARDO marítimo, deckbtq bjwotivo 
de 20 de mato DE 1854 reglamemióndo la ley 
anterior. 

JOSÉ GREGOBIO MONAQAS 

Genera] en Jefe, Presidente de la República dé 
Venezuela, &, &, &• 
En ejecución de la ley de 1 1 del corriente so- 
bre resguardo marítimo. 

* Decreto : 

Art. 19 Se pondrá Alas órdenes de cada, una 
de las aduanas de la República, una embeftiaoqB 
propia para la persecución del contrabando, ai 
mando de un capitán patrón, con ocho hombree 
de tripulación y el armamento correspondiente. 
Art. 29 Estas embarcaciones, sus pa troné* y mari- 
neros dependerán inmediatamente dfi la Aduana a 
que se les destine ; y en cumplimiento da las ins- 
trucciones que se les 



comuniquen, recorrerán 
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mnstantemente los puertos, balito, golfas, islo- 
tes &, déla respectiva jurisdicción. 

Art. 39 Los guarda-costas que hoy tiene el 
Gobierno se destinan por ahora. 

Al servicio de la Aduana de GQiria, el falucho 
*• Bolívar," 

Al servicio de las Aduanas de Pampatar y Juan 
Griego, y bajo la dirección de la primera, el fa- 
1 ucho " Genera I Mona gas. " 

Al servicio de la Aduana de Carupano el falu- 
cho •• Oriente." 

Al servicio de la Aduana de Barcelona el fa- 
lucho ••Nepiuno." 

Al serrkio de la Aduana de Puerto-Cabello el 
falucho "Zulia." 

Al servicio de la Aduana de Coro, los faluchos 
''Maracaibo y Orinoco." 

Al servicio de la Aduana de Maracaibo, el fa* 
lucho "Neverl." 

Art. 49 Las demás aduanas promoverán ante 
la Junta de Hacienda la construcción ó compra de 
la embarcación ó embarcaciones que estimen mas 
convenientes para el celo y vigilancia de sus cos- 
tas ; y propondrán al Gobierno los medios mas 
fáciles y expeditos, á fin de que se les provea in- 
mediatamente. 

Art. 59 Las administraciones de Aduana pro* 
pondrán al Gobierno personas idóneas y de su 
confianza para el destino decapitan patrón é in- 
dividuos de tripulación. 

Ar. 69 Los mismos administradores están en 
el deber de dirigir y vigilar las operaciones y mo- 
vimientos de los guarda-costas, de cuidar asidua- 
mente de la conducta oficial de sus empleados, 
para impedir que abusen de sus funciones y que 
inviertan el tiempo en ocupaciones distintas de 
sus deberes ; y de promover, si llegare el caso, 
la destitución de los que usen mal de su oficio, y 
el enjuiciamiento de los que sean acreedores a 
otras penas según sns faltas. 

Art 79 Las instrucciones que comunique 1 1 
Secretaria de Hacienda y las demás disposiciones 
que dicte el Gobierno, les serán comunicadas á 
los capitanes de los guarda-costas por el órgano 
de las aduanas; y por este conducto representa- 
rán cuanto conduzca al mejor desempeño de sus 
deberes y a la puntual observancia de 1k ley y re- 
solufckmes consecuentes. Por el mismo órgano 
dirigiré» loe pedidos neecsarice para la repare* 
clon, «Bj**eTvscion y entretenimiento del buque, 

Art 89 Loe empleados del resguardo marítimo 
disfrutarán de loa «neldos y raciones siguientes: 
Cada capitán patiua, cuarenta pesos menauafos ; 
cada marinero quince pesos mensuales : dos Mrr 
clones diarias los primeros y una cada marinero* 
como los individuos de la armada. 
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Art 99 Por el Ministerio de Marina se ex- 
pedirán las órdenes oportunas para que se pro- 
vea á los guarda costas del armamento y pertre- 
chos que deban llevar para el servicio á que se 
destinan. 

Art. 10. Cuando los administradores de Adua- 
na dirijan las falúas de su dependencia á recorrer 
los puertos, bahías, golfos &, de su respectiva ju- 
risdicción, procurarán que las instrucciones que 
lleven, guarden completa inteligencia y armonía 
eon el servicio de los guarda-costas, auxiliándose 
mutuamente en los caeos que puedan ocurrir. 

Art. IJp Lo mismo sucederá cuando el Gobier- 
no en virtió" del artícelo 1 1 de la ley, destine los 
buoues de guerra ai servicio de guarda-costas. 
Si llegare este caso, por el Ministerio de Hacien- 
da se expedirán las instrucciones convenientes, 
siempre en consonancia con las que las aduanas 
hayan comunicado á los de su dependencia, para 
lo cual cuidarán de pasar copia al propio Minis- 
terio. 

Art. 12. £1 Secretario de Estado en el Despa- 
cho de Hacienda queda encargado de la ejecución 
de ec¿e decreto. 

Dado: firmado por mí, sel'ado con el sello del 
Poder Ejecutivo, y refrendado por el Secretario 
de Hacienda en Caracas, á 20 de Mayo de 1854. 
J. G. Monágas, 
Por S. E. — El Secretario de Estado en el Des- 
pacho de Hacienda, P. Cebollas. 

Es cooia, Cebállos 
RESGUARDO marítimo resolución eject- 
TIVa db 15 de octubre de 1840 determinan- 
do las penas correccionales á que están suje- 
tos sus empleados. 

Secretaría de Haci*nda%— Caracas, 15 de Octu- 
bre de 1840. 119 y 309 

No existiendo una ley en Venezuela que impon- 
ga pecas a l'is cabos, celadores y bog\s del res- 
guardo de las aduauas por las faltas y excesos que 
cometan en los actos del servicio, y atendiendo á 
la urgencia del remedio que exigen la insubor- 
dinación, negligencia y abandono con que se con- 
ducen algunos de estos empleados, pudiendo cau- 
sar con tan ifregakhr conducta graves detrimentos 
al erario, «i Gobierno con acuerdo de su consejo, 
y mientras se efcpMe por el Congreso, á quien se 
dará cuenta en su prtattoa reumon,una ley so- 
bre resguardos que comprenda laé penas oftrrefe- 
etohalea á <£*• debe* estar sometidos sus emplea- 
dos, tesuefre t quttmftctoU* fakas 6 excesos dé 
louMtoft,'«éM»l*yto|fsv<fel resguardo de fe» 
aduana* see* o> ttiíatusaleEa grate* que- hayan 
tt*ide>4 ©«dieran haber traído perjuicios al era* 
rio, 110 solo pueden loe administrador»» separar- 
los de sus destinos, sino que con las pruebas del 
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delito cometido deben entregarlo*, al, poder judi- 
cial para que sean juzgados, y castigados confor- 
me á las leyes comunes, y con repecto á aquellas 
fallas. leves que ajuicio» de Jos. mismos adminis- 
tradores no merezcan la separación, ni enjuicio, 
pueden muy bien corregirlas siiMaljrse de los lí- 
mites de sus, facultad es legajes, ya. recargando el 
trabaja i. aquallos.que hayan incurrido ,en la falta, 
ya destinándolos á aquellos servicios tenidos por 
mas penosos. Y para que tenga efecto esta resol u - 
lucion, comuniqúese y circúlese á quienes corres- 
ponda. — Por 8. E.— Hmith. 
RESGUARDO marítimo, ley de T^b karzo 
de 1846 mandando construir dos vibres para 
este, servicio. 
fEl Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos, en .Congreso*. 

Excretan,: 
Art. 1 o El Poder Ejecutivo dispondrá desde lue- 
go la construcción en Maracaibo de dos vapores 
de Ja solidez y dimensiones necesarias al fin A que 
se destinan por la presente ley. 

Art. 2? Para los efectos del artículo anterior, 
el Poder Ejecutivo podrá hacer venir del extran- 
jero el constructor y las máquinas que fueren ne- 
cesarias. 

Art. 39 Solo en el caso de que los.vapores.no 
puedan construirse en el pais de la manera con- 
veniente, el Poder Ejecutivo podrá- disponer su 
compra ó construcción en eL. extranjero». 

Art. 49 Ademas délos fondos ya destinados en 
el artículo 39 del. presupuesto del año económico 
corriente, se apropiarán para los ñnes de estajey 
hasta sesenta mil pesos del tesoro público. 

Art. 59 Concluidos que estén los dos vapores, 
el Poder Ejecutivo procederá sin demora, en uso 
de la facultad que le dan las leyes, á establecer el; 
resguardo marítima y paquetes del modo que lo 
crea mas ventajoso. al servicio publico. 

Ait. 69 El Poder Ejecutivo dará cuenta espe- 
cial al Congreso en su próxima reiwaiou.de cuan- 
to haga por virtud de Ja presente ley. * 

Dada.en Caracas, á 4 de Marzo de 1846, alio 
17 de U ley y 36 de la independencia.— El Pre- 
sidente del Senado, Domingo Gh*zman<r-Q\ Pre- 
sidente de la Cámara de Representantes, ftr> 
nando Olavarría<—E\ Secretario, del Senado, 
José Ángel Freiré.— El Secretario de la Gámara 
4e Representar tes, J. A¡ Pérez* 

Caracas, 7 de Marco.de 1 9 16, a&ol7de JaJey 
y 36 de la independencia.— Ejecútese.— Carta* 
Soublctte* — Por S. E. — Juan Manuel Manrique. 
RESGUARDO marítimo. Forma en que de- 
ben extenderse los títulos de sus empleadas* 
Véase Títulos de -celadores, cabos, patrones^ 
JÉffuo, y boga*. 
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RESGUARDO marítimo, resolución ejecu- 
tiva d.e 1? pe junio de 183p arreglando la. 
porté material y personal da las buques guar- 
da-costas^ la facultativa que pertenece al 
ministerio de marina, y Jaique al de hacienda. 

República de Venezuela.— Secretaría de £. en el D. de 
Marina y Guerra.— Ramo de Marina.— Número 1 ? 

Caracas, 1? de Junio de 1335, 6? de la 
ley y 25.de la independencia. 

Al Sr. Comandante del apostadero de 

Con fecha, del 13 del próximo pasado, me dice 
el Sr. Secretario de E» en el I>. de Hacienda» lo 
siguiente: 

El Presidente ha dictado hoy la resolución si- 
guiente: 

Considerando que aunque la ley de 24^de Abril; 
de 1833, atribuye al Ministerio de Hacienda la 
dirección del resguardo marítimo, esta sin em- 
bargo no puede abrazar la parte material y per- 
sona] de los buques guarda-costas, ni lo demás re- 
lativo a la parte facultativa que naturalmente de- 
ben pertenecer al Ministerio de Marina : el Eje* 
cu ti v o ha resuelto : : 

19: ; La, construcción, reparación, equipo y ar- 
mamento dejos buques guarda -costas, la provi- 
sión de raciones, la contabilidad y el orden inte- 
rior Marítimo pertenecen al Ministerio de Mari- 
na, cuyas operaciones .deben .ejecutarse todas con- 
forme a las reglas establecidas en laz ordenanzas 
de la armada nacional ¡que gobiernan : 

2?: El nombramiento de los comandantes, pre- 
vios los informes del Ministerio de Marina,- sobre 
los conoji miemos y capacidad de los individuos : 
la situación y movimiento . de Jos guarda-costas, y v 
las instrucciones que deben obserrar los coman- 
dantes, pertenecen al Ministerio de Hacienda». 

Lo traslado á US. para su ¿n tejí ge acia y demás 
efectos que exige el cumplimiento de esta resol Ut 
cion, por parte del Ministerio de U&, á quien 
acompaño originales los inventarios de l«g guar*. 
da-costas bote número 1>>, balandra. Angostura y 
Volador; pero no el del Vigilante por no haberse 
remitido, é igualmente las notas, de las suminis- 
traciones que en diversosuiempos se han hecho . 
á los referidos buques, para los efectos que puedan 
convenir en este Ministerio. 

Vuelto al Despacho del Peder Ejecutivo este 
negocio, y considerando ¿k . & la. necesidad de 
reglamentar cada uno de los. pontos de que haca 
mérito la anterior inserción, ha. resuelto. por este» 
Ministerio lo siguiente: 

Reparación y construcción* 

La construcción y reparación de los buques M 

resguardo marítimo, se verificarán cdtk iguales 

formalidades que se hacen las construcciones y 

reparaciones de los buques de guerra 
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nacionales, formalidades de que hablan el Decreto 
ttél Constituyente de 15 de Junio y loa decretos 
del Poder Ejecutivo. 

Equipo y armamento. 

Señálanse pura la goleta Volador del resguar* 
éo* on comandante, un segundo comandante y 
quince marineros. 

Para la balandra Angostara ten comandante 
«n segundo y quinre marineros, 

Para el bote número primero on comandanta, 
un segundo y ocho marineros. 

Para el falucho Vigilante un comandante, un 
Segundo y ocho marineros. 

La dotación y tripulación de estos buques ten* 
drán los sueldos y raciones de armada que asigna 
la ley de 24 de Abril de 1833; f no podrán ser 
aumentadas, ni disminuidas sin previa orden del 
Gobierno. 

La tripulación de los buques del resguardo se 
completará y reemplazará por enganches. Los 
comandantes de los buques abrirán enganche por 
medio de una contrata) en la que se comprome- 
tan á servir los marineros por un año, a lo menos, 
recibiendo ciel tesoro quince pesos de avance é en- 
ganche á deducirlos de su* sueldos por terce- 
ras partes. Los jefes de hacienda respectiva abo- 
narán el enganche con presencia de la contrata 
que se les exhiba firmada del comandante del hin- 
que y por los enganchados. * 

Nada se suministrará á los buques del resguar- 
do sino en-reemplazo por lo que se excluya, ó por 
falta de existencia de lo que necesite : para estas 
suministraciones se observarán las mismas for- 
malidades que se exigen alas que se hacen a los 
buques de guerra en conformidad álos reglamen- 
tos vigentes. Si la suministración se pide en puer- 
to que no sea capital de departamento, se hará el 
pedido de suministros ó repartos al capitán del 
puerto, quien para proceder á la suministración 
ó reparación pondrá en conocimiento de la Junta 
de Hacienda lo pedido, asociado á ella el capitán 
del puerto, y en donde no hubiese junta de ha- 
cienda, a una que para el objeto se forme com- 
puesta de la primera autoridad civil, del jefe de 
hacienda, del capitán del puerto, y del comandan- 
te del buque que hace el pedido : si íue#e urgen- 
te el gaalo ajuicio de la junta, se procederá á ve- 
rificarlo dando cuenta al Gobierno, y si no lo 
fuese, impetrando de él su aprobación previa. 

Provisión de raciones. 

La provisión de raciones para los buques del 
resguardo, se hará por contratas qn<? serán cele- 
bradas con las forma lid ni les de ley: en donde no 
hubiese contratista, se abonarán ¡>«<r el tesoro al 
respecto de un real y medio cada una. Ninguna 
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dependencia de hacienda hará suministraciones 
de raciones sin previa distribución de las que hu- 
biese recibido anteriormente el buque que las so* 
licite. 

Contabilidad. 

Al comandante, oficiales y tripulación de lo* 
buques del resguardo marítimo se les ajustará y 
pagará precisamente cada trimestre. A. las tri- 
pulaciones se les abonará lo vencido en tabla j 
mano propia por el jefe de hacienda respectivo, 
cuyo acto autorizará con su presencia el capitán 
del buque. No se abonará el sueldo trimestre sino 
al que esté presente. Los ajustamientos y paga* 
me n tos trimestrales serán remitidos al Gobierno 
por el Despacho de Marina al fin del trimestre* 
Orden interior marítimo. m 

El comandante, oficiales y tripulación de los 
buques del resguardo He sujetarán á la disciplina 
y orden que por reglamento particular se es- 
tablecerá y remitirá á los comandantes de los 
buques del resguardo marítimo. 

Disposiciones generales. 

La goleta Voladora y el bote número primero 
ambos del resguardo serán ajustados y pagados 
por la administración de Puerto- Cabello, á cuya 
capital de apostadero acudirán á proveerse de 
racipnes y artículos de marina y guerra, y á ve- 
rificar los reparos que necesiten. La balandra 
Angostura será ajustada y pagada por la adminis- 
tración de Guaya na.en cuya capital de departa* 
mentó se proveerá de provisiones y artículos de 
marina y guerra y á verificar sus reparaciones. 
El falucho Vigilante será ajustado y pagado por 
la administración de Cumaná, á cuya capital de 
provincia acudirá para proveerse de raciones, de 
artículos de marina y guerra y á verificar los re- 
paros que necesite» No obsta lo dispuesto para 
que en el caso de avería inesperada, nai'fragio^ 
&, &, sean auxiliados los buques deL resguardo 
por la oficina de hacienda del punto de arribada 
con cargo á la administración adonde correspon- 
da el buque. 

Todo lo que transcribo á USt para su inteligen- 
cia y cumplimiento en la parte que le toca, y para 
que lo haga trascendental á los comandantes de 
los buques del resguardo que rinden su crucero 
en ese puerto. — Soy de U. muy atento servidor.. 

F. Conde. 
Es copia, Conde. 
RESGUARDO marítimo, resolución ejecu- 
tiva de 25 de octubre de 1848 mandando 
llevar un diario de sus operaciones, y que se 
pase al Ministerio de hacienda. 
Secretaría de Hacienda. — Sección 2& ' 

Caracas Octubre 25 de 1848. 
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Resuelto.— Dígase á los administradores de 
aduanas. 

Deseoso el Gobierno de conocer si los emplea- 
dos de loa resguardos de los puertos llenun cüm- 
plidanrrenle sus deberes, dispone S. E. el Presi- 
dente de la República, que los Comanda-ntes de 
dichos resguardos lleven un diario de las opera- 
ciones de sus subordinados, y concluido cada mes» 
lo remitan á U. para que á continuación haga las 
prevenciones que juzgue convenientes, supuesto 
que bajo sus inmediata? órdenes desempeñen sus 
funciones, y comunique por oficio á los Ce man- 
dantes dichas prevenciones, remitiendo el diario 
en cada mes á esta Secretaría para los fines que 
se ha propuesto 8. E. el Presidente de la Repú 
biiea. 

Por S. E —Caballero. 
RESGUARDOS de indígenas. . Su reparti- 
miento. Véase Indígenas, D. de 7 de Abril de 
1838. 
RESGUARDO de indígenas, resolución eje- 
cutiva de 23 de agosto de 1 838 declarando 
?ue cualquier reclamo sobre ellos debe venti- 
arse ante ¡os tribunales de justicia. 
República de Venezuela — Secretarít de Estado 
en lo3 Despachos del Interior y Justicia. — Sec- 
ción 1 a— -Caracas 23 de Agosto do ls38, año 
99 de fa ley y 28.° de la independencia. — Nú- 
mero 146. 

Señor Gobernador de la provincia de 

A consultas dirigidas por el señor Gobernador 
de esta provincia con fechas 3 y 20 del corriente, 
ha tenido á bien el Poder Ejecutivo resolver ayer 
lo que sigue. 

41 Disponiéndose por el artículo 19 del decre- 
to de 7 de Abril último sobre resguardos de in- 
dígenas, que estos podrán proceder á la división 
de aquellos como propietarios absolutos de ellos, 
con arreglo á las leyes comunes, bin que por di- 
cho decreto se conceda la menor atribución al 
Ejecutivo en la materia, claro está que no pue- 
de resolver ninguna consulta que sobre eiia se le 
dirija, y que solo corresponde a la autoridad ju- 
dicial -conocer de los redarnos que en el particu- 
lar hagan los mismos indígenas ú otros ciudada- 
nos en uso de sus derechos. 

Y de óiilvn del Gobierno lo comunico á US. 
para su inteligencia y íiues consiguiente*. 

Soy de US. atento servidor. — (Firmado), D. B. 
Urbaneja. 

RESGUARDO de indíoenas. acuerdo d'e la 
corte suprema de 23 de setiembre tde 1841 
declarando que los indígenas deben- probar 
cuales son los terrenos de sus resguardos, pro- 
cediéndose en su deslinde conforme á las le 
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yes comunes ; y que no son los ejidos sino los 
resguardos los que deben repartirse. 
Informe número 7. — Acnerdo ordinario de la 
Corte 8uperior del 5? distrito judicial- — Mara- 
ca i bo sábado 31 de Julio de 1841. — Reunidos los 
Ministros Presidente y Canciller, sin el Relator 
por hallarse enfermo con licencia, acordaron. — 
§ I? Be dio cuenta de un oficio del juez de pri- 
mera instancia de la provincia de Mérida, fecha 
22 de Noviembre último, haciendo varias con- 
sultas, relativamente á la distribución de loa res?»» 
gimrdos de indígenas. Se acordó elevar en copia 
la consulta á S. E. la Corte Suprema de justiciar 
con el siguiente informe. Cree la Corte que no 
son fundadas las dudas presentadas por el juefe 
consultante ; y w á manifestar las razones en 
que se funda. £1 decreto legislativo dé ? de 
Abril de 1833 hace á los indígenas propietarios 
absolutos de sus resguardos, y los autoriza para 
proceder, como tales, á su división y adjudica, 
cion con arreglo á las leyes* comunes. Mas para 
determinar cuales sean los terreros que com* 
prendan los resguardos, es preciso que los indí- 
genas justifiquen le/gal mente, bien sea con la 
presentación del título ó concesión originaria, ó 
bien por cualquiera de los medios de justifica- 
ción que las leyes han señalado para probar el 
dominio de fas cosas ó su derecho en ellas ; de 
modo que si liega á suscitarse contienda* sobre si 
una porción de terreno está comprendida ó no en 
los resguardos, debe decidirse por las leyes co- 
munes. Los indígenas en la demarcación de los 
resguardos que han de distribuirse, están suje- 
tos á las mismas reglas de cualquier particular en 
el deslinde de sus posesiones, y para decidir so- 
bre los reclamos que ocurran, son competentes 
los mismos jueces que lo son para ei deslinde de 
tierras, según el código de procedimiento. So- 
bre el -cuarto punto debe a fiad ir la Corte, que no 
mandándose distribuir por el citado decreto loa 
ejidos de la* poblaciones, que son distintos de los 
resguardos, no puede hacerse el repartimiento de 
ellos. Lhs ley* de Indias citadas por el juez de 
primera itist-.ncM en su consulta, se contraen á 
la reducción de indígenas; y el decreto de 7 de 
Abril, no hace mas que hacerlos propietarios de 
¡ los terrenos que compottian sus resguardos, de 
¡ suspendió el acuerdo. — feracho. — Urdaneta. — Es 
1 copin. — Mnraraibo A-gosto 2 de 1841, 12? y 31?-*- 
| El Canciller, C Urdaneta. 

j Acuerdo. — "En la ciudad de Caracas á 22 de 
I Setiembre de 1MI, 12? y Si? los Ministros Pre- 
i sideute, ReMor y Canciller de la Corte Supre- 
¡ nía de justicia hí;i la asistencia del señor Vice- 
! presidente por enfermedad, se reunieron e& 
I acuerdo para considerar la consulta promovida 
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por el juez de primera instancia de la provincia 
de Mériila relativamente á varios punto* de la ley 
de 7 de Abril de 1839 sobre resguardos de in- 
dígeno á, y visto Jo informado por U Corte Su- i 
perior del 59 distrito, y lo representado de con- j 
formidad por el señor Fiscal ; hallan que los 
puntos propuestos como dudosos, están clara y 
distintamente dilucidados y resueltos en el ex* 
presado informe de la Corte ; y por lo tanto acor- 
liaron, que no existe duda que deba elevarse al 
Cuerpo Legislativo, y que así se comunique á la 
Corte Superior para los fines consiguientes. — 
Urbaneja. — Martínez. — Duarte. 

Es copia. -Caracas Julio 10 de 1844.— El i 
Canciller, José Duarte. 
KESIDENCIA. Véase Edad y residencia. 
, RESOLUCIONES provinciales. Véase Orde- 
nanzas provinciales. 
RESOLUCIONES del poder ejecutivo. Véi- 
se Observancia de las resoluciones del Poder 
Ejecutivo. 
RESOLUCIONES del poder ejecutivo. Re- 
solución EJECUflVA DB 8 DE NOVIEMBRE DE 

1842 disponiendo que ios Gobernadores lleven 

un registro de ella s. 

Secretaría del Interior. — Sección 3* 

Curacas Noviembre 8 de 1842. 
Resuelto. — Dígase á los Sres. Gobernadores de 

provincia. 
Habiendo representado al Poder Ejecutivo un 
Gobernador de provincia sobre las dificul cades 
ue existen para que una persona que entra en el 
esemperSo de un destino, se imponga cir constan 
ciadamente de todo-el archivo de su oficina, si es- 
te es considerable, y por consiguiente de todas las 
resoluciones libradas por el Gobierno que son de 
un efecto ó cumplimiento permanente, ha re- 
suelto: 

19 Todos los gobernadores de provincia* lleva- 
rán *ua registro en que se asiéntenla» resol ocio- 
ae¿ qup espida el Poder Ejecutivo, y les fuesen 
comunicadas : y 

29 Ec estja registro se pondrá la fecha en que 
ae libre la resolución, la en que se reciba, el nú- 
mero de la Gaceta en que ae haya publicado, y 
si esto no hubiere sucedido, el legaio a que per- 
tenezca, y finalmente el. resumen del contenido 
déla misma .resolución, 

Quiere el Gobierno que se proceda eon la de- 
bida escrupulosidad en el «umpli miento de la pre- 
sente resolución para obviar en lo sucesivo las.di- 
ficultaoes que se han manifestado. 

Por 8» E.— Quintero. 
RESPONSABILIDAD. Todos los funcionarios 

públicos están. sujetos á elk* Véase Disposi* 

<$9ne$ generales constitucionale$ r ait 186, 
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RESPONSABILIDAD de los diputados pro- 
vinciales. Véase Diputaciones provinciales, 
art. 169. 
RESPONSABILIDAD de los secretarios del 
despacho. Véase Secretarios del Despacho, 
art. coiiftt. 140. 
RESPONSABILIDAD de los consejeros de 
9obier.no. Véase Consejo de Gobierno, art. 
const. 133. 
RESPONSABILIDAD de los magistrados y 
jueces. Véase Corte Suprema, art. const. 149, 
Recursos de queja, y Tribu ¡viles y juzgados, 
L 2a, art. 39, atrio. 3* 
RESPONSABILIDAD 'de los magistrados y 
jueces. Punto 3? del acuerdo de la corte 
suprema de 6 de sktikhbrk de 1842 declaran- 
do que cuando en Jos juicios de esta especie se 
condene al acusado á una pena pecuniaria, so- 
lo debe oírsele la apelación en., el efecto devo- 
lutivo, no obstante algunas razones de conve- 
niencia que parece exigen lo contrario. (*), 
En cuanto al tercer punto que es el que se con- 
trae á lus apelaciones en las causas de responsa- 
bilidad, cuando en Ja sentencia, se impone al juez 
acusado pena pecuniaria con destino á indemnizar 
al querellante, observa este Supremo tribunal la 
diversidad de opiniones que en. esta parte presen- 
ta la Corte Superior y el. dictamen del seflor Fis- 
cal, y cree que debe estarse siempre al sentido 
literal de la ley que parece ser general, como es- 
te opina, hasta que el Poder Legislativo resuelva 

lo conveniente ... 

Urbaneja. — Ldo. Mercader. 
Martínez* —Duarle. 
RESPONSABILIDAD de los magistrados y 

JUECES. AUTO DE LA CORTE SUPREMA DE 22 DJfi 

diciembre de 1842 revocando una sentencia 
contra Pedro Volastero y en que se sienta la dife- 
ferencia que hay en. cuanto á suficiencia entre 
la prueba sumaria para.prender y la.plenaria 
para condenar: también se sienta que la respon- 
sabilidad solo puede imponerse* ó\ por arbitra** 
riedad.en- la evaluación de las prubas sobre los 
puntos de hecho^ ó por infracción del texto de 
la ley en su aplicación, ó de otro modo, cuando, la 
providencia choque abiertamente con la ley. 
En nombre de fia República de Venezuela.— 
La Corte Suprema de justicia. — Vjsta.la causa 
seguida por Juan Bautista Rodríguez contra Pedro 
Volas tero, como, juez de primera instancia del 
circuito de Occidente en la provincia de Guayaná, 

(*) Es da observarse que en el dictamen fiscal, se sen- 
tó, y no fuA contradicho, que loe inconvenientes á que se 
contrae el acuerdo, podían remediarse pidiendo el conde- 
nado que se le afianzase por el acusador el resultado ; ca- 
ja petición,, debidamente jastifleada, deben t ser atendida. 
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£ór responsabilidad, y oido el informe verbal de 
m defensores de ambas partes: el expediente ha 
Tenido á esta Suprema Corte en virtud de la ape- 
lación concedida al acusado de ia sentencia en que 
la Superior del primer distrito, le condena á o- 
eho meses de suspensión del destino, á indem- 
nizar al querellante los daflos y perjuicios sufri- 
dos por su prisión hasta el 2 de Marzo últirmvy á 
pagar el impuesto para gastos de justicia y las 
costas. Antes de considerar lo principal del recur- 
so debe resolverse la petición que en estrados for- 
malizó el representante del juez acusado y que por 
su caráter, exige una. decisión previa. Alegando 
que do se prestó á Vohastero la audiencia necesa- 
ria en los juicios, pretende que se reponga la ac- 
tuación como nula; y hace consistir la falta de au- 
diencia en que, pasado el término que la Corte 
designó para que el juez evacuase su informe, se 
procedió al señalamiento y determinación de la 
causa, sin haberse recibido todavía; y en que se 
devolvió al apoderado del joez un escrito de ape- 
lación. Aparece en efecto, que se fijaron al juez, 
para producir su contestación en la superioridad, 
treinta dias contados desde el recibo de las copias, 
y que sin presentarse en la Corte el informe, se 
libró la sentencia, á pesar de haber expresado el 
juez al suscribir el comprobante de entrega, que 
se hallaba enfermo en su casa ; pero á mas de 
que así está prescrito por el texto de la ley, es de 
observarse que e) pronunciamiento no se hizo 
hasta el 3 de Octnbre, después de haber trascur- 
rido tiempo bastante para que el juez representa- 
se á lo menos no serle imputable la causa del re- 
tardo ; y que á la vista del proceso, concurrió su 
patrocinante á alegar en su favor, de modo que no 
solo hubo la citación esencial en el juicio con 
* cediéndose un plazo proporcionado para la audien- 
cia, sino que hubo también' "defensa en realidad. 
Apareceigualmenteqnesedevwrvió al representan- 
te de) juez acusado el escrito en que interponía ape- 
lación para ante este Supremo Tribunal, por' con- 
tener un alegato innecesario; mas habiéndose oitlo 
y otorgado el recurso, objeto del libelo rechazado, 
no puede decirse que hubo en - el - procedimiento 
'una falta que le vicie. 'No toca -ahora á este- Su- 
primo 'Tribunal jofgar^rtér la justicia ó equi- 
dad en ltf'devQtacfori-dél'Hbfelo; porque tratándose 
'tfóJo de la nulidad tlfrlas ttetas, ' debe militarse á 
"considerar si observó el -orden tesendalde la etis- 
'tanciacion; y en cuanto á esto, basta foenunciado 
'pata décidir-que no ae-negó teaudienciaindispen- 
-sable; ni el recurso- de la -afeada, y que la— actúa- 
don no adolece de noKdad. * Ar- «eis • • capítulos ó 
particulares diferentes se contrajo la* .querella, 
pero abfúeltó á^uetfdr chicó por la Corté Supe- 
«foc, y limitada la presentar instancia; arla, apela- 
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cion interpuesta por el acusado, debe la decisión re- 
ferirse solamente al punto quinto que es la mate- 
ria de la apelación y su motivo. Consiste él en que, 
siguiéndose causa criminal por falsedad contra Ro- 
dríguez y otros que firmaron como testigos el tes- 
tamento de Magdalena Guerra de Natera, se libró 
auto de prisión, sin que el sumario prestase so* 
bre la existencia ó ejecución del delito el com- 
probante que requiere el artículo 199 de k Cons- 
titución. Para decidir este ponto, no se detendrá 
el tribooal en la material redacción de la provi- 
dencia, sino que examinará su fondo para juzgar 
si ella constituye un quebrantamiento de ley ex- 
presa, que es el caso en que puede hacerse efec- 
tiva la responsabilidad de los jueces. Es innega- 
ble que al exigir el artículo constitucional, que, 
para el arresto preceda una información acunaría 
de haberse cometido un hecho que merezca pena 
corporal, exige una probanza sumaria de la per- 
petración del delito, de manera, que, sin ella, es 
ilegal la prisión ; pero es muy esencial observar 
que la computación ó valoramiento de la prueba 
e* una cuestión do hecho y que en ella, como 
en todos Los de igual naturaleza, puede un 
juez equivocarse sobre la verdadera existencia 
déla comprobación, < sin que merezca su jui- 
cio calificarse de una infracción de ley expresa. 
Son generales las reglas para apreciar el valor 
de las probanzas y en el cumulo de varios datos, 
puede un tribunal ver una plenitud ó cebalidad 
que oo existe á los ojos de otro, sin que esa dife- 
rencia, en el juzgar haga recaer con justicie» sotare 
cualquiera de loa dos, la calificación de arbitrario 
ó infractor: de otro modo' no podría existir uaa 
reforma ó revocación de sentencia sin que, por el 
mismo acto, se sancionase, haber tenido lugar el 
quebrantamiento' de ana ley. Solo cuando ee ad- 
vierte una carencia de fundamentos en laa«ttea- 
tioneede* hecho, ó ceando se da valor á datos que 
ninguno tienen por ley expresa, puede eaUfieacse 
de abusiva el juicio del magistrado. Es por esto- 
que las leyes conceden dos recursos contra .las 
providencias de los jueces inferiores» el de Ja ape- 
lación y eLde la*m*ja.> El primero- se extienda ft 
examinan la providencia bajó jodoceos gradeada 
legalidad ;y< filseappdo.setümjtaÁ.aqttek^raao. 
ique constituyelo* una-arUtraviedad .en Ja«vataa- 
cion de las pruebas sobremos pnatoeidft hachee^ 
unarihfraecion dobtasitoideJalejfuróeiMipbaaeion. 
fin el; anouhaata qpe • el i superior juaga* Mae con- 
formo A la justicia ^oaiqaiera^.fioo^&ca»ion^para 
que la adopte y, corrija el <frllo<,deLiniei«Kfeeii 
el otro ea indispensable que la providencia cho- 
que laMariaraente eon ki lev .para, qua^set Aaga 
-efectiva. Graspo naabiUdadi^iq^easWtos Prin- 
cipios aj^se^ei^iseiirionjv4uan^Bfflt|st^^R^^ 
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ffuez no «peló del auto en que se le privaba de la 
libertad, y dejando nn recurso en que bastaba que 
el superior tuviese por no probado sumariamente 
el delito para revocar la providencia, escogió la 
queja en que la ley requiere infracción manifies- 
ta, y para solo la responsabilidad sin suspender 
el efecto de lo providenciado. Es de examinarse 
ahora sí los datos que el juez de primera instan- 
cia reputó suficientes para estimar probada en su- 
mario la falsedad del testamento y decretar la 
prisión de los testigos, prestan mérito bastante 
para libertar la providencia de la nota de arbitra- 
riedad. En el extracto que forma la Corte supe- 
rior de los datos que precedieron á la prisión en- 
cuentra: una carta dirigida por Genaro Verde, 
firmante á ruego de la testadora al juez de pri- 
mera instancia Pedro Volastero, manifestando 
haber sido suplantada la firma que aparece en el 
testamento, y haberla reconocido solo por insi- 
nuaciones amistosas ; carta que el testigo Valen- 
tin Henrique condujo á Volastero, asegurando 
haberla visto escribir, firmar y sellar: las decla- 
raciones del mismo Henrique y de José Miguel 
La grave en que afirman haberles confesado. Ver- 
do Jo, mismo que refiere la carta: el dicho del 
enunciado Henrique sobre haberse embarcado 
Verde para las colonias el dia 6 de Julio de 1841, 
ipiéntras que el testamento está fechado el 10 del 
propio mes y ano. Se desentiende la Corte Su- 
perior de todas las demás declaraciones por la ra- 
jfQn ¡do que nada contienen relativamente á la 
comprobación del delito; pero esta Suprema Cor- 
ia JM?ga de otra manera, porque si es relativa la 
/declaración del Pro. Carlos Ayala, quien refiere 
saber de boca tie la testadora que para el 19 de 
J^nero de 1842, dia en que falleció, no habia otor- 
ga^ su testamento con otras circunstancias que 
eocplica en su exposición, y porque es también 
re/ativo lo que atestiguan el registrador José Ra- 

3pn Pérez y el alcalde Martiniano Rodil sobre 
. ^fallecimiento de Magdalena Guerra, en el con- 
cepto de incestada, hasta que después de alguno! 
glasee, comenzado el inventario apareció ej-tes- 
Jftmjentq privado de que sé trata, 'rresciudiendo 
la. Suprema Corte de valorar cada uno <íe estos 
jlatoa y fie examinar si toctos ellos constituyen en 
¿rigor juna prueba perfec^arnente.caDal de la exis- 
tencia del delito j encuentra qué, por lo menos, 
forman un cúmulo de fundamentos que eximen 
,éí proceder del juez de la calificación de arbitra- 
je dad ó, ¡ a buso de pod er ; y L qu e ' e f i m e n i gu al - 
^m ñn te ai fu n rio n ai i o de r q n a re^po ri s n b \ f í d a d q ue 
f(W P. JW^fi, h «cerse e(ec ti va , púa n do se q uebrtm la 
¿m X[\{í esta mente 1* ley, Corroborase lo expuesto^ 
.fijíUiílo la alen cío a eu la naturaleza del sumario y 
^e^-ptááriot, en, loa Juicio?, y 'en la diferencia* 
que" media entre fa probanza que debe 'anteceder 
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al procedimiento contra alguno, y la que debe 
servir de base á su condenación. En el sumario 
se admite todo testigo, aunque sea menos hábil 
y aunque deponga de creencia, de congeturas ó 
de extremos que solo puedan servir para corrobo- 
rar ó fortalecer las presunciones: en el plenario 
se atiende á su idoneidad, juicio y otras circuns- 
tancias para hacer prueba; resultando de aquí 
que la probanza sumaria para proceder inquirien- 
do, no necesita de aquel grado de plenitud, caba- 
lidad y perfección que precisamente debe tener 
la prueba para pronunciar definitiva y perentoria* 
mente sobre la condenación del criminal. Debe 
también atenderse á que, en el caso ocurrido, se 
halla tan íntimamente conexionada la comproba- 
ción del delito con la de sus autores que, al exis- 
tir la prueba del uno, existe simultáneamente la 
prueba de los otros, porque no puede concebirse 
que sea falso el instrumento, autorizado por seis 
individuos como presentes, sin que sean ellos au- 
tores ó cómplices de la falsedad, habiendo recono- 
cido ya respectivamente sus firmas. La dificultad 
en separar la prueba del delito de la de los de- 
lincuentes, hace de algún modo excusable la eva- 
luación del juez respecto de los datos para la 
prueba, porque hubiera debido extenderla hasta 
obtener, no solo la prueba del delito, sino también 
la de los delincuentes, cuando respecto de estos 
bastan fundados indicios para la prisión, según 
el artículo constitucional, y cuando según la doc- 
trina de Tapia: para averiguar el delito y el de- 
lincuente, con el objeto de asegurar la persona y 
proceder á la formación de causa, bastan en mu- 
chos casos los indicios, siempre que sean funda- 
dos." Este autor, de acuerdo coalas leyes, reco- 
noce la necesidad de la prueba del delito en su- 
mario en los casos generales. Lo expuesto robus- 
tece la conclusión deducida antes, de que la pro- 
videncia en cuestión no es tan deficiente de fun- 
damentos que pueda calificarse de una infracción 
expresa del aj tí cu lo constitucional. Por tales ra- 
zones, administrando justicia por autoridad de la 
ley, se revoca la sentencia apelada, declarándose 
que el juez de primera instancia Pedro Volaste* 
ro no ha incurrido en responsabilidad al decretar 
el arresto de Juan Bautista Rodríguez en la cau- 
sa criminal sobre falsedad del testamento de Mag- 
dalena Guerra de Natera: se condena al quere- 
llante Rodríguez en el impuesto para gastos de 
justicia de apotas insttñcias; -sin especiar conde- 
nación de costas. Devuélvase el expediente, que* 
.dando en 'cancillería copia autorizada de este ele- 
termmacion.-rrCarácas, Diciembre 22 de : 1843» 
año 14 de la ley y 33 de la independencia.— Z>. 

José Duarte.^B* cánktifi^Gexáami faNe^fr^de 
t844n^^f.^EI 4 CWenieV, I ^dir^r^ ' * 
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RESPONSABILIDAD dk los magistrados y 

JUECES. ACUERDO DE 5 DE ENERO DB 184$*de- 

e tarando ; primero, que la responsabilidad im* 
puesta por la Corte Suprema á un juez in- 
ferior sin, se*- citado, no tiene vico efecto que 
someterlo ajuicio; y segundo,, que no está en 
las atribuciones de las Cortes Superiores man- 
dar proseguir un juicio criminal concluido por 
absolución en primera instancia, por haber si- 
do apelado, porque aunque pueden llamar así 
el proceso dentro de cuatro meses, es solo para 
imponer la responsabilidad aljucz*(*) 
Caracas Enero 5 de 1844, 15 y 34.— Vistos: 
por auto de 13 de Marzo último pidió- la Corte 
Superior del primer distrito al-juez de primera 
instancia del circuito de Occidente en la pro- 
vincia de Gunyana la causa seguida contra Jo- 
sé María Diaz y Francisco Ferran por haber 
ejercido fuerza con armas contra el juez prime- 
ro de la parroquia de Borbon : esta exigencia se 
hizo por el tribunal superior en uso de- la atri- 
bución que le concede el artículo 10, ley- única, 
título 13 del código de procedimiento, y con. el 
objeto de examinar si se h»l!aba en el caso de 
imponer la responsabilidad á que Be contrae el 
articulo mencionado. Por auto de 11 de Setiem- 
bre fué condenado Pedro Volastero, como juez 
que sustanció .y determinó la causa enunciada, á 
una suspensión de su destino por seis meses, or- 
denándose ademas la prosecución de la causa 
contra los cómplices en el le lito perpetrado por 
Diaz y Ferran. De esta determinación apeló 
para ente esta Suprema Corte el apoderado del 
juez y fué otorgad o,, el recurso, remitiéndose en 
testimonio la c^usa criminal por fuerza con. el 
objeto de devolver al juez de primera instancia 
los originales á fin de que continuase proce- 
diendo contra los cómplices en el delito. Pedi- 
dos de oficio los autos y hecha al juez la conde* 
nación, por lo que de ellos aparece sin habérsele 
prebtado ninguna clase de audiencia, ni fran- 
queádosele la oportunidad de aducir alguna prue- 
ba en su favor, ha faltado una de las partes esen- 
ciales del juicio en la primera instancia, y no pue- 
de tener lugar la segunda. La carencia de este 
requisito no es simplemente una de aquellas fal- 
tas de procedimiento ea ( que no pueden los tri- 
bunales reponer el proceso sino cuando las . par- 
tes lo pidan, ó cuando aquella á quien perjudi- 
quen ules faltas hubiese dejado de coocurrir á la 
instancia. La omisión de la citación y audiencia 
del funcionario juzgado, ha dejado el juicio tan 
imperfecto y viciado que, aun cuando se librase 

(l) Este segoada parte está de acuerdo con elart 12 
4g I» jfey vigente de 1860 sobre procedimiento criminal 



RES 



sentencia en segunda instancia quedaría sujeto á 
la invalidación por la faltada audiencia», que.es la 
tercera causal de las expresadas por la ley única 
título 10 del código. A mas de esto, el patroci. 
nante del juez Volastero ha reducido su petición 
en estrados á la reposición de la causa por Calta 
de audiencia.. Al dar la ley á las Cortes Supe* 
riores de justicia, la atribución de pedir las cau- 
sas eximio al es cuya sen Vene ia no .deba consultar-» 
se y las que se-^orten en .providencia, ó en que re- 
caiga sobreseimiento, manifieste que el objeto 
principal es. hacer, efectiva la responsabilidad de 
los jueces- que hayan obrado contra las leyes* Si 
respecto de las comprendidas en los dos últimos 
canos, dispone que se ordene la. continuación del 
proceso, es como una providencia consiguiente ó 
accesoria á la responsabilidad que es eJ punto 
fundamental de la decisión en ellas y el único y 
exclusivo en aquellas cuya sentencia definitiva 
no debe consultarse. Resultando pues que la ley. 
establece un juicio.de responsabilidad ; es lo na* 
tura) que en él se observen los trámites prescri- 
tos para los de esta especie, y que después del 
examen, deben en consecuencia limitarse las. 
Cortes á declarar, si son suficientes los funda* 
mentos para someter ajuicio al juez de primera, 
instancia, siguiendo en adelante los trá mitos de*, 
signados por la ley 13 título 7? del código. Aun- 
que los tribunales pueden hacer condenaciones 
por solo lo que aparezca del proceso, es* sabido 
que estas no son la materia principal del juicio, . 
sino que al decidirse sobre ella, se hacen conde- 
naciones accesorias, sin audiencia ni sustancia- 
cion previa, y es sabido tambten que entonces. 
tienen los condenados ante el mismo tribunal el.. 
recurso de reclamación ó súplica en que pueden. 
aducir pruebas ó documentos, recurso cuyo tér- 
mino es de sesenta días desde que se instruye et'i 
penado de la condenación, sin perjuicio de la al* 
zada respecto de la determinación sobre la sú- 
plica ó reclamo. La facultad de ordenar la pro- 
secución, de la causa criminal está limitada ex-. 
plícitamente á aquellas en que haya recaído so- 
breseimiento ó. que hayan sido cortadas en pro- 
videncias. Las concluidas definitivamente y cu- 
ya sentencia no deba consultarse están fuera de 
esta atribución, y pasado el térmipo de la alzada, 
sin que se haya pedido su consulta, quedan per- 
petuamente inalterables, aunque loe jueces ha*, 
yan obrado .contra las leyes ; así lo disponen ter- . 
minantemente los artículos 4 y 10 de la ley so* 
bre procedimiento criminal. La sentencia librada 4 
por el juez de primera instancia de Ouayana en, 
la, causa contra José María Diaz y F/ancisco, 
Ferran, no debía consultarse para-ser ejecutada, % 
porque absolvia de toda pena & los condenados y v 
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porque ttadie ;i pidi5 la consulta *\eii lodo di térmi- 
no de la apelación. £1 pronunciamiento, píies, 
quedó sellado con la ejecutoria, y ai 1>¡en pudo la 
Corte Superior del primer distrito pedir dentro 
de cuatro meses los autos para examinar la jus- 
ticia 6 injusticia del failb y hacer efectiva la res- 
ponsabilidad, no le es permitido ordenar la pro- 
secución de ta causa definitivamente concluida. 
Absúeltos los acusados como autores principales 
de la fuerza, es monstruoso Cometer a* juicio -á 
los que solo son aéusados de cómplices 6 auxi- 
liadores de un hecho que según e) tenor de la 
sentencia ejecutoriada, no llegó & constituir un 
delito. Por estas razones se declara que el auto 
apelado no debe producir otro efecto que el de 
someter á juicio al juez por los cargos que se le 
hacen, y que la causa seguida contra José Mnría 
TDiaz y Francisco Ferran por fuerza, no debe 
continuarte contra los indiciados de cómplices ó 
auxiliadores. Devuélvanselos autos, quedando en 
cancillería copia autorizada de esta determinación. 
Urbaneja. — Martínez. — Bracho. — Duarte. — Es 
copia. Caracas Enero 9 de 1844, 150 y 34?— 
El Canciller, José Duarte. 

RESPONSABILIDAD de los magistrados y 
* jueces. Ponto 1? del acuerdó de la corte 
suprema de 29 db noviembre de 1844 l¿£- 
ci arando que aunque las faltas de los jueces 
de paz, como funcionarios de policía, pueden 
ser corregidas por los jefes políticos, canfor •• 
•me á la orgánica de provincias, y á las orde- 
nanzas de policía, toca exclusivamente su 
conocimiento ú los jueces de primera instan- 
da (hoy los de provincia) cuando ameriten un 
enjuiciamiento. 

En la ciudad de Caracas á veinte y nueve de 
Noviembre de 1844, 15 y 34, reunidos en acuerdo 
el Presidente y Ministros de la Suprema Corte 
de justicia: § I? Consulta el jefe político de 
Maracaibo si por la razón de establecer el artícu- 
56 de la ley orgánica de provincias que los inme- 
diatos superiores de los jueces de paz son los je- 
fes políticos, sean estos los que hayan de conocer 
déla responsabilidad de aquellos ; siendoasíque ia 
ley 13 título ?? del código de procedimiento ju- 
dicial, dispone que la queja por responsabilidad 
se proponga ante el inmediato superior del acusa- 
do. De conformidad con lo informado por la 
Corte Superior del quinto distrito y representado 
por el "ministerio fiscal, acuerda el tribu nal Supre- 
mo que no hay motivo fundado para la duda. La 
ley judicial que prescribe cfl procedimiento para 
la queja se refiere expresamente á la que se pro- 
ponga contra los jueces ; y es por consiguiente 
indudable que la denominación de inmediato su- 
^perior'no comprende á los funcionarios del orden 
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administrativo* Ni pudiera eer de otro modo 
cuando estos tienen prohibición de intervenir en 
negocios contenciosos 'entre partes, como lo es 
inrtmtestablemente, un juicio sobre responsabili- 
dad* Es una confirmación de esto el artículo 54 
de la citada ley de provincias confiriendo á los je- 
fes poHticos respecto de los' jueces de paz, la mis- 
ma atribución que £ los Gobernadores concede 
el artículo 33) les da facultad para suspenderlos 
cuando infrinjan ia Constitución 6 las leyes con 
calidad de ponerlos á disposición de la autoridad 
ó juez competente dentro de tres días con el su- 
mario ó documentos que hayan dado lugar á la 
suspensión para que se les juzgue: dispone el 
propio artículo que cuando los jueces de paz 
desobedezcan los decretos y órdenes de los jefe» 
políticos, pueden estos funcionarios imponer á 
aquellos la pena correccional permitida por el 
artículo 28, ó que si la desobediencia . fuere tal 
que merezca un enjuiciamiento, los sometan á 
la autoridad competente. Dedúcese en consecuen- 
cia : aunque considerados los jueces de paz con 
el c iráctcr de funcionarios de policía» se hallan in- 
mediatamente subordinados á los jefes políticos: 
aunque las providencias de aquellos s¿ hallan su- 
jetas á las de estos en ios casos y términos que 
prescriban las ordenanzas 6 reg lamen toa respecti- 
vos : aunque Jas faltas por desobediencia á las 
órdenes ó decretos de los jefes políticos pueden 
ser castigados correceionalmenie por estos, de la 
manera que determina la ley orgánica provincial ; 
sin embargo, cuando las faltas cometidas en el 
ejercicio de sus funciones merozcan un enjuicia- 
miento, es juez priva ti volara juzgar de la res- 
ponsabilidad, el de primera insuyicia en virtud 
de la atribución para conocer de todas las causas 

no atribuidas á otros tribunales 

Urbaneja — Martínez. — Bracho. — Duarte. 

RESPONSABILIDAD de los magistrados y 
jueces. En los juicios de esta especie no es 
bastante la publicación de la sentencia para que 
se entienda notificada esta, ni corre en conse- 
cuencia extermino para te npelncion, mientras 
no Jo sea. Véase Queja, A. C. fc>. de 8 de No- 
viembre de 1839. 

RESPONSABILIDAD de los magistrados y 
jueces. A cual están sujetos por las senten- 
cias que no deban consultarse, y por el sobre- 
seimiento ó corte de causas en providencias. 
V>éase Procedimiento criminal, art. 12. 

RESPONSABILIDAD por infracción de las 

INMUNIDADES DE LOS MINISTROS PÚBLICOS. Véa- 
se Ministros públicos, L. de 19 de Mayo de 
1841, art 3? y Tribunales y juzgados, L. *!& 
art. 2, atribución T& 
RESPONSABILIDAD de los empleados en 
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EL GOBIERNO P O UTICO DE LAS PROVINCIAS, 

. «Véase Provincias art. 97 al 1 12» . 
RESPONSABILIDAD o« los gobernadores 

EN PARTICULAR Gluíéo COHOC6 de dlltt. Vea. 9 6 

Tribunales y juzgados^ 2& arL 3?, a tribu* 
- «ion. lfc 
RESPONSABILIDAD de los jefes políticos, 

JUECES I>E CANTÓN, JUECES PE PAZ , Y DEMÁS 
FUNCIONARIOS QUE NO TENGAN DESIGNADA ES- 
PECIALMENTE otra autoridad. Véase Tribu- 

» nales v juzgados, L. 6& arU 59 atribución 3a. 

RESPONSABILIDAD de los emplbados. de 
aduana Véase Aduana, art. 29 al 40. y res- 
ponsabilidad por distracción de caudales des- 

• tinados al crédito pública. 
RESPONSABILIDAD de los encargados de 

LA AMORTIZACIÓN DK LA DEUDA PUBLICA. Vea- 

se Deuda consolidada, i&, L. de 15 de Abril 

• de 1840, ai*. 14. 
RESPONSABILIDAD de los jbfes dr las 

OFICINA» SUPERIORES DE HACIENDA. VéaSC 

'Oficinas superiores de Hacienda^ art. 15 al ] 9. 
RESPONSABILIDAD de los empleados en 

el ramo de comieos. Véase Correo, L. O., 

arl. 13, y 34 á 44 
RESPONSABILIDAD por distracción de 

CAUDALES DESTINADOS AL CRÉDITO PIBL1CO. 
RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 8 DE OCTUBRE DE 

1838 mandando encausar la junta económica 
de hacienda de la provincia de Barcelona por 
haber autorizado la extracción de una suma 
destinada para el crédito público, con el objeto 
de racionar un buque de guerra, y al admi- 
nistrador é interventor por haber accedido á 
ello. 

República de Venezuela. — Secretaría de E. en el 
D. de Hacienda. — Caracas, S de Octubre de 
183N, 99 y 28? 

Señor : 
Con esta fecha digo a] Gobernador de esa pro* 

vincia, lo siguiente: 

* k Ha visito el Gobierno y tomado en considera- 
ción la nota de US. de 31 del próximo pasado, y 
U copia del acta de la junta de hacienda de esta 
provincia, autorizando al administrador de adua- 
na pnra emplear de log fondos destinados al eré- 
dito público la suma de 450 pesos con el objeto 
de suplir raciones á la división marítima." 

*• La ley de crédito público de 26 de Abril de 
este afín, destina por su artículo 1?, del producto 
del dere« ho subsidiario que se cobra en las adua- 
nas la suma de Io'O.OOO pesos al pago de intere- 
ses de la deudu extranjera : por su artículo 19 auto- 
riza al Gobierno para dictar el reglamento nece- 
sario en todo lo relativo al crédito } úblico ; y el 
10, dice así: "los funcionarios que de cualquiera 
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manera fallen á lo prevenido en esta ley, incur- 
rirán en la pena de restitución de la suma IrívéV- 
tida en otro objeto, y destitución de su destino." 

" El Gobierno, en virtud de dicha autoíizacítíB 
libró su decreto de Í3de Mayo del corriente aity 
cuyo artículo 4? dice así; "desde 1? de Julio 
próximo los administradores de aduaria resetvá; 
rán en una caja separada el producto íntegro de ft 
recaudación de Ja contribución extraordinaria qué 
se cobre sobre los derechos de importación y á 
la exportación de los frutos : fio pudiendo dlspO* 
ner de sus fondos sin orden de la comisión úM 
crédito público." 

44 Jan terminantes disposiciones en que 'Jé 
consuno el Cuerpo Legislativo y el Poder Ejéi 
cutivo, procuraron dar fijeza & las operaciones 
riscales en lo toe un te al crédito público, evitando* 
contingencias en la recaudación y reserva dé un 
fondo que ha de mirarse como sagrado, han sido, 
sin embargo, quebrantadas por la junta económi- 
ca de esa provincia cuando ha acordado la dí& 
tracción de dichos ib mi os sin autoridad y para ex* 
tra ños objeto?." 

" El Gobierno, pues, en fuerza de motivos tari 
poderosos reprueba el acuerdo de la junta de ha- 
cienda de esa provincia, interviniendo en él uso y 
empleo de los fondos de crédito público, y funda- 
do en el artículo 19 de lachada ley, ditpotíe que 
los miembros que la compusieron y firmaron, el 
acta de 31 de Agosto, y los jefes de la aduana que 
cumplieron lo acordado en ella, sufran d corres- 
pondiente juicio de responsabilidad ante el tribu- 
nal competente." 

Al hacer á U. esta inserción acompafiátídoie 
copia del acta referida y comunicación dél'Gober* 
nador, tengo orden del Gobierno para excitarle á 
que proceda inmediatamente á iormur causa a 
todos los miembros de la junta económica de esa 
provincia por infracción de la ley de 26 de Abril 
sobre crédito público, y con especialidad al admi- 
nistrador y al interventor de esa aduana, al pri- 
mero porque ademas de haber faltado como 
miembro de aquella corporación, como jefe de 
esa aduana, ha quebrantado el decreto del Gobier- 
no de 18 de Mayo antes citado ; y al segundo por 
haber convenido como interventor en la ' extrac- 
ción de los fondos contra las disposiciones citadas, 
sin la protesta que debió hacer para cubrir' su res- 
ponsabilidad. 

No será inoportuno indicar á U. qué cómo por 
el artículo 4? de la ley de 18 de Mayo de 1836 
orgánica de tribunales y juzgados se da á las 
cortes superiores, entre otras atribuciones, la- ¿le 
conocer en primera instancia de las causas con- 
tra los gobernadores por responsabilidad en el 
ejercicio de sus funciones, será indispensable que 
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U. trasmita á ia de] segundo distrito judicial todo 
lo que resulte en contra del Gobernador, dando 
parte inmediatamente al Poder Ejecutivo para 
decretar la medida que corresponda. 

Al hacer á U. esta excitación espera el Go- 
bierno que los juicios de que se trata serán inicia- 
dos, continuados y terminados, con la expedición, 
celo y recta justicia que han de esperarse de un 
tribunal de la República. 

Soy de U. atento servidor. 

(Firmado)*— O. Smith. 

Al Sefior juez de primera instancia de Barcelo- 
na). 

Es copia. — Smitk. 

RESPONSABILIDAD por elecciones. Véase 

Elecciones, L. 9& 
RESPONSABILIDAD en causas contra vagos. 

Véase Vagos* art. 6. 
RESPONSABILIDAD en causas militares. 

Véase Tribunales militares, art 15. 
RESTITUCIÓN in integrum. No se da contra 

el acto del remate. Véase Libertad de contra* 

tOSyHTi. 6. 

RESTITUCIÓN in integrum. auto de la 

CORTE 8UPRBMA D£ 1 1 DE JUNIO DE 1840 decla- 

rando que por las mismas razones que por las 
leyes de Castilla no se concede en los casos 
en que no hay lugar á los recursos de supli- 
cación ni de nulidad, tampoco se concede por 
las de la República habiendo dos sentencias 
conformes, mediante no quedar ya ningún re* 
curso. 

En la ciudad de Caracas á 11* de Junio de 
1840, 11 y 30, el Presidente y Ministros de la 
Corte Suprema, habiendo tomado en considera- 
ción la consulta dirigida por la Superior del 2? 
distrito á instancnrdel sefior Jopé Félix Riba¿ 
acerca de la denegación que en algunos casos ha- 
cen las leyes de la restitución in integrum con lo 
representado por el señor Fiscnl, dijeron : que 
estando dispuesto por las leyes de Ctsiilla que 
en todos los negocios y casos en que por las mis 
mas leyes no haya lugar á los recursos de supli- 
cación ni de nulidad, no pueda tampoco inten- 
tarse el remedio de la íestitucion in integrum } 
es evidente que en aquellos mismos deja de ha- 
berlo en el actual sistema legal, respecto ¿que 
por las no? ísimas disposiciones de la República, 
cuando la determinación de la segunda instancia 
es conforme con la de la primera, 6 cuando por 
na serlo ha tenido lagar el recurso de tercera ins- 
tancia con el nombre de nulidad, el asunto queda 
ejecutoriado sin ningún otro remedio que el de 

3ueja para la responsabilidad de Ijs jueces, suce- 
iendo esto mismo cuando los negocios han teni- 
do su primera instancia en las Cortes de Justi- 
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cia. No ofreciendo, pues, ninguna duda en la in- 
teligencia de todas aquellas leyes, no hay un ver- 
dadero motivo para la consulta que se anuncia, 
de cuya manera contéstese á la Corte Superior 
de Justicia del 2? distrito con copia de este acuer- 
do, y avisese á ja del 39 psra los fines que pue- 
dan convenir.— Ldo. Mercader. — López de Vmí* 
rez.— Martínez. — Duarte. 
Es copia. — Caracas Setiembre 10 de 1844. 
£1 Canciller, José Duarte*- 
RESTITUCIÓN o e posesión. Véase Interdic- 
tos posesorios, art. 8 al 14. 
RETARDO perjudicial. Véase Jactancia y 
retardo perjudicial. 

RETASA DE HONORARIOS i ABOGADOS T PA- 
TROCINANTES. Véase Honorarios de abogados 
y patrocinantes. 

RETRACTO. En qué acto podrá únicamente 
intentarse el de los bienes vendidos en subasta 
pública. Véase Libertad de contratos, art. 6. 

RETROACT1VIDAD de las lbtes en mate- 
ria DE PROCEDIMIENTO Y DE PENAS. ACUER- 
DO DE LA CORTE SUPREMA DE 27 DE OCTUBRE 

de 1845 declarando que en las causas de hur- 
to iniciadas antes de la nueva ley, no solo 
debe seguirse el procedimiento prescrito por 
esta, sino también aplicar las penas que ella 
impone, y no las de la derogada. (*) 
Caracas Octubre 2? de 1845.— Vista la prece- 
dente consulta, con lo informado por la Corte Su* 
perior y representado por el Ministerio Fiscal.— 
No es retroactivo el efecto de las leves. Este 
principio protector presta en lo penal, la garan- 
tía de no imponerse un castigo a que el ejecu- 
tor de una acción, no haya sabido quedar sujeto 
por su proceder. Es pues el objeto del principio 
favorecer, y no puede ser contrarío, sino aliado 
del otro principio que establece la restricción de 
lo odioso y la ampliación de lo favorable. Se 
aplicaría contra su propio fin, si al enjuiciado por 
un delito, no se le aplicase la pena señalada por 
una ley posterior que suaviza ó disminuye la es- 
tablecida por la ley vigente cuando se efectuó el 



(*) Este acuerdo debe considerarse vigente siempre, 
y de ' 



, „ nataraleaa may importante, pues aunque 
contraerse especialmente 4 ia ley de hartos, y por el tiem- 
po trascurrido desde la reforma de la ley, pudiera pa- 
recer innecesario ; sin embargo, es de nataralesa gene*- 
ral, y aplicable á todos los casos semejantes, respecto de 
la retroactividad de la» leyes. Pero si la pena de la nue- 
va ley faese mayor, entonces parece consiguiente qae de- 
be aplicarse la de la reformada en los juicio* iniciados 
antes de la reforma, pues seria Injusto, y contra el mis- 
mo principio, aplicar una & la cual no se sujetó el en- 
juiciado al cometer el delito; en virtud del otro princi- 
pio de que nadie puede ser juzgado sino en virtud de una 
y anterior & él. 
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hecho. Duro seria, según la frase de un escri- 
tor legista, que se aplicase por sentencia un cas- 
tigo que el legislador mismo, ai variar su espe- 
cie, ó al disminuir su cantidad, reconoce que ha 
llegado á ser demasiado severo 6 desproporcio- 
nado. — Otra regla explicatoria del principio es, 
que, en el procedimiento debe seguirse la ley ac- 
tual, aunque sea él diferente del prescrito por la 
que regia cuando se cometió la acción juzgada. 
Dedúcese que no solamente debe observarse en 
cuanto al procedimiento la nueva ley sobre hur- 
tos ; sino también en cuanto á la4m posición de 
las penas. Sin embargo, como en defecto de 
una expresa disposición legal no pueden califi- 
carse de infundadas las dudas propuestas que 
Tersan sobre principios generales, la Suprema 
Corte resuelve: que se pase en copia la consul- 
ta al cuerpo legislativo para la conveniente ex- 
plicación. Comuniqúese esta providencia á las 
Cortes Superiores por lo que pueda convenir. 
— Narvarle. — Martínez. — Bracho. — Duarte. 

REVISTA de inspección. Véase Milicia nacio- 
nal, D. E. R. Título Vil. 
REVISTA de comisario. Véase Letras de cuar- 
tel, D. E. de 23 de Agosto de 1851, y R. E. de 
8 de Febrero de 1854, 
RICHARD (teniente coronel tomas) Pensión 
á su familia. Véase Pensiones, D. de 2 de 
Mayo de 1842. 
RIDDE (alfonzo). Yéase Camino de Cu maná 

á Maturin. 
RIGUROSO servicio, decretóse 14 de agos- 
to de 1830 explicando el sentido de esta frase* 
Vista la consulta que en 7 uel presente hace el 
Presidente del Estad? sobre la inteligencia que 
debe darse á la expresión '«riguroso servicio " 
que contiene el artículo 33 del decretó de garan- 
tías á los venezolanos, y considerando ; 19 Que 
es una atribución natural del Congreso resolver 
las dudas que se promuevan sobre la inteligencia 
de las leyes. — 2? Que el Ejecutivo en su nota, 
anuncia entenderse por servicio activo, aquel en 
que están las tropas acuarteladas y todo oficial 
destinado y con ejercicio en el estado mayor 6 en 
los cuerpos y puntos militares, en guarnición, en 
marcha ó en campaña. 

Decreta : 
Artículo único. Que la frase ü riguroso servi- 
cio u equivale á la de actual servicio, y compren- 
de los casos que el mismo Gobierno ha indicado 
en su nota, ad virtiendo que no ha sido el ánimo 
del Congreso, considerar en actual servicio á loa 
generales, jefes y oficiales que estén con letra» 
de cuartel, reformados 6 cun licencia indetermi- 
nada. 
Comuniqúese ul Presidente del Estado para su 
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ejecución.— Dado en Valencia á 14 de Agoeto 
de 1830.— El Presidente, Miguel Peña.— ES Se- 
cretario, Rafael Acevcdo. 

Cúmplase : al efecto comuniqúese por la Seere* 
ta ría de Guerra y Marina á quienes corresponde, 
y publíquese en la Gaceta de Gobierno.— El Pre- 
sidente del Estado, José A. Páez.— Fot S. E*— 
El Secretario del Despacho de Guerra y Marina, 
Santiago Marino. 

RIO NEGRO. Véase Distrito de Ría Negro. 
R1VERO (maria de jesús). Véase Pensiones, 

D. de 30 de Marzo de 1852. 
RIVEROL (miguel). Pensión á su viuda. Vea* 

se Pensiones* D. de 7 de Marzo de 1850. 
RODRÍGUEZ (teniente pablo). Pensión á su 

viuda. Véase Pensiones, D. de 7 de Marzo de 

1850. 
ROLES de buques. Véase Nacionalizado* jf 

Arqueo. 
ROQUES. Véase Salina de los Roques. 



SACERDOTES regularas. Véase Regulares. 

SACERDOTES regulares y seculares ex- 
tranjeros. Véase. Extranjeros pertenecientes 
á órdenes religiosas. 

SACRISTANES mayores. Véase Asignaciones 
eclesiásticas, R. E. de 28 de Agosto de 1848, 
art. 4° al 7° 

SACRISTÍAS. Véase Títulos de curas u sacris- 
tanes propietarios é interinos. 

SACRISTÍAS. Su provisión ; y cualidad indis- 
pensable del beneficiado. Véase Patronato ecU" 
siástico % art. 26, 34 y 3& * 

SACRISTÍAS. Véase Curatos, (Apéndice al se- 
gundo Tomo), y Mayordomías de fábriea, IX 
E. R. de 18 de Octubre de 1842 § 2° del arU 
30 

SALADARES (destrucción de). Véase Sali- 
na*, R. E. de 16 de Octubre de 1852. 

SALIDA DEL PAÍS. R68OLUCION EJECUTIVA- Dfc 

24 de octubre de 1845 estableciendo las for- 
malidades que deben observarse para impedir* 
la. 
Secretaría del Interior.— Sección, terrera • 
Caracas, 24 da Octubre de 1846. 
ifatte/to.— -Dígtae al Sr. Gobernador da 
Cumaná. 

Impuesto 8% E, el Presidente de la Repüife 
ca de la consulta contenida en la nota de US. de» 
22 de Setiembre, ¿timo número 131 sobra laa 
formalidades que deben observarse para impedir 
la salida del pais á algún individuo, ee ha servida 
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resolver, que siempre que algan jara manifieste 
per escrito al espitan de algún puerto que ha 
prohibido la salida del pais á alguna persona, de- 
berá este funcionario impedir se embarque hasta 
que se allane el inconveniente y reciba aviso escri- 
to del mismo juei. No quiere esto decir que los 
jueces deban entenderse directamente con los 
capitanes de puerto 6 funcionarios qae hagan sus 
veces, sino que cuando por estar ausentes ó impe- 
didos loe empleados del orden político á quienes 
deben ocurrir los del judicial para estorbar la sa- 
lida de alguna persona, haya peligro en la demo- 
ra y les sea necesario ocurrir á los capitanes de 
puerto, estos estén en el deber de auxiliar á aquellos 
haciendo que sos providencias sean respetadas. 
La obtención del pasaporte sin conocimiento de la 
interdicción judicial no debe embarazar el cumpli- 
miento de esta, siendo en todo caso responsable 
el juez que lo acuerda y no el funcionario que 
procura su ejecución — Por 8. E.— Cobos Fuer- 
tes. 

SALIDA dbl país. Véase Pasajeros. 
SALINAS, ley de 30 de abml de 1856, que 
reforma la de 25 de Febrero de 1852, p. 4 del 
cuaderno de ese año, — que reforma la de 19 
de Mayo de 1843, p. 14 del cuaderno de ese 
aflOj y 548, núm. 506 del cuerpo de 1851 — que 
refórmala de 1 1 de Mayo de 1840, p. 36 del 
cuaderno de ese año, y 432, n° 413 del cuerpo 
de 1851— q ue reforma la de 13 de Mayo de 
1837, p. 22 del cuaderno de ese año, y 2*6, n? 
301 del cuerpo de 1851 — que deroga la de 5 
de Abril de 1836, p. 145 del cuerpo compren- 
sivo de las de ese afto t y 193, n° 210 del de 
1851— que reforma la de 20 de Abril de 1833, 
p. 189 del cuerpo comprensivo de las de ese 
año, y 118, n? 14? del de 1851. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso, 

decretan : 
Art. 19 ^ ara * a custodia y vigilancia de las sa- 
linas, los* Administradores de aduana donde aque- 
llas existan, destinarán el número de celadores del 
resguardo que fuere necesario, según la impor- 
tancia, localidad y demás circunstancias de cada 
una, debiendo hacer que todos alternen en este 
servicio. 

§ único. £1 Poder Ejecutivo podrá señalar una 
gratificación que no exceda de diez pesos mensua- 
les á mas de su sueldo á los celadores que sean 
destinados a las salinas por nulo el tiempo que es- 
tén sirviendo en ella* 

Art 29 La inspección del arranque do la sal, 
en.' depósito y entrega correrá 11 4 cargo del coi plea- 
db 6 empleado» que nombce ti Poder Ejecutivo, 
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quien designará en cada caso el sueldo que ha- 
yan de gozar. 

Art 39 Todas las salinas de la República de- 
penderán inmediatamente de las respectivas ad* 
ministraciones de aduana de que han dependido 
bajo el régimen de la ley de 19 de Mayo de 1343* 
A estas deberán pasar semanalmente un estado de 
la sal que se extraiga, venda y quede en depósito, 
y otro del- ingreso y egreso de los fondos de que 
dispongan sus encargados, con arreglo á las ins- 
trucciones que les comuniquen los respectivos Ad- 
ministradores. 

§ único Se exceptúan de este deber los encarga- 
dos de salinas de propiedad particular y las de las 
que arrendare el Poder Ejecutivo con arreglo á lo 
que se dispone por el artículo 31 de esta ley. 

Art 49 Para la custodia y depósito de la sal, 
el Poder Ejecutivo hará construir lo mas pronto 
posible almacenes ó cercas, según lo crea mas 
conveniente, atendidas las localidades y con pre- 
vio informe de los respectivos Administradores. 

Art. 59 Cada uno de los encargados de las sa- 
linas llevará cuenta diaria en libro separado, de 
toda la sal que se explote, de la que se almacene 
ó cargue, y de lo que produzcan sus ventas, con 
especificación de las personas á quienes se venda, 
número de quintales, y demás requisitos que se 
exijan en su caso por el atículo 14. Estos libros 
serán foliados ó rubricados anticipadamente por el 
Gobernador de la provincia, quien los recojera di- 
rectamente de los encargados de salinas al venci- 
miento de cada año económico, y los remitirá opor- 
tunamente al Tribunal mayor de cuentas. 

Art. 69 Los celadores de que habla el artículo 
19 no podran mezclarse en manera alguna en las 
operaciones de arranque, entrega ó venta, ron la 
excepción que establece el artículo 17 bajo la pe- 
na de uno & seis meses de prisión y resarcimiento # 
de lo que hayan defraudado al Estado; pero sí po- 
drán dar cuantos informes crean convenientes al 
respectivo Administrador de Aduana. 

Art. 79 En las salinas en que lo crea conve- 
niente el Poder Ejecutivo podrá rematarse ante la 
respectiva Junta Económica de Hacienda, laes- 
plotacion y arranque de la sal, no debiendo admitir 
posturas que excedan de medio real el quintal, y 
sin perjuicio de quedar sujeto el'rematador á la 
intervención imprescindible de la Administración 
y del inspector de arranque, y á que este se ejecu- 
te en las oportunidades conveniente» 

Art. 89 En las salinas particulares en que sea 
conveniente habrá constantemente un empleado 
que celará el cumplimiento de esta ley, á quien el 
Poder Ejecutivo cometerá todas las funciones con- 
ducentes á impedir el fraude y asegurar los de- 
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rechos del Estado, señalándole el sueldo que 
juzgue conveniente. 

Art. 99 El derecho de consumo que se estable- 
ce sobre ¡a sal, se recaudará en la Administración 
de que depende la salina de que aquella se extrai- 
ga. 

Derechos y plazos. 

Art 10 La sal que se extraiga para el consumo 
de la República, explotada de las salinas de la 
Nación, se gravará con el impuesto de ocho reaLs 
por cada quintal, y la que se extraiga de salinas 
particulares con el de seis reales. 

§ único. El Poder Ejecutivo cuidará de proveer 
de peso y romana á cada una de las salinas. 

Art 11 La sal que salga para fuera de la Re- 
pública por mar 6 psr tierra queda gravada con el 
derecho de tres reales por cada quintal si la salina 
fuere de propiedad nacional, y con el de dos reales 
si fuere de propiedad particular. 

Art. 12. Los derechos establecidos por los dos 
artículos precedentes, serán satisfechos al contado 
no llegando á cien pesos : á tres meses de plazo no 
excediendo de trescientos pesos: y al plazo de seis 
meses, pasando de esta cantidad, otorgándose pa- 
garés en la forma establecida por la ley ág impor- 
tación. Estos plazos empezarán á correr desde el 
dia en que se otorgue el pagaré. 

De la importación é internación para patees ex- 
tranjeros, 

Art. 13. Cuando un buque pida permiso para car 

far df. sal con destino á pais extranjero, dejará 
anza p. el puerto en que se le conceda por el 
valor . e los derechos de la sal, los que se pagarán 
oon &> reglo al artículo 1 1 y al acto de emprender 
flu vie j'' al puerto de su destino. 

Arí 14 No podrá un buque cargar de sal en 
ninguna salina de propiedad nacional 6 particular, 
• sin permiso escrito de la Administración de adua- 
na á que pertenezca, en Ja cual conste la clase y 
nombre del buque, el del Capitán, número de 
quintales que va á embarcar, su destino y la per- 
sona que ha solicitado el permiso, y sin haberse 
asegurado el derecho correspondiente. Este per- 
miso no tendrá valor pasado el término que en él 
se señale y que nunca podrá ser mas que el duplo 
que exija la distancia, ademas del tiempo necesa- 
rio para cargar. 

Art 15 En el puerto en que un buque haya de 
descargar la sal, se pesará de nuevo el carga- 
mento ; y si del peso resultare exceso, sobre la 
guia 6 permiso de su despacho la Administración de 
aduana respectiva cobrará en el acto el derecho 
«•nforme á los artículos, 10 y 1 1. 

^ único El Poder Ejecutivo cuidará eficazmen- 
te de que se verifique el repeso de que habla este 
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artículo, y podrá facilitar á las aduanas un medio 
económico y seguro para el cómputo de los car- 
gamento?, si lo hallare conveniente á los intereses 
de la Nación, sin perjuicio del comercio. Estable- 
cida cualquiera regla, si el dueño de la sal no se 
conformare, entonces se hará á su costa el repeso 
material de la especie. 

Art 16. Los capitanes de los buques que con- 
duzcan sal extraída de salina que no tenga emplea- 
do, presentarán al acto de la visita un sobordo ó 
manifiesto, en que se exprese la cantidad de sal 
de que conste el cargamento, la cual se volverá á 
pesara] acto de la descarga; y sobre la cantidad 
que resulte, sea cual fuere, pagará el derecho de la 
manera establecida en los artículos 10 y 11. Trae- 
rán ademas una declaratoria del dueño arrendata- 
rio y encargado de la salina para justificar la pro- 
cedencia de la sal, cuyo documento presentarán 
también al acto de la visita. 

$ único. Los dueños de salinas depositarán ó 
exhibirán en la aduana respectiva una declarato- 
ria firmada por ellos, que contendrá el nombre de 
la salina, su propiedad, y parroquia en que se en- 
cuentre situada : esta declaratoria podrá también 
presentarse por sus encargados. 

Art 17. Los permisos de que habla el artículo 
13, que nunca se darán sino para la carga que un 
buque pueda tomar en un solo viaje, serán pre- 
sentados al empleado de la salina, quien presen- 
ciará la carga, y anotará en dichos permisos, y en 
el libro que debe llevar, la cantidad de sal entre- 
gada y lo demás necesario con arreglo alas ins- 
trucciones y modelos que pase la Secretaría de 
Hacienda. Los empleados de salinas acompaña- 
rán estos libros á sus cuentas que deben rendir al 
tribunal mayor. Lo mismo harán los Administra- 
dores de aduana con el libro que llevan sus depen- 
dientes. 

Art. 18. No podrá trasportarse sal ni por mar 
ni por tierra sin certificación expedida por una 
aduana, ó por el empleado expendedor respecti- 
vo, en que se expresen todas las circunstancias 
que se detallan en el artículo 14, y ademas el tér- 
mino que se conceda al cargador para llegar á 
su destino, que nunca excederá al duplo del de la 
distancia. 

Ar. 19. La sal que se conduzca por tierra lo 
será precisamente con una guia autorizada por 
el empleado que la haya entregado, y cuya forma 
se dará por el Poder Ejecutivo. Ésta guia solo 
valdrá por el término que designe en ella el que 
la expida, que nunca podrá exceder del duplo del 
de la distancia. 

Penas de los contraventores. 

Art. 20. Cuando resultare que un baque tiene 
á su bordo mayor cantidad de sal que la que ha 
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manifestado en el sobordo ó exprese Ja guia 6 
certificación del empleado de la salina, pagará en 
clase de multa dos pesos por cada quintal de ex- 
ceso, aplicado de por mitad á los empleados que 
hayan intervenido en el descubrimiento, y ai Es- 
tado, sin perjuicio de los derechos que corres- 
pondan á este. 

Art 21. Si se encontrare un buque legítima- 
mente despachado por una aduana 6 empleado de 
salina, en los términos expresados en esta ley, 
con un exceso de un diez por ciento, sobre lo que 
exprese el permiso, será decomisado junto con 
sn cargamento, aplicado iodo A los aprehenaores, 
deduciéndose los derechos de la sal conforme al 
articulo 10. 

Art. 22. Los que conduzcan sal por tierra sin 
la correspondiente guia que dispone el artículo 
10, ó en mayor cantidad que la que esta expre- 
sa, serán penados, en el primer caso, con la pér- 
dida de las caballerías y de) cargamento, á fa- 
vor del aprehensor 6 aprehensores, deducidos los 
derechos del Estado y el valor de las costas ; y 
en el segundo, con dos pesos por cada quintal 
con la misma aplicación que dispone el artículo 
20. 

Art 23. La falta de la certificación prevenida 
en el artículo 16 sujeta al buque y su cargamen- 
to á las penas establecidas en el artículo 21 según 
el caso en que se encuentre. 

Art 24 En estas causas se procederá con ar- 
reglo á la ley de comisos desde su artículo 3? 
hasta el 21, pero cuando se proceda contra los 
empleados, conocerá siempre el juez de provin- 
cia, y en lodo caso se despachará con la preferen- 
cia que exije dicha ley. 

Disposiciones generales* 

Art 25. Los administradores de aduana visi- 
tarán por lo menos dos veces al año las salinas 
de su dependencia, é informarán á la Secretaría 
de Hacienda de las medidas que adopten, de las 
faltas y abusos que observen en los empleados, y 
en todo lo demás que crean conveniente á la me- 
jor administración del ramo. 

y único. El Administrador de aduana que sin 
motivo justificado, á juicio del Poder Ejecu- 
tivo, no cumpliere por sí mismo el deber que 
te le impone por este artículo, pasará en clase 
de multa una cantidad igual al sueldo de un mes 
por cada visita que deje de hacer. 

Art. 26. Los encargados de salinas no podrán 
separarse del lugar de su residencia, antes de ser 
subrogados y con permiso del respectivo Admi- 
nistrador de aduana ; y el que se separe sin este 
requisito, quedará por el mismo hecho separado 
de si destino» y sujeto al juicio de responsabili- 
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dad por el perjuicio que haya ocasionado su au- 
sencia. 

Art. 27. En todos los casos que ocurra duda 
acerca de la procedencia de la Sal, se nombrarán 
expertos que la conozcan y la califiquen, en los 
términos que previene el Código de procedimien- 
to judicial. 

Art 28. En cualquier estado que tenga una 
causa de comiso de sal, si el contraventor confe- 
sare el hecho 6 falta, y renunciare la audiencia 
ante el respectivo juez, 6 manifestare que no 
quiere continuar el juicio, no habrá lugar á él; 
pero se hará constar todo en una diligencia que 
firmarán la parte, el empleado, el arrendatario 6 
dueño en su caso, y el juez de la causa. El mis- 
mo empicado procederá á hacer la distribución 
legal de lo comisado. 

Art 29. En las salinas del Estado donde se 
haga la explotación por cuenta de particulares, se 
aboturá á estos medio real por cada quintal que 
exploten, desde la publicación de esta ley y al ac- 
to de j ngarse el derecho de la sal. 

Art. 30 Se autoriza al Poder Ejecutivo para 
disponer la destrucción de los saladares 6 pozos 
de sal de propiedad nacional, que por su locali- 
dad ó poca importancia, no puedan conservarse 
sin evidente perjuicio del Tesoro, tomando antes 
loe informes y noticias suficientes. 

Art. 3!. El Poder Ejecutivo queda autorizado 
para reglamentar la presente ley organizando la 
Administración de las salinas de la manera que 
juzgue mas conveniente á los intereses fiscales. 

Art. 32. Se deroga la ley tle 25 de Febrero de 
1852. 

Dada en Caracas á 26 de Abril de 1856, a fio 
27 de la ley y 46 de la independencia. — El Presi- 
dente del Senado, Juan Vicente González Del» 
gado. — El Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, J. G. Ochoa. — El Secretario del Senado, 
J. A. Pérez. — El Diputado Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, J. A. Torrealba. 

Caracas, Abril 30 de 1856, año 27 de la ley y 
46 de la independencia. — Ejecútese.— Joié T. Me- 
néeos. — Por S. E. — El Secretario de E. en el D. 
de Hacienda, Jacinto Gutiérrez. 

Es copia. — Gutiérrez. 

SALINAS. DECRETO EJECUTIVO DE 22 DE OCTV- 

bre se 1852 reglamentando la ley de 25 de 
Febrero de 1852 (•). 

José Gregorio Monágas, Presidente de la 
República de Venezuela, &. &• &. 

Para la mas cumplida ejecución de la ley de 
525 de Febrero del presente ario, sobre salinas. 



(*) Como aro no se ha reglamentado la Ley rigente, 
j asgamos subsistente ol presente decreto. 
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Art. I9L03 Administradores de Aduana des- 
tinarán, de los individuos del Resguardo, el nu- 
mero de celadores que juzguen necesarios en 
aquellas salinas que e*ten á su cargo, y en las 
cuales no haya Administrador é Interventor nom- 
brados por el Poder Ejecutivo. 

§ 19 k° a Adminisíradores é Interventores y de- 
positarios de salina destinarán en las de su car- 
go los celadores de que habla el artículo anterior, 
de los cuales les proveerán los Administradores de 
Aduana. 

§ 2 ° Los celadores que se destinen al cuido 
y vigilancia de las salinas, serán relevados por 
per iodos de dos meses, dando cuenta oportuna- 
mente al Poder Ejecutivo del nombre y numero 
de estos, 

Art 2 o . En las salinas de Píritu y Uñare, Ara- 
ya, Mitare y Guaruuao, habrá un administrador 
é Interventor con el sueldo anual cada em- 
pleado de mil pesos, en las de Coche y Morro y 
Botoncillo habrán en cada una dos depositarios 
con el sueldo anual de setecientos pesos. 

Art. 3? Son deberes de los Administradores, 
Interventores y Depositarios de salinas. 

19 Inspeccionar el arranque de la sal, recibir 
la que se extraiga diariamente de las salinas, su 
depósito, tomando razón, en un libro que lleva- 
ran al efecto, de la cantidad y fecha de la sal 
recibida, cuyos asientos firmarán en cada entre- 
ga, el Administrador é Interventor y «Vpo- it- 
rios. # 

29 Cuidar de que no quede por 1» noche ui 
aun provisionalmente la ?••! i-n t tn» distinto lugar 
que en el destinado parí su depósito. 

39 Expender y cr.tr* »;\r por sí mismos la sa! 
que se venda ya en imi 10 ó por órdenes libradas 
por la Tison-rí:i general cu virtud de expreso 
mamljto del Poder Ejecutivo. 

49 Pagar al íi» de cada semana á los trabaja- 
dores del arranque lo que hubieren ganado, po- 
niendo un asiento en el libro de sus cuentas en 
que se especificará* el nombre de aquellos y las 
cantidades pagadas. 

59- Los asientos que pongan en el libro de ven- 
taste sal en dinero se firmarán en el acto por el 
Administrador é Interventor, depositarios y com* 
prador. Los asientos de sal entregada por virtud 
de órdenes, se comprobarán con el recibo del in- 
teresado puesto al pié. de esto?. 

69 Lo* Administradores y Depositarios lleva- 
rán con d dia sus cue nAas y pasarán, mensual- 
mente á la Administración de Aduana de quien 
dependen, una relación circunstanciada del in- 
greso, egreso y existencia, etto á reserva de la 
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cuenta general que deben rendir á fin de c ida 
a fio económico á la misma Aduana ; y de la re- 
lación mensual pasarán una copia exacta d la 
Secretaria de Hacienda. 

Art. 49 Los Administradores de aduana desig- 
narán la residencia de los empleados de las salí* 
ñas de su jurisdicción. 

Art. 59 Los Administradores de aduana coan- 
do visiten las salinas de independencia, darán al 
Gobierno, ademas de las noticias que en la ley se 
les previene, aviso de la coagulación, indicando 
la sal que crean conveniente explotar y el modo 
mas económico de hacer el arranque* 

$ único. Así mismo darán parte del estado de 
los edificios y útiles de las salinas respectiva?, in- 
dicando las mejoras qtie deban hacerse para la 
mejor organización de ellas* 

Art- 69 Los Administradores de aduana djs* 
pondrán tanto en las salinas de propiedad nacional 
como particular, que se formen pillóles á distan* 
cia de veinte á treinta pasos de la orilla de la ta* 
lina en banco seco y firme, á fin de que los em- 
pleados y celadores pueda* inspeccionar debida* 
mente la sal. 

Art. 79 Para los efectos del parágrafo únieo- 
del artículo 19 déla ley de la materia, los dueños 
de las salinas particularta arreglarán inmediata- 
mente los pesos y medidas de que deben hacer 
uso por los de la Administración en cuya juris» 
din-ion se encuéntrenlas mencionadas salioaa 

Art. 89 La fianza de que habla el artículo* 13 
de la ley se cancelará cuando se aetedite dentro* 
del plazo que se fije con arreglo á la dbtaacia, 
que la introducción ae ha hecho en el puerto de su 
destino, ó cuando en caso contrario se satisfagan, 
los derechos correspondientes. Esta circunstan- 
cia se acreditará con certificación de los emplea- 
dos de la aduana del puerto en que ne haya he- 
cho la introducción. 

Art. 99 El Administrador de la aduana d* 
Mará ceibo puede permitir que los cargamento* 
de sal que se introduzcan en aquella ciudad para; 
internarlos en el territorio Granadino se de- 
positen en los almacenes de lisa particulares, ña- 
mando las precauciones que estimen «onveatenies 
para evitar el fraude. 

Art. 10; Los Administradores de MaracsHkr 
y Ciudad-Bolívar remitirán mensual mente á la 
Secretoria de Hacienda ana relación de la sal 1 
que se haya introducido en la Nueva Granada. 

Art. II . Se prohibe á todos loe empleados «ir la* 
salinas hacer por su cuenta 6 por la de otro, ne- 
gocio alguno respecto de la sal, bajo la pena de 
deposición de mi empico. 

Art. 12. Para el mejor orden y gobierna de 
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salinas de propiedad particular, los Administra- 
dores de aduana respectivos harán observur la si 
reglas siguientes: 

I a Los almacenes de sal estarán en un lugar 
inmediato á la habitación del celador que nombre 
el Gobierno para inspeccionar la salina. 

2 a La sal que se explote de dichas salinas se 
hará almacenar en el tiempo que se crea con- 
veniente, dando aviso al efecto hl dueño de la sa- 
lina por escrito, y harán inutilizarla que no esté 
almacenada al vencimiento del término que se 
haya señalado. 

3* El Administrador de aduana en cuya juris- 
dicción se encuentre alguna salina particular, fija- 
rá al dueño de esta un término proporcionado 
para que construya los almacenes en los lugares 
en que puedan estar bajo la inmediata vigilancia 
del respectivo celador ; y mientras tanto podrá 
permitir que la sal de las salinas se conduzca & los 
almacenes que estén dentro de las casas particula- 
res 6 haciendas, siempre que esto se verifique en 
las horas del dia, dando antes noticia al celador , 
déla cantidad, de sal que se almacena para que 
tome de ella razón en el libro de entradas. 

4 a Pueden los Administradores por sí ó por 
medio de persona de su confianza debidamente 
autorizada, reconocer los almacenes de sal que 
haya en las casas 6 haciendas partícula íes, par- 
ticipando previamente á sus dueños que va á ve- 
rificar el reconocimiento. Si do esto resultare que 
existe menos cantidad de sal almacenada, se hará 
una regulación de la que falta, y si el dueño no 
se conformare con esta, se hará nueva reguJHcion 
por dos peritos nombrados por el empleado y por 
el dueño de la sal. Eu el cuso de que este se ne- 
gare á nombrar perito, lo hará el mismo emplea- 
do, y la determinación de aquellos se llevará a 
efecto. 

Árt. 13. Solo se tendrán por salinas Ae pro- 
piedad particular aquellas que con títulos suficien- 
tes se acrediten que pertenecen á alguna persona. 
Los Administradores de aduana en cuya jurisdic- 
ción se encontrare alguna salina de propiedad par- 
. ticuhrr, prevendrán de oficio al dueño de esta que 
en el término de dos meses después de la notifica- 
ción presenten los títulos de que se hace mención 
en este artículo, de los cuales harán loa Admi- 
nistradores sacar copias certificadas que remitirán 
é la Secretaría de Hacienda. 

Art 14. El- Secretaria de Estado en el Despa- 
cho de Hacienda queda encargado de la ejecu- 
ción de este reglamento. 

Dado, sellado con el sello del Poder Ejecutivo y 
refrendado por el Secretario d« Estado en el Des- 

Sacho de Hacienda, en Caraca», á 22 de Octubre 
e!852jaño 23? déla fcy y 4«? deraindepen- 
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dencia. — José Gregorio Monágas.-— Por S. E. — 
Pedro C. Gellineau. 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 4 DE NO- 
VIEMBRE uk 1839 declarando que tanto el ad- 
ministrador de la aduana de la Guaira, como 
los de las de Puerto- Cabello y Choroní fue- 
den despachar permisos para cargar en la de 
los Roques. 
República de Venezuela. — Secretaría de E. en el 
D. de Hacienda.— Caracas, Noviembre 4 de 
1839, 10? y 29? 

Al Sr. administrador de aduana de la Guaira, 
Señor. — El señor Julián García á nombre del 
sefior Domingo Antonio Olavarría, riel comercio 
de Puerto Cabello, ha representado al Gobierno 
que á su buque y á los demás de aquel puerto les 
ocurre frecuentemente venir á ese á obtener licen- 
cia para ir á cargar de sal á los Roques, de don- 
de se dirige á Puerto-Cabello para quo la adua- 
na pese el cargamento y cobre los derechos cor- 
respondientes ; que después de ser práctica cons- 
tante este modo de proceder en esa aduana, se le 
ha notificado al señor Olavarría qué no se con- 
tinuada en ella, porque el artículo 49 de la ley 
de la' materia dispone : que para cargar de sal se 
obtenga antes licencia de la aduana en cuyo dis- 
trito se halle la salina, y que el cargamento no pue- 
da ser conducido á otros puntos de la República 
sin certificación de la aduana que lo despache. 
Observa al mismo tiempo el peticionario que la 
salina de los Roques por su situación no puede 
quedar comprendida en la regla general, porque 
un buque destinado para Puerto -Cabello, Mara- 
caibo ú otro punto, perdería mucho viaje si fuese 
á regresar á ese puerto, y todavía seria peor si 
hubiese de navegar & barlovento: que como la 
guia no puede darse sin que se haya practicado el 
peso de la sal, es claro que los empleados de esa 
aduana no la expedirían sin aquel requisito ; y 
finalmeute, que presuponiendo la ley celadores en 
las salinas, y no habiéndolos en los Roques, esa 
oficina no tiene ninguna regla que seguir al ex- 
pedir la guia, si no practica el desembarco y peso 
material de la sal ; con cuyo motivo pide al Go- 
bierno que declare á los Roques fuera de la com- 
prehension de los distritos de las respectivas sali- 
nas, y que todas las aduanas puedan despachar 
buques á cargar de sal á ellos, con tal que la nave 
se presente con su caTga para pesarla y pagar los 
derechos en la misma ú otra aduana de la Repú- 
blica. En esta virtud, y habiendo el Gobierno 
oido previamente al Consejo sobre el particular, 
ha resuelto con acuerdo de este: que lo mismo 
que la aduana de este puerto, pueden las de Puer- 
to-Cabello y Choroní despachar dichos permisos 
y certificaciones ; puesto que solo hay costumbre 
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( y no disposición alguna legal) que constituya la 
salina de los Roques como dependiente de solo el 
distrito de ese puerto, y que por otra parte es al 
Poder Ejecutivo á quien toca designar las habili- 
taciones donde deba cobrarse el derecho común 
de las sales según el artículo 3? de dicha ley. 

Lo que tengo el honor de decir á U, para su 
cumplimiento en la parte que le toca. 

Soy de U. muy obediente servidor. — G. Smitk. 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 12 DE 

abril de 1841 declarando que todas las adua- 
nas están autorizadas para despachar carga- 
mento de sal para el extranjero. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el Despacho de Hacienda. — Caracas, Abril 
22 de 1841 a 12 de la ley y 31 de la indepen- 
da. 

Sr. Administrador de la aduana de la Vela. 
Di cuenta al Poder Ejecutivo de la comunica- 
ción deU.de 21 de Diciembre último número 
133 en que con motivo de haber pretendido el 
administrador de aduana de Adícora y Jayana 
que solo él puede despachar un buque que cargue 
ele sal en la salina de Guaranao, sea cual fuere el 
destino que lleve dicha especie, pide al Gobierno 
una declaratoria sobre este punto ; y S. E. en 
consecuencia se ha servido declarar : que contra- 
yéndose el artículo 12 de k ley de 1 1 de Mayo de 
1840 en que se dispone que solo las aduanas de 
Cumanft y Jayana puedan despachar los buques 
que carguen de sal en las salinas de Araya y 
Guaranao, únicamente á aquellas extracciones 
que se hagan para el comerció de cabotaje, todas 
las aduanas están autorizadas para el despacho 
de los buques cuyos cargamentos de sal van des- 
tinados á la exportación é internación para paises 
extranjeros, sin limitación alguna, conforme está 
dispuesto en el artículo 9 de la expresada ley sobre 
salinas. — Y lo comunico á U. para su inteligen- 
cia y fines consiguientes y en contestación á su 
citada nota. — Soy de U. atento servidor. 
Guillermo ¡Smith. 

SALINAS. RESOLUCIÓN KJKCUriVA DE 24 DE JU- 
NIO de 1844 fijando el sello en que deben ex- 
tenderse los permisos para cargar saL (*) 
República de Venezuela. — Secretaría de Hacien- 
da.— Caracas» Junio 24 de 1644, 15 y 34. 
Sr. Administrador de aduana de — . 
Habiendo llegado á noticia del Gobierno que 
algunos administradores de aduana expiden en 
papel común los permisos pira cargar sal de que 
habla el artículo 14 de la ley vigente de salinas, 

(*) Esta resolución, aaaqne sea anterior á la ley vi- 
gente sobre papol sellado, está perfectamente de acuerdo 
oca el artículo 8 de ella, 
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apoyados en que dicha ley no expresa la clase de 
papel en que estas deban extenderse, y conside- 
rando que de dichos documentos debe hacerse un 
uso oficial, y que ademas ellos deben despacharse 
á solicitud de los interesados, ha resuelto S. £. 
con esta fecha, que los referidos permisos se ex- 
tiendan siempre & continuación de las peticio- 
nes respectivas, las cuales deberán exigirse en el 
papel del sello 5° que es el que debe emplearse 
para las representaciones que se dirijan á los fun- 
cionarios públicos, según el artículo 20 de la ley 
sobre papel sellado de 18 de Abril de 1838. 

Lo participo & U. para su inteligencia y cum- 
plimiento. 

Soy de U. muy atento servidor. 

Juan Manuel Manrique. 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 22 JXE 

agosto de 1845 mandando que los fiscales de la 
Hacienda apelen de las sentencias en que se 
admita la suficiencia de la prueba testimonial 
en defecto del documento del despacho de la 
aduana para los efectos de la ley» 
Despacho de Hacienda.— Caracas, Agosto 22 
de 1846. 

Resuelto* — Habiendo sucedido el caso, que en 
juicio de comiso seguido á consecuencia de la 
aprehensión de un buque encontrado con carga- 
mento de sal, sin estar legítimamente despacha - 
do en los términos expresados por la ley, el tri- 
bunal que ha conocido, en lugar de declarar cal- 
dos en la pena de comiso, tanto el buque como 
el cargamento, según el tenor expreso del artícu- 
lo 20 de la ley de 10 de Mayo de 1843 sobre 
salinas, ha admitido y reconocido la suficiencia 
de la prueba testimonial en defecto del documen- 
to que exige la ley para comprobar que una em- 
barcación na sido legalmente despachada por una 
aduana 6 por un empleado de salinas, el Poder 
Ejecutivo resuelve: ios fiscales ó representante* 
del fisco que siguieren 6 hicieren seguir causa de 
comiso en el caso previsto por el citado articula 
20, apelarán de la sentencia del tribunal si este 
como en el ejemplo citado, admitiere prueba tes» 
timonial, y absoi viere de la pena al contraventor ; 
interponiendo en última instancia» el recurso de 
queja ante el inmediato superior, para que se 
haga efectiva la responsabilidad de loe jueces 
que sentencien contra el tenor de la ley> y con 
perjuicio de la administración fiscal. Publiques* 
por la Gaceta y comuniqúese á quienes corres- 
ponda. — PorS. £. — Manrique. 

Es copia.— J* M. Manrique* 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 21 SE 

julio í>m 1855 excitando al Gobernador da 
Cumaná para que investigue la causa de la 
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depreciación de la sal de Araya ; y para que 

doble su vigilancia sobre dicha salina. 
República de Venezuela. — Secretaría de Hacien- 
da. — Sección segunda. 

Caracas, 21 de Julio de 1855. 
Se flor Administrador de la Aduana de Gumaná. 

Sabe el Poder Ejecutivo que en la Guaira se 
ha vendido recientemente la sal de Aiaya intro- 
ducida por el puerto, A un precio mucho menor 
que el que cuesta en la misma salina conforme á 
la ley. 

Tiempos atrás cuando la acumulación de ór- 
denes pagaderas con nquel artículo, debía pro- 
ducir su exuberancia y necesariamente su extre- 
ma baratura, un hecho semejante, lejos de pare- 
cer extraño, debia considerarse como una conse- 
cuencia forzosa de sus antecedentes; mas al ca- 
bo de cinco meses de haberse suspendido por el 
decreto de 28 de Febrero último !•>* efectos de 
dichas órdenes, y cuando la cantidad de sal in- 
troducida á los mercados debe ya estar en pro- 
porción con fl consumo, es un fenómeno diurno 
de atención, y cuyo origen desea conocer el Go- 
bierno, porque está decidido al empleo de medi- 
das eficaces, si como todo lo persuade, aquel no 
puede depender sino de o pe radones fraudulentas. 

En esta virtud, espero qn* U. redoble su vigi- 
lancia sobre la salina de Araya, que haga ser ca- 
ria vez mas constante la de los empleados que cor- 
ren con su administración, y que investigue la 
causa del hecho mencionado y dé cuenta A este 
Ministerio. 

Soy, &c. Jacinto Gutiérrez. 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 21 DE 

julio pe 1855 señalando un término para 
que los interesados presenten todas las guias 
que tengan contra la aduana de la Vela; y 
haciendo otras prev^enciones sobre este res- 
pecto. 
República de Venezuela. — Secretaría de Ha- 
cienda. — Sección segunda. 

Caracas, 21 de Julio de 1855. 
Señor Administrador de la Aduana de la Vela. 

En consecuencia del oficio dirigido por U. á j 
este Ministerio, con fecha 3 de los corrientes y el 
numero 1?, ha dictado 3. E. el Poder Ejecutivo 
la resolución del tenor siguiente : 

u Dígasele en contestación, que ponga un avi- 
so fijando el término perentorio de «quince dias 
para que presenten los interesados todas las guías 
que tengan contra las salinas de su dependencia, 
siendo á su perjuicio la no presentación : que to- 
me nota de las personas á cuyo favor hayan si- 
do expedidas, de las que las presenten, de la can- 
tidad de sal mandada entregar y de los emplea- • 
dos que las hayan librado ; y hecha su confron- [ 
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tacion con la cuenta que ha debido llevar aque- 
lla oficina, dé aviso del resultado, suspendiendo 
entre tanto su admisión." 

Y se trasmite á U. para su cumplimiento. 

Soy, dcc. Jacinto Gutiérrez. 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 26 DE 

julio de 1855 vidiendo informes á los admi- 
nistradores de aduana sobre el cumplimiento 
del art. 25 de la ley; y haciéndoles algunas 
prevenciones. 

Secretaría de Hacienda. — Sección segunda. 
Caracas, 26 de Julio de '1955. 
Circular. 
Señor Administrador de la Aduana de*... 

Sírvase U. informar á este Ministerio si el ar- 
tículo 25 de la novísima ley sobre salinas ha te- 
nido su puntual cumplimiento por parte de U., 
dando cuenta á este Despacho de los puntos á 
que se refiere el enunciado artículo y de todo lo 
demás que crea conveniente al mejor servicio 
público en ese ramo de hs rentas. 

Desea ademas S. E. el Poder Ejecutivo que U. 
le exprese la cantidad de sal que hay en depó- 
sito, á lo menos aproximadamente, en las sali- 
nas de su cargo; si estas se hallan en buen esta- 
do de limpieza y aptas para la coagulación ; cuá- 
les salinas son de cuágulo perpetuo y cuales cua- 
jan temporal y periódicamente, y en fin, todo 
cuanto pe oponga á hacer mas productiva esta 
fuente de riqueza nacional. 

Seria de desear que los celadores de las salinas 
en que toca á los Administradores de Aduana de- 
signarlos, tuviesen ademas de honradez, celo y 
actividad, conocimientos especiales de la locali- 
dad en que han de prestar sus servicios. 

Soy de U. atento servidor. — Jacinto Gutiérrez. 

SALINAS. KESOLUCION EJECUTIVA DE 20 DE 

agosto de 1856 declarando que recibida por 

los interesados una cantidad de sal, ceta toda 

reclamación contra el Gobierno. 

Secretaría de Hacienda. — Sección segunda. 
Caracas Agosto 20 de 1856. 

Dígase en circular á los Administradores de 
las Aduanas de Maracaibo, Cumaná. Margarita, 
Barcelona, Pampatar, y la Vela de Coro. 

Repetidas ocasiones ha tenido que ocuparse 
el Gobierno, en resolver solicitudes de indivi- 
duos que han recl«mrulo cantidades de sal como 
mermas sufridas en las exportaciones de esta os* 
pecie que han hecho ; y deseando S. E. el Po- 
der Ejecutivo poner término á tales solicitudes, 
tanto mas infundadas, cuanto que el Gobierno do 
ninguna manera ni bajo ningún respecto puedo 
responder de mermas causadas, ya por la acción 
del aire ó del agua, ya porque se deje en el Ir&n* 
sito la porción de sal que luego se recl&mj^ ya; 
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porque la sal puede ser extraída furtivamente, 
ya en fin por otras cansas independientes del 6o» 
bienio ; na resuelto lo siguiente. 

Después que se haya recibido por los intere- 
sados 6 sus apoderados una cantidad de sal, ce- 
sa toda reclamación contra el Gobierno, sea cual 
fuere la merma ó disminución que sufra la es- 
pecie por cualquier respecto. 

Por S. E.— Gutiérrez. 

Es copia.— Gutiérrez. 

SALINAS DE PIRITO Y UÑARE. RESOLUCIÓN EJE- 
CUTIVA* de 4 de agosto de 1855 aumentando 
el número de sus celadores. 
Secretaría de Hacienda.— Sección segunda. 
Caracas, Agosto 4 de 1855. 
Visto el informe del señor Administrador de 
las salinas' de Píritu y Uñare, en que pide el au- 
mento de celadores para la vigilancia de las sa- 
linas de su cargo ; 8. E. ei Presidente de la Re- 
pública en uso de la autorización que le confiere 
el parágrafo 19 del artículo 3? de la ley sancio- 
nada en 25 de Febrero de 1852. 
Resuelve : 
Cada una de las salinas establecidas en Píritu 
y Uñare tendrá para su servicio y vigilancia cua- 
tro celadores y un cabo. 

Comuniqúese á las oficina* correspondientes 
y publíquese en la Gaceta oficial. 

Por S. E.— Gutiérrez. 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 19 DE 

julio de 1843 prohibiendo se descargue en 
punto ó puerto no habilitado, mientras no se 
verifique el repeso en alguno habilitado* 
Secretaría de Hacienda. — Sección 2* 

Caracas Julio 19 de 1848. 
Resuelto. — Visto el oficio del señor adminis- 
trador de aduana de Güiria de 5 de Febrero úl- 
timo, manifestando que algunas embarcaciones 
que hacen el comercio de cabotaje y cargan de 
sai en Coche, Margarita y Carúpano con destino 
á Güiria ó á Irapa y Vaguai aparo desde que to- 
can en la costa de Paria, desembarcan sal sin que 
preceda el repeso prevenido en la ley de la mate- 
ria, de que resulta cometerse fraude contra la 
Hacienda Nacional ; y considerando, que todas 
las disposiciones de la ley de salinas, querijen en 
la República, están basadas en el designio de 
asegurar 6 la Nación el cobro efectivo de los de 
rechos del consumo de la sal, que en ella se es- 
tablecen ; que toda la sal, ^ue producen las sali- 
nas y que puede conducirse por agua al litoral 
de la República, está sometida al repeso que de- 
be hacerse antes de introducirla al consumo en 
conformidad con el artículo 15 de la citada ley 
de salinas y á semejanza de las mercancías y 
efectos de importación, que no pueden conducirse 
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á un. punto cualquiera de la costa, sin que antes 
hayan pasado por un puerto habilitado y sufrí- 
do allí el examen respectivo, pues de otra mane- 
ra seria completamente ineficaz y sin objeto la 
disposición de la ley sobre el repeso que debe ha- 
cerse de la sal, razones todas que son en sustan- 
cia el fundamento del dictamen del Consejo de 
Gobierno en la materia, al cual se adhiere el Po- 
der Ejecutivo, en uso de la autorización que le 
concede el artículo 24 de la precitada \ey t 
Resuelve : 
Ningún buque cargado de sal puede arribar á 
punto 6 puerto no habilitado, mientras que en al- 
guno de los habilitados no se haya verificado el 
repeso de la sal, que previene el artículo 15 de la 
ley, pues el Poder Ejecutivo considera que no 
está legalmente despachado un buqne para lle- 
var la sal á cualquier punto de la costa hasta que 
no se haya veiificado el repeso, declarando en 
consecuencia que los que infrinjan esta resolu- 
ción incurren en el caso de comiso del artículo 
20 de la misma, con arreglo al cual perseguirán 
los administradores ó interventores de Aduana á 
todos los que la infringieren. 

Por S. E. — Acevedo. 
Es copia. — Acevedo. 

SALINAS, resolución ejecutiva de 31 DE 
aoosto de 1 848 mandando deducir del derecho 
legal, el medio real de arranque, cuando se 
haga por cuenta de particulares. 
Secretaría de Hacienda — Sección segunda. 

Caracas, Agosto 31 de 1848, 19 y 38. 
Resuelto. — Considerando el Gobierno, que por 
el artículo octavo de la ley vigente de salinas se 
paga por derecho de consumo ocho reales por 
cada quintal de sal procedente de salinas del pa- 
trimonio nacional, que la ley supone que en dichas 
salinas se haga la explotación por cuenta del 
Esado, sacándose á remate y no pudiendo exceder 
ei costo de medio real el quintal de conformidad 
con el parágrafo único del artículo 59* quedando 
por consiguiente incurso el costo de arranque en 
el derecho de consumo que se cobra ; que, ha* 
biéudose encontrado algunas dificultades peculia- 
res á las localidades, no han podido someterse 
todas las salinas alas reglas generales de la ad- 
ministración, mandándose que en algunas se 
haga la exploración por cuenta de particulares, y 
debiéndose en este caso deducir del derecho legal 
de consumo el medio real que cuesta el arranque 
de cada quintal ; y que por el artículo 9? de la 
expresada ley la bal que se extraiga para * el ex- 
tranjero por mar ó por tierra solo pagará el costo 
de arranque al respecto de medio real el quintal ; 
deduciéndose de aquí, que la ley solo ha querido 
indemnizar al Estado de los costos que haga en 
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la explotación de la especie, y que por tanto, 
cuando el arranque se hace por cuenta de parti- 
culares no cabe tal indemnización, S. E. resuelve: 

Cuando no es por cuenta del Estado que se hace 
el arranque de la sal en la» -¿aliñas de la Nación, 
deberá Ja administración de aduana correspon- 
diente deducir del derecho legal de ocho reales el 
medio real que cause la explotación de cada quin- 
tal ; y cuando de las mismas salinas se extraiga 
la sal para el axtranjero nada deberá cobrarse. 

En esta resolución quedan refundidas todas las 
órdenes dadas sobre el particular. 

Publíqüese. — Por S. E. — Acevedo. 
Es copia. — Acevedo. 

SALINAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 6 DE OC- 
TUBRE de 1852 disponiendo la destrucción de 
varios saladares de propiedad nacional; y 
las reglas que deben observarse* 

Secretariado Hacienda, — Sección segunda. 
Caracas, 6 de Octubre de 1852. 

Sr. Administrador de la aduana de 

Autorizado el Poder Ejecutivo por el artículo 
31 de la ley de 25 de Febrero de) presente afio 
sobre salinas, para disponer la destrucción de ios 
saladares ó pozos de sal de propiedad nacional 
que, por su localidad ó poca importancia, no pue- 
dan conservarse sin evidente perjuicio del Teso- 
ro ; y atendidos los informes y noticias suficien- 
tes que al efecto se le han dado, acuerda la des- 
trucción de los saladares ó pozos siguientes: Areo, 
Pampa tar, Tortuga, Chichiríviche, Manzanillo, 
La Hoyada, Salina Rica, Iturre, Sioamaica, Los 
Taques, El Caño, Costa-arriba, Guaigoaza, Pata- 
nemo, Callo de Sal, Oribory la Union ; continuan- 
do subsistentes conforme lo dispone la ley y el 
reglamento del Poder Ejecutivo sobre la materia, 
las salinas denominadas, Píritu, Uñare, Araya, 
Mita re, Coche, Morro, Botoncillo y Guaranao. 

Para la destrucción de los saladares 6 pozos 
indicados, se observarán las reglas siguientes : 

1* Tan luego como reciban los Administrado- 
res de aduana bajo cuya inspección se hallen 
cualesquiera de los «aladares ó pozos, la orden de 
destrucción, la someterán á la Junta económica 
de hacienda respectiva para que esta proceda á 
contratar aquella obra. 

2& El contratista debe obligarse á garantir la 
destrucción por el término de cinco años cuando 
menos. 

ga Verificada ó hecha la contratación, la Junta 
económica de hacien l.i la pasará al Poder Ejecu- 
tivo para la debida apr >bacion. 

4a Los empleado* de estos saladares ó pozos 
permanecerán en el «jercicio desús funciones has- 
ta el propio instante en que el contratista se ha- 
ga cargo de ellos para su destrucción; y la adua- 
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na respectiva les liquidará y pagará el sueldo 6 
sueldos que tengan devengados los mencionados 
empleados. 

5<* Las Juntas económicas de hacienda toma- 
rán todas las demás medidas que juzguen conve- 
nientes á fin de que los contratos se cumplan re- 
ligiosamente ; así como también los administra- 
dores de aduana recibirán de los empleados de 
los saladares ó pozos al acto de entregarles á los 
contratistas, toda la sal que exista en los depósi- 
tos ó pillotes, la que harán pesar y trasladar al 
lugar que juzguen mas á propósito para su expen- 
dio, siendo responsables de cualquiera fraude 
que pueda resultar. Así mismo recibirán 
bajo formal inventario y circunstanciadamente 
toaos los ranchos ó almacenes, utensilios y demás 
enseres que existan y pertenezcan á los salada- 
res ó pozos. 

6& Los gastos que ocasione la destrucción se 
harán por las mismas administraciones de aduana, 
de la cantidad presupuesta en el corriente año eco- 
nómico para el ramo de salinas, previa orden de 
la Tesorería General. 

7& Tanto las Juntas económicas de hacienda, 
como las administraciones de aduana á quienes 
compete la observancia y cumplimiento de esta 
disposición, darán cuenta al Gobierno del resul- 
tado oportunamente. 

Y lo comunico á U. para su inteligencia y cum- 
plimiento en la paite que le concierne* 
Soy de U. atento servidor. 

Pedro C. Gellintau. 
SALINAS, acuerdo \. e la corte suprema na 
26 de setiembre D¿. ití44 declarando caída 
en comiso, con las recuas, la sal que sea intro- 
ducida clandestinamente por la Nueva Gra- 
nada. 

En la ciudad de Caracas ¿ 26 de Setiembre de 
1844, 15 y 34, re u tridos ios Ministros de la Cor- 
te Suprema de justicia. Dióse cuenta de una con- 
sulta promovida por el representante fiscal de la 
aduana del Táchira, por medio de la alcaldía 
parroquial de San Antonio, la cual se ha dirigi- 
do con el informe correspondiente por la Corte 
Superior del quinto distrito, oyéndose después so- 
bre ella el ministerio fiscal, y se acordó. El pun- 
to consultado según las circunstancias del caso 
que ha ocasionado la duda consiste en saber si la 
sal venezolana introducida clandestinamente por 
la Nueva Granada, cae en la pena de comiso, 
con las recuas, caballerías ó carruajes, 6 en otros 
términos,' si para conocer la cuantía del comiso 
de que debe resultar la competencia del tribu- 
nal, y los recursos admisibles, deba añadirse al 
valor de la sal aprehendida, el del trasporte y 
sus aparejos. La Corte Superior informa que la 
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cuantía debe computarse solo por el valor de la 
sal, fundándose principalmente, en que el mis- 
mo artículo aprehendido por tierra. en el tráfico 
interno de Venezuela, sin haber pagado los dere- 
chos no incurre en otra pena que este mismo pa- 
go, ó la restitución de la especie al patrimonio 
nacional. Cierta es la razón alegada por la Corte 
respecto de la sal que se vende para el consumo 
de la República, pero no es exacta su aplicación 
al caso consultado. Trátase de una mercancía 
procedente de pais extranjero, y entonces no rige 
la regla del comercio interior de consumo, sino 
que obra de lleno la ley que establece los dere- 
chos de importación pnra Jas mercancías proce- 
dentes de puerto extranjero como se explica su 
artículo primero, y es enteramente aplicable la 
ley sobre comiso para los casos de fraude, como 
terminantemente lo prescribe el decreto legisla- 
tivo de 3 de Mayo de 1842 que exime de dere- 
chos las producciones naturales de Nueva Gra- 
nada. De aquí resulta que si la sal introducida 
clandestina men te por el Táchira procedente de 
Nueva Granada es de origen extranjero respecto 
a* dicha República debe computarse la cuantía 
paia el juicio por el valor <lé la especie aprehen- 
dida y por el de los carruajes y caballerías, por- 
que en tai caso la mercancía es de prohibida im- 
portación según el artículo tercero de la ley 
que fija el arancel de derechos, y porque según 
el caso séptimo, artículo segundo de la ley de 
comiso, incurren también en la pena los traspor- 
tes de los efectos prohibidos, pasando así su va- 
lor á componer la materia de la controversia y la 
cuantía de la disputa. Aunque lo expuesto es su- 
ficiente para resolver la duda promovida, no se- 
rá inútil observar que por la ley vigente sobre sa- 
linas se obtiene el mismo resultado, El articulo 
noveno dispone que la sal que se expone ó in- 
terne para países extranjeras por mar ó por tier- 
ra pague solo por el Costo de arrnnque medio real 
por quintal, en lugar de ocho remes que paga la 
que se vende para el consumo de Venezuela. 
Para hacerse la exportación y ttun para cargar 
el buque se necesita permiso de la aduana y otros 
requisitos especificados en la ley. £1 artículo 18 
prohibe que se navegue sal dentro de las costas, 
rj-ps y lagtm de 1» República sin una certifica- 
'cápii espedida en L.$ íéimiuos que allí se expre- 
so. Al seiiuhise pi-nns á Jos contraventores, se 
oidena f.or ti aiikuiü fcü que si se encontrare un 
buque oargauo ti<¿ sal sin estar legítimamente des- 
pachad" ele Ja u.anera (revenida por la ley, sea 
¿e.con.ibtuio con su cargamento. Es, por tanto, 
indudable que si la sal que ha motivado la con- 
sulta hubiese sido aprehendida en su tránsito al 
puerto de ios Cachos, por el Zujia, hubiera caído 
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en la pena de comiso con el buque, y lo es tam- 
bién que no ha dejado de encontrarse en el mis- 
mo caso por haberse desembarcado en Nueva 
Granada y haber vuelto a Venezuela por tierra, 
pues sabido es que lo que se introduce por tier- 
ra de otra nación sigue las reglas de lo introduci- 
do por mar, y que semejante comercio no debe 
confundirse con ti tráfico interior de consumo. 
En consecuencia la Suprema Corte no encuentra 
fundada ia duda propuesta, pero dispone que se 
p»se al Cuerpo Legislativo copia de este acuerdo 
qor lo que pueda convenir. Comuniqúese á las 
Cortes Superiores.— Urbaneja. — Martínez. — 
Bracho. — Duarte. — Es copia. — Caracas Diciem- 
bre 2 de 1844.— El Canciller, José Duarte. 
SALUBRIDAD publica. Deber de los jueces 

de paz sobre ella. Véase Provincias, art. 5. 
SALUD publica v de los ganados. Deber de 

los Concejos municipales sobre ámba3 cosas. 

Véase id* nüm. 59 cleJ art. 75. 
SALVAMENIO de buques náufragos y de 

mercancías. Véase Tratados públicos. 

SALVOS CONDUCTOS. DECRETO DE 9 DE FEBRE- 
RO Dfi 1855 autorizando al Poder Ejecutivo 
para concederlos á los que se hallan fuera 
del púü por virtud de acontecimientos políti- 
cos desde 1846* 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Con- 
greso. 

Considerando. 
19 Que la paz de que goza la República, y que 
está en los ánimos y en las necesidades de to- 
dos, da motivo á pensar que no puede haber 
ninguna turbación del orden público. 

29 Que para la consolidación de esta misma 
paz es menester la unión de todos los venezola- 
nos, 

39 Que la clemencia es el bálsamo que cica- 
triza las heridas de la Patria, restituye la tran- 
quilidad á las familias, y reconcilia á todos en un 
mismo pensamiento de olvido do lo pasado y de 
esperanzas para el porvenir ; y 

49 Qjue el Poder Ejecutivo es llamado á ha- 
cer uso de este remedio saludable por cuanto lie* 
ne el conocimiento práctico de las circunstancias 
particulares en que debe ser aplicado. 
Decretan : 
Art. úuico. Se autoriza al Poder Ejecutivo pa- 
ra conceder solvo-conductos, con el fin de que 
vuelvan al pais los venezolanos que por motivo 
de los acontecimientos políticos de 1848. á la fe- 
cha, se hallan fuera de él, y que á su juicio no 
sean perjudiciales al orden público. 

Dado en Caracas, á 8 de Febrero de 1866, 
alio %& de la ley y 45 de la independencia.— El 
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Presidente- del Senado, Silvestre Arzobispo de 
Caracas, — £1 Presidente .de la Cámara de Re- 
presentantes, José Víctor Atiza. — £1 Secreta- 
rio del Senado, J. A. Pérez* — El Secretario de 
la Cámara de Representantes, J. Padilla. 

Caracas, Febrero 9 de 1855, año 26 de la lt-y 
y 45 i\vi la independencia. — Ejecútese, José T. 
Monágas. — Por S. £. el Presidente de la Re- 
pública., El Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior, Justicia y Relaciones Exterio- 
res, Francisco Axanda. 

SAN ANDRÉS DE ONOTO (cantón dk) Su 
Territorio. Véase División territorial, L de 
28 de Abril de 1856, art. 5" y $ 3? (Apéndi- 
ce al 29 Tomo). 
SAN ANDRÉS (parroquia de) Forma parte 
del cantón Guanare. Véase id id, an. 19, y $ 
IO 
SAN ANTONIO DEL TACHIRA. Véase 

Aduana de Tdchira. 
SÁNCHEZ SALVADOR (capitán manuel). 
Véase Pensiones, D. de 22 de Matzo de 185¿. 
SANEAMIENTO. Véase Contestación y Con- 

dilación, art. 6, 7 y 8. 
SAN faüsti no de Los ríos. Suspensión del pase 
á la parte de las letras apostólicas que sepa- 
ran este Obispad» del de Mérida. Véase Bu- 
las, D. de 14 de Mayo de 1836, art 2. 
SAN felipe. Véase Ferro-carril de Puerto-Ca- 
bello á San Felipe. 
SANIDAD. Véase Juntas de Sanidad, Médicos 
de sanidad. Patentes de sanidad, Visitas de 
sanidad, y Juntas de sanidad, de colegios y 
otras. 
SAN JUAN de dios. Véase Hospital de San 

Juan de Dios. 
SAN RAFAEL (parroquia eclesiástica de) 

RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 10 DE MARZO DE 

1845 aprobando su elección en el cantón capi- 
tal de la provincia de Maracaibo. 
Secretaría det Interior. — Sección primera. 

Caracas Mayo 16 de 1845. 
Resucito. — El Poder Ejecutivo en uso de la 
atribución cuarta que le concede el artículo iép- 
tinio de la ley de patronato, aprueba la erección 
de la parroquia eclesiástica de San Rafael, del 
cantón capital de la provincia de Maracaibo, 
acordada por el Gobernador de aquella provincia 
en decreto de 24 de Diciembre último, con los lí- 
mites que se la señalan en dicho decreto. Co- 
muniqúese al expresado Gobernador y pubJí- 
que*8.— Por S. E. — Cobos Fuertes» 
SANTA bárbara, (templo de) en maracai- 
bo* Cesión á su favor del área del antiguo 
hospicio de capuchinos. Véase Hospicio de 
capuchinos de Maracaibo. 
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SANTAMÉ (parroquia de) Corresponde al can- 
tón Freites en la Provincia de Barcelona. Véa- 
se División territorial. Ley de 28 de Abril de 
1856, art. 5?, $ 4? (Apéndice al 29 Tomo) 

SARAH wilson (bergantín) decreto de 23 
de mayo de 1850 aprobando el contento en- 
tre ei Secretario de relaciones exteriores y el 
Encargado de negocios de los Estados Uni- 
dos, respecto á un reclamo por los interesa- 
dos en dicho Berganlin. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso 

Vistd la convención ajustada entre el Secreta- 
rio de Estado en los Despachos de Hacienda y 
Relaciones Exteriores y el Encargado de Nego- 
cios de los Estados Unidos, debidamente autori- 
zados al efecto, cuya convención es del tenor si- 
guiente. 

t4 Los infraesciitos, Rafael Acevedo, Secreta- 
rio de Estado del Despucho de Relaciones Ex- 
teriores del Gobierno de Venezuela, y Benjamín 
G. Shields, Encargado de Negocios de los Esta- 
dos Unidos de América, estando debidamente au- 
torizados para celebrar un arreglo equitativo pa- 
ra la indemnización reclamada por los interesa- 
dos en el Bergantín Norte- Americano u Sarah 
Wilson " que fué injustamente detenido y ren- 
dido con su cargamento por las autoridades de 
Venezuela en los anos 1829 y 1830, han conve- 
nido en dejar concluido y sellado de todo punto 
este asunto en los términos siguientes : 

Art. 19 El Gobierno de Venezuela se obliga 
á pagar á la orden del señor Encargado de Ne- 
gocios de los Estados Unidos previa la aprobar 
cion del Congreso venezolano, la cantidad de 
treinta mil docientos pesos por indemnización 
absoluta de todas las pérdidas y perjuicios que 
han reclamado de Venezuela por conducto de la 
Legación de su país, los dueños ó interesados en 
el Bergantín » l Sarah Wilson," los cuales no 
tendrán derecho para intentar ninguna nueva 
reclamación que tenga origen en las circunstan- 
cias de este caso. 

Art 29 Dicha suma de treinta mil docientos 
pesos, te pagará por Tesorería en dos porciones 
iguales el dia 31 de Agosto de rail ochocientos 
cuarenta y ocho y el dia 30 de Noviembre del 
mismo a fio. 

Art 39 Esta convención será sometida al Con- 
greso de Venezuela en sus presentes sesiones 
para que se sirva destinar la suma necesaria pa- 
ra su fiel ejecución. 

En fé de lo cual los infraescritos han formado 
dos de un tenor en Caracas á 7 de Abril de mi] 
ochocientos cuarenta y ocho.— El Secretario de 
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Relaciones Exteriores, Rafael Accvedo. — B. G. 
Shields, encargado de negocios de los Estados 
Unidos en la República de Venezuela. 1 ' y 
Considerando. 

Que el hecho de la detención y embargo del 
Bergantín u Sarah Wilson " y su cargamento 
que dio origen á la indemnización reclamada, se 
ejecuto en el mes de Julio de 1829 para cuya fe- 
cha Venezuela era todavía parte integrante de la 
República de Colombia, 

Decretan : 

Art. único : Se aprueba en todas sus partes la 
convención preinserta, reservándose Venezuela ' 
reclamar de las Repúblicas Neo* granadina y 
ecuatoriana la debida indemnización por las setenta 
y una y media unidades que proporcional mente 
le* toca pagar de este crédito de origen colom- 
biano. 

Dado en Caracas á 21 de Mayo de 1850, año 
21 de la ley y 40 de la independencia. — £1 Pre- 
sidente del Senado, José T. Pereira* — El Pre- 
sidente de la Cámara de Representantes, Juan 
José Pereira hozada. — El Secretario del Sena- 
do, José Ángel Freiré — El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, J. Padilla. 

Caracas Mayo 23 de 1860, año 21 de la ley y 
40 de la independencia. — Ejecútese. — José T. 
Monágas. — Por S. E.— El Secretario de Estado 
en el despacho de Relaciones Exteriores, Fer* 
n ando Olavarría. 

SAZ ÁRIDA. Véase Costa-arriba y Casigua. 
SEBO (establecimientos de). Exención de todo 

derecho por seis años. Véase Tenerías. " 
SECRETARIAS de estado, ley de 24 de 
marzo de 1851 org añilándolas — que reforma 
la de 10 de Mayo de 1841 p. 177 del cuaderno 
de ese aflto, y 486 ;»9 443 del cuerpo de 1851 — que 
reforma la de 11 de Mayo de 1840 que com- 
prendía esta materia, pág* 34 del cuaderno de 
ese año, y 432 »9 412 del de 1851 — que reforma 
en lo conducente la de 14 de Mayo de 183G, 
pág. 183 del cuerpo comprensivo de las de 
ese año y 218 n? 225 del de 1851— que refor- 
ma finalmente también en lo conducente el de* 
cretode 1 4 de Octubre de 1830 pág. 115 del 
cuerpo comprensivo de las de ese año, y 77 «? 
68 del di 1851. 
El Seno do y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Decretan : 
Art 19 La Secretaría del Interior se compon- 
drá de un secretario, cinco jefes de sección, entre 
los cuales habrá uno designado por el secretario 
que servirá de oficial mayor, seis oficiales de nú- 
mero, haciendo uno de ellos de archivero, y un 
portero. El Secretario designará también un jefe 
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de sección y un oficial de número de los estable- 
cidos por este artículo para el servido de la sec- 
ción de inmigración con arreglo á la ley de la ma- 
teria. 

Art. 29 La Secretaría de Hacienda se compon- 
drá de un secretario, seis jefes de sección, entre 
los cuales habrá uno designado por el secretario, 
que servirá de oficial mayor, de ocho oficiales de 
número haciendo uno de ellos de archivero, y de 
un portero. 

Art 39 La Secretaría de Guerra y Marina se 
compondrá del secretario, cuatro jefes de sección, 
entre los cuales habrá uno designado por el secre- 
tario, que servirá de oficial mayor, cuatro oficÍL- 
les inclusive el archivero, y un portero. 

§ único. La oficina de la Secretaría de Guerra 
y Marina se dividirá para su despacho en dos ra- 
mos separados, el uno de guerra y el otro de ma- 
rina, bajo la dirección del secretario y conforme 
á la organización interior que convenga darles. 

Art 49 El Despacho de Relaciones Exterio- 
res tendrá tres jefes de sección, entre los cuales 
habrá uno designado por el secretario, que servirá 
de oficia] mayor, y tres oficiales de número. 

Art. 59 El Consejo de Gobierno nombrará de 
de entre los miembros elegidos por el Congreso, 
uno que haga de Secretario del cuerpo ; y para 
el despacho de la secretaría habrá un oficial que 
también será archivero. 

Art. 69 Los jefes de sección de la Secre- 
taría de Guerra y Marina serán precisamen- 
te militares, bien entendido que nunca gozarán 
del sueldo de su clase en el desempeño de sus 
destinos, sino de la asignación señalada á estos. 

Art 79 Corresponden al exclusivo despacho de 
cada secretaría todos los negociados que según su 
naturaleza pertenecen separadamente á cada uno 
de los ramos 6 departamentos con que ellos se 
denominan, y á las diversas materias que dichos 
ramos comprenden. Así que, tocan al despacho 
de las tres secretarías. 

19 A la del Interior y Justicia cuanto diga rela- 
ción con los ramos de justicia, policía, educación 
pública, patronato eclesiástico, manumisión y di- 
putaciones provinciales, 

29 A la de Guerra todo lo relativo al servicio 
militar en sus diversos ramos y la inspección de 
todas las armas. 

39 A la de Marina todo lo concerniente á esta 
profesión, inclusas su parte militar y material. 

4 A la de Hacienda cuanto es relativo con la 
Hacienda Nacional en lo directivo, administrativo 
y económico en sus diversos ramos y negociados 
que de ellos tienen origen ; y 

5° A la de Relaciones Exteriores cuanto tien- 
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de á las que debe haber entre el Gobierno de Ve- 
nezuela y otros Gobiernos. 

Art. 89 ¿«as dudas que ocurran sobre el des- 
pacho de algún negocio, que en su clasificación no 
determine claramente á cual de las secretarías 
pertenezca, se decidirán por el Poder Ejecutivo. 

Art 99 Los gastos que tengan origen en cada 
secretaría" serán determinados por aquella á quien 
toque el despacho del negocio, dándose cuenta 
oportunamente á la de Hacienda para que pre- 
venga el pago bajo su responsabilidad. Toca por 
esta misma razón á cada secretaría formar el pre- 
supuesto anual de los gastos de su departamento 
y trasmitirlo á la de Hacienda para que, encon- 
trándolo arreglado á las leyes, forme el presupues- 
to general que deberá presentar al Congreso. 

Art 10. Los secretarios pueden remo ver «cuan- 
do lo estimen necesario, á los empleados de su 
respectiva oficina, dando cuenta al Poder Ejecu- 
tivo. 

Art 11. Se deroga la ley de 10 de Mayo de 
1841, sobre organización de las secretarías del 
des pacho. 

Dada en Caracas á 18 de Marzo de 1851, año 
22 de la ley y 41 de la independencia. 

£1 Presidente del Senado, Simón Planas. 

El Presidente de la Cámara de Represt ntantes, 
Miguel Anzola. 

El Secretario del Senado, José Ángel Freiré. 

El Secretario de la Cámara de Representantes, 
J. Padilla. 

Caracas, Marzo 24 de 1851, ano 22 de la ley 
41 de la independencia. 

Ejecútese. — J. G. Mona gas. 

Por S. E — El Presidente de la República. El 
Secretario de £ en los DD. del Interior y Justi- 
cia, Lucio Pulido* 

SECRETARIAS de estado. Sueldos de sus 
empleados. Véase Sueldos de los empleados en 
las Secretarías de Estado. 

SECRETARIA de hacienda. Sus funciones 
sobre las oficinas del ramo. Véase Oficinas su* 
periores de hacienda* art. 1 9 

SECRETARIAS de los gobernadores. Gas- 
tos y fondos para su pago. Véase Sueldos, L. 
de 21 de Abril de 1842, y Suplemento á las 
rentas municipales. 

SECRETARIOS de cavara. Véase Escriba- 
nías, L. de 6 de Junio de 1846. 

SECRETARIOS del despacho, título xnu 

DR LA CONSTITUCIÓN. 

Art. 134* Se establecen para el despacho de 
loe negocios correspondientes al Poder Ejecutivo 
tres secretarías : una del interior y justicia: otra 
de hacienda ; y otra de guerra y marina. El Eje- 
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cutivo agregará á cualquiera de ellas el despa- 
cho de las relaciones exteriores. 

Art. 136. Para ser secretario del despacho se 
requieren las mismas cualidades que para ser re- 
presentante, y la aptitud necesaria para desem- 
peñar el destino que se le confia. 

Art. 136. Los secretarios son los óiganos pre- 
cisos é indispensables del gobierno, y como ta- 
les deben autorizar todos los decretos, reglamen- 
tos, órdenes y providencias que expidiere. Las 
que no estén autorizadas por el respectivo secre- 
tario, no deben ser ejecutadas por ningún tribu- 
nal ni persona publica ó privada, aunque aparez- 
can firmadas por el Presidente de la República. 
Art. 137. Los secretarios del (despacho darán 
cuenta á cada cámara en sus primeras sesiones, 
del estado de sus respectivos ramos: y ademas 
cuantos informes se les pidan por escrito, ó de 
palabra, reservando solamente lo que no conven- 
ga publicar. 

Art. 138. Son responsables los secretarios: 
19 Por traición contra la República, bien sea 
para someterla á una potencia extranjera, ó bien 
para variar la forma de gobierno reconocida y 
jurada : 

29 Por soborno 6 cohecho en los negocios de 
su cargo, ó en las elecciones de funcionarios pú- 
blicos : 

3? Por infracción de la Constitución y de las 
leyes : 

4? Por malversación de los fondos públicos. 
Art. 139. No salva dios secretarios de respon- 
sabilidad la orden verbal, ó por escrito del Pre- 
sidente de la Repúbli :a. 

Art. 140. Los secretarios del despacho se reu- 
nirán en consejo para tratar de los negocios ge- 
nerales de la administración, auxiliar con sus lu- 
ces al Presidente, y arreglar las providencias que 
hayan de expedirse por cada uno. 
SECRETARIOS dkl despacho. No pueden 
ser senadores ni representantes. Véase Cá- 
maras legislativas, artículos constitucionales 
que establecen las disposiciones comunes á 
ambas, art. const 81, y Elecciones, L. 8*, 
art. 12. 
SECRETARIOS del despacho. Deber de 
asistir 'á las Cámaras cuando sean llamados 
á informar sobre alguna materia. Véase Le* 
yes, art. const 90. 
SECRETARIOS del despacho. Pueden asistir 
á las sesiones de las Cámaras. Véase Asisten* 
cia de los Secretarios del Despacho á las se- 
siones de las Cámaras. 
SECRETARIOS del despacho. Son miembros 
del Consejo de Gobierno. Véase Consejo de 
Gobierno, art. const 123. 
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SECRETARIO® d*l despacho. Por quién se- 
rán suplida» sus falta» en dicho Consejo. Véase 
id. arUconst. 129. 

SECRETARIOS d*l despacho. Ante quién 
prestarán el juramento constitucional. Véase 
Juramento de empleados nacionales, art. const. 
222. 

SECRETARIOS del despacho. Pueden pedir 
el despacho de correos extraordinarios. Véase 
Correos, L. R. art 10. 

SECRETARIOS del despacho. Sus sueldos. 
Véase Sueldos de los altos funcionarios* num. 
40 del art. 19 

SECRETARIOS del despacho. Funciones del 
del Interior sobre depósito de obras privilegia- 
das. Véase Producciones literarias, $ único 
del *»rt. 49, y art. 69 — Id. sobre Patentes de na- 
vego cion <&c. Véase Patentes de navegación , 
mejora, ópe. arL 3 á 5, y 18 á 20.— Sobre mo- 
delos & lo* Gobernadores para el estado de las 
reatas y gastos de las provincias. Véase Ren- 
tas municipales, art. 13. — Id. sobre cuadros de 
vagos. Vónse Vagos, $ único, art. 16. — Sobre 
rentas municipales. Véase Rentas municipales, 
art. 13. — Sobre custodia del censo nacional* 
Véase Censo de población* art. 6. 

SECRETARIOS del despacho. Deberes espe- 
ciales del de Hacienda: — Cuenta anual que 
deben dar al Congreso de las ventas de las pro- 
piedades del Estado. Véase Propiedades- del 
Estado, art. G. — Id. con sujeción á las órdenes 
que le comunique el Poder Ejecutivo. Véase 
Oficinas superiores de Hacienda, art 19—Sp- 
bre billetes de deuda consolidada, Véase Deu- 
da pública consolidada la, art. 10.— ^Spbre 
amortización de la deuda consolidado y pago 
de sus intereses. Véase Deuda pvblica conso- 
lidable, D. E. de 29 de Abril de 1843*— Sobre 
tanteo de las oficinas de correó, L. O. art. 24. 
— Sobre pago del déficit de las mismas oficinas. 
Véase id. L. R arU 16. — Sobre gastos y guar- 
da de raudales en ellas. Véase id. id. art. 17. 
— Sobre salinas.— Véase Salinas, art. 17. — 
Sobre papel sellado. Véase Papel scllado r art. 
19 y D. E. R. art 4, 5 y 8.— Sobre comercio 
de sabotaje. Véase Cabotaje, artr t4*^Sobte 
acutteckm: de moneda. Véase Moneda,. L, de 
*a>d« Abril i!» 1854, art. 14. 

SECRETARIOS del despacho. Deb jures del 

PE QUERRÁ Y MARINA. RESOLUCIÓN EJECUTI- 
VA de T2.de noviembre de 1840, declarando 
que pertenece á este ramo cuanto sea relativo 
á los capitanes de puerto y prácticos. 
Despacho de Hacienda--— Noviembre 12 de 1840. 
Resuelto. — Siendo las ordenanzas generales es- 
pañolas de la armada naval de 8 de Marzo de 
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1703 las únicas que se hallan .vigentes, y en ob- 
servancia en toda fa, República, por no haber toda- 
vía dictado el Congreso naciooaí otra» nuevas que 
las deroguen: y estando por ellas dispuesto que 
pertenezcan al departamento de marina los capí* 
tañes de puerto* como también que de estos de* 
pendan, y queden* sujetos á su jurisdicción los 
prácticos, no tanto en lo persona], cuanto en lo 
demás que concierne al ejercicio de sus funcio- 
nes, el Gobierno con el- objeto de remover los obs- 
táculos y embarazos que precisamente produce la 
simultánea intervención de dos distintas secreta* 
rías en el despacho del referido ramo de prácticos, 
y convencido de la necesidad de concentrarla en 
¡a de marina á que por su misma naturaleza cor- 
responde, resuelve que en lo sucesivo corre ente- 
ramente á cargo de ella, quedando segregada de 
la de hacienda Jas materias en que hasta ahora* 
ha entendido : líbrense las órdenes consecuentes 
y pnblíquese en la Gaceta. 

PorS. E.— Smilh. 
SECRETARIOS del despacho, deberes es- 
peciales del de guerra y marina. Es miem- 
bro de la junta directiva del montepío militar 
Vé^se Montepío militar, art. 2. 
SECRETARIOS del despacho, deberes es- 
peciales del de relaciones exteriores. Véa- 
se Ministros públicos, L. de 19 de Marzo de 
1841, § único del art 2, y Consulados Venezo- 
lanos, L. de 30 de Abril de 1847, art. 14 y 22. 
SECRETARIOS del despacho. Véase Secre- 
tarías del Despacho. 
SECRETARIOS de los gobernadores. Su 
nombramiento y remoción. Véase Provincias^ 
art. 4? — No exigirán derecho alguno. Véase 
id, art. id, $, único. — Lo son de las Juntas Su- 
periores de sanidad. Véase id, art. 73. 
SECRETARIOS municipales. Véase Provin- . 

cías. nrt. 67 v su § 2 o , y $ único, nrl. 10. 
SECRETARIOS relatores. Véase Tribuna- 
les y juzgados,. L. 5* 

SECRETARIOS de los tribunales inferio- 
res» Sus cualidades y nombramiento. Véase 
Tribunales y juzgados, L. 9. — Sus funciones 
sobre reg-istro dé poderes donde ño haya regis- 
tradores. Vea-se' Patles en juicio, § único del 
art. 69 — Sobre Mtíelós de demanda: Véase De- 
manda y emplazamiento, art. 3 á 6.— -Sobre 
examen de testigos. Véase Pruebas y su tér- 
mino, art. 38— «Sobre anotación de escritos al 
acto de su presentación. Véase Disposiciones 
comunes á todos los juicios, art. 26. — Sobre ta- 
sación de costee. Véase Arancel judicial, art. 
7 y &~-No pueden ejercer funciones de aboga- 
dos» ni de patracumrnte en Jos. tribunales en que 
dependan. Véase Abogadas, art. 2|.— ¡Sus suelr 
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dos. Véase Tribunales y juzgados, L. 8* art. 
1,9 — Asignación de los que los reemplacen. 
Véase Sueldos de los empleados en el ramo de 
justicia, art 59 y Secretarios de los jueces de 
provincia accidentales, — —Sueldos de los 

• jueces de provincia. Véase Sueldos <2« les em- 
pleados en el ramo de justicia* D. E» de 26 de 
Julio de 1863 

SECRETARIOS de los tribunales inferio- 
res Por quién serán expedidos sus títulos; y 
ante quién prestarán el juramento constitucio- 
nal. Véase la nota. (*) 

SECRETARIOS de los tribunales inferio- 
res. Los de parroquia deben costear los gastos 
de escritorio. Véase la nota. (••) 

SECRETARIOS de los tribunales infe- 
riores. El del juez propietario debe conti- 
nuar actuando con el interino por impedimen- 
to de aquel. Véase la nota. (•*•) 

SECRETA RÍOS. de jueces de provincia ac- 
cidentales. RE«OLI?CIQÍJ EJECUTIVA DE 13 
de agosto de 1856 declarando que no pue- 
den cobrar, conforme á la ley, sueldo alguno, 
-sino los derechos de arancel como testigos ac- 
tuarios. 

Secretaría. del Interior.— -Sección segunda. 

rt" Caracas Agosto 13 de 1856, 

Resuelto. — Vista la -solicitud que ha presenta- 
do el señor Pedro Caraballo, con el objeto de que 
se le mande abonar por Tesorería la cantidad 
correspondiente al tiempo en que sirvió de Se- 

(*) El Secretario del Interior en su memoria de 87 p. 
46 dijo. 

11 Consultó el mi6mn Gobernador quién expediría los 
títulos á los jueces de primera instancia, á los secretarios 
y alguaciles, y quien recibiría el juramento de estos dos 
último* empleados ; y el Gobierno resolvió que el título 
daberia expedirse por la autoridad que hacia los nombra- 
mientos por disposición de la ley, y que la misma autori- 
dad que nombra á los secretarios y alguaciles recibiera sus 
juramentos," 

[**) El propio Secretario del Interior en la misma me- 
moria de 87 p. 61 expuso; 

u Señalando la ley un sueldo á los secretarios de los 
alcaldes parroquiales, parece que los gastos de escritorio 
han de costearse por sus secretarios, no habiéndose desig- 
nado otra cosa. 

(***) El mismo Secretario en su Memoria de 89, d. 81 
dijo: '* 

" El Gobernador de Maracaibo consultó ai el secreta- 
rlo de uij juez en propiedad debia continuar actuando 
con el juefc interino, por impedimento de aquel para co- 
nocer ; y en el caso de que no debiese continuar, cual 
fuera el sueldo que debia gozar el secretario interino, y 
el Gobierno resolvió : que parecía mas conformo á la 
ley, que el secretario actuase con el juez interino para 
conocer de una causa por impedimento del juez propieta- 
rio, que el que se nombrase otro secretario interino." 
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c retari o del Juzgado de provincia constituido ac- 
cidentalmente en esta ciudad, para conocer de 
ciertas causas criminales, por inhibición del Jues 
natural ; y observándose, que la práctica esta- 
blecida> según la cual v el Juez accidental ha- 
bría debido actuar con el propio Secretario del 
subrogado, era, en el caso presente, inadmisi- 
ble porque se encontraba inhibido también dicho 
Secretario, lo que hizo indispensable el nombra- 
miento especial del señor Caraballo : S. £. el 
Poder Ejecutivo ha tenido á bien declarar lo 
siguiente : 

Respecto del Juez que resulte nombrado para 
suplir el de provincia ó de circuito por impedi- 
mento de -estos para conocer en una causa, no 
hay duda alguna que deben satisfacérsele los de- 
rechos que devengue, según el arancel judicial, 
por las partes interesadas en materia civil, y tn 
lo criminal por el Tesoro público. Mas, si en 
cuanto al Secretario que llena la falta del pro- 
pietario por inhibición de este, no determina la 
misma ley el modo de remunerársele su oficio, la 
de 28 de Abril de 1848, que señala sueldos á ios 
empleados de justicia trae y decide expresamen- 
te el caso en la segunda parte del artículo 59 que 
dice así : " Cuando la sostitucion sea por recusa* 
cion ó inhabilitación, los secretarios accidenta- 
les devengarán los mismos derechos que los tes- 
tigos actuarios, deduciéndose la suma que rerci- 
ban, del sueldo del Secretario en propiedad. 1 ' 

De conformidad, pues, con esta decisión de la 
ley, y como el Secretario reemplazado por el so- 
licitante ha debido cobrar los sueldos correspon- 
dientes á los meses y dias en que funcionaron 
juntamente uno y otro, de aquel debe reclamar 
el señor Caraballo los derechos que haya deven- 
gado como actuario, con arreglo al arancel res- 
pectivo. 

Comuniqúese al señor Secretario de Hacienda 
en contestación á su nota de 14 del corriente : 
instruyase al interesado devolviéndosele los re- 
cibos que acompañó, si lo solicitare; ypublíque- 
se en la Gaceta Oñcial. 

Soy &c. — Por S. E. — Parejo. 

SECRETARIOS de los colegios nacionales. 
Sus derechos. Véase Instrucción publica, L% 
8a, art. 18, 19, 20 y 23. 

SECRETARIOS de las universidades. Véa- 
se Instrucción pública, L. 8a art, 17 al 30, y 
D E. R. cap. V. 

SECUESTRO judicial y arraigo, ley iv, tí- 
tulo II DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO JUDI- 
CIAL de 23 de abril de 1853. que refórmala 
de 19 de Mayo de 1836. pagina 235 del cuer- 
po comprensivo de las de ese año, y 243, n° 
243, de/ efe 1651. 
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£1 Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Decretan. 

Ley 4& título 2? del procedimiento judicial. 

Sobre secuestro judicial, arraigo y afianzamiento. 

Art. 19 En cualquier estado de una demanda 
si consta" la deuda ú obligación por documento 
público 6 privado reconocido, 6 por confesión de 
-parte, ó por justificación de testigos hecha con 
citación de la parte contraria, el demandante pue- 
de pedir, y el respectivo Juez decretará el secues- 
tro, ó embargo judicial en los casos siguientes : 

19 Cuando sea dinero, frutos 6 alguna cosa 
mueble lo que se litiga, y no tenga responsabili- 
dad el demandado, ó se tema fundadamente que la 
oculte ó desmejore. 

2? Cuando el marido malgasta la dote ú otros 
bienes de su mujer. 

39 Cuando un hijo desheredado por su padre 
ó madre pide la parte de los bienes que le tocan. 

49 Cuando se litiga sobre herencia entre cohe- 
rederos. 

59 Cuando el deudor ú obligado haya muer- 
to, y los sucesores, sin satisfacer la deuda ú obli- 
gación de aquel, han. entrado en la posesión de 
sus bienes, no pudiendo estos dejar de embar- 
garse sino cuando el poseedor deposite en el tri- 
bunal una cantidad en dinero equivalente al valor 
6 interés de la demanda, 6 presente un fiador abo- 
nado que garantice el pago. 

69 Cuando el demandado lo fuere por efecto 
de compra de una propiedad raiz, que está go» 
zando sin haber pagado su precio. 

79 Cuando la posesión de la cosa en litigio es 
dudosa. 

89. Cuando aun sin ser dudosa, reclaman la 
propiedad de ella dos ó mas personas con títulos 
igualmente auténticos. 

99 Cuando dada sentencia definitiva contra el 
poseedor de la cosa litigiosa, este apela y no da 
fianza para responder de la misma cosa y sus 
frutos, aunque sea inmueble. 

Art. 29 Si el demandado conviniere en que 
está comprendido en los casos del artículo ante- 
rior, se decretará el secuestro sin mas progreso, 
pero si manifestare no estar comprendido, se 
oirán sos excepciones, procediéndose en la for- 
ma que se dirá mas adelante. 

Art' 39 No se decretará el secuestro, 6 deberá 
alzarse si estuvire decretado, cuando & satisfacción 
del demandante diere el demandado fianza^de pa- 
gar con arreglo á la sentencia. 

Art. 49 En cualquier estado de la demanda en 
que el demandante tema que el demandado ena- 
gene sus bienes para burlar la acción judicial, ó 
que se ausente de la República con el mismo fin, 
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puede pedir que se arraigue en el lugar dejsu do- 
micilio 6 en el del juicio : y si probare que ea 
fundado su temor, el juez decretará el arraigo. 

Art 59 El decreto de arraigo impone al de- 
mandado el deber de presentar bienes suyos 
que cubran y queden hipotecados por el valor de 
la demanda y las costas prudentemente calculadas, 
6 los bienes de otro que se constituya fiador 
para responder de dicho valor y costas á satis- 
facción del demandante ; pudiendo apremiarse al 
demandado con arresto, si no cumpliere una ú 
otra cosa. 

Art. 69 También el demandado, si después de 
contestada la demanda tuviere igual temor de 
que el demandante se ausente de la República 
dejándolo perjudicado, puede pedir que este le 
afiance las resultas del pleito, y el juez así lo de- 
cretará si aquel probare que es fundado su temor. 

Art. 79 Cuando el demandante 6 demandado 
en sus casos desechen la fianza presentada, el 
Juez dentro de cuarenta y ocho* horas decidirá si 
es 6 no suficiente. **. 

Art. 89 Los pobres que justifiquen su pobreza, 
no están obligados á dar fianza, y basta que 
presten en sus casos la caución juratoria. 

Art. 99 El secuestro, arraigo y afianzamiento, 
se promoverán por escrito 6 oe palabra,^aegun la 
naturaleza y cuantía de la demanda principal, 
presentándose siempre los documentos justifica- 
tivos de que se ha hecho mención en el artículo 
19; y el decreto del Juez deberá recaer en el 
mismo dia y cumplirse desde luego. 

Art. 10. Después de cumplido dicho decreto, 
si el juicio fuere escrito, se entenderá abierta una 
articulación, y el juez hará citar para el tercer 
dia siguiente, á aquel contra quien obran tus 
efectos, á fin de que comparezca á contestarla ; 
y si no hubiere conciliación, se concederá el tér- 
mino de echo días para pruebas en qi'e las partes 
podrán promover y evacuar las que conveogan á 
sus derechos. 

Art. 1 1. El Juez dentro de dos días, á mas tar- 
dar, de haber espirado el término probatorio, sen- 
tenciará la articulación; y bien ratifique 6 revo- 
que su decreto de secuestro, arraigo 6 afianza- 
miento, se oirá apelación para el tribunal supe- 
rior. 

Art 12. Si el Juez al librar el decreto de qoe 
habla el artículo 99 creyere que no son suficien- 
tes los documentos 6 justificaciones producidas, 
podrá así declararlo, disponiendo que se amplíen, 
y esta declaratoria será apelable. • 

Art 13. La articulación sobre secuestro, arrai- 
go y afianzamiento no suspende el curso de la 
demanda principal, á la que se agregará el cua- 
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derno separado de aquella cuando se haya ter- 
minado. 

Art 14. Desde que se pida el secuentro, arrai- 
go ó afianzamiento hasta que se decidí esta inci- 
dencia, no podrá la parte contra quien se pide, 
enagenar sus bienes raices ni semovientes, bajo la 
pena de nulidad 6 indemnización de los daños y 
perjuicios causados. 

Art. 15. Se deroga la ley 4* título 2? del có- 
digo de procedimiento de 19 de Mayo de 1830. 

Dada en Caracas á 21 de Abril de 1853, ano 
24 de la ley y 43 de la independencia.— El Pre- 
sidente del Senado, Raimundo Andveza. — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, Fran- 
cisco OriacJu — El secretario suplente del Sena- 
no, R. Irazábal. — El secretario de la Cámara de 
Representantes, J. Padilla. 

Caracas 23 de Abril de 1853, año 24 de la ley 
y 43 de la independencia. — Ejecútese. — J. Gr. Mo- 
nagas.— V»r S. E. el Presidente de la República. 
—El Secri-tariu de E. en los DD. del Interior, 
Justicia y Relaciones Exteriores, Simón Planas. 
SEDICIÓN de tropa en marcha. Véase Cons- 
pirador es, art. 18. 
SEGUNDA INSTANCIA, ley única tit. IV 

DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO JUDICIAL, DE 

28 db febrero de 1846, — que reforma la de 
3 de Mayo de 1838, p. 133 del cuaderno de ese 
año, y 354, núm. 313 del cuerpo publicado en 
1851 — que reforma la de 19 de Mayo de 1838, 
p. 243 del cuerpo comprensivo de las de ese 
año, y 247, núm. iH&del de 1851. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso. 

decretan: 
De los trámites del procedimiento en segunda 

instancia. 
Art 19 Luego que el presidente de la Corte 
Superior reciba un expediente en apelación, lo pa- 
sará a| ministro canciller, que tomará razón de la 
fecha en que ha llegado y dará en el mismo día el 
aviso correspondiente ni tribunal de primera ins- 
tancia que lo remitió. 

Art 29 Es tar á siempre en la casa del tribunal 
á la vista del publico la lista de las causas pen- 
dientes en la Corte Superior, con expresión del día 
en que se haya recibido cada expediente» y del dia 
en que haya de verse y sentenciarse. Ésta lista 
la autorizará el ministro canciller, debiendo ade- 
mas dar razón á las partes que ocurrieren á él de 
lo que conste respeto de sus causas en los regis- 
tros de entradas de expedientes, y desefialamieatos, 
para dar cuenta de ellos. 

Art 39 El mismo dia en que reciba el presiden- 
te de la corte superior un expediente en apelación, 
señalara para la rista y sentencia el que crea con- 
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veniente desde el 39 hasta el 10? contados desde su 
recibo ; pero si la apelación fuere del fallo librado 
sobre cualquiera articulación ó incidencia se se- 
rial ara para la vista del recurro, uno de los tres días 
siguientes ai de su recibo, y despachará con prefe- 
rencia. En estos términos no se contarán los dias 
que no sean hábiles para el despacho. 

Art. 49 Las causas se despacharán por el orden 
en que estuvieren colocadas en el registro de en- 
tradas que llevará el ministro canciller, excepto 
aquellas que el tribuna) considere de urgente des- 
pacho, las cuales se verán y sentenciarán con pre- 
ferencia. 

Art 59 No se admitirá petición de las partes 
para hacer pruebas, y solo se les permitirá al tiem- 
po de verse la causa, producir algún documento 
auténtico, y hasta el dia ante?, pedir posiciones, ti 
estuviere presente en el lugar la parte que ha de 
absolverla?, y exigir el juramento decisivo del plei- 
to. 

Art 69 Las partes informaran verbalmente por 
sí ó por medio de sus apoderados 6 patrocinantes 
siempre que lo crean conveniente á su derecho; 
pero no hablarán mas que una sola vez, á menos 
que sea para responder á los jueces. Podrán sin 
embargo presentar por escrito las indicaciones que 
crean conducentes á (acuitar el examen de la cues- 
tión, con tal que no sean mas que simples apun- 
tamiento ; y se leerán por el ministro relator agre- 
gándose después al expediente. 

Art 79 Cuando se proceda á ver la cansa se 
anunciará en alta voz para que las partes ó sus 
procuradores y patrocinantes, si estuvieren pre • 
«entes, puedan entrar al lugar destinado para ellos 
én la sala del tribunal. La ausencia de las partes, 
de sus procuradores ó patrocinantes no impedirá 
ni entorpecerá en manera alguna el examen y de- 
cisión de la causa, ni se recibirá la solicitud que 
tenga este objeto, cualquiera que sea el motivo que 
se alegue, á menos que estén de acuerdo todos 
los interesados en el pleito, en cuyo caso se señala- 
rá para otro dia sin perjuicio de los señalamientos 
anteriores» 

Art 89 El expediente se leerá íntegramente 
por el ministro relator Concluida su lectura, se 
oirá el informe de las partea: después podrán los 
jueces hacer á estas las preguntas que estimen 
convenientes para ilustrar la cuestión, exigiéndo- 
les 6 no el juramento para contestarlas. En se- 
guida, quedando solos los jueces en el tribuna), dis- 
cutirán la materia tomando primero en considera- 
ción los hechos, y después el derecho 6 leyes del 
caso. Arreglada la sentencia, se volverá á llamar 
alas partes, y ea auliencia pública manifestará'ca- 
da juez su voto y las razones en que lo funde, «fle- 
tando en seguida el relator la sentencia en los 
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términos en que debe escribirla ó hacerla escribir 
el canciller en el propio acto. £1 canciller leerá 
después lo que ae ha escrito, y las partes, estén ó 
no presentes, quedarán por el mismo hecho notifi- 
cada*. 

Art. 9 La vista de las causas y el pronunciamien- 
to de la sentencia serán actos inseparables, y que 
deberán tener lugar en una sola sesión : los jue- 
ces no podrán separarse del tribunal hasta que no 
quede la sentencia firmada y publicada. En los ca- 
sos de discordia, prolongarán sin interrupción la 
discusión privada, hasta que haya mayoría absolu- 
ta de votos. 

Art. 10. Cuando la sentencia dada en se- 
gunda instancia es conforme con la que se dio 
en la primera instancia, queda ejecutoriada desde 
el momento que se pronuncia, y no se admitirá 
ya ningún recurso excepto el de queja para hacer 
efectiva la responsabilidad del juez. El presiden- 
te de la Corte devolverá el expediente al tribunal 
de primera instancia para el cumplimiento de la 
sentencia á la mas posible brevedad, previas las 
formalidades que establece la ley sobre el régi- 
men de las oficinas de correos, dejando copia au- 
torizada de la sentencia por el ministro canciller. 

Art. 11. Cuando la sentencia dada en segunda 
instancia no es conforme con la que se dio en la 
primera, podrá admitirse contra ella el recurso 
de apelación en tercera instancia á la Corte Supre- 
ma de justicia siempre que se intente dentro de 
los tres días siguientes á aquel en que se p ruó un- 
ció. 

Art. 12 Si la sentencia de segunda instancia, sien- 
do conforme en lo principal con la de la primera 
instancia, no lo fuere en cuanto al pago por las 
partes del impuesto para gastos de ju&ticia ó de cos- 
tas, el recurso de apelación en tercera instancia se 
limitirá á estos puntos, y no se extenderá en este 
caso á lo principal, que quedará ejecutoriado; y 
deberá llevarse á efecto -por eJ juez de primera 
instancia á quien se dará el aviso correspondiente 
en el menor término posible. 

Art. 13. El presidente de la Corte Superior re- 
mitirá á la Corte Suprema por el primer correo, 
todas las causas en que se* hubieren admitido para 
ante este tribunal los re< u/sos de que hablan ios 
dos artículos anteriores, dejando una copia de cada 
sentencia legalizada en los términos que proviene 
el artículo 59 de la ley única del título 39 

Art. 14. En cualquier tiempo en que se de- 
vuelvan los autos por la Corte Suprema, los remiti- 
rá el presidente de la Corte Superior ai respectivo 
tribunal de primera instancia observando las pre- 
venciones del artículo JO de esta ley. 

Art. 15. Se deroga la ley del mismo aftmere y 
título de 3 de Mayo de 1838. 



Dada en Caracas á25de Febrero de 1846, alio 

17 de la ley y 36 de la independencia. — El Presi- 
dente del Senado, José Vargas. — El Presidente 
de la Cámara de Representantes, Fernando Ola- 
varría. — El secretario del Senado José Ángel Frei- 
ré. — El Secretario de la Cámara de Represen- 
tantes, J. A. Pérez. 

Caracas Febrero 28 de 1846, alio 17© de la ley 
y 369 ^ e 1* independencia. Ejecútese. " — Carlos 
Soublette.— Por S. E. el Presidente.— El Secreta- 
rio de Estado en los Despachos de lo Interior y 
Justicia, Francisco Cobos fuertes. 
SEGURIDAD personal. Está garantizada á 

los venezolanos. Véase Disposiciones genera* 

les constitucionales, art. 188, y Provincias, 

art 5. 

SEMINARIOS CONCILIARES, decreto del 
libertador de 26 de junio de 1827 aumen- 
tando el de Santa Rosa en Caracas» 

SIMÓN BOLÍVAR <fcc. <fcc &c 
Considerando los bienes que resultan á la 
parte mas menesterosa de la población del estable- 
cimiento de las becas seminarias, que proporcio- 
nan la educación á jóvenes aplicados y pobres, 
y que los colegios seminarios han sido en todos 
úempos muy convenientes al Estado y á la Igle- 

¡ ¿ia: en uso de las facultades extraordinarias que 
ejerzo, decreto: 

Art. 19 El numero de seminaristas que ahora 
hay en el colegio de Caracas, se aumentará á pro- 

, porción que se aumente» las rentas destinadas á 
sostenerlos en los estudios. 

2. El vicario capitular ó el ordinario de este ar- 
zobispado, dictará las medidas que con mas efíca- 

j <*ia conduzcau á Ja recaudación de lo que ahora se 

, debeá dicho colt*«io seminario y que mas adelante se 

1 ueba á virtud de las leyes vigentes. 

, 3 Para el mayor número de los seminarios, *e 
destinan á dota* becas en dicho colegio todas las 
capellanías de jure devuluto, que ahora haya va- 
cantes: estimando la competente dote de cada beca 
en tres mil pesos de capital ; y creándola en la 
misma proporción. 

4 Como hasta aquí, el ordinario de esta sania 
Iglesia metropolitana proveerá las becas que haya 
vacantes cu este seminario, dando k preferencia á 
los jóvenes de las capitales 6 provincias en que 
estén radicados los capitales; y sobre todo á 
la mayor pobreza, y mejores costumbres del 
que la solicite. 

5 Se encarga muy especialmente al presente tí* 
cario capitular de este arzobispado la averigua- 
cien de iodos los capitales de capellanías de jure 
derolote que se hallen vacantes ; así como la re* 
caudacion de todo lo qm se deb* por el tres por 
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ciento del rédito de capellanías destinado al sosten 
del seminario. 

6 Mi secretario de estado y general queda en- 
cargad» de comunicar el presente decreto. 

Cuartel general en Caracas á 26 de Junio de 
1827.—17. 

Simón Bolívar. 
Por el Libertador Presidente. 
£1 Secretario de Estado y general de S. £. 
/. R. Revenga* 

SEMINARIOS CONCILIARES. DECRETO DE 22 

de a sai l de 1856 separando el de Santa Ro- 
sa, de la Universidad* de Caracas. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Ele- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 

Decretan: 
Art. 19 Él Poder Ejecutivo dispondrá en el 
curso del presente alio civil la tota) separación del 
Seminario Conciliar, de la Universidad Central, 
ajustándose á lo dispuesto en lcsartkulos siguien- 
tes. 

Art. 29 El Seminario Tridentino de Santa 
Rosa quedará en posesión exclusiva de todo su 
antiguo edificio ; y la Universidad se trasladara 
al local que el Poder Ejecutivo le designe en con- 
formidad con las leyes. 

Art 39 Son propiedades de tficho seminario, 
ademas de las que por justos títulos le correspon- 
dan, las rentas que provienen de las capellanías 
dejare devoluto que en diferentes épocas han 
aplicado los prelados eclesiásticos á algunas cáte- 
dras, como también todos los censos afectos á es- 
tas, que cobraba la Administración del Seminario 
hasta el año de 26, en que por la ley general de 
estudios de Colombia fueron incorpoiados á la 
Administración de la Universidad; y en fin, todos 
los muebles que hayan pertenecido en otro tiempo 
al Seminario. 

Art. 49 Verificada la separación mencionada, 
el prelado eclesiástico dará inmediatamente al Se* 
minario la Constitución que estime mas conforme 
ola enseñanza de las ciencia* eclesiásticas, según 
la naturaleza de su instituto y análoga & las ins- 
tituciones y circunstancias del país; sometiéndo- 
la ala consideración del Congreso para aprobarla 6 
reprobarla en todo ó en parte. 

§ único. La Constitución de que habla el artí- 
culo anterior será presejifctda á la próxima legis* 
iatunu 

Art 59 Mientras que el Seminario no pueda 
•dotar las cátedras de ciencias «desiaf tioas, c&>0" 
tinuaráii las de la Universidad en efejocal de di- 
¿ho Seminario, pagadas de tasjfoodos de Ja mis» 
nao, *ontt2iidas en todo ü su autoridad y unifor- 
mada* ¡con sus tiee>»s cátedras. 
Art 69 El colegio ftemiwvjp ppdtó conferir 
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á los seminaristas el grado de Bachilleren filoso- 
fía, previos los estudios, requisitos y formalida- 
des que exige la ley para conferirlo á los alum- 
nos de las Universidades y Colegios nacionales. 

Dada en Caracas á 18 de Abril de 1856, año 
27 de la ley y 46 de ra independencia. 

£1 Presidente del Senado, Juan Vicente Gon- 
zález Delgado. — £1 Presidente de la Cámara de 
Representantes, J. G. Ochoa. — £1 Sifeetarío del 
Senado. J. A. Pérez, — El Diputado Secretario de 
la Cámara de Representantes, J. A. Torrealba. 

Sala del Despacho del Poder Ejecutivo.— Cara: 
cas 22 de Abril de 1856, 27 y 46. 

Ejecútese, — JoséT* Moitágas. 

Refrendado. — El Secretario de Estado en los 
Despachos del Interior y Justicia. 

A. Parejo. 
Es copia, Parejo. 

SEMINARIOS conciliares, decreto de 17 

de mayo de 1847 creando uno en la Diócesis 

de Guayana. • 

El Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

Vista la exposición de S. E. el Presidente de 
la República por el Ministerio del Interior, con- 
siguiente á la necesidad de plantear un Semina- 
rio en la Diócesis de Guayaría, y 
Considerando. 

Que es un deber del Congreso proteger la edu- 
cación en Universidades y Colegios ; 
Decretan : 

Art. 19 Desde que el estado del Tesoro pú- 
blico lo permita, y mientras que en la Diócesis de 
Guayaría se plantea el Seminario conciliar que le 
corresponde, se^ondrá anualmente á disposición 
de su Reverendo Obispo la suma de dos mil pe- 
sos que aplicará exclusivamente á la enseñanza 
eclesiástica de jóvenes de su Obispado. 

Art. 29 Esta enseñanza la recibirán en el Ser 
miliario trid entino de Caracas, correspondiendo 
exclusivamente al prelado diocesano de Guaya- 
da la elección y calificación de los alumnos, y al 
metropolitano y Rector del Seminario la direc- 
ción de sus esludios. 

ArL 39 El Reverendo Obispo de Guayana en 
«la elección de los jóvenes que han de instruirse 
como seminaristas, preferirá en igualdad de cir- 
cunstancias personales á aquellos que pertenez- 
can á familias bienhechoras de la iglesia y de 
otéaos recursos ; y procurará que el beneficio lo 
gocen jóvenes de todas las provincias de su 
Obispado. 

Art. 49 Los jóvenes que gocen do las becas 
pagadas con los fondos que se conceden en este 
decreto, deberán cursar por lo menos un bienio 
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de Teología inmediatamente después de con* 
cluir filosofía ; y estarán obligados, si recibie- 
ren las sagradas órdenes, á ocuparse por seis a tíos 
en e) desempeño de algunos de los beneficios 
eclesiásticos de Guayana, á disposición del ordi- 
nario. 

$ único. Desde el momento que estos semi- 
naristas se matriculen en alguna otra clase sin 
haber confuido Teología, varará por el mismo 
hecho la beca ; y lo participará el Rector del 
Seminario, á los Reverendos Obispos de Cara- 
cas y Guayana. 

Art. 59 Si por no babor seminaristas que con* 
suman toda la cantidad concedida quedare algún 
sobrante, el diocesano de Guayana podrá apli- 
car para grados menores en filosofía y Teología 
la suma necesaria, prefiriendo aquellos colegia- 
les que mejores credenciales presenten de sus ca- 
tedráticos y Rectores del Seminario y Univer- 
sidad, y en igualdad de circunstancias al mas 
pobre. 

Art. 69 Entre tanto el Tesoro nacional" este 
erogando los dos mil pesos del artículo 19: el Re- 
verendo Obispo de Guayana pasará anualmente 
al Gobierno una cuenta de su inversión y un in- 
forme de los resultados que haya obtenido en 
virtud del presente decreto. 

Dado en Caracas á 13 de Mayo de 184?, afio 
18 de Ja ley y 37 de Ja independencia. — £1 Pre- 
sidente del Senado, Mariano Obispo de Guaya- 
na. — £1 Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, P. Palacios. — El Secretario del Senado, 
José Ángel Freyre. — El Secretario de la Cáma- 
ra de Representantes, J. A, Pérez, 

Caracas Maya 17 de 1947, afio 18 de la ley y 
37 de la independencia.-*-Ejecútese.— José T. 
Monagos. — Por S. E. el Presidente de la Repú- 
blica, el Secretario interina de Estado en los Des- 
pachos ne lo Interior y Justicia. Rafael Ace* 
v$do. 

SEMINARIOS conciliares. Qué se observa- 
rá cuando se separen de las Universidades. 
Véase Instrucción pública, L. 1 1, art. 6 y 6. . 

SENADO. Véase Cámara del Senado , y Cáma- 
ras legislativas. 

SENADO. Sus funciones con el Poder Ejecutivo 
sobre patronato eclesiástico. Véase PQ.tron.atf 
eclesiástico, ai t. 59 • 

SENADORES. Véase Senada 

SENADORES v representantes. Na pue- 
den serlo los funcionarios de que habla el ar- 
tículo 8 1 de la Constitución, aunque sean inte- 
rinos. Véase Elecciones, L. 6 a , art. 12. 

SENADORES y representantes. Son váli- 
das sus reelecciones. Véase Reelecciones de Se* 
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nadares, Representantes y Diputados provin- 
ciales. 

SENADORES y re prksrnt antes. Pueden ser- 
lo los suplentes de Consejero de G#bierno. 
Véase Elecciones, L. 8 a art. 1 1. 

SENADORES t representantes. No puede*! 
ejercer las funciones de abogado ni patrocinan- 
te mientras gocen de inmunidad* Véase Abo,* 
gados, art £1. 

SENADORES x representantes. Solo están 
exentos de cargas concejiles durante el tiempa 
de su período. Véase Cargas concejiles, (Apén- 
dice al 29 Tomo), R, E. de, 9 de Febrero de 
1848. 

SENADORES, repxksbntant€s > Disertóos 

PROVINCIALES Y ELECTORES. RESOLUCIÓN EJE- 
CUTIVA D£ 15 »E OCTUBRE DE 1863 declaran- 
do lo que debe observarse cuando alguno se com* 
prometa en una revolución. 
Secreta ría» del Interior. -«Sección tercera.. 

Caracas, Octubre 15 de 1853 • 
Resuelto. Dígase al seftor Gobernador de la 
provincia de Margarita. 

Presentada al Despacha del Poder Ejecutivo la 
consulta contenida en el oficio de US. (echa 2? de 
Agosto de este afio,. con respecto al caso, da ha* 
herse comprometido en esa prov'ncia en la ultima 
revolución, con raras excepciones, los Senadores, 
Representantes, Diputados provinciales y aun los 
electores de algunos cantonea; y habiéndose so,-» 
metido el asunto á la consideración, del. Consejo 
de Gobierno, S. E. hateqRi á bien resolver la 
consulta referida, de entera conformidad coa el dic * 
támen de aquel cuerpo, cuyo tenor literal es el 
siguiente. 

" República de Venezuela. — Sesión número 86 
del Consejo de Gobierno.— Jueves. 13 de Octubre 
de 1653. — § 20 Continuó la discusión del infor- 
me sobre la consulto del Gobernador de Margari- 
ta» relativa á las medidas que deban adoptarse para 
que dicha provincia no quede sin. representación 
en la Diputación provincial y Congreso nacional ¿ 
y el Concejo lo aprobó en estos términos. 

" Consulta el Gobernador de Margarita-, con el 
fin de que la provincia no quede sin representa* 
cion en las próximas legislaturas provincial y 
nacional, á cansa de baila rse'comprometidos ea la 
última revolución sus Representantes, Senadores, 
Diputados y electores: 19 Si puede convocar 
extraordinariamente el Colegio < electorsji para lle- 
nar las plazas, que ha hecho como vacantes la de- 
fección y fuga de muchos de los elegidos en la 
úJtóma reunión: ordinaria : 9? Si deberá llamar á 
los electores que queden hábiles y afectos al Go- 
bierno para que hagan los nuevos nombramientos: 
39 Si debe excluir á los que, aunque no apare- 
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cen comprometido*, ton oligarcas, declarados ene- 
migos del Gobierno : y 4? Sí el Senador que re- 
sultare nombrado en reemplazo del faccioso León 
Campos, debe ser elegido por el tiempo que á este 
le falta, que son tres afios. S. C. el Poder Ejecu- 
tivo para resolver he querido oír el dictamen del 
Consejo de Gobierno. 

14 El caso tan notablemente extraordinario, que 
motiva la consulta del Gobernador de Margarita, 
debe resolverse aplicando la Constitución y las 
leyes eleccionarias, hasta donde baste para dejar 
satisfecha la necesidad política que en tanta exten- 
sión causó el último levantamiento de los enemi- 
gos de la Libertad, del orden y de la paz de la 
República. 

4Í Según los artículos 83 y 166 de la Constitu- 
ción los Senadores, Representantes y Diputados 
provinciales no gozan de inmunidad, sino duran- 
te el tiempo de las sesiones respectivas, y el de 
la salida y vuelta á sus casas, con el objeto de 
cumplir con las funciones de delegados del pue- 
blo. Fuera de este período tan lleno de privile- 
gios, tanto en lo civil como en lo criminal, están 
sujetos á la jurisdicción ordinaria. De este ante- 
cedente tan claro se deduce, que si los Represen- 
tantes, Senadores y Diputados provinciales de 
Margarita se hallan comprometidos en la revolu- 
ción de Junio último y sub-judice aunque sea en 
«1 estado sumario, 6 ausentes por la fuga á que 
los ha determinado tan fea infidelidad alGobierno 
de su patria, cuando menos, como sometidos á 
Un juicio que tiene por materia un delito, que me- 
rece pena corporal, se encuentran en virtud del 
artículo 16 de la misma Constitución, suspensos 
de los derechos de ciudadano, y por consecuen- 
cia, del ejercicio de las funciones públicas que des- 
cansan esencialmente sobre «que! la cualidad 
política. 

" También se desprende otra consecuencia no 
menos clara : á saber : que se hallan legal mente 
impedidos durante el juicio de conspiración para 
Concurrir como miembros hábiles & sus respecti- 
vas cámaras. 

44 Poco importa aquí averiguar para la resolu- 
ción legal que deba darse, cuál sea el tribunal por 
quien deba pronunciarse la sentencia definitiva, 
ni cuánto el tiempo que dure la sustanciacion del 
juicio ; porque semejante cuestión en nada alte- 
ra la realidad existente actualmente del impedí 
mentó constitucional, que por ahora tienen aque- 
llos funcionarios políticos para asistir á las cáma- 
ras. Bien sea que los tribunales ordinarios de jus- 
ticia sustancien y juzguen bajólos trámites lega- 
les este delito común de conspiración : bien sea 
Í[«e las respectivas cámaras á su tiempo, de con- 
ermldad con la ley de ? de Abril de 1849 sobre 
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infidelidad de semejantes empleados, abran y ter- 
minen eijuicio puramente político, y tan solo para 
los efectos de la destitución del empleo legislativo, 
nada de esto debilita la mala situación en que 

Í>ara hoy se encuentran dichos funcionarios, por 
a suspensión de los derechos de ciudadano en que 
ios tienen sus compromisos en la última revolu- 
ción, y la fuga con que los acusa el mismo delito. 

" Aparece, pues, según lo informado por el Go- 
bernador de Margarita, que un impedimento le- 
gal destruye el quorum constitucional para la 
instalación de la Diputación provincial en el 
próximo período, y deja sin representación en el 
Congreso á la misma provincia. 

"El artículo ?o de la ley 8* del Código de 
elecciones, ministra literalmente' el medio legal de 
remediar esta extraordinaria contingencia. Tal es 
la convocatoria extraordinaria del Colegio electo- 
ral de Margarita, por el Gobernador déla provin- 
cia. Sabe ya el Poder Ejecutivo por los datos 
que tiene, que no puede instalarse la Diputación 
de Margarita, por no haber el numero suficiente 
de miembros hábiles para ello. Está pues en el 
caso del citado artículo, y no debe perder tiempo 
en mandarle dar su debido cumplimiento. Así es 
que, en cuanto á la instalación de la Diputación 
provincial de Margarita, está ya en la mano el 
remedio legal, que solicitó el Gobernador de ella; 
mas como en el presente caso, el Colegio no debe 
ocuparse de llenar vacantes, porcjue no las hay, 
mientras no las declare la sentencia correspondien- 
te, y pueda entonces tener lugar el artículo 15 
de la ley 6& del mismo Código, sus funciones 
deben limitarse á hacer el nombramiento de tan- 
tos suplentes, cuantos sean necesarios pare reem- 
plazar á los suplentes nombrados en k última 
reunión ordinaria, que se encuentren impedidos. 

" No sucede lo mismo respecto á los Senadores 
y Representantes, porque aun en la hipótesis de 
que tanto Jos principales como los suplentes se 
hallasen impedidos, esta circunstancia no impedi- 
rá la instalación del Congreso; cuando menos es 
contingencia extraordinaria, qué aun no se ha 
hecho sentir. Entre tanto, y no dando recurso 
alguno el Códido de elecciones para suplir por los 
impedimentos accidentales de los Representantes 
y Senadores ocurridos en el bienio eleccionario 
sin causar vacante, es preciso confesar que mas 
vale que la provincia de Margarita quede en todo 
6 en parte sin representación en el próximo Coa- 
grao por falta de legisladores, que no suplir estos 
de hecho por una medida gubernativa, siempre 
de fatal peligro, por justa y conveniente que fue- 
se la razón en que ella se fundase. 

<c Si acaso se encuentran también inhabilita- 
dos por el mismo motivo los electores principa- 
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les* y suplente*, el Gohernador debe excitar á 
loa concejos municipales de Margarita para que 
en vista ele los últimos escrutinios de las eleccio- 
nes parroquiales hagan el llamamiento corres- 
pondiente en calidad también de suplente**, de 
conformidad con lo dispuesto por la ley 53- del 
Código eleccionario. 

u Solo resta para abrazar todos los puntos de 
la consulta del Gobernador de Margarita, adver- 
tir á este,' que la desafección al Gobierno conoci- 
da solamente con la denominación de ** Oligar- 
cas/' no basta para deponer de sus empleos á tos 
que los han obtenido por elección popular. Pa- 
ra ello es de absoluta necesidad un juicio funda- 
do en legítima causa ; porque no son emplea- 
dos de mera comisión, de libre nombramiento y 
remoción del Poder Ejecutivo. 

** En el sentido, pues, que expresa el prece- 
dente dictamen, juzga el Consejo, y rsí lo con- 
sulta á S. E. el "Presidente de la República, que 
debe resolver la consulta mencionada que le ha- 
ce el Gobernador de Marga rita. ,) 

Tengo el honor de trascribirlo á US. para su 
inteligencia y cumplimiento. 

Soy, &. Por S. E.— Planas. 

SENTENCIAS. Véase Disposiciones genera* 
las en el urden judicial^ art. constitucional 155, 
Examen de pruebas y sentencia, Segunda 
instancia, art. 9 á 12, Tercera instancia, art. 
2 y 3, Ejecución de sentencia, Disposiciones 
comunes á todos los juicios, arr. 16 a 20 y 24, 
Disposiciones generales del código orgánico 
de tribunales, «ri 9, Excepciones dilatorias, 
art, 69» Recusaciones, art. 17, Procedimien- 
to criminal, § único del art. 4 o , art. 5 al 7 y 
12, y A. C. S. de 31 de Enero de lb45 ¡ y Va- 
gos, art. 5 
SLNTEJNíCLAS. rksolucion ejkcutiva de 29 
pe octubkk de 1851 acerca del cumplimiento 
de las condenatorias á presidio. 
Secretaría del luterior. — Sección segunda. 
Caracas, Octubre 29 de 1851. 
Resutlto. — Dígale al señor Gobernador de la 
provincia de Harinas. 

•Pnspt»té al Despacho del Poder Ejecutivo la 
ñuta de U$., ficha 4 de Agosto último, en que 
trascribo \n comunicación que en la misma fe- 
cha dirigió al st'íior Presidente de la Corte supe- 
rior <lel segundo distrito del Centro excitando á es- 
te trihuqai, para que, al determinar el lugar en 
que loe reos de f$a provincia hayan de sufrir el 
presidio á que fueren condonados, se señale el de 
la ciudad de Harinas, por los inconvenientes que 
se presentaban & esa Gobernación al ordenar el 
cumplimiento de las sentencias condenatorias á 
aquella pena ; y S. E. observando, 1^ que el lu- 
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gar <4el presidio y su naturaleza son tenidos en 
consideración por los tribunales al graduar la 
pena que deben aplicar al delincuente, y que no 
puede privárseles de esti facultad discrecional 
con que miden á veces el castigo de los delitos, y 
29 que hay ciertos hechos criminales que tie- 
nen señalada la pena de presidio cerrado por la 
ley, de cuya aplicación no puede prescindirse sin 
infringirla, me ha ordenado contestar á US. : que 
debe ordenarse con entera exactitud el cumpli- 
miento délas sentencias condenatorias á presi- 
dio por distante que el lugar, señalado para el su- 
frimiento de esia p^na, esté del punto en que ha 
sido juzgado el reo, y por mas inconvenientes 
que se presenten para su conducción j debiendo 
esa Gobernación valerse, para allanar estos, de 
los auxilios de las milicias activa y de reserva, 
pues estando estas obligadas á prestar el servi- 
cio municipal, y aun á conducir hasta los lími- 
tes de su provincia y hasta fuera de ella, reci- 
biendo pré y paga del tesoro nacional según laa 
circunstancias, los presos, los sorteados, ios cau- 
dales públicos y los elementos de guerra, es cla- 
ro que con su ocupación se pueden evitar las di- 
ficultades queso presenten para la conducción de 
los presos al lugar á que han sido condenados 
por castigo de sus delitos. 

Soy & — Por S. E. — Herrera. 
SENTENCIAS. Es de ningún valor la pro- 
nunciada en 2& ó 3^ instancia contra un reo 
prófugo. Véase Procedimiento criminal, A. 
C. S. de 27 de Marzo de 1844. 
SENTENCIAS. Desde cuando empezará á 
correr el término para la apelación en las pro- 
nunciadas en juicios de queja. Véase Queja 
(recursos de) A. C. S. de 8 de Noviembre de 
1837. 
SENTENCIAS. Las del tribunal de cuentas. 
Véase Ojicinas superiores de hacienda, art. 
B, 6, y 22 y su $. 
SENTENCIAS. Las de los tribunales milita- 
res. Véase Tribunales militares^ art, U, 4 d 
13, y 19. 
SEPULTURAS. Deber de darla á todos los ca- 
dáveres en los cimenterios. Véase Cimenterios* 
SEPULTURAS. Pena del que haga la de un ca- 
dáver en poblado. Véase Cimenterio % R» E« 
de 27 de Mayo de 1835. 
SEPULTURAS. Decreto del libertador d« 
13 de agosto de 1628 permitiendo se haga la 
de los Arzobispos. Obispos, miembros de los 
cabildos eclesiásticos, y monjas profesas en sus 
respectivos, panteoties» 

Simón Bolívar, Libertador, Presidente de la Re- 
pública de Colombia, &c. <fcc. &c, 
Considerando ; 
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|0 Que el decreto qne efcpedt mandando fue 
sen sepultado* en loa cimenterio* todos loa cada- 1 
veres, tuvo, solo pot objeto im^dir el contagia 
que ¡odia resaltar ^ abo,*e introducido de enter- 
rar Vrt toda> las iglesias* 

2^ Que sepultándose en bóvedas y panteones 
construidos con todo cuidado? los eueipos; de los 
argobispba, obispo*» miembros de loa cabildos 
eclesi4stiqos y monjas profesas que fallecen, no 
hay el inconveniente que se ha tratado de evitar» 
así por la rasxtn expresada* como por ser muy 
corto el numero de dichas personas que mueven 
cada a Tío * y 

39 Que por recientes atienes aspafioias esta- 
ba concedida á las monjas profesas el privilegio 
de que se sepultase en sus monasterios los cuer* 
pos de las que mueren, sin embargo de la arden 
geperal para que todos los cadáveres fuesen con- 
ducidos a los cimenterios públicos, en uso de laa 
facultades extraordinarias; que ejerzo: 
Decr*tot 

Art 1? Se permite que los cadáveres de los 
muy reberendos arzobispos y obispos» ios dei los 
miembros de los cabildos eclesiásticos y los de las 
monjas profesas puedan ser sepultados en K*s pao* 
teones de sus respectivas iglesias, 

Art. 29 Para que no resulte perjuicio al pabli- 
ce de esta gracia, la policía supervigilará que los 
panteones estén construidos con las precauciones 
convenientes, y se conserven en muy buen esta» 
do, daado toda£ las disposiciones que convengan 
m fin» de precaver el contagio. 

E) Secretario de Estenio del Despacho del In- 
terior queda encargado de ia ejecución del pre- 
septa. decreto. 

Dado en Bogotá á 13 de Agosto de 1828.— 18. 
-~<Styno« Bolívar. — El Secretario del Interior, 

José M. Restrepo. 
SEPULTURAS. Resolución bjecütiva de 

35 n« octubre de 1862 sobre cumplimiento 

de las disposiciones que prohiben la inhuma* 

dan de cadáveres fuera dé los cimenterios; 
Secretaria del Interior.— Sección 3*. 

Caracas Octubre 25 de i 853. 
Resuelto.— Dígase al eefior Gobernador del Ar- 
zobispado. 

Tanto por la ley I* tít g? \\b. fO de la Noví- 
sima Recopilación, como por la ordenanza de po- 
licía urbana sobre cimenterios de- 10 de Wcierri- 
fcfl* de 1845, está expresamente eroaibMo qné se 
■epritea los cadáveres en las iglesias, ni en sus 
DoTOcies e campos iría eo tatos ene estuvieren' eenv 
trpde peMaédL y ski embargre safan el Poder Eje- 
votivo que ee mnurnan los, cadáveres con mucha 
frecuencia en las iglesias de esta ciudad. 
. Si en todos tiempos deben ser cuaiplj^aa Ja* 1* 
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yes puntualmente por laa autoridades, en ciertas 
épocas deben ser con mayor interés y celo. Las 
<fe que se trata tienen Un objeto humanitario, cual 
'es la conservación de la vida de los ciudadanos 
hnpfidiendo las epidemias consigutelítes á la cor- 
rupción de la atmósfera, y el Poder ejecutivo es- 
pera que US., no solo para dejar cumplidas las 
leyes, sino para coopera* a fin tan importante, en 
momentos en que se teme el tifus, dará las orde- 
ne* mato terminantes y precisas para que en lo 
sucesivo, por ningún motivo ni pretexto se per- 
mita la inhumación de los cadáveres en la iglesia, 
ni en las bóvedas y campos inmediatos, como lo 
dispone la ordenanza citadat 

Se prohibirá también la inhumación de los 
cadáveres preservados de la corrupción por me- 
die del arte, que se exceptúan por el parágrafo 
único de la referida ordenanza, ai los interesados 
no presentan dos certificaciones de facultativo*, 
haciéndose responsables de la operación, puesto 
que la experiencia ha demostrado que algunos de 
dichos cadáveres despiden á pocos días una feti- 
dez insoportable, y se acredita con esto que no 
estaban preservados de la corrupción, que es el 
caso de la excepción. 

J*or parte de la autoridad política se dictarán 
también 'las órdenes necesarias á la consecución 
del. Hüsrrto fin, pues al efecto se trascribe esta no- 
ta a) aeftor Gobernador de la provincia. 

Soy, dtc. Por S. E.— Herrera. 

SEPULTURAS, resolución ejecutiva de 12 
nn «ato dk 1664 previniendo se cum t} a ,^^ m 
tridamente en todas las provincias el D. J3. de 
Colombia de 14 de Octubre ée 1627 sobre que 
iodos los cadáveres sean tnférrades en los cu 
menterios—E«te Decreto os halla en la palabra 
Cimenterios. Véase. 

Secretarla del Interior.— Sección tercera. 
Caracas, Maya 12 de 1864. 
Ifeftteí/o.—Dfgase á los Gobernadores de prW- 
vmwe. 

Eli la Oeeeta de V encanéis nftnero 1.146, 
hallará US. publicado el Decreto Ejecutivo de 
tfolornbia fecha U de Octubre dé 1827 vigente, 
mandando observar en todas sus partes la cédor 
ha espartóla que es la ley 2? titulo 3? libro 1° 
del apéndice á la Novísima* Recopilación, sobre 
que todos loa cadáveres, sin excepción algtmede 
estado, condición, o sexo, se sepulten en, loa eU 
menterioa, aun cuando sean provisional**, ir pro- 
hibiendo desde luego que tenga logar la inhuma- 
ción de aquellos en ningún teaipjp, capilla, bóve- 
da, cimenterio dentro de poblado* ni casa ¿terre- 
no particular en laa njtsmas poblaciones, bajo, tea 
pena» á que sujeta á los párrocos* capellanes 6 
mayordomos que contravengan y á loa jetea de 

29 
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familia n otras personas que dispongan el entierro 
de cadáveres en un lugar prohibido. 

Y he recibido orden de S. E. el Presidented e 
la República parar prevenir á US. que dicte todas 
las medidas necesarias á fin de que en la provin- 
cia de «u mando sea cumplido puntualmente el re- 
ferido Decreto Ejecutivo, que no solo favorece 
al decoro del culto divino, sino previene en bene- 
ficio de la salubridad pública que tanto ha sufrido 
y sufre aun á consecuencia de las diversas epide- 
mias que han invadido casi todos los pueblos de 
Venezuela. 

Tengo el honor de decirlo á US con el objeto 
indicado, 

Soy, <&. 

Por S E.— Planas. 
SEPULTURAS, resolución ejecutiva dk 24 
de marzo de 1 340 declarando que debe darse 
á los individuos de la Ir opa en servicio activo, 
por Id parroquia en donde mueran, pagándose 
/us derechos del haber del difunto, y en su defec* 
topar el Tesoro público* 

Caracas, 24 de Marzo de 1840, 1 1 y 30. 
En el expediente respectivo ha recaído la re- 
solución que sigue. 

'» Todo individuo de tropa que fallezca estando 
en servicio activo será enterrado por la parroquia 
recpectiva, y los derechos parroquiales y de sepul- 
tura se abonarán del haber ó alcances que tenga, 
ó de los fondos de la raja del cuerpo ó compañía 
k que pertenezca si do tuviere aquellos; y en 
caso de no haber dichos fundos, se satisfarán por 
él tesoro público con cargo ai ramo de fuerza per- 
manente, dando cuenta del gasto las autoridades 
respectivas á la secretaría de guerra para que 
recaiga }a aprobación correspondiente." 

Publíquese en la Gaceta y circúlese para su 
cumplimiento. — Por S. E. — Hernaiz. 
SERVICIO en la milicia. Véase Alist amiento, 
- y Milicia nacional. 

SERVICIO municipal. Por quién debe hacerse 
para la custodia de las cárceles y presidios. Véa- 
se Guardia nacional de policía, R, Ei de 1$ 
de Mayo de 1847. 
SESIONES legislativas. Véase Cámara del 
Senado, Cámara de Representante Cámaras 
legislativas y Congreso. 
SIERVOS. Véase Esclavos. 
SILVA (concepción) Pensión &sU viuda. Véa- 
se Pensiones, D. de 7 de Marzo de 1850. 
SILVA (general joeéLAUkBNOfo) decreto de 
* 7 de marzo de 1865 concediéndole el grado 

¡le General en jefe. 
El 1 Senado y Cámara de Representante* de, la 
República de Venezuela, reunidos en Con-: 
greaó. £ 
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Considerando. 
19 Que las inmarcesibles glorias adquiridas 
por el ilustre General José Laurencio Silva, de- 
fendiendo la Independencia, la Libertad y la So* 
beranla nacional, son una preciosa propiedad de 
Venezuela. 

29 Que la República agradecida lo aclama co- 
mo un hombre eminente por sus importantes ser- 
vicios, por su amor á la causa popular y por ha- 
berla salvado repetidas veces desús enemigos. 

En uso de la atribución 18 a del artículo 87 de 
la Constitución. 

Decretan : 
Art. único. Se concede a) heroico Genera? de 
División José Laurencio Silva, el grado de Ge- 
neral en Jefe de los Ejércitos de la República, y 
con él, todos los honores, preeminencias, conde- 
coraciones y goces correspondientes á este su- 
premo puesto de la milicia. 

Dado en Caracas, á 6 de Marzo de 1655, afio 
26 de la ley y 45 de la independencia. 

El Presidente del Senado, Manuel Amador.— 
El Presidente de la Cámara de Representantes, 
Eugenio A. Rivera.— E\ Secretario del Senado, 
J. A. Pérez. — El Secretario de la Cámara de Re- 
presentantes, J. Padilla. 

Careras 7 de Marzo de 1855, ario 26 do la ley 
y 45 de la independencia.— Kjeeútese. — José T. 
Menágas. — El Secretario de Estado en los Des- 
pachos de Guerra y Marina, Felipe Esteres. 
Es copia. — Urdaneta. 
SILLA apostólica. Toda gracia que se le pi- 
da debe dirigírsele por conducto del Poder 
Ejecutivo. Véase Breves apostólicos en mate- 
ria de gracia, R. E. de 19 de Octubre de 
1836 
SINAMAICA (parroquia de) dbckeeo de 19 
de mayo de 1845 mandando construir una 
trinchera en. ella* 
SINAMAICA. Varios deberes del Comandaste 
. de la línea. Véase Indígenas (de Maracaibo) 
D. E. de 22 de Octubre de 184% art. 49, 60, 
57, 56 y 59. 
SÍNDICOS parroquiales. Véase Provincias, 
art. 29 y su § 1?, 60 y su § 20 64; 70, 71, 72. 
87, 92 y 1 Ib— Gobernadores, R. E. de 8 de 
Mayo de 1844 Conspiradores, ajrt, 6 y 7, Va- 
go* .$ 3? art 4 y Matrimonio, arU 1 K 
SÍNDICOS .parroquiales. Hasta dónde debe 
extenderse su oficio de fiscales en las . causa* 
contra vagos. Véase 1 la Ñola (*)« 

(*) El Secretario del InteHo» en su Memoria de 47 p. 
16 expuso ; 

11 El señor Gobernador de Tmjillo consultó como deba: 
obrar un juez de paz de caserío en donde no íay sindica 
parroquial para proceder contra loa vafea y ipalentreie* 
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SÍNODOS y oblatas. Véase Asignaciones ecle- 
siásticas. 
SÍNODOS t oblatas di la diócesis db oüa- 

TANA. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 8 DE MAR- 
ZO de 1854 distribuyéndolo*, como también la 
cantidad fijada en la ley de asignaciones 
eclesiásticas de 1854 para las fábricas de sus 
iglesias ( # ) 

Secretar! t del Interior. — Sección primera. 
Caracas, Marzo 8 de 1864. 
Resuelto! — Habiéndose aumentado por la nue- 
ra ley de asignaciones eclesiásticas de 18 de 
Marzo del año próximo pasado el número de sí- 
nodos y oblatas correspondientes á la Diócesis de 
Guayana, se hace necesaria la reforma de la re- 
solución ejecutiva de 16 de Setiembre de 1841 
que, conforme a la ley derogada de 17 de Mayo 
de aquel a fio, fijó a cada una de las provincias 
comprendidas en la referida Diócesis los dichos 
sínodos y oblatas que podian señalarse á cada 
una de los cuarenta que estaban establecidos, y 
como la mencionada ley vigente no hace refe- 
rencia de esta distribución, que en el concepto 
del Poder Ejecutivo es de todo punto indispen- 
sable, S. E. se ha servido disponer lo siguiente. 

19 De los cincuenta sínodos y oblatas que la 
dicha ley de 18' de Marzo último asigna á la Dió- 
cesis de Guayana, corresponderán diez 6 la pro- 
vincia de este nombre, veinte á la de Barcelo- 
na, trece á la de Cumaná y siete á la de Mar- 
garita. 

29 De los dos mil trescientos cincuenta pesos 
señalados para fábricas y otros gastos, se des- 
tinan seiscientos sesenta pesos á las de las Igle- 
sias de Guayana: seiscientos setenta pesos á las 
de Barcelona : seiscientos setenta pesos a las de 
Cumaná, y trescientos cincuenta pesos á lus de 
Margarita. 
39 La cantidad designada & cada provincia por 

nidos, puesto que segun el parágrafo 3. ° del artículo 
4 de la ley de la materia, las pruebas concerniente» á la 
defensa del reo deben evacuarse con citación del Procu- 
rador municipal ó Síndico parroquial que bace de Fis- 
cal, y se le dijo en 25 de Agosto. "Si se tra- 
ta como parece de los deberes del juez de paz en sn ca- 
lidad de funcionario del Poder judicial, es á los superio- 
res en la misma escala á quienes debe hacerse la consul- 
ta: si de los deberes de los síndicos, ellos están en la 
obligación de fiscalizar en todas las causas de vagos de 
sn parroquia, ante todos los jueces de ella, aunque sean 
de caserío ; porque sus funcionen se extienden por todo 
el territorio que comprende aquella, inclusos sus case- 
ríos." 

(*) Esta Resolución debió ir en el Apéndice al Primer 
tomo, después de la ley de asignaciones eclesiásticas, con- 
forme & nuestro plan ; pero habiéndose publicado con 
posterioridad i la impresión de dicho apéndice, no nos fué 
ya posible hacerlo, por lo que, y paro suplir so falta allí, 
la colocamos en este lugar. 
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ei artículo anterior se distribuirá por el Prelado 
eclesiástico de la Diócesis de acuerdo con el res- 
pectivo Gobernador, teniendo en consideración la 
urgencia é importancia material de cada templo. 
49 Los cincuenta pesos fijados para oblatas 
en cada parroquia se satisfarán á los curas que 
las sirvan, ó á las personas encargadas de tales 



Comuniqúese esta resolución al sefior Secreta- 
rio de Hacienda, á los Gobernadores de las cua- 
tro provincias citadas y al Reverendo Obispo de 
Guayana, añadiendo á este que el Gobierno no 
puede acceder á Ja proposición que le hace re- 
lativa a destinar por via de gratificación al Te- 
niente de Cura de Ciudad Bolívar una de las 
diez asignaciones que se prefijan á aquella pro- 
vincia, por deber aplicarse estas á igual número 
de parroquias, y ser una sola la que él expresa, 
de donde resultaría que aquel curato tendría do- 
ble asignación. 

Por S. E.— Planas. 
SISTEMA penitenciario. Véase Penitencia- 

rías. 
SOBERANÍA de Venezuela. Véase Gobierno 

de Venezuela, art. const, 3. 
SOBORDO. Qué. deberá expresar; y demás 
concerniente á su formación y presentación. 
Véase Importación art. 19 y su $, art. 2, 3 y 
4. 
SOBORDO. Cual deberá hacerse cuando cam- 
bie de capitán un buque en el viaje. Véase Im- 
portación, R. EL de 3 de Julio de 1839. 

SOBORNO Ó COHECHO OE ÜN EMPLEADO PRO- 
VINCIAL. Su penn. Véase Provincias, art. 99. 

SOBRESEIMIENTO encausas criminales. 
VéHse Procedimiento criminal, art II y 12. 

SOBRESUELDOS militares. Véase Sueldos 
militares, art. 2. 

SOBRESUELDOS militares. No io tienen 
los ayudantes de plaza. Véase Militares, R. 
E. de 19 de Agosto de 1836. 

SOCIEDADES económicas. Véase Instrucción 
público, L. I. art. 1 9 número 59 

SOCIEDADES económicas. Decreto ejecu- 
tivo de 26 de agosto de 1847 creándolas. 

JOSÉ TADEO MONAGAS, Presidente de Ja 

República de Venezuela &c. &c &c. 

Considerando : 

19 ftue por la ley 1* artículo 19 número 6 del 
código de instrucción pública se establecen socieda- 
des económicas para promover mejoras en la agri- 
cultura, el comercio, las artes y el fomento de la 
población bajo la suprema autoridad del Poder 
Ejecutivo. * 

29 Que por esta ley quedó derogada la de Co- 
lombia de 18 de Marzo de 1826, que organiíó la 
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enseñanza publica a la que debian sil creación; Jas 
sociedades económicas de amigos del pais que se 
habían establecido en algunos Tugares con el mis* 
dio obje'o que tas que ordena, ja diada ley de la 
República. 

3? Que por medio de estas asociaciones se ob- 
tienen los yenlftjosos efectos de proniov er el auxi- 
lio y progreso de los mas importares rajnoa que 
forman U riqueza del esjado y que tlemandahí 
eficaz protección de los poderes públicos. 

Decreto. 

Ait. ¡o Se establecerán sociedades económicas 
en las cm pítales de provincia compuestas de los ciu- 
dadanos que al eferto nombrarán los respectivos 
Gobernadores no pudiendo exceder su numero de 
diez y seis, ni bajar de cinco. 

$ 19 En esta capital hará ja invitación é 
instalará i a sociedad el Secretario del Interior y 
Justicia. 

$ 2° £1 Gobierno se reserva llenar las vacantes 
que ocurran en e) número de personas de que se 
compongan las sociedades, á cuyo efecto lo partici- 
parán oportunamente. 

Art. 2° Luego que estén reunidas la a personas 
invitadas, nombrarán, á pluralidad absoluta de Vo- 
tos, un presidente, dos vicepresidentes que le sosti- 
tuyan por su falta, un secretario y un tesorero; y 
acto continuo la autoridad, que haya presidido de- 
clárala i ns tillada la sociedad, y esta remitirá á Ja 
aecreiariadel interior por ei correo próximo copia 
certificada del acta de instalación y una lista 
de las personas invitadas y de las que se ha- 
yan reunido. 

Art. 3. Lo* Gobernadores de provincias dicta- 
rán sus órdenes pura que se pasen á la so- 
ciedad ecoi.Qrnica respectiva los archivos y en- 
seres de l:>s sociedades de amigos del país donde 
feayan exi>ti '<». 

Art. 49 Las suciedades económicas forma- 
rán inmcdiat.i mente un reglamento paja el régimen 
interior «lo sus trabajo?, en que designaráa los dias 
de*us reuniones ordinarias, que no podrán ser 
menos de útt.i en. rada mes, pudiéndose reunir ex> 
traordinariaun ote cuando »ean couvooaJas por su 
presidente p;»ra dar e vacian a los trabajos urgen- 
tes de &* instituto, y lo pasarán, al Co bienio, para* 
su aprobación. 

Art. 5* £t objeto exclusivo délas sociedades 
económicas conforme á la ley es promover por loa 
medios constitucionales todas las mejoras, de qt&e 
sean susceptibles las industrias agrícola y pecua- 
is, el comercio, las artes y el fomento dé fe pobla- 
ción, solicitando ante los poderes públicos k remo- 
ción de los obstáculos que se opongan á estos im- 
portantes objetos, e indicando fos medicado reali- 
zarlo. 
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Art. 6£ Para atquríta/meifíaas*^ cfcncfcrwii* 
la inmigración, mejora y nuera apertura de ce- 
nitoós, navegación Se los río* o^a canalización, se 
ppoij3rím deicirerdo^as tóci^ádesecdnóiwieas^on 
fas sociedades y juntas créachis especiahnewte *on 
este fin para que con su itiétfio, y seguo *a*r*glaa 
prescritas para fea ¿obierrvo respectivo, se "trasmi- 
tan al P E.. 

Art. 79 ftira los' gastos )}eceJ¿ares<d* leasécie- 
cion y cualquier otrot^oe acuerde para la mejora y 
íymjento de las industrias, fbrmará vníbodo por me* 
dio de suscripciones voluntarias entre los ciudada- 
nos excitando al efecto el patriotismo de estos y su 
cooperación. 

Ark 8^ £1 presidente tte ra sobredad se entende- 
rá directamente con el Ox>merno por media 
del Secretario del interior enlodólo, refatt? o & 
los trabajos de la corporación, y en cada trimestre 
dará un informe circunstanciado tie todas ia$ ma- 
terias d* que se Haya ocupado. 

Art 9? Los Gobernadores de provincias procura-, 
rán que las sociedades económicas se mantengan 
en actividad, proporcionándoles los medios que ne- 
cesiten y qae estén á su alcance para la perfección 
de sus trabajos. 

Art rC. El Ministro Secretario de Estado en 
los Despachos del Interior y Justicia, queda encar- 
gada de la ejecución de- este decreto» 

Dudo : firmado de mi mano: sellado con el se- 
llo *del f\ E., y refrendado, por el Secretario de 
Estado en los DDx del Interior y justicia en Cara- 
cas & 26.de Agosto de 1 947, año 18? de la ley y 3? 
de la independencia. 

José T*Monág*s, 

Por Si E.— Tomas José Sanavria. 

SOLDADO. Véase Maltrato á latr opa. 
SOLEDAD (cantón). Provincia á que perténe* 
ce ; y parroquias que lo componen. Véase DU 
visión territorial," L. de 23 de Abril de 1856, 
art 5° y su $ 8? 
SOLEMNIDADES publicas. Véase Presiden-, 
das en las solemnidades^ funciones y fiestas* 
vúblicas asi civiles temo religiosas. 
SOLICITUDES, decreto ejecutivo i>íe ce-. 
lombia db 15 de DiciKMBRB DE 18°¿l regla- 
mentando el nodo de hacerlas ante el Podtr 
Ejecutivo.. 

Francisco de Paula Sa^ander^ 
Vicepresidente de mi República, encargado des 
Poder Ejecutan, de, &, 6¿. 
Para arreglar el despacho en loa varios depara 
taipentos del €tf>bftemo> aceleterío, en t*4oe sua 
ramos, que se haga con el, decoro, con,venJénte, y- 
sm perjuicio de la. hacienda, nacional^ lie resuelto 
que 8a observen ka prevenciones siguientes : 
1& Las solicitudes, instancias y recúsete de los 



COLOMBIANA ¥ VENEZOLANA VIGENTE. 



225 



SOL 



empWdo* crvíH?» y militarte, se «ungirán al Go- 
bierno por los con (tur tos naturales de sus jefes y 
Oficinas respectivas, quienes las remitirán á las 
secretarías del despacho, separadamente y con los 
informes necesarios para librar el juicio y' resol li- 
ción de justicia. Lo mismo se hará con todas aque- 
llas solitudes de particulares en que se necesite 
informe de los gobernadores, inte nientes, u otros 
cualesquiera jefes. 

2* Se podrá ocurrir directamente al gobierno, 
por el respectivo secretario del desparhn, cuando 
loa jefe* á quror es corresponda, no hayan dado 
curso á los memoriales y representaciones* de los 
interesados, ó cuando se dirijan quejas contra 
ellos. ^ 

3& Ninguna instancia 6 solicitud, será admiti- 
da ni tendrá curso, no estando extendida en *el 
papel sellado correspondiente con aneglo á la ley. 
l#o mismo sucederá en todas nqueltus que no 
traigan fechas, y expresión del liig-ar, día, mes y 
aRo. 

4* Todo particular que en los casos permitidos, 
ocurra directamente al Gobierno deberá nacerlo 
por conducto de alguna persona A quien se en- 
t egue el despacho, y de lo contrario no se dará tic- 
oficio curso á la represe ntici o n que se reservará 
eu la oficina respe: ti vh. 

5* Todas las re prese litación es, memoriales y 
cartas de oficio que se dirijun á cualesquiera de 
tas secretarías del despacho, han de con tener cada 
Una un solo aso uto, shi mezcla de otros, y han 
de ven'r numeradas, con su resumen ó apunte al 
* margen, que será de la tercera parte del pliego, 
' en que sucintamente se exprese la materia de que 
$e trata. Cuando se remitan por algún jefe 6 em- 
pleado diferentes comunicaciones, las ha de acom- 
pañar un índice, en el cu»l al número de cada 
cana ú oficio, siga el dich>> apunte, como está en 
él margen. Los oficios reservados, han de v«>nir 
con este nombre en el sobrescrito interior, 6 en 
una foja que se les pondrá al efecto. 

0* Los índices de todas las cartas de oficios, 
deben principiar por el numero primero tanto en 
los principales como en los duplicados, triplicados, 
$ y en, los correos sucesivos, ha de seguir la nu- 
taerftcion con el número inmediato al de las del 
antecedente. 

7& Cuando en laa representaciones* tartas ó in- 
formes» se incluyan documentos, se han de nume- 
rar, poniendo en su frente, números l, 2, 3, ¿b sin 
que ettoe números alteren los de 1as cartas, ni se 
mezclen con ellos. En las mismas cartas, repre- 
sentaciones 6 Informes, se ha de expresar gustan- 
eielmente el contenido de cada instrumento que 
los acorapafia. 

8* Los intendentes, Gobernadores y demás je- 
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fe* civiles 6 militares, no remitirán memorial, ó 
instancia alguna, que no esté apoyada con los do- 
cumentos competentes, y firmada de los interesa- 
dos. 6 de quien los represente legítimamente. 

9 a Todos los informes, oficios, ó cartas de re- 
misión, dirigidos á las respectivas secretarías se- 
rán encabezados en esta forma. "8r. «eeretario 
de estado y del despacho de..»., .(aquí el ramo 
que sen). * 

10. Las cubiertas ó sobrescristos, se extende- 
rán en esta ¿irma. — Arriba. Servicio de- la Repú- 
blica. Separadamente. Al Sr. Secretario de esta- 
do del despacho de N — Abajo. Bogotá hI lado de- 
recha : al izquierdo de tal; esto es del jefe 6 em- 
pleado que dirija el pliego. 

Comuniqúese h ios intendentes «le los departa- 
mentos, y publíquese en Us gacvUs para su cum- 
plimiento en todas sus partes. 

l)ado en el palacio de gobierno de Colombia en 
la ciudad de Bogotá á quince de Diciembre de 
mil ochocientos veintiuno: undécimo de la inde- 
p*n lencia —Francisco de P. Santander.— El 
Secretario del Interior, José Manuel lies trepo. 
SOLICITUD tS. resolución ejecutiva de 24 
de setiembre de 1831 previniendo qu » nin- 
guna autoridad dirija á las secretarías del 
despacho las de particulares sobre vegocios 
* propios. 

Estado de Venezuela. — Secretaría de Hacienda. — 
Succión central. — Caracas, 24 de Setiembre do 
1831,2? y 21Q-Circn!ar. 
Hoy se ha resuelto lo siguiente: u Incesantemen- 
te se dirigen al Gobierno por varias autoridades 
y jefes de oficinas instancias de particulares que 
versan sobre sus propios negocios é intereses, con- 
virtiéndose así en meros agentes de estos, aumen- 
tando el trabajo en las secretarías dvl despacho, y 
lo que es peor, defraudando á la renta de correos 
de unos portes que 4 veces son bastantes creci- 
dos por la multitud de documentos inclusos, y que 
á cada interesado le tocaría pagar. Por tanto el 
Gobierno, res ielve 

'•Que ninguna autoridad eclesiástica, civil, -de 
hacienda ó militar dirija á las secretarías del des* 
nacho representaciones y documentos de particu- 
lares sobre sus propios negocios, pues los interesa- 
dos son los que deben remitirlos francos de porte, 
y constituir en esta capital un agente, en el con- 
cepto que de lo contrario no se dará curso á nin- 
guno. 

Santos Michelena. 
Es copia.— -AftcAéfona. 
SOLICITUDES. resolución ejecutiva db 
30 DK mazo db 1842 declarando que las 
qut st dirijan al Congreso no deberán en- 
viarse por conducto del Poder Ejecutivo* 
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Secretaría de lo Interior. — Sección 3 a 

Caracas Marzo 30 de 1842. 

KesueUo.— Son muy frecuentes los casos en 
que algunos funcionarios públicos y corporacio- 
nes se dirigen al Poder Ejecutivo pira que por 
su medio y con su informe favorable lleguen al 
Congreso nacional las solicitudes que hacen so- 
bre varios objetos. 

El Poder Ejecutivo no debe ser el órgano de 
tales peticiones que le embarazan demasiado, y 
no siempre podrá recomendarlas. Los que ten- 
gan que promover algo ante el Congreso deben 
ocurrir á él directamente, dejando al Gobierno en 
libertad para expresar su juicio cuando deba ha- 
cerlo constitucionalmente. Para que cese, pues, la 
práctica que ha principiado á establecerse se pu- 
blicará esta resolución en la Gaceta de Gobier- 
no, á fin de que llegue á noticia de todos los 
funcionarios y ciudadanos de la República. 
Por S. E. — Quintero. 

SOLICITUDES POR EL MINISTERIO b E MARI- 
NA. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 20 DE FE- 
BRERO de 1837 dictando ciertas reglas que 
deberán observarse en ellas. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en los Despachos de Guerra y Marina. — Ra- 
mo de Marina. — Sección única. 

Caracas 20 de Febrero de 1837, 80 y 27. 

Circular.— Al señor Comandante del Apostadero de 

En circular de 10 de Octubre de 1831 dispuso 
el Gobierno por el despacho de guerra, que no se 
diese curso á ninguna representación que con- 
tuviese dos ó tres clases de pretensiones á la 
vez, y que á las que se dirigiesen á solicitar le- 
tras de cuartel, retiro ó licencia indefinida tam- 
poco se les diese curso si no venian con los do- 
cumentos que se exigían por las disposiciones, 
entonces vigentes, sobre. la materia. Y también 
ordenó, en la misma circular, que en las comu- 
nicaciones que hubieran de dirigirse al Gobier- 
no no se mezclasen asuntos distintos. Adoptan- 
do el Poder Ejecutivo estas idras, como surrm- 
mente convenientes ai despacho de los asuntos 
del ministerio, quiere que se hagan extensivas á 
los negocios de Marina y á este fin dispone. 

19 Que no se dé curso por la oficina de U. a 
ninguna solicitud que contenga dos ó mas parti- 
culares. 

29 Que lo mismo se hagj respecto de aque- 
llas que siendo relativas á pedir letras de cuartel, 
retiro, licencia indefinida é inválidos, no tengan 
los documentos que se exigen en las disposicio- 
nes vigentes sobre la materia. 

39 Que cuantas instancias se hr-gan á ,1a su- 
perioridad por conducto de esa comandancia ven- 
gan perfectamente informadas, recayendo este in- 
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forme sobre la cosa que se solicita, ó los servi- 
cios y aptitud del pretendiente ; Jo cual se dijo á 
los señores comandantes de apostaderos en cir- 
cular de 25 de Octubre de 1830 número 152. 

49 Que estos informes de la comandancia se 
hagan también extensivos á los negocios que lo 
merezcan por su importancia, aunque n* sean 
solicitudes, y muy particularmente acerca de 
aquellos que, requieran para su mejor despacho 
conocimientos prácticos ó facultativos uel arma 
de marina, pues perteneciendo á ella los seño- 
res comandantes de apostaderos, sus opiniones 
son y deben ser muy «preciables. 

59 Que por ningún motivo contengan las co- 
municaciones que U. dirija & este despacho dos 
ó mas asuntos diversos, pues lavándose Jos ne- 
gocios de esta secretaría por expedientes separa- 
dos de cada asunto, buque, &c. no puede admi- 
tir sin trastorno oficios que, siendo relativos á 
distintos bajeles y negocios, necesariamente los 
confundirían. El Poder Ejecutivo exige la mas 
escrupulosa exactitud y el mas celoso cuidado 
en el cumplimiento de las disposiciones conte- 
nidas en esta circular, que U. comui.icará á los 
empleados subalternos de esa comandancia para 
su respectiva observancia en Ja parle que Jes to- 
que, sobre lo cual impone á cada cual la debida 
responsabilidad. 

Dios guarde á U. — José Félix Blanco. 

SOLICITUDES. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 22 

db febrero DJ¿ 1837 sobre lo mismo que la 
anterior. 
Circular. — República de Venezuela. — Secretaría 
de Estado en los despachos de Guerra y Ma- 
rina — Humo de Guerra. — Sección central. 
Canicas Febrero 22 de 1837. 89 y 27. 
Señor Demandante de armas de la provincia de.... 

El Poder Ejecutivo lia resuelto con esta fe- 
cha que no se dé curso á ninguna solicitud, co« 
municacion <kc, que no venga por el conducto 
regular, con las formalidades y requisitos esta- 
blecidos; en la inteligencia de que no prestarán 
ningún mérito en el Despacho aquellas certifi- 
fieaciones de jefes militares en servicio, que no 
se hayan librado lomando pi oviamente el con- 
sentimiento del comandante de armas de la pro- 
vincia respectiva, ni las declaraciones de Jos su- 
balternos, que no se hayan dado conforme 4 las 
reglas prefijadas. 

Lo digo á US. para su cumplimiento, suscri- 
biéndome de US. atento servidor. 

José Félix Blanco. 

SORTEO DE SENADORES, R LPRESENTANTES, ¡f 

svplentes. Vé use Cámaras legislativas, ar- 
tículos constitucionales que establecen las fun- 
ciones económicas y disposiciones comunes & 
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ambas, art. 79, y Elecciones, L. 8* art. 1, 2, 
3 y su §. • 

SORTEO PARA EL REEMPLAZO DEL EJÉRCITO 

permanente. Véase Milicia nacional, D. E. 
R Tít 12. 

SORTEO PARA EL REEMPLAZO DKL EJÉRCITO 

permanente. Exención que gnzun los que es- 
tablezcan posadas ó ventasen los caminos que 
atraviesan páramos, ó desiertos, ó sus sirvien- 
tes. Véase Posadas y ventas, art. 5 y 6. 

SUSTITUCIÓN DE I.0S EMPLEADOS DE HA- 
CIENDA NOMBRADOS SENADORES Ó REPRESEN- 
TA ¡it es. Véase Empleados de hacienda, R. E. 
de 27 de Noviembre de 1840. 

SUSTITUCIÓN DEL GOBIERNO EN LUG\R DE 
LOS DEUDORESjQEU HAYAN OBTENIDO ESPERA 

de scs acrbdores. Véase Espera L. de 28 de 
Mayo de 1850, y R. de la H Cámara de re- 
presentantes ile 30 de Abril de 1851. 

STOPHORI)(cokonel eduardo). Véase Minas, 
D. de 19 de Mayo de 1838. 

SUBASTA. Véase Remate, y Tierras baldías, 
art. 7 al 12. 

SUBSIDIO. Véase Caminos, D. de 20 «le Febre- 
ro de 1844. 

SUCESIÓN INTESTADA ENTRE COLATERALES. 
ACUERDO DE LA CORTE SUPREMA DE 30 DE NO- 
VIEMBRE de 1844 declarando que no obstante 
la Real instrucción de 26 de Agosto de 1786 
insería á continuación de la ley 6 1 } título 22 
libro 10 de la Novísima Recopilación, la suce- 
sión intestada entre colaterales se extiende 
hasta el décimo grado; y que este debe Jijarse 
según la computación civil. 
En la ciudad de Caracas á30 de Noviembre de 
1844, 15 y 34 reunidos los Ministros de la Corte 
Suprema. Dióse cuenta de una consulta promovi- 
da por el Juez de 1^ instancia del 29 circuito de 
Baríraas, sobre sí la sucesión intestada entre parien- 
tes colaterales debe extenderse hasta el primer 
grado se^rn lo dispuesto por la ley 6 ¿ } título 13 
partida 5&, ó limitarse al 4? en virtud de la Real 
Instrucción de 20 de Agosto de 1786 inserta á 
continuación de la ley 6^ título 22 libro 19 de la 
Novísima Recopilación ; y sobre si el grado de 
parentesco deba contarse según la computación 
Canónica, ó según la computación civil. Convinien- 
do U Suprema Corte con laopinion de la Superior 
der 4ercef distrito y la del ministerio fiscal, encuen- 
tra que la sucesión en el casó consultado compren* 
dehasta el gTtfdo 10,y qtfe debe hacerse la compu- 
tación segnn el derecho civil* Poderosos son lo* 
fundamentos consignados en el Informe del tribu* 
nal Superior y en la representación fiscal; mas* 
la Suprema Corte cree suficiente fijar su atención 
euel - contexto de la ley recopilada, por q pe ella 
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le suministra razones convincentes para afirmar 
que está en perfecta consonancia con la ley de 
partida y la supone en todo su vigor y eficacia. — 
El principal objeto de la Instrucción fué estable- 
cer un juzgado especial y privativo para el cono- 
cimiento de las causas de bienes vacantes, mostren- 
cos ó ub-in testado ; fijar su competencia y arre- 
glar su procedimiento. Los números ü y 16 expre- 
san con la rUridad apetecible, que pura indicar 
la jurisdicción del tribunal debia preceder, respec- 
to de la herencia una probanza sumaria de ha- 
ber fallecido alguno sin formalizar testamento y 
sin haber dejado pariente conocido dentro del 49 
grado : de manera que la existencia del testamen- 
to» ó la de pariente conocido en el grado dicho, 
aun faltando aquel, baria competentes álos tribu- 
nales otdinarios para intervenir exclusivamente en 
la herencia, «in procedimiento* ni reglas especia- 
les. Solo en el caso de un intestado sin l<>s cuartos 
parientes conocidos, podh aprehender la causa el 
juzgado de varante ; y entonces debían seguirse 
los trámites establecidos para librar sentencia : 
estos consistían, según el i.úmero 7? en la fijación 
de edictos citando y emplazando á los parientes 
que pretendiesen tener derecho á la sucesión. Es 
aquí el lugar de advertir que tal citación y empla- 
zamiento es genera], y no se halla circunscrito á 
los parientes dentro del 49 grado, dejando de 
esta manera expedita la acción de la ley que de- 
termina el derecho de suceder al intestado. Lo 
mismo es de advertirse respecto de la sentencia, 
pues en ninguna pane de la Instrucción sedispo- 
ne quesean declarados vacantes los bienes cuando 
concurra a reclamarlos un pariente que pase del 
49 grado y que esté dentro del 10 — La única di- 
ferencia estriba, en que se ha tenido mas respeto 
al derecho de los parientes dentro del 4 > grado que 
al de los comprendidos dentro de este .y el 10; 
con relación á los segundos : bastí su no com- 
parecencia álos plazos prefijados para suponer su 
inasistencia, y hacer la declaratoria de vacancia ; 
mas con relación á los primeros, se exige no solo 
la falta de comparecencia, sino también una pro- 
banza directa, evacuada de oficio sobre su ins- 
tancia. Pero en ningún caso puede hacerse la 
declaratoria de vacancia, sino en el supuesto de 
estar probada la falta de parientes hasta el grado 
á que son llamados á suceder por la ley de paren- 
tela citada, y en virtud de la la del título, y libro 
en que se halla inserta la Real Instrucción. Así lo 
corrobora el tenor literal de la misma Instruc- 
ción. — Después de establecer en el número 90 
que no ha de aprehender la causa el tribunal de 
vacante, sino faltando las dos circunstancias, de 
falta de testamento y de parientes en 49 grado, 
expresa que si en los actos se enunciare tenar. 
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algunos parientes el difunto, el subdelegado lo 
hará citar a lo menos por edictos y pregones; 
claro es q ¡e no puede hablarle aquí de los pa- 
rientes del 49 grado, pues en tal caso debia in- 
hibirse el juez de vacante y tomar conocimiento el 
ordinario ; luego precisamente s? refiere k Ins- 
trucción á ios parientes que pasen del 49 grado 
y que tienen derecho á la sucesión. Esto se con* 
firma eficazmente con las repetidas decisiones 
judiciales libradas en el mismo sentido por el tri- 
bunal creado por la Instrucción} según refie- 
ren los autores. En orden á Ja computación 
de grados, basta indicar que en las sucesiones 
hereditarias nunca se ha conocido otra regla que 
la que se establece por el derecho civil. Se acor- 
dó por tanto que no hay motivo fundado de dada 
para ocuirir al Cuerpo legislativo y que se comuni- 
que alus Cortes Superiores.— Urbaneja. — Martí- 
nez. —Bracho. — Duarte. 

SUELDOS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 7 DE 

febrero de 1837 declarando que ningún em- 
pleado puede gozar dos. 
Febrero 7 de 1837. 
Consultó al Poder Ejecutivo el sefior # Coman- 
dante de armas de la provincia de Barcelona* con 
fecha 23 de Diciembre último, si el sargento in- 
válido Andrés Alfonzo, por virtud del empleo 
q te se le habia conferido en el ramo de hacienda, 
como expendedor de la salina de Píritu, dejaba 
de percibir la asignación de inválido que se le 
tenia declarada; y S. E. resolvió en 9 de Enero 
próximo pasado : que el Gobierno habia recono- 
cido por principios de economía, que ningún ciuda- 
dano debia recibir dos sueldos del tesoro público, 
en cuya virtud el sargento Alfonzo debería elegir 
entre Ja pensión de inválido y el sueldo que le 
correspondiese como expendedor, lo que mas con- 
viniese á sus intereses 

Biancp. 

SUELDOS DE LOfe ALTOS FUNCIONARIOS* Pro- 

hibicion de aumentar ó disminuir los del Pre- 
sidente y Vice-prcsi, lente de la República, du- 
rante su período Véase Poder Ejecutioo t art. 
const. 110. 

SUELDOS DK LOS AI/TUS FUNCIONARIOS. LEV DE 

10 de mayo di. Injí señalándolos— que re- 
forma, la de 2 i de Abril de 1849, p. 33 del 
cuaderno de es* año> y 747, numero 387 
del de 1851,— que reforma la de 2 de 
Marzo de 1*40, p. 2 del cuaderno de ese año % 
y 418, número 337 del cuerpo de 1861 — qu¿ 
reforma el Decreto de, 23 de Julio de 1830, 
p. 8 del cuerpo iomjne.nsivo de las de ese ah"o % 
y 24, número 11 vxl de 1851. 
SI Senado y. Cámara, de Repneaen tantea de 1% 
República de Venezuela reunidos en Congreso, 
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Decretan : 

Art' 1? El Presidente y Vicepresidente de 
la República, los secretarios y consejeros de Es- 
tado, y los empleados de las mismas secretarias, 
tendrán los sueldos siguientes : 

19 El Presidente de la República gozará del 
sueldo de doce mil pesos anuales desde el pro- 
zimo período constitucional. 

29 El V ice-presidente goíará de cuatro mil 
pesos por año. Si entrare en el ejercicio de las 
funciones de Presidente, por su muerte, destitu- 
ción 6 renuncia, disfrutará de los doce mi) pesos 
seftalados á este, y cuando las desempeñe por 
enfermedad, ausencia, suspensión ú otra causa 
transitoria, gozará de ocho mil pesos. 

39 Los Consejeros de Estado nombrados por 
el Congreso disfrutarán del sueldo de dos mil 
cuatrocientos pesos anuales cada uno. 

49 Los Secretarios del Despacho gozarán del 
sueldo de tres mil pesos anuales cada uno. 

59 Los Jefes de sección de las secretarías de 
Estado designados para oficiales mayores, dos 
mil pesos cada uno* 

69 Los demás jefes "de sección délas mismas 
secretaria, mil cuatrocientos pesos cada uno. 

79 l¿os oficiales de número de ellas, ocho- 
cientos pesos cada uno. 

bP Los porteros, quinientos pesos cada tiiid. 

Art, 29 Para los gastos de escritorio de la Se- 
cretaría del Interior se designan trescientos pe- 
sos al ano : igual suma á la de Hacienda ; y 
doscientos pesos á cada una de las de Relaciones 
Exteriores, de Guerra y Marina. 

Art 39 Para un oficial y los gastos de la se- 
cretaria ¿el Consejo de Gobierno, se señalan 
ochocientos pesos anuales. 

Art. 49 Para el pago en el presente ano t en 
el próximo económico del aumento que se* ha* 
ce por esta ley, se tendrán las mismas sumas au* 
mentadas como adicionales 6 los respectivos pre* 
supuestos. 

Art 59 Se deroran las leyes de 10 de Mayo 
de 1841 "sobre sueldos de los empleados de Jai 
Secretarías de Estado, y 21 de Abril de 1849 so- 
bre los ¿e los altos funcionarios. 

Dada «d Caries* 44 4* MsQr* 4* 1861, ato 
2ft de Urlw fiX de l^iodapwdepcia^^Bl Pre- 
sidente deJ -Aseado* /*#* tetpni* jfcrietsv»» 
£1 Presidente.*}*,)» Cfoat* de Rq*is#t*tsj0ea, 
Manutl María &h*ft4»a.-~>Bl Secretario <|ej 
Señad», Job* J^pf Jfajpu^EI 8*e*tfeii* 4i 
le Cámara d*BapfeseoM*tee, ¿ P*d¿üa* 
• UtsMt>Ma|fo»ll»d^l8$l t .a|to2AdAkile3r.]r 
44 dele ir^B«r¿*eoia.»~S>crttess\~V: €k M**á> 
£Hf.-«»Par S. B — Kl SecrMarj* de JSstfcdo en. el 
Despecho de Hacienda, Pedro Cárlot OeUineam. 
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SUELDOS de los altos fijncionakios. Véa- 
se Títulos de empleados, R. E. de 18 de Mar- 
zo de 1840. 

SUELDOS OB LOS EMPLEADOS DE CORREO. 

Vénse Correo, L de 23 de Abril de 1856 
(Apéndice á este tercer tomo) L. O. de la mis- 
ma fecha, art. 22., y D. E. R. de 19 de Agosto 
de 1841. * 

SUELDOS DE LOS EMPLEADO* DE HACIENDA. 

Ley db 11 db mayo de 1840 señalándolos,— 
que reforma la de 28 de Mayo de 1837, p. 55 
del cuaderno de ese ano, y 300, núm. 308 del 
cuerpo de 1851 — que reforma el Decreto de 
14 de Octubre de 1830. 

El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 
Decretan : 

Art 19 Desde I o de Julio de! presente año, 
los empleados de las oficinas superiores de ha- 
cienda, de las aduanas y de los resguardos, goza- 
rán de los sueldos que por esta iey se les 
asignan. 

De las oficinas superiores de hacienda. 

Art. 29 Los tres contadores del tribunal de 
cuentas gozarán anualmente 2.b00 pesos cada 
uno. 

$ único. Ademas recibirán anualmente del te- 
soro publico 4.070 pesos para el pago de los de- 
pendientes, portero y gastos de oficina. 

Art 39 El tesorero y contador de la tesorería 
general gozarán de 2.800 pesos anuales cada uno. 

§ único. Ademas recibirán anualmente del te- 
soro público 000 pesos para el pago de depen- 
dientes, guardalmacén, portero y gastos de ofi- 
cina. 

De las administraciones principales de 
aduana. 

Art. 49 El Administrador de la aduana de la , 
Guaira gozará anualmente 3.000 pesos, el inter- j 
ventor 2.000 pesos, el primer comandante del 
resguardo 1.300 pesos y el segundo 1.200 pesos. I 
Para el' pago de dependientes, guardalmacén, por- j 
tero y gastos de oficina 3. 100 pesos. ¡ 

Art. 59 El administrador de Puerto Cabello 
gozará anualmente 2.800 pesos, el interventor I 
1.800 pesos, el comandante del resguardo 1.300, 
pesos, y el comandante del resguardo del Yara- 
cuy 1.000 pesos. Para el pago de dependientes, 
guardalmacén, portero y gastos de oficina 4.600 
pesos. 1 

Art 69 £1 administrador de Angostura goza- ! 
rá anualmente 2 200 pesos, el interventor 1.500 ! 
pesos, y el comandante del resguardo 1.200 pe- ! 
•os. Para el pago de dependientes, guardalmacén, 1 
portero y gastos de oficina 3.300 pesos. I 

Art 79 El administrador de lViaracaiba goza- 1 
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rá anualmente 2.200 pesos, el interventor 1.500 
pesos y el comandante del resguardo 1.200 pesos. 
Para el pago de dependientes, guardalmacén, 
portero y gastos de oficina 3.300 pesos. 

Art. 89 El administrador de Cumaná gozará 
anualmente 2.000 pesos, el interventor 1.200 pe- 
sos, y el comandante del resguardo 1.000 pesos. 
Para el pago de dependientes, guardalmacén, 
portero y- gastos de oficina 2.000 pesos. 

Art. 99 El administrador de Barcelona gozará 
anualmente 1.600 pesos, el interventor 1.000 pe- 
sos y el comandante del resguardo 1.000 pesos. 
Para el pago de dependientes, portero y gastos 
de oficina 1.480 pesos. 

Art. 10. El administrador de Coro gozará 
anualmente 2.C00 pesos, el interventor 1 200 pe- 
sos, y el comandante del resguardo 1.000 pesos. 
Para el pago de dependientes y gastos de oficina 
1.480 pesos. 

Art. 11. Los administradores de aduana de 
Margarita gozarán anualmente: el de Juan Grie- 
go 900 pesos, y el do Pampatar 900 pesos. 

Subalternas de aduana. 

Art 12. El administrador de Carúpano gozará 
anualmente 1.200 pesos y el interventor 800 pesos. 

Art. 13. El administrador de la aduana de Ma- 
turin gozará anualmente 1.200 pesos y el inter- 
ventor 800. 

Art. 14. El administrador de Rio-.caribe goza- 
rá anualmente 700 pesos y el de Güiria disfruta- 
rá la comisión de 10 por ciento sobre las canti- 
dades que recaude, incluso el rapel sellado. 

Art. 15. El Administrador de Higuerote goza- 
rá anualmente 1.000 pesos y el comandante del 
resguardo G00 pesos. Los administradores de 
Adícora y Cumarebo 500 pesos al año cada uno. 

De los empleados en los resguardos. 

Art. 16. En la Guaira y Puerto Cabello goza- 
rán anualmente los cabos 540 pesos, los celadores 
y los patrones de falúas 420 pesos y los bogas 
300 pesos. 

Art. 17. En Angostura, Maiacaibo y Cumaná 
gozarán anualmente los cabos 420 pesos, los ce- 
ladores y los patrones de falúa 300 pesos y los 
bogas 192 pesos. 

Art 18. En Barcelona, Coro, Margarita, Ca- 
rúpano, Maturin, Higuerote, Güiria y Rio cari be, 
gozarán anualmente los cabos 360 pesos, los ce- 
ladores y los patrones de falúa 240 pesos y los 
bogas 192 pea os. 

Art 19. Los demás resguardos que establez- 
ca el Poder Ejecutivo, gozarán del sueldo que 
este les asigne, dando cuenta al Congreso en su 
próxima reunión de lo que practicare. 

Art 20. Se deroga la ley de 28 de Mayo de 
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1837 que asigna sueldos á Jos empleados de Ha- 
cienda, 

Dada en Caracas á 7 de Mayo de 1840, 11 de 
la ley y 30 de la independencia. — El Presidente 
del Senado, Francisco Aranda. — El Presidente 
de la Cámara de Representantes, Juan Nepomu- 
ceno Chaves. — El Secretario del Senado, José 
Ángel Freiré. — El Secretario de la Cámara de 
Representantes, Rafael Acevedo. 

Caracas Mayo lí de 1840, año 11 de la ley y 
30 de la independencia, — Ejecútese. — José Á. 
Páez. — Por S. E. — El Secretario de Hacienda, 
Guillermo Smith. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS DE HACIENDA. 
RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 26 DE AGOSTO DE 

1831 declarando que los empleados suspensos 

solo tienen derecho á la tercera parte. 

Sucediendo con frecuencia que los tribunales 
de justicia, al declarar inocente á un empleado 
suspenso, mandan restituirle los dos tercios de suel- 
do percibidos por el interino, de donde resulta al 
estado el enorme gravamen de tener que pagar 
esos mismos dos tercios: y siendo indispensable 
establecer una regla fija, por cuyo medio, despren- 
dido el Ejecutivo del señalamiento discrecional 
que le atribuye la orden del gobierno de Colombia 
cíe 13 de Julio de 1824, vigente en la actualidad, 
se evite la repetición de recursos sobre este pun- 
to, decreto : 

19 Ningún empleado de hacienda en cualquier 
ramo de rentas suspenso de su empleo y enjui- 
ciado, podrá gozar mas que un tercio de sueldo, 
dejando los otros dos para su sustituto. 

29 Aun cuando el suspenso se declare absuelto 
y repuesto en su empleo por un tribunal de justi- 
cia, no tendrá derecho á la restitución de los dos 
tercios. 

39 £1 tesorero 6 administrador que verifique 
semejante pago, contra lo prevenido en el artículo 
anterior, sufrirá la pena de restitución de la can- 
tidad que hubiere pagado. 

49 Se derogan la citada orden del Gobierno 
de Colombia, y cualesquiera otras que digan opo- 
sición con este decreto. 

59 El secretario de estado en el departamento 
de hacienda queda encargado de su ejecución. 

Dado en Caracas á 26 de Agosto de 1831, 2° 
y2!9 

(Firmado).— Diego B. Urbaneja. 

Por S. E. — £1 Secretario' de Estado en el D. 
de Hacienda. 

(Firmado).— Santos Mickelena. 
Es copia. — Michelena. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS DE LA ADUANA 

dbltachira. Véaae Aduana del TdcAtra, art. 
4 y 6. ' 
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SUELDOS DE LOS EMPLEADOS EN EL RESGUAR- 
DO marítimo. Véase Resguardo marítimo, art. 
9 de Ja ley, y 8 del D. E. organizándolo. 

SUELDOS de los empleados desalinas. Véa- 
se Salinas, D. E. R. art. 2. 

SUELDOS de los gobernadores, y gastos de 

SUS SECRETARIAS. LEY DE 21 DE ABRIL DE 1849 

fijándolos— que reforma la de 10 de Mayo de 
1841, pág. 180 del cuaderno comprensivo de las 

de ese año, y 485 n° 444 del cuerpo de 1851 

que reforma la de l i de Mayo de 1840, p. 34 
del cuaderno de ese año, y 432, nO 412 del cuer- 
po de 1851— que reforma el Decreto de 14 de 
Mayo de 1836, p. 183 del cuerpo comprensivo 
de las de ese año, y 318 »9 225 del de 1851— 
que reforma el de 14 de Octubre je 1830, p. 
1 15 del cuerpo comprensivo de las de ese año 
yllno 57 del de 1851, 

El Senndo y Cámara de Representantes de la Re- 

pública de Venezuela reunidos en Congreso. 
Decretan : 

Art 19 Todos los Gobernadores de las provin- 
cias gozarán del sueldo anual de 1.800 pesos cada 
uno; y paTa sus secretarías respectivas 1.600. 

Art. 29 En todos Jos casos en que los gober- 
nadores sean sustituidos interinamente, los que 
entren á reemplazarlos gozarán del sueldo íntegro; 
exceptúase el caso de enfermedad que no pase de 
dos meses, en el cual el sustituto solo percibirá 
por este tiempo la mitad del sueldo. 

Art. 39 Se deroga la ley de 10 de Mayo de 
1841, asignando sueldos á ios Gobernadores. 

Dada en Caracas á 7 de Abril de 1849, afto 20 
de la ley y 39 de la independencia.— El Presiden- 
te del Senado, José María Barroeta. El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, José Ra- 
món Agüero.— El Secretario del Senado, José 
Ángel Freiré— El Secretario de la Cámara de 
Representantes, J. Padilla. 

Caracas 21 de Abril de 1849, año 20 de la ley 
y 39 de la independencia. 

Habiendo cumplido con el artículo 96 de la 
Constitución.— Ejecútese. — José T. Monagos.— 
Por S. E. el Presidente de la República.— El Se- 
cretario de Estado en los Despachos de Hacienda 
Interior y Justicia y Relaciones Exteriora»! 
Diego Antonio Caballero. 

SUELDOS DE LOS GOBERNADORES Y GASTOS DE 

sus secretarias. Pago de ellos. Véaae Su* 
plemento alas rentas municipales. 

SUELDOS DE LOS GOBERNADORES. RESOLUCIÓN 
EJECUTIVA DE 3 DE OCTUBRE DE 1851 átela* 

raneo que estando enjuiciados, no tienen estos 
empleados derecho alguno al sueldo durante el 
juicio, por corresponder según la lev ai sostU 
tuto. * 
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Secretaría del Interior. — Sección tercera. 
Caracas, Octubre 3 de 1851. 
Resuelto. — Disponiéndose por el articulo 29 de 
la ley de 21 de Abril de 1849 sobre sueldos* de 
los Gobernadores, que en todos los casos en que 
estos sean sustituidos interinamente, los que en 
tren á reemplazarles gozarán del sueldo íntegro, 
excepto en el de enfermedad que no pase de dos 
meses, en el cual el sustituto solo percibirá la 
mitad del sueldo ; y resultando que el señor Ma- 
nuel Rivas estuvo desempeñando la 9 funciones 
de Gobernador de Margarita durante el juicio de 
responsabilidad que por infracción de la ley y de- 
sobediencia á una orden del Gobierno se siguió 
al Gobernador en propiedad señor Ramón Mar- 
tiarena, el Poder Ejecutivo en fuerza de la ley 
declara, que este no tiene derecho á los sueldos 
que reclama por el tiempo que estuvo sometido á 
juicio, porque ellos pertenecen al enunciado Sr. 
Rivas que le reemplazó durante dicho tiempo. 
Instruyase al interesado y publíquese. 

Por S. E. — Herrera. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS EN LAS SECRETA- 
RIAS DE ESTADO. LET DE 10 PE MAYO DE 1841 

fijándolos — que reforma la de 11 de Mayo de 
1840, p. 34 del cuaderno de ese año, y 432 n? 
412 del de 1851 — que reforma el decreto de 14 
de Mayo de 1836 en la parte conducente, p. 183 
del cuerpo comprensivo de las de ese año, y 
218, n? 225 del de \%b\—que reforma el de 
14 de Octubre de 1&30, p. 1 15 del cuerpo com- 
prensivo de las de ese año, y 11 n° 57 del 
de 1851. 

£1 Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 

Decretan: 
Art. 1? Los empleados de las secretarías de 
Estado, tendrán anualmente los sueldos siguien- 
tes: los jefes de sección designados para oficiales 
mayores dos mil pesos ; los demás jefes de sec- 
ción, mil cuatrocientos pesos, los oficiales de nú- 
mero ochocientos pesos y los porteros quinientos 
pesos. 

Art 20 Para los gastos de escritorio de cada 
una de las tres secretarías, se asignan á saber: 
á la del interior la cantidad de trescientos pesos 
alafio : quinientos á la de hacienda y relaciones 
exteriores; y cuatrocientos cincuenta á la de 
guerra y marina. 

Art 39 Para un oficial y los gastos de la se- 
cretaría del Consejo de Gobierno se asignan 
ochocientos pesos anuales. 

Art, 49 El Gobierno, si lo juzgare necesario, 
podrá nombrar una persona que corra con la re- 
dacción y corrección de las impresiones oficiales 
con la asignación de quinientos pesos al alio. 
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Dado en Caracas á 6 de Mayo de 1841, año 
129 de la ley y 319 de la independencia.— El 
Presidente del Senalio, José Vargas. — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Fernán- 
do Olavarría. — El Secretario del Senado, José 
Anget. Freiré. — El Secretario de la Cámara de 
Representantes, Rafael Acevtdo. 

Sala del Despacho. — Caracas Mayo 10 de 1841, 
año 12 de la ley y 31 déla independencia. — Eje- 
cútese. — José A. Páez. — Por S. E. — El Secre- 
tario de Estado en los Despachos del Interior y 
Justicia, Ángel Quintero. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS DE JUSTICIA. LET 

de 28 de abril de 1848 señalándolos — que 
reforma la de 11 de Marzo de 1841, p% 85 
del cuaderno de ese año, y 452 número 422 
del de 1851 — que reforma el Decreto de 21 de 
Mayo de 1836, p. 286 del cuerpo comprensivo 
de las de ese año, y 268, número 278 del de 
1851. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Con- 
greso. 

Decretan. 

Art. 19 Los empleados de la administración 
de justicia de la República á que se refiere esta 
ley, gozarán anualmente los sueldos siguientes: 

Los Ministros de la Corte Suprema, cada uno 
dos mil ochocientos pesos. 

Los de las Cortes Superiores, cada uno dos 
mil cuatrocientos pesos. 

Para los gastos de la secretaría de la Corte 
Suprema, mil doscientos pesos anuales ; y para 
los de las Cortes Superiores, mil quinientos pe- 
sos anuales cada una. 

Lns jueces de primera instancia tendrán los 
sueldos siguientes: 

1. Los de las capitales de Jas provincias de 
Caracas, Carabobo, Barquisimeto, Barínas y 
Guayana, y el de la ciudad de Puerto-Cabello, 
cada uno mil ochocientos pesos. 

2. Los de las capitales de Cumaná, Maracai- 
bo y Aragua, cada uno mil seiscientos pesos. 

3. Los demás jueces de las provincias ex- 
presadas en los dos números anteriores, y los de 
Mérida, Trujillo, Coro, Barcelona, Guárico, 
Apure y Margarita, cada uno mil cuatrocientos 
pesos. 

Los secretarios de los jueces de primera ins- 
tancia, inclusos los gastos de escritorio, tendrán 
cada uno la mitad de la asignación de los jueces 
respectivos. 

Los porteros alguaciles de la Suprema Corte 
y de cada una de Tas Superiores, trescientos pe- 
sos cada uno. 
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Los alguaciles de los juzgados de primera 
instancia, cada uno doscientos pesos 

Art. 2. Los secretarios de los alcaides goza- 
rán un sueldo que ni baje de doscientos pesos ni 
exceda de cuatrocientos al año, cuya fijación ha- 
rá el Poder Ejecutivo, dando cuenta ai Congre- 
so de lo que practicare. 

Art. 3" Acerca del sueldo que deben gozar 
los empleados en el ramo judicial, se observa- 
rán las reglas siguientes: 

1& En los casos de muerte, renuncia ó desti- 
tución de un juez propietario, el interino gozará 
del sueldo íntegro que gozaba aquel. 

2& En el caso de suspensión gozará el inte- 
rino* de las dos terceras partes, y el suspenso de 
la otra tercera. 

3.* En el caso de enfermedad que no pase de 
tres meses, disfrutarán el propietario de la mi- 
tad y el interino de la otra mitad, y si la enfer- 
medad pasare de este tiempo, corresponderán al 
interino los dos tercios del sueldo y al propie- 
tario el otro tercio ; y si excediere de seis me- 
ses gozará el interino de toda la renta, y se 
considerará vacante el destino. 

4& En el caso de licencia temporal* el interi- 
no gozará del sueldo del propietario. Cuando el 
empleado de justicia tea ocupado en la Diputa- 
ción provincial, este gozará solamente de las 
dietas y viático como Diputado, y el interino del 
sueldo íntegro del empleado durante su separa- 
ción del destino. Del mismo sueldo íntegro dis- 
frutará el interino de un juez que haya sido 
nombrado elector, desde el dia en que este se 
haya separado de su destino y hasta que vuelva 
á él, no gozando el juez propietario en este ca- 
so de ningún sueldo. 

5& Cuando por falta de secretario deje un 
juez de primera instancia de desempeñar sus 
funciones por diez días, no disfrutará en lo ade- 
lante del sueldo de su empleo, mientras esté sin 
secretario. 

Art. 49 Estos sueldos y remuneraciones se 
pagarán por el tesoro público. 

Art. 50 Los* que suplan á los secretarios en 
los casos de licencia temporal 6 de enfermedad, 
disfrutarán del sueldo de estos empleados, en la 
proporción establecida para los jueces en las re- 
glas 3* -y 4* del artículo 39 Cuando la sostitu- 
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cion sea por recusación 6 inhabilitación, los se- 
cretarios accidentales devengarán los mismos 
derechos que los testigos actuarios, deduciéndose 
la suma que perciban del sueldo del secretario 
en propiedad. 

Art. 69 Cuando por cualquier motivo falten 
uno ó mas Ministros á las Cortes, percibirán los 
conjueces la mitad del sueldo del juez á quien 



suplan, mientras dure la cauca de que conozcan, 
descontándola de la asignación del propietario ; 
peno si fuere por licencia, el conjuez gozará del 
sueldo del Ministro propietario. 

Art. 79 Esta ley empezará á tener cumpli- 
miento desde 19 de Julio del corriente año, des- 
de cuya fecha quedará derogada la de 11 de Mar- 
zo de 1841 que señala sueldos á los empleados 
de justicia. 

Dada en Caracas á 18 de Abril de 1843, año 
19 de la ley y 38 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Edgardo A. Hurtado» — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, Fer- 
nando Olavarría. — El Secretario del Senado, 
José Ángel Frey re. — El Diputado Secretario de 
la Cámara de Representantes, W. Urrutia. 

Caracas 28 de Abril de 1848, 19 y 38.— Ej$- 
cútese. — Diego B. Urbaneja. — Por S. E. el Vi- 
cepresidente de la República encargado del Po- 
der Ejecutivo. — El Secretario de estado en los Des- 
pachos del Interior y Justicia, Tomas J. Sana- 
vria. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS DE JUSTICIA. 
DECRETO EJECUTIVO DE 26 DE JULIO DE 

1853 señalándolos á los secretarios de los 

jueces de parroquia, 
José Gregorio Monágas Presidente de la Re* 
pública de Venezuela <&, &, &. 

Asignada ya, en el presupuesto del corriente 
año económico, la suma de treinta mil pesos para 
pagar los Secretarios de los Jueces de parroquia. 

decreto: 
Art. 19 Los Secretarios de los jueces de par- 
roquia de Ja República gozarán, desde el prime- 
ro del presente mes de Julio, de los sueldos anua- 
les que á continuación se expresan. 
Provincia de Apure. 

San Fernando $ 300 

Acháguas ... 300 

Guasdualito 300 

Mautecal .... 250 

Provincia de Aragtta* 

Victoria.. ... 8 300 

Maracay .. . 250 

Turmero ........... 2&0 

Cura ... 200 

San Juan de los Morros.. 200 Establecido por 

el P. E. 

San Sebastian .... 200 

Camatagua 200 Establecido 

por el P. E. 

Provincia de Barcelona, 
Barcelona ...... $ 400 

Aragua.. ...... .......... 300 
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Piritu *. 200 

San Mateo 200 

Onoto 200 

Pao 200 

Soledad 200 

San Diego - 200 

Provincia de la Portuguesa. 

Guanare.- $ 300 

Araure . 300 

Guanarito.. 250 

Ospino 250 

Provincia de Barínas. 

Barínas $ 300 

Libertad 250 

Nutrias 250 

Obispos 250 

Pedraza 200 

Provincia de Barquisimeto. 

Barquisimeto • $ 400 

Tocuyo 350 

San Felipe 300 

Cabudare - 300 

Varitagua 300 

Quíbor.-" 250 

Carora k . 300 

Provincia de Car abobo. 
Valencia, parroquia de la 

Capital $ 400 

Candelaria id. id 350 Establecido 

por el P. E. 

Puerto-Cabello. 300 

Nirgua 300 

Montalvan 300 

Ocumare de la Costa 300 

San Carlos ^. 300 

Pao 225 

Baúl 225 Establecido 

por el P. E. 
Tinaco 225 

Provincia de Caracas. 
Catedral, parroquia de la 

Capital • 350 

San Pablo, id. id 360 Establecido 

por el P. E. 

Santa Rosalía, id. id 350 id. id. 

Candelaria id. id 300 id. id. 

San Juan id. id 300 id. id. 

Altagracia id. id 300 id. id. 

Rio-chico 300 

Guaira 300 

Maiquetía -. 300 
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Petare 300 

Guarénas ^ 300 

Guatire *. 300 Establecido 

por e! P. E. 

Ocumare del Tuy 250 

Los Téques 250 

Cua 250 Establecido 

por el P. E. 

Caucagua „ 250 

Santa Lucía _ 250 

Curiepe - 225 

Provincia de Coro. 

Coro $ 300 

Pueblo-nuevo - .. 250 

San Luis 200 

Pecaya 200 Establecido 

por el P. E. 

Casigua •_. 200 

San Miguel. -- 200 

Puerto de Cumarebo ... 200 

Provincia de Cumaná. 
Santa Inés, parroquia de la 

Capital $ 250 

Altagracia id. id,-.. 250 Establecido 

por el P. E. 

Santa Rosa. te - 300 

Santa Catalina 250 Establecido 

por el P. E. 

Rio Caribe 250 

Cariaco 250 

Güiria 275 

Irapa.-- 250 Establecido 

por el P.E. 

Cumanacoa 200 

Aragua 200 

Maturin... 200 

Barrancas . - 200 

Provincia de Guayana. 

Ciudad- Bolívar $ 300 

Upata 225 . 

Tupuquen...... . 200 Establecido 

por el P. E. 

Caicara 200 

Piacoa 200 

Provincia del Guárico. 

Calabozo *.-.. $ 300 

Chaguaramas.--. .. 250 

Zaraza *- 250 

Orituco _. --. * 225 

Sombrero -- ..... — -. 226 

Ortíz 226 
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Lezama..... 225 Establecido 

porelP. E. 
Provincia d¡t Maracaibo. 
La Matriz, parroquia de la 

Capital $ 300 

Santa Bárbara id. id 300 Establecido 

por el P. E. 

San Juan de Dios id» id 300 id. id, 

Perijá 200 

Altagracia -- 200 

Gibraltar 200 

Zulia 200 

Provincia de Margarita. 

Asunción *- $ 200 

Norte 200 

Provincia de Mérida. 
Catedral, parroquia de la 

Capital , $ 300 

Yano id. id 275 Establecido 

por el P.E 

San Cristóbal 250 

Sa n A ntonio del Táchira 225 

Táriba 200 Establecido 

por el P. E 

Ejido 200 

Villa Tovar 200 

La Grita . 200 

Lobatera 200 

Mucuchtes 200 

Provincia de Trujillo. 
La Matriz, poroquia de la 

Capital $ 300 

Boconó 250 

Escuque . 250 

Carache.-- 250 

Art. 29 Estos sueldos se pagarán por el Teso- 
ro público. 

Art. 39 El Secretario de E. en los DD. del 
Interior y Justicia quería encargado de la ejecu- 
ción del presente decreto y de dar cuenta al Con- 
greso en su próxima reunión. 

Dado, firmado de mi mano, sellado con el sello 
del Poder Ejecutivo y refrendado por el Secreta- 
rio de E. en los DD. del Interior y Justicia, en 
Caracas, á 26 de Julio de 1653, año 24 de la 
ley y 43 de la independencia. 

J. G. Monagos. 

Por S. E. — El Secretario de E. en ios Despa- 
chos del Interior, Justicia y Relaciones Exterio- 
res. — Simón. Planas. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS DE JU8TICIA. 



Cuáles corresponden á los Secretarios relato- 
res de las Cortes. Véase Tribunales y juz- 
gados, L. V. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS DE JUSTICIA. 
RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 19 DE AGOSTO DE 

1845 acordando ciertas disposiciones para su 

pago en los casos de licencia, enfermedad^ sus- 
pensión, &. 

Secretaría de lo Interior. — Sección segunda. 
Caracas Agosto 19 de 1845. 

Resuelto. — Para que la ley de 11 de Mayo de 
1841 y la resolución gubernativa de 6 de Octu- 
bre de 1842, sobre sueldos de los empleados de 
justicia, tengan su cumplimiento, y para evitar 
dudas á las oficinas de pago en la liquidación de 
dichos sueldos, S. E. el Vicepresidente de la Re- 
pública, encargado del Poder Ejecutivo, ha dis- 
puesto. 

19 Cuando vaque alguna de las pinzas de las 
Cortes Supe riores en virtud de alguna de las cau- 
sas que la ley señala, ó se separe alguno de los 
miembros del tribunal por enfermedad, suspen- 
sión ó en uso de licencia temporal, los Presiden- 
tes respectivos pasarán avisos á los Gobernado- 
res de la provincia en que residan las Curtes, pa- 
ra que esto* funcionarios transcriban dichos avi- 
sos al Poder Ejecutivo y á la oficina de pago 
correspondiente. 

29 En el caso de ser los Presidentes de las 
mismas Cortes los miembros cesantes ó impedi- 
do*, el aviso será dado por el Ministro llamado 
por la ley á suplir sus faltas. 

39 Con arreglo á dichos avisos se practicará 
la liquidación y abono de los sueldos, quedando 
en caja en caso de no ser servida la plaza- inte- 
rinamente, la parte que debería pagarse al sus- 
tituto. 

49 Cuando los Gobernadores conceden licen- 
cia á los Jueces de primera instancia lo avisarán 
inmediatamente á la Tesorería ú oficina de pago 
respectiva, indicando la persona que haya sido 
designada para reemplazar al propietario, y des- 
de entonces la Tesorería para hacer el pago se 
impondrá de la fecha en que se haya hecho uso 
de la licencia^y de las en que así el interino, co- 
mo el propietario á su regreso, hayan entrado al 
desempeño del destino, oficiándoles con tal pro- 
pósito los mismos jueces. 

59 Cuando ocurra la suspensión de algún 
Juez de primera instancia, el aviso se dará al 
Gobernador por la Corte que la hubiese acor- 
dado, y el Gobernador lo transcribirá á la ofi- 
cina respectiva. 

69 Si ocurriere enfermedad grave ó que pase 
de una ligera indisposición y di ua por esto nom- 
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brarse interino, el Secretario del Tribunal lo avi- 
sará al Jefe político para que este lo participe al 
Gobernador, el cual suplirá la falta y dará aviso 
á la oficina de pago, debiendo^ entonces certifi- 
car el Secretario las fechas en que se haya sepa- 
rado el propietario, y entrado en ejercicio el in- 
terino. 

Por S. E. — Cobos Fuertes. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS DE JUSTICIA. 
RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 5 DE AGOSTO DE 

1842 sobre el que deben gozar los interinos 
cuando los propietarios concurran al Congre- 
so ó á las Diputaciones. (*) 
Secretaría de lo Interior. — Sección segunda. 
Caracas Agosto 5 de 1842. 
Resuelto. — Considerando que la resolución 
del Poder Ejecutivo de 28 de Noviembre de 
1837 por la cual se determinó el sueldo corres- 
pondiente á los jueces sustitutos de primera 
instancia, ha quedado sin objeto en su mayor 
parte, por haberse previsto eu la última ley sobre 
sueldos á los empleados de justicia los mas de 
los casos que ella contenia ; y que la citada ley 
nada dijo para cuando deba ser sustituido un 
juez de primera instancia ocupado en el Con- 
greso ó en la Diputación provincial, se resuelve : 
19 Cuando un juez de primera instancia deba 
ser suplido por tener que asistir al Congreso ó 
Diputación provincial, el interino gozará del 
sueldo íntegro del empleado y se abonará de la 
cantidad destinada para gastos de justicia. 

29 Queda derogada la resolución de 28 de 
Noviembre de 1837 que determina los sueldos 
de los jueces interinos de primera instancia. 

39 Comuniqúese á quienes corresponda y 
publíquese. 

Por S. E.— Quintero. 

SUELDOS MILITARES T PREMIOS DE CONSTAN- 
CIA, ley de 17 de mayo de 1845 señalando- 
los— que reforma la- de 28 de Abril de 1838, 
p. 94 del cuaderno de ese año, y 33?, número 
332 del de 1851 — que reforma la de 15 de 
Mayo de 1837, p. 38 del cuaderno de ese año, 
y 292, número 303 del de 1851 — que reforma 
el Decreto de 14 de Mayo de 1836, p. 184 
del cuerpo comprensivo de las de ese año, y 
219 número 226 del de 1851. 

£1 Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

(*) Debe advertirse que respecto & los Diputados pro- 
vinciales ha caducado por haber previsto el caso la ley 
de 28 de Abril de 48 que derogó la de 11 de Marzo de 41; 
como asi mismo respecto de los fondos de justicia por ha- 
berse derogado la ley de estos. 
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Decretan. 

TITULO I. 

De los sueldos. 

Art. 19 Los empleados en el ramo militar 

disfrutarán según sus clases, de los sueldos que 

les asigna esta ley, de la manera siguiente. 

El general en jefe, al mes 8 300 

El ídem de división 250 

El ídem de brigada 200 

El coronel efectivo 140 

El primer comandante 100 

El segundo idem 70 

El capitán 45 

El teniente 32 

El subteniente 25 

El sargento primero 12 

El idem segundo 10 

El tambor mayor. 11 

El cabo primero 8 

El idem segundo 7 

Músicos y banda, á 7 

El soldado 6 

El médico y cirujano mayor, á . . 70 

El idem, idem ordinario, á . . . . $2 

Los practicantes, á 20 

El capellán 32 

El comisario de guerra 80 

El idem ordinario 40 

El proveedor. . -* 16 

El auditor de guerra ó marina. . . 50 

§ único. Estas asignaciones se pagarán sin dis- 
tinción de armas ni clases. 

TITULO II. 

De los sobresueldos. 
Art. 29 Ademas de los sueldos asignados en 
el artículo anterior, se establecen los sobre-suel- 
dos siguientes. 

Los coroneles y comandantes que estuvieren 
en mandos de armas, disfrutarán del sobre-suel- 
do de 40 pesos mensuales. 

Los capitanes, subalternos y demás emplea- 
dos, cuando estuvieren en servicio activo, goza- 
rán de los sobre-sueldos siguientes. 

El capitán mayor 25 

El espitan 15 

El teniente . 12 

El subteniente «... 10 

El sargento primero 8 

El idem segundo 6 

Los cabos, soldados y banda . . . . 4 
§ 19 La tropa del ejército permanente recibi- 
rá ademas un vestuario completo de palio, cuya 
duración, calidad j forma, designará el Poder 
Ejecutivo. 
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§ 29 Los capellanes y oficiales de justicia, 
hacienda y de salud, gozarán en campaña del 
sobre-sueldo; y sus asignaciones serán las si- 
guientes. 

£1 médico y cirujano mayor 30 

£1 ídem, idem ordinario ...... 20 

Los practicantes 12 

£1 capellán 18 

£1 comisorio de guerra 20 

El idem ordinario 10 

El proveedor 8 

El auditor de guerra ó marina. ... 50 
Art 39 Los sueldos y sobre-sueldos concedi- 
dos por esta ley á la fuerza permanente, se con» 
ceden también á los de la milicia cuando se ha- 
llen en servicio activo. 

Art. 49 En campana, se dará gratis á la tro- 
pa una ración diaria, cuyo valor no excederá , 
de doce y medio centavos : la clase de oficiales 
gozará de <los raciones. Los destacamentos que 1 
cubran en tiempo de paz los puestos de San Car- ' 
los y Sinamaica en Maracaibo, el castillo de I 
Rio Negro y Güiria, disfrutarán también de es- 
ta ración. Los que rubjieren cualquiera otro i 
punto fronterizo, también la recibirán, si á juí- i 
ció del Poder Ejecutivo la hubieren de menes- 
ter. 

TITULO III. 
De los premios de constancia. 
Art. 5? Los oficiales desde la cla&e de subte- ' 
niente hasta la de capitán inclusive que hubieren I 
servido como tales oficiales diez ó mas aflos, go- ' 
zarán ademas del sueldo y sobresueldo de su cla- 
se, una gratificación mensual de quince pesos ; 
y los que hubieren servido cinco ó mas años, la ¡ 
gratificación de ocho pesos, debiéndoseles conce- , 
<ier el premio anterior al completar los diez afio's ' 
de servicio. i 

Art. 69 Los que después de haber obtenido la ' 
gratificación de quince pesos sirvieren cinco años 
mas, obtendrán un aumento do ocho pesos, y de j 
cuntro s los que completaren otro período de ser- | 
vicio de cinco años. 1 

Art. 7? Los que después de la publicación de i 
esta ley en adelante cumplieren cinco años de ¡ 
servicio, obtendrán la gratificación de ocho pesos , 
mensuales, aumentándose este .goce cada cinco 1; 
años, hasta que completados .los veinte de servi- | 
ció, disfruten veintisiete pesos mensuales de pre- || 
mió. jj 

Art 89 El tiempo de servicio prestado en cam- ■( 
paña, se .computará como doble para la asigna* ; 
cion de premios. ' 

Art. 99 Para entrar en estos goces se necesita jj 
haber servido con honradez y decoro, sin ningu- 1) 
na nota por desaplicación ó ineptitud. Los jefes !| 
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inmediatos harán ana propuesta en forma de lo» 
que merezcan el premio; y el Poder Ejecutivo 
les expedirá el título correspondiente. 

§ único. Cuando haya de librarse nuevo título,. 
se recogerá el primero. Sin estos documentos no 
se hará el pago por las oficinas de hacienda. 

Art. 10. Se establecen premios ó ventajas de 
distinción para recompensar k constancia de la 
tropa en el servicio, de la manera siguiente. 

§ 19 El primer premio será de ocho reales de 
sobresueldo mensual ; y corresponde al que sirva 
sin nota cuatro años voluntariamente, y se com- 
prometa á servir del mismo modo dos años mas. 

$ 29 El segundo premio será de diez y seis- 
reales de sobresueldo mensual, y corresponde al 
que haya servido seis años voluntariamente y sin 
nota, y se comprometa del mismo modo á servir 
dos añ<>s mas. 
I § 39 £1 tercer premio será de veinte y cuatro 
i reales de sobresueldo mensual, y corresponde ai 
I que haya servido voluntariamente y sin nota 
j ocho años, y se comprometiere á servir dos años 
! mas. 

§ 49 El cuarto premio será de seis pesos men- 
suales, y corresponde al soldado que haya servi- 
do diez años voluntariamente y sin nota, al cual 
se le dará con este goce su cédula de retiro. 

$ 59 El que obtuviere el primer premio lleva- 
rá en el pecho como distintivo una cinta del co- 
lor de la faja inferior del pabellón nacional : el. 
que obtuviere el segundo la llevara de los colores 
de las dos fajas inferiores t\e\ mismo pabellón : 
el que obtuviere el tercero la llevará de los tres 
colores del pabellón : el que obtuviere el cuarto 
llevará pendiente de la misma cinta tricolor, un 
medallón de plata con las armas de la República 
y el siguiente lema : "A la virtud y constancia." 

Art. 11. El individuo que incurriere en algu- 
na falta que merezca pena corporal ó infamante, 
como militar ó como ciudadano, pierde cualquier 
premio que haya obtenido, desde el momento que 
se le declare culpado por sentencia del tribunal 
competente* 

Art. 12. El Ejecutivo dispondrá que los pre- 
mios sean conferidos a la tropa de una manera 
honorífica por los jefes respectivos, para que pue- 
dan servir de estímulo á los que se hallen pre- 
sentes. 

Árt. 13. Se deroga la ley de 28 de Abril de 
1839. 

Dada en Caracas á 14 de Mayo de 1845, 16? 
y 359 — El Presidente del Senado, Eduardo Á. 
Hurtado —El Presidente de la Cámara de Re- 
presentantes, Miguel G. Maya. — El secretario 
del Senado; José Ángel Freiré*— El secretario 
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de la Cámara de Representantes, Juan Antonio 
Pérez. 

Caracas Mayo 17 de 1645) 16? y 35 o — Ejecú- 
tese Carlos Soublette.— Por S. # E — Él Secreta- 
rio de Guerra y Marina Francisco Hcrnaiz. 

SUELDOS MILITARES T PREMIOS DE CONSTAN- 
CIA. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 20 DE HAYO 

de 1845 reglamentando la ley anterior. 

Secretaría de Guerra, 

Caracas Mayo 20 de 1845. 

Resuello. — En ejecución de la ley de 17 del ac- 
tual sobre sueldos militares, se resuelve. 

1? Los coroneles y comandantes con mandos 
de armas y los demás oficiales en servicio activo 
militar á quienes se refiere el artículo 2? de di- 
cha ley* empezarán á gozar del sobre-sueldo que 
se les concede desde la revista de Junio entrante. 

§ único. El Poder Ejecutivo por una resolu- 
ción especial determinará lo conveniente para pro- 
porcionar á la tropa del ejército el vestuario com i 
pleto de paño, á que se refiere el parágrafo pri- 
mero del expresado artículo, y designará el tiem- 
po de su duración. 

29 Por ahora solamente, las guarniciones de 
San Carlos, Sinamaica en la provincia de Mara- 
caibo y de Güíria en la de Cumaná, empezarán 
á disfrutar desde la revista de Junio entrante la 
ración diaria que les está concedida por el artícu- 
lo 40 

39 Los comandantes de armas elevarán al Go- 
bierno por conducto de la Secretaría de Guerra 
las propuestas para las gratificaciones de los oficia- 
les á que se refieren los artículos 5?, 69» 79> 8? y 
99) de dicha ley que le presenten los comandan- 
tes de los cuerpos y compañías que están á sus 
órdenes; así como también las de sus ayudantes. 
A dichas propuestas se acompañarán precisamen- 
te las hojas de servicios, que aprobadas por la ins- 
pección general, servirán para justificar el dere- 
cho á los premios de constancia ; y se previene á 
los jefes respectivos que al elevar las propuestas 
observen la mayor escrupulosidad y exactitud 
en la formación de las referidas hojas de servicios, 
y que exijan de los oficiales acreedores á la gra- 
tificación, para acompañar á las propuestas, las 
certificaciones y documentos que acrediten sus 
servicios y conducta. 

49 El Ministro de Guerra expedirá título de 
premio al oficial que compruebe los requisitos pre- 
venidos, del que tomarán razón el tribunal de 
cuentas y la tesorería general para que las ofici- 
nas de hacienda puedan hacer los pagos corres* 
pond ¡entes. 

5 Los premiados empezarán á gozar de las 
gratificaciones desde la fecha que expresen los 
títulos. 
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69 Respecto de los premios de la tropa se obser- 
varán las reglas establecidas por las resoluciones 
de 25 de Junio y 21 de Julio de 1840, y 23 de 
Mayo de 1841 que se declaran subsistentes, de- 
biendo arreglarse las propuestas á los artículos 
y fecha de la nueva ley. 

79 Comuniqúese á la Secretatía de Haciendu, 
para que haciéndolo á las oficinas de su depen- 
dencia, tenga efecto el pago de sueldos, sobre- 
sueldos y premios de que habla dicha ley ; y cir- 
cúlese á los comandantes de armas para su publi- 
cación en la orden genera], é insértese en la gace- 
ta oficial* 

Por S. E — Hernaiz. 
Es copia. — Hernaiz. 

SUELDOS MILITARES T PREMIOS DE CONSTAN- 
CIA. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 27 DE NO- 
VIEMBRE de 1846 sobre premios. 
Secretaría de Guerra. — Sección primera. 
Caracas Noviembre 27 de 1846. 
Resuelto. — 19 El individuo de la fuerza per- 
manente que cumpliere los diez años de servicio 
y tenga derecho á ser propuesto para el cuarto 
premio de constancia, continuará en su respectiva 
compañía hasta quo se reciba la cédula y se pon- 
ga en posesión con las formalidades prevenidas 
en el numero 5 de la resolución de 21 de Julio 
de 1840. 

29 Los individuos de la tropa que obtengan el 
cuarto premio de diez años pueden seguir en el 
servicio por dos, cuatro ó mas años, si voluntaria- 
mente se comprometieren ; y gozarán durante su 
servicio del prest de su clase ; y del premio que 
le cuncede su cédula, con opción á los ascensos á 
que se hagan acreedores por sus servicios, capa- 
cidad y buena conducta, pero no optarán á nue- 
vos premios. 

39 Los ebrios por costumbre, los reincidentes 
en juegos prohibidos y otras falta?, contenidas 
en las reales órdenes de 8 de Junio de 77, 5 de 
Noviembre de 79 y 6 de Abril de 1780, no pue- 
den recibir el premio destinado á la virtud y ala 
constancia porque seria estimular unos vicios, 
que son la ruina y el descrédito del ejército, y 
ofender la moral pfbli ;a. Si en los cuerpos se ha 
descuidado el exacto cumplimiento de las disposi- 
ciones que quedan citadas en la persecución, juicio 
y castigo de estas faltas, eso no autoriza á los 
capitanes de compañías ó jefes de cuerpos para 
decir al Gobierno y á la Nación que el cumplido 
no ha incurrido en falta alguna, y por tanto resuel- 
ve el Gobierno : Que los que hayan cumplido 
diez años, con goce de tercer premio y quieran 
optar a) cuarto, si en su cuerpo respectivo estuvie- 
sen conocidos como ebrios por costumbre ó como 
habituados á las faltas que las mencionadas rea» 
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les órdenes mandan castigar con prisión, obras 
públicas y presidio, queden en observación duran- 
te seis meses, y si en este tiempo no hubiesen dado 
motivo para que se le juzgue y castigue, se haga 
entonces la propuesta; pero si lo diesen, Se 'e juz- 
gue por consejo de guerra ordinario. Si el cum- 
plido manchado con las faltas que quedan relacio- 
nadas, no aspirase a] premio de diez años ; se le 
dará de baja con el goce de tercer premi». Con 
este motivo el P. Ejecutivo recomienda, al General 
en jefe segundo del ejército, al Estado Mayor y 
ó los comandantes de armas y jefes de cuerpos e\ 
mas exacto cumplimiento de las reales órdenes 
mencionadas, y que celen escrupulosamente á fin 
de que no se tolere la embriaguez y las demás 
faltas á que dichas reales órdenes se contraen. 

47 Habiéndose ya presentado el c?»so de pro- 
puestas para el cuarto premio, y no estando pre- 
paradas las medallas, porque los comandantes de 
armas no han podido contratar su construcción, 
se librarán las cédulas, y serán entregadas á los 
agraciados con todas las formalidades prevenidas 
en las resoluciones anteriores, haciéndose men- 
ción de la medalla rn el acto solemne aun cuando 
no se entregue, y el Secretario de Estado del Des- 
pacho de la Guerra queda encagado de promover 
la construcción de dichas medallas, y remitirlas 
oportunamente á los respectivos cuerpos. 
Por S. E. — Avendaño. 

SUELDOS MILITARES Y PREMIOS DE CONSTAN- 
CIA, resolución de 15 dü mayo de 1836 or- 
denando su abono á los militares encausados 
ó absnellos, en los términos que sepractica con 
lo* empleados civiles. 

República de Venezuela. — Secretaría de la 
Camarade Representantes. — N9 8. — Caracas 15 
de Mayo de 1836, 7? de la ley y 26 de Ja inde- 
pendencia. 

Señor Secretario de Estado en el Despacho de 
Guerra y Marina. 

En la solicitud que ha dirigido á la Cámara de 
Representantes el capitán Pedro Vicente Aguado, 
pidiendo se le mande abonar Ja parte de sueldo 
retenida, durante el tiempo que estuvo encausa- 
do, evacuó la comisión de guerra de dicha Cáma- 
ra un informe cuyo final dice así : u Opina la co- 
misión que entre tanto se expida la ley correspon- 
diente, el Poder Ejecutivo se arregle en el presen- 
te caso y en los demás que ocurran para el abo- 
no de sueldos á los militares encausados y ab- 
s u el tos, á lo que se practica en igual caso respec- 
to de los empleados civiles." 

Y habiendo sido aprobado este informe por la 
Cámara de Representantes el dia de ayer y por 
la del Senado el de hoy, he recibido orden de 
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trasmitir & US. esta parte á los fines consiguien- 
tes. 

Soy de US. muy atento y obediente servidor. 
/. A Pérez. 
SUELDOS militares. Resolución ejecutiva 
de 20 de setiembre de 1836, declarando que 
los militares en hospital gozan del sueldo ín- 
tegro hasta que reciban el alta en dicho hospi- 
tal, aun cuando sus cuerpos respectivos hayan 
sido retirados. 
Repüblica de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en los despuchos de Guerra y Marina. — Ramo 
de Guerra. — Sección tercera. 

Caracas 20 de Setiembre de 1836, 7? y 26. 
Sen >r Tesorero general. 

Dos representaciones ha recibido el Gobierno 
de los subtenientes Miguel Antonio Bnlbuena y 
Francisco Llórente, manifestando que el Admi- 
nistrador de aduana de Maracaibo se resiste á 
abonarles el sueldo íntegro de su clase, mientras 
permanezcan en el hospital militar como inváli- 
dos en la acción de Juana de Avila, apoyado en 
que ya se les ha expedido letras de inválidos. 
El Gobierno considerando la justicia que asiste á 
los servidores del Estado para reclamar el sueldo 
íntegro, mientras permanecen en los hospitales 
curándose los males adquiridos, ó heridas recibi- 
das en activo servicio, declaró en 23 de Setiem- 
bre de 1831 á solicitud del Alférez Faustino He- 
redia : que á los oficiales y tropa pertenecientes 
á los estados mayores, cuerpos, compañías, 6 
piquetes llamados al servicio, y qut'se encuentren' 
en hospitales el dia en que se expida la orden pa- 
ra ser retirados del servicio, se continuará consi- 
derándoseles como presentes hasta que reciban 
el alta en el hospital. De acuerdo, pues, el Go- 
bierno con esta disposición, y deseando las opor- 
tunidades de recompensar debidamente á los 
buenos servidores, y en particular á los militares 
y ciudadanos que sostuvieron las instituciones en 
1835; resuelve por punto general : que los sub- 
tenientes Balbuena y Llórente, así como todos 
los oficiales y tropa del ejército, tienen derecho 
al sueldo íntegro de su clase, mientras permanez- 
can en hospitales curándose enfermedades ó he- 
ridas recibidas durante el tiempo que han estado 
en activo servicio, aunque hayan sido retirados 
de él, los estados mayores, cuerpos, compañías ó 
piquetes á que pertenecían, pues en este caso 
continuarán pasando revista como presentes, has- 
ta que reciban el alta en el hospital ; y desde es- 
te dia entrarán en el goce de su tercera parte 6 
pensión, si se les ha acordado por sus letras de 
retiro, de licencia indefinida, ó de inválidos. Los 
oficiales y tropa pertenecientes á los depósitos 
de inválidos que, enfermándose, se encuentren 
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destituidos de ios recursos necesarios para conse- 
guir su curación, gozarán de la gnc-ia que el 
Ejecutivo les acordó en el artículo 8? del decre- 
to de 17 de Mayo último, reglamentando los de- 
pósitos de inválidas, y que se halla inserto en la 
gaceta nume:o 279. 

Dígolo á l S. }>Hia su conocimiento y demás 
fines.— Dios guade á US.— El Secretario inteii- 
no, Frc ncisco Hjrnaiz. 

SUELDOS militares. Hasta qué cantidad po- 
dra percibirlo por un destino civil, el que go- 
ce de tercera pane. Véase Letras de cuartel^ 
art. 8.° 

SUELDOS militares. Resolución ejecutiva 
pe 13 dk setij mbkb de 1843 declarando des- 
de qué fecha* tiene un oficial derecho á cobrar 
los sueldos de un empleo á que haya sido nue- 
vamente ascendido. 

Secretaría de Guerra. — Sección primera. 

Caracas Setiembre 13 de 1848, 19 y 38. 

Resuelto. — En vista de las consultas hechas al 
Gobierno ^or los menores administradores de adua 
na de Ciudad-Bolívar y Cubana, sobre cual sea 
la fecha en que comiencen á percibir el sueldo 
le* oficiales de los cuerpos en servicio activo que 
sean ascendido* ; y considerando ; que, aunque 
por el artículo [O del titulo 25 tratado segundo de 
las ordenanzas del ejército, se previene que es el 
cúmplase de la autoridad militar el que habilita 
para el ejercicio del empleo nuevamente conferido; 
por el artículo* del mismo título se dispone, que 
al presentarse la patente al comisario por el sargen- 
to mayor ó sea por el secundo comandante del 
cuerpo en la primera revista, lo haga igualmente de 
la certificación en que conste el dia en que se dio 
á reconocer al promovido con los correspondientes 
requisitos, para el abono de sa sueldo respectivo. 
S. E. el Poder Rjecuiivo ha tenido á bien librar 
en esta fecha la siguiente resolución. 

19 Los jefes y oficiales de los cuerpos del 
ejército que sean promovidos á un grado superior 
partí continuar su servicio en ellos mismos ó en 
otros cualesquiera ; tendrán opción al sueldo que 
les corresponda, desde el dia en que sean dados 
á reconocer con las formalidades requeridas en 
los cuerpos respectivos. 

29 Los generales, jefes y oficiales que sean 
ascendidos con destino á Estados Mayores ó al 
mando de divisiones, columna» y guarniciones, ó 
á cualquier servicio que no sea el de los cuerpos 
del ejército, percibirán el sueldo del grado nue- 
vamente conferido, desde que puesto el cúmplase 
en sus despachos, sean dados á reconocer en la 
orden general que publique la autoridad militar 
6 quien competa* 
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39 Circúlese á quienes corresponda y publique- 
se en la Gaceta de Gobierno. 
PorS. E.— F. Mejía. 

Es copia. — Mejía. 

SUELDOS militares. Embargo que podrá 
hacerse de ellos hasta la tercera parte para el 
pago de deudas. Véase Embargo de bienes^ 
R. K. de 25 de Junio de 1*39. 

SUELDOS MILITARES. RESOLUCIÓN EJECUTIVA 

de lo* de ociUbre de 1850, declarando el que 
deben gozar los comandantes de armas inte- 
rinosj y los propietarios cuando s estos gozan 
de licencia, ( # ) 
Secretaría de Guerra. — Secci< n primera. 
Caracas Octubre 17 de 1850. 
Señor Administrador de Aduana de Ciudal Bolívar. 

Impuesto S. E el Poder Ejecutivo de la nota 
de Ü. de 10 de Setiembre último, consultando 
cual sea el sueldo que devengue el seuor Co- 
mandante de Armas interino de esa provincia, 
durante la licencia de dos meses concedida por el 
Gobierno al propietario, en el caso de no po- 
derse hacer por esa aduana otra erogicion que la 
de un sueldo por el respecto indicado; ha resuel- 
to S. E. que se diga k U. en contestación: que 
no pudiendo el Gobierno mandar pagar dos suel- 
dos por el desempeño de un solo destino, A\\ fal- 
tar á la ley y a la estricta economía que en las 

(*) El Secretario de la Guerra y Marina en su Memoria 
de 51 dijo. 

Es de este lugar llamar la atención de las honorables 
Cámaras hacia la, necesidad de una medida que pre- 
vea el caso últimnm nt»* ocurrido respecto del sueldo que 
ha de devengar un Comandanta de armas interino, du- 
rante el goce de licencia concedida por el Gobierno al 
propietario á -causa de enfermedad, ó por gracia asimi- 
lada á la facultad que conceden á los capitanes genera- 
les y al soberano los artículos l.P y 3. ° tratado 2. ° tít. 
30 délas ordenanzas; pues aunque la práctica constan- 
te ha sido, antes de ahora, tomar del ramo de imprevis- 
tos el sueldo correspondiente al primero, el Sr. Admi- 
nistrador de aduanado ciudad Bo í ar ha manifestado no 
estar autorizado para hacer el pago en el caso ó. que 
me refiero; y consultado el Gobierno sobro la ma- 
teria, hubo do expedir la resolución que aparece en el 
documento número 6. ° (*) fde U cual reclamaron am- 
bos interesados), entretanto el Congreso libraba una dis- 
posición que allanase tal inconveniente. Considerando el 
Gobierno q%e no debe ser de peor condición un Co- 
mandante de armas ó do fortaleza que los demás Jefes y 
oficiales del ejército ; que siempre se ha considerado j lis- 
to, y equitativo concederles licencia por un mes, en un 
año, siempre que ajuicio del mismo Gobierno y vistos 
los informes do los respectivos Jefes, sea sin perjuicio 
del servicio, pide una resolución justa en que so dispon- 
ga que el agraciado continúe en el goce de su sueldo por 
los tiviuía días señalados en el citado articulo 1. ° 

Llamados por la Ordenanza general del ejército á de. 



(*) Resolución de 17 
Sueldos* 



de Octubre de 1860— Véase ea 
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actuales circo natalicias de escasez del tesoro pú- 
blico se Jiace indispensable ; que siendo por otra 
parte, poco equitativo y hasta injusto que el em- 
pleado militar que tiene la desgracia de perder 
su salud, acaso por consecuencia del mismo ser- 
vicio á que está contraído, sea despojado de to- 
do el sueldo que la ley le señala, para que lo 
disfrute el llamado A reemplazarlo temporalmen- 
te ; y por último, que no hay en este ramo co- 
mo en otros una disposición legislativa que re- 
suelva el punto en cuestión ; se observe, entre 
tanto se obtenga del Congreso una medida que 
allane este inconveniente, lo prevenido en el ar- 
tículo 19 de la ley de 21 de Abril del afio pró- 
ximo pasado sobre sueldos de los gobernadores, 
á cuyos empleados pueden asimilarse los co- 
mandantes i'e armas para el presente caso; con laso- 
la adición, de que cuando el Jefe reemplazante es- 
té en el goce de letras de retiro con la tercera 
parte de su sueldo, se incorpore la suma de su 
pensión al sueldo y sobresueldo que la ley asig- 
na á los comandantes de armas, y que el todo se 
leparta de por mitad entre el propietario y el que 
lo subroga. 



sempefiar las faltas accidentales de los comandantes de 
armas los sargentos mayores de plaza, resolvería en cnan- 
to á ellos el caso arriba consultado el 1 establecí mié uto 
del servicio du las mayorías de plaza, suprimidas en tiem- 
pos pasados en la ley que ba creado las comandancias de 
armas. Ellos Bon sin embargo necesarios, y su falta es 
tan notable y perjudicial al servicio del Estado, qu« con- 
tinuamente se tropieza con dificultades tales como la de 
tener que cometer sus funciones á oficiales subalternos y 
á veces á milicianos inexpertos. 

Entre dichas funciones merece particular considera- 
ción la que se refiero á los juicios militares, como que en- 
cargados por la Ordenanza de dirigir el procedimiento y 
toda la actuación hasta poner las causas en estada de 
sentencia, y aun de presidir en muchos cáscelos consejos 
de guerra ordinarios, ne se puede dejar do ocurrir al nom- 
bramiento de fiscales accidentales que si cansan por una 
parte el mismo ó quizás mayor gravamen al Estado por 
los sueldos que devengan, es raro que llenen su d¿ber 
con aquellos conocimientos y peúcia propia del que por 
obligación de su empleo y por la misma práctica de su 
desempeño debe considerársele hábil y expedito mas que 
ningún otro. Por falta de un Mayor de plaza, varios co- 
mandantes de armas se han visto en la necesidad de nom- 
brar tres ó cuatro fiscales á la vez, y sin eiibargo, mu- 
chas causas han durado años enteros, teniendo que su- 
frir los encausados, acaso inocentes, largas prisiones, pa- 
gando el erario entretanto varios sueldos de jefes y ofi- 
ciales secretarios ; hoy mismo hay jefes y oficiales que 
hace catorce y aun diez y ocho meses que están pade- 
ciendo, unos por escusa de los fiscales nombrades, y otros 
wcr. falta de un Auditor. Creo por consiguiente que so- 
lía conveniente al servicio y económico para el erario, el 
establecimiento de las mayorías de plaza, bien por una 
ley especial ó por la reforma de la de comandancias de 
armas, con el objeto de introducir en ella la disposición 
jelativa á esta materia. 
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Dígoio á U. para su cumplimiento y en. 
testación de s» oficio arriba vitado. 

Soy de U. atento servidor. — Carlos L* Cas* 
telli. 
SUELDOS de marina. Véase Marina deguer* 

ra, D. de 16 de Abril de 1844, art. 4 á 14 y su 

SUELDOS DE LOS DIRECTORES DE LA8 ESC VE* 

las náuticas. Véase Escuelas náuticas, art 
|o 

SUELDOS de los ministros públicos. Decre- 
to de 28 de abril DE 1825 jijando los que 
puede asignarles el Poder Ejecutivo. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re* 
pública de Colombia reunidos en Congreso. 
Considerando: Que es un deber.de todo gobier- 
no proveer á la subsistencia de sus servidores y 
que por consiguiente está en el caso de fijar laa 
asignaciones correspondientes á sus enriados y 
agentes diplomáticos, decretan : 

Art. 19 Los ministros plenipotenciarios de la 
República de Colombia en las Cortes de Europa 
gozarán del sueldo anual, desde ocho hasta die* 
mil pesos, cuya regulación hará el Poder Ejecu- 
tivo, atendidas las circunstancias del país adonde 
van á representar la República. 

Art. 29 Los ministros plenipotenciarios cerca 
de los Estados de América gozarán del sueldo 
anual, desde seis hasta ocho mil pesos, cuya re- 
gulación hará también el Poder Ejecutivo en loa. 
términos prevenidos en el artículo anterior. 

Art. 39 Los encargados de negocios en las 
cortes de Europa y América disfrutarán de la mi- 
tad del sueldo anual que corresponde á los mi- 
nistros plenipotenciarios según la diferencia esta* 
blenda en los artículos anteriores. 

Art. 49 l-os secretarios de legación tendrán al 
año la tercera parte del sueldo de los ministros 
plenipotenciarios con quienes sirven, 

Art. 59 Habrá un oficial en cada una de la» 
secretarías de legación establecidas en la» cortes 
de Europa y América. Este oficial tendrá en 
Europa mil ochocientos pesos anuales, y en Amé- 
rica mil quinientos pesos. 

Art. 69 Habrá ademas en cada una de las se* 
creta rías de legación de Londres, Parts y Was- 
hington hasta cuatro oficiales supernumerarios. 
Estas plazas se conferirán á jóvenes pudientes 
mayores de diez y seis años que por voluntad de 
sus padres ó tutores se destinaren á la carrera di- 
plomática. Para ayuda de su educación, bajo la 
dirección de los ministros plenipotenciarios con 
quienes sirven, se abonará á cada uno del tesoro 
nacional la cantidad de cuatrocientos pesos anua- 
les en Europa, y de trecientos pesos en América. 

Art. 79 Los cónsules generales de la RepublU 
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ea en Europa disfrutarán de la renta de tros mil 
peeos anuales y en América dos mil quinientos 
pesos. 

Art. 89 Los cónsules particulares 6 agentes de 
comercio en cualquier puerto extranjero tendrán 
solamente por sos servicios el producto eventual 
de los emolumentos que les pertenezcan por sus 
actuaciones conforme á la ley de 15 de Julio de 
1824 

Art. 9? Los sueldos de los miembros del cuer- 
po diplomático comenzarán á correr desde el dia 
en que se verifique eu salida del territorio de la 
República y los de los que estén fuera de él, des- 
de el en que acepten sus destinos. 

Art 10. Para los gastos de viaje de ida y vuel- 
ta de los paises á que fueren destinados se asig- 
na á los empleados diplomáticos la suma equi- 
valente á la mitad de su sueldo anual que les se- 
rá abonada por mitad en las épocas respectivas. 

Art. 1 1. Los Kueldos y asignaciones del cuerpo 
diplomático de la República se abonarán íntegra- 
mente y sin descuento alguno. 

Dado en Bogotá á 21 de Abril de 1£25, 16 .— 
El Presidente £| Senado, Luis A. Baralt. — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, Ma- 
nuel María Quijano. — £1 secretario del Senado, 
Antonio José Caro. — Fl diputado secretario de 
la Cámara de Representantes, Vicente del Cas- 
tillo. 

Palacio de Gobierno en Bogotá, á 28 de Abril 
de 1825, 16. — Ejecútese. — Francisco de Paula 
Santander. — Por S. E. el Vicepresidente de la 
República encargado del Poder Ejecutivo. — El 
Secretario de Estado del Despacho de Relaciones 
exteriores, Pedro Cual. 

SUELDOS DE LOS AGENTES CONFIDENCIALES 
DE LA REPÚBLICA EN PAÍSES EXTRANJEROS. 
DECRETO DE 2 DE MARZO DE \b26 fijando el 

máximum que puede asignárseles. 
El Senado y Camarade Representantes de la Re- 
pública de Colombia reunidos en Congreso. 

Considerando : 
Que la ley que fija los sueldos de los emplea- 
dos en la lista diplomática, no asigna los que de- 
ben gozar los agentes conñdenciales que el Po- 
der Ejecutivo pueda nombrar, ya sea para Euro- 
pa, ya sea para América. 

Decretan : 
Cuando el Poder Ejecutivo nombre agentes 
confidenciales para que residan en las costas, 
ciudades y pueblos de Europa, 6 en aquellos pun- 
tos de América donde lo estime por conveniente, 
el sueldo de los primeros no podrá pasar de cin- 
co mil pesos, ni de cuatro mil el de los segundos : 
cuya regulación hará el Poder Ejecutivo atendí- 



SUE 



das las circunstancias del país á donde vayan á 
desempeñar su comisión. 

Dado- en Bogotá á 2 de Marzo de 1826, 16.— El 
Presidente del Senado, Luis A. Baralt. — El Pre- 
sidente de la Cámara de Representantes, Cayeta- 
no Arvelo.—El Secretario del Senado, Luis Var- 
gas Tejada.— EX Diputado Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, Mariano Miño. 

Palacio del Gobierno en Bogotá á 2 de Mar- 
zo d^ 1826, 16. — Ejecútese. —Francisco de Pau* 
la Santander. — Por S. £. el V ice-presidente de 
If República encargado del Poder Ejecutivo. — El 
Secretario de Estado del Despacho de Relaciones 
Exteriores, José Rafael Revenga. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS EN LAS UNIVER- 
SIDADES. Véase Instrucción pública, L. IX. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS EN LAS UNIVER- 
SIDADES. Cuando corresponderá íntegramente 
á los catedráticos interinos el sueldo de los 
propietarios. Véase Instrucción pública, R. E. 
de 14 de Noviembre de 1853. 

SUELDOS DE LOS CATEDRÁTICOS DE FILOSOFÍA 
EN ESPECIAL DE LAS MISMAS UNIVERSIDADES» 
RESOLUCIÓN EJECUTIVO DE 9 DE DICIEMBRE 

de 1847 aumentando el de los de la de Cara- 
cas» 
Secretaría del Interior y Justicia. — Sección 2& 
Caracas Diciembre 9 de 1847. 
Resuelto.— O lúas la Junta gubernativa de la 
Universidad de Caracas, y la Dirección de estu- 
dios acerca de la solicitud de los señores Dr. 
Nicanor Bories y Maestro Alejandro Ibarra, 
catedráticos de Filosofía en propiedad de dicha 
Universidad, para que seles remunere con cor- 
respondiente aumento desueldo del doble trabajo 
que tienen en el tercer año de cada trienio filosó- 
fico, y observando el Poder Ejecutivo 19*. que 
durante los últimos nueve meses de cada trienio 
filosófico dan los enunciados catedráticos dos cla- 
ses distintas, siendo distintos los alumnos que á 
ellas concurren, y distintas también las materias 
que se les enseñan y las horas de asistencia, lo 
cual obliga á dichos catedráticos á llevar como 
los demás en sus respectivas clases el asiento de 
matrículas, á dar certificaciones, promover y eje- 
cutar exámenes y cumplir con todas las demás 
formalidades peculiares á una cátedra. 

29 Que este doble trabajo en los últimos nue- 
ve meses de cada curso merece como un acto 
forzoso de justicia quesea recompensado, y 

39 Que según el último estado anual de las 
rentas de la Universidad de Caracas, esta tiene 
los medios suficientes para hacer el aumento de 
sueldos con que pueden ser remunerados los dos 
catedráticos indicados en dichos nueve meses. 
En uso de la atribución que le concede el artí» 
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culo 69 de la ley 5& del Código de Instrucción 
pública', de acuerdo'con el dictamen del Consejo 
de Gobierno, á quien se ha consultado en el par- 
ticular, y conforme á lo prevenido en el final del 
artículo citado, resuelve aumentar hasta ochocien- 
tos pesos anuales, el sueldo de cada uno de los 
catedráticos de filosofía de la Universidad de Ca- 
racas, quienes gozarán de este aumento ú nica- 
mente durante los últimos nueve meses de cada 
trienio filosófico, en que como se ha manifestado 
es doble el trabajo que prestan sirviendo las* cáte- 
dras de su cargo ; quedando así reformado, res- 
pecto de dichos catedráticos, y en cuanto al tiem- 
po indicado, lo dispuesto en la resolución c!e 14 
de Agosto último sobre fijación de sueldos á los 
catedráticos de las Universidades. 

Comuniqúese á quienes corresponda y publí- 
quese. * 

Por S. E.— Sanavria. 

SUELDOS OE LOS CATEDRÁTICOS DE FILOSOFÍA 
DE LA UNIVERSIDAD DE MKKIDA. RESOLUCIÓN 

ejecutiva de 4 de abril de 1856 mandando 
pagarles v na tercera parte masen el tercer 
año de todo curso. 
Secretaría del Interior. — Sección cuarta. 
. Caracas, Abril 4 de 1856. 
Sr. Rector de la Universidad de Mérida. 
Instruido S. E. el Poder Ejecutico de la solici- 
tud de los catedráticos de filosofía de esa Univer- 
sidad que ha remitido US. con oficio de 5 de Mar- 
zo próximo pasado número 23, se ha servido re- 
solver de conformidad, debiendo gozar dichos 
catedráticos unatercera parte mas de sueldo en 
el ttreer año de todo curso filosófico cuando de- 
sempeñan d» bles clames, del mismo modo y tér- 
minos acordados para los de igual clase de esta 
Universidad central en 9 de Diciembre de 1847 y 
publicado en la Gaceta número 892. 
Soy de US. 6c. 

Por S. E - Parejo. 

SUELDOS DE LOS CATEDHATICOS PROPIETARIOS 
É INTERINOS DE LAS MISMAS UNIVERSIDADES. 
RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 14 DE AGüSTO DE 

1847 fijándolos. 

Secretaría del Interior. — Sección segunda. 
Caracas Agosto 14 de 1847. 

Resuelto. — Llenas las formalidades prevenidas 
por el artículo 6, ley 5? del código de instrucción 
pública para fijar el Poder Ejecutivojos sueldos 
de los catedráticos de las universidades, S. E. se 
ha servido hacerlo en los términos que siguen. 

Los catedráticos propietarios, continuarán go- 
zando hasta nueva resolución el sueldo que actual- 
mente disfrutan, es decir : 

Los de la universidad de Caracas seiscientos 
pesos anuales. 
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Y los de la de Mérida cuatrocientos* 

Los catedráticos interinos de las mismas uni- 
versidades gozarán los sueldos que se expresen 
en los casos siguientes. 

19 Cuando el interino entre á servir por muer- 
te, renuncia ó destitución del propietario, percibi- 
rá el sueldo íntegro que este gozaba. 

29 Cuando el servicio del interino sea por sus- 
pensión del catedrático en propiedad, percibirá 
este la tercera parte del sueldo, y aquel Jas dos 
partes restantes. 

39 Cuando sirva el interino en virtud de licen- 
cia acordada al propietario por consecuencia de 
enfermedad comprobada ajuicio del rector ó de 
la junta de la universidad, según ocurriese el 
caso, y toque al rector ó á la junta conceder el 
permiso, se pagará la mitad del sueldo al catedrá- 
tico en propiedad y la otra mitad al interino, y 

49 Cuando el interino sirva la cátedra, porque 
el propietario haya tenido que asistir al Congreso 
ó á la Diputación provincial, ó que esté en uso 
de licencia por otro motivo distinto que el de en- 
fermedad, corresponderá entonces al interino todo 
el sueldo y nada al propietario. ^ 

Para que los administradores o? las universida- 
des puedan hacer el pago délos sueldos conforme 
á lo que queda prevenido, los secretarios de estas 
deberán participarles, según los casos que ocurran, 
quién es el interino encargado de alguna clase, 
la fecha en que entró á desempeñarla, y la causa 
que tenga el propietario para no servirla. 
Por S. E.— Sanavria. 

SUELDOS DE LOS RECTORES Y VICERECTORES 
DE LOS COLEGIOS NACIONALES. Véase InstrUC" 

cion pública, L. 2 a , art* 6 § único. 

SUELDOS DE LOS RECTORES Y VICERECTORE8 
DE LOS COLEGIOS NACIONALES. RESOLUCIÓN 
EJECUTIVA DE 19 DE OCTUBRE DE 1844 Sobre 

ellos. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. 
Caracas Octubre lo de 1844. 

Resuelto. — En vista del informe <'e la Dirección 
de instrucción pública y en uso de la facultad que 
concede ni Poder Ejecutivo el artículo 69 de la 
ley de 12 de Mayo de 1242, se resuelve." 

19 Mientras haya menos de cinco alumnos 
internos en ios colegios nacionales gozarán los 
rectores del sueldo anual que les corresponda 
con arreglo á las bases siguientes: cien pesos 
mientras no pasen de treinta los alumnos exter- 
nos: doscientos excediendo de est número: tres- 
cientos mas de cuarenta ] y cuatrocientos si exce- 
den de cincuenta. 

29 Los mismos rectores gozarán del sueldo 
anual de cuatrocientos pesos y los vice-rectores 
el de trescientos, desde que el número de alumnos 
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internos llegue á ciento ó exceda de este n 6 mero, 
cualquiera quesea el de los externos. 

39 Los vice-rectores tendrán ei sueldo anual 
de cien pesos mientras el número de alumnos in- 
ternos no llegue a cinco ó el de los externos á 
cincuenta. 

49 Por motivos especíales el rector del colegio 
de Trujillo gozará el sueldo anual de cuatrocien- 
tos pesos, mientras soló concurran externos ai es- 
tablecimiento en cualquier número que sea, y en 
el mismo caso el vice-rector el de trescientos ; y 
desde que haya mas de cuatro internos, el p ríme- 
lo tendrá el sueldo de seiscientos pesos y el se- 
gundo el de quinientos. 

59 Los catedráticos del colegio de Trujillo ten- 
drán el sueldo de trescientos cincuenta pesos y 
los de los demás colegios el de. trescientos. 

09 Cuando el rector y vice-rector de algún 
colagio desempeñen cátedras, reunirán ambas 
rentas. 

79 Servirá de regla pnra el pago de estas asig- 
naciones el número i!e alumnos internos ó exter- 
nos que tenga el colegio nacional eu el mes de 
Setiembre de cudA arlo académico para lo cur\l en 
los cinco primeros dias del mes el Gobernador, 
6 jefe político respectivo, visitará el establecimien- 
to y formará un cuadro que se pasará a este Mi- 
nisterio. (*) 

89 Se deroga la resolución de 27 de Agosto de 
1842 que fijó los sueldos de I03 empleados de los 
colegios nacionales. 

Por S. E. — Cobos Fuertes. 

SUELDOS DÉLOS RECTORES Y VICERECTORES 
DE LOS COLEGIOS NACIONALES. RESOLUCIÓN 

ejecutiva de 13 aoosto de 1 846 reforman- 
do el artículo 79 de la anterior , acerca del 
tiempo en que los Gobernadores deben hacer las 
vigilas á los colegios para fijarlos. 
Secretaría del" Interior. — Sección segunda. 
Caracas Agosto 13 de 1846. 
Resuelto* — El Poder Ejecutivo en atención á 
lo representado por la Dirección general de ins- 
trucción pública, ha tenido á bien reformar el 
aitículo 79 déla resolución de 19de Octubre de 
1844 sobre sueldos de rectores y vice-rectores de 
los colegios nacionales, y ha dispuesto que la gra- 
duación de los que aquellos funcionarios deban 
percibif} en razón del número de alumnos inter- 
nos ó externos que haya en el establecimiento, se 
haga por trimestres que comenzarán á contarse 
desde 19 de Setiembre próximo venidero, para lo 
cual los Gobernadores y jefes políticos respectiva- 
mente harán la visita que por el artículo citado se 
les previene, en los diez primeros dias de los me- 

(*) Este artículo está reformado por la R. E. de 18 de 
Agosto de 46 que sigue. 
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sea Setiembre, Diciembre, Marzo y Junio de cada 
año, y pasarán la noticia del número de alumnos 
á los administradores de reñías á quienes corres-* 
ponde hacer el pago, para que estos se arreglen 
al resultado de dicha visita en todo el trimestre; 
y q»e así mismo formen después de cada visita y 
remitan á este ministerio, el cuadro de que se 
habla en la resolución que queda reformada. 

Publíquesé y circúlese. — Por S. E. — Cobos 
Fuertes* 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS INTERINOS DE 
L08 COLEGIOS NACIONALES. RESOLUCIÓN EJE- 
CUTIVA de 5 de aoosto de \S45 fijando el que 
les corresponde. 
Secretaría de lo Interior. — Sección segunda. 

Caracas, Agosto 5 de 184. 
Resuelto. — En vista de la consulta hecha por 
el Gobernador de Trujillo á nombre de lu junta 
de rentas, sobre cual sea el sueldo de que disfru- 
tan los empleados interinos de los colegios na- 
cionales cuando los propietarios se separan por 
enfermedad ó en uso de licencia temporal, oido 
el dictamen de la Dirección general de instruc- 
ción pública, S. E. el Presidente de la Repúbli- 
ca ha resuello : 

19 Los empleados en Jos colegios nacionales 
que se separen de sus destinos á causa de en- 
fermedad comprobada y bastante para su sepa- 
ración, disfrutarán de la mitad de su sueldo, y 
los que los sustituyan, gozarán de la otra mitad. 
Por motivos especiales y teniendo en considera- 
ción el estado de las respectivas rentas, el Poder 
Ejecutivo se reserva la facultad de aumentar en 
algunos" casos la asignación de los interinos, pre- 
vio el informe de la Dirección. 

29 Los empleados en los colegios nacionales 
que sin estar enfermos, obtuvieren licencia para 
separarse por el tiempo que permite la ley, no 
disfrutarán de ningún emolumento durante su 
ausencia, y el interino gozará de todo el sueldo 
que le esté asignado al destino. 

39 También lo tomará íntegro el interino 
cuando el propietario tenga que asistir al Con- 
greso ó Diputación provincial de que sea miem- 
bro y cuando deba concurrir á algún colegio 
electoral 5 percibiendo el propietario en el pri- 
mer extremo la asignación que la ley ú ordenan- 
za hayan hecho por el servicio de aquellos des- 
tinos, y nada en el último. — Por S. E.-— Cobos 
Fuertes 

SUELDOS DE LOS CATEDRÁTICOS DE LA8 CLA- 
SES CIENTÍFICAS DE LOS COLEGIOS NACIONALES. 

Véase Colegios nacionales ( Apéndice al pri- 
mer Tomo) D. E, R. de 27 de Marzo de 1854, 
art. ia 
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SUELDOS de los curas. Véase Asignaciones 

eclesiásticas. 

SUELDOS DE LOS EMPLEADOS Eff LA REDUCCIÓN 

de indígenas. Véase Indígenas. 

SUELDOS (pago de). Véase Títulos de em- 
pleados. . # 

SUFRAGANTES parroquiales. Véase Asam- 
bleas parroquiales, art. const. 21 y Derechos 
de ciudadano. 

SUFRAGANTES Y ELECTORES (listas 
be). Véase Elecciones, L, 2? 

SUiMARIOS. Véase Procedimiento criminal, 
art. 1,2 y 13. 

SUMINISTROS para la tropa. Deber de los 
Gobernadores sobre su repartimiento entre los 
vecinos. Véase Provincias, art. 82. 

SUPLEMENTOS al tesoro publico. Véase 
Deuda pública y Empréstitos; y Pruebas 
Supletorias. 

SUPLEMENTOS Á las rentas municipales, 
decreto de 9 de abril de 1847 mandando se 
continúe por el tesoro el pago de ciertos f un- 
cionarios % y que se cancele la deuda prove- 
niente de suplementos hechos, para el efecto, 
á las mismas, — que reforma el de%7 de Mayo 
de 1845, pág. 42 del cuaderno de ese año, y 
617 número blhdel cuerpo de 1851 — querefor- 
ma el de 25 de Abril de 1843, p. 5 del cua- 
derno de ese año, y 538, número 496 del 
cuerpo de 1851. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República i]§ Venezuela reunidos en Con* 
greso. 

Deere Un : 

Art. 19 Continuarán pagándose por el teso- 
ro nacional, el viático y dietas de los Senadores 
y Representantes de todas las provincias, los 
sueldos de los Gobernadores y asignaciones de 
sus secretarías. 

Art. 2? La deuda proveniente de los suple- 
mentos hechos á los mismas provincias por es- 
te respecto, queda extinguida, y la Tesorería 
general procederá desde luego á su cancela- 
ción. 

Art. 3° Se deroga el decreto de 27 de Mayo 
de 1845. " 

Dado en Caracas á 29 de Marzo de 1847, año 
189 de I a ky y 379 de la independencia. El 
presidente del Senado, Mariano, Obispo de Gua- 
yana. — El presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, M. Palacios. — El secretario del Sena- 
do, José Ángel Ireyre. — -El secretario de la Cá- 
mara de Representantes, Juan Antonio Pérez. 

Caracas 9 de Abril de 1847, alio I89 de la ley 
y 379 de la infle pendencia. — Ejecútese.— José 
Tadeo Monagos.— Por S. E. el Presidente de la 
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República. — El Secretario de Estado en los Des- 
pachos del Interior y Justicia, Ángel Quintero, 
SUPLEMENTOS A las rentas municipales. 

Véase Viático y Dietas. 
SUPLENTES DE SENADORES, representante* 
y diputados provincia les. Orden con que se- 
rán llamados. Véase Elecciones LL. 6*, art 
11 y 8* art. 19 — El serlo de Consejero no es 
impedimento para ser nombrado Senador, Re- 
presentante ó Diputado provincial. Véase id. 
L.8% art. 11. 

SUPLENTES DE SENADORES, REPRESEN- 
TANTES Y D1PUTAD03 PROVINCIALES. RE- 
SOLUCIÓN EJECUTIVA DE 23 DE MARZO DE 

1841 disponiendo que cuando sean llama- 
dos, se avise por los Gobernadores á la Se" 
cretaría del Interior. 
Circular. — Secretaría del Interior» — Sección 
tercera. 
Caracas Marzo 23 de 1341, 129 7 3Í - 
Resuelto. — Dígase en circular á los goberna- 
dores de provincia. 

Pudiendo ser nombrados los suplentes de se- 
nador, representante ó diputado provincial pa- 
ra cualquier otro destino ó carga concejil en el 
año en que no sean llamados á ocupar el lugar 
de los principales, dispone el Gobierno que ca- 
da vez que US. declare algún senador, repre- 
sentante ó diputado provincial, excusado de con- 
currir 6 llenar sus funciones, y requiera al su- 
plente respectivo bien sea para una eola reunión, 
6 bien para todo el período constitucional, diri- 
ja á este ministerio el correspondiente aviso. — 
Publíquese. — Por S. E. — Quintero, 

SUPLENTES DE SENADORES Y REPRESEN- 
TANTES. RESOI/UCION EJECUTIVA DK 16 DE 

noviembre de 1840 declarando que, sien- 
do nombrados Gobernadores en un año en 
que no s'.an llamados á ocupar el puesto 
de los principales, dejan desde entonces de 
ser tales suplentes. 
República de Venezuela. — Secretaría de Esta- 
do en los Despachos del interior y justicia. — 
Sección 3* — Número 801 .—Caracas 16 de 
Noviembre de 1840, lio y 309 
Señor Gobernador de Mérída. 

Por el articulo 59 de la ley de elección el de 9 
de Mayo de 1836 fa ios suplentes de Consejeros, 
Senador, Representante ó Diputado provincial 
pueden ser nombrados para cualquiera otro des* 
tino ó carga concejil en el año en que no sean 
llamados á ocupar el lugar de los principales/* 
En el año pasado en que el señor coronel José 
Escolástico Andrade no fué llamado como repre- 
sentante suplente a ocupar el lugar del prioe*- 
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BI, te ie nombró Gobernador de Ja provincia de 
aracaibo y desde entonces .ha dejado de ser re- 
presentante por esa provincia. Los Gobernado- 
res según el artículo 81 'de la constitución no 
pueden ser senadores ni representantes. 

Por los fundamentos expuestos el señor coro- 
nel Andrade no puede ser requerido para con- 
currir á la legislatura, "y no habiendo ese cole- 
gio' electoral designado la persona que deba reem- 
plazarle, US. debe, llegado el caso, invitar al que 
le siga en la lista de los nombrados. 

Afí lo hs resuelto el Gobierno en vista del 
oficio de US. fecha 13 de Octubre último número 
131 en qne consulta sobre este particular. 

Soy de US. atento servidor. — Ángel Quin- 
tero. 

SUPLENTES DE SENADORES Y REPRESEN- 
TANTES. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 19 DE 

noviembre de 1850 declarando la inteli- 
gencia del arU 6.° de la ley de 21 de Fe- 
brero de 1848 sobre convocatoria de ellos. 
Secretaria del Interior. — Sección primera. 

Caracas, Noviembre 19 de 1850. ( 
Resuelto. Contéstese. — El requisito de la ex* 
cusa de los Senadores y Representantes princi- 
pales, que se establece por el artículo 0y de la 
Mj de 21 de Febrero de 1848 para llamar á loe 
Tupientes, solo tiene Jugar respecto de aquéllos 
que pueden llenarlo. £n este caso se encuentran 
los Senadores y Representantes principales, au- 
sentes da la provincia que lus elige, bien.en otra 
de la República, bien fuera del paie; pero no los 
que hayan muerto.. No pueden, pues, ser llama- 
dos por los gobernadores los suplentes de los pri- 
meros sin llenarse aquel requisito ; pero sí los 
de los segundos. 

La ignorancia del lugar donde exista un Se* 
nador 6 Representante no es obstáculo para ser 
convocado por el Gobernador ; pues en tal caso 
debe remitir la convocatoria al de su domicilio. 
Este proceder lo considera el Poder Ejecutivo 
arreglado y necesario para que la cámara res- 
pectiva, en el caso de no concurrir lo.« así con- 
vocados y no excusados, quince dias después de 
su instalación, los dé por excusados, y llame á 
los suplentes, según lo dispuesto en el artículo 
70 de la citada ley. 

Tengo ti honor de decirlo á US* de orden del 
Poder Ejecutivo, en contestación á su nota de 18 
de Octubre último núm. 822 sobre el particular. 
— Publíquese-í-Por S. R— Jfcja*.— Es copia, 
—Rojas. 

SUPLENTES DE CONSEJEROS, SENADORES, RE- 
PRESENTANTES t diputados provinciales. Pue- 
den ser nombrados para cualquier destino 6 
* carga concejil en el afio en que no sean Ua- 
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mados para reemplazar al principal. Véase 
Elecciones* L. 8» $ único del art 11. 
SUPLENTES de consejeros, senadores, re- 
presentantes T DIPUTADOS PROVINCIALES. 
RESOLUCIÓN ejecutiva de 23 de marzo de 

1841 sobre su nombramiento para dichas car- 
gas concejiles. 

Secretaría del Interior.— Sección tercera. 

Caracas Marzo 23 de 1841, 12 y 31. 
Resuelto. — Dígase en circular á los gobernado- 
res de provincia. 

Pudiendo ser nombrados los suplentes de Sena- 
dor, Representante 6 Diputado provincial para 
cualquier otro destino ó carga concejil en el afio 
en que no sean llamados á ocupar el lugar de los 
principales, dispone el Gobierno que cada vez 

?ue US. daclare algún Senador, Representante 6 
)iputado provincial, excusado de concurrir á 
llenar sus funciones, y requiera al suplente res- 
pectivo bien sea para una sola reunión, ó bien 
para todo el período constitucional, dirija á este 
Ministerio el correspondiente aviso. — Publíquese. 

Por S. E.— Quintero. > 
SUPLENTES de diputados provinciales. 

RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 25 DE FEBRERO DE 

1842 declarando que el que haya concurrido 
como principal* puede excusarse de servir 
una carga concejil el aHo siguiente. 

Secretaría del Interior*— Sección segunda. 
Caracas Febrero 25 de 1842. 

Resuelto. — Dígase al sefioi Gobernador de la 
provincia de Guayana. v 

£1 seftor Pedro María Ortíz diputado provin- 
cial suplente por esa provincia fué llamado en 
Noviembre último & ocupar el puesto de uno de 
los principales ; sirvió en efecto, y según el ar- 
tículo 58 de la ley de elecciones ha podido excu- 
sarse de servir la alcaldía para que fué nombrado 
el 25 de Diciembre del mismo afio en que funcio- 
nó como diputado provincial. 

Así he recibido orden de contestar el oficio de 
US. de 1? del pasado número 15 en que dá cuen- 
ta de este negocio acompañando las solicitudes 
del expresado Ortiz y las providencias expresa- 
das por US. 

% Por S. E.— Quintero. 

SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS DE CIÜDADA- 

no. Véase Derechos de ciudadano. 

SUSPENSIÓN DE MAGISTRADOS, JUECES T DE- 
MÁS empleados. Véase Disposiciones genera- 
les en el orden judicial, art 153, y Quejas, 
art. 3 y 13. 

SUSPENSIÓN de jefes políticos t juboes de 
paz. Véase Provincias, art 33. 

SUSPENSIÓN na jueces de paz solamente 
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por delitos comünks. Véase Procedimiento 
criminal, R. E. de 17 de Julio de 1899. 

SUSTANCIAC10N de dbmahdas civiles. Véa- 
se Demanda y emplazamiento» 

8U8TANCIACIOÑ de juicios criminales. 
Véase Procedimiento criminal. 



TABACO. DECRETO DE 22 DE MAREO DE 1833 

desestancándolo, y disponiendo de sus exis- 
tencias y propiedades 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 
Considerando : que el estanco del tabaco lejos 
de ser necesario para la subsistencia de la Repúbli- 
ca, es opuesto á su prosperidad, á la moral de los 
pueblos, á los principios que ha proclamado Ve- 
nezuela, y á la eficacia del pago de los acreedores 
extranjeros, á que fueron destinados sus produc- 
tos. , 
Decretan : 
Art. 19 Desde la publicación de este decreto 
es libre e¡ cultivo del tabaco, en todo el territo- 
rio del Estado, y el dia 15 de Octubre del presen- 
te afio, quedarán extinguidos todos los estancos, 
administraciones y empleados ; pudiendo el Po- 
der Ejecutivo, suprimir aquellos que vayan siendo 
innecesarios, hasta que llegado este término, lo 
sean todos los demás. 

Art 2? 8e exceptúa la contaduría general que 
subsistirá por un afio mas, con el aumento de 
oficiales que el Poder Ejecutivo juzgue necesario, 
para examinar y finalizar las cuentas pendientes, 
con inclusión de los rezagos de años atrasados. 
Subsistirán también por un término que no pase 
de cuatro meses, á juicio del Poder Ejecutivo, las 
administraciones generales, para que dentro de 
él, presenten á aquella oficina las cuentas de su 
manejo, después que sus subalternas les hayan 
rendido las suyas, lo en al deberán ejecutar dentro 
del perentorio término de treinta dias. .. 

Art. 39 Los edificios, archivos, muebles y de- 
mas propiedades de la reata que vayan quedando 
por la supresión de las administraciones ^em- 
pleados, se entregarán por formal inventario á 
quien disponga el Poder Ejecutivo. 

Art. 49 El capital y productos de la renta en 
dinero efectivo, se destinan al pago preferente de 
los créditos contra ella misma, por razón de las 
especies estancadas, debiendo satisfacerse por el 
tesoro publico las sumas que falten para saldar 
completamente dichos créditos. 
Art. 60 El Poder Ejecutivo hará qne se cobren 
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los créditos á favor de la renta, podiendo conce- 
der esperas hasta de un afio á los deudores, siem- 
pre que haya motivos muy poderosos para acor- 
dar esta gracia, y que den las fianzas correspon - 
dientes. 

Art 09 Todas las especies existentes 6 que no 
hayan sido consumidas el dia primero .del expre- 
sado mes de Octubre, se rematarán en publica 
subasta admitiéndose en pago dinero al contado ó 
créditos de la deuda calificada y pagadera por 
tesorería, ó de la flotante radicada en las aduanas. 

Art 79 Dicho término podrá anticiparse 6 di- 
latarse con respecto al tabaco curaseca de Barínas, 
para cuya venta, el Poder Ejecutivo determinará 
lo que convenga con anuencia del Consejo de 
Gobierno. 

Art 89 Los remates se harán por ante las 
juntas consultivas, y donde no las haya, se forma- 
rá una, compuesta de Ja primera autoridad civil, 
de los jefes de las oficinas de tabaco que estén en 
ejercicio, y del procurador municipal ó parroquial. 
Donde no hubiere empleados de tabaco en ejerci- 
cio, la primera autoridad civil, nombrará uno 6 
dos vecinos que tengan las cualidades de elector 
para subrogarlos. 

Art. 90 En estos remates se admitirán postu- 
ras por el todo ó partes según convenga y dis- 
ponga el Poder Ejecutivo, mandando con la debi- 
da anticipación se den los aviaos necesarios en Ja 
Gaceta de Gobierno y periódicos provinciales, 
y se fijen carteles en las cabeceras de los cantones 
de la provincia donde van á hacerse aquellos. 

Art. 10. Una sola subasta, que durará desde 
las once harta Jas dos del día, bastará para dar 
la buena pro, al que haga mejores proposiciones 
en dinero, ó en los créditos expresados en el ar- 
tículo 6. 

Art. 1 1. Las propiedades de la renta de taba- 
co que el Estado no necesite para su servicio, y 
que las provincias no pidieren por el conducto de 
sus diputaciones, entrarán en el cúmulo dé ios 
bienes nacionales, para venderse según las dis- 
posiciones que rijan en la materia. 

Dado en Caracas á 20 de'Marzo de 1833, 4? y 
23 déla ¿dependencia. — El Presidente del Sena- 
do, Dr. José Vicente de Vnda.—E\ Presidente 
de la Cámara de Representantes, Antonio Febres 
Cordero. — El Secretario del Senado, Rafael 
Aeevedo. — El Secretario de la Cámara de Repre- 
sentantes, José María Pelgron, 

Caracas 22 de Marzo de 1833, 4 y 23.— Ejecú- 
tese.— José Antonio Páez. — Por S. E. — El Se- 
cretario de Estado en el Despacho de Hacienda, 

Santos Michelena. 
TACHAS DE TESTIGO. Véase Pruebas 9 su 

término, art 33 y 47. 
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TÁCHIRA. Véa*e Aduana del Táchira. 

TANTEOS. Dia 7 hora en que debe practicar- 
te el de las rajas de las oficinas de aduana y 
de correos. Véase Correos, R. EL de 1? de Se- 
tiembre de 1837. 

TANTEOS en las administraciones de ha- 
cienda. Véase Provincias, árt 21 y 61. 

TANTEOS. Caso en que las autoridades civiles 
les negarán su informe. Véase Contribución 
extraordinaria, art. 79 

TANTEOS DE LAS ADMINISTRACIONES DE REN- 
TAS internas, Véase Administraciones de ren- 
tas internas, art. 20. 

TANTEOS. Resolución ejecutiva de 4 de 
junio de 1839 declarando por quién debe ha- 
cerse en los lugares donde no haya jefes poh- 

R^úbííca de Venezuela—Secretaría de Estado 
en el despacho de hacienda. -Caracas 4 de Ju- 
nio de 1839, 10 y 29. # . 

Sefior Gobernador de la provincia de 

Con esta fecha ha dictado el Gobierno la reso- 
lución siguiente:— «Con inserción de un ofici- 
del jefe político de Rio-Chico consultó el señor 
Gobernador de esta provincias» el juez de paz de 
la parroquia en que está situada una administra- 
ción de aduana, y donde no hubiere otro funcio- 
nario de los que llama el artículo 11 de la ley de 
28 de Mayo de 183?, puede hacer el tanteo á que 
se refiere dicho artículo.— " Dio motivo á esta 
consulta la imposibilidad en que está dicho jefe 
político de practicar el tanteo de la administra- 
cion de Higuerote en la parroquia de Curiepe 
donde solo hay juez de paz, y la cu al dista de la 
cabecera un dia de camino.-» El Gobierno, pues, 
en vista de todo ha resuelto por punto genera 
que en todas las parroquias que se hallen en el 
mismo caso que la de Curiepe, el juez de paz ve- 
rifique el tanteo de la administración de aduana 
sUuadaenella.»-Lo trascribo á US. para que 
la comunique á quienes corresponda, y para su 
inteligencia y demás efectos convenientes.-Soy 
de ÜS. muy atento servidor.— Q.Smxtn. 
TANTEOS de los fondos de abolición de la es- 
clavitud. Véase Libertad de esclavos, art. 10. 
TAQUÍGRAFOS. Véase Diario de Debates. 
TARIFA de porte de correos. Véase Correos, 
L. de 5 de Abril de 1866- (Apéndice al To- 
mo 2°) ^ 
TASAÍO DE CARNE. Véase Carne tasajo. 
TASACIÓN DE COSTAS. Por quién se hará. 

Véase Arancel judicial, art 7 y a 
TASADORES. Véase Escribanías, D. de 6 de 
Junio de 1846. _ , 

TEBUTT. Véase Deuda pública exterior, U. de 
8 de Mayo de 1847. 



TEDEUM YJtflSA en los días nacionales. 

Véase Fiestas nacionales. 
TERCER OPOSITOR. Véase Tercerías. 
TENERÍAS y otros establecimientos del 

producto del ganado vacuno. Decreto de 

16 de abril de 1851 libertándolos de todo de- 

recho nacional ó municipal por el término d^ 

seis años. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 

República de Venezuela reunidos en Congreso 
Decretan : 

Art. I© Los establecimientos de tenería, de 
preparación de sebo y grasa, y las fábricas de 
velas y jabón gozarán por el término de seis años 
de absoluta exención de todo derecho nacional y 
municipal. 

§ único. Este término comenzará á correr des- 
de el 1° de Junio del presente afto. 

Art. 29 El ganado que se mate con destino á 
la exportación no pagará ningún derecho muni- 

Art. 30 Se deroga el decreto de 13 de Marzo 
de 1844 eximiendo al ganado vacuno y carne sa- 
lada de todo derecho nacional y municipal por 
quince años. ^ . 

Dadoen Caracas á UdeAbrilde 1851,afio22de 
Jaley y 41 de la independencia.— El Presidente del 
Senado, José T. Pereira.-E\ Presidente de la 
Cámara de Representantes, Miguel Anzola.— 
El secretario del Senado, José A*gel Freiré.— 
El secretario de la Cámara de Representantes, 

J. Padilla* «Aiii 

Caracas, Abril 16 de 1861, afto 22 de la ley y 
41 de la independencia.— Ejecútese.— José Gre- 
gario Monagos. -P*t S. E.-E1 Secreuriode 
Estado en los Despachos de hacienda y relacio- 
nes exteriores, Pedro Carlos Gelhneau. 
TERCERA instancia, lev única titulo o^ 

DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO JUDICIAL DE 

IQdemayode 1836 estableciendo sus trami- 
tes. 

Art 1° En la tercera instancia se observará 
lo diapuesto en los nueve primeros artículos de la 
ley única título 49 

Art 2 3 Sentenciada la causa por la Corte Su- 
prema se'devolverán los autos dentro de cuaren- 
ta y ocho horas al presidente de la respectiva Cor- 
te Superior, quedando en secretaría con» de la 
sentencia autoríaada por el ministro canciller. 

Arl 3 o En los caso» que la Corte Suprema 
haya de conocer en causas civiles en primera ins- 
tancia, con arreglo a la Constitución, se proce- 
derá del mismo modo establecido para la sustan- 
ciacion en bs tribunales de primera instancia, y 
para la vista vsentencia según lo ^9**°***™ 
artículos citados en el primero de esta ley. El pr*. 
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sidente solo, instruirá la ctnst y la pondrá en esta- 
do de verse por el tribunal 
TERCERA instancia. Véase Apelación, AA. 
C. S. de 3 de Agosto de 1854, y de 26 de Ju- 
nio de 1850. 

TERCERA instancia. No tendrán lugar en jui- 
cios de queja. Véase Queja, art. 10. 

TERCERAS PARTES na sueldo 6 pensio- 
nes militares. Véase Letras de cuartel, li- 
cencia y retiro, y Embargo de bienes, R. E, de 
25 de Junio de 1839. 

TERCERAS partes, resolución ejecutiva 
(sin fecha) declarando que loe oficiales de 
marina no pierden la que gocen por ser capi- 
tanes de buques extranjeros. 
El Gobierno ha dispuesto se inserte en la Ga- 
ceta la siguiente comunicación. 

La consulta que hace A la tesorería general el 
administrador de aduana de Guayaría, y US. al 
Gobierno en su nota oficial de Marzo 13 número 
132, sobre si un oficial de marina, disfrutando 
licencia indefinida, deja de percibir la tercera par- 
te de sueldo que le corresponda, por ser capitán 
de un buque extranjero, ha sido presentado al des- 
pacho de S. E, quien ha resuelto lo siguiente : 
" Si el oficial de que se trata, ú otro cualquiera^ 
en su caso, justifica la revista en los términos qtre 
se ha prevenido, tiene derecho á la asignación, 
porque no hay ley que prohiba A los oficiales en 
uso de licencia temporal indefinida, dedicarse á 
industria alguna. 19 Lo que digo á US. en rea- 
puesta. • 
Soy de US. muy obediente servidor. 
Carlos Soublette. 
Es copia. — Soublette. 

TERCERAS partes, resolución ejecutiva 
de 9 de abril de 1846 fijando el dia desde 
que tienen derecho á percibirla los militares 
reincorporados á la lista militar por virtud 
del D. de 21 de Febrero de 1845. 
Secretaria de Churra. 

Caracas Abril 9 de 1845. 
Resuelto. — En adición á lo resuelto en 22 de 
Febrero último dando cumplimiento al decreto 
legislativo de 21 del mismo febrero sobre reha- 
bilitación de grados militares, ha resuelto boy el 
Gobierno lo siguiente. 

* Los generales, jefes y oficiales reincorpora- 
dos á la lista militar por virtud . del decreto legis- 
lativo de 21 de Febrero próximo pasado, á quienes 
se le ha declarado v declarare la tercera parte de su 
sueldo por llenar los requisitos que exigen las 
leyes de 25 de Setiembre de 1830 v 3 de Abril 
de 1834, tienen derecho á percibir la expresada 
tercera parte desde el 21 de Febrero ultimo en 
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que la ley les rehabitiló en sus grados y dote* 
chos. w — Publíquese en la Gaceta de Gobierno. 

Por S. E. — Hernaiz. — Es copia. — Hemait. 
TERCERÍA (juicio de) Ley 5? título 2° del 

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO JUDICIAL M 19 

de Mayo de 1836 estableciendo sus trámites. 

Art 19 Siempre que un -tercero solicite ser 
preferido al demandante en la solución de su 
crédito, ó alegue ser suyos los bienes demanda- 
dos ó embargados, ó que tiene derecho & ellos, 
deberá deducir esta solicitud por escrito, ante el 
juez de la causa en primera instancia, expresan- 
do las razones ó fundamentos en que la apoye. 
De este escrito se dará copia 6 las partes, que de- 
berán presentarse dentro de los seis días siguien- 
tes á contestar verbal mente en el tribunal ; y se 
practicará lo que queda establecido en la ley ter- 
cera del título primero para la contestación y con- 
ciliación. Si no se lograre esta, y cualquiera de 
los interesados manifestare la necesidad de ha- 
cer prueba, se instruirán en el término y de la 
manera r revenida en la ley cuarta del citado tí- 
tulo. 

Art. 29 El juicio de tercería se instruirá y 
sustanciará en cuaderno separado, y no suspen- 
derá el curso de la demanda principal, si se hu- 
biere promovido durante la primera instancia de 
esta, mientras no se halle en estado de senten- 
cia ; pero llegado este caso, se esperará & que 
concluya el término de las pruebas de la terce- 
ría, para que se examinen el mismo dia las de 
ambos expedientes ; y un mismo pronunciamien- 
to, abrazará ambas demandas; siguiendo desde 
entonces unidas para las ulteriores instancias. 

Art. 39 Si el tercer opositor se presentare 
después de la sentencia de primera instancia, se 
suspenderá la ejecución de la ultima sentencia en 
todo lo que sea relativo al reclamo de dicho opo- 
sitor, y se estará á lo que sobre el particular se 
decidiere en el juicio de tercería. 

Art 49 Si el tercer opositor se presentare des- 
pués de una sentencia ejecutoriada, con docu- 
mento que tenga fuerza ejecutiva, bien sea ante 
el juez de la causa, ó ante otro juez mero ejecu- 
tor, se suspenderá la ejecución de aquella, has- 
ta que se haya decidido en última instancia so- # 
bre la tercería. Sino produjere documento que* 
tenga acuella fueras, no se suspenderá la ejecu- 
ción de la sentencia ; pero se sustanciará y sen- 
tenciará esta incidencia paja la devolución de los 
bienes, pago ó indemnización por quiqn fuere 
obligado según derecho. Esto no impide la soli- 
citud de secuestro judicial ó arraigo que el terce- 
ro puede hacer en los casos 19 y $9 del artículo 
19 de la ley cuarta del título segundo. 
TERCERÍA (juicio db) acuerdo de la coa- 
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*» SVPMIf A DR 3 DE DICIEMBRE DE 1847 <fe* 

cferosufo $tw cb¿e» observarse los trámites del 
negocio principal asi en cuanto á los térmi- 
nos de pruebas, como en cuanto 6 la concesión 
ó negativa de la apelación. 

Informe de la Corte Supererior. — Cum ana Se- 
tiembre 13 de 1847, 18 y 37. — Vista la consulta 
oue ha dirigido á este Superior tribunal el juez 
ue* primera instancia del primer circuito de esta 
provincia á virtud de la que le hizo el alcalde par- 
roquia] de Cariaco con fecha tres de los corrientes, 
elévese á S. E. la Corte Suprema eon el informe 
siguiente. — Redúcese la consulta á saber, qué 
trámites deberán seguirse en la incidencia de ter- 
cería ya en cuanto al término de pruebas, ya en 
orden á la apelación, cuando es el alcalde parro- 
quial el que conoce de ella por sí solo. Conforme 
al artículo 19 ley 5* título 29 del código de pro- 
cedimiento, corresponde indistintamente á los 
jueces de primera instancia, juzgados de arbitra- 
mento, y alcaldes parroquiales por sí solos, el 
conocimiento de tales incidencias, según sean ellos 
loa que decidan en primera instancia de la cau- 
sa principal que las motiva, atendida la cuantía; 
y en tal concepto, los alcaldes parroquiales* asi 
como los otros jueces, deben observar en ellas los 
trámites especialmente determinados por la ley 
para los juicios en que son competentes, porque 
de otro modo se invertiría el orden del procedi- 
miento y las naturales atribuciones de cada juz- 
gado. Por esta razón cree la Corte, que cuando 
el legislador ordenó en dicho artículo que la 
tercería se propusiera por escrito, y se observara 
el procedimiento establecido en la ley 3& y 4* 
del título 19 del mismo código, se contrajo úni- 
camente al caso en que fuera el juez de la causa 
el de primera instancia. Reconocida la tercería 
como una incidencia, sus trámites no pueden ser 
contrarios á la marcha designada por ley, al juez 
que conoce de la causa principal, ni mas largos 
ni dispendiosos que los de esta. Tales observa- 
ciones se hallan conformes con las que el tribu- 
nal Supremo tiene resuelto para casos análogos, 
cuando én acuerdo de catorce de Diciembre de 
1838, reconoció como principios, que á los juz- 
gados de arbitramento, alcaldes parroquiales y 
jueces de paz, corresponde el conocimiento del 
juicio ejecutivo de la demanda principal en que 
son competentes por la ley, y por consiguiente de 
la tercería que á veces es un incidente de aquel y 
cuando en el de veinticinco de Febrero de 1845 
asentó- también como indudable, que siempre oue 
el alcalde es competente para conocer del juicio 
plenario atendida la cuantía, debe observarlos trá- 
mites demarcados ñor lev para los juicios de que 
conoce. En esta virtud opina la Corte, que el 



TER 



panto consultado no ofrece duda alguna de ley, 
que el término probatorio en la tercería que rao- 
Uva la consulta, es el de cuatro dias, y que hay 
apelación de la sentencia que recaiga, según la 
demanda principal exceda ó no de cincuenta pesos, 
de conformidad con la ley 2a título 9? del pro- 
cedimiento civil. — Grané — Érias tr -Iraguechan. 
— Es copia* — Cumaná Setiembre 13 de 1847, 18 
y 37. — El Canciller Sulpicio Frías. 

Caracas Diciembre 3 de 1847. — Vista la con- 
sulta que ha dirigido á esta Suprema Corte la 
Superior del primer distrito su fecha 13 de Se- 
tiembre del presente afio sobre la duda que ha 
ocurrido al alcalde parroquial de Cariaco, acerca 
de los trámites que han de observarse en el jui- 
cio de tercería cuando de esta conozca un alcal- 
de parroquial ; ya en cuanto al término probato* 
rio, y ya en orden á la apelación, con lo represen- 
tado por el sefior fiscal. Las razones que contiene 
el informe de la Corte consultante, son exactas y 
arregladas á la inteligencia que en otras veces ha 
dado este Supremo tribunal á las leyes que se 
citan en la consulta, y por consiguiente no hay un 
motivo fundado de duda en la materia. Dígase 
así en contestación & la Corte del primer distrito. 
Narvarte*— Blanco. — López de Umercz.— Botón. 

TERMINO DE LA GUERRA 1>B INDEPENDEN- 
CIA. RE8OLUOI0N EJECUTIVA DE 21 DE FEBRE- 
RO de 1852 fijándolo. 
Secretaría de Guerra.— Sección central. 

Caracas, 21 de Febrero de 1852. 
Considerando S. E. el Poder Ejecutivo que la 
resolución de 32 de Agosto de 1845, <jue fija por 
término de la guerra de independencia el 9 de 
Noviembre de 1823, ha producido multiplicadas 
quejas de parte de aquellos que han sido exclui- 
dos de las gracias acordadas por las leyes de in- 
válidos y de montepío militar, por considerarse 
con igual derecho adquirido en la continuación 
de la misma guerra : que los fundamentos en que 
se apoyan son racionales y justos, pues no es 
presumible o^ue el legislador intentase Jiacer de 
peor condición á los venezolanos que en obe- 
diencia del Gobierno de Colombia prolongaron 
sus servicios contra las fuerzas de la antigua me- 
trópoli hasta Bolivis y las costas españolas en 
arlos posteriores al de 23 ; y oue estas mismas 
razones favorecen también á los que continua- 
ron la guerra contra los facciosos, que en nom- 
bre y por autoridad del rey de España siguieron 
hostilizando á Venezuela hasta fines de 1831 ; 
oída la opinión del Consejo de Gobierno consul- 
tado al electo, ha resuelto en esta fecha : que por 
término de la guerra de independencia, para los 
erectos de las leyes de inválidos y' de montepío 
militar se entiendan, en general, el 22 de Enero 
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del aflo de 1826, con la rendición del Callao, y 
para los militares que continuaron la guerra con- 
tra las facciones que hostilizaron á Venezuela 
desde aquella época hasta 1831, el 22 de No- 
viembre de este mismo afio; derogándose en 
consecuencia la resolución citada y futre tanto 
que el Congreso determina lo conveniente en 
este particular como se ha solicitado en la Memo- 
ria del Departamento de guerra correspondiente 
á este afio. 

Por S. E.— Muñoz Tébar. 
TERMINO probatorio. Véase Pruebas y su 
término, art 1 á 4, Demandas en que conocen 
los jueces de parroquia y de paz enjuicio ver» 
bal, $§ 2? y 5? del art. 1?, Excepciones dila- 
torias^ art, 49»" Recusaciones, art. 12, Secues- 
tro judicial y arraigo, art. 8, Cesión de bienes 
art. 19) Examen de las pruebas y sentencia, 
art. 19, Comiso, art. 13 y 15, Procedimiento 
criminal, art. 19 y A. C. S. de 13 de Noviem- 
bre de 1840. Hurtos, art. 16, Vagos, art, 4, 
Conspiradores, art. 13, Disposiciones comu- 
nes á todos los juicios, art. 4, 6, y 6, é Injurias, 
A. C. S. de 4 de Diciembre de 1840. 
TERMINO judicial. Véase Término probato- 
rio y 'Término de distancias* 
TERMINO de distancias. Véase Disposiciones 
comunes á todos los juicios, art 31 y Distan- 
cias* 
TERNAS, resolución ejecutiva de 25 de no- 
viembre de \ 833 disponiendo se presenten en 
papeletas separadas. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el Despacho del Interior y Justicia. — Sección 
Municipal. — Caracas 25 de Noviembre de 1833 
afio 4 de la ley y 23 de la independencia. — Nú- 
mero 213. 

Al señor Gobernador de • 

Con esta fecha de hoy se ha servido el Gobier- 
no expedir la siguiente resolución. 

" La atribución 15* que Ja ley fundamental 
concede aj Poder Ejecutivo es, nombrar á los Go- 
bernadores de las provincias á propuesta en ter- 
na de la respectiva diputación provincial ; mien- 
tras que la 4* de estas corporaciones dice, '< pre- 
sentar al Poder Ejecutivo ternas para el nombra- 
miento de Gobernadores &." 

" El espíritu y letra de estas disposiciones, dan 
al Gobierno amplia libertad para elegir uno entre 
tres, guiado por solo su conciencia. Pero se ha 
establecido la práctica de formar las ternas con 
expresión de I ?2? y 39 lugar, lo cual restringe 
en cierta manera aquella facultad, y dá margen á 
que ae tenga alguna vez como postergación lo 
que no es sino efecto de un Orden numérico, es- 
tablecido quizas sin objeto, pero opuesto al espíri- 
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tu de la ley» que no ha querido sino presentar al 
Poder Ejecutivo tres candidatos igualmente há- 
biles, 

4( Para evitar, pues, esta coartación indirecta y 
las interpretaciones á que da lugar, resuelva 8. 
B. : " que en* lo sucesivo no se dirija al Gobierno 
propuesta alguna contenida en la narración de 
acta ó redacción de oficio, sino que se incluyan en 
el de remisión traspapeles distintos, conteniendo 
cada uno el nombre de un candidato, sin que en 
aquel se expresen cuales sean, para que deningu* 
na manera traigan lugar designa lo." 

Lo comunico á US. con el objeto de que lo ha- 
ga á la honorable diputación de esa provincia, 
Soy de US. atento servidor. 

(Firmado). — A. L. Guzman. 
Es copia. — Guzman 
TERNAS, resolución ejecutiva de 29 ai 
enero de 1845 declarando que aunque al- 
gunos o todos los que componen alguna^ 
tengan causa de excusa, la terna es válida; 
pero que si comprende alguno inhábil para el 
destino, es nula. 

Secretaría del Interior.— -Sección 3* 
Caracas 29 de Enero de 1846. 
Resuelto. — Dígase al señor Gobernador de 
Mérida. 

Cuando una terna comprende á uno 6 mas in- 
dividuos inhábiles para el servicio del destino 
para que se les propone, no puede llamarse ver* 
daderamente terna porque no abraza los tres ex- 
tremos hábiles entre los cuales se ha de hacer la 
elección : mas si todos 6 alguno de loa que la 
constituyan tienen excusa de que puedan hacer 
uso ó no á su voluntad, entonces no puede decir* 
se con propiedad que no existe la terna miéntraa 
que la excusa de alguno de sus componentes no 
venga á inutilizarla. En el primer caso, los Go- 
bernadores tienen derecho de exigir una terna le- 
ga], y de no tener por presentada la que se ha 
formado con persona 6 personas incapaces, y la 
corporación que resista hacerla será responsa- 
ble por su omisión ; masenel segundo, la omi- 
sión estaria de parte del funcionario que no hicie- 
se el nombramiento. 
. Soy, &. 

Por S. R— Cobos Fuertes. 

TERNAS PARA,EL NOMBRAMIENTO DE MINIS- 
TROS DE LA CORTE SUPREMA. Véase CoTf 

Suprema, art. const. 146. 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO DE MINIS- 
TROS DE LAS CORTES SUPERIORES. DECRETO DI 

16 de abril de (833 determinando cómo de- 
ben formarse por la Corte Suprema. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso 
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Vista la consulta hecha por el Poder Ejecuti- 
vo sobre la duda ocurrida á la Corte Suprema de 
Justicia acerca de] modo de presentar las temas de 
letrados para el nombramiento de los que hayan 
de servir los destinos de ministros de las res- 
pectivas cortes superiores creada^ por la ley, y 
considerando : 

Que al paso que la atribución 7& del artículo 
147, y la 3 a del 161 de la constitución no pre- 
vienen que dichas ternas se presenten todas á un 
mismo tiempo, esto seria casi siempre impracti- 
cable, porque las diputaciones provinciales de ca- 
da distrito judicial, coincidiendo en la elección de 
letrados, no propondrán tantos cuantos son ne- 
cesarios para formar las ternas, como ahora ha su- 
cedido. 

Decretan : 

Art. lo La Corte Suprema de justicia presen- 
tará al Poder Ejecutivo las ternas de letrados pa- 
ra el nombramiento de magistrados de las cor- 
tes superiores, de una eu una sucesivamente, 6 
de dos 6 mas á un tiempo, según lo permita él 
número de los letrados que las diputaciones de 
cada distrito le hayan propuesto. 

Art 29 De los letrados que queden de las ter- 
nas de que el Poder Ejecutivo hubiese elegido, la 
Suprema Corte formará nuevas ternas y las pro- 
pondrá, y así sucesivamente hasta que se com- 
plete el número de ministros que debe haber en 
cada corte. 

Art. 39 No habiendo número suficiente entre 
los letrados presentados por las diputaciones pro- 
vinciales para hacer las propuestas del modo in- 
dicado, el Poder Ejecutivo nombrará interina- 
mente el ministro 6 ministros que falten, 
avisándolo á las mismas diputaciones para 
que hagan las propuestas de ios que no hayan 
ajdo nombrados en propiedad. 

Dado en Caracas á 12 de Abril de 1883, 49 de 
la ley y 23 de la independencia. — El presidente 
del Senado, Manuel Quintero. — El presidente de 
la Cámara de Representantes, Juan Manuel 
Manrique. — El secretario del Senado, Rafael 
Acevedo. — El secretario de la Cámara de Repre- 
sentantes, José Mario, Pelgron. — Sala del des- 
pacho.— Caracas á 16 de Abril de 1833, 49 y 23. 
— Cúmplase. — El presidente de la República, 
José Antonio Páez. — Refrendado. — El secreta- 
rio de Estado en el despacho del interior y jus- 
ticia, Diego B. Urbaneja. 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO DE MINIS- 
TROS DE LAS C0RTE8 SUPERIORES. LEY DE 22 

db abril de 1848'declarando que las provin- 
cias que pertenecen á un distrito judicial, 
aunque sea accidentalmente, deben siempre 
proponer letrados para la de él. 
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El Senado y Cámara de Repiesentantes de la 

República de Venezuela reunidos en Congreso 
b Considerando : 

19 Que según el artículo 160 de la Constitu- 
ción y con el objeto de facilitar la administración 
de justicia, el territorio de la República debe es- 
tar dividido en distritos judiciales que no pueden 
ser menos de tres, ni dejar de comprender todas 
las provincias. 

29 Que aunque por el artículo 50 de la ley de 
23 de Marzo de 1841, orgánica de los tribuna- 
les, se crearon cinco distritos, los legisladores 
previendo el caso de que no se pudiera alguno 
llevar á efecto, como no se ha llevado el cuarto, 
dispusieron por un parágrafo, que las dos pro- 
vincias que debían componerlo quedasen entre- 
tanto agregadas, la una al segundo y la otra al 
tercero. 

39 Que el artículo 161 de la Constitución en 
su número tercero quiere que las diputaciones 
provincial* s, sin excepción ninguna, ejerzan la 
función de presentar tantos letrados con las cua- 
lidades necesarias, cuantas sean Jas plazas que 
hayan de proveerse en la Corte Superior res- 
pectiva. 

49 Y que de tales presentaciones es que la 
Corte Superior de justicia debe formar las ter- 
nas para proponerlas al Poder Ejecutivo, con- 
forme al número 79 del artículo 147 de la Cons- 
titución : 

Decretan : 

Art único. Las provincias á que se extiende 
la jurisdicción de una Corte Superior, tienen 
igual derecho para concurrir al nombramiento 
de sus ministros, presentando letrados por medio 
de las diputaciones, y sin que pueda haber sobre 
este punto diferencia entre las fue corresponden 
al distrito de una manera accidental, y las per- 
manentes. 

Dada en Caracas á 18 de Abril do 1848, año 
199 de la ley y 389 de la independencia. — El 
Presidente del Senado, Eduardo Antonio Hur- 
tado. — El Presidente de»la Cámara de Repre- 
sentantes, F. Olavarría. — El Secretario del Se- 
nado, José A. Freyre. — El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, Juan A. Pérez. 

Caracas, Abril 22 de 1848, año 199 d« la le y 7 
389 de la independencia. — Ejecútese. — Diego 
Bautista Urbaneja.— Por S. E. el Vicepresidente 
de la República encargado del Poder Ejecutivo. 
— El Secretario de Estado en los Despachos del 
Interior y Justicia, Tomas José Sanavria. 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO DE MINIS- 
TROS DB LAS CORTES SUPERIORES* ACUERDO DE 
LA CORTE SUPREMA DE 4 DB ENERO DE 1850 

estableciendo medios para que las Diputado* 
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fies provinciales tengan conocimiento de los 
letrados que reúnen las cualidades necesarias 
para ser ministros de dichas cortes* 
En la ciudad de Caracas á cuatro de Enero 
de 1860, reunidos en acuerdo los seflores Presi- 
dente y Ministros de la Corte Suprema de la 
República, trajeron á su consideración los ex* 
pedientes formados sobre las propuestas de letra- 
dos hechas últimamente por las Honorables Di- 
putaciones provinciales para formar* las ternas 
que debe presentar este Supremo Tribunal al 
Poder Ejecutivo para llenar las vacantes que 
ocurren en las Cortes Superiores existentes, co- 
mo lo ordena la Constitución, y examinadas las 
cualidades que por la misma se reauieren para 
ejercer el destino de Ministro? en ellas, encuen- 
tran con pena, que pretermitiendo aquellas cor- 
poraciones los requisitos que deben tener los le- 
trados que proponen, se notan personas que 6 
no tienen los cinco años de ejercicio de aboga- 
dos, ó los tres de jueces de primera instancia, y 
aun algunos sin ser abogados recibidos por nin- 
guna Corte, de manera que sus nombres no se 
hallan inscriptos en el catálogo de los letrados 
que lleva la Corte, formado por loe partes que le 
dan las Superiores de los distritos luego que ob- 
tienen sus títulos para ejercer la profesión. De 
aquí resulta que no solamente se hace necesario 
excluirlos al formar las ternas, sino que redu- 
ciéndose el número de las personas hábiles, se ve 
la Corte restringida en su elección á muy pocos 
«individuos, que ni son suficientes á completar di- 
chas ternas para cada plaza vacante, ni aun sién- 
dolo, puede usar de la libertad de escoger entre 
los propuestos los abogados que crea mas apro- 
pósito para desempeñar destinos de tanta impor- 
tancia como los Ministerios de las Cortes Supe- 
riores. La ley orgánica de tribunales de acuer- 
do con el espíritu de la Constitución ha consul- 
tado esa racional libertad cuando autoriza á las 
Diputaciones para proponer un número duplo de 
letrados si el distrito «de la Corte no cuenta sino 
una ó dos provincias, proporcionando de este 
modo el aumento de los propuestos entre quie- 
nes pueda elegirse la terna. Tampoco puede es- 
te Supremo Tribunal presentar á la vez tantas 
ternas, cuantas sean las plazas vacantes como lo 
ha exigido el Pode; Ejecutivo, porque no hay 
número suficiente para ellas, coartándose tam- 
bién la libre elección que puede hacer el Supre- 
mo Gobierno entre los tres propuestos, contra el 
tenor expreso de la Constitución. No es menos 
grave la consecuencia que se sigue muchas ve- 
ces de quedar sin proveerse en propiedad di- 
chas plazas por todo un aílo, hasta que vuelven 
á reunirse las Diputaciones en sus sesiones ordi- 



narias, teniendo que desempeñarse por Miáis* 
tros interinos, fluctuando de este modo la magis- 
tratura superior sin haber recibido su iniciación 
de una elección popular. Para obviar estos in- 
convenientes y otros muchos que se siguen á la 
pronta y expedita administración de justicia, de- 
bían acordar y acordaron : 1? que con testimo- 
nio de este acuerdo se pasea cada una de las 
Honorables Diputaciones provinciales una copia 
certificada por cancillería de) catálogo de los abo- 
gados de la República con expresión del dia eo 
que fueron recibidos desde el ano de 1836 en que 
se ordenó la participación á la Corte, siendo los 
demás letrados de mayor antigüedad : 2? que en 
el mismo catálogo se expresen las fechas de su 
nacimiento para poder conocerse la edad que cuen- 
ten : 39 que se prevenga á las Cortes Superio- 
res pasen á este Supremo Tribunal en los quin- 
ce primeros dias de Agosto de cada año una no- 
ticia de los letrados que hayan sido jueces de pri- 
mera instancia en sus respectivos distritos y del 
tiempo de su ejercicio en estas judicaturas: 4? 
que obtenidas estas noticias se forme otro catálo- 
go de los que lo hubieren sido por tres años con- 
tinuos á lo menos, y se pasen copias de ellos á las 
mismas Honorables Diputaciones, á fin de que 
teniendo á la vista estos datos al tiempo de ha- 
cer las propuestas de letrados para llenar las pla- 
zas vacantes que ocurran en las cortes respecti- 
vas, recaiga su elección en abogados hábiles pa- 
ra su desempeño, con las cualidades constitucio- 
nales. Finalmente acordaron se manifieste á di- 
chas Honorables corporaciones que al hacer su 
presentación no se extiendan á indicar la plaza 
para que proponen á un abogado, sino los nom- 
oresde tantos letrados cuantas fueren las plazas 
que deben proveerse según Ja Jetra de la Cons- 
titución, pues la Suprema Corte no puede con- 
cretar la formación de las ternas á solo los indi- 
viduos indicados para determinado destino, au- 
mentándose de lo contrario las dificultades, bien 
por la coincidencia de las propuestas en unas 
mismas personas, 6 bien por no haber número 
suficiente en los presentados para la terna de la 
plaza determinada. 

Sanavria. — González* — Rojas. — Lanz. — 
Viana. — Es copia. — El Canciller, /. Prudencio 
Lanz. 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO DE GOBER- 
NADOR as. Véase Diputaciones provinciales, art 
const 101, atrib. 4<* 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO DE JEFES PO- 
LI TICOS. Véase la\ art. id. atrib. 6 a 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO PE JEFES 
POLÍTICOS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA OR 26 DE 

abril de 1833 declarando }««, elegido uno, 



eótOÍÍtóAÍÍAYT©íÍÍ»A»lVWWÍifc 



m 



TKR 



no queda ningún derecho á lo* demos, aun 

cuando vaque lajefetura. 

En una solicitud que dirigió al Poder £ieeuti* 
Yo el eeñor Francisco da P. Pardo pidiendo de- 
claratoria sobre nombramiento de jefes políticos* 
resolvió S. E. con fecha ll del corriente loque 
sigue: 

Cuando el Gobernador de una provincia nom- 
bra sobre las ternas presentadas por la diputación 
provincial los jefes políticos, y el nombrado acep- 
ta y toma posesión de) destino, si posteriormente 
fuere separado de él por cualquier accidente, de* 
ben ser suplidas sus funciones por los alcaides 

E rimeros municipales conforme al artículo 49 de 
i ley de 14 de Octubre de 1830. 
El articulo 12 de Ja misma, lejos de contrade- 
cir esta inteligencia, la confirma, pues solo da á 
los Gobernadores la íácultad de nombrar al jefe 
político sobre la terna sin reservar ningún dere- 
cho sucesivo 6 los otros dos individuos incluidos 
en ella. 

Por tanto el Gobierno no encuentra que el Go- 
bernador de la provincia haya obrado con arbi- 
trariedad en el caso de que se queja el señor 
Francisco de P. Pardo, ni agraviado su persona 
y derechos. 

Caracas Abril 25 de 1833, 4? y 23 
Urbaneja. 

TERNAS PARALAS OAMONGIA9 DB OFICIO. DB- 

crbto db 8 db MARZO db 1625 declarando 
que el Poder Ejecutivo puede devolverlas en 
algunos casos. 
Él Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Colombia, reunidos en Congreso* 
Vista la consulta del Poder Ejecutivo de 13 de 
Febrero de este afio, y considerada la identidad de 
razón que hay para que se haga extensivo & las 
canonjías de oficio lo dispuesto por «1 artículo 
27 de la ley de patronato respecto de los benefi- 
cios curados ; 

Decretan : 

El Poder Ejecutivo podrá devolver para su re- 
forma las ternas, que conforme al artículo 24 de 
la ley de patronato deben proponerle el prela- 
do y cabildo unidos para la provisión de canon- 
gías de oficio siempre que en ellas se incluyan 
uno ó mas indignos, ó de ellas se excluyan los 
opositores mas dignos, manifestando en ambos 
casos al prelado y cabildo los fundamentos de sn 
concepto. 

Dado en Bogotá á 8 de Marzo de 1825, 15. — 
El Presidente del Senado, Lvis A. Baralt.—Ei 
Presidente de la Cámara de Representantes, Ma- 
nuel Mafia Quijano.—Ei Secretario del Senado, 
Antonio José Caro. — El Diputado Secretario de 
la Cámara de Representantes, Vicente del Castillo. 
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Palacio del Gobierno en Bogotá á 8 de Mano 
de 1826. lft.— Ejecútese.— Francisco de Paula 
Santander* — Por Si E. el Vicepresidente de la 
República encargado del Poder Ejecutivo. — El 
Secretario de Estado del Despacho del Interior, 
» José Manuel. Restrepo. 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO DB MAYOR* 

domos db fabrica. Véase Patronato eclesiás- 
tico, art.51. 

TERNAS PARA EL NOMBRAMIENTO DE YAYOROO- 

Mos de fabrica* Quién presidirá las reuniones 
del vecindario para formarlas. Véase Mayorde- 
mias de fábrica í R E. de 27 de Marzo de 1852. 

TERNAS PARA LA PROVISIÓN DE CURATOS. RE- 
SOLUCIÓN EJECUTIVA DE 2 DB SETIEMBRE DE 

1847 reiterando el cumplimiento de la de 18 
de Febrero de 1843 sobre la forma en que de- 
ben ser presentadas. 

Secretaría del Interior. — Sección primera. 
Caracas Setiembre 2 de 1847. 

Resuelto. — Dígase al M. H. señor Arzobispo de 
Caracas. 

En 18 de Febrero de 1843 se dijo á US. M. R. 
por este Ministerio lo que sigue : 

44 La circunstancia de figuraren las ternas pre- 
sentadas por US. M. R. para los curatos de Alta- 
gracia de esta ciudad, San Felipe, Catedral, San 
Carlos, Turmero, San Pablo, Charallave, Nai- 

Suatá, San Joaquín, Si quisique, Cagua, Consejo, 
tío del Tocuye, Parapara, Petare, Aroa, Humuca- 
ro Bajo, Barquisimeto, Cuara y Chivacoa, y de 
la Villa de Araure, los sacerdotes que han sido 
nornbrados ya para otros curatos, según lo par- 
ticipé á US. M. R. en mi nota del 16, número 80-, 
dejan inutilizadas dichas ternas, porque querien» 
do la ley que el Poder Ejecutivo tenga la libertad 
de nombrar en tales casos, uno de los tres pro* 
puestos, si procediera al nombramiento sobre las 
ternas referidas, se vería obligado á nombrar, no 
de entre tres individuos, sino de entre dos ; y res- 
pecto de varios curatos, á no elegir, porque de las 
ternas respectivas solo queda uno elegible por 
haberse ya nombrado los otros dos de que se com- 
ponen." 

" Muy persuadido está el Gobierno de que la 
presentación de unos mismos individuos en dife- 
rentes ternas que produce esta diíitultad, nace de 
la escasez de sacerdotes; pero ella puede vencer- 
se, quedando el Poder Ejecutivo en el pleno uso 
de su atribución legal. Cuando no haya número 
suficiente de sacerdotes para formar las ternas de 
los curatos vacantes, sin incluir en diferentes ter- 
nas unos mismos individuos, se presentarán las 
que puedan formarse con ia3 que se hayan opues- 
to ;. hecho el nombramiento, se formarán nuevas 
ternas con los que queden sin nombrarse, y asi 
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sucesivamente hasta que se agote el Damero de 
ios opositores. Una disposición semejante se acor- 
dó respecto de la Diócesis de Mérida, habiendo 
ocurrido la misma dificultad al presentar el prela- 
do ternas á los Gobernadores de provincia para 
la provisión de curatos, y cosa parecida ha hecho 
el Gobierno por falta de abogados, al presentar 
ternas al Congreso para el nombramiento de mi- 
nistros de la Corte Suprema de justicia, obrando 
lo mismo este Tribunal al dirigir al Poder Ejecu- 
tivo las respectivas para ministros de las Cortes 
Superiores." 

u Según el medio indicado, resultará que no 
teniendo US. M. R. sino nueve sacerdotes, por 
ejemplo, para las ternas de seis curatos, presenta- 
rá solo tres : que elegidos los tres cutas, presen- 
tará dos ternas con los seis restantes ; y así su- 
cesivamente, prefiriendo en la presentación aque- 
llos curatos que en su concepto tengan mas nece- 
sidad de ser provistos, y quedando de este modo 
el Poder Ejecutivo en libertad de nombrar cual- 
quiera de los propuestos." 

" Tengo el honor de manifestarlo á US. M. R. 
de orden del Gobierno, con el fin de que se sirva pre 
sentar nuevas ternas para los curatos expresados." 

''Sin embargo de lo dispuesto en la anterior 
resolución, US. M. R. solo ha presentado tres ter- 
nas^ habiendo, según se halla instruido el Gobier- 
no, bastantes opositores examinados y aprobados 
en el ultimo concurso para formar otras. 

Por esta causa no ha procedido á nombrar de 
las referidas tres ternas, y espera qne US. M. R. 
presentará tantas, cuantas puedan formarse con 
el número de los opositores que haya, para hacer 
entonces los nombramientos correspondientes. 
Soy, &. Por S. K^Sanaria. 

TERNAS PARA LAS PROVISIONES ECLESIÁSTICAS 
ENOENERAL. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 19 DE 

marzo de 1835 declarando que no es exten- 
siva á ellas la R. E. de 25 de noviembre de 
1834 sobre ternas civiles. 

Secretaría de Estado en el Despacho del Inte- 
rior y Justicia. — Sección Central.— Caracas .Mar- 
zo 19 de 1835 —Afio 6° de la ley y 35© de la 
independencia.-*— Número 66. 

Al señor Gobernador de Mérida. 

Presentada al Despacho la comunicación de 
US. de 12 de Noviembre último número 155, S. 
S. el Presidente quiso oir el voto de su Consejo, 
que\lo evacuó en los términos siguientes. 

El Consejo ha visto el ofició del sefior Gober- 
nador de Mérida su fecha de 12 de Noviembre úl- 
timo ea el cual hace presante al Gobierno haber 
creído- conveniente hacer extensiva á ras ternas 
eclesiásticas y comunicado al sefior Provisor Go- 
bernador de aquel Obispado,, la resolución del 
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Poder Ejecutivo de 26 de Noviembre del alio «ul- 
terior sobre el modo de presentar ternas civiles; 
y que por no haberle contestado dicho sefior Pío» 
visor, y por otros motivos que no expresa, sospe- 
cha que se opondrá á dicha disposición, haciendo 
uso el dicho Gobernador en su comunicación de 
la voz resistencia por una simple conjetura, pi- 
diendo al mismo tiempo la aprobación del Supre- 
mo Gobierno en esta materia. 

La Sección respectiva manifiesta, que estable* 
cido como está el modo de presentar las terna» 
de los demás empleados, nada parece mas regu- 
lar y conveniente que hacer extensiva a la provi- 
sion de curatos dicha disposición. 

El Consejo cree lo contrario, porque ne juzga 
que la disposición del Gobierno á que se refiere, 
sea aplicable al caso en cuestión ; pues existiendo 
vigente la ley de patronato, no está al alcance de 
ninguna autoridad separarse de su observancia. 
Dicha ley explica clara y terminantemente en loa- 
artículos 26 y 27 el modo de proceder á la forma- 
ción de las ternas de los opositores á curatos, y 
dice que se observarán en todo las formalidades 

{ prescritas por el Concilio de Trento en el capítu- 
o 18 sección 24, por el cual están obligados los 
Prelados á clasificar los mérito?, servicios y sufi- 
ciencia de los opositores examinados ; siendo con- 
secuencia necesaria la de que se señale lugar de 
primero, segundo y tercero á los propuestos, su* 
puesto que en el mérito de ellos ha de haber di- 
ferencia. Ademas, es de observarse, que los pre- 
lados tienen por los Cánones un deber de con- 
ciencia para dar la preferencia al que crean mas 
digno, aun sobre el que fuere digno; y esta pre- 
ferencia no puede darse sino proponiendo en pri- 
mer lugar á uno y después á los otros : razones 
que sin duda tuvo presentes el Poder Ejecutivo 
cuando libró la citada circular respecto de las 
ternas civiles, y no la hizo extensiva á las ecle- 
siásticas j lo cual era motivo bastante para que 
el sefior Gobernador de Mérida se hubiese deteni- 
do ó consultado previamente lo que quería haeer. 

Por todos estos fundamentos, opina el Consejo, 
que el Gobierno puede contestar al Gobernador 
de Mérida que la resolución de 25 de Noviembre 
del alio pasado no es extensiva á las ternas ecie- 
siáticas, porque ella no altera ni puede altetarla 
ley vigente ; y que se esté en ua todo á su estricto 
cumplimiento. 

YS. E. de conformidad con lo opinada por el 
Consejo, me ha mandado trascribirlo & ÜS. en 
contestación. 

Soy de US. atento servider,-(FÍrmado^ — A»to~ 
núy £. Guzman. Es copia. — Chusman. 

TERRITORIO vbnjkzouko. título ipiu 
constitución denarcfadQla. 
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Art 19 La nación venezolana es la reunión 
de todos los venezolanos bajo un mismo pacto 
de asociación política para su común utilidad. 

Art 3P La nación venezolana es para siem- 
pre i irrevocablemente libre é independiente de 
toda potencia 6 dominación extranjera, y no es 
ni sera nunca el patrimonio de ninguna familia 
ni persona. 

Art 3° La soberanía reside esencialmente 
en la nación, y no puede ejercerse sino por los 
poderes políticos que establece esta Constitución. 
Art. 49 Son agentes de la nación los magis- 
trados, jueces y demás funcionarios investidos de 
cualquiera especie de autoridad, y como tales, 
responsables de su conducta pública. 

Art. 59 El territorio de Venezuela compren- 
de todo lo que antes de la trasformacion política 
de 1810 se denominaba Capitanía general de Ve- 
nezuela. Para su mejor administración se divi- 
dirá en provincias, cantones y parroquias, cuyos 
límites fijará la ley. 

TESORERÍA general. Sus funciones, horas 
de despacho, y modo de llevar sus cuentas. 
Veas* Oficinas superiores de hacienda^ art. 9 
al 14, y 26 al 28. 
TESORERÍA, general. Sus deberes sobre ex- 
pendio de papel sellado. Véase Papel sellado* 
art 19 y 20. — Sobre firma de billetes de deuda 
consolidada. Véase Deuda consolidada 1& art 
10. — Sobre pago del déficit entre los ingresos y 
egresos del ramo de correo. Véase Correo^ L. R. 
art. 16. — Sobre rentas internas. Véase Adminis- 
traciones de Rentas internas, art. 3, 4, 5, 7, 8, 
20, y § único del 22. — Sobre obras de carpintería 
&c. en ios apostaderos de marina. Véase Ma- 
rina de Guerra, L de 23 de Julio de 1830, 
art. 99 — Funciones del Tesorero como miem- 
bro de la junta económica de hacienda de la 
capital. Véase Juntas económicas de Hacien- 
da, art 19 — Id. sobre guarda de una de las 
llaves de la caja en que se conservan los se* 
líos para el papel. Véase Papel sellado, art. 
20. — Id. del Contador sobre billetes, cupones, 
&c. de la deuda consolidada. Véase Deuda 
consolidada 2», D. E. R. de 29 de Abril de 
1843, $ 3? art 19, v 69 art 39 yj$ 39 y 89 
art 49 — Sobre montepío militar. Véase Mon- 
tepío militar, art. 3 y 6. 
TESORERÍA GENERAL. Resolución eje- 
cutiva pe 18 de julio de 1838 declarando 
que debe tomar razón de los despachos ó títu- 
los de todqp los empleados que reciban sueldo^ 
6 comisión. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el D. de Hacienda. — Caracas, Julio 1$ de 
1838, 9 de la ley y 28 de la independencia. 
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Sefior. 

Dada cuenta al Gobierno del oficio de IÍS. dé 
12 del actual, núm. 217, insertando otro del re- 
ceptor de papel sellado de Barínas, sobre que sé 
pase al Tribunal de cuentas para la toma de ra- 
zón correspondiente el título expedido á favor 
del juez de primera instancia del primer circuito 
judicial de aquella provincia, y consultando si 
se llena esta formalidad con respecto á dicho tí- 
tulo, y al de los demás empleados del mismo ra- 
mo, ha resuelto : que con arreglo á lo dispuesto 
en el parágrafo 49 del artículo 3° de la ley de 

28 de Mayo del año próximo pasado reformando 
las oficinas superiores de hacienda, el Tribunal 
de cuentas debe tomar razón de los títulos y 
despachos de todos los empleados que disfruten 
sueldo ó pensión de las rentas nacionales. Lo 
que tengo el honor de decir á US. en contesta* 
cion á su citado oficio. 

Soy de US, obediente servidor. 
Al señor Tesorero general— Es copia. — Smith. 

Nota ; — Que por orden del Gobierno se publi- 
ca la anterior resolución con el objeto de que los 
empleados de justicia por sí 6 por medio de sus 
personeros ocurran al Tribunal de cuentas y á 
la Tesorería general para la toma de razón cor- 
respondiente de sus respectivos títulos. — Smith. 

TESORERÍA GENERAL. RESOLUCIÓN EJECUTI- 
VA de 20 de enero de 1731 disponiendo dé 
cuenta de los empleados de hacienda que no 
rindan oportunamente sus estados ¡f relaciones. 
Estado de Venezuela. — Secretaría de Hacien- 
da. — Sección primera— Valencia á 20 de 
Enero de 1831.— Año 29 de la Uy, y 21 déla 
independencia. — Número 6. — Circular o los 
señores gobernadores, tesorería generah tri- 
bunal de cuentas y administradores. 
Para que la administración de las rentas na- 
cionales sea tan exacta como S. E. el presidente 
del estado desea, y como conviene á tan impor- 
tante ramo ; es necesario que las leyes que la ' 
organizan se observen en toda su extensión, y 
que la responsabilidad de los respectivos encar- 
gados de su dirección y manejo se haga efectiva. 
Con este objeto S. E. dispone 1? La tesorería 
general, al fin de cada mes, dará* cuenta de los 
administradores y jefes civiles que no le hayan 
remitido oportunamente los estados y relaciones 
de que hablan los artículos 16 y 19 de la ley or- 
gánica de hacienda* para acordar la suspensión: 

29 Como dicha ley tiene tan recomendada la 
centralización de la cuenta, la tesorería cuidará 
de que no se falte A lo prevenido en el artículo 
14 ; y si sucediere que algún administrador, con 
abuso de ella, y demás disposiciones del ejecuti- 
vo sobre la distribución y traslación de cauda* 
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les, pagare alguna soma fuera del orden estable* 
cido, Jo pondrá en conocimiento del gobierno 
acompañando los documento* que considere con- 
venientes, para en su vista resolver la deposición 
del culpable y la restitución déla cantidad pa- 
gada: 3? El tribunal de cuentas le pasará 
anualmente, el dia quince de Octubre una rela- 
ción de los empleados que no hayan enriado las 
suyas en el tiempo designado por la ley, pidien- 
do, con arreglo á la misma, la deposición de los 
omisos : 4? Los administradores de provincia y 
aduana, vigilarán sobre el puntual desempeño 
de los negociados que confíen á sus subalternos, 
dando noticia de los que no sean otiles al serví* 
ció por incapacidad, negligencia 6 mala conduc- 
ta, con el informe justificado que debe preceder 
para decretar la separación: 59 Los jefes de 
oficinas que por disimulo, consideraciones 6 cual- 
quiera otra causa falten al cumplimiento de esta 
disposición, atraerán sobre sí la responsabilidad 
y se lee aplicará la pena correspondiente. 

Lo transcribo á U. para su observancia en la 
parte que le t' ca. 

Soy de U. atento servid or.-Santos Michetcna. 
TESORERÍA general. Sueldos del Tesore- 
ro y contador. Véuse Sueldos de los emplea- 
dos de hacienda, art. 3 
TESORERÍA general. Sus deberes sobre acu- 
ñación de mor.eda. Véase Moneda, L. de 19 
de Abril de 1854, art. 11 y 13. 
TESORERÍA general, resolución ejecuti- 
va pe 15 de julio se 1852 disponiendo que 
el Tesorero rubrique los folios de los expe- 
dientes de crédito que se liquiden* 
Secretaría de Hacienda. — Sección primera. 
Caracas Julio 15 de 1852. 
Señor Tesorero general. 

S. E. el Poder Ejecutivo se ha servido dispo- 
ner que US. firme y rubrique en cada uno de sus 
folios los expedientes de créditos contra el estado 
que fueren liquidados por esa ofirina, con el fin de 
evitar sean nuevamente presentados al Gobierno 
aquellos créditos,, cuyo pago se hubiere negado. 
Lo digo á US. para los fines consiguiente?. 
Soy ce. — Pedro C. Gellineau. 

TESORERÍA general, resolución ejecuti- 
va de 26 de marzo de 1855 previniendo al te- 
sorero dk te las medidas que sean necesarias 
para evitar que los administradores de rentas 
internas puedan cometer el abuso de cam- 
biar papel sellado por créditos contra el tesoro. 
Secretaría de Hacienda. — Sección quinta. 
Caracas Marzo 26 de 1855. 
Resuelto. — Dígase al Tesorero General. 

'' Tiene informesjel Gobierno de que en dis- 
tintos puntos de* la República se está vendiendo 
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el papelí sellado ¿ un precio mny inferior desque 
la ley le ha fijado, y no concibe este Ministerio 
que soflamante hecho pueda realizarse sin que los 
Administradores de Renta* Internas abusen de 
su empleo, prestándose á cambiar el papel sella- 
do por créditos que loe eepeeuladorea compran 
en el mercado á un precio ínfimo, estableciendo 
con tan punible proceder un agio oficial que ha 
devorado las Rentas públicas, y que seguirá de- 
vorándolas si no se aplica un pronto y eficaz 
remedio á tan grave mal. 

Todo lo que, de orden de S. E. el Presidente 
de la República, participo á US. para que ae sir- 
va dictar las medidas que croa conducentes á cor- 
tar de raiz tan escandalosos abusos. 

Por S. E,— Gutiérrez. 
TESORERÍAS de abolición de la esclavi- 
tud. Su constitución y funciones. Véase Li- 
bertad de esclavos, $ único, art. 6 de la ley, y 
art. 17 y siguientes del D. E. R. 
TESORERÍAS de abolición dk la esclavi- 
tud. Deber de entregarse á la de la junta su- 
perior de la provincia de Caracas el diez por 
ciento con que las rentas municipales contri- 
buyen al tesoro nacional. Véase Libertad de 
esclavos, R E. de 6 de Junio de 1854. 
TESORERÍAS de abolición de la esclavi- 
tud. Qué deberá hacerse cuando no se halle 
persona que acepte su desempeño. Véase Li- 
bertad de esclavos^ R. E. de 1? de Junio de 
1854, punto 6? 
TESORERO. Véase Tesorería general 

TESORO publico. Véase Disposiciones gene* 
rales constitucionales, art. 210, Hacienda na* 
cional } Demandos en que tienen interés las 
rentas nacionales y municipales, Demandas en 
que tienen interés las rentas nacionales sola- 
mente, ContrdtLemandas contra el Tesoro, y 
Deuda pública, en todos sus artículos, é In- 
gresos del Tesoro. 

TESTADURAS. Véase Disposiciones comunes 
á todos los juicios, art. 34. 

TESTAMENTOS. Véase Apertura de testa- 
mentos. 

TESTIGOS. Quiénes no podrán ser obligados á 
serlo. Véase Disposiciones generales consti- 
tucionales, art. 1Ó7. 

TESTIGOS. Quiénes no pueden serlo en cau- 
sas criminales y de injurias*. Véase Procedí* 
miento, criminal, art. 19* 

TESTIGOS. Véase Pruebas y su término, arU 
SO, 6<> y 29 4 47, y Procedimiento criminal* 
A* CS de 151 de Abril de 1842. # 

TESTIGOS, acuerdo be la corte wpreju de 
12 de abril de 1842 (Punto segunde/) decla- 
rando que no $s apelable la regulación que 
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TES 

A*gr* eZjtfe* e» el caso de exigir* un testigo 
aué se U resarzan les perjuicios y costas que 
le ocasione el concurrir á dar su testimonie* 
En la ciudad de Caraca» á 12 de Abril de 1842, 
L3 y 32, los Ministros de la Corte Suprema de 
Justicia, reunidos en acuerdo, tomaron en consi- 
deración :...— .- ._...—-_,. .. -...—«. . 

2? La consulta elevada por la misma. Corte Su- 
perior del 5? distrito, propuesta por el juez de 
primera instancia del circuito de Oeste de Atara- 
caibo contraída á si sea ó no apelable la regula- 
ción que haga el juez en el caso de exigir un tes- 
tigo, que se Je resarzan los perjuicios y costas que 
le ocasione la ida al tribuna) y vuelta á su casa, 
y consideradas las razones en que el mismo juez 
consultante, funda la opinión de que tales actos 
no sea apelables, en las cuales apoyan también 
su informe la Corte Superior y el señor Fiscal 
de este tríbunil, acuerda que no hay duda fundada 
que consultar al Cuerpo legislativo, y que se co- 
munique a la Corte Superior : • -- 

Urbaneja. — Ledo. Mercader.— Martínez .— 
Duarte. 

Carexas Mayo 24 de 1844, 15 y 34.— Ei Can- 
ciller, José Duarte. 

TESTIGOS. ACUERDO DE LA CORTE SUPREMA 

de 28 Dfc abril de 1842 declarando fio estar 
vigente la ley 27 título 10 partida 3 a sobre su 
examen por el mismo juez que ha de juzgar 
los pleitos de que puede nacer muerte, 6 perdi- 
miento de miembro, ó echamiento de la tierra. 
En la ciudad de Caracas á28de Abril de 1842, 
139 y 329, se reunieron en acuerdo los Ministros 
de la Corte Suprema de Justicia, sin la asistencia 
del sénior Vice- presiden te por hallarse enfermo ; 
y habiendo tomado en consideración el expediente 
en que la Corte Superior del tercer distrito con- 
sulta, si la ley 27 título 10 partida 3 a que dispo- 
ne, que los pleitos en que pueda nacer muerte, ó 
perdimiento de miembro, ú echamiento de la tierra, 
el juez que ha de juzgarlos reciba por sí mismo 
los testigos, deba reputarse derogada por el artí- 
culo 36 déla ley 4 a título 1? del código de pro- 
cedimiento, cuya disposición según el artículo 16 
de la tínica título 13 debe observarse en los jui- 
cios criminales, con lo representado en el particu- 
lar por el señor fiscal, dijeron; que la ley única 
título 12 del procedimiento judicial que establece 
el orden en la observancia de las leyes así en 
materias civiles como criminales, coloca en primer 
logar las decretadas 6 que en lo sucesivo decre- 
tare el Poder legislativo nacional, y siendo mani- 
fiestamente contraria á estas la citada ley de par» 
tida, puesto que prohibe en ciertos casos lo que 
las de la República permiten sin ninguna restric- 
cionj es consiguiente que aquella ha quedado de* 
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togada por estas ; por tanto acordaron, que el 
caso 00 presenta una duda fundada, y que con la 
copia correspondiente se comunique á la Corte 
que elevó la consulta, — Urbaneja. — Martínez.-** 
Duarte. 

TESTIGOS actuarios. Sus derechos. Véase 
' Arancel judicial, art 32 
TESTIMONIOS. Véase Disposiciones comunes 
diodos los juicios, art 27, y Registro, art 18. 
y R. E* de 5 de Agosto de 1842. 
TESTIMONIOS, resolución ejecutiva de 2? 
de marzo de 1851 sobre que los testimonios ó 
traslados solo podrán darse sin mandato del 
jue£ cuando los pidan los otorgantes, ó cuan- 
do, se pidan íntegros, de aillos ft expedientes 
archivados* 

Secretaria del Interior.— Sección segunda* 
Caracas, Mareo 2? de 1851. 
/b**v¿¿ro.— Dígase al Gobernador de Guaya na,, 
En el expediente respectivo ha recaído con es* 
ta fecha la resolución siguiente : 

*' Por el artículo 18 de la ley de regí? iros se 
tiene establecido : que los testimonios ó trasla- 
dos podrán darse, sin mandato del juez, solamen- 
te cuando los pidan los otorgantes ú otro intere- 
sado que aparezca en la escritura registrada, 6 
cuando se trata del testimonio íntegro de autos ó 
expedientes archivados, y si bien es cierto que el 
artículo 19 de la misma ley previene, bajo mul- 
ta, que los registradores no difieran los registros 
y demás diligencias cuando sean requeridos por 
las autoridades ó los particulares, no quiere de- 
cir esto que aquellas puedan prescindir de la or- 
den del juez, sino que se limita, ton solo, & esta- 
blecer una sanción contra las demoras volunta* 
rias de los registradores, en caso de ser requeri- 
dos para hacer algo legítimamente ; pues no hay 
raaon alguna para hacer una excepción respec- 
to de las autoridades, cuando la ley no la estar 
blece, y cuando se considere, por otra parte, que 
el precitado artículo 18 contiene una garantía en 
favor de los ciudadanos en general,, que las auto- 
ridades como los ciudadanos deben acatar. 

Tengo el honor de comunicarlo á US. de or- 
den de & E. el Poder Ejecutivo en contestado* 
a su nota de 26 de Octubre ultimo, núm. 1.293. 

Soy &rc— Por S. E.— Pulido. 
TESTIMONIOS, acuerdo pe 29 de octumlr 
de 1845 declarando q¡ue no hay oposición en- 
tre los artículos 28 {hoy 27) ley única titule 1 1 
del Código de procedimiento judicial^ y el 18 
de la ley de registro, (•) 

(•) La materia de este acuerdo pareo© que quiso nV 

jaiee pos el aiifcule ST de la ley úsacatítitíoll delere* 

cedknieato reJbrna4aen274e^^odel8tO, qae 4es> 

1 pues de la disposición que oontenj* el artículo . re&QOfc* 
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Caracas 29 de Octubre de 1846.— Vista la con* 
sulla, con lo informado sobre elta por la Corte 
Superior y representado por el ministerio fiscal; 
la Suprema Corte no considera fundada la du- 
da propuesta. — No hay oposición alguna entre e! 
artículo 28 ley única titulo 11 del procedimiento 
y e! 18 de la ley sobre registro. El primero se 
refiere claramente á los testimonios íntegros que 
se pidan á los tribunales de las causas conclui- 
das en cualquiera instancia y no archivadas to- 
davía : el 2? se refiere á las causas archivadas 
en el registro, de las cuales se pida testimonio de 
todo 6 en parte. En el primero de los artículos 
citados no se determina como debe pro&derse 
cuando se pide á los tribunales testimonio de so- 
lo una parte de la causa concluida en alguna ins- 
tancia, 6 de algún documento de ella ; pero en 
la práctica se observa lo establecido para el mis- 
mo caso en el artículo 18 mencionado* Comu- 
niqúese esta providencia á la Corte Superior que 
ha elevado la consulta ; y pásese á las otras co- 
pia de ella y de la duda propuesta. — Narvarte 
Martínez. — Bracho. — Duarte. 
TEXTOS para la enseñanza. Véase Instruc- 
pública, L 3* art 10. 

TIEJIPO DE PRESIDIO. DECRETO DE 7 DE FE- 
BRERO de 1849 mandando que se compute en 
su duración el tiempo de prisión de los reos, 
si pasa de tres meses después de la sentencia 
de primera instancia. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso. 

Docretan : 
Art. único. A todos aquellos individuos que 
hayan de sufrir la pena de presidio 6 de prisión y 
hayan estado detenidos por mas de tres meses, 
después de sentenciados en primera instancia, 
mientras se aprobase la sentencia, por la Corte 
Superior respectiva, se les computará el tiempo 
transcurrido en dicho período en el de la conde- 
noción 

Dado en Caracas á 5 de Febrero de 1849, afio 
SO de la ley y 39 de la independencia.— El Presi- 
dente del 8enado, Estanislao Rendon* — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Francisco 
Machado. — El Secretario del Senado, José Ángel 
fWire.— El Secretario de la Cámara de Repre- 
sentantes, J. A. Pérez. 



do, añade: "£n cualquiera estado de la causa si se solicita 
copia certificada de algún documento que exista en el 
expediente, se dará al que )o pida, siempre quo sea 6 ha- 
ya sido parte en el juicio Ao. Pero i y si el que lo pi- 
de no es ni ha sido parte 1— Nada dice la ley para este 
caso. Ha quedado pues en ella todavía este vacio j y 
para llenarlo, no queda otro medio que el que establece 
el acuerdo, bajo cuyo punto de vista debe considerarse 
subsistente. 
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Caracas Febrero ? de 1849, afio £0 de la ley y 
39 de la independencia.— Ejecútese.— Jo#é Tadeo 
Monágas^-Por S. E. el Presidente de la Repú- 
blica.- El Secretario de Estado en los Despachos 
del Interior, Justicia y Relaciones Exteriores. 
Ramón Yipes. 

TIEMPO DE PRESIDIO. RESOLUCIÓN EJECUTIVA 

de 7 de abbil DE 1840 declarando desde 

cuando debe empezar á correr. (*) 
República de Venezuela— Secretaría de J3. en el 

D. del Interior y Justicia.— Sección 3* — Cari* 

cas 7 de Abril de 1840, 1 1 o de la ley &? de la 

independencia— Número ¿60* 

Sr. Gobernador de -„.„. 

El señor Gobernador de Maracaibo se ha diri- 
gido al Poder Ejecutivo solicitando una declara* 
toria sobre los puntos siguientes : 19 el el térmi- 
no de los destinados por los jefes políticos al ser- 
vicio de obras r úbliras en sus respectivos canto» 
nes á virtud del § 2 o artículo 60 de la ley orgáni- 
ca de provincias, deoe contarse desde el dia en 
que se pronuncie el fallo, 6 desde el en que se re- 
ciba la aprobación del Gobernador: 2? si los con- 
denados por los tribunales de justicia de aquella 
provincia al presidio urbano 6 al militar de la mis- 
ma, debe correrles igualmente el término desde 
la fecha de la sentencia, 6 desde la en q ic se prn- 
san á disposición del jefe del presidio ; y 3? Si á 
los que van destinados de extraña provincia, les 
principiará desde el dia de su embarque como lo 
expresa la resolución del Gobierno de Colombia 
de 7 de Julio de 1829, 6 desde que sean puestos 
en el presidio. 

Con este motivo se ha traido á la vista la ex- 
presada resolución, en práctica hoy, por la cual 
debe comenzar á contarse el término de su con- 
dena á los reos destinados á presidio desde la fe- 
cha en que se pongan en marcha para él, y se 
han también examinado antiguas disposiciones 
sobre la materia. Por real orden de 14 de Setiem- 
bre de 1763, á los reos condenados á presidio 
l( se les descuenta el tiempo que estuvieren desti- 
nados en la cárcel por falta de ocasión para con- 
ducirles á su destino." Si esto resolvió un Go- 
bierno absoluto, el de Venezuela debe adelantar 
algo en beneficio de los desgraciados delincuen- 
tes y de la sociedad, que si tiene interés en el cas- - 
tigo de los crímenes, no lo tiene menos en conser- 
var expeditos los brazos que bien ocupados aumen- 
tan la riqueza pública. 

S. E. el Presidente déla República que se com- 
place en usar de equidad cuantas veces le es per- 
mitido, ha resuelto por punto general: que á los 



C*) Pero esta resolución debe entenderse caso que no 
concurran las circunstancias y disposiciones del decreto 
anterior. 
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destinados á presidio, á confinación en 
cualquier panto de la República, á expulsión fue* 
ra del territorio, 6 si servicio que presten los 
agentes de policía, debe correrles el tiempo de sn 
condena desde la fecha en que se pronuncie la 
sentencia que cause ejecutoria: excepto el caso 
en qoe en esta se prevenga otia cosa; y qne en 
las condenaciones que hagan los jefes políticos 
en virtud de la facultad que les dá el & 29 del 
artículo 50 de la ley orgánica de provincias, el 
término debe principiar desde la fecha Jen que re- 
caiga la aprobación del Gobernador.— Soy de US. 
muy atento servido, 

Ángel Quintero* 
TIERRAS. Véase Deslinde de tierras. 
TIERRAS BALDÍAS, decreto del liberta- 
dor dr 31 dr julio na 1829 mandando se di* 
signen en cada cantón. 
Simón Bolívar Libertador Presidente de la Repú- 
blica de Colombia &, dt, &. 

Teniendo en consideración : 
\o Que los bosque? de Colombia, así los que 
son propiedad pública, como los que son de pro- 
piedad privada encierran grandes riquezas, tanto 
en madera propia para toda especie de construc- 
ción, como en tintes, quinas y oirás sustancias 
útiles para la medicina, y para las artes : 

29 Que por todas partes hay un gran exceso 
•n lá extracción de maderas, tintes, quinas y de- 
mas sustancias, especialmente en los bosques per* 
fenecientes al Estado, causándole graves per* 
juicios : 

30 Que para evitarlos, es necesario dictar re- 
ías* que protejan eficazmente las propiedades pú- 
lieas y las privadas, contra cualesquiera viola- 
ciones ; vistos los informes dirigidos al gobierno 
sobre la materia ) y oido el dictamen del Consejo 
de Estado : 

Decreto : 

Art 1? los gobernadores de las provincias, 
harán designar en cada cantón, por medio de los 
jueces políticos 6 personas de su oonfianza, las 
tierras baldías pertenecientes á la República, ex- 
presando por escrito su demarcación, sus produc- 
ciones peculiares* como de maderas preciosas, 
plantas medicinales, y otras sustancias útiles, 
mandando archivar un tanto de estas noticias, 
y remitiendo otro á la prefectura, 

Art 29 Inmediatamente harán publicar en ca- 
da cantón, que ninguno pueda sacar de los bos- 
ques baldíos, 6 del Estado, maderas preciosas, 
y do construcción de buques para el comercio, 
stn me preceda licencia por escrito del goberna- 
dor de la provincia respectiva. 

Art 39 Estas licencias nunca se darán gra- 
tuitamente, tino que se exigirá por ellas un de* 
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recho, que graduarán los gobernadores ajuicio 
de peritos, formando al efecto un reglamento que 
someterán á la aprobación del prefecto. 

Art. 4 o Cualquiera que extraiga de I03 bos- 
ques del festado, quinas, maderas preciosas, y de 
construcción sin la debida licencia, ó que traspa- 
se los límites que se le hayan fijado, incurrirá 
en la multa de veinticinco hasta cien pesos, apli- 
cados á los fondos públicos ; ademas pagará, á 
justa tasación de peritos, ios objetos que haya 
extraído 6 deteriorado. 

Art. 5? Los prefectos de los departamentos 
marítimos, cuidarán muy particularmente, de 
que se conserven las maderas de los bosques del 
Estado, principalmente todas aquellas que pue- 
dan servir para la marina nacional, y que no se 
extraigan sino las precisas, ó las que se vendan 
con «ventaja de las rentas públicas. 

Art. 69 Los gobernadores de las provincias 
prescribirán reglas sencillas, y acomodadas á 
fas circunstancias locales, para que la extracción 
de maderas, quinas 6 palos de tintes, se haga 
con orden, á fin de que se mejore su calidad, y 
puedan sacarse mayores ventajas en el comercio. 

Art. 79 Donde quiera que haya quinas, y 
otras sustancias útiles para la medicina, se esta- 
blecerá una junta inspectora, á la que se asigna- 
rá por el prefecto respectivo el territorio que ten- 
5a á bien : dicha junta se compondrá al menos 
e tres personas, y se cuidará que una de ellas 
sea médico, donde fuere posible. Los miembros 
de la junta serán nombrados por el prefecto, a 
propuesta del respectivo gobernador, y perma- 
necerán en sus destinos durante su buena con- 
ducta. 

Art. 89 Cualquiera que pretenda sacar qui- 
nas, y otras sustancias útiles para la medicina, de 
bosques pertenecientes al Estado, ó á particula- 
res, será inspeccionado en sus operaciones por 
uno 6 dos comisionados que nombrará la junta ins- 
pectora ; cuyas dietas, ó jornales satisfará el em- 
presario, 6 empresarios. La junta y los comisio- 
nados cuidaren : 

19 Que no se traspasen los límites que se ha- 
yan fijado en la licencia para hacer los cortes de 
quinas, y para extraer otras sustancias ntiles pa- 
ra la medicina : 

29 Que la extracción y demás preparaciones 
se hagan conforme á las reglas que indicarán las 
facultades de medicina de Caracas, Bogotá y 
Quito, en una instrucción sencilla qne deben for- 
mar, la que tendrá por objeto impedir la des- 
trucción de las plantas que producen dichas sus- 
tancias ; como también que á ellas se les dé todo 
el beneficio necesario en sos preparaciones, en* 
vase dt. para que tengan en el oomercio mayor 
precio y estimación. 
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Art. 9° En loa puertos donde no ae haya ai* 
tablecidola junta inspectora, se hará el recono- 
cimiento de que trata el artículo anterior por per- 
sonas inteligentes, nombradas al efecto por el go- 
bernador» debiendo expresarse en la diligencia 
la calidad de la quina, 6 efecto que se haya re- 
conocido. Sin que haya la debida constancia de 
este requisito, las aduanas no admitirán pólizas 
para registrar dichos artículos, y en caso de ad- 
vertirse que están mezclados de otras cortezas, 
6 sustancias, ó que carecen del beneficio necesa- 
rio) se anotará así* dando parte al gobernador 6 
administrador de la aduana, para que se impi- 
da el embarque* 

Art. 10. Las facultades de medicina de Cara- 
cas, Bogotá y Quito, lo mismo que loa prefec- 
tos de los departamentos, dirigirán al gobierno 
los informes correspondientes, proponiendo* los 
medios de mejorar la extracción, preparación y el 
comercio de las quinas, y de las demás sustancias 
útiles para la medicina, ó para las artes, que con- 
tengan ios bosques de Colombia, haciendo todas 
las indicaciones necesarias, para el aumento de 
este ramo importante de la riqueza publica. 

£1 ministro secretario de estado en el despa- 
cho del interior queda encargado de la ejecución 
de este decreto. 

Dado en Guayaquil á 31 de Julio de 1829*-** 
Simón Bolívar. — Por Sé E. el Libertador presi- 
dente de la República.— El secretario general, Jo- 
sé D. Espinar. 

TIERRAS baldías, resolución ejecutiva de 
4 de setiembre de 1634 participando á los 
Gobernadores haberse mandado circular el 
Decreto anterior; y objeto de ello. 
Circular. — República de Venezuela.— -Secreta- 
ría de Estado del despacho de hacienda.— Sec- 
ción primera.-— Caracas Setiembre 4 de 1834, 
— afío 59 de ia ley y 24 de Ja independencia. 

Al sefior Gobernador de la provincia de • 

El Gobierno ha resuelto con fecha de 12 de 
Mayo último, que se circule á los gobernadores 
de todas las provincias el decreto de 31 de Julio 
de 1829, en Que se manda asignar en cada can- 
tón las tierras baldías pertenecientes á la Repú- 
blica. Su objeto es asegurar las riquezas que en- 
cierran tanto en maderas preciosas y en las pro- 
pías para toda especie de construcción, como en 
tintes, quina y otras sustancias útiles para la me- 
dicina y las artes, encargándoseles que procedan 
á darle su mas puntual cumplimiento, y á for- 
mar el reglamento prevenido por el artículo 3? 
con arreglo á ¡as circunstancias locales. 

En los casos en que el decreto manda á los 
gobernadores entenderse con los prefectos, lo ha- 
rá US. con este. ministerio, por el cual se darán 
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al del Interior las noticias que correspondan á 
su departamento, y se elevarán al congreso lee 
que sean conducentes para expedir una ley so* 
bre lá materia. • 

US. se servirá pasarme dichas noticias á pro* 
porción que se vayan adquiriendo ; así como las 
providencias que tomare acerca de poner en 
práctica la observancia del referido decreto, de- 
biendo US. tener presente, que el corte de made* 
ras de construcción de buques, es la única pro* 
duccion que está libre del derecho de licencia 
(art 29 de la ley de 25 de Mayo del afio prtii- 
mo pasado) : pero que esto no obsta para que el 
reglamento que US. forme, contenga las reglas 
convenientes á fin de que se haga el corte con 
orden y con el debido conocimiento de ese go- 
bierno provincial. 

Aunque la resolución del Ejecutivo se ha he- 
cho extensiva á las islas adyacentes, debo adver* 
tir áUS. que en cuanto á la yerba orchilla que 
en ellas se produce ex pontánea mente, ha dictado 
el Presidente otras reglas, cometiendo este ne- 
gocio al administrador de aduana de la Guaira, 
según lo verá US. por la orden de esta misma 
fecha que se publicará por la gaceta. 

Soy de US. muy atento servidor, — P. P. 
Diaz. 

TIERRAS baldías, lev de 10 de abril de 

1848 sobre su averiguación^ deslinde, mensv* 
ra, justiprecio y enajenación— que deroga Id 
de 13 Octubre de 1821, el D. de 11 de Junio 
de 1823 y el de 1? de Mayo de 1826. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso* 

Considerando : 
19 Que la ley de 13 de Octubre del afio de 
182 i sobre enajenación de tierras baldías, no ha 
producido á la agricultura ni al erario las venta* 
jas que se propuso, por haber resultado en la 
práctica inadecuadas sus disposiciones. 

29 Que es de atenderse el clamor de los Vene- 
zolanos que aspiran á obtener porciones de dichas 
tierras para establecimientos de agricultura y cria 
Decretan : 
Art. I o Se procederá á la veriguacion formal 
de todas fas tierras baldías que haya en las pro- 
vincias de la República : á su deslinde de laa cor- 
respondientes á ejidos, antiguos resguardoa de 
indígenas, corporaciones, y personas particulares; 
y á 1 a mensura, formación de planos y justipre- 
cio de ellas, en los términos de la, presente ley» 

Art. 29 Para la realización de éstas operacio- 
nes, dictará oportunamente el Poder Ejecutivo 
las órdenes y decretos conducentes, proporcio- 
nando los trabajos que hayan .de emprenderse & 
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la cantidad que con este objeto se asig oe en el pie- 
supuesto anual. 

Art. 3? Las operaciones mencionadas se prac- 
Ucaráo ton preferencia sobre las tierras de mas 
estimación y mas propias para la agricultura y 
cria» por su calidad, situación, riego u otras eir- 
cunstAPéise. 

ArU 49 Para la averiguación de las tierras 
baldías, e¡ Poder Ejecutivo ademas del servicio 
que deben prestar las autoridades territoriales que 
están á sus órdenes, podrá emplear también indi- 
viduos particulares que merezcan su confianza y 
acepten voluntariamente este encargo, haciéndo- 
les las remuneraciones pecuniarias que crea pro- 
porcionadas ; y de igual modo podrá proceder 
para cualesquiera otras agencias necesarias al 
cumplimiento de esta ley. 

Art. 59 Los deslindes se practicarán con arre* 

Írlo á derecho ; mas podrá prescindirse de esta 
órmalidad, á juicio del Poder Ejecutivo, evitan- 
do litigios y terminándolos por medio de aveni- 
mientos conciliatorios, respecto de aquellos ocu- 
padores de tierras, que sin la responsabilidad de 
una usurpación manifiesta, y con establecimien- 
tos útiles en ellas, ofrezcan al intento por su par- 
te condiciones equitativas. 

Art 69 Las mensuras y planos se harán por 
agrimensores públicos, y los justiprecios, por per- 
sonas de inteligencia y probidad conocidas, todo 
con sujeción alas disposiciones que haya acorda- 
do el Poder Ejecutivo, para que se guarde el or- 
den debido y la uniformidad, claridad y exacti- 
tud posibles. " 

Art. 79 Podrán venderse determinadas por- 
ciones de tierras baldías, estén 6 no practicadas 
sobre ellas las operaciones prevenidas por esta ley; 
celebrándose las ventas en pública subasta, por 
ante las juntas económicas de hacienda délas pro- 
vincias respectivas, y observándose las demás 
formalidades que van á establecerse. 

Art. 89 Para proceder á la venta de una por- 
ción, sobre que ya estén practicadas dichas opera- 
ciones, se requerirá que alguno la solicite, obli- 
gándole á satisfacer el precio de la misma por- 
ción, y ademas el costo que á ella corresponde 
en razón de las operaciones mencionadas ; y este 
compromiso le dará preferencia en la subasta, por 
la mayor postura que otro hiciere, obteniendo en 
consecuencia la adjudicación del terreno. 

Art. 99 Se requerirá también que haya solici- 
tud de alguno para procederse á la venta de una 
porción de tierra respecto de la cual no se hayan 
practicado las operaciones citadas en el anterior 
artículo, y que se obligue el que las solicite á 
costearlas por el orden que se [hubiere fijado para 
todas ellas, y á satisfacer el precio con que la ex- 



presada porción resulte. Este compromiso le dará 
igualmente preferencia en la subasta, por la ma- 
yor postOTa que otro hiciere, adjudicándosele én 
consecuencia el terreno, después de concluidas 
las operaciones mencionadas, que se llevarán 4 
efecto desde que se acuerde y anuncie al público 
Ja venta. 

§ único. En caso de adjudicarse el terreno á 
un postor distinto del que ha hecho la solicitad 
de compra, aquel indemnizará á este el costo de 
las operaciones de que se habla en el artículo an- 
terior. 

Art 10. Presentada la solicitud de compra de 
un terreno, la junta de hacienda señalará dia y 
hora para la subasta, anunciándola al público 
con anticipación de sesenta dias por avisos cir- 
cunstanciados en algún periódico, y en lugares 
notables, especialmente en la parroquia en que 
estuviere situado ef terreno. 

Art. 11. Se anotará el tiempo de la presenta- 
ción de cada solicitud, pues la autoridad, cual- 
quiera que sea, decidirá la preferencia en la su- 
basta ; y al fijar esta la junta de hacienda, en 
caso de concurso, declarará cual solicitud ha sido 
la primera. 

Art. 12. Los que al tiempo de la publicación 
de esta ley sean arrendatarios de tierras baldías, 
ó que sin serlo tengan en ellas algún establecimien- 
to, 6 las hayan denunciado y costeado su mensu- 
ra, podrán hacerse legítimos propietarios de di- 
chas tierras, solicitando su compra ante la junta 
respectiva, que la acordará desde luego, sin me- 
diar el requisito de subasta ; pero llenándose por 
los compradores los otros de esta ley, según los 
casos en que se hallen las tierras solicitadas. Res- 
pecto de las mensuras ya practicadas por peritos 
que á juicio del Poder Ejecutivo no estuvieren 
exactas, podrá este mandar que se rectifique la 
operación por agrimensores públicos á costa de 
los solicitantes. 

§ único. Solo gozarán de la exención de la 
subasta que se concede en este artículo, los que 
se presentaren dentro de dos años contados desde 
la publicación de esta ley ; pasados los cuales se 
habrá de cumplir por todos con su* disposiciones 
generales, y cualquiera podrá pretender la com- 
pra de los mismos terrenos quedando á salvo el 
derecho de los arrendatarios, por el tiempo de 
sus legítimos contratos. 

Art 13. En pago de las tierras baldías que se 
vendan conforme á esta ley, se admitirán á la 
par billetes de toda especie de deuda nacional ; 
pero el costo respectivo de averiguación, deslinde 
y demás operaciones previas, se pagará siempre 
en dinero corriente. 

Art. 14 Para el pago de los terrenos baldíos 
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se concederán dos afios de plazo, siempre que el 
comprador dé un fiador de suficiente responsabi- 
lidad. 

§ único. Si vencido el plazo, el comprador no 
satisficiere, sera compelido ejecutivamente al pa- 
go, para el cual queda especialmente hipotecada 
la tierra vendida, y si por cualquier evento vol- 
viere esta al dominio de la República, el compra- 
dor no tendrá derecho á que se le indemnice de 
los trabajos que hubiere practicado en ella. 

Art. 15. Hechas las adjudicaciones de tierras 
baldías, las Juntas de Hacienda, poniendo sufi- 
ciente constancia de los expedientes instruidos en 
un registro que abrirán al efecto, los remitirán 
originales al Poder Ejecutivo, para que hallándo- 
los este arregla ios, txpida sus títulos de propie- 
dad á los compradores. 

Art 16. Los que á pesar de lo dispuesto en el 
artículo 59 de la ley de 13 de Octubre de 1821, 
no hayan sacado los títulos de propiedad de los 
terrenos baldíos que poseían por tiempo inme- 
morial, deberán hacerlo en el término de un año 
contado desde la publicación de esta ley en la 
cabecera del cantón de su domicilio, ocurriendo 
al Poder Ejecutivo por el conducto del Goberna- 
dor de la provincia respectiva. 

Art. 17. Si requeridos por el Gobernador ven* 
cido el afín, no cumplieren dentro de quince dias 
lo dispuesto en el artículo anterior, pagarán una 
multa de diez á cien pesos ajuicio del mismo 
Gobernador, quedando siempre obligados á dar 
cumplimiento á dicha disposición dentro de los 
seis meses siguientes. Si vencido este segundo 
término no hubieren ocurrido por el título, paga- 
rán una segunda multa igual á la primera, y 
quedarán obligados á sacar el expresado título 
en el término de otros seis meses, que es el pe- 
rentorio y último que se les concede, vencido el 
cual se consideraran Jos terrenos propiedad de 
la República. 

Art. 18. Los propietarios de los terrenos bal- 
díos adquiridos por compra, adjudicación ú otro 
título del Gobierno de la República de Colombia 
ó del de Venezuela, que por inexactitud de las 
mensuras poseyeren mayor porción de la que se 
vendió ó adjudicó, pagarán el valor de la diferen- 
cia que resulte, las diligencias de mensura, &, y 
ademas indemnizaran al denunciante délos coi- 
tos que hubiere hecho para el denuncio. 

Art. 19. Cuando los propietarios de que ha- 
bla el artículo anterior manifiesten espontáneamen- 
te tener mas teireno que el que le.ítimamente 
adquirieron, y quisieren comprarlo, se les vende- 
rá sin otro requisito que el de la mensura, al mis- 
mo precio que tomaron andes la tierra, pero de- 
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berán siempre abonar loa costos de dicha opera* 
cion. 

Art 20. Antes de seis meses contados desde el 
dia en que se mande cumplir ps>r el Poder Eje- 
cutivo la presente ley, no se admitirá solicitud 
alguna sobre compra de las tierras baldías, ni se 
dará curso á las pendientes* si las hubiere. El Po- 
der Ejecutivo hará traducir y publicar esta ley 
en idiomas extranjeros. 

Art. 21. Se deroga la ley de 13 de Octubre de 
1821, el decreto de II de Junio de 1823, el de 1? 
de Mayo de 1826 y cualesquiera otras disposicio- 
nes que se opongan á la presente ley. 

Dada en Caracas á 19 de Abril de 1848. a fio 19 
de la ley y 38 de la independencia. — El Presiden- 
te del Senado, Eduardo A. Hurlada. — El Presi- 
dente tle la Cámara de Representantes, femando 
Oiavarria. — El Secretarlo del Senado, J. A. Freí- 
re. — El Secretario de la Cámara de Representan- 
tes, J. A. Pérez* 

Caracas Abril 10 do 1848, a fio 19 de la ley y 
38 de la independencia. — hjecútese. — Diego B. 
Ur bañe ja. — Por S. E. el Vicepresidente de la 
República encargado del Poder Ejecutivo. — El 
Secretario de Estado del Despacho de Hacienda, 

Rafael Acevedo. 
TIERRAS baldías, decreto ejecutivo de 
16 de marzo de 1849 reglamentando la ley 
anterior. 
República de Venezuela.— José Tadeo Monágas, Presi- 
dente de la República & &. &. 
En cumplimiento del artículo 2^ de la ley de 
10 de Abril del año próximo pasado sobre ena- 
jenación de tierras baldías, y para que en la eje- 
cución de las disposiciones que contiene, se pro- 
ceda con uniformidad y expedición, evitándose do- 
das y tropiezos que han empezado á presentarse. 
Decreto. 
De la averiguación oficial de las tierras 
baldías* 
Art. 19 Los Gobernadores de las provincias 
exigirán de los jefes políticos de los cantones res- 
pectivos, en el término de dos meses, contados 
desde el dia en que cada uno de estos reciba 'a 
orden que al efecto les comuniquen, un informe 
sobre los puntos siguientes. 

19 Si hay tierras baldías dentro de los límites 
del cantón. 

29 A qué viento y á qué distancia de la cabe- 
cera del cantón, están situadas. 

39 Si están ó no cultivadas 6 empleadas en 
algún uso público ó privado. 

49 Si se conocen ó no sus limites ; y en el 
primer caso, cuales sean. 

59 Si son de agricultura 6 de cria, 6 si pue- 
den aplicarse á una y otra industria ; si son de 
vegas 6 regables i si son de bosques 6 de saba- 
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ñas: qué maderas abundan en aquellos: qué es- 
pecie de pasto producen estas : si son cálidas, 
templadas ó frías : qué especie de plantas se cul- 
tivan en ellas ó eji sus inmediaciones ; qué es- 
pecie de ganados, en caso de ser de cria, se pue- 
den alimentar con sus pastos ; y en fin, todo lo 
que pueda dar una idea del destino que pueda 
dárseles por su situación, temperatura y fertili- 
dad. 

6° A qué distancia están de la población prin- 
cipal de la parroquia, y si hay vecindario ó ca- 
sas de vecinos, roas inmediatos á ellas. 

79 Si tienen rios, quebradas, caños ó lagunas, 
el caudal de aguas que tengan, y si son perma- 
nentes y navegables ; ó á qué distancia se en- 
cuentran de las aguas que puedan servir á las 
poblaciones ó haciendas que se establezcan en 
ellas. 

89 Si se encuentran en ellas pantanos perma- 
nentes ó aguas detenidas. 

99 Qué plagas ó enfermedades periódicas ó 
permanentes se sufren en ios lugares habitados ó 
cultivados mas inmediatos, 6 en ellos mismos, si 
esto es conocido, y á qué causas se atribuyen. 

10. Cual sea el costo de conducción de los 
productos de la industria de la parroquia á que 
pertenezcan las tierras baldías, hasta el lugar de 
la venta ó consumo de todos aquellos que no lo 
tengan en la misma parroquia. 

11. Cuales son los precios de dichos produc- 
tos en la misma parroquia en tiempos tranquilos 
y cosechas regulares. 

Art. 29 En caso de que los jefes políticos ten- 
gan alguna duda que les impida asegurar que un 
terreno sea baldío, expiesarán los motivos de lu 
duda ; sin dejar de dar por eso el informe de 
que trata el artículo anteiior, que solo omitirán 
cuando puedan asegurar que no se conoce terre- 
no alguno baldío en su cantón. 

Art. 39 Los jefes políticos tomarán las noti- 
cias que deben servir para dichos informes de los 
alcaldes parroquiales y de los vecinos mas inte- 
ligentes de cada lugar; y al efecto los Gober- 
nadores les remitirán un modelo de las circula- 
res que deban pasarse á estos, exigiéndoles una 
respuesta á cada uno de los once puntos de ave- 
riguación contenidos en el artículo 19# cuyas res- 
puestas se trasmitirán originales á los Goberna- 
dores, con el informe de los respectivos jefes po- 
líticos. 

Art 49 Los Gobernadores remitirán á la Se- 
• cretaria de Hacienda, dentro del término de cua- 
tro meses, contados desde el día en que reciban 
el presente decreto, copia de los informes de los 
jefes políticos, dejando en su archivo el original 
y las noticias de los alcaldes y vecinos, y agrega - 
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rán las observaciones que juzguen convenientes 
para complementar dichos informes, ó para ma- 
yor ilustración del Gobierno. 

Art. 59 Luego que se reciban los informes en 
el Despacho de Hacienda, el Poder Ejecutivo 
procederá a declarar baldías aquellas tierras que 
resultaren serlo sin ningún género de duda, y 
nombrará para adelantar la averiguación, respec- 
to de aquellas sobre que haya duda, una persona 
en cada caso, la cual promoverá lo Conveniente 
ante los tribunales competentes. Y si después de 
la declaración de baldías hecha por el Poder 
Ejecutivo, resultare alguna reclamación, nom- 
brará también una persona que sostenga y de- 
fienda los derechos del Estado, en el juicio que 
se intentase. 

Art 69 Las personas nombradas por el- Go- 
bierno para la averiguación oficial de las tierras 
baldías ó para la defensa de los derechos nacio- 
nales en las reclamaciones que se intenten, es- 
tarán facultadas para transar en toda cuestión 
por avenimientos conciliatorios bajo condiciones 
equitativas que se someterán á la aprobación del 
Gobierno, salvo el caso de manifiesta usurpa- 
ción en que la ley lo prohibe. 

Art. 79 El Poder Ejecutivo asignará la re- 
muneración debida á las personas qoe desempe- 
ñen los encargos de que habla el artículo ante- 
rior, atendiendo al trabajo é importancia de la 
comisión, y concederá a dichas personas por el 
evento de una conciliación, el derecho de reci- 
bir toda la asignación, cualquiera que haya sido 
el trabajo, si las condiciones del convenio fue- 
ren aprobadas. 

Art. 89 Ninguna transacción podrá ser apro- 
bada, sino, previa indemnización de los gastos que 
ocasione al Estado la averiguación ó litigio, á 
mét'os que se presente prueba plena por docu- 
mento auténtico de no pertenecer á la nación las 
tierras que se disputen. 

Del deslinde, mensura, planos y justiprecio de 
las tierras baldías. 

Art. 99 El deslinde de las tierras se practi- 
cará" á solicitud de los administradores de Ren- 
tas Internas por los alcaldes parroquiales, en vir- 
tud de la declaratoria de ser baldías, hecha por 
el Gobierno, ó por los tribunales cuando haya 
habido contención. 

Art. 10. Para el deslinde se citarán los co- 
lindantes en la forma y con el término que ha es- 
tablecido la ley que pauta el procedimiento en 
esta materia. Y si no estuviese acreditada la ex- 
tensión de las tierras, se obligará á los colindan- 
tes á exhibir los títulos que justifiquen los suyos. 

Art 11. En todos los casos de dudas sobre lí. 
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miles, bien por falta de títulos auténticos 6 por 
oscuridad de estos, la cuestión se decidirá por ar- 
bitros, dentro de veinte (lias, prorogables hasta el 
duplo, facultados aquellos para resolver sin ape- 
lación ni otro recurso. Pero si el colindante in- 
teresado prefiriese el juicio de los tribunales, se 
seguirán los trámites del procedimiento estable- 
cido por la ley para las demás en que tienen in- 
tereses las rentas publicas, ante el juez compe- 
tente. 

Art. 12. Es aplicable á las cuestiones de lí- 
mites la facultad concedida á los comisionados 
del Gobierno por el artículo 6?, y los adminis- 
tradores de Rentas Internas harán uso de ella pa- 
ra evitar litigios y terminarlos por avenimientos 
conciliatorios, á condición de que sean aproba- 
dos por el Poder Ejecutivo. 

Art. 13. Deslindadas las tierras, su mensura 
se practicará por agrimensor nombrado por el 
Gobierno. 

Art. 14. El agrimensor levantará el plano de 
las tierras, demostrando en él su situación y ex- 
tensión y todas mus demás circunstancias y acci- 
dentes. 

Art. 15. Practicada la mensura se procederá 
al justiprecio de las tierras, en el caso de que al- 
guno pretendiese comprarlas. El justiprecio lo 
harán dos peritos nombrados, uno por el admi- 
nistrador de Rentas Internas y otro por el com- 
prador ó interesado en la adquisición de ellas ; y 
en caso de discordia de los peritos, decidirá el que 
nombren aquellos mismos antes de proceder á la 
operación, ó elija el Gobernador de la provincia 
entre los dos que propongan los peritos cuando 
no pudieren acordarse para este nombramiento. 
Art. 16. Las diligencias de deslinde, mensura 
y justiprecio, *:on el plano de las tierras, forma- 
rán un expediente que se pasará al Gobernador 
y se agregará por este al de la averiguación de 
baldío, y con su informe sobre la exactitud del 
justipreció, ó sobre cualquiera de las demás ope- 
raciones practicadas, se remitirán originales á la 
Secretaría de Hacienda para que te tengan pre- 
sentes, y pueda mandarse subsanar cualquiera fal- 
ta ó erior antes que el Poder Ejecutivo expida el 
título de propiedad al comprador de las tierras á 
que se refieran ; quedando copia certificada á 
costa del interesado, la cual se conservará en la 
Secretaría de la Junta de Hacienda. 

Art. 1?. Cuando no se practique el justipre- 
cio de las tierras, por no haber llegado el caso de 
su enajenación, el administrador de Rentas In- 
ternas que rnterviniete en el deslinde y mensu- 
ra, presentará un informe sobre el valor que, se- 
gún la estimación que tengan otras semejantes en 
el cantón, juzgue que pueda dárseles, para que 



se agregue á las demás diligencias y sirva de da* 
tó al Gobierno en cualquiera medida Ü opera- 
ción eh que sea conveniente tenerle. 

De la venta de tierras baldías, 

Art. 18. Toda venta de tierras baldías, se ce- 
lebrará en sesión pública ante la Junta económi- 
ca de Hacienda en la capital de la provincia á que 
corresponda, previa solicitud de alguno que pre- 
tenda comprarlas bajo el compromiso de pagar, 
ademas del precio de las aue designe, los costos 
de averiguación judicial, deslinde, mensura, pla- 
no y justiprecio. 

Art. 19. Cuando la solicitud se dirija á Com- 
prar solo una parte de las tierras de que se trate 
en un expediente : y se hayan practicado en co- 
mún todas 6 algunas de las operaciones, cuyo 
costo se compromete á pagar el solicitante, satis- 
fará este, por razón del que hayan tenido las 
operaciones practicadas, la suma que corres- 
ponda en justa proporción del valor de la parte 
de tierras designada, aunque por la separación 
haya de costear también las que nuevamente exi- 
ja la división que se pretende. 

Art. 20. Para que pueda hacerse el remate y 
adjudicación de las tierras se requiere indispen- 
sablemente que estén concluidas todas las dili- 
gencias y operaciones de averiguación y declara- 
ción do ser baldías, deslinde, mensura, plano y 
justiprecio, así en los casos del artículo 7?, co- 
mo en el del artículo 99 de la ley. Lo mismo se 
requiere para la adjudicaciou sin remate en los 
casos de los artículos 12 y 18. En el caso del ar- 
tículo 19, solo se exigirá la diligencia de men- 
sura de la tierra no comprendida en el título ex- 
pedido por el Gobierno de Colombia y la presen- 
tación de este título. 

Art. 21. Toda solicitud de compra de tierras 
baldías se presentará al Gobernador de la pro- 
vincia en aue estén aquellas situadas, v este fun- 
cionario deberá anotar al margen, bajo su firma 
v ía del interesado, el dia y la hora, en que la 
haya recibido, y lo participará á la Junta de Ha- 
cienda para que pueda cumplir lo que previene 
el artículo 11 de la ley. 

§ único. También participará el Gobernador 
al Poder Ejecutivo toda solicitud de compra de 
tierras desde que se presente» y sí catán 6 no 
practicadas las diligencies y operaciones pre- 
vias. m 

Arl 22. Luego que la Junta de Hacienda re- 
ciba el aviso de Jaberse presentado la solicitud» 
mandará anunciarla al público, designando Isa 
tierras que se pretendan comprar j el dia y ho- 
ra del remate que ha de celebrarse sesenta dias 
después. 
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Art 88. En los casos de los artículos 12, 18 y 
19, so omitirá el requisito de la publicación de la 
solicitud ; pero se fijará siempre un término, 
que no pasará de los mismos 60 días para pro- 
ceder * la adjudicación. 

Art* 24. Se suspenderá el remate ó la adju- 
dicación, siempre que el Poder Ejecutivo mande 
rectificar la diligencia de mensura ó la de justi- 
precio; y en este caso la Junta señalará de nue- 
vo dia y hora para celebrar el acto, y Jo publi- 
cará. 

Art. 45. La Junta de Hacienda hará la ad- 
jndicaeion el tila del remate, ó en aquel que hu- 
biese señalado al efecto cuando no haya remate 
Conforme á la ley ; y poniendo constancia del 
arto en el expediente, se remitirá este original á 
la secretaría de Hacienda, después de dejar co- 
pia certificada de él á costa del interesado pa- 
ra agregarla á sus antecedentes. 

Art. 26. £1 registro á€ que habla el artículo 
15 de la ley, se llevará en un libro foliado por el 
Gobernador, y todas las partidas que sienten en 
él serán firmadas por el mismo funcionario y su 
secretario. La fórmula de esta* partidas, será la 
siguiente. 

(t En esta fecha la Junta de Hacienda de.-.*... 
ha adjudicado á N. N. las tierras baldías si- 

tuadas en. .... -compren didas bajo los si' 

guientts linderos ( Oriente Norte- . -. - 

Occidente *..£tir.. ......) El jus- 
tiprecio asciende a fc... -y se abjudicaron por 
esta misma suma (6 por la que fuere sise ofre- 
ció mas en el remate.) Todo consta del expe- 
diente número— -.que original se remite al 
Despacho de Hacienda, quedando en copia en 
la secretaria de la Junta de Hacienda"— Se- 
guirán el lugar y la fecha y las firmas. 

De la expedición del titulo de propiedad y del 
pago del precio de las tierras. 
Art. 27. £1 Poder Ejecutivo, en vista de la 
abjudicacion hecha por la Junta de Hacienda, y 
si no encontrare alguna irregularidad por la cual 
deba reponer el expediente al estado en que se 
cometió, para subsanarla, expedirá el título de 
propiedad en esta forma* 

«¿Vi JV. Secretario de E. en elD.de Hacienda. 
En atención á haberse observado todas las 
formalidades requeridas por la ley de 10 de 
Abril de 1848* sobre enajenado* de tierras 
baldías para la venta de tantas fanegadas {si 
fueren de labdr) 6 de tantas leguas (si fueren 
de aria,) situadas en la provincia de. ..... 

HtuUnds (aquí los Uqjetot) cuyas tierras fue- 
rom adjudicadas á N. N. por la Junta de Ha- 
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áenda de la misma provincia, con fecha de. . 

. . por precio de 9 — - que debe enterar el 

comprador en las arcas nacionales, el Poder 
Ejecutivo ha dispuesto que se expida el pre- 
sente titulo de propiedad de las expresadas 
tantas fanegadas (ó leguas, según fuese) de 
tierra á favor del mencionado JV. N^ confirién- 
dole por este medio pleno dominio en ellas, pa- 
ra que las use y disfrute como suyas, sin con- 
dición de coartación alguna, para que pue- 
da disponer de todas 6 de parte de dichas 
tierras como á bien tenga, por contrato, testa- 
mento 6 de cualquier modo y para cualquier 
objeto, no estando prohibido por las leyes, y 
para que tome posesión, judicial 6 extrajudi- 
cialmente en la extensión que demarcan los 
linderos antes expresados ; en cuya posesión 
será mantenido bajo la garantía de las dispo- 
siciones legales de la materia, obligándose á 
ello el Gobierno de la República, del modo 
mas solemne, por este documento. 

Dado en el Despacho de Hacienda : firma* 
do de mi mano y sellado con el sello de esta 
Secretaría de Estado. 

Caracas, d&. — 

Art. 29. El título de propiedad se pasará al 
Tribunal de Cuentas y á la Tesorería general 
para que se tome razón de él y se exija por la 
última la fianza, á satisfacción de los jefes de ella 
para el pago de la cantidad del precio de las tier- 
ras, siempre que no se entere inmediatamente en 
efectivo 6 en billetes de la deuda nacional, y cuan- 
do se quiera hacer uso del plazo de dos años que 
concede el artículo 14 de la ley. 

Art 29. Antes de haberse hecho el pago ú 
otorgado la fianza, no se entregará el título ai 
interesado ; y si pasado un mes, no hubiese este 
cumplido con aquel deber, la Tesorería le em- 
plazará por la Gaceta del Gobierno con término 
de dos meses para que pague ó presente la fian- 
za. Después de este término, no habiéndose ve- 
rificado lo uno ni lo otro, se devolverá el título 
á la Secretaría de Hacienda ; y el Poder Ejecu- 
tivo lo declarará cancelado, rescindido el remate, 
y sin valor la adjudicación de las tierras á que se 
refiera, por falta del comprador ; en cuyo caso se 
avisará al público y al respectivo Gobernador ps> 
ra que se proceda á nuevo remate y adjudicación, 
si hubiese licitadores, anotándose lo necesario eü 
los registros del Tribunal de Cuentas, Tesorería 
general y Junta de Hacienda que haya interve- 
nido en la veorta, con las mismas formalidades y 
publicidad que tuvieron lugar para la adjudica* 
cion anulada. 
Art. 30. {«a Tesorería general dar* aviso a la 
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Secretaría de Hacienda, y esta al Tribunal de 
Cuentas, de haberse hecho el pago ó prestado la 
fianza ; y si aquel se hizo en deuda ifacional, ex- 
presará su denominación y la clase y números 
de los billetes entregados, de lo cual se informa- 
rá á la comisión de crédito público por la misma 
Secretaría de Hncienda. 

Art. 31. La Tesorería pasará á la comisión de 
crédito público, los billetes de deuda nacional que 
se entreguen en ppgo de tierras baldías, en nota 
separada de las que dirija por razón de otros bi- 
lletes que se amorticen por cualquier otro medio 
La comisión comparará esta nota con los avisos 
que haya recibido de k Secretaría de Hacienda, 
conforme al artículo precedente ; y reclamará 
de la Tesorería los billetes que falten, si ocurrie 
re el caso. 

Art. 32. En el caso de otorgarse fianza para 
el pago, se hipotecarán también Ks tierras ven- 
didas por escritura registrada con las formalida- 
des requeridas para constituir legalmente la obli- 
gación hipotecaria, á fin de que pueda tener efec- 
to la disposición del parágrafo único del artículo 
14 de la ley. Por falta de la escritura de hipote- 
ca, de que el otorgante entregará un testimonio en 
la Tesorería genera), procederá esta, pasados 
ocho dias, de haber entregado el título, & exi- 
girla efectivamente ante el tribunal competente. 

Dado: firmado de mi mano : sellado con el se- 
llo del Poler Ejecutivo y refrendado por el Se- 
cretario de Estado en el Despacho de Hacienda, 
en Caracas á 16 de Marzo de 1849.— José T. 
Monágas. — Por S. R — El Secretario de Estado 
en el Descacho de Hacienda, Diego A. Caba- 
llero. 

TIERRAS BALDÍAS. ESOLUCION EJECUTIVA DE 

17 de mayo de 1847 disponiendo que en los 
juicios sobre su propiedad represente como fis- 
cal el receptor de papel sellado. 
Secretaría de Hacienda. —Sección tercera. 

Caracas Mayo 17 de 1847, 
Resuelto. — Dígase al Sr. Gobernador de la pro- 
vincia de Apure. 

u Puesta en conocimiento del Poder Ejecutivo 
la comunicación de US. de 22 de marzo último, 
número 4 en que participa que en esa provincia 
se están instruyendo justificativos de propiedad 
de algunos terrenos que se habian siempre repu- 
tado como baldíos, y que en mérito de» ellos el 
juez de primera instancia manda poner en pose- 
sión ; que en el despacho de esa Gobernación 
cursan expedientes sobre arrendamiento, con jus- 
tificativo de baldío, por terrenos que el mismo 
tribunal por iguales pruebas supone de propiedad 
particular : que para evitar este mal ha dispuesto 
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que el procurador municipal intervenga en estas 
pretensiones y se oponga á ella* ; y que creyen- 
do existe una real orden para reputar terrenos 
baldíos todos los no poseídos en virtud de reales 
cédulas, se le remita copia de ella, S. E.ha tenido 
á bien resolver se diga á US. : que sabiéndose 
por notoriedad que con muy escasas excepciones 
todos los terrenos de la ribera derecha del rio 
Apure pertenecían al rey de España, y que este 
asignó el producto de sus composiciones á bene- 
ficio de ciertas misiones, no puede declararse 
la propiedad de ellos & favor de particulares por 
meros justificativos de posesión, la cual es de su- 
poner que provenga de que los tenedores de ter- 
renos hubiesen celebrado composiciones con la 
Real hacienda española, y que sin haber sido re- 
novadas después con autoridades de la Repúbli- 
ca, han continuado poseyendo sin oposición, has- 
ta llegar el caso de intentar hoy deducir un dere- 
cho de esta posesión, y como no puede el Gobier- 
no convenir «n que el fisco pierda los terrenos 
que le pertenecen, US. dispondrá que el receptor 
de papel sellado como fiscal de hacienda pública, 
se haga parte en las solicitudes que se intenten 
de esta especie, y que en el caso de que por la 
decisión que recaiga resultare condenado el fisco, 
cumpla con la apelación prevenida en la circular 
de 1? de Diciembre de 1836 inserta en la Gaceta 
número 307* Respecto á las providencias que 
puedan haberEO ya dictado por los tribunales de 
justicia en que se irrogue perjuicio de la Nación, 
deberá reclamarse la nulidad por falta de citación 
á la parte fiscal, advirtiendo en cuanto á la real 
cédula de que US, hace mención, que no es creí- 
ble exista tal documento, porque los terrenos de 
Venezuela pertenecían al Rey de España, como 
pertenecon hoy á la República, con excepción 
solamente de aquellos deque hizo donación ó 
venta, y es esta última circunstancia la que en 
cada caso debe acreditarse por los interesados» 
Por último desea el Gobierno que si la persona 
que sirve hoy el destino de receptor en este can- 
tón no pudiere desempeñar cumplidamente á jui- 
cio de US. esta comisión que tanto interesa al fis - 
co, lo participe US. á este Ministerio para la re- 
solución conveniente. 

Por S. E.— Castas. 
TIERRAS baldía 8. resolución ejecutiva de 
12 de junio de 1847 sobre algunos registros 
y Real cédula que deben tener presentes loa 
jueces en los interdictos posesorios de ellos. 
Secretaría del Interior.— Sección segunda. 

Caracas Junio 12 de 1947» 18 y 37. 
Resuelto.— Dígase aL señor Gobernador déla 
provincia de Apure/ 
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El Sr. Secretario de Estado en el Despacho de 
Hacienda ha transcrito á este Ministerio la reso- 
lución de 1? de Mayo último, publicada en la Ga- 
ceta número 860, y que fué dictada para evitar 
que se ponga á los particulares en posesión de 
terrenos baldíos, á fin de que por este Ministerio 
se hagan con el mismo objeto á los jueces de pri- 
mera instancia de esa provincia las indicaciones 
convenientes. 

Con este motivo he recibido orden de S, E. el 
Presidente de la República, de decir á US. que 
haga presente á los jueces de primera instancia 
de esa provincia, que pora acordarse los interdictos 
posesorios en los casos de los artículos 5? y 8? de 
la ley 2 a título 7? del código de procedimiento 
judicial, es necesario según estos mismos, que el 
solicitante acredite que su posesión es legítima; 
y que estando dispuesto por el capítulo 79 ^ e ' a 
Real instrucción que US. verá inserta en la adjun- 
ta Gnceta número 865, y que fué comunicada á 
los dominios de S- M. Católica por Real cédula 
de 15 de Octubre «le 1754, que son del Real pa- 
trimonio ó sea de la Nación, los realengos ocupa- 
dos sin título, y que según el capítulo 49 de la 
misma Real instrucción, la carencia de él solo 
puede ser suplida por la justificación que debie- 
ron hacer ios tenedores de realengos, de haberlos 
poseido desde antes del año de 1700, no pueden 
declararse bastante* para asegurar su posesión ó 
derecho ron arreglo al artículo 29 de la ley 5& 
título 89 del código de procedimiento judicial, las 
simple 8 justificaciones que se promuevan ahora al 
efecto, por existir en contra una presuncionjtirfc, 
mientras no se presenten los respectivos títulos, 
sin que pueda aL garse que estos se hayan extra- 
viado, porque dado caso que así fuere, deben 
existir los originales en las oficinas de registro; 
así como también haber constancia en la Tesore- 
ría y Tribunal de Cuentas del precio recibido por 
la composición y confirmación de los terrenos, á 
cuyas oficinas pueden ocurrir los interesados por 
las certificaciones ó testimonios convenientes. 
Soy, &. 

Por S. E. — Acevedo. 
TIERRAS baldías, resolución ejecutiva de 
15 de octubre dk 1849 fijando el modo como 
debe procederse cuando se haga una solicitud 
de compra de un terreno sobre que no se hayan 
todavía efectuado las operaciones que previe- 
ne la ley déla materia. 
Secretaría de Hacienda. — Sección tercera. 
Caracas Octubre 15 de i 849.— Circular. 
Señor Gobernador de la provincia de — . 
Resuelto. — Con esta fecha S. C« el Presidente 
ha dictado la resolución siguiente. 
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" Coando se haga una solicitud de compra de 
un terreno sobre que no se hayan efectuado toda* 
vía las operaciones que previene la ley de 10 de 
Abril del año próximo pasado, se practicarán 
así : 

Hecha la solicitud, el Gobernador respectivo 
pedirá al jefe político donde esté situado el terre- 
no la noticia de si es ó no baldío : luego dará 
orden para que el juez de paz haga el deslinde ; 
y cuando estas dos formalidades se hubieren cum- 
plido, dispondrá que un agrimensor público prac- 
tique la mensura y levante el plano correspon- 
diente. Concluido lo cual, se nombrarán, de por 
mitad por el Gobernador y la parte interesada, 
dos peritos para el justiprecio. Todo costeado 
por el comprador. Es indispensable que el Go- 
bernador remita estas diligencias al Poder Ej ecu- 
tivo con un informe respecto al justiprecio y de- 
mas operaciones indicadas. 

De ebte modo es que el Gobierno considerará 
sustanciado el expediente, reservándose la facul- 
tad de reposición que le cometj la ley de la mate- 
ria, en el caso de notar alguna informalidad al 
tiempo de expedir el título legal." 

Y la comunico á US. á los fines que le corres- 
ponden, 

Soy, 4-, 

Lecuna. 
TIERRAS baldías, resolución ejecutiva de 
14 de marzo de 1850 declarando que para su 
venta es indispensable que se haga su mensu- 
ra por agrimensores público*. (*) 
República de Venezuela. — Secretaría de Hacicn. 
da. — Sección tercera. 

Caracas Marzo 14 de 1850. — Circular. 

Sr. Gobernador de la provincia de . 

A la consulta que el sefior Gobernador de Ba- 
rínas dirigió al Poder Ejecutivo sobre lo que de- 
ba hacerse en el caso de que no haya agrimen- 
sor público para practicar la mensura y levantar 
el plano correspondiente de un terreno que deba 
venderse conforme á las disposiciones vigentes, 
se ha servido S. E. el Presidente de la República 
dictar la resolución siguiente. 

'» £1 artículo 6? de la ley de 10 de Abril de 
1848 dispone terminantemente que las mensuras 
y planos de los terrenos cuya compra se solicite» 
se hagan por agrimensores públicos ; y el ultimo 
inciso del 12, que respecto de las ménsulas ya 
practicadas por peritos qne á juicio del Poder Eje- 
cutivo no estuvieren exactas, se rectifique la ope- 
ración por agrimensores públicos á costa de los 



(*) Pero esta Resolución está 
t de 27 de Julio que sigue. 



derogada en parte por 
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solicitantes.— «Por el decreto del Ejecutivo de 16 
de Marzo de 1849, reglamentario de dicha ley y 
sus resoluciones posteriores sobre lo materia, se 
exige siempre que la mensura se practique por 
un agrimensor. Ni puede ser de otra manera por 
que si la ley ha preceptuado que las mensuras 
practicadas por peritos* con anteriondad á su 
sanción, se rectifiquen por facultativos, no podía 
permitir que las que se hiciesen posteriormente 
careciesen de tan indispensable requisito, ni mu- 
cho menos autorizar la venta de terrenos bajo 
mensuras practicadas por personas que no tuvie- 
sen los conocimientos científicos necesarios para 
hacer la operación con exactitud, y de lo contra- 
rio, no podría nunca el Gobierno saber la verda- 
dera extensión de los terrenos que vendiese. 

No puede ser razón bastante para pres- 
cindir de las terminantes disposiciones legislati- 
vas y ejecutivas sobre esta materia, la falta de 
agrimensor en una provincia, pues además de que 
los compradores están en el deber de costear la 
mensura de los terrenos que soliciten, la Repú- 
blica tiene hoy un considerable número de agri- 
mensores públicos, mas que suficiente para aten- 
der alas exigencias de todas las provincias, y el 
Gobierno no duda que al tomar incremento este 
negocio, su interés los inducirá á situarse en los 
puntos en que pueda necesitárseles. 

Por tanto, S. £. ha resuelto que para la venta 
de tierras nacionales deben practicarse las mensu- 
ras precisamente por agrimensores públicos como 
lo dispone el artículo 69 de la ley, y que en cuan- 
to á las ya practicadas por peritos, se rectifiquen 
por aquellos, como lo previene el artículo 12, ha- 
ciéndose el nombramiento en ambos casos del 
modo dispuesto en el artículo 13 del decreto re- 
glamentario, pues desde pue existe la ley vigente, 
el Gobierno no puede reconocer "como legítima 
ninguna mensura que no esté practicada por agri- 
mensor público." 

Lo comunico á US. para su cumplimiento en 
los casos que ocurran. 
Soy de US. atento servidor. 

Fernando Olav arria. 
Es copia. — Olavarría, 
TIERRAS baldías, resolución ejecutiva de 
27 de julio de 1850 mandando hacer por 
los Gobernadores el nombramiento de agri- 
mensores para su mensurar y derogando en 
parte la anterior. 

Secretaría de Hacienda. — Sección tercera. 
Caracas, Julio 27 de 1840. — Circular. 

SeBor Gobernador de la provincia de 

Con esta fecha digo al señor Gobernador de 
esta provincia lo siguiente : 
Sometí á la consideración de S. E. el Presiden- 
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te de la República la consulta que US. se sirvió 
hacer en su nota de 15 del actual, número 24, y 
acordó S. E. que se dictase por este Ministerio la 
resolución siguiente: 

" Tanto en el caso en que haya de medirse un 
terreno por la primera ocasión, como en el que 
deba rectificarse alguna mensura practicada antes 
de ahora, toca al Gobernador de la provincia en 
que esté ubicado el terreno baldío designar la 
persona que deba verificar esta operación, la cual 
será precisamente un agrimensor titulado, con- 
forme está dispuesto en el artículo 69 de la ley 
de 10 de Abril de 1848, sobre enajenación de 
tierrras baldías. — Queda derogada en esta parte la 
resolución de este Despacho, fecha 14 de Marzo 
último, en que se dispuso que en uno y otro caso 
fuera el agrimensor destinado á estas mensuras, 
de nombramiento directo del Poder Ejecutivo," 

Lo que inserto á US. para que tenga su cum- 
plimiento en los casos que ocurran en esa Gober- 
nación. 

Soy de US. atento servidor. 

Vicente Lecuna. 

TIERRAS BAC0IA8. RESOLUCIÓN ejecutiva de 

20 de mayo de 1851 mandándolas ^publicar en 
la Gaceta oficial, y prescribiendo ademas á 
los Gobernadores, administradores de rentas 
internas y juntas de Hacienda ciertan reglas 
para su justiprecio y adjudicación. 
Secretaría de Hacienda. 
Caracas, 20 de Mayo de 1851. 
Resuelto. — Pubiíquese en la Gaceta de Vene- 
zuela para que llegue á noticia de los Gobernado- 
res de provincia de la República y demás autori- 
dades y personas que corresponda, á fin de evitar 
que se repitan consultas sobre los puntos que 
aparecen ya resueltos. 

Y atendiendo á que el justiprecio de los terre- 
nos baldíos, acostumbra hacerse por valores su- 
mamente ínfimos con notable perjuicio del Erario 
público, se previene 6 los referidos Gobernadores 
hagan entender á los administradores respectivos 
de rentas internas, la obligación que tienen de 
procurar que se les dé á aquellos toda la estima- 
ción legal que merezcan, expresándose en las di- 
ligencias sobre estos actos la plantación que encier- 
ren ó á que puedan aplicarse los de labor y la ca- 
lidad de pastos y vertientes que contengan los de 
cria. 

También se encarga á los mismos Gobernado- 
res, dispongan que, en el caso del § único del artí- 
culo 99 déla ley citada de 10 de Abril de 1848, 
la junta de Hacienda al hacer las adjudicaciones 
de tierras baldías, declaren la obligación que con- 
trae el comprador de indemnizar el costo que otro 
hubiere hecho de averiguación, deslinde, mensa- 
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ra, & en moneda efectiva, como ordena el artículo 
13 de la propia ley, para evitar litigio entre par- 
tes. 

Por S. E.— -Pedro Carlos Gellineau. 
TIERRAS baldías, resolución ejecutiva de 
23- pe mayo de \&5\~ declarando que no exis- 
te ninguna disposición legal sobre su arren- 
damiento : que tampoco está en las facultades 
del P '. Ejecutivo alterar los hechos en virtud 
de las leyes anteriores* sino en ciertos casos ; 
y que las personas que las posean sin título de 
propiedad^ deben satisfacer al tesoro las cuotas 
anuales devengadas ó por devengar, á juicio 
de expertos* mientras no rean enajenadas. 

República oV Venezuela. — Secretaría dé Hacien- 
da.— Sección coarta. — Numero 56. 

Car&ras, Mayo 23 de 1851, afio 22 de la 
ley y 41 de la independencia. 
8r. Administrador principal de Rentas internas 
de Guaya na. 

En el expediente respectivo ha recaidohoy la 
siguiente resolución: 

u Dero gradas como están por la ley de 10 de 
Abril de 1848 sobre enajenación de tierras bal- 
días, la ley de 13 de Octubre de 1821, el decreto 
de 11 de Junio de 1823, el de 1? de Mayo de 1826 
y cualesquiera otras disposiciones que se opongan 
á aquella, no existe ninguna en la República que 
tjpte de arrendamientos de dicho* terrenos ; y no 
estando en las facultades del Poder Ejecutivo al- 
terar los contratos lega Imen te celebrados por vir- 
tud délas leyes que entonces rigieran, sino en los 
casoe y términos que expresa el artículo 12 y sus 
correlativos de la propia ley de 10 de Abril de 
1848: y atendiendo á que hay muchas personas 
que de moto propio ó á pretexto de haber intro- 
ducido solicitudes de compra, están disfrutando 
de porción de terrenos baldíos en distintas provin- 
cias del Estado, sin pagar pensión alguna, con gra- 
ve perjuicio de los intereses nacionales, y de las 
personas que desean reducir los mismos terrenos 
á propiedad particular, para sacar tie ellos la utili- 
dad mayor posible, á tiempo que la piedad ha 
visto siempre estos bienes como el patrimonio de 
los pobres, y se ha empeñado eu conservarlos 
para facilitar el progreso de sus fortunas, y con 
ellas el engradecimiento déla nación, se ha ser- 
vido S. E. el Poder Ejecutivo resolver: que los 
que sean poseedores de tierras baldías sin títulos 
de propiedad, están en el deber de satisfacer al 
tesoro público las cuotas anuales que hayan de- 
vengado y devengaren á juicio de expertos nom- 
brados, uno por Jt¿ administrador respectivo de 
rentas internas, yo tro por el interesado, mientras 
que las propias tierras no sean enajenadas confor- 
me á la ley de la materia. , 
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u Comuniqúese esta resolución al Administra- 
dor de rentas internas de la provincia de Guaya* 
na en satisfacción de la consulta que ha dirigido con 
fecha 26 de Setiembre próximo pasado numero 
II, y publícfuese en la Gaceta oficial para que 
llegue á noticia de los Gobernadores de provin- 
cia, oficinas superiores de Hacienda y demás ad- 
ministradores de rentas internas para su inteli- 
gencia y eficaz cumplimiento." 

Soy üe U. atento servidor. 

Pedro C. Gellineau. 

TIERRAS BALDÍAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 

25 os junio de 1851 declarando que el Po- 
der Ejecutivo . no está obligado á venderlas* 
sino solo autorizado* según lo estime convenien- 
te. 

Secretaría de Hacienda. 
Caracas, 25 de Junio de 1851. 
Resuelto. — Visto el informe que precede. El 
artículo 79 de ia ley de 10 de Abril de 1848 no 
obliga sino autoriza al Poder Ejecutivo para ven- 
der determinadas porciones de tierras baldías. Y 
estimando el Gobierno necesarias las que existen 
entre las parroquias de Choroní y Colombia que 
aun no son bastantes, según la ley 13 título 79 
libro 49 de indias, para la extensión y egidos de 
la naciente parroquia de Colombia citada, único 
puerto de mar habilitado de la importante provin- 
cia de A ragú a, declara subsistente la resolución 
de 5 de'Mayo último, y. sin lugar la pretensión del 
Sefior Juan Rafael Castillo Alvarenga, sobre com- 
pra de las mismas tierras. Instruyasele de esta de- 
terminación, y comuniqúese al señor Gobernador 
de la referida provincia de Aragua a los fines 
convenientes; con advertencia de qu* los títulos 
de propiedad de que habla la mencionada resolu- 
ción anterior, ha de entenderse, de aquellas por- 
ciones de tierras que legalmente justifiquen los 
vecinos de la referida parroquia de Colombia es- 
tar poseyendo por tiempo inmemorial, por heren- 
cia de sus mayores y por compras que ellos hicie- 
ran á los indígenas que las cultivaban, según el 
documento auténtico que tienen producido. 
Por S. R.— Gellineau. 

TIERRAS BALDÍAS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 

23 de julio de 1851 permitiendo sv arrenda- 
miento bajo ciertas condiciones. 

República de Venezuela. — Secretaría de Hacien- 
da. — Sección cuarta. — Número 94 

Caracas, 23 de Julio de 1851. 
Sefior Gobernador de la provincia de Guaya- 
na. 

En vista de la nota de US. de 21 del próximo 
pasado número 883, en que consulta los trámites 
que deben observarse para dar en arrendamiento 
algunas porciones de tierras baldías que se solici- 
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tan, mediante & que la ley de 10 de Abril de 1848, 
solo trata de enajenación de ellas, se ha servido 
el Poder Ejecutivo resolverla del modo siguiente: 

44 El objeto de la ley de 10 de Abril de 1848, es 
reducir los terrenos baldíos á propiedad particu- 
lar para que cada uno délos dueños procure sa- 
car de ellos la utilidad mayor posible, au me man- 
dóse así la riqueza pública ¡ pero como no se opo- 
ne la citada ley al arrendamiento de las mismas 
tierras, y es por otra parte inconveniente á los 
intereses fiscales que entretanto se llena dicho ob- 
jeto, dejen de producirle alguna renta, consiente 
el Gobierno en que por las respectivas junta» de 
Hacienda se celebren contratos de arrendamiento 
de las porciones que de dichos terrenos se solici- 
ten, mas con la indispensable condición de que 
desde cualquier momento qt*e alguna ó algunas 
personas pretendan comprarlos, podrán ser enaje- 
nados, sin que los poseedores tengan otra pre- 
ferencia que la que adquieran en, la subasta, si 
ofrecieren por ellos mayor precio. 

Tengo la honra de comu-nicarro ft US. pera su» 
inteligencia y cumplimiento. 

Soy de US. muy atento servidor. 

Pedro C. Gelhneav. 
TIERRAS baldías, resolución ejecutiva e<s 

30 de setiembre de 1861 fijando el objeto de 

la de 23 de Mayo del mimo año. 
Secretaría de Hacienda. Sección cuarta. — Nd> 

mero 13?. 
Señor Gobernador de la provincia de lltrida. 

Caracas,. Setiembre 30 de 1851. 

Al dictar el Pod'er Ejecutivo h resolución de 
23 de Mayo último, publicada en la Gaceta nú- 
mero 1 .020, a que US. se contrae en.su nota de pii 
mero de Agosto próximo pasado número 85, dis- 
poniendo que en atención á que hay muchas per- 
sonas que de motu propio da pretexto de haber 
introducido solicitudes? de compras, están disfru- 
tando de porción de terreno* baldíos en distin- 
tas provincias del Estado, sin pagar pensión al- 
guna, con grave perjuicio de los intereses nacio- 
nales y de las personas que deseen reducir los 
mismos terrenos a propiedad particular, para sa- 
car de ellos ia utilidad mayor posible, debían sa- 
tisfacer al tesoro público las cuotas que habian 
devengado y devengar n a juicio de expertos 
nombrados, uno por el Administrador respecti- 
vo de rentas in tedias, y otro poreV interesado, 
mientras que las dubas tierras no sean enajena- 
das conforme á la ley de la materia, tuvo & E. 
por objeto favorecerles conservándoles, hasta que 
llegase este caso, en la posesión que tienen de 
las propias tierras, y tan habla meditado todas 
las observaciones que US. ahora explana en su 
sitada oficio* que fué por ellas que cuidó de de* 
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clarar lo que es muy conforme con sus paterna- 
les sentimientos, á saber ; " que la piedad había 
visto siempre estos bienes como el patrimonio de 
los pobres, y empeñad ose en conservarlos, para 
facilitar eí progreso de sus fortunas,, y con ellas el 
engrandecimiento de la Nación. 

Dirigióse, pues, la mencionada resolución al 
cobro del canon legal que deben satisfacer los 
poseedores pudientes, en virtud del cuasi contra* 
to que resulta del consentimiento de la una par- 
te (el duefio directo) y del de la otra, que se pre- 
sume por equidad ó por la utilidad que les re- 
dunda, porque no seria justo que del prore- 
choque estos bacán de las tierras del patrimonio 
nacional, no hiciesen partícipe á la República, 6 
lo que es lo mismo, a los fondos de toda la aso- 
ciación venezolana ; y es por lo tanto muy sa- 
tisfactorio á 8. E. no haber puesto en olvido que 
la utilidad de un corto número de personas aco- 
modadas debe posponerse á la de la generalidad, 
que ea la que constituye la Nación. Así es que 
& E.. no' tiene ningún motivo para temer que la 
resobucino reclamada por US. y acogida con bue- 
nos resultados en ¡as demás provincias, pueda» 
causar loa quebrantos que representa, ni que una. 
saedida tan racional y equitativa,, como es aque-. 
Ila en sí, pueda turbar de moda alguno la tran- 
quilidad pública. 

Y es de este lugar inyocar la conciencia % 
US., como agente natural inmediato del Gobier- 
no, para la consideración deque si la disposición 
de qua se trata no hubiera sido librada, los actua- 
les poseedores de dichos tencenos. se cuidarían 
muy poco de adquirir la» propiedad de ellos, y ese 
tesoro, de subsistencias, que puede sacar de la 
miseria un gran número de familias pobres, ser-, 
viria solo de cebo á la codicia de los ricos y da 
inútil recurso á los miserables. 
• Sin embargo, S. E. al encargarme de hacer s> 
US*, esta manifestación, se ha servido prevenir* 
me, que pida a esa Gobernación un cuadro «wv 
cunstanciado de todos los terrenos baldíos de 
ocia y de labor existentes en esa provincia, con 
expresión del nombre de cada poseedor, sitio, 
parroquia y cantón á que corresponda cada por- 
ción de tienas, su extensión y límites, y si es po-^ 
sible, su valor aproximado, las fechas desde que 
están- ocupadas por contritos dsin ellos, y cuan- 
to adeudan por arrendamientos, a fin de dictar, 
en virtud de estos dalos, la medida general que 
crea, con veniente» 

Tengo la honra de comunicarlo á US. para su- 
inteligencia y cumpUmiento.^oy &.— *fiedro* 
■ Carlos Gellineau. w 

TIERRAS baldías, resolución ejecutiva 
I de 9 de octubre de 1851 prohibiendo ea* 
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jfcíwr 6 arrendar lasque se haÜtn inmedia- 
ta* ala* salinas del Estado, 
Secretaría de Hacienda. — Sección cuarta. 
Caracas, Octubre 9 de 1851. 
Resuelto. — Visto ei informe que precede. En 
«tención á los perjuicios que se siguen al Era- 
rio de la enajenación de terrenos baldíos inmedia- 
tos 6 contiguos á las salinas del Estado, particu- 
larmente si dichos terrenos se han de destinar á la 
cria de ganados 6 bestias que destruyen con so 
tránsito el cuajo de la sal, S. £• el Poder eje- 
cutivo se ha servido resolver : que las Juntas 
económicas de Hacienda no admitan ninguna so- 
licitud de compra, ni procedan al arriendo de 
terrenos baldíos, inmediatos ó contiguos á di- 
chas salinas, hasta la distancia necesaria á jui- 
cio del mismo Poder Ejecutivo, á quien se dará 
cuenta en cada caso, para ponerlas á cubierto de 
ios danos que puedan causar en ellas los referi- 
dos animales* terminando, con esta resolución, 
las diligencias que se hayan practicado y *e prac- 
tiquen con el enunciado fin. 

Comuniqúese, en circular, á los Gobernado- 
res en cuyas provincias tenga salinas el Estado, 
para su puntual cumplimiento. 

Por S. £♦— Qellineau. 
T&ERHAS baldías, resolución ejecutiva 
de 16 de diciembre de 1851 estableciendo 
las formalidades con que ha de darse en ar- 
rendamiento, y el precio que debe fijarse á este. 
Secretaría de Hacienda.— Sección cuarta. 
Caracas, Diciembre 15 de 1851. 
Resuelto* — Todo el que atpire al arrenda- 
miento de un terreno bal dio debe presentarse por 
esctito ante la respectiva Junta de Hacienda so 
licitando el terreno, ó ya declarado baldío, con 
expresión del número de fanegadas y de los lin- 
deros que las comprendan, 6 ya denunciándolo 
como tal, para que, previa la correspondiente de- 
claratoria, se le conceda en arrendamiento. La 
Junta de Hacienda oirá al ministerio fiscal, y si 
no resultase inconveniente acerca de la propie- 
dad que el Estado tenga sobre los mencionados 
terrenos por su cualidad de baldíos, contratará 
el arrendamiento exigiendo a] arrendatario la 
fianza suficiente á su juicio, 6 imponiéndole las 
obligaciones que expresa la resolución ejecutiva 
de §3 de Julio último. El acta que contenga el 
contrato se registrará, y de su registro se pasará 
testimonio á la Secretaría de Hacienda para su 
inteligencia y gobierno. 

Y en cuanto al precio de estos arrendamientos* 
como él debe ser mayor 6 menor, según la situa- 
ción y cualidades de los terrenos, circunstancias 
que deben averiguarse con interés para no per- 
judicar al Estado* la respectiva Junta de Hacién- 
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da, oyendo el informe jurado de dos personas 
bien calificadas por su probidad é inteligencia* 
las cuales serán nombradas, una por la Junta y 
otra por el peticionario, determinará la cantidad 
que en efectivo y por cada fanegada, según su 
mérito, deba pagar el arrendatario al fin de cada 
afío, por precio del arrendamiento. 

Comuniqúese a los Gobernadores de provin- 
cia para su cumplimiento, y publíquese. 

Por S. E.— Gellineau. 
TIERRAS baldías, resolución ejecutiva 
m 21 de Enero de 1852 recomendando á 
los Gobernadores celen sobré que al hacerse su 
averiguación se respeten las propiedades par- 
Oculares, y¡ con especialidad, las de los indi- 
genos. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el Despacho de Hacienda. — Sección 1* 
Caracas, 21 de Enero de 1852, 23 y 42. 
Circular- — Señor Gobernador de la provincia do ... . 

Atendiendo Ja ley al clamor general de los 
venezolanos que aspiraban á obtener porciones 
de tierras baldías para formar establecimientos 
de agricultura y cria, mandó proceder en conse- 
cuencia á la averiguación formal, deslinde, men- 
sura, y justiprecio de las que existiesen en la Re- 
pública para adjudicarlas en subasta a los mejo- 
res postores. Tuvo el legislador en esto la do- 
ble intención de aumentar el patrimonio parti- 
cular, que se atiende siempre y adelanta con ma- 
yor esmero, y de acrecer á la vez los ingresos 
del tesoro por el precio consiguiente de las ena- 
jenaciones: sin embargo, este propósito justo y 
nacional, se ha convertido desgraciadamente en 
algunas partes en molestia y ruina de los indí- 
genas, que son perturbados en sus posesiones y 
maltratados en sus propiedades por los acusado- 
res de baldíos, obligándoles á seguir juicios cos>- 
tosot y á distraerse de sus trabajos rura- 
les aumentándose con tan injustos pro* 
cederes el malestar que aqueja á esta clase infor* ' 
tunada de venezolanos. 

Repetidas son las quejas que vienen al Des- 
pacho de S. £. el Presidente do la República en 
que patentizándose la legítima posesión de los 
indígenas, se ostenta también la violenta per- 
|, turbación que se les hace en sus resguardos a> 
i pretexto de deslinde, mensura y adjudicación do 
baldíos ; y bien instruido de todo, deseando S. 
Ek que se guarden y ejecuten las leyes con to«» 
da puntualidad, sin que de ellas se tome ocasión 
para inquietar á vecinos pacíficos y laboriosos, 
me ha prevenido decir á US. que debe tomar to- 
do el interés posible para que en las diversas ope- 
raciones que se practiquen para la averiguación 
y venta de los terrenos pertenecientes al patri- 
monio nacional, se respeten las propiedades de 
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los particulares, muy especial mente la de tos in- 
dígenas ; bien sean que tengan títulos adquiri- 
dos, ó bien que no los tengan, con tal que su po- 
sesión sea de la que el derecho reputa por inme- 
morial, ó pueda justificarse ¡ or alguno de los 
modos que las leyes conceden. S. £. encarece 
el celo y conocido patriotismo de US. al cumpli- 
miento de esta medula, que los abusos en sen- 
tido contrario hacen ya del todo indispensable. 
Soy de US. atento serWdor. — Pedro C. Gelli- 
neau. 

TIERRAS baldías, resolución ejecutiva de 
11 de febrero de 1852 de que se deduce que 
mientras no esté concluida cualquier contro- 
versia al acto del deslinde, no debe hacerse 
su adjudicación. 
Secretaría de Hacienda. — Sección cuarja. 
Caracas, Febrero 1 1 de 1852. 
Resuelto. — Dígase al Sr. Gobernador de Bar- 
celona. 

Consta de la diligencia que aparece suscrita 
ante eJ juzgado segundo de paz de Santa Rosa, 
en Julio de 1351, que citado el señor Cesáreo 
Grimon para asistir al deslinde del terreno de Mo- 
richito acusado por el señor Joaquín Machado 
como baldío, se opuso aquel 6 t^ue se practicase 
ninguna operación, porque sostenía que dichas 
tierras -pertenecían al cuerpo de bienes dejado 
por su padrea su fallecimiento, y en semejante 
estado de £oshs, no ha debido la junta de Hacien- 
da proceder á llevar á efecto la adjudicación, 
ei i entrad no se decidiese la controversia que susci- 
taba Grimon, con tanta menos razón, cuanto que 
el decreto reglamentario de la ley de 10 de Abril 
de 1843' previene que, para hacerse el remate y 
adjudicación de Jas tierras acusadas como bal- 
días, es indispensable que, con toda claridad cons- 
ta, que son efectiva mente tales. Por estas razones 
que el Poder Ejecutivo estiba fundadas y legales, 
ha resuelto : que se devuelva este expediente á 
US. para que luego que la controversia suscitada 
por Grimon haya terminado, quedando en claro 
que el terreno de "Morichito" es realmente bal- 
dío, se le adjudique al sefíor Joaquín Machado, 
y vuelva todo al despacho de S. E. para la expe- 
dición del título correspondiente. 

Publíquese. — Por S. E. — Gellineau. 

TIERRAS BALDÍAS. KE80LUC10N EJECUTIVA DE 

19 de febrero de 1 852 de que se deduce que 
debe hacerse judicialmente la averiguación de 
baldío que previene la ley, y que no debe ha- 
cerse su adjudicación antes del término pre- 
fijado por el articulo 10 de la misma. 

Secretaría de Hacienda. — Sección cuarta. 
Caracas, Febrero 19 de 1652. 
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Resuelto.— Dígase al sefior Gobernador de 
Barquisiroeto. * 

Presenté al despacho de S. E. el Poder Ejecu- 
tivo el expediente en que el señor Miguel Rome- 
ro solicita comprar el sitio baldío llamado las <4 Ve- 
ritas," y habiendo notado S. E. que la averigua- 
ción que previene la ley no se ha hecho judicial- 
mente, y que la adjudicación se verificó antes del 
término preñjado en el artículo 10 de la ley de la 
materia, ha resuelto que se devuelva el expedien- 
te á esa Gobernación para que se subsanen las 
faltas indicadas, debiendo tener la junta de Hacien- 
da el cuidado mas esmerado en que los asuntos 
vengan al despacho sustanciados con todas las for- 
malidades .requeridas en el derecho, -así para 
obviar costos á los interesados, como para facili- 
tar al Gobierno la resolución final que debe dar. 

Por S. E. — Gellineau. 
TIERRAS baldías, resolución ejecutiva de 
22 de mayo de 1852 declarando que cuando 
en una mensura hubiere error, no por eso el 
acusador deja de tener derecho, como arrendata- 
rio^ al exceso, y, líenoslos requisitos necesarios, 
á su adjudicación. 
República de Venezuela.— Secretaría de Estado 
en el Despacho de Hacienda. — Sección 4& 

Caracas, 22 de Mayo de 1*52, 23 y 42. 

Dígase al señor Gobernador de la provincia de 
Bar quisi cueto. 

Instruido el Poder Ejecutivo del expediente 
promovido por el señor José Tomas Lugo para 
comprar uuacantidud de fanegadas de baldíos en 
el sitio nombrado "Cujisal," existente en jurisdic- 
ción de la parroquia de Tacarigua del cantón Ya- 
ri tagua deesa provincia, el cual se sirvió US. 
acompañar á su comunicación de 17 de Setiem- 
bre próximo pasado, numero 49, con el fin de que 
el Supremo Gobierno acordase el' temperamento 
que debia tomar la juma de Hacienda en el em- 
barazo que puscitaba la oposición que hacían á 
Lugo varios vecinos del mismo cantón, y la junta 
cora un al de Tacarigu:'., S. E. ha tenido á bien 
disponer se inserte á US. la resolución siguiente; 

" Es un hecho que si hubo error en la mensu- 
ra del "Cujisal" y comprende este sitio conside- 
rablemente mas terreno de las ciento setenta y 
media fauegadas que calcularon los peritos que 
la hicieron, este error que no hartaría á anular 
una venta cuando esta se hubiese hecho sin con- 
sideración á la medida, tampoco puede quitar a 
Lugo su carácjer de arrendatario de todo el sitio 
que pidió y obtuvo en arrendamiento. Lugo de- 
berá pngar los arrendamientos anuales correspon- 
dientes al numeró de fanegadas qué contenga el 
"Cujisal" de mas de las ciento sesenta y rotóla 
expresadas, fin este concepto ttent preferencia 
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«obre Icís tiernas que han acosado tierras en dicho 
sitio, debiéndoseles etite abjudicar por la junte de 
. Haciendn;luego que se haya mensurado por agri- 
mensor público y justipreciado con arreglo á la 
resolución de 16 de Mayo de 185 i, indicada en 
la Gaceta de Venezuela número 1020. Mas como 
la junta comunal de Tacarigua se opone a la ad- 
judicación porque asegura que es perjudicial al 
incremento y progreso de la parroquia, la junta 
de Hacienda debe indagar lo cierto, suspendien- 
do la adjudicación, ó contrayendo la a la parte de 
terreno que no necesite dicha parroquia, ó que 
necesitándola, no hnya en su jurisdicción otro ter- 
reno útil que pueda destinársele. — Devuélvase el 
expediente original álos fines de esta resolución. 
PorS! E.— Qellineau. 

TIERRAS BALDÍAS. DBCRRTODB23 DK MARZO 

dk 1853 concediendo una recompensa en ellas 
á los herederos de los sargentos, cabos y sóida* 
dos. 
El Senado y Cáflara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Considerando : 

10 Que es un deber del Congreso, como órga- 
no de la gratitud nacional, aliviar la triste situa- 
ción de los herederos de los sargentos, cabos y sol- 
dados que ban fallecido, sirviendo, ó después de 
hecho servicios importantes á la patria. 

29 Que solo las viudas, huérfanos y padres de 
los Generales, jefes y oficiales gozan de monte- 
pío militar. 

39 Y que por lo mismo el Congreso constitu- 
yente de Colombia en el artículo 59 de su decre- 
to de once de Octubre de mil ochocientos veintiu- 
no recomendó á los futuros Congresos que cuan- 
do se disminuyeran las atenciones de la guerra y 
se vieran los aumentos de las rentas nacionales, 
se procediese á hacer recompensas en favor de 
las viudas, huérfanos y padres de los que no tie- 
nen opción al montepío. 

Decretan : 

Art 19 Se. acuerda una recompensa en tierras 
baldías de labor ó de cria á las viudas, huérfanos 
y padres de los sarjen tos, cabos y soldados muer* 
tos, siempre quécóntyroeben que estos prestaron 
servicios en la guerra de la independencia ó á fa- 
vor de las instituciones de la patria. 

Art 29 Esta recompensa se distribuirá bajo 
la forráá*siguiente : 

19 A cada viuda de los sargentos .sin hijos 
ocho fanegadas de tierra de labor: ei tuviere un 
hijo seis fanegadas para ella y tres para su hijo ; 
y si tuviere mas de un hijo seis fanegada* para 
ella v dos para cada un» de estos. 
-'tgo A Jos huérfanos de los sargentos no en- 
tienda I** viudita rumien ocho fanegadas si no e*ce* 
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dieren de cuatro, y si excedieren, dos fanegadas 
para cada uno de ellos. 

39 A los padres de los sargentos que no hnyan 
dejado viudas ó hijos, ocho fanegadas, 

49 A cada viuda de los cabos sin hijos, siete 
fanegadas : si tuviere menos de tres hijos, cuatro 
para ella y tres fiara estos ; y si tuviere tres ó 
mas hijos, cuatro -fanegadas para ella y una para 
cada uno de estos. 

59 A los huérfanos de los cabos no existiendo 
la viada también siete fanegadas ; pero si los 
huérfanos excedieren de tres, sé darán dos fane- 
gadas á cada uno. 

09 A los padres de los cabos que no hayan de- 
jado viudas ó hijos siete fanegadas. 

79 A cada viuda de los soldados sin hijos seis 
{anegadas : si tuviere menos de cuatro hijos, tre* 
para ella y tres para estos ; y si tuviere cuatro ó 
oii e hijos, trts para ella y una para cada uno do 
estos. 

89 A los huérfanos de los soldados no existien- 
do la viuda también seis fanegadas ; pero si los 
huérfanos excedieren de dos, se darán dos fanega- 
das á cada uno. 

99 A los padres de los soldados que no hayan 
dejado viudas ó hijos seis fanegadas. 

ArU 39 Si los acreedores á la recompensa pi- 
dieren tierras de cria en vez de las de labor, ó de 
cria v de labor al mismo tiempo, se accederá á la 
solicitud guardándose la debida proporción : á 
cuyo efecto se declara que una fanegada de labor 
equivale á diez fanegadas de cria. 

Art 49 Las tierras se concederán en el lugar 
que los recompensados quieran ; y loca al Poder 
Ejecutivo disponer que seles ponga en posesión 
sin costo alguno para ellos, expidiéndoles el título 
de propiedad conforme á esta ley* 

Art 59 Los jefes políticos de los respectivos 
cantones serán los encargados de poner en pose- 
sión según la orden del Poder Ejecutivo llevando 
un registro en que se exprese la porción de tierra, 
su calidad, el punto de ubicación, el nombre del 
interesado y la fecha de su posesión : de todo lo 
cual darán aviso al Gobernador de la provincia 
para que este lo haga ai Poder Ejecutivo. 

Art 09 El mismo Poder Ejecutivo dispondrá 
también lo conveniente en orlen al modo y tér- 
mino conque las viudas, huérfanos y padres de- 
ben pedir y justificar su derecho ala recompensa; 
bien entendido que todo lo que concierna á estas 
diligencias se practicará en papel común formán- 
dote expedientes. 

Art 79 Es condición indispensable que los 
agraciados cuín ven por sí ó por medio d**uadcu- 
dot 6 feuúlíaies sus contingentes de tierra, y na 
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podrán enajenarla sino después de cinco afios de 
dicho cultivo. 

Art. 89 Ene] caso de enajenarse antea volve- 
rán las tierras al patrimonio de la Nación perdien- 
do el comprador su precio. 

Art. 9? El Poder Ejecutivo informará al Con- 
greso en el curso de sus presentes sesiones sobre 
la cantidad oue prudencial mente estime necesa- 
ria para cubrir los gastos que puedan ocasionar la 
mensura, deslinde y entrega que deben hacer los 
jefes políticos de las tierras destinadas á esta de- 
mostración de la gratitud nacional, a fin de que se 
incluya en el presupuesto. 

Dada en Caracas á 18 de Marzo de 1853, 24 
de la ley y 43 de la independencia. — El Vicepre- 
sidente del Senado, Jesús María Olaechea. — El 
Presidente de la Cámara de Representantes, José 
Silverio González. — El Secretario Suplente del 
Senado, Gerónimo Pompa» — El "Secretario déla 
Cámara de Representantes, J. Padilla. 

Caracas 23.de Marzo de 1853, año 24 de la ley 
y 43 de la independencia. — Ejecútese. — José Gre- 
gorio Monágas. — El Secretario de Guerra y Ma- 
rina, Juan Muñoz Tébar. 

TIERRAS baldías, decreto ejecutivo de 10 

de abril de 1853 reglamentando el anterior, 
José Gregorio Monágas, General de División 
Presidente de la República, &, &, &. 

En ejecución de la ley de 23 de Marzo del pre- 
sente afio que concede una recompensa en tier- 
ras baldías á los herederos de los sargentos, cabos 
y soldados que han fallecido sirviendo, ó después 
de haber prestado servicios importantes á la pa- 
tria, y de conformidad con lo dispuesto por el ar- 
tículo sexto de la misma. 

Decreto : 

Art. 19 Los individuos á que se contrae el ar- 
tículo primero de la mencionada ley comprobarán 
su derecho al goce de los terrenos que por ella se 
seftalan: 

I o Con lo* títulos 6 nombramiento de los sargen- 
tos ó cabos, con las filiaciones de los mismos y las 
de los soldados que existan archivadas en las ma- 
yorías de los respectivos cuerpos, con la decla- 
ratoria de haber militar, ó con listas de revista* 
competentemente autorizadas. 

29 Con declaraciones jurídicas de dos jefes' 
que acrediten los servicios del respectivo rausan- 
te # y su muerte, si esta tuvo lugar en campaña ó 
acción de guerra. 

39 Con las certificaciones y demás documentos 
admitidos por las leyes para todos los efectos ci- 
viles que justifiquen la muerte de quien se derive 
el derecho, no habiendo tenido lugar en cam» 
paña ó acción de guerra, la legitimidad del matri- 
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monto, la de los hijos y padres y el estado de 

viudedad de la madre. 

Art. 29 Las viudas, huérfanos y padrea de loe 
sargentos, cabos y soldados agraciados por la ley 
tienen derecho, en sus casos, á las asignaciones 
en tierras baldías demarcadas por el artículo se* 
gundodeella. 

Art 39 Los individuos que se creyeren favo- 
recidos por la citada ley ocurrirán con sus solici- 
tudes por conducto de los respectivos Gobernado- 
res al Ministerio de la Guerra, donde se exami- 
narán, y decretarán pasándose, en caso favorable, 
á la Secretaría de Hacienda para la expedición 
del título de los terrenos que & cada uno de los 
peticionarios corresponda y ellos mismos eligieren. 

Art. 49 Los Gobernadores de provincia cuida- 
rán que los jefes políticos de los respectivos can- 
tones cumplan exactamente con lo dispuesto en 
los artículos quinto, séptimo y octavo de la lev, 
dando cuenta á la Sectetaría de Guerra de todo 
aquello que en su concepto dejpnde una resolu- 
ción ejecutiva. 

Art. 59 Los funcionarios á quienes toca el 
cumplimiento del presente decreto tendrán presen- 
te que todas las diligencias que hayan de practi- 
car los interesados para la comprobación de su 
derecho se extenderán en papel común. 

Art. 69 La Secretaría de hacienda impondrá 
alas Honorables Cámaras Legislativas en sus 
presentes sesiones, sobre la cantidad que á su jui- 
cio se crea necesaria para cubrir los gastos in- 
dispensables en la ejecución de la ley. 

Art. 79 El Secretario de Estado en los Deapa* 
chos de Guerra y Marina, queda encargado de la 
ejecución de este decreto. 

Dado : firmado de mi mano : sellado con el 
sello del Poder Ejecutivo ; y refrendado por el 
Secretario de Estado en los Despachos de Guerra 
y Marina, en Caracas, á 10 de Abril de 1853, 24 
y 43. 

José Gregorio Monágas. 

Por S* E* — £1 Secretario de Querrá y Mari- 
na, 

Juan Muñoz Tébar* 
Es copia. — Muñoz Tébar. 
TIERRAS baldías. Registro de los totolos de 
propiedad. Véase Registro, R. E. de 18 de Se- 
tiembre de 1852. * 
TIERRAS baldías. Exención de pago de ar- 
rendamiento á favor de los que establezcan en 
ellas posadas ó ventas. Véase Posadas y ven- 
tas, art. 3, 5 y 6. 
TIERRAS baldías, decreto ds 18 bb abril 
de 1840 cediendo alas. provincias de Mériday 
Trujülo hasta quinientas fanegadas para te 
apertura de sus caminos* «* 
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El Senado y Cámara de Representantes déla Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 

Considerando : 
19 Que ios esfuerzos hechos hasta ahora por 
la Diputación de Mérida en favor de la apertura 
de caminos han sido inútiles. 

29 Q.ue tanto esta provincia como la de Tru- 
jillo permanecen en estado de sumo atraso y de- 
cadencia en todos sus ramos por la falta de comu- 
nicaciones fáciles hacia los puertos; y de ellas 
mismas con sus vecinas entre sí. 

39 Q"tt las enormes distancias de unas á otras 
y sus terrenos aunque feraces, quebrados y mon- 
tuosos, hacen embarazosa y difícil la apertura de 
caminos, y 

49 Que si bien no seria conveniente en las ac- 
tuales circunstancias el resolver en general sobre 
la enajenación de tierras baldías, no obstante la 
que ahora se haga parcialmente en favor de la* 
mencionadas provincias, al paro que las fomenta 
y enriquece facilitándoles los medios de extraer 
sus frutos, reñuye también directamente en bien 
del Estado, por cuanto ios inmensas baldíos que 
en ellas existen, haciéndose reconocidos, recibirán 
un aumento considerable en su valor, y vendrán á 
tener demanda que de otro modo no tendrían. 

Decretan : 

Art. 19 Se autoriza al Poder Ejecutivo para 
que en favor déla apertura y composición de los 
caminos, que conduzcan de las provincias de Mé- 
rida y Trujillo hacia el L*go deMaracaibo y pro- 
vincias de Apure y Barínas, pueda poner á dispo- 
sición de las respectivas diputaciones, para que 
por ellas se distribuyan en cada via á individuos, 
ya sean nacionales ó extranjeros, hasta quinientas 
fanegadas de tierras baldías del Estado. 

Art. 29 k ft s diputaciones respectivas en cada 
caso declararán previamente la porción de baldíos 
de que necesitan dentro de la base establecida 
en el articulo anterior, y ocurrirán al Poder Eje- 
cutivo para que dé su aprobación y disponga lo 
conveniente, ya en cuanto al interés del Estado, 
para que no se ocupen mas tierras que las desig- 
nadas y cedidas, ya para que los donatarios ad- 
quieran el título de propiedad de los terrenos que 
se les distribuyan luego que los caminos á que es- 
tán contiguos queden da todo punto realizados. 

Art 39 Ningún donatario podrá adquirir por 
este título mas de veinticiaco fanegadas de tierra ¡ 
en cada punto de posada ; y si ao cumpliere con 
las condiciones que se le impusieron al tiempo de 
concedérselas, quedará de hecho sin efecto la do- 
nación, y el terreno á disposición de la diputación 
provincial respectiva) para que lo. aplique al mis- 
mo objeto. 

Art. 49 El Poder Ejecutivo* a) usar esta auto- 
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rizacion, establecerá las reglas que juzgue con- 
venientes para que no queden infructuosas las 
miras de este decreto. 

Dado en Caracas á 11 do Abril de 1840, a fío 
119 de la ley y 30 de la independencia. — El Pré- 
ndente del Senado, Francisco Araná a» — El Pre- 
sidente de la Cámara de Representantes, Juan 
Nepomuceno. Chaves. — El Secretario del Senado, 
José Ángel Freiré. — El Secretario de la Cámara 
de Representantes, Rafael Acevedo. 

Sala del despacho. — Caracas Abril 13 de 1840, 
año 1 19 déla ley y 30 de la independencia, — Ejecú- 
tese. — José A.Páez. — Por S. E. — EJ1 Secretario 
de Estado en los Despachos del Interior y Justi- 
cia, Ángel Quintero* 

TIERRAS baldías, resolución ejecutiva db 
19 de mayo de 1841 declarando que las Di- 
putaciones provinciales de Mérida y Truji» 
llo y Maracaibo, Apure y Barínas pueden ex- 
presar para su concesión las que necesiten 
para la apertura y composición de los cami- 
nos que conducen de las dos primeras pra- 
viñetas á las tres últimas» 
Secretaría del Interior. — Sección tercera. 
Caracas Mayo 19 de 1841, 129 y 819 
En uso de la autorización concedida al Po- 
der Ejecutivo por el artículo 49 dW decreto de 
18 de Abril del año próximo pasado, sobre con- 
cesión de tierras 6 algunas provincias para la 
apertura de sus caminos. 

Se resuelve ? 
Art. 1° Las Diputaciones provinciales de 
Mérida, trujillo, Maracaibo, Apure y Barínas 
pueden declarar que necesitan tierras baldías de 
las ubicadas dentro de los límites de cada una de 
dichas provincias en favor de la apertura y com- 
posición de cada uno de los caminos que con- 
duzcan de las dos primeras provincias hacia las 
tres ultimas, en virtud de la facultad que para 
ello les concede el decreto de 18 de Abril de 
1840 sobre la materia. 

Art. 29 Cada Diputación solo podrá decla- 
rar que necesita para una via dentro de sus res- 
pectivos límites hasta de doscientas cincuenta fa- 
negadas ; pero si se demostrase que una misma 
via tiene en una provincia mucho mas largo que 
en otra, el Poder Ejecutivo designará el núme- 
ro de fanegadas de que en ese caso especial pue- 
dan disponer las respectivas diputaciones dentro 
de las quinientas correspondientes & cada via. 

Art. 39 Las expresadas Diputaciones harán 
la declaratoria de que tratan los artículos ante- 
riores llegado el caso de la apertura 6 composi- 
ción de algún camino por alguna empresa, 6 el 
de la solicitud de algún particular para el esta* 
blecimiento de alguna posada 
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Art. 49 Las declaratorias de las Diputaciones 
comprenderán : I o designación inequívoca del 
camino que se trata de favorecer con expresión 
de su principio, dirección y término: 29 expo- 
sición del caso que ocurra para motivar dicha 
declaratoria : 39 número de fanegadas qne Fe 
necesiten : y 49 indicación de los puntos en que 
deban concederse. 

Art. 59 Hecha la declaratoria ocurrirán las 
Diputaciones al Poder Ejecutivo para la corres» 
pondiente aprobación, y obtenida esta, podrán 
disponer de las tierras en favor de las empresas 6 
individuos, con tal que no se concedan á nin- 
gún donatario en un mismo punto de posada 
mas de veinticinco fanegadas. • 

AVt. 69 La concesión llevará anexas las con- 
diciones que las Diputaciones tengan á bien im- 
poner en cada caso ; pero será condición indis- 
pensable el que los donatarios no adquirirán el 
título de propiedad de íos terrenos que se les 
distribuyan hasta que los caminos á que estén 
contiguos no estén de todo punto realizados. 

Art. 7? Las Diputaciones dispondrán que den- 
tro del primer año en que los donatarios entren en 
posesión de los terrenos cedido* se hagan medir 
y alinderar por los Gobernadores las fanegadas 
de cada d opción, valiéndose al efecto de agri- 
mensor si le hay en la provincia, y por su falta, 
de personas honradas é inteligentes. 

Art 69 Realizadas todas las condiciones, los 
donatarios por sí ó su poder podrán ocurrir al 
Poder Ejecutivo para adquirir el título de pro- 
piedad ; debiendo comprobar ajuicio del mis- 
mo Poder Ejecutivo la concesión de la Diputa- 
ción y el cumplimiento de las condiciones ; y 
acompañando precisamente el plano del terreno 
si la mensura fué hecha por agrimensor, 6 el do- 
cumento correspondiente en caso contrario. 

Art. 09 En cualquier tiempo que resulte que 
por defecto de Ja mensura hecha solo por inte- 
ligentes se ha comprendido en una concesión ma- 
yor cantíiad de tierras de las contenidas en la 
cesión, se tendrá como no cedido dicho exceso, 
que volverá al patrimonio nacional. 

Art. 10. El título de propiedad comprenderá 
la concesión hecha por la Diputación provincial, 
la mensura y alinderamiento del terreno y la re- 
solución que en su oportunidad libre el Poder 
Ejecutivo. 

Art. 1 1. Comuniqúese á los Gobernadores de 
Apure, Barí ñas, Trujillo, Mérida y Maracaibo y 
publíqueae. — Por S. E. — Quintero. 

TIERRAS baldías. Resolución ejecutiva de 
28 de febrero de 1862 declarando que debe 
suspenderse el curso de toda solicitud sobre 
compra de ellas en el literal del lago de Ma- 



racaibo perteneciente á la provincia de 7V»- 
jillo, hasta que la Diputación de esta designe 
las tierras que quiera ó necesite, con arreglo 
al decreto anterior. 

Secretaría de Hacienda. — Sección 4* 

Caracas, Febrero 28 de 1852. 
Resuelto. — Dígase al Sr. Gobernador de la pro- 
vincia de Trujillo. 

S. E. el Poder Ejecutivo ha considerado con 
el detenimiento y madurez indispensable los 
acuerdos de la Junta de Hacienda de la provincia 
de Trujillo dados por consecuencia de las solici- 
tudes del selior Alejandro Boyer, relativas á exi- 
gir la adjudicación en propiedad de 210 fanega- 
das de tierras baldías sitas en la seiba, parroquia 
del cantón Escuqne, sobre las costas orientales 
del lago de Maracaibo ; y bien impuesto de todo,, 
se ha servido dictar la resolución que sigue : 

El decreto legislativo de 18 de Abril de 1840 
concedió á las provincias de Mérida y de Truji- 
llo hasta quinientas fanegadas de tierras baldías 
del Estado para la apertura de sus caminos que 
conducen hacia el lago de Maracaibo ; y movió 
la voluntad del Legislador á hacer esta concesión, 
el estado de sumo atraso y decadencia en que 
permanecían dichas provincias, precisamente por 
Ja falta de vias de trasportes, fáciles, á sus puer- 
tos naturales, que son las costas orientales y me- 
ridionales, del lago de Maracaibo. Posteriormen 
te al decreto expresado, se dio otro en 9 de Abril 
de 1850, en que después de un maduro y deteni- 
do examen y con presencia de antiguos títulos, 
se fijaron por fin los límites entre las provincias 
de Maracaibo y Trujillo ; reconociendo los legis- 
ladores, que las aguas de dicho lago eran el lí- 
mite natural de ambas provincias, y manifestan- 
do 6 la vez el deseo quo les animaba de contri- 
buir eficazmente por todos los medios razonables 
á salvar á la última del estado de ruina y postra- 
ción en que se hallaba. Por el artículo 1? de este 
decreto quedó sujeto á la jurisdicción de Trujillo 
todo el litoral comprendido entre el rio Motatan 
de los negros que demora al Norte, y las aguas 
deJ Poco que corren al Sur ; y no hay duda al- 
guna que por esta acertada disposición se ha fo- 
mentado y enriquecido la provincia de Trujillo, 
facilitándole medios expeditos de traer sus frutos, 
y abriéndole una comunicación propia y directa * 
con las aguas del Océajo. 

Es visto, pues, cual ha sido el pensamiento 
constante del Legislador ; y ese pensamiento, su- 
ficientemente conocido, pauta al Poder Ejecutivo 
la conducta que en la cuestión presente debe ob- 
servarse, siendo un principio incontrovertible que 
cuando se conoce con certeza la razón que ka 
determinado la vshsntad del Legislador, se ds- 
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btn aplicar los actos posteriores de un modo con- 
veniente a aquella misma razón. 

Si se adjudicasen' hoy al señor Boyer las 260 
fanegadas de tierras baldías que propone com- 
prar, dejarían de tener efecto las saludables inten- 
ciones del Legislador, y sus decretos serían com- 
pletamente vanos é ilusorios, perdiendo las pro- 
vincias agraciadas el derecho que incuestionable- 
mente les compete, de escoger las 500 fanegadas 
con que las regaló el decreto de 18 de Abril de 
1840, en aquellos lugares que mas convenientes 
pudieran serles. 

Por otra parte, la adjudicación de los terrenos 
que pide el señor A. Boyer pudiera presentar 
mas después justos motivos de reclamos y com- 
petencias, siendo cierto que, mientras las Honora- 
bles Diputaciones provinciales de Mérida y Tru- 
jillo no designen las quinientas fanegadas á cuya 
posesión tienen derecho por el citado decreto de 
1840, el Poder Ejecutivo debe abstenerse de ena- 
jenar los baldíos que comprendan aquellas pro- 
vincias ; porque de lo contrario seria estrechar- 
las, no á elegir la porción que les corresponde, 
sino á recibir la parte, buena ó mala, que quedase 
libre, cuyo resultado no satisfaría de ningún mo- 
do la intención equitativa de las leyes. 

Por tanto, el Poder Ejecutivo aprueba lo acor- 
dado por la Junta de Hacienda de Trujillo y 
manda en consecuencia que se suspenda el cur- 
so de la solicitud del señor Alejandro Boyer y 
cualquiera otra que se haya hecho sobre compra 
de baldíos sitos en el litoral del lago de Maracai- 
bo perteneciente á la provincia de Trujillo, hasta 
que la Diputación de esta provincia designe las 
tierras que quiera ó necesite, dentro de las que 
les corresponden, para la apertura de sus vias de 
comunicación, con arreglo á los Decretos legisla- 
lativos vigentes- Y como la demora indefinida de 
la designación que deben hacer las provincias de 
Mérida y Trujillo, traería al Estado graves per- 
juicios, que el Poder Ejecutivo desea evitar en 
cuanto sea posible, recomiéndese á los Goberna- 
dores de ambas provincias, que pidan á las res- 
pectivas diputaciones la dación de la ordenanza 
en que se haga de un modo claro y bien expresi- 
vo la designación de los terrenos con que han si- 
do agraciados. 

Publíquese.— Por S.' E.— Gellineau. 

TIERRAS BALDÍAS. DECRETO DE 16dB ABRIL 

de 1847 concediendo cinco leguas á los herede- 
ros del comandante Pantaleon Guzman en 
clase de indemnización. 

El Senado y Camarade Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en congreso. 

Considerando : 
10 Que la Diputación provincial de Barcelona 

erigió la parroquia de Santa Bárbara, una de las 
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del cantón Soledad, en terrenos pertenecientes al 
Comandante Pantaleon Guzman, á condición de 
indemnizar á este las cuatro leguas que cedía, se- 
gún la ordenanza municipal de aquella provincia 
de 16 de Noviembre de 1831. 

29 Que & mas de las citadas cuatro leguas, 
convino dicha corporación en la indemnización 
de los gastos que el cedente Guzman hiciera en 
la justificación de baldíos, mensura y demás dili- 
gencias que se hubieran de practicar para obte- 
ner el reiotegro de los terrenos cedidos con aquel 
fin; y por último que la devolución 6 cange del 
terreno ocupado en la creación de la citada par- 
roquia de Santa Bárbara, debe hacerse de los bal- 
díos correspondientes al patrimonio nacional; usan- 
do de la atribución 13& del artículo 8? de la Cons- 
titución. 

Decretan : 

Art. único. £1 Poder Ejecutivo expedirá el 
título de propiedad á la sucesión del primer Co- 
mandante Pantaleon Guzman de cinco leguas de 
tierras de cria del dominio nacional, donde ella 
las designe, como está pactado. En esta adjudi- 
cación se contarán como comprendidas las por - 
ciones que á esta fecha tiene acusadas la sucesión. 
Para la adjudicación de aquella partea que no 
alcancen las dos posesiones mensuv%das y que 
constan de los planos presentados, el Gobernador 
de !a provincia hará previamente la competente 
comprobación de corresponder al patrimonio na- 
cional. 

Dado en Caracas & 13 de Abril de 184?, año 
18? de la ley y 37? de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Marino, Obispo de Guaya- 
na. — El Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, Miguel Palacios. — El Secretario del Se- 
nado, José Ángel Freiré. — El Secretario de la 
Cámara de Representantes, Juan Antonio Pérez. 

Caracas Abril 16 de 1847, año 18 de la ley y 
37 de la independencia. — Ejecútese. — José Tadto 
Monágas. — Por S. E. — El Secretario de Estado 
en el Despacho de Hacienda, Miguel Herrera. 

TIERRAS baldías. Varias Resoluciones Ejecu- 
tivas que no se encuentran publicadas, y que no 
insertamos integramente, por no haberse podi- 
do hallar en la Secretaría respectiva, limitán- 
donos por tanto á indicarlas en extracto, con 
expresión de la Gaceta 6 documento de donde 
las hemos tomado. Véase la Nota. (*) 



(*; Dichas Resoluciones son : De 29 de Octubre de 
1849 declarando que los interesados deben ocurrir á soli- 
citar los títulos por sí 6 sus encargados, para quo sumi- 
nistren el papel sellado necesario ; 7 verifiquen el pago 
del valor de las tierras en la Tesorería general, ú otor- 
guen fianza á contenta de esta. índice publicado en la 
Gaceta de Venezuela 1020.— De 25 de Abril de 1851 de- 
clarando como debe entenderse la de 15 de Octubre 
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TIERRAS baldías. Concesión de ellas para las 
empresas de ferro-carriles. Véase Ferro-carri- 
les, D. de 15 de Abril de 1854 art 28 y 30. 
TINACO (cantón;. Provincia á que pertenece 
y parroquias que lo componen. Véase División 
territorial, L. de 28 de Abril de 1656, art. I? 
y su $ 20 
TÍTULOS pe empleados. Papel en que se ex- 
tenderán según su clase. Véase Papel sellado 
art. 4 á 8 y II. 
TÍTULOS de empleados, resolución ejecuti- 
va de 19 de febrero de 1834 declarando 
comprendidos á los administradores de rentas 
municipal es¡ y mayordomos de fábrica entre 
los empleados, cuyos títulos deben extenderte 
en el sello cuarto. (*) 
Secretaría del Interior. — Sección Municipal, 

Resuelto.— Febrero 19 de 1834. 
Disponiendo la ley de 15 de Abril de 1826 so- 
bre el uso del papel sellado, en su artículo 59: 
que el sello 49 sirva para el despacho de los títulos 
de empleados cuya dotación ó renta anual no al- 
cance á quinientos pesos, los de tasadores, anota- 



de 1849. lnd. id. G. id.— De 19 de Mayo de 1861de 
clarando quién debe proporcionar agrimensores públi- 
cos para su mensura en el caso de no haberlos en las pro- 
vincias en quotestén ubicados los terrenos que pretendan 
comprarse lnd. id. G id. -De 13 de Mayo de 1851 per- 
mitiendo el ccito de maderas en ellas, previos ciertos 
requisitos. índice, id. G. id. — De 13 de Mayo de 1851 
declarando las varas de que consta la legua de ellas. lnd. 
id, Q. id — De 15 de Mayo de 1851 declarando en que 
casóse reputarán válidas las mensuras hechas por los 
agrimensores públicos nombrados por los Gobernadores, 
lnd. id. G id.— De 16 de Mayo de 1851 declarando vali- 
de su justiprecio hecho por peritos de inteligencia y co- 
nocida probidad lnd. id. G. id. — De 17 de Mayo de 1851 
declarando á favor de quien debe hacer su adjudica- 
ción la junta de Hacienda. lnd. id, G. id. — De 17 de Mayo 
de 1851 declarando á quién toca elegir arbitros por parto 
del fisco para la decisión de los litigios que se su» citen 
sobre ellas. lnd. id. G. id— De 19 de Mayo de 1851 de- 
clarando que los que sean poseedores de ellas sin habér- 
seles adjudicado, deben comprenderse entre aquellos de 
que trata la circular de 10 de Abril de 1851. lnd. id. G. 
id. — De 22 de Mayo de 1851 declarando ante qué juez 
debe verificarse su deslinde ; y qué debe tenerse presente 
en el caso de ocurrir algún litigio, lnd. id. G. 1022.— -De 
4 de Julio de 1851 declarando que los expedientes sus- 
tanciados para su arrendamiento antes déla ley vigente, 
son bastantes, sin ncecúdad de nueva sustanciacion, para 
su compra, si están conformes cou las formalidades qno 
requieren dicha ley v su decreto reglamentario. lnd, 
id. G. 1027— De 28 de "julio de 1861 declarando que 
mientras exista alguna controversia, no debe la juntado 
Hacienda hacer su adjudicación, ni dar ningún otro paso 
que favorezca á alguno de los litigantes. lnd. G. 1032. — 
De 2 ie Setiembre de 1851 declarando que las justifica- 
ciones de baldío, deben verificarse ante los tribunales de 
justicia, con arreglo a derecho, para prevenir ulteriores 
reclamos. lnd. id. G. id. 

(*) Esta Resolución está de acuerdo coa el art. 7 de 
la ley vigente de 1850 sobre papel sellado. 
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dores de hipotecas y demás de renta eventual, es* 
tan comprendidos en esta disposición los adminis- 
tradores de rentas provinciales y los mayordomos 
de fábricas de las iglesias catedrales y parroquia* 
les, á quienes los Gobernadores despacharán sus 
títulos en el sello cuarto expresado. Comuniqúe- 
se al Gobernador de Guayana en contestación, y 
publíquese. 

(Firmado) — Urbaneja. 
Es copia.— Urbaneja. 
TÍTULOS de empleados, resolución ejecuti- 
va de 2 de marzo de 1835 declarando por su- 
ficiente títufo para los rectores y vicerectores 
de los colegios nacionales el oficio de su nom- 
bramiento* 
República de Venezuela. — Secretaría de E. en el 
D. del Interior y Justicia. — Sección Central. — 
Caracas á 2 de Marzo de 1835, año 69 de la ley 
y 259 de la independencia. — Número" 67 
Al señor Gobernador de Trujillo. 
En el oficio de US. de 3 de Noviembre último 
número 103, pidiendo se despache el título de 
nombramiento del Vice-rector del colegio nacio- 
nal de esa provincia, recayó el siguiente decreto. 
Hasta ahora no ha pensado el Gobierno expe- 
dir títulos á los Rectores y Vice-rectores de dichog 
establecimientos, sino á ios administradores. El 
oficio de nombramiento que S. S. ha trascrito al 
interesado, le servirá de título bastante. 
Soy de US. atento servidor. 

(Firmado). — Antonio L. Guzman. 
Es copia. — Guzman. 

TÍTULOS DE EMPLEADOS. RESOLUCIÓN EJECU- 
TIVA de 2 de setiembre de 1839 declarando 
que los interinos no los necesitan para la per- 
cepción de sus sueldos. 

Secretaría de Estado en el D. de Hacienda. 
Caracas Setiembre 2 de 1839, 10 y 29. 

Señor administrador de aduana de 

Señor. — En esta fecha el Gobierno ha dictado 
la resolución siguiente. 

* ( En el expediente de la materia, y á consecuen- 
cia déla representación del señor Rafael Agosti- 
ni que sirvió interinamente desde Abril hasta Ju- 
lio inclusive el juzgado de primera instancia de la 
provincia de Apure, y el cual ocurrió por poder 
á percibir sus sueldos en Angostura, cuyo admi- 
nistrador contestó que no se le pagaría mientras 
no exhibiese el título ó despacho, S. E. el Po- 
der Ejecutivo ha tenido á bien declarar por punto 
general, y para regla en los casos sucesivos: que 
los empleados interinos de cualquiera clase que 
sean no necesitan de tales títulos ó despachos en 
forma, sino solamente del nombramiento de la 
autoridad competente, así por razón de ser de 
ocasional y momentánea duración sus destinos, 
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romo porque dichos instrumentos á la par que 
inútiles, resultarían gravosos á k los interesados que 
tendrían que hacer el costo del papel sellado, y 
muchos ñor evitarlos no se allanarían á aceptar 
los nombramientos. 

La comunico á U. para su inteligencia, gobier- 
y cumplimiento en los casis que ocurran* 
Soy de U. atento servidor. 

G. Smith. 
TÍTULOS de empleados, resolución eje- 
cutiva de 18 de mato de 1840 declarando 
qué otros furicionarios no los necesitan tam- 
poco. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el Despacho de Hacienda. — Caracas 18 de 
Mayo de 1840, 11? de la ley y 30? de la in- 
dependencia. 

Señor. — Instruido S. E. el Poder Ejecutivo de 
la nota de US. de 15 de Octubre último en que 
consulta si se admiten en data en la cuenta de la 
tesorería general de lh37 á 38 los sueldos paga- 
dos á los altos funcionarios de la República, y á 
los de la Corte suprema sin tener títulos, como 
está prevenido por el artículo 4? de la ley de ofi- 
cinas superiores de hacienda, ha resuelto con dic- 
tamen de su Consejo : que siendo los colegios 
electorales ó las cámaras legislativas quienes na- 
cen los nombramientos de Presidente y Vicepre- 
sidente de la República, así como también es el 
Congreso quien nombra á los consejeros de Go- 
bierno y á los ministros de la Corte suprema de 
justicia, no hay costumbre ni forma legal estable* 
etda para la expedición de títulos 6 despachos á 
dichos empleados, ni tampoco puede correspon- 
der ul Poder Ejecutivo el expedirlos» puesto quo 
no le corresponde su elección. 

Respecto á los secretarios del despacho que 
son de libre elección del Gobierno, es que podrá 
expedirles títulos en la forma que tenga á bien 
determinar. Así, pues, en cuanto á los demás al- 
tos funcionarios mencionados, bastará que el tri- 
bunal de cuentas tome razón de los oficios que le 
pase este Ministerio participando tales nombra- 
mientos. 

Cuya resolución trasmito á US. para su inte- 
ligencia y en contestación á su nota referida. 

Soy de US. atento servidor* — O. Smith. 
TÍTULOS de empleados, resolución ejecu- 
tiva de 10 de octubre de 1839 estable cien- 
do ciertas reglas para su despacha. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el Despacho der Hacienda. — Caracas Octu- 
bre 10 de 1839, 10? y 290— Circular á feo Go- 
bernadores, Cortes de justicia, Tesorería gene- 
ral, Tribunal de cuentas y Administración ge- 
neral de correos. 
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En esta fecha ha dictado el Gobierno la si- 
guiente resolución. 

u Con el objeto de excusar á los empleados, 
cuyo nombramiento no corresponde al Poder 
Ejecutivo, los perjuicio* que pueda irrogarles la 
tardía percepción de sus sueldos ó comisiones 
pagaderos por el tesoro nacional, á causa de no 
recibir oportunamente sus tí lulos ó despachos, 
con las correspondientes tomas de razón, el Go- 
bierno resuelve : 

1? Las autoridades á los cuales competan los 
nombramientos para empleados en propiedad, 
harán extender inmediatamente los títulos ó des- 
pachos en el papel del sello destinado por la ley, 
y los remitirán por el próximo correo á la ofici- 
na de hacienda en donde haya de radicarse y pa- 
garse el sueldo 6 comisión, y la misma que los 
pasará consecutivamente al Tribunal de cuentas 
y Tesorería general, para las tomas de razón, 
quedando facultada para el pago con solo el he- 
cho de recibir Jos títulos, y de darlo la referida 
dirección, sin necesidad de aguardar las resultas 
que deberán ser devueltas á los interesados por 
los propios conductos." 

*'£? Cuando ios nombramiento* sean para 
empleados interinos, que segua la resolución de 
2 de Setiembre último inserta en la Gaceta nú- 
mero 451 no necesitan títulos ó despachos en for- 
ma, las autoridades á quienes corresponda, par- 
ticiparán sin pérdida de tiempo al Tribunal de 
cuentas, Tesorería general y á la oficina donde 
haya de radicarse y pagarse el suri do 6 comi- 
sión, los nombres de los interesados y las fechas 
de su nominación y de su entrada al ejercicio da 
los destinos." 

Tengo el honor de comunicarla á US. para su 
inteligencia y demás efectos que requiera su eje- 
cucio.i. 

Soy de US, atento servidor. — Guillermo Smith 
TÍTULOS de empleados, resolución eje- 
cutiva de 1.° de junio de 1847 declarando 
que no debe pagarse sueldo ni comisión algu- . 
na mientras no se tome por el tribunal de 
cuentas razou del título correspondiente. 
Secretaría de Hacienda, — Sección 2& 

Caracas Junio i? de 1847. 
Resuelto.— El artículo 3? de la ley de 28 de 
Mayo de 1837, que reforma la de las oficinas su- 
periores de hacienda, impone al Tribunal da 
Cuentas en su $ 49 el deber de tomar razón, en- 
tre otras costu«, de los títulos y despachos de to- 
dos los empleados civiles, militares, de hacienda 
y eclesiásticos, que disfruten sueldo ó comisión 
de las rentas nacionales, y el de no admitir en 
data ninguna cantidad ni partida erogada por es* 



280 



TEATBO DE LA LEGISLACIÓN 



TIT 



te respecto, sin dicho requisito. De esta disposi- 
ción se deduce que la Tesorería genera] y de- 
mas oficinas de hacienda, no pueden ni deben sa- 
tisfacer sueldo alguno ni comisión á los emplea- 
dos de cuyos títulos ó despachos no se haya to- 
mado razón en el Tribunal de Cuentas, so pena 
de quedar responsables de las cantidades que ero- 
guen. Así lo declaró el Poder Ejecutivo en 14 
de Junio de 1839. (Gaceta de Venezuela, núme- 
ro 440,) disponiendo ademas lo conveniente por 
resolución de 10 de Octubre del mismo año, á fin 
de excusar á las personas á quienes no fuera po- 
sible recibir sus títulos oportunamente, ios per- 
juicios que pudiera irrogarles la tardía percep- 
ción de sus sueldos. No obstantejia sabido 8. £. 
que sin el menor reparo se están pagando los 
sueldos de los empleados, sin la presentación de 
sus títulos ó despachos con los requisitos preve- 
nidos por la ley# y deseando que no continué 
este abuso, se ha servido mandar por última vez 
y bajo los apercibimientos necesarios, á quie- 
nes corresponda, que desde esta fecha no satis- 
fagan sueldo ni comisión á los empleados que 
no acrediten tener sus títulos despachados en de- 
bida forma y con las tomas de razón correspon- 
dientes ; advirtiendo para la mejor inteligencia 
de esta disposición, que los altos funcionarios, 
cuyos nombramientos emanan de Colegios elec- 
torales ó de las Cámaras Legislativas, no nece- 
sitan. de título como se declaró por la resolución de 
29 de Febrero de 1840, bastando por ahora, 
mientras se obtiene una resolución del Poder Le- 
gislativo, que el Tribunal de Cuentas tome ra- 
zón de los oficios que pase el Ministerio de Ha- 
cienda, dando aviso de sus nombramientos: y 
que, según lo dispuesto por resolución de 2 de 
Setiembre de 1839, los empleados interinos pue- 
den percibir sus sueldos ó comisiones con solo el 
nombramiento de la autoridad competente. 

Queda subsistente la citada resolución de 10 de 
Octubre de 1839, expedida con el objeto de faci- 
litar la ejecución de la ley sin perjuicio de algu- 
nos interesados; y para que sus disposiciones 
puedan ser reclamadas por ellos, y cumplidas por 
quienes corresponde, se insertan aquí á conti- 
nuación. 

"1.° Las autoridades á las cuales competen los 
nombramientos para empleados en propiedad, ha- 
rán extender inmediatamente los despachos en el 
papel del sello destinado por la ley, y los remiti- 
rán por el próximo correo A la oficina de hacien- 
da en donde haya de radicarse y pagarse el suel- 
do ó comisión, la misma que los pasará consecu- 
tivamente al Tribunal de Cuentas y Tesorería ge- 
neral para la toma de razón, quedando facultado 
para el pago con solo el hecho de recibir loa títu- 
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los, y de darle la referida dirección, sin necesi- 
dad de aguardar las resultas que deberán ser de- 
vueltas á los interesados por los propios con- 
ductos," 

"29 Cuando los nombramientos sean para 
empleados interinos, que según la resolución do 
2 de Setiembre último, (1839), inserta en la Ga- 
ceta 451, no necesitan títulos 6 despachos en" for- 
ma, las autoridades á quienes corresponda par- 
ticiparán sin pérdida de tiempo al Tribunal de 
Cuentas, Tesorería general y á la oficina donde 
haya de radicarse y pagarse el sueldo ó comi- 
sión, los nombres de los interesados y las fechas 
de su nominación y de su entrada al ejercicio de 
los destinos." 

S. E. recomienda á todos los jefes de las ofici- 
nas de hacienda, la mas cumplida observancia de 
la presente resolución, en el concepto de que na- 
da podrá relevarles de la responsabilidad en que 
incurran por la menor trasgresion. 

Por S. E.— Blanco. 

TÍTULOS DE CELADORES, CABOS, PATRONES DI 
FALÚA Y BOOA8. RESOLUCIOV EJECUTIVA DU 

1S de setiembre de 1837 declarando en qué 

forma deben extenderse. 
República de Vene/u* la — Secretaría de Estado 

en el Despacho de Hacienda. — Caracas 18 de 

Setiembre de 1837, 8^> y 27° 
Al sefior presidente del tribunal mayor de cuentas. 

Señor : — Con esta fecha digo al administrador 
de aduana de Maracaibo lo siguiente : 

Puse en conocimiento del Gobierno la nota de 
U. de 21 de Julio último, número 90, en que con- 
sulta si la resolución de 24 de Agosto del afio 
próximo pasado, sobre las reglas que deben ob- 
servar los empleados cuando obtengan despa- 
chos de sus destinos, es aplicable á todos sin ex- 
cepción alguna, y manifiesta el perjuicio que re- 
cibirá del tesoro público si no presentan sus des- 
pachos; recordando al mismo tiempo la nece- 
sidad de socorrer anticipadamente la tripulación 
del guarda costa Liberal por las razones que in- 
dica. 

S; E. el Vicepresidente de la República im- 
puesto de todo, se ha servido resolver con fe- 
cha 16 del actual: que estando dispuesto por el 
artículo 21 dB la ley de ¿28 de Mayo último, sobre 
régimen de aduanas, que Jos administradores pue- 
dan remover de.sus destinos á los celadores, ca- 
bos, patrpnea.de falúa, y bogas de los resguar- 
dos sin previo, .consentimiento del Gobierno, di- 
chos administradores al tiempo de hacer las pro- 
puestas extiendan el n ornara miento correspon- 
diente en el pliego de papel del sello de la ley, y 
lo remitan & esta secr etaría para la aprobación y 
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toma de razoc en el Tribunal de cuentas y Teso- 
rería general. 

Lo trascribo á U. para su inteligencia y de- 
mas fines. 

Soy de U. muy obediente servidor. 

G. Smith. 

TÍTULOS de nobleza, honores y distincio- 
nes hereditarias. Prohibición de conceder- 
los. Véase Disposiciones generales constitucio- 
nales, art. 213. 

TÍTULOS de retes ó estados extranjeros 
Véase Regalos 

TÍTULOS de curas. Véase Curatos. 

TÍTULOS de los mayordomos de fábrica. Véa- 
se Mayor domías de fábrica» R. E. de 17 de 
Julio de 1843. 

TÍTULOS de cirujanos y dentistas. Pue- 
den ser expedidos por la facultad médica. 
Véase Facultad médica R. E. de 28 de Fe- 
brero de 1853. 

TÍTULOS de propiedad de tierras bal- 
días. Véase Tierras baldías R. E. de 29 de 
Octubre de 1849. 

TÍTULOS de premios de constancia 1 la 
tropa. Véase Sueldos militares, art. 9. 

TOAS (isla de) Véase Elefanciacos, D. de 9 
de Mayo de 1840. 

TOCUYO. Véase Colegio nacional del Tocuyo, 

TOMA de razón de TÍTULOS. Véase Títulos 
de empleados. 

TONELADAS. Véase Derechos de puerto, 
número 19 del artículo 1? § único del artículo 
4°, número 1° del artículo 69» y 40 del artí- 
culo 99 y R. É. de 5 de Octubre de' 1849. 

TORMENTO. No se usará jamas de él. Véase 
Disposiciones generales constitucionales art. 27 

TOVAR (villa de). Véase Bailadores. 

TRABAJO. Véase Industrias. 

TRAFICO. Véase Libertad de trafico. 

TRAFICO de esclavos. Tratado con la Gran 
Bretaña sobre su abolición. Véase Tratados 
públicos % D. de 4 de Mayo de 1839. 

TRAIDORES. Véase Conspiradores, 

TRAMITES del procedimiento en segunda 
instancia. Véase Segunda instancia y Remi- 
sión de expedientes por los tribunales. 

TRAMITES DEL procedimiento EN tercera 
instancia. Véase Tercera instancia. 

TRAMITES particulares en la acción eje- 
cutiva. Véase Acción ejecutiva, % 

TRAMITES particulares en la acción eje* 
cotí VA. acuerdo de la corte suprema de 
16 de setiembre de 1840 declarando que el 
apremiado á presentar bienes, ó fiador de sa~. 
neamiento en el caso del artículo 19 ley 1* tí- 
tulo 79 del código de procedimiento judicial, 
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debe permanecer en prisión hasta que lo h aga ; 
pero que si es insolvente, ó le es imposible 
hallar fiador, se libra de la prisión probando 
la insolvencia % 6 que los bienes que. ha presen- 
tado son suyos. 

En la ciudad de Caracas a 16 de Setiembre de 
1841, 129 y 319} reunidos en acuerdo los minis- 
tros, Presidente, Relator y Canciller de la Corte 
Suprema de justicia, sin el señor Vicepresidente 
por enfermedad, en vista de la consulta del juez 
de p limera instancia de la provincia de Maracai- 
bo, sobre la duración de la prisión de un deudor 
en el caso del artículo 19 ley 1& título ?9 del 
código de procedimientos cuando no presente 
bienes bastantes, ó presentándolos, deje de dar 
fiador de saneamiento, dirigida por la Corte Supe- 
rior del 59 distrito, y de lo informado por esta y 
representado por el señor fiscal, digeron : que 
siendo la prison que en el caso expresado se de- 
creta contra los deudores un apremio para que 
cumplan lo que se les manda, su naturaleza es 
que dure hasta tanto que lo hagan, ó que en el 
caso de serles imposible cumplirlo, se valgan de 
los medios legales, con que pueden redimirse de la 
prisión, conforme lo expresa Ja Corte Superior 
en su informe ; y por lo tanto'acordaron : que no 
existo una duda fundada que deba consultarse ai 
Congreso, y que se comunique á la Corte Supe- 
rior que elevó la consulta para los fines' consi- 
guientes. — Urbaneja. — Martínez. — Duarte. — 
Es copia. — Caracas Julio 10 de 1844, 15 y 34. 

El Canciller, José Duarte. 
TRANQUILIDAD general. Véase Provincias 

art. 5° y 56. 
TRANSCRIPCIONES oficiales. Cómo debe- 
rán hacerse. Véase Correspondencia oficial, 
R. E. de 27 de Noviembre de 1848. 
TRASLACIÓN de parroquias. Véase Dipu- 
tad o ?ies provinciales, ñrt. 161 atrb. 21, D. de 
16 de Marzo de 1840, y R. E. de 20 de Abril 
de 1842, y Parroquias, R. E. de 27 de Abril 
de 1840. 
TRASLADOS de expedientes. Véase Testi- 
monios. 
TRASPORTE de tropas por agua. Véase Ba- 
gajes, art. 1 1 y 12. 
TRASPORTE de presos y presidiarios. Véa- 
se Conducción de presos y presidiarios* 
TRATADOS públicos, decreto de 27 de ma- 
to de 1845 aprobando el de paz y reconocí' 
miento entre Venezuela y S. M. Católica, 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 
Visto el tratado de reconocimiento, paz y amis- 
tad celebrado entre la República y S. M. la Reina 
de Espafla, y cuyo tenor es el siguiente: 
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( Véase el tratado que adelante se inserta ). 
Decretan : 

Le prestan su consentimiento y aprobación. 

Dado en Caracas á 26 de Mayo de 1845, año 
16° de la ley y 35? de la independencia. 

El Presidente dé] Senado, Eduardo A. Hurta- 
do.— El Presidente de la Cámara de Represen- 
tante?, Miguel G. Moya.~El Secretario del Se- 
nado, José Ángel Freiré.— E\ Secretario de la 
Cámara de Representantes, J. A. Pérez. 

Caicas Mayo 27 de 1845, año 16? de la ley y 
350 de la independencia. — Ejecútese — Carlos 
Soublette.—L. S.— Por S. E. el Presidente de la 
República.— El Secretario de Estado del Despa- 
cho de Relaciones Exterioras, Juan Manuel 
Manrique, 
TRATADOS públicos, decreto ejecutivo m 

7 de agosto de 1846 mandando cumplir y 

guardar el aprobado por el Decreto anterior. 
Carlos Soublktte, Presidente de la República. 

Por cuanto entre la República de Venezuela y 
S. Majestad la Reina de España se concluya y 
firmó en Madrid el dia treinta de Marzo de mil 
ochocientos cuarenta y cinco, un Tratado de Re- 
conocimiento, Paz y Amistad, cuyo tenor palabra 
por palabra es como sigue : 

La República de Venezuela por una parte y 
S. M. la Reina de España Doña Isabel II por 
otra» animadas del mismo deseo de borrar los 
vestigios de la pasada lucha y de sellar con un 
acto público y solemne de reconciliación y de 
paz las buenas relaciones que naturalmente exis- 
ten ya entre los ciudadanos y subditos de uno y 
otro Estado y que se estrecharán mas y mas cada 
dia con beneficio y provecho de entrambos, han 
determinado celebrar con tan plausible objeta un 
tratado de paz apoyado en principios de justicia y 
recíproca coaveniencia ; nombrando la República 
de Venezuelu por su plenipotencia! io al Sr. Ale- 
jo Fortique, Ministro de la Corte Superior de jus- 
ticia de Caracas y actual enviado extraordinario y 
Ministro Plenipotenciario de la República cerca 
de S. M. B.,y S. M. C. á Don Francisco Martí- 
nez de la Rosa, del Consejo de Estado, Caballero 
Gran Cruz de la Real y distingada Orden Espa- 
fiola de Carlos III, de la de Cristo de Portugal, de 
la de Leopoldo de Bélgice, y de la del Salvador 
de Grecia, y su Ministro de Estado y del Despa- 
cho, y después de haberse exhibido sus plenos 
poderes y halladolos en debiJa forma, han conve- 
nido en los artículos siguientes. 

Art. 1° S. M. C usando de la facultad que 
le compete por de creio de las Cortes generales 
del Reino en 4 de Diciembre de 1836, renuncia 
por sí, sus herederos y sucesores, la soberanía, de- 
sechos y acciones que le corresponden sobre el 
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territorio americano, conocido bajo el antiguo 
nombre de Capitanía General de Venezuela, hoy 
República de Venezuela. 

Art. 29 A consecuencia de esta renuncia y ce- 
sión S. M C. reconoce como Nación libre, sobe- 
rana é independiente la República de Venezuela, 
compuesta de las provincias y territorios expresa- 
dos en su Constitución y demás leyes posteriores: 
á saber, Margarita, Guayaría, Curnaná, Barcelona 
Caracas, Carabobo, Barquisimeto, Barínas, Apa- 
re, IViérida, Trujillo, Coro y Maracaibo y otros 
cualesquiera territorios 6 islas que puedan corres - 
ponderle. 

Art. 39 Habrá total olvido de lo pasado y una 
amnistía genera) y completa para todos los ciudada- 
nos de la República de Venezuela y los españo- 
les, sin excepción alguna, cualquiera que haya 
sido el partido que hubiesen seguido durante las 
guerras y disensiones felizmente terminadas por 
el presente tratado. 

Esta amnistíase estipula y ha de darse por la 
alta interposición de S. M. C. en prueba del de- 
seo que la anima de cimentar sobre principios de 
benevolencia, la paz, unión y estrecha amistad 
que desde ahora para siempre han de conservarse 
entre sus subditos y los ciudadanos de la Repúbli- 
ca de Venezuela. 

Art. 49 La República do Venezuela y S. M. 
C. se convienen en que los ciudadanos y subditos 
respectivos de ambas naciones conserven expedi- 
tos y libres sus derechos para reclamar y obtener 
justicia y plena satisfacción de las deudas con- 
traidas entre sí bona ring, como también en que 
no se les ponga por parte de la autoridad pública 
ningún obstáculo ni impedimento en los derecha* 
que puedan alegar por vazon de matrimonio, he- 
rencia por testamento ó abin testa to. sucesión d 
por cualquier otro título de adquisición, recono- 
cido por las leyes del país en que tenga lugar la 
reclamación. 

Art. 59 La República de Venezuela, animada» 
de aentiiniento* de justicia y equidad, reconoce 
expontájieamente como deuda nacional consolida- 
ble la suma a que ascienda la deuda de tesorería de! 
Gobierno español que conste registrada en los li- 
bros de cuenta y razjon délas tesorerías de la anti- 
gua Capitanía General de Venezuela ó que resulte 
por otro medio legítimo y equivalente; mas sien-» 
do difícil que Jas peculiares circunstancias de la 
República y la desastrosa guerra ya felizmente 
terminada, fijar definitivamente este punto,, y 
anhelando ambas parte» concluir caá alo antea 
este tratado de paz y amistad como reclaman los 
intereses comunes, han convenido en dejaran re- 
solución para un arreglo posterior. Debe enten- 
derse, sin embarga que fes cantidades que segua 
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dicho arreglo resulten calificadas y admitidas como 
de legítimo pago, mientras este no se verifique, 
ganarán el cinco por ciento de interés anual, em- 
pezándose á contar desde un afío después de can- 
jeadas las ratificaciones del presente tratado, y 
quedando sujeta esta deuda á las reglas generales 
establecidas en la República sobre la materia. 

Art. 69 Todos los bienes muéblese inmuebles, 
alhaja?, dinero u otros efectos de cualquier espe- 
cie que hubieren sido con motivo de la guerra se- 
cuestrados ó confiscados á ciudadanos de la Re- 
pública de Venezuela ó subditos de S. M. C. y se 
hallaren todavía en poder 6 á disposición del Go- 
bierno en cuyo nombre se hizo el secuestro ó la 
confiscación, serán inmediatamente restituidos *á 
bus antiguos dueños ó á sus herederos ó legíti- 
mos representantes, sin que ninguno de ellos ten- 
ga nunca acción para 'reclamar cosa alguna por 
razón de los productos que dichos bienes hayan 
rendido ó podido y debido rendir desde el secues- 
tro ó confiscación. 

Art 79 Así los desperfectos, como las mejoras 
que en tales bienes haya habido desde entonces 
por cualquier causa, no podrán tampoco reclamar- 
se por una ni otra parle. 

Art. 89 A los dueño? de aquellos bienes mue- 
bles ó inmuebles, que habiendo sido secuestrados 
6 confiscados por el Gobierno de la República 
han sido después vendidos, adjudicados, ó que de 
cualquier modo haya dispuesto de ellos el Gobier- 
no, se les dará por este la indemnización compe- 
tente. Esta indemnización se hará á elección de 
los dueños, sus herederos ó representantes legíti- 
mos, en papel de la deuda consolidable de la Repú- 
blica, ganando el interas de tres por ciento anual, 
«1 cual empezará á correr al cumplirse el nfío des- 
pués de cangeadas las ratificaciones del presente 
tratado, siguiendo desde esta fecha la suerte de 
los demás acreedores de igual especie de la Re- 
pública, 6 en tierras pertenecientes al Estado. 
Tanto para la indemnización en el papel expre- 
sado como en tierras, se atenderá al valor que los 
bienes confiscados tenían al tiempo' del secuestro 
6 confisco ; procediéndose en todo de buena fé y 
de un modo amigable, y no judicial para evitar 
todo motivo de disgusto entre los subditos de am- 
bos países, y probar al contrario el mutuo deseo 
de paz y fraternidad de que todos se hallan ani- 
mados. 

xx.il> 99 Si la indemnización tuviere lugar en 
papel de la deuda consolidable se dará per el Go- 
bierno de la República un documento de crédito 
contra el. Estado, que ganará el interés expresa- 
do desde la época que se fija en el artículo ante- 
rior, aunque el documento fuese expedido con pos- 
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terioridad á ella ; y si se verifica en tierras públi- 
cas después del afío siguiente al canje de las ra- 
tificaciones, se añadirá al valor de las tierras 
que se dan en indemnización de los bienes perdi- 
dos, la cantidad de tierras mas que se calcule equi- 
valente al rédito de las primitivas, si se hubieren 
estas entregado dentro del afío siguiente al referi- 
do cange ó antes ; en términos que la indemni- 
zación sea efectiva y completa cuando se realice. 

Art. 10 Los ciudadanos de la República de Ve- 
nezuela 6 subditos españolea que en virtud de lo es- 
tipulado en los artículos anteriores tengan alguna 
reclamación que hacer ante uno ú otro Gobierno, 
la presentarán en el término de cuatro años con- 
tados desde el cange de las ratificaciones del pre- 
sente tratado, acompañando una relación sucinta 
de los hechos, apoyados en documentos fehacien- 
tes que justifiquen la legitimidad de la demanda; 
y pasados dichos cuatro años no se admitirán nue- 
vas reclamaciones de esta clase bajo pretexto al- 
guno 

Art. 11. Para alejar todo motivo de discordia 
sobre !a inteligencia y exacta ejecución de los ar- 
tículos que anteceden, ambas partes contratantes 
declaran que no harán recíprocamente reclama- 
ción alguna por daños ó perjuicios causados por 
la guerra ni por ningún otro concepto, limitán- 
dose á las expresadas en este tratado. 

Art 12. Animadas de este mismo espíritu y 
con el ñn de evitar todo motivo de quej 1 ó de re- 
clamación en lo sucesivo, ambas partes prome- 
ten recíprocamente no consentir que desde sus 
respectivos territorios se conspire contra Inseguri- 
dad ó tranquilidad del otro Estado y sus dependen- 
cias, impidiendo cualquiera expedición que se pre- 
pare con tan dañado objeto, y empleando contra las 
personas culpables de semejante intentólos recur- 
sos mas eficaces que consientan las leyes de cada 
riáis. 

Art. 13. Para borrar dn u»*»a vez todo vestigio 
de división entre los subditos de ambos países, tan 
unidos hoy, por los vínculos de origen, religión, 
lengua, costumbres y afectos, convienen ambas 
partes conti atantes: 

19 En que los españoles que por motivos par- 
ticulares hayan residido en la República de Vene- 
zuela y adoptado aquella nacionalidad, puedan 
volver á tomar la suya primitiva, dándoles para 
usar de este derecho el plazo de un año contado 
desde el dia del cange de las ratificaciones del 
presente tratado. El modo de verificarlo será 
naciéndose inscribir en el registro de españoles 
que deberá abrirse en la Legación ó Consulado 
de España que se establezca en la República, á 
consecuencia de este tratado, y se dará parte al 
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Gobierno de la misma para su debido conocimien- 
to, riel número, profesión 6 ocupación de Jos que 
resolten españoles en el registro el día que se 
cierre después de expirar el placa señalado. Pa- 
sado este término, solo se considerarán españoles 
loa procedentes de España y sus domiaios y los 
que por. su nacionalidad lleven pasaportes de au- 
toridades españolas y se hagan inscribir en dicho 1 
registro desde su llegada* 

29 Los venezolanos en España y los españoles 
en Venezuela podrán poseer libremente toda cía* 
se de bienes muebles ó inmuebles, tener esta- 
blecimientos de cualquier especie, ejercer todo 
género de industria y comercio por mayor y 
menor, considerándose en cada pais como sub- 
ditos nacionales los que así se establezcan, y co- 
mo talos, sujetos á las leyes comunes del pais 
donde posean, residan ó ejerzan su industria ó 
comercio ; extraer del pais sus valores íntegra- 
mente, disponer de ellos, suceder por testamen- 
to ó abintestato, todo en los mismos términos y 
bajo las miomas condiciones que ios naturales. 

Art. 14. Los ciudadanos do la Kepública de 
Venezuela en España y los subditos españoles en 
Venezuela no estarán sujetos al servicio del 
ejército, armada y milicia nacional, y estarán 
exentos de todo préstamo forzoso, pagando solo 
por los bienes de que sean dueños 6 industrias 
que ejerzan, las mismas contribuciones que los 
naturales del pais. 

Art. 15. La República de Venezuela y S, M. 
O. convienen en proceder con la posible breve- 
dad á aj ustar un tratado de comercio sobre prin- 
cipios de recíproca utilidad y ventajas. 

Art. 10. A fin de facilitar las relaciones co~ 
•merciales entre uno y otro Estado, los buques 
mercantes de cada pais, serán admitidos en los 
puertos del otro con iguales ventajas que gocen 
los de las naciones mas favorecidas ; sin que se 
les puedan exigir mayores ni mas derechos de los 
conocidos con el nombre de derechos de puerto 
que los que aquellas paguen. 

Art, 17. La República de Venezuela y S. M. 
C. gozarán de la facultad de nombrar agentes 
diplomáticos y consulares el uno en los dominios 
del otro; y acreditados y reconocidos que sean, 
disfrutarán de las franquicias, privilegios é inmu- 
nidades de que gocen los de las naciones mas 
favorecidas- 

Art. 18. Los Cónsules y Vicecónsules de la 
República de Venezuela en España y los de Es- 
paña en Venezuela, intervendrán en las sucesio- 
nes de los subditos de ra Ja pais establecidos, re- 
sidentes ó transeúntes en el territorio del otro por 
testamento ó abintestato : así como en los casos 
de naufragio ó desastre de buques; podrán ex. 
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pedir y visar pasaportes á los subditos respecti- 
vos, y ejercer las demás funciones propias de su 
cargo. 

Art. 19. Deseando la República de Venezue- 
la y S. M. G. conservar la paz y buena armonía 
que felizmente acaban de restablecer por el pre- 
sente tratado, declaran solemne y formalmente. 

19 Que cualquier ventaja que adquirieren en 
virtud de los artículos anteriores, es y debe en- 
tenderse como una compensación de los benefi- 
cios que mutuamente se confieren por ellos, y 

29 Que si (lo que Dios no permita) se inter- 
rumpiese la buena armonía que debe reinar en 
lo venidero entre las partes contratantes, por fal- 
ta de inteligencia de los artículos aquí conveni- 
dos 6 por otro motivo cualquiera de agravio ó 
queja, ninguna de las partes podrá autorizar ac- 
tos de hostilidad 6 represalia por mar ó tierra, 
sin haber presentado antes á la otra una memo- 
ria justificativa de los motivos en que funde la 
queja ó agravio, y negádose la correspondiente 
satisfacción. 

Art. 20. £1 presente tratado, según se halla 
extendido en veinte artículos, será ratificado y 
los instrumentos de ratificación se cangearán en 
esta Corte dentro del término de diez y ocho 
meses á contar desde el dia que se firme, ó an- 
tes como ambas partes lo desean. 

En fé de lo cual los respectivos Plenipotencia- 
rios lo han firmado, y puesto en él sus sellos par- 
ticulares. Fecho en Madrid á treinta de Marzo 
de mil ochocientos cuarenta y cinco. 

Alejo ForUque. Francisco Martínez de la Roí*. 

[L. 3.] [L. 8.] 

7 habiendo sido ratificado por las dos partes 
contratantes el mencionado tratado, y cangeadas 
las ratificaciones en el Real Palacio de Madrid 
el dia veintidós de Junio último por el señor Fer- 
mín Toro, Plenipotenciario de la República de 
Venezuela y D. Francisco Javier de Isturiz, Ple- 
nipotenciario de S. M. C. por parte de sus res- 
pectivos Gobiernos. 

Por tanto, en ejercicio de mis atribuciones 
constitucionales he dispuesto que el preinserto 
tratado se publique y circule, á fin de que todas 
y cada una de sus clausulas y estipulaciones ten- 
gan fuerza de ley en la República, y sean fiel y 
religiosamente cumplidas y observadas. 

Dado, firmado de mi mano, sellado con el se- 
llo de la República y refrendado por el Secreta- 
rio de Estado del Despacho de Relaciones Exte- 
riores en Caracas á 7 de Agosto de 1846, 179 ^ e 
la Ley y 369 ( * e I a Independencia, 

Carlos Soublette. Juan Manuel Manrique. 
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TRATADOS públicos» Dborsto ejecutivo 
pe 7 de agosto db 1846 explanando ti artí- 
culo 3? de/ Tratado anterior. 
Carlos Soublette, 
Presidente de la República do Venezuela 

&c. 6¿c. && 
Por cuanto ha sido aprobado, ratificado y can- 
geado en debida forma el tratado de reconoci- 
miento, paz y amistad celebrado entre Venezue- 
la y Espafia, en uno de cuyos artículos se ha 
pactado un olvido total y amnistía general y 
completa para todos ios ciudadanos de la Repú- 
blica y para todos los españoles que hubiesen 
aeguido uno ú otro de los partidos beligerantes ; 
y teniendo en consideración que aun existen 
abiertas algunas causas seguidas contra los com- 
plicados en la facción de los Güires y otras ; las 
cuales causas no deben impedir el regreso al 
pais á los encausados ó indiciados que lo aban- 
donaron huyendo de la pena. 

Decreto : 

Art 1? Cesará desde el dia de la publicación 
de este decreto todo procedimiento contra vene- 
zolanos 6 españoles, que en virtud de algún deli- 
to político relativo á la guerra que ha existido 
entre Ja España y Venezuela, se hayan hecho 
acreedores á alguna pena. 

Art. 29 Al sobreseer los tribunales en el co- 
nocimiento de las causas pendientes en sus res- 
pectivos despachos darán aviso al Gobernador de 
su provincia con expresión de los nombres de las 
personas que hayan sido objeto del procedimien- 
to; y los Gobernadores trasmitirán inmediata- 
mente estas noticias al Gobierno por el Ministe- 
rio del Interior y Justicia. 

Art 39 Los Gobernadores y Jefes políticos 
de las provincias litorales no opondrán ningún 
obstáculo al ingreso en el pais de aquellas perso- 
nas venezolanas 6 españolas, que se hayan com- 
prometido con el Gobierno de la República por 
cualquier acto hostil ejercido en favor de Ja Mo- 
narquía española durante la guerra de indepen- 
dencia, 6 después de esta época hasta el 30 de 
Marzo de 1845 en que fué celebrado el tratado 
de reconocimiento, paz y amistad entre Venezue- 
la y España. 

§ único. Exceptúanse de la disposición de este 
artículo aquellas personas que por otros motivos 
distintos de los expresados puedan ser perjudicia- 
les á los intereses de la República, respecto de l*s 
cuales se reserva el Poder Ejecutivo hacer la de» 
claratoria correspondiente con arreglo al decreto 
de 15 de Marzo de 1845. 

Art 49 El Secretario de Estado en los Despa- 
chos del interior y Justicia queda encargado de 
la ejecución de este decreto. 
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Dado, firmado de mi mano, sellado con el se- 
llo del Poder Ejecutivo y refrendado por el Se- 
cretario de Estado en los Despachos del Interior 
y Just : cia en Caracas á 7 de Agosto de 1846, 
afio J 7 de la ley y 30 de la independencia. 

(L. 8.) Carlos Soublette. 

Por S. E. — El Secretario de Estado en los Des- 
pachos del Interior y Justicia, Francisco Cobos 
Fuertes. 

TRATADOS públicos, decreto de 10 de abril 
de 1848 aprobando la pr droga de ocho meses 
al termino de un año jijado para la inscrip- 
ción de españoles en el artículo 13 del celebra- 
do con España, 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 
Visto el convenio ajustado entre el Gobierno de 
la República y el de S. M. la Reina de Espafia, 
cuyo tenor es el siguiente: 

*• Habiéndose convenido entre los Gobiernos 
de Venezuela y España prorogar por ocho meses 
mas el plazo de un aflo de que habla el artículo 
13 del tratado celebrado entre ambas partes el 
30 de Marzo de 1845, se declara ahora: que las 
inscripciones de españolea oriundos de los actua- 
les dominios de España, que resulten hechas en 
los registros de la Legación ó consulado de Es- 
pafia desde el 22 de Junio de 1847, hasta el 22 fié 
Febrero de 1848, serán consideradas y admiti- 
das por el Gobierno de Venezuela en los mismos 
términos y para los mismos efectos que las ins- 
cripciones de la misma especie, registrado? dentro 
del año que para ello se señaló en el propio 
artículo 13 del tratado, siempre que este convenio, 
que se hace por cambio denotas entre el Minis- 
terio de Relaciones Exteriores de Venezuela y el 
8r. Encargado de Negocios de S. M. C. en Cara- 
cas, sea aprobado por el Congreso venezolano.' 1 
Decretan : 
Art único. Se aprueba dicho convenio en los 
términos y á ios fines en él expresados. 

Dado en Caracas á 7 de Abril de 1848, año 19 
de la ley y 38 de la independencia. — El Presiden- 
te del Senado, Eduardo A. Hurtado* — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Fernando 
Olavarría, — El Secretario del Senado, J. A. Freí* 
re. — El Secretario de la Cámara de Representan- 
tes, J. A. Pérez. 

Caracas Abril 10 de 1848, año 19 de la ley y 
38 de la independencia. — Ejecútese. — D. B. Ur- 
baneja. — Por S. E. el Vicepresidente de la Repu- ■ 
blica, encargado del Poder Ejecutivo. — Ei Secre- 
tario de Estado en el Despacho de Relaciones 
Exteriores, Rafael Acevedo. 
TRATADOS públicos, decreto db 20 db 
abb.il de 1843 aprobando el de amistad, co* 
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murcie y navegación entre Venezuela y Fran- 
cia. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re* 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 
Visto el tratado de amistad, comercio y nave- 
gación entre Venezuela y S. M. el Rey de los 
franceses concluido en 25 de Marzo de este año 
por el Sr. Francisco Aranda, Secretario de Estado 
en los Despachos de Hacienda y Relaciones Ex- 
teriores de la República y el Sr. Celeste Estevan 
David, Cónsul general y Encargado de Negocios 
por parte del Gobierno francés,, debidamente 
autorizados al efecto, cuyo tenor es el siguiente : 

Tratado de amistad, comercio y navegación en- 
tre la Repútdica de Venezuela y S, M. el 
Rey de los franceses, 

EN EL NOMBRE DE LA SANTÍSIMA TRINIDAD. 

Establecidas mucho tiempo há grandes relacio- 
nes de Comercio entre la República de Venezuela 
y los Fstidos de S. M. el Rey de los franceses, 
se ha creiilo útil regularizar su existencia, favorecer 
su desarrollo y perpetuar su duración por medio 
de un tratado de amistad, comercio y navegación 
fundado en el interés común de ambos paises, y 
capaz de proporcionar á sus respectivos ciudada- 
nos y subditos el goce de ventajas iguales, y recí- 
procas. 

Al efecto han sido nombrados Plenipotencia- 
rios, á saber : 

PorS. E. el Presidente de la República de Vene- 
zuela, el Sr. Francisco Aranda, Ministro Secretario 
de Estado en los Despachos de Hacienda y Rela- 
ciones Exteriores, y por S. M. el Rey de los Fran- 
ceses el Sr. Celeste Estevan David, su Cónsul 
general y Encardado de Negocios en Venezuela, 
Caballero de la Keal orden de la Legión de honor. 
Los rúales después de haber cangeado sus plenos 
poderes, encontrados en buena y debida forma, 
lian convenido en los artículos siguientes. 

Art, W Habrá paz constante y amistad per- 
petua entre la República de Venezuela por una 
parte y S M. el Rey de los franceses, sus herede- 
ros y sucesores por otra, y entre los ciudadanos 
y subditos de los dos Estados sin distinción de 
personas ni de lugares, 

Arf. 29 Los venezolanos en Francia y los 
franceses en Venezuela podrán recíprocamente 
y con toda libertad entrar con sus buques y car- 
gamentos como los nacionales en todos los lugares, 
puertos y rios que están o estuvieren abiertos al 
comercio extranjero. 

Respecto del comercio de escala serán tratados 
respectivamente y mientras haya en e.«tc comer 
cío una perfecta reciprocidad como los srbditos ó 
ciudadanos de la nación, mas. favorecida. En cuan- 
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to al comercio de cabotaje se deja reservado ex- 
clusivamente por ana y otra parte á los naciona- 
les. 

Podrán como los nacionales residir y viajar 
respectivamente en los territorios de ambas nacio- 
nes, comerciar en ellos por mayor y menor, al- 
quilar y ocupar las casas, almacenes y tiendas que 
les sean necesarios; trasportar mercancías y di- 
nero y recibir consignaciones tanto de lo interior 
como de los paises extranjeros. 

Tendrán libertad en todas sus compras y en 
todas sus ventas de establecer y fijar el precio de 
los efectos, mercancías ú otros objetos, bien sean 
importados 6 nacionales, y ya los veniian, para el 
interior ó los destinen para la exportación, con- 
formándose & las leyes y reglamentos del pais. 

Estarán en libertad de manejar sus negocios- 
por sí mismos, do presentar en las aduanas sus 
propias declaraciones, ó de hacerse sustituir por 
quien tengan á bien, como factores, agentes, con* 
signatarios ó intérpretes, sea en las ventas 6 com- 
pras de sus bienes, efectos ó mercancías, ó sea en 
la carga, descarga ó despachos de sus buques. 

Y por último, no estarán sujetos en ningún caso 
á otras cargas, contribuciones ó impuestos que á 
los que se haya sometido á los nacionales ó á los 
subditos y ciudadanos de la nación mas favoreci- 
da. 

Art. 39 Los ciudadanos y subditos respectivos 
gozarán en uno y otro Estado de una completa 
y constante protección en sus personas y propie- 
dades. Tendrán en consecuencia libre y lácir 
acceso á los tribunales de justicia para hacer valer 
y defender sus derechos en todas las instancias y 
grados establecidos por las leyes. Tendrán la li- 
bertad de emplear en todas circunstancias los abo- 
gados, procuradores ó agentes de cualquiera clase 
q ue tengan a bien para que obren en su nombre: go- 
zarán en ñn, bajo estos respectos de los mismos 
derechos y privilegios concedidos á los naciona- 
les, así como estarán sujetos en su ejercicio á las 
mismas condiciones que estos. 

Estarán exentos de todo servicio persona] en 
el ejército ó marina, de las guardias y milicias 
nacionales y de toda contribución de guerra, em- 
préstito forzoso, requisiciones ó servicio militar 
de cualquiera especie, y en todos los demás casos 
las propiedades muebles 6 inmuebles de los res- 
pectivos ciudadanos no estarán sujetos á otras car- 
gas, exacciones 6 impuestos que á los que estu- 
vieren sometidos los nacionales ó los ciudadanos 
y subditos de la nación mas favorecida sin excep- 
ción ; bien entendido que en caso de reclamar al- 
guno la aplicación de la última parte de este ar- 
tículo, tendrá la libertad de elegir lo que le parez- 
ca mas favorable 
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Art. 49 Los ciudadanos y subditos de uno y 
otro Estado no podrán ser sometidos respectiva 
mente á ningún embargo, ni detenidos con sus 
buques, tripulaciones, mercancías y efectos comer- 
ciales para alguna expedición militar, ni para 
uso público cualquiera que sea, sin una indemni- 
zación convenida y fijada previamente entre las 
partes interesadas y suficiente por esto U90 y por 
Jos quebrantos, pérdidas, retardos y perjuicios que 
se originen ó nazcan del servicio á que se les 
obligue. 

Art. 59 Los ciudadanos y subditos de uno y 
otro Estado gozarán respectivamente de la mas 
completa libertad de conciencia, y podrán ejercer 
su culto del modo que se lo permitan las leyes del 
país en que se encuentren. 

Art. 69 Los ciudadanos y subditos de los dos 
paises tendrán libertad de poseer bienes inmue- 
bles y de disponer como les convenga, por venta, 
donación, cambio, testamento ó de cualquier otro 
modo, de todos los bienes que posean en los ter- 
ritorios respectivos. Del mismo modo los ciuda- 
danos y subditos de los Estados que fueren herede- 
ros por testamento ó abintestato de bienes situados 
en los dominios del otro Estado, podrán suceder 
sin impedimento en dichos bienes y disponer de 
ellos según su voluntad ; y los dichos herederos 
ó legatarios no serán obligados á pagar otros 6 
mas altos derechos de sucesión ó de otra especie, 
que los que pagaren en casos semejantes los na- 
cionales. 

Art. 79 Si (lo que Dios no permita) llegare á 
turbarse la paz entre las dos partes contratantes, 
se concederá por una y otra un término que no 
baje de diez meses á los comerciantes que se en- 
cuentren en el pais para arreglar sus negocios y 
disponer de sus propiedades, y ademas se les dará 
un salvo conducto para embarcarse en el puerto 
que designaren por su propia conveniencia, á 
menos que esté ocupado 6 sitiado por el enemigo, 
oque su propia seguridad ó la del Estado se opon- 
gan á su salida por este puerto. 

Los ciudadanos ó subditos de otras ocupaciones 
que tengan algún establecimiento fijo y permanen- 
te en los respectivos Estados, ó ejerzan en ellos 
alguna profesión ó industria, podrán conservar 
su establecimiento y continuar en el ejercicio de 
su profesión 6 industria sin ser inquietados en ma- 
nera alguna, y gozarán de plena libertad y de sus 
bienes mientras no cometan ninguna ofensa contra 
las leyes del pais. En fin, sus propiedades ó bie- 
nes de cualquiera especie no estarán sujetos á 
ocupación ó secuestro ni á otras cargas 6 imposi- 
ciones que las que se exijan á los nacionales. Del 
tnismo modo las acreencias que tengan contra 
particulares ó contra los fondos públicos, y lasac- 
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cinges de bancos ó compañías no podrán ser ocu- 
padas, secuestradas ó confiscadas en perjuicio de 
los ciudadanos ó subditos respectivos. 

Art. 89 El comercio francés en el territorio de Ve- 
nezuela y el comercio venezolano en el territorio 
de Francia serán tratados con respecto á los dere- 
chos de Aduana en la importación y exportación 
como el de la nación extranjera mas favorecida. 

En ningún caso los derechos de importación 
impuestos en Venezuela sobre los productos del 
suelo ó de la industria de Francia, y en Francia 
sobre los productos del suelo ó de la industria 
de Venezuela, podrán ser otros ó mas altos que 
los que paguen los mismos productos de la nación 
mas favorecida. El mismo principio se observará 
en la exportación. 

No se impondrá en el comercio recíproco de 
los dos paises ninguna prohibición 6 restricción 
de importación ó exportación, ni se exigirán for- 
malidades para acreditar el origen ó procedencia 
de las mercancías sin que se extienda la misma 
prohibición ó restricción, y sin que se exijan las 
mismas formalidades á todas las otras naciones. 
Art. 99 Todos los productos del suelo ó de la 
industria de uno de los dos paises, cuya importa- 
ción no esté absolutamente prohibida, pagarán en 
los puertos del otro los mismos derechos de impor- 
tación bien sean conducidos en buques venezolanos 
ó franceses. Del mismo modo los productos que 
se exporten pagarán los mismos derechc-s y go- 
zarán de las mismas franquicias, abonos y res- 
titución de los derechos que están ó estuvieren 
¡ reservados á las exportaciones en buques naciona- 
; les. 

j Art. 10. Lo? buques franceses á su entrada ó 

I salida de los puertos de Venezuela, y los buques 

' venezolanos á su entrada ó salida de los puertos 

I de Francia, no estarán sujetos á otroa ó mas altos 

¡I derechos de tonelada, puerto, fanal, pilotaje, de 

cuarentena ú otros que afecten el cuerpo del bu» 

que, que aquellos á que estén sujetos los buques 

nacionales. 

Art. 11. Los buques franceses en Venezuela y 
los buques venezolanos en Francia podrán des- 
cargar parte de su cargamento en el puerto de 
su llegada y dirigirse con el resto a otroa puertos 
del mismo Estado, sea para coi: el aira ltí su descar- 
ga, ó sea para tomar su cargamento de retorno, 
no pagando en cada puerto otros ó mas altos de- 
rechos que los que pagan los nacionales en casos 
iguales. 

Art. 12. Cuando por arribada forzosa ó por 
avería efectiva y comprobada entraren buques de 
una de las naciones contratantes en los puertos de 
la otra, ó tocaren en sus rostas, no este rán suje- 
tos á los derechos de nivelación que bajo cual- 
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quiera denominación estuvieren establecidos, 
exceptólos de pilotaje ú otros que representen el 
salario de servicios prestados por industrias pri- 
vadas, siempre que tales buques no descargue» 
mercancías para el consumo, ni reciban cargas 
para la exportación ; pero les será permitido* de- 
positar en tierra sus cargamentos para evitar el 
deterioro, sin exigirles en ese caso otros derechos 
que los relativos al alquiler de almacenes y as- 
tilleros públicos que fueren necesarios para de- 
positar las mercancías y para reparar las averías 
del buque. 

Art 13. Serán considerados como buques ve- 
nezolanos ó franceses aquellos que naveguen con 
la bandera de su país y tengan letras de mar y 
los documentos que la legislación respectiva de 
cada una de las dos naciones exija para acreditar 
la nacionalidad de los buques mercantes. Las dos 
partes contratantes se reservan no obstante el de- 
recho, para el caso de que las estipulaciones de 
este artículo perjudiquen los intereses de su nave- 
gación, de hacer en ellas cinco años después de la 
ratificación del. presente tratado, las modificacio- 
nes que se crean convenientes con arreglo á sus 
leyes respectivas. 

Art. 14. En caso que algún buque, mercan- 
cías ó efectos pertenecientes a ciudadanos 6 subdi- 
tos de los dos Estados contratantes fuesen apresa- 
dos por piratas y conducidos ó encontrados en los 
puertos del otro Estado, serán entregados á sus 
propietarios siempre que prueben la propiedad 
en debida forma pur sí mismos, por sus apodera- 
dos ó por los agentes de su Nación ante los tri- 
bunales competentes del pais dentro del término 
de un níio. 

Art. 15 L s buques de guerra de ui.a de las 
«ios potencias podrán entrar, permanecer y repa- 
ra rs-e en los puertos de la otra, cuyo acceso esté 
concedido á la Nnoion mas favorecida : estarán 
sujeto* á las mismas reglas y gozarán de las mis- 
mas ventajas. 

Art. 10. Si sucediere que una de Jas dos partes 
contratantes esto en guerra con algún otro pais, 
la otra parte no podrá, en ningún caso, autorizar 
a sus nacionales á tomar ni aceptar comisiones 
ó letras de marca para obrar hostilmente contra la 
primera ó contra el comercio y propiedades de 
sus ciudadanos ó subditos. 

Art. 17. Adoptando las dos partes contratantes 
en sus relaciones mutuas el principio de que el 
pabellón cubre la piopiedad, si una de las dos 
partes permaneciere neutral cuando la otra esté 
en guerra con una tercera potencia, las mercade- 
rías cubiertas con el pabellón neutral se reputarán 
también neutrales, aun cuando pertenezcan á los 
enemigos de la otra parte contratante. 
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Se conviene también que la libertad de! pabe- 
llón asegura la de las personas; y bajo este supues- 
to los ciudadanos ó subditos pertenecientes á una 
potencia enemiga encontrados á bordo de un bu- 
que neutral no podran ser hechos prisioneros sino 
solamente cuando sean militares y estén alistados 
en servicio del enemigo, 

En consecuencia del mismo principio y de la asi- 
milación del pabellón y de las mercancías, la propie- 
dad neutra que se encuentre á bordo de un buque 
enemigo será considerada como enemiga, á menos 
que hayan sido embarcadas en este buque antes 
de la declaratoria de guerra 6 antes que se tenga 
noticia de ella en el puerto de la salida de] buque. 

Las dos partes contratantes no aplicarán este 
principio en lo que concierne á los intereses de 
otras potencias, sino respecto de aquellas que tam- 
bién lo reconozcan. 

Art. 18. Encaso que una de las dos partes contra- 
tantes esté en guerra con otra potencia, y sus ba- 
ques hayan de ejercer el derocho de visita, se coa- 
viene que cuando encuentren buques pertenecien- 
tes á la otra parte que haya permanecido neutral, 
envien en un bote dos reconocedores que exami- 
nen los papeles relativos ásu nacionalidad y car- 
gamento. Los comandantes serán responsables 
con sus personas y bienes de toda vejación, insul- 
to ó violencia que cometan ó toleren en estas 
ocasiones. No se permitirá visitar á los buques 
que naveguen en convoy, pues bastará que el 
comandante del convoy declare verbalmente bajo 
su palabra de honor que todos los buques puesto» 
bajo su protección y escolta pertenecen al Estado 
cuyo pabellón enarbola, y que declare cuando Jos- 
buques se dirijan á un puerto enemigo, que no 
llevan efectos de contrabando. 

Art. 19. Aunque una de las partes contra- 
tantes se halle en guerra con otra potencia, nación 
ó estado, ios ciudadanos de la otra parte podran 
continuar su navegación y comercio con los 
mismos Estados, con exclusión de las ciudades 
ó puertos que estén realmente bloqueados ó sitia- 
dos. 

Debe entenderse que esta libertad de comerciar 
y de navegar no se extiende á los artículos repu- 
tados de contrabando de guerra, como bocas y 
armas de fuego, ¿rmas blancas, proyectiles, pól- 
vora, salitre, objetos de equipos militares y todos 
los instrumentos, cualesquiera que sean* fabricados 
para el uso de la guerra. 

En ningún caso un buque de comercio per tena* 
ciente á ciudadanos de uno de los dos países que 
fuese despachado para un puerto bloqueado por 
el otro*Estado, no podrá ser apresado ni detenido» 
á menos que se le haya instruido previamente do 
la existencia del bloqueo por ua buque de la «a- 
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cuadra 6 división bloquead ora. Y para evitar que 
se alegue uoa ignorancia afectada de loa hechos, y 
pueda capturarse el buque que haya sido debida- 
mente notificado, si vuelve á presentarse en el 
inferno puerto durante el bloqueo* deberá el co- 
mandante del buque de guerra que lo reconozca 
anotar en sus papeles de navegación el día y el 
lugar ó la altura en que lo haya encontrado, y la 
notificación que le haya hecho del bloqueo exis- 
tente. 

Art 20. Para la protección del comercio en am- 
bos países, podrán establecerse Cónsules; pero no 
entrarán en el ejercicio de sus funciones hasta des 
pues de haber obtenido la autorización del Gobier- 
no territorial, que conservará siempre la facultad 
«le designar el lugar de la residencia de los Cónsu- 
les de la otra potencia, comprometiéndose ambos 
Estados á no establecer sobre este particular res- 
tricciones ó prohibiciones que no sean comunes 
en el pais á todas las naciones. 

Art. 21, Los Cónsules respectivos y sus Can- 
cilleres ó Secretarios gozarán en los dos paises de 
los privilegios atribuidos generalmente ásus em- 
pleos, cuales son las exenciones de alojamientos 
militares y de todas las contribuciones directas 
personales, mo villar ias ó sutuarias, ámenos que 
sean ciudadanos del país en que sirven, ó se hagan 
propietarios ó poseedores de bienes inmuebles ó 
ejerzan el comercio, en cuyos casos estarán su- 
jetos á los mismos impuestos, cargas ó contribu- 
ciones que pagan ó pagaren los otros individuos. 
Estos agentes gozaran adema* de todos los privi- 
legios exenciones é inmunidades que puedan ser 
concedidas en el lugar de su residencia á los agen- 
tes del mismo rango de la nación mas favorecida. 

Art. 22. Los archivos, y en general, todos los 
papeles de las Cancillerías ó Secretarías de los 
Consulados respectivos serán inviolables, y bajo 
ningún pretexto, ni en ningún caso podrán ser 
ocupados ni visitados por la autoridad local. 

Art. 23. Los Cónsules respectivos, en caso que 
fallezca alguno de sus nacionales sin testar, ni 
nombrar albaceas testamentarios, podrán: 

19 Fijar los sellos ya de oficio, ya por reque- 
rimiento de las partes interesadas en los efectos, 
muebles y papeles del difunto, imponiendo de es- 
ta operación previamente á la autoridad local 
competente que podrá asistir á ella, y aun si lo es- 
tima conveniente, cruzar con sus sellos los que ha- 
ya puesto el Cónsul, y desde entonces no podrán 
quitarse estos dobles sellos sino de común 
acuerdo. 

20 Formar el inventario de los bienes de la su- 
cesión á presencia de la autoridad competente del 
pais si esta creyere que debe concurrir a este 
acó* 
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39 Hacer que se proceda conforme á las leyes 
del pais á la venta de los bienes pertenecientes á 
la sucesión ; en fin, administrar y liquidar per- 
sonalmente, ó nombrar bajo su responsabilidad 
un agente qui». administre y liquide dicha suce- 
sión» sin que Ja autoridad local Unga que inter- 
venir en estas nuevas operaciones, á menos que 
se reclamen intereses por parte de algún dudada 
no ó ciudadanos del pais donde acontezca la 
muerte, ó por subditos ó ciudadanos de una na- 
ción diferente de las contratantes, pues en estos 
casos si se suscitare alguna controversia entre los 
interesados, se decidirá por los tribunales del ter- 
ritorio, obrando entonces el Cónsul como la par* 
te que representa la sucesión* 

Pero estarán obligados los Cónsules á hacer 
anunciar el fallecimiento del individuo en uno de 
los periódicos que se publiquen en la extensión de 
su territorio, y no podrán entregar los bienes mor- 
tuorios ó su valor á los herederos legítimos ó á 
sus mandatarios, sino después de sa tiste chas todas 
las deudas que el difunto hubiere contraído en el 
pais, ó cuando pasado un año después de la publi- 
cación déla muerte, no se haya promo.vido ningún 
reclamo contra la sucesión. 

Art. 2.4. En cuanto concierne á la policía de 
loa puerto?, la carga y descarga de los buques, la 
seguridad de las mercancías, bienes y efectos, los 
ciudadanos y subditos de los dos paises estarán 
respectivamente sujetos á las leyes y estatutos lo- 
cales. Sin embargo los Cónsules respectivos es- 
tarán encargados exclusivamente del orden inte- 
rior á bordo de los buques mercantes de su na* 
cion, y ellos solos conocerán de las diferencias que- 
ocurran entre los hombres, el capitán y oficiales de 
la tripulación ; pero las autoridades locales po- 
drán intervenir cuando los desórdenes ocurridos 
sean capaces de turbar la tranquilidad publica en 
tierra ó en el puerto, y podrán igualmente cono- 
cer de estas diferencias cuando un individuo del 
pais ó un extranjero estén mezclados en ellas. 

Art. ,25. Los Cónsules respectivos podrán ha- 
cer arrestar y remitir á bordo de los buques de su 
nación ó ásu pais á los marineros que desSrten 
de ellos. Al efecto se dirigirán por escrito á las 
autoridades competentes y justificarán con la ex- 
hibición de los registros del buque ó del rol de la 
tripulación, ó si el buque hubiere partido, con co- 
pia de las piezas referidas debidamente certifica- 
das por ellos» que los hombres que reclaman per- 
tenecen á la tripulación de dicho buque. Justifi- 
cada así la solicitud r-o podrá rehusárseles la en- 
trega, antes bien se les dará todo favor y auxilia 
oara la busca, captura y arresto de los desertores 1 
los cuales serán también detenidos en les prisio- 
nes del pais pojr requerimiento y á costa, d> lo¿ 
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Cónsules hasta que tengan ocasión para hacerles 
partir ; mas si no se presenta esta ocasión en el 
término de tres meses contados desde el dia del 
arresto, serán puestos en libertad los desertores, y 
no podrán ser presos otra vez por Ja misma causa. 

Art. 26. Siempre que no haya estipulaciones 
contrarias establecidas en buena y debida forma 
entre los armadores, cargadores y aseguradores, 
las averías que sufran los buques de uno de los 
dos Estados en sus viajes á los puertos del otro, 
se arreglarán por los Cónsules de su nación, á me- 
nos que estén interesados en las averías otros ha- 
bitantes del pais en que residen los Cónsules, pues 
entonces deberá arreglarse lo concerniente á Ja 
avería por las autoridades locales. 

Art. 27. Todas las operaciones relativas al sal- 
vamento de los buques franceses que naufraguen en 
las costas de Venezuela serán dirigidas por los 
Cónsules de Francia, y recíprocamente los Cón- 
sules venezolanos dirigirán las operaciones relati- 
vas al salvamento de los buques de su nación que 
naufraguen ó encallen en las costas de Francia. 

Las autoridades locales en ambos países no ten- 
drán otra intervención que la concerniente á man- 
tener el orden, garantir los intereses de los salva- 
dores si fueren personas extrañas de las tripula- 
ciones náufragas, y asegurar la ejecución délas 
disposiciones que deben observarse para la entrada 
y salida de las mercancías salvadas. Si en el Ju- 
gar adonde arribare ó fuere conducido el buque 
náufrago no hubiere Cónsul ó Vicecónsul, las au- 
toridades locales mientras se presentan estos fun- 
cionarios tomarán todas las medidas necesarias pa- 
ra proteger los individuos y salvar y custodiar los 
efectos que no hayan perecido. 

Se conviene ademas que las mercancías salva- 
das no estén sujetas á ningún derecho de aduana 
& menos que se destinen al consumo. 

Art. 28. La República de Venezuela gozará en 
las colonias y posesiones de S. M. el Rey de los 
franceses en América, inclusa la Guayana, de Jos 
mismos derechos y franquicias y de la misma li- 
bertad de comercio y navegación de que actual- 
mente goza ó en adelante gozare Ja nación mas fa- 
vorecida ; y recíprocamente los habitantes de 
dichas colonias y posesiones gozarán en toda la 
extensión del territorio de Venezuela de los mis- 
mos derechos y franquicias y de la libertad de 
comercio y navegación que por este tratado se 
conceden al comercio y navegación y ciudada- 
nos franceses. 

Art. 29. Se conviene formalmente entre las 
dos partes contratantes que ademas de las esti- 
pulaciones que preceden, gozarán en pleno dere- 
cho los Agentes diplomáticos y consulares, Jos 
ciudadanos de todas clases, los buques y mer- 
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cancías de uno de los dos Estados en el territo- 
rio del otro, los privilegios, franquicias é inmu- 
nidades concedidas ó que se concedan á la nación 
mas favorecida ; y esto gratuitamente si la coq- 
cesión es gratuita, 6 con la misma compensa- 
ción si Ja concesión es condicional. 

Art. 30, El presente tratado permaneceré en 
vigor por diez años contados desde el dia del can- 
ge de las ratificaciones ; pero si ninguna de las 
partes anunciare por una declaración oficial, un 
año antes de la expiración de este término, su in- 
tención de hacerlo terminar, continuará siendo 
obligatorio para ambas partes hasta un año des- 
pués de haberse hecho la expresada declaración 
oficial, cualquiera que sea la época en que se 
haga. 

En el caso en que una de las dos pnrtes con- 
tratantes juzgue que alguna ó algunas de las es- 
tipulaciones del presente tratado han sido viola- 
das en su perjuicio, deberá antes de todo pre- 
sentar á la otra parte su quejn con una exposi- 
ción de los hechos en que la funde, y acompa- 
ñada de los documentos y pruebas necesarias pa- 
ra justificarla; y de ningún modo autorizará ac- 
tos de represalia ni declarará la guerra antes de 
que Ja reparación demandada haya sido negada ó 
desatendida. 

Art. 31. El presente tratado será ratificado 
por el Presidente de la República de Venezuela 
previa la aprobación del Congreso, y por S. M. 
el Rey de los franceses, y las ratificaciones se- 
rán cangeadas en Caracas en el término de quin- 
ce meses ó antes si fuere posible. 

En fé de lo cual, los plenipotenciarios respec- 
tivos han firmado el presente tratado sobre el que 
han puesto sus sellos respectivos. 

Hecho en la ciudad de Caracas á 25 de Marzo 
del año del Señor 1843.— Francisco Áranda. — 
(L. S>)— C. E. David.— (L. S.) 

Decretan : 

Art. único. El Congreso presta su acuerdo y 
consentimiento. 

Dado en Caracas á 18 de Abril de 1843, año 
149 de la ley y 33? de la independencia. — El 
presidente del Senado, José Vargas. — El pre- 
sidente de la Cámara de Representantes, Ma- 
nuel Felipe de Totar. — El secretario del Sena- 
do, José Ángel Freyre. — El secretario de la Cá- 
mara de Representantes, Juan Antonio Pérez* 

Caracas Abril 20 de 1843, año 14? de la ley 
y 33? de la independencia. — Ejecútese. — Car- 
los Soublette. — Por S. E. el Presidente de la 
República. — El Secretario de Relaciones Exte- 
riores, Francisco Aranda. 

Ratificado el presente tratado el 26 de Octubre de 
1848 por S. M. el Rey de los franceses, y en 22 de Mar- 
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so de 1844 por S. E. el Presipeote de la República, las 
ratificaciones fueron cangeadaa el 28 del expresado mes 
de Marzo en esta ciudad de Caracas. « 

TRATADOS públicos, decreto di 8 dk 
abril de 1844 af robando la convención so- 
bre correos entre Venezuela y Francia. 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

Vista la convención de correos celebrada en- 
tre Venezuela y Francia el 27 de Julio de 1843 
cuyo tenor en el siguiente 
Convención sobre correos entre Venezuela y 

Fra?icia. 
La República de Venezuela y S. Al. el Rey de 
ios Franceses queriendo, en el ínteres de las re- 
laciones tío buena inteligencia, amistad y comer- 
cio que felizmente subsisten entre pus respecti- 
vos países, proveer ai establecimiento de un ser- 
vicio de paquebotes de vapor para el trasporte re- 
gular de la correspondencia oficial y particular 
entre ambos países, y desea mío asegurar este 
importante resultado por medio de una conven- 
ción, han nombrado á este efecto por sus comi- 
sionados, á saber: S. E. el Presidento de la Re- 
pública ile Venezuela al señor. Francisco Arandu, 
Secretario de Estado en los despachos de Ha- 
cienda y Relaciones Exteriores ; y S M. el Rey 
de los franceses al señor Celeste Eslévan David, 
su Cónsul general y Encargado de negocios en 
Venezuela, Caballero de la real orden de la Le- 
gión de Honor, los cuales después de haber can- 
geado sus poderos y halládolos en debida forma, 
han convenido en ios artículos siguientes : 

Art. 1? Desde el momento en que sean can- 
gcadas l»s ratificaciones de la presente conven- 
ción, las administraciones de poetas de Venezue- 
la y de Francia se trasmitirán y cambiarán entre 
sí regularmente los despachos y paquetes cuya 
dirección les está encargada y que vayan desti- 
nados, ya sea f ;ira sus respectivos Estados, ya sea 
para los Estados extranjeros, cuya corresponden- 
cia transite por sus territorios. 

Art. 29 Este servicio se hará por medio de 
barcos de vapor de la marina real de Francia, cu- 
yos costos de armamento, equipo, conservación y 
generalmente cualesquiera otros gastos queda- 
rán á cargo del Gobierno francés. El Gobierno 
de Venezuela se reserva, sin embargo, el dere- 
cho de contribuir ulteriormente á este servicio 
destinando á él buques de su marina de guerra, 
los que por reciprocidad, gozarán entonces en 
Francia de los mismos privilegios, franquicias 6 
inmunidades que se estipulan á continuación en 
favor de los paquebotes franceses. 

Art 39 Los barcos de vapor de ia armada 
real destinados por el Gobierno francés al esta- 
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blechniento de comunicaciones regulares entre la 
Francia y Venezuela, serán considerados y re- 
cibidos en todos los puertos de esta República á 
que llegaren habitual ó accidentalmente como 
cualquiera de los otros buques de guerra; ten- 
drán derecho & los mismos honores y privile- 
gios, y estarán exentos de todo derecho de na- 
vegación, de aduana, de puerto y de otros aná- 
logos, 'o mismo que de toda declaración, regis- 
tro 6 visita de aduana. Ellos no podrán ser dis- 
traídos de su destino especial, es decir del tras- 
porte de la correspondencia, de pasajeros y del 
oro y plata amonedados y en pasta ó en polvo, 
por ninguna autoridad cualquiera que sea, ni su- 
jetos á secuestro, embargo ó angarias. 

Art. 49 En caso de naufragio ó de avería su- 
frido por los paquebotes franceses en el curso de 
la.navegacion, el Gobierno de Venezuela dará ó 
hará dar á estos buques todo el socorro y la asisr 
tencia que demande su posición, y permitirá que 
puedan hacer ó que se les h:igan, según la nece- 
sidad, en sus arsenales al precio de las tarifos de 
estos establecimientos, todas las obras que nece- 
siten para el reparo ó construcción de aparejos, 6 
de maquinas que puedan hacerse sin inconve- 
nientes. El carbón destinado al consumo de los 
paquebotes de vapor franceses será admitido en 
¡os puertos de Venezuela libre de todo derecho 
de aduana 6 cualquiera otro, y podrá ser libre- 
mente depositado en ellos, ya sea en los alma- 
cenes ad hoc que pudieran proporcionar los ar- 
senales venezolanos, ya sea en almacenes á pro- 
pósito alquilados con este objeto por el Gobier- 
no francés, ya sea en uno ó muchos almacenes 
flotantes nFt.-'cionidos en los puertos. Si ade- 
mas, los dichos pquebotes juzgaren convenien- 
te tomar carbón en la mina de Cura micha te (en 
Venezuela) el carbón será igualmente exento de 
todo derecho de aduana. 

Art. 69 En caso de guerra entre las dos na- 
ciones, los paquebotes franceses continuarán su 
navegación sin obstáculo ni molestia por parte 
del Gobierno de Venezuela, hasta que la notifi- 
cación de quedar cortadas la* comunicaciones de * 
correos sea hecha por uno de los Gobiernos; en 
cuyo caso los paquebotes podrán, si se encuen- 
tran en camino, volver libremente y bajo protec- 
ción especial á los puertos de Francia durante 
un término de tres meses después de esta notifi- 
cación. 

Art. 69 Con reserva del derecho de modificar 
el itinerario y el número de viajes de los men- 
cionados paquebotes, lo mismo que la duración 
de sus escalas, el Gobierno francés se propone 
hacerlos despachar en un día determinado de ca. 
da mes, de un puerto de Francia que después de- 
signará, para unp ó mas puertos de Venezuela 
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que mas tarde también señalará. Dichos paque- 
botes harán su vuelta de manera que todos los 
meses haya igualmente una salida de Venezuela. 
El Gobierno de S. M. el Rey de los franceses y 
su Representante en Venezuela podrán antici- 
par 6 retardar cuarenta y ocho horas la salida de 
estos paquebotes, y accederán en cuanto sea po- 
sible á la solicitud que con el mismo objeto pue- 
da dirigirle* el Gobierno de Venezuela. 

Art. 79 Los paquebotes de vapor franceses 
permanecerán á lo mas cuarenta y ocho horas en 
los puertos de Venezuela para desembarcar las 
malas que contienen las diferentes correspon- 
dencias, lo mismo que los pasajeros, y para to- 
mar las malas y los pasajeros destinados á los 
otros puertos de su carrera. 

Art. 89 Los mencionados paquebotes podrán 
embarcar, desembarcar ó trasbordar en Jos puer- 
tos de Venezuela todo el oro ó plata amoneda- 
dos, en pasta ó en polvo que le sean confiados. 
Recibirán también pasajeros de cualesquiera na- 
ción que sean con sus equipajes y efectos perso- 
nales, á condición de que dichos pasajeros se 
conformen á los reglamentos sanitarios y de po- 
licía de los puertos de Venezuela respecto á la 
entrada y salida de los viajeros. En ningún ca- 
so, sin embargo deberá causarse el menor retar- 
do ó dificultad en el cumplimiento del importan- 
te servicio que les está confiado, y los pasajeros 
que vengan en estos paquebotes y que no juz- 

f jaren conveniente bajar á tierra durante su esca- 
a en alguno de los dichos puertos, no podrán ser 
bajo ningún pretexto extraídos de abordo ni su- 
jetos á ninguna pesquisa, ni sometidos á la for- 
malidad de visar sus pasaportes. 

Art. 99 Los paquebotes mencionados tras- 
portarán la correspondencia de Francia, de los 
paises que empleen su conducto, 6 de los puertos 
de escala para Venezuela, y recíprocamente, se- 
gún las cláusulas y condiciones que á continua- 
ción se estipulan. Las dos partes contratantes se 
comprometen también á observarlas exacta- 
mente y hacerlas observar en lo que de cada una 
dependa. 

Art. 10. Los agentes consulares de 8. M. el 
Rey de los franceses en Venezuela, sus cancille- 
res, ó cualesquiera otras personas especialmente 
instituidas al efecto por el Gobierno francés, es- 
tarán encargadas de Ja administración de los pa- 
quebotes-vapores de guerra mencionados y de to- 
das las relaciones que deban mantener con las 
administraciones de correos de Venezuela y de 
Francia ; y recibirán directamente de estas ad- 
ministraciones todas las cartas y paquetes que 
deban trasportarse en los paquebotes franceses. 

Art 11» Los agentes encargados de la admi- 
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nistracion de los paquebotes cerrarán y remití* 
rán directamente á los comandantes de estos bu- 
ques las malas de Venezuela para la Francia y 
los puertos intermedios; y abrirán y entrega- 
rán & los agentes de correos venezolanos las 
malas trasportadas por los paquebotes france- 
ses, inmediatamente después de la entrega que 
les hagan los comandantes de ellos. 

Art. 12. Las cartas y paquetes de Francia 
destinados para Venezuela serán, después de ha* 
bersido contados y pesados según el peso francés, 
atados, empaquetados y sellados, puestos en ba- 
lija con cerradura y llave, las cuales serán in- 
cluidas en malas que cerrarán también con lla- 
ves. Las malas serán cerradas de la misma ma- 
ma por los agentes de los paquebotes en 
Venezuela, que, lo mismo que los directores de 
la posta en Francia, tendrán solos la llave de las 
balijas y malas. Cada remisión será acompañada 
de una carta de aviso en que se anuncie el nú- 
mero y el peso de los despachos y paquetes con- 
tenidos en la mata, firmada en Francia por un 
director de postas, y en Venezuela por un agente 
de los paquebotes franceses. Las cartas recha- 
zadas ó sobrantes serán respectivamente de- 
vueltas al cabo de seis mrses para obtener el 
reembolso del precio á que hayan sido entre- 
gadas anteriormente. 

Art. 13. El Gobierno de S. M. el Rey de los 
franceses percibirá por todas las cartas y los pa- 
quetes trasportados de Francia á Venezuela, ó de 
Venezuela á Francia, en las malas francesas, el 
porte interior á razón de dos francos por el pe- 
so de treinta gramos, 6 sean cinco décimos por 
la carta sencilla de siete y medio gramos, 6 un 
cuarto de onza ; y un porte marítimo calculado 
á razón de cuatro francos por el peso de treinta 
gramos, ó sea un franco por la carta sencilla de 
siete y medio gramos, ó un cuarto de onza. £1 
montante de estas dos tasas, que seguirán la pro- 
gresión de las tarifas de las postas francesas, se 
reducirá á moneda corriente de Venezuela ó á 
pesos fuertes al cambio del dia, y deberá ser, al 
recibirse cada mala de Francia, satisfecho por 
las postas de Venezuela al agente de los paque- 
botes franceses, ei ene l estará obligado á dar re- 
cibo. Respecto á las cartas y paquetes que se 
remitan de Venezuela para Europa podrán ser 
franqueadas á voluntad de los interesados en las 
agencias de dichos paquebotes. 

Art. 14. El Gobierno de Venezuela por su 
parte, percibirá en el puerto de arribo una tasa 
de veinticinco centavos de franco solamente por 
cada carta sencilla de cualquier origen europeo, 
y esta tasa seguirá la progresión de la tarifa de 
correos de la República. 
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Art. 15* Los diarios, gaceta», obras periódi- 
cas, libros encuadernados, panfletos» papeles de 
música, catálogos, prospectos, anuncios y avisos 
varios, impresos y litografiados en lengua fran- 
cesa, española ó extranjera, lo mismo que las 
muestras de mercancías, serán trasportadas con 
reducción de precio por los paquebotes france- 
ses y no pagarán en Francia, sea á la salida, 
sea á la entrada, sino los portes siguientes : las 
muestras de mercancías la tercera parte de una 
carta sencilla, y los diarios impresos, &c« la ta- 
sa única de cinco centesimos ó un veinteavo de 
franco, cualquiera que sea su destino ; unas co- 
sas y otras serán ademas distribuidas gratis en 
lor puertos de Venezuela. 

Art. 16. Los paquebotes mencionados podrán 
igualmente trasportar cartas y diarios entre los 
diversos puertos de Venezuela en que toquen, y 
entre estos puertos y los de la Nueva Granada, 
&c« Las cartas serán franqueadas en las agen- 
cias de dichos paquebotes según la tarifa que pos- 
teriormente se les pasará y que será comunica- 
da al Gobierno de Venezuela. 

Art. 17. £1 Gobierno francés se reserva colo- 
car en balijas particulares cuyas dimensiones no 
excederán de cincuenta centímetros de largo y 
veinticinco de alto y ancho, las cartas y los pa- 
quetes oficiales destinados á su representante y 
sus cónsules en Venezuela. Estas balijas serán 
igualmente destinadas al trasporte de la corres- 
pondencia oficial de dichos agentes y entrega- 
das directamente y francas a sus títulos. Las 
cartas y los paquetes oficiales trasportados por 
las malas francesas para los comandantes de los 
buques de S. M. el Rey de los franceses que po- 
drían encontrarse en los puertos de Venezuela, 
ó para los oficiales ó marinos que están bajo sus 
órdenes serán igualmente entregados francos por 
la administración de los paquebotes. Pero en los 
casos de seguir dichas correspondencias oficia- 
les para el interior, quedarán sujetas á las tasas 
que'pagare la demás correspondencia en el cor- 
reo venezolano hasta que se hagan nuevos arre- 
glos sobre este purito, mediante mutuas conce- 
siones de las partes contratantes. 

Art 18. Se ha convenido ademas, que si el 
Gobierno^ francés ó eJ de Venezuela propusieren 
en lo sucesivo, en el interés del importante ser- 
vicio de que se trata, algunas modificaciones ó 
adiciones á la presente convención, elfos serán 
objeto de artículos adicionales, y se considera- 
rán como partes del presente acto desde el mo- 
mento en que hayan sido debidamente acepta- 
dos y ratificados por una y otra parte. 

Art. 19, La presente convención se ha cele- 
brado por cinco años, á contar de la fecha del 
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cange de las ratificaciones, que deberá hacerse 
en Caracas lo mas pronto posible ; y continuará 
en vigor otros cinco años mas, y así sucesiva- 
mente por el término de cinco años, si, seis me- 
ses antes de cumplirse cada período, una de las 
partes no declara á la otra su intención de termi- 
narla. 

En f¿ de lo cual los comisionados respectivos 
han firmado y sellado la presente convención. 
Fecha en Caracas por duplicado á 27 de Julio de 
1843. — Ir ancuco Aranda. — (Hay un sello.) ~C. 
E. David.— (Hay un sello.) 
Decretan: 

Art. único. El Congreso presta á este acto su 
consentimiento y aprobación. 

Dado en Caracas á 2 de Abril de 1844, año 15 
de la ley y 34 de la independencia.— -El presiden- 
te del Senado, José María de Héres. — El presi- 
dente de la Cámara de Representantes. Jacinto 
Gutiérrez. — El secretario del Senado, José An- 
gtl Freyre. — El secretario de la Cámara de Re- 
presentantes, Juan Antonio Pérez. 

Caiácas Abril 3 da 1844, año 159 de la ley y 
349 de la independencia. — Ejecútese. — Carlos 
Soublette. — Por S. E. el Presidente de la Repú- 
blica. — El secretario de Estado encargado interi- 
namente del despacho de Relaciones Exteriores, 
Juan Manuel Manrique. 

Ratificada esta convención por S. E. el Presi- 
dente de la República y por S. M. el Rey de Jos 
franceses, las ratificaciones se cangearon en esta 
ciudad de Caracas el dia 23 de Abril del año de 
1843. 

TRATADOS públicos, decreto de 3 de abril 
de 1835 aprobando la convención de 1834 con 
S. M. Británica referente al tratado con Co- 
lombia, que se inserta á Continuación. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso, 
Vista la convención concluida entre el Poder 
Ejecutivo de la República y el Gobierno de S. 
M. B. que á la letra es como sigue : 

Convención concluida entre Venezuela y el 
Reino unido de la Gran Bretaña é 
Irlanda. 
Por cuanto se concluyó entre S. M. el Rey del 
Reino Unido de la Gran Bretaña é Irlanda, y el 
Estado de Colombia, un tratado de amistad, co- 
mercio y navegación, constante de quince artícu- 
los, que junto con un artículo adicional, se firmó 
en Bogotá el décimo octavo dia de Abril de mil 
ochocientos veinte y cinco ; y por cuanto, des- 
pués de referir que habiéndose establecido exten- 
sas relaciones comerciales por una serie de años 
entre los dominios de S. M. Británica en Europa* 
y varias provincias y paiseB de América, que 
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(unidos entonces) constituían el Estado de Colom- 
bia, había parecido conveniente, así para la segu- 
ridad y fomento de aquella correspondencia co- 
mercial, como para mantener la buena inteligen- 
cia entre su dicha M. Británica y el dicho Esta- 
do, que las relaciones que entonces subsistían 
entre ambos fuesen regularmente reconocidas y 
confirmadas por medio de un tratado de amistad, 
comercio y navegación ; en esto tratado se decla- 
ró y se convino, que hubiera,, bajo ciertos regla- 
mentos y condiciones especificadas en él, una re- 
ciproca libertad de comercio entre los territorios 
de S. M. Británica en Europa y los territorios de 
Colombia; y por cuanto al firmar dicho tratado, 
las provincias de Venezuela se hallaban unidas á 
Colombia, y formaban uira parte componente de 
ella, pero desde aquel tiempo se han separado 
final y enteramente He ella, y de todos los países 
$ provincias que estaban entonces, 6. se hallan 
ahora unidas con ellas, y se han hecho un Esta- 
do, separado é independiente, bajo un gobierno 
distinto: y por cuanto es conveniente que las 
lela «iones y correspondencia comercial que aho- 
ra 6 antes subsistían entro los territorios del Es- 
tado de Venezuela, y los territorios de S. M. 
Británica en Europa, respectivamente, se conti- 
nuasen y llevasen á efecto de la misma manera, 
y bajo los mismos reglamentos y condiciones ex- 
presadas y especificados en el antedicho tratado 
entre su dicha Majestad y el Estado de Colom- 
bia, y que S. M. reconociese la independencia del 
dicho Estado de Venezuela, se ha convenido conr 
cjuir una convención con los objetos antedichos. 

Al efecto, las altas partes contratantes han 
nombrado com.o sus plenipotenciario?, á saber : 

El Presidente encargado del Poder Ejecutivo 
del Estado de Yenezueia, al General de División 
Mariano Mpntilla, de la orden de los Libertado- 
res de Venezuela. 

Y S. M. eí Rey del Reino Unido de Ta Gran 
Bretaña é Irlanda, al muy honorable Henrique 
Juan, Vizconde Palmerston, Barón Temple, Par 
de Irlanda, Miembro del muy honorable Consejo 
privado de S. M. Británica, caballero gran cruz 
de la muy honorable orden del Baño, miembro 
del Parlamento, y su principal Secretario de Es- 
tado en el t departamento de negocios extranjeros. 

Quienes después de haberse- comunicado sus 
respectivos plenos poderes, hallados en buena y 
debida forma, han convenido y concluido los si- 
guientes artículos. 

Art. \o El estado de Venezuela cuya inde- 
pendencia por esta reconoce y declara S. M. Bri- 
tánica, y S. M. el Rey del Reino Unido de la 
Oran Bretaña é Irlanda, convienen mutuamente 
<?n, adoptar y confirmar tan eficazmente como si 
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se hubieran insertado palabra por palabra en es* 
ta convención loa diferentes artículos y provisio- 
nes del antedicho tratado concluido entre su dicha 
Majestad y el Estado- de Colombia, junto con el 
antedicho artículo adicional de él; y que todos 
los negocios y materias contenidos en dicho tra- 
tado y artículo adicional, serán aplicados mutatié 
muhandis, desde la fecha de la presente conven- 
ción, á las altas partes contratantes, los ciudada- 
nos y subditos do ellas, con tanta fuerza como si 
hubieran sido recapituladas palabra por palabra 
en esta : confirmando y aprol>ando por esta to- 
dos los negocios y materias hechos 6 por hacer 
por sus respectivos ciudadanos y subditos, en vir- 
tud del antedicho tratado, y en cumplimiento de 
él. 

Art. 29 Las altas partes contratantes mutua- 
mente convienen ademas en adoptar, y confirmar, 
como parte de la presente convención, y con la 
misma fuerza como, si se hubiera insertado pala- 
bra por palabra en esta, la deela ración erplftnato- 
ría de aquella parte del art. T? del antedicho tra- 
tado concluido entre S. M Británica y el Estado 
de Colombia, en el cual se define qué buques han 
de considerarse con derecho á gozar los privíle-. 
gios de buques británicos y colombianos, la cual 
declaración se firmó en Londres el séptimo día 
de Noviembre de mil ochocientos veinte y- cinco, 
por el muy honorable George Canning* enton- 
ces principal Secretario de S. M. Británica en el 
departamento de Relaciones exteriores, de parte 
de su dicha Majestad, y por el señor Manuel José 
Hurtado, plenipotenciario del Estado de Colom- 
bia, departe del dicho Estado; y que la dicha 
declaración, y las varias provisiones contenidas, 
en ella, serán aplicada* desde la fecha de la rati- 
ficación de la presente convención, muta lis *w- 
tandis al dicho Estado de Venezuela y sus ciuda- 
danos, y á su dicha Majestad y sus subditos, con 
la misma fuerza como si se h tibie ran insertado en 
esta palabra por palabra. 

Art. 39 La presente con vencio^será' ratificada 
por el Presidente ó Vicepresidente encargado del 
Poder Ejecutivo del Estado de Venezuela, con 
consentimiento y aprobación del' Congreso del 
mismo, y por S. M. el Rey del Reina unido de la- 
Gran Bretaña é Irlanda ;• y las ratificaciones se- 
rán cangeadas en Londres en el término de seis 
meses, ó antes si fupse posible. 

En testimonio de lo, cual los respectivos Pie» 
oipotenciarios lo firmaron y sel la ron, coa eh sello 
de sus armas. 

Hecho, en Loji d res á veintinueve de, Octubre, 
del año de nuestro Señor de mil ochocientos trein- 
ta y cuatro. 

(l.8.) Mariano Montilla. (1. B.\PatmieT$torb. 
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Y considerando : que por la citada convención 
se reconoce expresa y terminantemente la sobe- 
ranía é independencia de Venezuela-, y se esta- 
blecen de un modo permanente las relaciones de 
amistad y buena niteiigencta entre el Gobierno y 
pueblo ée Venezuela y el Gobierno y pueblo de 
St M. B. de la misma manera que antes existían 
entre Ja República de Colombia y el Reino Unido 
de la Gran Bretaña é Irlanda por el tratado fir- 
mado en Bogotá á 18 de Abril de 1825.— Que 
por ella quedan igualmente en toda su fuerza Jas 
excepciones y privilegios á favor de los subditos 
de ambas naciones, y las estipulaciones de comer- 
rio y navegación que la República se hizo un 
deber de conservar^ según se deduce del art. 218 
de la Constitución, al declarar validas y no alte- 
radas las excepciones de que disfrutaban en la Re- 
pública de Colombia algunos subditos de poten- 
cias extranjeras según los tratados vigentes* de- 
cretan. 

Art. 19 EJ Congreso presta su consentimien- 
to y aprobación á la convención firmada en Lon- 
dres a veintinueve de Octubre de mil ochocientos 
treinta y cuatro, entre el Enviado extraordinario 
y Ministro Plenipotenciario de la República, y 
el Ministro de Relaciones Exteriores de S. M. B. 
á nombre de sus respectivos Gobiernos. 

Art. 29 Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Dado en Caracas á 31 de Marzo de 1835, 69 
y £5. — El Presidente del Senado, Ángel Quin- 
tero. — El Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, Francisco Aranda.—>-E\ Secretario del Se- 
nado, José María Pelgron% — El diputado secre- 
tario de la Cámara de Representantes, Julián 
García. 

Caracas Abril 3 de 1835, 69 y 25?— Ejecúte- 
se.— Jbsé Vargas. — Por 8. E. el Presidente de 
h República. — El Secretario de Relaciones Ex- 
teriores, Santos Migueleña. « 

lyEata convención fué ratificada por S. E. el ^resi- 
dente de Venezuela el 8 de Abril de 1885, Jr por S. M. 
6. el 19 de Jodio del mismo afio ; y las ratificaciones se 
canjearon en Caracas el 7 do Agosto del propio afio de 

tfratadoá que se refiere la convención anterior.) 

Tratado de amistad] comercio y navegación entre 
la República de Colombia y S. m*el Rey del 
Reino unido de la Gran Bretaña é Irlanda. 

En el nombre de la Santísima Trinidad. 

Habiéndose establecido extensas relaciones co- 
merciales por una serie de años, entre varias 
provincias ó países de América, que unidos aho- 
n constituyen la República de Colombia, y los 
dominios de S. M. el Rey del Reino Unido de la 
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Gran Bretaña 6 Irlanda, ha parecido convenien- 
te^ así para la seguridad y fomento de aquella 
correspondencia comercial) como para mantener 
la buena inteligencia entre su dicha Majestad y 
la dicha República, que las relaciones que ahora 
subsisten entre ambas, sean regularmente cono- 
cidas y confirmadas por medio de uu tratado dé 
amistad, comercio y navegación. 

Con este objeto han nombrado sus respectivos 
Plenipotenciarios, á saber : el Vicepresidente en- 
cargado del Poder Ejecutivo de Ja República dé 
Colombia a Pedro Gual, secretario de Estado y 
del Despacho de relaciones exteriores de la mis- 
ma y al General Pedro Bricefto Méndez ; y S. 
M. el Rey de la Gran Bretaña 6 Irlanda, á Juan 
Potter Hamilton, escudero, y á Patricio Campbell-, 
escudero, quienes después de haberse comunicado 
sus respectivos plenos poderes, hallados en debi- 
da y propia forma han convenido y concluido los 
artículos siguientes. 

Art. 19 Habrá perpetua, firme y sincera amis- 
tad entre la República y pueblo de Colombia, y 
los dominios y subditos de S. M. el Rey del Rei- 
no Unido de la Gran Bretaña é Irlanda, sus he- 
rederos y sucesores. 

Art. 29 Habrá entre todos los territorios de 
Colombia y los territorios de S. M. Británica en 
Europa una recíproca libertad de comercio. Los 
ciudadanos y subditos de los dos países respecti- 
vamente, tendrán libertad para ir libre y segura- 
mente con sus buques y cargamentos á todos 
aquellos parajes, puertos y rios en los territorios 
antedichos, á ios cuales se permite ó se permitie- 
re ir á otros extranjeros ; entrar en los mismos y 
permanecer, y residir en cualquiera parte de los 
dichos territorios respectivamente: también para 
alquilar y ocupar ca*<is y almacenes para los ob- 
jetos de su comercio ; y generalmente los comer- 
ciantes y traficantes de cada Nación respectiva- 
mente, gozarán Ja mas completa protección y se- 
guridad para su comercio, estando siem pie suje- 
tos á las leyes y estatutos de los dos paises res- 
pectivamente. 

Art. 39 S. M. el Rey del Reino Unido de la 
Gran Bretaña é Irlanda, se obliga ademas, & que 
J<jS ciudadanos de Colombia tengan la misma li- 
bertad de comercio y navegación que se ha esti- 
pulado en el articulo anterior, en todos sus do- 
minios situados fuera de Europa, en toda la ex- 
tensión en que se permite ahora, ó se permitiere 
después á cualquiera otra nación. 

Art. 49 No se impondrán otros ó mas altos 
derechos á la importación en los territorios de 
Colombia de cualesquiera artículos del producto , 
natural, producciones ó manufacturas de los do- 
minios de 8. M\ Británica, ni se impondrán otros 
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(y mas altos derechos á la importación en los ter- 
ritorios de 8. M* Británica de cualesquiera artí- 
culos del producto natural, producciones 6 manu- 
facturas de Colombia, que los que se pagan ó pa- 
garen por semejantes artículos, cuando, sean pro- 
ducto natural, producciones 6 manufacturas de 
cualquiera otro pais extranjero ; ni se impondrán 
otros ó mas altos derechos 6 impuestos, en los 
territorios ó dominios de cualquiera de las par- 
tes contratantes á la exportación de cualesquiera 
artículos para los territorios ó dominios de la 
otra, que los que se pagan 6 se pagaren por la 
exportación de iguales artículos para cualquiera 
otro pais extranjero. Ni se impondrá prohibición 
alguna á la exportación ó importación de cuales- 
quiera artículos del producto natural, produccio- 
nes ó manufacturas de los dominios y territorios 
de Colombia 6 de 8, M. Británica, para los di- 
chos, ó de los dichos territorios de Colombia, ó 
para los dichos, 6 de los dichos de S. M. Británi- 
ca, quo no se extienden igualmente á todas las 
otras naciones. 

Art. 59 No se impondrán otros 6 mas altos 
derechos ó impuestos por razón de tonelada, fa- 
nal ó emolumentos de puerto, práctico, salvamen- 
to en caso de avería, ó naufragio, ó cualesquiera 
otros gastos locales, cu ninguno de lus puertos 
<ie los territorios de 8. M. Británica, á los buques 
rolombianos, que los pagaderos en los mismos 
puertos por buques británicos» ni en los puertos 
de Colombia, á los buques británicos, que los pa- 
gaderos en los mismos puertos por buques colom- 
bianos 

Art. 69 Se pagarán los mismos derechos á la 
importación en l<-s dominios de S. M. Británica, 
de cualquiera artículo de producto natural, pro- 
ducciones ó manufacturas de Colombia, ya sea 
que esla importación se haga en buques británi- 
cos ó en colombianos ; y se pagarán los mismos 
derechas k la importación en los territorios de 
Colombia de cualquiera artículo del producto na- 
tural, producciones 6 manufacturas de los domi- 
nios de S. M Británica, ya sea que esta importa- 
ción se haga en buques colombianos 6 en britá- 
nicos. Se pagarán los mismos derechos y se con- 
cederán los mismos descuentos y gratificaciones 
á la exportación de cualesquiera artículos de pro- 
ducto natura], producciones ó\ manufacturas de 
Colombia,- para los dominaos de S. M. Británica, 
a sea que esta exportación se haga en buques 
ritánicos ó en colombianos. Y se pagarán los 
mismos derechos y se concederán los mismos 
descuentos y gratificaciones & la exportación pa- 
ra Colombia, de cualesquiera artículos del pro- 
ducto natural, producciones ó manufacturas de 
lus domin"os de 8. M. Británica, ya sea que esta 
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e*port*e¡tto se haga en buques colombianos 6 en 
británicos. 

Arr. 79 Para evitar cualquiera mala inteligen- 
cia con respecto á las reglas que pueden respec- 
tivamente constituir un buque colombiano, ó bri» 
tánico, se ha convenido aquí, que todo buque 
construido en los teír i torios de Colombia, y po- 
seído por sus ciudadanos 6 por alguno de ellos, 
y cuyo capitán y tres cuartas partes de los mari- 
neros, á lo menos, sean ciudadanos colombianos, 
excepto en los casos en que las leyes provean 
otra cosa, por circunstancias extremas, será con- 
siderado como buque colombiano ; y todo buque 
construido en los dominios de 8. M. Británica, y 
poseído por subditos británicos, ó por alguno de 
ellos, y cuyo capitán y tres enaltas partes de los 
marineros, á lo menos, sean subditos británicos, 
excepto en los casos en que las leyes provean 
otra cosa, por circunstancias extremas, será con- 
siderado como buque británico. 

Art. 89 Todos los comerciantes, y comandan- 
tes de buques, y otros ciudadanos, y subditos de 
la República de Colombia, y de S. M. Británica 
tendrán entera libertad en todos los territorios de 
ambas potencias, respectivamente, para manejar 
por sí mismos, sus propios negocios, ó confiarlos 
al manejo de quien gusten; como corredor, factor, 
agente, 6 intérprete ; ni serán obligados á em- 
plear otras personas cualesquiera, para aquellos 
objetos, ni á pagarles salario alguno, 6 remunera- 
ción, á menos que ellos quieran emplearlos; y se 
concederá absoluta libertad en todo caso al com- 
prador y vendedor para contratar y fijar el pre- 
cio de cualesquiera efectos, mercaderías 6 géne- 
ros importados, 6 exportados de los territorios de 
cualquiera de las dos partes contratantes, según 
lo tengan á bien. 

Art. 99 En todo lo relativo á la carga, y des- 
carga de buques, seguridad de las mercaderías, 
géneros y efectos, la sucesión de bienes muebles 
de toda especie y denominación, por venta, do- 
nación, cambio, 6 testamento, ó de otra manera 
cualquiera, como también á la administración de 
justicia, los ciudadanos y subditos de las dos par- 
tes contratantes, gozarán en sus respectivos terri- 
torios y dominios, los mismos privilegios, liber- 
tades, y derechos que la nación mas favorecida, y 
no se les impondrá, por ninguno de estos respec- 
tos, impuestos, ó derechos algunos, mas altos que 
los que pagan, d pagaren los ciudadanos, ó sub- 
ditos de Ja potencia en cuyos territorios, 6 domi- 
nios residan. Estarán exentos de todo servicio 
militar forzado, de mar ó tierra, y de todo présta- 
mo forzoso ó exacciones, 6 requisiciones milita- 
res, ni serán compelidos á pagar contribución al- 
guna ordinaria, mayor que las que paguen los 
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ciudadanos, 6 subditos de una A otra potencia, 
tajo- ningún pretexto cualquiera. 

ArU 10. Será libre* á cada una de las partes 
contratantes el nombrar cónsules para la protec- 
ción del comercio, que residan en los territorios, 
y dominios de la otra parte ; pero antes que cual- 
quiera cónsul obre como tal, será aprobado, y 
admitido, en la forma acostumbrada por el Go- 
bierno al cual fuere enviado, y cualquiera de lus 
partes contratantes puede exceptuar de la resi- 
dencia de cónsules, aauellos Jugares particulares, 
que cualquiera de ellas juzgue conveniente ex- 
ceptuar. 

Art. 11. Para la mayor seguridad del comer- 
cio entre los ciudadanos de Colombia, y los sub- 
ditos de 8. M. Británica, se ha convenido, que si 
en algún tiempo, desgraciadamente sucediere al- 
gwia interrupción, de la correspondencia comer- 
cml amistosa, ó algún rompimiento entre Jas dos 
partes contratantes, los ciudadanos ó subditos de 
cualquiera de las dos partes contratantes, resi- 
dentes en los dominios de la otra, tendrán el pri- 
vilegio de permanecer y continuar su tráfico allí 
sin ninguna especie de interrupción, mientras se 
conduzcan pacíficamente, y no cometan ofensa 
contra las leyes ; y sus efectos y propiedades, ya 
estén ron fiad as á individuos particulares 6 al Es- 
tado, no estarán sujetas á ocupación, ó secuestro, 
ni á ningunas otras demandas, que las que pue- 
dan hacerle de iguales efectos, ó propiedades per- 
tenecientes á ciudadanos, ó subditos de la poten- 
cia en que residan. 

Art. 12. Los ciudadanos de Colombia goza- 
rán en todos los dominios de S. M. Británica, una 
perfecta 6 ilimitada libertad de conciencia, y la de 
ejercitar fu religión pública 6 privadamente, den- 
tro de sus casas particulares ó en las capillas, ó 
lugares del culto, destinadas para aquel objeto, 
conforme al sistema de tolerancia establecido en 
los dominios de 6. M. Así mismo los subditos de 
S. M. Británica, residentes en los territorios de 
Colombia, gozarán de la mas perfecta y entera 
seguridad de conciencia, sin quedar r or ello ex- 
puestos á ser molestados, inquietados, ni pertur- 
bados en razón de su creencia religiosa, ni en los 
ejercicios propios de su religión, con tal que lo 
hagan en casas privadas, y» con el decoro debido 
al culto divino, respetando las leyes, usos, y eos* 
tumbres establecidas. También tendrán libertad 
de enterrar los subditos de 8. M. Británica, que 
mueran en los dichos territorios de Colombia, en 
lugares cen venientes, y adecuados que ellos mis- 
mos designen y establezcan, con acuerdo de las 
autoridades locales, para aquel objeto, y loe fuñe- 
ralee 6 sepulcros de los muertos no serán tras- 
tornados de modo alguno, ni por ningún motivo. 
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Art* 18. El Gobierno de Colombia se compro- 
mete á cooperar con S. M. Británica para la to- 
tal abolición del tráfico de esclavos, y para pro- 
hibir á todas las personas habitantes en el territo- 
rio de Colombia del modo mas eficaz el que to- 
men parte alguna en semejante tráfico. 

Art 14. Y por cuanto seria conveniente, y 
útil, para facilitar mas la mutua buena correspon- 
dencia entre las dos partes contratantes, y evitar 
en adelante toda suerte de dificultades ; que se 
propongan y adicionen al presente tratado otros 
artículos que por falta de tiempo, y la premura 
de las circunstancias, no pueden ahora redactar- 
se con la perfección debida, se ha convenido, y 
conviene por parte de ambas Potencias, que se 
prestarán, sin la menor dilación posible, á tratar 
y convenir sobre los artículos que faltan á este 
tratado, y se juzguen mutuamente ventajosos ; y 
dichos artículos cuando se convenga y sean de- 
bidamente ratificados, formarán parte del presen- 
te tratado de amistad, comercio y navegación. 

Art. *15. El presente tratado de amistad, co- 
mercio y navegación, será ratificado por el Presi- 
dente ó Vicepresidente encargado del Poder Eje- 
cutivo de la República de Colombia, con consen- 
timiento y aprobación del Congreso de la misma, 
y, por S. M. el Rey del Reino Unido de la Gran 
Bretaña é Irlanda, y las ratificaciones serán can- 
geadas en Londres, en el término de seis meses, 
contados desde este dia, ó antes si fuese posible. 

En testimonio de lo cual, los respectivos Ple- 
nipotenciarios han firmado las presentes, y puesto 
sus sellos respectivos. 

Dado en la ciudad de Bogotá, el dia diez v 
ocho del mes de Abril del año del Señor mil 
ochocientos veinticinco. 

(l. b.) Pedro G ud. (r.. 8.) Pedro Bncefío Méndez. 
(l. s.) John Poiter HamiUan. 
(u 8.) Patrick Campbell 

ARTÍCULO ADICIONAL. 

Por cuanto en el presente estado de la marina 
Culombiana, no seria posible que Colombia se 
aprovechase de la reciprocidad establecida por los 
artículos quinto, sexto y séptimo del tratado for- 
mado hoy, si aquella parte que estipula que pana 
ser considerado como buque colombiano, el bu* 
qoe debe haber sido realmente construido en Co- 
lombia, se ha convenido en que por el espado de 
siete alfós, que so han de contar desde la fecha 
de la ratificación da este tratado, todo buque, de 
cualquiera construcción, que cea bona fide pfCr 
piedad de alguno 6 algunos de lo» ciudadanos de 
Colombia, y cuyo capitán y tres cuartas partee 
de los marineros, á lo menos sean también ciu- 
dadanos colombianos, excepto en los casos en que 
'; las leyes provean otra cosa por circunstancias ex- 
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tremas, será considerado como boque colombia- 
no, reservándose S. M. el Rey del Reino Unido de 
la Gran Bretaña é Irlanda el derecho, al fin de di- 
cho término de siete altos, de reclamar el princi- 
pio de restricción recíproca estipulado en el arti- 
culo séptimo antes referido, si los intereses de la 
navegación británica resultaren perjudicados, por 
la presente excepción, de aquella reciprocidad 
en favor de ios buques colombianos* 

El presente artículo adicional tendrá la misma 
fuerza y validez, que si se hubiera insertado* pa- 
labra por palabra* en el tratado firmado hoy j se- 
rá ratificado, y las ratificaciones serán cangeadas 
en el mismo tiempo. 

En fé de lo cual los respectivos plenipotencia- 
rios le han firmado y puesto sus sellos respec- 
tivos. 

Dado en la ciudad de Bogotá el día diez y 
ocho del mes de Abril del afio del SeAor, mil 
ochocientos veinticinco. 

(l. s.) Pedro Gual. (l. s.) Pedro Briceño Atonde*. 

(l. s.) John Potter Hamitton. (*,. s.) Palfick CampbeU. 

Este tratado fué ratificado por el Poder Ejecutivo de 
Colombia en todas sus partes el dia 28 de Mayo del afio 
de 1826. 

TRATADOS públicos, decreto de 4 de mi- 
to de 1 839 aprobando el celebrado con S. M. 
Británica sobre abolición del tráfico de escla- 
vos y su apéndice. 
El Senado y Camarade Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso» 
Visto el tratado celebrado en Caracas á 15 de 
Marzo del presente afio entre los plenipotencia- 
rios de Venezuela y S. M. B. sobre abolición del 
tráfico de esclavos, cuyo tenor palabra por pala- 
bra es como sigue. 

Tratado sobre abolición del tráfico de esclavos 
concluido entre la República de Venezuela y 
S. M. la Reina del Reino unido de la Gran 
Bretaña é Irlanda. 

La República de Venezuela y S. M. la Reina 
del Reino Unido de la Gran Bretafia é Irlanda, 
mutuamente animadas del sincero deseo de coope- 
rar á la completa extinción del tráfico de escla- 
vos en todas las partes del mundo» han resuelto 
proceder á la conclusión de un tratado con el fin 
especial de obtener inmediatamente su resultado 
en todo lo que concierna á la final abolición de 
este bárbaro comercio, y al efecto han nombrado 
como plenipotenciarios, la República de Venezue- 
la al señor José Santiago Rodríguez, ministro 
fiscal de Ja Corte suprema de justicia : y S. M. B. 
& Sir Robert Ker Porter, caballero, y caballero 
comendador de la real orden hanoverkna de 
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Guelphy so encargado de negocios en Caraca*, 
quienes habiéndose comunicado reciprocamente 
sus plenos poderes, y halládolos en debida forma, 
han acordado, convenido y concluido los artícalea 
siguientes: 

Art 1? La República de Venezuela y la Oran 
Bretafia declaran para siempre abolido el tráfico 
de esclavos; y para evitar dudas que pvedan 
ocasionar después algunos procedimientos per* 
judiciales á los intereses del comercio y navega- 
ción por la falta de inteligencia de la frase 'tráfico 
de esclavos,* 1 declaran igualmente, que se entien- 
de por dicho tráfico aquel que se hace con los ne- 
gros que se extraen de África para trasportarlos á 
otros puntos del mundo como objetos de venta { 
y de ninguna manera el lra*porte de un punto á 
otro de la República de los esclavos existentes ea 
ella, bien se verifique con el objeto de venta 6 coa 
algún otro no prohibido por sus leyes» 

Art 29 La República de Venezuela se com- 
promete á conservar vigentes las disposiciones 
de la ley de 18 de Febrero de 1825 que tienen 
por objeto declarar piratas y castigar con la 
pena de muerte á los venezolanos que en alta mar 
ú en cualquiera de los puntos que están bajo la 
jurisdicción de la República, se encuentren em- 
barcando, trasportando 6 desembarcando una 6 
mas personas extraídas de África en clase de es- 
clavos. 

Art. 3? Aunque la citada ley ha producido el 
efecto deseado, supuesto que hasta ahora no ha 
sido infringida por ningún venezolano; sin embar- 
go Venezuela dictará todas las demás disposicio* 
nes legislativas que crea conducentes á impedir 
que sus ciudadanos incurran de algún modo en 
el dicho tráfico de esclavos, y á lu completa extin» 
cíon de él, procurando entonces que estén en ar- 
monía con las que, sobre el mi»mo objeto, hubie* 
re dictado la Gran Bretafia. 

Art 49 La República de Venezuela y Is Gran 
Bretafia se comprometen á detallar por una con- 
vención adicional, que deberá celebrarse por 
ambas partes contratantes, los actos que consti- 
tuyan la piratería, comprendiendo el tráfico de 
esclavos, debiendo, después de celebrada dicha 
convención, dictar Ja potestad legislativa de am- 
bos paisas, lo mas pronto posible, leyes que cas- 
tiguen dichos actos respecto de les subditos 6 ciu- 
dadanos de cada uno. 

Art. 59 Con el objeto de impedir eficazmente- 
cualquiera infracción de este tratado, ambas par* 
tes contratantes convienen en que los buques de 
guerra de las respectivas naciones que estén pío* 
vistos de las especiales instrucciones que adelante 
so expresarán, puedan visitar los buques mercan* 
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tea de ambas Batiónos que infundan justas sospe- 
chas de que se ocupa» en el tráfico de esclaves, 
eoD tal de que esto se haga socamente en lea la- 
gares que se van á expresar, á saber : 

19 A lo largo de la costa occidental de África 
desde el Cabo Verde hasta los die» grados de la- 
titud Sur, es decir: del 1 0? grado de latitud me- 
ridional al 15? de latitud septentrional, y hasta 
los 40 grados de tougitud oriental contados desde 
el meridiano de Carleas. 

3? Al rededor de la isla de Afada gasear en una 
tona de veinte leguas de anchura. 

99 A la misma distancia de las costas de la isla 
de Cuba. 

4<> A la misma distancia de las costas de la isla 
de Puerto Rico, y 

69 A la misma distancia de las costas del Bra- 
sil. 

No obstante si un buque sospechado y persegui- 
do dentro de los límites asignados, lograre salir 
de ello*, podrá ser visitado, con tal que no se haya 
perdido de vista durante la persecución. 

Art 69 Los cruceros podrán detener los bu- 
ques que trafiquen con esclavos, bien sea que 
hayan sido armados con este objeto, ó bien que 
durante el viaje en que se encuentren, se hayan 
empleado en el mencionado tráfico, contravinien- 
do á lo estipulado r n este tratado; y enviarlos 6 con- 
ducirlos para que puedan ser sometidos á juicio 
ante los tribunales que conozcan de la piratería, 
con arreglo á las leyes de los respectivos países. 
No se entenderá por esto que Venezuela queda 
obligada á armar cruceros expresamente para per- 
seguir el tráfico de esclavos. 

Art 79 Coc el fin de arreglar el modo de lle- 
var á efecto lo contenido en Jos dos artículos an- 
teriores, las partes contratantes han estipulado. 

19 Que todos los buques fie guerra de am- 
bas. Bacantes qu¿ (te hoy en adelante se emplea- 
ion en evitar el tráfico de esclavos, deberán es- 
tar provistos por sus respectivos gobiernos de una 
eopia del presente tratado en los idiomas espa- 
ñol é ingles, y de otra de las instrucciones de 
cruceros anexas á él, las que deberán conside- 
rarse como parte integrante del mismo tratado. 

99 Que 1* Oran Bretaña comunicará de cuan- 
do en cuando á Venezuela, los nombres de los 
buques provistos de tales instrucciones, la fuer- 
za de cada uno y el nombre de sus respectivos 
comandantes : y que lo mismo hará Venezuela 
para con la Oran Breftafia si alguna ves estable- 
ciere cruceros con aquel objeto. 

30 Que si algupa. ocasión hubiere justos mo- 
tivos para sospechar que algún buque mercante 
fOA la bandera y bajo el convoy de buque 6 bu- 
ques de guerra, de algunas de las partea contra- 
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tintes, se ocupa 6 pretende ocuparse en el tráfi- 
co de esclavos, 6 que se haya armado con este 
intento, 6 que durante el viaje en que se ha en- 
contrado, ha estado empleado en el comercio de 
esclavos, será permitido al comandante de cual- 
quier, buque de guerra de una de las partes con- 
tratantes visitar el dicho buque mercante siem- 
pre que se encuentre dentro de los límites seña- 
lados en el artículo 59 de este tratado ; y tal co- 
mandante deberá ejecutarlo así poniéndose de 
acuerdo con el del convoy, el cual facilitará es- 
ta visita y la detención del buque mercante si lle- 
gare á efectuarse, propendiendo en todos casos y 
con todo su poder á la debida ejecución de este 
tratado. 

49 Que los comandantes de los buques de 
ambas naciones que sean empleados en este ser- 
vicio se sujetarán extrictamente al texto de la* 
antedichas instrucciones anexas á este tratado. 

Art 89 Las dos partes contratantes se com- 
prometen á indemnizar todos los darlos que pue- 
dan sufrir sus respectivos ciudadanos 6 subditos 
por la arbitraria & ilegal detención de sus ba- 
ques; bien: entendido, qitee&te resarcimiento la- 
sufrirá invariablemente- el Gobierno cuyo cruce-i 
ro haya sido culpable de tal detención arbitra- 
ria ; conviniendo también en que la visita y de- 
tención de buques especificadas en los artículos 
5P y 69 de este tratado, solo podrán ser ejecu- 
tadas por los buques de guerra venezolanos 6 
británicos, y cuando se encuentren provistos de 
las especiales instrucciones anexas al presente 
tratado para su completa ejecución. 

Art. 99 En el caso de que algún comandante 
de buque de guerra de Venezuela ó de la Oran 
Bretaña, debidamente autorizado según lo con- 
venido en los artículos 59 y 69 de este trajtado, 
se desvie de tus estipulaciones contenidas en él, 
6 de las instrucciones anexas, eh gobierno que 
por esto se creyese ofendido tendrá derecho á 
exigir reparación t y en este caso el gobierno á 
que dicho comandante- pertenezca queda obliga- 
do á hacer las debidas averiguaciones sobre el 
motivo de la* queja, y ¿imponer á dicho oficial 
un castigo proporcionado A, la ofieusa. 

Art. 10. Se conviene ademas en que todo bu- 
que mercante venezolano 6 británico que sea. 
visitado en virtud de lo expresado en los artícu- 
lo* ^9 7 69' de) presente tratado, pueda ser legal», 
mente- detenido y remitido ó conducido á la pre- 
sencia del tribunal correspondiente, según la na* 
cion á que pertenezca, m en su aparejo se en- 
contraren cualesquiera de loa objetos siguientes :. 

19 Cuarteles 6 escotillas abiertas con enreja- 
do en lugar de las escotillas cerradas que se usan, 
en loa buques mercantes, 
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1)0 Separaciones 6 divisiones en la bodega 6 
«obre cubierta, en número mayor del necesario 
pera los buque* que se emplean en lícito co- 
mercio. 

39 Tablones de repuesto ó postizos, prepara- 
dlos para formar una segunda cubierta 6 .entre- 
puente para esclavos. 

4? Cadenas, grillos y esposas. 

59 Una cantidad de agua en vasijas ó cubas, 
mayor que la necesaria para el consumo de la 
tripulación del buque registrado, en su calidad 
de buque mercante. 

69 Un numero extraordinario de toneles para 
aguada, ó de cualesquiera otros vasos propios 
para contener líquidos ; á menos que el maestre 
produzca una certificación de la aduana que le 
despachó, en la que se exprese que los dueños 
del buque han otorgado la fianza suficiente para 
que la mencionada superabundante cantidad de 
■toneles se emplee solamente en envasar aceite 
de palma 6 en cualquier otro objeto de lícito co- 
mercio. 

79 Una cantidad de calderas ó vasijas para el 
rancho, mayor déla que se requiere para el uso 
de la tripulación del buque registrado, en su cali- 
dad de buque mercante. 

89 Un caldero do un tamaño extraordinario y 
de magnitud mayor que la que se requiere para 
el uso de la tripulación del buque registrado, en 
su calidad de buque mercante, ó mas de un cala- 
dero de tamaño ordinario. 
99 Una cantidad ex traordinaria de arroz, de hari- 
na del Brasil, manioque ó cazabe, comunmente 
llamado, harina de maiz, que exceda lo que pro- 
bablemente pueda ser consumido por la tripulación; 
siempre que el arroz, harina ó maiz no aparezcan 
designados en el manifiesto como parte del car- 
gamento para negociar. 

Alguna ó algunas de estas circunstancias que 
se prueben, se considerarán como ánd icios- prima 
faeie de que el buque se ocupa en el comercio de 
negros, y servirá para condenarle y declararle 
buena presa, si no se probare satisfactoria mente 
por parte del maestre ó de los propietarios, que 
el buque se ocupaba, al tiempo de su detención, 
en licitas operaciones. 

Art. 11. Si en algún buque mercante llega- 
ren á encontrarse alguno ó algunos de los objetos 
especificados en el artículo anterior, el dua-ño ó 
maestreó cualquiera otra persona interesada en 
.su equipo ó carga no tendrá derecho á reclamar 
daños y perjuicios, aunque el tribunal que lo juz- 
gue no lo haya condenado : <L menos que se prue- 
be plenamente que los objetos que ocasionaron la 
detención no estaban á bordo para servir al tráfico 
de esclavos, pues en este caso, el apresador, y por 
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su falta el Gobierno á que pertenezca aera res- 
ponsable al maestre ó dueño del buque detenido 
por tales daños y perjuicios. 

Art. 12. Se conviene entre ambas parles con- 
tratantes, que en todos los casos en que un buque 
sea detenido & virtud de este tratado por sus res- 
pectivo» cruceros, por haberse empleado en el 
tráfico de esclavo», ó por estar armado al inten- 
to, y sea en consecuencia juzgado y condenado : 
el tal buque inmediatamente después de su con- 
denación, será completamente reducido á pedazos, 
y vendido por parte? así separadas. 

Art. 13. Se ha convenido que forme parte in- 
tegrante de este tratado el instrumento anexó en 
calidad de apéndice, bajo el título de *' Instruccio- 
nes para los buques de guerra venezolanos y 
Británieos qué tuvieren á bien destinar los res- 
pectivos gobiernos para impedir el tráfico jde es- 
clavos." 

Art. 14. £1 presente tratado que contiene ca- 
torce artículos será ratificado, y las ratificaciones 
canjeadas en Caracas en el término de doce meses, 
ó antes si fuere posible. 

En testimonio de lo cual, los respectivos pleni- 
potenciarios han firmado en duplicado originales 
en español y en ingles el presente tratado, y han 
estampado sus respectivos sellos. 

Heehoen Caracas á quince de Marzo del- año 
«Je nuestro Señor de mil ochocientos treinta y 
nueve. 

(L. S.) J. Santiago Rodríguez* 
(L. 8.) Robert Ker Porter. 

Apéndice al tratado entre la república ve 
venezuela y la oran bretaña para la 
abolición del tráfico de esclavos. 

Instrucción para los buques de guerra venezola- 
nos y Británicos que tuvieren á bien destinar 
los respectivos Gobiernos para impedir el trá- 
fico de esclavos* 

Art. 10 El comandante de cualquier buque de 
guerra de Venezuela ó de S, M. B. que se encuen- 
tre provisto de estas instrucciones, tendrá el de- 
recho de visitar, registrar y detener cualquier bu- 
que mercante venezolano ó británico que infunda 
sospechas de que se emplea ó se ha empleado en 
.el tráfico de escl&yo&j ó que está aparejado para 
eUo, ó que d*tran4* enviaje, en que haya sido en» 
conirado por eá buque, de guerra yenezolano ó 
británico^ haya estado eoipleado en el dicho tráfi- 
co, siempre que la visita, registro, y la detención 
de que aquí se hace referencia, tengan lugar den- 
tro de los límites señalados en el artículo 5? del 
tratado firmado hoy, y del cual forman parte las 
presentes instrucciones ; y el tal comandante cen- 
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dueirá ó remitirá sin tardanza dicho buque con 
bu maetw, tripulación, cargamento y esclavos 
hallados á bordo, á uno de los puertos que adelan- 
te *e*mencionarán para que se proceda al juicio 
cornesppudie&te conforme á las leyes de la nación 
bajo cuyo pabellón navegue ei buque; debiendo 
el dicho comandante entregarlo junto con eiis 
papeles á las autoridades competentes, 6 á las 
personas que especialmente sean señaladas al in- 
tento por los respectivos gobiernos. 

Art. 29 Cuando un buque de guerra de cual- 
quiera de las dos naciones contratantes, debida- 
mente autorizado como se ha dicho, encontrare 
Un barco que deba ser visitado según las disposi- 
ciones de este tratado, el registro se hará con la 
mayor moderación, y con todas las atencio- 
nes que deben guardarse entre naciones amigas 
y aliadas; y en todos casos deberá efectuarse 
por un oficial de grado no inferior al de teniente 
en la marina venezolana y británica respectiva- 
mente, ó por el oficial que en aquel momento 
haga de segundo comandante en el buque que 
practica el registro, 

Art. 39 El comandante de cualquier buque 
de ambas naciones debidamente autorizado, como 
se ha dicho, que detenga un buque mercante se- 
gún lo dispuesto en estas instrucciones, dejará á 
bordo del buque detenido el maestre, el piloto ó 
contramaestre y su tripulación ; todo el carga- 
mento, y la totalidad de los esclavos, si los hu- 
biere, excepto en los casos que se expresarán res- 
pecto de esclavos encontrados á bordo de bu- 
ques Venezolanos. 

£1 apresador al tiempo de la detención deberá 
•asentar por escrito una declaración auténtica so- 
bre el estado en que haya encontrado el buque 
detenido, cuya declaración firmará y entregará ó 
remitirá junto con el buque apresado á las au- 
toridades ante las cuales deba ser llevado para la 
formación del i u icio. También deberá entregar 
al maestre del buque detenido una certificación 
firmada, de los papeles aprehendidos en él, lo 
mismo que del número de los esclavos hallados 
á bordo al momento de la detención. 

En la declaración auténtica que el apresador 
(jaeda por el presente obligado á hacer, lo mis- 
mo que en la certificación de los papeles apre- 
hendidos, deberá insertarse en su propio nom- 
bre, el del buque apresador, la latitud y longi- 
tud del lugar en que se haya hecho la deten- 
ción, y el número de esclavos encontrados á bor- 
do del buque detenido. 

£1 oficial encargado del buque detenido al 
tf#mpo He entregarlo á las autoridades com pe- 
tantes, deberá presentarles un documento firma- 
do j jurado por el mismo, en que se expresará las 
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mudanzas que haya habido respecto del buque, 
tripulación, cargamento y esclavos, si los hubie* 
re, desde él período de la detención hasta el de 
la entrega de tal buque. 

Art. 49 Los esclavos no serán desembarca* 
dos hasta que el buque que los contenga no ha* 
ya Degado al lugar en que debe ser juzgado ; 
excepto en los casos que se determinarán, res* 
pecto de esclavos encontrados á bordo de buques 
venezolanos, y cuando algún motivo urgente 
originado de Ja duración del viaje, de la salud de 
los esclavos, ó de otras causas, obligue á de* 
sembarcar todos 6 una parte de los negros, antes 
que el buque pueda llegar al punto en que deba 
ser juzgado. En este último caso el comandante 
del buque apresador puede tomar sobre sí la res* 
ponsabilidad de este desembarco, con tal que la 
necesidad de hacerlo así, y las causas que la pro- 
dujeron, se expresen en una certificaci^pen for- 
ma, y que esta certificación se halle^scrita y 
asentada á su debido tiempo en el diario de na* 
vegacion del buque detenido. 

Art. 59 Todos los buques británicos que fue- 
ren detenidos por los cruceros venezolanos en 
los mares del Brasil serán llevados y entregados 
á la autoridad británica en la colonia Demerara* 

Todos los buques británicos que fueren dete- 
nidos en los mares de las Indias occidentales por 
cruceros venezolanos, serán llevados y entrega- 
dos á la autoridad británica de Puerto Real en 
Jamaica. 

Todos los buques británicos que fueren dete- 
nidos en los mares d'j Madagascar por cruceros 
venezolanos, serán llevados y entregados á la au- 
toridad británica en el cabo de Buena Espe- 
ranza. 

Todos los buques británicos que fueren dete- 
nidos en los mares de África por cruceros vene- 
zolanos, serán llevados y entregados á la auto- 
ridad británica de Bathurst en el rio Gambia. 

Todos los buques venezolanos que fueren de- 
tenidos en los marea del Brasil, de las Indias 
Occidentales, de África y de Madagascar por 
cruceros británicos, serán llevados y entregados 
á la autoridad venezolana en cualquiera de los 
puertos pertenecientes á la República de Vene- 
zuela ; excepto en los casos en que se encuen- 
tren esclavos á bordo al tiempo de la captura, 
pues entonces el buque, por primera medida, se- 
rá enviado á depositar los esclavos en el puerto 
en que habría sido juzgado si hubiera sido en- 
contrado con la bandera británica. El buque* 
con él resto de su cargamento y tripulación, ae* 
rá después remitido y entregado á la autoridad 
venezolana en cualquiera de los puertos pertene- 



VOIJO RI 



39 



302 



TEATRO DE LA LEGISLACIÓN 



TRA 



TRA 



cientes á la República de Venezuela, según lo es- 
tipulado arriba. 

Los infrascriptos Plenipotenciarios han con- 
venido, en conformidad con el artículo 13 del 
tratado firmado hoy dia quince de Marzo de mil 
ochocientos treinta y nueve, que las presentes 
instrucciones, que constan de cinco artículos sean 
anexas al dicho tratado, y consideradas como 
parte integrante de él. 

(L S.) J. Santiago Rodríguez. 
(L S.) Roberl Ker Porter. 
Decretan : 
Art. único. El Congre>o presta su consenti- 
miento y aprobación al tratado preinserto. 

Dado en Caracas á 4 de Mayo de 1839, 10<> y 
290— El Presidente del Senado, José Manuel 
Alegría, — . — El Presidente de la Cámara de 
Representantes, Francisco Diaz. — El Secreta- 
rio del^toiado, José Ángel Freiré.— El Secre- 
tario déla Cámara de Representantes, Rafael 
Acevedo» 

Caracas ¿Mayo 4 de 1839, 109 y 29— Ejecú- 
tese.— Jcsé A Páez. — Por S. E.— Guillermo 
Srn ith. 

£ íf* El Poder Ejecutivo de Venezuela ratificó el pro- 
cedente trotado y su apéndice en todas sus partes el *6 
di Diciembre fc i8o9 después de haberlo hecho S. M. B. en 
29 de Agosto do- IM'A as ratificaciones fueron cangea- 
das en Caracas el 12 de Diciembre del ifiisrao año. 

TRATADOS pcblico*. decreto de 21 de 

mayo de 1841 aprobando la convención sobre 
correos en ¿re Ventzuela y la Gran Bretaña. 

El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública do Venezuela reunidos en Congreso. 
Vjsta la convención sobre correos concluida en 
Londres por plenipotenciarios de nuestro Go- 
bierno y de la Gran Bretaña en 28 de Febrero 
del corriente nfio, y cuyo tenor es el siguiente : 

Las rehiriónos de comercio y amistad que exis- 
ten hice algún tiempo entre la República de Ve- 
nezuela y el Reino Unido de 1» Gran Bretafia é 
Irlanda, han hecho necesaria una convención 
que arregle la correspondencia entre los dos paí- 
ses ; y habiendo ambos gobiernosreconocido esta 
necesidad S. E. el Presidente de la República ha 
nombrado *wa negociarla al Sr. Alejo Fortique, 
ministro de la Corte superior de justicia de Ca- 
racas, y enviado extraordinario y ministro pleni- 
potenciario de la República de Venezuela cerca 
del Gobierno de S. M. la Reina del Reino Unido 
de la Gran Bretafia é Irlanda, y los Lores comi- 
sionados del tesoro de S. M. han nombrado al muy 
Honorable William Barón Lowther, par del 
Reino, miembro del Consejo privado y adminis- 
trador general de correos de 8. M. Y los raen, 
clonados Sefior Alejo Fortique y WilUan Barón 



Lowther habiéndose comunicado sus respectivos 
poderes han acordado los artículos siguientes : 

Art. 19 El porte británico de las cartas en- 
tre el Reino Unido y Venezuela, es decir/* las 
cartea puestas en la estafeta del Reino Unido y 
dirigidas a Venezuela, y viceversa, sera un che- 
lín por media onza, cuando las conduzcan los 
paquebotes, y ocho peniques por media onza, 
si la conducción se hace en buques particulares ; 
siguiendo así en aumento- proporcional, confor- 
me á Ja escala que ahora existe en el Reino 
Unido ; y el porte británico de tránsito, que ha 
de cobrarse sobre las cartas puestas en la esta- 
feta de Venezuela ó dirigidas á ella, que pasen 
por el Reine Unido yendo ó viniendo de sus co- 
lonias ó paises extranjeros, será el mismo que 
ahora pagan ó en adelante pagaren las cartas en- 
tre el Reino Unido y las referidas- colonias y pai- 
ses extranjeros respectivamente, ademas del por- 
te que ha de cargarse sobre las cartas entre el 
Reino Unido y sus colonias de las Indias Occi- 
dentales, que es «d mismo que se cobrará por 
las cartas entre Venezuela y el Reino Unido. 
Sin embargo el porte colonial 6 extranjero ha de 
calcularse desde ó hasta el puerto de la salida ó 
llegada del paquete. 

Art. 29 Ningún porte se cobrará en Vene- 
zuela por las cartas puestas en la estafeta de allí 
con dirección ni Reino Unido y viceversa : la 
misma exención de porte concede Venezuela á 
todas las cartas que pasen por la Gran Bretaña 
para sus colonias y posesiones tanto de ida co- 
mo de vuelta. 

El Gobierno de Venezuela se compromete 
ademas á 110 cobrar porte de tránsito por las car- 
tas que vengan del Reino Unido, sus colonias y 
posesiones, ó que vayan ú los mismos paises, 
cuando dichas cartas pasen por el territorio de 
Venezuela. 

Art. 39 La correspondencia oficia) del Go- 
bierno de Venezuela con sus" empleados diplo- 
máticos en Inglaterra, tanto de ida como de vuel- 
ta, será libre de todo porte cuando sea conducida 
en la balija general. Este privilegio se circuns- 
cribe sin embargo, á la correspondencia del Go- 
bierno de Venezuela con su ministro en esta 
Corte y sus cónsules en Londres» Liverpool y 
Falmouth. 

Los despachos tanto de ida como de vuelta de 
los funcionarios anteriormente indicados no de- 
ben pasar de ochenta onzas, por eada una de las 
personas referidas,, y en cada uno de los paque- 
tes 6 buques particulares. Si por acaso llegaren^ 
& exceder de este peso,, el porte se cargará» solo 
por el exceso. Estos despachos cuando *an de- 
Inglaterra serán sellados oficialmente por el wk 
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nutro y cónsules en sus casos respectivos y di- 
rigidos al ministro de relaciones exteriores en Ca- 
racas; quien sellará también oficialmente los 
despachos que remita á los referidos empleados. 

Art. 49 El porte británico de las cartas en- 
tre Venezuela y las colonias británicas, cuando 
no pasen por el Reino Unido, será cuatro peni- 
ques por media onza ; cuyo porte se aumentará 
proporcional mente, según el sistema que rige en 
el Reino Unido, bien se haga la conducción en 
paquetes ó en buques particulares. Ningún por- 
te se cobrará en Venezuela por las cartas arri- 
ba dichas que se pongan ó reciban en la estafe- 
ta de allí, tanto de ida como de vuelta ; ni lam- 
po eo cuando pesen por el territorio de la Re- 
pública. 

Art. 59 Las gacetas debidamente publicadas 
en el Reino Unido, serán libres de todo porte en 
Venezuela, así cuando sean enviadas á algún lu- 
gar de Venezuela, como cuando pasen de trán- 
sito por ella; y del mismo modo nada se co- 
brará en el Roir.o Unido por las gacetas debi- 
damente publicadas en Venezuela en el idioma 
del pais cuando sean conducidas por los paque- 
tes entre Venezuela y el Reino Unido. Cuando 
la conducción la hagan buques particulares en- 
tre Venezuela y el Reino Unido, dichas gacetas 
pagarán el porte de un penique en la estafeta 
británica p,or cada una, bien sea al despacharlas 
■ó a) entregarlas. 

Art. 69 Si en adelante se creyere conveniente 
abrir cuenta con el Gobierno de Venezuela por 
las cartas y gacetas que vayan á las colonias ó á 
países extranjeros de tránsito por el Reino Uni- 
do, la administración de correos de Venezuela 
abonará la suma á que asciendan los portea que 
la administración de correos del Reino Unido 
tenga que pagar á las administraciones de cor- 
reos de dichas colonias ó países extranjeros. 

La cuenta se formará cada mes, y después 
de examinada, será pagada á la administración de 
correos inglesa al vencimiento de cada trimes- 
tre por la administración de correos de Vene- 
zuela. 

Art. 79 La presente convención no tiene tér- 
mino definido; y si con el tiempo las circuns- 
tancias exigieren algún cambio ó modificación en 
cualquiera de sus artículos, las partes contratan- 
tes se pondrán de acuerdo al efecto. Pero debe 
entenderse sin embargo que á cualquiera de ellas 
será libre anular la presente convención total ó 
parcialmente, participando su intención á la otra 
parte, con una anticipación de dos arlos ; y du- 
rante este término de dos años la convención 
-continuará en plena y entera observancia. En 
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cuya virtud las partes respectivas han firmado la 
presente convención. 

Hecha en duplicado en el oficio de la admi- 
nistración general de correos de Londres el dia 
veintiocho de Febrero de mil ochocientos cua- 
renta y cuatro. 

(l. s.) A. Fort ¡que. (h. s.) Lowtker. 

£1 Congreso le presta su consentimiento y 
aprobación. 

Dado en Caracas á 18 de Mayo de 1844, 159 
y 349 — El Presidente del Senado, José Vargas. 
— El Presidente de la Cámara de Representan- 
tes, José Macario Yepes.— -El Secretario del Se- 
nado, José Ángel Freiré. — El Secretario de la 
Cámara de Representantes, Juan Antmio Pérez. 

Caracas Mayo 21 de 1844, 159 y 319— Eje- 
cútese. — Carlos Soublettc. — Por S. E. el Presi- 
dente de la República. — El Secretario de Estado 
encargado interinamente del Despae^ de Re- 
laciones Exteriores, Juan Manuel Manrique. 

{^•Ratificada la presente convención por ambas par- 
tes, se convino en que sus disposiciones empezasen á 
tener efecto tanto en Venezuela como en la Gran Breta- 
ña desde el dia 1.° de Noviembre de 1844. 

TRATADOS públicos. Decreto de 10 de 
abril de 1833 sobre arreglo de intereses y 
tratados con Nueva Granada y Ecuador. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 
Considerando : primero, que la Nación venezo- 
lana se ha constituido para siempre é irrevoca- 
blemente libre é independiente de toda otra, se- 
gún el ailículo 29 de la constitución : segundo, 
que constituidos igualmente los otros estados que 
formaban la República de Colombia, es indispen- 
sable determinar las relaciones que debe haber 
entre pueblos, que siendo hermanos y amigos, pro- 
fesan unos mismos principios : tercero, en fin, 
' que dichos estados cuando estaban unidos contra- 
jeron obligaciones que en nada se han debilitado 
por su separación, y para cuyo cumplimiento son 
necesarios acuerdos y convenios recíprocos. 
Decretan : 
Art. 19 El Poder Ejecutivo promoverá é ini- 
ciará lo mas pronto con los gobiernos de la Nue- 
va Granada y Ecuador las estipulaciones necesa- 
rias para la liquidación y división de la deuda 
general que con t. ajo Colombia, y de los derechos 
y acciones comunes. 

Art. 29 También promoverá la celebración de 
otros tratados de mutuo ínteres, conforme á la 
atribución 7^ del articulo 1 17 de la constitución. 

Art. 39 Él presente decreto no disminuye ni 
se opone á la autorización conferida á los cou- 
gresos constitucionales por el artículo 227 de la 
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constitución, y queda sin efecto el decretó de 29 
de Abril de 1832. 

Dado en Caracas & 6 de Abril de 1833, 49 de 
la ley y 23 de la independencia. — El Presidente 
del Senado, Manuel Quintero. — El Presidente 
de la Cámara de Representantes, Juan Manuel 
Manrique. — El Secretario del Senado, Rafael 
Acevedo. — El Secretario de la Cámara de Repre- 
sentantes, José María Pelgron. 

Caracas, 10 de Abril de 1833, 4? y 23.— Eje- 
cútese. — José Antonio Páez. — Por *S. E. — El Se- 
cretario de Estado en el despacho de relaciones 
exteriores, Santos Michelena. 
TRATADOS públicos. Decreto de 19 de ma- 
yo de 1843 aprobando el de amistad, comer- 
cio y navegación entre Venezuela y Nueva 
Granada. ( # ) 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
públidtWe Venezuela reunidos en Congreso. 
Visto el tratado de amistad, comercio y nave- 
gación firmado en esta ciudad de Caracas el dia 
23 de Julio de 1842 entre los Plenipotenciarios 
de Venezuela y la Nueva Granada debidamente 
autorizados por sus respectivos Gobiernos, el 
cual á la letra es como sigue : 

Tratado de amistad, comercio y navegación 
entre Venezuela y la Nueva Granada. 

Existiendo establecidas desde mucho tiempo 
atrás entre las Repúblicas de Venezuela y de la 
Nueva Granada estrechas ó importantes relacio- 
nes, asi políticas como mercantiles, cuya conser- 
vación y aumento interesa en gran manera á uno 
y otro pais, han considerado necesario arreglar- 
las y afianzarlas sobre bases sólidas por medio de 
un tratado de amistad, comercio y navegación. 

Con tan laudable objeto el Presidente de Ve- 
nezuela confirió plenos poderes á Juan José Ro- 
mero, Plenipotenciario especial, y el Presidente 
de la Nueva Granada á Lino de Pombo, Envia- 
do extraordinario y Ministro plenipotenciario de 
dicha República cerca del Gobierno de Venezue- 
la, quienes después de haberlos cangeado, encon- 
trándolos en debida forma, han convenido en los 
artículos siguientes. 

Art. 19 Habrá paz permanente 6 inviolable, 
amistad sincera y correspondencia íntima, igual y 
perfecta, entre la República de Venezuela y ía 
República de I-a Nueva Granada en toda la ex- 
tensión de sus territorios ó posesiones y entre sus 
pueblos y Gobiernos respectivamente. 

Art. 29 Los dos Gobiernos se comprometen á 
abrir tan pronto como fuere posible, dentro del 

(*) Los artículos 12, 13 y 14 batí eesado, por haberlo 
declarado así el Poder Ejecutivo de Venezuela en Resolu- 
ción de 4 de Diciembre de 185L 
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término de cuatro afíos/Üdr/tádós desdé tody, arfa 
nueva negociación para la etfadta determinación 
y reconocimiento de los límites territoriales entte 
ambas Répftblicafc y *¡u Víetnarcacron en el ter- 
reno por medio de comisionados especiales. 

Art. 39 A ñn de facilita» la administración, de 
justicia y precaver contestaciones y reclamacio- 
nes que pudieran turbar de alguna mattéra la bue- 
na correspondencia y amistad entre las dos Re- 
públicas, han convenido y convienen las partea 
contratantes en devolverse recíprocamente los reos 
de incendio, de envenenamiento, de falsificación, 
de rapto, de estupro violento, de piratería, áe 
hurto ó robo, de homicidio ó heridas ó contusio- 
nes graves, con premeditación, alevosía, ventaja é 
con cualquiera circunstancia especial de atroci- 
dad, los desertores del ejército y de la marina, 
los deudores al erario público y los deudores alza- 
dos ó fraudulentos á particulares, que se refugia- 
ren de la una á la otra República. Para tal devo- 
lución,, se entenderán entre sí los juzgados ó tri- 
bunales por medio de requisitorias, con especifi- 
cación de la prueba ó principio de prueba que 
por las leyes del pais en que haya ocurrido el 
hecho ó el delito, sea suficiente á justificar «1 
arresto y enjuiciamiento, y en caso necesario 
ocurrirán el uno al otro los dos Gobiernos* exi- 
giendo la extradición del reo» En cuanto á los 
asilados por delitos puramente políticos, el Go- 
bierno á quien interese, podrá exigir que sean 
alejados de las provincias fronterizas, ó á una 
distancia de mas de treinta leguas de la frontera. 

Art. -4? Si por desgracia llegaren á interrum- 
pirse en algún tiempo las relaciones de amistad y 
buena correspondencia que felizmente existen hoy 
entre las dos Repúblicas, y que se proaura n ha- 
cer duraderas por el presente tratado, las altas 
partes contratantes se comprometen solemnemen- 
te á no apelar jamas al doloroso recurso de las 
armas, antes de haber agotado el de la negocia- 
ción, exigiéndose y dándose explicaciones sobre 
los agravios que la una juzgue haber recibido da la 
otra, ó sobre las diferencias que entre ellas se sus- 
citen ; y hasta que se niegue expresamente la de- 
bida satisfacción, después deque una potencia ami- 
ga ó neutral, escogida por arbitro,, haya decidí- 
do en vista de los alegatos ó exposición de moti- 
vos y de la contestación de la una y de la otra 
parte, sobre la justicia de la demanda. 

Art. 59 Üabrá entre las dos Repúblicas con- 
tratantes recíproca libertad de comercio y nave- 
gación. Los ciudadanos de cualquiera de ellas 
podrán frecuentar libremente todas las costas 6 
territorios de la otra, traficar y residir en ellos, y 
manejar por sí ó por medio de sus agentes, sus 
propios negocios ;, entrar con sus buques y caí- 
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^■amentos en los puertos, radas, bahías y ríos 
abiertos al comercio extranjero, y salir de ellos 
«íb obstáculo ni impedimento $ y gozarán al elec- 
to de la misma seguridad y protección que ios 
na torales del pais en que tmfiqaon 6 residan, so- 
metiéndose en el uso del derecho de entrada, trá- 
fico y residencia, á las leyes, decretos y regla- 
mentos que rijan concernientes al orden público 
y al comercio. 

Art 69 Los buques venezolanos que arriben 
6 los puertos de la Nueva Granada, cargados ó 
en lastre, y recíprocamente, los buques granadi- 
nos que arriben á los puertos de Venezuela, car- 
gados ó en lastre, serán tratados y considerados 
á su entrada, durante su permanencia y á la sali- 
da, como buques nacionales procedentes del mis- 
ino lugar, para el cobro de los derechos de tone- 
lada, anclaje, pilotaje, fanal y cualesquiera otros 
de puerto, bien sea que se exijan por el Gobier- 
no ó por las autoridades municipales ó locales, 
como también en cuanto á las obvenciones ó emo- 
lumentos de los empleados públicos. 

Art. 7.° Todos los efectos y mercaderías, cuya 
importación sea ó fuere permitida en la Nueva 
Granada en buques granadinos, podrán también 
importarse en buques venezoianos,j¡ sin pagar 
otros ó mas altos derechos, de cualquiera espe- 
cie ó denominación, nacionales, municipales ó lo- 
cales, que los que debieran pngar los mismos 
efectos ó mercaderías si la importación se hicie- 
se en buques granadinos. Y recíprocamente, to- 
dos los efectos y mercaderías, cuya importación 
sea ó fuere permitida en Venezuela en buques 
venezolanos, podrán también importarse en bu- 
ques granadinos, sin pagar otros ó mas altos de- 
rechos, de cualquiera especie ó denominación, na- 
cionales, municipales ó locales, que los que de- 
bieran pagar los mismos efectos ó mercado ías, 
si la importación se hiciese en buques venezola- 
nos. Lo estipulado en este artículo no contradice 
ni reforma las leyes y reglamentos que rijan ó 
rigieren en cualquiera de las dos Repúblicas con 
respecto al comercio costanero ó de cabotaje; ni 
servirá de embarazo para Jos arreglos, restriccio- 
nes 6 franquicias que quisieren dictar, imponer 
6 conceder en lo sucesivo. 

Art. 89 Para mejor inteligencia de los tres ar- 
tículos precedentes, se conviene por ambas par- 
tes, que serán reputados como buques granadi- 
nos ó venezolanos aquellos que por construcción, 
6 por nacionalización conforme á las leyes de la 
respectiva República, sean propiedad de sus ciu- 
dadanos, cualquiera que fuere su tripulación ; y 
que las estipulaciones de dichos artículos son j 
se entienden aplicables á los buques de ambas 
Repúblicas y sus cargamentos que arriben á los 
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puertos de <ma y otra, sea que los buques proce- 
dan de los puertos de la República á que perte- 
necen ó de los de cualquiera otra nación extran- 
jera* 

Art. 99 Todos los efectos y mercaderías, cuya 
exportación sea ó fuere permitida en los puertos 
de la Nueva Granada en buques granadinos, po- 
drán también exportarse en buques venezolanos, 
sin pagar otros ó mas altos derechos, de cualquie- 
ra especie ó denominación, nacionales, munici- 
pales ó locales, que los que debieran pagar los 
mismos efectos ó mercadería?, si la exportación 
se hiciese en buques granadinos. Y recíproca- 
mente, todos Jos efectos ó mercaderías, cuya ex- 
portación sea ó fuere permitida en los puertos de 
Venezuela en buques venezolanos, podrán tam- 
bién exportarse en buques granadinos, sin pagar 
otros ó mas altos derechos de cualquiera especie 
ó denominación, nacionales municipales ó loca- 
les, que los que debieran pagar los mismos efec- 
tos ó mercaderías si Ja exportación se hiciese en 
buques venezolanos. 

Art, 10. Los artículos del producto natural ó 
de Ja industria, de cualquiera de las dos Repúbli- 
cas, que sean extraídos por los puertos de la otra, 
no pagarán á sju exportación otros ó mas altos de- 
rechos, de cualquiera especie ó denominación, 
nacionales, municipales ó locales, que los que 
paguen ó pagaren á su exportación los mismos 
artículos del producto natural ó de la industria 
de la República por cuyos puertos se extraen. 

Art. II. No se impondrán otros ó mas altos 
derechos á la importación en cualquiera de las 
dos Repúblicas de cualesquiera artículos del pro- 
ducto natural ó manufacturado de la otra, que los 
que se paguen ó'pagaren por semejantes artícu- 
los importados de otra nación: ni se prohibirá la 
importación ó exportación en los puertos, ó de los 
pueitos de cualquiera de las dos Rr-públicas de 
ningún artículo del producto natural ó manufac- 
turado de la otra ; pero de esta libertad de im- 
portación quedarán exceptuados los artículos que 
estén ó fueren estancados, ó cuya producción ó 
venta estén reservadas ó se reservaren por las 
leyes al Gobierno de la una ó de la otra Repú- 
blica, comprendiendo su prohibición los de la» 
demás naciones. 

Art. 12. Las producciones y manufacturas ex- 
tranjeras que se introduzcan en la Nueva Grana- 
da por su frontera terrestre, importadas por los 
puertos ('e Venezuela, no pagarán en las aduanas 
de esta República sino un derecho do tránsito, ü 
otro equivalente, destinado á la conservación y 
mejora de los caminos y canales. qu#» no exceda 
de un tres por ciento de su valor, deducidos según 
las reglas de cobranza que rijan por ley en el 
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país, quedando exentas (Je cualquiera otra contri- 
bución ó impuesto, nacional ó municipal ; y el 
monto de este derecho se rebajará en Jas aduanas 
terrestres de la Nueva Granada de la cantidad á 
que asciendan los derechos de importación de ta- 
les producciones ó manufacturas, calculados bajo 
las mismas reglas que en sus aduanas marítimas; 
de muñera que la totalidad de los derechos que 
ellas causen en las aduanas de las dos Repúbli- 
cas, sea igual con lo que habría debido cobrarse 
en las aduanas marítimas de la Nueva Granada, 
si se hubiesen importado por estas. 

Art. 13. Las producciones y manufacturas ex- 
tranjeras introducidas en el territorio de la Nue- 
va Granada por sus propios puertos ó por la fron- 
tera de Venezuela, y que pasen ó se reextraigan 
para Venezuela, devengarán la devolución de los 
derechos de importación que hubieren satisfecho 
ó afianzado en las aduanas de la Nueva Granada; 
/y en vez de aquellos pagarán solamente un dere- 
cho de tránsito ú otro equivalente destinado á la 
conservación y mejora de los caminos y canales, 
que no exceda de un tres por ciento de su valor, 
deducido según las reglas de cobranza que rijan 
por ley en ti pais, cuyo monto se rebajará de ios. 
derechos de importación en Venezuela, quedando 
tales producciones ó manufacturas reextraidas, 
exentas de cualquiera otra contribución ó impues- 
to nacional ó municipal, á menos que volviesen á 
introducirse y á causar por consiguiente derechos 
de importación en la Nueva Granada. 

Los dos Gobiernos se reservan la facultad de 
rebajar y suprimir absolutamente, y restablecer i 
cuando lo juzguen oportuno, los derechos de irán- j 
sito de quo se habla en este y en el precedente ] 
artículo. , . i 

Art. 14. Las producciones y manufacturas de ¡ 
ambas Repúblicas que sean de lícito comercio, ó | 
cuya producción ó venta no estén reservadas ó \\ 
se reservaren por las leyes al Gobierno de la una |¡ 
6 de la otra, comprendiendo su prohibición las de ¡ 
Jas demás naciones, no pagarán derecho ni i ni- i] 
puesto alguno, nacional ó municipal, k la extrac- j 
cion ó á la introducción por sus fronteras tenes- |; 
tres: ni pagaián tales artículos por rozón de tras- Ij 
porte ó de consumo en el lugar de su expendio, ¡¡ 
otros ó mns altos derechos ó impuestos naciona- 
les, municipales ó locales, que los que paguen ó 
pagaren las producciones y manufacturas nacio- 
nales de la misma especie. |j 

Aunque la sal es un artículo de consumo, cuyo .! 
abasto se ha reservado el Gobierno en ambos pai- \ 
ses, continuará admitiéndose en la Nueva Grana- 
da la sal de producción venezolana, sin pagar j¡ 
otros ó mas altos derechos de importación que los 
que hoy tiene impuestos ; y si estos derechos fue- ¡j 
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ren 6 llegaren á ser mayores que los que paga 6 
pagare la sal de otro país, también de permitida 
introducción, se reducirán á la misma cuota en 
cuanto á la sal venezolana» 

Hati6cado que sea el presente tratado, será líci* 
ta la introducción de sal de producción granadina 
en Venezuela por la frontera terrestre, pagando 
ios mismos derechos de importación & que esté 
sujeta la sal venezolana en la Nueva Granada. 

Art. 15. A fin de dar mayores facilidades al 
comercio entre los pueblos fronterizos, se ha con- 
venido y conviene en que la navegación de los 
rios comunes á las dos Repúblicas sea libre para 
ambas, y que no se impondrán otros ó mas altos 
derechos, de ninguna clase ó denominación, na- 
cionales ó municipales, sobre los buques pertene- 
cientes á cualquiera de las dos Repúblicas que 
naveguen dentro de loa dominios de la otra, que 
los que | agüen ó pagaren los nacionales. Esta li- 
bertad 6 igualdad de derechos de navegación se 
hacen extensivas por parte de Venezuela á los 
buques granadinos que naveguen en las aguas del 
rio Orinoco ó del Lugo de Maracaibo, en toda su 
extensión hasta la costa del mar. 

Art. 16. Cuando algún buque mercante ó de 
guerra perteneciente á una de las dos Repúblicas, 
naufrague, encalle ó sufra alguna avería en las 
costas ó dentro de los dominios de la otra; tenga 
que hacer reparaciones, completar su tripulación 
ó armamento, ó proveerse de aguada ó víveres pa- 
ra continuar su viaje, ó se refugie por causa de 
temporal ó persecución de piratas ó enemigos, se 
dará toda ayuda y protección del propio modo que 
es de uso y costumbre con los buques de la Na- 
ción en cuyo territorio se encuentre ; siendo de 
cuenta de la República ó de la persona & quien 
tal buque corresponda les gastos que se ocasio- 
naren. 

Art. 17. Les venez danos transeúntes ó resi- 
dentes en el territorio de la Nueva Ganada, y 
los granadinos transeúntes ó residentes en el terri- 
torio do Venezuela, no podrán ser embargados ó 
detenidos con sus embarcaciones, tripulaciones, 
carruajes, caballerías, i./rieros ó peones y efectos 
de su pertenencia, para expediciones militares, 
usos públicos ó particulares, cualesquiera que fue- 
ren, sin concederse á los interesados la justa y 
suficiente indemnización. 

Art. 18. Los venezolanos en la Nueva Grana- 
da, y les granadinos en Venezuela, no domicilia- 
dos en el pais de su residencia, estarán exentos 
del servicio en el ejército y marina, y en Ja guar- 
dia y milicia nacional, y del pago de empréstitos 
forzosos y cualesquiera otras contribuciones per- 
sonales extraordinarias. 

19. Si por una fatalidad, que no puede esperar- 
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•e, llegare el caso de que se empeñen los dos Re- 
públicas entre sí en guerra, queda desde ahora es- 
tablecido que los ciudadanos de la una residentes 
en el territorio de la otra, ó transeúntes, no serán 
obligados á salir del país sino por las mismas cau- 
sas, y por los misinos trámites que hayan estatui- 
do ó estatuyeren las leyes para los ciudadanos de 
la República en que residen ó por donde transitan: 
ni se les pondrá impedimento alguno en el lícito 
ejercicio de su profesión, empleo ú oficio. Se con- 
viene ademas, que en el mismo caso de hostilida- 
des, estas no se harán sino por los jefes y oficía- 
le* debidamente autorizados al efecto por los res- 
pectivos Gobiernos, y por las tropas que estuvie- 
ren ásus órdenes, excepto cuando se trate de re- 
chazar un ataque ó invasión repentina, ó defender 
la propiedad individual: que nu se incen- 
diarán ni se entregarán al saqueo las po- < 
blaciones, ni se alentará á la vida de los j 
rendido?, ni de los ciudadanos pacíficos:] 
y que no se interrumpirán las i elaciones mercan- ] 
ÚIks éntrelos pueblos y habitantes de ambas Re- ' 
públicas, por mar ó por tierra, pudieudo e>tos, I 
por Unto, traficar libremente con todo género de 
mercaderías y efectos de comercio de permitida ; 
importación, ó que no sean de contrabando de |¡ 
guerra, en sus propios buques, carruajes ó caba- ! 
Herías, sin que puedan ser apresados, embargados | 
ó secuestrados por vía de hostilidad* Quedan ', 
solamente excluidos de esta libertad de tráfico y | 
comercio los territorios que sean actual teatro de ' 
operaciones militares, y las plazas que se hallen I 
sitiadas ó bloqueadas por una fuerza capaz de im- ' 
pedirla entrada en ellas. . 

Art. 20 Ambas parles contratantes con el fin ' 
de evitar los embarazos que pudiera ocasionar á ! 
su comercio el estulo de guerra en que se encon- ; 
trase alguna de ellas con otra ú otras naciones, ' 
han convenido ) estipulan aquí que reconocen y i 
admiten el principio de que el p£> Mon cubre la 
propiedad y las personas, exceptuados los milita- ¡ 
res pertenecientes á la nación ó naciones enemigas. ' 
Será*lícito,*por consiguiente, á los ciudadanos de 
ambas Repúblicas, en el casp mencionado, trafi- 
car cou las naciones enemigas de la República que 
se hallare en guerra, y de ella con otras también 
enemigase neutrales, sin ponerse á sus buques 
traba ni impedimento alguno, sean quienes fueren 
los dueños de las mercaderías que se conduzcan 
á bordo ; quedando solamente sujetos á confisca- 
ción ¡los objetos de contrabando de guerra que se 
encontraren á bordo de un buque destinado á puer- 
to enemigo, y entendiéndose únicamente aplicables 
lot convenios y estipulaciones de este artículo á 
lasfpropiedades y ciudadanos de las naciones cuyos í 
gobiernas reconozcan y admitan el principio en 61 | 
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establecido. Esta libertad de comercio no es ex- 
tensiva á las plazas enemigas sitiadas 6 bloquea- 
das por fuerzas capaces de impedirla entrad i en 
ellas. 

Art. 2!, Queda también estipulado: que si al- 
guna de las partes contratantes estuviere en guer- 
ra con una tercera potench, y la otra permanecie- 
re neutral, las propiedades de esta y de sus ciuda- 
danos, que se encontraren á bordo de buques 
enemigos, quedarán sujetas a confiscación, á 
menos que se pruebe que tales propiedades se han 
embarcado antes de la declaratoria de guerra, ó 
dentro del término de dos meses después, sin haber 
tenido noticia de ella. 

Se exceptúa (le esta regla general el caso en 
que la potencia enemiga de una de las partes 

¡ contratantes no reconozca el principio de que el 
pabellón cubre la propiciad : en tal caso serán 
libres las propiedades de la otra parle contratante 

1 y de sus ciudadanos que se encontraren á bordo 

|j de buques enemigos. 

I Art. m ¿2. Pera cubil inteligencia' de los artícu- 
los decimonono y vigésimo que anteceden, se ha 
convenido en especificar aquí los objetos que de- 
ben reputarse como de contrabando de guerra, y 

¡ son los siguientes: 

i ]0 Piezas de artillería de iodas clases y cali* 
I bres, sus montajes, avantrenes y útiles de servicio» 
• y sus proyectiles ; pólvora, mochos y pie Iras de 
, chispa; fusiles, carabas, mosquiles, rill"S, tra- 
¡ bucos, pistolas y sus municiones iv.>pectivas ; ba- 
■ llonetas, picas, lanzas, espad «?, subios, chuzos y ' 
i alabardas. 

I 29 Escudos, en* !uc*^s, corazas, colas de maya, 
¡ morriones, í'oniiviM-.«3, bmdoleras, cananas, vestua- 
! rios hechos en formí y á usanza militar. 
I 39 Y generalmente, toda especie de armas ofen- 
sivas y defensivas, ó instrumentos de cualquiera 
materia ó forma, expresamente coauruidjs p ira 
hacer la guerra por mar ó por tierra. 
! 49 Caballos y arneses 

! 59 -Los víveres que se c.->\) lo con t \ una phza 
: sitiada ó bloquead 1 por fucrz is capaces de impe- 
¡ dir la entrada en ella. 

i Art. 23. Las dos partes contratantes se com- 
prometen á conservar en vigor las leyes y dispo- 
siciones que rigen actualmente en una y otra Re- 
pública sobre abolición del tráfico de esclavos, y 
á dictar cuantas medidas parezcan necesarias para 
impedir que los ciudadanos ó habitantes de cual- 
quiera de ellas se ocupen ó tomen parte en seme- 
jante tráfico. 

Art. 24. Cada uní de las partes contratantes 
podrá establecer cónsujes ó vicecónsules en los 
puertos y plazas mercantiles del territorio de la 
otra, para favorecer los progresos de su come/cía 
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y dar mas eficaz protección A los intereses y de- 
rechos de sus ciudadanos: ios cuales cónsules ó 
vicecónsules, admitidos que sean en la forma re- 
gular, gozarán en el pais de su residencia de los 
mismos privilegios é inmunidades quo. se hayan 
concedido ó en adelante se concedieren á los de 
ia nación mas favorecida. 

Art. 25. Si una de las partes contratantes con- 
cediere en lo venidero á alguna otra nación cual- 
quier favor particular en punto a comercio ó nave- 
gación, este favor se hará inmediatamente exten- 
sivo á Ja otra parte ; y esto gratuitamente, si la 
concesión fuere gratuita, ó con la misma compen- 
sación, si fuere condicional. 

Art. 26. La República de Venezuela y la Re- 
publica de la Nueva Granada, con »d íin de evi- 
tar tuda interpretación contraria A sus intenciones, 
declaran que cualesquiera ventajas que una y otra 
ó cualquiera de ellas reporten de lab estipulacio- 
nes auteiiures, son y de herí entenderse como na- 
tural efecto de las conexiones políticas que con- 
trajeron uní his antes en un solo cuerpo de nación, 
y como compensación t!e la rJinr/a (pie tienen 
pactada para el sostenimiento ue su independen- 
cia. 

Art. 27. Las mismas partes contratantes, de 
seando mantener tan firme* v duraderas sus re- 
laciones amistosas cuanto lo permita la previ- 
sion humana, lian convenido \ convienen en que 
si alguno de los ciudad;; nos^le cualquiera de las 
dos Repúblicas infrineie^ .«i^una ó algunas de 
las estipulaciones del puente uat-uio, el infrac- 
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.-a ble, sin que por 
buena armonía y 



tor será personalmente r< 
ello se turbe ó interrump.i la 
correspondencia entre loa <n.l iernos y los pue- 
blos, comprometiéndole cana una de ellas a no 
proteger de modo alguno al infractor para sus- 
traerlo del juicio que deberá seguírsele por los 
tribunales del pais á que corresponda el juzga- 
miento, ni menos autorizar semejantes infrac- 
ciones. 

Art. 23. Convienen así mismo las partes con- 
tratantes en que si desgraciadamente acontecie- 
ra, lo que á la verdad uu puede esperarse, quo 
alguno ó algunos de los artículos do este trata- 
do fueren inflingidos ó violados por alguno de 
los dos Gobiernos, loa demás artículos que abra- 
cen objetos distintos y no estén conexionados ó 
sean correlativos con aquellos, se considerarán 
siempre validos y subsistentes, y serán fiel y re- 
ligiosamente observados por una y otra Repú- 
blica. 

Art. 29. La duración del presente tratado se- 
rá de seis años, contados áctíúe el dia del can- 
ge de sus ratificaciones, en lo relativo á los ar- 
tículos duodécimo, decimotercero y decimocuar- 



to : de doce aflos, contados desde la misma fe* 
cha, en cuanto á los demás artículos sobre co- 
mercio y navegación ; y en todos los restan- 
tes, que arreglan las relaciones políticas entre 
las dos Repúblicas, será perpetuamente obliga- 
torio para ambas. Con respecto á los artículos 
que tienen señalado término definido de dura-' 
cion, se estipula no obstante: que si ninguna de 
las partes contratantes notificare á la otra su in- 
tención de reformarlos total ó parcialmente, un 
año antes de expirar el respectivo término de su 
validación, continuarán en fuerza y vigor hasta 
un año después de notificada por cualquiera de 
las dos paites su voluntad de que sean reforma- 
dos. 

Art. 30. £1 presente tratado de amistad, co- 
mercio y navegación será ratificado por el Pre* 
sidente ó la persona encargada del Poder Ejecu- 
tivo de la República de Venezuela, previo el con- 
sentimiento y aprobación del Congreso de la mis- 
ma, y por el Presidente ó la persona encargada 
del Poder Ejecutiro de la República de la Nue- 
va Granada, previo el consentimiento y aproba- 
ción del Congreso de la misma, y las ratificacio- 
nes serán cangeadas en Bogotá dentro del termi- 
no de quince meses, ó antes si fuere posible. 

En fé de lo cual, nosotros los Plenipotencia- 
rios de una y otra República lo hemos firmado 
y sellado con nuestros respectivos sellos parti- 
culares en Caracas á veintitrés de Julio del año 
de mil ochocientos cuarenta y dos, trigésimo se- 
gundo de la independencia. — Juan José Romero. 
— Lino de Pombo. — (Hay dos sellos). 
Decretan : 

Art. único. El Congreso presta su consentí' 
miento y aprobación al tratado preinserto. 

Dado en Caracas á 29 de Abril de 1843, afio 
149 de la ley y 33 9 de la independencia. — El 
Presidente del Senado, José Vargas. — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Manuel 
Felipe de Tovar —El secretario del Senado, Jo* 
*ó Ángel Freirc-r—El secretario de la Cámara de 
Representantes, Juan Antonio Pérez, 

Caracas Mayo 19 de 1843, ano 14? de la ley 
y 33? de .la M^IVMMlencia. — £jecát#s&.TT.£pr- 
los &oubleUe.r~PQr g. £. el Presidente 4¿ la 
Repúblicas El Secretaria de Jfelacipn/sfi infe- 
riores, Francisco Amanda* 
TRATADOS públicos. decreto i>e 29 D£ abrí?, 

de 1835 aprobando la convención concluida 

con el Gobierno de lu Nueva Granada sobré 

arreglo y división de la deuda de Colombia. 
El Senado y Cámaro de Representantes déla Re* 

pública de Venezuela reunidos en Congreso. 

Vista la convención concluida entre los gobier- 
nos de la República de Venezuela y la Repfcbli» 
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c* $e la Nueva Granada, qu¿ á la letra es como 
•ígUe. . 

Convención, concluida entre la República de Ve- 
nezuela y la República de la Nueva Granada 
sobre reconocimiento y división de los créditos 
activos y pasivos de Colombia. 
La República de Venezuela y la República de 
la Nueva Granada, deseosas de arreglar todo lo 
concerniente á la deuda activa y pasiva, que am- 
bas Repúblicas y la del Ecuador reconocieron ó 
contrajeron mientras estuvieron unidas y constitui- 
das. en un solo cuerpo de nación, bajo el lítuin y 
nombre de República de Colombia: habiendo 
solicitado y aguardado en vano por largo tiempo la 
concurrencia de la citada República del Ecuador á 
tales arreglos, urgentes por su naturaleza, y á los 
cuales no ha podido concurrir hasta ahora por di- 
versos impedimentos: han resuelto verificarlo por 
medio de una convención en que se definan cía- 
ramente las obligaciones y los derechos de cada 
una, y se^acuerden las medidas que habraii de 
adoptarse para el definitivo arreglo de todos los 
negocios rolombianos. 

Con tan importante objeto, el Vicepresidente 
de Ja República de Venezuela encargado del Po- 
der Ejecutivo, confirió plenos poderes á Santos 
Mi che Jen a, su enviado extraordinario y ministro 
Plenipotenciario, y el Presidente de la República 
de la Nueva Granada, á Lino de Pombo, secre- 
tario de Estado en los Despachos del Interior y 
Relaciones Exteriores, quienes después de haber- 
los canjeado y encontrado en debida forma, han 
acordado los artículos siguientes: 

Art 1^ Las partes contratantes han convenido 
y convienen en que ia división de las deudas y de 
las acreencias de Colombia se verifique en estas 
proporciones: en cada cien unidades se hace car- 
go Venezuela de veintiocho y media unidades, la 
Nueva Granada de cincuenta, y el Ecuador se 
hará cargo de veintiuna y media. 

Art. 2 l) De conformidad con el precedente ar- 
tículo, el empréstito de dos millones de libras es- 
terlinas, contratado en Paris á trece de Marzo 
del año de mil ochocientos veintidós con Herring 
Graham y Powles,de Londres, se divide de la 
manera siguiente : 

La República de Venezuela se obligad recono- 
cer la suma de quinientas setenta mil libras ester- 
linas. 

La República de la Nueva Granada se obliga 
á reconocerla suma de un millón de libras ester- 
linas.. J 

Y la República del Ecuador reconocerá la su- 
ma de cuatrocientas treinta* mil libras esterlinas* 
Art* 39 £1 empréstito de cuatro millones, 
setecientas y cincuenta mil libras esterlinas, con- 
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tratado en Hamtmrgo á quince a> mayo <Jel aflo. 
de mil ochocientos veinticuatro con B. A. Golds- 
chmidt y Compaflía d&Lóodres, el cual por amor- 
tizaciones posteriores ha quedado reducido & cua- 
tro millones, seiscientas veinticinco mil novecien- 
tas y cincuenta libras esterlinas, se divide de la 
manera siguiente: 

La República de Venezuela se obliga á reco- 
nocer la suma de un millón trescientas diez y 
ocho mil, trescientas noventa y cinco libras es- 
terlinas y quince chelines. 

La República de la Nueva Granada se obliga* 
a reconocer la suma de dos millones, trescien- 
tas doce mil, novecientas setenta y cinco libras 
esterlinas. 

í' la República del Ecuador reconocerá la su- 
ma de novecientas noventa y cuatro mil, quinien- 
tas setenta y nueve libras esterlinas y cinco che- 
lines. 

Art. 49 Las partes contratantes se obligan á 
satisfacer a los tenedores de los vales de ambos 
empréstitos la suma que cada una se ha obliga- 
do á reconocer por los dos artículos precedien- 
tes, y los intereses vencidos y no pagados, y los 
que en adelante se vencieren, conforme á los 
contratos respectivos, ó á las nuevas estipulacio- 
nes que celebren con los acreedores. 

Art. 59 En las mismas proporciones en que 
han sido divididos los totales de los dos emprés- 
titos arriba mencionados, se dividirán también los 
vales que exhiban los respectivos acreedores, I09 
cuales serán recogidos y cancelados, cambián- 
dose por otros nuevas vales que emitirán las tres 
¡Repúblicas por las sumas, que en cada uno de 
aquellos les corresponda reconocer. 

Art. 69 Para llevar á efecto lo convenido en 
el artículo precedente cada uno de los gobiernos 
de las tres Repúblicas, enviará á Londres un co- 
misionado ; los Cirilos llevarán los poderes é ins- 
trucciones competentes, y obrarán de concierto 
en todo lo que tenga relación con las operado- 
I nes indicadas. 

Art. 79 Los vales colombianos que se reco- 
jan y cancelen por los comisionados en Londres 
serán remitidos á ía comisión de ministros de 
las tres Repúblicas, que esté reunida en la ciu- 
dad de Bogotá, y de la oual se hablará mas ade- 
lante, junto con una copia del registro que cada 
comisionado debe llevar de los nuevos vales emi- 
tidos á nombre de su Nación : y después de 
confrontados los unos con los otros serán des- 
truidos enteramente los primeros. 

Art. 89 Deaúe que los acreedores, con vinien- 
do en la división de la deuda, consignen los va- 
les colombianos y reciban en cambio los nue- 
vos valea que se les expidan, cesará la obliga- 
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eion mancomunada que contrajeron hacia ellos 
las tres Repúblicas cuando formaban la de Co- 
lombia, y cada una quedará individual y separa- 
damente obligada por las sumas que reconozca, 
conforme a los artículos segundo y tercero de U 
presente convención. 

Art. 99 La deuda consolidada al tres por cien- 
to de interés anual, que se halla inscripta en el 
gran libro de la deuda nacional de Colombia, as- 
cendente á seis millones, novecientos noventa y 
, ocho mil, doscientos doce pesos y veinticinco 
centavos de peso, y que por las amortizaciones 
que constan hechas hasta el 31 de Diciembre de 
1829, ha quedado reducida a seis millones, no- 
vecientos treinta y nueve mil, novecientos ochen- 
ta y siete pesos y veinticinco centavos de peso ; 
se divide de la manera siguiente. 

La República de Venezuela se obliga á reco- 
nocer la suma de un millón, novecientos setenta 
y siete mil, ochocientos noventa y seis pesos y 
treinta y siete centavos de peso. 

La República de la Nueva Granada se obliga 
á reconocer la suma de tres millones, cuatro- 
cientos sesenta y nuere mil, novecientos noventa 
y tres pesos y sesenta y dos y medio centavos 
de peso. 

Y la República del Ecuador reconocerá la su- 
ma de un millón, cuatrocientos noventa y dos 
mil. noventa y siete pesos y veinticinco y medio 
centavos de peso. 

Art. 10. La deuda consolidada al cinco por 
ciento de interés anual, que se halla inscripta en 
el gran libio de la deuda nacional de Colom- 
bia, ascendente á cinco millones, trescientos se- 
tenta y cuatro mil, novecientos cinco pesos y se- 
tenta y cinco centavos de peso, y que por las 
amortizaciones que constan hechas hasta el 31 
de Diciembre de 1829, ha quedado reducida á 
cinco millones, trescientos cincuenta y nueve 
mil, trescientos cincuenta y cinco pesos y seten- 
ta y cinco centavos de peso, se divide de la ma- 
nera siguiente. 

La República de Venezuela se obliga á re- 
conocer la suma de un millón, quinientos veinte 
y siete mil, cuatrocientos diez y seis pe- 
sos y treinta y siete y medio centavos de peso. 

La República de la Nueva Granada se obliga 
- á reconocer la suma de dos millones, seiscien- 
tos setenta y nueve mil, seiscientos setenta y sie- 
te pesos y ochenta y siete y medio centavos de 
peso. 

Y la República del Ecuador reconocerá la su- 
ma de un millón, ciento cincuenta y dos mil, dos- 
cientos sesenta y un pesos, y cincuenta centavos 
de peso. 

Art, 11. En la división de los capitales de la 
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deuda consolidada, hecha por ios dos artículos pre- 
cedentes, se incluye la de los intereses devenga- 
dos y no pagados que á ello» corresponda», 

Art. 12. Los Gobiernos de las tres Repúbli- 
cas procederán, después del canje de las ratifica- 
ciones de la presente convención, á la conver- 
sión de la deuda nacional consolidada colombia- 
na, endeuda propia de cada una de ellas, por 
las sumas que respectivamente les toca recono- 
cer, recogiendo y cancelando los vales colombia- 
nos, conforme á las reglas que se dicten por las 
respectivas legislaturas: recogidos y cancelados 
estos, se remitirán á la comisión de ministros da 
las tres Repúblicas que se halle reunida en la 
ciudad de Bogotá, para su verificación y des- 
trucción. 

Art. 13. Siendo posible, que algunos docu- 
mentos de la deuda consolidada de que hablan 
los articules nono y décimo hayan sido amortiza- 
dos por autoridades colombianas antes del dia 1<> 
de Enero de 1830, ademas de los que existen en 
el archivo de la extinguida comisión del crédito 
nacional de Colombia, y cuyos valores se han 
deducido del total de la deuda inscripta • 6 que 
hayan sido perdidos para sus tenedores ó legíti- 
mos propietarios, las partes contratantes convie- 
nen en que el monta miento de tales documen- 
tos se deducirá por la comsion de ministros da 
las tees Repúblicas, en las proporciones estable- 
cidas por el artículo 19» de las sumas que ellas 
han reconocido y se han asignado al Ecuador. 

Art 14. No habiéndose inscripto en el gran 
libro de la deuda nacional colombiana, toda la 
que contorme á la ley de 22 de Mayo de 1H26, 
debia consolidarse al tres y al cínro por ciento 
de interés, Ihs partes contratantes han convenido 
en que los Gobiernos de las tres Repúblicas in- 
vitarán á los acreedores á presentar los docu- 
mentos de crédito á la comisión de sus minis- 
tros, para el debido reconocimiento, dentro del 
término perentorio é iinprorogable de un año, 
que se contará desde el dia de la publicación del 
canje- de las ratificaciones de la presente con- 
vención por las tres Repúblicas. 

Art. 15. Debiendo fijarse las reglas que ha de 
observar la comisión de ministros para proceder 
al reconocimiento de la deuda á que se refiere el 
precedente artículo, las partes contratantes han 
convenido en las siguientes : 1 a la dicha comi- 
sión no admitirá ni monos reconocerá ningún 
crédito que nu haya sido calificado y aprobado 
por las comisiones y funcionarios á quienes lo- 
caba cilifif arlos y aprobarlos \ or las leyes y de- 
cretos de Colombia, con las formalidades y en 
los términos prescriptos en las mismas leyes y 
decretos, y en los decretos y resoluciones ejecu* 
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ti vas : 2& llevará un registro por triplicado de 
loa reconocimiento* que haga de créditos al tres 
por ciento, y otro también por triplicado de eré», 
ditos al cinco por ciento, expresando en dichos 
registros el nombre y la patria ó residencia del 
acreedor y la suma de la acreencia. Y 3* can- 
telará, por medio de una nota firmada por loe 
tres ministros, todos los documentos originales. 

Art 16. Terminado que sea el reconocimien- 
to de toda la deuda, la comisión procederá á di- 
vidirla entre las tres Repúblicas, conforme á la 
base fijada en el artículo I y de esta convención, 
adjudicando preferentemente ácada una las deu- 
das correspondientes á sus propios ciudadanos ó 
habitantes. 

Art. 1?. Habiendo podido suceder que algu- 
na ó algunas de las tres Repúblicas, hayan amor- 
tizado, con posterioridad al 31 de 'Diciembre de 
lbS9, créditos de los que no estaban, ¡>ero de- 
bieron ser inscriptos en el gran libro de la deu- 
da nacional de Colombia, >e ha convenido en 
que tales créditos les serán computados en la 
parte de dea<ta que deben reconocer, según sus 
clases; á cuyo etect» los respectivos Gobiernos 
presentarán & la -comisión, para su examen y 
abono, los documentos amortizados. 

Art 18. No teniéndose conocimiento exacto 
de la suma, que el (lia 31 de Diciembre de 
1829 quedó sin satisfacerse de la deuda conoció 
da con el nombre de flotante, y siendo indis- 
pensable dicho conocimiento para la proporcio- 
nal división de ella, las partes contratantes han 
convenido en que los Gobiernos de las tres Re- 
publicas exhibirán a la comisión de ministros, 
dentro fiel término de un año que se contará des- 
-de el dia de la publicación del cange de la* rati- 
ficaciones de esta convención por dichas tres Re- 
públicas, ó antes si fuere posible, una relación es- 
pecífica é individualizada de la deuda flotante que 
«estaba radicada en las aduanas de sus respecti- 
vos territorios el dia primero de Enero de 1830 ; 
de la que se haya radicado posteriormente : de 
la que fué mandada radicar, pero cuya radica- 
ción no tuvo efecto; y de la que, sin estar radi- 
cada ni minduda radicar, estuviere reconocida; 
entendiéndose solamente de la deuda colom- 
biana. 

Art 19. Conocido que sea el montamiento de 
la deuda flotarte, la comisión de ministros pro- 
cederá á tiividirla entre las tres Repúblicas con- 
forme á la base fijada en el artículo 1? de esta 
convención. 

Art 20. No teniéndose tampoco noticia exac- 
ta del montamiento de la deuda 'denominada de 
* tesorería, las mismas partes contratantes han 
«convenido igualmente en que los Gobiernos de 
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las tres Repúblicas liquidarán todas las cuentas 
de sueldos, pensiones, servicios, préstamos y con- 
tratas que ce ns ti luyen dicha deuda^ pendientes 
baste el dia 31 de Diciembre de 1820; y ade- 
mas los sueldos y gastos de las legaciones de 
Colombia en el Brasil, en el Perú y en Méjico, 
los del Consulado general en los Estados Uni- 
dos y los gastos de conservación de los archivos 
colombianos en Londres y en Lima, todo pos- 
terior al 19 de Enero de 1830, los de la lega- 
ción en Roma hasta el 24 de Febrero de 1832 { 
y todos los gastos causados por el Congreso 
constituyente de Colombia en el afio de 1830. 
Dichas liquidaciones deberán concluirse dentro 
del término de un año contado desde el dia de la 
publicación del cange de las ratificaciones de es- 
ta convención por las tres Repúblicas, y se remi- 
tirán á la comisión de ministros con los docu- 
mentos comprobantes de ellas. 

Art 21. Examinadas y aprobadas por la co- 
misión de ministros las liquidaciones de que ha- 
bla el artículo anterior, procederá esta á dividir 
entre las tres Repúblicas el montamiento de la 
deuda, conforme á la base fijada en el artículo 
lo de esta convención. 

Art 22. Si resultare que alguna 6 algunas de 
las ttes Repúblicas han radicado en sus aduanas 
ó tesorerías una suma de deuda flotante 6 de te- 
sorería ó de ambas, que excedan á las que de ca- 
da especie les corresponde reconocer, aquella 6 
aquellas que han radicado de menos, reconocerán 
y pagaran el exceso en la proporción estableci- 
da ; y si hubieren radicado mas de la una y me- 
nos de la otra clase de deuda, la comisión de mi- 
nistros hará las correspondientes compensacio- 
nes á fin de evitar á los acreedores los perjui- 
cios que les resultarían de la traslación de sus 
créditos de un territorio á otro. 

Art. 23. El préstamo 6 suplemento sin ínte- 
res hecho por los Estados Unidos Mejicanos á 
Colombia, en Londres en el año de 1826, ascen- 
dente á sesenta y tres mil libras esterlinas, y que 
actualmente se ignora á lo que quedó reducido 
por pagamentos á cuenta, se divide en eu totali- 
dad de la manera siguiente, salvas las deduccio- 
nes que con vista de los documentos de pago de- 
ban hacerse en la proporción establecida ; á 
saber. 

La República de Venezuela.se obliga á reco- 
nocer y pagar la suma de diez y siete mil nove- 
cientas cincuenta y cinco libras esterlinas. 

La República de la Nueva Granada se obliga 
á reconocer y pagar la suma de treinta y un mil 
y quinientas libras esterlinas. 

Y la República del Ecuador reconocerá y pa- 
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gara 'la «tinta de trYee fiíil qiimieftías cuarenta y 
cinco libras esterlina*. 

Att. 24. La comisión de 'rtfiñisttos, de que fie 
ha hecho mención en va'rids de 16% artículos jpre- 
eederrtes, se tea ni raen la ciudad de Bogotá 1 , ifl- 
rfredia'tamerite después del cange de las ratifica- 
ciones de la presente convención por las tres Re- 
pfibifcás : se compondrá de un representante por 
cada ana de ellas, debidamente instruidos y acre- 
ditados; y sus funciones, ademas de las que ya 
se han expresado, serán las siguientes: 1& Oír 
todas las reclamaciones que se hagan contra la 
República de Colombia hasta la época de 31 de 
Diciembre de l H29, y liquidar ó transigir equi- 
tativamente las que se apoyen en sentencias eje- 
cutoriadas dictadas por los tribunales de justicia 
de dicha República : 2 a Oir también y liquidar 
6 transigir las que fueron reconocidas como jus- 
tas por el Gobierno colombiano, y las que 
provengan de contratas, órdenes y libramientos, 
celebrados 6 expedidos por autoridad competen- 
te, según la época y la naturaleza de tales tran- 
sacciones ó negocios; y 3? Oir y liquidar ó tran- 
sigir igualmente aquellas reclamaciones que trai- 
gan su origen de espol ¡aciones cometidas por 
corsarios colombianos. Esta comisión procederá 
en todas sus operaciones á unanimidad de su- 
fragios. 

Árt. 25. Pudiendo suceder que se hagan re- 
clamaciones contra sentencias judiciales pronun- 
ciadas por los tribunales de Colombia, con mani- 
fiesta violación de los tratados públicos, se Ka con- 
venido por las partes contratantes en que la co- 
misión de ministros oiga y transija equitativamen- 
te tales reclamaciones, reservándose & los Gobier- 
nos de las tres Repúblicas acordar ó negar su 
aprobación á los convenios que se celebren en- 
tre dicha comisión y los interesados ó sus re- 
presentantes. 

Art. 20. Las acreencias de Colombia contra las 
Repúblicas del Perú y Bul i vi a por ios diferentes 
auxilios que las prestó en la guerra de indepen- 
dencia, las acciones y derechos de la misma Co- 
lombia respecto de los contratistas de los emprés- 
tito? negociados en París y Hamburgo en los 
años de 1822 y 1824, y cualesquiera otras, se- 
rán divididas entre las tres Repúblicas en las pro- 
porciones correspondientes ala base fijada en el 
artículo 19 de esta convención; tan luego como 
se aseguren y liquiden tales créditos, acciones y 
derechos. La división se hará por la comisión de 
ministros 6 por los respectivos gobiernos. 

Art 27. Para que puedan verificarse las li- 
quidaciones de los créditos á que se contrae el ar- 
tículo precedente en términos justos y á satis- 
<accion.de todos los interesados, los gobiernos de 
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las tres Repúblicas acordarán entre sí las tfiédi- 
das que sean mas conducentes al efecto. 

Art 26. Esta convención será presentada en 
la manera que separadamente se acuerde, al go- 
bierno déla Rpúrblica del Ecuador solicitando su 
accesión, y la aprobación y ratificación constitu- 
cionales: si no se obtuviere esta dentro del térmi- 
no de cuatro meses contado desde que se verifi- 
que el cange de las de Venezuela y la Nueva 
Granada, los gobiernos de dichas dos Repúbli- 
cas procederán á cumplir las estipulaciones de 
tos artículos 5^ y 6^ en la parte que las concier- 
nen, cancelan lo los vales por las sumas que ca- 
da una debe reconocer en ellos, como igualmen- 
te las que les son relativas en el artículo 12. 

Art. 29. La presente convención será ratifica- 
da por el Presidente ó la persona encargada del 
Poder Ejecutivo de la República de Venezuela, 
con previo consentimiento y aprobación del Con- 
greso de la misma, y por el Presidente & Ja per- 
sona encargada del Poder Ejecutivo de la Repú- 
blica de la Nueva Granada, con previo consen- 
timiento y aprobación del Congreso de Id mis- 
ma; y las ratificaciones se cangearán en Bo- 
gotá en el término de ocho rmses contados dea- 
de este dia, ó antes si fuere posible. 

En fé de lo cual nosotros los plenipotencia- 
rios de una y otra República hemos firmado y 
sellado con nuestros sellos respectivos la presen- 
te, en Bogotá á los veintitrés días del mes de 
Diciembre del a^o de mil ochocientos treinta y 
cuatro, vigésimo cuarto de la independencia. 

(L. S.) Sanios Michelena. 

(L. S.) Lino de Pomho. 

Y considerando: l? Que es sobremanera im- 
portante á Venezuela, constituida en Estado se- 
parado é independiente, arreglar los negocios fis- 
cales de Colombia con los Estados de ¿Nueva Gra- 
nada y el Ecuador, y sentar su crédito público 
sobre bases firmes y estables : 2? Que coa este 
fin dictó el Congreso su resolución de 29 de 
Abril de 1832, en virtud de la cual salió de esta 
ciudad para la de Bogotá un Enviado extraordi- 
nario, con plenos poderes para el mencionado ar- 
reglo. 

Decretan : 

Art único. El Congreso presta su consenti- 
miento y aprobación á la convención concluida en 
Bogotá á 23 de Diciembre de 1834, entre los Mi* 
nistros plenipotenciarios de la Nueva Granada y 
Venezuela, arreglando los negocios fiscales de 
Colombia. 

Dado en Caracas á 28 de Abrif de 1885, .alio 
60 de la ley y 25 de la independencia. — EJ Pre- 
sidente del Senado, Manuel Quintero.-*-E\ Prj*. { 
sidente de la Cámara de Representante?, /«res P% 
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Huisii. — Él Secretario del Senado, J. M , Pelgron. 
— El diputado secretario de la Cámara de Repre- 
sentantes, J. García. 

Caracas Abril 29 de 1835, 69 de la ley y 25? 
de la independencia. — Ejecútese. — José Vargas. 
— Por el Presidente. — El Secretario de Relacio- 
nes Exteriores, Santos Michelena* 

l3fCon fecha 26 de Julio de 1837, fhé ratificada la 
antecedente convención por el Gobierno de Venezuela ; 
el de la Nueva Granada la ratificó en 25 de Agosto, y 
ol del Cenador en 26 de Diciembre del mismo año. Las 
ratificaciones se canjearon en la ciudad de Bogotá, en- 
tre Venezuela y Nueva Granada, en 7 de Fubrero de 
1888, y en 22 del mismo, entre estas dos repúblicas y la 
del Ecuador. 

TRATADOS públicos. Decreto de 7 de mar- 
zo de 1839 aprobando la convención celebra- 
da entre Venezuela, Nueva Granada y Ecua- 
dor sobre arreglo de correos. 
EKtanadu y Cámara de Representantes de la Re 
pública de Venezuela reunidos en Congreso, 

Decretan : 
Art. único. El Congreso presta, con arreglo al 
parágrafo 119 del artículo 87 de la Constitución, 
su consentimiento y aprobación á la convención 
sobre arreglo de correos, ajustada en Bogotá por 
el plenip .tcnciario de Venezuela con los Estados 
de Nueva Granada y Ecuador, en 24 de Noviem- 
bre de 1838, cuyo tenor es el siguiente : 

Convención celebrada entre las República* de Ve- 
nezuela, Ecuador y Nueva Granado, para fa- 
cilitar la comunicación^ entre sus habitantes» 
Habiendo existido siempre y debiendo existir 
perpetuamente íntima unión y cordial amistad 
entre las Repúblicas de Venezuela, Ecuador y 
JNueva Granada, y habiéndose formado relacio- 
nes de comercio é intereses y conexiones de fa- 
milia entre sus pueblos y habitantes durante el 
tiempo que e^uvieron unidos por un mismo pac- 
to social, cuyas relaciones y vínculos conviene 
estrechar mas y mas por medio de una pronta y 
fácil comunicación de los unos y de los otros re- 
cíprocamente : las tres repúblicas han acordado 
establecer, por una convención, las reglas que al 
efecto deben observar. 

Con tan importante fin el Vicepresidente de Ve- 
nezuela encargado del Poder Ejecutivo ha con- 
ferido plenos poderes á Santos Michelena, su en- 
viado extraordinario y ministro plenipotenciario : 
el Presidente del Ecuador á Francisco Marcos, su 
ministro plenipotenciario ; y el Presidente de la 
Nueva Granada al general Pedro A. fierran, se- 
cVetario de Estado en el despacho del interior ^y 
relaciones > exteriores, quiénes después de haber- 
los canjeado y encontrado eñ debida ¿orina, han 
convelido en loa artículos siguientes : 
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Ar. 19 Las comunicaciones de los tres gobier- 
nos entre sí y para sus agentes diplomáticos acre- 
ditados cerca de cualquiera de ellos, y las de es- 
tos gara sus respectivos gobiernos, serán condu- 
cidas por los correos y postas de las tres repúbli- 
cas, y no se cobrará en sus estafetas derecho al- 
guno por este servicio. 

Art. 29 Del propio modo y con la misma fran- 
quicia se conducirán todos los diarios, periódicos 
y panfletos, los cuerpos de leyes y demás impre- 
sos que uno de los gobiernos remita á otro, y á 
sus agentes diplomáticos, y estos á sus respectivos 
constituyentes. 

Art. 39 Será libre y quedará á opción de los 
habitantes de cualquiera de las tres repúblicas 
franquear ó no su correspondencia con los habi- 
tantes de las otras. En el primer caso el derecho 
de franca tura se pagará en k estafeta en donde 
se introduzca, con arreglo á la tarifa del país, y 
i solo hasta la frontera, debiendo seguir á su des ti - 
. no y ser entregada sin exigir mas derecho ; y en 
i ei último se pagará el derecho de porte en la es- 
| tafeta donde se entregue la correspondencia, que 
1 será únicamente el que señale la tarifa del res- 
pectivo país calculado desde su frontera. 

Art. 49 Los diarios, periódicos y panfletos im- 
presos cuyo peso no exceda de cuatro onzas, que 
los habitantes de una de lastres repúblicas envíen 
á los de Ihs otras, no pagarán porte alguno. Los 
impresos, sean diarios, periódicos ú otros que ex- 
cedan de dicho peso, pagarán el porte según la 
tarifa del país donde se encaminen ó entreguen, 
observándose para su cobro, bien Bea que vayan 
francos 6 á debe, lo establecido en el artículo an- 
terior acerca de la correspondencia epistolar. 

Art 59 Será obligación de las estafetas de las 
tres repúblicas enviar á su destino la correspon- 
dencia é impresos que por ellas se dirijan á Otros 
países limítrofes ó ultramarinos, y de estos á cual- 
quiera de las tres Repúblicas. Pero en el primer 
caso dicha correspondencia y los impresos pasi- 
vos serán franqueados en el pais de donde se re- 
mitan, conforme á las reglas establecidas en los 
artículos 39 y 49. 

Art. 69 La duración de la presente conven- 
ción será de doce años contados desde que se ve- 
rifique el canje de las ratificaciones ; mas, si nin- 
guna de las partes contratantes notificare á las 
otras al espirar dicho término su intención de re- 
formar cualquiera de las cláusulas en 41a conte- 
nidas» continuará en observancia hasta un afío 
después que se haga la notificación. 

Art 79 La presente convención será ratificada 
por los presidentes ó encargados del Poder Ejecu- 
tivo en las tres Repúblicas, previa la aprobación 
da las respectivas Legislaturas, j serán canjeadas 
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en Bogotá en el término de nueve meses, conta- 
dos desde este di» ó ánies si fuere posible» 

En fe de lo cual, nosotros los plenipotenciarios 
de Jas Repúblicas de Venezuela, Ecuador y Nue- 
va Grana<la hemos firmado las presentes y pues- 
to nuestros selle s respectivos. 

Dadas en la ciudad de Bogotá á los veinticua- 
tro dias «leí mes de Noviembre de mil ochocien- 
tos treinta y ocho. 

Cl. 8.) Santos Mutelena. (l. s.) F. Marcos. 
(i.. 8 ) P. A. Herran. 

Dado en Caracas á 4 d« Marzo de 1839, 10? 
y 299-— El Piesidente del Senado, Andrés Nar- 
varte. — El Presidente de la Cámara (te Repre- 
sentantes, Juan Nepomuceno Chaves^ -El Secre 
tario del Senado, José Aapel Freiré. — El Secre- 
tario de la Cámara de Representantes, Rafael 
Acevedo 

Caracas Marzo 7 de 1839, 10 y 29.— Ejecúte- 
se. — José A. Páez* — Por S. R — Guillermo 
Smitk. 

£>ta convención ha sido ratificada en todas sus partea por 
el Gobierno de Venezuela el 1*2 de Abril de 1839, por el 
del Ecuador en 13 dei misino y por ei tlt Nueva Qninada 
en 28 de Jimio, til canje se efectuó en la ciudad de Bogo- 
tá entre los tres plenipotenciarios el 27 de Julio de 1849. 

TRATADOS públicos. Convknciov de 12 dk 
abril dk 13ó6 entre Venezuela y Francia so- 
bre extradición de ciertos criminales. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública «le Venezuela reunidos en Congreso. 
Vista la Convención celebrada entre el Poder 
Ejecutivo y el Cónsul General y Encargado de 
Negocios del Imperio Francés sobre extradición 
de reos prófugos y cuyo tenor literal es así: 
José Tadco Moringas, 
Presidente de la República de Venezuela. 
Por cuanto entre Vinozuela y Francia se con- 
cluyó y firmó en Caracas el 23 de Marzo de mil 
ochocientos cineu* uta y tres un convenio sobre 
recíproca extradición de reos prófugos que en es- 
panol y en francés es del tenor siguiente: (*) 

Su Excelencia el Presidente de la República 
de Venezuela y Su Majestad el Emperador de los 
Franceses, deseosos de facilitar la administración 
de justicia, y de asegurar la repiesion de los deli- 
tos que se cometan en los territorios de las dos 
naciones, y cuyos autores ó cómplices pretendan 
eludir la vindicta legal, huyendo del un país y re- 
fugiándose on el otro ; han resuelto celebrar una 
convención en que se establezcan reglas fijas, 
fundadas en una perfecta reciprocidad, para la 
mutua extradición de los acusados 6 condenados 
como reos de los delito* que *e especificarán. 

*í Se insettA solo la parte en castellano. 
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£n consecuencia nombraron con tal objeto tus 
respectivos plenipotenciarios, á saber : 

Su Excelencia el Presidente de la República de 
Venezuela al señor Ramón Yépes, Secretario de 
Estado en los Despachos del Interior, Justicia y 
Relaciones exteriores ; 

V Su Majestad el Emperador de los Franceses 
al señor Barón Francisco Adolfo Loeve de Vei- 
mars. Oficial de la Orden imperial de la Legión 
j de honor y de la Orden Real del Salvador de 
Grecia, Caballero de la Orden Pontifical Romana 
de San Gregorio el Grande, Comendador de la 
Orden del Santo Sepulcro de Jerusalen, Gran 
Oficial de la Orden Imperial del León y Sol de 
Perdía &c, &c, Su Cónsul General y Encargado 
ile Negocios en Venezuela. Los cuales, después 
de halarse comunicado sus plenos poderes y ha- 
Hadólos en la forma debida, lian convenido en lo 
siguiente i 

Art. 19 El Gobierno Venezolano y el Gobier- 
no Francés »se compróme leu á entregarse recí- 
procamente, á excepción de sus nacjonales, todos 
los individuos prófugos de Venezuela y refugia» 
dos en Francia, o prófugos de Francia y refugia- 
dos cu Venezuela, tjue sean perseguidos ó conde* 
Lados por los Tribunales compe*» riles romo auto- 
res ó cómplices de alguno de los delitos enume- 
rados en el artículo U* de la presente convención, 
y la extradición tendrá lugar en vista de la recla- 
mación que uno de bis dos Gobiernos dirija ai 
otro por la via diplomática. 

Art. 29 Los delitos por los cuales deberá acor- 
darse recíprocamente Jé* extradición, son los si- 
guientes : 

19 Asesinato, envenenamiento, parricidio, in- 
fanticidio, homicidio ; 

29 Castramiento, estupro ú otro atentado con- 
tra el pudor, emprendido ó consumado con vio- 
lencia; 

39 Incendio; 

4^ Robo, cuando haya sido acompañado de 
circunstancias, que conforme á la legislación de 
los dos países, le den el carácter de crimen ; 

59 Falsificación de escrituras públicas ó docu- 
mentos auténticos; 

09 Falsificación de documentos particulares Ó 
de comercio, cuando el hecho tenga afecta pena 
aflictiva ó infamante, según la legislación de loa 
dos países; 

79 Fabricación 6 emisión de moneda falsa. 

89 Fabricación 6 emisión de papel -moneda 
falso; y alteración de papel moneda. 

1>9 Sustracción de caudales, efectos ó docu- 
mentos de cualquiera especie pertenecientes al 
Estado, que se cometa por empleados ó deposi- 
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torios públicos ó por. individuos particulares; 
cuando esta sustracción tenga señaladas penas 
aflictivas é infamantes en las leyes de los dos 
países ; 

10. Bancarrota 6 quiebra fraudulenta en per» 
juicio del Tesoro público, ó de individuos parti- 
culares ; # 

1 1. Falso testimonio, y sobornación de testi- 
gos. 

Art. 39 Los documentas que deberán presen- 
tarse en apoyo de las demandas de extradición, 
serán, el mandato de arresto librado contra los 
acusados conforme á las leyes del pais cuyo Go- 
bierno pide la extradición, ó cualesquiera otras 
piezas que por lo menos tengan la misma fuerza 
que dicho mandato, y en las cuales también se 
indiquen la naturaleza y gravedad de los hechos 
que hayan ocasionado la demanda de extradición 
y la disposición penal aplicable á estos hechos. 

Art. 4;> Cuando haya lugar a la extracción, 
todos los objetos aprehendidos que puedan servir 
para nveriguar el delito ó delitos, así como los 
efectos robados, se entregarán á la Potencia re- 
clamante, > a sea que la extradición pueda veri- 
ficarse, por haberse aprehendido el reo, ó ya sea 
que ella no pueda efectuarse, por imberse esca- 
pado nuevamente dicho acusado 6 reo. De la 
misma manera se entregarán las cosas robadas 
y los instrumentos ó piezas que sirvan para pro- 
bar el delito ó delitos, aunque por causa de muer- 
te no pueda llevarse á efecto la extrudicion. 

Art. 5? Si aconteciere que individuos extran- 
jeros en Venezuela y en Francia huyeren del uno 
de estos países y se refugiaren en el otro, después 
de haber cometido alguno de los delitos enumera- 
dos en el artículo 29) no se acordará la extradición 
de tales individuos sino luego que el Gobierno 
del país á que pertenezcan los extranjeros recla- 
mados, ó el Representante de dicho pais, haya 
sido consultado y puesto en aptitud de hacer sa- 
ber los motivos que pueda tener para oponerse á 
la extradición* 

Esta disposición se observará igualmente f or 
el Gobierno Venezolano respecto á los France- 
ses, y por el Gobierno Francés respecto de los 
Venezolanos cuya extradición les fuere demanda- 
da por otros Gobiernos. 

Art. 69 Si el individuo cuya extradición se 
reclama, estuviere acusado ó hubiere sido conde- 
nado por crímenes ó delitos cometidos en el pais 
en que se haya refugiado, no podrá ser entregado 
sino después de haber sido juzgado, absuelto ó 
indultado ; y en caso de condenación, después de 
haber sufrido la pena pronunciada contra él. 

Art. ?9 La demanda de extradición no será 
admitida si después de ocurridos los hechos que 
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se imputen, 6 de practicado el proceso, 6 pro- 
nunciada la condenación, se hubiere adquirido la 
prescripción de la acción ó de ia pena, conforma 
á las leyes del pais en que el extranjero se en- 
cuentre! 

Art. 89 Si el individuo cuya extradición fuere 
reclamada hubiere contraído con particulares, 
obligaciones que no pueda cumplir á causa de su 
extradición, esta sin embargo se llevará defecto, 
quedando la parte perjudicada en libertad para 
gestionar sus derechos ante la autoridad compe- 
tente. 

Art. 99 Lo 8 gastos de arresto, detención jr 
trasporte que se ocasionen en caso de extradi- 
ción hasta el lugar en que esta se verifique, se- 
rán de cargo de aquel de los dos Estados en qne 
el acusado ó reo haya sido aprehendido, y se le 
reintegrarán por la parte reclamante. 

Art. 10. Exceptúa nse de la presente Conven- 
ción los crímenes y delitos políticos ; y se estipu- 
la expresamente, que el individuo cuya extradi- 
ción se haya acordado, no podrá ser perseguido 
en ningún caso por ningún delito político ante- 
rior á la extradiciou ; pueb esta solo puede tener 
lugar para perseguir y castigar los delitos comu- 
nes especificados en el artículo segundo. Se es- 
tipula igualmente, que la fecha ríe la presente 
Convención será el punto de partida para su apli- 
cación ; y que los hechos anteriores á dicha fe- 
cha no podrán ser objeto de ninguna demanda 
de extradición. 

Art. 11. La presente Convención permanecerá 
en fuerza y vigor hasta que alguna de las partes 
contratantes haya notificado á la otra, cpn un año 
de anticipación, su voluntad de hacerla cesar. 

Art. 12. La presente Convención será ratifi- 
cada conforme á las Constituciones de los dos 
paises, y las ratificaciones se cangearán en Cara- 
cas cuauU antes fuere posible. 

En fe de lo cual los respectivos Plenipoten- 
ciarios firman la presente Convención y la sellan 
con sus sellos particulares. 

Dada en Caracas el dia veintitrés de Marzo de 
mil ochocientos cincuenta y tres. 

(L. S.) Ramón Yepes. 

(L. S ) Franco» de Bbimars. 

Y habiendo sido ratificada por ambas partes 
dicha convención, y eus ratificaciones cangeadas 
en esta ciudad, el diez del presente mes, por el 
Secretario de Hacienda y Relaciones Exteriores, 
señor Jacinto Gutiérrez, y el Encargado de Ne- 
gocios de Francia, señor Leoncio Levraud. 

Por tanto, en uso de mis atribuciones constitu- 
cionales, he mandado publicar y circular la pre- 
cedente convención para que todos y cada. UU<$ 
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de sus artículos sean fiel y religiosamente obser- 
vados como ley de la República. 

Dudo, firmado de mi mano, sellado con el gran 
sello de la República y refrendado por el Secre- 
tario de Hacienda y Relaciones Exteriores en 
Caracas á 12 de Abril de 1856, año 27 de la ley 
y 46 de la independencia 

(L. S.) (Firmado.) — José T. Monagos. 

El Secretario de Hacienda y Relaciones Ex- 
teriores. — (Firmado) — Jacinto Gutiérrez. 

DECRETAN ! 

Art. único. El Congrego le presta su aproba- 
ción. 

Dado en Caracas á 27 de Febrero de 1656, 
aflo 27 de la ley y 46 de la independencia. 

El Presidente del Senado, Emcterio Gómez. 
—El Pnsidente de la Cámara de Representan- 
tes, José Víctor Ariza. — El Secretario del Sena- 
do, J. A Pérez. — El Secretario de la Cámara de 
Representantes, J. Padilla. 

Caracas, Febrero 28 de 1856. año 27 de la ley 
y 46 de la independencia. 

Ejecutóse. — José T. Monágas. 
Por S. E. el Secretario de E. en los DD. de Ha- 
cienda y Relaciones Exteriores. 

Jacinto Gutiérrez. 
TRATADOS públicos. Convención de 5 de 
octubre de 1853 entre las Repúblicas de Ve- 
nezuela y el Perú respecto de lo que toca á 
la primera, por los auxilios que le prestó Co- 
lombia. 

José Gregorio Monágas. 
Presidente déla República de Venezuela &,. &• 
A todos los que las presentes vieren, salud. 
Por cuanto entre la República de Venezuela 
y la del Perú se concluyó y firmó en Lima el 
dia veinticinco de Julio del presente año por me- 
dio de Plenipotenciarios suficientemente autori- 
zados por ambas partes, un convenio sobre la 
paite de Venezuela en el crédito de Colombia 
contra el Perú, originado de los auxilios que ella 
le prestó en la guerra de la independencia, cuyo 
tenor palabra por palabra es como sigue : 

Li» República de Venezuela y la República del 
Perú, debiendo transigir equitativamente y arre- 
glar de un modo definitivo la deuda que la segun- 
da contrajo por los auxilios que le prestó la anti- 
gua República de Colombia en la guerra de la in- 
dependencia; atendiendo á la división actual de 
Colombia en tres Repúblicas, y á que en la dis- 
tribución que celebraron de sus acreencia» y res- 
ponsabilidades por la convención de veintitrés de 
Diciembre de 1834, cangeada en 7 de Febrero de 
1838, se asignaron á Venezuela veintiocho y me- 
dio céntimos de la acreencia total contra el Perú; 
y atendiendo en fin, á que sin embargo de baber- 
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se dado á la nueva Granada por loa tres Gobier- 
nos, la comisión de gestionar en nombre de todos 
por esta acreencia por el acuerdo celebrado en 
diez y ocho de Noviembre de 1838, posteriormen- 
te se ha hecho saber al Gobierno del Perú, por 
los Ministros de Venezuela y de Nueva Granadji 
acreditaos en Lima, y por disposición de sus 
Gobiernos, que la República de Venezuela ha 
reasumido su propia representación por la parte 
mencionada que le corresponde en la acreencia 
Colombiana contra el Perú, cesando la gestión 
del Gobierno de la Nueva Granada en el ínteres 
de Venezuela; por tanto, en vista de todos estos 
documentos y traídas á consideración todas las 
negociaciones anteriores habidas sobreesté nego- 
cio entre el Perú y los Agentes públicos encarga- 
dos de gestionar anteriormente por esta acreen- 
cia de Colombia, los presentes Ministros Pleni- 
potenciarios ásjber: por la parte de Venezuela 
Don Lucio Pulido, y por la de la República del 
Perú el Ministro de Relaciones Exteriores Don 
José Manuel Tirado, habiendo examinado sus 
plenos poderes y encontrarlos bastantes y en 
debida forma, han convenido poner término á es- 
te asunto por medio de una transacción definitiva 
de la acreencia colombiana en la parte corres- 
pondiente á la República de Venezuela por los 
vbúriocho y medio céntimos que en dicha acreen- 
cia le pertenecen. Para ello se ha tenido en con- 
sideración, ademas del deseo del Gobierno de Ve- 
nezuela, la dificultad de llegar á un término por 
el medio de la liquidación por comisarios de am- 
bos Gobiernos prescrita en el tratado de veintidós 
de Setiembre de 1829, siendo este trabajo com- 
plicado, y habiéndose encontrado nuevas dificul- 
tades en los años trascurridos. Así mismo no ha- 
biéndose perfeccionado por la parte del Gobierno 
Me la Nueva Granada el convenio que se celebró 
en Lima en 11 de Noviembre de 1848, para so- 
meter al arbitraje de Chile este asunto de la deu- 
da colombiana, no habiendo solicitado dicho Go- 
bierno la anuencia del de Chile, se ha debido 
considerar como sin efecto esta tentativa de arre- 
glo, y por tanto se procede á la ya enunciada 
transacción, arreglo y* pago definitivo en los tér- 
minos siguientes: 

19 La República de Venezuela se da por satis- 
fecha de la parte que le corresponde en la deuda 
d J Perú á la antigua Colombia mediante el pa* 
go de la cantidad de ochocientos cincuenta y 
cinco mil pesos computados en moneda peruana 
y como valor absoluto y total de los veintiocho y 
medio céntimos que, como parte integrante que 
fué de la de Colombia, le corresponden en la 
acreencia de esta república contra la del Perú por 
los auxilios que le prestó en la guerra de la inde- 
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pefrdencia, según la convención para el arreglo dé 
los asuntos fiscales de Colombia, celebrada en 
tSSft, de qtip se ha hecho referencia ; y la Repú- 
blica del Perú reconoce y se obliga á pagar á la 
Hepública de Venezuela la expresada cantidad dé 
ochocientos cincuenta y cinto mil pesos, en mo- 
neda peruana, por el valor de los diches veintio- 
cho y medio céntimos que le corresponden como 
riartc integrante que fué de la República de Co- 
lombia. 

29 Las. ochocientos cincuenta y cinco mil pe- 
80s,*aquese refiere el artículo 19» serán satisfe- 
chos por la República del Perú de la siguiente 
manera, á saber; se entregará desde luego, al 
filmarse este convenio, al Ministro Plenipotencia- 
rio de Venezuela, en virtud de tener también po- 
der al efecto, la cantidad de ciento cincuenta 
mil pesos. Se pondrán a disposición de la Re- 
pública de Venezuela ciento cincuenta y cin- 
co mil pesos en 19 de Marzo de 1854 : dos- 
cientos mil peso* en 1? de Diciembre del mismo 
año 1854: doscientos mil pesos en 1? de Agosto 
de 1855 ; y ciento cincuenta mil pesos, que com- 
pletan la suma adeudada, en primero de Diciem- 
bre del propio año 1855. 

39 Los ciento cincuenta mil pesos entregados 
al contado, se aplicarán en el caso no esperad 9 
de no ser aprobado este convenio como una anti- 
cipación hecha á Venezuela en parte de pago de 
lo que definitivamente llegare á corresponderle en 
cualquier arreglo que se hiciere en tal caso sobre 
1* deuda colombiana, en razón de los veintiocho 
y medio céntimos que le pertenecen. 

49 La República de Venezuela declara no te- 
ner otro derecho ni crédito pendiente contraía 
del Perú, y da por fenecido todo cargo por ra- 
zón de servicios hechos al Perú en la guerra 
de la independencia y gasto3 y haberes del 
Ejército de Colombia, reconociendo no tener 
crédito ninguno contra el Perú, fuera de la can- 
tidad de ochocientos cincuenta y cinco mil pesos á 
que se refiere este convenio. 

5 Este convenio será aprobado por los respec- 
tivos Gobiernos y las ratificaciones cangeadas en 
Lima en el término de un nfio contado desde la 
fecha, ó antes sí fuere posible, *n fe de lo cual 
los Ministros Plenipotenciarios lo han firmado y 
sellado. 

Que es hecho en Lima el día veinticinco de Ju 
lio del aflo del Señor de 1853. 

Lucio Pulido, — José Manuel Tirado. 

Por tatito, habiendo examinado el referido con- 
venio sobre la parte de Venezuela en la acreen- 
cia de Colombia contra el Perú, he venido, en 
uso de- mis atribuciones, atendida la naturaleza 
fiscal del arreglo, en ratificarlo, y por las presen- 
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tés lo' ratifico y 16 tengo por rato y firme en to- 
dos sus artículos, y para su cumplimiento y exal- 
ta observancia por nuestra parte empeño y com- 
prometo solemnemente el honor nacional. 

En fe de lo cuál he hecho expedir las presen* 
tes firmadas de mi mano, selladas con el gran se- 
llo de la República de Venezuela, y refrendadas 
por el Secretario de Estado en los despachos del 
Interior, Justicia y Relaciones Exteriores en Ca- 
racas á 5 de Octubre del año de 1853, vigésimo- 
cuarto de la ley y cuadragésimo tercero de la in- 
dependencia. 

J. G. Monagos. 

Simón Planas. 
TRATADOS públicos, convenciones de 19» 

14, 17 t 27 de junio de 1653 sobre pagoá 

acreedores extranjeros por razón de la Ley 

de espera. 

Por cuanto el Poder Ejecutivo de Venezuela 
ha sido debidamente autorizado por la resolución 
adoptada en sesión de ambas Cámaras del Con- 
greso reunidas, en 30 de Abril de 1853, para to- 
mar cuantas medidas crea necesarias á fin de 
poner término á las reclamaciones extranjeras 
por razón de los créditos provenientes de la ley 
de espera de 9 de Abril de 1819 que hayan de sa- 
tisfacerse perentoria mente ; y por cuanto el Go- 
bierno de los Estados Unidos ha reclamado de 
ese modo el pago de los créditos de sus ciudada- 
nos tjue tienen tal origen ; por tanto los infraes- 
critos, Simón Planas, Secretario de Estado del 
Despacho de Relaciones Exteriores del Gobier- 
no de Venezuela, é Isaac Nevett Steele, Encar- 
gado de Negocios de los Estados Unidos en la 
República de Venezuela, estando debidamente 
autorizados para celebrar un arreglo sobre el 
pago de estos reclamos, han convenido en los ar- 
tículos siguientes. 

Art. 1° El Gobierno de Venezuela se obliga 
á pagar al Gobierno de los Estados Unidos, ó á 
su Encargado de Negocios en Caracas, el impor- 
te total de los créditos de ciudadanos de los Es- 
tados Unidos procedentes de la mencionada ley 
de espera que se expresen en una lista de di- 
chos reclamos que se hará por los suscritos, y se 
considerará como parte de este convenio, de la 
"manera siguiente, esto es : dicho importe se di- 
vidirá en cuatro partes iguales, que se satisfarán 
respectivamente en los dias i 9 de Junio, 19 de 
Setiembre, y 19 de Diciembre de 1854 y 19 de 
Marzo de 1855, juntamente con los intereses al 
cinco por ciento al año, que comenzarán á de- 
vengarse desde el 19 de Julio próximo y conti- 
nuarán hasta el día del pago, satisfaciéndose al 
mismo tiempo que la porción á que tocaren. 

Art. 29 También se estipula que, si el Go- 
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bierno dejare de pagar cualquiera de los cuatro 
plazos referidos en el artículo anterior en el dia 
allí expresado, entonces el Encargado de Nego- 
cios de los Estados Unidos tomará y recibirá di- 
rectamente de la casa de comercio de A. M. Sei- 
xas y Compañía de la Guaira, ó de alguna otra 
que eligiere en vez de esta, la mitad de todos ion 
derechos ordinarios de las importaciones que hi- 
ciere dicha casa desde la fecha del vencimiento 
del plazo respectivo no pagado, hasta quedar en- 
teramente pagado y Satisfecho el importe total de 
los reclamos, con los intereses que les corres- 
pondan, según lo explicado en el precedente ar- 
tículo. La casa que se elija, entregará á la Adua- 
na de aquel puerto los recibos que á la primera 
dará la legación Americana por la mitad de los 
derechos que a esta se conceden,» descontando 
del valor de los pagarés otorgados por la men- 
cionada casa el nueve por ciento anual ; y car- 
gando la Aduana en cuenta á la legación la 
cantidad líquida que resultare. 

Art. 39 En caso de no ser posible la manera 
de pago establecida en el artículo 29, por no en- 
contrar el Encargado de Negocios de' los Estados 
Unidos ningún comerciante de la Guaira con 
quien hacer el expresado arreglo, quedorá plena- 
mente vigente la responsabilidad del Gobierno 
de Venezuela, según las estipulaciones del artí- 
culo 19 

Art. 49 Se estipula ademas que el interés de 
cinco por ciento al año, que ha de pagarse por 
dichos créditos en los primeros quince dias del 
mes de Julio próximo, en virtud de la resolución 
del Poder Ejecutivo de 20 de Mayo de 1851, se- 
rá pagado en ese tiempo al Encargado de Ne- 
gocios de los Estados Unidos. 

En testimonio de lo cual los infraescritos han 
firmado dos de un tenor en Caracas el 19 de 
Junio de 1853. 

(Firmado) Simón Planas. 
(Firmado) J. NeveU Steele — Encargado 
de Negocios de los Estados Unidos en la Repa- 
blica de Venezuela. 
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CONVENIO RELATIVO AL PAGO DE LOS CRÉDITOS 
DE ESPERA DE LOS SUBDITOS FRANCE8ES. 

Por orden expresa de S. E. el Poder Ejecu- 
tivo, debidamente autorizado por la resolución 
general del Congreso nacional de la República 
adoptada en Cámaras reunidas el 30 de Abril 
del presente año, el infraescrito, Secretario de 
Estado del Despacho de Relaciones Exteriores 
de Venezuela, ha convenido con el seflor En- 
cargado de Negocios de 8. M, el Emperador de 
los franceses cerca de este Gobierno, en satisfa- 



cer todas las reclamaciones francesas relativas á 
la ley de espera, en los términos siguientes. 

19 El Gobierno de Venezuela se compromete 
á pagar á la orden de la Legación Francesa en 
Caracas, del modo y en los plazos que se esti- 
pularán mas abajo, todas las acreencias de loa 
nacionales franceses que han sido sometidas & 
la ley de espera de 9 de Abril de 1S49 y no han 
sido satisfechas por el Gobierno de Venezuela 
hasta el dia del presente compromiso. 

29 La cantidad total de las acreencia^ france- 
sas de espera, según el estado que se hará inme- 
diatamente por el Gobierno de Venezuela y la 
Legación de Francia, se dividirá en tres partes 
iguales, que se pagarán en tres plazos sucesivos, 
á saber: la primera parte á los cuatro meses de 
otras dos con dos meses de intervalo cada una 
contados desde el pago anterior, esto es : los dias 
14 de Diciembre de este año y 14 de Febrero 
de 1854. 

39 Para el cumplimiento de estos pagos se en- 
tregarán á la Legación de Francia tres órdenes 
de pago del señor Secretario de Estado del Des- 
pacho de Hacienda sobre la Tesorería general 
de Caracas por las cantidades respectivas á cada 
uno de los pl&zos señalados arriba. 

$ ünico. Estas cantidades ganarán un inte- 
rés de cinco por ciento al año, desde la fecha de 
hoy hasta el dia en que se satisfagan. 

49 Si en alguno de los plazos fijados en el ar- 
tículo 29 no se verificare el pago señalado, y se 
demorare hasta el vencimiento del subsecuente, 
todos serán exigibles inmediatamente. 

Hecho y firmado por duplicado en Caracas á 
14 de Junio de 1853. 



(Firmado) Simón Planas.- 
cois de Veimars. 



-(Firmado) Frar* 



CONVENIO RELATIVO AI. PAGO DE LOS CRÉDITOS 
DE ESPERA DE LOS SUBDITOS DE ESPAÑA. 

Por cuanto el Poder Ejecutivo de Venezuela 
ha sido debidamente autorizado por la resolu- 
ción adoptada en sesión de ambas Cámaras del 
Congreso reunidas, en '30 de Abril de este afío, 
para tomar cuantas medidas crea necesarias á fin 
de poner término á las reclamaciones extranje- 
ras por razón de los créditos provenientes de la 
ley de espera de 9 de Abril de 1849 que hayan 
de satisfacerse perentoriamente ; y por cuanto el 
Gobierno de S. M. C. ha reclamado de ese modo 
los créditos de sus subditos que tienen tal orí- 
gen ; por tanto los infraescritos Simón Planas, 
Secretario de Estado del Despacho de Relacio- 
nes Exteriores de Venezuela y Fernando de la 
Vera é Isla, Encargado de Negocios de España, 
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estando debidamente autorizados para celebrar 
un arreglo sobre el pago de estos reclamos, han 
convenido en los artículos siguientes, 

Art. 1 9 El Gobierno de Venezuela se obliga 
á pagar al Gobierno de España, ó á su Encarga- 
do de Negocios en Caracas, el importe total de > 
los créditos do subditos españoles procedentes de ! 
la mencionada ley de espera que se expresen en ! 
una lista de dichos reclamos que se hará por los i 
infraescritos, y se considerará como parte de este \ 
convenio, déla manern siguiente: esto es: di- 1 
cho total importe se dividirá en cinco partes iguales ! 
que se satisfarán respectivamente en los dias I? ; 
de Junio. 17 de Setiembre y 17 de Diciembre de 
1854, 1? de Marzo y 17 de Junio de 1855, junta- \ 
mente con los intereses de cinco por ciento ni 
alio» que comenzarán á devengarse desde el 19 
de Julio próximo y continuarán hasta el dia del 
pago, satisfaciéndole al mismo tiempo que la por- ! 
cion á que tocaren ! 

Art. 29 También se estipula que, ¡*i el Go 
bierno de Venezuela dejare de pagar cualquiera 
de los cinco plazos referidos en el artículo ante- 
rior, el dia allí expresado, entonces el Encarga- ! 
do de Negocios de S. M. C. tomará y recibirá 
directamente de una casa de comercio de la 
Guaira que elija, la mitad de todos los derechos 
ordinarios de las importaciones que aquella hi- 
ciere, desde la fecha del plazo respectivo no pa- 
gado hasta quedar enteramente pagado y satisfe- 
cho el importe total de los reclamos, con los inte- 
reses que les correspondan, según lo explicado 
en el precedente artículo. 

$ único. La casa que se elija, entregará á la 
Aduana de aquel pucito los recibos que á la pri- 
mera dará la legación española por la mitad de 
los derechos q¿te á esta se conceden, descontan- 
do del valor de los pagarés otorgados por la in- 
dicada casa el nueve por ciento anual, y cargan- 
do la Aduana en cuenta á la legación la canti- 
dad líquida que resultare. 

Art. 3? En caso ''e no ser posible la manera 
de pago establecida en el artículo 29, por no en- 
contrar el Encargado de Negocios de S. M. C. i 
ningún comerciante de la Guaira con quien ha- 
cer el expresado arreglo, quedará plenamente 
vigente la responsabilidad del Gobierno de Ve- 
nezuela, según las estipulaciones de) artículo 19 

Art 49 Se estipula ademas que el ínteres de 
cinco* por ciento al a fio que ha do pagarse por 
dichos créditos en los primeros quince dias del 
mes de Julio próximo, á virtud de la resolución 
del PQder Ejecutivo de 20 de Mayo de 1851, se- 
rá pagado en ese tiempo al Encargado de Ne- 
gocios de S. M. C. 

En tesiimooio de lo eual, tos infraescritos han [j 



firmado dos de un tenor en Caracas á \Í de Ju- 
nio de 1853. 

(Firmado) Simón Planas.— (Firmado) Fer- 
nando de la Vera é Isla. 



CONVENIO PARA EL PAGO DB LOS 'CRÉDITOS DE 
SUBDITOS HOLANDESES, PROCEDENTES DE LA 
LEV DE E8PERA. 

Por cuanto el Poder Ejecutivo de Venezuela 
ha sido debidamente autorizado por la resolución 
adoptada en sesión de ambas Cámaras del Con- 
greso reunidas en 30 de Abril de este ano, para 
tomar cuantas medidas crea necesarias á fin de 
poner término á las reclamaciones extranjeras por 
razón de los créditos provenientes de la ley de 
espera de 9 de Abril de 1849, que hayan de sa- 
tisfacerse perentoriamente; y por cuanto el Go- 
bierno de Su Majestad el Rey de los Paiseg 
Bajos ha reclamado de ese modo los créditos de 
sus sábditos que tienen tal origen ; por tanto los 
infraescritos, Simón Planas, Secretario de Esta- 
do del Despacho de Relaciones Exteriores de 
Venezuela, y Keinhard Francisco de Lansberge, 
Cónsul General de los Países Bajos, estando de- 
bidamente autorizados para celebrar un arreglo 
sobre el pago de estos reclamos, han convenido 
en los artículos siguientes. 

Art. 19 El Gobierno de Venezuela se obliga 
á pagar al Gobierno de S. M. H. ó á su Cónsul 
General en Caracas, el importe total de los cré- 
ditos de ciudadanos holandeses, procedentes de 
dicha ley de espera, que se expresarán en una lis- 
ta de ellos que ha de formarse por ios infraescri- 
tos, y considerarse como parte de este convenio, 
de la manera que se dirá mas abajo. 

§ único. Quedan también comprendidos en 
este convenio los reclamos pendientes por perjui- 
cios, que 6 favor de los señores Jaime Blanch y 
J. L. Maduro ha intentada el Consulado Gene- 
ral de Holanda. 

Art. 29 La cantidad á que asciendan todo» los 
créditos mencionados, será satisfecha por la Te- 
sorería General, entregando mensual mente, des- 
de Julio próximo inclusive en adelante, hasta la 
completa extinción de aquellos, la cantidad de 
tres mil pesos, con excepción de los meses de No- 
viembre y Diciembre de este año y Enero de 
1864, en cada uno 4e los cuales se abonarán 
cinco mil pesos. 

Hecho por duplicado, en Caracas á 27 de 
Junio de 1833. 

(Firmado) Simen P/anaí— (Firmado) Van 
Lansberge. 
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TRATADOS publico*. Caducidad. de algunos. 
Véase Ja nota. (•) 

TRATAMIENTOS. Cuál corresponde á los pre- 
sidentes de las Cámaras. Véase Cámaras legis- 
lativas, D. de 9 de Julio de 1623. 

TRIBUNAL de cuentas. Su composición, 
atribuciones* y deberes. Véase Oficinas supe- 
riores de hacienda, art. 2 al 8, y 22 al 28. — 
Sus funciones sobre papel sellado. — Véase Pa- 
pel Sellado, art. 19 y 22, y D. E. R art 3, 6, 
8, 10, 15 y 23. — Deber del presidente sobre bi- 
lletes de deuda consolidada. Véase Deuda con- 
solidada!*, tul. 10. — Funciones del tribunal. 
Véase Correo, L. O. art. 30, Aduana, § único 
del artículo 36, Maijordomía* de fábrica, L. 
de 7 de Mayo de ISÍ2, art. 5 y D. E. R. de 18 
de Octubre del mi »uio año, art. 10 y 12, Ins- 
trucción pública, L. 2&, prt. 24, y L. 10, art. 
7 y su §, Indígenas (de Maracaibo.) D. E. de 
22 de Octubre de 1842, art. 39 y Rentas inter- 
nas, § único del art. II. 

TRIBUNALES de cuentas. Dictamen del 

CONSEJO DE GOBIERNO ACOJIDO POR EL PODER 

ejecutivo sobre el modo de reemplazar á los 

contadores del Tribunal ¿e cumias recusados. 
Despacho de Hacieoritt. — Sr« cton 1*. 
Enero 26. 
'Setíor Presidente del Tribnoul de cuentas. 

En conflación á la nou de US. de 16 del mr* 
actual reít'úva á Jns inhibiciones y recusaciones 
de los mié i tibros de ese í-inmal ocurridas en el 
juicio de cueottts de • Ai ,»inUlrac<on de Aduana 
de la Guaira peitenecieiues al año económico de 
1846 á 18 17, incluyo una copia cerlitícuda del 
voto del Concejo ile Gobierno á quien se consul- 
tó en el asumo, y con el cual se ha conforma*"» 
S. E. el Préndeme de la República.— Soy de US. 
atento servidor. — Vicente Lecuna. — JEs'copja. — 
Lecuna. 

República de Venezuela, 
fiesion número 1? del Consejo de Gobierno. 
Alanés E.iero 22 de 18o0. 

39 La comisión nominada para ah.'r concep- 
to en la consulta del Ti i >nna1 de Cuentas sobre 



(*) Loa Ti atados celeb-a'dos cnl-e Venezuela y las Paí- 
ses bajo*, Los Estados UrM«* de Novio amética y Dina- 
marca h*n ce^do par dec 1 » . íoiia del Podet* Ejecutivo, 
de Venezuela en Kea&Uicion i.e 1P ile'Maizo de 1851; co- 
mo también por la del mismo en Resolución do 4 de Di- 
ciembre de 1851 j los celebrados con las ciudad as anseá- 
ticas, con Suecla y Noruega y^pon la Nueva Grana ua en 
lo relativo á los artículos 12, 13 y 14 de la convención do 
amislad, comercio y n.ivegacion ue 23 de Julio de 1842. 
También han caducado el de 19 de liavo de 1848 y trn 
parte complementaria sobre alianza, mediante estar cura- 
pida la corcVcion de reconocimiento de ambas Repúbli-' 
cas por la Empana, y cuyo acto fijó como término del tra- 
tado el ai frícalo primero. 
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el inicio de las de la Aduana de la Guaira &e 
1846 á 1847, dio lectura do su informe, y puesto 
en discusión, y votado, se aprobó; habiéndose 
abstenido de votar el señor Consejero González, 
por ser este un negocio que puede subir á la 
Corte Suprema, de que él es miembro. 

Dice así el informe ; 

— "Recusados en el juicio que curaa coala 
Aduana de la Guaira por las cuentas de. 1846 & 
1S47 los tres ministros naturales que componen 
el Tribunal de cuentas de la República, aparece, 
según la consulta que ha venido si Consejo de 
Gobierno por disposición de S. E. el Poder Eje- 
cutivo, que uno de sus oficiales de numero, el se- 
ñor Carlos Gonzá'ez, conoce como Contador ac- 
cidental de la última recusación, que el señor 
Francisco Michelena, apoderado de una de las 
partes había hecho del señor José de íri barren, 
uno de los miembros naturales del mencionado 
tribunal ; y considerando e] señor González, que 
tanto sobre la recusación de Iribárren como sobre 
la últimamente hecha del otro miembro acciden- 
tal Contador, señor Vicente Mari, debe decidir el 
Tribunal pleno, duda como se completará este, 
haciendo deducir la necesidad de nombrarse á 
quien subrogue al expresado señor Mari, para 
qj;c quede constituido el Tribunal con tres miem- 
bros accidentales. 

Si acaso es un punto ya determinado, que pue- 
de servir de regla en la práctica, que recusado, ó 
no habilitado algún miembro del Tribunal mayor 
de Cuentas, es llamado á subrogarle por antigüe- 
dad uno de los oficiales de número de la misma 
oficina de aquel Tribunal, el comisionado que 
suscribe, hallaría entonces muy á la mano la re- 
solución de la duda propuesta, contestándose al 
señor González que si como Presidente acciden- 
tal de un tribunal colegiado, conoce de las recusa- 
ciones que refiere, él solo debe sentenciarlas, co- 
mo materia de simple sustanciacion, y á seme- 
janza de lo dispuesto por la ley general y común 
que regia los procedimientos judiciales, en cuan- 
to á recusaciones, en la cual se ve, que en los 
tribunales colegiados, como los de aibitramenio, 
Corte Superior y Suprema de justicia, de las re- 
cusaciones de alguno de sus miembros, conoce 
por sí splo y ¡determina su Presidente., y $ su falia t 
el .miembro, í>¿bil,que le eig& en escala. 

Mas comq el jnfraesqrito no ve cosa, alguna 
dispuesta en punto a recusaciones,, en la ? ley de 
28 de Mayo de ÍS37, que reforma las rácínas 
superiores de hacienda^ y que establece la espe- 
cialidad del tribunal dé ( Cuentas, y no concibe la 
legalidad de la práctica que llama á los subal- 
ternos oficiales del 'Tribunal al reemplazó de los 
cogtedoies* que hacen de, jueces oVdíqarios en, el 
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csjso de recusación ó o habilitación, tiene que 
examinar esta cuestión bajo el aspecto serio y 
grave que ella tiene en sí misma, para poder dar 
su parecer apoyado en las leyes vigentes de la 
República. 

Él articulo 19 de la ley 2& título 29 del Códi- 
go de procedimientos civiles, dice: "Todo juez, 
conjuez, secretario, fiscal ú otros funcionarios de 
los tribunales de la República, sean ordinarios ó 
especiales, pueden ser recusados por las causas 
y en la forma, que determinan los artículos si- 
guientes. " 

Esta ley es general, y es obligatoria á todos 

los tribunales, que por alguna otra ley especial 

nterior no tengan alguna excepción 6 trámites 

particulares señalados para el enjuiciamiento, 

. su *• tardar y sentenciar de la incidencia conocida 

en derecho con el nombre de recusación. 

El Tribuna] de Cuentas, considérese especia] 
ú ordinario en el ramo de finanza pública, es un 
tribunal de la República y de tanta categoría por 
su constitución, en virtud de que por la ley que 
lo organiza, sus apelaciones son para ante la 
Corte suprema de justicia, que se equipara á la 
Corte Superior de justicia. (Art 23 de la ley de 
8 de Mayo de 1837)- En las recusaciones, pues, 
que puedan tener lugar en su juicio, debe regir 
sin disputa alguna, la ley que viene citada, por- 
que api lo exige la expresión clara y terminante 
de su mandato. 

Sin embargo, las resoluciones expedidas por 
el Gobierno en 23 de Junio de 1641, en 4 de Fe- 
brero de 1847 y 11 de Diciembre de 1849, en 
que por las dos primeras so declara, que el Te- 
sorero y Contador de la Tesorería general deben 
subrogar en el Tribunal de Cuentas, al Conta- 
dor ó contadores impedidos ; y en la última re- 
vocfttorio de aquéllas, que la subrogación debe 
hacerse por los oficiales de la misma oficina del 
Tribunal, prefiriendo la antigüedad y previo el 
juramento, dichas resoluciones, repite el i nfra es- 
crito, no están de acuerdo con la ley de Venezue- 
la arriba mencionada, ni tampoco con las del ré- 
gimen-español, que estuvieron en práctica hasta 
que se publicó la legislación de Colombia. 

Me propongo demostrarlo así, á fin de que se 
consulte al Presidente de la República, que 
mande adoptar para lo sucesivo, en el caso de 
recusación en el Tribunal de Cuentas, una me- 
dida mes ajustada á la ley, y que según el espí- 
ritu de esta uniforme aquel Tribunal colegiado, 
en semejante procedimiento, con los demás exis- 
teJDjea en la República, dejando para aquel,. co- 
ma lo e«tá en estos, franco y expedito el camino 
general de la administración de justicia. 

La ley 15, tíL 2° lib. 8° de la Recop. de In- 
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dias, dice ásu medio : "Y para excusar la dila- 
ción que puedan causar las recusaciones, y gas- 
tos que resulten contra nuestra Real Hacienda, 
"mandamos que si fueren recusados todos los 
"contadores de cuentas, se conozca de las causas 
"que hubiere en la Junta de Hacienda, que para 
'^lo tocante á ella se hace, con arreglo á derecho." 
Debo advertir aquí para la mejor inteligencia de 
este derecho antiguo, que según la ley 7^ tit. 39 
(Ve\ mismo libro, la dicha Junta de Hacienda se 
componía del Virey 6 Presidente, y en otros lu- 
gares del Gobernador, del Oidor mas antiguo, 
del fiscal, de un Contador de cuentas, y del ofi- 
cial real mas antiguo, y que dicha ¡unta debia 
tener una sesión por lo menos en cada una de las 
semanas de todos los meses. 

La ley 6* tít. 11, lib. 59 de la misma Recopi- 
lación dice: u En las recusaciones de los conta- 
dores de cuentas de los tribunales de las Indias, 
se guarde el mismo estilo, que con los oidores y 
alcaldes de las audiencias de aquellas provincias." 

Este estilo, segunjla precedente ley 4& lo expre- 
sa el literal contexto de ella, que aquí copio : u Si 
"habiendo en la audiencia solo dos oidores, fuese 
^recusado el uno, nombre el Presidente á un abo- 
"gado de la Audiencia, para que junto con el 
"otro oidor, resuelva sobre la recusación, y en ca- 
"30 de discordia, nombre otro letrado; y sino 
"hubiere mas de un oidor, y este fuere recusado, 
"nombre el Presidente dos abogados, y en discor- 
dia» un tercero, qflo lo determine ; y lo que re- 
suelvan se ejecutara.** 

Por una parte se observa, que estas leyes de 
Indias, como la de Venezuela con la Corte Supe- 
rior parangonaron ai Tribunal mayor de Cuentas 
con la audiencia española ; y por otra, que ellas, 
estableciendo el mismo estilo (cuya palabra, se- 
gún Escriche, significa la fórmula de proceder 
jurídicamente, y el orden y método fie actuar) 
mandaban con sobrada claridad que las recusa- 
ciones de los miembros del Tribunal mayor de 
Cuentas se sustanciasen y decidiesen por él mis- 
mo, como lo hacian las audiencias en las recusa- 
ciones de sus propios miembros. 

El final de la ley 49, tít. I O d e ] citado lib. 89 
dice : "Y en caso de enfermedad ó falta de algu- 
"nos contadores de cuentas, para que no cese el 
"despacho, damos facultad para que uno de los 
"cortadores de resultas, donde los hubiere ó ofi- 
ciales ordenadores que eligiese el Virey 6 Presi- 
diente, pueda entender en las glosas y fenecer 
"conforme á la orden que le diere el Contador 
"de cuentas, y con calidad de que el mismo Conta- 
dor que las hubiere ordenado, ñolas glose ni 
'•fenezca." — Como sospecho que de e?ta ley se 
hubiese podido sacar argumento pan la resolu* 
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cion de 11 de Diciembre último expedida por el 
Gobierno, debo también advertir aquí, para que 
no se repita semejante error, que por la ley del 
mismo título ¡o Hb. 89 citados, se explica quie- 
nes eran aquello» contadores de resultas y con- 
tadores ordenadores, para que no se confundan 
con los simples oficiales de nuestra contaduría en 
calidad de tribunal, que no son mas que unos 
ir.eros dependientes, sin nombre, ni numero ordi- 
nal, como los llama presuponiendo su existencia 
genérica la ley de 28 de Mayo de 1837 sobre suel- 
dos de los empleados de hacienda, expresando 
en su artículo 19 de la manera siguiente: u Los 
tres contadores del Tribunal de Cuenta*, goza- 
rán anualmente 2.800 pesos cada uno. — $ único. 
Ademas recibirán anuilmente del Tesoro púb'ico 
3.070 pesos para el pago de lus dependientes, 
portero y gastos de oficina. 

Veamos ahora quienes eran aquellos contado- 
res de resultas y contadores ordenadores. 

Dice Ju ley I a — ," Estatuimos y mandamos, que 
parn la buena administración, cuenta y cobro de 
nuestra Rpal Hacienda, haya en los reinas y pro. 
vincias de las India?, tres tribunales de contado- 
res, que lomen las cuentas de las rentas y dere- 
chos, que á Nos pertenezcan, <fcc. : y que en ca- 
da uno haya, estén y residan tres contadores que 
se intitulen de cuentas, y despachen y libren se- 
gún en la forma y orden que por las leyes de este 
título y libro está dispuesto; dos contadores y 
dos oficiales cr:n títulos nuestros para que orde- 
nen las cuentas que se hubieren de tomar: los 
cuales y no otro uiftguno lo puedan facer." 

La ley 1* tít. 29 del mismo libro, manda que 
estos contadores de resultas y los contadores or- 
denadores, al tomar posesión de sus destinos pres- 
ten el juramento en la misma forma que los con- 
tadores de cuentas. 

Si bien compineba esta historia legal, que ni 
los dependientes escribientes del Tribunal de 
Cuentas, ni los tesorero y contador de la Teso- 
rería genera \> son los llamados por semejanza á 
subrogar en nuestro régimen judicial financiero á 
los contadores, obrando como jueces, la observa- 
ción que sigue demostrará ademas, que ni aun 
bajo el régimen español podían hacer la subroga- 
ción los tesorero y contador, como oficiales rea- 
Jes, 

Estos, según la ley 5* tít 39 lib. 8? de la mis- 
ma Recopilación eran. "El Tesorero y Contador 
|C 7 el Factor. n Y no eran jueces como se expre- 
sa la ley l& de dicho título y libro. "Ordnamos 
"y mandamos» que nuestros oficiares reales, no 
"se intitulen jueces, oficiales, ni tengan otro tfctu- 
Mq que el referido ea esta ley, de oficiales rea le» 
"ó de nuestra Real Hacienda," 
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No habiéndose indicado cosa alguna en la ley 
especial orgánica del Tribunal de Cuenta*, en 
punto á recusaciones; y no pudiéndose, nr de- 
biéndose buscar en las leyes españolas que vie- 
nen citadas las prácticas antiguas y derogadas de 
las audiencias y cancillerías y del sistema com- 
plicado y mal combinado, Heno de aparatos y con- 
troversias, que formaban un laberinto en el enla- 
ce de la administración de justicia sobre la. real 
hacienda, con la de los tribunales ordinarios, 
porque en lo sustancial en verdad hase desapa- 
recido aquella forma de tribunales y sus especia- 
les procedimientos, y por las leyes de la Repú- 
blica se les ha sostituido una planta nueva, con 
trámites enteramente distintos, debemos buscar 
exclusivamente en estos, cual sea el procedimien- 
to legal que deba adoptar el Tribunal de Cuentas, 
en el caso de recusaciones, que motiva la consulta 
de S. E. el Poder Ejecutivo. 

Supuesto que el Tribunal de Cuentas conoce 
en primera instancia, y que de sus fallos la alzada 
es para ante la Corte Suprema de justicia, él vie- 
ne á ser de hecho y de derecho un tribunal cole- 
giado por lo menos de una categoría igual á la de 
la Corte Superior, porqne aunque inferior por ei 
número de sus causas, se compensarla con lo su- 
perior que arguye la jurisdicción que ejerce por 
los juicios de cuentas sobre todo el territorio de 
la República. 

En este concepto, y estando obligado á cum- 
plir la ley, que en el procedimiento común y ge- 
neral regla las recusaciones, nada hay mas racio- 
nal que la sustsnciacion y determinación de es- 
tas por aquella ley en el caso presente por el artícu- 
lo 23, 25 y 26 de la misma cuyo tenor es el si- 
guiente. 

Art. 23. Para conocer de la recusación de un 
ministro de una Corte Superior, cuando lodos los 
demás ministros y conjueces estuvieren recusados 
6 impedidos, la parte recusante en presencia del 
tribunal compuesto de los ministros naturales re- 
cusados ó impedidos, sacará de una urna en que 
se deposite en numero triple losnombns de los 
abogatlos expeditos que haya en el lugar, el de la 
persona que haya de decidir la recusación 6 re» 
cus&ciones pendientes; y si sobreviniere algún 
impedimento insuperable para que la persona de- 
signada de esie modo, pueda conocer de la inci- 
dencia, se repetirá h misma operación hasta que 
haya la persona hábil para conocer." 

Art. 25. Por falta de abogados expeditos se 
pondrán en la urna los nombres de otros ciudada- 
nos que tengan las cualidades de representantes &• 

Art. 26. Declarada' con lugar la recusación en 
los casos de los tres artículos anteriores, se repeti- 
rá' laopeíacion prevenida en ellos para designar 



Colombiana y Venezolana vüente. 



325 



TRI 



& los que han de subrogar á eada ministro 6 con- 
juez recusado. 

De esta manera el Tribunal de Cuentas no ten- 
dría, como estraviadamente se ha visto hasta aho- 
ra, que echar mano de la Tesorería general, con 
quebranto del servicio publico, ni de sus simples 
dependientes que le son demasiado subalternos, 
para sustituirse en ios casos de recusación parcial 
ó total. 

Como aplicándose la ley citada por semejanza 
con las cortes superiores, tendría el Tribunal de 
Cuentas, que insacular también con preferencia 
los nombres de los abogados, como allá se orde- 
na, para hacer el sorteo de ios contadores acci- 
dentales, considerando el infrascrito, que la ra- 
zón de la ley consiste, en que, en cuanto á la Cor- 
te se trata de subrogar a ministros togados, lo 
que no sucede en el Tribunal de Cuentas, juzga 
que para la insaculación en el Tribunal de Cuen- 
tas, bastaria que los ciudadanos, cuyos nombres 
entrasen en la urna, tuviesen la suficiente instruc- 
ción, ademas de las cualidades de representante, 
sin la necesidad de que precisamente deban ser 
abogados. 

En este sentido opina la comisión, que este 
cuerpo aconseje á S- E. el Poder Ejecutivo 
para la resolución del caso consultado, 
sin perjuicio de que, considerada la fal- 
ta de disposición directa en la ley respec- 
to al modo de proceder el Tribunal de Cuentas en 
la insidencia de recusa ciones^se consulte por el ór- 
gano debido al Soberano Congreso en las presen- 
tes sesiones, para que se sirva llenar los vacíos 
que se han descubierto en la práctica." 

Es copia. —El Consejero, secretario interino, M. 
Obispo de Trícala. — Es copia. — Lee una. 

TRIBUNALES y juzgados. Código orgánico 
de ellos, de 18 de Mayo de 1855, excepto la 
Ley 3& que es de 21 de Febrero de 1850, y la 
5** de 21 de Mayo del mismo año, — las cuales 
leyes de 55 han reformado las respectivas de 
21 de Febrero, 15 y 25 de Mayo de 1850, pág. 
1 á 16 del cuaderno de ese año, y 763 á 773, 
números 723 á 733 del cuerpo de 1851, — que 
habían reformado las de 23 de Marzo de 1841, 
pág. 93 del cuaderno de ese año, y 455, núvi. 
425 del cuerpo de 1861, — que reforma la de 2 
de Mayo de 1838, p. 112 del cuaderno de ese 
año, y 344, núm. 338 del cuerpo de 1851, — 
que reforma la de 18 de Mayo de 1836, p.209 
del cuerpo comprensivo de las de ese año, y 
330, ftUfli.^35 del cuerpo de 1851, — que dero- 
ga la relativa de Colombia, y la de 26 de 
Abril de 1832, dividiendo en tres distritos ju- 
diciales el territorio de la República* 
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El Senado y Cámara de Representantes de la 
- República de Venezuela, reunidos en Congreso. 
Decretan. 

LEY I. 

De la Corte Suprema de Justicia 

Art. 19 La Suprema Corte de Justicia estable- 
cida por la Constitución en el título 20, residirá 
en la capital de la República y tendrá para su 
despacho un Secretario Relator que debe ser abo- 
gado. 

Art 29 Esta Corte ademas de las atribuciones 
que le da el articulo 147 de la Constitución, ten- 
drá las siguientes: 

la Conocer en segunda instancia de las causas 
de que conocen las Cortes superiores en prime- 
ra instancia. 

2^ Conocer de las causas criminales que se pro- 
movieren contra sus propios Ministros y los de 
las Cortes por delitos comunes y de las quejas con- 
tra los Ministros de la misma Corte Suprema por 
injurias. 

3^ Conocer de los recursos de nulidad que -se 
interpongan de las sentencias definitivas ejecuto- 
riadas ó pasadas en autoridad de cosa juzgada, y 
que hayan sido pronunciadas por las Cortes su- 
periores. En dicho recurso se limitará a\ decidir 
si ha habido quebrantamiento de ley expresa en 
la sentencia, ó infracción de ley en el procedi- 
miento. 

§ #hico. Declarada la nulidad por quebranta- 
miento de ley expresa en la sentencia, se pasa* 
rán los autos á la Corte Superior primera del 
centro para que pronuncie sentencia, si la decla- 
rada nula viene de alguna de las otras Cortes; 
pero si la sentencia declarada nula fuere pronun- 
ciada por la primera Corte del centro, entonces 
los autos se pasarán á tres abogados con las cua- 
lidades de Representante, sacados en la CoTte 
Suprema por suerte entre todos los abogados que 
á la misma Corte conste hallarse en la capital de 
la República. Declarada la nulidad por infracción 
de ley en el procedimiento, se repondrá el expe- 
diente á costo del Tribunal Superior al estado en 
que se cometió la infracción. En ambos casos y 
para hacer efectiva la responsabilidad de los in- 
fractores, se abrirá el juicio correspondiente con 
arreglo á Ja ley 13 título 79 del Código de proce- 
dimiento civil. 

48- Conocer délas causas que le atribuye la ley 
sobre patronato eclesiástico. 

5* Conocer en grado de apelación de los recur- 
sos de fuerza, en conocer y proceder cuando la res- 
pectiva Corte Superior declara no hacer fuerza ét 
eclesiástico. 

6& Conocer de las controversias que resulten 
de actos legislativos que contengan contratos ce\& 
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Irados con particulares ó corporaciones, repre- 
sentando en éste caso á la Nación el Poder Eje- 
cutivo. 

7& Conocer por apelación de las causas crimi- 
nales de que las Cortes superiores hayan conoci- 
do en segunda instancia ; y además, por consul- 
ta, siempre que en la sentencia se hubiere im- 
puesto pena corporal. 

8 a Conocer, por apelación, de las sentencias 
que hayan pronunciado las Cortes Superiores en 
causas civiles, cuando las leyes conceden este re- 
curso. 

9 a Conocer en segunda instancia de los juicios 
de cuentas de la Hacienda pública én los' términos 
que establezca la ley, y de las causas que se for- 
men álos miembros del Tribunal de cuentas por 
mal desemperlo en el ejercicio de sus funciones. 

10 a Conocer en apelación de las providencias 
i nteríocu lorias que con fuerza definitiva dieren las 
Cortes Superiores, 

11 a Conocer en las causas de responsabilidad 
que por infracción de las inmunidades de que go- 
zan los Ministros Diplomáticos extranjeros, se si- 
gan contra los tribunales, juzgados y demás auto- 
ridades de la República. 

12 a Promover eficazmente la mas pronta y ac- 
tiva administración de justicia en las Cortes Supe- 
riores; con cuyo objeto exigirán de ellas en cada 
períocjp de cuatro meses listas de las causas ^pen- 
dientes civiles y criminales, y oirán y despacharán 
las .solicitudes de las partes sobre retardo ó dene- 
gación de justicia,. 

13?- Formar con vista de los datos que pida á 
las Corles mi| eriores, y con intervención del Mi- 
nisterio Fiscal, la estadística judicial que al fin de 
cada arlo pasara al Poder Ejecutivo para su publi- 
cación en la Gaceta de Gobierno. 

1 49- Conocer en los reclamos .sobre invalida- 
ción de los juicios en los casos determinados en 
el código de piocediuiit.nio judicial. 

L5 a Pedir á las Cortes Superiores entre cada 
cuatro meses las copias de aquellas sentencias en 
causas criminales que no dobe.11 ir á la Suprema, 
y hacer efectiva la responsabilidad cuando se vea 
que hay lugar á elfo ; pero si por la copia no 
puede la Corte Suprema formar juicio exacto, pe- 
dirá los autos á quien corresponda para en su vis- 
ta determinar, de- volviéndolos cuando iodo esté 
cumplido. • 

16 a Oir las consultas que haga el Poder Eje- 
cutivo sobre la inteligencia de alguna ley en lo 
judicial, y por conducto del mismo E]ecuiivo pro- 
mover ante el Congreso la conveniente aclarato- 
ria, si las dudas fuesen fundadas. 

17 a Dirimir las controversia* de competencia 
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entré las Cortés superiores y entre estas y los juz- 
gados inferiores, V otras autoridades. 

lá» Lrevar un* alario dé todos los tratojró del tri- 
bunal, autorizado por el Ministro Canciller, debien- 
do remitir el dia último dé cada mes á la Secreta* 
ría deí Interior y Justicié, copia certificada del 
diario para los efectos del número 20 del artículo 
11? de la Constitución. 

19 a Hacer á las Cortes Superiores las debidas 
observaciones por lo que resulte de los diarios de 
ellas ; debiendo igualmente remitir estas observa* 
ciones á la Secretaría del Interior y Justicia pa> 
ra los mismos efectos de los citados números y 
artículos constitucionales. 

Art. 39 La Corte Suprema pasará anualmente 
al Congreso, en los primeros dias de sus sesiones 
el informe de que habla el número 11 articulo 
147 de la Constitución. 

Art. 49 Se deroga la ley I a del Código orgá- 
nico de tribunales, fecha 21 de Febrero de l£w 

Dada en Caracas á 15 de Mayo de 1855, afto 
26 de la ley y 45 de la independencia. — El P.reaU 
dente del Senado, Jitan Hilario Obispo de Méfi* 
da. — El Presidente de la Cámara de Representan- 
tes, J. L, Arismendi. — El Secretario del Senado, 
J. A. Pérez, — El Secretario de la Cámara de Ée 
presentantes, J. Padilla. 

Caracas, 18 de Mayo de 1855, año 36 de la ley 
y 45 de la independencia. — Ejecútese. — José T. 
Mouágas. — Por S. E. el Presidente de la Repú- 
blica, — El Secretario de Estado en los DD. del 
Interior, Justicia y Relaciones, Exteriores, Fran- 
cisco Aranda. 



El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso: 
decretan. 

LEY II. 

De las Cortes Superiores. 
Art. 19 Se establecen siete distritos judiciales, 
y en cada uno de ellos habrá una Corte Superior. 
Los distritos se denominarán I o, 20 SO j ^ 50 

69, y 79. 

El primero comprende las provincias, de Barcelo- 
na, Cu maná, Margarita y Guayana. 

El segundo l«s de Caracas y Guárico. 

El tercero las de Carabobo y Aragua. 

El cuarto las de Portuguesa, Barínas y Apure. 

El quinto las de Barquisimeto y Yaracuy. 

El sexto las de Maraca ibo y Coro. 

El séptimo las de Mérida y Trujillo. 

Las Cortes residirán en las capitales de las 
primeras provincias, nombradas en aada uno de 
los distritos. 

§ único. El Poder Eiecutivo por causa grave, 
ajuicio suyo y del Consejo de Gobierno, podía 
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acordar la traslación de una Corté Superior del la* 
gar de su residencia á otro del mismo distrito. 

Ait 29 Las Cortes Superiores de Justicia se 
eon\ponen de tres Ministros jueces, y tendrán pa- 
ra su despacho un Secretario Relator que debe 
ser abogado. 

Art. 39 Son atribuciones de las Cortes Supe- 
riores : 

1* Conocer en primera instancia de las causas 
contra los Gobernadores, por responsabilidad en 
el ejercicio de sus funciones, y de las que se for- 
men á los mismos magistrados por delitos comu- 
nes. 

2& Conocer en primera instancia de las causas 
de responsabilidad que, por mal desempeño en el 
ejercicio de sus funciones, se formen á los jueces 
de circuito y de provincia en lo civil y en lo cri- 
minal de sus respectivos distritos, y á los oñciales 
dependientes de sus cancillerías ; y de las que se 
promovieren por delitos comunes contra los mis- 
mos jueces de provincia. 

3& Conocer en primera instancia de las causas 
que se formen á los miembros del Tribunal de 
cuentas, por mal desempeño desús funciones. 

4& Conocer en primera instancia de las quejas 
sobre injurias, inferidas por los Ministros de las 
mismas Cortes. 

5& Conocer en primera instancia, délas demás 
causas que la ley les atribuya. 

6^ Conocer, en segunda instancia, de las causas 
civiles y criminales que principien en los juzga- 
dos de circuito y de provincia. 

7& Conocer en tercera instancia de las causas 
civiles que principien en los juzgados cantonales» 
y «en que tenga lugar aquella instancia, conforme 
al Código de procedimiento judicial. 

S 1 } Conocer de los recursos de nulidad de las 
sentencias ejecutoriadas ó pasadas erí autoridad de 
cosa juzgada, y que hayan sido pronunciadas ' por 
los jueces de provincia, ora por haberse faltado al 
orden de proceder, ora por haberse pronunciado 
la sentencia contra lay expresa. — En el primer 
caso, repuesto el proceso á costa de) juez al esta- 
do en que se faltó al procedimiento, se le devol- 
verán ios autos para su continuación ; en el. segun- 
do caso serán remitidos los autos al juez, de pro- 
vincia mas inmediato del distrito, para que pro- 
nuncie la sentencia ; y en á-mbos casos debe la Cor- 
te hacer efectiva la responsabilidad precisamente, 
sujetándose al procedimiento que establece la ley 
13 título 79 del Código de procedimiento. 

9* ConoceT en los reclamos sobre invalidación 
de los juicios, en ios casos determinados en el 
Código de procedimiento judicial. 

10& Conocer de los recursos detueraa y protec- 
ción que se intentaren contra Arzobispos, Obispos 
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y cualesquiera otros prelados seculares y jueces 
eclesiásticos en sus respectivos distritos : de las 
competencias entre jueces eclesiásticos y civiles 
de ellas : de las quejas sobre agravios que los Pre- 
lados eclesiásticos, ó los Visitadores nombrados 
por ellos, ó en sede vacante, hicieren á los. ecle- 
siásticos ó á los legos en las visitas ; y de las de- 
más causas qué se especifican en la ley de patro- 
nato. 

11^ Conocer de los recursos de fuerza, ampa- 
ro y protección contra los sumarios, providencias 
ú órdenes dadas por las autoridades judiciales de 
los respectivos distritps sea cual fuere Ja causa : 
dirimirlas controversias de competencia entre los 
jueces de provincia, y entre estos y los que ejer- 
zan jurisJiccion en algún ramo determinado ecle- 
siástico, político, militar ú otros, debiendo dirimir 
las que ocurran entre jueces de diferentes distritos, 
la Corte Superior del distrito á que pertenezca el 
juez que haya provocado la controversia ; y se en- 
tenderá que la provoca, en el caso de no creerse 
Jos jueces competentes, el que primero declara 
que no lo es. 

12a Oir las dudas de los jueces inferiores so- 
bre la inteligencia de alguna ley, y dirigirlas á 
la Corto Suprema con su informe. 

13^ Promq ver eficazmente la mas pronta y ac- 
tiva administración de justicia en todos los juz- 
gados del distrito ; y con tal objeto exigirán de 
ellos los avisos délas causas que se formen por 
delitos y en períodos determinados listas de las 
causas-civiles y criminales pendientes; y oirány de- 
cidirán las solicitudes de las partes sobre retardo 6 
denegación de justicia. 

144. Hacer el recibimiento de abogados. 

15¿ Hacer Jas visitas generales y particulares de 
cárcel. 

1G : # 1 Visitar por medio de cualquiera de sus Minis- 
tros, una vez al ano cuando menos, las oficinas de 
registro del lugar en que resida la Corte para 
ver si ti archivo se conserva íntegro y en orden 
resolviendo el visitador lo que crea necesario 
para corregir sin forma de juicio cualquiera falta 
leve, y excitando en las graves al juez competente 
del lugar, para el debido procedimiento. 

l?a Declarar 1 13 emancipaciones judiciales de los 
que se haHun bajo la patria potestad, y autorizar 
para la Administración de sus bienes á los solte- 
ros* que tengan veinte y un anos cumplidos, pre- 
via en ambos casos conocimiento de causa con 
audiencia de la persona ó personas a quienes 
pueda perjudicar. En caso d¿ oposición de la cual 
nazca un juicio contencios », se pasará lo obrado 
ai respectivo juez de circuito en lo civil, para que 
siga su curso ordinario, y terminado este, se hará 
entonces la declaratoria correspondiente. 
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18* Llevar diario de todos los trabajos del 
Tribunal autorizado por el Presidente del Tribu- 
na), debiendo remitir el día último de cada mes á 
la Corte Suprema, copia certificada de dicho dia- 
rio. 

19a Hacer á los.jueces las debidas observacio- 
nes, por lo que resulte de sus diarios. 

Art. 49 En el caso de que algunas de las pro- 
vincias señaladas por esta ley para cada distrito 
fuere dividida, el Poder Ejecutivo determinará á 
qué distrito han de pertenecer las nuevas provin- 
cias, mientras el Congreso no determine otra cosa. 

ArU 5? Se deroga la ley 2» del Código orgá- 
nico de tribunales, fecha 2 de Mayo de 1854 

Dada en Caracas á 15 de Mayo de 1855, año 
26 de la ley y 45 de la independencia. — El Presi- 
dente del Senado. Juan Hilario Obispo de Méri* 
da. — El Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, J L. Arismendi. — El Secretario del Se- 
nado, J. A. Pérez. — El Secretario de la Cámara 
de Representantes, J. Padilla \ 

Caracas, 18 de Mayo de 1855, arto 26 de la 
ley y 45 de la independencia. — Ejecútese. — José 
T. Monagos.— Por S. E. el Presidente de la Re- 
pública. — El Secretario de E. en los DD. del In- 
terior, Justicia y Relaciones Exteriores, Francis- 
co Arando* 



El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso 
Decretan : 

LEY III. 

De los Presidentes de las Cortes. 

Art. 19 L«>s Presidentes de las Cortes Supre- 
ma y Superiores sustanciarán por ante el uncial 
mayor las causas que se deban sentenciar en pri- 
mera instancia por la sala ; y de las determina- 
ciones que dieren en artículos ó incidencia* se 
puede apelar á ella dentro de veinte y cuatro ho- 
ras cuando por las leyes tiene lugar el recurso de 
apelación. 

Art. 29 A los Presidentes de las Cortes Supre- 
ma y Superiores, toca : 

19 Ei Gobierno y policía interior del tribunal, 
con facultad de imponer multas hasta de veinti- 
cinco pesos, para sostener el orden y hacer que 
los ministros y subalternos cumplan sus respecti- 
vas obligaciones. Esta misma pena correccional 
la podrán imponer á los que desobedezcan sus 
disposiciones gubernativas, ó falten al debido res- 
peto al tribuna], sin perjuicio de otro mayor cas- 
tigo á que fueren acreedores por mayor exceso, 
con conocimiento do cawsj. 

2 a Convocar al tribunal extraordinariamente 
y anticipar y prorogar las horas destinadas para 
el despucho, si ocurre algún negocio urgente y 
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de gravedad, ó si hay atraso en el despacho de al» 
gunas causas. ' **>. 

39 Dirigir á nombre del tribunal las coranni- 
raciones que se ofrecieren con cualquiera autori- 
dad ó funcionario público. 

49 Distribuir entre los ministros, incluso el 
mismo presidente, la explanación de los puntos 
que se deben tocar en la sentencia para fundarla, 
redactándola en borrador el Secretario relator á 
fin desque la sala corrija, suprima 6 añada, y en 
seguida se ponga en limpio, archivándose en Se- 
cretaría dicho oorrador 6 minuta rubricada por 
todos los Ministros, y ademas refrendada con la 
media firma del Secretario relator. 

59 Recibir las excusas de los ministros y de 
los subalternos sobre inasistencia, para darlas por 
legítimas, 6 ilegítimas, y conceder á los mismos 
por causa urgente, licencia para ausentarse del 
tribunal hasta por cuatro días. 

69 Decidir ver bal meo te las quejas éfr los se- 
cretarios contra las partes sobre satisfacción de 
derechos, y délas partes contra ellos por el mis- 
mo respecto, y por entorpecimiento de sus nego- 
cios ó demora en formar las relaciones, extractos 
6 apuntamientos de sus respectivos autos ó asun- 
tos. 

79 Asistir diariamente al Tribunal no estando 
enfermos; y por. causa urgente pueden ausentar- 
se hasta por cuatro días, dando aviso al tribunal 
en ambos casos. 

Dada en Caracas á 11 de Febrero de 1850, 
afio 21 de la ley y 40 de la independencia. — £1 
Presidente del Senado, Etanislao Rtndon. — El 
Presidente de la Cámara efe Representantes, 
Francisco Machado* — El Secretario del Senado, 
José Ángel Jt reiré. — El Secretorio de la Cáma- 
ra de Representantes, J. Padilla. 

Caracas, Febrero 21 de 1850, afio 21 de la 
ley y 40 de la independencia. — Ejecútese. — José 
T. Monagos. — Por S. E. el Presidente de la Re- 
pública. — El Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior y Justicia, F. Parejo* 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezvela, reunidos en Con* 
greso. 

Decretan : 

LEY IV. 

DEL MINISTRO FISCAL. 

Art 19 Son atribuciones del Ministro Fiscal 
de la Corte Suprema : 

I a Representar en las causas criminales de 
que conozca la Corte, aunque haya acusador. 

2 a Representar en las causas civiles, cuando 
conozca la misma Corte, siempre que interesen á 
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la causa ó hacienda publica, 6ilt defensa de la 
jurisdicción civil. 

3 a Informar en las consullas que hiciere la 
Corte Suprema al Congreso sobre la inteligencia 
de alguna ley, para preparar dicha consulta. 

4 a Suplir la falta accidental de cualquiera de 
los Ministros, para el despacho de las causas 
que fueren al Tribunal. 

Art 29 Se deroga la ley 4 a del Código orgá- 
nico de Tribunales de. 21 de Febrero de 1850. 

Dada en Caracas á 15 de Mayo de 1855, alio 
26 de la ley y 45 de la independencia —El Pre- 
sidente del Senado Juan Hilario Obispo de Me- 
tida, — El Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, J. L. Arismendú — El Secretario del Sa- 
nado, J. A. Pérez. — El Secretario de la Cámara 
de Representantes, J. Padilla. 

Caraca», 18 de Mayo de 1855, a fío 26 de la 
ley y 45 de la independencia — Ejecútese. — José 
71 Monagos — Por S. E. el Presidente de la Re- 
pública. — Cl Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior, Justicia y Relaciones Exterio- 
res, Francisco Arando. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

Decretan : 

LEY V. 

DE LOS SECRETARIOS RELATORES. 

Art. 19 Los Secretarios relatores de las Cor- 
tes Suprema y Superiores serán nombrados en 
los mismos términos que los Ministros de las 
Cortes Superiores. 

Art 29 Los Secretarios relatores dirigirán ba- 
jo su responsabilidad la secretaría del tribunal, 
nombrarán y destituirán los empleados en di- 
rha secretaría, con excepción del oficia] mayor 
que debe ser nombrado y destituiJo por el Tri- 
bunal, autorizarán los testimonios y certificacio- 
nes, sellarán todos los despachos, guardando el 
sello el Presidente, que no puede confiarlo si- 
no al Secretario para en presencia de aquel, se- 
llar á urjn hora determinada ; y recibirán los li- 
belos, anotando precisamente la fecha y la ho- 
ra de la presentación, la cual puede hacerse á 
toda hora aunque se haya cerrado el tribunal: 
y en el caso de no encontrar la parte al Secreta- 
rio, cualquiera de los Ministros anotará* la fecha 
y hora. 

Art. 39 El oficial mayor ademas de servir de 
secretario* al Presidente, cuando este no actúe en 
sala, sino separado de ella en el mismo local so- 
bre asunto en que debe conocer, servirá también 
por el Secretario como tal y como relator, cuan- 
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do dicho secretario tenga impedimento legal, ó 
novedad en la salud, debiendo el tribunal poner 
secretario interino si la novedad pasa de ocho 
dias. 

Art 49 El secretario como relator hará el 
extracto de la causa que debe determinarse, for- 
mándolo en los términos que diga la ley de pro- 
cedimiento ; y mientras la hubiere sobre este 
punto, leerá en sala lo importante, absteniéndose 
de leer corridamente del principio al fin, y com- 
paginando cada punto de por sí para que se dé 
cuenta de cada uno sin mezcla de otro. El ex- 
tracto será manifestado á las partes para que ha- 
gan sus observaciones en pliego separado, fir- 
mándolas por sí 6 por defensores. 

Art 59 El Secretario relator durará cuatro 
afios podiendo ser reelegido, y tendrá de suel- 
do tres mil pesos anuales y los derechos que le 
correspondan por arancel ; advirtiéndose que de 
ia suma del sueldo deberán sacarse los gastos de 
escritorio y la asignación para el oficial mayor 
y escribiente. 

§ único. Las faltas accidentales del Secretario 
relator serán suplidas por interinos que nombra- 
rá el tribunal respectivo mientras dure el impe- 
dimento. 

Art. 69 Se deroga la ley 5 a del código orgá- 
nico de tribunales sancionada en 21 de Febrero 
último. 

Dada en Caracas á 16 de Mayo de 1850, año. 
21 de la ley y 40 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, José T. Pereira. — El Presi- 
dente de la Cámara de Representantes, Juan Jo- 
sé Pereira Lazada. — El Secretario del Senado, 
José Ángel Freiré. — El Secretario de la Cáma- 
ra de Representantes, J. Padilla. 

Caracas, Mayo 21 de 1850, a fio 21 de la ley y 
40 de la independencia. — Ejecútese. — José 71 
Mo nagas. — Por S. E. el Presidente de la Re- 
pública. — El Secretario de Estado en los Despa* 
chos del Interior y Justicia, F. Parejo. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Con* 
greso. 

Decretan : 

LEY VI. 
De los jueces de circuito y de provincia, 
Art. 19 En cada provincia habrá uno ó mas 
jueces de circuito á juicio del Poder Ejecutivo, 
quien designará también el lugar de su residen- 
cia y los cantones que estén bajo su jurisdicción* 
Art 2° En cada capital de provincia habrá 
un juez denominado Juez de provincia y uno ade- 
mas en el cantón San Cristóbal de la pi0VÍQ€i| 
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de Mérida, que conocerá de las cansas crtmi na- 
les de los cantones San Cristóbal* San Antonio 
del Táchira, La Grita y Lovatera. 

Art. 3? El nombramiento de los jueces de 
circuito y de los de provincia se har& en la for- 
ma siguiente: la> Diputación de cada pro- 
vincia formará lista de seis individuos que ten- 
gan las .cualidades de Representante y la idonei- 
dad necesaria para cada uno de los juzgados 
correspondientes á su provincia ; y dicha lista 
se remitirá al Gobernador de la provincia en 
que se hallen los juzgados, quien elegirá el Juez, 
de la senaria para cada plaza que ha de proveer- 
se. 

§ único. En los casos de vacante el Goberna- 
dor nombrará otro de la senaria, y si esta se ago- 
tare, podrá elegir libremente el Juez mientras la 
Diputación respectiva hace nuevas propuestas, 
á cuyo efecto le hará la participación correspon- 
diente. 

Art. 49 Los jueces de circuito y de provincia 
durarán en sus funciones cuatro años, contados 
desde el dia en que tomen posesión de sus desti- 
nos, pudiendo ser reelectos. 

Art. 69 Son atribuciones de los jueces de pro- 
vincia : 

ia Conocer, en primera instancia, de todas lis 
causas criminales en la forma y términos que lo 
disponga la ley sobre juicio criminal, y ser juez 
de substanciación cuando de ellas conozca el ju- 
rado criminal. 

2a Conocer, en primera instancia, de todas las 
causas que se promuevan de oficio, sin perjui- 
cio del conocimiento á prevención que tienen 
otros jueces en lo criminal para los sumarios. 

3a. Conocer en primera instancia en la for- 
ma que determine la ley, de todas las causas de 
responsabilidad que. se formen á los Jefes políti- 
cos, jueces de cantón y jueces de paz, y á los de- 
mas funcionarios que no tengan especialmente 
designarla otra autoridad para ser juzgados. 

4a Conocer en juicio verbal, á prevención con 
los jueces de cantón, de las demandas por inju- 
rias de palabra, escritas ó de hecho, en que no 
haya efusión de sangre causada con arma, ó gra- 
ve contusión. 

5a Hacer las visitas de cárcel en los lugares 
donde no haya Corte Superior, y concurrir con 
esta donde exista. 

Art. 69" Son atribuciones de los jueces de cir- 
cuito: / 

la Conocer, en primera instancia, de todas las 
causas civiles que no estén especialmente atribuí* 
das por la ley á otros tribunales. 

2* Conocer en segunda instancia de las cau- 
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sas que principien, conforme á la ley, ante los 
jueces de cantón. 

3a Conocer de los reclamos sobre inwafcda- 
cion de los juicios, en los casos determinados en 
el código de procedimiento judicial. 

4a Dirimir las controversias de competencia 
entre los jueces de cantón y jueces de paz de su 
provincia, correspondiendo dirimir las que septo* 
muevan entre aquellos y los de la misma espe- 
cie de otra provincia, al juagado de provincia á 
que pertenezca el que las provoque. Cuando la 
controversia provenga de creerse incompetentes 
los jueces que la sostengan, toca dirimirla al juz- 
gado de provincia á que pertenezca el juez que 
primero se inhibid. 

5a Proveer en las diligencias en que no ha- 
ya oposición de parte. 

6* Visitar las oficinas de registro del lugar en 
que" residan, resolviendo, sin forma de juicio» lo 
que crean conveniente para corregir Jas faltas que 
noten, y no sean de gravedad, y procediendo á 
formar causa en las demás al empleado culpable. 

?a Promover de oficio ó é solicitud de parte, 
la mejor y mas pronta administración de justi- 
cia en los juzgados subalternos de su jurisdic- 
ción ; y exigir de ellos, con este objeto, los avi- 
sos é informes que crean convenientes. 

Art. 69 En las faltas accidentales de un juez 
de circuito y de provincia, por impedimento pa- 
ra conocer en la causa, le suplirá, si no hubiere 
otro expedito en el lugar, la persona que por la 
suerte se saque de la lista que haya formado la 
Diputación provincial respectiva. £1 sorteo lo 
hará el respectivo Gobernador de la provincia en 
presencia de las partes que concurran ; y cuan- 
do de dicha lista no quedaren tres hábiles para 
ser insaculadas, el mismo Gobernador completa- 
rá este número con vecinos del lugar que tengan 
|;is cualidades de Representante y la necesaria 
itloneidad. Al que resulte nombrado se le pasa- 
rá el expediente de la causa, y se le abonarán los 
derechos, según el arancel judicial, por las par- 
tes interesadas en materia civil, y en lo criminal 
por el Tesoro público. 

Art. 89 Los jueces de provincia y de circuito 
están en el deber de consultar letrados, siempre 
que alguna parte lo pida, la que deberá consig- 
nar, dentro de veinticuatro horas después de he- 
cha la solicitud, los derechos de asesoría seTía la- 
dos en el arancel judicial. Si no consignare los 
derechos dentro del término designado, jio so da- 
rá curso 6 dicha solicitud, y el jue* decidirá sin 
consalta. No se consultará abogado que resida 
fuera de los límites de la provincia, habiéndolos 
hábiles en ella, pudiendo cada* parte recusar li- 
bremente hasta dos asesores, sin dar la causal. 
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• Af t 9? Cuando» «ei abogad* qde ha de aseso- 
rar no resida en el mismo lugar, se le dirigirán 
los autos por conduelo de mro autoridad judicial 
del logar de sa residencia, á ñftóe que pueda 
compelerle á despachar dentro del término que lo 
haya señalado el juez remitente. 

Art. 10. El abogado es el único responsalAe 
cuando el juez se conforme con su dictamen, y 
en rrlngun caso podrán imponerse las partes del 
dictamen del asesor hasta que el juez no haya 
resuelto si se conforma ó no con él. 

Art. 1 1. Se deroga la ley 6" del código orgá- 
nico de tribunales de 15 de Mayo de 1850, y Ja 7? 
del mismo, de 21 de Febrero del referido aflo. 

Dad;i rn Caracas á 15 de Mayo de 1855, año 
26 de l.i ley y 45 de la independencia. — El Pre- 
sült'tjte del Senado, Juan Hilario Obispo de Ma- 
rida. — El Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes. J. L A rismendi. —E\ Secretario del 
Senado, J. A. Pérez. — El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, /. ladilla. 

Caracas, 18 de Mayo de IB55, aílo 2G de la 
ley y 45 de la independencia. — Ejecútese. — José 
T. Monágas— Por S. E el PresiJente de la 
República. — El Secretario de Estado en los I>?s 
pachos del Interior, Justicia y Relaciones Exte- 
riores, Francisco Aranda. 

El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela leunidos en Congreso. 
Decretan: 

LEY Vil. 

De las jueces de cantón. 

Art. 19 En cada cabecera de cantón habrá un 
juez de cantón, y también en aquellas parroquias 
en donde lo hr.ga necesario la multiplicidad de 
los negocios judiciales, ajuicio del Poder Ejecu- 
tivo, previo informe del Concejo municipal res- 
pectivo. Estos jueces serán nombrados anualmen- 
te por la asamblea municipal, que nombrará tam 
bien dos suplentes en cada parroquia para los 
casos de impedimento, por cualquiera causa. En 
los casos qne ocurran en el curso del a fio, llenará 
la falta 6 vacante el Concejo municipal. 

Art. 29 El Juez de cantón y los suplentes ten- 
drán las cualidades que se requieren para ser 
elector y la capacidad necesaria á juicio de las 
mismas asambleas ; debiendo ser nombrados en- 
tre los vecinos del cantón, 6 entre aquellos que 
tengan allí establecimientos de agricultura ó de 
cría, propios 6 arrendados aunque no sean veci- 
nos, pero solo será obligado á servir en el lugar 
de su domicilio. 

ArJ. 39 Son atribuciones del juez de cantón : 

1* Conocer en todas las causas que en la ca- 
becera del cantón no excedan de cien pesos, y 
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también de todas las del cantón que excediendo 
de dicha suma, én su arción principal, no pase 
de quinientos. Cuando no esté determinado el 
interés, el juez cantonal se atendrá, para el pro- 
cedimiento, á la cantidad que ante él jure- en de- 
bida-forma el demandante. 
i 2* Conocer enjuicio verbal & prevención con 
' los jueces de provincia, de todas las demandas 
I por injurias de palabra, escritas 6 de hecho, en 
j que no haya efusión de sangre causada con ar- 
¡ mas, ó grave' contusión. 

3? Conocer en segunda instancia de los nego- 
cios, que no pasando de cien pesos, hayan sido 
i sentenciados por el juez de paz en primera ins- 
! tancia. 

j 4* Conocer de los reclamos sobre invali iacion 
1 de los juicios, en los casos determinados en el 
! código de procedimiento judicial. 
I 5& Proceder en los negocios criminales a la 
I formación del sumario, á la prisión y conf sion 
: del reo, en cuyo estado 6 antes, si el juez do pro- 
, vinria pidiere la causa, se la remitirá sin perjui- 
l ció de continuar obrando en todo lo que tienda 
j al descubrimiento de la verdad, dando cueutt de 

lo que practicare al referido Juez de provincia. 
I 6& Evacuar las diligencias que le cometan los 
I démas tribunales, para la mas expedita adminis- 
tración de justicia. * 

7* Proveer en las diligencias ó actuaciones 
que se promovieren sin oposición de parte; pero 
no podrán dar aprobación, ni resolución sin con- 
sulta de un abogado. 

8& Conocer á prevención con los jueces de cir- 
cuito, y con dictamen de letrado, de los juicios 
llamados jurídicamente interdictos. 

9a Conocer de las otras causas que les atribu- 
yan las leyes. 

Art. 49 En la recusación de un juez de cantón, 
y en los casos de falta ó impedimento» conocerá 
uno de los dos suplentes nombrados, y si ambos 
estuvieren impedidos, conocerá el juez de cantón 
mas inmediato» 

Art. 59 El Juez de cantón está en el deber de 
consultar letrado, siempre que alguna parte lo 
pida, la cual deberá consignar dentro de veinte y 
cuatro horas, después de hecha la solicitud, los 
derechos de asesoría señalados en el arancel ju- 
dicial. Si no consignare los derechos, dentro del 
término designado, no se dará curso á dicha soli- 
citud, y el juez decidirá sin consulta. No se con- 
sultará abogado qne resida fuera de los límites de 
la provincia, habiéndolos hábiles en ella, pudten- 
do cada parte recusar libremente hasta dos aseso- 
res sin dar la causal. 

Art. 69 Cuando el abogado que ha de asesorar, 
no resida en el mismo lugar, se le dirigirán los 
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autos por conducto de una autoridad judicial del 
lugar de su residencia, á fin de que pueda compe- 
lerle á despachar, dentro del término que le ba- 
ya señalado el juez remitente. 

Art. 79 El abogado es el único responsable 
cuando el juez se conforme con su dictamen ; y 
en ningún caso podrán imponerse las partes del 
dictamen del asesor, hasta que el juez no haya re- 
suelto si se conforma ó no con el. 

Art 89 Se deroga la ley 8* del Códijro orgá- 
nico de tribunales de 21 de Febrero de 1850. 

Dada en Caracas á 15 de Mayo de 1855, año 
26 de la ley y 45 déla independencia. — El Presi- 
dente del Senado, Juan Hilario Obispo de Méri- 
da._-El Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, J. L. Arismendi. — £1 Secretario del Sena- 
do, J. A. Pérez. — El Secretario de la Cámara de 
Representantes, J Padilla. 

Caracas, 18 de Mayo de 1855, año 26 de la 
ley v 45 de la independencia. — Ejecútese. — José 
T. Monágcs.— Por 8. E. el Presidente de la Re- 
pública. — El Secretario de Estado en los DD. del 
Interior, Justicia y Relaciones Exteriores, Fran- 
cisco Aranda. 



El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Congreso 

^Decretan : 

LEY VIII 

De los jueces de paz. 

Art. 19 ^os jueces de paz ejercerán en sus 
parroquias las atribuciones siguientes: 

I a Conocer en primera instancia y decidir por. 
sí solos, con apelación para ante el juez de can- 
tón, de todas las causas que no excedan de cien 
pesos, ó cuando no estando determinado el inte- 
rés, jure el demandante que no lo estima en mas 
para los efectos del juicio. Los jueces de paz 
pueden consultar letrado en los negocios judicia- 
les, en los mismos términos que los de cantón. 

2? Sumariar á los delincuentes y aprehender- 
los para remitirlos al juez de cantón competente 
con el sumario. 

3& Conocer de las causas criminales que les 
atribuya la ley. 

4. a Evacuar las diligencias que les cometan los 
demás tribunales para la mas expedita admi- 
nistración de justicia. 

5& Instruir aquellas diligencias 6 justificacio- 
nes dirigidas á la comprobación de algún hecho, 
ó de algún derecho propio del interesado en ellas, 
pero si el interesado solicitare su aprobación, las 
remitirán al juez de cantón para que este resuel- 
va con consulta de asesor. 

Art. 29 Los jueces de paz desempeñarán las 
funciones judiciales alternando en períodos que 
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ellos fijarán, sin perjyicio da suplirse mutuamente 
en los casos de impedimento 6 enfermedad, y 
continuará ante el uno lo que ante el otro se 
principie ; si ambos jueces de paz estuvieren im- 
pedidos para conocer por cualquier causa, cono- 
cerá el juez de paz mas inmediato. 

Art 39 Se deroga la ley 9& del Código orgá- 
nico de tribunales de 21 de Fe'brero de 1850. 

Dada en Caracas á 15 de Mayo de 1855, alio 
26 de la ley y 45 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Juan Hilario Obispo de Ate- 
rida.— El F residen te de la Cámara de Repre- 
sentantes, J. L. Arismendi. — El Secretario del 
Senado, J. A, Pérez. — El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, J. Padilla. 

Caracas, 18 de Mayo de 1855 año 26 de la ley 
y 45 de la independencia. — Ejecútese. — José Ta*> 
deo Monagos. — Por 8. E el Presidente de la Re- 
publica. — El Secretario de Estado en los Des- 
pachos del Interior, Justicia y Relaciones Exte- 
riores, Francisco ^¡^nda. 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con» 
greso. 

Decretan : 

LEY IX. 

De los secretarios 

Art 19 Los jueces de provincia, de circuito, 
de cantón y de paz tendrán un Secretario de su 
elección, debiendo los de los dos primeros go- 
zar solo del sueldo que les designa la ley, y los 
de los dos últimos únicamente de los derechos 
que les acuerda la ley de arancel. 

Art. 29 Los Secretarios gozan de fe pública, y 
deben ser ciudadanos en ejercicio de sus dere- 
chos, tener veinte y cinco aflos de edad y buena 
conducta, y no ser pariente del juezjentre el cuar- 
to grado civil de consanguinidad, 6 segundo de 
afinidad. 

Art. 39 Se deroga la ley décima del Código 
orgánico de tribunales de 21 de Febrero de 
1W0. 

Dada en Caracas á 15 de Mayo de 1855, afio 
26 de la ley y 45 de la independencia. — El Pre- 
sidente del Senado, Juan Hilario Obispo de Ate- 
rida. — El Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, J. L. Arismendi —El Secretario del 
Senado, J. A. Pérez.-— E\ Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, J. Padilla. 

Caracas 18 de Mayo de 1855, ario 26 de la ley 
y 45 de la independencia.— Ejecútese. — José T. 
Monágas — Por S. E. el Presidente de la Repú- 
blica. — El Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior, Justicia y Relaciones Exterio- 
res, Francisco Aranda* 
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£1 Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso, 
decretan. 

LEY X. 

Disposiciones generales. 

Art 19 Las Cortes Suprema y Superiores, 
cuando falte alguno de los Ministros, se comple- 
tan del modo que sigue. Si la falta es por muerte, 
renuncia, destitución,* suspensión', enfermedad ó 
licencia que pase de quince dias, *6 por ocupa- 
ción en otro servicio público incompatible, el Po- 
der Ejecutivo nombrará un Ministro interino que 
servirá la plaza, en los tres primeros casos, hasta 
que se nombre el propietario con las formalidades 
establecidas en la Constitución, y tome posesión 
del destino, y en los demás hasta que vuelva el im- 
pedido á ocupar su plaza. Si la falta es acciden- 
tal, ó por impedimento para conocer en alguna 
causa, Ó porque no esté nombrado el interino, ó 
porque no haya entrado este á ejercer su encargo, 
ó por cualquier otro motivo, el Ministro ó Minis- 
tros expeditos nombrarán tantos conjueces para 
cada musa 6 negocio, cuantos sean los Ministros 
que falten. La elección de conjueces recaerá en 
abogados residentes en el lugar en que exista la 
respectiva Corte, y á falta de estos, en los ciuda- 
danos quo tengan las cualidades de Senador para 
la Corte Suprema, y Jas de Representante para 
las Cortes Superiores. 

4 19 Cuando los Ministros obtengan licencia 
para separarse de sus puestos, no gozarán de suel- 
do alguno, y es un deber de ia autoridad que con- 
cede dicha licencia avisarlo á la oñcina de pago 
correspondiente con aquel objeto. 

§ '¿O El Ministro 6 Ministros expeditos pue- 
den compeler á aceptar y desempeñar el cargo 
á los que resulten nombrados conjueces con 
multas de diez a veinte y cinco pesos, siempre 
que no justiñquen algún impedimento físico, 6 
otro grave ajuicio de ios mismos Ministros para 
no concurrir. 

Art 29 Cuando todos los Ministros estén 
impedidos, el nombramiento de conjueces para 
componer la Corte se hará p.>r Ih suerte, coló* 
candóse en una urna los nombres de tres aboga- 
dos residentes en h] lugar por cada Ministro que 
baya de reemplazarse, y á falta de abogados, los 
de tres ciudadanos que tengan las cualidades de 
Senador, si es para ia Corte Suprema, y las de 
Representante para las Superiores. Si alguno ó 
algunos de los designados por la suerte resultare 
impedido, se repetirá* la operación. Esta se hará 
por la Corte respectiva y á presencia de las par- 
les que quieran concurrir, y la misma Corte com- 
pelerá á loe designados á aceptar su cargo, y re- 
cibirá y admitirá sus excusas legítimas. 
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Art. 89 Ningún Ministro dejará de asistir al 
despacho, sin previa licencia, que podrán exclusi- 
vamente concederle por motivo fundado, el Tribu- 
nal hasta por ocho días, y el Poder Ejecutivo 
hasta por dos meses. 

Art. 49 Las Cortes designarán entre los oficia- 
les de la Cancillería uno para oficial mayor. 

Art. 59 Cada Corte Superior tendrá una ma- 
trícula de los abogados vecinos y residentes en su 
distrito con designación del lugar en que viven, 
de su edad y tiempo de profesión, y de esta ma- 
trícula se remitirá anualmente un tanto á la Se- 
cretaría del Despacho del Interior y Justicia para 
su publicación en la Gaceta. Todo abogado tie- 
ne obligación de presentar su título para esta 
'matrícula. 

Art. 69 Los Ministros de las Cortes asistirán 
al Despacho del Tribunal con toga : los jueces de 
provincia y de circuito con traje negro donde lo 
permita el clima, y los jueces de cantón y jueces 
de paz con el que no desdiga del decoro debido á 
la dignidad del puesto que ocupan y funciones que 
desempeñan. 

Art. 79 Las Diputaciones provinciales, ademas 
de los abrigados que deben presentar con arreglo 
á la atribución 3& del artículo 161 de la Constitu- 
ción, presentarán tres mas por cada una de las 
plazas que deben proveerse para Ministros jue- 
ces y para Secretarios Relatores. 

Art 89 Los tribunales, en los juicios de res- 
ponsabilidad de cualquier funcionario público, 
cuando declaren con lugar la acusación ó forma- 
ción de causa, observarán en la secuela del juicio 
los trámites establecidos en la ley de la materia. 
Cu nudo acuerden la suspensión del funcionario 
acusado, lo participarán á la autoridad á quien 
corresponda llenar la vacante, para que nombre 
el interino. 

Art. 99 Cuando cualquier juez dictare auto de 
prisión contra alguna persona, el interesado ó cual- 
quiera á su nombre pueden ocurrir, por vía de 
amparo y protección, al juez ó tribunal superior 
en grado ; y este pedirá inmediatamente la actua- 
ción, limitándose á decidir sobre la justicia ó in 
justicia del auto de prisión, sin que los efectos de 
dicho auto puedan suspenderse en manera alguna 
durante el recurso. La decisión que recaiga será 
inapelable. 

Art. 10. Los magistrados y jueces que hayan 
cumplido el término de su duración, continuarán 
actuando hasta que lleguen los que han de subro- 
garlos ; y I os contraventores á ette artículo incur- 
rirán en una multa que no baje de cien pesos, ni 
exceda de doscientos pesos. 

Art II, El que fuere nombrado juez de can- 
tón no puede excusarse, ni renunciar después 
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sirio por impedimento físiro comprobado legal- 1 
rúente, 6 por estar rn otro servicio público incofn- j 
patible. El que sin excusa legal justificada ante el 
Gobernador, no tomare posesión dentro de ocho ! 
día» de haber sido instruido de su nombramiento, j 
pagará la multa de veinte á cincuenta pesos, que ' 
impondrá el Gobernador, sin perjuicio de tomar 
la posesión bajo la pena de otra multa ; y si to- 
via rehusare desempeñar el destino, se le impon- 
drá una nueva multa que no bajo de doscientos 
ni exceda de trescientos pesos, cesando con el pa- 
go de estt multa les apercibimientos. 

Art. 12. Si el nombrado juez interino tampoco 
tomare posesión dentro de ocho dias sin excusa 
legal, será tratado con arreglo al aitículo anterior. 

Art. 13. Los secretarios de los tribunales ten- 
drán fé pública en todos los actos judiciales en 
que intervengan, conforme á la ley. 

Art. 14. Todo juez está autorizado para impo- 
ner multes hasta por diez pesos á los que falten 
al decoro y compostura que deben guardar en el 
tribunal ; pero siempre debe preceder el apercibi- 
miento. Cuando la falta fuere grave de modo que 
merezca mi'S seria corrección, el juez puede hacer 
retirar del local á la persona que le fciJte; y le- 
vantando una diligencia sumaria, pasarla á otro 
juez del lugar para que le corrija ; en el supuesto 
de que esta corrección puedo extenderse hasta 
una multa de cincuenta pesos, ó un arresto de 
tres dias. 

$ único. Del mismo modo se ejecutarán las pe- 
nas que impongan los presidentes de las Cortes 
pariguales taitas. 

Art. 15. En los tribunales y juzgados durará 
el despacho ci ico horas por lo menos, en todos 
los dias del ano que no sean de fiesta entera, ó de 
la semana mayor, ó de la vacante de navidad, 
desde 25 de Diciembre hasta primero de Enero, 
ambos inclusive, ó de fiesta nacional. Los tribu- 
nales y juzgados señalarán las horas del despacho 
y fijarán el señalamiento en el lugar mas público 
de lcis casad en que despachan. 

Art. 16. La sala del despacho del Tribunal ó 
juzgado estará siempre excluida de todo otro 
uso, y se dividirá con una barandilla ó cordón el 
lugar íjue en ella deben ocupar los jueces, sus se- 
cretarios y los defensores, del resto en que se co- 
locarán h; partes y demás personas que concur- 
rieren al <í(¿;)jicfio. 

Ait. 17. isA* ¿piones de los tribunales serán 
públicas, i:vTpU.á;;d(.'Se únicamente cuando se 
instruya a¡ _,i-li sumado en causa criminal, cuan- 
do so inte re -o la honestidad ó la decencia públi- 
ca, y cuando >u i^té en conferencia hasta dictar 
sentencia. 

Art. 18. Los oficiales ó dependientes de las se- 
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cretarías, y los porteros y alguaciles de los tri- 
bunales y juzgados, concurrirán diariamente al 
desempeño da sus funciones, sin distraerse en 
ninguna otra cosa, bajo las penas que los tribu* 
nales y juzgados impusieren en sus reglamentos 
para la policía interior y economía del trabajo. 

Art. 19. Nadie puede concurrir a los tribu- 
nales y juzgados con armas de ninguna espe- 
cie: se guardará moderación y compostura; y 
se prohibe toda manifestación de aplausos, re- 
probación ó disgusto : solamente los magistra- 
dos, jueces, y secretarios pueden hablar en aquel 
lugar, y también las partes y sus defensores so* 
bre sus causas, y por el orden prescrito. 

Art. 20. La Corte Suprema, las Cortes supe- 
riores y los Juzgados de provincia y de circuito, 
pasarán mensualmente á la Secretaría del Inte- 
rior una noticia circunstanciada de las causas que 
existan en dichos tribunales, de las que entren y 
de las que se despachen ; todo en la forma que lo 
determine dicha Secretaría del Interior; y esta 
noticia se publicará también mensualmente en la 
Gaceta luego que haya sido centralizada. Se ano- 
tará en ella los tribunales que no hayan manda- 
do la noticia dentro del término que para ello 
asigne el Poder Ejecutivo, atendidas las distan- 
cias, sin perjuicio de publicarse á su tiempo las 
que lleguen oportunamente. 

Art. 21. Inmediatamente que se publique es- 
ta ley, el Poder Ejecutivo procederá á nombrar 
los Ministros jueces y Relatores de cada Corte 
Superior en calidad de interinos por el tiempo ne- 
cesario para el nombramiento de los propietarios 
con arreglo a la Constitución ; y los Goberna- 
dores procederán también á nombrar jueces de 
circuito en calidad de interinos, mientras reciban 
las listas que deban pasarles sus respectivas Di- 
putaciones provinciales, conforme al artículo 39 
de la ley 6a de este Código ; y jueces de pro- 
vincia, de la Senaria que exista en su despacho 
pasida por las Diputaciones, exceptuándose to- 
dos los funcionarios que actualmente sirvan en 
propiedad. 

Art. 22. Los Gobernadores dispondrán que 
los Concejos municipales nombren inmediata- 
mente los Jueces de cantón y sus suplentes que 
tengan las cualidades que exige la ley 7* de es- 
te Código, los cuales deberán servir hasta que to- 
men posesión Ion que sean nombrados por las 
asambleas municipales, en su próxima reunión. 

Ait. 23. Las causas civiles pendientes y para- 
lizadas se [asarán á los tribunales respectivos 
creados por este código, según su cuantía. 

Art. 24. Se deroga la ley lia del Código- or- 
gánico de tribunales, fecha 25 de Mayo de 1850. 

Dada en Caracas á 15 de Mayo do 1855, afio 
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26 de la ley y 45' de la independencia.— El Pré- 
ndente del Senado, Juan Hilario Obispo de Mé» 
rtda.— El Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes* J. L. Arúmendi.—-E\ Secretario del 
Senado, J. A. Pérez. — El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes. J- Padilfo. 

Caracas, 18 de Mayo de 1855, a fío 26 de la 
ley y 45 de la independencia. — Ejecútese.— José 
T. Monagos. — Por S. E. el Presidente de la Re- 
pública. — El Secretario de Estado en los Des- 
pachos del Interior, Justicia y Relaciones Exte- 
riores. — Francisco Aranda. 

TRIBUNALES y juzgados. Véase Papelsella- 
do, art 16 y D. E. R-, art. 20 y 22. Provincias, 
art 1 1 1, Disposiciones comunes á todos los jui 
cios, art. 1 o 2, 3, 21 y 22, y Registro, art. 9 
TRIBUNALES y juzgados, resolución eje- 
cutiva de 16 de abril de 1845 declarando 
ove deben instruir á la estafeta respectiva de 
los portes qve adeuden los expedientes que 
hayan circulado á reserva de derechos, 
cuando resulte condenada en costas la parte 
que no goce de franquicia. 
República de Venezuela. — Secretaría de Hacien- 
da. 

Caracas Abril 15 de 1845, 16 y 35. 
Resuelto.*- Aunque por el parágrafo 49 artícu- 
lo 59 de la ley de 1 1 «le Mayo de 1840 que es- 
tablece la tarifa de correos, deben cursar libres 
de porte por las estafetas los autos que se remitan 
á costa de parte declarada pobre de solemnidad, 
considerando que muchos de dichos procesos pue- 
den ser fenecidos resultando condenadas en las 
costas, personas que no gozan de aquella exen- 
ción, ha resuelto S. E., con el objeto de que se 
asegure la recaudación de este impuesto, que los 
tribunales de justicia instruyan siempre a las res- 
pectivas estafetas de los portes de correo qne 
adeuden los expedientes que hayan circulado á 
reserva de derechos, cuando por la sentencia re- 
sulte condenad* en las costas la part3 que no 
goza de dicha franquicia. Y para que pueda 
hacerse la regulación de este impuesto con la de- 
bida exactitud, deberán también los tribunales es* 
tarapar por una diligencia en cada expediente qne 
reciban franco y con la nota de *' a reserva de 
derechos" el porte de correo que lleven marca- 
do y que deberían haber satisfecho si no tuviesen 
aquella nota. — PorS: E. — (Firmado) Manrique, 

Es copia — Manrique. 
TRIBUNALES y juzgados. Asistencia de ellos 
á las funciones públicas y religiosas. Véase 
Precedencias en las funciones públicas, y Pre- 
sidencia en las solemnidades, funciones y fies- 
toe públicas así civiles como religiosas. 
TRIBUNALES v juzgados, decreto bjbcuti- 
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vo de 6 de junio de 1855 organizando los 
circuitos judiciales. 
José Tadeo Mo nagas, General en Jefe, Presi- 
dente de la República de Venezuela, $, óf, éf. 
En ejecución de la ley 6^ dol código orgánico 
de tribunales de 18 de Junio último. 
decreto: 
Art 19 Se establece un circuito en cada una 
de las provincias de dimana, Barcelona, Bu riñas, 
Trujillo, Portuguesa, Margarita, Coro, Cogedes, 
Yaracuy, Aragua, Apure, Maracaibo, Barqui si me- 
to, Cara bobo y Guaya na, 

§ 19 En la provincia de Mérida se establecen 
dos circuitos, uno que se compondrá de los can- 
tones Mérida, Mucuchíes, Egido y Bailadores, y 
el otro de San Cristóbal, Lobatera, La Grita y 
: el Táchira. 

$ 29 Se establecen igualmente en la provin- 
cia del Gtiárico dos circuitos que se compondrán 
el uno de los cantones Calabozo, Sombrero y Or- 
tiz y el otro de los de Orituco, Chaguaramas y 
Uñare. 

§ 39 En la provincia de Caracas habrá tres 
circuitos que se organizarán del modo siguiente : 
uno compuesto de los cantones Caracas, Petare, 
Guaicaipuro y Quarénas: otro de los de la Guai- 
ra, Maiquetía, Curiepe y Rio-Chico : y otro de 
ios de Su rita Lucía, Ocumare y Caucagua. 

Art 29 En cada circuito habrá un juez, á 
excepción del de la capital de la República, en 
que habrá dos. El juez de circuito residirá en la 
capital de la provincia cuando no haya mas de 
uno en ella, ó en la cabecera del cantón que en 
este decreto ocupa el primer lugar entre los que 
forman el circuito. 

§ único. Los jueces de circuito residentes en la 
capital de la República, ejercerán su jurisdicción 
preventivamente en los cantones Caracas, Guai- 
caipuro, Petare y Guarañas. 

Art. 39 Los jueces de circuito, residentes en 
Caracas y la Guaira, disfrutarán ne la asignación 
de 1800 pesos y sus secretarios de la de 900 pesos, 
y los demás jueces de la de 1200 pesos y sus se- 
cretario* de la de 600 pesos anuales. 

Art. 49 Los jueces de circuito entrarán en el 
ejercicio de s"s funciones desde el dia 19 de Julio 
próximo, á cuyo efecto los Gobernadores de pro- 
vincia, harán á la brevedad posible, en observan- 
cia del artículo 21 de la ley 10 a del código orgá- 
nico de tribunales, los nombramientos correspon- 
| dientes para aquellos destinos á fin de que no 
haya obstáculo alguno para su instalación, desde 
el dia indicado. 

Art. 59 Los mismos Gobernadores dictarán las 
medidas convenientes para que se pasen á losjuz» 
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gados de circuito las causas pendientes cuyo 
conocimiento les competa. 

Art. 6? El Secretario de E. en los DD. del In- 
terior, Justicia y Relaciones Exteriores queda en- 
cargado de la ejecución de este decreto. 

Dado: firmado de mi mano: sellado con el 
sello del Poder Ejecutivo: y refrendado por el 
susodicho Secretario en Caracas & 6 de Julio de 
1855, año 26 de la ley y 45 de la independencia. 
(Firmado). — José T. Monagas. 
Por S. E. el Presidente de la República.— El 
Secretario de R en los DD. del Interior, Justicia 
y Relaciones Exteriores. 

(Firmado).— Francisco Aranda. 
TRIBUNALES v juzgados, resolución eje- 
cutiva de 14 de julio de 1855 determinan- 
do á quién toca hacer la elección de presiden- 
tes dtt ¡as Cortes Superiores. 

Secretaría del Interior. — Sección 2^ 
Caracas, Julio 14 de 1855. 
Resuelto. — Dígase' á los Presidentes de las 
Cortes Suprema y Superiores de Justicia. 

No estando determinado por la ley 2 a del noví- 
simo Código orgánico de tribunales, como lo es- 
taba por las leyes anteriores derogadas, quien 
deba hacer el nombramiento de los Presidentes de 
las Cortes Superiores entre sus Ministros Jueces, 
S. E. el Presidente de la República, para evitar 
los embarazos que pudiera ocasionar el silencio 
de la ley ai instalarle las nuevas Cortes que se 
han m indado crear por dicho Có ligo orgánico, 
ha resuelto: que mientras la Legislatura, á quien 
se dará cuenta del caso, no resuelva otra cosa, se 
observe la práctica introducida por las últimas 
leven org'íniecs »!e tribunales que se lian deroga- 
do. En consecuencia las Cortes Superiores del 
4? )' 5? Disiritos, al instalarle, nombrarán entre 
sus Ministros Jueces el que deba presidirlas hasta 
la conclusión del año, en que se hará nuevo nom- 
bramiento. 

Soy, &,. — Por S. E. — Aranda. 
TRIBUNALES t juzgados., resoltcion eje- 
cutiva de 14 de febkero de 1»55 declarando 
que los Ministros interinos de las Cortes Su- 
periores deben tener las mismas cualidades que 
los propietarios. 

Secrturía del Interior. — Sección 2& 
Caracas, Febrero 14 de I&55, 
Resucito. — Vista la solicitud del Reverendo P. 
Fray Miguel Antonio de Valdepeñas sobre que 
be declare nulo el nomhamiento hecho en el Sr. 
Dr. Julián Viso para Ministro Juez de la Corte 
Superior del primer Distrito del Centro, y vista 
también la opinión que el Consejo de Gobierno 
ha emitido en el particular. 

Pur el artículo 151 de la Constitución se re- 



quiere que concurran en los abogados que hayan 
de desempeñar aquellos destinos, ademas de otras 
circunstancias, la de haber sido Jueces, Asesores 6 
Auditores, por ir es años, ó la de que hayan ejer- 
cido, con buen crédito, la profesión por cinco. 
De los respectivos expedientes que existen en este 
|| Ministerio consta : que el Sr. Dr. Julián Víko 
¡j fué examinado y aprobado para ejercer la aboga- 
; ¡ cia el 7 de Agosto de 1851, y que fué el 15 de Enero 
1 1 del corriente año nombrado para servir la ex- 
í presada plaza de Ministro juez. Resulta, pues, 
.! que solo habian transcurrido lies años, cinco me- 
i ses y algunos dias desde la fecha de su examen y 
|¡ recibimiento de abogado hasta la en que fué nom- 
i¡ brado para Ministro de la referida Corte ; y no 
constando, por otra parle que el mencionado 8r. 
1 1 Viso haya sido nombrado Juez, Asesor ó Auditor, 
! sino antes bien que no ha podido ejercer ninguno 
ii de estos deslinos por los tres años requeridos, 
I pues durante el tiempo que lleva de abogado ha 
¡ estado sirviendo mas de un año la plaza de oficial 
1 mayor de esta Secretaría, es evidente que su nom- 
¡¡ bramiento para Ministro juez de la Corte Supe- 
; rior de. este Distrito, es nulo por no concurrir en 
i él ninguna de las cualidades referidas; y así lo 
'i declara el Poder Ejecutivo de entera conformidad 
con la opinión del Consejo de Gobierno, nombran- 
do para el desempeño de la plaza referida al Sr. 
¡Licenciado Claudio Viana, mientras tanto pueda 
¡ pioveerse en propiedad. 

!, Comuniqúese á quienes corresponda y publí- 
1 quese. 

PorS. E — Aranda. 
, TRIBUNALES y juzgados resolución ejr- 
cutíva ub II dr jo lio de 1855 mandando es- 
,; tablccer un circuito mas en la provincia de 
Carabob> con residencia en Puerto-Cabello. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. 
Caracas, Julio II de 1855, 
Resuelto. — Dígase al señor Gobernador de la 
provincia de Carabobo. • 

Visia la representación de vatios vecinos de 
Puerto Cabello sobre Inconveniencia de crear un 
juzgado de circuito con residencia en aquella ciu- 
oad, S. E el Poner Ejecutivo en uso de la facul- 
tad que K concede el artículo 19 de la ley 6 a del 
código orgánico de tribunales de 18 de Mayo úl- 
timo, lia tullido a bien resolver en esta fecha lo 
que sigue : »• Se establece un circuito masen la 
provincia de Carabobo, que comprenderá los can- 
tones de Puerto-Cabello y Ocumare. Rl Juez de 
rste circuito residirá eri la cabecera del cantón 
Puerto-Cabello y disfrutará de la asignación de 
mil cuatrocientos cuarenta pesos, y su secretario 
de la de setecientos veinte pesos anuales. Por con- 
secuencia de esta resolución quedará reducida 
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á loe cantones de Valencia y Montalvan la juris- 
dicción del juzgado de circuito creado para la pro- 
vincia de Carabobo." — Y lo comunico á US. para 
que proceda imedia lamen tea hacer el nombramien- 
to correspondiente y dictar las medidas prevenidas 
por el artículo 5? del Decreto Ejecutivo reglamen- 
tario de la ley 6<* del código orgánico de tribunales 
del presente uño, é fin de que el nuevo circuito 
se instale á la brevedad posible. S. E* el Presi- 
dente de la República recomienda á US. que di- 
cho nombramiento, recaiga en un sugeto de inteli- 
gencia y probidad reconocidas, por la importan- 
cia de los negocios de que debe conocer en un 
lugar en que el comercio y las rentas nacionales 
deben frecuentemente ocurrir á su autoridad en 
las cuestiones y causas que se ofrezcan." 

Trascríbase esta resolución al Exmo. señor 
Presidente de la Corte Suprema, al de la Corte 
Superior del tercer Distrito y al Secretario de 
Hacienda ; y pubiíquese. 

Por S. E. Aranda. 
TRIBUNALES y juzgados, resolución eje- 
cutiva dk 26 de julio de 1855 creando dos 
juzgados de cantón para el de Caracas ademas 
del establecido por la ley. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda 
Caracas, Julio 26 de 1855. 
Resuelto. — Visto el informe emitido por el 
Concejo Municipal de este cantón sobre la con- 
veniencia de crear en él otros juzgados cantonales, 
fuera del que existe por expresa disposición de 
Ja ley ; y oido el dictamen del seftor Gobernador 
de la provincia, S. E. el Presidente de la Re; ú- 
blica, en virtud de la autorización que le concede 
el artículo 19 de la Ity 7&ilel código orgánico de 
tribunales. 

Resuelve : 
19 Se establecen dos juzgados de cantón para 
el de Caracas, ademas* del creado por la ley, que 
tiene su residencia en la parroquia de Catedral. 

29 Los nuevos juzgadas residirán, el uno en la 
parroquia de San Pablo, y el otro en la de San- 
ta Rosalía. 

39 El Gobernador de la provincia dispondrá 
que el Consejo Municipal haga inmediatamente 
los nombramientos correspondientes, en obser- 
vancia del artículo 22 de la ley lO** del código 
orgánico judicial, para que á la brevedad posible 
tengan su instalación los nuevos juzgados — Co- 
muniqúese á quienes corresponda y pubiíquese. 

Por S. E. — Aranda. 
TRIBUNALES militares, ley de 14 de fe- 
brero db 1849 designándolos, y señalando las 
causas que les corresponden y su procedimien- 
to — que reforma la de 9 de Octubre de 1830, 
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pág. 69 del cuerpo comprensivo de las de ese 
año y 54 número 46 del de 1851. 
El S?nado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en congreso. 

Considerando : 

Que es conveniente arreglar los tribunales mili- 
tares de modo que los individuos deesta profesión 
obtengan una mas expedita administración de jus- 
ticia en sus causas. 

Decretan : 

Art. 19 El conocimiento en primera instancia 
y de todas las causas por crímenes militares* y fal- 
tas graves contra el servicio de la Nación en que 
incurrieren los oficiales de tierra y mar, corres- 
ponde al consejo de guerra de oficiales generales 
establecido por la ordenanza del ejército y por la 
ile la armada. Este consejo podrá completarse á 
falta de oficiales generales, con coroneles y capi- 
tanes de navio, y aun primeros comandautes ó 
capitanes de fragata en actual servicio reformados 
ó retirados con alguna paga, y guardándose la pre- 
ferencia de antigüedad en su nombramiento. 

Art. 29 El conocimiento en primera instancia 
de todas las causas así por lo civil como por lo 
criminal en delitos comunes inconexos con el ser- 
vicio en que incurrieren los oficiales del ejército 
y marina en actual servicio, y cuyo conocimiento 
estuviere cometido por las leyes á la autoridad 
militar, corresponde al juzgado militar ó de ma- 
rina establecido por las mismas ordenanzas. 

Art. 39 El conocimiento en primera instancia 
de las causas sobre delitos militares ó comunes, 
no exceptuados por las leyes, en que incurran los 
individuos «le las tropas de tierra y mar en actual 
servicio, desde soldado hast'i sargento y aspirante 
inclusive, corresponde al consejo de guerra or- 
! dinario que establecen Ins mismas ordenanzas 
! del ejército y de la marina. En este consejo po- 
1 drán ser jueces á lalta de capitanes, tenientes, y 
! á falta de estos, subtenientes en actual servicio 
I nombrado*» por mi aniigüedad : pero si no pudie- 
I re formarse por absoluta falta de oficiales en ac- 
tual servicio, se remitirá el proceso en toda for- 
ma, estampada la conclusión fiscal, y agregada la 
defensa del procurador al juzgado militar de 
quien dependa el procesado para que pronuncie 
la sentencia. 

Art. 49 Los oficiales de tierra y mar que se 
hallen haciendo el servicio de guarnición en las 
plazas de la República, ó que estén acuartelados 
dentro de sus recintos, estarán sujetos á la orde- 
nanza del ejército y serán juzgados y castigados 
por los tribunales y penas establecidas por ella. 

Art. 69 Así mismo los oficiales y tropa de tier- 
ra embarcados en los buques de guerra, estarán 
sujetos á la ordenanza de la marina, y serán juz- 
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gados y castigados por los tribunales y penas es- 
tablecidas por ellas, sin que por esta disposición 
y la contenida en el artículo anterior deba alterar- 
se el gobierno interior de los cuerpos que serán 
regidos según las diferentes reglas de su particu- 
lar instituto. 

Art. 69 En ias materias de justicia en el ejér- 
cito y marina, modo de proceder en la sustancia- 
ron de las causas hasta pronunciar sentencia y 
penas, ¿e observará lo dispuesto en la ordenanza 
general del ejército de 1.768 y la ordenanza de 
la marina de 1.748 y 1.793, y leyes adicionales vi- 
gentes hasta el 18 de Marzo de 1808, sin mas va- 
naciones que las contenidas en esta ley. 

Art. 79 Los comandantes de armas y comán- 
denles de apostaderos establecidos por la ley, 
ejercerán en las materias de justicia la autoridad 
qut la ordenanza concede á los capitanes genera- 
it ¿ de provincia y comandantes generales de de- 
parlamentos marítimos, con parecer de auditor ó 
en su defecto de otro letrado. 

Art. 89 El reo ó su defensor pueden recusar 
libremente, incluso ti Presidente, hasta el número 
de tres de los jueces que deben componer el con- 
tr j°> Y fl l efedu el dia antes de que se celebre, se 
leerá la lista de los vocales nombrados. Los re- 
cunados berán subrogados conforme á la ordenan- 
za 

Ait. 99 TodfaS las citas que haga el acusado 
en su declaración con cargo, deberán evacuarse 
inmediatamente después de dada, y aun confron- 
tarse con las del sumario, si entre unas y otras 
hubiere notables diferencias en los hechos que 
rt rieren. La declaración que se tome á todo acu- 
bado será sin juramento. 

Art. 10. Aotesde reunirse los consejos de guer- 
ra, ya sean ordinarios, ya de oficiales generales, 
se entregará el proceso al comandante de armas 
para que lo pase al auditor si lo hubiere, y en su 
defecto á otro letrado, para que manifieste por 
dictamen escrito, si se halla ó no en estado de 
verse en consejo, ó si faltan algunas diligencias, ó si 
hay que subsanar alguna nulidad, y se practicará 
en este caso el parecer de dicho asesor. 

Art. 11. Las sentencias que pronuncien los 
consejos de guerra de oficiales generales, ójuzga- 
dos militares ó de marina que condenan a un 
oficial á mueite, degradación, presidio ó privación 
de empleo, no se ejecutarán sin consultarlas pre- 
viamente á la Suprema Corte de Justicia en cali- 
dad de marcial para su aprobación ó reforma, 
Cv>n audiencia de Ls partes á quienes se n o tífica - 
jan 

Art 12. De las sentencias de los juzgados mi- 
litares de los negocios civiles, contenciosos entre 
partes, se oirán las apelaciones y recursos de 
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agravios pera la Corte Superior de justicia en 
calidad de tal, en los casos que haya lugar á ella 
conforme á las leyes comunes* 

Art. 13. La sentencia de los consejos de guer- 
ra ordinarios 6 de los juzgados militares en el 
caso previsto en el articulo 49, que condenen á 
último suplicio, ó á presidio un reo, no se ejecu- 
tarán sin consultarlas previamente á la Corte Su* 
perior respectiva en calidad de marcial para su 
aprobación ó reforma, con citación de las partes á 
quienes se notificarán. 

Art. 14. Fenecida la causa con lo que se de- 
terminare en consulta, no se admitirá otro recur- 
so que el de queja. 

Art. 15. Asi la sentencia de los consejos de 
guerra ordinarios, como las de los oficiales gene* 
rales no comprendidas en los casos de los artícu- 
los 11 y 13, serán ejecutadas inmediatamente en 
el modo y forma que prescriben las ordenanzas, 
dándose sin embargo cuenta con el proceso al tri- 
bunal superior ó supremo marcial respectivo para 
que se reforme la sentencia si fuere notoriamente 
injusta, y para que el tribunal declare en su caso 
la responsabilidad de loe jueces con arreglo a las 
leyes. 

Art. 16. Paralas causas de que habla el artícu- 
lo 13, y de que deben conocer las Cortes Superio- 
res de justicia en calidad de Corte Superior mar- 
cial, concurrirán con los ministros de ella, dos 
jueces del carácter de generales, coroneles 6 pri- 
meros comandantes nombrados por las mismas 
Corles. 

Art. 17. Para los casos . en que la Suprema 
Corte de justicia conozca de causas de mditares 
en calidad de Suprema Corte marcial, concurrirán 
con los ministros de ella, dos jueces militares del 
carácter de generales ó coroneles nombrados por 
la misma Corte, 

Art. 18. Los con jueces militares recibirán por 
cada dia de asistencia para la vista y sentencia de 
las causas á que se refieren los dos artículos an- 
teriores, diez pesos pagados por el tesoro nacional; 
á cuyo efecto el presidente de la respectiva Corte 
dará el correspondiera te aviso al Gobernador de 
la provincia, para que en junta consultiva de Ha- 
cienda se acuerde el pago. 

Art. 19. En campaña el general de un ejérci- 
to ó comandante de división en su caso, aprobará 
las sentencias de los consejos de guerra ordinarios; 
pero cuando se haya impuesto pena de la vida 6 
presidio, se dará cuenta con remisión del proceso 
ó sumario á la Corte Superior respectiva, para 
que si la sentencia hubiere sido pronunciada con- 
tra ordenanza ó ley expresa se declare la respon- 
sabilidad á los jueces. 

Art 20. Si el comandante en jefe de un ejercí* 
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10 6 escuadra, ó de una división marítima ó ter- 
restre que obre separadamente, ó un comandan- 
te de armas incurriere en crímenes militaren, ó 
faltas gravea contra el servicio de la Nación, ó en 
delitos comunes, el Poder Ejecutivo decretará la 
suspensión y pondrá al acusado á disposición del 
tribuna] competente para que sea juzgado. 

Art. 21. Cuando haya de juzgarse en consejo 
de guerra de pfieiales generales al comandante en 
jefe de un ejército ó escuadra, ó de una división 
marítima ó terrestre que obre separadamente, ó á 
alpun (omandante de armas de los establecidos 
por la ley, por eriments militares, ó fultss gra- 
ves contra el servicio de la nación, el consejo se 
reunirá en la capital de la República convocado 
y presidido por el comandante de armas <]ue ten- 
ga su destino en la provincia en que estuviere es- 
tablecida la capital, quien.será también competen- 
te para nombrar fiscal y para las demás actuacio- 
nes. 

Art. 22. En el ras»' de estar impedido ó de ser 
el mismo enmaridante de armas designado en el 
artículo anterior el que va á ser juzgado, le sus- 
tituirá para solo estas funciones el comandante 
de armas de la provincia mas inmediata á la en 
que estuviese establecida la capital de la Repúbli- 
ca, debiendo siempre sustanciarse la causa y reu- 
nirse el consejo en la capital, para lo que se trasla- 
dará á ella el referido comandante a virtud déla 
orden del Poder Ejecutivo- 

Art 23. Cuando haya de juzgarse al coman- 
dante enjtfe de un ejercito ó escuadra, al de una 
división marítima ó terrestre que obre separada- 
mente, ó á un comandante de armas por delitos 
común» s, corresponde el conocimiento en primera 
instancia á la Corte Superior marcial del distrito 
en que estuviere su destino, y la sentencia se con- 
sultará á la Suprema Corte marcial con arreglo 
al artículo 12 de esta ley. El presidente de la Cor- 
te Superior marcial será el juez de suslan<*iacion, 
y todo el tribunal se reunirá para pronunciar 
sentencia. 

Art. 24. El presidente de la Corte Superior 
marcial respectiva oirá las acusaciones que se hi 
cieren contra cualquiera de los jefes mencionados 
en el artículo anterior por delitos comunes, y con 
audiencia del fiscal determinará si hay lugar 6 la 
formación de causa, en cuyo caso lo participará 
al Presidente de la República para que decrete la 
suspensión del acusado y lo ponga á disposición 
del tribunal. 

Art. 25. Se deroga la ley de 9 de Octubre de 
1830. 

Dada en Caracas á 20 de Abril de 1848, año 
19 de la ley y 38 de la independencia. — El Presi- 
dente del Senado, Eduardo A Hurtado.— El Pre- 
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sidente de la Cámara de Representantes, Fernan- 
do Olavarría. — El Secretario del Senado, José 
AngeVFreirt. — El Diputado Secretario interino 
de In Cámara de Representantes, W. Urrutia. 

Caracas Febrero 14 de 1849, 20 de la ley y 39 
de la independencia. — Ejecútese José Tadeo Mo- 
nagos.— Por S. E. — El Secretario de Guerra y 
Marina, Fiancisco Mejia. 

TRIBUNALES militares. Resolución ejb- 
curiVA de 17 de agosto dk 1836 disponiendo 
que los comandantes de armas nombren á su 
ayudante ó á otro oficial de la guarnición 
para que en clase de Secretario supla á los su- 
primidos escribanos. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el despacho de Guerra y Marina 

Caracas Agosto 17 de 1836, 7 y 26. 
Al Sr. General comandante de armas de Caracas. 
" Habiéndole suprimido los escribanos por la 
ley novísima judicial y consiguientemente los de 
guerra que actuaban en el tribunal de las coman- 
dancias de arman en las causas civiles y crimina- 
les, sin que la ley haya dicho quien debe susti- 
tuirlos; oyó sobreesté punto el Gobierno la opi- 
nión del Consejo, y de acuerdo con ella juzga, 
aue mientras el Cuerpo Legislativo, á quien se 
llevará en consult i, llene este vacío, pueden los 
comandantes de armas nombrar en clase de se- 
cretarios para actuaren aquellas causas á sus ayu- 
dantes, ó en su defect", á otro oficial de la guarni- 
ción." 

Es esta la resolución que ha recaido á la con- 
sulta que pot mi órgano hace US. ai Gobierno 
en comunicación de 8 del corriente, que tengo 
el honor de dfjar contestada. 

Con sentimientos de respeto soy de US. atento 
servidor. —Francisco Hernaiz* 
TRIBUNALES militares. Resolución eje- 
cutiva de 20 de diciembre de 1851 sobre la 
inteligencia del artículo 18 de la ley de \-kde 
Febrero de 1849 qut antecede. 
Secretaría de Guerra.— -Sección segunda, 

Caracas, Diciembre 20 de 1851. 
Resuelto. — Considerando el Poder Ejpcutivo, 
I?- que la resolución que dictó el 21 de Enero 
del año próximo pasado sobre la inteligencia del 
artículo 18 de la ley de tribunales por el cual se 
asignan diez pesos por cada dia de asistencia en 
la vista y sentencia de las causas de que conoz- 
can tos jefes que concurran en calidad de conjue- 
ces marciales á las Cortes Suprema y Superiores, 
ha ocasionado no pocas quejas y reclamaciones 
por haberse determinado en aquella que en con- 
cepto de S. £. debía comprenderse en los diez 
pesos asignados por el artículo 18 de la expresa» 
da ley la parte de sueldo ó pensión que disfrutase 
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el conjuez militar, y 29 : que es en efecto tan la- 
ta y absoluta la disposición del artículo 18 arriba 
citado que hace odiosa la excepción restrictiva á 
que se contrae la mencionada resolución de 21 de 
Enero: se ha servido dar en esta fecjia la siguien- , 
te. A juicio del Poder ejecutivo debe satisfacerse i 
por el Tesoro públiro á los señores Generales ó 
Jefes que concurran á las Cortes en calidad de 
Ministros marciales diez peso* por cada día de 
asistencia sin descuento sobre el sueldo que pue- 
da disfrutar, incluyéndose á los que por e*te res- 
pecto hayan dejado de percibirlos, según la reso- 
lución de 21 de Enero del año próximo pasado, 
sin perjuicio de que se haga al Congreso en su 
próxima reunión la correspondiente consulta con 
inserción de la piesente declaratoria. 

Por S. E — Castelli. 
TRIBUNALES militares, acuerdo de la 

CORTE SUPREMA DE 29 DK OCTUBRE DE 1838, 

declarando, que corresponde á la autoridad, 
militar el conocimiento de los delitos comunes 
no exceptuados, oque producen desafuero co- 
metidos por un desertor en actual servicio. 
En la ciudad de Caracas á 29 de Octubre de 
1838,9° y 2S, reunidos los Señores Presidente 
y Ministros de la Corte Suprema de justicia mar- 
cial, teniendo a la vista la concita dirigida por la 
Corte Superior de justicia del segundo distrito re- 
lativa á si un delito común que no produzca desa- 
fuero cometido por un saldado desertor de un 
cuerpo en actual servicio, durante W deserción, 
deba ser juzgado y castigado por la autoridad ci- 
vil, ó por la militar ; y oido el dictamen del señor 
Fiscal, dijeron: que sin embargo que la deser- 
ción por tí es un hecho por el cual abandona el 
soldado *u servicio, no por e^to se cree que aquel 
deja de pertenecer a él, pues la falta de la obliga- 
ción que debe prestarse, es la que se castiga no 
por la autoridad civil sino por la militar. De aquí 
es que el desertor conserva su clase y carácter de 
soldado, y los crímenes que comete durante la de- 
serción deben ser juzgados pur la autoridad mis- 
ma que conoce de ella, á menos que sean de los 
, exceptuados. Es esto muy confórmenla orden 
de 8 de Mayo de 97, que es la ley 5* título 9? 
libro 12 déla novísima recopilación de Castilla, 
y ciertamente que así lo exigen ía disciplina y el 
buen orden de la tropa, como juiciosamente lo 
observa el Colon en su obra de juzgados milita- 
res. (*) Por consiguiente es la autoridad militar 
la que debe conocer de los delitos cometidos por 
un individuo que ha desertado de su actual servi- 
cio. Mas como la duda que se ha propuesto versa 
de algún modo sobre el artículo 219 de la Cons- 



(*) Tomo 1P $$ 66 y 216 y siguientes. 
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titucion con respecto al sentido literal del servicio 
actual tle que allí se habla, acordaron : se dirija 
este expediente en consulta al Poder Legislativo 
por el órgano del Ejecutivo á fin de que de la 
manera que previene la misma ley fundamental 
se haga la explicación ó declaratoria correspon* 
diente, — Comuniqúese á la Corte Superior. — Ldo. 
Mercader. — López de Umérez. — Martínez. — 
Duarte. 

Es copia.— Caracas Setiembre 26 de 1844 — 
El Canciller, José Duarte. 
TRIBUNALES militares. Resolución EJE- 
CU I IV\ DE COLOMBIA DB 13 DE OCTUBRE PE 

1626 mandando observar un acuerdo de la Al- 
ta Corte de justicia, en que se declara que los 
fiscales militares pueden ser recusados como 
jueces de sustanciaron que son. 
República de Colombia. — Secretaría de guerra. — 
¿eccion central. — Palacio de Gobierno en Bo- 
gotá á 13 de Octubre.de 1826, 16? 
Al Sr Comandante general del Departamento de ... . 

Habiéndose observado por la alta corte marcial 
de la República, al conocer de la causa seguida 
en esta plaza contra el capitán de infantería En- 
rique Macrnanus, por haber herido á Jacobo Bu- 
ihervuuth, que en el progreso de ella se suscitó 
la cuestión, de si un fiscal militar puede ser recu- 
sado, la que decidió negativamente la comandan- 
I cia general de Cundinamarca con dictamen de 
dos letrados fundándose en el artículo 120 de la 
I ley de 13 de Mayo del año 15?; y atendiendo 
I aquel supremo tribunal á que este artículo es solo 
I aplicable á los fiscales de los tribunales, y á los 
: que hacen sus veces en los juzgados inferiores; 
los cuales se limitan solamente á acusar y hacer 
gestiones de una parte sin actuar nada por sí mis- 
mos, como lo hacen los fiscales militares: que 
estos por su calidad de jueces de sustanciacion 
pueden influir notablemente en la suerte del pro- 
cesado, y procediendo con alguna pasión causar- 
les males gravísimos ; y en fin, que no arreglán- 
dose por la ley citada sino por la de dos de Agos- 
to del año 14? el seguimiento de las causas mili- 
tares, no debe aplicarse en estas el artículo ya ci- 
tado ; ha declarado en acuerdo de H de Setiem- 
bre último que el juez fiscal de la causa seguida 
al capitán Macmanus pudo ser recusado en el 
modo y términos que ha sido de costumbre y ha 
estado en práctica. 

De orden del Poder Ejecutivo lo pongo en co- 
nocimiento de US para que haciéndolo publicar 
en Jas órdenes generales, se observe la práctica 
expresada en ese departamento, en los casos de 
igual naturaleza. — Dios guarde a US-— Carlos 
I Soublette. 
" TRIBUNALES militares. Circular dbl bjk- 
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CUTIVÜ DE COLOMBIA DE 30 DE JUNIO DE 1820 

disponiendo que á los milicianos sujetos al 
fuero de guerra encausados por delitos cri- 
minales se les pasen hospitalidades y raciones 
mientras duran presos. 
República ile Colombia. — Ministerio de Estado en 
ei departamento de la guerra. — Sección 3^ 
Bogotá Junio 30 de Ib¿9. 
Al señor Comandante general dol Departamento de. . .. 

Con fecha 2S del que acaba, dije al señor jefe 
superior del distrito del Magdalena lo siguiente: 
u Oí cuanta al Consejo de gobierno de los ofi- 
cios <i. LJvS. fecha de M >yo numero 50, y 2 de 
Jiiiüo número 66, por lo» cuales pide US. una re- 
solución, .sobre los auxilios que deban dirse & los 
milicianos, que goz indo del fuero de guerra, no 
se hallen en actual -ervicio, y sea necesario redu- 
cirlos á prisión en sus c:ua rielen por f««ltas crimi- 
nales, que motiven el seguimiento de un juicio ; 
y en vNta de todo ha reine] lo: 

1^ Que Á los milicianos sujetos al fuero de guer- 
ra, que uo están en actual .servicio, no se les pa- 
sen hospitalidades por cuenta del erario, á no ser 
qub se les esté juzgando militarmente por faltas 
criminales, y sea preciso enviarles al hospital 
por estar enfermos, pues en este caso tienen de- 
recho á las medicinas, y alimentos necesarios, 
debiendo observarse las formalidades de ordenan- 
za para su recepción en el hospital : 

2^ Que cuando alguno de los individuos com- 
prendidos en el artículo anterior, se halle acuar 
telado, *ea por faltas graves, 6 leves sujetas & Ia3 
penas, ó correcciones de la ordenanza, se le su- 
ministre la ración diaria, mientras dure preso; 
pues que siendo regularmente pobres los hom- 
bres de esta clase, no podrán proporcionarse la 
subsistencia de su peculio." 

Tengo la honra de comunicar á US. la ante- 
rior resolución, para que disponga se circule á 
quienes corresponda su cumplimiento en los ca- 
sos que ocurran. 

Dios guarde á US. Rafael Urdaneta. 

TRIBUNAL eclesiástico. Papel que se usa- 
rá en sus juicios. Véase Papel sellado, art. 59 
TRIBUNAL eclesiástico, acuerdo de la 

CORTE SUPREMA DE 14 DE ENERO DE 1837 

aprobando el de la superior del tercer distri- 
to sobre el procedimiento que debe seguir en 
sus juicios. 

Informe de la Corte Superior. — Valencia No* 
viem u re 22 de 1836 — Vista la precedente con- 
sulta del discreto Provisor del Arzobispado. Elé- 
vese «1 conocimiento de S. E. la Tone Suprema, 
informándosele que en el concepto de esta, los 
tribunales eclesiásticos deben conservar la orga- 
nización que tenían cuando fueron publicadas las 
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leyes judiciales del presente año, pues estas no 
alteraron aquella, y arreglarse en el modo de 
proceder á los trámites prescriplos por el códi- 
go de diez y nueve de Mayo, ya porque este se 
ha dado para todo lo judicial, y ya porque la pa- 
labra 4< civil " de que él usa no excluye el jui- 
cio eclesiástico, que también es civil cuando no 
versa sobie el castigo de los delitos: que no ha- 
biendo el Decreto de 21 del propio Mayo, que de- 
signa los sueldos de los empleados de justicia he- 
cho mención alguna de los tribunales eclesiás- 
ticos, deben estos, en el sentir de la Corte, ar- 
reglarse á la ley de arancel del año 14^ para el 
cobro de su* derechos; y que hay efectivamente 
una duda racional, por el silencio de dichas Je- 
j yes en los puntos de que se trata, y por los tér- 
minos en que está concebido el artículo l ( / de la 
orgánica judicial — Estoquera. — Ríos — Rojas» 
— Es conforme con su original — Valencia No- 
viembre 22 de mil ochocientos treinta y seis. 
— El Canciller, J. I. Rojas, 

Acuerdo. — En la ciuda I de Caracas á" catorce 
de Enero de mil ochocientos treinta y siete, oc- 
tavo y vígésim-i séptimo, reunidos los señores pre- 
sidente y ministros de la corle suprema de jus- 
ticia, teniendo á la vista el acuerdo celebrado 
por la corte superior de justicia del tercer distri- 
to con motivo de la consulta que se le dirigió por 
el discreto provisor del arzobispado relativamen- 
te á la organización, y modo con que debía pro- 
ceder el tribunal eclesiástico, dijeron : que el jui- 
cio que hd formado aquella coi te superior acer- 
ca de las observaciones por el indicado discreto 
provisor, es demasiado racional y exacto. Por 
tanto, no ccurriéndole á este supremo tribunal, ni 
habiendo tampoco necesidad de ningún otro fun- 
damento) acordaron se eleve el expediente al so- 
berano congreso por el órgano del podrr ejecuti- 
vo en conformidad de la décima atribución 
del artículo ciento cuarenta y siete de la 
constitución del estado, á ñn de que recaiga la 
declaración correspondiente. — Ledo. Mercader. 
— Urbaneja. — Martínez* — Duarte. 

TRIBUNAL académico. Véase Instrucción 
pública LL. IV, art. 10, 12, 13 y 14, v XI, 
art. l?y ü. E. R. cap. IV. 

TROPA. Véase Sedición de tropa en marcha. 

TRUJILLO (provincia de) Cantones y par- 
roquias que la componen. Véase División tir- 
ritorial, art. 25 y 2tí — Apéndice al 29 Tomo. 

TRUJILLO (provincia de). Tierras' baldías 
concedidas a favor de sus caminos. Véase Ma- 
rida y Trujillo. 

TRUJILLO (provincia de). Límites de ella con 
la de Maraca ibo. Véase División territorial^ 
D de 9 de Abril de 1850. 
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TítUJILLO. Véase Colegio nacional de Trujillo 
y Colegios nacionales, V. de 2 de Marzo de 1852 

TUBOS PARA CONSTRUCCIÓN Y REFACCIÓN DE 

camino*. Véase Arancel de importación, D. de 
22 de Febrero de 1851. 
TUMULTOS. Vé:ise Asonadas. 
TURMERO (ciudad de), decreto de 20 de 
mayo de 1854 cediendo á su municipio el edifi- 
cio denominado Fu cío ría. 
El Senado y Cámara do Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Decretan: 
Art. 19 Se da en dominio y propiedad ni mu 
nicipio de la ciudad de Turmero, el edificio de- 
nominado '• Factoría " de Ja extinguida renta 
del tabaco. 

Art. 29 Cuando el Gobierno déla Nación deba 
servirle, de una parte de dicho local, será sin nin- 
guna compensación. • 

Darlo en Caracas á 15 de Mayo de 1S54. año 
25 de ia ley y 44 de la independencia. —El Presi- 
dente del Senado, Pedro Portero. — El Presidente 
de la Cámara de Representantes, L Ruedas. — 
£1 Secretario del Sena lo, J. A. Pérez.— FA Se- 
cretario dcla Cámara de Representantes, J Padi- 
lla. 

Caracas, 20 de Mayo de 1654, año 2o de la ley 
y 44 de la independencia. — Ejecútese. — J. G. Mo- 
nagas. — Por S. E. el Presidente de ra República. 
— El Secretario de E en los DD. del Interior, 
Justicia y Relaciones Exteriores, Simón Planas, 

TURPIN y beelen. Véase Beelen. 
TUTORES. Deberes de los procuradores muni- 
cipales respecto de ellos. Véase Provincias, 
«o 49 del artículo 86 
TUMORES, acuerdo de la corte suprema de 
24 de octubre de 1844 declarando: 19, que 
cuando los nombrados por el juez no acepten 
sin excusa legal, deben ser compelíaos á ello 
con ciertos apremios; y 29. que si el nombrado, 
sin negarse á aceptar, no encontrare fiador con 
las cualidades requeridas, entre tanto, y para 
que no sufran perjuicio los intereses, de los 
menores, se nombre un simple administrador 
sin fianza, auxiliado por el procurador munici- 
pal, conforme al artículo 86 de la ley orgáni- 
ca de provincias* 

En la ciudad de Caracas á 24 de Octubre de 
1844, 15/ y 349, reunidos los Señores Presi lente 
y Ministros de la Corte Suprema acordaron. El 
juez de primera instancia del primer circuito de 
Apure manifiesta 6 la Corte Superior del 29 dis- 
trito que se hallan pendientes en su juzgado va- 
rias actuaciones sobre nombramiento de tutores 
y curadores de huérfanos, porqne los nombrados 
para desempeñar este encargo no quieren admitir- 
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le, 6 no encuentran fiadores abonados, añadiendo 
que algunas de las herencias consisten en pocas 
cabezas de ganado dispersas en las sabanas, que 
apenas bastan para satisfacer con su valor los gas- 
tos de su reunión é inventario. Hace el juez esta 
manifestación como una consulta sobre inteligen- 
cia de ley, solicitando que se obtenga del Poder 
Legislativo una medida que allane las dificultades 
ocurridas. — La Suprema Corte conviniendo en 
el informe de la Superior, y con la exposición del 
ministerio fiscal, encuentra que no hay sobre in- 
teligencia de ley una duda que motive consulta. 
Los nombrados para guardadoies délos huérfanos, 
que sin excusa legal, rehusen entrar en el desem- 
peño de su encargo, están sujetos á los apremios 
que iu ley ha puesto á disposición de los jueces 
para hacer eficaces sus órdenes en la administra- 
ción de justicia, y para que cada cual cumpla ron 
sus deberes respectivos. Cuando los nombrados 
rio pueden prestar la fianza llega á ser imposible 
llenar los requisitos de seguridad que U ley seña- 
la,)- en esta imposibilidad debe obrar la pruden- 
cia y discreción del juez, adoptando medios de evi- 
tar perjuicios á los huérfanos mientras existan las 
dificultades. Tal es el que indica el ministerio 
fiscal de nombrar un simple administrador de los 
bienes sin la fianza- invigilando el juez entre tanto 
para que se llenen los requisitos legales al mismo 
cesar el embarazo ; y haciendo que el procurador 
municipal le preste la cooperación de que «trata el 
artículo 86 de la ley orgánica de provincias ; si 
la escasez de la herencia es tal que para reunir 
las cabezas de ganado en que consiste, hade con- 
sumirse el a misma, es un mal para los huérfanos, 
pero en nada pueden evitarlo los tribunale's; equi- 
vale esto á no habérseles dejado herencia alguna. 
Comuniqúese este acuerdo á las Cortes Superio- 
res. — Urbaneja. — Martínez. — Bracho, — Duarte, 
TUTORES délos manumisos. Reglas para su 
nombramiento. Véase Libertad de esclavos, 
R. E. de 7 de Julio de 1854, Punto 69 
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UNIFORMES militares, decreto de 24 de 
ENERO de 1826 autorizando al Poder Eje- 
cutivo para designarlos (*). 

(*) Este Decreto no se halla en el apéndice al cuerpo 
de leyes de 18*51, sin duda por haberlo juzgado insnb- 
Biütente. Pero si es cierto que lo está respecto del Uní- 
forme de la marina por virtud del art. 17 de la ley de 17 
de Abril de 1844, que lo establece, do lo es por lo que 
hace al del ejército. Por el contrario están vigentes, y 
recientemente mandadas observar las reglas dictadas por 
el Poder Ejecutivo de Venezuela en virtud de la antori- 
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El Senado y Cámara de Representante* da la 

República de Colombia reunidos en Con* 

gtcso. 

Considerando: Que es necesario arreglar el 
uniforme y divisas que deben usar los individuos 
de la clase militar, pertenecientes al ejército y 
marina de la República, ya para que algunos ofi- 
ciales subalternos no intenten llevar un vestido su- 
perior á su sueldo, y 3ra para que se evite la con- 
fusión que de otra suerte debe experimentarse en 
perjuicio de la disciplina del ejército, decretan : 

Art 19 L°3 individuos del ejército y marina 
de la República deben conservar y conservarán 
el uso del uniforme, y divisas que arreglará el 
Poder Ejecutivo conforme á las bases siguien- 
tes: 1? Las divisas de los individuos del ejército 
y marina, que sirven para distinguir los grados 
militares, serán eo cuanto pudieren ser las mis- 
mas que actualmente están en uso : 3& Loa uni- 
formes del ejército y marina serán sencillos y 
económicos. 

Art. 29 Ningún militar perteneciente al ejér- 
cito y marina de la República usará de unifor- 
me ni divisa que no le corresponda por su grado. 

Dado en Bogotá á 23 de Enero de 1826, 16. 
— El presidente del Senado, Luis A* BaralU — 
£1 presidente de la Cámara de Representantes, 
Cayetano Arvelo. — El secretario del Senado, 
Luis Vargas Tejada. — El diputado secretario, 
Mariano Miño. 

Palacio del Gobierno en Bogotá á 24 de Ene- 
ro de 1826, 16 — Ejecútese. — Francisco de Pau- 
la Santander. — Por S. E. el Vicepresidente de la 
República, encargado del Poder Ejecutivo- - El 
secretario de Estado del despacho de guerra, 
Carlos Soubletle. 

UNIFORMES MILITARES. DECRETO REGLA- 
MENTARIO DEL PODER EJECUTIVO DE COLOM- 
BIA de 20 de julio de 1826 reglamentando 
el anterior. 

Francisco de Paula Santander Vicepresidente de la Re- 
pública de Colombia &. 
Habiendo atribuido la ley de 24 de Enero de 
este año al Poder Ejecutivo el arreglo de las di- 
visas y uniforme del ejército y marina, previ- 
niendo en consecuencia que proceda á verificar- 
lo del modo mas sencillo y económico ; y te- 
niendo presentes los estatutos de la ley orgánica 
del ejército en cuanto á las clases de mando que 
deja establecidas, y á las que divide las diferen- 
tes armas del ejército, he venido en decretar y 
decreto el siguiente reglamento de divisas y uni- 
formes militares. 



saclon que da este Decreto, como se ve de la R. E. de 8 
de Mareo de 1843 que se inserta adelante, y últimamente 
reproducida por la de 27 de Setiembre de 1849. 
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Oficiales generales. 
Art 10 Las divisas y uniformes de los oficia* 
les del ejército no se diferenciarán según la ar- 
ma á que hubieren pertenecido, 6 pertenecie- 
ren, sino según los grados que reconoce la ley. 

General de División . 

Art. 29 Uniforme. Casaca asul turquí, forro 
encarnado, solapa, cuello, vueltas y calzón de 
grana, con bordado de oro, figurando ojas de 
laurel, por la orilla de las faldas, carteras cnello, 
solapa, y' ¥ vueltas; botón dorado, bota regular 
por encima del pantalón^ corbata negra, sombre- 
ro apuntado galoneado de oro con escarapela na- 
cional, y pluma blanca ó tricolor; faja encarna- 
da con borlas de oro, charreteras de oro de ca- 
nelones gruesos, con dos estrellas de piala en las 
palas, y espada. El mismo uniforme y divisas 
usarán los actuales generales en jefe, con sola la 
diferencia de llevar una estrella mas en las pa- 
las de las charreteras. 

General de Brigada. 

Art. 39 Uniforme, canaca azul turquí, forro, 
vueltas, cuello y solapa del mismo color ; borda- 
dos iguales á los del general de división, pero so- 
lo en las vueltas, cuello y solapa : botón dorado, 
pantalón blanco sin bordado; bota regular por 
encima del pantalón, corbata y sombrero igua- 
les á los detallados para el general de división ; 
faja celeste con borlas de oro, charreteras de oro 
de canelones gruesos con una estrella de plata en 
las palas, y espada. 

Los generales que estén de ruarte] usarán de 
los mismos uniformes según sus grados. 
Coroneles. 

Art. 49 Los coroneles que pertenezcan al es- 
tado mayor general con nombramiento de pri- 
meros ayudantes usarán el uniforme detallado en 
el artículo 36 del reglamento de 8 de Noviem- 
bre de 1825 que organiza el estado mayor gene- 
ra], con la única variación de llevar faja amarilla 
con borlas de oro en vez de faja encarnada, y es- 
ta variación será general para todos los corone- 
les efectivos, de cuartel, graduados, retirados, ó 
reformados, y las borlas de las fajas se uniforma- 
rán al color de sus cabos según el arma. 

Art. 59 El coronel de caballería, casaca azul 
turquí con vuelta, forro y cuello encarnados, sin 
solapa, vivo blanco, botón de plata, pantalón azul, 
bota alta con espuela, sombrero apuntado y ga- 
loneado de plata con la escarapela nacional, cor- 
bata negra, charreteras de plata de canelones 
gruesos, sable con guarnición de lo mismo, y 
faja amarilla con borlas también de plata, 

Art 69 El coronel de infantería, la misma ca- 
saca que el de caballería, con botón dorado y vi- 
vo amarillo, pantalón blanco, corbata negra, bo- 
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ta regular por encima del pantalón, sombrero 
apuntado y galoneado de oro, charreteras do co- 
lor de oro de canelón grueso'» espada con guar- 
nición dorada, y faja amarilla con borlas de oro* 

Art. 79 El coronel de artillería, casaca azul 
turquí, con vueltas, cuello y forro encarnados, 
vivo azul turquí, solapa azul con vivo encarna- 
do y siete ojales de galón de oro de cinco hilos ; 
y en el cuello y golpes de la casaca granadas de 
oro ; pantalón azul turquí y las demás divisas 
como los coroneles de infantería. 

Art. 89 El coronel de ingenieros Jo mismo 
que los de artillería, con la diferencia de que los 
cabos serán de plata, los vivos blancos, y que el 
cuello y golpes de la casaca llevarán castillos de 
plata. 

Art. 90 Loa coroneles que tengan el mando 
de un cuerpo usarán el uniforme de él hasta que 
sean separados. 

Art. 10. Los coroneles de cuartel usarán uni- 
forme en todo igual al de los coroneles en servi- 
cio activo según sus respectivas armas* 

Art. 1 1 . Los coroneles retirados, casaca azul 
sin solapa, cuello, vuelta y forro azules ; panta- 
lón azul, bota regular, corbata negra, sombrero 
apuntado y galoneado; cabos de plata, ios de ca- 
ballería 6 ingeniero : y de oro, los'de infantería y 
artillería ; divisas iguales á las de los que están 
en servicio activo. 

Art. 12. Los coroneles no llevarán pluma en 
el sombrero.' 

Divisas del ejército. 

Art 13* Primer comandante; una charretera 
en el hombro derecho igual á la de los coroneles, 
y una pala en el izquierdo igual á la de la char- 
retera, y faja encarnada con borlas de seda. 

Art. 14. Segundo comandante; una charre- 
tera en el hombro izquierdo como la del primer 
comandante, y una pala en el derecho, y (aja en- 
carnada con borlas de seda. 

Art. 15. Capitán: dos charreteras de canelón- 
sillo de pulgada y media de largo y ana línea de 
diámetro. 

Art. 16. Teniente primero; una charretera 
como las del capitán en el hombro derecho» y 
dos galones de cinco hilos en las vueltas» 

Art. 17. Teniente segundo: una charretera en 
el hombro derecho como la del teniente primero 
y un galón de cinco hilos en las vueltas. 

Art. 18. Subteniente primero : una charretera 
en el hombro izquierdo y un galón de cinco hi- 
los en las vueltas. 

Art 19. Subteniente segundo: una charrete- 
ra en el hombro izquierdo igual á la del subte- 
niente primero. 

Art 20, Sargento primero* (rea galonea del 



anche de se!» líoeos* de oro & piafa, según sus 
cabo», efe cada braza ciwtUo dedos mas abajo del 
hombro formando ángulos, cuyo vértice esté ha- 
cia arriba, y los extremos alcancen á las costuras 
de la manga, la distancia de uno á otro igual al 
ancho del galón. 

Art 21. Sargento segundo: do9 galonea de 
seda en la misma proporción del mismo ancho, y 
en la forma que loe de loe primeros. 

Art 22. Cabo primero: dos galones blancos 
de hilo, de un dedo de ancho, en las vueltas de 
la casaca, con igual distancia entre uno y otro. 

Art 23. Cabo segundo : un solo galón de la 
clase del de los primeros. 

Uniformes del ejercitó : caballería ligera* 

Art. 24. Casaca corta azul turquí, con vuel- 
tas, cuello y forro verdes y vivos blancos ; sola- 
pa azul con vivo blanco, pantalón azul turquí, 
con franja blanca, corbatín negro, bota con es- 
puela por debajo del calzón, morrión de zuda 
con carrilleras, y escudo de meta!, y en ¿1 la ins- 
cripción, República de Colombia f pompón ver- 
de ó pluma del mismo color, de una cuarta de 
alto y cordones blancos; gualdrapa azul con 
franja blanca. 

Art 25. El clarín mayor en esta caballería 
llevará el mismo uniforme que ia tropa, y ade- 
mas dragonas blancas de lana en los hombros ; 
que cubran la costura de la manga y cinco cin- 
tas blancas de tres dedos de ancho en cada bra- 
zo, tres entre el hombro y el codo, y dos entre el 
codo y la vuelta en forma diagonal de la costu- 
ra de fuera á la de adentro. 

Art. 26, Los demás clarines usarán el mismo 
uniforme y dragonas, y solo dos cintas entre el 
hombro y el codo en la forma dicha. 

Caballería de linea, 

Art 27. Casaca azul con cuello, vueltas, for- 
ro y vivos amarillos, solapa azul con vivo ama- 
rillo, pantalón azul con franja blanca * corbatín 
negro, bota con espuela por debajo del calzón, 
morrión de zuela con carrilleras y escodo de me- 
tal, y en él la inscripción, República de Colono 
¿id, pompón 6 pluma amarilla de una cuarta de 
alto, cordones blancos y gualdrapa verde con 
franjas blancas. 

Art 28. El clarín mayor en esta caballería 
usara igual uniforme al de la tropa, y dragonas y 
cintas en los hombros y brazos del mismo coto? 
y dimensiones en la misma forma que el de la 
caballería ligera» 

Art. 29. Los demás clarines el mismo roti- 
forme de la tropa, y dragonas y cintas en lo* 
brazos en todo iguales á los de la caballería bV 
lgera t 
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Infantería ligera, 

Art 30. Casaca corta axul turquí, con vuel- 
tas, cuello y forro celestes, vivos amarillos, pan- 
talón azul turquí, con franja celeste, botín ne- 
gro debajo del pantalón, morrión de zueia con es- 
cudo al frente que llevará la inscripción, Repú- 
blica de Colombia, cordones amarillos 7 pom- 
pón verde. 

Art. 31. La banda y orquesta de infantería 
usará casaca corta azul celeste, con vueltas, cue- 
llo y forro azul turquí, vivos amarillos, panta- 
lón celeste con franja azul turquí; morrión igual 
al de la tropa con pompón azul turquí, drago- 
nas, y tres cintas en los brazos del mismo color, 
y estas entre el hombro y el codo, y en la forma 
explicada para los clarines. 

Infantería de linea* 

Art* 32. Casaca corta azul turquí con vueltas, 
cuello y forros encarnados, vivos amarillos, pan- 
talón azul con franja encamada, corbatín negro y | 
botín del mismo color debajo del calzón ; morrión ¡ 
de suela «lado de negro ; con escudo al frente con 
la Inscripción República de Colombia, cordones y 
pompón amarillo. 

Art 33. La banda y orquesta do isla infante- 
ría usará casaca corta aznl celeste con vueltas, 
cuello y forro encarnados, vivos amarillos, pan- 
talón celeste con franja encamada: dragonas, pom- 
pón y cintas encarnadas en los brazo?, cinco los 
tambores, cornetas y müsicos mayores, y dos las 
demás e lases en la forma explicada para los cla- 
rines. 

Artillería ligera* 

Art, 34. Casaca corta azul turquí con vueltas, 
cuello y solapa del mismo color, forro y vivos en- 
carnados, con siete ojales amarillos en la solapa, y 
granadas amarillas en el cuello, pantalón azul tur- 
quí, corbatin negro, botin negro debajo del calzón, 
morrión lo mismo que el de la infantería ligera. 

Artillería de línea. 
Art 35. Casaca corta azul turquí con vueltas, 
cuello y solapa del mismo color, forro y vivos en- 
carnados y granadas amarillas en el cuello, pan- 
talón azul turquí con franja encarnada, corbatín, 
botín y morrión como la infantería de línea con 
la sola diferencia de que el pompón sea encarna* 
do. 

Zapadores, 

Art 36. Este cuerpo usará casaca corta gris» 
corymello, vueltas y forro encarnado, vivos blan- 
cos, pantalón gris, y en todo lo demás «orno la la* 
fautoría ligera. 

Oficiales dd tjército. 

Art 37. Los oficiales de caballería ligera vea* 
rtn uniforme en todo igual al que queda detallado 
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para esta arma, y estando de facción llevarán car- 
tuchera tereiadtt del hombro izquierdo ai costado 
derecho. 

Art. 38. Los oficiales de caballería de línea y 
de infantería y artillería ligera y de linea, vesti- 
rán así mismo el uniforme detallado á sus res- 
pectivas armas, con la advertencia de que siem- 
pre que se trate de franjas o cordones, se enten- 
derá por punto genera), que habrán de ser de hi- 
lo ó seda hasta la clase de capitán inclusive, y 
que solo los primeros y segundos comandantes 
usarán franjas y cordones de oro, ó plata según 
sus cabos. 

Art. 59. Los < -ficiales de tropa ligera y to- 
dos los de caballería usarán morrión igual al de 
la tropa con cordones y con pluma de una cuar- 
ta de alto, del color del pompón de la tropa. 

Art. 40» Los oficiales de tropa de línea, ex- 
cepto en la caballería, usarán sombrero apunta- 
do y furrado en hule precisamente, hasta la clase 
de capitán inclusive, ribetead o -con cinta negra, 
presilla de oro ó plata según sus cabos, la escara- 
pela nacional y pluma del color del pompón de 
la tropa de su arma, de una cuarta de alto, so- 
lo ios primeros y segundos comandantes po- 
drán usar el sombrero sin el forro de hule, y ri- 
beteado con galón de seda negra. 

Art. 41. £03 oficiales de artillería ligera, y de 
línea, llevarán granadas do metal en el cuello y 
faldas de la casaca. 

Art. 42. Todos los oficiales de caballería usa- 
rán sables, y los de infantería, artillería, é inge- 
nieros llevarán espadas, excepto los de artillería 
ligera que también usarán sable. 

Art 43. Los oficiales de caballería en todo 
acto de servicio llevarán el sable pendiente de 
tiros i\e\ color de la fornitura de su cuerpo, y los 
de infantería, artillería é ingenieros en el mismo 
caso llevarán tahalíes del color de la fornitura 
de su cuerpo. 

Art. 44. Los oficiales de ingenieros vestirán 
casaca azul con vueltas, cuello, y forro encarna- 
dos, vivos blancos, solapa azul con vivo blanco, y 
con siete ojales de galón de plata de cinco hilos, 
y castillos en el cuello y en las faldas de la casa- 
ca, calzón azul turquí, bota regular, sus divisas 
respectivas, espada y sombrero apuntado y for- 
rado en hule como los oficiales de línea, excepto 
los primeros y segundos comandantes que pue- 
den usarlos sin forro. 

Art 45. Loe (Aciales de estado mayor de las 

{lasas vestirán «asaca atol con vueltas, cuello y 
)rto azules, pantalón asul ; un galón de oro de 
tres dedos de ancho en las vueltas, sombrero apun- 
tado f ferrado eetno el de los oficiales de línea, 
eepada en biricú y bota regular. 
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Art. 46. Los oficiales retirados usarán casaca 
azul de corte militar con vueltas, cuello y forro 
azules, pantalón azul ; corbatín negro, bota regu- 
lar, espada en biricú, sus divisas respectivas, y 
sombrero apuntado y forrado en hule como los ofi- 
ciales de línea, excepto los primeros y segundos 
comandantes que pueden usarlo sin forro. 

Empleados de justicia, de administración y 
de salud. 

Art 47. Los auditores de guerra usaran casaca 
negra con cuello derecho, y en él un bordado de 
oro del ancho de ocho líneas, chupa y pantalón 
blancos: sombrero apuntado, y guarnecido de 
galón de seda negra con la escámpela nacional, y 
espadín en biricú negro. £1 bordado conforme al 
modelo que se (Jará. 

Art. 48. Los comisarios de guerra usarán casa- 
ca azul con cuello y vueltas encarnadas, vivo 
blanco, un bordado de seis líneas de ancho en el 
cuello, pantalón blanco, bota regular, sombrero 
apuntado guarnecido de seda negra con la es- 
carapela n ación í. I y espada. El bordado conforme 
al modelo que se dará. 

Art 49. Los médicos y cirujanos mayores 
usarán ensaca azul turquí con vueltas y cuello 
del mismo color, y en él un galón de tres dedos 
de ancho ; pantalón azul, bota regular, sombrero 
apuntado gu»rneci<!o de seda negra con escarape- 
la nacional y espuela. 

Art. 60. Los médicos y cirujanos ordinarios 
usarán el mismo uniforme que los mayores, dife- 
renciándose en que sus galones serán de un dedo 
de ancho y su sombrero apuntado forrado en hule. 
Los comisa rios, médicos y cirujanos que hubie- 
ren obtenido, ú obtuvieren en lo sucesivo grados 
militaros, llevarán las divisas correspondientes 
sobre el uniforme que se les ha detallado, y del 
mismo color do su botón. 

Alumnos militares. 

Art. 51. Usarán casaca azul con corte mili- 
tar, sin solapa con vueltas, cuello y forro azules y 
botón dorado, pantalón azul, bota ó botín por de- 
bajo del pantalón ; corbata negra, sombrero re- 
dondo con la escarapela nacional y presilla de 
galón de cinco hilos. 

Art. 52. Dentro de los colegios usarán una le- 
vita azul larga, de tela apropiada al clima, con 
botón dorado; pantalón azul ó blanco, media 
blanca, zapato, corbata negra y gorro de cuar- 
tel azul; * 

Disposiciones generales. 

Art. 53. La infantería y artillería llevarán el 
botón y todos sus cabos de metal dorado, la ca- 
ballería é ingenieros de metal blanco ó plateado. 
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y lo mismo los empleados de la administración y 

de salud. 

Art. 54. En todo acto del servicio público lle- 
varán todos los individuos militares, el uniforme 
detallado por este reglamento, siempre que con- 
curran en calidad de tales militares. 

Art. 55. En ningún caso podrá oficial alguno 
hacer el servicio militar con otro traje ó vestido 
que su uniforme, y menos usar de divisas mili- 
tares sin llevar este ó el pequeño que se detalla- 
rá, ni llevar el uniforme sin todas sus correspon- 
dientes divisas. No se permitirá que desde la cla- 
se de subtenientes hasta la de primer comandan- 
te se usen charreteras con los canelones recogi- 
dos para suplir las espoletas, r sobre esto habrá 
la mayor severidad, por cuanto se ha introduci- 
do un abuso muy general y subversivo del or- 
den que se establece en las divisas. 

Art. 56. Los oficiales generales podrán usar 
un pequefio uniforme reducido á casaca azul tur- 
quí con solo las vueltas y cuello bordados de 
oro ; pantalón azul ó blanco y las divisas cor- 
respondientes, á su grado. También podrán usar 
con este pequefio uniforme el sombrero apunta- 
do sin galón, lo que se hace extensivo á los coro- 
neles. 

Art. 57. Los oficiales generales y coroneles 
en actos que no sean del servicio de armas, y en 
marchas y en camparla, podrán usar levita, 6 so- 
bretodo azul, con el sombrero y (aja correspon- 
diente á su grado. 

Art. 58. El resto de los oficiales del ejército 
fuera de formación y para el servicio de discipli- 
na, y de cuartel, podrán usar levita azul, con las 
vueltas, cuello y botón como el de su uniforme, 
pantalón blanco ó azul, bota ó zapato y sombrero 
redondo con la escarapela nacional. En los mis- 
mos casos podrán usar gorro de cuartel del color 
del de la tropa á que pertenezcan, de huleó pieles; 
pero tanto en esto como en las levitas se uni- 
formará cada cuerpo precisamente. 

Art. 59. Los oficiales de estado mayor usarán 
para asistir á sus oficinas el uniforme que les está 
detallado, pero sin solapa ni cordones. 

Art. 00. Los ayudantes de campo de los oficia- 
les generales usarán el uniforme del arma á que 
pertenezcan ; morrión como la caballería con 
pluma encarnada de una cuarta de alto, faja celes- 
te sin borlas, cordones como los oficiales de esta- 
do mayor. 

Art 61. Para montar á caballo, podrán usar- 
se dormanes por los oficiales generales y corone- 
les, y por los demás oficiales chaquetas, conser- 
vando ios mismos colores de sus respectivos uni- 
formes, para la chaqueta, cuello, vueltas y vivos. 
Los generales y coroneles en este caso llevarán 
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la f*j a correspondiente, y los tiernas jefes y oficia 
) e s sus respectivas divisas. 

Aírt. 6* Todo- oficial del ejército de cualquier 
grado que sea, en aclos que no sean del servicio 
de armas podrá llevar ei uniforme que le corres- 
ponda, con el calzón del color que se le hubiese 
detallado para el pantalón, 6 blanco, charretera y 
hebilla como sus cubos. 

Art. 63- La artillería é infantería de línea usa- 
rá fornituras ó correajes blancos, y la ligera usa- 
rá fornitura negra. 

Art. 64. To/lo oficial de infantesa y artillería 
llevará tahalí del color de la fornitura de su cuer- 
po en todo acto del servicio: fuera de él llevarán 
la espada en biricú ó en tiros : es decir, que uno 
de estos dos métodos ha de adoptarse en cada 
cuerpo para todos sus oficiales. La caballería lige* 
ra y de línea usarán blancos los portacarabinas, 
liros de los sables y demás correaje. 

Art. 65 Los oficiales de caballería usarán en 
todo acto del servicio y fuera de él, sable con 

tiros. 4 . , 

Art. 66. El vestuario de cuartel para todas las 
tropas *erá de lienzo blanco, con las vueltas, cue- 
llo y franja como el de su uniforme, gorra azul 
de paño, y mota del color del pompón 6 pluma 
de su morrión. 

Art. 67 En campafia y en marcha llevarán 
fundas en los morr iones : azules toda la tropa li- 
gera, y blancas toda la tropa de línea, 

Art. 68. Cuando el gobierno designe su nú- 
mero á cada cuerpo de infantería y caballería, lo 
llevará la tropa en la escarapela del morrión, 
sobre la funda de este y en la gorra de cuartel. 

Art 69. Los c« potes serán azules 6 pardos: 
pero iguales en cada cuerpo desde el comandante 
primero hasta el último individuo. 

Art. 70. Todos los cuerpos del ejército usarán 
el vestuario que hubieTen recibido en el presente 
afio, y desde que reciban el correspondiente al 
afio de 1827 no se podrá llevar otro que el detalla- 
do en este reglamento ; pero como antes de for- 
marlo se hubiese contratado vestuario para la ca- 
ballería enteramente distinto del que ahora se 
fija, si el contratista no pudiere ya reformarlo con 
sujeción al reglamento, los cuerpos que lo reci- 
ban lo usarán en solo la clase de tropa y hasta 
romperlo; pero los oficiales llevarán el que les cor- 
responda. 

Art 71. Conforme á los modelos que se dis- 
tribuirá» se arreglarán precisamente los unifor- 
mes expresados, en su forma y corte ; bien enten- 
dido que el que no estuviere arreglado á dichos 
modelos no se permitirá usar de modo alguno. 
Luto, 

Art> 72* Los generales y coroneles llevarán 
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una banda negra del hombro derecho al costado 
izquierdo, atada con una cinta encarnada, y un 
lazo también negro en el pufto de la espada. 

Art. 73. Los primeros y segundos comandan- 
tes llevarán el mismo lazo en el pufto de la es- 
pada, y otro en el brozo izquierdo. 

Art. 74. Los demás oficiales de capitán inclusi- 
ve abajo llevarán solamente el lazo en el brazo 
izquierdo. 

Art. 75. El estado mayor general, los coman- 
dantes generales, loa estados mayores de ejércitos, 
divisiones y departamentos, y los jefes de los 
cuerpos celarán el cumplimiento de cuanto va pre- 
prevenido en este decreto, de cuya ejecución queda 
encargado el Secretario de Estado del despacho 
de la Guerra. 

Dado, y firmado por mi mano y refrendado por 
el Secretario de Estado en el Despacho de mari- 
na y guerra en el palacio del gobierno en Bogo- 
tá á 20 de Julio de 1826, 1 69.— Francisco de 
Paula Santander. — Por S. £ el Vicepresidente 
de la República. — El Secretario de Estado del 
Despacho de Marina y Guerra, Carlas Soublette* 

UNIFORMES MILITARES. RESOLUCIÓN ejecu- 
tiva de 13 de enero oe 1842 reformando en 
parte el decreto anterior. 
Enero 13 de 1842. — Sr. comandante de armas 
de la provincia de. — Circular. 

Atendiendo el Poder Ejecutivo A lo representa- 
do por varios tenientes y subtenientes del ejército, 
sobre las divisas que caracterizan estos grados, ha 
resuelto con eata fecha, y eu uso de la atribución 
que le concede el artículo 1° del decreto legisla- 
tivo de 24 de Enero de 1826, lo siguiente : 

lO La divisa del teniente berá una charretera 
de caneloncillo de pulgada y media de largo y una 
línea de diámetro en el hombro derecho, y una 
pala igual á la de la charretera en el hombro iz- 
quierdo. 

2? La divisa del subteniente será una charrete- 
ra igual á U del teniente en el hombro izquierdo, 
y una pala igual ala de la charretera en el hom- 
bro derecho. 

3^ Se prohibe expresamente que los primeros 
y segundos comandantes y los tenientes y sub- 
tenientes, que por las disposiciones vigentes y por 
la que hoy se libra usan palas, las sostituyan con 
charreteras recogidas, conforme á lo dispuesto en 
el articulo 55 del reglamento de uniformes de 20 
de Julio de 1826. 

La que comunico á US. para que publicándola 
en la orden de la plaza, tenga su cumplimiento. 

Soy He US. atento servidor. — F Hernaiz. 
UNIFORMES militares, resolución ejecuti- 
va de 23 de octubre DE 1849 adicional á la 
anterior. 
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Resuelto* — Dígase á loa comandantes de armas 
de- las provincias To siguiente 

En adición 6 la resolución del Gobierno de 13 
de Enero de 1842 alterando el decreto del Poder 
Ejecutivo de Colombia sobre uniformes y divisas 
militares respecto de estas últimas, y mientras se 
complementan las reglas que sobre el particular 
deben observarse en Venezuela ; S. E. el Poder 
Ejecutivo ha resuelto lo que sigue : 

19 Los sombreros de los oficiales de capitán á ba- 
jo, que por el citado decreto deben ser de hule, se 
usarán en adelante de paño ribeteado con galón de 
seda negra, y llevando en ellos la escarapela na- 
cional sostenida por una presilla de galón de oro 
ó plata según los cabos, cuyo diámetro será de dos 
pulgadas. Los punteras serán de hilo de oro ó 
plátano colgantes. 

29 Los sombreros de los jefes serán también de 
paño con la escarapela nacional sujeta por una 
presilla de oro ó plata de 3 á 4 pulgadas de diá- 
metro, pudiendo ser esta última de trensas 6 cor- 
dones entretejidos. Las punteras serán de cane- 
lones, y ti ribete de los bordes de galón de oro ó 
plata con las dimensiones que siguen : 

Para los comandantes hasta una cuarta de pul- 
gada de visto. 

Para los coroneles hasta 2 pulgadas. 

Para loa generales de 2 á 3. 

89 Los oficiales de capitán á bajo usarán plu. 
meros que no tx^edan del tamaño de una cuarta- 
Los de infantería y artillería serán encarnados ; 
los de ingenieros blancos y los de caballería y Es- 
tados Mayores amarillos. Los comandantes de las 
respectivas armas, usarán penachos de los mismos 
colores que quedan dt- talla dos. Los corónele-», los 
llevarán amarillos, y los generales blancos ó tri- 
colores. 

49 Las divina de ios subalternos continuarán 
en la forma prevenida en la citada resolución de 
13 de Enero de 1842, alterándose solamente en 
cuanto á la dimensión de los caneloncillos de las 
charreteras que serán hasta de cuatro pulgadas 
como se usan actualmente. Los capitanes las lle- 
varán con las mismas dimensiones designadas para 
los subalternos. 

59 Se prohibe que los jefc 3 y oficiales en ac- 
tual servicio, cuando vistan uniforme, ó que sin 
él vayan divisados, usen joyas no militaros de 
modo que queden visibles, ni que lleven chalecos 
y pantalones de otros coloies que blanco ó azul» 
y corbatas ó corbatines que no sean negros* Tam- 
bién se prohibe el uso de todo bordado» por estar 
atribuido exclusivamente á ios oficiales generales. 

Dada en Caracas á 23 de Octubre de 1849. 
Por 8. E.—I. Mejía. 
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UNIFORMES MILITARES. RESOLUCIÓN ejecu- 
tiva db 3 de marzo o* 1843 fijando el que de* 
ben usar en todo acto del servido los oficiales 
del ejército. 

Marzo 3 de 1843. — Considerando el Gobierno 
que ni el reglamento de uniformes de Colombia» 
ni ninguna otra disposición reconocen como di- 
visas las presillas que usan Jos generales, jefes y 
oficiales para asegurar las charreteras y espoletas, 
ha dispuesto : que para evitar toda duda y con- 
fusión, se observe en el ejército lo prevenido en 
las disposiciones del reglamento de uniformes de 
Colombia de 20 de Julio de 1826 que está vigen- 
te, y son las siguientes. 

Art 54 En todo acto del servicio público lle- 
varán todos los individuos militares, el uniforme 
detallado por este reglamento, siempre que con- 
curran en calidad de tales militares. 

Art. 55 En ningún caso podrá oficial alguno 
hacer el servicio militar con otro traje ó vestido 
que su uniforme, y menos usar divisas militares 
sin llevar este, 6 el pequeño que se Retallará, ni 
llevar el uniforme sin todas sus correspondientes 
divisas. No se permitirá que desde la ciase de 
subtenientes hasta la de primer comandante se 
usen charreteras con los canelones recogidos para 
suplir las espoletas ; sobre esto habrá la mayor 
severidad, por cuanto se ha introducido un abuso 
muy general y subversivo del orden que se esta- 
blece en la divisas. 

Por tanto el Gobierno prohibe el uso de las 
presillas soles, pues siempre han de lleva ise 
acompañadas de Jas charreteras 6 espoletas, y re- 
enmienda á ios jefes de cuerpo, el cumplimiento 
de esta disposición. Comuniqúese á quienes cor- 
responda como adicional á la de 12 de Enero úl- 
timo, y publíquese todo en la Gaceta oficial. 
Por S. E.— ürdaneta. 
UNIFORMES militares. Cuáles deberán usar 
los oficiales de maiina. Véase Marina de guer- 
ra, L. de 16 de Abril de 1844, art. 17. 
UNIFORMES militares, resolución ejecu- 
tiva de 26 de setiembre de 1851 disponien- 
do que lor jefes y oficiales del ejército emplea- 
dos en la milicia, usen loa de su grado en él* 

Secretaría de Guerra.-— Sección segunda. 
Circular. — Caracas, Setiembre 26 de 1851. 

Señor Gobernador de ia provincia de 

Para evitarla irregularidad que debe ocasionaren 
la milicia el uso de vas divisas de los jefes y oficia- 
les del ejército uuetengan en «tiasvperior grado; 
y para hacer extensiva á toda la de reserva la 're- 
solución del Peder Ejecutivo de 11 de Abril de 
1849, por la cual se permitió al batallón Carocas, 
que entonces hacia parte de la guarnición de esta 
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capital, el uso del uniforme de la faena perma- 
nente, dispone el Poder Ejecutivo: que las diri- 
ges de los jefes y oficiales del ejército, empleados 
de la milicia, sean las del grado que tengan en ella, 
y que los milicianos en activo servicio, ó cuando 
puedan todos costearse el uniforme del ejército, 
lo usen con la limitación prescrita en el artículo 
60 (leí decreto reglamentario de ia ley de milicia 
de 1° de Agosto de 1836. 

Soy, &,.— Por 8. E.— Af»*** Tébar. 
UNIFORME de los cónsules t agentes comer. 

cíales. Véase Consulados venezolanos, D. E. 
de 22 de Julio de 184?. 
UNIVERSIDADES. Véase Instrucción publica, 

LU L art. 1? n <> 3? y art 4 o y IV. hasta la 

XIII. 
UNIVERSIDADES, decreto ejecütito de $1 

de abril dk 1840 aplicando á la de Caracas 

varios bienes de los Conventos suprimidos. (*) 
José Antonio Páez, Presidente de la República 
de Venezuela, $ 9 4"» 4"* 
Considerando : 

1<> Que conforme á lo dispuesto en los artícu- 
los 3? de la ley de 28 de Julio de 1821, 72 y 73 
de la ley de 18 de Marzo de 1820, 7? de la de 7 
de Abril del mismo a fío y 69 del decreto de 23 
de Febrero de 183? sobre la aplicación délos 
bienes y rentas de los conreo tos suprimidos, el 
Poder Ejecutivo ha cedido el cuerpo principal del 
convento de San Francisco de esta ciudad al co- 
legio de la independencia, en virtud de una con- 
trata, en calidad de reversión al Estado en su 
debido tiempo, y entre tanto á condición de la 
educación gratuita de un determinado número de 
niños pobres ; y ha aplicado el otro cuerpo á la 
Universidad central; el edificio del convento de 
la Merced á la Facultad médica; 20.000 pesos 
de capitales de censos arreglados al colegio na- 
cional do Calabozo, y otros 20.000 pesos de los 
mismos capitales y la casa numero 111 de la ca- 
lle de las ciencias al colegio de educación de ni- 
ñas en esta ciudad. 

20 Que según el nun% 59 del art 72 de la ley 
de Ib de Marzo de 1826 citada, son rentas de las 
universidades centrales, las de los conventos su- 
primidos en las respectivas provincias del aepar- 
tamento, siempre que no se hayan aplicado á los 
colegios, ni sea preferente en lo sucesivo otra apli- 
cación á los mismos & juicio de las direcciones y 
ero aprobación del Poder Ejecutivo; y 

89 Que las rentas de los conventos suprimidos 
en esta ciudad, so encuentran en el caso del nú- 
mero 69 del art 72 citado, respecto de la Uuiver- 

^*^P» ■■' !■ II I ■■■—.. . I I. lili ■■ 

m ¿tanque la ley de instrucción púbfica ha hecho 
igual aplicación, este Decreto contiene disposiciones que 
as W*es* aquella, 
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sidad central, después do haberse hecho las adju- 
dicaciones referidas, 

Decreto : 

•Art. 19 Con excepción de lo aplicado hasta la 
fecha á otros establecimientos» se aplican á la 
Universidad central de Caracas, en virtud de las 
leyes citadas, todos los bienes y rentas, censos, 
derechos y acciones pertenecientes a los conven- 
tos de San Francisco, San Jacinto y la Merced 
que han sido suprimidos en esta ciudad. 

Art 2? Tanto la Universidad central, como 
los colegios nacionales de Calabozo y de niñas de 
esta ciudad, cumplirán con las cargas correspon- 
dientes á los bienes y censos que se les han apli- 
cado. 

Art. 3? Mientras estos establecimientos ponen 
en rlaro dichas cargas y arreglan el modo de 
cumplirlas, la Universidad central continuará pa- 
gando de las rentas que se le aplican, los 100 pe* 
sos que el Gobierno ha dispuesto se entreguen 
mensuaimente á cada uno de los religiosos 6 cuyo 
cargo están los templos de San Francisco, San 
Jacinto y la Merced. 

Art 49 También continuarán pagando las ren- 
tas de la Universidad el sueldo do 100 pesos men. 
suales señalado al Secretario de la Dirección ge- 
neral de Instrucción pública, y 12 pesos para 
fastos de Secretaría, entre tunto se dispone de don- 
de deban salir estos gastos. 

Art 59 Es igualmente deber de Ja Universi- 
dad satisfacer con las rentas que se le aplican las 
pensiones que ha señalado el Gobierno á algunos 
religiosos, oque señale en adelante, conforme á 
lo dispuesto en el artículo 4 o del decreto legisla- 
tivo de 23 de Febrero de 1837. 

Art 69 £1 actual administrador de los bienes 
de los conventos suprimidos procederá á entre- 
gar al administrador de la Universidad central 
por forma) inventarío, de que se remitirá una co- 
pia firmada por ambos al Ministerio del Interior, 
todos los bienes, raices y muebles que están á su 
cargo, con las existencias de la administración, 
documentos, libros y demás del archivo, y desde 
que concluya dicha entrega, cesará en su destino. 

Art 79 El referido administrador de los con- 
ventos rendirá sus cuentas al tribuna] mayor por 
el tiempo trascurrido desde que se hizo cargo de 
la administración hasta que la entregue, compro- 
bándola con las órdenes que ha recibido, y el tri- 
bunal mayor procederá & examinarlas tan luego 
como le sea posible, haciendo los cargos que re- 
sulten v exigiendo que sean satisfechos hasta li- 
brar el correspondiente finiquito, de que dará 
cuenta al Ministerio del Interior. 

Art 89 El administrador de las rentas de la 
Universidad, luego que reciba las de los conven- 
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tos, entregará al administrador del colegio nacio- 
nal de Calabozo las escrituras de los 20.000 pesos 
que se han aplicado á dicho colegio, procurando 
que sean de aquellos capitales que se encuentren 
reconocidos por individuos que residan mas cerca 
de aquel colegio, para* facilitarle el cobro de los 
réditos, y entregará, luego que lo prevenga el Go- 
bierno, la casa y las escrituras de los 20.000 pesos 
aplicados al colegio de ñiflas de esta ciudad. 

Art. 9? La obra del segundo cuerpo del edifi- 
cio de San Francisco destinado á la Universidad 
central, se continuará por la Dirección general 
de Instrucción pública conforme al plano aproba- 
do, inviniéndose en dicha obra )<>s sobrantes de 
todas las renta? de la expresada Universidad. 

Art. 10. £1 Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior y Justicia queda encargado del 
curr.plimiento de eate decreto. 

Dado: firmado de mi mano: sellado con el 
sello del Poder Ejecutivo; y refrendado por el 
infraescrito secretario de Estado en los Despachos 
del Interior y Justicia, en Caracas á 21 de Abril 
de 1340, año 11? de la ley y 309 de la indepen- 
dencia. ' 

(L. S.) José A. Páez. 

Refrendado. — Ángel Quintero. 
UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva db 
26 de junio de 1839 aplicando á la reedifica- 
don del edificio desti?uido á la de Caracas el 
sobrante de sus fondos. 

Junio 26 de 1839. 
Resuelto. 
Dígase al Rector de la Universidad central: 

Destinado el segundo cuerpo del edificio de 
San Francisco para el establecimiento principal 
de instrucción pública ó sea Universidad central, 
á cuya reedificación está aplicado el producto lí- 
quido de las rentas de los conventos suprimidos 
en esta ciudad, es del ínteres de dicho estableci- 
miento la pronta conclusión de la obra ; y consi- 
derando el Poder Ejecutivo que las rentas que 
disfruta, después de cubrir sus gastos ordinarios 
y aun de pagar la dotación de alguna otra cáte- 
dra que se establezca como muy urgente, & mas 
de las que cuenta hoy dia, dejan un sobrante que 
unido á las existencias que tenga, llenará aquel 
objeto, ha resuelto aplicar también á la reedifica- 
ción del expresado edificio el sobrante de las 
rentas de la Universidad con las existencias que 
tenga, satisfechos que sean los gastos ordinarios, 
quedando en depósito del administrador de ellas 
hasta que se disponga otra cosa. 

Trascríbase á la Dirección general de instruc- 
ción pública. — Por S. E. — Urbaneja. 
UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva de 
13 de agosto pe 1839 declarando que la de 



Caracas no es ya la real y pontificia erigida 
par la Redi Cédula de 22 de Diciembre de 
1721 en el edificio del Seminario conciliar, 
sino la central creada por la ley de 18 dé 
Marzo de 1826, y que ni el Redor ni la Jun- 
ta de inspección deben arrogarse el título de 
defensores de la causa de estudio f ante el Su* 
premo Gobierno. 
República de Voneenela, — Secretaría de Estado cu el 
Despacho del Interior y Justicia. «Sección segunda.— 
Caracas 18 de Agosto de 1889, afto 10 de la ley y 29 de 
la independencia.— Nú ni. 409. 
Sefior Rector de la Universidad central. 

Presentada al despacho la exposición que US* 
se sirvió acompañarme á su nota de 10 de Julio 
último» el Poder Ejecutivo se ha servido librar la 
siguiente resolución. 

La Universidad que hoy existe en Caracas, no 
es ya la real y pontificia erigida por la real cédu- 
la de 22 de Diciembre de 1721 en el edificio del 
Seminario conciliar, sino lu central creada por la 
ley de 18 de Marzo de 1826, que derogó cuales- 
quiera leyes y resoluciones, planes de estudios, 
constituciones ó reglamentos que hubiesen regido 
hasta entonces en Tas universidades &c, en cuya 
virtud la reglamentó el Libertador por su decre- 
to de 24 de Junio de 1827; y conforme á la re- 
ferida ley, esta Universidad corno las demás de la 
República, deben estar separadas de los Colegios 
seminarios. 

En virtud del artículo 73 de la precitada ley, 
aplicó el Poder Ejecutivo para la Universidad 
central uno de los dos cuerpos del extinguido 
convento de San Francisco, y para que pudiera 
cumplir la Dirección con lo dispuesto en el artí- 
culo 28 del decreto del Poder Ejecutivo de Co- 
lombia de 3 de Octubre de 1826, destinó para la 
reedificación del edificio las rentas de los conven- 
tos suprimidos en esta capital 

Se ha negado á mandar poner á la Universidad 
en posesión de dichos bienes y rentas, por no te- 
ner el derecho con que los reclama, no habiéndo- 
se verificado la aplicación de que habla el § 5? 
del artículo 72 de la citada ley, y porque dichos 
bienes estando aplicados por la ley á la instruc- 
ción pública en universidades ó colegios, no lo 
están precisamente á la Universidad de Caracas, 
ni á este ó á aquel colegio determinado* sino 
aplicables á discreción y por el recto 6 imparcial 
sentido del Poder Ejecutivo, que es el supremo 
director de la instrucción pública con sujeción á 
las bases establecidas por la ley : que es el poder 
nacional á cuyo discernimiento está crear cole- 
gios y universidades donde mas convenga que loa 
haya, para difundir en la República la ensefianza 
y la ilustración. 

Cuando el Gobierno dispuso en resolución da 
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26 de Junio, que las existencias J sobrantes de 
las rentas aplicadas á la ensefiansa en la Univer- 
sidad central de Caracas, se invirtiese también en 
la edificación del edificio que ha de ocupar, salvo 
la erección de alguna otra clase qoe de presente 
se estimase necesaria, de tal manera que no se 
priva la enseñanza publica de recibir el ensanche 
que por ahora necesite, 7 al mismo tiempo se 
cumple con el precepto de la ley, sobre que las 
universidades queden separadas de los colegios 
seminarios. Ademas del precepto de la ley, lo 
exige en Caracas la necesidad, pues todos están 
palpando que el Seminaria no presta capacidad 
para los estudios generales, los edificios son tan 
necesarios para los establecimientos públicos, que 
sin ellos no podrían existir: esta verdad nunca 
podrá ser ofuscada por vanas declamaciones. £1 
aumento de renta á los catedráticos tendrá su 
oportunidad, luego que se haya atendido á una 
necesidad mas urgente, cual es Ja del edificio á 
que ha de trasladarse la Universidad. 

Ni el Rectorado ni la Juntar de inspección de 
la Universidad, deben arrogarse el título de de- 
fensores de la causa de estudios ante el Supremo 
Gobierno por acuerdos y providencias emanadas 
de su autoridad instituyente y protectora de la 
educación y ensefiansa pública: menos aun ex- 
presarse y difundir la creencia de que el Gobier- 
no nacional distrae de su objeto las rentas que le 
ha designado la ley. Por tanto, se ratifican las re- 
soluciones de 25 y 26 de Junio último, & las cua- 
les se les dará su debido cumplimiento ; y se pre- 
viene que en lo adelante no se establezca en la 
Universidad central ninguna nueva enseñanza 6 
cátedra, sin que preceda el acuerdo de la Direc- 
ción general de estudios, y la aprobación del Po- 
der Ejecutivo. 

Tengo el honor de comunicarla á US. para su 
inteligencia y fines consiguientes. 

4 Soy de US. atento servidor. — D. B. Urbaneja. 
UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva de 
8 de octubre DE 1844 declarando que el ca- 
nónico lectoral de la Catedral de Metida de- 
be regentar la cátedra de historia sagrada. * 
Departamento de lo Interior. — Sección segunda. 
Caracas Octubre 8 de 1844. 
Resuelto.— Erigida la Universidad de Mérida, 
el Seminario quedó sujeto en cuanto al régimen 
escolar á los estatutos de aquella, y la clase de 
escritura que regenta el Lectoral se encontró so- 
metida á un nuevo plan de estudios, como se ha- 
bla previsto en la real cédula de erección de la 
canongía. Con arreglo ¿ él debe, pues, el Lecto- 
ra) enseñar la sagrada escritura. Esta obligación 
no solo la tiene por la cédula citada y leyes de 
Indias, sino que la presupone y confirma la ley 



9» del código de instrucción pública. Antes dé 
expedirse esta, y apoyado en varios fundamentos 
el Gobierno, no obstante las representaciones del 
señor Dr. Olivares, había declarado que este no 
debia devengar sueldo de catedrático de escritu- 
ra por ser este servicio una carga anexa al bene- 
ficio del canónigo Lectoral, así como lo es del 
Penitenciario emplear diversas horas en el confe- # 
sonario y del Doctoral f Magistral ejercer otros 
oficios distintos del servicio del coro y altar equi- 
valentes al desempeño de una cateara con que 
está gravado el Lectoral. A pesar de esta decla- 
ratoria, el señor Dr. firaio después del falleci- 
miento del Dr. Olivares, se opuso á la canongía 
que este obtenía, y habiéndosele conferido, se con- 
trajo al desempeño de sus deberes como catedrá- 
tico de la Universidad, hasta que ha comenzado 
á excusarse, reproduciendo los mismos fundamen- 
tos que había alegado su antecesor. . El Gobierno 
no los creyó entonces bastantes, y hoy no tiene 
motivo para variar de opinión. Juzga, pues, que 
la Junta de Gobierno de Mérida ha obrado recta- 
mente, negándose á condescender con los deseos 
del señor Lectoral : espera que este no rehuse en 
lo sucesivo el ejercicio de sus funciones como ca- 
tedrático, y que si aun tiene que representar, lo 
haga al Congreso, por no estar en las facultades 
del Gobierno acceder á su solicitud. £1 señor 
Rector de la Universidad de Mérida, dará cuen- 
ta por medio de la Dirección del resultado de es- 
ta resolución. — Por S. E. — Cobos Fuertes. 

UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva de 
31 be marzo de 1845 estableciendo reglas pa- 
ra los casos de empate en los actos de las fa- 
cultades. 
Secretaría de lo interior. — Sección segunda. 

Caracas Marzo 31 de 1845. 
Resuelto.— Habiendo consultado el Presidente 
de la Facultad de ciencias filosóficas de esta Uni- 
versidad^ que lo es también de la de Filología, si 
podría dirimir los casos de empate que ocurriesen 
en los actos de aquellas corporaciones por medio 
del voto de calidad que como tal presidente juzga 
tener, S. EL el Presidente de la República ha dis- 
puesto como regla general para todos los casos 
que puedan ocurrir, que en materias opinables, 
los presidentes de las facultades de las Universi- 
dades tienen el mismo derecho que confiere á los 
Rectores la función 12 del artículo 39 del capítu- 
lo 1? del reglamento de Universidades ; pero que 
en votaciones sobre elecciones, los empates deben 
decidirse por la suerte según lo dispuesto por el 
Gobierno de acuerdo con el voto del Consejo de 
28 de Febrero próximo pasado. 

Por S. E.— Cobos Fuertes, 
UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva de 



109Í O III 



45 



350 



TEATRO DE LA LEGISLACIÓN 



■^c- 



ÜNI 



15 de marzo db 1847 declarando que es á la 
Junta de inspección y Gobierno á quien toca 
hacer la asignación de las gratificaciones que de- 
ben darse á los preparadores de las clases de 
ciencias físicas y experimentales. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. 

Caracas Marzo 15 de 1847 
Resuelto. — Dígase al Sr. Rector de la Universi- 
dad de Caracas. „ 

Para resolver la consulta que acordó hacer la 
respetable Junta de inspección y gobierno de esa 
Universidt d, y que US. trasmitid al Gobierno en 
oficio de 5 de Febrero ultimo número 167, acerca 
de la autoridad a quien corresponda hacer la asig- 
nación de las gratificaciones mensuales, que se 
hayan de dar á los preparadores en las clases de 
ciencias experimentales, tuvo á bien el Poder 
Ejecutivo oír la opinión de la Dirección de instruc- 
ción pública que la ha emitido en la forma si- 
guiente. 

** La ley 9& del código de instrucción pública 
expedida en 1843 comprendía por el número 4 de 
su artículo 2 entre los gastos de la Universidad 
la gratificación de 10 pesos mensuales para los 
preparadores de In? clases de ciencias experimen- 
tales y demostrativas, y determinaba que el profe- 
sor respectivo diese al preparador una boleta que 
expresase haber trabajado en el mes, 6 parte de él 
para devengar el todo ó la mitad 6 cuarta parte ; 
y que en virtud de e*ta boleta visada por el Rec- 
tor, el administrador págasela asignación." 

"Lo eventual del gasto de los preparadores, qne 
podía ser por la totalidad de la cuota, por la mitad, 
cuarta parte ó nada, como la misma ley lo recono- 
cía, dio motivo á que al reformarla en 1 844 no se fi- 
jase aquella, y limitándose el legislador á indicar el 
gasto sin sef alar cantidad, lo unió en una misma 
disposición con el que causan los artículos nece- I 
sarios para la* mismas preparaciones, que también 
es eventual, y que antes corrii en párrafo separa- 
do, y determinó el modo de proveer a estas ero- 
gaciones adicionando el número I? del artículo 3 
en estos términos : "Son gastos "extraordinarios 
y eventuales de las Universidades : 19 los indis- 
pensables y del momento que acuerden las juntas 
de gobierno para la buena administración de 
las rentas, fomento de esas y curso general de 
la enseñanza," quedando por consiguiente com- 
prendidas on esta última frase dichas erogaciones, 
como lo están otras del mismo género, y que mo- 
tivaron las reformas de la ley por las dificulta de- 
que ocurrieron al llevarse á efecto las disposicio- 
nes de la de 1843 sobre ciertos gastos. En la ley 
de 1846 no se hizo alteración alguna sobre este 
particular. Fundada la Dirección en las razones 
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expresadas, opina que es á la Junta de Gobierno 
á quien toca disponer el gasto. M 

Y habiéndose conformado S. E. con este dicta- 
men, tengo el honor de decirlo á US. en contesta- 
ción á su nota citada y á los fines consiguientes. 

Por S. E.— Quintero. 
UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva 
de 29 de julio de 1845 declarando que el 
Vicerector y el Secretario de la Facultad da 
ciencias filosóficas tienen asiento y voto en los 
actos que celebren por separado las faculta- 
des de filosofía y filología. 
República de Venezuela. — Dirección general 
de instrucción pública. — Caracas 28 de Ju- 
lio de 1845, año 16? de la ley y 35? i$ la 
independencia. 
Sefior Secretario del Interior. , 

Con fecha de ayer ha acordado la Dirección 
lo que sigue. — " So dio cuenta de un oficio del 
señor Secretario del Interior en que transcribe 
ctro del sefior Rector de la Universidad de esta 
capital, consultando si el Vicepresidente de la fe- 
cuitad de ciencias filosóficas tiene asiento en las 
reuniones de la de filología no supliendo al Pre- 
sidente ; y si dicho funcionario y el Secretario 
tienen voto en ellas. El Gobierno ha querido 
oir la opinión de la Dirección general acerca de 
la duda ocurrida al sefior Rector, y al efecto se 
leyeron las disposiciones que rigen en la mis- 
ma. Por el artículo 23 ley 4? del código de ins- 
trucción pública se previene que las facultades de 
ciencias filosóficas y humanidades se reúnan pa- 
ra formar tina sola, y por el 24 se manda que 
nombren un Presidente, un Vicepresidente y un 
Secretario. La duda que en esta materia pudie- 
ra ofrecerse parece que queda desvanecida por 
la disposición del final del citado artículo 24 que 
dice que dichos funcionarios sean nombrados 
*' para que dirijan los actos y ejercicios cientí- 
ficos y literarios de la facultad ;" y que por úl- 
timo el purto queda determinado con la dispo- 
sición del artículo 3? capítulo 9? del decreto re- 
glamentario de las Universidades en que se pre- 
viene, que los referidos funcionarios sirvan a leu 
reuniones de una y otra facultad» Así» pues, ia 
Dirección es de sentir que el Vicepresidente y . 
Secretario tienen asiento y voto en los abetos que . 
celebren por separado las dos facultades según 
sus atribuciones." — Tengo el honor de transcri- 
birlo á US. en cumplimiento de su orden de 15 
del corriente; 

Soy de US. atento ser vidor.— José Vargas. 
Departamento de lo Interior. — Sección segunda. 
Caracas Julio 29 de 1845. 
Resuelto. — El Poder Ejecutivo se conforma con 
la opinión que contiene la nota anterior, j re- 
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•oelTe así k consulta que le dio margen. Trans- 
críbase á la Universidad y dígase á la Dirección 
para su conocimiento, — Por 8. E.— Cobos Fuer' 
tes. — Es copia.— -Cobos Fuertes. 
UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva de 

10 de agosto de 1846 dictando reglas para 

la enajenación de sus bienes. 

Secretaría del Interior. — Sección 2& 

Caracas Agosto 19 de 1846. 
Resuelto.— Dígase á la Dirección general de instrucción 

pública y Rectores de las Universidades. 

Habiendo resuelto la Junta de inspección y go- 
bierno de la Universidad de Caracas imponer á 
censo el valor de dos solares de su propiedad, 
consultó al Gobierno acerca de las formalidades 
con que debía proceder en el negocio ; y habién- 
dose considerado oportuno oir el informe de la 
Dirección de Instrucción pública, se le excitó á 
darlo, como lo hizo en 30 de Junio último, propo- 
niendo al Gobierno por punto general se reser- 
vase la aprobación de las proposiciones que se 
hiciesen con el objeto de comprar cualquiera finca 
perteneciente á las universidades y aun en otros 
casos de que hace mención en su informe. 

El Poder Ejecutivo reconociendo la importan- 
cia de dictar rectos para la enajenación de dichos 
bienes, por no haberse dispuesto nada en las le- 
yes ni en el reglamento general de universidades 
expedido en virtud de la ley 14.* de Instrucción 
pública, quiso que en cumplimiento de esta ley se 
oyese sobre la materia al* Consejo de Gobierno ; 
y habiendo emitido este respetable cuerpo su opi- 
nión en 13 del corriente mes en armonía con el 
de la Dirección, ha resuelto : que en la enajena- 
ción de bienes de universidades se observen las 
reglas siguientes : 

I* Cuando la Junta de Gobierno de alguna de 
las universidades de la República, estime conve- 
niente la enajenación de cualquiera finca que 
pertenezca al establecimiento, lo representará al 
Poder Ejecutivo por conducto de la Dirección 
general de Instrucción pública expresando los 
motivos que en su concepto hacen necesaria y 
conveniente, la enajenación ; bien sea que esta 
se haya de efectuar por dinero, ó bien en cambio 
de otros bienes, ó para reconocer á censo el pre- 
cio de la finca. 

g* La Dirección general de instrucción públi- 
ca elevará al Gobierno con su informe favorable 
ó adverso la solicitud de la Junta, para que recai- 
ga la resolución correspondiente, que se comuni- 
caré por el mismo conducto & la Junta respectiva. 

8* Si en virtud de esta resolución debiera pro- 
cederse á la venta de alguna finca, la Junta de 
Gobierno hará practicar un justiprecio de ella 
por peritos que nombrará al efecto debiendo ele- 
giro dos, si fuere posible, para cada arte. 



UNÍ 



4& En seguida se hará anunciar por carteles 
que se fijarán en la puerta de la Universidad y 
lugares públicos de la parroquia en cuya jurisdic- 
ción estuviere situada la finca, que va á venderse 
esta, su justiprecio y los términos y condiciones 
de la venta; invitando & todos los que quieran 
hacer proposiciones á ocurrir á la Junta de Go- 
bierno ó autoridad que designare el Poder Eje- 
cutivo para entenderse con la Junta si fuere difí- 
cil dirigirse á esta en algún caso. 

5& Dentro del plazo que se asigne en los avi- 
sos, el cual será mas ó monos largo en conside- 
ración á la distancia y demás circunstancias que 
deban tenerse presentes, se admitirán las propo- 
siciones que quieran hacerse, y entre ellas elegi- 
lá la Junta de gobierno y recomendará al Poder 
Ejecutivo por conducto de la Dirección h que 
crea mas ventajosa. 

6& Si después del lapso del tiempo señalado 
se hiciere alguna proposición, la Junta dará tam- 
bién cuenta de ella para que se tenga presente 
por el Gobierno al expedir su resolución, admi- 
tiendo ó rechazando la que se recomienda. 

7<* Cuando se rechace la proposición, ó no se 
haga ninguna aceptable, de lo cual se dará avi- 
so al Poder Ejecutivo, este resolverá lo que cor- 
responda hacer en cada caso. 

Por S. E —Cobos Fuertes. 
UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva de 

5 de mayo de 1847 aclarando la regla 4» de 

la resolución anterior. 

Secretaría del Interior. — Sección 2& 

Caracas Mayo 5 de 1847. 

Resuelto. — El Poder Ejecutivo en vista de la 
propuesta que le hizo la Dirección de instrucción 
pública, y del voto favorable del Consejo de Go- 
bierno, dispone : que las condiciones & que se re- 
fiere la regla 4& de las que deben observarse en 
la enajenación de bienes de las. Universidades, 
según la resolución de 19 de Agosto de 1846 pu- 
blicada en la Gaceta de Venezuela número 812, 
sean: I a acreditar ante la junta con certificación 
del respectivo Registrador, que los bienrs que se 
hipotequen están libres, debiendo valer por lo me- 
nos, doble cantidad de la que se reconoce, sin que 
para comprobar este valor puedan admitirse prue- 
bas supletorias ; y 2& dar fiador á satisfacción de 
lasjuntaa Dispone igualmente que en la coloca- 
ción de dinero á interés y en los arrendamien- 
tos, las condiciones sean estas mismas ; y que ade- 
mas se fije el tiempo que deba durar el con- 
trato. 

Por 8. E.— Quintero, 

UNIVERSIDADES. Aumento de sueldos de 
loa catedráticos de filosofía de las de Caracas 
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y Mérida. Véate Sueldos RR. EE. de 9 de 
Diciembre de 1847, y 4 de Abril de 1856. 
UNIVERSIDADES. Qué se observará cuan- 
do sus catedráticos tengan que concurrir al 
Congreso 6 la Diputación provincial Véase 
Instrucción púUica f R. E. de 1 1 de Abril de 
i 85a. 
UNIVERSIDADES. De dónde debe sacarse 
el impuesto municipal sobre las casas respec- 
to de las de su propiedad, y el costo de los li- 
bros necesarios al tribunal académico, y fa- 
cultades de ciencias» para sus actas. Véase la 
Nota. (•) 
UNIVERSIDADES, resolución ejkcutiva de 
31 de. enero dc 1856 mandando que liqui- 
den sus crédito» contra el Tesoro público, y 
los remitan á la Secretaria de Hacienda, 
Secretaría del Interior. — Sección cuarta. 
Caracas, Enero 31 de 1856. 
Resuelto, — Dígase á los Rectores de las Uni- 
versidades y Presidentes de las Juntas de los Co- 
legios nacionales ; y publíquese. 

Inmediatamente que US. reciba esta comuni- 
cación dará las órdenes mas terminantes al efec- 
to de que el Administrador de las Rentas de esa 
Universidad (ó Colegio) practique una liquida- 
ción general de los créditos que tenga contra el 
Tesoro público, ya sea (si es colegio) por las can- 
tidades que baya dejado de percibir por cuenta 
del auxilio anual del decreto de 1? de Abril de 
1842, ya sea pos empréstitos que haya hecho al 
Gobierno en fea» campanas de 1848 y 49, 53 y 54, 
ó por cualquier otro respecto. Dicha liquida- 
ción se remitirá inmediatamente á la Secretaria 
de Hacienda para la calificación y reconocimien- 
to correspondientes por la Tesorería general y 
Tribunal de cuentas según está prevenido en el 
decreto de la materia de 30 de Noviembre últi- 
mo, dando cuenta á este Ministerio del cumpli- 
miento exacto de esta disposición bajo la mas es- 
tricta responsabilidad del Administrador, de los 
miembros de la Junta ó de US. mismo, si por 
omisión ó negbgencia llegase á pasar el término 
prefijado y hacer dudosa la legítima acreencia de 
ese establecimiento contra el Tesoro público. Lo 

(*) £1 Secretarlo- del Interior en sa Memoria de 45 
p. 14. contrayéndose á la Universidad dé Caracas, dice : 

" Consultó el Rector de este Instituto cómo podría ha- 
cerse el gasto, l.O: del impuesto municipal de medio al- 
quiler mensual que carga sobre las casas de alquiler en 
virtud de una ordenanza de la Diputación provincial, y 
2.° del costo de los libros que necesitaban el Tribunal 
académico, y cvda una de las facultades para extender 
las actas de sus sesiones, y el Gobierno resolvió que no 
nabia inconveniente para que se extrajesen de las len- 
tas de la Universidad como gastos indispensables para la 
buena administración y curso regular de la enseña n za." 
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digo á US. de orden expresa de S. E. el Poder 
Ejecutivo. 

Soy, d&c.— Por S. E.—Oriach. 
UNIVERSIDADES. Separación de la de Ca- 
racas del Seminario tridentiuo de Santa Rosa. 
Véase Seminario tridentino de Santa Rosa* 
UNIVERSIDADES, resolución ejecutiva 
de 28 de mato DE 1856 restableciendo en la 
de Mérida la cátedra de gramática coste* 
llana. 
Secretaría del Interior*— Sección cuarta. 
Caracas, Mayo 28 de 1856. 
Señor Rector de la Universidad de Mérida* 

El Poder Ejecutivo se ha impuesto del expe- 
diente creado á solicitud del señor Rafael José 
Castillo pidiendo su reposición en la clase de 
gramática castellana de esa Universidad, de que 
fué separado, por decreto del Rectorado de 3 da 
Julio último, fundado en que la Diputación pro- 
vincial habia dejado de presuponer el sueldo del 
catedrático aquel afto, y que dicha clase no po- 
día continuar á cargo de la Universidad sujeta á 
tales eventualidades j y considerando : 1° que la 
creación de la clase de gramática castellana en 
la Universidad de Mérida, es un acto de la Di- 
putación provincial que aceptó la Junta de Go- 
bierno y la Dirección de Instrucción pública ba- 
jo de cuyas reglas y estatutos la instituyó la Cá- 
mara provincial ; 29 que no es cierto el princi- 
pio que asienta el Dec^to del Rectorado de es* 
tar derogada la citada ordenanza por haber deja- 
do de colocar la partida del sueldo en el presu- 
puesto, porque las leyes se derogan por los mis- 
mos trámites y formalidades con que se estable- 
cen (artículo 102 de la Constitución): 39 que en 
las atribuciones del Rector generalmente nin- 
guna le autoriza para suprimir cátedras estable- 
cidas según las leyes ; 49 que con la supresión 
de dicha cátedra, se irrogan perjuicios á los 
alumnos, como materia obligatoria para entrar 
al curso de filosofía (artículo 59 ley 7? del Có- 
digo de Instrucción pública), los cuaíes perjui- 
cios se hubieran evitado aceptando la oferta del 
catedrático para continuar la clase, haciendo su- 
ya' la cuestión del cobro de los sueldos á la Dipu- 
tación provincial j. 59 que en los documentos 
acompasados por la Junta de Gobierno en 30 de 
Abril último y en el oácio del mismo dia del 
Rector se informa que aun continúa vigente la 
ordenanza de J* de Diciembre de 1853 que creó 
dicha clase, en lo cual se manifiesta tanto por la 
Diputación como por k Universidad el deseo de 
la reinstalación y continuación de la cátedra; 
por estas razones se ha servido el Poder Ejecu- 
tivo declarar : que se vuelva á abrir la clase de 
gramática castellana instituida en «sa Univerá* 



COLOMBIANA T VSHEZOLAÍ A VIGENTE. 



363 



UZL 



dad por la ordenanza de la Diputación provin- 
cial de 9 de Diciembre de 1853, y que el cate* 
drático nombrado cobre por su cuenta los suel- 
dos que le correspondan como ha pedido en sus 
escritos, sin que esa Universidad tenga mas que 
intervenir en esta parte, sino en lo económico y 
legal de la materia, del catedrático y de los 
alumnos. 

Lo digo á US. para su iuteligencia y cum- 
plimiento. 

Soy &c— Por S. E— Parejo. 
UNIVERSIDADES. Véase Instrucción publi- 
ca en todos los ramos que les conciernen. 
UNIVERSIDADES y colegios. Autorización 
al Poder Ejecutivo para reglamentar la ense- 
ñanza en ellos. Véase Instrucción pública, 
L. 14a 
URAO. Cesión de este mineral á las rentas mu- 
nicipales de Mérida. Véase Mérida (provincia 
de) D. de 17 de Abril de 1839. 
URBANIDAD y buenas maneras (clase de). 
Su establecimiento en las universidades y cole- 
gios. Véase Instrucción pública, D. de 17 de 
Marzo de 1855. 
URDANETA (general rapael). Pensiona su 
viuda. Véase Pensiones. D. del? de Abril de 
1840. 
UZLAR (coronel) (hoy general) (jüan). De- 
creto de 31 de Enero de 1851 concediéndole el 
sueldo de su grado durante su vida. 
*El Senado y Camarade Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 
Vista la solicitud del coronel de infantería Juan 
Uzlar, y 

Considerando : 

Que este benemérito jefe prestó grandes é im- 
portantes servicios a Venezuela en la guerra de la 
independencia. 

Decretan : 

Art. único. El coronel Juan Uzlar gozará du- 
rante su vida de la totalidad del sueldo de su gra- 
do militar. 

Dado en Caracas á 29 de Enero Je 1861, afio 
22 de la ley y 41 de la independencia. * 

El Presidente del Senado, Francisco Arando. 
— El Vice-presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, Miguel Anzola — El Secretario del Sena- 
do, José Ángel Freiré.— El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, José Padilla. 

Caracas, Enero 31 de 1851, afio 22 de la ley 
y 41 de la independencia. — Ejecútese.— entonto 
t» Gu*man.—?or S. E. — El Secraferio de E. en 
loe Despachos de Guerra y Marínamete Austria. 
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VACANTES DB LAS IGLS8f AS metropolitanas, 
DIGNIDADES Y OTROS BKN XFIOIOS ECLESIÁSTI- 
COS. Véase Patronato eclesiástico, art. 11 al 
41. 

VACANTES de los oomcbjos vviticipales. 

RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 31 DB MARZO DB 

1841 disponiendo el modo de llenarlas, cuando, 

reducidos á tres miembros* se enfermase uno 

de estos* 
República de Venezuela.— Gobierno superior 

de la provincia. — N. 27.— Maracaibo Febrero 

16 de 1841, 12 y 31. 
Sr. Secretario de E. en los D. del interior y justicia. 
^ Dice el art. 66 de la ley orgánica de provin- 
cia que, " cuando por algún accidente los indi- 
viduos de un concejo municinal quedaren redu- 
cidos á menos de tres, el Gobernador convocará 
extraordinariamente la asamblea municipal res 
pee ti va, y esta nombrará los que hayan de reem- 
plazar á los que hayan faltado. Las demás va- 
cantes en cualquiera de los destinos que se ejer- 
cen por nombramiento de la asamblea municipal 
se llenarán por les concejos municipales á plura- 
lidad absoluta de votos &c. " El concejo munici- 
pal del cantón Altagracia se compone de cinco in- 
dividuos, incluso el presidente ; y la gobernación, 
en uso de sus facultades, declaro nula la elección 
que hizo la última asamblea municipal en dos 
miembros que debian teemplazar igual número 
que acabó su período legal; así es que quedó 
el concejo reducido á tres individuos. Mas de es- 
tos ha enfermado uno.; pasándose á curar á esta 
ciudad, quedando ya el concejo con solo dos mienv 
bios hábiles. Según el artículo que dejo escrito, 
solo pueden los Gobernadores convocar las asam- 
bleas cuando el concejo quede reducido á menos 
de tres, caso en que no se halla aquel concejo 
pues que consta del expresado número, al propio 
tiempo que no puede reunirse porque un raiem- 
está enfermo en esta ciudad, sin que pueda saberse 
cuando le seiá posible trasladarse á Altagracia, 
puesto que los médicos que lo reconocieron, por or- 
den de esta gobernación, no han podido fijar la 
época de su convalecencia» atendida la clase de 
sus males. 

En este conflicto, y creyendo esta gobernación 
que no es llegado el caso de convocar la asamblea 
porque el concejo no está reducido á menos de 
tres, al paso que no existe una disposición termi- 
nante en la ley que la autorice á convocar la 
asamblea en otro caso que el de Tacante, hago 
la presente manifestación al Gobierno por el ór- 
gano de US. paira que resuelva lo que a bien tea* 
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ga, ó consulte al cuerpo legislativo reunido, si no 
estuviere dentro de sus facultades la resolución 
que convenga dictar, permitiéndome observar á 
US. que para los casos de esta naturaleza que 
ocurran cuando la enfermedad resistiese á los trata- 
mientos médicos, ó se prolongase para un tiempo 
indefinido, convendría que precediese la separa- 
ción del impedido por renuncia hecha ó por va- 
cante declarada por el Gobernador, como sucede- 
ría en los casos de fuga, &c, pues si se mandase 
reunir las asambleas cuando enfermase alguno de 
sus miembros, tendría que tomarse esta medida á 
cada paso. 

Al someter al Gobierno esta consulta debo ha- 
cerle presente que el servicio municipal de Alta- 
gracia sufre y se atrasa por ocasión de no poderse 
reunir el concejo á quien atribuye la ley el desem- 
peño de muchas é importantes funciones ; y yo 
espero que obre esta consideración en el Gobier- 
no para la mas pronta resolución. 

Soy de US. muy atento obediente servidor. 
J. E. Andradc. 

Sección 3a.— Caracas Marzo 31 de 1841. 

Resuelto. — El concejo municipal de Altagracia 
se compone, según la exposición del Gobernador 
de Mararaibo, de cuatro concejales y su presiden- 
te. Quedó reducido á tres miembros por la de- 
claratoria de nulidad de la elección de dos de 
ellos, librada por el mismo Gobernador. En estas 
circunstancias enferma uno de los tres, en térmi- 
nos de hallarse físicamente impedido para el ser- 
vicio. Es, pues, llegado el caso del art. 66 de la ley 
orgánica de provincias, porque de hecho, aun- 
que acaso temporalmente, queda por este acci- 
dente reducido el concejo á menos de tres miem- 
bros, no por vacante, sino por impedimento físico 
del concejal enfermo. En este concepto resuelve 
el Gobierno, 19? que se convoque extraordina- 
riamente la asamblea municipal para la elección 
de los dos miembros que faltan por vacante abso- 
luta ; 29, que siendo una excusa legal el impedi- 
mento físico suficientemente acreditado, se excite 
por el Gobernador al concejal que se halla en es- 
te caso á que proponga la excusa, y entonces, pre- 
vio el informe del concejo municipal, se ¿declara- 
rala vacante, y se procederá al reemplazo corres- 
pondiente. 

Trasciíbase en contestación al Gobernador de 
Maracaibo y publíquese.-r^Por S. E. — Quintero t 

VACUNA. DECRETO EJECUTIVO DE 13 DH MAYO 

de 184C \ organizando este ramo. 
José Antonio Táez % Presidente de la República 
de Venezuela &, &, &. 
* Habiendo acreditado la experiencia que las re- 
soluciones libradas hasta ahora sobre vacuna ne- 
ce sitan de algunas reformas : penetrado el Gobier- 
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de la importancia de este ramo y de que 86 coro- 
plan con eficacia sus disposiciones : 

Decreto : 

Art. lo Conforme á lo dispuesto en el artículo 
95 de la ley orgánica de provincias de 24 de Abril 
de 1838, correrá á cargo de las juntas de sanidad 
el ramo de vacuna, llevando todo lo relativo á 
dicho ramo con entera separación de los demás 
que les encarga la ley, y observando las disposi- 
ciones del presente decreto. 

Art. 29 Son deberes de las juntas superiores 
de sanidad en el ramo de vacuna. 

*19 Disponer lo conveniente para que el pos 
Vacuno se conserve en todos los cantones de la pro- 
vincia, y si se hubiere acabado, solicitarlo de don- 
de se encuentre, bien por conducto del Ministe- 
rio del Interior, bien por otro alguno. 

29 Acordar las medidas necesarias para que 
todos los habitantes de la provincia estén vacuna- 
dos. 

39 Vtlar al efecto en el cumplimiento de los 
deberes que se imponen por este decreto á las 
juntas de sanidad de cantones, y parroquias, usan- 
do para ello, los gobernadores de provincia en 
caso necesario, de la facultad que le concede el 
artículo 28 de la ley orgánica citada. 

49 Recibir de las juntas cantonales las noticias 
dejos nacidos cada mes en las parroquias, y de los 
que de estos hayan sido vacunados y muertos : 
confrontar unas con otras, y si de la confrontación 
resultare que han dejado de serlo algunos, dispo- 
ner que se vacunen inmediatamente. 

59 Formar cada cuatro meses, con vista de las 
listas de vacunados, un estado numérico de estos, 
en toda la provincia con expresión de cantones y 
parroquias. 

69 Hacer que sus miembros facultativos obser- 
ven en los dias 59 y 99 á los vacunados para 
que en vista de sus observaciones, y de las que 
les dirijan las juntas cantonales, 6 encargados de 
la inoculación, dicte las reglas convenientes para 
que esta tenga el mejor éxito, consultando á la 
Facultad médica los casos que lo merezcan. 

jo Disponer que un facultativo de la capital 6 
de otro lugar, pase á aquel en que no lo haya, á 
hacer la inoculación de la vacuna. 

89 Acordar las medidas necesarias para evitar 
que se propague la epidemia de la viruela en caso 
de que se presente, dando ademas en este casn 
pronto aviso al Poder Ejecutivo por medio déla 
Secretaría del Interior. 

99 Reunirse por lo menos dos veces al nn 

Sara ocuparse en lo concerniente á la vacuna, y 
ictar las providencias que requiera el negociado. 
Art 39 Son deberes de las juntas de sanidad 
cantonales en el ramo de vacuna 1 
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fO Disponer lo conveniente para que se conser- 
ve en todas las parroquias del cantón el fluido va- 
tfttnory «i no lo hubiere, pedirlo a la junta supe* 
rior 6 proporcionárselo por otro conducto. 

20 Hacer que dentro de un corto término que 
señalará, sean vacunados todos los individuos que 
no lo estnvieren en el cantón, así como las cria tu* 
ras que fueren naciendo. 

39 Exigir de los venerables curas del ca o n 
una noticia de los niños que nacieren cada n.ee, 
para señalar los que deban ser vacunados en ¡as 
tandas semanales del siguiente. 

49 Hacer que los jueces parroquiales cit ?n, 
por medio de sus alguaciles, á los padres de os 
niños que deben ser vacunados, y que los obliguen 
á presentarlos para que lo sean. 

59 Disponer que el miembro ó miembros fa- 
cultativos t!e ella, el de ciudad ti otro, hagan la 
vacunación en las parroquias de la cabecera del 
cantón, y le den aviso de los niños que estando 
señalados, no les hayan sido presentados para ser 
vacunados, á fin de que se obligue á sus padres 
á que lo verifiquen, usan lo al efecto los jefes 
políticos, si fuere necesario, de la facultad que 
concede á los Gobernadores el artículo 28 citado, 
y que extiende á ellos el 39 de la propia ley. 

69 Proporcionar un facultativo que se encar- 
gue de la inoculación, en caso de que no lo haya 
en el cantón, 6 avisarlo a la junta superior para 
que ella lo proporcione. 

?9 Disponer que el facultativo encargado de la 
inoculación en la cabecera del cantón ó en otra 
parroquia de él, ó el que mande la junta superior, 
pase á aquellas que no lo tengan, con dicho obje- 
to. 

89 Remitir ala junta superior una noticia de 
todos los nacidos en el cantón en cada mes, y de 
los que de estos se hayan vacunado ó muerto, 
para que cumpla con el deber que les señala el 
número 49 del artículo anterior. 

99 Recibir del facultativo ó facultativos encar- 
gados de la vacuna en la cabecera del cantón, y 
de las juntas parroquiales, los informes y obser- 
vaciones que deben hacer sobre los casos que se 
presentaren en los vacunados, y dirigirlos 6 la 
junta superior. 

10. Dictar las medidas necesarias para evitar 
el contagio de la viruela en caso de que se pre- 
sente en algún punto inmediato al cantón ó dentro 
de él, dando pronto aviso ala juntar superior para 
que acuerde las Jemas providencias que juzgue 
oportunas, 

ArU 49 Son deberes de la junta de sanidad de 
parroquias en el ramo de vacuna. 

19 Dictarlas disposiciones necesarias para que 
se conserve en la parroquia el pus vacuas, soli- 
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citándolo, si no lo hubiere, de la junta cantonal, 

29 Tomar informes sobre los individuos que 
no estuvieren vacunados, y disponer que lo sean 
inmediatamente por el facultativo miembro de 
ella, Ó el que disponga la junta cantonal, así como 
los niños que nacieren en lo sucesivo, cifléndose 
respecto de estos, al señalamiento que haga dicha 
junta, según lo dispuesto en el número 39 del ar- 
tículo anterior. 

39 Señalar los niños que deben ser vacunados 
en cada semana, si h junta cantonal no lo hicie- 
re ¡ en cuyo caso, pedirá una lista de los nacidos 
y muertos en el mes anterior al cura do la parrro- 
quia. 

49 Recibir del facultativo ó facultativos encar- 
gados de la inoculación, una noticia de los niños 
que debiendo .«er presentados para ella, no lo 
hayan sido, y de los que habiendo sido vacuna- 
dos, no se les hayan presentado al quinto y nove* 
ne dia de la vacunación, y obligar á ios padres 
de los que se encuentren en dichos casos, á que los 
presenten, usándolos alcaldes ó jueces de paz, 
presidentes de las juntas, en caso necesario, de la 
facultad que Irs concede el artículo 44 de la ley 
orgánica de tribunales, 6 el 58 de la precitada 
ley orgánica de provincias. 

59 Proporcionar un faculta tivo que haga la 
inoculación, si no lo hubiere en la prroquia, 6 
avisarlo á la junta cantonal para que lo proporcio- 
ne. 

69 Remitir todos los meses á la junta cantonal 
una noticia de los que han sido vacunados, para 
que la compare con h de los nacidos que han de- 
bido serlo, y pueda cumplir con el deber que le 
impone el número 49 del artículo anterior. 

79 Exigir del facultativo encargado de la va- 
cuna los informes que debe darles sobre los casos 
que se presenten en los inoculados, y elevarlos 
& la junta cantonal. 

89 Acordar las medidas convenientes para evi- 
tar el contagio de la viruela en caso que esta se 
presente en algún punto de 1\ parroquia 6 inme- 
diato á ella, a visan fio prontamente á la junta can- 
tonal para que acuerde las providencias de su re- 
sorte. 

Art. 59 Son deberes de los facultativos encar- 
ga dos de la vacuna: 

19 Hacer la inoculación por st ó por persona 
aprobada al efecto por la Facultad médica. 

29 Recibir de la junta de sanidad respectiva 
la lista de las personas que deben inocularse, ano- 
tar las que no se hubieren presentado á serlo, y 
avisarlo á dicha junta para que se les obligue. 

39 Examinar cuidadosamente á los vacunados 
en los dias quinto y noveno después de la ino- 
culación: notar en un libro que llevarán al efec- 
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to, el suceso bueno 6 malo de esta con todas las 
observaciones que juague convenientes, exigién- 
dose como indispensables, la de los accidentes 
que hayan sobrevenido, 6 la de la complicación 
con otro mal» el buen 6 mal carácter del grano, 
su laceración, &, y dar á la junta los informes 
convenientes* 

49 Advertir á los encargados de las criaturas 
vacunadas los medios de cuidar los granos de la 
vacuna y de corregir los síntomas ligeros que 
ocurrieren. 

69 Avisar á las juntas cuando dichos encarga- 
dos no presenten las criaturas al quinto y noveno 
día de la inoculación» para que se Jes obligue á 
ello. 

69 Conservar el pus vacuno por medio de la 
inoculación sucesiva ó en costras. 

79 Manifestar á las juntas los casos ocurridos 
en la vacunación que deban consultarse á la Fa- 
cultad médica, y preparar la consulta para que 
la junta la dirija. 

Art. 69 Los gastos del facultativo 6 facultati- 
vos que se proporcionen las juntas cantonales, 6 
que comisione la junta superior, deberán, los jr o 
bernadores en suceso, y los concejos municipales 
en el suyo, disponer pue se hagan de la cantidad 
que hubiere señalado la Diputación para gastos 
imprevistos ó extraordinarios, y ocurrir á dichas 
corporaciones para <}ue acuerden una suma anual- 
mente con dicho objeto. 

Art 79 Las juntas de sanidad se reunirán pre- 
cisamente, por lo menos dos veces al mes, para 
tratar de lo relativo á la vacuna y hacer que el 
presente decreto tenga su puntual cumplimiento : 
estás actas las llevarán en libros 6 cuadernos sepa- 
rados, 

Art 89 Quedan todos los facultativos en liber- 
tad de vacunar por sí, como función anexa á su 
profesión j pero con la precisa obligación de pasar 
á la respectiva junta de sanidad una noticia de los 
vacunados en cada vez, de examinar á estos en 
los días quinto y noveno, y de informar á las jun- 
tas lo que crean conveniente cuando se les presen- 
te algún caso que lo merezca. 

Art. 99 Lo* presidentes de las juntas de sani- 
dad deben obligar á los facultativos á que se re- 
fiere el artículo anterior á remitir las listas de los 
que vacunaren, y si resistiesen hacerlo, los apre- 
miarán conforme á la ley. 

Art. 10. Se encarga especialmente á los jueces 
de paz y comisarios de policía el descubrimiento 
de las personas que no estuvieren vacunadas, y 
el deber de obligarlas á que se presenten á serlo, 
valiéndose en caso necesario de los medios que 
les conceden las leyes y ordenanzas de policía. 

ArU 11. Las juntas de sanidad luego que reci- 
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han el presente decreto, procederán á solicitar el 
pus vacuno, si no lo hubiere en los lugares de su 
jurisdicción, debiendo las superiores participar al 
Ministerio del Interior, si existe 6 no en la provin* 
cia y las medidas que acordaren para conseguirlo. 
Art 12. Las juntas superiores deberán remitir 
cada cuatro meses, principiando el 19 del próximo 
Julio, una copia del estado que deben formar se- 
gún el número 59 del artículo 2?, de ios vacuna- 
dos en toda la provincia, y dar los informes con- 
venientes sobre el estado del ramo en toda ella, 
proponiendo las medidas que sean del resorte der 
Poder Ejecutivo, y juzgue necesarias para el 
mejor éxito. 

Art 13. £1 Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior y Justicia queda encargado dé 
comunicar este decreto y de que tenga su pun- 
tual cumplimiento. 

Dado: firmado de mi mano: sellado con el 
sello del Poder Ejecutivo; y refrendado por el 
infiraescrito Secretario de Estado en los Despachos 
del Interior y Justicia en Caracas á 13 de Mayo 

do 1840 José A. Páez. 

Refrendado. — El Secretario de Estado en los 
Despachos del Interior y Justicia, 

Ángel Quintero. 
VACUNA. Deber de los Gobernadores en cuan- 
to á su propagación. Véase Provincias, art 
13. — Id. de las juntas de sanidad. Véase id. 
art 95. 
VAGOS v mal entretenidos. Lev de .19 de 
abril de 1845 sobre procedimiento y penas 
contra ellos, — que reforma en la parte referen- 
te la de 23 de Mayo de 1836, p. 290 del cuer- 
po comprensivo de las de ese año, y 270, 71. 
23 del cuerpo de 1851. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso, 

Considerando : 
Que la ley sobre juicio y penas contra los va- 
gos y mal entretenidos ha ofrecido dificultades 
en su ejecución, y que para conseguir el objeto 
que los legisladores se propusieron es necesario 
reformarla, 

Decretan : 
CAPITULO PRIMERO. 
Calificaciones. 
Art 19 Son vagos : 

19 Los que viviendo sin oficio ni beneficio, 
hacienda ó reqta, no comprueben los medios ho- 
nestos de donde les viene la subsistencia, cuando 
se les exija por la autoridad pública. 

29 Los que sin lesión bastante 6 vejez dema- 
siada que les impida ejercer algún oficio, andan 
pidiendo limosna. 
39 Los que teniendo algún oficio, destino 6 
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ocupación útil lo abandonan sin causa justa para 

entregarse á Ja ociosidad. 
# 49 L<>s que andan por las calles promoviendo 
la ociosidad con truhanerías y juegos de manos, 
v los que se entretienen en agencias y tráficos in- 
honestos. 

59 Los que se ejercitan en pedir para imáge- 
nes y santuarios, sin permiso de la autoridad ciril 
y del cura del lugar. 

69 Los que sin ser locos se hallaren habitual- 
mente durmiendo en las calles por no tener hogar. 

79 Los jornaleros 6 sirvientes que andan enga- 
ñando á los hacendados ó personas con quienes 
se comprometen á servir, faltando por tres veces 
á sus compromisos sin justa causa. 

Art. 29 Son mal entretenidos: 

19 Los patrocinantes de «casas de juegos pro- 
hibidos por la U y, ó de prostitución, y los que las 
frecuentan. 

29 Los dueños de casas ó lugares de juegos 
no prohibidos que los permiten en ellos en los 
dias de trabajo, antes de las cinco de la tarde, y 
después de la-* diez de la noche, ó que consienten 
en ellos á los hijos de familia, pupilos, esclavos ó 
sirvientes domésticos, sin licencia de los respec- 
tivos padres, tutores, amos ó dueños. 

39 Los hijos de familia y los huérfanos que 
escandalizan Jas poblaciones con sus malas cos- 
tumbres y falta de respeto á sus padres, tutores 
ó patronos. 

49 Los que frecuentan las casas de juegos per- 
mitidos en los dias de trabajo, antes de las cinco 
de la tarde, y Jos que permanezcan en ellas des- 
pués de las diez de la noche. 

59 Los que tienen la costumbre de andar ebrios 
por las calles, caminos 6 lugares públicos. 

69 Los que por mas de una vez escandalizan 
su vecindario con pleitos ó algazaras. 

79 Los petardistas consuetudinarios. 

89 Los mayores de diez años y medio, y me- 
nores de diez y siete que vivan sin aplicarse á 
alguna carrera u oficio. 

CAPITULO II. 

Procedimiento y penas. 

Art. 39 Los jueces de primera instancia, alcal- 
des parroquiales, y jueces de paz estén en la pre- 
cisa obligación de proceder contra los vagos y 
mal entretenidos, de oficio, por denunciación ó 
por acusación, y los comisarios de policía en la 
de denunciar inmediatamente al juez de la parro- 
quia, los vagos y mal entretenidos que por cual- 
quier medio lleguen á saber que existen en sus 
cuarteles. 

Art 49 Luego que alguno de los jueces men- 
cionados en el artículo anterior tenga noticia de 
que un individuo es vago 6 mal entretenido, for- 
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i mará un expediente sumario, estampando en él 
j el auto de proceder, la denunciación ó acusación, 
las declaraciones de los testigos, y las demás dili- 
gencian convenientes á la comprobación del hecho; 
y resultando que el individuo está comprendido 
en algunos de los casos del artículo 19) librará 
orden de detención en la cárcel pública del lugar, 
y si lo estuviere en alguno de los del artículo 29, 
le hará citar. En uno ú otro cas») le instruirá del 
motivo de la detención ó citación en presencia del 
secretario del tribunal ó de los actuarios, y Je pre- 
vendrá que debe justifica rso dentro del término 
de ocho dias y de la distancia cuando las pruebas 
hayan de instruirse fuera del lugar del juicio, 
apercibido de que no haciéndolo se le condenará 
conforme á esta ley. En este caso se les impon- 
drá también de los artíceos 1 1 y 12. 

§ 19 El auto y diligencias de que habla este 

j artículo se firmaran por el juez y se autorizarán 

¡ por el secretario ó dos actuarios en defecto de 

aquel. El encausado firmará por sí, ó por otro á 

su ruego, la notificación que se le haga. 

§ 29 El sumario y demás diligencias expresa- 
das en este artículo, ge reservarán en el tribunal, 
y solamente se manifestarán al encausado ó su 
patrocinante para que haga su defensa, dándosele 
testimonio de lo obrado, si lo pidiere. 

$ 39 Las pruebas concernientes á la defensa 
se promoverán ante el mismo juez de la causa, y 
se evacuarán con citación del procurador muni- 
cipal 6 síndico parroquial que hará de fiscal. El 
reo 6 su defensor presentará en los cuatro prime- 
ros dias del término probatorio, el interrogatorio 
y lista de los testigos de que pretende valerse 
para preparar su defensa. 

Art 59 Vencido el término señalado en el ar- 
i tículo anterior, sentencinrá el juez dentro de vein- 
ticuatro horas, absolviendo al encausado, 6 decla- 
rándole vago ó mal entretenido con arreglo al 
mérito del proceso. La sentencia será apelable 
dentro de tres dias, solo en el efecto devolutivo , 
para ante la Corte Superior del distrito, y esta, 
t no solo podrá reformarla ó revocarla, sino que en 
I »u fallo impondrá la responsabilidad de daños y 
¡ perjuicios, ó una multa al tribunal que la haya 
pronunciado, si hubiere procedido con arbitrarie- 
dad. 

Art. 69 En Jos casos 59 del artículo 19, y 59 
y 69 del 29f se omitirá el procedimiento que ' 
previenen los artículos 49 y &9 siempre que la 
persona sea aprehendida infraganti ; limitándose 
la pena á veinte y cuatro horas de arresto, y 
cuarenta y ocho para los reincidentes. Para la 
imposición de esta pena, se librarán dos boletas 
en que se exprese la falta cometida, la pena que 
se impone y la persona que ha de sufrirla, y se 
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entregarán una á esta y otra al alcaide de la cár- 
cel. En estos casos solo habrá recurso de que- 
ja contra el juez de primera instancia, alcalde ó 
juez de paz que haya impuesto el arresto. 

Art. 79 Al que se declare vago ó mal entre- 
tenido por hallarse en alguno ó algunos de los 
casos 19,29, 39 y 49 del artículo 19, ó en el 89 
del 29, se le prevendrá por el juez que inició el 
procedimiento, que dentro de tres días solicite 
por medio de su defensor ú otro encargado, una 
persona que Jo reciba en clase de jornalero, sir- 
viente ó aprendiz de algún oficio por el término 
de dos anos, y si no la solicita ó no Ja encuen- 
tra, el juez invitará por carteles públicos á las 
personas que quieran admitirle, fijando térmi- 
no para que concurran al tribunal. 

§ único. Si las personas comprendidas en 
el número 89 del artículo 29 tuvieren padres tu- 
tores ó patronos, se prevendrá a estos que den- 
tro de tres dias les proporcionen ocupación útil, 
y si no Jo hicieren se procederá como previene 
este artículo y el siguiente. 

Art 89 Si se presentare alguna persona que 
quiera recibir al encausado, celebrará un con- 
venio con eate en presencia del juez y secreta- 
rio, sobre el salario que deba pagarle, expresán- 
dose en el expediente bajo la firma del juez, del 
secretario y de los contratantes, ú otros á mego 
de estos, si no supieren ó no pudieren hacerlo. 
Si el procesado no quisiere prestar su consenti- 
miento á las proposiciones, el juez acordará que 
se siga la costumbre de! lugar, atendiendo á la 
clase de servicio en que debe emplearse. 

Art 99 Si no hay persona que quiera recibir 
al vago con obligación de pagarle, ó en calidad 
de aprendiz, se solicitará quien Jo reciba á ra- 
ción y sin sueldo por el término señalado en el 
artículo 79; pero si tampoco halla quien lo re- 
ciba así, se le destinará al servicio de obras pú- 
blicas por tres meses, á ración y sin sueldo, po- 
niéndose al efecto á disposición del jefe* político 
del cantón. 

$ 19 Si estando el vago sirviendo á algún 
particular a ración y sin sueldo, ó en las, 
obras públicas, se presentare otra persona ofre- 
ciendo paga; le, se le entregará como está preve- 
nido en el artículo 79 

§ 29 Si durante el tiempo por el cual el va- 
go ha sido condenado áseivir á otra persona, 
esta representa ante el juez, que aquel conti- 
núa desmoralizado é incorregible, será relevada 
de tenerlo mas tiempo en su poder, y el juez 
obrará conforme a lo prevenido en este artículo. 

Art 10. Concluido el tiempo señalado en los 
artículos precedentes, la persona que haya reci- 
bido al vago, ó el jefe político en su caso, lo pre- 
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sentará al tribunal que lo haya destinado, quien 
le prevendrá que si dentro de un mes no acre- 
dita que está ocupado, ó que tiene beneficio aje 
qué vivir, se le obligará de nuevo á servir como 
se ha hecho antes, y así se ejecutará. 

Art. 11. A los calificados de vagos por 
el número 79 del artículo 1 9» se les impon- 
drá de uno a tres meses de trabajo en las 
obras públicas, é irán después & cumplir sus 
compromisos, si lo pidiere la persona ó perso- 
nas engañadas por el procesado. 

Art. 12. A los mal entretenidos comprendidos 
en los números 1?, 29, 39, 49 y 7? del artículo 
29* se les impondrán en la sentencia que los de* 
clare tales, las penas siguientes : 

19 A los cumprendidos en el número I?» de 
cincuenta á doscientos pesos de multa, y no te- 
niendo con qué satisfacerla, sufrirán un arresto 
de uno á cuatro meses. f 

29 A los comprendidos en el numero 29» cin- 
cuenta pesos de multa, ó dos meses de prisión si 
no tuvieren con qué pagarla, y á los del número 
49 de diez á cuarenta pesos de multa ó de ocho 
á "treinta y dos dias de arresto si no tuvieren con 
que pagar aquella. 

39 A los del número 39 si fueren mayores de 
catorce años, desde veinte hasta cien pesos de 
multa, 6 de quince dias hasta dos meses de arres- 
to, si no tuvieren con que pagarla ; y si fueren 
menores de aquella edad sufrirán los padres, tu- 
tores ó patronos desde diez hasta veinticinco pe- 
sos de multa ó un arresto de tres á ocho dias en 
caso de no tener con qué satisfacerla, debiéndose 
citar á e*tos cuando se cite al procesado, para 
hacerle la prevención que expresa el artículo 49 

49 A los del número 79 una multa de cincuen- 
ta á cien pesos, ó un arresto de uno á dos meses 
en caso de insolvencia. 

§ único. En los casos de reincidencia se dupli- 
cará la pena. 

Art. 13. Si el encausado se fugare después 
de hecha la notificación de que trata el artículo 
49, se decretará prisión contra él, y se librarán 
requisitorias para su aprehensión con inserción 
del auto de arresto ó de citación, ó de la diligen- 
cia en que aparezca el convenio ó auto en que se 
le destinó al servicio de obras públicas. 

Art. 14. Aprehendido que sea el reo, se re- 
mitirá al juez de primera instancia del circuito 
con el expediente lormado. Ei juez de primera 
instancia le tomará declaración con cargo, recibi- 
rá acto continuo la causa á prueba por quince 
dias, y le nombrará defensor al reo si este no lo 
quisiere hacer. Si no desvanece los cargos, y fue- 
re ó hubiere sido calificado de vago, sufrirá la 
pena de servir un año en las obras públicas, y ai 



COLOMBIANA T VENEZOLANA VIGENTE. 



359 



VAG 



la calificación fuere 6 hubiere sido de mal entre- 
tenido, se le impondrá el duplo de la señalada 
para su caso. La sentencia bien sea condenatoria 
ó absolutoria, se consultará á la respectiva corte 
superior para los efectos expresados en el artí- 
culo 6 a 

CAPITULO III. 

Disposiciones generales. 

Art 15. Los comisarios de policía, alcaldes ó 
jueces de paz y jueces de primera instancia que 
no cumplan con los deberes que les impone esta 
ley, sulrirán respectivamente multas de diez, vein- 
te y cincuenta pesos que las aplicará el inmedia- 
to superior. En caso de reincidencia se duplicará 
la multa. 

Art. 16. Loa funcionarios encargados de la 
ejecución de esta ley, llevarán un registo de los 
vagos que destinen al servicio, expresando los 
nombres y apellidos, edad y estado del indivi- 
duo, la pena que se le haya impuesto, la fecha 
de la sentencia y lugar á que haj'an sidff destina- 
dos. De este registro remitirán copia al jefe po- 
lítico del cantón cada seis meses en los dius 30 
de Junio y 23 de Diciembre. 

$ único. Los jefe» políticos con vista de las 
copias que exigirán si no las reciben en tiempo 
formarán oportunamente un estado comprensivo 
de todas, y lo remif'rán al gobernador de la pro- 
vincia en los meses de Enero y Julio, para que 
este forme el cuadro general de dichas noticias, y 
lo pasfe al Poder Ejecutivo reservando los ori- 
ginales. La secretaría del interior y justicia, por 
cuyo órgano se elevarán los cuadros, los formu- 
lará, exigirá y publicará puntualmente en la Ga- 
ceta de Gobierno. 

Art. 17. Les magistrados, jefes políticos y 
gobernadores que no cumplan con el deber que 
les impone el artículo anterior, incurrirán por 
cada vez que falten en la multa de veinticinco 
pesos que hará efectiva la autoridad superior 
q\ie advierta la falta. 

Art i 8. Las multas que se impongan con ar- 
reglo á esta ley, entrarán en las cajas de las 
rentas municipales, y se destinarán al sosteni- 
miento de los hospitales de lázaros y candad, 
según lo crean conveniente las respectivas dipu- 
taciones de provincia en vista de las necesidades 
de cada uno de dichos establecimientos. 

Art. 19. Todo ciudadano tiene el derecho de 
acusar á los funcionarios públicos de que habla 
el artículo 16 para que se les impongan las mul- 
tas que él señala. 

Art 20. La facultad que se concede por esta 
ley á los jueces de primera instancia, alcaldes y 
jaeces de paz para proceder contra loa vagos y 
mal entretenidos, no disminuye la que tienen los 
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jefes políticos para perseguir á los mismos va- 
gos y mal entretenidos y destinarlos gubernati- 
vamente y por via de corrección al servicio de la 
policía del lugar, con arreglo á la ley orgánica 
de provincias. 

Art. 21. Se deroga la ley de 23 de Mayo de 
1636. * • ' y 

Dada en Caracas á 29 de Marzo de 1845, 16? 
y 350 — El Presidente Jel Senado, José Vargas. 
— El Presidente de la Cámara de Representan- 
tes, Miguel Palacios, — El Secretario del Sena- 
do, José Ángel Freiré. — El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, Juan Xntonio Pérez. 

Caracas 10 de Abril de 1845, 10? y 35?— -Eje- 
cútese.— Carlos Soubletíe. — Por S. E. el Presi- 
dente de la República. — El Secretario de Estado 
en los Despachos del Interior y Justicia, Fran- 
cisco Cobos Fuertes. 

VAGOS. RKSOLUCIOS EJECUTIVA DE 25 DE 

agosto de 1840 declarando que los síndicos 
deben fiscalizar en todas las causas, aun an- 
te los jueces de caserío. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. 

Caracas Agosto 25 de 1846. 
Resuello. — Dígase ,al Gobernador de Trujillo. 
Se ha impuesto el Poder Ejecutivo de la nota 
de US. de 30 de Junio último número 84 en que 
consulta cómo debe obrar un juez de paz de ca- 
serío en donde no hay síndico parroquial para 
proceder contra los vagos y nial entretenidos ; 
puesto que si-gun el parágrafo tercero del artí- 
culo 4? de la ley de la materia, las pruebas con- 
cernientes á la defensa del reo deben evacuarse 
con citación del procurador municipal ó síndico 
parroquial que hará de fiscal, y ha dispuesto 
se diga á US. en contestación : que si trata como 
parece de los debsrrs del juez de paz en su ca- 
lidad de funcionario del Poder Judicial, es á sus 
superiores en la misma escala que debe hacerse 
la consulta. Y que respecto de los síndicos, de- 
be resolverse que estos están en la obligación de 
fiscalizar en todas las causas de vagos de su par- 
roquia, ante todos los jueces de ella, aunque sean 
de caserío, porque sus funciones se extienden 
por todo el territorio que comprende aquella, in- 
clusos sus caseríos, lo cual no presenta inconve- 
niente por ahora en la práctica porque las fun- 
ciones de los síndicos parroquiales son de muy 
corta extensión actualmente. 

Soy &c. — Por S. E. — Cobos Fuertes. 

VAGOS. PUNTO 1? DEL ACUERDO DB LA CORTE 
SUPREMA DE 23 DE SETIEMBRE DE 1841 en 

que se declara que los reos de este delito pue- 
den valerse para su defensa de testigos au- 
sentes, concediéndose en este caso el término 
de la distancia. 
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Acuerdo,— En la ciudad de Caracas á 33 de 
Setiembre de 1841, 129 Y 31° ,oa ministros Pre- 
sidente, Relator y Canciller ele la Corte Supre- 
ma de justicia, sin la asistencia del se flor Vice- 
presidente por enfermedad, reunidos en acuer- 
do, trajeron á la vista la consulta propuesta por el 
juez de primera instancia de la provincia de Ma- 
racaibo y dirigida por la Corte Superior del 5^ 
distrito, relativa á que siendo improrogable el 
término de tres dias que los artículos 46 y 47 de 
la ley de 23 de Mayo de 1836, conceden para 
probar sus excepciones á los encausados por va- 
gos, se presenta la duda sobre ai se admitirán en 
dichos juicios pruebas de testigos ausentes, con- 
cediéndose en este caso el término de la distan- 
cia, con lo informado par la Corte y representa- 
do por el señor Fiscal, dijeron : que puesto que 
en ninguno de lo» artículos de la expresada ley 
se prohibe que los reos de vagancia se valgan 
para su defensa de testigos ausentes del lugar del 
juicio ; siendo por otra parte principio general 
de nuestra legislación, que siempre que hayan 
de examinarse testigos ausentes, se conceda el 
término de la distancia ademas del señalado pa- 
ra la prueba, sin que por ello deje este de ser im- 
prorogable, conforme lo ha manifestado la Cor- 
te Superior, el caso propuesto no presenta du- 
da fundada que deba elevarse al Cuerpo legisla- 
tivo ; así lo acordaron, mandando se comunique 
á la expresada Corte para los fines consiguien- 
tes. Urbaneja. — Martínez* — Duarte. 

Es copia.— Caracas 4 de Julio de 1844 

El Canciller, José Duarte. 

VAGOS. PUNTO 29 DEL ACUERDO DE LA CORTE SU- 
PREMA de 8 de >bril de 1842 en que se de* 
ciara que las sentencias contra ellos deben 
consultarse aun en el caco de ser absoluto- 
rias. 

En la ciudad de Caracas á 8 de Abril 
de 1842, 139 y 329 munidos en acuerdo 
los ministros de la Corte Suprema de justicia exa- 
minaron el expediente en que la Corte Superior 
del quinto distrito, contrayéndose & la ley de 23 
de Mayo de 1826 sobre hurtos, propone las dos 

dudas siguientes w 

Segunda. Si la disposición del artículo 49 se 
extiende al caso de ser absolutoria la sentencia 

dictada en causas sobre vagancia........ *. 

Halla también con respecto al segundo punto 
consultado, que la disposición del artículo 49 de 
la misma ley de hurtos se extiende al caso en que 
sea absolutoria la senu ncia librada en causas so- 
bre vagancia, puesto quo el propio artículo pre- 
viene que después de sentenciaaa la causa y eje- 
cutada la sentencia, el juez remita la actuación á 
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la Corte Superior respectiva partí que imponga 
la responsabilidad de que habla el artículo 28 en 
el caso de que se haya incurrido en ella. Y co- 
mo es evidente que todos los funcionarios que 
intervienen en la formación de una causa, á sa- 
ber : jueces, fiscales, defensores, secretarios, pue* 
den, faltando á sus deberes, incurrir en respon- 
sabilidad, aun en los casos en que las senten- 
cias sean absolutorias, lo es también que para que 
pueda imponerse aquella, se hace necesario que 
la sentencia se consulte aun en el caso de sef 

absolutoria - „ „ 

Urbaneja. — Licdo. Mercader* — Martínez. 
—Duarte. Caracas Mayo 9 de 1844, 15 y 34.-** 
£1 Canciller, José Duarte. 

VAGOS. ACUERDO DE LA CORTE SUPREMA DB 

29 de octubre Da 1845 declarando que aun* 
que la ley de la materia no señala pena á las 
calificados por el número 69 art. \o. debe sin 
embargo seguirse contra ellos el protedimien* 
to judicial, porque la declaratoria de vagan- 
cia por Ifí sola produce la suspensión de los 
derechos políticos, según el art. 16 del có-, 
digo fundamental, lo cual es una pena qué 
exige un juicio previo* 
Acuerdo del día veintinueve de Octubre de 
mil ochocientos cuarenta y cinco. — Concurrió* 
ron todos los ministros de este tribunal. — Vista 
la precedente consulta con lo informado por la 
Corte Superior del tercer distrito, y representa* 
do por el ministerio fiscal. Aunque la ley sobre 
vagos no señala pena a los que califica de tales 
por el número 69 artículo 1?, debe sin embargo 
seguirse contra ellos el procedimiento judicial, 
porque la declaratoria de vagancia por sí sola pro* 
duce la suspensión de los derechos políticos se* 
guh lo dispone el artículo 16 del código funda* 
mental, y porque tal suspensión ocasionada» por 
un acto culpable, es una verdadera pena que exi- 
ge necesariamente un previo juicio. Los vaguea 
que se contrae la consulta no dejan de estar su- 
jetos también á que los competentes empleados 
de policía les apliquen las penas de sus atribu- 
ciones conforme á las disposiciones vigentes. La 
Suprema Corte no considera, pues, que en el 
punto que motiva la consulta haya duda fundada 
sobre inteligencia de la ley ; pero como el silen- 
cio de esta es tal vez un vacío que sea necesario 
llenarse por el cuerpo legislativo, providencia que 
se le pase copia de la presente actuación. — Nar- 
varíe. — Martínez. — Duarte. — Bracho. 
VAGOS. Procedimiento contra ellos por loa je- 
fes políticos. Véase Provincias, $ 2<> del artícu- 
lo 50, y A. C. S. de 19 de Noviembre de 1840. 
VAGOS. En qué ramo de la policía deben pres» 
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tar el servicio loa condenados gubernativamen- 
gate por dichos jefes políticos. Véase la nota. (*) 
VALENCIA. Véase Cuartel de milicias de Va- 

Uñeta. 
VALENCIA (ciudad de), deoreto de 3 db 
mato db 1855 concediéndole un auxilio pata 
la construcción de un puente.— Deroga el de 
20 de Mayo de 1854, pág. 19 del cuaderno de 
ese año. 
El Senado y Camarade Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos eu Congreso. 

Decretan : 
Árt 19 Se destina la cantidad de 7.000 fane- 
s de sai, para que con su producto se constru- 
ya un puente sobre el rio de Valencia en la calle 
del Mercado. 

Art. 29 £1 Poder Ejecutivo queda autorizado 
para contratar ia construcción de esta obra, y dic- 
tar las medidas mas eficaces, á fin de qué el Ad- 
ministrador de la Aduana de Puerto-Cabello ten- 
ga en aquel puerto á la disposición del empresa- 
rio las 7.000 fanegas de 6al ; y cuidará de que 
la obra se construya con la mayor prontitud y 
solidez posibles. 

Art 39 Se deroga el decreto de 20 de Mayo 



(*) El S( 
.43y 44< 



Secretario del Interior en su Memoria de 1840 
p.48y 44 expuso: 

"El parágrafo 2°. del artículo 50 autoriza á loa jefes 
políticos para destinar por un tiempo determinado, pre- 
via la justificación conveniente, los vagos y mal entrete- 
nidos al servicio de la policía del lugar con ración y sin 
sueldo. Ha sido varia la inteligencia que á esta disposi- 
ción han dado algunos amnistiados del orden político, 
creyendo unos que el servicio de policía de que habla la 
ley en este punto, es aquel que presta el presidio urbano, 
y entendiendo otros, que es el que hace la ronda de poli- 
cía. El Gobernador de Guayana consultó esta duda al 
Poder Ejecutivo, quien, de acuerdo con la opinión del 
Colijo de Gobierno, declaró : que el servicio de la poli- 
cía á que deben destinarse gubernativamente los vagos y 
mal entretenidos ce n forme a la disposición mencionada, 
aoes el de los presidios urbanos, sino el que prestan los 
agentes de po'icía en cualquiera de los ramos de esta, 
pero con ración y sin sueldo. Nuevas dudas ocurrieron al 
Gobernador de Guayan a manifestando, que agentes de poli- 
cía solo los habia en la capital de la provincia, y consultan» 
do qué debería hacerse cuando hubiese de proeederse en el 
caso resuelto por el Gobierno contra los vagos que no 
deben destinarse fuera del lugar. El Gobierno entonces 
con estricta sujeción á los conceptos expresados por su 
Consejo, cuyo dictamen habia seguido, explanó su resolu- 
ción añadiendo : que no determinando la ley en qué ramo 
deban prestar el servicio los vagos que hayan de desti- 
narse gubernativamente en virtud de la disposición da 
que me ocupo, quedaba á la prudencia del jefe político 
respectivo hacer la designación según las circunstancias 
de los que iban á ser corregidos ; bien destinándolos á los 
cuerpos de policía organizados en la provincia, bien al 
servido de salubridad, ó bien á otro ramo de la policía, 
con tal que no se les ocupe sino en meros objetos de£k 
del logar, y con ración y sin sueldo. 11 
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del año próximo pasado sobre construcción de un 
puente en la ciudad de Valencia. 

Dado en Caracas, á 1° de Moyo de 1855. año 
26 de la ley y 45 de la independencia.— -El Pre- 
sidente del Senado, Juan Hilario Obispo de 
Mérida — El Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes, Jé L. Arismendi*—FA Secretario del 
Senado, J. A. Pérez. — El Secretario interino de 
la Cámara de Representantes, Félix A. Castro. 
Caracas, 3 de Mayo de 1855, año 26 de la 
ley y 45 de h independencia. — Ejecútese.— José 
T. Monagos — Por S. E. el Presidente de la Re- 
páblica.-t-El Secretario de Estado en los DD.del 
Interior, Justicia y Relaciones Exteriores, 
Francisco Aranda. 
VALERA (parroquia de). Véase Motatan. 
VALOR de los libertos. Cómo se fijará cuan- 
do adolezcan de alguna enfermedad aunque no 
esté patente, para los efretos de la ley de abo- 
lición. Véase Libertad de esclavos* R. E. de 
17 de Junio de 1854, punto 49 
V ALIJADORES. Véase Peritos valuadores. 
VAPORES. Véase Resguardo marítimo, L. de 
7 de Marzo de 1846, y Navegación* de los rios 
Orinoco y Apure. 
VARA. Véase Pesos y medidas t art. 9. 

VECINDARIO, resolución ejecutiva db 9 
de mayo de 1842 declarando que para ser ve- 
cino de un lugar no es requisito necesario ma* 
nifestar la intención de serlo ante el Concejo 
Municipal. 

Secretaría de lo Interior. — Sección 3* 
Caracas Mayo 9 de 1842. * 
Resuello.—" Vista la exposición documentada 
que ha dirigido al Poder Ejecutivo el señor Juan 
Félix Nuñez, quejándose de la providencia libra * 
da por el Gobernador de la provincia de Cu- 
maná en que declara nulo el nombramiento 
hecho en su persona para jefe político del can- 
tón Cariaco. Siete vecinos de aquel cantón re- 
presentaron en 13 de Diciembre al Goberna- 
dor contra ia elección de Nuñez, aseguran- 
do que no era Veciuo, y Nuñez en el informe 
que evacuó acompañado de varios documentos, 
justificó que lo era por lo menos desde 1840, que 
allí está casado, que tiene una hija y que se ocu- 
pa en la agricultura y en el comercio. Todo esto 
resulta comprobado plenamente, lo reconoce el 
Gobernador en su providencia de 83 de Febrero 
ultimo, concede á Nuñez honradez y otras dotes 
estimables ; y sin embargo declara' que no es ve- 
cino de Cariaco porque no ha manifestado ante 
aquel concejo municipal su voluntad de serlo. 
Por ninguna ley de la República se exige seme- 
jante formalidad, y es extraño que se haya echa- 
do mano de un fundamento tan débil para privar 
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á un ciudadano del goce de los derechos políticos* 
u Es también muy reparable que tal resolución 
se hubiese librado después de haberse dicho al 
Gobernador en respuesta á una consulta que en 
abstracto dirigió al Poder Ejecutivo con fecha 
15 de Diciembre, il que debia obrar con la mayor ¡ 
circunspección, pues los ciudadanos designados 
para jefes políticos, hablan obtenido los sufragios 
de la Diputación provincial, y el nombramiento 
del mismo funcionario ante el cual se alegaba de 
nulidad." De extrañarse es igualmente que el 
Gobernador haya declarado nula la elección de 
que se trata á los treinta y nueve dias de haber 
recibido la solicitud hecha con este objeto, estando 
prevenido por el parágrafo 39 del artículo 29 de 
la ley orgánica de provincias, que tales decisio- 
nes se pronuncien dentro de quince dias a lo ma?, 
después de introducidas en el de- pacho del Go- 
bernador respectivo. Conocida la providencia, fué 
reclamada por ciento treinta vecinos de Cariaco 
en una esforzada y respetuosa representación ; 
pero el Gobernador declaró que no podía rever 
el negocia En consideración á lo expuesto, pre- 
vio dictáman del Consejo de Gobierno que ha 
sido consultado sobre este asunto, usando el Po- 
der Ejecutivo de sus facultades constitucionales, 
y en desempeño del especial encargo que se le 
nace por el artículo 109 de la ley orgánica de 
provincias, resuelve : 

19 Que el Gobernador de la provincia de Cu- 
maná ha obrado contra las leyes declarando nula 
laeleccion hecha en el seíior Juan Félix Nufíez 
para jefe político del cantón Cariaco ; y 

29 Que el Gobernador debe restituir inmedia- 
tamente u\ expresado Nufíez al destino de que 
quedó separado por virtud de su providencia." 

Comuníij'jcse al referido Gobernador previ- 
niéndole que en lo sucesivo se arregle estricta- 
mente para sus determinaciones á la Constitución 
y leyes de la Uepública, á fin de no dar motivo á 
quejas tan fundadas corno la del señor Juan Félix 
Ñuttez. 

Por S. E.-<J ^Quintero, 
VELAS, (fábricas de) Véase Tenerías. 

VENDUTAS, resolución ejecutiva de 3 de 
enero de 1&39 declarando á sus administra- 
dores exentos de cargas concejiles. 
República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en el Despacho de Hacienda. — Caracas Enero 
3 de 1839, 109 de la ley y 299 de la indepen- 
dencia. 

Señor 

Presentada al Despacho del Gobierno la nota 
de U. de 29 de Octubre último, sin número, dan- 
do parte de que nombrado U. administrador de 
venduta de esa capital con arreglo al decreto de 
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14 de Marzo de 1823, se halla desempeñando es- 
te destino desde el 15 de Setiembre de 1836, pre- 
vios los requisitos deñanza y juramento que pre- 
viene la ley: que por tanto se considera em- 
pleado en servicio publico ; y que como tal, ocur- 
re al Poder Ejecutivo para que declare que ocu- 
pado en este destino, se encuentra comprendido 
en el artículo 71 de la nueva ley orgánica de 
provincias, que exime de cargas concejiles & los 
jtfes de las oñcinas de hacienda y sus dependien- 
tes, ha resuelto con consulta del Consejo, lo que 
sigue : 

Atendiendo el Gobierno á que los administra- 
dores de' venduta pública, son empleados de ha- 
cienda, dependientes de la Tesorería general y de 
las administraciones de aduana, y á que pres- 
tan ademas la fianza que previene la ley, se de- 
clara : que deben estar exentos de cargas conce- 
jiles con arreglo al artículo 71 de la nueva lev 
orgánica de provincias. Comuniqúese esta de- 
claratoria al administrador de venduta de Cuma- 
ná y demás á quienes corresponda." 

Por S. E.— Smith. 
Cuyo contenido traslado á U. para su conoci- 
miento y demás fines; contestando así su indica- 
da nota. 

Soy de U. muy obediente servidor. — G. Smith. 
Al señor Administrador de venduta de Cumaná. 

Es copia. — Smith. 
VENEZUELA. Véase Gobierno de Venezuela, 

y Venezolanos. 
VENEZUELA y otras naciones. Véase Tra- 
tados 'públicos. 
VENEZOLANOS, título 3? de la consti- 
tución estableciendo quiénes lo son. 
Art. 99 Los venezolanos lo son por nacimien- 
to y por naturalización. 

Art. 10. Son venezolanos por nacimiento : 
19 Los hombres libres que hayan nacida en 
el territorio de Venezuela. 

29 Los nacidos de pidre ó madre venezola- 
nos en cualquier parte deJ territorio que compo- 
nía la República de Colombia. 

39 Los nacidos en países extranjeros de pa- 
dres venezolanos ausentes en servicio, ó por cau- 
sa de la República, 6 con expresa licencia de 
autoridad competente. 

Art. 11. Son venezolanos por naturalización : 
19 Los no nacidos en el territorio de Vene- 
zuela, que el 19 de Abril de 1810 estaban domi- 
ciliados en cualquier punto de él, y hayan per- 
manecido fieles a la causa de la independencia. 
29 Los hijos de venezolano ó venezolana, na- 
cidos fuera del territorio de Venezuela, no es- 
tando sus padres ausentes en servicio 6 por cau- 
sa de la República, lo serán luego que vengan á 
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Venezuela y manifiestan del modo que determi- 
ne la ley su voluntad de domiciliarse* 

89 £j°* extranjeros con carta de naturaleza 
conforme á la ley. 

4 o Los nacidos en cualquiera de las otras dos 
secciones que formaban la República de Colom- 
bia, que estén domiciliados, 6 se domicilien en 
adelante en Venezuela. 

59 Los extranjeros que hayan hecho servi- 
cios importantes á la causa de la independencia, 
precediendo la correspondiente declaratoria. 

VENEZOLANOS, título 49 de la constitu- 
ción Jijando sus deberes. 
Art. 12. Son deberes de cada venezolano: 
vivir sometido á la Constitución y á las leyes : 
respetar y obedecer á las autoridades que son 
sus órganos: contribuir á los gastos públicos ; y 
estar pronto en iodo tiempo á servir y defender á 
la patria, haciéndole el sacrificio de sus bienes y 
de su vida si fuere necesario. 

VENEZOLANOS. Sus derechos políticos. Véa- 
se Derechos de ciudadano? Provincias art. 138 
y Justificaciones ad perpetuara^ art 39 

VENTA de tietras baldías. Véase Tierras 
baldías, art. 7 al 11, y R. E. de 14 de Marzo 
de 1850. 

VENTA DE DROGAS Y MEDICINAS. RESOLUCIÓN 

ejecutiva de 10 de agosto DE 1841 permi- 
tiendo álos importadores su venta á los no bo- 
ticarios, bajo ciertas condiciones. 
Secretaría de Estado en los Despachos del in- 
terior y justicia. Sección 3&. — Caracas 10 de 
Agosto de 1841. 

Resuelto. — •* Habiendo ocurrido al Gobierno 
el Sr. Licenciado Juan José Romero, en repre- 
sentación del Sr. Juan Bautista Dallacosta, co- 
merciante de la ciudad de Angostura, pidiendo pa- 
ra su represen lado el permiso de vender medici- 
nas á cualesquiera personas aun cuando no sean 
farmacéuticos aprobados, contra lo prevenido por 
el artículo 37 del reglamento acordado por la fa- 
cultad médica para la organización de las boticas 
y droguerías y circulado con anuencia del Go- 
bierno en 24 de Agosto de 1840 ; el Gobierno con 
presencia del artículo 13 de la ley 8& título 13 li- 
bro 89 de la Novísima Recopilación que permi- 
te á los drogueros y especieros vender por mayor 
los medicamentos simples, sin artificio ni prepara- 
ción alguna, como su pulverización, &c. y de nin- 
guna manera de cuarterón de libra abajo: consi- 
derando que las leyes españolas que podría pare- 
cer limitaron el permiso de vender medicinas solo 
á los farmacéuticos aprobados, fueron dadas en 
circunstancias enteramente distintas, cuando en 
cada ciudad, en cada población importante habia 
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número suficiente, así de farmacéuticos que ex- 
pendiesen las medicinas, como de facultativos que 
en los puertos las reconociesen y autorizasen ; 
circunstancias en nada parecidas á las en que se 
halla constituida al presente Venezuela, donde 
provincias hay que carecen de boticarios, y otras 
en que si los hay, no han sido examinados ni apro- 
bados, y solo por la necesidad han obtenido una 
licencia temporal para expender medicamentos ; 
y en cuyos puertos no hay comisionados algunos 
que desempefien las funciones de reconocimiento y 
au torizacion, que por las antiguas leyes estaban en- 
cargadas á los comisionados de la junta de farma- 
cia : que las leyes déla República sobre importa- 
ción conceden el permiso general de introducir 
medicinas : que la imposición de venderlas á los 
boticarios solamente patrocinaría un monopolio 
en provecho de uno que otro boticario y conocido 
perjuicio público, y oido el dictamen del Consejo 
de Gobierno, que fué consultado expresamente so- 
bre el asunto, y de acuerdo en todo con ese mis- 
mo dictamen, resuelve : que continúe en observan- 
cia la resolución de 24 de Abril de 1839, esto es, 
que los importadores de medicinas pueden vender- 
las libremente á todas la» personas aun cuando no 
sean boticarios, según vengan del exterior, sién- 
doles prohibido únicamente pn. pararlas ó compo- 
nerlas en sus almacenes y expenderlas, por me- 
nor de cuarterón de libra corno lo ejecutan los bo- 
ticarios ; y que se excite á h facultad médica á 
reconsiderar su reglamento sobre boticas y dro- 
guerías, poniendo 1 © en armonía con las leyes de 
la República y con las circunstancias particulares 
de ella, como la falla de boticarios en Lis provin- 
cias y muchas poblaciones, y la de comisionados 
de la facultad en nuestros puertos para el recono- 
cimiento de las medicinas." 

Comuniqúese al gobernador de Guayana y pu- 
bl/quese para que sirva de regia, mientras se pre- 
senta y manda circular la refirma del expresado 
reglamento. 

Por S. E —Quintero. 

VENTA DE DROGAS Y MEDICINAS. RESOLUCIÓN 
DE LA FACULTAD MÉDICA DE 15 DE MARZO DE 

1847 aprobada por R. E. de 28 de Abril del 

propio año sobre lo mismo que la anterior. 
Facultad médica. — Núm. 16. 

Caracas, Marzo 15 de 1847 

Sr. Secretario del Interior y Justicia. 

Considerando la Facultad Médica que el señor 
Hipó ito Villaret ha insistido en vender al públi- 
co un medicamento preparado por él mismo con 
el nombre de <c Inyección Villaret" desatendien- 
do la intimación que se le ha hecho, por medio 
del seftor Jefe Político del Cantón, del acuerdo 
de esta Facultad de 6 de Febrero ultimo : que es- 
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ta resolución está fondada en la ley a , título 1 1, 
libro 89» $ 2? de la Novísima Recopilación que 
expresamente ordena, '* que ningún médico ni ci- 
rujano pueda hacer en su casa purgas ni medica- 
mentos para venderlos, sino que los manden ha- 
cer á los boticarios examinados } porque de hacer- 
los en 8U9 casas resulta en fraude y daño de los 
enfermos, que se los hacen pagar mucho mas de 

10 que valen á título de ser secreto suyo : en la ley 
8&, título 13, número 12 del mismo libro que dispo- 
ne, (t que solo los farmacéuticos aprobados ven* 
" dan medicamentos simples y compuestos ; *' y 
en la ley 10, núm. 10 del propio título y libro que 
manda, " que habiendo un profesor que reuniese 
<( en sí las facultades de medicina y farmacia ó las 
" de farmacia y cirujía, se le dejará el título de la 
• c que prefiere ejercer, y el otro 6 ios otros se le 
4< recogerán por estar prohibido por las leyes que 
" puedan ejercer á un mismo tiempo la medicina 

11 ó cirujía y Ja farmacia. " Considerando también 
que por el articulo 89 sección 2& del decreto de 
25 de Junio de 162? sancionado para el Gobierno 
de esta Facultad, se le encarga hacer efectivo el 
i( cumplimiento de las leyes que tratan de las fil- 
k * tas de los boticarios, médicos, cirujanos, de los 
" intrusos en estas facultadas ó que se excedan de 
4í los límites de aquellos ramos para que las le- 
u yes los han habilitado, y de la venta de drogas 
<( fuera de las boticas, dirigiéndose á los tribunales 
'• de policía de un modo oficial ; " y que por el 
artículo 62 del propio decreto, se le autoriza pa- 
ra imponer multas que no pasen de oif»n pesos ó 
una suspensión del ejercicio de la profesión has- 
ta por dos meses, y aun excluirle de su seno, du- 
plicándose ó triplicándose la multa ó el tiempo de 
la suspensión en caso de reincidencia. — Acuerda 
imponer, como impone al Sr. Hipólito Villaret, la 
multa de cincuenta pesos que consignará en la te- 
sorería de la facultad conforme ni artículo 72 del 
precitado decreto ; apercibiéndosele con las demás 
providencias á que Hé lugar su reincidencia j y pa- 
ra su ejecución, que se comunique este acuerdo á 
la primeTa autoridad de policía del Cantón, tras- 
cribiéndose al Supremo Gobierno, para que se 
sirva ordenar su publicación en la Gaceta oficial. 

Todo lo cual pongo eu conocimiento de US. 

para los fines que son del case. 

Con sentimientos de consideración y respeto soy 

de US. muy atento servidor. 

El Director, Francisco I. Carreña. 

VENTA de dragas v medicinas. Véase Aran- 
cel de drogas y medicinas. 

VENTAS en los caminos. Véase Posadas y 
Ventas. 

VESTUARIO de la tropa. Véase Fuerza ar- 
mada y permanente DD. EE. de 15 de Junio 
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de 1830, y 20 de Diciembre de 1838, y, R. R 
de 31 de Agosto de 1840. 

VIATICO Y DIBTAS DE LOS SEN ADOR E8 T RE- 
PRESENTANTES. Véase Cámaras legislativas, 
artículos constitucionales que establecen las 
funciones económicas y disposiciones comunes 
á ambas cámaras, art. 86. 

VIATICO Y DIETAS DB SENADORES Y REPRESEN- 
TANTES : DECRETO DE 4 DE MARZO DE 1854 «¿£a- 

lándolos.— Deroga el de 23 de Abril de 1846, p. 
, 40 del cuaderno de ese año y 649 n. 599 del cucr> 
pode \85\-que deraga el de 17 de Marzo de 
1 843 p. 2. del cuaderno de ese año, y 533 «9 
490 del cuerpo de 1851, y cualquier otra dis- 
posición relativa. 

E) Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 
Decretan. 
Art. 19 Se abanará á los Senadores y Repre- 
sentantes, por viático de ida y vuelta á las sesio- 
nes, siempre que residan en las capitales de las 
respectivas provincias, las cantidades siguientes: 

A los de la provincia de Apure .. 9 300 

A los de A ragú a . .. . 55 

A los de Barínas... 348 

A los de Barcelona ... 327 

A losde Barquisimeto . 252 

A los de Cara bobo 108 

A los de Coro 800 

A los de Cumana . ,--.--. --,. 381 

A los de Guayana „ . 567 

A losdclGuarico - 195 

A los de Maracaibo. 495 

A losde Margarita . 300 

A los de Mérida 516 

A los de la Portuguesa ., 300 

A los de Trujillo , , 426 

Art. 29 A los Senadores y Represen tañes que 
no residan en las capitales do sus provincias se 
les ja gara el viatico, calculando las distancias des- 
de el lugar de la residencia hasta la capital de la 
respectiva provincia para la adición o* sustracción 
de Jo que les corresponda por la totalidad del cál- 
culo hust a la de la República» arreglándose para 
dicha adición ó sustracción á las tablas de la coro- 
grafía de la Nación, á razón de dos pesos por cada 
legua de ida, y otros dr-s pesos por cada legua de 
vuelta- • 

Art. 39 Los Senadores y Representantes, go- 
zarán en calidad de imdemnizacion seis pesos 
diarios por los días que duren las sesiones. 

Art. 49 Si el 20 de Enero no se instalare el 
Congreso por falta de Senadores ó Representan- 
tes, los que se encuentren en la capital disfrutarán 
de una indemnización de tres pesos diarios* 
Art. 59 Si algún Senador ó Representante tu* 
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viere un sueldo mayor pagado por el erario públi- 
co, continuará gozándolo por el tiempo de las se* 
siones sin percibir dietas. 
Art 6° Se deroga el decreto de 23 de Abril de 
1840. ' 

Dado en Caracas á 1? de Marzo de 1854, affo 
25 de la ley y 44 de la independencia. — El Vice- 
presidente del Senado, Víctor J. Diez — Cl Presi- 
dente déla Cámara de Representantes, Francisco 
Oriach. — £1 Secretario del Senado, /. A. Pe- 
tez, — El Secretario de la Cámara de Represen- 
tantes, /. Padilla. 

Caracas, Marzo 4 de 1854, año 25 de la ley 
y 44 de la independencia. — Ejecútese. — J. G. 
Menágas. — Por S. E. — El Secretario de Estado 
en el Despacho de Hacienda, P. Cebállos. 
VIATICO Y DIETAS de los senadores t re- 
presentan ths. Véase Suplemento á las ren- 
tas municipales, D. de 9 de Abril de 1816. 
V 1ATICO Y DIETAS de los senadores y re- 
presentantes. Resolución ejecutiva de 7 
de mayo de 1840 declarando, previa la de* 
claratoria de ambas Cámaras, que cuando se 
separan con licencia antes de la conclusión de 
las sesiones, no devengan dietas por el tér- 
mino qve falte. 

República de Venezuela. — Secretaría de de Esta- 
do en el Desbarbo de Hacienda.— Caracas 7 de 
Mayo de 1840, 11? y 30? 
Sr. Ttsort ro general. 

En vista de! oficio de US. de 2 de Abril ultimo, 
número Sti, acordó el Gobierno consultar á las 
Cánttfi>s del Congreso sobre el pago de dietas á 
sus n-tj tviiviis miembros, á saber: al Sr. Dr. Jo- 
sé María Tellería, senador, y al Sr. Pedro Her- 
moso, represo ntan te por la provincia de Coro, los 
cunles obtuvieron permiso para retirarse antes de 
concluir las sesiones, según consta de las dos 
certificaciones de los secretarios de ellas que US. 
me acompañó y que devuelvo. 

£1 resultado de la consulta hecha al Senado, 
f*.é que se informase al Sr. Tellería la práctica es- 
tablecida por ei Cuerpo en la matert* con el Sr. 
Juan Pedro Martínez, no habiendo resolución 
posterior en contrario. 

- La declaratoria que en 17 de Marzo de 1835 hi- 
zo el Senado acerca del Sr. Martínez, fué que en 
atención ¿ sus males lo daba por excusado para< 
continuar asistiendo á las sesiones, comunicándo- 
se el acuerdo al Ejecutivo por el Ministerio de 
Hacienda para los efectos consiguientes en cuanto 
al viático y dietas que habia devengado hasta el 
11 de Marzo de 1835 en que se ausentó. 

La Cámara de Representantes en sesión de 29 
de Abril último, aprobó un informe de su comi- 
sión del interior, la cual opinó que se resolviese 
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negativamente la solicitud del Sr. Hermoso si- 
guiendo la práctica establecida por el Senado, y en 
virtud do las razones que habia expuesto el Go- 
bierno. 

Todo lo cual comunico á US. para su inteli- 
gencia y demás efectos convenientes ; añadiendo 
que esta es la regla que ha de observar la tesore- 
ría, pues ha sido adoptada por ambas Cámaras. — 
Soy de US. atento servidor. Q. Smith. 

VICARIOS. Véase Patronato eclesiástico, art. 
40, Provincias, art. 90 y 91, Gaceta, R. £. de 
12 de Junio de 1841, y Arancel judicial, ar- 
tículo 14. 
VICECÓNSULES. No pueden ejercer ninguna 
funeion sin el exequátur del Ejecutivo. Véase 
Consulados extranjeros, R. E. de 15 de Junio 
de 1852. 
VICECÓNSULES. Sus funciones sobre mortuo- 
rias de extranjeros. Véase Consulados extrañ- 
aron, RR. EE de 23 de Julio de 1840, y 6 de 
Octubre de 1 843. 
VICEPRESIDENTE de la república. Véase 
Poder Ejecutivo, art. 109 al 116 y 122, y Con- 
sejo de Gobierno. 
VICEPRESIDENTE de la república. De- 
creto de 28 de abril de 1841 explicando el 
art 112 de la Constitución sobre cuándo no 
puede ser electo Presidente, por haber ejerci- 
do el Poder Ejecutivo. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

considerando. 
Que por el art. 224 de la constitución el Con- 
greso está autorizado para explicar las dudas que 
ocurran sobre la verdadera inteligencia de algún 
artículo de la misma constitución precediendo las 
formalidades establecidas para la formucion de las* 
leyes. 

decretan: 
Art. único. Con arreglo al arfel 12 de la eos ti tu- 
; cion no puede ser elegido premíente el que con el 
carácter de vicepresidente haya ejercido el Poder 
Ejecutivo por dos afros dentro de los cuatro del 
período constitucional inmediato de presidencia, 
y se tendrán por completos dichos dos afios de 
ejercicio del Poder Ejecutivo, aun cuando el vice- 
presidente haya diferido cl juramento constitucio- 
nal, ó se haya separado del mando por algunos 
dias que no lleguen á noventa continuados. 

Dado en Caracas á 26 de Abril de 1841, 12° de 
la ley y 31 de la independencia. — El presidente 
del Senado, José Vargas. — El presidente de la 
Cámara de Representantes, Femando Olavarria. 
— El secretario del Senado José Ángel Freiré. — 
El secretario de la Cámara de Representantes, 
Rafael Acevedo. 
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Sala del Despacho, Caracas Abril 28 de 1841, 
afto 12 de la ley y 31 de la independencia. — Eje- 
cútese. — El Presidente de la República, José A. 
Páez.— Pon S. E.— Refrendado. — El secretario 
de Estado en el Despacho de lo interior y justicia, 
Ángel Quintero. 

VICEPRESIDENTE de la república. No 
puede ser Senador ni Representante. Véase 
Cámaras legislativas, artículos constituciona- 
les que establecen las funciones económicas y 
disposiciones comunes á ambas, art. 81 y Elec- 
ciones, L. 8& art. 12. 
VICEPRESIDENTE de la república. Ante 
quién prestará el juramento constitucional. 
Véase Juramento de empleados, art. const. 221. 
VICEPRESIDENTE de la rkpublica. No 
puede casarse con extranjera sin permiso del 
Congreso. Véase Matrimonio, art. 4. 
VICERRECTORES de los colegios nacionales. 
Véase Rectores, Instrucción publica, LL. 2^ y 
3*, art. I y 8, y Colegios nacionales. (Apéndi- 
ce* al primer tomo) D. E. R. de 27 de Marzo 
de 1854, art. 7, 8, 14, 15 y 16. 
VICERECTORES de las universidades. Véa- 
se Instrucción pública^ L. 4 a art* 5 o y su §, 
y D. E. R. cup. 2?. 
VICERECTORES de las universidades y co- 
legios nacionales. Están exentos del servicio 
en la milicia. Véase Milicia nacional, art. 49- 
VICTORIA (ciudad de). Donación á su muni- 
cipio de un solar de la nación. Véase Cuartel 
de Anzoategvi, art. 2. 
VIGILANCIA de las cárceles. Véase Provin- 
cias, art. 73. 
VILLAPOL (coronel manuel). decreto dk 
7 de marzo de 1855 concediendo á sus hijas 
* 15.000 pesos en retribución de sus servicios. 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 

# Decretan ; 
Art. único, Se concede á María Jacinta, Luisa 
y Felicia Villapol, en remuneración de los servi- 
cios prestados á la patria por su legítimo padre, 
el coronel Manuel Villapol, la cantidad de quin- 
ce mil pesos que se les entregarán por. una sola 
vez de las rentas nacionales. 

Dado en Caracas á 24 de Febrero de 1855, año 
26 de la ley y 45 de la independencia. i 

El Presidente del Senado, Manuel Amador* — El 
Presidente de la Camarade Representantes, Euge- 
nio A. Rivera. — El Secretario del Senado, J. 
A. Pérez. — El Secretario déla Cámara de Re- 
presentantes, J. Padilla. 

Caracas Marzo 7 de 1855. año 26 de la Jey y 
45 de la independencia. 

Ejecútese. — José T. Monagos. 
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Por S. E — El Secretario de E. en el D. de Ha- 

cienda, Jacinto Gutiérrez, 

VILLAS. RESOLUCIÓN DE COLOMBIA DE 30 DE 

junio de 1821 estableciendo las formalidades 

que deben preceder á su erección. 

El Congreso general de Colombia, habiendo 
tomado en consideración la solicitud de Enrique 
Puyana que hace á nombre de los vecinos de Bu- 
caramanga en la provincia de Pamplona, pidien- 
do se restituya á aquella parroquia el título de 
villa que en la primera época de la República 
obtuvo, acordó que se oyese sobre, el particular 
el informe de una comisión de sus miembros ; la 
cual habiéndosele pasado el expediente, lo evacuó 
en los términos siguientes ; 

La comisión de legislaeion ha visto la solicitud 
que el ciudadano Enrique Puyana hace con poder 
de algunos vecinos de Bucaramanga, en la que pide 
se restituya á aquella parroquia el título de villa 
que le concedió el gobierno provincial de Pam- 
plona en la primera época de la República. Para 
esforzar su petición justifica con documentos el 
patriotismo de aquel vecindario, y los relevantes 
servicios que ha hecho á la patria. El erigir nue- 
vas villas ó ciudades es materia delicada y de 
mucha importancia, en la que juzga la comisión 
que V. M. debe proceder con grande ti'uo y cir- 
cunspección. Por tanto, hallándose ir. forme y des- 
nuda de los documentos necesarios la solicitud de 
los vecinos de Bucaramanga, la comisión es de 
sentir que se pase al Poder Ejecutivo para que 
mande se practiquen las diligencias siguientes. 

19 Sobre la necesidad y utilidad pública de 
que se erija la nueva villa de Bucaramanga. 

29 Q.ué propios pueden asignársele. 

39 Cuál es su población, y la de los lugares 
que deben componer aquel cantón capitular. 

49 Cuáles son los límites que han de fijarse. 

Fuera de esto, debe oirse el informe del cabildo 
de quien dependía Bucaramanga y del Goberna- 
dor de la provincia, agregándose las resoluciones 
que se citan del Vice- presiden te de Cundinamar- 
ca,y del Libertador Presidente. El expediente no 
se elevará á V. M. hasta que ajuicio del Poder 
Ejecutivo no se halle en estado de resolverse de- 
finitivamente. 

Y enterado el Congreso de la anterior exposi- 
ción, resolvió en consecuencia lo que sigue : 

Se aprueba el dictamen ó informe de la comi- 
sión de legislación. 

Dada en el palacio del Congreso general de 
Colombia en el Rosario de Cúcuta á 30 de Junio 
de 1821, II.— El Presidente del Congreso, José 
Ignacio de Marques.— Ei Diputado Secretario* 
Francisco Soto. — £1 Diputado Secretario^ Anjo,* 
nio José Caro, 
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VINCULACIONES y mayorazgos. Véase Ma- 
yorazgos y vinculaciones. 

VfSIT AS A LOS COLEGIOS NACIONALES. Días 611 

que deberán hacerse por los Gobernadores y 
jefes políticos. Véase Colegios nacionales. R. 
E. de 10 de Octubre de 1844. 
VISITAS* DE SANIDAD, decreto ejecutivo 
de 11 de agosto de 1847 dictando reglas so- 
bre ellas ¡ las patentes ¿Le sanidad^ y las cua- 
rentenas de los buques. 

José Tadeo Monágas 
Presidente de la República, &c. &c. &c. 
Considerando: 19 Que es necesario establecer 
reglas generales y eficaces para preservar á los 
habitantes de la República del contagio que pue- 
dan trasmitirle los buques que entren en sus 
puertos de los que acaso se hallen infestados. 29 
Que también es de necesidad dictar las reglas que 
deben observarse en las visitas de sanidad á di- 
chos buques y en la cuarentena á que deben so- 
meterse loa que vengan de lugares infestados, 6 no 
hayan llenado los requisitos que se establecerán ; 
y 39 Que las diversas disposiciones que se han 
dictado sobre la materia se encuentran disemina- 
das en diferentes expedientes, contrayéndose mu- 
chas de 'ellas á casos particulares; y habiendo 
otros no previstos hasta aquí. 

Decreto : 

Art. 19 Para admitirse un buque cualquiera 
en los puertos de la República deberá presentar á 
la primera autoridad civil» al «apilan de puerto 6 
quien haga sus veces, y al médico de sanidad al 
acto de pasarle la visita que se dirá, una certifi- 
cación expedida por la autoridad á quien esté 
atribuida esta facultad en el puerto de donde sal- 
ga, cuyo documento estará visado por el cónsul ó 
agente consular de Venezuela, y expresará que 
no» hay epidemia alguna el dia en que se expide, 
que a lo mas podrá ser con un dia de anticipación 
al de la salida. 

Art 29 En los puertos donde no haya cónsul 
ó agente consular de Venezuela, visará la patente 
el cónsul ó agente consular de una nación amiga, 
y en caso de no haher cónsul ó agente consular 
de una nación amiga, la patente vendrá autoriza- 
da {>or el médico de sanidad y por el empleado á 
quien esté atribuida la facultad de expedir paten- 
tes» Con estos requisitos deberá considerarse lim- 
pia la patente. 

Art. 39 Cuando no hava cónsules en el puerto 
de donde sale el buque, se expresará esta circuns- 
tancia en la patente, sin la cual no se considerará 
limpia. 

Art. 49 Cuando un buque tenga que hacer 
escala en otros puertos antes de arribar á los de 
Venezuela, deberá traer patente limpia de aquel 
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de donde salió, y de aquel ó aquellos donde haya 
hecho escala. Sin estos requisitos queda sujeto á 
cuarentena. 

Art. 59 Si en un puerto de escala se tomase á 
un buque la patente y no le fuere devuelta, basta- 
rá con que presente la patente limpia del segundo 
puerto, en la cual se exprese haber entrado en él 
con carta limpia del primero. Sin estos requisitos 
estará sujeto á cuarentena. 

Art. 69 Los buques cuya navegación se ex- 
tiende á mas de curenta dias antes de tocar en un 
puerto de escala, deberán presentar patente lim- 
pia de este, y en ella deberá expresarse la cir- 
cunstancia de haber presentado patente con mas 
I de cuarenta dias de fechada. Sin este requisito es- 
tarán sujetos á cuarentena 

Art. 79 Los buques que necesiten comunicarse 
con el puerto antes de resolver su entrada en ellos, 
quedarán fuera del puerto ó rada, y desde allí en- 
viarán su bote con una bandera blanca, el cual 
se fondeará separado de los demás buques hasta 
que se les pase la visita. Presentará en ella su 
patente, y si estuviere arreglada á las anteriores 
prevenciones, se le permitirá comunicar con el 
puerto : si no la presentare ó estuviere mancha- 
da, le será negada la comunicación y al buque la 
entrada, á menos que se sujete á cuarentena. 

Art. 89 Si un buque sujeto á cuarentena por 
falta de alguno de los requisitos establecidos com- 
probare con documentos auténticos que ni en el 
puerto ^!e donde salió, ni en aquel donde haya 
hecho escala, existe epidemia alguna, y que ó 
bien por extravío de la patente ó por alguna, otra 
circunstancia muy calificada no la trajo, entonces 
podrá alzársele la cuarentena. 

Art. 99 En el acto de fondear un buque en los 
puertos de la República se dirigirán á él, el capi- 
tán de puerto ó quien haga sus veces, y el médico 
de sanidad si lo hubiere, y á corta distancia se 
pondrán al habla para indagar lo siguiente. 19 
La procedencia del buque. 29 Los dias de nave- 
gación que trae. 39 Si á su salida del puerto reí- 
naba alguna epidemia en él. 49 Si trae carta de 
sanidad. 59 Si ha tenido enfermos ó muertos du- 
rante su pasaje. Después de satisfechas las pre- 
guntas anteriores atracarán al costado del buque, 
y pasarán á su bordo para comprobar su exacti- 
tud, y para examinar Ja tripulación y pasajeros. 
Si la patente fuere manchada, ó si durante la na- 
vegación se hubiere declarado á bordo alguna 
epidemia, ó se hubiere muerto ó enfermado al- 
gún individuo, pondrán al buque incomunicado 
hasta que la junta de sanidad, informada del ca- 
so, resuelva si debe sujetarse á cuarentena y por 
cuanto tiempo. 

Art. 10. Verificada la visita desanidad del mo* 
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do proscripto, si resultare que no ha tenido muer- 
tos ó enfermos y que trae carta limpia, se le per- 
mitirá la entrada 

Art. 11. Si por la patente constare que el bu- 
que procede de un lugar donde reina cualquiera 
epidemia, ó si hubiere tenido muertos ó enfermos 
durante la navegación, ó si no trajere patente al- 
guna, ó si le faltare alguno de los requisitos es- 
tablecidos en este decreto, quedará sujeto á cua- 
rentena por el tiempo que designe la junta de sa- 
nidad en consideración á lo contagioso de la pes- 
te, si este fuere el caso, 6 las demás circunstan- 
cias que advirtiese, librando su resolución á la 
mayor brevedad posible á fin de evitar todo per- 
juicio al comercio. 

Art 12. La cuarentena no se extenderá á mas 
de cuarenta dias desde aquel en que muera á bor- 
do algún individuo atacado de una epidemia mor- 
tífera contagiosa. 

Art. 13. Las cuarentenas se guardarán en el 
punto que designe la junta de sanidad á sotaven- 
to de las poblaciones y á una milla distante de la 
costa. 

Art. 14. Los Jefes políticos 6 en su defecto la 
primera autoridad de los puertos respectivos invi- 
gilarán cuidadosamente en que las cuarentenas 
sean efectivas, para lo cual establecerán botes de 
observación que impidan toda comunicación del 
buque sometido á ella, con los otros y con la tie- 
ra. La tripulación del bote de observación no de- 
berá por ningún caso trasbordarse al buque ni la 
de este al bote. 

Art. 15. £1 buque puesto en cuarentena desem- 
barcará sus papeles y correspondencia por medio 
del bote de observación en la manera siguiente. 
Arribará al costado de barlovento, y sin atracar, 
presentará al buque, una asta en cuyo extremo se 
hallará una caja de plomo ó latón en la cual se 
introducirán desde el buque los papeles. Recibi- 
da la correspondencia por el bote se fumigará en 
él con arreglo al método que se acompafia, y se 
trasladará á la estafeta. La junta de sanidad de- 
signará los casos en que sea necesaria la precau- 
ción de fumigar los papeles. 

Art. 16. Si el buque en cuarentena necesita al- 
gún auxilio, enarbolará un pabellón blanco, á 
cuya vista acudirá el bote de observación, y con 
las precauciones expresadas en el artículo ante- 
rior, recibirá la comunicación expresiva del auxi- 
lio que se pide, y fumigada como se ha dicho, la 
pondrá, en manos del Jefe político para que le dé 
dirección y se presten los auxilios pedidos. 

Art. 1?. Si durante la cuarentena muriere al- 
gún individuo, se arrojará al agua con las precau- 
ciones que en tales casos se requieren* 

Art. 18. Es deber del capitán del buque duran- 
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te la cuarentena, remover los efectos de su car- 
gamento para que se purifiquen con el aire, r 
hacer frecuentes fumigaciones del buque. 

Art. 19. Antes de pasarse Ja visita de sanidad 
no es permitido á ningún buque comunicarse de 
modo alguno con el puerto : por consiguiente to- 
da persona que venga á tierra antes de practicar- 
se aquella será inmediatamente reembarcada por 
el Jefe político, imponiéndosele ademas á dicha 
persona y al capitán las penas á que se hayan he- 
cho acreedores por el quebrantamiento de las me- 
didas sanitarias. 

Art. 90. Estindo prohibida por el presente de- 
creto toda comunicación de los buques con el ter- 
ritorio de Venezuela antes de ser visitados por 
sus autoridades y obtener permiso para anclar en 
ellos, queda igualmente prohibido el desembarco 
de individuo alguno por las costas y lugares don- 
de no existen poblaciones. La persona que que- 
brantare este precepto queda sujeta á ser reem- 
barcada por las autoridades locales, ademas de 
las penas impuestas á los que quebrantaren las 
disposiciones sanitarias y de policía. 

Art. 21. Se exceptúan de las penas por los dos 
artículos anteriores los casos de peligro inminen- 
te del buque 6 de naufragio. 

Art 22. La infracción de los artículos del pre- 
sente decreto será castigada con arreglo á las le- 
yes vigentes. 

Art. 28. Se derogan las resoluciones dictadas 
hasta la fecha sobre patentes y visitas de sanidad. 

Art, 24. El Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior y Justicia queda encargado de 
la ejecución de este decreto. 

Dado : firmado de mi mano : sellado con el se- 
llo del Poder Ejecutivo y refrendado por el Se- 
cretario de Estado en los Despachos del Interior 
y Justicia en Caracas á 11 de Agosto de 1847, 
afio 189 de I a le y y 37? de la independencia! 
(Firmado.)— José T. Monagos— Por S. E To- 
mas J. Sanavria. 

VISITAS DE SANIDAD. RESOLUCIÓN EJECUTIVA. 

di 31 de enero DE 1852 reiterando el cum- 
plimiento de las disposiciones del Decreto 
anterior. 
Secretaria del Interior. — Sección tercera. 
Caraca*, Enero 31 de 1852. 
Resuelto. — Dígase en circular á los Goberna- 
dores de las provincias litorales. 

Impuesto S. E. el Poder Ejecutivo de los gra- 
vísimos perjuicios que necesariamente deben oca* 
sionar á la pública salubridad aquellos buques 
que se presenten en las costas, rios y puertos de 
la República sin su correspondiente carta de sa- 
nidad, ó que trayéndola, se halle defectuosa, por 
no encontrarse arreglada á las disposiciones vi- 



COLOMBIANA Y VENEZOLANA VIGENTE. 



369 



VIS 



gentes eobre la materia : y teniendo en conside- 
ración que la falta del exacto cumplimiento de 
esas mismas disposiciones acarrea incalculables 
dallos, por lo que respecta á la misma salubridad 
del Estado, conservación de Ja población, econo- 
mía de gastos y los consiguientes bienes y venta- 
jas que de aquí dimanan en favor de la pública 
prosperidad y de la moral social, consecuencia 
forzosamente necesaria del buen orden que debe 
observarse; siendo así que tales faltas repetidas 
frecuentemente por parte de buques' extranjeros, 
pueden dar margen en lo sucesivo á serios y de- 
sagradables reclamos internacionales, si en tiem- 
po oportuno no se reprimen debidamente seme- 
jantes abusos, ha resuelto S. E. el Presidente de 
la República: que se sujeten á rigorosa cuaren- 
tena todos los buques que se presenten en los 
puertos de Venezuela sin exhibir su competente 
carta de sanidad, ó que exhibiéndola, este en 
contradicción con alguno de los requisitos que 
exige el Decreto ejecutivo de 1 1 de Agosto de 
1847 ; y que por el contrario, no deben sujetar- 
se absolutamente á tal medida aquellos buques 
que presenten su correspondiente carta de sani- 
dad según el tenor de las reglas establecidas en el 
mismo citado decreto, pues esto perjudicaría no- 
tablemente al comercio nacional y extranjero sin 
ninguna consecuencia efectiva por lo que hace á 
la preservación de un contagio ó mal inexisten- 
te, que ha sido el único objeto que se ha tenido 
en consideración en las varias meuidas que se 
han dictado, refundidas todas en el decreto eje- 
cutivo de 1 1 de Agosto de 184?, cuya observan- 
cia se recomienda á US. eficazmente 

Soy &.— Por S. E Herrera. 

VISITAS db sanidad. Véase Médicos de sa- 
nidad. 

VISITAS DE SANIDAD. RESOLUCIÓN EJECüTTVA 

de 30 db junio dk 1848 dictando reglas 

sobre ellas. 
Despacho de Relaciones Exteriores. 

* Caracas, Junio 30 de 1848, ¡ 

Resuelto. — Habiendo sucedido en la Guaira ! 
que un buque de guerra extranjero pasó visita a i 
otro mercante de su nación antes de haberse prac- ] 
ticado la de sanidad y la de hacienda, dando esto 
motivo á contestaciones desagradables j y siendo 
necesario establecer la práctica que deba obser- 
varse en nuestros puertos á ñn de evitar estas irre- 
gularidades, concillando en Jo posible Ja costum- 
bre de los buques de guerra en estos casos con 
las disposiciones vigentes en la República, dis- 
pone el Poder Ejecutivo lo siguiente : 

1 9 La visita de sanidad debe precisamente 
preceder á la que los buques de guerra extranje- 
ros acostumbran hacer á los mercantes de sus res- 
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pectivas naciones, pues siendo el objeto de di* 
cha visita evitar que un buque contagiado infeste 
la población, seria esta precaución inútil permi- 
tiendo que fuese visitado dicho buque por otro 
que estuviese en comunicación con el puerto. 

29 Por lo que respecta á la visita de hacienda, 
no pudiendo siquiera sospecharse que los buques 
de guerra protejan de modo alguno ei contraban- 
do, no hay inconveniente para que se pongan en 
comunicación con los mercantes, antes de practi- 
carse dicha visita ; y 

39 Los empleados encargados de dar cumpli- 
miento á la primera parte de esta resolución, se 
esmerarán en hacerlo con la mayor prudencia, sin 
ocurrir á medios violentos, y guardando á los je- 
fes de los buques de guerra las con- 
sideraciones debidas á su carácter, á fin de evitar 
todo motivo de queja. Comuniqúese esta resolu- 
ción al Secretario del Interior y Justicia para que 
le mande dar cumplimiento en lo tocante á la vi- 
sita de sanidad, y pásese copia al Despacho de 
Hacienda para que se circule á los administrado- 
res de Aduana. PorS. E. — Acevedo. 

VISITAS DE SANIDAD. RESOLUCIÓN EJECUTI- 
VA db 14 de noviembre de 1851 declaran- 
do que los paquetes están sujetos á ellas. 
Secretaría del Interior. — Sección tercera. 
Caracas Noviembre 14 de 1851. 
Resuelto. — Dígase al señor José María Pérez, 
médico de Sanidad del puerto de la Guaira. 

Impuesto el Poder Ejecutivo de la nota de U* 
fecha 30 del mes próximo pasado, en que con- 
sulta si á los paquetes que están exentos de dere- 
chos de puerto se les debe pasar visita de sani* 
dad, S. E. el Poder Ejecutivo, de acuerdo con la 
opinión del Consejo de Gobierno, me ha ordena- 
do contestar á U. : que teniendo por objeto la vi- 
sita de sanidad impedir la introducción de algún 
contagio, no están exentos los paquetes de di- 
cha visita aunque no paguen los derechos de esta. 
Tengo el honor de decirlo á U. en contesta- 
ción á su precitada nota. 

Soy &c. — Por S. E. — Herrera. 
VISITAS de sanidad, resolución ejecutiva 
de 12 de octubre de 1854 declarando que 
aunque, por el articulo 19 del Decreto Eje- 
cutivo de l i de Agosto de 1847 debe permi- 
tirse la entrada á los buques que tengan car» 
ta limpia; no obstante el Poder Ejecutivo pue- 
de disponer lo contrario euando haya funda- 
dos motivos para juzgar que los puntos de 
donde han hecho su salida, están infestados. 
Secretaría del Interior. — Sección tercera. 
Caraca 8, Octubre 12 de 1854. 
Resuelto. — Dígase al sefíor Gobernador de es- 
ta provincia. 
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Sometí al conocimiento del Poder Ejecutivo la 
nota del Jefe político del cantón la Guaira, tras- 
crita por US. para la resolución conveniente, en 
su oficio de 6 del que cursa, y en la cual mani- 
fiesta aquel funcionario, a nombre de la Junta de 
sanidad que preside, Ja dificultad que encuentra 
al ejecutar la orden sobre cuarentena de los bu- 
ques procedentes de los Estados Unidos é Isla de 
Trinidad, expedida en virtud de los informes ob- 
tenidos de Ja existencia del cólera en 
aquellos puntos; pues para ello habria (jue in- 
fringirse el artículo I? del Decreto Ejecutivo de 
11 de Agosto de 1»47, impidiendo la entrada de 
los buques de tales procedencias que presentasen 
su carta limpia de -sanidad, lo que daria acaso lu- 
gar á protestad y reclamos contra el Gobierno; 
y S. E. ha determinado se diga á US. en contes- 
tación : que Jas disposiciones de dicho Decreto, 
que son las que han de servir de regla ordinaria- 
mente en la mateiia, no constituyen al Poder 
Ejecutivo, que las dictó, en la imposibilidad de 
reformarlas o expedir otras en casos extraordina- 
rios, como el actual, en que habiendo tenido da- 
los oficiales é informes particulares, corrobora- 
dos unos y otros por la voz públiea, de hallarse 
los referidos puntos invadidos por el cólera mór- 
bus, resolvió la inadmisión de los buques proce- 
dentes de ellos en los puertos de la República; 
y que por consiguiente debe llevarse á cabo di- 
cha resolución, aun cuando se produzcan cartas 
limpias de sanidad, porque ellas no pueden na- 
turalmente ser obtenidas en un lugar en que exis- 
te dicha enfermedad, sino por fraude ó subrep- 
ticiamente. 

Sin embargo, como el caso previsto por la Jun- 
ta de sanidad ,:c- Ja Guaira aun no ha llegado á 
presentarse, y u minen puede suceder que el có- 
lera desaparezca de un momento á otro de los 
mencionados puntos, el Gobierno ?e reserva, se- 
gún las noticias qne vaya obteniendo, alzafó no 
los efectos de dicha resolución, ó hacer algunas 
excepciones en virtud de las circunstancias que 
ocurran. 

Tengo el honor de comunicarlo á US. para su 
inteligencia y fines consiguientes. 

Soy &a~Por S. R.— Planas. 

VISITAS DE SANIDAD. RESOLUCIÓN EJECUTI- 
VA, dk 28 pe agosto de 1655 aprobando la 
cvareníeh't ''e ciertos buques; pero de nin- 
gún mudo i a ,/' los qvc presenten carta lim- 
pia ; y p-- r<n'tt Fído la observancia del regla- 
mento sotr.' la rjio-'fia de 11 de Agosto de 
1847. 

Secretaría df.1 1 .t:rior. — Sección tercera. 
Caracas, Agosto 28 dd 1855. 
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Resuelto.— Dígase al señor Gobernador de 
Cara bobo. 

Por el Diario mercantil de Puerto-Cabello ha 
llegado á conocimiento del Poder Ejecuta o que 
la Junta de Sanidad de aquel cantón, entre otras 
medidas que tomó la Jefetura el 15 del corrien- 
te, sugirió la de una cuarentena para todas la* 
embarcaciones procedentes de la Guaira, que se 
ha llevado á efecto, y que con este motivo se obli- 
ga a sufrir dicha cuarentena aun á los buques que 
pasan por el puerto de la Guaira sin entrar en él, 
y á otros de distintas procedencias. 

Por la ley de 20 de Mayo de\ afio próximo 
pasado toca al Poder Ejecutivo librar las órde- 
nes necesarias para establecer cuarentenas solo 
respecto de los buques de nrocedencia de países 
infestados ; íart, 25) y en el caso de que se pre- 
sente algún buque procedente de algún lugar don- 
de exista enfermedad contagiosa, de que el Po- 
der Ejecutivo no haya podido tener noticia, el Go- 
bernador de la provincia es el que debe ordenar 
la cuarentena conforme á la ley orgánica de pro- 
vincias, (art. 26.) 

Ignora el Poder Ejecutivo si ÜS. ha tomado 
conocimiento de la medida adoptada en Puerto- 
Cabello ; pero como ni S. E. lo ha determinado, 
ni sabe que esa Gobernación haya dispuesto na- 
da sobre el particular, al mismo tiempo que hay 
quejas sobre la extensión que se le ha dado, y el 
modo con que se ejecuta, me ha ordenado decir 
á US. : que no permita se haga sufrir cuarentena 
á los buques que vienen con caria limpia, asf de 
los puertos de la República como de los del ex- 
tranjero, ni tampoco á los que prevenidos opor- 
tunamente de existir ia epidemia en algún puer- 
to, se hayan abstenido de entrar en él para po- 
der fondear en los que gozan de salubridad. * 

Ademas, es necesario se mande observar es- 
crupulosamente el reglamento sobre cuarentena y 
visitas de sanidad, de 28 de Agosto de 184? inset- 
to en la Gaceta de Venezuela número 874, y dis- 
poner el servicio del bote de observación y las 
señales de inteligencia entre dicho bote y el cas- 
tillo que guarda la entrada del puerto, de modo 
que se evite toda equivocación que pueda dar lu* 
gar á sucesos desgraciados. 

Digo á US. todo lo que precede en el concep- 
to de que el Poder Ejecutivo, usando de la atri- 
bución que le concede la ley, aprueba la cuaren» 
lena si US. la ha dispuesto, y en cualquier otro 
caso, la dispone por sí por creerla conveniente res- 
pecto ile los buques cjue proceden de la Guaira ó 
de cualquiera otro puerto de la República en que 
exista el cólera epidémico, debiendo darse parte 
cuando haya de extenderse á los otros puertos, 
con los fundamentos que se tenga para ello con 
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el objeto de suspenderla 6 continuarla, confor- 
me á los datos que haya recibido el Gobierno. 

Soy, <fcc. — Por S. E.— Aranda. 
VISITAS de buques. Cuándo y cómo deben 
hacerse a los mercantes por los de guerra. Véa- 
se Tratados públicos 

VISITAS DE BtJQUKS. RESOLUCIÓN EJECUTIVA DE 

25 de ENERO de 1847 decía/ ando que los pa- 

queboées, no siendo de guerra^ no gozan del 

fuero de no >«r visitados. 

Departamento de Relaciones Exteriores. 
Caracas, Enero 25 de 181?. 

Resuelto. — Apareciendo de Ja precedente co- 
municación del jefe político de la Guaira, tras- 
crita á este Despacho por el Gobernador de esta 
provincia, que entre los pasajeros que se embar- 
caron el 7 del corriente mes en el paquebote in- 
gles la rn, con destino á ultramar, salieron dos 
sin el pasaporte correspondiente, y que esta falla 
no puilo evitarse por asegurar el capitán de aquel 
puerto que no le es posible responder de loa que 
sedan á la vela sin pasaporte cuando lo hacen & 
bordo de un paquete que goza del fuero de no ser 
visitado, y con cuyo fuero uo pueden las autorida- 
des hacer cumplir en caso necesario los artículos 
16 y 17 del reglamento de policía sobre el orden 
público en general, y la resolución del Poder Eje- 
cutivo d e 1 1 de Setiembre del año próximo pasa- 
do que recomienda Ja estricta observancia de 
aquel precepto de policía ; y resultando de los 
términos de dicha comunicación una censura im- 
plícita al pabellón británico por la falta que se 
atribuye al capitán de un buque de empresa par- 
ticular, como loes la de conducción de correspon- 
dencias por la Real compañía de Paquebotes de 
vapor establecida en Londres en 1841, publicán- 
dose ademas por la imprenta aun antes de llegar á 
conocimiento del Gobierno ; el V ice- presidente 
encargado del Poder Ejecutivo, resuelve: 19 que 
se prevenga al capitán del puerto y demás autori - 
dades de la Guaira, que ni los paquebotes británi- 
cos ni los de otra nación, no siendo buques de 
gueria, gozan de otros ó mayores fueros y privi- 
legios que los paquetes venezolanos» y que, como 
estos, solo están exentos del pago de los derechos 
de puerto, conforme al articulo 2? de la ley de 
19 d© Junio de 1846 que trata de ellos ; bien que 
sea siempre conveniente no causarles embarazo 
6 demora innecesaria en el cumplimiento del im- 
portante servicio de que están encargados y que 
exige por su naturaleza entera espedicion en la 
entrada y salida de los puertos. 29 Que se haga 
entender al jefe político de la Guaira, la incon- 
veniencia 6 injusticia del cargo que envuelven los 
conceptos de su citada comunicación contra la 
Nación británica en general, por un hecho aislado 
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de un particular, que ademas está contradicho, se- 
gún los datos que se han presentado al Gobierno 
por la Legión británica ; cuya conducta es por 
otra pirte ajena de la amistad y cordiales rela- 
ciones que existen entre los dos paises, y 37 que 
se recomiende á las autoridades y funcionarios 
públicos en general, el deb^r de no consentir li 
publicación anticipada é inoportuna por la impren- 
ta, de ios actos ó documentos oficiales en «]uo 
deben conocer y resolver las autoridades superio- 
res, principalmente en los asuntos relacionados 
con los Gobiernos ó subditos de las naciones ami- 
gas. Comuniqúese al G »bernador de Caracas 
como resultado de su oficio de 9 del corriente, y 
publíquese. — Poi S. K. — Canas. 

VISITAS DB LAS OFICINAS DE RKGHTRO. Véase 

Tribunales y juzgados, L. 2&, art. 37atrib. 1<>. 

VISITAS l>B LAS OFICINAS DE REGISTRO. R£S«i. 
LUCION EJECUTIVA D£ 11 DE AGOSTO DE l$4ó 

fijando el dia en que deben hacerla los je^ 
fes políticos, y disponiendo que fos Goberna- 
dores trasmitan á la Secretaría del Interior 
el resultado que *e les comunique. 
Secretaría del Interior. — Sección segunda. 
Caracas Agosto 1 1 de 1845. 
Resuello. —Dígase á los señores Gobernadores 
de las provincias. 

Por orden circular de 7 de Octubre de 1843, 
dispuso el Poder Ejecutivo, fundado en poderosas 
razones, que los aefíores Gobernadores dieran 
anualmente cuenta del resultado que tuviesen las 
visitas que deben pasar los jefes políticos á las 
oficinas de registros, en cumplimiento del artícu- 
lo 42 de la ley orgánica de provincias. Esta dis- 
posición del Gobierno fué cumplida con poca 
exactitud en las provincias de Apure, Barcelona, 
Caracas, Coro y Margarita, por lo cual se repitió 
en 2 de Diciembre del año próximo pasado, dis- 
poniéndose al mismo tiempo, que, al dar el informe, 
se añadiese una noticia de las oficinas subalternas 
existentes y de los nombres de los registradores. 
Produjo esta disposición algún resultado ; pero 
no contestaron los señores Gobernadores de Apu- 
re, Caracas y Margarita. 

Posteriormente han enviado sus informes algu- 
nos señores Gobernadores; mas no pudiendo cen- 
tralizarse con fruto, ya por no estar completos 
todos, ya por referirse á fechas diversas, el Poder 
Ejecutivo ha resuelto. 

10 En cumplimiento del artículo 42 de la ley 
orgánica de provincias, procederán los jefes polí- 
ticos á pasar Ja visita de las oficinas de registros 
de su cantón en los primeros quince dias del mes 
de Octubre próximo, y así en los años posteriores, 
é inmediatamente después de concluida remitirán 
su resultado á la Gobernación de la provincia* 
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expresando ademas el número dé oficinas que haya 
en el cantón y las personas que las sirvan. 

29 Los señores Gobernadores reuniendo estos 
datos redactarán su informe general, y lo remití- 
rán á este despacho en la primera quincena de 
Noviembre de cada año, para que pueda tenerse 
presente a) formar la Memoria del ramo» lo cual 
harán también en lo sucesivo. 

Tengo el honor de comunicarlo á US. para su 
cumplimiento. 

Por S. E.— Cobos Fuertes. 

VISITAS EE LAS PROVINCIAS POR LOS GOBERNA- 
DORES. Vénse Provincias, art. 89» y R R. E. E. 
de 9 de Mayo de 1S44, (Apéndice á este tercer 
torno), y 19 y 12 de Mayo de 1854. 

VISITAS te las escuelas PRIMARIAS Véase 
Provincias, art. 13. 

VISITAS de boticas y droguerías. Véase Dro- 
guerías. 

VISITAS de cárcel. Véase Tribunales y juz- 
gadas, LL. II, atribución 15. del art. 39, y 
VI atribución 5& del arU 09. 

VISO (doctor julian.) Véase Códigos naciona- 
les. 

VISTA ocular. Véase Pruebas y su término. 

VISTA de causas. Véase Examen de pruebas 
y sentencia, art. 1*?» Segunda instancia, y Dis- 
posiciones comunes d todos los juicios, art. 17 
y 39. 

VISTO bueno de los documentos comproban- 
tes pe las CUENTAS DE LAS MAYORDOMEAS DE 

fabmca. Véase Mayordomías de fabrica, ü. E. 

de 18 de Octubre de 184*2, art. 69 $ 19, y art. 

22. 
VIUDAS y huérfanos, Véase Montepío mili* 

tar, Pensiones* honores y recompensas, 
VOTACIONES. Casos de empates en las eleccio- 
nes de Ijjs Facultades de ciencias filosóficas. 

Véase Instrucción pública, R. E. de 28 de 

Febrero de 1845. 
VOTOS. Véase E ecciones. 
VOTOS salvados. Véase Disposiciones comunes 

á todo* los juicios, art. 15. 
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YAYA (apttana de). Véase Exportación de ga- 
nado por el Orinoco, Aduana de Guayana la 
viejo, y Puertos habilitados, art. 49 de la L. 
de 15 de Abril de 1854 y 19 del D. de 6 de 
Junio de Jb'31. 



YOCORE (pueblo de), resolución ejecuti- 
va de 10 de diciembre de 1849 mandando 
quede sin efecto el título de propiedad de "Las 
Chaguaramas" dado al Sr. José Lagrave, en 
. todo lo que haga probable su destrucción. 
República de Venezuela. — Secretaría de Hacien- 
da- — Sección tercera. 

Caracas, Diciembre 10 de 184». 
* Sr Andrés Eusebio Level, visitador de» las mi- 
siones de la Guayana. 

Con esta fecha ha dictado S. E. el Poder Eje- 
cutivo )a siguiente resolución : 

" Consta del expediente de acusación y venta 
" del sitio nombrado Las Chaguaramas, que antes 
" de tomar posesión el señor Agustín M. Maris, 
u se practicaron las diligencias de reconocimien- 
tos por ias autoridades respectivas, y que se 
44 hizo ia debida mención de que los pueblos de 
44 Yocore, Guaritica y Barrancas, habían de que- 
44 dar con sus terrenos suficientes de ••jidos y para 
"conucos ; portante, el Gobierno no puede ménoa 
41 do extrañar que los arrendatarios o dueñoa de 
44 tierras baldías enajenadas en aquellas jurisdic- 
44 ciones, estén deteriorando el de San Simón de 
41 Vocore, y dispone : que entre tanto se hace el 
" Poder Ejecutivo de los datos que pongan esie 
44 negocio en estado de resolución definitiva, se 
4t impidan los efectos del título de propiedad de 
44 las Chaguaramas, dado a) sefíor José Lagrave, 
** en todo cuanto haga probable la destrucción 
i4 de dicho pueblo situado en Cafio-Verde, el cual 
44 el Gobierno está en ei deber de proteger, lejos de 
44 consentir que se deshaga ; y que se pida un in- 
44 forme al señor Gobernador de Cumaná, acerca 
*' de la situación de Yocore, del Damero de sus 
44 habitantes, de la época de su fundación, si se 
44 halla entre los linderos de la posesión de las 
44 Chaguaramas, y si la enajenación de este sitio 
44 perjudica de alguna manera al pueblo de- San 
u Simón y sus habitantes, remitiéndole para ello 
44 los antecedentes que reposan en el despacho." 
Y se comunica á U. en contestación á su nota 
e 24 de Noviembre próximo pasado 

Soy de U. atento servidor; 

V. Lccuna. 
Es copla. — Lccuna. 

YOCORE (pueblo de), resolución ejecutiva 
de 9 de febrero de 1850 declarando que no de» 
be perturbarse su existencia y adelanto; y con- 
cediéndole tierras suficientes para sus ejidos, 
y un número de fanegadas para cada fa- 
milia; con otras disposiciones. 

República de Venezuela. — Secretaría de Estado 
en los DD. del Interior y Justicia*— Sección 
cuarta. — Número 19. 
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Ora** 9 de Febrtro de 19*0, aflofcl de la Jey 
y 40 déla independencia* 

Sr. Secretario dé E. en el D. de Hacienda. 

Con esta fecha digo al señor Gobernador de 
Cumahá lo siguiente : 

'< El señor Andrea E. Level visitador de las 
mia¡one8de Quayana con facultad de visitar uro- 
bien las de Cu maná, ha manifestado al Gobierno 
que los vecinos del pueblo de San Simón de Yo. 
core en el cantón loa Caños han sufrido perturba- 
ciones en la posesión que habían adquirido de los 
terrenos que ocupaban, por decirse haber aidx) 
enajenados estos al señor José Ltgraveque tiene 
un hato á sus inmediaciones, y ha hecho ver la 
necesidad de que se ampare á los indios y no in- 
dios de dicho pueblo en la posesión de las tierras 
que ocupan : de que se asignen al pueblo tierras 
bastantes para los ejidos que te da la ley ; y {Je 
que & los indios se den en propiedad las que ne- 
cesiten para sus labranzas. 

Ademas del amparo que US» acordó á los indi- 
jenas de San Simón de Yocore en decreto de 2 
de Mayo de 1848, el Gobierno ha dispuesto por el 
Ministerio de Hacienda en resolución de 10 de 
Diciembre del año anterior, que se impidan los 
efectos de] título de propiedad de las Chaguara- 
mas dado al señor José Lagrave en todo cuanto 
haga probable la destrucción del pueblo de San 
Simón de Yocore, porque en el expediente de 
acusación y venta del sitio nombrado " Las Cha* 

fuaramas " consta que se hizo la debida mención 
e que los pueblos de Yocore, Guaritica y Bar- 
rancas habian de quedar con sus terrenos sufi- 
cientes de ejidos y para conucos* 

Por otra parte, por el artículo 19 del decreto 
legislativo de 5 de Abril de 1838, los vecindarios 
de Guaritica y Yocore componen el cantón de los 
Caños junto con las parroquias de Barra ncasJUra - 
coa y Tabana. Existe, pues, por ministerio de la 
ley el pueblo de Yocore, sin que en nada obste 
á su existencia el haberse trasladado á las márge- 
nes de Caño-Verde. 

Consta documentadamente la regularidad del 
pueblo de Yocore, el numero de sus vecinos, el 
tle sus casas concluidas, el de los juegos de made- 
ra dispuestos para hacer otras, el de los indios 
guara unos allí astablecidos, la existencia de una 
pequeña Iglesia y el estar levantada ya la casa 
Municipal. 

El Gobierno no puede consentir que una po- 
blación se extinga después de fujidaua pora hacer 
lugar á ningún establecimiento particular ; antes 
debe sostener el principio de que al interés nacio- 
nal ceda el particular en todo caso. Los pueblos 
están en el mas privilegiado, con especialidad los 
de indios según Jas leyes de la Recopilación de 
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Indias, vigentes en Venezuela, como lo previene 
la ley de 3 de Mayo de 1838.— Varias de ellas 
ordenan que no debe despojarse á los indios de 
sus tierras. Así, la ley 9* titulo 12 I ib. 49 de dicha 
Recopilación, previene, que no se den tierras en 
perjuicio de los indios, y que las dadas se vuelvan 
á sus dueños : las 17 y 18 del mismo título y libro, 
la primera que no se admita á composición de tier- 
ras que hubieren sido de ios indios; y la segunda 
que la venta, beneficio y composición de tierras 
se haga de modo que á le s indios se les dejen 
con sobra todas las que les pertenecieren ; y que 
las en que hubieren hecho cualquier beneficio, 
no se las puedan vender ni enajenar por ningún 
caso ; y la 9a título 39 lib. 69* que á los indios 
reducidos no se quiten las tierras que antes hu- 
bieren tenido. 

También se halla dispuesto en las leyes de in* 
días: en la 13 tít. 79 lib. 49, que los ejidos de 
los pueblos deben ser en tan competente distancia 
que si creciere la población, siempre quede bas- 
tante espacio para que la gente se pueda recrear, 
y salir ios ganados sin hacer daño. En la siguien* 
te, que se señalen también á los pueblos dehesas 
que confinen con los ejidos para pastar los gana- 
dos, y alguna buena cantidad mas de tierras para 
progirios del Concejo. En la 4** tít 12 del mismo 
libro, que á los que fueren á poblar se les den 
tierras, solares y aguas ; y en la 8& tít, 39 Ib. 69 
que los sitios en que se han de formar pueblos y 
reducciones, tengan comodidad de aguas, tierras y 
montes, entradas v salidas y labranzas y un eji* 
do de una legua de largo, donde los indios pue- 
dan tener sus ganados." 

4< La ley 26 tít. 79 lib. 49 de la Recopilación de 
Indias dispone: que los pobladores echen sus ga- 
nados en Jas dehesas donde no hagan daño á los 
indios. La 12 tít. 12 del mismo libro ; que las es- 
tancias para ganados se den apartadas de pueblos 
y sementeras de indios. La 20, tít. 39 lib. 69> 
que cerca de las reducciones no haya estancias 
de ganados ; y finalmente, el artículo 49 de la 
ordenanza 6^ de policía en esa provincia, que en 
los lugares declarados agrícolas, no pueda criarse 
ni engordarse ganado en las posesiones que carez- 
can de aguas suficientes, ni en las que tengan estas, 
sin que los dueños de ganados las hagan cercar 
con zanjas, tapias, paredones de piedra seca, pa- 
lenque, palo á pique, ó palizadas. 

No obsta para que se den tierras y solares á 
los vecinos de Yocore, que este pueblo se haya 
trasladado á las márgenes de Cafío-verde, ni que 
ya el pueblo esto fundado. No lo primero por- 
que lo permite la ley 9A tít. 12, lib. 49 de. la Re- 
copilación de Indias por la circunstancia de ha- 
ber dejado su primera residencia, en la que ade- 



TOMO XII. 



48 



374 



TEATfcO DE IA LEGISLACIÓN 



astcmm 



YOC 



mas no hay constancia cíe que se les hubiesen da- 
do tierras: ni lo segundo, porque la ley séptima 
del mismo título y libro dice: «* Mandamos que 
los repartimientos de tierras, así en nuevas po- 
blaciones como en lugares y términos que ya es- 
tuvieren poblados, se hagan &c, y sobre todo, 
porque según el artículo 69 de la ley de 19 de 
Mayo de 1841 sobre civilización y reducción de 
indígenas, cada familia de estos que consienta 
someterse al régimen de las misiones y vivir en 
poblado, tiene derecho á una suerte de tierras 
que no exceda de 26 fanegadas, derecho que tam- 
bién da el articulo 69 de la misma ley á cada fa- 
milia de vecinos venezolanos 6 extranjeros que 
quieran pasar á establecorse á una población in- 
dígena, poniéndosele en posesión por el hecho de 
establecerse ; y teniendo opción al título-de pro* 
piedad si permaneciere allí cuatro años continuos. 

Ante estas disposiciones legales y con vista de 
lo comunicado al Gobierno por el visitador de las 
misiones y de los documentos que ha exhibido, 
y teniendo ademas presente el Poder Ejecutivo 
que siendo parte de las rentas municipales los pro- 
ductos de los ejidos, según el § 1? artículo 29 de 
la ley de 5 de Marzo de 1846, es' justo que ellas 
sufraguen los gastos de la demarcación de los 
ejidos por el interés que tienen en los produc- 
tos de estos ; y que por resolución de 10 de Fe- 
brero de 1841 comunicada el mismo dia al señor 
Gobernador de Barcelona con el numero 99, es- 
tá dispuesto que la designación de los ejidos de- 
be solicitarse por el Procurador municipal respec- 
tivo á quien toca promover todo lo útil y nece- 
sario á su cantón ; y hacerse por el tribunal 
competente conforme á las leyes con citación de 
colindantes y previos los deslindes y demás dili- 
gencias, y en el concepto de ser baldíos Jos ter- 
renos inmediatos al pueblo de San Simón de Yo- 
core, ha resuelto : 

19 Que nada debe perturbar la. existencia y 
adelanto del pueblo de Yocore situado en C a fío- 
verde ; dejándose salvo el derecho que cual- 
quiera pueda tener á indemnización. 

29 Que debe concederse para ejidos de di- 
cho pueblo una legua cuadrada fuera de 600 va- 
ras de la plaza á cada viento principal, que ade- 
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mas sirvan para casas y solares, tomándose en 
la dirección en que lo permita el terreno, las qiie 
no pudieran tomarse en algunas de las otras 

3.° Que se excite á US. á que haga mensu- 
rar por agrimensor publico las 600 varas, y ade- 
mas las leguas que quedan expresadas, abonando 
el gasto de la mensura de la suma destinada pa- 
ra los gastos municipales imprevistos. 

49 Que practicada la mensura, el Procurador 
municipal del cantón Cafios ocurra al alcalde 
respectivo solicitando el deslinde de las 600 va- 
ras y de la legua ya expresadas. 

6® Que cada familia de indígenas que resida 6 
residiere en el pueblo de Yocore, lo mismo que 
cada familia venezolana ó extranjera allí estable- 
cida 6 que en adelante s* estableciere, tiene de- 
recho á 26 fanegadas de tierra, haciéndose el re- 
partimiento de modo que tocios participen Jeta 
bueno y mediano v de lo que no fuere tal según 
la ley ia tít 12, iib. 49 Recopilación de Indias 
en la parte que á cada una se le debe señalar ; 
y que mientras el Poder Ejecutivo dispone lo 
conveniente para la mensurare la porción de 
tierras que á cada uno corresponde, se les man- 
tenga en pacífica posesión de loa terrenos en que 
tuvieren labranzas y ganados. 

69 Que haga US. que las respectivas autori- 
dades vigilen en el puntual cumplimiento de lo 
dispuesto en la sección 2a de la ordenanza 6* 
de policía en esa provincia.*" 

Tengo el honor de comunicarlo á US. para su 
inteligencia y fines convenientes, y añadiéndole 
de orden del Gobierno que este confia que al 
dar US. cumplimiento á la anterior resolución, 
empleará los solícitos cuidados que demanda la 
conservación de un pueblo de la República y el 
amparo de los venezolanos que lo habitan," con 
especialidad los indios ; y en que por virtud de 
las estrechas órdenes que US. dicte, el pueblo de 
San Simón de Yocore se conservará y adelanta- 
rá, cesando las zozobras y temores en que han 
estado sus vecinos." 

Lo trascribo á US. para su conocimiento y fi- 
nes convenientes. — Soy de US. muy atento se- 
guro servidor.— Man v el M. Quintero. 

Es copia.— Quintero. 
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ABOLICIÓN de la esclavitud. VRse Liber- 
tad de esclavos. (En este mismo Apéndice.) 

ADUANAS DE LA GUAIRA, CCMANA t ciudad 

bolívar. Resolución ejecutiva dk 20 de 
agosto de 1856 permitiendo que fas mere an- 
das, extranjeras que salgan de la primera pa- 
ra la tercera, pmdan ser depositadas en la se- 
gunda, pagando el uno por ciento sobfe el va- 
lor de la factura. 

Secretaría de Hacienda. — Sección 2& 

Caracas, Agosto 29 de 1356. 

Resuelto. — Con frecuencia ocurren los comer- 
ciantes pidiendo al Gobierno que dicte una me- 
dida por la cual puedan trasladarse á Bolírar, 
pasando por la Aduana de C o maná, los efectos y 
mercaderías extranjeras que salen de la Guaira 
con destino al primer puerto. Y en efecto, la cir- 
cunstancia de correr la aduana de Cu maná con 
varias salinas, unida al ningún riesgo de que se 
haga contrabando, y las facilidades que se dan al 
comercio, han impelido a S. E. el Poder Ejecuti- 
vo á dictar la siguiente resolución. 

Las mercancías y efectos que guie la aduana 
de la Guaira para B dívar podrán ser deposita- 
dos en la aduana de Cu maná, hasta que se pre- 
sente oportunidad de remitirlos á Bolírar. Los 
interesados pagarán por este depósito el uno por 
ciento mensual sobre el valor de la factura, 

Comuniqúese á las aduanas de la Guaira, Cu- 
maná y Bolívar, y poblíquese en la Gaceta ofi- 
cial.— Por 8. E. —Gutiérrez. 

Es copia. — Gutiérrez. 

AMAZONAS (provincia dk.) Véase Provin- 
cia de Amazonas. 
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BIBLIOTECA NACIONAL, resolución eje- 
cutiva de 2 de ootübre de 1856 prescri* 
hiendo á sus empleados algunas reglas* 
Secretaría del Interior.— Sección 4& 

Caracas, Octubre 2 de 1856. 
Resuelto. — Apruébase el informe de la sección, 
y al efecto oficíese al Bibliotecario nacional para 
que tanto él como el sub- bibliotecario procedan 
inmediatamente á la formación de un inventario 
detallado de las obras existentes en la biblioteca, 
manuscritos, periódicos, &c, tomando por base 
los inventarios hechos para la entrega que hizo 
el señor Pedro Guillen, ó cualquiera otro apunte 
anterior que exista, para que lupgo de efectuado 
dicho inventario, se proceda por un comisionado 
que nombre el Poder Ejecutivo á verificar el co- 
tejo material de obra por obra, é informar al Go- 
bierno lo que crea conveniente. 

El Bibliotecario procederá á recoger todas las 
obras que se hayan prestado á particulares, dan- 
do cuenta al Gobierno. Exíjaseles á ambos em- 
pleados una fianza del duplo del sueldo que go- 
zan anualmente á satisfacción del Poder Ejecu- 
tivo, y prevéngaseles que deben permanecer en el 
local de la Biblioteca todos los dias de ocho á 
diez de la mafia na y de las doce á las cuatro de 
la tarde, bajo la inspección de un visitador ó ins- 
pector que nombrará accidentalmente el Gobier- 
no para que le informe lo que advierta en con* 
ira vención de los deberes impuestos á aquellos 
empleados. 

Por S. E.— Gutiétrez. 
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CABOTAJE (comercio de.) Permiso para de- 
positar en la aduana de Cumaná las mercan- 
cías extranjeras guiadas por ia de la Guaira 
para la de Ciudad Bolívar. Véase Aduanas de 
la Guaira, Cumaná y Ciudad Bolívar. (En 
este mismo Apéndice.) 

CAMINOS.' DECRETO DE 7 DE ABRIL DE 1856 

contratando uno entre Carora y Altagracia. 
£1 Senado y Camarade Representantes de la Re- 
pública de Venezuela reunidos en Congreso. 
Considerando : 

19 Que es una de sus atribuciones proteger to- 
da medida de progreso míe traiga al pais el desa- 
rrollo de su industria y de su comercio 

29 Que Venezuela por su estado naciente ca- 
rece de vias de comunicación que, acortando las 
distancias de los pueblos, haga fácil y expedito el 
trasporte de sus ricas producciones* 

39 Que las proposiciones del Sr. Manuel Ma- 
ría Vargas sobre apertura de una vía de comuni- 
cación entre las provincias de Maracaibo y Bar- 
quisimeto satisface todas sus necesidades» y trae 
ventajas á la nación y y 

49 Que el Poder Ejecutivo en su mensaje di- 
rigido en el presente a fio recomienda muy espe- 
cialmente la protección inmediata á las vías de 
comunicación» como que ellas son de un interés 
vital para el pais. 

Decretan. 

Art. 19 Se conceden á Manuel María Vargas 
diez y seis mil fanegas de sal de las salinas del 
Guaraná» ó de las de Maracaibo, libres de todo 
derecho de consumo y exportación,, para con su 
produrto abrir un camino que conduzca de) can- 
tón Carora en la provincia de Barquisimeto á 
los puertos de Altagracia de la de Maracaibo. 

Art. 29 El camino deberá tener por lo menos 
ocho varas de latitud en la parte plana del tra- 
yecto y cinco en las del cerro, estando concluido 
dentro del término de cuatro años, contados des- 
de el dia en que el contratista otorgue la fianza 
que se indicará y reciba la sal. 

Art. 39 El contratista queda obligado á cons- 
truir los puentes de maderas sólidas quesean con- 
venientes, y que los exijan los ríos que corten el 
camino» como también á construir casas pajizas de 
diez en diez leguas de distancia, de doce varas 
cada una, con un corra) adyacente cercado de ma- 
dera y con seguridad. 

Art'. 49 En el paso real del rio Curibijana y 
entre las parroquias de Al tra gracia y Arenales 
se construirá un puente elevado de madera sóli- 
da con estribos de manipostería en cada extremo, 
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y emWaadado á uno y otro lado, puerta con 
cerradura y con la capacidad necesaria para el 
tránsito de cargas voluminosa?. 

Art. 59 El empresario otorgará á satisfacción 
del Tribunal de cuentas 6 del Gobernador dto 
Maracaibo, una fianza equivalente á la cantidad 
que reciba,, la que se hará efectiva en caso de 
que no se Heve á cabo la realización de la Gom- 
en el termino prefijado. 

Art. 69 Toca al Gobernador de Maracaibo 
nombrar la comisión que debe recibir la obra ba- 
jo las bases establecidas, 

Art. 19 Por el Ministerio de Hacienda se li- 
brarán las órdenes para percibir la sal, luego que 
ei contratista haya otorgado La fianza. 
' Dado en Caracas á a de Abril de 1866, año 
27 de la ley y 4o* de la independencia*— El Pre- 
sidente del Senado, P. Planas.— El Presidente 
de la Cámara de Representantes, A. Casanovcu 
—El SecMMrio del Senado, /. A. Pérez.— El 
Diputado SKretario de la Cámara de Represen- 
tantes, 7* A. Torrealba* 

Caracas, Abril 1 de 1856, alio 27 de la fey y 
46 de la independencia. — Ejec6tese. — José T. 
Monagos^— Por S» El— El Secretario de Estado 
en el Despacho de Hacienda, Jacinto Gutierre*. 

Es copia.— Gutiérrez. 
CÁRCELES. Quién debe prestar el servicio pa* 

ra su custodia* Véase Guardia nacional de 

policía, R. E. de 18 de Mayo de 1841* 

COLEGIOS NACIONALES. RESOLUCIÓN EJECUTI- 
VA oto 10 de julio de 1856 distribuyendo los 
2 LOGO pesos para las clases mayores de los 
siete en que las creó el D. L. de 27 de Marzo 
de 1852. 

Secretaría del lnlerior.-*-*Seccion cuarta. 
Caracas, Julio I O de 1856. 
Sr. Secretario de Estado en el Despacho de Hacienda. 

Sírvase US. dar sus órdenes á la Tesorería ge- 
neral y Administraciones respectivas» pava qn^por. 
cuenta do la partida de 21.000 pesos asignada 
en el presupuesto corriente para satisfacer el suel- 
do de los catedráticos de ciencias mayores en los 
siete colegios nacionales favorecidos por el Deere- 
to legislativo de 27 de Marzo de 1652, se pongan 
á disposición del Administrador de las rentas 
del colegio de Barcelona los sueldos de tres cá- 
tedras, del de las de Oarabobe ¡siete, deUe las de 
Maracaibo tres, y del de las. d» Tnujülo 4ot¿& ta 
zon de cinouen ta .pesos «lenwnalea cada «na er 
todo el presente afio «oondraice. 

Lo digo á US. de ¿rden de S. B. el Poder £je* 
cutivoparasu cumplimiento, 
,~. **»*• Por S. E.— Parejo. 

COLEGIOS nación Atea, BasotiucioN #i«cütl^ 
va de 13 D&atxiixBM mm \986fj**de re* 
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W<w para /«s arre*¿am»eftta9 ate j«# propfefa- 
&*•— Deroga ¡a de 14 de Mar** é* 1654 y. 
281 ¿fo¿ Primer 4omo t que equivocadamente se 

ten el rubro* ser de 1860. 
cretaría del Interior.— Sección cuarta. 
Caracas, Setiembre 13 de 1856. 
Resuelto.— Vistos lo* inconvenientes que en la 
práctica ha presentado la resolución de 14 de 
Marzo de 1851, fijando reglas para «l arrendamien- 
to de los terrenos y demás bienes pertenecientes 
á los Colegios nacionales ; y considerando por 
una parte que la desmejora que han sufrido algu- 
nas propiedades rurales de dichos establecimientos 
por consecuencia de la ley de abolición, no pres- 
ta <troa base proporcional para establecer reglas 
determinadas sobro el lapso de tiempo y otras-con- 
dictones esenciales de dichos arrendamientos, lo 
cual hace necesario ampliar las facultades de las 
juntas de rentas en la materia, para que su juicio 
libre y expedito pueda producir mayores ven- 
tajas a sus propias i en tas; y por otra, que algunas 
consultas dirigidas al Poder Ejecutivo dan e! 
conocimiento de que ha sido ambigua y distinta 
la aplicación que se ha dado á varios puntos de 
aquella resolución, cuya circunstancia hace forro- 
so fijar la verdadera inteligencia que se les debe 
dar, S. £. habiendo traído de nuevo á la vista la 
expresada resolución, ha tenido á bien reformarla 
en los términos siguientes : 

Art. 1° Los que pretendieron tomar en arrenda- 
miento aiguna finca de los colegios nacionales 
presentarán un fiador, á satisfacción de la respec- 
tiva junta de rentas, el cual quedará obligado de 
mancomum et insólidum á responder de los mis- 
mos compromisos que contiajcre el contratista. 

$ único. Las fianzas podrán renovarse á juicio 
de las juntas por insolvencia, muerte ó ausencia 
indefinida del arrendatario dsu fiador. 

Art 9? Es libre á loa llcitadores hacer á las 
respectivas juntas las propuestas que a bien ten- 
gan sobre el número de años y demás condiciones 
con que quieran tomar en arrendamiento las fin- 
cas de los colegios, siemnre que ellas no pugnen 
con lo preceptuado en esta resolución, quedando 
aquellas corporaciones en completa libertad pira 
elegir las proposiciones que, á su juicio, sean mas 
convtnientesáios intereses de dichos colegios, las 
cuales deberán elevar al Poder Ejecutivo para la 
decisión definitiva en la materia. 

Art. 39 Los terrenos incultos que no puedan 
arrendarse por tiempo limitado, ó los fundos urba- 
nos que estén sin edificar, podrán constituirse en 
etrfrtéusis, previo el correspondiente avalúo, que- 
dando en consecuencia el énfiteuta sometido alas 
leyes que rigen sobre aquel contrato. 

Art, 4? Los. fondos de las aposesiones arrenda- 
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das y las fincas wrbana* que no estén en el caso 
del artículo anterior, deberán devolverse al ven- 
cimiento de las contratas precisamente en el mis- 
mo estado en que se recibieron, para lo cnal deben 
comptomeierse los arrendatarios a procurar que 
ellas 110 se menoscaben. 

Art 5^ L* pensión de arrendamiento no podrá 
bajar del cinco por ciento del valor de la cosa 
que se arriende, y e*ta deberá ser la base mínima 
que las juntas pueden admitir en las subastas, de 
los arrendamientos de las fincas de los colegios 
nacionales. 

Art 69 En los casos en qae deban valorarse 
terrenos incultos de larga extension } ó en que haya 
necesidad de los requisitos de mensura, ú otros 
qne produzcan costos de consideración, las juntas 
podrán nombrar peritos que les fijen un valor 
aproximado debiendo intervenir en este acto el 
Administrador de las rentas de dichos colegios. 

Art. 79 Lo* arrendatarios no podrán reclamar 
mejoras 6 bienhechurías ; pero si el fundo nece- 
sitase algunas de tal naturaleza que no puedan 
pasar sin ellas, el Poder Ejecutiva, previo el in- 
forme re la junta respectiva, podrá mandar que 
se lleven á efecto si estuviere convencido de su 
necesidad, y estas serán las únicas que tendrán 
derecho á cobrar los inquilinos, exceptuándose 
siempre las voluptuarias, 

Art. 89 Para el arreglo. del precio de las bienhe- 
churías y de cualesquiera diferencias qu6 ocurran 
acerca de U inteligencia ó del cumplimiento de 
los contratos de arrendamiento se nombrarán 
arbitros arbitrado rea» con arreglo á la ley, dando 
siempre de todo cuanto ocurra la debida cuenta 
al Poder Ejecutivo. 

Art. 99 Él arrendatario quedará obligado á sa- 
tisfacer por trimestres adelantados las pensiones 
de arrenda mienta en el concepto de que, por el 
hecho de faltar á este compromiso, quedará res- 
cindido el contrato, y el colegio volverá á entrar 
en posesión de la cosa que se habia arrendado, 
sin que haya lugar á ningún reclamo por parte 
del arrendatario. 

Art 10. Las juntas de rentas oirán siempre 
que lo crean conveniente, en materia de arrenda- 
miento de las propiedades délos colegios naciona- 
les, la voz del Administrador ue dichas rentas, 

Art» 11. Dichas juntas anunciarán al público 
por carteles eon algunos días de anticipación las 
fincas que hayan de arrendarse ó darse en enfitáu- 
sis, seftalando día y hora para la .subasta. 

Art 12. Los que deseen. arrendar las fincas de 
que trata el anterior artículo, dirigirán por escri- 
to dentro del término pi^fijadoy^suspraposicionea 
cerradas á las respectivas juntas, las cuajas serán 
las ¿nicas que se considera» el dk seftala/to para 
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la subasta, siendo solamente sobre ellas que pue- 
den sus autores hacer pujas á la roz en aquel acto, 
Art. 13. Las juntas cuidarán de no admitir 
proposiciones indeterminadas, ó con relación á 
otras, procurando que eJ licitador manifieste ca- 
tegóricamente la cantidad intrínseca que ofrece. 
Art 14. En las proposiciones que se dirijan 
á las juntas, en virtud de lo dispuesto por el ar- 
tículo 12, deberá presentarse el fiador de que 
trata el artículo 19 el cual firmará con el arrenda- 
tario dichas proposiciones, en prueba de aceptar 
el compromiso de la fianza, sin perjuicio de que 
esta sea registrada con las formalidades debidas. 
Art. 15. Si las proposiciones dirigidas á las 
juntas no llenaren todas las condiciones que por 
esta resolución se exigen, 6 las que en concepto de 
dichas corporaciones sean de indispensable con- 
veniencia para la segundad de las rentas de los 
colegios, se fijará de nuevo, por una vez mas, 
aviso, para la subasta indicándose en él las me- 
joras ó garantías que deben proponerse. 

Art. 16. Concluido el tiempo fijado para la 
subasta, las juntas aceptarán las proposiciones que 
les parezcan mas ventajosas á los intereses de los 
colegios, y con el informe correspondiente sobre 
su juicio acerca de ellas, las remitirán al Poder 
Ejecutivo á los fines del artículo 29. 

Art. 17. Sin apar-jarse de los preceptos conte- 
nidos en esta resolución, las juntas podrán exigir 
todas las estipulaciones que estimen necesarias 
en garantía de la seguridad de Jas rentas de di- 
chos establecimientos, ó del exacto cumplimiento 
de los contratos de arrendamientos. 

Ait. 18. Se deroga la resolución de 14 de Mar- 
zo de 1851, sobre la materia y cualquiera dispo- 
sición que se haya dictado como adicional á ella. 
— Circúlese y publíquese. 

Por S. E. — Parejo. Es copia. — Parejo. 

COMANDANCIAS de armas. Sus funciones 
en cuanto al servicio para la custodia de las 
cárceles y presidios. Véase Guardia nacional 
de policía, R. E. de 18 de Mayo de 1847. 
CORREO, lkv de 23 de abril de 1856 fi- 
jando sueldos á sus empleados — Reforma la de 
31 de Marzo de 1841 p. 402 del Primer Tomo. 
£1 Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública (le Venezuela, reunidos en Congreso. 

Decretan : 
Art. ]0 Los em pie-idos en las oficinas de Cor- 
reos gozarán del sueldo anual que á continua- 
ción se establece. 

£1 Administrador General . . . $ 2.800 

£1 Interventor ' . . 1.500 

Cuatro oficiales de número 6 ochen- 
ta pesos 3.840 

Un portero con veinticinco pesos . 300 



Dos carteros» uno con cincuenta pe- 
sos y otro con veinticinco .... 000 

Para alquiler de casa, gastos de es- 
critorio y reparación de balijas . . 1.360 

£1 Administrador principal de Ma- 

720 

720 

500 

500 
600 
600 
600 

600 

400 

400 

400 
300 

1.500 

1.200 
400 
360 
300 



El 
lencia 


idem, 


idem de Va- 


El 
riñas • 


idem, 


idem de Ba- 


£1 
quisimeto 

El 
rida. . . 


idem, 


idem de Bar- 


idem, 


idem 


£1 
El 
var . . 


ídem, 
ídem, 


idem de Coro 
idem de Bol í- 


El 
maná 


idem, 


idem de Cu- 


£1 
lillo . 


idem, 


idem de Tru- 


£1 
celona 


idem, 


idem de Bar- 



£1 idem, idemdeAcha- 

guas ••*•••••••• 

£1 subalterno de la Guaira, con ca- 
sa, dependiente y gastos de escritorio. 

£1 de Puerto-Cabello con idem, 
idem, idem 

Rl 

£1 

El 

£1 
Cura . . 

£1 



idem de la Victoria . 
idem de San Carlos, 
idem del Tocuyo. . 
idem de la Villa de 



£1 



220 
360 
150 

360 



360 
240 



idem de San Felipe, 
idem de Valera 

£1 principal de Guanaro • . • 

£1 Administrador principal de San 
Cristóbal 

£1 idem de Carora • . . 

£1 idem de Calabozo. . . 

El idem de San Fernando . 

El idem de Nutrias . . . 

El Administrador principal de Cor- 
reos del cantón San Antonio del Tá- 
chira 

El de Cabudare ...... 

£1 de Araure 

£1 de Yaritagua ...... 

£1 de Marino 

El de A ragua de Barcelona* . . 

Para el de la capital de Amazonas 

§ único. Los demás Administradores gozarán 
las comisiones que les asigne el Poder Ejecutivo 
en el reglamento que expidiere, del cual dará 
cuenta al Congreso para su aprobación* Tara* 



200 

200 



300 
200 
200 
200 
200 
200 
900 
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bien asignará el Poder Ejecutivo loa aalarioade loa 
conductores, en los cuales hará siempre que lo es- 
time conveniente, las alteracionea que crea útiles ; 

Art. 2° Los efectos de esta ley principiarán 
el 19 de Julio próximo. 

Art 39 Se deroga la ley de 31 de Marzo de 
1841, y los demás decretos que hablen sobre 
sueldos de los empleados del correo y gastos de 
sus oficinas. 

■ Dado en Caracas á 17 de Abril de 1856, alto 
27 de la ley y 46 de la independencia. 

El Presidente del Senado, Juan Vicente Gon* 
zález Delgado. — El Presidente de la Cámara de 
Representantes, J. G. Ochoa.— *E1 Secretario del 
Senado, J. A. Pérez. — El Secretario de la Cá- 
mara de Representantes, J. A. Torrealba. 

Caracas, Abril 23 de 1856, afio 27 de la ley y 46 
de la independencia. — Ejecútese. — José T. Mona- 
gos* — Por S. E.— Cl Secretario de Estado en el 
Despacho de Hacienda, Jacinto Gutiérrez» 
Es copia. — Gutiérrez. 



DELGADO (francisco) Véase Inmigración, 

D. de . 20 de Abril de 1856. (En este mismo 

Apéndice.) 
DISTRITOS judiciales, resolución eje 

cütiva de 9 de julio de 1856 señalando el 

á que corresponden la» provincias de Cu 

maná, Maturin, El Táchiray Amazonas. 

Secretaría del Interior. — Sección segunda. 
Caracas, 9 de Julio de 1856. 

Resuelto. — Habiéndose erigido nuevas pro- 
vincias por la Legislatura del presente año, es lie- 
gado el caso de usar el Poder Ejecutivo de la fa- 
cultad que le confiere el artículo cuarto de la ley 
segunda del Código orgánico de tribunales ; y en 
virtud de ella, mientras el Congreso no determi- 
ne otra cosa, S. E. ha tenido á bien resolver lo si* 
guíente. 

19 Las provincias de Maturin y Cumaná, for- 
madas por la división de Ja de este nombre, y la 
de Amazonas, creada en parte del territorio de la 
de Guaya na, quedarán comprendidas en la ju- 
risdicción de la Corte Superior del primer Distrito. 

29 La provincia del Táchira, que se compone 
de algunos cantones que pertenecían á la de Mé- 
rida, corresponderá á la jurisdicción de la Cor- 
te Superior del séptimo Distrito luego que se lie- ! 
ve á efecto el establecimiento de esta Corte ; y | 
entretanto permanecerá agregada, como las de , 
Marida y Trujillo. al sexto Distrito. 

Comuniqúese esta resolución á las respectivas I 
Cortes Superiores y al Supremo Tribunal para ' 
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su inteligencia y fines consiguientes ; y á los Go- 
bernadores de las nuevas provincias para su co- 
nocimiento, y con el fin de que la trascriban á 
las autoridades judiciales de la provincia de su 
mando para los efectos convenientes* 

Por S. E. — Parejo. 

DIVISIÓN TERRITORIAL. RESOLUCIÓN EJECU- 
TIVA de 18 de setiembre de 1856 fijando Ja 
inteligencia del arU 34 de la ley. 
Secretaría del Interior. — Sección primera. 
Caracas, Setiembre 18 de 1856. 
Resuelto. — Dígase al Sr Gobernador de Maracaibo. 

Impuesto el Poder Ejecutivo de la nota de 
US. de 10 de Julio último número li?, en que 
reiteró la de 10 del roes anterior número 90, con* 
aullando, si en virtud del artículo 34 de la ley so- 
bre División territorial, después de haber nom- 
brado libremente los empleados que dependen di- 
rectamente de US. y posesionados estos de sus 
destinos, puede subrogarlos con otros, si no cre- 
yere conveniente sostener los primeros nombra- 
mientos ; S. E. se ha servido resolver lo siguien- 
te* El artículo 34 que se ha citado faculta, es 
cierto, á los Gobernadores de provincia, para 
nombrar en calidad de interinos á los emplea- 
dos, cuya elección les corresponde directamente ; 
pero la razón natural y la práctica misma mani- 
fiestan ; que no les es potestativo suspenderlos 
después de nombrados, sino cuando exista causa 
justa y legítima, porque lo demás será abusivo y 
perjudicial, .seria ensanchar demasiado las atri- 
buciones gubernativas, y daria, por último, lu- 
gar á competencias entre funcionarios de órde- 
nes distintos ; sin que obste que resulte incon- 
veniente una elección, porque los Gobernado- 
res que tienen facultad de nombrar 6 los que de- 
pendan directamente de ellos, deben antes de ha- 
cer los nombramientos, procurar que recaigan en 
personas de conocida idoneidad, para evitar los 
inconvenientes que pudieran derivarse de una in- 
consulta elección. Y he recibido orden de co- 
municarlo á US. en contestación á sus notas re- 
feridas. 

Soy &c— Por S. E.— Parejo. 
Es copia.— Parejo. 



EMPRÉSTITOS al tesoro. Véase Pruebas 
supletorias. 

ESPERA Y QUITA, resolución ejecutiva de 
26 de setiembre de 1851 mandando liqui- 
dar por la Tesorería general los intereses cor» 
respondientes á los créditos por razón de es- 
pera, para cuyo pago se ha sostüuido el Go- 
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¿s*rno t en virtud de la ley de 28 de Mayo de 

rsso. 

Secretoria de Hacienda. — Caracas Setiembre 26 
de 1851. 
Resuelto. — £1 Poder Ejecutivo estimando jus- 
to y equitativo acceder á la presente solicitud, 
dispone : que la Tesorería General, con vista de 
los expedientes respectivos, haga la liquidación 
dé* los intereses que,' según la estipulación de la 
letra ó pagaré, correspondan desde la fecha en 
que el deudor obtuvo espera, hasta la del reco- 
nocimiento hecho por el Gobierno, á las certifi- 
caciones expedidas según la ley de 28 de Mayo 
de 1850; anotando al fin de cada una de ellas la 
cantidad á que asciendan estos intereses, la cual 
se unirá al capital primitivo para calcular sobre 
la suma de uno y otro el interés de cinco por 
ciento anual hasta el dia de la amortización. 
Ocurran los que representan á la Tesorería Ge- 
neral con esta resolución para que tenga su cum- 
plimiento. — Por S. E. — Gellineau. 

ESTADÍSTICA JUDICIAL, r «solución eje- 
cutiva de 20 de agosto DE 1850 excitando á 
los tribunales y juzgados á cumplir con exac- 
titud la resolución de la materia; y acompa- 
ñando los modelos para los cuadros» 
Secretaría del interior.— Secqion 2^ 

Caracas, 20 de Agosto de Í8&6» 
Resuelto. — Advirtiendo el Poder Ejecutivo que 
no se cumple con exactitud la resolución expe- 
dida por esta Secretaría en 16 de Enero último, 
y publicada en la Gaceta oficial número 1195, 
sobre remisión de los cuadros demostrativos del 
movimiento mensual de causas en los tribunales 
y juzgados de la República; pues, ni llegan á 
este Despacho en la oportunidad prevenida los 
mencionados cuadros; ni es uniforme la manera 
de pasarlos por ios diversos magistrados y jueces; 
ni finalmente, por todos los señores Gobernado- 
res se tiene el cuidado necesario de procurar que 
á un tiempo se reciban en el Ministerio los cor- 
respondientes á su provincia, requiriendo al efec- 
to, y cada vez que sea menester, á los juzgados 
negligentes en el cumplimiento de su deber; cau- 
sas todas que han impedido hasta el presente cen- 
tralizar en la Gaceta oficial las noticias de la ma- 
teria, como está determinado por la ley; y cre- 
Í rendo S. E. que en parte sean debidas las irregu- 
aridades que «e notan á la falta de modelos .para 
la formación de aquellos cuadros, arreglados 6 
la moderna estructura y diversificncion de atribu- 
ciones que han recibido los tribunales: ha dis- 
puesto: que al recomen-lar de nuevo á Jos seño- 
res Presidentes de las Cortes de Justicia y Go- 
bernadores de provincia la estricta observancia 
de la ley y resolución ejecutiva, vigentes sobre el 



particular» se leu indique que la forma en que la* 
Cortes Suprema y Superiores y juzgados inferio- 
res deben pasar loa noticias del movimiento d# 
causas que hayan tenido* es la que se lea deaig» 
na respectivamente en los nuevos modelos que se 
insertan en la Gaceta al pié de esta excitación ¡ 
haciéndose observar a> los señores Gobernador** 
que, conforme al que lleva el número cuarto, de- 
ben centralizar los datos que remitan los juzga» 
dos de cantón, dejando loe cuadros originales de 
estos en su despacho» y enviando solo á esta. Se* 
creta ría el general que 8e les encarga formar res- 
pecto de dichos juzgados únicamente. 

Por S. E.— Parejo* 



Modelos a que se refiere la resolución anterior 
19 
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La firma del Gobernador. 



La fecha. 



La del Secrotarfo. 



ESTADOS MAYORES DE EJÉRCITO Y DE DIVISIO- 
NES. DECRETO EJECUTIVO DE CoLOMBJA DE 8 

de noviembre de 1825 arreglándolos. ( # ) 
Francisco de Paula Santander, Vice-presi- 

dente de la República encargado del Poder 

Ejecutivo, &. 

Autorizado por decreto del Congreso de 20 de 
Julio del aflo anterior de 1824 para expedir los 
decretes y reglamentos que organicen y señalen 

(*) Este Decreto debiera haber seguido á continuación 
del de igual fecha organizando dichos Estados mavores 
pág. 65 del Tomo 2 ? ; pero se omitió por olvido. 



las atribuciones de los estados mayores de ejérci- 
to ó divisiones militares, tanto activas como locales, 
y ponerlos en ejecución, he venido en decretar y 
decreto el siguiente reglamento. 

De los estados mayores* 

Art. 10 El estado mayor de un ejército 6 divi- 
sión militar tanto activa como local, es el punto 
céntrico de las operaciones que debe ejecutar. 
Cuando el Gobierno mande reunir un cuerpo de 
tropas para verificar operaciones militares, deter- 
minará si ha de llamarse ejército, ó solamente 
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división, y en ambos respectos tendrá un estado I 
mayor en la forma que se expresará. I 

Art. 29 Todas Jas tropas existentes en reposo ¡ 
en un departamento se considerarán formando 
una división militar local á las órdenes del co- 
mandante general de dicho departamento si no 
hubiere orden expresa para que otro jefe las man- 
de, y en calidad de tal división tendrá su estado ' 
mayor divisionario departamental. 

Art. 39 El estado mayor divisionario de cada 
departamento se compondrá de un primer ayudan- 
te del estado mayor general que será el jefe, un 
segundo ayudante, dos adjuntos, y dos escribien- 
tes. En los departamentos donde no hubiere un 
número considerable de tropas, el Poder Ejecuti- 
vo podrá disminuir el de dichos empleados; y 
para e] caso contrario, ó cuando las circunstan- 
cias lo exijan, quedan autorizados los comandan- 
tes generales para destinar por el tiempo preciso, 
al estado mayor los jefes y oficiales que se juz- 
guen necesaiios y pidiere el jefe. 

Art. 4/ Aunque por el artículo anterior se es 
tablece que ti jefe década estado mayor depar- 
tamental st<V un primer ayudante, en caso nece- 
sario podrá servir provisionalmente aquel empleo 
un segundo ayudante. 

Estado mayor de un ejército de operaciones. 

Art 59 Cuando se reúna un cuerpo de tropas 
con el nombre de ejército ó división activa, se 
formará un estado mayor general del ejército 6 
división, previa orden fiel Gobierno, y se destina- 
rán los ayudantes del estado mayor general de 
primera y segunda clase, y adjuntos que se esti- 
men necedarios 

Art. C 1 / lín el raso anterior el Gobierno podrá 
destinar de jefe del estado mayor general á cual- ¡ 
quiera de los j fes de los estados mayores divisio- 
narios departamentales, ó á un general si lo cre- 
yere conveniente, ó á otro jefe de los que per- 
tenecen al estado mayor general 6 divisionario, 
cuya comisión durará por el tiempo preciso de 
la campaña á juicio del Gobierno. 

Art. 79 Todos los coroneles sin destino en un 
departamento ó ejército se considerarán agregu- 
dos al estado mayor para hacer el servicio de 
campaña ó pl*za, pasar revista &, y los tenientes 
coroneles, sargentos mayores y oficiales de capi- 
tanes inclusive abajo serán agregados á los cuer- 
pos del ejército existentes en el departamento ó 
<$ue formen el de operaciones. 

Art. 89 Pertenecen al estado mayor de un 
ejército de operaciones, ó división militar activa, 
los genérale* 6 coroneles que manden divisiones 
6 brigadas y sus edecanes, Ins comandantes ge- 
nerales de artillería é ingenieros, y los de divisio- 
nes, y brigadas, los comandantes de armas, de 
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provincias, y plazas, castillos, ó fuertes que estén 
comprendidos en el territorio de asamblea 7 de 
operaciones á que deba extenderse la autoridad 
del general en jefe 6 comandante general, según 
la* órdenes del Gobierno ; y el comisario genera] 
y los de divisiones ó brigadas. 

§ ^nico. Pertenecen al estado mayor divisiona- 
rio oepartamental los comandantes particulares 
de artillería é ingenieros y los comandantes de 
provincias y plazas contenidas en el distrito que 
forma el departamento, cuando Ja división no 
está en operaciones activas limitares; y el comi- 
sario ó comisarios. 

Art. 99 Los estados mayores de ejército, de 
división activa y de división local dependen del 
estado mayor general que reside cerca del gobier- 
no en todas los cosas que se prescriben en el re- 
glamento de dicho estado mayor general y en el 
presente. 

Atribuciones y deberes del estado mayor de 
un ejército ó división activa. 

Art. 10. 8on funciones y deberes del jefe del 
estado mayor de un ejército 6 de una división 
activa. 

19 Ejercer la subinspeccion /le todas las ar- 
mas! 

29 Recibir órdenes del comandante general 
en to lo lo relativo al movimiento, servicio y ope- 
raciones de todo el ejército, ó de tina parte. 

39 Comunicar dichas órdenes á bs comandan- 
tes de las divisiones, brigadas ó columnas del 
ejército, sin perjuicio de que el misn.o coman- 
dante general lo haga cuando lo crea importante 
al mejor servicio, en cuyo caso se insertarán en. 
el libro correspondiente de la oficina del jefe del 
estado mayor, según su naturaleza. 

49 Remitir á los dichos comandantes las leyes, 
y decretos del Gobierno, circulares, órdenes ó 
impresos que comunique el Secretario de la Guer- 
ra ó eljefe del estado mayor general. 

59 Formar la serie de santos cada quince días 
para las divisiones, cuerpo* y comandancias par- 
ticulares. 

69 Recibir y comunicar al comandante gene- 
ral todas las noticias, partes ó informes que remi- 
tin los estados mayores dependientes del ejército 
ó división activa. 

79 Dirigir a) estado mayor general los estados 
del ejército así de lo personal de los cuerpos, 
como de los parques, almacenes, tesorerías y las 
relaciones de muertos, heridos, ó prisioneros,, 
así del enemigo como del mismo ejército. 

89 Recibir y dar cuenta al comandante gene- 
ral de las reclamaciones sobre sueldos, anticipa- 
ciones, ú otra clase de solicitudes que deban so- 
meterse al Gobierno, todas las cuales seráa 
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dirigidas por el comandante general directamente, 
ó por el jefe del estado mayor al del estado mayor 
genera], para que con su informe las trasmita al 
Secretario de la Guerra. 

9? Comunicarse con los comisarios de guerra 
y-justicias civiles en todo lo relativo á precaver 
Jas necesidades del ejército en la parte de subsis- 
tencia. 

10. Comunicarse con las autoridades de los 
países libertados con el mismo objeto, y en lo de- 
mas que conduzca á la seguridad del ejército, y 
trabajos necesarios para la defensa de las plazas. 

11. Informar al comandante general de las 
necesidades de armamento, vestido, equipo y mu- 
niciones para que el comandante general dé cuen- 
ta al Secretario de Guerra, ó pueda proveerse de 
estos efectos según las órdenes que tenga del Go- 
bierno, ó según la urgencia de dichas necesidades. 

12. Tomar todas las medidas convenientes para 
que al ejército no falten transportes, dinero, ca- 
ballos y demás útiles indispensables para su mejor 
servicio. 

13. Establecer los hospitales sedentarios y am- 
bulantes. 

14. Expedir las licencias temporales que den- 
tro de ios términos permitidos por la ley conce- 
diere el comandante general. 

15. Señalar las rentas que deben llevar los cuer- 
pos ó destacamentos y expedirles el correspondien- 
te pasaporte. 
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23. Pasar la revista de inspección á los cuer- 
pos del ejército, por sí mismo cuando ellos es- 
tuvieren en situación de que lo pueda hacer, 6 
por medio de otro jefe en calidad de delegado 
cuando estén tan distantes que no sea posible ins- 
peccionarlos personalmente : los informes de estas 
revistas los dirigirá el jefe del estado mayor ai 
estado mayor general con todos los documentos 
acostumbrados. 

El Gobierno, cuando lo tenga por conveniente, 
puede ordenar que el comandante general de un 
departamento, división ó ejército pase una revista 
de inspección extraordinaria, y en este caso los 
documentos de ella serán enviados directamente 
á la Secretaria de Guerra. 

24. Aprobarlos nombramientos de sargentos de 
los cuerpos del ejército ó división. 

25. Intervenir las revistas de comisario donde 
pueda concurrir, y examinar las listas, comparán- 
dolas con su extracto, y remitiéndolas con su in- 
forme al estado mayor general. 

26. Cuidar de la disciplina del ejército, de que 
sean puntualmente cumplidas las leyes, órdenes 
y reglamentos militares, impedir las reuniones 
sospechosas, y sufocar en su origen los designios 
sediciosos, apoyándose con h autoridad del co- 
mandante general cuando no fuere suficiente la 
suya propia. 

27. Comunicar ios nombramientos de vocales 
de los consejos de guerra que hiciere el coman- 



16* Arreglar la conducción y segundad de los ¡i dante general en virtud de las leyes 



prisioneros de guerra, y canje en el caso res- ¡ 
pectivo. 

17 Exigir lis ojisde servicio de todos los 
oficiales del ejército para que con su vista, pueda 
el comandante general dar los informes que sean 
precisos sobre premio y recompensas, y para re- 
mitirlas al estado mayor general si las pidiere. 

18. Redactar el diario de operaciones y servi- 
cio del ejército. 

10. Formar los planos, cartas y diseños de las 
plazas, y puntos fortificados ó que se piensen for- 
tificar, campos de batalla propios y del enemigo. 

20. Dirigir el espionaje y llevarla parte secre- 
ta de él. 

21« Distribuir los alojamientos que se hubiesen 
señalado por las autoridades civiles, ó repartirlos 
en los lugares recien libertados, donde natural- 
mente está suspenso el imperio de la constitución. 

22. Expedir las licencias absolutas de los in- 
dividuos desde sargento primero inclusive abajo ; 
previa la orden del comandante general, que la j 
dará en vista de documentos competentes, que 
justifiquen la inutilidad del individuo, ó que con 



28. Desempeñara! oficio de fiscal, en el modo 
¡ determinarlo p6r ios artículos 31, 32 y 33 del tra- 
tado 8? título 69 de la ordenanza general del 
ejército mientras la ley no dispone otra cosa. 

Art. II. Los deberes de un jefe de estado mayor 

departamental no (üiirren de los del jefe de esta- 

|; do mayor de ejército ó división activa, sino en 

razón de las operaciones que tiene que ejecutar 

¡¡ el ejército 6 división. (*) 

¡j Art. 12. Todo jete de estado mayor recibe 

:| siempre las órdenes del comandante general para 

desempeñar la funciones que se le han señalado, 

! y habla en su nombre; cuando urgiere tomar por 

i i sí solo algunas disposiciones comprendidas en sus 

¡I atribuciones, las tomará inmediatamente, y dará 

cuenta al comandante general pan su aprobación 

ó reforma, 

Art. 13. Las ausencias, enfermedades ó im- 
pedimentos del jefe de estado mayor las suple el 
segundo ayudante del estado mayor general, quien 
firmará las órdenes, anteponiéndola expresión de 
ser en ausencia ó impedimento del jefe. 



forme "alas leyes que te publicaren haya cum- ¡i l^Sri^^-XÍÍSS? ío'ÜL*!! ^i P? 18 ^* ** q Sf , lo í«no« 

^r » i *• i • . J copiado el numero 12, pero debiendo ser 11.1o hemos 

phdo el tiempo de su swvicio. ¡¡ corregido, y coasigufentemento los posteriores! 
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Art. 14. En caso de muerte 6 grave enferme- 
dad del jefe de estado mayor de un ejército ó di- 
visión de operaciones, el Gobierno puede reempla- 
zar esta falla en el modo que tuviere por conve- 
niente, incluso el caso de proveer en comisión el 
destino. - 

Art. 15. Cuando el comandante general de un 
ejército ó de un departamento muriere ó enferma- 
re gravemente, y deba tomar el mando de dicho 
departamento el oficial de mayor graduación 
entre los vivos y efectivos (si no hubiere otro de- 
signado por el Gobierno) el jefe del estado mayor 
solo tendrá opción á dicho mando cuando sea el 
oficial de superior graduación ó el mas antiguo 
en igualdad do grado, en cuyo caso quedará 
reemplazado por quien dispone el artículo 15. 

Distribución de las oficinas del estado mayor. 

Art. 16. Para ci mejor servicio de los estados 
mayores ya sean de ejercito on campaña, ó en 
guarnii ion, ó de una división Rctiva ó local, se 
dividirá el trabajo en cuatro secciones; la prime- 
ra á cargo del jefe del estado mayor ; la segunda 
á cargo del ayudante de estado mayor general de 
§egunda clase ; la tercera A cargo del primer ad- 
junto, la cuarta á cargo del oficial de ingenieros 
que estuviere destinado al ejército, división ó de- 
partamento, y se considerará unido al estado ma- 
yor. El según «lo adjunto se de tina á 3a sección 
primera y puodo ser jof-j de sección siempre que 
lo exijan Ih.« circunstancias. 

Art. 17. A la primera sección corresponde: 
lo perteneciente al movimiento «le las tropas, mar- 
cha de prisioneros de guerra y organización del 
ejército ó división, la correspondencia general, 
las relaciones con el Secretario Je la guerra, la 
formación de estallos y otras noticias, Ja parte 
histórica del ejército, la serie de santos y orden 
del día, las licencias absolutas y temporales, las 
relaciones con el cuerpo de artillería en lo perso- 
nal y muteml de eiia. 

x Art. 13. A la segunda sección corresponde : las 
relaciones pertenecientes á la proveeduría y ad- 
ministración de las plazas de guerra, de las divi- 
siones ó columnas en marcha ó reposo; la parte 
relativa á las remontas; las rol.ieiones correspon- 
dientes á lo* equipajes de artillería, de .víveres y 
forrajes; á los hospitales ambulantes y efectos 
militares; \o concerniente á las distribuciones de 
víveres, de vestuario y equipo: la corresponden- 
cia con' los comisarios de guerra. 

Art. 19. A la tercera sección corresponde : 
todo lo relativo á sueldos, listas de revista, al 
alta y baja de los cuerpos y recepción de reclutas: 
Ja parte relativa á las contribuciones que se im- 
pongan en un pais libertado, en el caso deque el 
Gobierno haya atribuido esta intervención al co- 
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mandante general ; la rendición de cuentas sobre 
los gastos particulares del estado mayor, y de la 
parte secreta de espionaje ; la parte secreta, es- 
pías y guias ; el canje de prisioneros. 

Art. 20. A la cuarta, corresponde la parte to- 
pográfica. 

Funciones del jefe del estado mayor de una 

división activa en reposo* 
Art. 21.. El jefe del estado mayor dará cuenta 
todos los días al comandante general, á la hora 
que este prescribiere, del estado y situación de las 
tropas en todo lo relativo á su disciplina, instruc- 
ción, movimientos, cumplimiento de los órdenes 
dadas en subsistencia, hospitales y servicio : le 
presentará los estados, las reclamaciones y solici- 
tudes que dirijan á la comandancia general 6 al 
Gobierno los individuos del ejército ó división, 
los partes de las comandancias de plazas y las li- 
cencias temporales ó absolutas que se soliciten : 
le consultará los artículos que deben formar Id 
orden del dia ; y recibirá del comandaute gene- 
ral todas las órdenes que le diere. Cada cinco 
dias le presentara un estado general de Ja fuerza ; 
y todos los meses el grande estado, del cual se re- 
mitirá una copia al estado mayor general. 

Art. 22. Da Jas órdenes para el acampamento; 
acantonamiento ó destino de las tropas según las 
que recibiere del comandante general ; visita los 
¡ campos, acantonamientos, cuarteles, prisiones y 
hospitales militares: vela sobre las distribuciones 
¡ Unto en su calidad, como en su cantidad. Acom- 
1 pafía al comandante general en las revista*, re- 
conocimientos y descubiertas. Hace por sí, ó hace 
que se ejecuten los reconocimientos, visitas y via- 
jes que se hayan mandado. Presencia la inspec- 
ción de las guardias, piquetes y destacamentos por 
sí ó por medio de un oficial del estado mayor. 
Visita de noche ó de dia las grandes guardias, 
inspecciona durante un sitio las tropas destinadas 
á las trincheras. 

Fuuiones del jefe del estado mayor en las 
marchas. 

Att. 23. El jefe del estado mayor impide con 
la exactitud y regularidad de las órdenes que ex- 
pide, el desorden en las marchas, la indisciplina 
de los cuerpos y la falta de subsistencia. Redacta 
las instrucciones para los jefes de las columnas 
con claridad y precisión Previene el orden de 
combate en que deben ponerse los cuerpos cuan- 
do por su frente, flancos y retaguardia pueden 
ser atacados : coloca las tropas en sus respectivos 
campamentos, vibaques ó cuarteles; reconoce el 
campo para proveer á su seguridad con las guar- 
dias ó avanzadas correspondientes, para lo cual 
se acompañará con el ingeniero: provee de guias 
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á los cuerpos según las direcciones que seña* 
Jen, Toma medidas para facilitar las comunica- 
ciones entre los diferentes cuerpos, que marchen 
por distintas trutas, ó entre los campamentos, 
acantonamientos ó línea. 

Funciones del jeflbdel estado mayor en 
combate* 

Art. 24. Debe cuidar de la pronta subsistencia 
del ejército ; conocerlas existencias del parque 
y su posición para que durante el combate sean 
provistas las tropas: redactar y comunicar la or- 
den de ataque ó defensa según sea la naturaleza 
de l«s operaciones del ejército ; preparar las tro- 
pas para el combate ron el rcruerdo de la causa 
gloriosa que defienden y la gloria que siempre 
han adquirido combatiendo por la independencia 
y libertad ; seguir al comandante generej durante 
p\ combate, para que lo pueda emplear según su 
destino ó alguna grave ur gen cia : hacer traspor- 
tar los heridos inmediatamente á los hospitales de 
sangre y cuidar de su pronta curación ; hacer en- 
terrar los muertos, ó iy?e se quemen cuando su 
número, ó las circunstancias no dieren tiempo para 
)o primero ; cuidar de reunir los prisioneros de 
guerra y los efectos militares tomados al enemi- 
go, y de hacerse pa«ar los cofres pendientes esta- 
dos de Iqs cuerpos para conocer las pérdidas que 
hayan sufrido. 

Funciones del j eje del estado mayor de de- 
parlamento. 

Art. 2ó. Las funciones de un jefe del estado 
mayor de departamento son las mismas que se 
han atribuido á los jefes del estado mayor de" 
ejército en todo lo que no tiene relación con el 
servicio de camparla y combate. 

Estalos mayores subalternos. 

Art. 26. Son estados mayores subalternos los 
de las plazas de guerra y los de las columnas des- 
tinados al servicio de camparla con dependencia 
del estado mayor del ejército, ó división á que 
pertenezcan dicha» columnas. 

Art. 27. Cuando en las plazas de guerra resi- 
diere el comandante general del departamento, 
el jefe del estado mayor comunica al comandan- 
te particular de la plaza, 'si lo hubiere, 6 al sar- 
gento mayor de ella, las órdenes correspondien- 
tes al servicio según las atribuciones que se le 
han señalado ; pero cuando en las plazas de guer- 
ra no residiere el comandante general, el jefe del 
estado mayor se entiende en las materias de so 
p resorte con el comandante de dicha plaja. 

Art 28. Cuando haya algún castillo, fuerte 6 
puesto fortificado que se haya declarado por el 
Gobierno no dependiente de la comandancia de 
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la provincia, el jefe del estado mayor extenderá 
8 us comunicaciones á dicho comandante dé cas- 
tillo ó puesto fortificado. 

Art. 29. Cuando se forme una columna de- 
pendiente del ejército para hacer alguna opera- 
ción militar, como atacar una provincia ó pueblos 
ocupados por e) enemigo, ó pacificar algún terri- 
torio turbado, si la columna pasare de mil plazas 
en todas armas, se destinará al servicio del estado 
mayor (le ella, un segundo ayudante ó un adjun- 
to con uno 6 mas adjuntos ajuicio del comandan- 
te general á quien se le encargue la dirección de 
dichas operaciones. 

Art. 30. Eljefe del estado mayor de una colum- 
na se entenderá con el jefe del estado mayor del 
ejército ó división de que dependa, en toda la par- 
te en que'eJ estado mayor del ejército debiera en- 
tenderse con el estado mayor general ó Secretario 
de la Guerra, si todo el ejército estuviera destinado 
á campaña. 

Art. 31. La sección que deja el segundo ayu- 
dante, que tomare el destino predicho, pasará al 
adjunto que escoja eljefe del estado mayor según 
la aptitud v aplicación que hayan manifestado 
los adjuntos. 

Art. 32. En las provincias cuyas capitales no 
son plazas de guerra, porque no son fronterizas, 
las comunicaciones del jefe del estado mayor se 
entenderán con el comandante de armas, el cual 
tendrá uno ó dos ayudantes para ejecutar las ór- 
denes que miran al servicio de armas. 

Art. 33. En las provincias, cuyas capitales son 
consideradas como plaza de guerra por ser fron- 
terizas y tener guarniciones, compondrá el es- 
tado mayor de la plaza el sargento mayor de 
ella y dos ayudantes. Todas las órdenes que re- 
ciba tocantes al servicio el sargento mayor, del 
j jefe del estado mayor del departamento, serán 
-presentadas al comandante de armas de la provin. 
ria para que disponga y ordene su cumplimiento 

Secretaria de las comandancias generales de 
departamento ó de ejércitos de operacio- 
nes ó divisiones activas. 

Art. 34. Para el despacho de todos los demás 
negocios que atribuyen las leyes a los comandan- 
tes generales de departamentos 6 ejércitos de ope- 
raciones ó de divisiones activas, tendrán un se- 
cretario á su propuesta y confirmación del Gobier- 
no, que elegirán entre los ayudantes y adjuntos 
del estado mayor del departamento, ejército ó di- 
visión, 6 entre losjefes agregados al estado mayor, 
y el número de oficiales que fueren necesarioa 
según las circunstancias. 

Art. 35. Correrá por secretaría la corres pon. 
dencia de loe comandantes generales con la Secre- 
taría de Estado del Deepacno de la Guerra, con 
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todas las demás autoridades militares y civiles del 
departamento ó territorio de operaciones y de la 
República en lodos los casos en general que no 
estuvieren atribuidos al estado mayor por el pre- 
sente reglamento. 

Art. 36. Los secretarios de los comandantes 
generales autorizarán sus decretos, bandos y pro- 
clamas, serán jefes de la oficina, y responsables 
para con sus jefes respectivos, del archivo, que 
estará bajo su custodia, y secreto de todo lo que 
lo mereciere por su naturaleza de reservado. 

Art. 37. La duración de los secretarios será 
la del tiempo que merecieren la confianza de 
sus jefes. 

Art. 38. El Secretario de Estado en los Des- 

Í tachos de Mnrin» y Guerra queda encargado de 
a ejecución del presente decreto que se pasará 
al próximo Congreso para su aprobación ó refor- 
ma, 

Dado, y firrridilo de mi mano y refrendado por 
el Secretario de Marina y Guerra en el palacio 
del Gobierno en Bogotá á 8 de Noviembre de 
1825, 15? de la independencia. 

Francisco de Paula Santander. 
Por S. E. el Vice- presiden te de la República. 
— El Secretario de Estado del Despacho de Mari- 
na y Guerra: 

Carlos Soublttte. 



FERROCARRILES, decreto de 29 de abril 

de 1856 sobre nu construcción» 

El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela, reunidos en Congreso. 

Vista la solicitud del señor Lorenzo Jove por 
sí y á nombre de sus demás consocios pidiendo se 
revean las leyes que les concedieron privilegios 
para la construcción de un ferro-carril y sus ra- 
mificaciones. 

Considerando 

1? Que la legislatura nacional ha de prestar 
toda su atención á las viss que faciliten y acele- 
ren las comunicaciones. 

29 Que las concesiones que se hagan á un fe- 
rro-carril quedan suficientemente retribuidas con 
el aumento y desarrollo de las industrias del pa- 
ís, y. 

30 Que la agricultura y el comercio, fuentes 
de nuestra riqueza pública, reclaman viss de co- 
municación. 

Decretan. 
Art. 19 Las líneas carriles que partan de Puer- 
to-Cabello al interior de la República, tocando 
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con las provincias Carabobo, Aragua, Caracas, 
Yaracuy, Barquisimeto, Portugueza y Barloas, Be 
denominarán " Ferrocarril central de Venezuela» 

Art. 29 El Poder Ejecutivo que (ja autorizado 
para contratar con dicha compañía y los demás 
individuos que se le asoa^n, las lineas de ferro- 
carril expresadas en el aWículo anterior, y para 
acoidar lus siguientes concesions. 

19 Para dar propiedad hasta por tres mil fanega- 
das de tierras baldías, por cada milla de ferro-car- 
ril que se construya, á mas de las tierras necesa- 
rias en las líneas del eamino. 

29 Para tomar acciones en la empresa, hasta 
por doscientos cincuenta mil pesos. 

39 Pai* declarar lil res de derechos de importa- 
ción , el hierro, máquinas, instrumentos y made- 
ras quesean necesarias para la obra. 

49 Para libertar la obra de todo derecho ó con* 
tribuciones nacionales ó municipales. 

59 Para exceptuar del pago de derechos de 
puerto á los buques que conduzcan el hierro, y 
todo otro material necesario para la empresa, con 
tal que dichos buques conduzcan por lo menos 
en dichos materiales, la mitad de su capacidad. 

69 Para exceptuar á los empleados y trabaja- 
dores en la empresa de ferro-carriles, de todo ser- 
vicio público, inclusfce el de la milicia. 

Art. 39 También queda antorizado el Poder 
Ejecutivo para establecer, arreglar y pactar todas 
las condiciones necesarias en el contrato que ha 
de firmarse con los empresarios : á saber : 

19 El derecho de propiedad, término de la 
obra, tiempo y duración del privilegio. 

29 Todo lo relativo á la firme y durable cons- 
trucción de puentes, calzadas y diques. 

39 Lo relativo & la policía de los trabajos y 
funciones de los caminos. 

49 Todo lo que el Poder Ejecutivo crea nece- 
sario establecer para el mas fácil y pronto estable- 
cimiento de las lincas carriles á que se contrae el 
presente decreto. . 

69 Para establecer en el contrato las reglas 
necesarias para obtener la propiedad particular, 
cuando sea preciso & la línea del camino ó sus 
dependencias, previa la justa indemnización de 
parte de la empiesa, considerada la obra como de 
conveniencia pública ¡ y 

69 Para autorizar á la compañía á la formación 
de sus estatutos, reglamentos y tarifa, y variarlos 
de tiempo en tiempo con aprobación del Gobier- 
no, quien decidirá sobre los reclamos que el co- 
mercio haga sobre estos particulares. 

Ar 49 También se faculta al Poder Ejecutivo 
para librar contra el Tesoro Nacional por las oan* 
tidades necesarias para dar cumplimiento al pre» 
senté decreto. 
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Art. 59 E! Poder Ejecutivo establecerá en el 
contrato la autorización competente para que la 
compañía pueda determinar el capital necesario 
en acciones para comenzar las líneas principales, 
y para aumentar este capital de tiempo en tiem- 
po, á fin de continuar dichas líneas principales y 
sus ramos, bien aumentando el número de accio- 
nes, 6 pudiendo la compañía emitir sus bonos ú 
obligaciones bajo la garantía de los mismos cami- 
nos, sus edificios y las tierras que se acuerdan 
conceder á la misma compañía. 

Art. 6° £1 Poder Ejecutivo establecerá tam- ¡ 
bien el modo y tiempo, por que esté obligada la ¡ 
compañía á abrir aJ público en Venezuela los li- 
bros de suscripción, para que todos los que quie- 
ran tengan ocasión de tomar acciones en la em- 
presa ; y que estas acciones no excedan de cien 
pesos cada una. 

Art. 7 y Los terrenos balóos que según el pre- 
sente decreto se acuerdan dar á la compañía, so- 
lo p)drán ser tomados de las provincias beneficia- 
das por los ferro cariles ; y en caso de que no los 
haya en estas, queda sin efecto la concesión que 
no puede s«r materia de reclamo. 

$ único. En los terrenos concedidos por el 
presente decreto no quedan comprendidos los que 
con algún título posean los venezolanos a la pu- 
blicación de este decreto. 

Art 8/ Se autoriza también al Poder Ejecutivo 
para que, á nombre fíela Nación y hasta por diez 
años, garantice el interés hasta de un siete por 
ciento auual, sobre los capitales que durante ese 
tiempo tse empleen en dichos ferro-carriles; pero 
en el caso de que los caminos no estén produ- 
ciendo ningún interés por causa imputable á la 
compañía, Ja Nación no estará obligada á pagar 
dicho interés. 

. Art. 9 # J Cualquiera duda que ocurriere en cual- 
quier tiempo, por virtud del contrato que por el 
presen t i decreto se autoriza al Poder Ejecutivo 
a celebrar, se decidirá por las leyes comunes, y 
00 será jamas por ningún motivo materia ó pre- 
texto para reclamaciones internacionales. 

Art 10 Los tribunales de la República cono- 
cerán según la cuantía 6 naturaleza de la deman- 
da, oirán y decidirán las que ocurran sin admi- 
tir excepciones dilatorias por razón de vecindario 
de los contratistas. 

Art. 11 Queda autorizado el Poder Ejecutivo 
para aceptar las proposiciones que sean evidente- 
mente mas ventajosas que las establecidas en el 
presente decreto, si se presentaren antes de ter- 
minarse el contrato á que él se refiere. 

Art. 12 Queda también autorizado el Poder 
Ejecutivo para hacer iguales contratos ó expedir 
privilegios sobre las bases que a quise establecen 
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á los que lo soliciten para otras empresas déla 
misma naturaleza. 

Art. 13. Lo* decretos de 18 de Abril de 1853, 
j y 14 de Febrero de 1855 sobre ferro-carriles 
entre Puerto Cabelb y San Felipe, quedarán sin 
efecto cuando haya sido perfeccionado el nuevo 
contrato á que se refiere el presente decreto ; y 
el Poder Ejecutivo por el órgano de la secretaría 
de Hacienda dará cuenta al Congreso. 

Dado en Caracas á 25 de Abril de 1856, año 
27 do Ja Jey y 46 de la independencia. 

El Presidente del Senado, Juan Vicente Gon- 
zález Delgado.— E\ Presidente de la Cámara de 
Representantes J. G % Ocho a. — El Secretario del 
Senado J. A Pérez. — El Diputado Secretario de 
Ja Cámara de Representantes J. A. Torrealba. 

Caracas, Abril 29 de 1856, año 27 de la ley y 
46 de la independencia. 

Ejecútese.— J. T. Monagos. 
Por S. E. el Presidente de la República. — El 
Secreturio de £¿lado en el D. de Hacienda, 
Jacinto Gutiérrez. 
Es copia Gutiérrez, 
FERROCARRILES, decreto de 30 de 
abril de 1836 autorizando á varias perso* 
ñas para la construcción de los necesarias en* 
iré los muelles de Puerto- Cabello, la Guaira y 
Maracaibo y Ciudad Bolívar, y su respecti- 
va aduana. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

Vista la solicitud de los señores Juan Santiago. 
Larorhe, Ernesto Dalté, Santos González y Pe- 
dro Antonpietn ; y 

Considerando: 
Que es conveniente remover los abstáculos 
que embarazan la pronta y expedita carga y des- 
carga en los puertos de la República. 

Decretan : 
Art. 19 Se autoriza á los señorea Juan San" 
tiago Laroche, Ernesto Dallé, Santos González 
y Pedro Antonp etri, para construir el prime- 
ro treinta líneas carriles, que partiendo de dife- 
rentes puntos del muelle de Puerto-Cabello, ter- 
minen en el edificio que sirve hoy de aduana, 6 
se destine en lo sucesivo : el segundo, las nece- 
sarias y que permita la localidad entro el piso fir- 
me del muelle de Ja Guaira y la Aduana : el ter- 
cero, las suficientes para el comercio de Mara- 
caibo, debiendo partir del muelle de dicho puer- 
to para la Aduana; y el cuarto, las bastantes pa- 
ra el comercio de Ciudad Bolívar, teniendo su orí- 
gen en el piso firme de la muralla, y su término 
en el edificio de Ja Aduana, 
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Art. »9 Las líneas carriles serán construidas 
bajo la inspección de los administradores de las 
respectivas aduanas, y dos comerciantes nombra- 
dos por los Concejos municipales. 

Art. 39 Corresponde á I03 inspectores desig- 
nar los puntos del muelle ó muralla de donde de* 
ben partir la o líneas carriles. 

Art. 49 En estas lineas transitarán los carros 
que abasten á la carga y descarga de buques, y 
especialmente de los que puedan trasportar me- 
dia, dos, tres toneladas y de mayor peso, cual- 
quiera que sea. . 

Art. 59 Se concede á los empresarios un pri- 
vilegio por ocho años, á contar desde que los tre- 
nes se pongan en acción, para cobrar á los efec- 
tos que se embarquen y desembarquen, por la ta- 
rifa siguiente. 

Primero : por loa volúmenes ú objetos que pe- 
sen hasta media tonelada, doce y medio centavos. 

Segundo : por los mismos hasta dos tonela- 
das, veinticinco centavos. « 

Tercero : por los que pesen hasta tres tonela- 
das, treinta y siete y medio centavos. 

Cuarto: por lo? volúmenes que excedan de 
tres toneladas, veinticinco centavos por cada to- 
nelada. 

Art. 69 Cuando esté concluida la mitad de las 
líneas en cada empresa, podrá empezarse á co- 
brar el derecho fijado en el articulo anterior. 

Art. 79 Las línea* carrriles deben quedar per- 
feccionadas, y tener todos los trenes necesarios, 
en el término de dos años, & contar desde la pu- 
blicación de este decreto en la respectiva locali- 
dad.- 

Art. 89 Si no se cumplieren las condiciones 
del artículo anterior, terminará el privilegio, y lo 
construido quedará a beneficio de la aduana. 

Art. 99 Durante el privilegio no se podrá im- 
poner derechos nacionales 6 municipales á los 
carriles referidos, ó á sus trenes. 

Art. 10. Termiuado el tiempo del privilegio, 
las empresas no podrán ser gravadas por las mu- 
nicipalidades con un derecho mayor que el uno 
por ciento del producto délos trenes; cuyo im- 
puesto será cobrado por los Administradores res- 
pectivos, correspondiendo su inversión á los Con- 
cejos Municipales de cada localidad. 

Art. 11. Los empresarios podrán extender las 
líneas carriles, desde las respectivas aduanas por 
Jas calles que juzguen convenientes, y con las 
mismas exenciones determinadas por el artículo 
59, pudiendo el de la Guaira llevarlas hasta el 
punto que crea conveniente de Maiquetía ; y co- 
brarán según la tarifa fijada, en proporción á las 
distancias, sirviéndoles de término de compara- 
ción las que tengan las del artículo primero. 
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Art. 12* Los derechos y deberes de los em- 
presarios, son tras mi si bles á otras personas, ba- 
jo los mismos términos y condiciones que los 
principales obligados. 

Art. 13» El Poder Ejecutivo queda encarga* 
do de remover los inconvenientes que se presea- 
ten en la ejecución de este decreto. 

Dado en Caracas á 25 de Abril de 1856, alio 
27 de la ley y 46 de la independencia. 

£1 Presidente del Senado, Juan Vicente Gon- 
zález Delgado. — El Presidente de la Cámara de 
Representantes, J. G. Ochoa. — El Secretario del 
Senado, J. A. Pérez. — El Diputado Secretario 
de la Cámara de Representantes, J. A. Torrealbo* 

Caracas, Abril 30 de 1°56, año 27 de la ley y 
46 de la independencia. — Ejecútese. — José T. 
Monágas. — Por S. E. — El Secretario de Esta- 
do en el Despacho de Hacienda, Jacinto Gu- 
tiérrez. — Es copia, ^r at ierre z. 

FIANZAS DE LOS GUARDALMACENES Ó GUARDA- 
PARQUES." Véase Guardalmacenes ó guarda- 
parques, R. E. de 1.° de Junio de 1840. 

FUERZ V ARMADA Ó PERMANENTE. RESOLÜ* 
CION EJECUTIVA DE 11 DE SETIEMBRE DB 

1856 sobre pago de los haberes y raciones d* 

la guarnición de la capital. 
Secretaría de Guerra — Sección primera. 
Caracas, Setiembre 11 de 1856. 
Sefior General Comandante de Armas de esta províncta. 

Hoy se dice por este Despacho al sefior Se- 
cretario de Hacienda, lo que copio. 

11 Atendiendo el Poder Ejecutivo al estado ds 
atraso en que se encuentra actualmente el Teso- 
ro público, ha tenido á bien resolver que desde 
esta fecha solo se satisfaga su haber íntegro á los 
Jefes y oficiales de esta guarnición, abonándose 
á la tropa raciones de la manera siguiente: 

A los sargentos primeros. . 4 reales diarios. • 

A los idem segundos . 3 idem Ídem. 

A los cabos y soldados. . . 2 idem idem. 

Pasada la revista de Comisario del primero al 
ocho de cada mes, \a Tesorería general no sumi- 
nistrará raciones en todo este, mss que para ios 
individuos que se presentaron en dicha revista, y 
las altas que expresamente se le comunique por 
este Ministerio haber ocurrido en cada cuerpo ó 
compañía, pues desea S. E. impedir ' para lo su- 
cesivo cuantos abusos puedan cometerse en el 
particular con notable perjuicio de las rentas pú- 
blicas. Al fin de cada cuatrimestre se ajustarán 
los cuerpos y compañías sueltas, y con deducción 
de las raciones y vestuario que hubieren recibi- 
do, se entregará á los respectivos Comandantes 
el alcance que tuvieren aquellos á su favor." 

Lo que trascribo á US para su inteligencia y 
la de los Jefes, oficiales é individuos de tropa de 
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los cuerpos de la guarnición, debiendo US. dar 
constantemente parte á este Ministerio de las al- 
tas y bajas que en aquellos ocurran, con especi- 
ficación- de los nombres de los individuos, y de las 
autoridades qne hayan destinado á la fuerza per* 
manente 6 los que se dieren de alta ; pues sin 
estas formalidades no se librará la orden corres- 
pondiente para el suministro de raciones. 

Soy &c— Por S. E.— - Felipe Estoves. 

Es copia. — Fs leves. 

FUERZA ARMADA 6 PERMANENTE. RESOLUCIÓN 
EJECUTIVA DE 10 DE SETIEMBRE DE 1856 50- 

bre reemplazos. 
Secretaría de Guerra. — Sección primera. 
Circular. 

Caracas, Setiembre 10 de 1856» 

Bfefior Gobernador de la provincia de 

Los innumerables reclamos que constantemen- 
te se hacen al Poder EjeciHivo sobre licencia- 
miento de individuos que en calidad de reem- 
plazos han sido destinados á la fuerza perma- 
' nente : lo embarazoso que ha llegado á hacerse 
semejante asunto ; y los perjuicios que redun- 
dan al Tesoro público por los gastos que inútil- 
mente ocasionan la ilegalidad 6 inconveniencia 
con que se procede en el reclutamiento, ponen á 
S. E. en el caso de prevenir á US. que observe 
el mas exacto cumplimiento de las disposiciones 
contenidas en los artículos 119 á 133 del regla- 
mento de milicia, cada vez que haya de snminis- 
trar reemplazos para la fuerza permanente, no 
destinando, en calidad de tales, individuos mayo- 
res 6 menores de la edad fijada por la ley, 6 que 
se hallen comprendidos en las excepciones que 
ella establece, 6 que estén reputados y reconoci- 
dos como criminales* ebrios consuetudinarios, 6 
incapaces de prestar servicio por cualquiera cau- 
sa física 6 moral ; bien entendido que las eroga- 
ciones que se causen al Erario por todo indivi- 
duo indebidamente destinado a la fuerza perma- 
nente, serán reintegradas por la autoridad que lo 
haya remitido, á cuyo efecto se dictan hoy mis- 
mo las providencias necesarias. 

Soy &c.— Por S. E.— Felipe Esteves. 
Es copia* — Estevas. 
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INMIGRACIÓN, decreto de 20 de abril db 
1856 autorizando á los señores Silvestre Ro- 
dríguez y Francisco Delgado para traer á 
Venezuela tres mil canarios. 
El Senado y Cámara de Representantes de la 
República de Venezuela reunidos en Con- 
greso. 

V isla la solicitud de los señores Francisco Del- 
gado y Silvestre Rodríguez del comercio de la 
ciudad de Caracas, en que proponen introducir á 
Venezuela tres mil inmigrados procedentes de las 
islas Canarias, 

Considerando : 
Que es conveniente y de imprescindible nece- 
sidad á la existencia, progreso y fomento de la 
agricultura el ingreso al pais de brazos litiles 
y laboriosos. 

» Decretan : 

Art. 19 Se autoriza á los señores Francisoo 
Delgado y Silvestre Rodríguez para traer á Ve- 
nezuela tres mil inmigrados procedentes de las 
Islas Canarias, precisamente en los años de 
1856 á 1859, sin perjuicio de aumentar este nú- 
mero si el Gobierno lo creyere conveniente. 

Art 2? Los inmigrados podrán ser de ambos 
sexos, pero no mayores de cincuenta años, excep- 
tuándose solo los padres de familia. 

Art» 39 Es condición expresa que los inmigrados 
que se introduzcan al territorio según el presen- 
te decreto deberán ser agricultores de profe- 
sión. 

Art 49 Es deber, de los empresarios propor- 
cionar gratis el alojamiento, y mantener por ocho 
dias á los inmigradas desde su desembarque en la 
República, dando 12£ centavos diarios á los 
menores de diez afios ; diez y ocho centavos á 
los de diez á quince años, y veinticinco centavos 
á los de diez y seis á cincuenta afios. 

Art. 59 Los empresarios no podrán cobrar á 
cada inmigrado sino la mitad de fletes y gastos de 
embarque y desembarque en Venezuela, cuya su- 
ma no excederá de la siguiente : doce pesos cin- 
cuenta centavos & los que sean de dos hasta diez 
años de edad, diez y siete pesos á los de once á 
quince años ; y veintidós pesos cincuenta centa- 
vos & los de diez. y seis á cincuenta años; de- 
biendo para esto, todo inmigrado que no pague 
antes de su embaroue la suma estipulada, otor- 
gar un pagaré en el puerto de su salida á favor 
de los empresarios, conforme & las leyes de Ve- 
nezuela ; cavo pagaré será aceptado por la per- 
sona con quien contrate el Inmigrado sus servi- 
cios personales, 

60 
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Art. 6? Ningún inmigrado podrá contratar 
sus servicios en Venezuela, sin que se haya he- 
cho una obligación por duplicado de las condi- 
ciones recíprocas del contrato. 

Art. 79 Los empresarios formarán al acto del 
embarque un estado, del número, profesión, sexo 
y edad de los inmigrados, cuyo documento lega- 
lizarán debidamente ante el Cónsul de la Repú- 
blica, ó el de una nación amiga, si aquel no exis- 
tiere. Este documento será presentado en el puer- 
to de desembarque á la Junta de inmigración pa- 
ra su conformidad é inspección ; otorgando en 
consecuencia recibo especificado de los inmigra- 
dos que se hayan introducido. 

Art. 89 La Junta de inmigración á quien se 
presentare el estado de que habla el artículo an- 
terior, cuidará de que no se introduzcan inmi- 
grados en contravención con lo dispuesto por el 
presente decreto y por la ley de la ni atería en su 
artículo 10. 

Art. 99 Se concede á los empresarios Del- 
gado y Rodríguez por indemnización de su tra- 
bajo, mitad de fletes y demás gastos hechos en 
la conducción é introducción de los inmigrados, 
una prima de doce pesos cincuenta centavos por 
los individuos inmigrados de dos hasta quince 
años de edad, y veintidós pesos cincuenta centa- 
vos por los de diez y seis á cincuenta años, cu- 
yas sumas mandará pagar el Poder Ejecutivo en 
dinero efectivo del Tesoro Nacional, ó en des- 
cuento de los derechos que causen los buques 
que conduzcan los inmigrados; con vista del re- 
cibo de que trata el artículo 79 de este decreto. 

$ único. Si los derechos que" causaren los bu- 
ques no alcanzaren á cubrir el montamiento de 
la prima, el déficit se satisfará por el Tesoro den- 
tro de treinta dias. 

Art. 10. Así los empresarios, como los capi- 
tanes, consignatarios y dueños de los buques que 
condujeren inmigrados de los que habla este de- 
creto, no tienen derecho á ninguna otra remune- 
rar ion, ni menos á las concesiones estipuladas en 
la ley general de la materia. 

Art. 1J. Si el Gobierno en conformidad del 
artículo 19 creyere conveniente aumentar el nú- 
mero de inmigrados de que habla, lo hará siem- 
pre bajo las mismas bases y condiciones expre- 
sadas en este decreto. 

Dado en Caracas á 15 de Abril de 1856, año 
27 de la ley y 46 de la independencia- 

£1 Presidente del Senado, Juan Vicente Gon- 
zález Delgado. — El Presidente de la Cámara de 
Representantes, ./. G. Ochoa. — El Secretario in- 
terino del Senado, Exequiel María González. 
— El Diputado Secretario de la Cámara de Re- 
presentantes, J. A. Torrealba. 



JUE 



Caracas, á 20 de Abril de 1856, año 27 de la 
ley y 46 de la independencia. — Ejecútese.— José 
T, Monágas. — Por S. E. el Presidente de la Re- 
pública. — £1 Secretario de Estado en los Despa- 
chos del Interior y Justicia. — A. Parejo* 



JUECES DE CIRCUITO. DECRETO EJECUTIVO DB 

10 de julio de 1856 demarcando los límites 
de su jurisdicción, estableciendo su número s 
y jijando sus sueldos y los de sus secretarios y 
alguaciles. 

JOSÉ TADEO MONAGAS, General en Jefe, Presiden- 
te de la República de Venezuela, &c. &c &c. 

Considerando : 

19 Que la alteración causada por la ley de di- 
visión territorial de 28 de Abril del corriente 
aflo, hace necesaria una nueva demarcación de 
los circuitos judiciales ; y 

29 Glue la ley de presupuesto señala ya las 
asignaciones de tos alguaciles de los juzgados de 
circuito. 

Decreto : 

Art. 19 Habrá un solo circuito en cada una 
de las provincias de Cuma na, Afattirin, Barcelo- 
na, Barínas, Trujillo, Portuguesa, Margarita, Co- 
ro, Cojédes, Yaracuy, Aragua, Apure, Maracai- 
bo, Mérida, Táchira, Barquisimeto y Guayána. 

$ 19 En la provincia de Amazonas, ejercerá 
jurisdicción el Juez de circuito de la de Gua- 
yána, 

$ 29 Quedarán existentes los dos circuitos es- 
tablecidos en la provincia del Guárico, que se 
componen : el primero de los cantones, Calabo- 
zo. Sombrero y Ortiz; y el segundo de los de 
Orituco, Chaguaramas y Uñare. 

§ 39 En la provincia de Carabobo existirán 
los dos circuitos que se hallan actualmente, com- 
prendiendo el primero los cantones de Valencia 
y Montalvan, y el segundo, los de Puerto-Cabe- 
llu y Ocumar». 

§ 49 Continuarán igualmente los tres circui- 
tos de la provincia de Caracas, organizados del 
modo siguiente: el primero compuesto de los 
cantones Caracas, Petare, Guaicaipuro y Gua- 
renas : de los de la Guaira, Maiquetía, Curiepe y 
Ífyo-Chico el segundo ; y el tercero de los de 
Santa Lucía, Ocumare y Caucagua. 

Art 29 En cada circuito habrá un Juez a 
excepción del de la capital de la República, en 
que habrá dos. El Juez de circuito residirá en 
la capital de la provincia, cuando no haya roas 
de uno en ella, ó en la cabecera del cantón que 
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en este decreto ocupa el primer lugar entre los 
que formón el circuito. 

§ unicr. Los jueces de circuitos residentes en 
la capital de la República ejercerán su jurisdic- 
ción preventivamente en los cantones Caracas, 
Guaicaipuro, Petare y Guaren as. 

Art. 39 Los jueces de circuito gozarán de las 
asignaciones siguientes. 

Los del primero y segundo circuito de la pro- 
vincia de Caracas, de la de mil ochocientos pe- 
sos anuales: el del segundo circuito de la pro- 
vincia de Caribobo^ de la de mil cuatrocientos 
cuarenta pesos ; y los demás jueces de la de mil 
doscientos pesos. 

Los Secretarios, inclusos los gastos de escrito- 
rio, tendrán cada uno la mitad de la asignación 
de los jueces respectivos. 

Los alguaciles de estos juzgados desde el pre- 
sente mes gozarán del sueldo de doscientos pe- 
sos anuales cada uno, que les señala la ley de 
presupuesto vigente. 

Art. 49 El Gobernador de la provincia de Cu- 
maná, hará inmediatamente el nombramiento 
interino de Juez de circuito de la provincia, á fin 
de que se instale el juzgado á la brevedad po- 
sible. 

§ único. El de la provincia de Maturin, dicta- 
rá las medidas convenientes para que se pasen sin 
demora al juzgado <Le circuito de Cumaná las 
musas pendientes cuyo conocimiento le com- 
peta. 

Art. 59 Se deroga el decreto de 6 de Junio 
de 1855, y la resolución de 11 de Julio del mis- 
mo afío por la que se estableció el juzgado de 
circuito «le Puerto-Cabello. 

Art. 69 El Secretario de Estado en los Des- 
pachos del lntrr ; or y Justicia, queda encargado 
de la ejecución de este decreto. 

Dado: firmado de mi rnano : sellado con el se- 
llo del Poder Ejecutivo, y refrendado por el su- 
sodicho Secretario en Carác;is á 10 de Julio de 
186(5, año 27 de la le; y 46 de la independencia. 
Josa T. Monágas. 

Por 8 V.. el Presidente de la República. — El 
Secretario de tf-tndn en los Despachos del Inte- 
rior y Justicia. — Antonio Parejo. 
Es copia. — Parejo. 

JUECES PI PROVINCIA. DECRETO EJECUTIVO DE 

16 de juno de 1£ü0 crean do uno mas en Ca- 
racas. 

JOSÉ TAr::t> MONAGAS. General en Jefe, Presiden- 
te de la República de Venezuela, &c. &c. &c. 

Vistas las reitera das instancias que el Gober- 
nador de esta provincia ha hecho al Poder Eje- 
cutivo desde el año próximo pasado, para que ?e 
restablezca en esta capital el Juzgado de provin- 
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cia que dejó de existir con la promulgación del 
Código orgánico de tribunales vigente, en aten- 
ción á los graves motivos de necesidad y conve- 
niencia públicas que reclaman esta medida. 

Visto igualmente el acuerdo del Consejo de 
Gobierno celebrado en su sesión ordinaria del 8 
de les corrientes, declarando en conclusión que el 
Poder Ejecutivo se halla autorizado legal mente 
para expedir aquel acto ; y 

Considerando : 

ÍO Que en efecto la moral y el orden públi- 
cos, elementos cardinales de la conservación y 
felicidad de la sociedad, se interesan en alto gra- 
do en el pronto término de las causas criminales 
que hoy existen en su mayor parte rezagadas en 
el único juzgado que ha quedado á esta provin- 
cia, el cual es de todo punto insuficiente para dar 
evasión al cúmulo de asuntos judiciales de su 
competencia que se aumenta de dia en día por el 
crecimiento de la población : 

2.° Que al reformar el Congreso del presente 
año la ley de gastos públicos, votando la captidad 
necesaria para dos jueces de provincia en Cara- 
cas, según la expresión terminante de la corres- 
pondiente partida del presupuesto, se vé mani- 
fiesta la voluntad del legislador, de atender á una 
necesidad pública que le fué recomendada con en- 
carecimiento por el Gobierno en la última Memo- 
lia del Ministerio del Interior y Justicia, quedan- 
do en consecuencia creado un Juzgado de pro- 
vincia mas para la de^Caracas por una ley de la 
República que, sin embargo de no ser la espe- 
cial en que debió consignarse el pensamiento le- 
gislativo, la sana práctica y las razones de urgen- 
cia enumeradas, aconsejan seguirla en el pre- 
sente caso. 

Decreto : 

Art. 19 Se establece en Caracas otro Juzgado 
de provincia, ademas del existente, debiendo 
ejercer ambos, a prevención, las atribuciones que 
les confiere el artículo 5? ' e y 6? del Código or- 
gánico de tribunales. 

Art. 29 El Gobernador de esta propicia haní 
inmediatamente el nombraniic-uto correspondien- 
te de Juez de provincia en calida;! de interino, 
para que el nuevo Juzgado se instale á la breve- 
dad posible. 

Art. 39 El mismo Gcd emaJor dispondrá lo 
conveniente para que las? causas y demandas 
existentes en el Juzgado que se hulla en ejerci- 
cio, se dividí*. ■» en cuanto lo permitan el orden y 
la tramitación judicial, proporcionalmente entre 
los dos jueces que han de seguir funcionando. 

Art. l'J El Secretario de Estado en los Des- 
pachos del Interior y Justicia queda encargado de 
la ejecución del presente decreto, debiendo dar 
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cuenta de él al Congreso en su próxima reunión. 

Dado: firmado de mi mano : sellado con el se- 
llo del Poder Ejecutivo; y refrendado por el 
susodicho Secretario en lar Sala del Despachó en 
Caracas, á 16 de Julio dé 1856, año 27 de la ley 
y 46 de la independencia. — José T. Monágas. 

Por - S. E—El Secretario de Eétado en los 
Despachos del Interior y Justicia. — Antonio 
Parejo* — Es copia. — Parejo. • 

JUNTAS DE FOMENTO.' RESOLUCIÓN EJECUTIVA 

de 10 de octubre de 1856 creándolas. 
Secretaría del Interior. — Sección tercera. 
Caracas, Octubre 10 de 1856. 

Resuello. — Dígase á los señores General José 
Félix Blanco, Coronel Felipe Estéves, Miguel 
Pardo, Guillermo Espino, Carlas Sal ¡as y Dr. 
Alejandro Ibarra. 

"Comprendiendo el Poder Ejecutivo la necesi- 
dad de despertar un decidido entusiasmo por los 
intereses, materiales del pais, fuente reconocida 
de riqueza, que explotada en una escala mayor 
de la que se le ha dado hasta ahora, puede re* 
portar inmensas ventajas á la Nación, y dispuesto 
como está á prestar cuantos auxilios estén á su al- 
cance, juzga necesario y oportuno dictar la reso- 
lución siguiente. 

Se crea en esta Capital una Junta que se ti* 
tularáde u Fnmento," compuesta del Secretario 
del Interior, como Presidente, del Gobernador de 
la provincia, como Vi ce- presiden te, y de seis 
miembros vecinos nombrados por el Poder Eje* 
cutivo: servirá la Secretaría de esta Junta el jefe 
de la sección del ramo de fomento en el Despacho 
del Interior, — Los principales objetos de la Junta 
de Fomento son los siguientes. 

19 Procurar el desarrollo é incremento de to- 
dos los intereses materiales y la realización. y me- 
jora de las obras de utilidad publica nacionales* 
con cuyo fin hará el Poder Ejecutivo todas las 
indicaciones convenientes, ejecutando dicha Jun- 
ta los encargos que él le cometa. 

29 Promover la ejecución de las medidas que 
dicte el Poder Ejecutivo en uso de sus atribucio- 
nes, para la mejora ó mas pronta realización de 
las obras municipales emprendidas 6 que se em- 
prendieren en la provincia, removiéndose ios obs- 
táculos que se opongan. 

3? Estimular por cuantos medios estén á su 
alcance el incremento y perfección de las indus- 
trias conocidas en Venezuela, y excitar y proteger 
el aclimatamiento de las desconocidas, para lo 
cual interesará la acción eficaz y directa del po- 
der Ejecutivo. 

49 El Poder Ejecutivo se reserva poner á dis- 
posición de la Junta de Fomento los recursos 
que destine para la obra ú. obras públicas naciona- 
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les, de cuya construcción la encargue. En este 
caso la Junta procederá con sujeción á las reso- 
luciones que dictare el mismo Poder Ejecutivo. 

59 Instalada la Junta, formará el reglamento 
que con la aprobación del Poder Ejecutivo ha de 
regirla." 

Por S. E.— Gutiérrez. 
LIBERTAD de esclavos, ley de 13 de mato 

de 1856 — que deroga la de 24 de Marzo de 

1854, pág. 325 del Tomo 29 
El Senado y Cámara de Representantes de la Re- 
pública de Venezuela, reunidos en Congreso. 
decretan: 

Art. 19 Abolida la esclavitud, Venezuela re- 
conoce como det'da nacional el valor de los que 
fueron esclavos y manumisos presentados confor- 
me á las disposiciones de la ley de 24 de Marzo 
de 1854, y decretos ejecutivos sobre la^materia. 

$ único. Se aprueban las concesiones de nue- 
vos plazos para la presentación de los que fueron 
esclavos y manumisos, hechas hasta hoy por el 
Poder Ejecutivo; quedando autorizado el mismo 
Poder Ejecutivo para conceder un nuevo térmi- 
no, que podrá ser hasta de cuarenta dias, respec- 
to á aquellos cantones en que se acredite que no 
se reunieron las juntas con regularidad, y en que- 
han quedado pendientes algunas presento cío n es. 

Art. 29 EJ Secretario del Interior examinará 
los documentos producidos por los acreedores por 
abolición, y formará un expediente de cada soli- 
citud, extendiendo á continuación el decreto so- 
bre reconocimiento y calificación de cada recla- 
mó. En el caso de duda sobre legitimidad de al- 
gún reclamo, se resolverá en Consejo de Minia* 
tros, oido el interesado. 

Art 39 Calificados . 1 os reclamos y hechos los. 
reconocimientos, el Secretario del írtteQpr hará 
formar estados por provincias, en que exprese el 
nombre de cada acreedor y el de los que fueron 
esclavos 6 manumisos y el valor de su crédito, 
según hubiere sido liquidado, reasumiendo loa 
estados en uno general de toda la República que 
pasará al Congreso en su primera reunión. 

Art. 49 Para el pago del montante de Ia& 
acreencias que por tal respecto resulten contra la 
nación, se destinan los impuestos y contribucio- 
nes siguientes : 

19 El diez por ciento, con que contribuyen las 
rentas municipales 6 provinciales al tesoro nacio- 
nal, según la ley de la materia, 

29 L* suma á que asciende el subsidio qge se- 
impone de tres por ciento sobre sus sueldos 6 
comisiones, pensiones y asignaciones á todos los 
empleados Ó personas que las reciban det erario 
público, de las rentas municipales, de las untase* 
sitarías y colegios nacionales], 
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8? El derecho que se impone de licencie na- 
cional sobre el expendio por mayor 6 por menor 
de los vinos y aguardientes, de sus compuestos y 
demás licores espirituosos 6 fermentados y del 
tabaco natural 6 extranjero, urao, moho y chimoho 
cuyo derecho de licencia no debe bajar de diez 
ni exceder de cien pesos en ningún caso, á juicio 
de la junta de provincia respectiva que haga la 
calificación, poniéndose de acuerdo esta imposi- 
ción con la clasificación que se hiciere en virtud 
de las ordenanzas provinciales, al designar el de- 
recho de patente municipal. 

49 La parte que corresponde á la nación de 
los derechos de registros. 

69 £1 tres por nei.to del total de los bienes de 
los que mueren dejando herederos colaterales. 

69 El veinte por ciento del total de los bienes 
de los que mueren dejando herederos extraños. 

79 Los bienes liquidados de los que mueren 
abintestato que no dejan herederos en grados en 
que por las leyes deban su cederles, 

89 £1 producto total del huano descubierto ó 
por descubrir. 

99 Los fondos recaudados según la ley citada 
de extinción de la esclavitud, y los del ramo de 
manumisión que existían hasta la publicación de 
dicha ley, y de los cuales no se baya dispuesto 
conforme á ella misma. 

10. El diez por ciento sobre el total délos bille- 
tes que se emitan en las loterías, mientras se per- 
mitan estas. 

11. La parte del producto de la contribución 
extraordinaria que se cobra en Isb aduanas de la 
República sobre las producciones del pais que se 
exporten al extranjero, quedando para los ra- 
mos del crédito público la parte de esa misma con. 
trfcucion extraordinaria que se cobra sobre b im- 
portación de mercancías extranjeras. 

12L La- cuarta parte del producto del impuesto 
nacional establecido sobre la sal. 

$ l'9 Los empleados en rentas que no cum- 
plan estricta mente con lo dispuesto por el núme- 
ro 29 'de este artículo, quedarán por este hecho 
suspensos de sus destinos y responsables d$ las 
cantidades que hayan dejado de enterar 

$' 5fc Los fondos que la ley destinare para la ¡in- 
migración de extranjeros, serán aplicables á la 
amortización de la deuda de abolición, recibiendo 
ai efecto el Gobierno, les billetes de dicha deuda 
eri pagó de obligaciones por inmigrados que con- 
trataren los particulares con el Estado, 6 con. epa- 
pf^anos' autorizados por este. 

'•Art. 6 o A los acreedores por deufja. de abolj.- 
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$ único. El primer trimestre de intereses que 
se habrá de pagar en dinero efectivo, será el que 
habrá de correr de Julio á Setiembre del corrien- 
te año. 

Art 69 El montante de los intereses corres- 
pondientes a los nueve trimestres corridos desde 
19 de Abril de 1854 á Junio del presente año, 
liquidado que ses, se agregará al importe de cada 
reclamo acreciendo el capital. 

Art. 79 Los tenedores de créditos por aboli- 
ción estarán obligados á radicar el cobro de los 
interés que devengaren sus créditos en cualquie- 
ra de las juntas de provincias administrativas es- 
tablecidas por la presente ley. 

Art. 89 La comisión de crédito público hará 
imprimir y grabar con las precauciones necesa- 
rias para evitar todo fraude, el número de billetes 
con sus correspondientes cupones de intereses que 
fueren suficientes para cubrir el montante total 
de la deuda de abolición, reconocida por esta ley, 
haciendo la emisión por los valores de cincuenta, 
cien, quinientos, mil pesos, y por Jas fracciones 
inferiores á cincuenta pesos, se emitirá un billete 
por el total; pero sin asignarle intereses. Muchas 
tracciones reunidas en una sola mano, deberán 
ser cambiadas por billetes enteros según la canti- 
dad total que compongan. 

§ único. Los expresados billetes se emitirán or- 
denados por series, y numerados con anotación del 
fólio y demás formalidades con que son emitidos 
los billetes de las otras deudas públicus creadas y 
establecidas. 

Art 99 Liquidados y calificados los reclamos 
por abolición, el Secretario del Interior extende- 
rá una certificación del decreto de calificación re* 
caido sobre cada reclamo, expresando el valor á 
que alcanzare, cuya certificación firmará también 
el oficial mayor de dicha Secretaría, en cuya for- 
ma se entregará al acreedor interesado. 

Art 10. Con la expresada certificación ocurrirá 
el acreedor interesado á la comisum;de crédito pú- 
blico en la época que se dirá en el artículo 19, 
para que con vista de ella, la expresada comisión 
j le entregue el valor que res u Un re en billetes de 
los qu¿ aja coandan emitir por la presente ley. 

Art U. La comisión de crédito público abrirá 
un Ubro para la inscripción de la deuda de aboli- 
ción oreada por esta ley. En él asentará respec- 
to, 6 cada acreedor originario, una partida en que 
se expresará su nombre, la provincia y cantón en 
que turo origen el reclamo que le corresponda 
por razón de su capital» 

Art. 12. La precitada emisión de billetes debe- 
rá hacerse en la, capital de la República, y se dará 
1>riricipio á ella treinta días después de publicada 
a presente ley en dicha capital, debiendo quedar 
terminada si fuere posible para el treinta y una 
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de Diciembre de este alio. Con este objeto la co- 
misión df crédito publicóse reunirá dos veces por 
semana, en días y horas, que dará á conocer al 
público con algunos dias de anticipación, por me- 
dio de carteles, de la Gaceta ú otros periódicos 
que se publicaren. 

Art. 13. Pagados que sean en cada trimestre 
los intereses de la deuda de abolición, el sobrante 
que quedare en cajas en cada provincia en dinero 
efectivo, se destínala ala amortización del capi- 
tal en la parte que no se necesite reservar para 
asegurar el cumplido pago de los intereses cor- 
rientes ; debiendo hacerse dicha amortización, 
ante las juntas de cada provincia, en lotes de di- 
nero que no excedan de mil pesos, y que se sa- 
carán á subasta pública en el trimestre próximo, 
al tiempo mismo que se haga el pago de los in- 
tereses, por los mismos trámites y en los mismos 
términos preven idos por la ley sobre deuda públi- 
ca interior consolidada de Venezuela. 

Art 14. Los impuestos y contribuciones públi- 
cos creados y designados por esta ley se cobrarán 
en dinero efectivo. 

Art. 15. Ningún individuo particular se enten- 
derá constituido deudor al ramo de abolición en 
razón de los impuestos creados por la ley de 24 
de Marzo de 1854, sino después que estén hechas 
las liquidaciones generales por los nuevos tesore- 
ros y cuando se heyan emitido por el Gobierno 
los billetes prevenidos por esta ley, concediéndose 
como término hasta el treinta y uno de Diciembre, 
para hacer las precitadas liquidaciones, debiendo 
aprovechar e:-te plazo á los que resulten obligados 
á hacer los pagos de los expresados impuestos. 

Art. 1(3. Los impuestos y contribuciones esta- 
blecidos por la li y de 24 de Marzo de 1654, se 
cobrarán exactamente hasta el treinta de Junio del 
presento año, en¡¡,i zhmU'i á re^ir hts disposiciones 
de e«ia ley del primero oe Julio en adelante, y 
respecto á ti ¡a se u: permitido pagar con billetes 
de abolición, ta que establece la precitada ley en 
su artículo quinio bajo ion números segundo, ter- 
ceio, sep'.iinc, w.avn y noveno que se vencieren 
hasta el indicad o dia irviin-L». de Junio. 

Art. 1?. i J i\rn el citado din t: cinta de Junio, la 
Tesorería jumeral de |i Wcpúhlira, y demás ofi- 
cinas' de ltis rentas nucir, na leu ínter hits, las de adua- 
nas v reútas municipales, dainn corte á la cuen- 
ta, y harán -una liquidación exacta del subsidió 
que estableció la ley de extinción de la esclavi- 
tud en su .artículo quinto, bajo el número cuarto, 
y del diez por ci< oto que aplicó á los fondos de 
abolición, uniendo su importe á disp< siciou de 
los Tesoreros do abolición que por la presente 
Jey se 'establecen, bajo la pena de quedar por el 
mismo h^cho suspensos de sus destinos v respon- 
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sables de las cantidades que hayan dejado de re- 
mitir. Igual liquidación deberán hacer los Teso- 
¡ reros actuales de abolición de los impuestos que 
fueron establecidos en el mismo artículo de aque- 
lla ley, bajo los números segundo, tercero, quin- 
to, sexto, séptimo, octavo y noveno, debiendo pre- 
sentar debidamente arreglados los catastros sobre 
alambiques, formados con arreglo álos reglamen- 
tos y las listas de Electores, Diputados, Repre- 
sentantes y Senadores que en cada cantón y pro- 
vincia han debido contribuir, agregando la ra- 
zón de solvencia de cada uno. 

Art. 18. Los Tesoreros de abolición nombra- 
dos con arreglo á la presente ley, y que entren 
á recaudar después del treinta de Junio del pre- 
sente año, los impuestos y contribuciones que en 
ellas se establecen, continuarán haciendo con 
exactitud y sin tardanza el cobro y la recauda- 
ción que hubiere quedado pendiente de los impues- 
tos y contribuciones que fueron establecidos por 
la ley de 24 de Marzo de 1854. 

Art. 19. Se establecerá en la capital de la Re* 
pública una junta superior administrativa de los 
fondos de abolición, que será presidida por el Se- 
cretario de Hacienda, y se compondrá del Conta- 
dor, examinador geneial de cuentas, y de cuatro 
acreedores originarios por abolición, elegidos por 
el Poder Ejecutivo, de entre los que lo fueren por 
mayor cantidad, y que, no siendo mujeres, resi- 
dieren en la capital de la República. 

Art. 20. Se establecerán ademas juntas subal- 
ternas administrativas de abolición en las capita- 
les de las provincias, que serán presididas por el 
Gobernador de cada una, y se compondrán del 
Tesorero de abolición residente en aquellas, y de 
cuatro acreedores originarios por abolición nom- 
brados por el Gobernador de la provincia. 

§ único. Al mismo tiempo que se nombren los 
miembros principales de estas juntas, se nombra- 
rá un número igual de suplentes para los casos 
de ausencia ó impedimento grave. 

Art. 21. La Ju ota superior central, tendrá un 

Secretario de su elección con el sueldo que" le 

asigne el Poder Ejecutivo; y las subalternas ten- 

! drán por Secretario al que lo sea de la Gober- 

j nación de la provincia, al cual se le pagarán diez 

peso* mensuales para gastos de escritorio. £i suel- 

\ do y asignaciones 'establecidos por este artículo, 

¡' se sacarán de. los fondos destinados al pagó\de la 

i deuda de abolición. ' 

'< Art. 22. En la capital de la República, habrá 
I; un contador liquidador y examinador general de 
cuentas, á quien, después de sustanciadas en de- 
■ bida forma las que le remitan los Tesoreros de 
! las provincias, se le reunirán para juzgar ysenten- 
¡I ciar las de cada Tesorero, dos miembros princi- 



APÉNDICE A ESTE TERCER TOMO. 



395 



LIB 



pales 6 suplentes de la Junta superior administra- 
tiva designados por esta. 

Art, 23. El contador, examinador general de 
cuentas, será nombrado por el Poder Ejecutivo á 
propuesta en terna que harán los restames miem- 
bros de la Junta superior central, y tendrá por 
Secretario el mismo que lo fuere de dicha Junta. 
• $ único. Dicho contador gozará del sueldo de 
cien pesos mensuales que se pagarán de los fon- 
dos de abolición. 

Art. 24. En cada capital de provincia habrá 
un Tesorero de abolición que será nombrado por 
la Junta subalterna respectiva, y no podrá recaer 
la elección en ningún empleado público. 

Art. 25. Los Tesoreros así nombrados presta- 
rán fianza á satisfacción de la Junta de provincia 
por la cantidad que respecto á cada uno designa- 
re la superior central en sus primeras reuniones, 
prestarán juramento ame los Gobernadores de 
desempeñar fielmente el destino que se les confia, 
y continuarán en este mientras dure su buen de- 
sempeño. 

Art. 26. Habrá recaudadores de los impuestos 
de abolición en los cantones, nombrados por el 
Tesorero de la provincia, á su riesgo y bajo su 
responsabilidad, 

Art. 27. La Junta superior central administra- 
tiva tendrá las atribuciones siguientes : 

1& Será depositaría del gran libro de inscrip- 
ción de la deuda de abolición que se manda 
abrir y formar por la comisión de crédito públi- 
co en el artículo 1 1 de esta ley. 

2^ Dentro del primer semestre después de su 
instalación, formará estados nominales de los 
acreedores por abolición correspondientes á ca- 
da provincia, con expresión del importe de sus 
créditos, según estuvieren asentados en dicho li- 
bro y del cantón de su residencia, cuyos esta- 
dos pasará á las respectivas Juntas subalternas. 
Los trabajos especiales de la comisión de crédito 
público para hacer la emisión de billetes, y asen- 
tar en el libro las partidas de inscripción de la 
deuda de abolición, no impedirán, entre tanto se 
hagan, la formación, aunque sea por parte de los 
correspondientes estados que en este ar- 
tículo se previenen respecto á los asientos y emi- 
siones de billetes que gradualmente se fueren ha- 
ciendo, á fin de que remitidos á la Junta subal- 
terna, reúnan estas en la mayor brevedad posi- 
ble los datos que necesiten para proceder. 

3& Reunirá los estados que en cada trimes- 
tre deberán remitirles las Juntas subalternas ad- 
ministrativas en que se demuestren las cantida- 
des recaudadas en sus respectivas tesorerías por 
impuestos de abolición, los pagos que por razón 
de intereses se hubieren hecho, y el resultado de 
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los remates de dinero aplicados á la amortiza- 
ción. Con vista de estos estados formará en ca- 
da trimestre uno general de toda la República 
que hará publicar en Ja Gaceta y demás perió- 
dicos. 

4& Cuando algunas de las Juntas subalternas 
le demuestre que no tiene fondos suficientes en 
sus distritos para hacer el cumplido pago de los 
intereses, acordará la traslación de los fondos ne- 
cesarios de las otras tesorerías en que los hubie- 
re sobrantes á aquella donde faltaren. 

5* Con vista de los tanteos de caja y balances, 
que en cada trimestre le pasen las Juntas subal- 
ternas en que se demuestre la existencia que hu- 
biere en cajas en dinero efectivo, determinará y 
fijará la cantidad de dinero que en el siguiente 
trimestre se deberá sacar á remate por la respec- 
tiva Junta de cada provincia, procurando antes 
que otra cosa, dejar asegurado y bien garantiza- 
do el cumplido pago de los intereses de la deuda 
en general. 

6^ Asentará en el gran libro el importe to- 
tal de los billetes amortizados en el trimestre que 
cada Junta subalterna le remitiere para incine- 
rar con distinción de la forma y manera en que 
hubiere sido hecha la amortización. 

7& Recibirá también de la Tesorería general 
de la República para incinerar y amortizar, ha- 
ciendo antes el debido asiento de su importe en 
el libro que formarán también el Tesorero y 
Contador generales de la República, los billetes 
de deuda de abolición que hubiere recibido en 
pago el Gobierno por contratos de inmigración. 

8& Durante los quince primeros dias de cada 
trimestre, procederá á hacer la incineración de 
los billetes amortizados en la forma que viene di- 
cha, incorporando en su seno para ese acto al 
Tesorero general de la República, y debiendo an- 
tes confrontar los billetes remitidos para incine- 
rar, con sus respectivas matrices. 

9* Nombrará los dos miembros de ella, que 
con arreglo al artículo 21 se deberán reunir al 
Contador, liquidador y examinador de cuentas, 
para examinar, glosar y liquidar las que le debe- 
rán remitir los Tesoreros de cada provincia. 

10. Denunciará á las Juntas subalternas los 
retardos de los respectivos Tesoreros en remitir 
oportunamente sus cuentas anuales para que 
sean examinadas, y en caso necesario les pre- 
vendrá que apremien con multas, que designará, 
á los expresados Tesoreros para que cumplan 
con los deberes que se les impone por esta ley. 

11. Trasmitirá á las mismas Juntas subalter- 
nas las observaciones que hiciere por sí ó las que 
le comunicare el Contador, examinador de cuen- 
tas, sobre incapacidad, omisiones, descuidos. 
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fraudes y negligencia que notaren en los Teso- 
reros de cada provincia, respecto al cumplimiento 
de los deberes que por esta ley se les impone. 

12. Depondrá á los Tesoreros de abolición, 
cuando por el juicio de cuentas seguidas, se de- 
muestre que han cometido fraude, sustraído ú 
ocultado fondos del ramo, consentido en que se 
distraigan para aplicaciones extrañas del objeto 
á que los aplica esta ley, ó dejado de hacer opor- 
tunamente los pagos é inversiones de fondos que 
se les hubiere prevenido en consonancia con las 
disposiciones de ella, sometiéndolos á juicio an- 
te el tribunal competente. 

13. Presentará anualmente al Congreso una 
exposición de todo lo concerniente al ramo de la 
deuda de abolición que se pone bajo su diré - 
cion por esta ley, abarcando en ella todas las ope- 
raciones que hubiere realizado en el alio económi- 
co á que se contrajere. 

14. Propondrá y pedirá al Poder Ejecutivo 
que dicte y acuerde las providencias y disposi- 
ciones que creyere oportunas y convenientes la 
Junta para la cumplida y exacta ejecución de 
la presente ley, y para resolver las dudas y alla- 
nar lus inconvenientes que en la práctica se to- 
caren y que de alguna manera embarazaren la 
buena y acreditada marcha de los créditos por 
abolición : y de la recaudación, inversión y ma- 
nejo de las rentas é impuestos aplicados al pago. 

15. Designará las cantidades por las cuales 
deberán prestar fianza los Tesoreros de abolición 
de cada provincia, y la especie de seguridades hi- 
potecarias 6 garantías personales que deberán pre- 
sentar según la importancia délos fondos que re- 
cauden para asegurar el fiel manejo de las ren- 
tas que se les confían. 

Art 28. Las Juntas administrativas de pro- 
vincias son las fiscales natas y las administrado- 
ras de los fondos de abolición que se recaudaren y 
distribuyeren de acuerdo con las disposiciones de 
esta ley en las provincias, cuyos créditos se radi- 
caren ante ella para su amortización, y para el 
cobro de sus intereses, y tienen las atribuciones y 
deberes siguientes : 

I a Abrirán un libro en el que, en primer lu- 
gar, inscribirán é incorporarán los estados nomi- 
nales de acreedores por abolición, que les remi- 
tiere la Junta superior central, correspondientes á 
la provincia, y en segundo lugar, inscribirán las 
radicaciones que hiciere con arreglo al artículo 
sexto para la amortización de sus créditos y el co- 
bro de loa respectivos intereses los tenedores de 
créditos. 

2 a Harán por sí mismas 6 expedirán órdenes 
anticipadas para que se hagan por las respectivas 
Tesonerías, en los primeros quince dias d» lóame* 
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ses, Enero, Abril, Julio y Octubre los pagos de 
los intereses correspondientes á los créditos ca- 
yos cobros fueron radicados en ellas; tocando al 
Tesorero miembro de la Junta hacer el corte de 
los respectivos copones que para la debida com* 
probación remitirá el Contador examinador ge- 
neral de cuentas. 

3 a Sacarán á remate en subasta pública por 
billetes de abolición las cantidades de dinero 
efectivo, que con vista de los tanteos y conoci- 
mientos de las existencias en cajas, fijare y de- 
terminare la Junta Superior central, para que sé 
destinen á la amortización, recibiendo las pro- 
porciones que se le hicieren por escrito, cerradas 
y selladas, procediendo en todo conforme con el 
procedimiento fijado para dichos remates por la 
ley de 15 de Abril de 1840, sobre deuda pública 
interior consolidada. 

4 a Pasarán cuantos tanteos juzguen oportu- 
nos en la Tesorería de su provincia. 

6 a Velarán en que los Tesoreros de sus res- 
pectivas provincias, sin excusa ni pretexto, les pa- 
sen en los primeros ocho dias de cada tr.meatre, 
el balance de caja de su administración, con de- 
mostración de los fondos recaudados, de los gas- 
tos é inversiones hechas, y de la existencia en ca- 
ja en dinero efectivo y en billetes. 

6 a Remitirán precisamente en los meses de 
Enero, Abril, Julio y Octubre á la Junta Supe- 
rior central, un estado comprensivo de las cuan* 
tas y balances de las Tesorerías de sus distritos 
en el trimestre anterior, en que se demuestren los 
pagos de intereses, y el resultado de los remates 
de dinero que hubieren hecho en los quince pri- 
meros dias de cada uno de los precitados meses 
de conformidad con las atribuciones segunda y 
tercera de este artículo, reasumiendo en una de- 
mostración el resultado de todas esas operacio- 
nes. 

7 a Estamparán la nota de cancelación sobre 
los billetes amortizados por ante la Junta, y lle- 
varán un libro en el que asentarán el impone 
total de los que lo hubieren sido en cada trimes- 
tre, bien sea por razón de los trimestres que se hi- 
cieren del dinero efectivo que se aplicare á la 
amortización, ó por otros enteros que por esta ley 
se permite hacer en las Tesorerías con billetes 
de la deuda de abolición, 

6 a Remitirán á la Junta Superior central, Jun- 
to con los estados de cuentas prevenidos por la 
sexta atribución de este artículo, y en el tiempo 
allí designado, los billetes de abolición, amortiza- 
dos en cada trimestre, á cuyo efecto los partirán 
en dos mitades, de manera que no haya dificuP 
tad para conocer las mitades pertenecientes á un 
mismo billete, y harto te ranWndelas mUiides 
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de todos loa billetes en dos pliegos cerrados^ se- 
llados y certificados que dirigirán por dos distin- 
tos correos, incluyendo con la primera remisión, 
«ina relación en que se expresará la fecha de la 
cancelación, y la serie, número y valor de cada 
billete. 

9* Instarán y apremiarán á los Tesoreros de 
sus respectivas provincias, para que oportunamen- 
te remitan las cuentas de su administración ni 
Contador liquidador y examinador general de las 
cuentas del ramo, cumpliendo las órdenes que 
sobre el particular le trasmitiere la Junta central 
administrativa. 

10. En los casos de muerte ú otro impedimen- 
to grave del Tesorero de su provincia ; reunida 
sin tardanza la Junta por el Gobernador de aque- 
lla, nombrará Tesorero interino, el que, con in- 
tervención de la Junta, procederá á recibir la exis- 
tencia en caja, los libros del ramo y demás pape- 
les que pertenezcan al archivo de la Tesorería, 
de todo lo cual se dará aviso á la Junta superior 
central. 

1 1. Ejecutarán la su per vigilancia sobre los Te- 
soreros y los constreñirán al cumplimiento exac- 
to de sus deberes, haciendo que no descuiden la 
recaudación y el cobro de los impuestos y contri- 
buciones del ramo, ni su fiel manejo, inversión y 
distribución, acogiendo los informes, advertencias 
y observaciones que les hiciere la Junta superior 
centra], y acordando las providencias que el caso 
demande para evitar el desfalco y malversación de 
aquellos, 

12. Informará á la Junta superior central, so- 
bre las dudas é inconvenientes con que tocaren 
en la práctica, respecto a la buena marcha de es- 
te ramo del servicio público, y al fácil cobro y 
eñcaz recaudación de los impuestos* 

13. Recibirán la fianza y demás seguridades 
que deberán prestar los Tesoreros de abolición, 
cuidando de la seguridad y eficacia de aquellas, 
y de las condiciones legales de que deben ir ellas 
acompañadas, para que en ningún caso resulten 
ser ineficaces ó nugatorias, 

14. Advertirán a la Junta superior central ca- 
da vez que noten ó teman que los fondos existen- 
tes en las cajas de la provincia de su distrito no 
son suficientes para cubrir ei pago de los intere- 
ses del próximo trimestre^ á fin de que se les 
provea de los suficientes á ese solo efecto» 

Art. 29. Los Tesoreros de abolición depende- 
rán de la Junta subalterna administrativa de la 
provincia á que pertenezcan. 

Art. 30. Los Tesoreros pasarán á las respec- 
tivas Juntas subalternas el día primero de cada 
mes, una relación circunstanciada de los ingresos, 
egresos y existencias del mes anterior; y termi- 
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nando cada trimestre, dáttn cofte A las cuentas, 
formarán el correspondiente balance para cuenta 
nueva, y lo trasmitirán á la misma junta en los 
ocho primeros días de tos meses de Enero, Abril* 
Julio y Octubre. 

Art 31. Los Tesoreros nombrarán bajo su res- 
ponsabilidad los recaudadores de los cantones de 
su provincia, que podrán también remover á su 
arbitrio : y llevarán sus cuentas por partidas do- 
bles, en libros foliados y rubricados por el Vice- 
presidente de la Junta de que dependan. 

Art. 32. Los Tesoreros serán responsables dé 
cualquiera cantidad que dejen de recaudar, si no 
justifican haber empleado todos los medios lega- 
les para el cobro. 

Art. 33. Los Tesoreros dé abolición tienen to- 
dos los derechos, y pueden emplear todos los me- 
dios ejecutivos que conceden las leyes comunes á 
los demás Tesoreros y administradores para el 
cobro de los impuestos y contribuciones públicas 
correspondientes á la Nación, á fin de obligar ju* 
dicial 6 extrajudicialmente á los contribuyentes 
á entregar las cantidades que debieren, en razón 
de los impuestos destinados 6 creados por esta ley 
para el pago de la deuda de abolición. 

Art. 34. Los Tesoreros de abolición pasarán 
las cuentas de su manejo al contador liquidador 
y examinador creado por el artículo 2 1 de la pre- 
sente ley para su examen, glosa y sentencia* por 
períodos que fijará la junta superior central ad- 
ministrativa, la cual podrá alterar dichos periodos; 
según convenga á la buena marcha de la recaída- 
cion y administración en general. En el examen 
de las cuentas se observará lo p rescripto por las 
leyes respecto á las demás cuentas de la Hacien- 
nacional. 

Art. 35. La junta superior central administra- 
tiva fijará la comisión que Ten cada provincia de 
debiere devengar el Tesorero de abolición, con 
tal que no exceda, sobre las cantidades recauda- 
das por otras administraciones del dos por ciento ; 
y respecto á las que ellos recaudaren por sí mis- 
mos, corran desde el cuarto hasta el diez por cien' 
to, según las localidades y la cuantía de los pro* 
d netos de las contribuciones aplicadas. 

Disposiciones generales. 
Art. 36. Los Tesoreros establecidos por la ley 
de 24 de Marzo de 1854, entregarán inmediata- 
mente á los nuevos nombrados, las existencias 
que tuvieren en coja, los libros, catastros, padrones 
y demás documentos que tengan en su poder, 
previo un tanteo de caja practicado por el Gober- 
nador ó jefe político respectivo, acompafíados de 
dos concejales designados por el Concejo munici- 
pal y dos acreedores originarios por abolición, 
cuyo resultado se publicará en la Gaceta de Go- 
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bierno, en las de les provincias ú otros periódicos. 
A los Tesoreros que no hicieren, la entrega en los 
términos dichos seles impondrá una multa de 
quinientos pesos que harán efectiva los Goberna- 
dores, quedando ademas sujetos á los resultados 
que produjere el juicio de sus cuentas y á la pro- 
videncia y penas que determinan las leyes* en 
caso que se manifestare que se había cometido al- 
gún fraude, ó hecho la sustracción indebida de 
algunos fondos. Las cuentas cuyo eximen estuvie- 
re pendiente, las rendirán al contador y examina- 
dor que establece esta ley. 

Art. 37. Todos los destinos de miembros de las 
juntas y otros que se crean por esta ley, á los que 
no se asigna sueldo 6 comisión, son cargas con- 
cejiles de las que ningún individuo podrá excusar- 
se sino por motivos que se tendrían por suficien- 
tes respecto á las demás cargas concejiles conoci- 
das. 

Art* 38. Las juntas administrativas, tanto la 
superior centra i como las subalternas de provin- 
cia, nombrarán un V ice- presidente, de entre sus 
miembros para que en todo caso supla las faltas 
del Presidente, y lleve los demás encargos que se 
le cometan. 

Art. 39. Se reunirán precisamente las juntas 
los lunes de cada semana, 6 el dia inmediato hábil, 
si aquel no lo fuere, y todos los demás días que lo 
exigiere el pronto y mas eficaz despacho de los 
negocios que le están cometidos. Durante los quin- 
ce orimerus días de cada trimestre se reunirán 
diariamente hasta dejar selladas todas las opera- 
ciones de la época. 

Art. 40. Los miembros de las juntas no esta- 
rán obligados á desempeñar de seguidas ese car- 
go, sino por un año ; pudiendo ser reelegidos, si 
aceptan, ó vueltos á nombrar con un año de in- 
termedio, en cuyo caso no podrán excusarse» 

Art. 41. Los billetes de abolición serán firma- 
dos por la comisión de crédito público. 

Art, 42. Todo acreedor por abolición será 
considerado como fiscal nato en lo que tocare á 
la v administración, manejo é inversión de los 
fondos que se aplican al pago de esta deuda. Las 
rcspectivasjuntisno podrán excusarse de atender 
las reclamaciones que les dirija cualquiera de ellos, 
y si en n6mero de cinco denunciaren algún he- 
cho relacionado, ó llamaren la atención sobre la 
conducta de alguno de los Tesoreros, mandarán 
á hacer las indagaciones correspondientes, y abri- 
rán los procedimientos á que hubiere lugar con 
arreglo á esti y las demás leyes déla Repúbli- 
ca. 

Art. 43. El Poder Ejecutivo queda autorizado 
para reglamentar la ejecución de la presente ley 
y para llenar en consecuencia con sus disposicio- 
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r.es todos los vacíos que hiciere notar la práctica» 

Art. 44. Se deroga la ley de 24 de Marzo de 
1864, sobre abolición de la esclavitud. 

Dada en Caracas á 7 de Mayo de 1656, afio 
27 de la ley y 46 de la independencia*— £1 Pre- 
sidente del Senado, Juan Vicente González Del' 
gado. — El Presidente de la Cámara de Represen- 
taRtes* J* G. Qchoa*— El Secretario interino del 
Senado, Exequiel Marta González. — El Dipu- 
tado Secretario de la Cámara de Representantes, 
1 A. Torrealba. 

Caracas, Mayo 13 de 1866, alio. 27 de la ley y 
46 de la independencia. 

Ejecútese. — José T. Monagos. 

Por S. E— El Secretario de E. en el D. de 
Hacienda, Jacinto Gutiérrez* 

LIBERTADOS esclavos, decreto ejecutivo 
de 3! de octubre de 1856 reglamentando 
la ley anterior — que deroga virtualmente el 
de 2 de Julio de 1855 pág. 541 del Tomo 2? 

José Tadeo Mokágas, Presidente de la 
República de Venezuela, &, ce, &. 

Vista la facultad dada al Poder Ejecutivo por el 
artículo 43 de la ley de 13 de Mayo del presente 
afio que deroga la de 24 de Mano de 1854 sobre 
abolición de la esclavitud, y en uso de las autori- 
zaciones especiales concedidas al mismo por el 
decreto legislativo de 20 de Setiembre próximo 
pasado» 

CONSIDERANDO : 

19 Que es de la mayor importancia para el 
desarrollo de la riqueza pública, para el adelanto 
de la agricultura, y el progreso de todas las in- 
dustrias en general, el definitivo arregló de aque- 
11b parte de la deuda nacional que tiene contraída 
el Estado por consecuencia de la ley que extin- 
guió para siempre la esclavitud en Venezuela, 
dejando así acatados los sagrados principios de 
justicia, y satisfechos los legítimos derechos de los 
acreedores. 
1 29 Que siendo hoy angustiada la situación del 
Tesoro, es de in prescindible necesidad poner en 
armonía el cumplimiento de aquella obligación 
con el deber de atender á la vez al pago de otras 
deudas no monos «agradas, y á los' demás com- 
promisos que pesan sobre la Nación, procurando 
dejar cimentado de esa manera el crédito publico 
sobre bases sólidas y estables ; y 

39 Que ios fondos especiales destinados al 
pagó de intereses y gradual amortización de h 
deuda de abolición, escasos como son» deben se: 
aplicados en términos que sirvan de base á ope- 
raciones regulares y constantes, propias para de- 
senvolver el crédito de ella de la manera mas fa- 
vorable que sea posible, y para dar nuera vida & 
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esos valores que iiabian desaparecido ya de la cir- 
culación con detrimento de la riqueza pública. 
decreto : 
sbocion primera. 
De la calificación y reconocimiento de la 
deuda de abolición, 

Art 19 La calificación y reconocimiento de 
los créditos por valor de los que fueron esclavos 
y manumisos, se hará por la Secretaría del inte- 
rior coa vista de la ley y reglamentos ejecutivos 
que hasta hoy han regido en la materia. 

Art 29 La calificación y reconocimiento se 
contraerá á los créditos reclamados en virtud de 
la ley de 24 de Marzo de 1864 y dentro de los 
plazos fijados por ella y por el Poder Ejecutivo 
en el decreto reglamentario de 2 de Julio de 1855, 
y en las resoluciones de 4 de Octubre y 20 de 
Noviembre del mismo año. 

Art 39 Con los documentos presentados por 
los acreedores que se encuentren en el coso del 
artículo anterior, formará la Secretaría del Inte- 
rior un excediente relativo á cada reclamación, 
inscribiéndolo en un registro que abrirá al efecto 
con las divisiones de provincias y cantones donde 
haya tenido origen el crédito reclamado. 

Art. 49 Cuando del examen hecho por la mis- 
ma Secretaría resulte comprobado legal mente el 
crédito, lo calificará de legítimo» y liquidado el 
valor de los esclavos 6 manumisos con arreglo á 
tarifa, decretará su reconocimiento. 

Art 59 Del decreto de calificación y recono- 
cimiento se entregará al acreedor la certificación 
prevenida por el artículo 99 de la ley. 

Art 69 En caso de duda sobre legitimidad de 
algún reclamo, se procederá con arreglo al final 
del artículo 29 de la ley. Si el crédito resultare 
legítimo se cumplirá con lo que se dispone en 
los artículos 49 y 59 ; y en caso contrario, con 
la resolución del Gobierno quedará sellado el ex- 

fediente que se archivará en la Secretaría del 
nterior. 

Art 79 La misma Secretaría llevará un regís- 
tro de los créditos reconocidos como legítimo*, y 
otro de aquellos cuya legitimidad no haya sido 
reconocida ; de este último pasará copia á la Co- 
misión de Crédito público según lo fuere for- 
mando. 

Art. 89 La Comisión de crédito público ten- 
drá á su disposición el archivo del ramo de abo- 
lición, pudiendo examinar todos los expedientes 
que tuviere ábien, y tomar todas las noticias que 
creyere convenientes. La Secretaría del Interior le 
pasará nota con inserción del decreto cada vez 
que se desconozca la legitimidad de algún recla- 
mo y se niegue el reconocimiento, á fin de que 
ponga la debida constancia en un registro partí- 



LIB 



cular que llevará de los créditos que resulten ile- 
gítimos. 

Art. 99 Los tenedores de billetes de abolición, 
emitidos con arreglo á la ley de 24 de Marzo de 
1854 y al decreto del Poder Ejecutivo de 20 de 
Junio de 1854, los presentarán á la Secrettría 
del Interior para que confrontándolos con sus 
matrices, y hallándolos conformes, los inscriba en 
el registro que debe llevar según el art. 7?. 

Art 10 La Secretaría del Interior pondrá en 
los mismos billetes una nota «ue acredite su orí- 
gen y procedencia, y lo? devolverá al interesado^ 
quien ocurrirá con ellos a la Comisión de Crédi- 
to público para que los cambie por otros de igual 
valor de los déla nueva emisión] amortizando 
aquellos por el mismo hecho; y para que ademas 
inscriba sus valores en el libro que se le manda 
abrir por el art. 11 de la ley. 

SECCIÓN SEGUNDA. 

De la deuda de abolición. 

Art. 11. La deuda de abolición se divide en 
Deuda activa y Deuda diferida, ganando ambas 
el ínteres de seis por ciento que le señala el artí- 
culo 59 de la ley. 

Art. 12. Presentada á la Comisión de crédito 
público por el interesado la certificación n que 
se refiere el artículo 10 de la ley, liquidará ella 
y capitalizará con arreglo á los artículos 59 y 69 
de la misma, los interese? devengados en los diez 
trimestres corridos desde el 19 de Abril de 1854 
hasta 30 de Setiembre del presente año. Igual li- 
quidación y capitalización se hará sobre el valor 
de los billetes ya emitidos que se le presentaren 
confrontados en los términos que se previene por 
el artículo 10 de este reglamento. 

Art. 13. Practicada así la liquidación del capi- 
tal é intereses fie cada crédito, por las dos terce- 
ras partes del montante, la Comisión de créd.t 1 
público, emitirá y entregará al interesado billetes 
de deuda activa de abolición, y por la tercera 
parte restante emitirá y le entregará á la vez bi- 
lletes de deuda diferida de abolición ; ambas con 
el interés de seis por ciento anual desde el 19 de 
Octubre del presente año. 

Art. 14. La Comisión de crédito público inscri- 
birá en el libro que se le manda abrir por la ley 
en su artículo II cada una de las dos especies de 
deudas creadas por el artículo anterior, llevando 
por separado la inscripción de una y otra con ex- 
presión de las señales de los billetes que entrega- 
re á cada acreedor, y debiendo quedar firmados 
los asientos por los miembros de la comisión y 
por el acreedor ó su legítimo representante. 

Art. 15. La emisión de billetes se hará en los 
términos y con las formalidades prevenidas por 
los artículos 89 y 12 de la le)', 
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Art. 16. La forma de billetes será la que re- 
presentan los dos modelos acompañados á este 
decreto. 

Art. I?. A los billetes de deuda activa 6 dife- 
rida menores de cincuenta pesos, no se les asig- 
nará interés hasta que presentados por un mismo 
tenedor á la Comisión de Crédito público en nú- 
mero suficiente para llenar cualquiera de los va- 
lores de cincuenta, cien, quinientos ó mil pesos, 
se le emita en cambio el correspondiente billete 
de devda activa ó diferida con el interés de seis 
por ciento anual. 

SECCIÓN TERCERA. 

De los impuestos y contribuciones^ y manera 
de recaudarlos. 

Art. 18. Loa impuestos y contribuciones esta- 
blecidas por la ley de 24 de Marzo de 1854, se 
causarán hasta el 31 de Octubre del presente año, 
y desde el 1? de Noviembre siguiente se adeuda- 
rán los que fija el artículo 49 de la ley que por 
este decreto se reglamenta. 

Art 19. Las oficinas de la Hacienda pública 
respectiva recaudarán el tres por ciento de subsi- 
dio que se causo en ella, el producto del huano, 
la contribución extraordinaria sobre la exporta- 
ción y la cuarta parte sobre el derecho de sal. 
£1 derecho de subsidio recaudado lo pasarán ín- 
tegro en cada mes á la respectiva Tesorería de 
abolición, y del producto de los demás ramos en- 
tregarán, llegado el caso, la parte que les designe 
el Secretario de Hacienda como necesaria para 
llenar el montante total del fondo que anualmen- 
te se aplica al pago de intereses y amortización 
del capital de esta deuda. 

Art. 20. Las Tesorerías de abolición recauda- 
rán el derecho de licencia nacional por el expen- 
dio de licores y tabaco, por trimestres jan tic i pe- 
dos, el impuesto sobre las herencias, el importe 
de bienes vacantes, y el diez por ciento sobre el 
valor de billetes de loterías. Las mismas Tesore- 
rías recibirán de las oficinas de Hacienda públi- 
ca", de las Rentas municipales, Universidades y 
Colegios, y de las oficinas de Registro : primero, 
el tres por ciento de subsidio que en sus respec- 
tivos casos cobrare cada una de ellas: segundo, 
el diez por ciento con que coraribuyen las rentas 
municipales: tercero, la cuarta parte del derecho 
de registro ; y cuarto, la parte que les monde en- 
tregar el Poder Ejecutivo como necesaria para 
llenar el montante del fondo aplicado anualmente 
á esta deuda del producto de los demás ramos, 
cuya recaudación queda á cargo de las oficinas 
de hacienda pública, según el artículo 19 de este 
reglamento. 

Art. 21. Los Administradores de rentas muni- 
cipales, los de Universidades y Colegios, y las 
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oficinas de registro, pasarán mensualmente a las 
Tesorerías de abolición el importe del subsidio 
de empleados, el del diez por ciento municipal y 
de la cuarta parte de registro que cada uno re- 
caudare; en lá inteligencia de que por su emisión 
en el cobro y entrega del producto de dichos im- 
puestos, quedarán suspensos de sus destinos y 
responsables de las cantidades que hayan dejado 
de recaudar y enterar. 

Art. 22. Los productos de la contribución ex- 
traordinaria establecida sobre la exportación, los 
del huano descubierto ó por descubrir, y Ja cuar- 
ta parte del impuesto establecido sobre la sal, 
continuarán por ahora destinados á los gastos 
del presupuesto general y solo serán aplicables 
al pago de intereses y 6 la amortización de la 
lleuda de abolición en tanto cuanto se necesiten 
para completar el fondo anual que por este de* 
creto 6e destine á ese objeto. 

Del derecho de licencia nacional sobre ex- 
pendio de licores y tabaco* 

Art. 23. Las Administraciones de rentas mu- 
nicipales pasaran en los meses de Enero y Fe- 
brero de cada año á las juntas subalternas de 
abolición, una noticia exacta * de la clasificación 
que conforme á las ordenanzas provinciales se 
hicieren en cada año de los establecimientos de 
comercio para el expendio de todos los artículos 
de consumo, con expresión del impuesto de pa- 
tente industrial que cada uno pagare. 

Art. 24, Con vista de estas noticias, las Juntas 
subalternas, determinarán el derecho de ucencia 
nacional que cada establecimiento debe pagar en 
caso de que expenda licores y tabaco ; cuyo dere- 
cho se pondrá en relación con la importación 
mercantil de cada establecimiento, y con la pelen- 
te industrial que pagare, de modo que en ningún 
caso baje de diez, ni exceda de cien pesos. 

§ único. Por ahora, y mientras las Juntas mu- 
nicipales clasificadoras del derecho de patente 
industrial hicieren nuevas clasificaciones, el de- 
recho de licencia nacional que deberá pagar cada 
establecimiento, se regulará por las Juntas subal- 
ternas de abolición cotí relación á la patente que 
actualmente pngare, 

Art. 25. Establecidas por las Juntas la gradua- 
ción del derecho que cada establecimiento debe 
pagar, pasará el cuadro de ella al respectivo Te- 
sorero de abolición, á fin de que este proceda á 
cobrar el derecho y expedir las correspondientes 
licencias. Estas deberán ser numeradas y ademas 
rubricadas por el Presidente de las respectivas 
Juntas y por el Tesorero del ramo, quedando 
obligado el que la obtenga á fijarla en lugar pú> 
buco. 
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Art 2& A ninguna persona industrial 6 co- 
merciante por mayor ó por menor le será permi- 
tido expender en sus establecimiento*, vinos, 
aguardientes y demás licores fermentados 6 espi- 
rituoso* y sus compuestos, tabaco natural ó ex- 
tranjero, urao, moho y chimoho, sin haber obte- 
nido antes la* correspondiente licencia y pagado 
el derecho que se le sefialo. 

Impuesto^ sobre herencias* 

Art, 27. Los Venerables Curas de las parro- 
quias por sí ó á excitación de los Tesoreros de 
abolición, pasarán á estos mensualmente noticia 
de las personas que teniendo algunos bienes falle- 
cieren en su feligresía, sin dejar herederos for- 
zosos. 

Art. 28. Cuando se otorguen ó abran testa- 
mentos en que se instituyan herederos colaterales 
ó extraños, los registradores ó los jueces que in- 
tervengan darán inmediatamente aviso á los Te- 
soreros y Juntas subalternas, imponiéndoles de 
todo lo que convenga, sin que eso obste para 
que los Tesoreros hagan tod*ts las indagaciones 
conducentes á fin de asrgurar la recaudación de 
e¿te impuesto. 

Art. 29. En las herencias vacantes los Vene- 
rables Curas, los Registradores ó los Jueces que 
llegaren á tener conocimiento de ellas» ó á inter- 
venir en acto cualquiera, darán aviso inmediata- 
mente á la respectiva Junta, y al Tesorero de 
abolición, quien de Lera intervenir con el carácter 
de fiscal en el inventa rio, avalúo y demás actos 
subsecuentes hasta la liquidación del valor de i 
los* bienes que quedare aplicable, los cuales se 
pondrán por loa tribunales á disposición de las 
Juntas y Tesorerías respectivas. 

Art 30. Las Juntas subalternas y Tesoreros 
respectivos pedirán desde luego al tribunal, la 
entrega del dinero efectivo que h parezca del in- 
ventario. Todos los demás biehea de que se 
coir. ponga la herencia vacante los sacarán á re- 
mate por ante ellas mismas, haciendo al efecto in- 
vitaciones anticipadas, y admitiendo en pago bi- 
lletes de la deuda activa de abolición. Si hubie- 
re artículos sujetos á merma, corrupción ú otra 
especie de degradación, procederán á venderlos 
inmediatamente, haciendo entrar su producto en 
Ja Tesorería respectiva. 

Art. 31. £1 valor de los bienes pertenecientes 
¿herencias de extraños ó colaterales, hechas Us 
averiguaciones convenientes, se fijará por un a- 
veniotiento judicial celebrado con aprobación de 
la Junta subalterna, entre el heredero ó herede- 
ros, ó representantes legítimos de la herencia y el j 
Tesorero respectivo ante el tribunal competente 
del lugar en que se encuentre el heredero, ó lu 
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mayor parte de les herederos, 6 el representan- 
te legítimo de la herencia. 

& único. Si no se acordaren sobre el valor de 
la herencia, el juez tomará un término medio en- 
tre los que fijaren las dos partes ; y si ni aun de 
esa manera se pudiere llegar á un arreglo, se pro* 
cederá á la formación de inventario y avalúa ju- 
dicial 

Del impuesto sobre loterías. 

Art. 32. La primera autoridad civil de los lu- 
gares en que haya loterías permitidas con la con- 
currencia del Tesorero de abolición, averiguará 
el número de billetes emitidos para cada sorteo : 
dará aviso á la Junta subalterna respectiva in- 
formándola del valor de dichos billetes ; y cui- 
dara de que el diez por ciento de estos sea en- 
tregado el mismo dia en que tenga efecto el sor- 
teo, & la Tesorería ó recaudador de fondos de 
abolición á quienes corresponda. 
Impuestos recaudado* y por recaudar con ar- 
reglo á la ley de 24 de Marzo de 1854 y 
la de manumisión. 

Art. 33. Los impuestos y contribuciones esta- 
blecidos por la ley de 24 de Marzo de 1854 se co- 
brarán exactamente hasta el 31 de Octubre del 
presente aflo, con cuyo fin se hará la correspon- 
diente liquidación de ellos hasta dicho dia por la 
Tesorería general, Tesorerías de abolición y de- 
mas oficinas, según el artículo 17 de ia ley, cum- 
pliéndose lus prevenciones que en 61 se hacen, 
salvo en lo que toca á la Tesorería general, cu- 
yos depósitos y existencias quedan sometidos á 
reglas especiales. 

Art. 34. Se admitirán ala par billetes de deu- 
da diferida de abolición en pagos de los impues- 
tos que esta Mee ¡ó la precitada ley de 1854, en su 
artículo 5?, bajo |<>* números 2^, 3?, 79 y 8?, 
que se adeudaren hasta el indicado dia 31 de Oc- 
tubre de este ario. 

Art. 35. Las liquidaciones de los impuestos y 
contribuciones adeudados hasta 31 de Octubre es- 
tarán terminadas de todo punto para el 31 de Di- 
ciembre próximo venidero : y este plazo apro» 
vechará á los individuos particulares, quienes no 
se considerarán como deudores al ramo de abo- 
lición por razón de dichos impuestos y contri- 
buciones, sino después de aquel dia, y luego que 
se hayan emitido los nuevos billetes con arreglo 
á este decreto y 1» ley que se reglamenta. 

$ único. Los que para el 31 de Marzo de 
1857 no hubieren satisfecho con billetes de deu- 
da diferida lo que adeudaren al ramo, hasta 31 de 
Octubre de 1850 por contribuciones atrasadas, 
perderán ese favor que la ley les concede, y 
quedarán obligado* á haoer el pago en dinero 
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efectivo, procediendo los Tesoreros respectivos á 
hacer ejecutivo el cobro sin tardanza. 

Art 36. Hechas las liquidaciones correspon- 
dientes por la Tesorería general, las aduanas y 
demás oficinas de hacienda pública, de los im- 
puestos y contribuciones recaudados por ellas 
hasta el 31 de Octubre de este año, por virtud de 
la ley de 24 de Marzo de 1854, el alcance que 
resultare contra la Tesorería general, reasumi- 
dos los de las demás oficinas de su dependencia, 
se asentará en los libros de dicha Tesorería co- 
mo deuda de ella á favor del ramo de abolición. 

Art, 37. £1 Gobierno determinará la mane- 
ra, plazos y términos en que la Tesorería gene- 
ral deberá hacer el pago de ese alcance al ramo 
de abolición, cuyo importe cera aplicado preci- 
samente á la amortización de la deuda activa por 
remates en subasta pública. 
Fondo anual aplicable al pago de los intereses 
p ala amortización dfi esta deuda. 

Art. 38. Del producto de los impuestos que 
debtina la ley del presente año al pago de la 
deuda de abolición y sus intereses, solo será apli- 
cable á ese objeto durante los dos primeros años, 
á contar desde la fecha de este decreto, la canti- 
dad de doscientos cincuenta mil pesos á cada uno 
de ellos : en el tercer año, la de trescientos mil 
pesos; en el cuarto a fio la de trescientos cin- 
cuenta mil pesos, y del quinto en adelante la de 
cuatrocientos mil pesos. 

Art. 39. Si de los estados de ingreso, egreso 
y existencia que la Junta superior central debe 
fbrmar por fin de cada trimestre, en cumplimien- 
to de la tercera de sus funciones, resultare que el 
ingreso efectivo que hayan tenido las Tesorerías 
de abolición por los impuestos y contribuciones 
cuya recaudación se les comete por el artículo 
90, es menor que la cuarta parte del fondo anual 
que se asigna en. el ai tículo anterior, la expresa- 
da Junta pedirá al Poder Ejecutivo que la Teso- 
rería general de la República ponga á su dispo- 
sición la diferencia que resulte como necesaria 
para completar dicha cuarta parte. 

SECCIÓN CUARTA. 

Del pago de interees y amortización del ca- 
pital. 

Art. 40. El fondo anual de abolición designa- 
do en el artículo 38 se aplica ai pago efectivo de 
los intereses devengados por la deuda activa, y el 
sobrante, á la amortización de capitales de la 
misma especie de deuda. 

§ único. El primer trimestre de intereses que 
se hsbra de pagar en dinero efectivo, será el que 
habrá de correr de Octubre á Diciembre del pre- 
sente año, y el pagu de los intereses que & él cor- 1 
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responden se hará en los quince primeros dias 
de Enero próximo. 

Art. 41. Los intereses de la deuda activa se 
pagarán por trimestres vencidos en dinero efecti- 
vo, dentro los primeros quince dias de los meses 
de Octubre, Enero, Abril y Julio. Cuando por un 
inconveniente cualquiera dejare de hacerse en al- 
guna provincia el pago de los intereses de un tri- 
mestre, se tomarán medidas por la Junta cen- 
tral y la administrativa de la provincia, para que 
dicho pago se haga en el trimestre inmediato si- 
guiente. 

Art. 42. El cobro de los intereses de la deuda 
activa se radicará en las Tesorerías de abolición, 
para lo cual los tenedores deben ocurrir & la 
Junta superior central pidiendo la radicación en 
las Tesorerías que indiquen, acompañando una 
nota exacta que exprese la serie, el número, folio y 
valor de cada billete ; y dicha Junta lo ordenará así 
por medio de la subalterna respectiva, incluyén- 
dole la citada nota después que la haya estampa- 
do en un registro que llevará al efecto. 

Art. 43. Las Tesorerías llevarán otro regis- 
tro en que conste la deuda radicada en ella para 
el pago de intereses, expresando e» cada asien- 
to, el nombre del acreedor originario, y todas las 
demás circunstancias contenidas en la nota á que 
se refiere el artículo 42. 

Art. 44. Podrá trasladarse de una Tesorería 
de abolición á otra el cobro de los intereses de la 
deuda activa, á cuyo efecto el interesado ocurri- 
rá á la Junta administrativa de la provincia en 
que eetó radicado con una relación detallada de 
los billetes á que se refieren aquellos. La expre- 
sada Junta acordará la traslación y trasmitirá su 
acuerdo á la superior central y á la subalterna de 
la provincia á que se hace la traslación. 

$ único. Hecha así la radicación en la Teso- 
rería de esta última, correrá á su cargo el pago 
de los intereses que devengare dicho crédito á 
contar desde el trimestre inmediato siguiente á 
aquel en que ella hubiere sido acordada, saldan* 
dose la cuenta de los anteriores, por aquella en 
que estaban antes radicados. 

Art. 46. Al fin de cada trimestre liquidarán 
los Tesoreros los intereses de la deuda activa ra- 
dicada en su cuenta, y harán su pago, cortando 
por sí mismos de los billetes los correspondien- 
tes cupones; sin que les sea permitido en nin- 
gún caso y por ningún motivo, pagar los aue se 
les presenten separados de sus billetes, sobre lo 
cual se les impone la más estrecha responsabili- 
dad. 

Art. 46. El dia último de los meses de Octu- 
bre, Enero, Abril y Julio remitirán las mismas 
Tesorerías á las Juntas subalternas de que de- 
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pendan loa capones qne hayan pagado, acom- 
pañados de un extracto que demuestre la serie, 
el numero y valor del billete á que correspon- 
dan* el importe toul y el resultado de la liquida- 
ción practicada al fin del trimestre. £1 recibo de 
dichas Juntas servirá de comprobante á las Te- 
sorerías. 

Art. 47. Los cupones pagados, junto con un 
estado igual al de que trata el artículo anterior, 
serán remitidos por las Juntas subalternas por el 
correo inmediatamente, en pliego sellado y cer- 
tificado, á la Junta superior central. Esta refun- 
dirá los estados de todas las Tesorerías al fin de 
cada trimestre, y al terminar el atlo económico 
formará uno general que presentará al Congre- 
so en au exposición anual. 

Art. 43. Desde el momento en que la Junta 
superior central hallare que está asegurado en 
1»8 Tesorerías el pago de los intereses de la deu- 
da activa emitid* y por emitir, dará principio á 
la amortización sacando á remate los sobrantes 
que no se necesiten reservar para aquel objeto. 
Si por emisiones posteriores ocurrieren pagos de 
iiiiere*es no previstos, suspenderá toda amortiza- 
ción entre tanto quede cubierto el pago de tales 
intereses. 

Art. 49. Si por no estar concluidas las liqui- 
daciones necesarias dejare de hacerse el remate 
de dinero en algún trimestre, fenecidas aquellas, 
los sobrantes que se encontraren pasarán al tri- 
mestre inmediato para que sean presentados en 
remate, ron a r regió á la ley y á este decreto. 

Art. 50- Li'is cantidades que según los artícu- 
los anteriores se destinan á la amortización del 
capital de la deuda activa serán puestas en su- 
basta pública ; á cuyo fin la Junta superior cen- 
tral convocará llenadores por la prensa con se- 
senta días de anticipad >c por lo menos, al que 
ella fije para el remate. 

Art. 61. El remate de dinero efectivo para la 
amortización de la deuda activa, se hará, hasta 
otra dis posición, en la capital de ia República y 
por ante la Junta superi >r central. 

Art. 52. El Poder Ejecutivo dictará las dispo- 
siciones convenientes sobre la traslación de los 
caudales aplicados á la amortización, y cuando 
no se pudiere verificar por inconvenientes gra- 
ves, la Junta superior central expedirá libra- 
mientos por las cantidades rematadas contra 
aquellas Tesorerías en que exista el dinero. 

Art 53. La Junta superior central, estará reu- 
nida desde las doce del tía fijado para la subasta 
ha«ta las dos de la tarde, á cuya hora declarará el 
presidente que no se admiten mas proposiciones, 
y de seguidas hará abrir y leer en alta voz por el 
secretario, las que hubieren sido consignados an- 
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te la Junta durante aquellas dos horas, proce- 
diendo en todo lo demás con arreglo á los trámi- 
tes y formalidades prevé ni Jas para estos rema- 
tes por la ley sobre deuda pública interior con- 
solidada y los decietos que la reglamentan. 

Art. 64. Los acreedores 6 tenedores de la deu- 
da activa, cuyas proposiciones hubieren obtenido 
la buena pro, consignarán en la Junta superior 
central al siguiente dia del remate, los billetes 
necesarios para cubrir su oferta. Dicho Cuerpo 
los remitirá para su confrontación con las respec- 
tivas matrices, á la Secretaría de Hacienda, la que 
1 »s devolverá con la nota correspondiente de ha- 
ber sido confrontados ; y estando conformes, la 
Junta los cancelará, expresando á su respaldo la 
cantidad de dinero efectivo con que hubieren si- 
do redimidos. 

Art. 56. Si el valor del billete 6 billetes de 
deuda activa que se presentaren en pago del di- 
nero rematado, cclcu'ado según la oferta, dejara 
un sobrante á favor del tenedor interesado, la 
Junta superior central, después de confrontado, 
estampará la liquidación correspondiente al res- 
paldo de aquel sobre que recayere la diferencia, 
con expresión de la cantidad que se amortice, y 
del saldo que quedare á íavor del que lo hubiere 
presentado En seguí las. dejando una certifica* 
cion de ese acto con las señales del billete res- 
paldado, remitirá este á la comisión de Crédito 
público, la cual con vista del billete» de la liqui- 
dación en él estampada, entregará al acreedor in- 
teresado el importe de la diferencia que le cor- 
responda, en billete* de la mismo especie de deu- 
da que remitirá, expresando todas estas circuns- 
tancias en el aliento que hubiere de hacer en el li- 
bro de inscripción de la deuda respectiva. 

Art. 66. Cumplidas las formalidades preveni- 
das en los ángulos 63 y 64 de este reglamento, 
la junta superior central expedirá órdenes de pago 
á favor del acreedor contra la Tesorería 6 Teso- 
rerías de abolición á que hubiere lugar, de con- 
formidad con lo <li«puesto en el artículo 52 ; cuyas 
órdenes, hecho el pago, servirán de comprobantes 
á los respectivos. Tesoreros. 

Art. 67. De cada subasta, formará la Junta 
superior central un expediente poniendo por cabe- 
za el aviso de invitación, y agregando como com- 
probantes loa billetes cancelados y copias de las 
órdenes y certificaciones que libre con arreglo á 
los artículos anteriores. De todas estas operacio- 
nes dará la Junta cuenta y razón circunstanciase 
á la comisión de crédito público. 

Art. 68. La Junta superior central pasará una 
relación á las Juntas subalternas, de los billetes 
de deuda activa que se amorticen, para que en 
vista de aquellos cuyos interese* estuvieren radi- 
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cados en las Tesorerías de sos pro Tiricias, hagan 
poner por estas, nota de cancelación en el registro 
en que estarán asentadas, según se dispone en el 
artículo 43. 

Art 59. Los capitales de deuda diferida y sus 
intereses devengados se admitirán á conversión 
de deuda activa, después que se dé principio á la 
amortización de esta. 

Art. 60. La cantidad de deuda activa que re- 
sulte amortizada en cada remate, la sacará á su- 
basta pública la Junta superior central, al tercero 
día después de aquel en que se efectúa el remate 
déla suma de dinero efectivo destinada en cada 
trimestre, á la amortización de la deuda activa. 

Art. 61. Para la conversión de la deuda diferida 
en deuda activa, la Junta superior central estimará 
como proposiciones iguales las que se refieren á 
capitales 6 intereses, 6 á intereses devengados 
solamente. 

Art. 62. En la conversión de la deuda diferida, 
la Junta superior central observará los mismos 
trámites y formalidades establecidas en los artícu- 
los 53, 54 y 57 de este decreto para la amortiza- 
ción de la deuda activa ; debiéndose expresar al 
respaldo de cada billete la cantidad de deuda ac- 
tiva por que hubiere sido convertido. 

Art 63. Cumplidas estas formalidades, la Jun- 
ta superior central, después de haber recibido los 
billetes de deuda diferida, dará á cada acreedor 
favorecido en la conversión, una planilla con 
las especificaciones necesarias, á fin de que con 
este documento ocurra á la comisión de crédito 
publico para que realice la conversión, emitiendo 
los correspondientes billetes de deuda activa. 

Art. 64. Cancelados con arreglo al articulo 54 
los billetes de deuda diferida para la conversión, 
y formando el expediente de que habla el artículo 
57 con agregación de los expresados billetes, a 
Junta remitirá sin mas tardanza dicho expediente 
á la comisión de crédito público con una copia 
del acta de la sesión en que hayan sido propues- 
tos á la conversión. 

Art 65. La Junta superior central y la comi- 
sión de crédito público llevarán ambas un registro 
de conversión de deuda diferida en activa, y en 
el cual se pondrá constancia de las ofertas admiti- 
das á cada interesado, y del número y valor de los 
billetes de deuda diferida que deban convertirse. 
La última expresará ademas, el número y valor 
de los billetes de deuda activa que emita en cam- 
bio de los de diferida, pasando nota de aquellos 
á la superior central para que le inscriba en su 
registro. Los asientos de estas emisiones serán 
firmados por los miembros de la comisión d 
crédito público y por el acreedor ó representan 
te legítimo. 
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Art. 66. Los intereses de la denda diferida qne 
se conviertan en deuda activa, se liquidarán has- 
ta el último día del trimestre inmediato anteriot 
al remate, y los billetes de la activa que se emi- 
tan llevarán la fecba del dia siguiente, desde el 
cual devengarán el interés de seis por ciento anual, 
pagadero en efectivo. 

Art. 67. Si el billete 6 billetes de deuda diferí- 
da que algún acreedor hubiere presentado, para 
Ja conversión por deuda activa, liquidados según 
la oferta, dejaren un sobrante de deuda diferida 
á favor de aquel, la Junta superior central y la 
comisión de crédito público, cada una en su caso, 
arreglarán el procedimiento á lo dispuesto en el 
artículo 55 de este reglamento* 

Art. 69. Cuando los Tesoreros reciban bille- 
tes de deuda diferida de abolición en pago de 
los impuestos y contribuciones que se adeuden 
hasta el 31 de Octubre del presente año, según 
lo dispuesto en el artículo 34, harán ia cancela- 
ción de dichos billetes y los agregarán como 
comprobantes á sus respectivas cuentas, expresán- 
dose al respaldo de ellos el nombre del acreedor 
que los hubiere entregado, y el impuesto con que 
él se paga, cuya nota habrán de firmar el duefio 
del billete y el Tesorero. 

Art 69. Llegado el término, después de) cual* 
según este reglamento, no es permitido admitir 
billetes en pago de las contribuciones trasadas, 
los Tesoreros de abolición formarán una relación 
exacta en que se expresarán los impuestos paga- 
dos con billetes, el nombre del individuo que hu- 
biere hecho el pago y el billete admitido con de- 
signación de su número, «érie, cantidad y acreedor 
originario que lo tuvo. Esta relación será elevada 
por contacto de la Junta administrativa de cada 
provincia á la Junta superior central, la cual f 
tomando copia anotándola en su registro de 
amortización, la pasará á la comisión de crédito 
público, á fin de que esta estampejgual nota en 
el registro que ella habrá de llevar. 

Art. 70. Si el valor del billete que se presen- 
tare en pago de algún impuesto fuere mayor que 
el montante de este, el Tesorero respectivo lo can- 
celará extendiendo al respaldo una liquidación 
de la cantidad que se da en pago y de la que que- 
de á favor del tenedor contribuyente, á quien da- 
rá un certifica to de esa liquidación. En seguidas 
pasará el billete á ia Junta subalterna de su pro- 
vincia» la cual para su resguardo, dará á dicho 
Tesorero recibo circunstanciado, remitiendo el 
citado billete en pliego certificado, y por el 
primer correo, á la Junta superior central. Esta, 
después de confrontado por la Secretaría de Ha* 
cienda, lo pasará á la rominion de crédito públi- 
co, la cual entregará á la persona que le presen- 
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tare el certificato expedido por el Tesorero - de 
abolición respectivo, el importe de la diferencia á 
su favor en billetes de la misma especie de deuda. 

SECCIÓN QUINTA. 

De la administración de los fondos- de abolición. 

Art. 71 . La administración y distribución de 
los impuestos y contribuciones creados por la ley 
del presente a fio reformatoria de la do abolición, 
constituirá un rnmo especial de la Hacienda pú- 
blica, á cargo del Secretario de este Departamen- 
to ; cuyas cuentas se incorporarán á Jas de la 
Tesorería ú Oficina general de cuentas, debien- 
do figurar sus valores en los estados de ingreso 
y egreso del Tesoro público. 
' Art. 72. La administración de los fondos de 
abolición se hará por la Junta superior central, 
por las Juntas provinciales y por las Tesorerías 
especiales que establece la ley sancionada en el 
corriente año en la capital de la República y ca- 
pitales de las provincias. 

Art. 73. El Secretario de la Junta superior 
central será elegido libremente por la mayoría 
absoluta de los miembros de ella, el dia de la ins- 
talación, y gozará del sueldo anual de mil pesos 
que le será pagado de los fondos del ramo. 

Art. 7*. La Junta superior central se instala- 
rá precrsumente del piimero al quince de Noviem- 
bre del presente aflo con la concurrencia del Se 
cretario de Hacienda y de los cuatro acreedores 
nombrados para miembros principales según el 
artículo 19 de (a ley de 13 de Mayo de 1856. 

Art. 75. En la misma sesión de instalación, 
elegirá la Junta por mayoría absoluta, un Vice- 
presidente que suplirá las faltas accidentales del 
Presiden :e. 

Art- 7(3 V.n el caso de que los miembros prin- 
cipales ú *up lentes, acreedores originarios, dejen 
de serio por traspaso 6 amortización de sus cré- 
ditos, el Poder Rjerutivo nombrará parí. suceder- 
Íes á los qm: se tuctientreu con las cualidades re- 
queridas por las ai líenlos «interiores. 

De la Junta superior central. 

Art. 77. La Juntf superior central tendrá ade- 
mas do las atribuciones que le señala la ley, las 
siguientes: 

\& Conservar depositados en su archivo los 
dos tí -"isirns de emisión de deuda activa y dife- 
rida, que en cumplimiento del aitículo 14 debe. 
llevar la í'Mmru-n dé crédito público, á cuyo fin 
pasará tita dichos registros ala Junta luego que 
termine ia emisión de billetes por todos les crédi- 
tos que se hn\!.n reclamado. 

2a T -f seuüir al Poder Ejecutivo una terna de 
personas idóneas [.ara contador liquidador y exa- 
minador general de cuentas, lo mi-mo que hará 
cada vez que vaque este empleo. 
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3* Fijar la comisión que cada Tesorero deba 
disfrutar según las bases establecidas en el artícu- 
lo 35 de la ley del presente aflo. 

4? Dar á las Tesorerías, por medio de las Jun- 
tas subalternas, instrucciones y modelos para la 
uniformidad y buen orden de la cuenta y para la 
incorporación de esta en la general de la República. 

6 a Acordar y disponer en uso de sus atribucio- 
nes todo lo que crea útil y conveniente al buen 
crédito de !a deuda cuya dirección le está come- 
tida por la ley. 

Art 78. La Junta superior central procurará 
poner en armonía las atribuciones que le da la 
ley, con las alteraciones que á ella se hace por 
el presente reglamento, en virtud de las faculta- 
des dadas al Poder Ejecutivo por el decreto legis- 
lativo de 20 de Setiembre próximo pasado. 

De las Juntas subalternas* 

Art 79. Las Juntas subalternas administrati- 
vas de provincia se compondrán del Gobernador 
de la respectiva provincia, como Presidente, del 
Tesorero de abolición y de los cuatro miembros 
que determina el artículo 20 de la ley, nombra- 
dos en los términos que él previene, entre los 
acreedores originarios que lo fueren por mayor 
cantidad y que tengan su residencia en la capital 
de provincia. 

Art. 30. Luego que los Gobernadores reciban 
el presente decreto, harán el nombramiento de 
los cuatro acreedores para miembros principales 
de las Juntas subalternas y el de otros cuatro para 
suplentes, debiendo reunirse en estos los mismos re- 
quisitos que en los principales; cuyos nombramien- 
tos los comunicarán á la Junta superior central. 

Art. 81. Cuando en alguna capital de provin- 
cia no existieren acreedores originarios por abo- 
lición por haber traspasado todos y amortizado 
sus créditos, podrán recaer los nombramientos 
en acreedores no originarios que residieren en la 
respectiva capital ; y si tíimpoco de estos hubiere 
en ella, se harán los nombramientos en propieta- 
rios de bienes raices de los de mas responsabili- 
dad que hubiere en la dicha capital. 

Art. 82. La instalación de las Juntas subalter- 
nas tendrá efecto indefectiblemente quince dias 
después de recibido el presente decreto por los 
Gobernadores de cada provincia ; debiendo ellos 
en su primer sesión nombrar un Vice-presiden- 
te de entre sus miembros, para que supla las fal- 
tar accidentales del Presidente. 

Art. 83. Las Juntas subalternas adminístrate 
vas de provincia tienen los deberes y atribucio- 
nes siguientes ademas de las que da la ley. 

1^ Hacer el nombramiento de Tesorero ¿le 
abolición al siguiente dia después de su instala- 
ción, y cada vez que por cualquiera motivo vaoa- 
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re este empleo^ debiendo comunicar el nombra- 
miento á la Junta superior central. 

2& Pasar tanteos de caja á las Tesorerías de 
abolición de sus respectivas provincias al fin de 
cada mes,y todas las mas veces que lo tengan por 
conveniente. De este acto se extenderá por 
triplicado una diligencia en que se demostrará el 
ingreso, egreso y existencia de fondos, la cual 
firmarán el Presidente de la Junta* el Secretario 
de esta y el Tesorero. Los dos primeros negarán 
su firma «i la existencia no es la que da la cuen- 
ta, ó si hubiere otra irregularidad. 

3* De las relaciones de. ingreso, egreso y exis- 
tencia mensuales remitirán un ejemplar á la Jun- 
ta superior centra), harán archivar otro en su Se- 
cretaría y dejarán el tercero en la Tesorería. 
Ademas las publicarán á la mayor brevedad en 
los periódicos oficiales de la provincia, emplean- 
do á falta de estos, otros medios conocidos de pu- 
blicidad. 

4* Exigir y custodiar en su archivo la fianza 
que á su satisfacción deben otorgar los Tesoreros 
por la cantidad que designare la Junta superior 
central. 

6& Reunirse por lo menos una vez en cada 
semana en días y hora que harán conocer al pú- 
blico anticipadamente por medio de la prensa ó 
por carteles, y durante los primeros quince días 
de cada trimestre, tendrán re unior es diarias, si así 
lo exigiere el mas pronto y eficaz despacho de los 
negocios de su incumbencia, 

Art. 84. Las Juntas subalternas dependerán 
inmediatamente dé la superior central y obedece- 
rán los acuerdos y órdenes que esta les comuni- 
que en uso de sus atribuciones. 

Art. 85. Quedan retiradas aquellas atribucio- 
nes que da la ley á las Juntas subalternas admi- 
nistrativas que no estén en consonancia con las 
alteraciones que á ella se hace en el préseme re- 
glamento en virtud de las facultades dadas al Po- 
der Ejecutivo p<>r ei decreto legislativo de 20 de 
Setiembre úhimo. 

De las Tesorerías de abolición. 

Art. 8Q, Los Tesoreros de abolición serán 
nombrados por la mayoría absoluta de los miem- 
bros de las Juntas subalternas de Ja respectiva 
provincia, no pudiendo recaer este nombramien- 
to en ninguna persona que tenga otro empleo pú- 
blico nacional ó municipal. 

Art, 87. Los Gobernadores de provincia pon- 
drán en posesión de su empleo á los Tesoreros 
nombrados, luego que hayan prestado ante ellos 
el juramento constitucional y otorgado fianza á 
satisfacción de la respectiva Junta subalterna por 
la cantidad que para cada Tesorería designare la 
superior central. 
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Art. 88. Los primeros Tesoreros que se nom- 
bren, al ponerse en ejecución este decreto, presta* 
rán una fianza provisional hasta que la Junta su- 
perior central determine la que debe ser. 

Art. 89* Los Tesoreros durarán en sus funcio- 
nes por el tiempo de su buen desempefio á juicio 
de las Juntas subalternas, las que podrán remo- 
verlos y nombrar otros cuando encuentren moti- 
vos que ameriten es te procedimiento en fiel cum* 
plimiento de la décima primera atribución que la 
ley les señala. 

Art. 90. Los Tesoreros nombrarán en cada 
cantón de bu provincia un recaudador de los im- 
puestos de abolición, bajo su responsabilidad y á 
su costa y riesgo. 

Art. 91. Los Tesoreros de abolición tienen los 
deberes siguientes : 

19 Llevar sus cuentas por años económicos 
desde el 1? de Julio hasta 30 de Junio, por el 
método de partida doble, debidamente comproba- 
das y siempre con el día ; debiendo estar rubri- 
cado cada folio por el Presidente de la Junta su- 
balterna. . 

29 Exhibir á las Juntas subalternas al fin de 
cada mes sus cuentas, comprobantes y fondos 
existentes en las cajas de su cargo. 

39 Remitir al Contador general en los períodos 
que designe la Junta superior central las cuentas 
correspondientes al período inmediato ya vencido, 
con todos los comprobantes y libros auxiliares. 

49 Pasar al tercer dia de cada mes y al octavo 
de cada trimestre á la Junta subalterna por dupli- 
cado los estados mensuales del ingreso, egreso y 
existencia que previene el artículo 30 de la ley. 

59 Obedecer como dependientes de las Jun- 
tas subalternas, todos los acuerdos y órdenes que 
estas les comuniquen, en uso de sus atribuciones. 

Art. 92. Los Tesoreros de abolición, ademas de 
los deberes que tienen especialmente señalados 
por el artículo anterior, cumplirán en la parte 
que lea concierne cuantas disposiciones contiene 
este decreto y la ley que reglamenta. 

Del Contador general, 

Art. 93. La Junta superior central formará el 
mismo dia de su instalación una terna de perso- 
nas idóneas para Contador Liquidador y Exa- 
minador general de cuentas, y la presentará in- 
mediatamente al Poder Ejecutivo para que este 
elija quien deba desempeñar estas funciones. 

Art. 94. £1 Contador general gozará del suel- 
do anual de mil doscientos pesos pagados por el 
Tesorero de abolición de la provincia de Caraca 5, 
y tendrá por Secretario al mismo que Jo fuere 
de la Juuta superior central. 

Art, 95. Son funciones y deberes privativos 
del Contador general, las siguientes : 
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1& Recibir Us cuentas que por fin de cada 
año económico le remitan los Tesoreros de abo- 
lición ; examinarlas, glosarla» y comunicar á los 
responsables por medio de las Juntas subalternas 
6 á sus apoderados los cargos que resulten con- 
tra ellos, fijándoles para su contestación un tér- 
mino perentorio de diez á veinte dias fuera del 
té» mino de la distancia. 

2a Presentar á los jueces dentro de tres me- 
ses contados desde el día que llegare cada cuen- 
ta, los libros y comprobantes sometidos á su exa- 
men, acompañando los reparos y sus contesta- 
ciones, ó manifestando los motivos de dilación, 
si no estuvieren ya sustanciados 

3» Denunciar á la Junt* superior central quie- 
nes sean los Tesoreros de abolición que no ha- 
yan presentado sus cuentas en el tiempo fijado en 
este decreto, y pedir su separación si lo creyere 
necesario. 

4a Pasar anualmente á la Junta superior cen- 
tral lina noticia de lascuenta3 que hayan sido fe- 
necidas y do las pendiente*, expresando, en cuan- 
to á estas, la causa que lo hub ere impedido. 

Del juicio de cuentas. 

Art. 96 Para juzgar y sentenciar las cuen- 
tos de los Tesoreros de abolición, se reunirán al 
(Contador general dos miembros principales ó su- 
plentes de Ja Junta superior central elegidos por 
esta. 

Art. 97. Los jueces de cuentas tienen las atri- 
buciones y deberes que siguen: 

19 Sentenciar las cuentas sustanciadas y exa- 
minadas por el Contador general, hacer que los 
enteros de los alcances se verifiquen dentro de 
tercero dia. y pasar al tribunal competente copia 
del expediente, cuando juzguen que deba impo- 
nerse penas de otro género. 

29 Participar á la Junta superior central la 
sentencia que pronuncien sobre cada cuenta con 
indicación de la Tesorería, del Tesorero, de las 
apelaciones que se interpongan y de todas las 
circunstancias de la sentencia. 

39 Expedir una certificación de los Tesorerrs 
cuyas cuentas apruebe, declarando que están li- 
bres de todo cargo y responsabilidad. 

Art 98. Los jueces de cuentas tendrán por 
presidente al Contador general y nombrarán de 
entre ellos un Relator de la caupa y un secretario. 

Art 09. Una vez reunidos los jueces para 
sentenciar, no podrán suspender el acto, pues el 
pronunciamiento de su fallo, deben hacerlo pre- 
cisamente en una sola sesión. 

Art 100. El juicio y sentencia se realizarán 
por actos continuos y sucesivos que no serán 
interrumpidos una vez que se dé principio á 
aquel mientras no sea pronunciada la ultima, ob- 
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servando para estos art >s los mismos trámites del 
procedimiento prevenido para las Cortes Supe- 
riores. 

SECCIO.V SEXTA. 

Responsabilidad y penas* 

Art. 101. Los miembros de la Junta superior 
centra], los de las subalternas, el Contador gene- 
ral, los Jueces de cuentas y los Tesoreros, son 
responsables por omisión y negligencia en la ob- 
servancia de sus deberes y funciones, y también 
por infracción de la ley de 13 de Mayo de «este 
affo y del presente decreto que la reglamenta. 
En tales casos, serán estos funcionarios amones- 
tados y compelidos al cumplimiento de sus debe* 
res por la superioridad competente, y aun desti- 
tuidos, si la reincidencia ó gravedad de la falta 
hiciere necesaiia esta pena. 

Art. 102. Los Tesoreros serán responsables, 
ademas,- en los casos siguientes: 

1 9 Cuando sin causa plenamente justificada an- 
te la Junta subalterna respectiva dejaren de ha* 
cer efectivo por sí mismos, ó por medio de sus 
recaudadores, los impuestos y contribuciones cu- 
ya recaudación se les cometa por el artículo 20 
de este decreto. 

29 Cuando hicieren cualquier pago anticipado. 

39 Cuando hicieren erogaciones 6 entregaren 
los fondos de abolición para fines que no sean 
los de indemnizar el valor de la extinguida es- 
clavitud, conforme á la ley de 13 de Mayo de es- 
te año y ai presente decreto, cualesquiera que fue- 
ren los motivos, y las autoridades que ordenaren 
la erogación ó entrega. 

49 Cuando por su ignorancia ó descuido se 
extraviaren ó perdieren los fondos de abolición, y 

59 Cuando malversaren los mismos fondos* 

Art. 103. Rn todos los casos del artículo an- 
terior serán los Tesoreros destituidos de sus em- 
pleos y condenados al pago ó restitución de los 
fondos ; y en el de malversación, ademas de obli- 
gárseles á restituirlos, seles someterá á juicio 
por los tribunales competentes para que se les 
apliquen las penas determinadas por las leyes 
del procedimiento criminal. 

8ECCION SÉPTIMA. 

Disposiciones generales. 

Art. 104. Los actuales Tesoreros de abolición 
cesarán/ en sus funciones cuando las Juntas su- 
balternas hicieren la elección de los nuevos Te- 
soreros conforme al artículo 96 del presente de- 
creto, y rendirán al Contador general que esta- 
blece la ley de 13 de Mayo de este afio las cuen- 
tas que hayan llevado y no hubieren presentado 
para su examen. 

Axt. 106. Si los Tesoreros actuales no hicie- 
ren á sus sucesores la entrega de existencias y 
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documentos en loa términos prevenidos por el 
artículo 36 de la ley, las Juntas subalternas de 
provincia les impondrán una multa de quinientos 
pesos aplicables al mismo ramo, que harán efec- 
tiva los Gobernadores dentro del tercero día; 
quedando ademas sujetos al resultado que pro- 
duzca el juicio de sus cuentas, y á las penas de- 
terminades por las leyes del procedimiento cri- 
minal en los casos de fraude* sustracción ó mal- 
versación de fondos. 

Art. 106. Las funciones que como miembros 
de la Junta superior central y de las subalternas 
deben desempeñar los acreedores de. abolición, 
son cargas concejiles, de las cuales no podrán ser 
eximidos sino por causa íísica que los inhabilite, 
y justifiquen legalmente ante el Poder Ejecutivo 
6 los Gobernadores de provincia; pero no se les 
podrá t ob)igar á prestar este servicio por mas de 
un aílo, á menos que, reelectos, quieran volunta- 
riamente continuar, ó que haya transcurrido un 
año de intermedio, en cuyo caso no podrán excu- 
sarse. 

Art. 17. Guando los acreedores de abolición 
en su calidad de fiscales natos de todo lo concer- 
niente á la administración de los fondos aplicados 
al pago de esta deuda, creyeren conveniente ha- 
cer alguna reclamación, denunciar hechos 6 lla- 
mar la atención sobre la conducta de los Tesore- 
ros 6 recaudadores, se dirigirán por escrito á la 
Junta respectiva, la cual no podrá excusarse de 
atenderlos; y contrayéndose inmediatamente á 
averiguar la verdad de los hechos, procederá se- 
gún el mérito de lo obrado, de conformidad con 
lo dispuesto en la ley de 13 de Mayo de este año, 
las demás leyes de la República y el presente de- 
creto. 

Art 108. £1 Secretario de Estado en el Des- 
pacho de Ifacienda queda encargado de la ejecu- 
ción de este decreto. 

Dado: firmado de mi mano: sellado con el 
sello del Poder Ejecutivo y refrendado por el Se- 
cretario de Estado en el Despacho de Hacienda 
en Caracas á 31 de Octubre de 1856.— José Ta- 
deo Monagos. — Por S. E. — El Secretario de Es- 
tado en el Despacho de Hacienda. 

Jacinto Gutiérrez. 
DEUDA ACTIVA POR ABOLICIÓN. 
AL SEIS POR CIENTO. 

Ley de y Decreto Ejecutivo de 

- Serie Número Folio $ 

La/ República de Venezuela reconoce como 
deuda nacional el capital de (tantos pesos) paga- 
deros al seflor (Allano de tal) 6 al portador, con 
el rédito de seis por ciento anual conforme á la 

ley de y decreto reglamentario de coyas 

partida se halla sentada en el registro de emisión 
de billetes de esta deuda al folio..--, 
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£1 pago de los intereses se hará por trimestres 
en la respectiva Tesorería de abolición en que es- 
té radicado el cobro, y la amortización del capi- 
tal, por ante la Junta superior central, de la ma- * 
ñera y con las formalidades establecidas por el 
decreto de — -. 
Caracas l ? de Octubre de 1856. 

Él Secretario de Hacienda. 

£1 Presidente del Tribunal de Cuentas. 

£i Tesorero General. 



DEUDA DIFERIDA POB ABOLICIÓN. 

AL SEIS FOR CIENTO. 

Ley de y Decreto Ejecutivo de . . 

Número Folio & 



La República de Venezuela reconoce como 
deuda nacional el capital de (tantos posos) paga- 
deros al señor (fulano de tal) 6 al portador, con 
el rédito de seis por ciento anual desde 1Q de Oc- 
tubre de 1856, conforme á la ley de y decre- 
to reglamentario de cuya -partida se halla 

sentada en el registro de emisión de billetes de 

esta deuda al folio 

£1 pago de los intereses y amortización del ca- 
pital se efectuará en los términos, con las forma- 
lidades y por los funcionarios establecidos en el 

citado decreto de 

Caracas, Octubre 1 9 de 1856. 

£1 Secretario de Hacienda. 
£1 Presidente de] Tribunal de Cuentas. 
El Tesorero General. 
Es copia. — Gutiérrtz. 



MILICIA nacional. Los inspectores y subins- 
pectores no pueden ejercer las funciones de pa- 
trocinantes. Véase Patrocinantes, R. £. de 12 
de Agosto de 1856, (Apéndice á este Tomo). 



PATROCINANTES, resolución cjecutiv* db 
12 ds aoosto d* 1856 declarando qytt no p*e- 
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den ejercer sus funciones los inspectores y sub- 
inspectores de la milicia nacional. 
Secretaría de Guerra. — Sección segunda. 

Caracas, Agosto 12 de 1856. 
Resuelta. — Dígase al señor Gobernador de la 
provincia de Cara bobo. 

Impuesto el Poder Ejecutivo de la resolución 
que con fecha 23 de Julio próximo pasado expidió 
esa Gobernación, con motivo de tina consulta que 
el seflor Juez de circuito residente en esa capital 
le biso sobre silos inspectores y subinspectores 
de la milicia nacional, cuando ejercen las funcio- 
nes de actor ó reo en ios tribunales civiles, están 
sujetos ó no á la jurisdicción civil, y de lo3 fun- 
damentos en que US. ha apoyado dicha resolu- 
ción, la aprueba, contrayéndola á los puntos si- 
guientes. 1? Los inspectores y subinspectores de 
la milicia nacional no pueden ejercer la profesión 
de patrocinantes, por ser empleados en un ramo 
del Poder Ejecutivo y prohibirlo expresamente 
el ñnal del artículo 21, capítulo 39 de la ley de 
30 de Abril de 1849, sobre abogados y patrocinan- 
tes ; pero sí tienen dichos empleados el derecho 
de defender por sí sus asuntos, según lo preveni- 
do por el artículo 15 capítulo 29 de la citada ley. 
29 En las causas civiles en que los inspectores y 
subinspectores sean parte, como actores, deben 
considerarse sometidos á la jurisdicción civil or- 
dinaria para todos los efectos del juicio y sus in- 
cidencias, y sujetos á las reglas prescritas, para 
los demás ciudadanos ; y 39, en fin, los inspec- 
tores y subinspectores están sometidos á los tri- 
bunales militares, donde únicamente pueden ser 
demandados, pues gozan del fuero de guerra aun 
cuando los últimos no tengan m*ndo de armas, 
por encontrarse en servicio activo, según lo dis- 
puesto por el artículo 11 de la ley de 24 de Abril 
de 1854, orgánica de la milicia. 

Por S. E.—Estéves. 
PRESIDIOS. Quién debe prestar el servicio para 
su custodia. Véase Guardia nacional de po- 
licía, R. E. de 18 de Mayo de 1847. 

PROVINCIA DE AMAZONAS. DECRETO EJECUTI- 
VO de 2 de junio ds 1856 org artizándola. — 
Deroga el de % de Noviembre de 1845, pág. 
197 TomoW 

JOSÉ TADEO MONAGAS, 
General en Jefe 9 Presidente de la República. 

de Venezuela^ <Jv 4% 4*' 
En uso de l<»s facultades queme concede la ley 
de 26 de Abril del corriente afto^ «obre dítisio» 
territorial. 

decreto: 
Art lo La nueva provincia de Amazonas se 
compone del territorio conocida con el nombre 
de Rio-Negro, y sus límites con la de Guayana 
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son : desde el raudal de Atures buscando al Sur- 
Este la Sierra Parima en donde tienen su origen 
el Ventuari, tributario del Orinoco, y e! Avari* 
chuta, tributario del rio Parima, que es afluente 
del Amazonas, en los demás puntos los límites de 
esta provincia son los que en esta porte de la 
Guayana tenia la Capitanía General de Venezue- 
la antes de la transformación política de 1810, 
sin perjuicio de los arreglos internacionales que 
se verifiquen con las naciones limítrofes en los 
lugares cuestionables. 

ArU 29 El Gobernador de dicha provincia re- 
sidirá en San Fernando de Atbbapo, que es la 
capital, pudiendo visitar y residir temporalmente 
en cualquier otro punto de ella, cuando lo estima- 
re conveniente á los intereses de la misma provin- 
cia, debiendo, en este último caso, dar cuenta al 
Gobierno. 

Art. 39 Dicho funcionario queda plenamente 
autorizado para establecer la organización civil y 
militar que mas adecuada juzgare al buen gobier- 
no de la provincia, hasta que pueda ella, por el 
incremento de su población y cultura de sus ha- 
bitantes, ser sometida al régimen general de lus 
demasde la República ; y procurará desde luego, 
ensayar el régimen municipal de los lugares don- 
de lo estimare conveniente, consultada la aptitud 
de sus habitantes, 

§ único. El Gobernador tendrá en consecuen- 
cia facultad para remover todos los empleados que 
actualmente existan en dicha provincia, pudiendo, 
no obstante, reelegir aquellos que se hagan dig- 
nos de su confianza dando cuenta al Poder Ejecu- 
tivo para su aprobación. 

Art. 49 Hará entender á todos los func.ona- 
rios déla provincia, y declarará por actos explíci- 
tos, que los indios están bajo su especial protec- 
ción por la ley, que gozan de los mismos derechos 
que los demás venezolanos, sin que pueda haber 
distinción entre indígenas y no indígenas. 

Art, 59 Impedirá con todo rigor cualquier es- 
pecie de vejación 6 engaño de parte de aquellos 
que aparentando hacer uu tráfico honesto, solo pre- 
tendan aprovecharse en la inocencia de los natura- 
rales. ' 

Art., 69 Formará un censo exarto de las fami- 
lias reducidas, con expresión de las industrias á 
que se dediquen con preferencia, y del género de 
cultivo que ofrezca mas ventajas á la producción. 

Art. 7*? Obtendrá todas las noticias posibles 
sobre los productos indígenas y sobre los exóticos 
que sean de fácil aclimatación en el territorio de 
su mando, y propenderá eficazmente ásu desarro- 
llo, dictando del mismo modo, cuantas medidas 
estime necesarias para fomentar las plantaciones 
de caña, café, cacao, añil, algodón y frutos 
menores que hoy existan. 
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Art. 89 Recogerá todos los datos relativos á 
la existencia de minas, vias de comunicación flu- 
ríales y terrestres practicables, así como todo lo 
que tienda al acrecentamiento y riqueza del país. 

Art. 99 Remitirá cada seis meses á este Minis- 
terio una relación de todos los datos que se ex- 
presan en los artículos anteriores, indicando, tan 
pronto como sea posible, el punto ó punios en 
quesea practicable y conveniente el establecimien- 
to de adunnas. 

Art, 10. Acordara lo que crea conveniente para 
fomentar el comercio con el Brasil y para que este 
se regularice en lo posible, y dirigirá al Poder 
Ejecutivo una razón circunstanciada del valoi de 
los artículos de primera necesidad y de todos los 
ramos de importación y exportación, expresando 
los puntos con quienes se baga un comercio mas 
activo. 

Art. II. Procurará el establecimiento de ferias 
tan frecuentes como sean posibles en las princi- 

Í>ales poblaciones, para qu í'ellas sirvan de estímu- 
al trabajo y pongan á la autoridad en capaci- 
dad de conocer mas brevemente la aptitud de 
aquellas poblaciones y los productos de mas fá- 
cil explotación, haciendo que sean presididos por 
un funcionario de policÍM. 

Art. 12. Informará, á la posible brevedad, al 
Poder Ejecutivo todo lo que sea necesario á la 
erección de dos ó mus curatos en las principales 
poblaciones del territorio de lu provincia. 

Art. 13. Promoverá el establecimiento de es- 
cuelas primarias en los lugares donde las juzga- 
re mas convenientes. 

Art. 14. Invigilará cuidadosamente por sí, 6 
por medio de los empleados que al efecto nombre, 
la recaudación de las rentas de la provincia, pro- 
curando el mejor medio de administración ó ar- 
riendo de las fincas que á ella pertenezcan, y 
haciendo llevar cuenta y razón de todo lo que por 
este respecto se recaude, para elevarlo al cono- 
cimiento del Poder Ejecutivo. 

Art. 15. Dispon-Ira lo conveniente por medio 
de los competentes funcionarios para que las po- 
blaciones que «le nuevo se formen, se establezcan 
con regularidad y se conserven aseadas, removien- 
do las causas que puedan dallar la salud de sus 
habitantes, 

Art. 16. En cada una de las misiones de la 
provincia habrá un juez de paz nombrado por el 
Gobernador, y desempeñará las funcione» si gi: i en- 
tes: 

1«* Auxiliar á los sacerdotes cuando los hubie- 
re e 1 el lugar de su jurisdicción, en todo lo con- 
crn'enteá la reducción y civilización de los 
indios. 
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2a Promover por sí mismos la reducción, 
cuando no haya sacerdotes. 

3& Decidir sumariamente las diferencias que 
ocurran en sus respectivos territorios sobre nego- 
cios civiles ó de injurias. 

4& Castigar moderadamente y con pena de 
prisión, hasta de cuatro dias, las faltas leves que 
se cometan en su jurisdicción. 

5^ Remitir presos á disposición del Juez de 
provincia de Guayana por órgano úei Goberna- 
dor, de Amazonas á los reos de homicidio simple 
o calificado, heridas graves, hurlo con violencia y 
otras semejantes, acompañando la averiguación 
sumaria correspondiente, 

Art. 17. En los lugares donde baya sacerdotes, 
tendrán estos las siguientes atribuciones : 

1* Atraer los indígenas á poblado é instruirlos 
en la práctica de la vida civil. 

2» Servir de preceptores de las escuelas que 
se establezcan en los lugares de su residencia. 

3a Administrarles loa sacramentos, sin exigir- 
les derecho alguno. 

4a Inspirarles el amor al trabajo, tratándolos 
con suavidad y empleando las amonestaciones 
antes de ocurrir á los jueces de paz para que cor- 
rijan sus faltas. 

5a Pasar al Gobierno por órgano del Goberna- 
dor cuantas noticias conduzcan á dar idea de los 
progresos de las misiones y de Jos medios de re- 
gularizarlas y fomentarlas. 

Art. 18. El Gobernador de Amazonas manifes- 
tará al Poder Ejecutivo las dificultades que en- 
cuentre en la ejecución del presente decreto, y 
propondrá las mejoras que aconseje la práctica. 

Art. 19. Se deroga el decreto Ejecutivo de 6 
de Noviembre de 1845, orgánico del Distrito 
de Rio-Negro. 

Art. 20. El Secretario de E. en los DD. del 
Interior y Justicia, queda encargado de la ejecu- 
ción de este decreto. 

Dado : firmado de mi mano : sellado con el se- 
llo del Poder Ejecutivo; y refrendado por el su- 
sodicho Secretario en Caracas, á 2 de Junio t!e 
1856, 27 y 46.— José T. Monagos. -Por S. E. 
— El Secretaiio de Estado en los Despachos del 
Interior y Justicia, A. Parejo.— Es copia. — Pa- 
rejo* 

PROVINCIA DE AMAZONAS. DECRETO EJECU- 
TIVO de 15 de noviembre DE 1856 adicional 
al anterior, organizando en ella la adminis- 
tración de Justicia. 
José Tadeo monteas. Presidente de la Repúbli* 
ca de Venezuela, &. &. &. 
Autorizado por la ley de 28 de Abril del cor- 
riente afio sobre división territorial, para dar juna 
organización especial á la provincia de A mazo- 
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ñas, hasta que el incremento de su población 
permita someterla al régimen general de la Re- 
pública; y 

Considerando: 
Que tanto el Decreto reglamentario expedido 
en virtud de dicha facultad, como el que organi- 
sta los Juzgados de circuito de la República, co- 
meten respectivamente al Juez de provincia y al 
de circuito de Guayana el conocimiento de los 
asuntos civiles y criminales de su competencia 
que ocurran en la provincia de Amazonas; lo 
cual produce notables inconvenientes á la Ad- 
ministración de Justicia en esta provincia, por la 
inmensa distancia á que se encuentra su capital 
de la de Guayana; y que en consecuencia es ne- 
cesario asimilar en lo posible en este respecto á 
la expresada provincia de Amazonas con las de- 
mas de la República. 

Decreto : 

Art. 19 La Administración de Justicia en la 
provincia de Amazonas estará á cargo de un 
Juez provincial y de los jueces de paz de las mi- 
siones que establece el artículo 16 del Decreto 
reglamentario de dicha provincia. 

$ ío El primero será nombrado libremente 
como lo son los segundos por el Gobernador; y 
su duración será la de este funcionario, quien po- 
drá removerle con causa justificada, dando cuen- 
ta precisamente al Gobierno. 

§ 29 Dicho Juez deberá tener la edad é ido- 
neidad necesarias en los de circuito y de provin- 
cia de la República. 

§ 39 En sus faltas accidentales por impedi- 
mento para conocer en una causa, le suplirá la 
persona que por la suerte se saque de una terna 
compuesta por el Gobernador de la provincia al 
tiempo de hacer la elección de aquel juez, y el 
mismo Gobernador verificará el sorteo en presen- 
cia de las partes que asistan. Siempre que quede 
incompleta dicha terna, Ja llenará de nuevo el 
Gobernador para los casos que ocurran. 
^ Art. 29 Son atribuciones del Juez de provin- 
cia de Amazonas, den ti o de los límites de ella. 

Las de las Cortes Superiores de justicia para 
conocer en segunda instancia de las demandas 
por injurias ; y 

Las que tienen los Jueces de Circuito y de 
provincia por la ley sexta del Código orgánico 
de tribunales, en cuanto sean compatibles con el 
régimen especial de la provincia. 

Art. 39 Son funciones de los jueces de paz de 
las misiones, ademas de las primera, segunda y 
cuarta que les señala el artículo 16 del decreto 
reglamentario citado, las de los demás jueces de 
páa y jueces de cantón de la República, con la 
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misma limitación establecida al final del artículo 
anterior. 

Art ,49 El juez provincial exigirá á los juz- 
gados (ffe paz el primero de cada mes las noticias 
del movimiento de < a usas que hayan tenido en el 
mes anterior, para refundirlas en un cuadro que 
contenga así mismo el movimiento del juzgado 
provincial, el cual será pasado ai Gobernador de 
la provincia para que este lo haga á ia Secretaría 
del Interior y Justicia á la brevedad posible. 

Art. 59 El juez provincial, como los jueces de 
paz, observará las leyes generales de Ja Repúbli- 
ca cou forme al orden establecido por ia ley úni- 
ca título 12 del Código de procedimiento. 

Art 69 Uno y otros tendrán para su despacho 
judicial un Secretario de su libre nombramiento 
en quien concurran los requisitos necesarios para 
desempeñar el destino. 

Art 79 El juez provincial disfrutará de la asig- 
nación de mil seiscientos pesos, y su Secretario 
de la de ochocientos anualmente, que cobrarán 
en la Administración de Aduana de Ciudad-Bolí. 
var, entretanto que puedan ser pagados por las 
rentas que se arbitren en la provincia de Amazo- 
nas. 

Art. 89 Giuedan reformadas conforme al pre* 
senté decreto las disposiciones contrarias del artí- 
culo 16 del reglamento de la provincia, y /a del or- 
gánico de jueces de circuito que extiéndela juris- 
dicción del de la provincia de Guayana á Ja del 
Amazonas. 

Art. 99 El Secretario de Estado en ios Despa- 
chos del Interior y Justicia, queda encargado de 
la ejecución de este decreto. 

Dado: firmado de mi mano: sellado con el 
sello del Poder Ejecutivo; y refrendado por el 
susodicho Secretario, en Caracas, á Í5 de No- 
viembre de 1856, año 27 de la ley y 46 de la in- 
dependencia. 

José T. Monágas. 

Por S. E.— El Secretario de Estado en los DD. 
del Interior y Justicia. 

Jacinto Gutiérrez, 
Es copia — Gutiérrez. 

PROVINCIAS. RESOLUCIÓN EJBCLTIVa DÉ 9 

db mayo de 1844 resolviendo varios puntos 

sobre visitas de ellas. ( # ) 

Resuelto. Caracas Mayo 9 de 1844 

Dígase al Gobernador de esta provincia. 

Presenté il despacho del Poder Ejecutivo la 
nota de US. de 18 del mes próximo pasado nú- 
mero 92, en que consulta sobre varios puntos re- 



(*) Esta resolución debió ir en el cuerpo de la obra 
antes de la de l? de Mayo de 1864, pág. 146 de este ter* 
cer Tomo, pues á ella es que se refiere el rubro de esta • 
pero se omitió allí por olvido. 
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lativos á U visita de la provincia ¡ y S E. me 
ha ordenado contestar á US. en ios términos si- 
guiente». — I? El Gobernador conserva su carác- 
ter de tal en cualquiera de los puntos de la pro- 
vincia en que se encuentre en visita, despachan- 
do por consiguiente todos los asuntos de la Go- 
bernación que ocurran, menos los que se indica- 
rán en el lugar conveniente. 29 El Gobernador 
debe tener, sin duda alguna, un secretario que 
autorice sus artos, y llevar consigo aquellos pa- 
peles indispensables al mejor desempeño de sus 
funciones. 3 o Mientras permanezca ausente el 
Gubernailor, el Jefe político preside las diversas 
juntas que aquel presidia en la capital. Así esta 
resuelto en diversos caeos por el Gobierno. 49 Re- 
suelto que el Jefe político preside las diversa* 
juntas lie la capital, queda incluido el punto de 
la anotación é inscripción de vales, que está atri- 
buido á la económica de Hacienda. 59 Los reos 
que se remitan para los presidios, ó serán destina- 
dos por el mismo Gobernador si son de cantones 
inmediatos adonde él se encuentre, ó si vienen ft 
la capital, los «'orinará al Jefe político. 69 El 
archivo del Gobernador no necesita de entregar- 
se á nadir, pues no queda ningún sustituto. Aquel 
puede df j .rio cerrado bajo segura custodia mién- 
tias permanece ausente. — Quedan de este modo 
resueltos los diferentes puntos consultados por 
TJjS. Soy de US. atento servidor. — Juan Ma- 
nuel Manrique. 
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RODRÍGUEZ ' tlvestre). Véase Inmigra- 

cvm, 1 '. •• : ; ~'J d'e ' bril de 1856. 



SEMINARIO TRIDBNTINO DE SANTA ROSA. RE- 
SOLUCIÓN EJECUTIVA D.B 26 DE ABRIL DE 

1856 mandando efectuar su separación de Ia 
Universidad, de conformidad con el D. de 22 
de Abril de 1846, 

Secretaría del Interior. — Sección cuarta. 
Caracas, Abril 26 de 1866. 

Resuelto. — En ejecución del decreto legislativo 
de 22 del corriente sobre separación del Colegio 
Seminario de la Universidad central, dígase al 
Rector de esta. 

Debiendo entregarse el edificio del Colegio 
Seminario tridentino de Santa Rosa al Prelado 
eclesiástico de esta Arquidiócesis, de conformidad 
con el artículo 29 del decreto legislativo de 22 
del corriente, de que acompaño á US. copia au- 
torizada, dispone S. E. el Poder Ejecutivo que 
US. ordene la traslación de todas Jas cátedras» 
enseres y mobiliario perteneciente á esa Univer- 
sidad, al edificio del antiguo convento de San 
Francisco, pudiendo disponer desde el 19 de No* 
viembre próximo de la parte baja del primer cuer- 
po de este, adonde estuvo el Colegio de la Inde- 
pendencia, para colocar allí las cátedras que no 
tengan localidad en el segundo cuerpo del que 
está en posesión la Universidad desde 1837, re- 
servándose la parte alta de dicho primer cuerpo 
para las Cámaras Legislativas Ínterin no ¡>rov*e 
la ley de otro local para ellas, y un salón en di- 
cho cuerpo bajo para el Museo de pintura, crea- 
do por el decreto legislativo de 23 de Abril últi- 
mo. Tan solo quedarán por ahora en el Colegio 
Seminario las cátedras de ciencias eclesiásticas, 
de acuerdo con el artículo 59 del mencionado 
decreto de traslación. 

Trascríbase esta resolución al señor Goberna* 
dor de la provincia, y al Inspector del edificio se- 
ñor Pedro Morato para que haga la entrega del 
edificio al señor Rector de esta Universidad, tan 
luego como lo desocupe el batallón de línea nu- 
mero 29^-Publíquese. — Por S. R— -Parejo. 
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ADVERTENCIA. 

Por un error, la numeración de las páginas 166 á 168 do 
oslo III Tomo se hallan repelidas. No obstante, las materias 
que ellas contienen siguen en su debido orden. 
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Correo —-L. 
de 28 de Abr. 
de 1856 fijan- 
do sueldos á 
sus emplea- 
dos, pág. 402. 
T.I. 



Reí. por la de 
28deAbr.de 
1866, p. 378, 
T. III. 



Libertad de 
esclavos. Ley 
de 28 de Abr, 
de 1848 esta- 
bleciéndola, p 
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Ref. por la de 
18deMay.de 
1866, p. 892, 
T.I1I. 



Libertad de 
esclavos. DJS. 
R.deSdeJul. 
de 1866, pág. 
641, T. IL 



Ref. por el da 
81 de Oct de 
1866, pág. 898 
T.UI. 



Indígenas da 
Rio-Negro. P. 
E. de 6 de No- 
viem. de 1846 
organizando 
su reducción. 
P.197.T.H. 



Ref. por el de 
2 de Junio de 
1866, pág. 410 
T.UI, palabra 
"Provincia de 
Ajnazonag," 
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